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INTRODUCCIÓN: 

 

Con el presente estudio procuramos fundamentar el encuadre del 

derecho nobiliario dentro de la Constitución Española de 1978. Para ello 

debemos localizar el derecho nobiliario dentro de una de las dos grandes áreas 

del derecho, ya sea derecho público o derecho privado.  Y por lo tanto para 

poder determinar a cuál de estas dos áreas pertenece el primer paso será 

centrar la distinción entre derecho público y privado, que se remonta al derecho 

romano. Seguidamente, como segundo paso, citaremos los principios 

generales que rigen el derecho nobiliario y lo caracterizan, además de 

categorizarlo como derecho particular, especial y excepcional. En tercer lugar 

estudiaremos en esta introducción la justificación del encuadre del derecho 

nobiliario en una de las dos áreas, en concreto, en la del derecho público y 

cuáles son las consecuencias jurídicas del mismo. Y como cuarto, y último 

paso, fundamentaremos por qué hemos encuadrado este estudio dentro del 

área del derecho público y concretamente dentro del derecho constitucional.  

I 

Desarrollamos a continuación el primer paso por el que 

distinguimos el área del derecho público de la del derecho privado. 
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 Ya Ulpiano1 establecía esta división del derecho, en un fragmento del 

Digesto (D.1, 1, 1, 2), en su texto (aceptado en las “instituciones” de Justiniano) 

se ha incluido el derecho sacro como derecho público, ya que se considera 

derecho público aquel que es especial (el sagrado y público), frente al ius civile 

(o derecho común). Y es constante histórica la división en dos entre derecho 

público y derecho privado. Distinguiendo entre derecho privado, el de los 

ciudadanos y el público el que es de la ciudad. El derecho romano no usó la 

distinción del interés (ya público, ya privado) para distinguirlos. Papiniano2 

dice: “El derecho público no puede ser alterado por pactos de los particulares 

(ius publicum privatorum pactis mutari non potest; privatorum convenio juri 

publico non derogat). Los glosadores al recopilar estos textos y glosarlos 

afirmarían que se trataba del derecho administrativo. Es una característica que 

corresponde al derecho nobiliario en el que la concesión no puede ser alterada 

por el particular, ni los llamamientos a suceder, etc. 

Con la caída del Imperio Romano de Occidente en manos de los pueblos 

bárbaros, éstos impusieron sus propias normas en el ámbito del derecho 

público, dejando vigentes las de derecho privado, que siguió en la órbita del 

derecho civil, identificándose derecho privado y derecho civil3. [El derecho civil 

es un término mucho más concreto, como dice el propio Federico de Castro, y 

con más estrecha unión a la realidad social que el derecho privado, sirviendo de 

centro a éste último. Sus caracteres se han perfilado durante siglos y tiene notas 

propias y más concretas respecto al derecho privado. Aun siendo diferente, se 

                                                             
1
 Domicio Ulpiano; (¿Tiro, 170? - Roma, 228 d.J.C.) Jurisconsulto romano, considerado uno de los más 

grandes jurisconsultos de la historia del Derecho. 
2 Papiniano (?-212 d.J.C.) Jurisconsulto romano. Durante el mandato de Septimio Severo  
3 Juan Sempere y Guarinos (Elda, actual Comunidad Valenciana, 8 de abril de 1754 - id., 18 de octubre 
de 1830). Político, jurista, bibliógrafo y economista)  mantiene sin embargo lo contrario diciendo que: 
“Los Visigodos respetan el derecho público romano y respecto al derecho privado adaptan sus 
costumbres a muchas instituciones propias del derecho romano.” 
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considera sinónimo de derecho privado. Siguiendo la definición que el ya citado 

Federico de Castro da al derecho civil “no puede extrañar la variedad de sus 

definiciones… y se le irá sucesivamente considerando como derecho civil de los 

españoles (s. XVII), como derecho civil privado, afirmado en el derecho natural 

y separado del derecho político e internacional en el s. XVIII. Como derecho 

privado general del que se han disgregado diversas materias especiales”. Según 

De Diego es un conjunto normativo total por la especialidad de la materia: el 

hombre como sujeto de derecho y patrimonio y miembro de una familia. De 

nuevo siguiendo a Castro, diremos que “el Derecho civil y el Derecho privado 

coinciden en cuanto están ambos informados por el principio de personalidad. 

La diferenciación de sus ámbitos deriva de circunstancias históricas, la 

consideración que tenía el “ius civile” de derecho general ha pasado a derecho 

civil, por lo que éste comprende la materia común y no regulada por otras ramas 

jurídicas. Se han separado del derecho civil algunas materias informadas por 

principios especiales que no han dejado el campo del derecho privado, por 

ejemplo el derecho mercantil. Sin embargo siempre en conexión e 

interdependencia con el derecho público. Tiene principios propios, la igualdad, 

libertad para el desarrollo de la personalidad, (autonomía)”]. 

Durante la edad media la concepción germana contraria a la división en 

áreas del derecho, considerándolo uno solo, crea una gran confusión entre 

derecho público y privado. Así la herencia o enajenación de cargos públicos o la 

posesión territorial daba derecho a prerrogativas públicas. Aunque se conoció la 

diferenciación entre normas privadas y públicas, sin desvirtuar la unidad de 

todo el derecho. 
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A fines de la Edad Media se separa el derecho comercial del derecho civil, 

como rama independiente dentro del derecho privado, cuyas normas 

consuetudinarias se plasmaron por escrito en el Rol de Olerón o Tablas de 

Amalfi. 

Con el humanismo4 influido por el método dialéctico5, tan dado a 

clasificaciones, se trata separadamente el derecho público del civil,  y se irá 

conformando de manera que el derecho público se referirá a la regulación del 

imperio germánico y las prerrogativas feudales o cortesanas de los 

nobles.6 

En la edad moderna se retoma la diferenciación entre normas de derecho 

público y de derecho privado. 

La ilustración en el siglo XVIII inició un proceso de codificación que 

dividió las competencias del derecho público y privado mientras el derecho civil 

perdía materias, desgajándose en el siglo XIX el derecho del trabajo, luego del 

reconocimiento obtenido por los obreros de sus derechos tan lesionados con la 

Revolución Industrial. 

Las ideologías liberales cargarían estos conceptos de contenido político, 

refiriendo el término de público al gobierno y administración frente a lo 

individual (burguesía), autonomía de la voluntad. 

                                                             
4
 El humanismo es un movimiento cultural de Europa a partir del siglo XIV, y nacido en Italia. Pertenecen 

al mismo Dante, Petrarca etc.…., se mantiene hasta finales del siglo XVI y quiere retomar el humanismo 
de la época clásica. 
5 El método dialectico era ya en la antigua Grecia de donde procede su etimología, se trata ya en épocas 
modernas de la confrontación en la conversación entre los diferentes participantes en un esquema 
general puede concretarse como la contraposición entre concepto y cosa en la teoría del conocimiento, 
a la contraposición entre los diferentes participantes en una discusión y a contraposiciones reales en 
la naturaleza o en la sociedad, entre otras. 
6 Federico de Castro y Bravo. Compendio de derecho civil. 

http://derecho.laguia2000.com/categoria/derecho-comercial
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Llegamos al siglo XIX en el que el jurista Rudolf von Ihering7, distinguía 

el derecho público del privado, y de otra rama que llamó derecho colectivo. El 

derecho público, según este autor, se ocupa de la propiedad pública o estatal; el 

derecho colectivo, tiene como titular del derecho de propiedad a toda la 

ciudadanía; y el derecho privado, regula la propiedad de los particulares. 

Para Savigny, prestigioso jurista alemán del siglo XIX, el Derecho privado 

estaría integrado por todas las relaciones de derecho existentes entre 

particulares y el público como configurador del Estado y de su organización y 

funciones. 

Se darán distintas posturas en la doctrina, siguiendo a Federico de Castro 

haremos tres grupos de teorías: 

a) Teorías dualistas, subdivididas en 

1-  las teorías del interés siendo el derecho público aquel en 

que predomina el interés general, frente al patrimonial, o de mercado. 

Toma una dimensión política.8 

Actualmente es criticada por dejar fuera disposiciones de derecho 

público de este, así las de policía, y del privado el matrimonio y la tutela. 

Reduce el derecho privado a un derecho propietarista o de los privilegios 

burgueses. Adscribe el derecho privado al exclusivo servicio del interés 

individual, en contra del bien común. 

                                                             
7
 Rudolf von Ihering  (22 agosto 1818 - 17 septiembre 1892). Jurista alemán, conocido por su libro de 

1872 “Der Kampf ums Recht” (La lucha por la Ley), como jurista, y como el fundador de una escuela 
moderna,  histórico de la ley. 
8 Confunde el derecho privado con el patrimonial, así Sohm o Korkounov (jurista ruso). O con el del 
mercado, así Evgeny Bronislavovich Pashukanis (23 de febrero 1891- 1937) fue un jurista sovietico, 
mejor conocido por su obra La Teoría General del derecho y el marxismo…. Que mira a los hombres 
como seres individuales (Felipe Clemente de Diego. (Guadamur, 1866-Pozuelo de Alarcón, 1945) Jurista 
español. Fue profesor de derecho romano y posteriormente de derecho civil.), y es el ámbito del 
egoísmo (Brinz). 
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2- Teorías de los sujetos: Diferencia entre las normas en que 

interviene el Estado y aquellas en que intervienen los particulares. El 

derecho público regula la relación de superior a inferior, el Estado 

actúa con “imperium”, esta es la teoría seguida por Castán Tobeñas, 

Ferrara, De Buen etc... Las relaciones se caracterizan por como de 

coordinación en derecho privado y de sumisión en derecho público9. 

Georg jellinek10 distingue el derecho público del privado según 

que los sujetos cuyas relaciones rige estén en un plano de desigualdad 

o igualdad jurídica, respectivamente. Por eso el Estado es sujeto del 

derecho público cuando actúa en ejercicio del poder, o sea dotado de 

“imperium”, pero cuando actúa en un plano de igualdad con los 

particulares se halla sometido a las normas del derecho privado. Otra 

corriente apoyada en Papiniano entiende que el derecho político sería 

imperativo y necesario frente al privado, dispositivo, propio del 

negocio jurídico. El profesor Lacruz Berdejo11, establece la siguiente 

diferenciación: “cuando las normas configuran, por consecuencia de 

su eficacia constitutiva, relaciones en que aparece el Estado o los 

otros entes públicos como sujetos portadores de soberanía o de 

imperium, de modo que el otro sujeto de la relación se encuentra en 

situación de subordinación, forma parte del derecho público, 

mientras que cuando autorizan la constitución de relaciones en las 

que el Estado y los demás entes públicos concurren con un particular, 

                                                             
9 Así lo dicen Cicu, Luis Legaz Lacambra 1906-1980 Filósofo del derecho, político, académico, ideólogo y 
traductor español, nacido en Zaragoza, y Lange. 
10

 Georg jellinek (1851-1911). jurista y teórico. Jurisconsulto alemán. 
11  José Luis Lacruz Berdejo (Zaragoza., 1921-1989). Catedrático de Derecho civil. 
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o concurren entre si varios particulares en un plano de igualdad, las 

normas han de considerarse como de derecho privado”. 

Sin embargo el derecho público no siempre actúa con imperio, así 

las  normas estructurales del Estado, o el derecho internacional público. 

Y el privado contiene normas imperativas (familia, tutela, etc.…). Tiene 

para la concepción jus-naturalista semejantes errores que los que tiene la 

teoría del interés, enfrentando como opuestos y separados (formando dos 

derechos) los criterios de libertad y de jerarquía. 

b) Las teoría pluralistas: Al no encajar algunas materias en las 

anteriores teorías, se crea un tercer género, el derecho mixto en que 

entrarían las materias que no se encuadran en ninguno de los derechos 

público o privado, el derecho de familia se desgaja del derecho privado12, 

creándose un derecho de la sociedad, entre el público y el privado, o 

algunas normas difíciles de encajar se abandonan en una zona residual 

(derecho mixto), (postura de Gierke13). 

Es criticada por no traer nada nuevo y no definir el criterio por el que 

se distinguen las materias. 

c) Teorías negativas: Niegan la división en derecho privado y 

público, consideran que de hacerse uno de los dos sería derecho y el otro 

quedaría fuera. 

Unos creen que solo existe el derecho privado (creación de la 

sociedad), defensor del individuo14, y otros que solo el público (creación 

                                                             
12 Según Cicu (jurista italiano nacido en 1879), Plana y otros. 
13

Otto Friedrich von Gierke.  Nacido el 11 de enero de 1841, fallecido el 10 de octubre de 1921. 
Historiador alemán, especializado en el estudio de los antecedentes de las leyes germanas. 
14Léon Duguit. (Libourne, 1859 - Burdeos, 1928). Jurista francés.  
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exclusiva del Estado) al ponerse en marcha aun al contratar (derecho 

procesal).   

Lenin mantiene el derecho público como único (teoría comunista), 

también doctrinarios del nacionalsocialismo rechazan la división. 

Son criticadas por desconocer la esencia del derecho, rebajándolo al 

arbitrio individual o a la voluntad de un gobernante. 

Todas estas teorías son rechazables pues se ha tocado el concepto mismo 

del derecho, desde el punto de vista del ius-naturalismo se ve claramente el 

fracaso de las teorías dualistas, así “ninguna regla merece el carácter de jurídica 

si solo tiene en cuenta el interés individual (conveniencia de un grupo o clase)” o 

“si solamente atiende al llamado interés general (consideración exclusivista de 

una mítica comunidad).” 15 

Y también es errónea la postura de las teorías negativas, (individualismo 

exclusivista, totalitarismo). 

Hay por lo tanto que ir al concepto mismo del derecho y siguiendo a 

Castro podemos decir: que “el derecho positivo es uno, como el derecho natural 

del que depende”. 

Pero el derecho cumple su función en dos direcciones fundamentales: 1º 

Para que la persona realice sus fines (sustantivos), lo que supone la 

organización y conservación de la comunidad. 2º Para que la comunidad realice 

sus fines (instrumentales), y por lo tanto haga respetar y proteja a la persona. 

Por lo tanto en “el derecho actúan dos principios el de personalidad y el 

de comunidad”. Ambos dirigidos al mismo fin (realización social de la 

Justicia) y han de estar presentes en cada norma y en cada institución. 

                                                             
15 Federico de Castro y Bravo, compendio de derecho civil. 
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“Las distintas normas habrán de reconocer primacía a uno u otro 

principio.” 

Definiendo por lo tanto derecho público en aquellas normas en 

las que predomina la preferencia por la comunidad, y el privado en 

las que predomina la preferencia por la persona. 

El derecho no consiente la partición total, geométrica entre público y 

privado. Las instituciones todas tienen caracteres de ambos, es el predominio de 

unos caracteres sobre los otros los que determinan su pertenencia a una de las 

clasificaciones. Sin perjuicio de la vital conexión entre las distintas disciplinas. 

Ya hemos dicho que se trata de una unidad no de derechos diferentes. 

De esta forma se atribuye al derecho privado las reglas directamente 

informadas por el principio de personalidad sin que sea exclusivo, y al derecho 

público las directamente informadas por el principio de comunidad, sin que solo 

sean informadas por este principio. Sin embargo hay materias que 

corresponden a una u otra división por historia, y que corresponden 

natural o típicamente al derecho privado o al público. 

El profesor Díez Picazo16, en el volumen primero de su Sistema de 

Derecho Civil dice: “Ante todo, hay que partir de la radical unidad del 

ordenamiento jurídico, que no queda nunca fragmentado o dividido. En 

segundo lugar, que la línea de frontera entre derecho público y privado no se 

puede nunca establecer con nitidez. En tercer lugar, que más que criterios 

                                                             
16

 Luis DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN, Burgos, 1931, Fue Ayudante en la Cátedra del profesor Federico 
de Castro (1953-1963) Profesor de Derecho Civil en el Instituto Católico de Dirección de Empresa-ICADE 
(1962 y ss.) y en la Academia de San Raimundo de Peñafort (CEU) Nombrado por oposición Catedrático 
de Derecho Civil en la Universidad de Santiago de Compostela (1963), pasando después a la Universidad 
de Valencia (1964-1972), y posteriormente a la Universidad Autónoma de Madrid (1972-2001) donde se 
jubiló y fue nombrado Profesor Emérito de dicha Universidad. 
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lógicos de distinción, lo que hay que señalar son puras directrices metodológicas 

de adscripción”. En este sentido, opone lo que Federico de Castro llama 

principio de personalidad frente al principio de comunidad o viceversa. Dicho 

de otro modo, lo que hay son instituciones enderezadas a regular la persona y el 

cumplimiento de sus fines, y otras, destinadas a regular la organización de la 

comunidad y sus fines. 

Se viene de esta forma atribuyendo al derecho público lo correspondiente 

al derecho administrativo y político, y al privado lo correspondiente al derecho 

civil. Así se sigue una división histórica basada en la mayor cercanía al 

derecho constitucional o administrativo o en cambio más cercano al 

derecho civil, quedando dentro del derecho privado, donde se privilegia la 

autonomía de la voluntad, el derecho civil, el derecho comercial, el derecho 

internacional privado, el derecho laboral (aunque contiene normas de orden 

público), el de la navegación, el agrario, y el de minería. Dentro del derecho 

público quedan: el derecho penal, el derecho constitucional, el derecho procesal, 

el derecho administrativo, el derecho internacional público, el derecho 

tributario, y el derecho ambiental. 

II 

Como segundo paso citamos los principios generales que 

caracterizan el derecho nobiliario y su adscripción a las categorías 

de derecho particular, especial y excepcional.  

Principios generales del Derecho Nobiliario:   

- Privilegiación: el derecho nobiliario es privilegiado en cuanto que se 

refiere a unas personas o familias concretas y no a la generalidad de la gente, 

con preminencias, honores y distinciones que les singulariza frente al común de 

http://derecho.laguia2000.com/categoria/derecho-constitucional
http://derecho.laguia2000.com/derecho-internacional/derecho-internacional
http://derecho.laguia2000.com/derecho-internacional/derecho-internacional
http://derecho.laguia2000.com/derecho-internacional/derecho-internacional
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las personas. Es de considerar, que se trata de un fuero especial diferente al 

derecho común y veremos más tarde que el privilegio es considerado derecho 

público.  

- La nobleza: los atributos de la nobleza que la caracterizan y la separan 

del derecho común son la indivisibilidad, la perpetuidad, la imprescriptibilidad 

y la irrenunciabilidad, que se establecen normalmente en la concesión, que es a 

su vez de carácter público y en las normas que regulan esta materia, que son de 

derecho administrativo. 

- Transmisibilidad: la nobleza se transmite según las normas establecidas 

en la concesión de carácter público y siguiendo un procedimiento a su vez 

establecido por reglamentos administrativos, de forma que suele transmitirse, 

salvo en el caso de los títulos vitalicios, por parte de varón, salvo excepciones, 

siendo ésta la forma regular de transmisión ya que es la misma que según las 

normas corresponde a la monarquía. 

- Universalidad en la descendencia: así como los títulos nobiliarios 

normalmente se transmiten por línea de varón, sin excluir totalmente a la 

mujer, y a una sóla persona (al menos en España), sin embargo, la nobleza, que 

no se confunde con los títulos nobiliarios, se transmite de forma universal a 

toda la familia descendente, aunque excepcionalmente los títulos se pueden 

transmitir por línea colateral (y siempre dentro de la consanguinidad). Si bien, 

la nobleza se transmite por línea de varón, aunque se transmita a la mujer, pero 

no por línea femenina, salvo los títulos que se pueden transmitir a través de la 

mujer  a falta de varón, aunque hoy día también por la mujer y a la mujer por 

primogenitura. 

- Automaticidad de la adquisición: la nobleza se adquiere directamente al 

nacer, sin embargo, es necesario probarla. 
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- Es un derecho de sangre que se transmite igualmente a los hijos 

naturales que a los legítimos y tanto unos como los otros pueden transmitirla a 

su vez. Por lo tanto el parentesco biológico no exige filiación matrimonial. 

 

El derecho nobiliario entraría también en la categoría de derecho 

particular frente al derecho común (ius civile), siendo de aplicación restrictiva 

y derogatorio del derecho común. Hay que distinguir entre normas de derecho 

general y de derecho particular así la generalidad de las normas jurídicas 

también tiene un componente territorial. En España, adquieren particular 

importancia los denominados derechos forales. Las normas se dividen, según 

los ámbitos territoriales de aplicación en: 

 Normas de derecho general: aplicables en todo el territorio 

nacional, y 

 Normas de derecho particular: aplicables a límites 

territoriales más reducidos: comarcas (fundamentalmente en las 

costumbres), regiones (los Derechos forales) o Comunidades Autónomas. 

En lo que respeta a la usucapión de los Títulos nobiliarios estos no se rigen por 

una norma general, así se aplicará la ley 41 de Toro a los títulos de Castilla, sin 

embargo se aplicará la ley de Aragón para los de este reino, en el primer caso es 

de 40 años el tiempo que debe transcurrir para usucapir, sin embargo en 

Aragón será de treinta años y un día. En apoyo de esto se citan las siguientes 

sentencias: La del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, (Sala de 

lo Civil y Penal).  

Sentencia núm. 26/1995 de 2 octubre RJ 1995\8180 que dice 

literalmente en su Fundamento de derecho cuarto: 
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“En tal sentido en relación con los títulos nobiliarios la Sentencia de 10 

octubre 1961 (que se refiere al título Duque de Montalvo otorgado por el Rey 

Fernando como Rey de Aragón y Conde de Barcelona el 1 de enero de 1507, el 

que no reinaba en Castilla por haber fallecido su esposa Isabel I en el año 1504 y 

ser proclamada Reina de Castilla su hija Juana I el 11 de enero de 1505), en cuya 

resolución se declara la inaplicabilidad de las leyes de Toro, por no formar parte 

del material normativo jurídico de los derechos aragonés y catalán, únicos 

aplicables como subsidiarios al título discutido, y se establece la observancia del 

«Usatge Omnes Causae» (Constitución segunda del Título II «De prescripción» 

del Libro VII de las Constituciones de Cataluña). La doctrina de la sentencia 

citada se confirma, en ocasiones por la vía indirecta de la exclusión o cita, en 

sentencias posteriores, como las de 9 junio 1964 (RJ 1964\3216), 22 febrero y 1 

julio 1972 (RJ 1972\1896yRJ 1972\3669), 6 noviembre 1986, 12 junio 1991 (RJ 

1991\4446) y 24 marzo 1992. Admitida la posibilidad (al menos teórica) de la 

aplicación de la prescripción extintiva de 30 AÑOS a los títulos nobiliarios de la 

Corona de Aragón ,… “ 

Y la de la Audiencia Provincial de Madrid (Sección 13ª) 

Sentencia núm. 105/2009 de 6 abril JUR 2010\281127 Que dice en su 

fundamento jurídico cuarto: 

“La sentencia de 6 de noviembre de 1986, que reitera la vinculación del 

Reino de Nápoles con la Corona de Aragón, declara la inaplicabilidad de la ley 

cuarenta y cinco de Toro y su sujeción al Fuero VI "De Prescriptionibus", del 

Libro VII del Código de Huesca de 1247…, que faculta a quien posee una 

heredad (título) durante TREINTA AÑOS y un día a oponer con éxito la 

prescripción general y extraordinaria. En igual sentido las Sentencias del mismo 

javascript:%20linkToDocument('RJ//1964//3216',%20'/wles/app/nwles/document/link?baseNM=RJ//1995//8180&baseUnit=F.4&targetNM=RJ//1964//3216&targetUnit=.&baseGUID=Ie4b95940f52c11db9ce5010000000000&tid=jurisprudencia&version=&baseCT=juris&docguid=Ie4b95940f52c11db9ce5010000000000');
javascript:%20linkToDocument('RJ//1972//1896',%20'/wles/app/nwles/document/link?baseNM=RJ//1995//8180&baseUnit=F.4&targetNM=RJ//1972//1896&targetUnit=.&baseGUID=Ie4b95940f52c11db9ce5010000000000&tid=jurisprudencia&version=&baseCT=juris&docguid=Ie4b95940f52c11db9ce5010000000000');
javascript:%20linkToDocument('RJ//1972//3669',%20'/wles/app/nwles/document/link?baseNM=RJ//1995//8180&baseUnit=F.4&targetNM=RJ//1972//3669&targetUnit=.&baseGUID=Ie4b95940f52c11db9ce5010000000000&tid=jurisprudencia&version=&baseCT=juris&docguid=Ie4b95940f52c11db9ce5010000000000');
javascript:%20linkToDocument('RJ//1991//4446',%20'/wles/app/nwles/document/link?baseNM=RJ//1995//8180&baseUnit=F.4&targetNM=RJ//1991//4446&targetUnit=.&baseGUID=Ie4b95940f52c11db9ce5010000000000&tid=jurisprudencia&version=&baseCT=juris&docguid=Ie4b95940f52c11db9ce5010000000000');
javascript:%20linkToDocument('RJ//1991//4446',%20'/wles/app/nwles/document/link?baseNM=RJ//1995//8180&baseUnit=F.4&targetNM=RJ//1991//4446&targetUnit=.&baseGUID=Ie4b95940f52c11db9ce5010000000000&tid=jurisprudencia&version=&baseCT=juris&docguid=Ie4b95940f52c11db9ce5010000000000');
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Tribunal Supremo de 9 de junio de 1964, 10 de noviembre de 1971, 22 de febrero 

y 1 de julio de 1972, 12 de junio de 1991, 24 de marzo de 1992 .” y  

“Por lo expuesto y lo admitido por el demandante-apelante, el título de 

Marqués de… es de origen aragonés y por tanto queda sujeto a la prescripción 

adquisitiva de TREINTA AÑOS y un día.” Y viene a razonar jurídicamente en su 

fundamento jurídico quinto: 

“Primera.- Quien, por efecto de la usucapión, adquiere la posesión 

legítima del título, se convierte en cabeza de línea, en la que, desde su arranque, 

habrá de seguirse el orden regular de sucesión al título con base al parentesco 

por consanguinidad con esa persona que es la nueva cabeza de línea. La 

posesión civilísima, independiente del hecho material de la posesión de derecho, 

cede ante la posesión real que, cuando alcanza el plazo legal preestablecido 

(aquí TREINTA AÑOS), pierde la precariedad inicial y consolida la adquisición 

de quien ha poseído el título, perteneciendo al linaje o estirpe, que ya no se 

doblega respecto de quien ostentaba antes mejor derecho, siendo mantenido en 

su posesión frente a todos.” Y también en su razonamiento viene a decir: 

“haber transcurrido, sin interrupción ni existencia de acto alguno 

impeditivo por parte de D. Hipólito , el plazo legal de prescripción aplicable de 

TREINTA AÑOS (hecho jurídico) que originó la creación de una nueva línea 

sucesoria en la que Doña Susana goza de mayor propincuidad o proximidad de 

grado respecto de quien es cabeza de aquella y fue último poseedor del Título, 

pues el mejor derecho absoluto no deriva del parentesco con el fundador 

originario, sino del parentesco con el nuevo fundador, esto es, con la nueva 

cabeza de línea que constituye el rehabilitante.” 
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Es importante resaltar aquí, porque admite como de la Corona de Aragón 

aquellos títulos nobiliarios concedidos por Reyes de España como Reyes de 

Aragón (véase en este caso sobre tierras de Sicilia), la siguiente sentencia del 

Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, (Sala de lo Civil y Penal) 

Sentencia núm. 26/1995 de 2 octubre RJ 1995\8180, que ya citamos 

anteriormente y que dice literalmente en su fundamento de derecho primero: 

“Para la adecuada resolución del presente recurso de casación deben 

establecerse con carácter previo las apreciaciones siguientes, respecto de las que 

no se plantea cuestión fáctica alguna: 1.- El pleito entablado entre don Fernando 

de D. y de S., como demandante, y don Jorge de C. y S., como demandado, tiene 

por objeto el mejor derecho a poseer y ostentar el título nobiliario Conde de 

Galiano de Aymerich 2.- El título Conde de Galeano tiene su origen en la 

concesión efectuada por don Felipe II, como Rey Felipe I de Aragón, sobre 

tierras de Sicilia, el 20 de marzo de 1561, en favor de don Aymerich de C. y B., 

para sí y sus sucesores legítimos. … “. 

“… 6.- El título nobiliario pertenece a la Corona de Aragón (de la que 

formaba parte Cataluña) y por ende queda sujeto a los derechos Aragonés  y 

Catalán, y concretamente a éste, según se admite por las partes litigantes. … “. 

Y en su fundamento de derecho cuarto dice literalmente lo que sigue: 

“… En cuanto a éstos no hay obstáculo para la operatividad de la 

prescripción adquisitiva, ni de la extintiva , y en el caso no se suscita conflicto si 

debe aplicarse el derecho sustantivo aragonés (Fuero de Huesca), o 

el catalán («Usatge Omnes Causae»), … “. 
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En las citadas sentencias del Tribunal Supremo especialmente las de 6 de 

noviembre de 1986, 12 de junio de 1991 y 24 de marzo de 1992 y la del Tribunal 

Superior de Justicia de Cataluña de fecha 2 de octubre de 1995 y la también 

citada de la Audiencia Provincial de Madrid de fecha 6 de abril de 2010, se 

aplica diferente legislación para los Títulos de Castilla o para los del reino de  

Aragón, para los primeros la Ley 41 y 45 de las Leyes de Toro mientras para los 

del reino de Aragón el Fuero VI del Libro VII del Fuero de Huesca de 124717. Por 

lo que al menos en cuanto a prescripción no se aplica una ley general sino 

diferentes leyes particulares según la pertenencia de un título nobiliario a 

uno de los reinos de Castilla o Aragón. 

También se puede considerar un derecho especial, ya que el derecho 

común es el contenido en el código civil. Que quedaría como supletorio en esta 

materia. Con esta contraposición se destaca que ciertas normas o sectores 

normativos tienen por objeto la regulación de materias o relaciones jurídicas 

determinadas y concretas o, mejor, están dirigidas hacia un sector determinado 

de los destinatarios potenciales de las normas. Así pues, éstos vienen 

considerados como integrantes de ciertos colectivos que están sometidos a un 

régimen jurídico propio, al que se le considera especial, a los comerciantes y 

empresarios se les aplicará el Derecho mercantil, a los trabajadores por cuenta 

ajena, el derecho laboral. Si bien en lo que el derecho nobiliario no contempla 

                                                             
17 El Fuero de Huesca o Los Fueros de Aragón datan de 1247, año en que el rey Jaime I el Conquistador 
convocó Corte General en Huesca a la que asistió una representación de la sociedad del momento con 
objeto de elaborar de forma consensuada y sin imposición, unas leyes de aplicación para todo el reino 
de Aragón. Estas leyes, fueron posteriormente clasificadas en títulos y libros para facilitar su aplicación 
por los jueces. Con el tiempo, la ordenación de los títulos se perdió al ir añadiendo nuevas leyes en 
Cortes de reinados posteriores, pero la denominación de los epígrafes pudo conservarse. 
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habría que estarse a lo establecido por el derecho común pero solo como 

supletorio de aquel. 

Es también derecho excepcional, Es el ius singulare, Tiene esta 

condición según Castro: 

 1º El ocasional o nacido para regular una situación anómala, y 

transitoria. 

2º El conservado por inercia o motivos políticos. 

3º Las concesiones en beneficio de un territorio, persona o clase 

(privilegio) 

El privilegio es un derecho particular, y especial y excepcional. Por lo que 

su interpretación es restrictiva. 

Castro especifica que en sentido estricto es: “La disposición jurídica que 

crea inmediatamente una situación jurídica concreta (pensión, exención, cargo, 

empleo, o título).”. Tiene, y esto siguiendo a Castro, notas más conformes a la 

concesión administrativa, que a una verdadera norma jurídica, pues es 

renunciable, puede anularse por error, y extinguirse por no uso o abuso.  

III 

La justificación y las consecuencias jurídicas de encuadrar el 

derecho nobiliario en el área de derecho público, que constituye 

nuestro tercer punto a tratar, son las que a continuación 

consideramos. 

Justificación como derecho ante todo público. 
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Hemos incluido el derecho nobiliario dentro del derecho público porque 

se encuentra actualmente en España, regulado por normas de esta área del 

derecho. Aunque la nobleza haya perdido casi todos los privilegios que le 

correspondían históricamente, es una regulación de carácter pública la que se 

mantiene, y su reflejo en la sociedad también es de carácter público, 

confeccionándose la guía oficial del Ministerio de Justicia y tramitándose los 

expedientes por órganos del Estado de carácter por lo tanto público. 

El mundo del derecho nobiliario español actual se mueve dentro del 

campo del derecho público, en cuanto toda su regulación desde su origen a su 

transmisión y supresión está regulado por derecho administrativo (derecho 

público), que se recurre en procedimiento contencioso-administrativo. 

No existe derecho nobiliario en el Código civil (derecho privado), sino en 

las leyes, decretos y demás normas de carácter administrativo. 

Es importante resaltar que como todo derecho es multidisciplinar no 

puramente público, sino que en algunas de sus características entra también el 

derecho privado, así ocurre con la institución de la posesión civilísima18, y el 

procedimiento civil aplicable a los litigios entre partes para probar mejor 

derecho para poseer. Sin embargo hablamos de posesión no de propiedad, ya 

que es posesión en cuanto pertenece a la Corona como ente público y  origen de 

la concesión etc.… Es de citar en sustento de esto que los títulos cuando dejan de 

                                                             
18

 Siguiendo a Espín Cánovas podemos decir: En cuanto que la posesión civilísima ya venía consagrada 
en la legislación de Toro, y este influjo de las Leyes de Toro sobre la posesión civilísima de los 
mayorazgos es reconocida por nuestra doctrina.  El artículo 45 de la Ley de Toro no es simplemente un 
precedente remoto, pues primeramente a través de la aplicación de dicha Ley a la sucesión de los 
mayorazgos, y más tarde, abolida dicha legislación, continua aplicándose dicha ley en la sucesión en los 
títulos nobiliarios. Se puede decir también siguiendo al mismo autor, que la posesión que sin necesidad 
de aprehensión se transmite por ministerio legal no es una posesión material,… sino una forma de 
posesión espiritualizada. 
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ser poseídos revierten a la corona que es donde se originan, no por ello 

desaparecen. 

Es notorio que se trata, hoy día, de un derecho de gracia, gracia de la 

Corona, como institución constitucional, no de un derecho exigible 

privadamente, sino públicamente solicitable. Así se establece en el Real Decreto 

de 27 de mayo de 1912, así también en el Real Decreto de 8 de julio de 1922 

artículo 2º en cuanto a la rehabilitación (la gracia de la rehabilitación) y dice por 

disposición administrativa en su artículo 1º. La Ley de 5 de mayo de 1948 habla 

igualmente de “la gracia” de la concesión, rehabilitación y transmisión. Se trata 

de un derecho de gracia y se tramita por expediente administrativo. Lo que en 

relación con todo lo anteriormente expuesto deja claro el carácter público 

del derecho nobiliario español. 

Pero podemos a lo anteriormente dicho añadir lo que sigue, 

Es inscribible en un registro público como es el del Ministerio de Justicia 

y en el Registro Civil19. 

No cabe la concesión privada de los títulos nobiliarios esta se hace de 

forma pública por mandato de la Corona (cuyo titular es el Rey). Las sentencias 

de ámbito privado necesitan de su ejecución en el ámbito público para obtener 

toda su expresión sin lo cual carecen de valor. 

Se tiende actualmente a considerar el derecho nobiliario dentro del ámbito del 

derecho de familia, se le quiere identificar con el nombre, concretamente con el 

apellido (ver, Sentencia T.S. 619/2011 (Sala 1) de 14 de septiembre “… el 

                                                             
19

 El Registro Civil es de carácter público y siguiendo a Castro se manifiesta en el doble sentido de 
amparado por la autoridad (“publice auctoritate”) y abierto al público (“palam facere”). 
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recurrente sostiene el motivo con diversos argumentos que se proyectan sobre 

dos planos, claramente identificados en la demanda: el relativo a la protección 

de su derecho sobre el título nobiliario, cuyo régimen jurídico equipara al 

derecho al nombre…” 

“…, según entiende, lo admite el artículo 2, apartado 3, de la Ley 1/1982 - 

teniendo en cuenta la reiterada analogía entre los derechos al nombre y al título 

nobiliario y lo dispuesto en el apartado 6 del artículo 7, en relación con el 

artículo 2, de la misma Ley y 18 de la Constitución Española –…“ . 

“… dando por supuesta la analogía entre los derechos sobre aquel y sobre 

el nombre….” 

“…Basa tal pretensión en la afirmación de que su derecho sobre el título 

nobiliario marqués de… está protegido por el artículo 18, apartado 1, de la 

Constitución Española y, en su desarrollo, por la Ley 1/1982, ya que su régimen 

jurídico no es más, en ese ámbito, que una extensión del aplicable al derecho 

sobre el nombre. …” 

“… destacando lo dispuesto en el artículo 7, apartado 6, de aquella Ley y 

la relación de semejanza funcional entre la distinción honorífica y el nombre. …” 

“ … El Tribunal Constitucional, en las sentencias 27/1982, de 24 de mayo, 

y 126/1997, de 3 de julio, al interpretar la Constitución Española, precisó que el 

derecho sobre el título nobiliario tiene un contenido jurídico que se agota en la 

facultad de adquirirlo y de protegerlo frente a terceros, de forma semejante al 

nombre. …”. ). 

El apellido tiene su origen en el derecho de familia (artículo 109, título V, “de la 

paternidad y filiación” del vigente Código civil: “La filiación determina los 
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apellidos con arreglo a lo dispuesto en la ley.”). Admitiéndose en cierta forma 

que la familia es titular de algunos derechos, no las personas que la componen, 

como es el caso de los apellidos, el derecho moral sobre los recuerdos, la 

tumba etc., etc..,), La filiación determina los apellidos de la persona (Tribunal 

Constitucional (Pleno) Auto núm. 152/2011 de 7 noviembre RTC 2011\152 

Auto: “el interés del Estado, al tratarse de una materia de orden público, en 

dotar de estabilidad al estado civil mediante la fijación inicial del orden de los 

apellidos y el establecimiento de los supuestos concretos de cambio y/o 

inversión”. “la regulación contenida en el art. 109 del Código Civil (LEG 1889, 

27) , según la redacción dada por la Ley 40/1999, de 5 noviembre (RCL 1999, 

2801)”… , impide la inversión de los apellidos determinados por filiación tras la 

primera inscripción y hasta la mayoría de edad concurriendo causa justificada”), 

que se regirán en función de la legislación concreta aplicable, y además 

comprende el vínculo jurídico que existe entre los sujetos llamados ascendientes 

y descendientes, sin limitaciones de grados; es decir, entre personas que 

descienden las unas de las otras. Las dos instituciones fundamentales del 

derecho de familia son el matrimonio y la filiación, ya que se trata de la 

sucesión en los títulos, en la nobleza o en la hidalguía al ser de la familia, 

distinguiendo una familia de otra y sucediéndose dentro de la familia20.  

                                                             
20 La doctrina considera la Naturaleza jurídica del nombre y del nombre se dice que tiene una doble 
naturaleza jurídica, porque es considerado como:  

Institución de policía: sirve para la identificación de los individuos.  Y como tal tiene caracteres jurídicos: 

Obligatorio: se debe tener y mantener el nombre 

No se puede cambiar sin un procedimiento legal 

Derecho de la personalidad: es el derecho de ejercer las actividades sociales sin confundirse con 
terceros.  También es un derecho en la medida en que puedo evitar que otra persona se cambie el 
nombre para ponerse uno igual al mío.  Y sus caracteres jurídicos desde esta perspectiva son: 

No es negociable: excepto cuando el nombre se convierte en un nombre comercial (marca de fábrica). 

http://es.wikipedia.org/wiki/Apellido
javascript:%20linkToDocument('LEG//1889//27',%20'/wles/app/nwles/document/link?baseNM=RTC//2011//152%20AUTO&baseUnit=F.1&targetNM=LEG//1889//27&targetUnit=.&baseGUID=I4bcfa5b0380f11e1bb27010000000000&tid=jurisprudencia&version=&baseCT=juris&docguid=I4bcfa5b0380f11e1bb27010000000000');
javascript:%20linkToDocument('LEG//1889//27',%20'/wles/app/nwles/document/link?baseNM=RTC//2011//152%20AUTO&baseUnit=F.1&targetNM=LEG//1889//27&targetUnit=.&baseGUID=I4bcfa5b0380f11e1bb27010000000000&tid=jurisprudencia&version=&baseCT=juris&docguid=I4bcfa5b0380f11e1bb27010000000000');
javascript:%20linkToDocument('RCL//1999//2801',%20'/wles/app/nwles/document/link?baseNM=RTC//2011//152%20AUTO&baseUnit=F.1&targetNM=RCL//1999//2801&targetUnit=.&baseGUID=I4bcfa5b0380f11e1bb27010000000000&tid=jurisprudencia&version=&baseCT=juris&docguid=I4bcfa5b0380f11e1bb27010000000000');
javascript:%20linkToDocument('RCL//1999//2801',%20'/wles/app/nwles/document/link?baseNM=RTC//2011//152%20AUTO&baseUnit=F.1&targetNM=RCL//1999//2801&targetUnit=.&baseGUID=I4bcfa5b0380f11e1bb27010000000000&tid=jurisprudencia&version=&baseCT=juris&docguid=I4bcfa5b0380f11e1bb27010000000000');
http://es.wikipedia.org/wiki/Matrimonio
http://es.wikipedia.org/wiki/Filiaci%C3%B3n


Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

38 
 

No estamos de acuerdo con esta línea que lo considera como el apellido  

ya que el título nobiliario y el derecho nobiliario en general va más allá que el 

nombre, supone un derecho especial premial,  y de prolongación en el tiempo de 

algunas virtudes o hazañas, supone también  unas preeminencias (Sentencia 

T.S. 619/2011 (Sala 1) de 14 de septiembre: Sexto.- Las semejanzas entre 

el nombre y el título nobiliario ciertamente existen, como pusieron de 

manifiesto las sentencias de 26 de enero de 1990 (caso Marqués de Bradomín), 

179/2000, de 29 de febrero (caso Marquesa de Tosos) y 651/2004, de 9 de julio 

(caso Marqués de Palmer), y responden a que el último, como se ha dicho, 

puede contribuir a identificar a la persona, en la medida en que permite 

distinguirla de las demás. Pero no ocultan las sustanciales diferencias 

entre los derechos sobre ambos bienes inmateriales - las cuales se 

reflejan en las normas sobre su adquisición, contenido y transmisión 

-, como consecuencia de que la distinción nobiliaria no tiene como función 

principal individualizar a la persona, sino otorgar un tratamiento honorífico a 

favor de alguna - sentencia de 1 de julio de 1972 -, lo que - como señaló la 

sentencia del Tribunal Constitucional 126/1.997, de 3 de julio - es predicable 

con independencia de que se adquiera por concesión o por vía sucesoria, por su 

                                                                                                                                                                                   
Es imprescriptible: a pesar de que se deje de usar un nombre por un largo tiempo, este no prescribe. 

Caracteres jurídicos del nombre: El nombre es un atributo de la personalidad que sirve para la 
identificación del individuo.  El nombre de una persona tiene 2 elementos básicos, que son a lo que 
llamamos el nombre patronímico, que es el apellido, la parte que identifica a todos los miembros de 
una familia.  Y a lo que llamamos el nombre, que es el nombre de pila, que es con el que se identifica a 
cada miembro de una familia. Pero el nombre puede tener otros elementos: Sobrenombres: apodos.  Es 
un nombre que utilizamos para referirnos a alguien de hecho. Pseudónimo: que es la identificación que 
escoge una persona para la realización de una determinada actividad.  El caso de escritores, artistas. 

Títulos nobiliarios: títulos de nobleza.  Príncipe, duque, marqués, conde, vizconde, etc.  Son títulos que 
pueden formar parte del nombre. 

Todo eso es lo que forma el nombre de una persona, de esa manera queda establecido, formado el 
nombre de esa persona. 
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señalada finalidad, que no es otra que la de distinguir y honrar a una 

determinada persona por el reconocimiento de méritos o servicios suyos o de 

sus antepasados. 

Realmente, sólo podía concurrir el primero de los supuestos legales 

previstos en la letra b) del artículo 13, a partir de la relativa equiparación del 

título nobiliario con el nombre: esto es, el referido al registro de un nombre civil 

que identifique a una persona distinta del solicitante….”). 

Es evidente la diferencia entre apellido y linaje noble, está muy extendida 

la creencia que todo el que lleva un mismo apellido pertenece a una misma 

familia o linaje. Esta opinión generalizada no tiene fundamento alguno. 

Es en el siglo XI y hasta finales del XII, cuando se empiezan a formar la mayoría 

de los apellidos en toda Europa. La gente comienza a adoptar aquellos 

apelativos que permiten distinguirlos de otras personas que llevan el mismo 

nombre. La adopción de apelativos toponímicos, de ascendientes, oficios u otras 

cualidades físicas o de carácter, se dan en todas partes. Es así que se dan los 

mismos apellidos en personas muy alejadas geográficamente y que por supuesto 

no tienen ningún parentesco familiar, por lo que debemos hablar de linajes21 no 

de familias. Para comprobar esos linajes nobles habrá que recurrir a las 

genealogías, las coincidencias de apellidos no suponen en realidad nada que 

pruebe un linaje, sin la consiguiente genealogía que pueda comprobar la misma 

o distinta ascendencia, a tal punto que personas con diferente apellido pueden 

ser del mismo linaje por cambio de apellido en una o varias ramas, lo que no 

altera en su caso la común ascendencia.   

                                                             
21

 Linaje procede de la voz latina línea, es la línea de ascendencia o descendencia de una familia. es la 
serie de ascendientes y/o descendientes, en cualquier familia, de una persona considerada como el 
primero de un tronco o rama común. 
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Y aunque es un derecho especial y no seguimos estas teorías que lo 

consideran derecho de la familia, debemos aquí reproducir las teorías según las 

cuales el derecho de familia no es íntegramente de derecho privado, Así 

siguiendo a Diego Espín Cánovas, diremos que además de la normativa ética 

que con lleva el derecho de familia, “esta tiene como institución social, una gran 

importancia para el Estado, como organización política, hasta el punto de 

haberse considerado muchas veces que la familia era el fundamento mismo del 

Estado, como un núcleo político embrionario. Por esto mientras que el Estado 

puede abandonar en general el resto del derecho privado a la resultante de los 

intereses particulares, no puede en cambio hacer lo mismo con las instituciones 

familiares, que por el contrario ha de regular y vigilar, dado el evidente interés 

general de las mismas. Consecuencia de ese predominante interés general en la 

regulación del derecho de familia es que los derechos que se conceden son 

generalmente, irrenunciables, e imprescriptibles, teniendo el predominio la 

situación de deber jurídico sobre la de derecho subjetivo…”. 

“Estas características propias del derecho de familia le dan una 

fisonomía publicística, que ha hecho pensar en la pertenencia del 

mismo al derecho público, o bien en crear una zona próxima al mismo 

intermedia entre este y el derecho privado, integrada por el derecho de 

familia”22. O que mantiene una posición destacada frente al resto del derecho 

privado.  

Es decir de todo lo expuesto, que el derecho de familia y siguiendo las 

teorías recogidas por Castro, que referimos anteriormente, tiene carácter 

                                                             
22 Diego Espín Cánovas, Manual de derecho civil español, volumen IV, Familia. 
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predominantemente público aunque se haya históricamente incluido en derecho 

privado.  

Debemos hacer una diferencia entre la nobleza, como derecho premial 

concedida por la Corona, y el derecho de algunos nobles a considerarse nobles 

por ser inmemoriales y no proceder de un derecho puramente premial en la 

adquisición de su nobleza, que no parece que tenga su origen en un derecho 

premial como lo es actualmente el origen de la nueva nobleza, sino en casos 

diferentes de adquisición de la misma, no exclusivamente por la gracia de un 

Rey. Las más antiguas familias no siempre tienen su origen noble en la gracia 

real sino a veces en su propia acción, y su derecho no está determinado por una 

gracia concedida en un momento histórico, sino por su propio origen 

inmemorial. Las hidalguías inmemoriales no tienen siempre su origen en una 

concesión real, sino en casos, en una situación de hecho que luego podrá ser 

reconocida por la Corona. No siempre existió una monarquía absoluta, ni 

hereditaria ¿Dónde está el origen de la nobleza en las monarquías como la Goda 

que era por elección entre los nobles o por usurpación de la Corona? ¿Qué 

gracia representa la adquisición de títulos de nobleza por la ocupación? Los 

primeros señoríos no tienen su origen en una gracia real, y muchos se 

convertirían después en títulos del reino, pero su existencia es anterior. La 

entrada en las órdenes militares nobles, en las asociaciones de nobleza, no 

exigían de la gracia real, sino de la prueba de haber ostentado la nobleza por 

generaciones, sin que se sepa su origen en muchísimos casos por ser de 

inmemorial. Podríamos plantear el tema ¿qué fue antes la nobleza o la 

monarquía? Y ¿La nobleza surge de la monarquía o, a la inversa, es la 

monarquía la que surge de la nobleza? Como el ya citado caso de los reyes 
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godos, por citar alguno, pero podríamos hablar del origen de la monarquía 

franca, con los mismos comienzos, o de la nobleza antiquísima, bíblica, de los 

judíos, antes de que Yaveh les diera un rey. Y así del origen de la monarquía 

posterior al de la nobleza. El sistema de tribus23 o clanes24, no tenía rey, sino un 

patriarca25, y se formaba por la familia. En un principio, se distinguían clases 

nobles de guerreros, de clero, sin un rey necesariamente. 

La trascendencia de la división entre derecho público y derecho privado 

opera en cuanto al tipo de derecho a aplicar, regulándose la práctica respecto a 

una normativa diferente según se trate de derecho público o privado. 

Se plantea esta cuestión previa de a qué campo pertenece en los 

siguientes casos: 

1º Competencia de los Tribunales ordinarios. La de la Administración 

y la de la jurisdicción Contencioso-administrativa, en el caso del 

derecho nobiliario. 

2º Las normas derogadas del derecho público en el campo del derecho 

nobiliario, y las dejadas vigentes, aquellas de derecho nobiliario pertenecientes 

al derecho administrativo (derecho público). 

3º Normas aplicables a extranjeros (son aplicadas en el derecho 

nobiliario español aquellas normas de derecho público que establecen en su 

                                                             
23

 Marshall sugiere la siguiente definición de tribu: "grupo social asociado a la familia, junto con la 
autonomía de una nación". La definición de tribu ha traído mucha polémica entre los paleontólogos. Se 
considera su origen en Roma. 
24 Un clan es un grupo de gente unida por lazos de parentesco y ascendencia, vinculado por la 
percepción de ser descendientes de un ancestro común. La denominación proviene del gaélico. En 
general, el parentesco difiere de las relaciones biológicas, ya que también envuelve la adopción, el 
matrimonio y lazos genealógicos convencionales e, incluso, ficticios.  
25

 Patriarca (del latín patriarcha, procedente del griego πατριάρχης) es la denominación del varón que 
tenía la autoridad de pater familias  
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caso la aceptación de títulos y nobleza extranjera en España y la no utilización 

por españoles de títulos extranjeros en España salvo autorización para ello), y 

las normas extranjeras aplicables en España (en los casos de autorización de uso 

de títulos extranjeros, estos se rigen por las normas extranjeras del país de 

origen). 

4º La materia a la que se limita la aplicación de una Ley. La concesión de 

un título y la norma administrativa que lo regula, tanto su concesión, su 

sucesión, su rehabilitación, su cesión, etc., sólo se puede aplicar a la materia 

nobiliaria. 

5º Conjuntamente la competencia y la regla aplicable a una relación 

jurídica. La regla aplicable a la relación jurídica no es la del derecho privado, 

sino la del derecho público. En cuanto se refiere a materia nobiliaria la relación 

se establece entre la Corona, ente público, y el particular, como administrado. 

La jurisprudencia considera de índole privado: los asuntos sobre el 

estado civil de las personas, sucesión hereditaria, propiedad, contratación y 

responsabilidad pecuniaria. 

De naturaleza pública: lo referente a organismos públicos, funcionarios, 

servicios y concesiones públicas. 

Aunque las dudas que se susciten se ventilarán ante los Tribunales 

ordinarios civiles, esto es una presunción favorable a la jurisdicción ordinaria, 

que se traduce en la aplicación del derecho procesal civil. 

a) En consideración a la competencia respecto a los títulos 

nobiliarios, es de la administración pública que es donde se ve la cuestión 
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de creación, y transmisión de los Títulos nobiliarios, y por lo tanto de los 

Tribunales contencioso-administrativos para recurrir las resoluciones de 

la Administración pública. Como hemos tratado en el punto 1º, es 

competente en derecho nobiliario la administración pública y la 

Jurisdicción Contencioso-Administrativa.  

b) Como ya hemos dicho en el punto 2º, son las normas de 

derecho nobiliario contenidas en normas administrativas las que se 

derogan y se mantienen vigentes. 

c) Reiteramos aquí lo ya dicho en el correspondiente punto 3º, 

respecto al derecho nobiliario extranjero de aplicación en España y el 

derecho extranjero aplicable a los españoles en el extranjero, así como el 

mismo aplicable a los extranjeros en España. 

d) La materia a la que se limita la aplicación de la ley es el 

derecho nobiliario, y este está contenido en normas de carácter público, 

es derecho administrativo (que es el punto 4º que hemos visto). 

e) Si atendemos a la competencia y la regla aplicable en 

materia nobiliaria son de derecho administrativo y por lo tanto entra 

dentro del campo del derecho público (punto 5º visto). 

Es por tanto importante saber a qué área del derecho pertenece para 

establecer en la práctica qué clase de derecho es de aplicación y vemos que al ser 

derecho público habrá que aplicar al derecho nobiliario las normas de derecho 

público, así y aunque me reitere en lo ya expuesto, el derecho nobiliario al ser 

público se le aplica el derecho administrativo que es el que lo regula, y la 

competencia es de los tribunales administrativos, con lo que las resoluciones 
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que sean recurribles en cuanto a creación y transmisión de títulos nobiliarios 

son recurribles ante tribunales contencioso-administrativos cabiendo cuando es 

así el recurso contencioso-administrativo ( se puede ver a este tenor la 

jurisprudencia contencioso-administrativa  de la que se trata en este trabajo). 

Otra cuestión es cuando se ve un mejor derecho de la persona para ostentar un 

Título nobiliario frente a otra persona, que ya lo ostenta, que como regla 

general, ante la duda, y por expresa indicación de la ley administrativa, se ve 

ante los tribunales ordinarios civiles, así lo establece el artículo 10 del R.D. de 27 

de mayo de 1912 en concordancia con la normativa posterior, en cuanto que los 

títulos “se concederán y rehabilitarán siempre sin perjuicio de tercero de mejor 

derecho, el cual habrá de ejercitarse en juicio ordinario.”  Si bien, esto ocurrirá 

una vez que se haya resuelto el expediente administrativo correspondiente y la 

persona demandada se encuentre en posesión de la merced que se pretende. 

Pues lo que se ve, entonces, es solo el mejor derecho a la posesión, no la 

concesión o transmisión de la dignidad, que debe serlo en expediente 

administrativo, sino la posesión de la merced por mejor derecho, pero de una 

merced ya existente y poseída, sin lo cual no cabría el juicio ordinario. 

Seguimos aquí a Ignacio Granado Hijelmo en su “La naturaleza jurídica 

de los ilustres solares riojanos” para reiterar que el derecho nobiliario es de 

carácter público,26aunque no compartimos del todo sus tesis y consideramos 

                                                             
26 Según Ignacio Granado Hijelmo en su <<Naturaleza jurídica de los ilustres solares 
riojanos>> que viene a decir: “Ahora bien, el derecho nobiliario es una rama especial del 
derecho público, es decir, un grupo normativo independiente de las cuestiones de propiedad, 
que pertenecen al derecho privado. 
A su vez, el derecho nobiliario constituye un grupo normativo integrado en otro más amplio 
cual es el derecho premial del Estado, formado por el conjunto de disposiciones que regulan 
la concesión, utilización y extinción de los honores, distinciones y condecoraciones de todo 
tipo. 
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que el derecho nobiliario no siempre ha sido premial, y solo el titulado, y 

este tampoco lo ha sido siempre, ya que no lo era con anterioridad y, el derecho 

nobiliario no titulado no lo era en principio si es de carácter inmemorial, pero 

esto lo hemos visto en esta misma introducción, por ello citamos la famosa frase 

del XI Conde de Lemos a Felipe V: “…Vuestra Majestad es dueño de 

mandar cubrir en su real presencia a quien le pareciere, pero la 

grandeza de los Condes de Lemos la han hecho Dios y el tiempo…” . 

En cuanto a la Corona - La Corona es un órgano constitucional, es decir, no está 

por encima de la Constitución sino que todos sus poderes emanan de ésta y debe 

actuar según los principios contenidos en la norma fundamental. Hay que 

considerar que la Corona es uno de los Órganos del Estado27 y actúa con poder. 

                                                                                                                                                                                   
El derecho nobiliario tiene de común con el premial, del que es especie (y con el penal que 
constituye su género reverso), el responder a una tipificación de conductas meritorias que 
conllevan la consecuencia jurídica del premio, pero se diferencia en que la fuente honorante 
no es ningún poder público u órgano administrativo sino la Corona. 

En los regímenes democráticos el ius honorandi emana de la Constitución, como ocurre en 
España, donde el artículo 62-f atribuye al Rey la potestad de conceder honores y distinciones. 

Tales honores y distinciones pueden consistir en títulos sujetos a un orden sucesorio 
determinado por el título concesional, y en su defecto, por las leyes nobiliarias, pero también 
en el uso de blasones heráldicos, como es el caso que nos ocupa. 

En nuestro derecho nobiliario tradicional (llamado por los nobiliaristas Fuero de España) se 
distingue el ennoblecimiento inherente a la concesión de una merced regia, de la nobleza 
como condición personal del noble. 

La nobleza así entendida no la da el Rey sino la concurrencia de una serie de circunstancias 
llamadas actos positivos de nobleza, que la determinan cuando concurren, al menos en 
número de tres … “ 

  

27
 Seguimos en este caso la obra  “Los actos del Jefe del Estado: invalidez y control jurisdiccional”, escrito 

por el Académico de Número Jesús González Pérez Que dice textualmente: La Jefatura del Estado es uno 
de los órganos constitucionales del Estado. En la Ley de Régimen Jurídico de la Administración del 
Estado, de 1957, al enumerar los órganos de la Administración del Estado, en el artículo 2º incluía en 
primer lugar a la Jefatura del Estado. La Constitución de 1978 ha reducido drásticamente las funciones 
de la Jefatura del Estado. Pero sigue siendo indudablemente un órgano del Estado. No un órgano de la 
Administración del Estado, como dice la Ley de Régimen Jurídico de la Administración del Estado, sino 
un órgano constitucional, aunque –como veremos- no figura como tal entre los órganos de este carácter 
que, según la LOTC (Ley Orgánica del Tribunal Constitucional), pueden promover conflictos 
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O sea es un órgano público, no privado. Por lo que discrepamos de Granados 

Hijelmo en que este no la considera “poder público u órgano administrativo” 

diciendo, como se ve en la nota a pie de la página, “la fuente honorante no es 

ningún poder público u órgano administrativo sino la Corona”. Ya hemos 

aludido que en derecho administrativo la Corona era un “Órgano Activo de la 

Administración Central del Estado”, aunque ahora se diga que es un órgano del 

Estado actuando con poder, aunque restringido, sigue teniendo poder, así lo 

establece la propia Constitución en su artículos 56-1 y 62 y ss. 

IV 

Finalmente y como cuarto paso, nos referimos ya a 

continuación al por qué hemos hecho este trabajo especialmente 

dentro del departamento de Derecho Constitucional. 

 El objeto de este estudio es el derecho nobiliario en cuanto entra dentro 

de la Constitución Española. Para ello hacemos un estudio de la misma en la 

parte en que podría integrarse el derecho nobiliario. Citamos concretamente los 

artículos 62, letra f, y 56,2, y 57,2 de la vigente Constitución Española de 1978. 

El artículo 62, letra f, dice textualmente: “…. Conceder honores y 

distinciones con arreglo a las leyes.”, y ello corresponde al Rey, según reza 

en su comienzo en este mismo artículo. Por lo tanto admite que se otorguen 

honores y distinciones, como lo venían haciendo las anteriores Constituciones 

monárquicas, a las que ya nos referiremos más adelante en esta tesis. Está claro 

que hoy día los títulos nobiliarios son honores y distinciones, ya que han 

perdido los anteriores privilegios del antiguo régimen, quedando, según refiere 

                                                                                                                                                                                   
constitucionales. Como tal órgano del Estado tiene una serie de funciones propias. Ejerce -como dice el 
artículo 56.1 de la Constitución- «las funciones que le atribuyen la Constitución y las leyes»”. 
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la ley 33/2006 de 30 de octubre, en cuya exposición de motivos, en su primer 

párrafo califica al título nobiliario de “distinción meramente honorifica”, sin 

“ningún estatuto de privilegio”. No contrapone esta situación de distinción y de 

honor a la igualdad ante la Ley recogida en el artículo 14 de la vigente 

Constitución española (párrafo 2º de la exposición de motivos de la citada ley), 

sino que admite que no existe contradicción entre los artículos 62, letra f y el 14 

de la vigente Constitución española. Por otra parte el artículo 62, letra f, 

establece que deberán concederse esas distinciones y honores “con arreglo a las 

leyes” con lo que admite que las leyes establezcan distinciones y honores y los 

regulen.  Veremos a lo largo de la tesis que subsiste la legislación nobiliaria 

después de la redacción del artículo 14 de la vigente C.E., y hasta ha sido 

modificada por normas posteriores al citado artículo 14 de la C.E., así la citada 

Ley 33/2006, entre otras normas. 

La jurisprudencia va a tratar el tema con mucha frecuencia y veremos la 

gran cantidad de jurisprudencia de los altos Tribunales que se va a dictar 

después de que entrara en vigor la vigente C.E., no solo de algunos Tribunales 

sino del Tribunal Supremo y, especialmente importante en este punto, la 

jurisprudencia del Tribunal Constitucional, que no ve contraria la existencia de 

la nobleza a la del artículo 14 de la vigente C.E.  

Los artículos 56,2 y 57,2 de la vigente Constitución española de 1978, 

dicen literalmente: el art. 56,2 al referirse al Rey: “Su titulo es el de Rey de 

España y podrá utilizar los demás que correspondan a la Corona.” Es el Titular 

de la Corona aunque se distingue entre Rey y Corona, la persona Real y la 

Institución constitucional, que es la Corona, pero lo significativo es que el Rey 

“podrá utilizar los demás”, es decir, se refiere a otros títulos que no son el de 
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Rey, y que puede utilizar como titular (Príncipe, Duque, señor etc.), aceptando 

de esta forma la existencia de otros títulos a parte del de Rey. Es una aceptación 

expresa de la Constitución de la existencia de otros títulos. Lo mismo ocurre con 

el artículo 57,2 que dice refiriéndose al Príncipe heredero: “El Príncipe heredero 

desde su nacimiento o desde que se produzca el hecho que origine el 

llamamiento, tendrá la dignidad de Príncipe de Asturias y los demás títulos 

vinculados tradicionalmente al sucesor de la Corona de España.”. De nuevo nos 

encontramos con otros títulos que no son el de Rey de España y Príncipe 

heredero, los “vinculados tradicionalmente al sucesor de la Corona de 

España.” que pueden ser el de Príncipe de Viana y Gerona o el de Duque de 

Montblanc,  por ejemplo. Lo cierto es que la C.E. admite honores y distinciones 

y concretamente la existencia de otros títulos que no solo son los de Rey de 

España y Príncipe heredero. Otra característica de la Corona de España es que 

es hereditaria y por ello recogemos el párrafo 1 del artículo 57 de la C.E., que 

dice textualmente: “La Corona de España es hereditaria en los 

sucesores de S.M. Don Juan Carlos I de Borbón, legitimo heredero 

de la dinastía histórica. La sucesión en el trono seguirá el orden 

regular…” 

Nos encontramos con otra característica de la nobleza, la de ser 

hereditaria, que por serlo la Corona también lo son los títulos de los que 

hablamos antes, que corresponden a la Corona y vinculados tradicionalmente al 

sucesor, por lo que la C.E. admite de nuevo que se adquiera honores o 

distinciones por nacimiento, y no solo la realeza y el principado heredero de la 

misma, sino de otros títulos, sin que ello suponga contradecir la igualdad ante la 

ley del artículo 14 de la vigente C.E. como ya vimos anteriormente, ni que exista 
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discriminación por razón de nacimiento, etc. Esta segunda parte del artículo 14 

de la C.E. es a modo de explicación de la primera, es decir que se entiende por 

igualdad ante la ley, pero es el propio artículo 62 letra f el que dice que la Ley 

hará la regulación, es decir, expresamente “con arreglo a las leyes” remitiendo 

su regulación a lo que la ley determine. Es decir, es la propia ley la que hace la 

distinción, el honor, y ello a tenor de que el artículo 14 de la C.E. dice: “ante la 

Ley”. Es, por lo tanto, la ley la que debe hacer distinciones, y somos iguales ante 

esa ley, que hace distinciones y regula honores. No solo existe esa clase de 

diferencias en la ley, sino que la Ley de enjuiciamiento criminal también 

distingue entre aforados y los que no lo son, por poner un ejemplo de 

diferenciación que hace la ley, eso no implica diferencias ante la Ley sino en la 

Ley, recogemos aquí la actual redacción de la L.O.P.J. Artículo cincuenta y siete: 

“1.La Sala de lo Penal del Tribunal Supremo conocerá: 

1. º De los recursos de casación, revisión y otros extraordinarios en 

materia penal que establezca la ley. 

2.º De la instrucción y enjuiciamiento de las causas contra el Presidente 

del Gobierno, Presidentes del Congreso y del Senado, Presidente del Tribunal 

Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, Presidente del Tribunal 

Constitucional, miembros del Gobierno, Diputados y Senadores, Vocales del 

Consejo General del Poder Judicial, Magistrados del Tribunal Constitucional y 

del Tribunal Supremo, Presidente de la Audiencia Nacional y de cualquiera de 

sus Salas y de los Tribunales Superiores de Justicia, Fiscal General del Estado, 

Fiscales de Sala del Tribunal Supremo, Presidente y Consejeros del Tribunal de 

Cuentas, Presidente y Consejeros del Consejo de Estado y Defensor del Pueblo, 

así como de las causas que, en su caso, determinen los Estatutos de Autonomía. 
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3. º De la instrucción y enjuiciamiento de las causas contra Magistrados 

de la Audiencia Nacional o de un Tribunal Superior de Justicia. 

2. En las causas a que se refieren los números segundo y tercero del párrafo 

anterior se designará de entre los miembros de la Sala, conforme a un turno 

preestablecido, un instructor, que no formará parte de la misma para 

enjuiciarlas”.  

 De esta forma la L.E.Cr. marca diferencias respeto a los aforados con los 

demás ciudadanos, ya que aquellos, en caso de procedimiento penal contra 

ellos, deberán ser juzgados por el Tribunal Supremo, no como los demás. Es un 

ejemplo de diferencia dentro o en la ley, no ante la ley. Indudablemente son 

muchas las desigualdades que existen en las leyes ya sean penales o de otra 

índole. Así en el código de comercio los comerciantes son tratados de diferente 

forma que el resto de lo común, teniendo hasta una legislación aplicable para 

ellos solamente, diferente a los contratos de derecho civil. Los militares su 

propia ley (Código de justicia militar). Los funcionarios, etc.… La Ley hace 

diferencias y debe hacerlas para ser justa o intentar serlo. Pero, aparte de la Ley, 

también la jurisprudencia tiene que hacer diferencias para poder encaminarse a 

la Justicia. Por ello, la jurisprudencia también establece que la igualdad solo se 

da en supuestos iguales, no cuando existen algún tipo de diferencias, y es de 

justicia que así sea “no se puede medir a todo el mundo por el mismo rasero” se 

decía, y la Ley debe distinguir en casos diferentes.  Así, multitud de sentencias 

del Tribunal Constitucional, que abogan por la consideración de razones 

objetivas que justifiquen la desigualdad en el tratamiento legal. Citamos aquí el 

fundamento jurídico 3 de la sentencia del Tribunal Constitucional (Pleno) 

Sentencia núm. 273/2005 de 27 octubre RTC 2005\273: 
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“El art. 14 CE ( RCL 1978, 2836) , al proclamar el principio general de que 

«los españoles son iguales ante la Ley», establece un derecho subjetivo a 

obtener un trato igual, e impone a los poderes públicos la obligación de llevar a 

cabo ese trato igual, al mismo tiempo que limita al poder legislativo y a los 

poderes de los órganos encargados de la aplicación de las normas jurídicas (STC 

49/1982, de 14 de julio [ RTC 1982, 49] , F. 2). Ahora bien, como tenemos 

declarado desde la STC 22/1981, de 2 de julio ( RTC 1981, 22) , recogiendo al 

respecto la doctrina del Tribunal Europeo de Derechos Humanos en relación 

con el art. 14 del Convenio europeo de derechos humanos ( RCL 1999, 1190, 

1572) (CEDH)28, el principio de igualdad no implica en todos los casos 

un tratamiento legal igual con abstracción de cualquier elemento 

diferenciador de relevancia jurídica, de manera que no toda 

                                                             
28 Este artículo del CEDH tiene la siguiente redacción: “ARTÍCULO 14: Prohibición de discriminación: El 
goce de los derechos y libertades reconocidos en el presente Convenio ha de ser asegurado sin 
distinción alguna, especialmente por razones de sexo, raza, color, lengua, religión, opiniones políticas u 
otras, origen nacional o social, pertenencia a una minoría nacional, fortuna, nacimiento o cualquier otra 
situación.”.  
Se desprende de las sentencias del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH)  el siguiente:  

Test de la igualdad: 

El TEDH ha analizado el sentido y alcance del art. 14 del Convenio Europeo de Derechos Humanos 
(CEDH) entendiendo igualdad como no discriminación y considerando, como consecuencia, que el art. 
14 del CEDH no prohíbe toda diferencia de trato. Admitiendo, pues que no todo trato diferente 
comporta violación del Convenio, puesto que únicamente es compatible con el mismo aquel que 
implique trato discriminatorio, el TEDH considera que es necesario averiguar, en cada caso concreto, si 
la diferencia de trato viola o no el art. 14 del CEDH. Para ello ya en esta sentencia, sienta los criterios 
generales que permiten afirmar si existe o no trato discriminatorio, afirmando que: 

- La igualdad de trato queda violada cuando, entre casos comparables, la distinción carece de 
justificación objetiva. 

- La existencia de una justificación semejante debe apreciarse en relación con la finalidad de los efectos 
de la medida examinada en atención a los principios que generalmente prevalecen en las sociedades 
democráticas. 

- El Art. 14 del Convenio también se ve violado cuando resulta claramente que no existe una razonable 
relación de proporcionalidad entre los medios empleados y la finalidad perseguida. 

Este test es aplicado por el Tribunal Europeo en todas las sentencias en las cuales tiene que entrar a 
examinar el art. 14 del Convenio. 
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desigualdad de trato normativo respecto a la regulación de una 

determinada materia supone una infracción del mandato contenido 

en el art. 14 CE, sino tan sólo las que introduzcan una diferencia entre 

situaciones que puedan considerarse iguales, careciendo de una justificación 

objetiva y razonable para ello. Por tanto, como regla general, lo que exige el 

principio de igualdad es que a iguales supuestos de hecho se apliquen iguales 

consecuencias jurídicas y, por consiguiente, veda la utilización de elementos de 

diferenciación que quepa calificar de arbitrarios o carentes de una justificación 

razonable. De este modo, lo que prohíbe el principio de igualdad son las 

desigualdades que resulten artificiosas o injustificadas por no venir fundadas en 

criterios objetivos y razonables, según criterios o juicios de valor generalmente 

aceptados. Por lo demás, también es necesario, para que sea 

constitucionalmente lícita la diferencia de trato, que las consecuencias jurídicas 

que se deriven de tal distinción sean proporcionadas a la finalidad perseguida, 

de suerte que se eviten resultados excesivamente gravosos o desmedidos. En 

resumen, el principio de igualdad, no sólo exige que la diferencia de trato resulte 

objetivamente justificada, sino también que supere un juicio de 

proporcionalidad desde una óptica constitucional sobre la relación existente 

entre la medida adoptada, el resultado producido y la finalidad pretendida [por 

todas, SSTC 152/2003, de 17 de julio ( RTC 2003, 152) , F. 5 c); 255/2004, de 22 

de diciembre ( RTC 2004, 255) , F. 4; y 10/2005, de 20 de enero ( RTC 2005, 

10) , F. 5]. 

Así pues, el presupuesto esencial para proceder a un enjuiciamiento 

desde la perspectiva del art. 14 CE es que las situaciones subjetivas que quieran 

traerse a la comparación sean, efectivamente, equiparables ( STC 76/1986, 
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de 9 de junio [ RTC 1986, 76] , F. 3), y ello entraña la necesidad de que el 

término de comparación no resulte arbitrario o caprichoso ( STC 148/1986, de 

25 de noviembre [ RTC 1986, 148] , F. 6). Dicho de otro modo, el juicio de 

igualdad ha de constatarse siempre mediante un criterio de carácter relacional 

que, cuando se proyecta sobre el legislador, requiere la comprobación de que la 

norma de que se trate atribuye consecuencias jurídicas diversificadoras a grupos 

o categorías de personas creadas o determinadas por él mismo ( STC 181/2000, 

de 29 de junio [ RTC 2000, 181] , F. 10), y de que las situaciones subjetivas 

que quieran compararse sean efectivamente homogéneas o 

equiparables ( STC 200/2001, de 4 de octubre [ RTC 2001, 200] , F. 5). Sólo 

entonces puede decirse que la acción selectiva del autor de la norma resulta 

susceptible de control constitucional dirigido a fiscalizar si la introducción de 

«factores diferenciales» ( STC 42/1986, de 10 de abril [ RTC 1986, 42] , F. 5) o 

de «elementos de diferenciación» ( STC 162/1985, de 29 de noviembre [ RTC 

1985, 162] , F. 2) resulta o no debidamente fundamentada.” 

 En definitiva, se trata de un principio que hace referencia a la 

universalidad de la ley, pero que debe ser entendido dentro de un 

Estado Social y Democrático de Derecho, que puede exigir para el 

respeto de otros valores constitucionales el tratamiento jurídico 

diverso.  

Está en el Título preliminar de la Constitución en su artículo 1,1º “… que  

propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la 

justicia, la igualdad, y el pluralismo político”.  

No solo la igualdad es valor superior de nuestro ordenamiento jurídico, 

sino también y no exclusivamente la justicia. Y deberá tratarse diferentemente 
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supuestos distintos como base para hacer justicia. Por ello los honores y 

distinciones son reconocidas por la C.E. vigente y no se contradicen con el 

principio de igualdad ante la ley del artículo 14 de nuestra vigente Constitución. 

El enunciado de la igualdad en el artículo 1,1º de la C.E. vigente es solo 

una declaración que vendrá especificada en el artículo 14 de la misma C.E. al 

tratar de los derechos y deberes que esa igualdad supone, es decir, “ante la ley”. 

Por ello no se trata de igualdad absoluta, como se podría entender en el artículo 

1,1º de la C.E. sino de universalidad, de igualdad ante la ley, que es como lo 

determina el art.14 de la C.E. 

Si bien, en el antiguo régimen el derecho nobiliario es asumido 

directamente por la legislación más alta, así nos referiremos a las Partidas o a la 

Novísima Recopilación, sin embargo, al llegar al principio del siglo XIX, se 

plantea que la nobleza se encuadre dentro de un nuevo orden que es el 

constitucional, y así a lo largo de ese siglo  las Constituciones se irán alternando 

hasta, en algún caso, intentar suprimir las distinciones nobiliarias (ver Proyecto 

republicano de 1973 y ya en el siglo XX la Constitución de 1931). Sin embargo, 

en todas las Constituciones Monárquicas, según se verá, encaja la nobleza, y no 

será distinto con la restauración del Reino de España en la Ley de Sucesión a la 

Jefatura del Estado (1946) que declara a España constituida en Reino (art. 1º), y 

que dará lugar a la restauración de la legislación sobre los mercedes nobiliarias 

en 1948 y su mantenimiento en la Constitución vigente de 1978. 

Puede plantearse sin embargo si la nobleza no titulada se encuadra en la 

Constitución, y ya lo trataremos, pero adelanto que se alegará lo necesario para 

que quede establecida su perfecta constitucionalidad. (Sentencias del Tribunal 

Constitucional, concretamente la de 24 de mayo de 1982 en que se dice: 
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“…persona noble -que tanto quiere decir en su alcance institucional con 

persona de linaje nobiliario-“,  y más tarde dice: “En el caso que se debate la 

condición no es contraria, por discriminatoria, al art. 14,”. Denegando el 

amparo solicitado que pretendía ver discriminación y desigualdad en la 

condición impuesta de casar con persona noble, o hidalga ya que la “hidalguía 

es la nobleza que viene a los hombres por linaje” como se dice en las Partidas 

del Rey Sabio Don Alfonso X, en la Partida II, Título XXI, y Ley III. Y es a esta 

nobleza, la hidalga, a la que se refiere al decir de linaje nobiliario. Y del Tribunal 

Supremo, concretamente la sentencia de 16 de febrero de 1988, en este sentido, 

que dice textualmente: “ y no hay, pues, hoy día medio legal para quien siendo 

noble, quiera hacer ostentación de su calidad, como no sea Título o pertenezca 

a alguna de las Corporaciones reconocidas oficialmente" (cual son las cinco 

Reales Maestranzas de Caballería y el Real Cuerpo Colegiado de la Nobleza de 

Madrid, …”  Por lo que acepta la existencia de la nobleza y de su prueba en las 

Reales Maestranzas y corporaciones reconocidas oficialmente, sin que sea 

exhaustiva la lista que da de estas, por lo que hay que considerar también a las 

demás, aunque no las cite pero que las incluye y no las excluye en lo de 

“corporaciones reconocidas oficialmente”. Así subsisten las órdenes militares 

nobles, en que se debe demostrar la nobleza de sangre para ingresar como 

caballero, (está, además de las españolas, reconocida la de Malta, para ingresar 

como caballero de honor y devoción, y la del Santo Sepulcro también reconocida 

en España, por ejemplo), las Reales Asociaciones de hidalgos o nobles (tal como 

la de Hidalgos a Fuero de España, hoy Real Asociación de Hidalgos de España), 

Las Reales Maestranzas, (por ejemplo la de Sevilla o la de Ronda), todas ellas 

subsisten dentro de la legalidad y la constitucionalidad, tal como se admite en 

las sentencias citadas de los altos tribunales, tanto del Tribunal Constitucional 
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como del Tribunal Supremo.  En todas ellas se exige la prueba de nobleza para 

el ingreso y ello no está fuera de la Constitución sino perfectamente de acuerdo 

con ella. 

Teniendo en cuenta que vamos a tratar ante todo de la regulación de la 

nobleza titulada y poco de la no titulada, hemos hecho este estudio basándonos 

en la característica  pública de la normativa del derecho nobiliario, como hemos 

dejado claro en esta introducción y, por ello, independientemente de las teorías 

sobre el carácter público del derecho de familia, lo hemos hecho en el 

departamento de derecho público de la facultad de ciencias jurídicas de la 

universidad de Vigo. Y acotando el tema más a la constitucionalidad del derecho 

nobiliario, es decir, su aceptación por la actual Constitución española, lo hemos 

concretado al área de derecho constitucional del departamento de derecho 

público de la citada facultad.  

Metodología:  
 

Concepto: La metodología en la ciencia jurídica está al nivel de las 

distintas corrientes del pensamiento jurídico que determinan distintas 

doctrinas, por ejemplo: 

El ius naturalismo que es una tendencia teórica que explica el derecho en 

función de los valores que protege o de los fines que persigue: la justicia, el bien 

común, la seguridad jurídica, la libertad, la igualdad entre otros. 

Admite dos tipos de derecho, el positivo y el natural, sosteniendo la 

primacía del segundo sobre el primero, ya que el derecho natural son los valores 

que el derecho positivo tiene que reconocer si quiere ser derecho. 
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El ius positivismo. De acuerdo con Norberto Bobbio (1965) son tres los 

aspectos que hay que contemplar y distinguir al abordar el estudio del 

positivismo jurídico: 

1. Como un modo de entender la ciencia jurídica. Es delimitar su 

objeto de estudio e investigación; un nivel de la problemática, una forma de 

abordar el derecho. Considerar al derecho tal cual es, un mero hecho histórico. 

2. Como una determinada teoría general del derecho. Hay que 

comprender el conjunto de aseveraciones estrechamente ligadas, con las cuales 

se describen e interpretan los fenómenos de la vida socialmente organizada. La 

teoría formalista del derecho es la pretensión de establecer lo que es jurídico y lo 

que no lo es. Ve al derecho como una técnica de organización de la sociedad, 

como la monopolización de la fuerza dentro de una comunidad política. 

3. Como una ideología de justicia. Es una toma de posición frente a 

una situación fundada en un sistema de valores, con independencia de su 

contenido. 

El positivismo jurídico como tendencia de interpretación del derecho se 

funda en dos grandes corrientes de pensamiento, el positivismo filosófico y el 

empiriocriticismo29. 

                                                             
29

 Del diccionario soviético de filosofía: Corriente idealista subjetiva fundada 
por Avenarius y Mach. Considerando que la ley fundamental del conocimiento es la «economía del 
pensar», empiriocritícismo «limpia» la concepción de la experiencia de los conceptos de materia 
(substancia), necesidad, causalidad, etc.; los concibe como «apercepciones apriorístícas» (conceptos 
intelectivos) legítimamente asignados a la experiencia. El empiriocriticismo es un renacimiento del 
berkeleyanismo y del humismo, encubierto bajo la exigencia de neutralidad en filosofía. También se 
hallaba ligado a la crisis de la física, a la escuela delidealismo «físico». Lenin, en su trabajo 
«Materialismo y empiriocriticismo», puso de manifiesto el papel social reaccionario de dicha corriente 
filosófica, su conexión con el fideísmo. 
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El ius realismo. El realismo es una posición teórica según la cual hay 

objetos reales independientes de nuestra conciencia. Pretende resolver tres 

grandes problemas: 

1. Concepto y naturaleza del derecho. 

2. Propósito o idea del derecho. 

3. Interacción entre sociedad y derecho. 

Plantea la necesidad de no definir al derecho en abstracto sino al 

concreto (derecho vigente). Así, el punto de referencia de todas las teorías 

jurídicas de índole realista es que interpretan la vigencia del derecho atendiendo 

a la efectividad de las normas jurídicas. 

Para probar que una norma es derecho vigente resulta necesario de 

acuerdo al iusrealismo emprender ciertas investigaciones sociales con el fin de 

establecer si el precepto es aceptado por la conciencia jurídica del pueblo. 

 El ius marxismo. En el siglo XIX apareció por primera vez el marxismo, 

corriente de pensamiento y acción que define la época contemporánea. 

Para Marx, las tesis en el campo del derecho se refieren a éste como una 

superestructura que se deriva de la estructura económica sobre la que descansa 

la sociedad. 

La finalidad del jurista siempre es buscar la comprensión relacionada con 

su adaptabilidad al caso presente, pero para precisar exactamente el contenido 

normativo que ha de ser aplicado a su caso concreto no puede omitir el aspecto 

histórico, esto es, debe considerar en qué condiciones los actos legislativos son 
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convenientes a la ley, ya que las condiciones originarias han cambiado y por 

consiguiente la ley, en cuanto a su función tiene que sufrir determinaciones. 

Cuando un juez intenta adecuar la ley transmitida a las necesidades del 

presente tiene claramente la intención de resolver una tarea práctica. Lo que en 

modo alguno quiere decir que su interpretación de la ley sea una traducción 

arbitraria. 

También en su caso comprender e interpretar significa conocer y 

reconocer un sentido vigente. El juez intentará responder a la idea jurídica 

mediándola con el presente. Es evidente una mediación jurídica. Lo que intenta 

reconocer es el significado jurídico de la ley, no el significado histórico de su 

promulgación o unos cuantos casos cualesquiera de su aplicación. No se 

comporta como un historiador, pero sí se ocupa de su propia historia, que es su 

propio presente. En consecuencia puede en todo momento asumir la posición 

del historiador frente a las cuestiones que implícitamente le han ocupado ya 

como juez. 

 

La metodología hace referencia al método utilizado en cada ciencia para 

la investigación. La metodología se entiende como la parte del proceso de 

investigación que sigue a la propedéutica, o sea a los conocimientos necesarios 

para preparar el estudio de una materia. Etapa previa a la metodología. Que es 

el conocimiento de los procedimientos y técnicas necesarios para investigar en 

un área científica. “Los métodos son, según Martínez Miguélez30, vías que 

                                                             
30

 Miguel Martínez, español y también de nacionalidad venezolana, es Doctor en Pedagogía por la 
Universidad Pontificia Salesiana de Roma con Especialización en Psicología Educativa. Está Licenciado en 
Filosofía, Psicología y Educación, y cursó sus estudios en las Universidades de Turín, Roma, Oxford, 
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facilitan el descubrimiento de conocimientos seguros y confiables para 

solucionar los problemas que la vida nos plantea”. La metodología da pie a la 

selección de técnicas concretas de investigación. 

“Es importante aprender métodos y técnicas de investigación, pero sin 

caer en un fetichismo metodológico. Un método no es una receta mágica. Más 

bien es como una caja de herramientas, en la que se toma la que sirve para cada 

caso y para cada momento”, Ander-Egg31. 

Exponemos seguidamente la forma en que se ha venido desarrollando la 

presente tesis doctoral:  

Hemos empezado este estudio con una introducción en la que se explica 

la diferencia entre derecho público y privado con la intención de poder 

encuadrar este tesis en uno de esas áreas del derecho, y las motivaciones que 

nos han llevado a considerar el derecho nobiliario dentro del área del derecho 

público. También hemos intentado explicar el porqué de este estudio y de la 

integración del derecho nobiliario dentro de la Constitución española de 1978. 

La no contradicción entre el derecho nobiliario y el articulado de la Constitución 

que proclama el derecho a la igualdad ante la Ley.  Pasamos luego al estudio de 

la metodología que hemos empleados en el desarrollo de esta tesis y al 

desarrollo histórico del constitucionalismo en España en el que hemos visto el 

intento de reparto de España y sus colonias por las demás potencias, la paz de 

Utrecht en que la vencedora es realmente Inglaterra, el desarrollo de las ideas a 

                                                                                                                                                                                   
Munich y Central de Venezuela. Es Profesor-Investigador Titular (Jubilado) en la Universidad Simón 
Bolívar de Caracas y responsable de la línea de investigación "Filosofía de la Ciencia y Metodología 
Cualitativa".   
31

 Ezequiel Ander-Egg es un pedagogo, sociólogo y ensayista argentino. Realizó estudios de Sociología, 
Ciencias Políticas, Economía, Planificación económica, Planificación social y Pedagogía. Alcanzó el grado 
de Doctor en Ciencias Políticas y Económicas. Estudió en Argentina, Francia, España y Bélgica. 
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lo largo del siglo XVIII. Como se pasa del absolutismo borbónico al absolutismo 

ilustrado, la masonería y su influencia que fue en un comienzo en Inglaterra 

para pasar a toda Europa y América. La ilustración dará lugar al final de ese 

siglo a la revolución francesa, y en el comienzo del siguiente al 

constitucionalismo liberal de la Constitución de 1812. Luego el ir y venir del 

liberalismo y del absolutismo. La Constitución de Cádiz informará 

Constituciones posteriores, llevando el liberalismo exaltado o extremo a la 

desaparición de la monarquía con el destierro de Isabel II y la abdicación de 

Amadeo I y a la primera república de 1873 con un proyecto de Constitución 

federal. La pérdida de América ira sucediendo a lo largo del siglo XIX hasta 

culminar con  la perdida de Cuba y Puerto Rico  en 1898. Al mismo tiempo la 

restauración monárquica se efectuará en la persona de Alfonso XII, que 

promulgará una nueva Constitución en 1876, acabando el siglo reinando la 

monarquía. El siglo XX se inicia también con la monarquía, en la persona de 

Alfonso XIII y la Constitución de 1876 acabará su vigencia con el régimen del 

general Primo de Rivera. La monarquía vuelve a desaparecer con la segunda 

república de 1931, que promulgará una Constitución demócrata que durará 

malamente hasta el levantamiento nacional en 1936. Luego vendrá el 

restablecimiento de un Reino con la guerra civil, en la jefatura del Estado del 

general Francisco Franco que desembocará en la monarquía de 1975 en la 

persona de Juan Carlos I, esta con la Constitución vigente de 1978. 

Tras la introducción  la metodología y el desarrollo histórico entramos 

en: 

El cuerpo de la tesis estudiando en su capítulo I, para entrar en la 

materia, el concepto de nobleza, su etimología, sus clases y grados, sus modos 
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de adquisición y perdida, y el uso indebido de dignidad nobiliaria y en su 

capítulo II las Constituciones una por una, incluyendo los proyectos y la “non 

nata”. Este estudio se produce únicamente desde el punto de vista del derecho 

nobiliario, no entrando en otras cuestiones. Veremos cómo va cambiando en 

una especie de vaivén el derecho constitucional, alternándose a veces las 

Constituciones de marcado carácter liberal con las de carácter absolutista, o de 

carácter liberal moderado con las de carácter liberal exaltado, a lo largo del siglo 

XIX y primera mitad del siglo XX. 

El capítulo III trata de la existencia legal de la nobleza, que no es solo la 

existencia constitucional sino que está legalizada por disposiciones legales de 

todo orden, leyes, reales decretos, decretos etc.  Así como la jurisprudencia que 

la justifica plenamente, de nuestros altos Tribunales, tanto del Tribunal 

Constitucional, como del Tribunal Supremo. Los dictámenes del órgano del 

Estado como es el Consejo de Estado, e Instituciones como el Ministerio de 

Justicia y el Ministerio de hacienda. Asociación con carácter mixto, público-

privado, como es la Diputación de la Grandeza, y asociaciones registradas en un 

registro público como las Asociaciones de nobles titulados y no titulados, de las 

que citaré entre otras a modo de ejemplo, la Real Asociación de Hidalgos a 

Fuero de España, o la de la Unión de la Nobleza del Antiguo Reino de Mallorca. 

Las corporaciones nobiliarias. Finalmente la existencia de las Ordenes 

Nobiliarias de caballería, en las que hablaremos de las que desparecieron, de las 

que se refundaron o de las que se mantendrán en el tiempo hasta nuestros días, 

así citaremos y estudiaremos las más importantes dada la imposibilidad 

material de hacerlo de todas por su gran cantidad y la poca información que 

existe de algunas. Lo haremos, entre otras, de las cuatro principales 
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internacionales, es decir “La Orden del Temple”, “La Orden de Malta”, “La del 

Santo Sepulcro”, y “la Orden Teutónica”.  Y de las cuatro principales españolas, 

es decir, “la Orden de Santiago”, “la de Calatrava”, “la de Alcántara” y “la de 

Montesa”. Del centenar de Órdenes existentes citaremos y estudiaremos treinta 

y seis, aunque algunas quizás sean la misma. Algunas fueron no solo españolas, 

ya que se propagaron fuera de España como es el caso de la Orden de Santiago. 

Otras aunque fundadas en un país concreto luego se propagaron por el mundo, 

como la Milicia de Jesucristo. Muchas otras se fusionaron o fueron absorbidas 

por las más importantes. Otras desaparecieron totalmente, con poco o mucho 

tiempo de existencia y finalmente otras fueron refundadas varias veces,  lo que 

puede llevar a confusión. Hacemos al iniciar el tema de las órdenes de caballería 

una nota de atención sobre la existencia de algunas que son falsas,  que 

existieron como tal, o que aún persisten. En este tema de las ordenes de 

caballería es importante recordar las sentencias del Tribunal Supremo y del 

Tribunal Constitucional en cuanto a la existencia de una nobleza no titulada 

pero que pertenece a asociaciones o corporaciones que prueban su 

existencia y constitucionalidad (así la sentencia del Tribunal Supremo de 

16 de febrero de 1988 y la del Tribunal Constitucional de 24 de mayo de 1982).  

Estas sentencias son también de aplicación a las Asociaciones o 

Corporaciones de nobles en cuanto a su legal existencia y constitucionalidad, 

aparte de las otras numerosas razones que apoyan estas afirmaciones. Por lo 

que dedicamos parte de este estudio a dichas Asociaciones. 

Para pasar a ver la doctrina sobre materia nobiliaria.  

Veremos posteriormente el artículo 62, f de la Constitución en cuanto al 

reconocimiento de la nobleza y 
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Después veremos la distinta doctrina sobre esta materia y la no 

contradicción con el artículo 14, 1,1 etc…  de la Constitución,  y los artículos 56,2 

y 57,2 de la vigente Constitución de 1978. 

Para finalmente y basándonos en todo lo expuesto a lo largo de esta tesis 

llegar a la conclusión. 

Y una bibliografía en que se aprecia la técnica utilizada para confeccionar 

la actual tesis, la utilización de fuentes variadas y de distintas épocas y autores.  

Hemos incluido dos anexos, uno de Legislación nobiliaria y otro de 

jurisprudencia nobiliaria, dividido este último en dos partes, de la 

jurisprudencia del T.C., la primera y de la del T.S., la segunda, para hacer más 

fácil la comprensión de la legislación y la jurisprudencia nobiliaria. 
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DESARROLLO HISTÓRICO: 

Empezaremos, para centrar el tema, examinando el ámbito histórico del 

desarrollo del Constitucionalismo durante los siglos XIX y XX en que aparecen 

las Constituciones españolas. Surgen después de la revolución francesa de 1789, 

en que en Europa se inicia la decadencia efectiva del “antiguo régimen”, aunque 

esta no responde a una situación repentina sino que viene desde tiempo atrás. 

Ya en el siglo XVII con el reinado del Rey Habsburgo Felipe IV se imponen 

algunos impuestos a los nobles, que estaban exentos del pago de ellos, como son 

la media anata y las lanzas. Lo cierto es que tenemos que empezar por el 

absolutismo del siglo XVIII, En España el siglo XVIII comienza con la muerte 

del último Rey Habsburgo Carlos II, y la guerra de sucesión de este a la corona 

de España que no era solo la de este Estado sino de un gigantesco complejo de la 

monarquía donde no se ponía el sol. El Reino de España se había vuelto senil y 

débil y no representaba ya peligro alguno para las demás potencias,  no había 

logrado restablecerse de los enormes sacrificios de la política mundial de Felipe 

II. Incapaces de gobernar por si mismos los sucesores de Felipe II habían 

entregado el gobierno a validos. Las guerras contra Francia habían acelerado la 

decadencia del ejército y la marina, agotando totalmente la hacienda, todo esto 

empeorado por una equivocada política económica, también descendía la 

población y aumentaba la superficie de tierra sin cultivo, quedando España en 

manos de la economía extranjera. El comercio se encontraba en manos de los 

holandeses e ingleses como así las colonias. Ante la indiferencia del pueblo se 

debatía enconadamente quién sería el sucesor en el trono. 
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1. El reparto:32 

Ninguno de los pretendientes al trono español tenía absoluto derecho al 

mismo, y eran varios, no habiendo Ley sálica se presentaban como sucesores en 

primer término las hermanas del Rey de España, y las descendencias de estas, 

estando una casada con Luis XIV de Francia33 y la otra con el Emperador 

Leopoldo I de Habsburgo34. Por el tratado de paz de los Pirineos la primera 

había renunciado al derecho al trono, sin embargo fue reconocida por las Cortes 

Españolas, ya que  en España se dijo que con esa renuncia no se podían anular 

las leyes fundamentales de la monarquía.  Para evitar un enfrentamiento militar 

se pensó en el reparto. 

El Emperador Leopoldo había elegido como sucesor al segundo hijo de su 

tercer matrimonio, al que llamó por ello Carlos siendo apoyado por Guillermo 

III35 y los Estados Generales. Inglaterra y Holanda se opusieron a ello por evitar 

la monarquía universal de los Habsburgo. 

Guillermo de Orange prestó oído a las proposiciones de Luis XIV, y le 

pareció acertada la idea del reparto, consideraba que el sucesor debía ser el hijo 

                                                             
32

 Se ha utilizado en este trabajo “La época de Luis XIV” de Walter Platzhoff. 
33

 Luis XIV de Francia (francés: Louis XIV), llamado "El Rey Sol" (francés: Le Roi Soleil) o "Luis el Grande" 
(Saint-Germain en Laye, Francia, 5 de septiembre de 1638 – Versalles, Francia, 1 de 
septiembre de 1715), fue Rey de Francia y de Navarra desde el 14 de mayo de 1643 hasta su muerte, 
con casi 77 años de edad y más de 72 de reinado. También fue Copríncipe de Andorra (1643-1715) 
y Conde rival de Barcelona durante la sublevación catalana (1643-1652) como Luis II. 
34

 Leopoldo I de Habsburgo (Viena, 9 de junio de 1640 - Viena, 5 de mayo de 1705). Rey de Hungría 
desde 1655 y de Bohemia un año después, Emperador del Sacro Imperio Romano 
Germánico desde 1658. 
35 Guillermo III de Inglaterra también conocido como Guillermo II (de Escocia) o Guillermo III de 
Orange era un aristócrata holandés y Príncipe protestante de Orange desde su nacimiento, y fue Rey de 
Inglaterra e Irlanda -como Guillermo III- desde el 13 de febrero de 1689, y Rey de Escocia -como 
Guillermo II- desde el 11 de abril de 1689, en cada caso hasta su muerte en 1702. 
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de la Archiduquesa María Antonia o sea José Fernando36, anteriormente 

nombrado sucesor por Carlos II, compensando a los otros dos pretendientes con 

territorios de la dominación española, haciéndose un primer tratado de reparto 

con Francia en 1698. Pasando España y sus colonias y los Países Bajos al 

Príncipe elector. El Emperador conservaría Milán y Francia a su vez algunas 

regiones de los Pirineos con Nápoles y Sicilia, rompiéndose este tratado por la 

muerte del Príncipe elector heredero en febrero de 1699.  Quedando únicamente 

dos pretendientes, al no tomarse en serio las pretensiones de Víctor Amadeo de 

Saboya37,  ni de la Corona de Portugal. 

En la primavera de 1700 se llega a un segundo arreglo concediéndose al 

Archiduque Carlos38 los principales territorios españoles, con Milán añadida a la 

parte del Delfín de Francia cambiándola por Lorena o cualquier otra parte 

fronteriza que quisiera Francia, pero no llegó a ser definitivo el acuerdo. 

Al final vencen los partidarios de Francia, porque iba contra las 

pretensiones dinásticas de los países europeos, contra el parecer del pueblo, y 

era conveniente unirse a la monarquía francesa. Carlos II fallece cuatro semanas 

después de nombrar heredero universal al Duque Felipe  d´Anjou39. A pesar de 

ello entró en guerra con Austria para mantener las apariencias con Guillermo III 

y los Estados Generales. Felipe V fue reconocido en España y los países 

                                                             
36

 El Príncipe José Fernando nació en Viena el 28 de octubre de 1692, hijo del Duque-
elector Maximiliano II Manuel de Baviera y de la Archiduquesa María Antonia de Austria. 
37

Víctor Amadeo II de Saboya (en italiano: Vittorio Amedeo II di Savoia) (Turín, 14 de mayo de 1666 -
 Moncalieri (Turín), 31 de octubre de 1732). Duque de Saboya, Príncipe de Piamonte, Conde de Aosta, 
de Moriana y de Niza, Marqués de Saluzzo y del Monferrato (1675 – 1732). Rey de Sicilia (1713 –
1720). Rey de Cerdeña (1720 – 1732).  
38 Carlos VI del Sacro Imperio Romano Germánico (Viena, Austria, 1 de octubre de 1685 – ibídem, 20 de 
octubre de 1740) fue Emperador del Sacro Imperio Romano-Germánico (1711–1740), Rey 
de Hungría como Carlos III (1711–1740) y Rey de Bohemia como Carlos II (1711–1740). 
39

Felipe V de Borbón, llamado el Animoso (Versalles, 19 de diciembre de 1683-Madrid, 9 de 
julio de 1746), fue Rey de España desde el 16 de noviembre de 1700 hasta el 15 de enero de 1724 y, tras 
el breve reinado de su hijo Luis I, desde el 6 de septiembre del mismo año hasta su muerte.  
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adyacentes. Guillermo III se alió con Austria, garantizándose las posesiones 

españolas en Italia y  los Países Bajos meridionales. La Alianza fue suscrita el 7 

de septiembre de 1701 en la Haya, en ella España y Francia no podían estar en 

una misma mano, sin embargo había un tácito reconocimiento de Felipe V. 

Entró Inglaterra en la guerra provocada por el Borbón en contra del Orange 

siendo para Inglaterra de interés económico. El electorado de Prusia entra en la 

guerra a favor del Emperador con 8.000 hombres lo que le concede la dignidad 

de Rey de Prusia el 18 de enero de 1701 en Königsberg. Entra en la magna 

alianza Hohenzollern40 poniendo 5.000 hombres. Y Otro Príncipe elector Max 

Manuel de Baviera Intentó hacer un reino de Baviera aproximándose al Borbón. 

Portugal se alió con Inglaterra y el Duque de Saboya también. Quedó destruido 

el sistema de alianzas francés. 

 

2. La paz de Utrecht:41 

La Paz de Utrecht, que dio fin a la guerra de sucesión de España se 

concertó el 11 de abril de 1713, pero sin Carlos VI42 y sin el Imperio. Las 

potencias marítimas se unieron con Francia para reponer al Príncipe elector y 

su hermano en sus dignidades, Max Manuel fue compensado con Cerdeña. El 

Emperador negó la Paz y continuó la guerra por sí solo, consiguiendo más de lo 

otorgado en Utrecht, la restitución completa de Max Manuel incluso en el Alto 

Palatinado, el Bávaro renunció a Cerdeña, la casa de Austria conservó de la 

herencia española Milán, Nápoles, Cerdeña, las Plazas Costeras de Toscana así 

                                                             
40 Federico III, Margrave elector de Brandeburgo; Federico I, como Rey de Prusia (Königsberg, 11 de 
julio de 1657 - Berlín, 25 de febrero de 1713), miembro de la Casa de Hohenzollern, fue el primer Rey 
de Prusia, desde el 18 de enero de 1701 hasta su muerte. 
41

 Para este estudio se ha utilizado la obra de Walter Platzhoff. 
42 Ver nota anterior sobre Carlos VI. 
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como los Países Bajos a excepción de Güeldre, recibió además el Ducado de 

Mantua, cediendo en cambio Landau a Francia y se adhirió a la paz por el 

tratado de Baden en septiembre de 1714. Llegándose al final de la guerra a 

excepción de Carlos VI y Felipe V que no llegaron a un acuerdo. Tantas 

divisiones y tratados, tantos trueques de coronas y de países que se llevaron a 

cabo o se intentaron en el siglo XVIII y en la primera mitad del XIX pudieron 

tomar como ejemplo el precedente de Utrecht. Hablaba Juan Rousset de “la 

conveniencia” de los Estados en modificar su rostro en favor de los más 

poderosos, tragándose a los más débiles. La gran victoriosa de la guerra de 

sucesión fue Inglaterra, así las palabras de Guillermo III, “ahora se reconocerá 

si seriamente queréis que esta Inglaterra tenga en sus manos la balanza del 

mundo”  dicho en el parlamento al comienzo de la guerra, y se cumplieron por 

completo. Consiguiendo Inglaterra todos sus objetivos, con Gibraltar y Menorca 

en España, sin hablar de otras partes del mundo como América del Norte. En 

1713 Felipe V concede monopolio para la introducción de los negros en las 

colonias Españolas a Inglaterra, lo que produjo grandes beneficios a esta. 

Comienza de esta forma la hegemonía comercial-marítima de Inglaterra. Sin 

embargo el suelo francés permaneció intacto con sus fronteras de 1697 y el 

trono de España quedaba asegurado para el nieto de Luis XIV, pero no pudo 

conservar para su casa la monarquía total española ni borrar las fronteras de los 

Pirineos y el Reino de Francia estaba agotado, el país inundado de papel 

moneda, el comercio destruido, la propiedad territorial desvalorada, el “antiguo 

régimen” no pudo reponerse de estos golpes. 
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3. Distinción entre antiguo absolutismo y 

absolutismo ilustrado:43 

Hay que distinguir entre el “antiguo absolutismo” y el “absolutismo 

ilustrado”, este último es el del siglo XVIII. Frente al “L´Etat c´est moi” de Luis 

XIV44 de Francia está la frase “El Príncipe es el primer servidor del Estado” en 

que se encuadra la postura de Federico el Grande45. La diferencia entre el 

antiguo absolutismo y el absolutismo ilustrado está en un punto más profundo 

que la mera conducta personal del monarca, es una diferencia de teoría política, 

la monarquía de Luis XIV se basaba en la idea de la gracia divina, frente a esta 

idea el absolutismo ilustrado concibe el Estado y la monarquía moderna desde 

un punto de vista racional, el mundo moderno seculariza las instituciones, este 

Estado es “una obra artificial” según Jacobo Burckhardt, es una institución 

creada por hombres no puesta por Dios, el Estado funciona como una máquina. 

Los hombres, en sus pasiones e instintos, se aniquilarían unos a otros si 

permaneciesen desorganizados. Por ello se han confiado en un artífice político 

superior, sometiéndose a él en virtud de un contrato, que confiere a aquel la 

soberanía y a los súbditos, en cambio, la protección. Esta concepción 

mecanicista del Estado fue formulada por primera vez por el inglés Tomás 

Hobbes. Federico el Grande hizo suya esta concepción del Estado. Locke 

justificó “la revolución legal”, si el soberano incumplía el pacto. Una nueva 

generación de Príncipes en Europa se apropia la concepción de los ilustrados, e 

intenta ponerla en práctica.  

                                                             
43 Hemos recogido la información y texto de la obra de Franz Schnabel. 
44 Ver nota anterior sobre Luis XIV. 
45 Federico II el Grande (Friedrich II der Große) (Berlín, 24 de enero de 1712 – Potsdam, 17 de 
agosto de 1786) fue Rey de Prusia. Perteneciente a la Casa Hohenzollern, era hijo de Federico Guillermo 
I y Sofía Dorotea de Hannover. Federico II murió sin dejar herederos, y le sucedió su sobrino Federico 
Guillermo II. 
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4. La masonería y los Iluminati.46 

Mientras los librepensadores y el absolutismo borbónico conseguían la 

abolición de la Orden de los Jesuitas, el Rey de Prusia y la Zarina los recibían en 

sus países. La ilustración había contrapuesto la Orden de los Jesuitas a sus 

propias organizaciones, la función de los Jesuitas en el catolicismo la ocuparía 

concretamente “la masonería”, cuya primera logia47 se fundó en Londres el 24 

de junio de 1717, día de San Juan, y que se extendió rápidamente por Europa. Al 

principio había cuatro logias londinenses que se unieron e incorporaron otras 

más, hacia 1723 las cuatro originales aumentaron hasta las cincuenta y dos. Ya 

en 1738 entró en la masonería Federico el Grande  (siendo Príncipe heredero). 

Afines a los masones fueron “los iluminados”, asociación fundada en 1776,  que 

fue prohibida por el Príncipe elector de Baviera en 1785. Pero menos de medio 

siglo después el Papa pudo restablecer la Orden de los Jesuitas y el catolicismo 

del siglo XIX. 

La explicación habitual a la gran logia es falsa, en realidad nació con el 

propósito social de proporcionar una oportunidad para que se pudieran reunir 

los miembros de unas pocas logias de Londres. Hoy los historiadores tienden a 

considerar la rebelión escocesa de 1715 y la fundación de la gran logia en 1717 

                                                             

46 Para redactar esta parte se ha utilizado el libro de Cesar Vidal, La Masonería, un Estado dentro del 

Estado. Guerra Gómez, Manuel. La trama masónica, Styria, 2006. Pepe Rodríguez. Masonería al 

descubierto (Del mito a la realidad 1100-2006). Temas de Hoy, 2006. Knight, Christopher y Lomas, 

Robert. La clave masónica, Barcelona, Ediciones Martínez Roca, 2004. Vidal Manzanares, 

Gustavo. Masones que cambiaron la historia: 18 semblanzas masónicas. 
47 Según la R.A.E. Logia es: (Del it. loggia). 1. f. Local donde se celebran asambleas de francmasones. 

2. f. Asamblea de francmasones. 
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como dos hechos diferentes separados por dos años. La rebelión de 1715 no fue 

sofocada por completo hasta la ejecución de Lord Kenmuir y Lord 

Derwentwater en febrero de 1716 los planes para la unión que darían origen a la 

gran logia fueron hechos mucho tiempo antes durante el verano o el otoño de 

1716. La rebelión escocesa y la fundación de la gran logia no fueron 

acontecimientos separados por dos años, sino por seis u ocho meses. Y parece 

haber existido, de manera manifiesta, una conexión causal entre ambos hechos. 

En 1722 el duque de Wharton48, gran maestre de la gran logia, era un 

furibundo jacobita49, Tres años antes cofundador del famoso Hell fire club (Club 

del fuego del infierno), en esta empresa lo acompañó George Lee, Conde de 

Lichfield50, que tenía sangre estuarda, ambos desempeñaron un papel activo en 

los asuntos jacobitas. En 1721 se cerró temporalmente el hell fire club, y la gran 

logia sospechosa aseguró al gobierno que era “segura” en 1722. Fue en 1722 

cuando fue elegido Gran Maestre Wharton, acusado posteriormente de 

secuestrar la masonería para los jacobitas. Al año siguiente sucedió  el 

hannoveriano Conde de Dalkeith51. Oficialmente las actas de la gran logia 

comienzan el 25 de noviembre de 1722, siendo gran maestre Dalkeith. 

En 1723 aparecieron las famosas Constituciones de James Anderson52, un 

ministro de la iglesia escocesa en St James, y capellán del hannoveriano Conde 

                                                             
48

 Philip Wharton (21 de diciembre de 1698 - 31 de mayo de 1731), noble inglés, primer Duque de 
Wharton. 
49

 jacobismo fue el movimiento político que intentó conseguir la restauración en los tronos 
de Inglaterra y Escocia a los miembros de la Casa de Estuardo. toma su nombre del Rey católico Jacobo 
II, destronado en 1688 y remplazado por su yerno protestante Guillermo de Orange  
50 George Henry Lee, 2do Conde de Lichfield ( 1690 - 1742 ) 
51  Francis Scot, Conde de Dalkeith (más tarde segundo Duque de Buccleuch). 
52

 James Anderson (1678-1739), pastor presbiteriano y masón, coautor, junto a Jean Théofile 
Désaguliers de las primera Carta Constitucional de la francmasonería moderna o especulativa, conocidas 
comúnmente como las Constituciones de Anderson 
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de Buchan53, miembro de la logia del cuerno, que incluía entre sus miembros a 

miembros del “stablishment” como el Duque Queensborough, el Duque de 

Richmond, Lord Paisley y, en 1725, al compañero de Newton, John 

Desaguliers54. Estas credenciales colocaban a Anderson por encima de toda 

sospecha y en 1712 además había publicado algunos sermones de un virulento 

anti catolicismo, alabando a la Reina Anne55 e invocando a Dios. En 1732 

Anderson publicaría otra obra pro Hannoveriana, “Royal genealogies”, Las 

Constituciones de Anderson se convertirían en la Biblia para la masonería 

inglesa. En 1730 la gran logia empezaba a mostrar mucho interés por norte 

América, en 1732 el general James Oglethorpe56 fundó la colonia de Georgia y 

dos años más tarde se convertiría en maestre de la primera logia masónica de 

Georgia. La gran logia impregnó toda la sociedad inglesa al insistir en una 

hermandad universal que trascendía las fronteras nacionales. La masonería 

ejercería una profunda influencia en los grandes reformistas del siglo XVIII, 

tales como David Hume, Voltaire, Diderot, Montesquieu, y Rousseau en 

Francia, en sus discípulos en lo que llegaría a ser Estados Unidos.  Voltaire57 

convertido en masón estaba tan entusiasmado con la sociedad inglesa que la 

                                                             
53

 Henry David Erskine, 10mo Conde de Buchan (17 ab 1710-1 dic 1767), Señor de Auchterhouse hasta 
1745, fue un par escocés. 

54
 John Theophilus o Jean Théophile Desaguliers (La Rochelle, 12 de marzo de 1683 — Londres, 29 de 

febrero de 1744) fue un filósofo natural francés. Fue hijo de un pastor protestante de la comunidad de 

Aytré, actualmente Faubourg de la Rochelle. Como consecuencia de las persecuciones contra las 

reformas religiosas del reinado de Luis XIV, sus padres y familiares abandonaron Francia para 

establecerse en Inglaterra. 

55
Ana de Estuardo (1665–1714) fue Reina de Inglaterra, Escocia e Irlanda desde el 8 de 

marzo de 1702 hasta su muerte. El 1 de mayo de 1707, Inglaterra y Escocia se unieron en un sólo reino, 
por lo que Ana se convirtió en la primera soberana de la Gran Bretaña. Fue la última soberana británica 
de la casa de los Estuardo. Le sucedió en el trono su primo segundo, Jorge I, de la Casa de Hannover.  
56James Edward Oglethorpe (22 de diciembre de 1696 – 30 de junio de 1785) fue 
un General y filántropo inglés, considerado el fundador del Estado de Georgia (EE. UU.).  
57

 François Marie Arouet, más conocido como Voltaire (París, 21 de noviembre de 1694 – 30 de 
mayo de 1778) fue un escritor, historiador, filósofo y abogado francés que figura como uno de los 
principales representantes de la Ilustración. 

http://es.wikipedia.org/wiki/La_Rochelle
http://es.wikipedia.org/wiki/1683
http://es.wikipedia.org/wiki/Londres
http://es.wikipedia.org/wiki/1744
http://es.wikipedia.org/wiki/Francia
http://es.wikipedia.org/wiki/Luis_XIV
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alabó como el modelo de toda civilización europea. Los judíos entraron en la 

masonería. 

Mientras la gran logia prosperaba, las logias pro jacobitas eran 

impulsadas a la clandestinidad así también en Escocia. Ya en 1688 era muy 

conocida en Irlanda. Su documentación en Irlanda es desigual habiéndose 

perdido los libros de actas anteriores a 1760, La gran logia de Irlanda se formó 

entre 1723 y 1724, su primer gran maestre era el duque de Montague58, quien en 

1721 presidía la inglesa, y era ferviente partidario de la casa de Hannover. 

Montague produjo muchos incidentes en la gran logia irlandesa al ser los 

irlandeses pro Estuardo. La gran logia de Irlanda mantenía aspectos de la 

masonería que la gran logia de Inglaterra repudiaba o negaba. La corriente 

principal de la masonería pasaría a Francia junto con los exiliados Estuardos. 

Fue en Francia en el periodo anterior a 1745 donde se producirían los 

acontecimientos más importantes. Y donde la masonería jacobita se quiso hacer 

legataria de los templarios. 

La masonería parece llegar a Francia entre 1688 y 1691, con los 

derrotados ejércitos jacobitas. Existe una crónica del siglo XVIII que dice que la 

primera logia francesa data del 25 de marzo de 1688, y fue establecida por el 

regimiento de infantería llamado “Royal Irish”, formado por Carlos II en 1661, y 

en el exilio con Jacobo II. En el siglo XVIII esta unidad fue conocida como el 

                                                             
58

 John Montagu, 2 º Duque de Montagu ( 1690 -  1749 ) elegido por unanimidad Gran Maestre de la 
Orden en el año 1721, tiene como hito masónico, el Reglamento General  de la masonería, que fuese 
aprobado por George Payne (Dedicado a reunir documentos y manuscritos referidos a la historia, usos y 
reglamentos de la antigua masonería Operativa y redactando las treinta y nueve Ordenanzas Generales; 
fue quien le encomendó a Jaime Anderson la revisión de sus trabajos con el fin de que aquellas Antiguas 
Ordenanzas se adecuaran a la nueva organización, lo que daría lugar finalmente a las Constituciones de 
Anderson) . 
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“régiment d´infanterie Walsh” nombre de su oficial jefe que era de una 

importante familia de armadores irlandeses exiliados. 

A David Grahame, hermano del conde de Dundee, se le encontró 

supuestamente una cruz templaria después de la batalla de Killiecrankie. 

Francia proporcionaría un suelo muy fértil para la mística masónica y 

supuestamente templaria.  

Fue en Inglaterra donde los pensadores franceses de mentalidad 

progresista como Montesquieu59 y Voltaire buscaron nuevas ideas. La primera 

logia francesa fue fundada entre 1725 y 1726 por Charles Radcliffe, conde de 

Derwentwater60. Entre los cofundadores se encontraba Sir James Hector 

Maclen, jefe del clan del mismo nombre, Dominique O´heguerty, armador 

expatriado junto con Anthony Walsh, que proporcionaron los barcos para la 

expedición de Carlos Eduardo Estuardo61. 

En septiembre de 1735 fue aceptado en la logia de Bussy Lord Chewton, 

hijo del conde de Waldergrave, embajador británico en Francia y el conde de 

                                                             
59 Charles Louis de Secondat, Señor de la Brède y Barón de Montesquieu (Château de la Brède, 18 de 
enero de 1689 - París, 10 de febrero de 1755), fue un cronista y pensador político francés que vivió en la 
llamada Ilustración. 
60 Charles Radclyffe (3 de septiembre de 1693 - 8 de diciembre de 1746) ó Carlos Radcliffe, el 5º Conde 
de Derwentwater, un temprano Francmasón de Rito escocés y, según se dice, un Rosacruz. También un 
conocido hoax lo menciona como un Gran Maestre del Priorato de Sion (1727-1746). 
61

 Carlos Estuardo (Conocido como el Joven Pretendiente).  
Nació el 31 de diciembre de 1720, en Roma. Su padre fue Jacobo Eduardo el Pretendiente y fue nieto de 
Jacobo II de Inglaterra. En el año 1744, cuando su padre consigue el apoyo del gobierno francés para 
invadir Inglaterra, se dirigió a Francia para tomar el mando de las fuerzas expedicionarias francesas. El 
tiempo desfavorable y la movilización de la flota inglesa, hace que el gobierno francés anulara el plan. 
No cejó en su intención de expulsar a Jorge II del trono británico y, en 1745, llega a Escocia, donde varios 
clanes de las Highlands le apoyan. Tomó Edimburgo, derrotó al ejército británico en Prestonpans, y 
avanzó hacia Derby en el sur, en Inglaterra, antes de ser obligado a retirarse. En abril de 1746, fue 
vencido en Culloden Moor y perseguido durante más de diez meses. En septiembre de 1746, escapa a 
Francia. Dos años después fue expulsado del país de conformidad con una de las disposiciones de la Paz 
de Aquisgrán (1748), que estipuló que todos los miembros de la Casa Estuardo fueran obligados a salir 
de Francia. En 1750 y en 1754 visitó Londres en secreto. En 1766, tras el fallecimiento de su padre, 
regresó a Italia, donde pasó el resto de su vida. Carlos Estuardo falleció el 31 de enero de 1788 en Roma. 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

78 
 

Saint-Florentin, secretario de Estado de Luis XV. Aquel mismo año el duque de 

Richmond estableció una logia propia en su castillo de Aubigny-sur-Mère. 

El primer gran maestre designado en 1728 no fue otro que el anterior 

gran maestre de la gran logia de Inglaterra el duque de Wharton. Que estuvo en 

Viena, Roma y después Madrid donde fundó la primera logia de España. Le 

sucedió Sir James Hector Maclean62, este fue sucedido a su vez por Radclyffe, 

eminencia gris de la logia. Así este último y Andrew Michael Ramsay63 fueron 

los que diseminaros la masonería en Francia. Y fue Ramsay en su “Oración” 

quien vinculó los tiempos templarios en Palestina con la masonería. 

El 24 de abril de 1738 el Papa Clemente XII promulgó una bula papal “In 

Eminenti Apostolatus Specula” en la que prohíbe a todos los católicos 

convertirse en masones bajo pena de excomunión. Radclyffe se retiró y 

fue reemplezado por el duque de Antin64, sucedido a su vez en 1743 por el conde 

de Clermont65. El Papa aparentemente no consiguió nada con esa bula, salvo 

derribar a los jacobitas  pues después de la bula algunos de los más ilustres 

franceses se incorporaron a la masonería. En la Europa católica la masonería se 

                                                             
62  El jacobita James Hector MacLean (1703-1750) 

63 Andrew Michael Ramsay nació en 1686 en Ayr, Escocia, y murió en Saint-Germain-en-Laye, Francia, 

en 1743. Fué preceptor de grandes familias: Wemyss, Sassenage, Estuardo (Roma, 1724), Château-

Thierry, Bouillon. 

Hecho Caballero de S. Lázaro por el Duque de Orleáns, regente de Francia y Gran Maestre de esa Orden, 

en 1723. 

Escritor, es autor entre otras obras de The Philosophical principles of natural and revealed religion 

unfolded in geometrical order, 1748. 

Gran Orador de la Orden en Francia, su Discurso, del que ofrecemos las dos versiones, es un testimonio 

muy conocido -famoso- sobre el pensamiento esotérico presente en los "altos grados" del "Escocismo", 

discurso al que se ha llegado a atribuir el origen de éstos, y no sólo el ser expresión de una corriente ya 

existente. 
64 Luis Antoine de Pardaillan de Gondrin, Marqués de Antin, de Gondrin y de Montespan (1701), 
posteriormente primer Duque de Antin (1711), nació en París el 5 de septiembre de 1665 y murió en la 
misma ciudad el 2 de noviembre de 1736. 
65

 Luis de Bourbon, Conde de Clermont (1709-1771). Era uno de los primeros grandes maestres de la 
masonería en Francia. 
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convirtió en depositaria de un sentimiento y una actividad fervorosamente 

anticlerical, anti-establishment y revolucionarios. Muchas siguieron siendo 

conservadoras pero la mayoría desempeñaron un papel vital en los movimientos 

radicales, en Francia insignes masones como el Marqués de Lafayette66, 

Philippe Égalité67, Danton68, etc. actuando según el ideario de la masonería, 

fueron protagonistas en la revolución francesa de 1789. En Baviera, en España, 

en Austria, la masonería aportaría un foco de resistencia a los regímenes 

autoritarios que culminaron con las revoluciones de 1848. De las filas de la 

masonería europea del siglo XIX surgiría una figura que proyectaría la sombra 

siniestra del terrorismo, no solo sobre su época sino también sobre la nuestra, 

un hombre llamado Mijail Bakunin.69 

                                                             
66 Marie-Joseph-Paul Motier, Marqués de La Fayette) Militar y político francés (Chavagnac, Auvernia, 
1757 - París, 1834). Este joven y rico aristócrata, oficial del ejército de Luis XVI, dejó pronto el ejército y 
se interesó por la ideología política liberal. Tuvo una intervención destacada en la Guerra de la 
Independencia de las trece colonias británicas de Norteamérica 
67 Luis Felipe José de Orleans (13 de abril de 1747, - 6 de noviembre de 1793) conocido como Felipe, era 
un miembro de una rama menor de la Casa de Borbón, la dinastía gobernante de Francia. Apoyó 
activamente la revolución francesa y adoptó el nombre de Felipe Igualdad, pero sin embargo, fue 
guillotinado durante el reinado del terror . Su hijo Luis Felipe se convirtió en Rey de los franceses 
después de la revolución de julio de 1830.  
68 Georges Jacques Danton (Arcis-sur-Aube, 26 de octubre de 1759 - guillotinado en París, el 5 de 
abril de 1794) Abogado y político francés que desempeñó un papel determinante durante la Revolución 
francesa y cuyo talante contemporizador fue rechazado por los sectores rivales. 
69 Mijaíl Alexandrovich Bakunin; (Priamujino, Rusia, 1814-Berna, 1876) Teórico político y agitador 
revolucionario anarquista ruso. Hijo de un terrateniente de ideas liberales, estudió en la escuela de 
artillería de San Petersburgo y llegó a ser oficial de la guardia imperial. Enviado a una unidad militar en 
la frontera polaca, se ausentó sin permiso y a punto estuvo de ser juzgado por deserción. Tras 
abandonar el ejército, comenzó a interesarse por la filosofía, principalmente por la obra de los alemanes 
Fichte y Hegel, y fue a estudiar dicha materia en Moscú y San Petersburgo. 
En 1840 viajó a Europa; en Berlín tuvo oportunidad de conocer las teorías de los neohegelianos de 
izquierda y de los socialistas utópicos franceses. Más tarde se trasladó a Dresde, ciudad en la que 
publicó un periódico radical que se puede considerar su primer manifiesto revolucionario. 
Por último, recaló en París, donde residió entre los años 1842 y 1848, coincidiendo con Herzen, 
Proudhon y Marx, y participó en las revoluciones que estallaron en este último año en la capital 
francesa, en Praga y Dresde. Detenido y condenado a muerte, la pena no se ejecutó y Bakunin fue 
entregado al gobierno ruso, que lo encarceló por siete años y en 1857 lo desterró a Siberia. 
Al parecer escapó de Siberia, al Japón y Estados Unidos y en 1861 a Londres. 
En 1864 fundó en Ginebra la Hermandad Internacional de la Democracia Social, organización 
revolucionaria que se disolvió al integrarse en la I Internacional, en 1867. En este mismo año se dirigió a 
Suiza, donde apoyó la Liga por la paz y la libertad, a la que pertenecían personalidades como Garibaldi, 
Louis Blanc, Victor Hugo y Stuart Mill.  
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En 1773 se formó la logia masónica más importante de Francia El “Gran 

Oriente”. 

La francmasonería o masonería70 es una organización 

autodenominada iniciática, filantrópica y filosófica. Sus miembros y 

simpatizantes sostienen que tiene como objetivo la búsqueda de la verdad y el 

fomento del desarrollo intelectual y moral del ser humano. Los masones o, 

masónicos, tanto hombres como mujeres , se organizan en estructuras de base 

denominadas logias, que a su vez pueden estar agrupadas en una organización 

de ámbito superior normalmente denominada "Gran Logia", "Gran Oriente" o 

"Gran Priorato". Han sido asociaciones de carácter secreto. 

Aparecida en Europa entre finales del siglo XVII y principios del XVIII, la 

masonería moderna o "especulativa" ha sido descrita a menudo como un 

sistema particular de moral ilustrada por símbolos. Se presenta a sí misma 

como una herramienta de formación, con un método particular que, basado en 

el simbolismo de la construcción, permite a sus miembros desarrollar su 

                                                                                                                                                                                   
Posteriormente formó la llamada Alianza Internacional de la Democracia Socialista, cuyo programa 
reivindicaba la supresión de los Estados nacionales y la formación en su lugar de federaciones 
constituidas por libres asociaciones agrícolas e industriales; la abolición de las clases sociales y de la 
herencia, la igualdad de sexos y la organización de los obreros al margen de los partidos políticos. 
En 1870 fundó el Comité para la Salvación de Francia, asociación que dirigió la insurrección de la 
Comuna de Lyon. Durante la I Internacional, las diferencias entre sus ideas y el autoritarismo de Marx 
llevaron a la expulsión de los anarquistas del seno de la organización durante el congreso de La Haya, 
celebrado en 1872. 
Bakunin pasó sus últimos años en Suiza, viviendo pobremente y sin más aliento que la correspondencia 
que mantenía con pequeños grupos anarquistas. Expuso su pensamiento en una voluminosa obra, y fue 
su discípulo James Guillaume quien, entre los años 1907 y 1913, en París, se encargaría de recopilar y 
editar todos sus libros. 

70
 Esta parte dedicada a la masonería y los iluminati está basada en las siguientes obras: Guerra Gómez, 

Manuel. La trama masónica, Styria, 2006. Pepe Rodríguez. Masonería al descubierto (Del mito a la 

realidad 1100-2006). Temas de Hoy, 2006. Knight, Christopher y Lomas, Robert. La clave masónica, 

Barcelona, Ediciones Martínez Roca, 2004. Vidal Manzanares, Gustavo. Masones que cambiaron la 

historia: 18 semblanzas masónicas. Edaf. 2007. 
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capacidad de escucha, de reflexión y de diálogo, para transmitir estos valores a 

su entorno. 

La historia institucional de la masonería presenta numerosas disidencias, 

cuyas principales causas, con importantes matices y derivaciones, están 

relacionadas con la admisión de la mujer en la masonería, la cuestión de las 

creencias religiosas o metafísicas, la naturaleza de los temas tratados o la forma 

de trabajar de las logias, así como con las bases sobre las que se fundamenta 

la regularidad masónica. La existencia de distintos puntos de vista sobre estos y 

otros temas ha dado lugar al desarrollo de distintas ramas o corrientes 

masónicas, que a menudo no se reconocen entre ellas. 

El término francmasonería, sinómino de masonería en español, proviene 

del francés francmaçonnerie y éste del francés maçon (albañil). También se 

admite la forma de masónico o masónica como sinónimo de masón o masona. 

En los países anglosajones, a diferencia de los hispanoparlantes, masonry se 

refiere a la albañilería o mampostería, mientras que "freemasonry" se refiere a 

la fraternidad masónica. 

Una de las leyendas más importantes de la francmasonería atribuye 

a Hiram Abif, mítico arquitecto del Templo de Salomón en Jerusalén, la 

fundación de la orden masónica. Algunos textos retrotraen el origen de la 

masonería a épocas de aún mayor antigüedad, llegando a considerar como 

fundadores a distintas figuras bíblicas como Tubalcaín, Moisés, Noé o el 

mismísimo Adán. Más realistas, pero todavía en el ámbito de lo mítico o de lo 

pseudohistórico, diversos autores han atribuido este origen a los constructores 

de las pirámides en el antiguo Egipto, a los Collegia Fabrorum romanos, a la 
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orden de los Templarios, la de los Rosacruces o a los humanistas del 

Renacimiento.  

Es comúnmente aceptado que la francmasonería moderna procede de 

los gremios de constructores medievales de castillos y catedrales, que 

evolucionaron hacia comunidades de tipo especulativo e intelectual, 

conservando parte de sus antiguos ritos y símbolos. Este proceso, que pudo 

iniciarse en distintos momentos y lugares, culminó a principios del siglo XVIII. 

Los chupadores o albañiles medievales, denominados masones, 

disponían de lugares de reunión y cobijo, denominados logias, situados 

normalmente en las inmediaciones de las obras. Era común a los gremios 

profesionales de la época el dotarse de reglamentos y normas de conducta de 

régimen interior. Solían también seguir un modelo ritualizado para dar a sus 

miembros acceso a ciertos conocimientos o al ejercicio de determinadas 

funciones. Los masones destacaron especialmente en estos aspectos.  

Los gremios de constructores, albañiles y arquitectos son mencionados 

en varios de los más antiguos códigos de leyes, incluido el de Hammurabi 

(1692 a. C.). Pero suele considerarse que el primer código regulador 

específicamente masónico fue el que el rey Athelstan de Inglaterra dio a estas 

corporaciones en el año 926, las denominadas Constituciones de York. Este 

manuscrito se perdió en el siglo XV y fue reescrito de memoria por los que lo 

conocían. Por este motivo, la Carta o Estatutos de Bolonia, redactados en 1248, 

son el documento masónico original más antiguo que se conoce. Trata de 

aspectos jurídicos, administrativos y de usos y costumbres del gremio. Le siguen 

en antigüedad otros documentos, como el poema Regius o manuscrito 
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Halliwell71 (1390), el manuscrito Cooke72 (1410), el manuscrito de Estrasburgo 

(1459), los estatutos de Ratisbona (1459), los de Schaw (1598), el Iñigo Jones 

(1607), los de Absolion (1668) y el Sloane (1700). Todos estos manuscritos se 

refieren a la masonería "operativa" o gremial, de la que especifican, sobre todo, 

las reglas del "oficio", y los historiadores suelen referirse a ellas en un sentido 

genérico como "constituciones góticas". 

Respecto a los rituales masónicos, el primer documento de relevancia del 

que disponen los historiadores se refiere a una de estas organizaciones de la 

construcción que es particular de Francia, el compañerismo compagnonnage, y 

data de 1655. Sin embargo, ya desde 1630 aparecen distintos documentos que 

aluden a los usos rituales de la masonería escocesa. El ritual masónico completo 

más antiguo que se conoce es el manuscrito denominado Archivo de 

Edimburgo73, que data de 1696. 

Con la evolución de la sociedad y las transformaciones económicas, la 

mayoría de las logias de la masonería operativa dejaron poco a poco de ejecutar 

                                                             
71

 El poema masónico, o manuscrito real (Regius), también llamado manuscrito Halliwell por el nombre 
del primer editor, data de alrededor de 1390, publicado en 1840 por james O. Halliwell (en la early 
history of freemasonry in England), es mencionado en 1770 en un inventario de biblioteca. 
El poema compuesto de 794 versos en inglés antiguo demuestra que los “misterios” de la 
confraternidad eran practicados en Inglaterra en 1714, en los versos 143 a 146 parece que los 
francmaçones ya aceptaban miembros extraños al oficio. 

72
 El Manuscrito Cooke, también conocido como The Matthew Cooke Manuscript debe su nombre a su 

editor, Sr. Matthew Cooke, el cual, junto a R. Spencer lo publicaron en el año 1861 en Londres, en su 
obra Matthew Cooke, History and articles of Masonry. El término «especulativo» hace su aparición por 
primera vez en este documento, que junto a su contenido servirán años después, en 1721, para 
que George Payne, segundo Gran Maestro de la Gran Logia de Londres, lo adoptase para la creación del 
que sería su primer reglamento. El Manuscrito de Cooke además de por los puntos citados también es 
usado como fuente primigenia por el pastor James Anderson, que recurrió a él como fuente de 
inspiración para la redacción de lo que serían su Libro de las Constituciones (1723) o Constituciones de 
Anderson. Actualmente está en el British Museum. 

73 Significativa es también la fórmula de Juramento que aparece en un manuscrito conservado en el 
Archivo de Edimburgo, fechada en 1646: "Juro por Dios y por San Juan, por la Escuadra y el Compás 
someterme al juicio de todos, trabajar al servicio de mi Maestro en esta venerable Logia del lunes por la 
mañana al sábado y guardar las llaves, bajo pena de que me sea arrancada la lengua a través del mentón 
y ser enterrado bajo las olas, allá donde ningún hombre lo sabrá" 

http://es.wikipedia.org/w/index.php?title=George_Payne&action=edit&redlink=1
http://es.wikipedia.org/wiki/Gran_Maestro
http://es.wikipedia.org/w/index.php?title=Gran_Logia_de_Londres&action=edit&redlink=1
http://es.wikipedia.org/wiki/James_Anderson_(mas%C3%B3n)
http://es.wikipedia.org/wiki/Constituciones
http://es.wikipedia.org/wiki/1723
http://es.wikipedia.org/wiki/Constituciones_de_Anderson
http://es.wikipedia.org/wiki/Constituciones_de_Anderson
http://es.wikipedia.org/wiki/British_Museum
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obras materiales, transformándose en organizaciones fraternales, pero 

conservando, en parte, sus usos y costumbres tradicionales. La francmasonería 

especulativa es el producto de esta transformación. Desde el siglo XVII, algunas 

logias de masones operativos comenzaron a recibir como miembros a personas 

ajenas al oficio, generalmente clientes, nobles o benefactores. El perfil de estos 

masones aceptados solía ser el de intelectuales humanistas, interesados por la 

antigüedad, el hermetismo, las ciencias experimentales nacientes, etc. Las logias 

de este tipo se convirtieron en un espacio de librepensamiento y especulación 

filosófica. Si se trata de una transformación radical o progresiva, es algo que los 

historiadores se cuestionan hoy en día. En cualquier caso, al menos en Escocia, 

el vínculo orgánico entre la antigua masonería y la nueva parece incontestable. 

Las logias «no operativas» se hacen cada vez más numerosas 

en Escocia, Inglaterra e Irlanda. 

El 24 de junio de 1717, cuatro logias londinenses que llevaban el nombre 

de las tabernas en que realizaban sus encuentros (La corona, El ganso y la 

parrilla, El manzano y El racimo y la jarra), se reunieron para formar una 

agrupación común. Denominaron a la nueva organización Gran Logia de 

Londres y de Westminster, y su primer gran maestro fue Anthony Sayer74. La 

creación de esta nueva institución supuso un salto significativo en la 

organización de la Masonería, que trascendió así del ámbito logial. Formada en 

parte por miembros de la Royal Society próximos a Isaac Newton. La nueva 

Gran Logia se dotó en 1723 de una constitución redactada por dos pastores 

protestantes: Jean Theóphile Désagulliers y James Anderson, quien, como 

                                                             
74 Anthony Sayer (1672 - 1741/2). El 24 de junio 1717 (la fiesta de San Juan el Bautista), se formó la 
primera primera Gran Logia de Inglaterra de los masones en Londres, los miembros presentes eligieron 
como su primer Gran Maestro al  "Señor Antonio Sayer", "de quien se tiene la información menos 
definida que se conoce de ninguno de sus sucesores en ese alto cargo. 
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compilador, dio nombre a las que se conocen como constituciones de Anderson. 

Más allá de las diferentes interpretaciones que se dan sobre el alcance de 

elementos concretos del texto de las constituciones, la mayoría de los autores 

coinciden en destacar el espíritu de tolerancia y no sectarismo que anima el 

conjunto, destacando su deseo de presentar a la masonería como un "centro de 

unión" entre todos los hombres, cualesquiera que sean las razas, opiniones 

y creencias que los distingan. 

El ritual practicado por la primera gran logia, aunque enriquecido y 

desarrollado, era perfectamente conforme a los usos escoceses "sobre todos los 

puntos de la masonería", tal como lo atestigua el acta de la visita 

de Désaguliers a la logia Mary´s Chapel el 24 de agosto de 1721. Los rituales de 

esta primera gran logia se conocen por una obra publicada en 1730, La 

masonería diseccionada (Masonry Dissected)75, que los reveló al público, 

produciendo gran escándalo entre los hermanos. 

Pese a que la creación de la gran logia de Londres generó reacciones 

contrarias por parte de algunos sectores de la masonería operativa inglesa, el 

nuevo modelo masónico se extendió rápidamente por Europa y América con la 

creación, en los años siguientes, de la gran logia de Irlanda en 1725, la 

primera gran logia de Francia entre 1726 y 1730, la gran logia provincial de 

Pensylvania en1731, la gran logia provincial de Massachussets en 1733 y la gran 

logia de Escocia en 1736. 

                                                             
75

 LA MASONERIA DISECADA: Una Auténtica y Universal Descripción De todas sus Ramas desde el Origen 
hasta el Presente. Tal como es transmitida en las Logias Regularmente Constituidas tanto en la Ciudad 
como en el Campo, de Acuerdo a los Distintos Grados de Admisión. Ofreciendo una Versión Imparcial 
del Procedimiento Regular de Iniciación de sus Nuevos Miembros en los Tres Grados de la Masonería, 
esto es, I. Aprendiz Recibido, II. Compañero del Oficio, III. Maestro. A lo que se añade la Justificación del 
Autor hecha por él mismo. Tercera Edición. Por Samuel Prichard, Miembro reciente de una Logia 
Constituida. Londres: Impreso para J. Wilford, en Las Tres Flores de Lis, detrás de la Casa-Capítulo cerca 
de St. Paul. 1730. 
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Dos principales corrientes 

La regularidad es un concepto tan importante como debatido en el seno 

de la Francmasonería. En base a él, las Obediencias masónicas establecen 

acuerdos de mutuo reconocimiento y relación entre ellas. En general, se habla 

de masonería regular para referirse a la que se atiene a una serie de reglas 

tradicionales. Sin embargo, existe discrepancia sobre cuáles de estas normas son 

las realmente importantes y cuáles no, lo que da lugar a la división de la 

masonería mundial en dos corrientes principales, a las que se puede añadir un 

cierto número de logias y de pequeñas obediencias no adscritas a ninguna de las 

dos. 

Las condiciones aceptadas por las dos corrientes principales para 

reconocer la regularidad de una obediencia masónica76 son: 

1- Que posea una legitimidad de origen; esto es, que su constitución 

haya sido auspiciada por alguna otra organización masónica regular. En este 

sentido, suele considerarse que la regularidad inicial emana de la antigua gran 

logia de Londres y Westminster. 

2- El respeto a los valores y principios capitales establecidos en los 

documentos fundacionales, en concreto las llamadas constituciones de 

Anderson, publicadas en 1723. 

3- Las dos corrientes discrepan en varios puntos importantes, que 

afectan incluso a sus respectivas denominaciones. Ambas corrientes suelen ser 

                                                             

76 Dícese de una Gran Logia, esto es, una de las federaciones de Logias Masónicas también llamadas 

talleres en que se organiza la francmasonería. Si bien se tiene constancia desde antiguo de la primacía 

de algunas logias operativas sobre otras, este sistema administrativo nace con las Constituciones de 

Anderson que, en 1723, institucionalizan la masonería especulativa. 

 

http://es.wikipedia.org/w/index.php?title=Gran_Logia&action=edit&redlink=1
http://es.wikipedia.org/wiki/Logia_Mas%C3%B3nica
http://es.wikipedia.org/wiki/Francmasoner%C3%ADa
http://es.wikipedia.org/wiki/Constituciones_de_Anderson
http://es.wikipedia.org/wiki/Constituciones_de_Anderson
http://es.wikipedia.org/wiki/Masoner%C3%ADa_especulativa


Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

87 
 

conocidas, respectivamente, como regular, una de ellas, y como liberal o 

adogmática, la otra. Sin embargo, los representantes de la segunda mantienen 

que su corriente es también plenamente regular, mientras que los de la primera 

argumentan que la suya es asimismo esencialmente liberal y adogmática. Es 

imposible establecer un criterio objetivo sobre este tema. Quizá, lo que se puede 

afirmar es que las diferentes corrientes masónicas no se consideran 

identificadas con términos como irregular o dogmática. Finalmente, las logias 

que no se adscriben a los criterios de ninguna de las dos principales corrientes 

suelen ser denominadas salvajes, si bien ellas prefieren referirse a sí mismas 

como bajo la bóveda celeste. 

Las características de las dos principales corrientes son, en resumen, las 

siguientes: 

La corriente que se denomina regular está encabezada por la gran logia 

unida de Inglaterra y a ella se adscriben las principales obediencias, por lo que a 

número de miembros se refiere, de las Islas Británicas, Estados Unidos, los 

países de la Commonwealth, Iberoamérica y parte de Europa continental, 

incluida España. Basándose en su interpretación de la tradición masónica y, en 

particular, de las constituciones de Anderson, las obediencias y logias de esta 

línea establecen los siguientes criterios de regularidad: 

1) La creencia en Dios o en un Ser Supremo, que puede ser 

entendido como un principio no dogmático, como un requisito 

imprescindible a sus miembros. 

2) Los juramentos deben realizarse sobre el llamado Volumen 

de la Ley Sagrada, generalmente la Biblia  u otro libro 

considerado sagrado o símbolo de lo trascendente por el que realiza 
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el juramento. La presencia de este volumen de la Ley Sagrada, la 

escuadra y el compás son imprescindibles en la logia. 

3) No se reconoce la iniciación masónica femenina ni se acepta 

el contacto masónico con las logias que admitan a mujeres entre sus 

miembros. 

4)  Están expresamente prohibidas las discusiones 

sobre política y religión, así como el posicionamiento institucional 

sobre estos aspectos. 

La corriente que se denomina liberal o adogmática tiene su principal 

exponente mundial en el gran oriente de Francia. Es la principal corriente, por 

lo que a número de miembros se refiere, en Francia, África francófona y algunos 

países de Europa continental, y a ella se adscriben muchas obediencias en todo 

el mundo, en especial en Iberoamérica y Europa continental, incluyendo, en 

particular, a las obediencias femeninas y mixtas. No se basa en un estándar de 

regularidad establecido, sino que mantiene como referente el reconocimiento 

compartido de unos valores, modelos rituales y organizativos que, por tradición, 

se consideran esencialmente masónicos. Por este motivo, presenta una mayor 

variedad de formas concretas de organización, cuyas principales características, 

que no tienen que darse simultáneamente, son: 

1- El principio de libertad absoluta de conciencia. Admite 

entre sus miembros tanto a creyentes como a ateos y los juramentos 

pueden realizarse, según las Logias, sobre el Libro de la Ley (las 

Constituciones de la Orden) o sobre el Volumen de la Ley Sagrada, en 

ambos casos junto a la escuadra y el compás. 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

89 
 

2- El reconocimiento del carácter regular de la iniciación 

femenina. Las obediencias pueden ser masculinas, mixtas o 

femeninas. 

3- El debate de las ideas y la participación social. Las logias 

debaten libremente incluso sobre cuestiones relacionadas con la 

religión o la política, llegando, en determinadas ocasiones, a 

posicionarse institucionalmente sobre cuestiones relacionadas con 

esos aspectos. 

La masonería también se ha extendido en África y Asia-Pacífico habiendo 

logias masónicas en Japón, India, Israel, Egipto, Turquía, Taiwán, Sudáfrica, 

Irán (en el exilio desde la revolución islámica), etc.  

El gran arquitecto del universo, expresado habitualmente con el 

acrónimo G.·.A.·.D.·.U.·, es un símbolo tradicional en masonería cuyo contenido, 

interpretación y relevancia varían según la corriente masónica de que se trate. 

Para la corriente regular, el GADU representa al Ser Supremo, el ser 

Creador del Cosmos, un principio masónico cuya creencia e invocación en la 

práctica del rito son imprescindibles, pues la masonería se basa en dedicar sus 

trabajos a Dios representado por este medio. 

Para la corriente adogmática, establecer la condición de la creencia en un 

Ser Supremo supone limitar la libertad de conciencia de sus miembros, por lo 

que ni la creencia en el GADU ni su invocación son preceptivas. 

Los masones, como individuos, son en todo caso libres de darle el 

contenido que mejor se ajuste a sus creencias. Como todos los símbolos, 

proporciona un marco, pero su interpretación concreta corresponde a cada cual. 
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Muchos francmasones consideran que el símbolo GADU es igual al Dios 

creador que determina a su voluntad los planes de la existencia. Para otros 

muchos simboliza la idea de un Principio Creador que está en el origen del 

universo, cuya naturaleza es indefinible. Hay por último masones que, 

prescindiendo de cualquier enfoque trascendente, identifican al GADU con la 

sublimación del ideal masónico o que lo interpretan desde una perspectiva 

panteísta o naturalista. 

En la Edad Media, las corporaciones de arquitectos y picapedreros 

estaban integradas, en la gran mayoría de los casos, por hombres. Sin embargo, 

existen también numerosos ejemplos de la presencia de mujeres en estas 

organizaciones antecesoras de la masonería moderna. En el siglo XIII era 

aceptada la pertenencia de mujeres a las cofradías profesionales, como es el caso 

de las hilanderas, integradas exclusivamente por mujeres, o incluso en 

profesiones identificadas en aquella época por hombres, como la Guilda 

(corporación) inglesa de los carpinteros de Norwich 1375, a la que pertenecían 

los albañiles de York y se hacía mención a la pertenencia de "hermanos" y 

"hermanas". Entre los constructores de catedrales es muy significativo el caso de 

Sabine de Pierrefonds, hija de Hervé de Pierrefonds, más conocido por su 

nombre germánico de Erwin de Steinbach, constructor principal de la Catedral 

de Estrasburgo. Sabine esculpió algunas de las notables estatuas de Nôtre Dame 

de París, y a su vez en tanto que maestra de obra, formó aprendices en su oficio. 

Y es probable que no fuera la única mujer en ser maestra del oficio. En los 

archivos de la logia de York N° 236, que perteneció a la antigua gran logia de 

toda Inglaterra, existe un manuscrito ritual de 1693 que, refiriéndose al 

momento de la recepción en la logia, dice: “Uno de los antiguos toma el Libro, y 
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aquél o aquella que debe ser hecho masón, posa las manos sobre el Libro, y le 

son dadas las instrucciones.” 

Cuando surgió la masonería especulativa, o moderna, en el siglo XVIII, la 

mujer no estaba ni económica, ni social, ni políticamente emancipada, y en las 

constituciones de Anderson de 1723 no se la tiene en cuenta. Pero las mujeres 

no quisieron permanecer indiferentes a las realizaciones de las asociaciones 

masónicas. Es así que en Francia, en 1730, sólo 5 años después de la aparición 

de la masonería especulativa en este país, comienzan a realizar gestiones para 

ser aceptadas en la institución. El 10 de junio de 1774, el gran oriente de Francia 

había tomado bajo su protección, en una asamblea general, la masonería de 

adopción. Se trataba de logias formadas por mujeres bajo la tutela de los 

masones varones. El 11 de marzo de 1775, el marqués de Saisseval, ayudado por 

otros hermanos, forman la Logia “El Candor”. Fue su primera gran maestra la 

duquesa de Bourbon, a quienes siguieron la princesa de Lamballe (1780), la 

emperatriz Josefina (1805), madame de Vaudemont (1807), madame de Villete 

(1819), amiga personal de Voltaire. 

Ya en la segunda mitad del siglo XIX, el 14 de enero de 1882, en la 

localidad de Pecq (Francia) la logia “Los Librepensadores” inicia a una escritora 

y conocida militante a favor de los derechos de la mujer, Marie Deraismes77, 

quien el 4 de abril de 1893 crea, junto al Senador Georges Martin, una logia 

denominada “gran logia simbólica escocesa de Francia – Le Droit Humain”. 

Esta logia será la que dé origen a la orden masónica Mixta internacional "El 
                                                             

77 María Deraismes (17 de agosto, de 1828 - 6 de febrero de 1894), autora y pionera francesa de 

los Derechos de la Mujer. Nacida en París, creció en Pontoise en la parte noroeste de la ciudad. De una 

familia próspera de clase media, estaba bien instruida y se crio en un ambiente literario que le permitió 

ser autora de varios trabajos literarios. 

 

http://es.wikipedia.org/wiki/17_de_agosto
http://es.wikipedia.org/wiki/1828
http://es.wikipedia.org/wiki/6_de_febrero
http://es.wikipedia.org/wiki/1894
http://es.wikipedia.org/wiki/Declaraci%C3%B3n_de_los_Derechos_de_la_Mujer_y_la_Ciudadana
http://es.wikipedia.org/wiki/Par%C3%ADs
http://es.wikipedia.org/wiki/Pontoise
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Derecho Humano". El Derecho Humano extendió rápidamente su acción en el 

mundo, y perteneció al mismo Annie Besant78, célebre feminista inglesa y 

secretaria de la sociedad Fabiana79, antecesora del partido laborista de 

Inglaterra. 

A lo largo del siglo XIX y principios del XX, la Masonería de Adopción fue 

desapareciendo, transformándose en masonería femenina, especialmente con el 

surgimiento de la unión masónica femenina de Francia, el 21 de octubre de 

1945, que culminó en 1952 con la creación de la gran logia femenina de Francia, 

que irá extendiendo la masonería integrada por mujeres en el resto de la Europa 

continental y la América Latina. Todavía algunas organizaciones masónicas 

masculinas siguen considerando "irregular" la presencia de mujeres en la 

masonería, si bien hoy existe un alto nivel de integración a partir de la existencia 

de organizaciones masónicas mixtas o femeninas en la mayoría de los países. 

Estas organizaciones son, por lo demás, plenamente aceptadas por las 

obediencias masculinas de la corriente masónica liberal. 

La masonería inglesa y sus vertientes en el mundo también creó la orden 

de la estrella de Oriente, organización masónica para mujer (bajo la tutela de un 

                                                             
78 Annie Wood Besant (Clapham, Londres, 1 de octubre de 1847 – Adyar, India, 20 de 
septiembre de 1933) estudió Ciencias y Botánica en Inglaterra y se doctoró en Filosofía y Letras en la 
Universidad de Benarés, India. Fue educadora, investigadora, escritora, periodista, estadista y una gran 
oradora; fue una militante feminista, activista a favor de la independencia de Irlanda y de la India, 
llegando a ocupar la presidencia del Congreso Nacional Indio. 

79
 La Sociedad Fabiana fundada el 4 de enero de 1884 en Londres, es un movimiento 

socialista británico cuyo propósito es avanzar en la aplicación de los principios del socialismo 

democrático mediante reformas graduales. Es también conocida por formar los cimientos de lo que más 

tarde sería el Partido Laborista británico. El nombre de la sociedad está tomado de Quinto Fabio 

Máximo, el denominado Cunctator (“El Contemporizador”), un general de la antigua Roma que había 

conseguido frenar los enfrentamientos directos contra Aníbal buscando desgastar al ejército del general 

cartaginés dejando pasar el tiempo. 

 

http://es.wikipedia.org/w/index.php?title=Clapham&action=edit&redlink=1
http://es.wikipedia.org/wiki/Gran_Breta%C3%B1a
http://es.wikipedia.org/wiki/Socialismo_democr%C3%A1tico
http://es.wikipedia.org/wiki/Socialismo_democr%C3%A1tico
http://es.wikipedia.org/wiki/Partido_Laborista
http://es.wikipedia.org/wiki/Quinto_Fabio_M%C3%A1ximo
http://es.wikipedia.org/wiki/Quinto_Fabio_M%C3%A1ximo
http://es.wikipedia.org/wiki/An%C3%ADbal
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maestro masón hombre) a la que son bienvenidas las esposas, hijas, madres, 

hermanas y sobrinas de los masones. 

La AJEF (Asociación de Jóvenes Esperanza de la Fraternidad) es la 

asociación para-masónica juvenil más expandida en América Latina, sus 

integrantes comprenden entre los 14 y los 21 años de edad. Generalmente 

trabajan juntos hombres y mujeres, rompiendo el paradigma de siglos sobre la 

separación innecesaria basada en sexos, Esta división se vuelve innecesaria. 

La Asociación tiene su origen en Cuba, a principios del siglo XX, donde 

tuvo un crecimiento muy veloz que propició su expansión a nivel internacional. 

Sus principios se basan en una armonía fraternal entre sus miembros, así 

como la interpretación y enseñanza de las Cuatro Virtudes Cardinales: 

Prudencia, Templanza, Fortaleza y Justicia, para dar Gloria al "Gran Arquitecto 

del Universo", entendido como Dios o la deidad, y trabajar "Por la Patria y la 

Humanidad" 

Orden de Molay es una sociedad paramasónica juvenil para hombres de 

13 a 21 años, hijos, hermanos o sobrinos de masones adultos. Fundada 

en Estados Unidos en enero de 1919 por el pastor evangélico y masón Frank S. 

Land. A esta parte masculina le siguió la Orden Internacional del Arco iris para 

Muchachas (International Order of the Rainbow for Girls) que es para mujeres 

adolescentes de entre 12 y 21 años. Fundada en 1922 por el reverendo Mark 

Sexson como una opción paramasónica enfocada a chicas, similar a la Orden de 

de Molay y a la orden de la Estrella Oriental (para mujeres esposas e hijas 

adultas de masones). Se basa en los siguientes valores, cada uno asociado a un 

color: 
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Amor (rojo); espiritualidad y militancia en la religión de su preferencia 

(naranja); naturaleza (amarillo); inmortalidad (verde); fidelidad (azul); 

patriotismo (indigo) y servicio (violeta). 

Está activa en los siguientes países: Aruba, Australia, Bolivia, Brasil, 

Canadá, Filipinas, Guam, Cuba, Francia, Alemania, Italia, Japón, México, 

Panamá, Paraguay y Vietnam. 

Hay algunas formas de masonería para determinados grupos étnicos, por 

ejemplo: 

1- B'nai B'rith, que en hebreo significa los Hijos de la Alianza, 

es una masonería exclusiva para hombres judíos y es la que organiza 

la Liga Antidifamación que lucha contra el antisemitismo. 

2- Masonería de Prince Hall, es una masonería exclusiva de 

hombres negros. Lleva el nombre del primer hombre masón negro 

iniciado en la logia irlandesa de Estados Unidos, Prince Hall, quien junto 

a otros veteranos de la guerra civil: Cyrus Johnston, Bueston Slinger, 

Prince Rees, John Canton, Peter Freeman, Benjamin Tiler, Duff Ruform, 

Thomas Santerson, Prince Rayden, Cato Speain, Boston Smith, Peter 

Best, Forten Horward, y Richard Titley fueron reconocidos como la 

entonces denominada primer logia Africana. 

3- El rito nacional Mexicano es un tipo de masonería 

exclusivamente mexicana y que mezcla gran parte de alusiones aztecas. 

Organizaciones fundadas por masones 
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Las siguientes organizaciones fueron fundadas por reconocidos masones 

y masonas: 

1- Sociedad Teosófica 

2- Orden Hermética del Alba Dorada 

3- Sociedad Rosacruz de Inglaterra (sólo para masones de alto 

rango) 

4- Thelema 

5- Ordo Templi Orientis 

6- Sociedad Watch Tower y los Testigos de 

Jehová (por Charles Taze Russell, debatido) 

7- Wicca Gardneriana 

8- Club Rotario 

9- AJEF 

10- De Molay 

11- Escultismo 

Organizaciones e ideologías antimasónicas 

Desde su fundación, la masonería ha encontrado la oposición de distintos 

tipos de actores sociales. Los motivos de esta oposición pueden haberse referido 

a la institución masónica en cuanto forma de organización, o bien poner el 

acento en una característica pretendidamente negativa de sus principios 

filosóficos y valores morales. 
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1- La Iglesia Católica ha condenado la filiación a la masonería, 

en los siguientes documentos: 

Clemente XII In Eminenti, 24 de abril, de 1738. Benedicto XIV, Providas, 

18 de mayo de 1751. Pío VII, Ecclesiam a Jesu Christo, 13 sept., 1821. León 

XII, Quo Graviora, 13 de marzo de 1825. Pío VIII, Traditi Humilitati, encíclica, 

24 de mayo de 1829. Gregorio XVI, Mirari Vos, encíclica, 15 de agosto de 

1832. Pío IX, Qui Pluribus, encíclica. 9 nov., 1846. León XIII, Humanum Genus, 

encíclica, 20 de abril de 1884. , Dall´alto dell´Apostolico Seggio, encíclica,15 de 

octubre de 1890., Inimica Vos, encíclica 8 diciembre de 1892., Custodi Di Quella 

Fede, encíclica 8 diciembre de 1892. 

Otros pronunciamientos de la Iglesia referentes a la Masonería el antiguo 

código de Ley Canónica del año 1917, condena la masonería explícitamente. 

Canon 2335: "Personas que entran en asociaciones de la secta masónica o 

cualquier otra del mismo tipo que conspire contra la Iglesia y la autoridad civil 

legítima, contraen excomunión simplemente reservada a la Sede Apostólica”. 

Declaración sobre la masonería de la Conferencia Episcopal Alemana, 9 

de julio de 1980 declaración de la Congregación para la Doctrina de la Fe sobre 

la masonería, 1983. El código de Ley Canónica actual (promulgado en 1983) no 

habla explícitamente de la masonería sino que se limita a la siguiente 

advertencia general contra ese tipo de asociación: 

Canón 1374: "Quien se inscribe en una asociación que maquina contra la 

Iglesia debe ser castigado con una pena justa; quien promueve o dirige esa 

asociación, ha de ser castigado con entredicho". 
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2- El Zar Alejandro I, los monarcas españoles, Carlos 

III, Felipe V, Fernando VI y Fernando VII. 

3-  Primo de Rivera, Hitler, Franco, Salazar, Mussolini, el 

régimen de Vichy. 

4- a Unión Soviética (Tercer Congreso de la Internacional 

Socialista 1921) y todos los países comunistas excepto Cuba, que no 

ilegalizó la francmasonería debido a que el héroe nacional José 

Martí era masón, aunque esta afirmación es discutida por muchos y 

no se enseña oficialmente. Sin embargo, en Miami está localizada la 

gran logia de Cuba en el exilio, la cual no es aceptada como legítima 

por la masonería americana. La gran logia de Cuba (aceptada) tiene 

sede en La Habana. 

 

Los Iluminati:80 

<<Illuminati>> es el nombre por el que se conoce principalmente la 

orden de los Perfectibilistas81 o Iluminados de Baviera. 

Es una sociedad secreta fundada el 1 de mayo de 1776 en Ingolstadt 

(Alemania) por Adam Weishaupt82. En latín, illuminati significa ‘iluminados’; su 

singular es illuminatus. 

                                                             

80 La información de esta parte de los iluminati está sacada de varias publicaciones de los iluminados. 
Entre otros el artículo “un nuevo despertar, una nueva conciencia” del año 2011. Y de autores y obras  
tales como: BARON, André: Les Sociétés Secrètes, leur crime depuis les initiés d'Isis jusqu'aux Francs-
Maçons modernes. CAMACHO, Santiago: La conspiración de los illuminati, La Esfera de los Libros, 2006. 
KOCH, Paul: Illuminati. Barcelona (España): Planeta, 2004. LUCHET, Marquis de: Essay on the Sect of the 
Illuminati, January 1789. MARTÍNEZ OTERO, Luis Miguel: Los illuminati: la trama y el complot. Obelisco, 
2005. 

 
81

 "Los Perfectibilistas" mejor conocidos como los Illuminati. Weishaupt enseñó que existe una 
iluminación racional, al margen y por encima de la fe, accesible a cualquier persona, y capaz de conducir 
a una superior perfección. 

http://es.wikipedia.org/wiki/Illuminati
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Weishaupt habría creado esta sociedad con el propósito de derrotar a los 

gobiernos y reinos del mundo además de erradicar a todas las religiones y 

creencias para regir a las naciones bajo un Nuevo Orden Mundial, basado en un 

sistema internacionalista. Establecerían una moneda única y una religión 

universal, donde según sus creencias, cada persona lograría la perfección. 

Sin embargo, los propósitos finales de esta sociedad, eran solamente 

conocidos por Weishaupt y sus más íntimos seguidores. Algunos autores 

como Nesta Webster83, describen así las seis metas a largo plazo de los 

illuminati:  

1- Abolición de la monarquía y de todo gobierno organizado 

según el Antiguo Régimen. 

2- Supresión de la propiedad privada de los medios de 

producción para individuos y sociedades, con la consecuente abolición 

de clases sociales. 

3- Abolición de los derechos de herencia en cualquier caso. 

4- Destrucción del concepto de patriotismo y nacionalismo y 

sustitución por un gobierno mundial y control internacional. 

5- Abolición del concepto de la familia tradicional y clásica. 

6- Prohibición de cualquier tipo de religión (sobre todo la 

destrucción de la Iglesia Católica Apostólica Romana) estableciendo 

un ateísmo oficial. 

                                                                                                                                                                                   
82 Adam Weishaupt (6 de febrero de 1748 - 18 de noviembre de 1830), profesor de Derecho Canónico 
de la Universidad de Ingolstadt, célebre judío. 
83

 Helen, Nesta Webster, nacida el 24 de agosto de 1876 y fallecida el 16 de Mayo de 1960, 
historiadora del Reino Unido de Teorías conspirativas y de Teorías de la Conspiración masónica. 
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En los tiempos modernos, algunas sociedades se atribuyen la condición 

de sucesores históricos de los Illuminati. 

La orden de los Iluminados de Baviera fue fundada en la noche del 30 de 

abril al 1 de mayo de 1776 (víspera de la famosa noche de Walpurgis84), en un 

bosque cerca de Ingolstadt (Baviera), al sur de Alemania, donde un pequeño 

grupo de hombres establecieron y juraron cumplir los propósitos de la sociedad. 

Entre las personas que se encontraban esa noche solo se sabe la identidad de 

tres: Adam Weishaupt,  Max  Merz85 , y Anton von Massenhausen86. El hecho de 

que no se sepa quiénes estuvieron presentes esa noche ha sido el causante de 

especulaciones con respecto al número de personas que crearon la orden, 

algunas dicen que fueron solo cuatro y otros argumentan que trece. 

Tras la fundación, Adam Weishaupt (quien se proclamó a sí mismo con el 

nombre simbólico de Spartacus) atrajo a sus primeros adeptos; un estudiante 

de Múnich llamado Franz Xavier von Zwack y un barón protestante de 

Hannover llamado Adolph von Knigge87 (Frater Philón), quien ya estaba 

iniciado en la masonería y que posteriormente desarrolló el rito de Los 

Iluminados de Baviera, junto a Weishaupt a quien introdujo dentro de la logia 

de Munich: Teodoro del Buen Consejo. 

Gracias a las habilidades de Von Knigge, los Illuminati rápidamente se 

extendieron por Alemania, Austria, Hungría, Suiza, Francia, Italia y otros 

                                                             
84

 Noche de Walpurgis (Walpurgisnacht en alemán) festividad celebrada en la noche del 30 de abril al 1 
de mayo en grandes regiones de Europa Central y el Norte. Conocida como la noche de las brujas. 
85

 Max Edler Merz (1758 – 1807) Estudiante de la Universidad de Ingolstadt que participó con Adam 
Weishaupt en la fundación de los Illuminati. 
86 Anton von Massenhausen (1758 - 1815). Estudiante de la Universidad de Ingolstadt. 
87 Adolph Franz Friedrich Ludwig Knigge nacido el 16 de octubre de 1752 y fallecido el 6 de 
mayo de 1796. Era un escritor aleman masón. El autor Le forestier asegura que Knigge dijo “El respeto 
que la orden manifestaba al cristianismo en algunos de sus grados era únicamente un engaño para 
despejar las sospechas de quien aun tenía fe y conducirlo con mayor suavidad a abandonarla". 
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puntos de Europa, afiliando a personalidades de la talla de Herder88 (Damasus), 

Goethe89 (Abaris), Cagliostro90, el conde de Mirabeau91 (Leónidas) y el 

legendario alquimista conde de Saint Germain92, entre otros. Algunos nobles 

como los duques de Saxe-Weimar y el de Saxe-Gotha, los príncipes Ferdinando 

de Brunswick y Karl de Hesse, el conde de Stolberg y el barón de Karl Theodor 

von Dalberg, también figuraron dentro de la iniciación iluminada. Animado por 

su éxito al lograr reclutar un gran número de pensadores, filósofos, artistas, 

políticos, banqueros, analistas, etc, Adam Weishaupt tomó la determinación de 

afiliarse a la masonería por medio de Von Knigge, y ordenó la infiltración y el 

dominio de la misma. 

El 16 de julio de 1782, en una reunión de la masonería continental que 

tuvo lugar en el convento de Wilhelmsbad93, los Illuminati intentaron unificar y 

controlar bajo su autoridad todas las ramas de la masonería. Aunque ya habían 

logrado infiltrarse en las logias de toda Europa, la gran logia de Inglaterra, 

                                                             
88 Johann Gottfried von Herder (1744-1803) fue un filósofo, teólogo y crítico literario alemán cuyos 
escritos contribuyeron a la aparición del romanticismo alemán. Como instigador del movimiento 
conocido como Sturm und Drang ("Tormenta e impulso"), la vertiente alemana 
delPrerromanticismo europeo, inspiró a muchos escritores, entre ellos, y muy especialmente, al 
joven Johann Wolfgang von Goethe, a quien conoció en Estrasburgo en 1770 y que posteriormente se 
convertiría en la principal figura del clasicismo literario alemán. 
89

 Johann Wolfgang von Goethe (28 de agosto de 1749, en Fráncfort del Meno, Hesse, Alemania – 22 de 
marzo de 1832, en Weimar, Turingia, Alemania) fue 
un poeta, novelista, dramaturgo y científico alemán que ayudó a fundar el romanticismo. 
90 Conde Alessandro di Cagliostro (Palermo, Sicilia, 2 de junio de 1743 – 26 de 
agosto de 1795) médico, alquimista, ocultista, Rosacruz y alto masón, recorrió las cortes europeas 
del siglo XVIII. 
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 Honoré Gabriel Riquetti, Conde de Mirabeau (1749-1791); uno de los más destacados líderes de la 
Revolución francesa. 
92

El Conde de Saint Germain (¿1696?-1784) fue un enigmático personaje, descrito 
como cortesano, aventurero, inventor, alquimista, pianista, violinista y compositor aficionado, conocido 
por ser una figura recurrente en varias historias de temática ocultista. Participó activamente en la 
Revolución francesa contra la realeza y la Iglesia, fundando las primeras logias anti-clericales junto a 
revolucionarios como Cagliostro o José Bálsamo.   
93 El 16 de julio de 1782, Ferdinand, Duque de Brunswick, inauguró la primera sesión del Convento 
convocado en Wilhelmsbad, ciudad cercana a Hanau, en territorio del Príncipe Carl von Hesse-Cassel. 
Ambos jefes y cabezas de la Estricta Observancia se habían asegurado en la decisiva contienda que se 
avecinaba, en la que estaba en juego el destino de su orden, en gran parte, de la propia francmasonería. 
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el gran oriente de Francia y los iluminados teósofos de Swedenborg94 decidieron 

no apoyar los planes de Weishaupt, momento en que se percataron de las 

intenciones de este grupo y el conflicto entre sus principios y los de la 

masonería, por lo que en ese momento se decidió por parte de la institución 

masónica mantener una oposición directa contra los illuminati. 

Debido al fracaso de este movimiento, Von Knigge renunció pensando 

que ya no tenía sentido seguir con los planes y se retiró a Bremen donde pasó 

sus últimos años. Mientras tanto Weishaupt recibía las ofensivas de los masones 

de Inglaterra y de los martinistas a quienes denunció en sus escritos, 

argumentando que la gran logia de Londres se creó a sí misma en 1717 por 

clérigos protestantes que no estaban iniciados en la masonería, es decir, que fue 

fundada por profanos sin constancias ni documentos válidos. 

Los iluminati fueron disueltos por Karl Theodor, príncipe-elector, conde 

paladín y duque de Baviera, que aprobó el edicto que llevó a los Illuminati a su 

disolución. 

El 22 de junio de 1784, el príncipe elector de Baviera, Karl Theodor95 

intuyó el peligro que suponían los Illuminati para la Iglesia católica y las 

monarquías debido a su ideología comunista, revolucionaria e igualitaria, y 

aprobó un edicto contra éstos, la masonería, y en general cualquier sociedad no 

autorizada por la ley (Englobando a las dos instituciones como si tuviesen una 

naturaleza común). Weishaupt fue destituido de su cátedra marchando al exilio 

de Ratisbona para dirigir la orden desde el extranjero bajo la protección del 
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 Emanuel Swedenborg (nacido Swedberg) (Estocolmo, 1688 – Londres, 1772) fue 
un científico, teólogo y filósofo sueco. 
95 Carlos Teodoro, Elector de Baviera (1724-1799), Príncipe elector de Baviera y del Palatino 
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duque de Saxe. En 1785, el edicto se confirmó y así se dio comienzo a las 

persecuciones y arrestos de los miembros de la sociedad.  

Los planes más secretos de los Illuminati fueron revelados por casualidad 

la noche del 10 de julio de 1784, cuando un mensajero de Weishaupt 

identificado como el abad Lanz, murió inesperadamente a causa de un rayo. Su 

cadáver fue llevado a la capilla de San Emmeran (Baviera) por habitantes de la 

zona y ahí entre sus hábitos se encontraron los importantes documentos que 

trataban sobre los planes secretos de la conquista mundial. La policía de Baviera 

indagó los detalles de la conspiración, dando a conocer al emperador Francisco I 

del Sacro Imperio Romano Germánico, el complot tramado contra todas las 

monarquías, en especial la de Francia, en donde más tarde, en 1789, se gestaría 

la llamada revolución francesa y la caída de Luis XVI. 

Los documentos fueron publicados por el gobierno bávaro, alertando así 

a la nobleza y al clero de Europa, sin embargo, poco después se convencieron de 

que la conspiración había sido destruida debido a la disolución oficial de los 

Illuminati, junto con el destierro de Weishaupt y la detención de numerosos 

adeptos. 

En el billete actual de un dólar estadounidense aparece el Gran Sello de 

Estados Unidos el cual está compuesto por el "Ojo que todo lo ve", también 

llamado "Ojo de la Providencia". Todavía hasta hoy es asociado con el ojo del 

Dios judio Yahvé, el cual representa su omnisciencia y cobró importancia a 

partir del Renacimiento. 

El símbolo fue gradualmente adoptado por los francmasones para 

representar una de las características de Dios (Omnipresencia) y así evitar 
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conflictos entre sus adeptos por lo que cada cual entendiere de Dios, 

encontrando de esta manera algo común a todas las religiones, símbolo que fue 

designado Gran Arquitecto del Universo, (G:A:D:U:). 

El diseño de este sello fue aprobado por el Congreso de los Estados 

Unidos el 20 de junio de 1782 y posteriormente, en 1935, fue introducido en el 

billete de dólar por aprobación del presidente estadounidense Franklin Delano 

Roosevelt, masón del grado 32° del rito escocés y también miembro de los 

Shriners.96 

La iconografía presente en el billete introduce la parte izquierda del sello 

(reverso) con el ojo en una pirámide egipcia truncada con 13 escalones (que 

simbolizan las 13 colonias de Estados Unidos, en cuya base está escrito el 

número 1776 en números romanos (año de la independencia de las 13 colonias). 

Va acompañada de la sentencia Annuit Cœptis, que significa ‘[Él] aprueba 

[nuestro] comienzo’, (haciendo referencia a Dios). Abajo aparecen las palabras 

"Novus Ordo Seclorum",  la traducción correcta parece sería ‘Nuevo Orden de 

las Eras’ (o ‘nuevo orden de los siglos’, o según expertos latinistas, ‘el comienzo 

de una nueva era’ pues la palabra es el genitivo plural latino de saéculum, que 

en este contexto significa ‘generación, siglo o era’. La confusión viene del 

parecido de la palabra seclorum con la palabra latina saecularorum, esto en un 

sentimiento optimista de que la existencia de su nación (EEUU) marcaría una 

nueva era con los ideales democráticos en el mundo contrapuestos a los 

monárquicos del viejo continente. 
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 La Antigua Orden Árabe de los Nobles del Relicario Místico, también conocido comúnmente como 
Shriners y abreviada AAONMS, establecido en 1870 es un cuerpo dependiente de la masonería , 
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El número 13 sigue extendido en el sello derecho (anverso): Un águila 

calva que lleva en la pata derecha una rama de olivo (símbolo de la paz) con 13 

hojas y 13 frutos y en la pata izquierda 13 flechas (símbolo de la guerra), sobre 

su pecho ostenta un escudo con 13 barras, un lema con 13 letras que reza: E 

Pluribus Unum (‘de muchos, uno’) y finalmente, 13 estrellas sobre su cabeza que 

forman la estrella de David. 

El escritor William Schnoebelen (quien dice ser ex Illuminati), explica el 

significado de este símbolo y comenta que se basa en un mensaje realizado 

por Jesucristo en el Evangelio según san Mateo, que él traduce como: 

Jesús les dijo: « ¿ Acaso nunca leyeron en las escrituras: “La piedra que 

los constructores rechazaron es la piedra que llegó a ser la cabeza y esquina. El 

Señor ha hecho esto, y es cosa maravillosa a nuestros ojos “ ? » 

Mateo 21.42 

Según Schnoebelen, la única piedra que puede ser cabeza y esquina, es el 

vértice superior de una pirámide, razón por la cual ellos le cortan esa piedra al 

símbolo, él explica: "Este símbolo en el dólar no es nada más que un talismán y 

este talismán se carga con la energía de miles de millones de personas 

diariamente. 

Otra frase del billete de dólar reza: "In God We Trust", traducido como 

‘en Dios confiamos’. 

La confusión en el análisis e identificación del simbolismo iluminati 

radica en el intento de esta asociación de apropiarse de la masonería, lo 

anterior, en el momento de la infiltración dentro de las filas masónicas, genera 
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que los iluminatis (quienes no tenían en su origen símbolos ni signos especiales) 

hagan suyos los símbolos masónicos, lo anterior hace que mucho simbolismo 

masónico sea confundido con simbolismo iluminati, tal es el caso del ojo que 

todo lo ve, o las frases relacionadas. 

Este fenómeno aunado a las teorías de conspiración genera, sobre todo 

en EEUU (país fundado por masones y con principios democrático-masónicos) 

una gran confusión entre el simbolismo y fines de las dos instituciones por parte 

de los teóricos de la conspiración, a pesar del antagonismo histórico que 

guardaron los unos contra los otros. 

Los illuminati tenían también otro símbolo para su "escuela secreta de 

sabiduría", este era el búho de Minerva, la diosa de la sabiduría. Este símbolo, 

igualmente se puede encontrar en el billete de un dólar a una escala minúscula, 

en el margen superior derecho entre una hoja y el margen que rodea al número 

uno. 

Hasta el día de hoy, en numerosas obras se han divulgado ciertas teorías 

en las que los illuminati, después de subsistir luego de su prohibición, y a causa 

de su dedicada infiltración en la masonería, serían responsables de un gran 

número de sucesos importantes tales como la revolución francesa, las guerras 

mundiales e incluso los atentados del 11 de septiembre de 2001 y las posteriores 

guerras en Afganistán e Irak. 

La revolución francesa 

Declaración de los Derechos del hombre y del ciudadano de 1789 con el 

símbolo del "Ojo que todo lo ve". 
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Esta teoría tiene tres orígenes. En 1786, Ernst August von 

Göchhausen97 en su libro "Revelaciones sobre el sistema político cosmopolita", 

denunció una conspiración masónica-illuminati-jesuita y predijo "inevitables 

revoluciones mundiales” tres años antes de la revolución francesa. A inicios 

del siglo XIX, el sacerdote jesuita francés Augustin Barruel  (su socio literario 

Jacques-François Lefranc  también compartió esa opinión en un libro al igual 

que Pierre-Joseph Picot de Clorivière  y Antoine de Rivarol  ) y el erudito masón 

escocés  John Robinson  intentaron demostrar, independientemente el uno del 

otro, que muy por encima de factores tales como la constante represión 

del Tercer Estado, de las sucesivas hambrunas y del mal manejo de la crisis que 

hizo Luis XVI, el factor predominante que habría desatado la revolución sería 

una preparación metódica del proceso revolucionario, cuyo plan fue trazado 

detalladamente años antes de su estallido, ya que para que se produzca tal 

proceso, serían requeridas principalmente dos cosas: 

1- Un clima cultural e intelectual apropiado que alimente las 

fuerzas potenciales. Como una situación de grave alteración 

generalizada que obligue a la población a exigir un cambio. El clima 

que se necesitaba para la revolución francesa se generó en los años 

del enciclopedismo y la ilustración, el cual era un movimiento de 

pensamiento iluminista. 

2- Un grupo dirigente y de agitadores, que se encargue de 

organizar y movilizar a las masas para cumplir los objetivos deseados 

(Presuntamente los illuminati) 
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 Ernst August von Göchhausen nacido en 1740 y fallecido en 1824, funcionario de la ciudad 
de Weimar y antiguo oficial prusiano y masón.

 
Es conocido por su libro que denuncia una conspiración 

política global. 
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Se proponen, ante todo, tres pruebas: 

En primer lugar, que todos los ideólogos, directores y dirigentes políticos 

de la revolución francesa sin excepción, habrían sido francmasones: desde los 

teóricos propagandistas como Montesquieu, Rousseau, d'Alambert, Voltaire y 

Condorcet, hasta los activistas más prominentes de la revolución, del terror, el 

Directorio y el bonapartismo como el conde de Mirabeau, quien introdujo la 

orden en Francia y los revolucionarios Saint-Just, Camille Desmoulins, Danton, 

Hébert, Jean Paul Marat, Robespierre, Felipe de Orleans, Fouché, Siéyès, 

François Babeuf (líder de la llamada Conspiración de los Iguales y considerado 

como uno de los primeros teóricos del comunismo así como un pre-anarquista), 

Rouget de L'Isle (compositor de La Marsellesa), Lafayette (creador de la 

escarapela tricolor), y hasta el mismo Napoleón. El famoso conde de Cagliostro, 

que participó en las tramas del proceso revolucionario francés, creó la 

masonería egipcia y también recibió la iniciación en las logias de Weishaupt. Por 

otro lado, el hecho de que el grito de libertad igualdad y fraternidad haya sido el 

lema de la revolución francesa así como también la divisa de la francmasonería, 

confirma que en realidad, incluyendo o no a los illuminati, fueron los 

francmasones del siglo XVIII quienes desarrollaron la revolución. También el 

icono masónico del gorro frigio, que iniciática y simbólicamente representa un 

tocado más elevado que el de una corona, ocupa un lugar importante en la 

parafernalia de la revolución francesa, tal y como se lo muestra en la obra de 

Eugène Delacroix98, La libertad guiando al pueblo. 
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 Ferdinand-Victor-Eugène Delacroix (Charenton-Saint-Maurice, Francia, 26 de abril de 1798 - París, 13 
de agosto de 1863) pintor francés. 
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1- Por su parte, el historiador masón Louis Blanc99 señaló que 

la mayoría de los revolucionarios eran masones, nombrando en la logia 

"des neufs soeurs" Dominique Joseph Garat, Jacques Pierre Brissot, 

Bailly, Nicolas de Condorcet, Camille Desmoulins, Nicolas Chamfort, 

Danton, Christophe Antoine Gerle dicho Dom Gerle, Rabaud Saint-

Etienne, Alexandre Pétion, y en la logia "de la Bouche-de-Fer": Claude 

Fauchet, Goupil de Préfern y Nicolas de Bonneville. André Baron 

denunció la mano directa de la logia masónica "Les amis réunis" sobre 

los crímenes del reinado del Terror nombrando ante los masones 

Jean-Louis Carra, François Babeuf y Robespierre y con el autor Jean-

Emmanuel Le Coulteux de Canteleu100 citó Jacques-René Hébert, Jean 

Paul Marat, Joseph Le Bon, Saint-Just. Augustin Barruel señala que los 

verdugos que asesinaban prisioneros durante el reinado del 

Terror practicaban el saludo masónico entre ellos. 

2- En segundo lugar, existió en Francia, poco antes de 

la revolución francesa, una logia de francmasones, la cual se hizo llamar 

de manera muy similar a la orden de Adam Weishaupt, "Les illuminés". 

Ya que este grupo era pequeño y menos influyente, molestó tan poco 

como el hecho, de que los illuminés franceses eran adeptos a una 

                                                             

99 Louis Blanc, Pensador y político francés (Madrid, 1811 - Cannes, 1882). Era hijo de un funcionario de 
la Administración napoleónica al servicio de José I Bonaparte. Dirigió su pensamiento hacia la crítica del 
orden burgués y capitalista de su tiempo. 

 
100 El Conde Jean-Emmanuel Hector El Canteleu Couteulx, nacido el 18 de junio de 1827 en Saint-
Martin, cerca Étrépagny y murió en 1910, oficial de caballería francesa, criador de perros y especialista 
en la caza. Su obra sobre este tema es; Las sectas y sociedades secretas, las pruebas política y religiosa 
de su historia desde los primeros tiempos hasta la Revolución Francesa , París, 1863. 
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tendencia mística y a la iluminación radical de Adolph Von Knigge, lo 

cual Weishaupt no tenía en mente. 

3- Por último, en febrero de 1787, se llevó a cabo en Francia 

la Asamblea de los Notables, convocada por Charles Alexandre de 

Calonne101. Y, en los años posteriores, 1788 y 1789, una logia masónica de 

París, "Amis réunis", recibió a algunos de los máximos cargos de los 

illuminati ya disueltos, como Johann Christoph Bode102 y el barón de 

Busch. 

Las obras de Barruel y Robinson ganaron popularidad entre muchos. A 

mencionar aquí por ejemplo a la historiadora inglesa y teórica de conspiraciones 

de los años veinte Nesta Webster, la sociedad estadounidense John Birch 

Society103 o el excandidato presidencial Pat Robertson y otros como Des Griffin 

y Jan Udo Holey. 

Por otro lado, en el siglo XIX, el escritor Charles Louis Cadet de 

Gassicourt104 explicó la acción subterránea de las sociedades secretas en la 

revolución francesa y el padre Nicolas Deschamps105 denunció una conspiración 

masónica detrás de la revolución francesa al igual que el historiador Alfred 

François Nettement106. Al comienzo del siglo XX, los libros del historiador 

francés Augustin Cochin, escritos desde un punto de vista sociológico, señalaron 

a la masonería como una de las principales fuerzas de instigación de la 
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 Charles Alexandre, Vizconde de Calonne (1734 - 30 de octubre de 1802) estadista francés. 
102

 Johann Joachim Christoph Bode nacido el 16 de enero de 1731 en Braunschweig y fallecido el 13 de 
diciembre de 1793 en Weimar) militar, periodista y traductor de Alemán. Miembro de los Iluminados de 
Baviera con el seudónimo de "Amelius". 
103 John Birch Society. Asociación conservadora de Estados Unidos. 
104 Charles Louis Cadet de Gassicourt. ( * París , 23 de enero de 1769 - ibíd. , 21 de noviembre de 1821) 
farmacéutico y escritor francés. 
105

 El padre Nicolas Deschamps nacido en Villefranche, Rhône en 1797 y fallecido en Aix-en-
Provence en 1872, jesuita francés y autor de libros y personaje del antimasonismo católico. 
106Alfred François Nettement (1805-1869) fue un historiador y escritor francés.  
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revolución al igual que el periodista Maurice Talmeyr  varios años después. 

Albert Pike107, en su libro Morals and Dogma of the Ancient and Accepted 

Scottish Rite of Freemasonry (guía para la interpretación del simbolismo 

francmasónico, pero también utilizada por sectores antimasónicos críticos o 

contrarios a éste movimiento, especialmente de la Iglesia Católica Romana), en 

el capítulo dedicado al grado 30°, retoma la tesis de que la 

francmasonería habría inspirado y organizado secretamente la revolución 

francesa: 

“A Lodge inaugurated under the auspices of Rousseau, the fanatic of 

Geneva, became the centre of the revolutionary movement in France, and a 

Prince of the blood-royal went thither to swear the destruction of the 

successors of Philippe le Bel on the tomb of Jacques de Molai. The registers of 

the Order of Templars attest that the Regent, the Duc d'Orleans, was Grand 

Master of that formidable Secret Society, and that his successors were the Duc 

de Maine, the Prince of Bourbon-Conde, and the Duc de Cosse-Brissac. 

Albert Pike” 

Traducido da lo siguiente:: 

“” Una Logia inaugurada bajo los auspicios de Rousseau, el fanático de 

Ginebra, se convirtió en el centro del movimiento revolucionario en Francia, y 

un Príncipe de sangre real fue allí a jurar la destrucción de los sucesores de 

Philippe le Bel sobre la tumba de Jacques de Molai. Los registros de la orden 

de los Templarios atestiguan que el regente, el Duque de Orleans, fue Gran 
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 Albert Pike (29 de diciembre de 1809, Boston - 2 de abril de 1891, Washington) fue un 
abogado estadounidense, militar, escritor y destacado activista francmasón, en 1859. 
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Maestre de esa formidable sociedad secreta, y que sus sucesores fueron el 

Duque de Maine, el Príncipe de Borbón-Conde y el Duque de Cosse-Brissac. 

Albert Pike “”. 

Las Guerras Mundiales 

Quienes apoyan estas teorías, citan como ejemplo la presunta existencia 

de una serie de cartas escritas entre los años 1870 y 1871, que predicen las dos 

guerras mundiales (aunque fueron dadas a conocer después de las dos guerras) 

se conservarían en los archivos de la biblioteca del Museo Británico entre un 

antiguo militar confederado llamado Albert S. Pike (de hecho el único 

representante de la Confederación, y a la vez miembro activo del Ku Klux Klan, 

honrado con una estatua en Washington D. C.) y el francmasón y 

carbonario108 Giuseppe Mazzini, un filósofo y político italiano que había sido 

seleccionado por los illuminati para dirigir sus operaciones mundiales en 1834. 

El Museo Británico desmiente la existencia de dichas cartas. 

Según William Guy Carr109, una de las cartas está fechada el 15 de agosto 

de 1871 y habría sido escrita por Pike a Mazzini: 

Fomentaremos tres guerras que implicarán al mundo entero. 

La primera de ellas permitiría derrocar el poder de los Zares en Rusia y 

transformar ese país en la fortaleza del comunismo ateo necesaria como una 

oposición controlada y antítesis de la sociedad occidental. Las divergencias 

causadas por los "agenteur" (agentes) de los illuminati entre los imperios 

británico y alemán serán utilizados para provocar esta guerra, a la vez que la 

                                                             
108 Sociedad secreta derivada de la masonería y de ideología liberal y revolucionaria que actuó en Italia, 
Francia y España. 
109

 William James Guy Carr (Comandante Carr) (nacido El 2 de Junio de 1895 en Inglaterra y fallecido El 2 
de Octubre de 1959 en Ontario Escritor de Teorías conspirativas y antimasónicas  



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

112 
 

lucha entre el pangermanismo y el paneslavismo. Un mundo agotado tras la 

guerra, no interferirá en el proceso de construcción de la "nueva Rusia" y el 

establecimiento del comunismo, que será utilizado para destruir los demás 

gobiernos y debilitar a las religiones. 

La segunda guerra mundial se desataría aprovechando las diferencias 

entre la facción ultraconservadora y los sionistas políticos. Se apoyará a los 

regímenes europeos para que terminen en dictaduras que se opongan a 

las democracias y provoquen una nueva convulsión mundial cuyo fruto más 

importante será el establecimiento de un Estado soberano 

de Israel en Palestina que venía siendo reclamado desde tiempos inmemoriales 

por las comunidades judías. Esta nueva guerra debe permitir consolidar 

una Internacional Comunista bastante fuerte para equipararse a la facción 

cristiana/occidental. 

La tercera y definitiva guerra se desataría a partir de los enfrentamientos 

entre sionistas políticos y los dirigentes musulmanes. Este conflicto deberá 

orientarse de forma tal que el islam y el sionismo político se destruyan 

mutuamente y además obligará a otras naciones, una vez más divididas sobre 

este asunto, a entrar en la lucha hasta el punto de agotarse física, mental, moral 

y económicamente... Liberaremos a los nihilistas y a los ateos, y provocaremos 

un formidable cataclismo social que en todo su horror mostrará claramente a las 

naciones el efecto del absoluto ateísmo, origen del comportamiento salvaje y de 

la más sangrienta confusión. Entonces en todas partes, los ciudadanos, 

obligados a defenderse contra la minoría mundial de revolucionarios, 

exterminará a esos destructores de la civilización, y la multitud, desilusionada 

con el cristianismo, cuyos espíritus deístas estarán a partir de ese momento sin 
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rumbo y ansiosos por un ideal pero sin saber dónde hacer su adoración, 

recibirán la verdadera LUZ a través de la manifestación universal de la doctrina 

pura de "Lucifer", sacada a la vista pública finalmente. Esta manifestación 

resultará del movimiento reaccionario general que seguirá a la destrucción del 

cristianismo y ateísmo, ambos conquistados y exterminados al mismo tiempo. 

William Guy Carr, Peones en el juego (1955) 

La intensa actividad de Pike, sumada a la eficacia con que desempeñaba 

sus cargos y su deseo personal de ver en vida un gobierno mundial, lo llevaron a 

alcanzar el puesto de responsable máximo de los illuminati en 1859. 

Estas teorías de conspiración recibieron sustento entre otras cosas, 

gracias a que ciertos grupos teosóficos y ocultistas intentaron por sí mismos 

estilizar las supuestas desapariciones de illuminati a lo largo de un siglo. Por 

ejemplo, el historiador Leopold Engel fundó en 1896 la Asociación Mundial de 

Illuminati, la cual aprovechaba la sucesión de la orden de Weishaupt. Ya en 

1929 fue retirada esta asociación del Registro de Asociaciones de Berlín. 

También la Ordo Templi Orientis (OTO) de Theodor Reuss110 y Aleister 

Crowley111, y los Illuminati de Thanateros (fundada en 1978) pretenden acogerse 

a la linea de tradición ritualista de los illuminati de Baviera, pero realmente 

tienen poco que ver con la orden iluminista-racionalista de Weishaupt y Adolph 

Von Knigge. 

                                                             
110

 Theodor Reuss (18 de junio de 1855 - 28 de octubre de 1923) fue un esoterista anglo-germano 
especialmente interesado en el tantrismo. era un socialista utópico activista en favor de la liberación 
femenina. Colabora con Carl Kellner en la creación de la O.T.O. y lo sucedió como cabeza de la misma a 
la muerte de Kellner. 
111 Edward Alexander Crowley (12 de octubre de 1875 – 1 de diciembre de 1947), más conocido como 
Aleister Crowley, cuyo apodo era Frater Perdurabo y The Great Beast (La Gran Bestia), fue un 
influyente ocultista, místico y mago ceremonial, que fundó la filosofía religiosa de Thelema. líder de 
la Ordo Templi Orientis (O.T.O.). 

http://es.wikipedia.org/wiki/Ocultista
http://es.wikipedia.org/wiki/M%C3%ADstico
http://es.wikipedia.org/wiki/Thelema
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El rito de los Iluminados de Baviera consistía en 13 grados de iniciación a 

los cuales se accedía conforme se demostraba lealtad y conocimiento. Cada 

grado poseía sus rituales y secretos propios los cuales no estaba autorizado a 

revelar a grados inferiores, y cada miembro juraba obediencia incondicional a 

sus superiores. Los grados se dividían en clases: 

I. Primera clase: Vivero: 

1. Preparatorio. 

2. Novicio (Novillero) 

3. Minerval. 

4. Iluminado menor. 

II. Segunda clase: 

Francmasonería: 

5. Aprendiz. 

6. Compañero. 

7. Maestro. 

8. Iluminado mayor. 

9. Iluminado dirigente. 

III. Tercera clase: Misterios: 

10. Sacerdote (Pequeños misterios) 

11. Regente (Pequeños misterios) 

12. Mago (Grandes misterios) 

13. Rey (Grandes misterios) 

III. Tercera clase: Misterios: 

10. Sacerdote (Pequeños misterios) 

11. Regente (Pequeños misterios) 

12. Mago (Grandes misterios) 

13. Rey (Grandes misterios). 

 

IV. Cuarta clase: Secretos: 

14.1. Cohen de Tzión (Gran sacerdote) 
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14.2. Supremo Inmortal (Summum de Apoteosis Humana). 

 

Otros illuminati en Europa 

Aparte de los illuminati de Baviera existieron otras sociedades como: 

1- Los Alumbrados de España, cuya fundación es anterior a los 

illuminati bávaros. 

2- Los Illuminés de Francia. 

Así que de ninguna manera era el objetivo de los illuminati provocar un 

Fin del Mundo de manera literal o física, sino más bien política (recordemos el 

"Novus Ordo Seclorum"), como por ejemplo en la formulación de Robert Anton 

Wilson112 de "hacer de la escatología algo inmanente". Tampoco eran miembros 

Bernini o Galileo Galilei, como refiere Brown, puesto que éstos murieron un 

siglo antes de la fundación de los illuminati, ni tampoco pertenecían a una línea 

de tradición milenaria desde los druidas celtas hasta Asesinos y Templarios con 

el objetivo de encontrar el "umbilicus mundi". Particularmente popular es la 

suposición difundida por las novelas, de que los illuminati crearon 

los símbolos a través de los cuales se hacían reconocibles a los iniciados e 

ingeniosos simbologistas. 

 

                                                             
112

 Robert Anton Wilson también conocido como RAW (Nueva York, 18 de enero de 1932 – 11 de 
enero de 2007) fue un novelista estadounidense, además de ensayista, 
filósofo, psicólogo, ocultista, anarquista libertario e investigador de teorías conspiratorias. 
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5. La libertad inglesa, los padres de la 

ilustración:113  

En 1649 muere en el cadalso Carlos Eduardo114, y surge una república 

democrática, pero los Estuardo logran recuperar el trono. Inglaterra es el 

envidiado y admirado asilo de la libertad, llega a ser para los europeos el modelo 

ejemplar. La revolución francesa surge de la necesidad de conseguir una 

organización y orden semejante a la inglesa de hacia 1700. Inglaterra domina en 

el siglo XVIII el pensamiento de la humanidad. 

El abate de San Pierre proclamó la idea de una paz perpetua, Kant y 

Herder volvieron a los planes del abate, para Kant la paz perpetua seguía siendo 

un fin, al cual cabe aproximarse sin llegar nunca a alcanzarlo. Así Herder 

consideró que solo se podía obtener el día del juicio final. El renacimiento había 

concedido la dirección en política a la luz natural de la razón. El siglo XVIII pasó 

a fundamentar metafísicamente esta nueva concepción profana de la vida. La 

filosofía de la ilustración parte de Inglaterra, exaltó la negatividad y la hostilidad 

a la tradición, frente a Francia envuelta todavía en los vínculos de estados 

sociales tradicionales. John Locke115 es el que empieza con la ilustración en 

Inglaterra frente a la imagen cartesiana del universo, es opinión de Locke que 

los sentidos hacen accesible el mundo al hombre, la doctrina de “la tabla rasa” 

                                                             
113

 Hemos recogido la información y parte del texto de la obra “La ilustración europea” de Oscar Walzel. 
114 Carlos I de Inglaterra (1625–1649).  El fin supuso el enjuiciamiento por alta traición del rey y su 

posterior decapitación, teniendo como consecuencia la proclamación de la única república en la historia 

inglesa. 

 
115

 John Locke (Wrington, 29 de agosto de 1632 - Essex, 28 de octubre de 1704), pensador inglés 
considerado el padre del empirismo y del liberalismo moderno. 

http://es.wikipedia.org/wiki/Decapitaci%C3%B3n
http://es.wikipedia.org/wiki/Rep%C3%BAblica
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entra en pugna con la de las ideas innatas. Sobre todo Hume116 pasa del 

empirismo al positivismo. En Francia la ilustración se inaugura con Bayle117, el 

polígrafo escéptico. Entre Inglaterra y Francia hace de puente Voltaire, negador 

de los dogmas tradicionales, propugnador del racionalismo en la vida pública. 

Los colaboradores de la “enciclopedia” constituyen el centro del movimiento 

ilustrado: Diderot118, Turgot119, d´Alembert120, Voltaire y Rousseau121. 

Montesquieu representa en Francia el constitucionalismo inglés. Todos 

superados por Rousseau que prepara la revolución con los anteriores, la teoría 

de la revolución se desenvuelve en Saint-Lambert, Volnay y Condorcet122. 

En Alemania el padre de la ilustración es Leibnitz123 que intenta tender 

un puente entre el Cristianismo y las nuevas concepciones. Fue importante su 

                                                             
116 David Hume (Edimburgo, 7 de mayo de 1711 – 25 de agosto de 1776), 

filósofo, economista e historiador escocés que constituye una de las figuras más importantes de la 
filosofía occidental y de la Ilustración escocesa. Hume afirma que todo conocimiento deriva en última 
instancia de la experiencia sensible, siendo esta la única fuente de conocimiento y sin ella no se lograría 
saber alguno. 
117 Pierre Bayle (Carla-le-Comte, hoy llamado Carla-Bayle, 18 de noviembre de 1647 - Róterdam, 28 de 
diciembre de 1706) fue un filósofo y escritor francés. Junto con Bernard le Bovier de Fontenelle, 10 años 
más joven que Bayle, es considerado la gran figura de la primera Ilustración. 
118

 Denis Diderot (Langres; 5 de octubre de 1713 – París; 31 de julio de 1784), figura importante de 
la ilustración como escritor, filósofo y enciclopedista francés. 
119

 Anne Robert Jacques Turgot, barón de Laune, más conocido como Turgot, (París 10 de 
mayo de 1727–18 de marzo de 1781) político y economista francés, fundador de la escuela de 
pensamiento económico conocida como fisiocracia. 
120 Jean le Rond D'Alembert (París; 16 de noviembre de 1717 - 29 de octubre de 1783), matemático, 
filósofo y enciclopedista francés, uno de los máximos exponentes del movimiento ilustrado. Es célebre 
por crear —con Diderot— L'Encyclopédie y por su labor en el campo de las matemáticas, relativo a 
las ecuaciones diferenciales y a las derivadas parciales. 

121
 Jean-Jacques Rousseau (Ginebra, Suiza, 28 de junio de 1712 - Ermenonville, Francia, 2 de 

julio de 1778), escritor, filósofo y músico franco-helvético definido como un ilustrado; a pesar de las 
profundas contradicciones que lo separaron de los principales representantes de la Ilustración.  Su 
herencia de pensador radical y revolucionario está probablemente mejor expresada en sus dos más 
célebres frases, una contenida en El contrato social: «El hombre nace libre, pero en todos lados está 
encadenado»; la otra, contenida en su Emilio, o De la educación: «El hombre es bueno por naturaleza», 
de ahí su idea de la posibilidad de una educación. 
122 Las tres son tres comunas francesas. 
123 Gottfried Wilhelm Leibniz, (Leipzig, 1 de julio de 1646 - Hannover, 14 de noviembre de 1716), 
filósofo, matemático, jurista, bibliotecario y político alemán. Junto con René Descartes y Baruch Spinoza, 
es uno de los tres grandes racionalistas del siglo XVII. Su filosofía se enlaza también con la tradición 
escolástica y anticipa la lógica moderna y la filosofía analítica. . 
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discípulo Wolf124 ya que las obras del maestro no estaban completas. Wolf es el 

fundador de la filosofía popular alemana, que es la ilustración de esa época. Su 

representante más importante es Mendelssohn125 que es seguido por Lessing126 

que independiente supera este movimiento, aunque en él culmina la ilustración. 

Para el “ilustrado” es el hombre y su felicidad el centro de toda la meditación. 

Locke ataca las teorías de las ideas innatas y es base no solo para Hume sino 

también para el materialismo francés. La Mettrie127 exaltó a Locke en que toda 

reflexión está estrechamente unida con la sensación, llegando a la hipótesis de 

una absoluta dependencia entre el alma y el cuerpo. El materialismo fue 

combatido por los escoceses. Wolf apoyado por Leibnitz se contentó con 

distinguir entre una ciencia a priori y otra a posteriori, de la inteligencia y de la 

percepción. Los enciclopedistas basados en el materialismo llegaron 

hasta el ateísmo. Voltaire sin embargo considera la creencia en Dios como la 

base indispensable de toda vida honrada, por eso decía “Si Dieux n´existait 

pas, il faudrait l´inventer”. En el lugar de Dios se puso al Estado 

(utilitarismo). Se requiere al hombre para que se someta a las Leyes del Estado y 

a las costumbres públicas, para vivir más cómodamente. La revolución francesa 

obedeció al espíritu de la ilustración, al querer aniquilar todo lo existente y 

ordenar de nuevo la sociedad según los principios de la filosofía. 

Basada en el materialismo francés proclamó la doctrina de la sana 

razón humana como la facultad que todo lo puede y todo lo resuelve. 

                                                             
124

 Nathanael Matthaeus von Wolf (28 de enero de 1724, Conitz (hoy Chojnice) - 15 de diciembre de 
1784, Danzig (hoy Gdańsk) científico, médico, naturalista, astrónomo alemán. Gran parte de su vida 
transcurrió en Danzig. 
125

 Moses Mendelssohn fue un filósofo alemán, ardiente defensor de los derechos civiles de los judíos y 
de su integración en la sociedad gentil. 
126 Gotthold Ephraim Lessing (* 22 de enero de 1729 en Kamenz (Sajonia); † 15 de 
febrero de 1781 en Brunswick) poeta alemán más importante de la ilustración. Con sus dramas y 
ensayos teóricos tuvo una influencia significativa en la evolución de la literatura alemana. 
127

 Julien Offray de La Mettrie (Saint-Malo, 25 de diciembre de 1709 - 11 de noviembre de 1751) 
médico y filósofo francés, uno de los primeros escritores materialistas de la Ilustración. 
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En sus dos discursos de 1750 y 1753 dispara Rousseau contra la cultura 

existente. El ser humano es bueno por naturaleza es la propiedad privada, la 

diferencia de clases la  que le hace malo, así el medio para conseguir que vuelva 

a su estado natural es la constitución del Estado, tal como la enseña “Le contrat 

social” y luego la educación tal como Rousseau lo expone en el “Emile”. 

Rousseau no solo atacó al antiguo régimen sino también a la ilustración ya que 

esta tampoco había servido para la salvación. En Alemania Kant128 superó el 

eudemonismo129 de la ilustración y de Rousseau. 

 

6. La España colonial:130 

La historia ultramarina española llega a su culminación con la 

integración por Felipe II de Portugal y sus colonias, esto estimuló a los 

enemigos de Felipe II a una resistencia extremada, se produjo una lucha 

gigantesca y los más peligrosos enemigos, holandeses e ingleses vieron en las 

indias orientales los más  atractivos objetivos. Las colonias portuguesas de 

oriente son las que sufrieron más. Los holandeses echaron a los españoles de las 

Molucas y los ingleses en 1655 de Jamaica. Sin embargo las instituciones 

creadas en el siglo XVI se consolidaron y poco cambió la historia colonial 

                                                             
128 Immanuel Kant (Königsberg, Prusia, 22 de abril de 1724 –  Königsberg, 12 de febrero de 1804) 
filósofo prusiano de la Ilustración. Es el primero y más importante representante del criticismo y 
precursor del idealismo alemán y está considerado como uno de los pensadores más influyentes de 
la Europa moderna y de la filosofía universal. Kant adelantó importantes trabajos en los campos de la 
ciencia, el derecho, la moral, la religión y la historia, inclusive creía haber logrado un compromiso entre 
el empirismo y el racionalismo. 
129

 El eudemonismo o eudaimonismo, cuyo principal representante fue Aristóteles, concepto filosófico 
de origen griego (de eudaimonia palabra griega) compuesto de "εὐ" bueno y " (δαίμων, daimon)" 
divinidad menor, que recoge esencialmente diversas teorías éticas. Tiene como característica común ser 
una justificación de todo aquello que sirve para alcanzar la felicidad. Se ha considerado eudemonismo, 
al hedonismo, la doctrina estoica, así como también al utilitarismo. 

130
 De la obra “El movimiento de expansión holandés, Español y Portugués del siglo XVI al XVIII” por 

Herman de Wätjen. 

http://es.wikipedia.org/wiki/Arist%C3%B3teles
http://es.wikipedia.org/wiki/Idioma_griego
http://es.wikipedia.org/wiki/Daimon
http://es.wikipedia.org/wiki/%C3%89tica
http://es.wikipedia.org/wiki/Hedonismo
http://es.wikipedia.org/wiki/Doctrina_estoica
http://es.wikipedia.org/wiki/Utilitarismo
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española a lo largo de los siglos XVII y XVIII, a diferencia de la inglesa, francesa 

y holandesa.  En el siglo XVI los españoles trasladaron las instituciones de su 

patria a los territorios americanos, se creó una nueva España, en la cual solo los 

nobles y eclesiásticos eran los señores en el país y ellos solos tenían las altas 

funciones coloniales, mientras los criollos y mestizos solo tenían cargos 

subordinados, división en dos clases. Esto fue luego fatal para la madre patria. 

Pocos puertos facilitaban el tráfico entre España y América, Sevilla en España, 

para América del sur Portobello y Veracruz para Méjico y centro América en el 

otro continente. Ello por la piratería inglesa, holandesa y francesa. En 1720 se 

trasladó el monopolio de Sevilla a Cádiz por el enarenamiento del Guadalquivir. 

La Ley recaía con severidad sobre los desobedientes, la paz se convirtió en 

rigidez y empezaron a multiplicarse los abusos e infracciones de la Ley por parte 

de los hombres responsables, además estaba prohibida la entrada de extranjeros 

que se dedicaron a un  contrabando gigantesco en la segunda mitad del siglo 

XVII y los extranjeros se inmiscuían en los asuntos hispano americanos, pues 

los habitantes necesitaban los productos extranjeros que pagaban con la plata 

del Perú y Méjico. Tras la paz de Utrecht el asiento de negros que se garantizó a 

los franceses en 1702 pasó durante tres decenios a manos inglesas, llevando 

cada año 4.800, y una vez al año un buque de 500 toneladas a Portobello para 

dejar mercancías inglesas, lo que supuso una brecha importante contra España. 

Madrid estaba muy lejos y hubo que luchar contra el inmenso contrabando que 

aumentó considerablemente las ciudades de Buenos Aires y la Habana. ¡Ya se 

fraguaba la independencia hispano americana! 
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7. La revolución francesa, antecedentes:131 

Las primeras impresiones de la revolución francesa se hicieron oír en 

toda Europa, muchos se alegraron, otros no. En Alemania fue bien recibida por 

ejemplo por Goethe que al principio era contrario a ella, en Inglaterra, en 

cambio, se opusieron a ella.   

Vísperas de la revolución, en 1786 fallece Federico el Grande de Prusia, el 

cual impuso una fiscalidad harto dura, y una reforma muy impopular, la gente 

empezó a sentir pesado el gobierno del Rey, en esta época, al morir el Rey 

Federico, estaba en Prusia Mirabeau, artífice de la revolución francesa. El 

sucesor de Federico el Grande es Federico Guillermo II, decepcionante para el 

pueblo, de ideas francesas, con amigas y favoritos en la Corte, publicó dos 

edictos acabando con la supuesta tolerancia del anterior Rey, así Kant tuvo que 

vencer dificultades para la publicación de sus obras, tachadas de peligrosas para 

el Estado. Había un auténtico miedo a las ideas audaces y al espíritu libre. Ya en 

América había terminado victoriosa la sublevación de los colonos y la bandera 

estrellada ondeaba sobre la libre nación, antecedente de la tormenta que se 

preparaba en Francia, también había descontento en Alemania, como Jorge 

Forster132, foco de los elementos inquietos y el más descontento de todos, 

bibliotecario del príncipe elector y acompañante de Cook133.  

                                                             
131

 Tomada la información y parte del texto de la obra “La revolución francesa y sus consecuencias en 
Europa” de Alfred Stern. 
132

 Johann Georg Adam Forster (Nassenhuben, cerca de Danzig, hoy Mokry Dwór, Polonia, 27 de 
noviembre de 1754 - París, Francia, 10 de enero de1794), 
naturalista, etnólogo, escritor viajero, periodista y revolucionario alemán. Como jacobino alemán, fue 
uno de los protagonistas de la efímera república de Maguncia. 
133 James Cook (Marton, North Yorkshire, 27 de octubre de 1728 - Hawái, 14 de febrero de 1779) fue 
un navegante, explorador y cartógrafo británico. Sus mayores logros fueron el reclamo para Gran 
Bretaña de la costa este de Australia, descubierta por los españoles en el siglo XVI; las islas Hawái, 
descubiertas por el español Álvaro de Saavedra en 1527 y la circunnavegación y cartografía 
de Terranova y Nueva Zelanda. 
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En Francia se preparaban acontecimientos decisivos. En 1774 sube al 

trono Luis XVI, hombre sin energía, sin amplia visión y entregado a una pacífica 

vida de familia, casado con María Antonieta134, matrimonio mal visto por el 

pueblo francés, por su alianza con Austria que había supuesto que Federico el 

Grande dijera burlonamente que Francia no era más que una sucursal de 

Austria. Luis XVI nombró en el Ministerio de hacienda a Turgot que salía de la 

Alta Burguesía, estaba imbuido de las ideas de los ilustrados y fisiócratas, 

colaborador de la Enciclopedia, y proclamador de la doctrina del libre cambio, y 

de la distribución de las riquezas, fue nombrado en 1774. La pobreza era 

tremenda, la deuda enorme, no se podía imponer mayor fiscalidad, pero Turgot 

quería imponer mayores impuestos, lo que fue mal recibido por la clase 

privilegiada, el ministro exigía la limitación de los gastos, el Rey respaldó a 

Turgot, pero los cortesanos temiendo por sus ricas fiestas se opusieron al 

nombramiento de Malesherbes135 y se nombró a un noble, y Turgot acabó 

siendo despedido el 20 de mayo de 1776. También Turgot se había opuesto a la 

guerra contra Inglaterra por razones económicas y Francia sin embargo luchó 

contra Inglaterra junto a los colonos sublevados contra esta, las tropas francesas 

volvían con la idea de la república en el corazón, Lafayette es el mejor 

                                                             

134 María Antonieta (Viena, 1755 - París, 1793) Reina de Francia. Hija de los emperadores de Austria, 
Francisco I y María Teresa, contrajo matrimonio en 1770 con el delfín de Francia, Luis, que subió al trono 
en 1774 con el nombre de Luis XVI. Mujer frívola y voluble, de gustos caros y rodeada de una camarilla 
intrigante, pronto se ganó fama de reaccionaria y despilfarradora. Ejerció una fuerte influencia política 
sobre su marido (al que nunca amó), ignoró la miseria del pueblo y, con su conducta licenciosa, 
contribuyó al descrédito de la monarquía en los años anteriores a la Revolución Francesa. Murió 
guillotinada. 

135
 Guillaume-Chrétien de Lamoignon de Malesherbes, (6 de diciembre de 1721 – 23 de abril de 1794) 

hombre de estado francés, ministro y más tarde consejero para la defensa de Luis XVI. Murió en 
la guillotina durante el periodo del Terror de la Revolución francesa. 
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representante de esto. Los sucesores de Turgot tal como Necker136 fracasaron y 

la nobleza y el clero aprovecharon la ocasión para convocar los Estados 

generales. El tercer Estado consciente de sí mismo llevaba en realidad la 

dirección del movimiento de la convocación de los Estados Generales. Necker 

intentó una reforma para poner al tercer Estado, del que el mismo había salido, 

en favor del Rey, concertando una alianza entre el Rey y el tercer Estado. El Rey 

debía decidir a cuál de los  estamentos debía adherirse pero Luis XVI no pudo 

resolverse a lo pedido por Necker y se dejó empujar por los acontecimientos. Así 

se reunieron los Estados del Reino el 5 de mayo de 1789 iniciándose la 

revolución. 

Jacobinos y Girondinos: 

En la Asamblea Nacional existían dos sectores, ambos pertenecientes a la 

burguesía y coincidentes en la lucha contra el Rey, la nobleza e imponer los 

principios liberales, pero distanciados con respecto a sus intereses y los medios 

para lograr sus objetivos. 

Los empresarios y grandes comerciantes que integraban la gran 

burguesía, llamados girondinos, por provenir de una zona situada al sur de 

Francia, denominada Gironda, eran moderados, contaban con el apoyo de las 

provincias y consideraban prudente hallar un acuerdo con la monarquía y la 

nobleza, limitando el poder real, pero sin permitir el derecho a voto a las clases 

pobres, que no pagaban impuestos. La razón era el temor de este sector burgués, 

                                                             
136 Jacques Necker (Ginebra, Suiza, 30 de septiembre de 1732 - Coppet, Suiza, 9 de abril de 1804) 
financiero y político suizo del siglo XVIII. Necker fue en tres ocasiones encargado de las finanzas de 
la monarquía francesa por el Rey Luis XVI: en 1776, 1788 y 1789. 
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que había alcanzado gran prestigio, de perder sus privilegios por obra de los 

movimientos populares. 

El otro sector, era el de los jacobinos, nombre proveniente de sus 

reuniones en el convento de la orden de los jacobinos (antiguo convento 

dominico), extremistas, duros y muy bien organizados, respaldados por el 

Consejo y el pueblo de París. Estaba principalmente integrado por profesionales 

y modestos propietarios que querían abolir definitivamente la monarquía y 

proclamar una república democrática, con derecho a voto para todas las clases 

sociales. 

El primer sector se colocaba para deliberar, a la derecha en la Asamblea, 

el segundo, a la izquierda, y de allí proviene la posterior división entre partidos 

de derecha y de izquierda, según sean conservadores en su accionar político o 

propongan medidas tendientes a cambios profundos y violentos. 

Los girondinos se consagraron triunfantes en octubre de 1791, cuando la 

Asamblea, por poseer mayoría entre sus miembros, sancionó la primera 

Constitución, que imponía una monarquía parlamentaria, donde los miembros 

del Parlamento serían elegidos por las clases adineradas. El Rey continuaba en 

el poder con límites en sus atribuciones. 

Sin embargo, esta situación varió sustancialmente entre 1792 y 1794, 

cuando los jacobinos, con ayuda de los Sans Culottes137, trabajadores urbanos, 

tomaron el poder e impusieron el terror. 

                                                             
137

En la Revolución francesa, los sans-culottes, fueron los partidarios radicales de las clases más bajas, 
normalmente los trabajadores urbanos. Aunque mal vestido y mal equipados, que compone la mayor 
parte del ejército revolucionario durante los primeros años de las Guerras Revolucionarias francesas.  
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Liderados por Maximilien Robespierre138 y Danton139140, crearon 

tribunales populares que juzgaban y condenaban a muerte a todos los 

opositores a la revolución: el Rey, María Antonieta, sacerdotes y miembros de la 

nobleza fueron guillotinados, aunque luego, los propios líderes revolucionarios 

corrieron la misma suerte al ser acusados y condenados por aspirar a una 

dictadura personal. 

 

8. La legislación vigente en el antiguo régimen en 

España: 

La Nueva Recopilación es un antiguo cuerpo legal de la Monarquía 

Hispánica del Antiguo Régimen, sancionado oficialmente el 14 de marzo de 1567 

por el rey Felipe II. Está basada en el Fuero Real de 1255141, las Leyes de Toro142 

                                                             
138

 Maximilien François Marie Isidore de Robespierre
1
 (Arras, 6 de mayo de 1758 – París, 28 de 

julio de 1794), mejor conocido como Maximilien Robespierre,, consagrado abogado, escritor, orador 
y político francés (apodado «El Incorruptible» por su dedicación a la Revolución Francesa y por su 
resistencia a los sobornos), siendo uno de los más prominentes líderes de la Revolución francesa, 
ejerciendo como Presidente de la Convención Nacional en dos ocasiones. Robespierre se inicia 
como jurista, ejerciendo como Juez Criminal de la Diócesis de Arras. Acabó guillotinado, Robespierre 
acabó sucumbiendo a su «caída política», ocasionada por la propia inestabilidad que él mismo había 
generado, siendo así, consumido por las circunstancias por él desencadenadas. Su muerte fue seguida 
de una «reacción termidoriana», que desmanteló el régimen del Terror e hizo añicos el gobierno 
puramente revolucionario, estableciéndose en su reemplazo el Directorio, de carácter más conservador.   
139 Georges Jacques Danton (Arcis-sur-Aube, 26 de octubre de 1759 - guillotinado en París, el 5 de 
abril de 1794) Abogado y político francés que desempeñó un papel determinante durante la Revolución 
francesa y cuyo talante contemporizador fue rechazado por los sectores rivales. 
140

  Se redactó en 1793 una nueva Declaración de los derechos del hombre y del ciudadano, y una nueva 
constitución de tipo democrático que reconocía el sufragio universal. El Comité de Salvación Pública 
cayó bajo el mando de Maximilien Robespierre y los jacobinos desataron lo que se denominó el Reinado 
del Terror (1793–1794). No menos de 10.000 personas fueron guillotinadas ante acusaciones de 
actividades contrarrevolucionarias. La menor sospecha de dichas actividades podía hacer recaer sobre 
una persona acusaciones que eventualmente la llevarían a la guillotina. El cálculo total de víctimas varía, 
pero se cree que pudieron ser hasta 40.000 los que fueron víctimas del Terror. 
141 El Fuero Real: Promulgado en 1255 por el Rey ALFONSO X de Castilla y León. Esta codificación fue 
conocida como Fuero del Libro de los Consejos de Castilla o como Flores de las Leyes.  Se encuentra 
dividido en 4 libros, 72 títulos, y 550 leyes, que abarcan temas sobre el oficio del Rey, la Ley,   derecho 
penal, matrimonios y materia judicial. 

http://es.wikipedia.org/wiki/Maximilien_Robespierre#cite_note-0
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de 1505 y las recopilaciones anteriores: el Ordenamiento de Alcalá de 1348143 y 

al Ordenamiento de Montalvo144 de 1484 y algunas otras. Fue ampliada por la 

legislación posterior, bajo el reinado de Felipe V de la casa de Borbón, se le 

agregó en 1732 un tomo de autos o resoluciones del Consejo.  El mismo consta 

de 3,391 leyes que se encuentran en nueve libros, divididos en 214 títulos.   El 

tomo agregado, consta de 1,134 leyes, y refundida en la Novísima Recopilación 

de 1805. Tenía vigencia en los territorios de derecho común de la Corona de 

Castilla, pues los territorios forales, el reino de Navarra y la Corona de Aragón 

tenían su propia legislación. Se produjeron sucesivas ampliaciones de su ámbito 

territorial como consecuencia de la pérdida de su condición de los territorios 

forales (excepto las Provincias Vascongadas y Navarra). 

En 1534, las Cortes de Madrid fijaron la necesidad de depurar los 

defectos que se habían apreciado en el Ordenamiento de Montalvo, reuniendo 

todas las disposiciones vigentes en un único volumen. El proyecto, iniciado por 

el jurista Pedro López de Alcocer, culminó treinta años más tarde con la Nueva  

continuada por Juan López de Arrieta o El licenciado don Bartolomé de Atienza, 

vecino de Valladolid, que revisó la “Nueva recopilación de las Leyes de España 

en 1567. El 14 de marzo de 1567 se despachaba la pragmática promulgadora que 

                                                                                                                                                                                   
142

 Las Leyes de Toro son el resultado de la actividad legislativa de los Reyes Católicos, fijada tras la 
muerte de la Reina Isabel con ocasión de las Cortes de Toro de 1505, en un conjunto de 83 leyes 
promulgadas el 7 de marzo de ese mismo año por la Reina Juana I de Castilla.  
143

 El Ordenamiento de Alcalá es un conjunto de 58 leyes promulgadas con ocasión de las Cortes 
reunidas por Alfonso XI en Alcalá de Henares (1348). Son consideradas parte importante del corpus 
legislativo principal de la Corona de Castilla de la Baja Edad Media, desde entonces hasta 1505 (Leyes de 
Toro).  
144 El Ordenamiento de Montalvo, también conocido como Ordenanzas Reales de Castilla y 
Ordenamiento de 1484, fue una recopilación de las normas jurídicas vigentes en el Reino de Castilla, 
supuestamente encargado por los Reyes Católicos a Alonso Díez de Montalvo y que fue publicado por 
vez primera en 1484. Es la primera recopilación del derecho vigente en la Monarquía Hispánica de la 
Edad Moderna.   
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sancionaba el carácter oficial de la Nueva Recopilación, ordenando Felipe II que 

se aplicara por todos los Tribunales de Justicia. 

 

9. El reinado de Fernando VII:145  

Ante la necesidad de actualizar la Nueva Recopilación, Carlos IV encarga 

en 1799 a Juan de Reguera Valdelomar146 que corrija y actualice un nuevo 

suplemento de la Nueva Recopilación. En 1802 Reguera presenta al monarca, 

no solamente el suplemento solicitado, sino también el proyecto para redactar 

una Novísima Recopilación. Este proyecto fue llevado a cabo y la Novísima 

Recopilación fue concluida en 1804,  aprobada en 1805 por Carlos IV y editada 

en 1806. 

La técnica jurídica y orientación política absolutista de este texto legal 

eran idénticas a la Nueva Recopilación, lo que convirtió a la Novísima 

Recopilación en una obra vieja desde su nacimiento, que recibió numerosas 

críticas porque incorporaba leyes en desuso, e incluso las derogaba. 

La Novísima Recopilación se convirtió en el texto fundamental para los 

estudios del derecho, ya que los Borbones habían logrado introducir en las 

universidades el derecho real frente al derecho común romano canónico. 

Se mantuvo parcialmente vigente hasta finales del Siglo XIX, siendo 

derogada de forma paulatina a medida que se fueron promulgando las 

constituciones y los diferentes códigos. 

                                                             
145

 De la obra y texto “La época de la restauración” de Friedrich Luckwaldt. 
146

 Juan de reguera Valdelomar, Abogado y escritor español, del cual se desconocen los datos de 
nacimiento y muerte. 
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Recoge 4044 leyes sistematizadas en 340 títulos que integran 12 libros. 

Desde el 1 al 9 se ocupan de derecho político y administrativo; el 10 se ocupa de 

derecho civil; y los dos últimos 11 y 12 de derecho procesal y derecho penal. 

Los doce libros de la Novísima Recopilación eran: 

Libro I: De la Santa Iglesia. 

Libro II. De la jurisdicción eclesiástica. 

Libro III. Del Rey y de su casa real y corte. 

Libro IV. De la real jurisdicción ordinaria. 

Libro V. De las Chancillerías y Audiencias del Reyno: sus ministros y 

oficiales. 

Libro VI. De los vasallos. 

Libro VII. De los pueblos y de su gobierno civil, económico y político. 

Libro VIII. De las ciencias, artes y ofícios. 

Libro IX. Del comercio, moneda y minas. 

Libro X. De los contratos y obligaciones, testamentos y herencias. 

Libro XI. De los juicios civiles, ordinarios y ejecutivos. 

Libro XII. De los delitos y sus penas y de los juicios criminales. 

En España el nuevo siglo, el XIX, entra de la mano de la monarquía 

borbónica en la figura del  Rey Carlos IV, este perderá la Corona siendo invitado 

a Bayona (Francia), con su hijo Fernando. Desterrados en el castillo de 
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Talleyrand147 en Valençay por el Emperador de los franceses Napoleón 

Bonaparte148, el Rey español abdicará la Corona de España en el Emperador 

francés, y este nombrará Rey de España a su hermano José Bonaparte, antes 

Rey de Napoles (este reino se lo dará a Murat149), José queda nombrado en la 

Constitución o Estatuto de Bayona, él y para perpetuarse en su linaje. Los 

hechos ocurren de la siguiente forma: Un ejército de Napoleón entra en España 

para atacar Portugal, que era una especie de Estado vasallo de Inglaterra, en 

otoño de 1808, a su mando está el general Junot150, va contra el trono de la casa 

de Braganza151, escapando la familia real portuguesa a Brasil en buques ingleses. 

Napoleón entró en las disputas entre de un lado el Rey Carlos IV y Godoy152, y 

del otro el príncipe de Asturias Fernando. Quería tener un gobierno en su favor 

en España, atrayendo al Rey y al príncipe a Bayona y haciéndoles renunciar a 

ambos a la Corona. El pensamiento de Napoleón era unir estrechamente 

Francia y España. 

La reacción del pueblo español no se hace esperar, unidos no por 

ideologías, salvo los afrancesados, se unen contra el francés anticlerical, opuesto 

                                                             
147 Charles-Maurice de Talleyrand-Périgord, (París, 2 de febrero de 1754 - París, 17 de mayo de 1838) 
religioso, político, diplomático y estadista francés.   Recibió del mismo emperador, el título soberano 
de Príncipe de Benevento, un principado arrebatado al mismísimo Papa, convirtiéndose así en el más 
poderoso noble del Imperio. 
148 Napoleón Bonaparte nació en la isla de Córcega en 1769. Después de la Batalla de Waterloo, 
Napoleón fue capturado por los ingleses en 1815 y llevado a la isla Santa Elena, donde murió en 1821. 
149 Joaquín Napoleón o Joachim Napoléon Murat (Labastide-Fortunière, 25 de marzo de 1767 -
 Pizzo, 13 de octubre de 1815) noble y militar francés al servicio de su cuñado Napoleón, Gran Duque de 
Berg, Mariscal de Francia y Rey de Nápoles. Casó con Carolina, hermana de Napoleón, el 20 de enero 
de 1800. 
150

 Jean-Andoche Junot, Duque de Abrantes (23 de octubre de 1771 – 29 de julio de 1813), 
general francés durante la Revolución francesa y las Guerras Napoleónicas.  Napoleón le concede el 
título de Duque de Abrantes y le nombra gobernador de Portugal.  
151

 La Dinastía de Braganza es una de las dinastías reinantes en Portugal desde el año 1640 hasta el 
año 1853, en que fue sucedida por la Casa de Braganza Sajonia-Coburgo y Gotha. 
152 Manuel de Godoy y Álvarez de Faria (Badajoz, 12 de mayo de 1767 - París, 4 de octubre de 1851). De 
origen hidalgo, noble y político español, favorito y primer ministro de Carlos IV entre 1792 y 1797, y 
nuevamente de 1801 a 1808. Fue Duque de la Alcudia y de Sueca y Príncipe de la Paz, título éste que 
años después Fernando VII le retiraría, y Godoy reemplazaría, ya en el exilio, por el italiano de Príncipe 
de Bassano. 
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al catolicismo español, y reclaman como Rey a Fernando (El deseado), se 

levanta la nación contra el ejército francés que ocupa España, el 2 de mayo de 

1808, y se constituyen las Cortes de Cádiz, que dictarán algunas normas antes 

de proclamar la Constitución de 1812 o Constitución de Cádiz, imbuida de las 

ideas de la revolución francesa de 1789, así se dictará el decreto de 1811 de 

abolición de los señoríos jurisdiccionales, aunque conservándose los 

territoriales que no llevaban aparejada jurisdicción alguna y se convertirían, 

estos últimos, en simple propiedad privada, lo único que conserva de la 

tradición española en la Constitución es la confesionalidad católica. La guerra 

duraría 5 años. En vano envió Napoleón a sus Mariscales y sus tropas en auxilio 

de su hermano, amenazado en Madrid, los españoles lucharon heroicamente, 

Zaragoza resistió, luchaban en las montañas, en los campos, hasta que el 

ejército francés capituló en Bailén, además los ingleses mandados por 

Wellington desembarcaron en Portugal y obligaron a rendirse al general Junot.  

Napoleón soltó al príncipe Fernando y en marzo de 1814 vuelve el ya Rey 

de España Fernando VII, y restablece el absolutismo monárquico, mandando 

encarcelar a unos treinta diputados y derogando la Constitución de Cádiz de 

1812 y toda su legislación, restableciendo la vieja España, su censura, la 

Inquisición y demás, pronto regresaría la orden de los Jesuitas. En España 

como entonces en toda Europa, cundía la moda de las sociedades secretas, como 

los masones y otras, que es extendieron por el cuerpo de oficiales, esto supuso 

sublevaciones en América de generales que no fueron atendidas por la tropa, 

todo ello atizado por los sublevados americanos. Esta situación perdura hasta el 

llamado trienio liberal que comienza en 1820 con el levantamiento el 1 de enero 
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de ese año del coronel asturiano Riego153 y del coronel gallego Quiroga154, ante 

Cádiz. Con la ayuda de las sociedades secretas se sublevaron a finales de febrero 

la Coruña y muchas ciudades gallegas, pasando a Asturias y Aragón, el Rey 

asustado por la traición del conde de La Bisbal155 hubo de ceder y el 9 de marzo 

de 1820 Fernando VII juraría la Constitución de Cádiz, y se dictarían nuevas 

normas para su cumplimiento y la se recuperaría la Ley desvinculadora de 27 de 

septiembre de 1820 de abolición de los mayorazgos, lo cierto es que los señoríos 

territoriales se convierten en propiedad privada del  señor, desapareciendo los 

jurisdiccionales que suponían la jurisdicción criminal y civil del señor y el 

nombramiento por este de los jueces, que pasa a la soberanía nacional. Quiroga 

y Riego fueron nombrados Capitanes Generales y muchos diputados doceañistas 

salieron de la cárcel y otros volvieron del destierro ocupando altos cargos. El 

partido liberal se divide en dos facciones, los moderados y surgen los 

exaltados. Las Cortes se reúnen el 9 de julio de 1820 y en ellas son la gran 

mayoría moderados sin embargo la mala situación económica, la doblez 

evidente del Rey, la oposición creciente de los clericales y el radicalismo del 

ejército, sobre todo de Riego, empujaban cada vez más hacia la izquierda, así no 

solo, se acordó el final de las vinculaciones, sino también, la incautación de dos 

tercios de los bienes de mano muerta, la clausura de muchos conventos y la 

expulsión de los Jesuitas. Las sociedades secretas de los masones fueron 

superadas por los “comuneros” (en recuerdo de las sublevaciones contra Carlos 

I). Por su parte el partido clerical fundaba “las Juntas de Fe”. ¡Así ocurría la 

                                                             
153

 Rafael del Riego (Tuña, Tineo, Asturias, 24 de octubre de 1785 – Madrid, 7 de noviembre de 1823) 
general español y político liberal.  
154 Antonio Quiroga (* Betanzos, 1784 - † Madrid, 1841), militar español. 
155 Enrique José O'Donnell y Anethen, Conde de La Bisbal, (1769 - Montpelier, 17 de mayo 
de 1834). Militar español. Participó en la Guerra de la Independencia y ascendió al grado de mariscal de 
campo en 1809 y teniente general en 1810, siendo destinado a Cataluña como capitán general de la 
Región Militar. 
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revolución española! Desde un principio el Rey pensaba en provocar la 

intervención internacional, las nuevas elecciones de 1822 dieron la 

preponderancia a los exaltados. El Rey intentó dos veces (30 de mayo y 7 de 

julio de 1822) golpes de fuerza militares que fracasaron.  Las Cortes 

consiguieron entonces la formación de un gobierno de exaltados156 en agosto y 

suspendieron las garantías constitucionales para la libertad personal en octubre 

de 1822. Se hablaba de establecer una regencia. Francia estaba preocupada por 

lo que acontecía en España, y en Rusia el Zar sentía simpatía por el Rey de 

España. Metternich157  apoyó esta idea del Zar, y en octubre de 1822 se reunió 

un nuevo Congreso Europeo en Verona, compusieron este congreso los tres 

monarcas de Austria, Rusia, y Prusia, por Inglaterra Wellington, por Francia el 

conde de Montmorençy y Chateaubriand, y otras muchas personalidades. 

Aceptaron concertar una especie de tratado secreto de mutuo auxilio, salvo 

Inglaterra que se opuso. El 28 de junio de 1823 declaró el Rey en la cámara, que 

100.000 franceses estaban dispuestos a marchar a España, por encargo de la 

“Santa Alianza”158 y el 7 de abril de 1823 el ejército francés pasó la frontera al 

mando del Duque de Angoulème159. Las Cortes se trasladaron el 20 de marzo a 

Sevilla, antes de abrirse las hostilidades, las tropas francesas no hallaron apenas 

resistencia, fueron bien recibidas por la población como libertadores, el 24 de 

                                                             
156 Se nombró en el gobierno al exaltado Evaristo San Miguel. Al fin, la revolución exaltada había 
conseguido arrebatar el poder a los moderados, que no volverían a recobrarlo durante el poco tiempo 
que le quedaba de vida al sistema constitucional. San Miguel, que se encargó de la cartera de Estado, se 
vio acompañado de Francisco Fernández Gascó en Gobernación; Felipe Benicio Navarro en Gracia y 
Justicia y Mariano Egea en Hacienda.  
157

 Clemente, Príncipe de Metternich; (Coblenza, Alemania, 1773 - Viena, 1859) Político y diplomático 
austriaco, artífice del equilibrio europeo de 1815. Nacido en una familia nobiliaria de Renania. Era su 
concepción conservadora del equilibrio europeo, destinada a impedir la aparición de una potencia 
hegemónica mediante el reparto del continente en esferas de influencia entre las grandes potencias del 
momento. 
158 Tratado de carácter personal firmado por los monarcas de Austria, Rusia y Prusia el 26 de 
septiembre de 1815. Dio el mandato a Francia para invadir España y acabar con el trienio liberal. 
159

 los Cien Mil Hijos de San Luis, fueron encabezados por el Duque de Angulema, hijo del futuro Carlos 
X de Francia. Otro de los mariscales al mando de parte del ejército fue Bon Adrien Jeannot de Moncey. 

http://www.artehistoria.jcyl.es/histesp/personajes/6639.htm
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mayo entraron en Madrid, las Cortes se trasladaron a Cádiz. Poco después la 

revolución había terminado. Hubo una época de odio y venganza y Riego fue 

ajusticiado. En 1831 fue ajusticiada Mariana Pineda160, también se fusiló a José 

María de Torrijos161 y sus compañeros162, militares liberales opuestos al Rey. 

Gran problema fue también el gasto público y las dificultades de la Hacienda 

agravado por la pérdida de las colonias americanas, siendo imposible no tocar 

los privilegios fiscales de la nobleza. El Rey buscó el apoyo de la burguesía 

moderada de Madrid y Barcelona, y llamó a López Ballesteros163 al Ministerio de 

hacienda. En Cataluña, en 1827, se levantaron las partidas realistas “los 

malcontents” que reclamaban mayor poder para los ultraconservadores y 

defendían el retorno de las costumbres y foros tradicionales. Los nobles de la 

corte se agruparon alrededor de Carlos María Isidro, hermano del Rey. En 1823 

volvió de nuevo el absolutismo monárquico y vuelve a ser derogada la 

Constitución de 1812. Hasta la muerte de Fernando VII en 1833. Esta década es 

conocida en la historia por la “Década Ominosa”.  

 

                                                             
160

 Mariana de Pineda Muñoz o Mariana Pineda (n. Granada; 1 de septiembre de 1804 - m. 26 de 
mayo de 1831). Se convirtió en una mártir para los liberales, y también en un símbolo popular de la 
lucha contra la falta de libertades, 
161

 José María Torrijos y Uriarte (Madrid, 20 de marzo de 1791 – Málaga, 11 de diciembre de 1831), 
Conde de Torrijos, concedido póstumamente por la Reina Gobernadora, militar liberal español en 
la Guerra de Independencia española. En sus últimos años de vida, fue exiliado y perseguido hasta su 
fusilamiento. 
162 El día 11 de diciembre de 1831, a las once y media de la mañana, fueron fusilados en el barrio 
malagueño de El Bulto. 
163 Luis López Ballesteros y Varela Señor de la Golpilleira. (Villagarcía de Arosa, 21 de junio de 1782 -
 Madrid, 13 de octubre de 1853). Militar y político español. proclamó la independencia de la comarca de 
Villagarcía el 8 de mayo de 1808, iniciando la resistencia en la zona al ejército napoleónico, primer 
levantamiento en Galicia. Ministro de Hacienda durante la década ominosa con Fernando VII. 
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10. La ley sálica y las regencias de María 

Cristina:164 

En 1830 nace la sucesora al trono de España Doña Isabel de Borbón, hija 

de Fernando VII y de la Reina María Cristina de Borbón-Dos Sicilias165, cuarta 

esposa del Rey, que recibirá el trono a la muerte de su padre y por testamento de 

este, con tres años de edad, quedando establecido por el mismo testamento que 

su madre Doña María Cristina sería la gobernadora de España durante su 

menor edad. Se divide España en dos bandos, el de los Isabelinos partidarios 

de la Reina Isabel y el Carlista partidario del pretendiente Carlos María de 

Borbón166, dando lugar al enfrentamiento de lo que se ha venido en llamar las 

“guerras carlistas”, Don Carlos María se levanta en el norte de la península y 

quiere restablecer la monarquía absoluta, mientras los partidarios de la menor 

Doña Isabel se tienen que unir con los liberales. Para que sucediera Isabel era 

necesaria la abolición de la “Ley sálica”167 impuesta en 1701 por Felipe V. 

Influido por María Cristina Fernando VII la derogó mediante la “pragmática 

sanción”. Los carlistas se opusieron a la nueva situación y en 1832 ejercieron 

una fuerte presión sobre el Rey para que repusiera la Ley Sálica. María Cristina 

                                                             
164 Escrito según la obra y texto de la “La época de la restauración” de Friedrich Luckwaldt. 
165

 María Cristina de Borbón-Dos Sicilias (Palermo, 27 de abril de 1806 - Sainte-Adresse, 22 de 
agosto de 1878) fue Regente de España. 
166 Carlos María Isidro Benito de Borbón y Borbón-Parma (Madrid, 29 de marzo de 1788 – Trieste, 10 de 
marzo de 1855), Infante de España y Conde de Molina, fue el primer pretendiente carlista al trono 
español, con el nombre de Carlos V. Fue el segundo hijo de Carlos IV y María Luisa de Parma. 
167

La Ley Sálica (del latín Lex Salica) o más exactamente, las leyes sálicas, fueron un cuerpo de leyes 
promulgadas a principios del siglo VI por el rey Clodoveo I de los francos. Debe su nombre a la tribu de 
los Francos Salios. Fue la base de la legislación de los reyes francos hasta que en el siglo XII el reino de 
los francos desapareció  
En España, el Rey Felipe V, al subir al trono tras la Guerra de Sucesión Española, hizo promulgar la Ley 
Sálica a las Cortes de Castilla en 1713: según las condiciones de la nueva ley, las mujeres sólo podrían 
heredar el trono de no haber herederos varones en la línea principal (hijos) o lateral (hermanos y 
sobrinos). 
El Rey Carlos IV de España hizo aprobar a las Cortes en 1789 una disposición para derogar la ley y volver 
a las normas de sucesión establecidas por el código de las Partidas. Sin embargo, la Pragmática Sanción 
real no llegó a ser publicada hasta que su hijo Fernando VII de España la promulgó en 1830, 
desencadenando el conflicto dinástico del Carlismo.   
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durante una enfermedad del Rey, como primera regencia168, formó un nuevo 

gobierno de carácter reformista, decretó una amnistía que supuso la vuelta de 

100.000 exiliados, y se preparó para enfrentarse a los carlistas. 

Entramos por lo tanto en la segunda Regencia169 de la Reina 

Gobernadora María Cristina que va a reinar en nombre de su hija Isabel, se 

proclama entonces el Estatuto Real de 1834 que más que una Constitución será 

una ley electoral, en 1836 volverá a regir la Constitución de Cádiz hasta 1837. 

De forma que la Constitución de Cádiz de 1812 estará vigente de 1812 a 

1814, de 1820 a 1823 y finalmente 1836 a 1837. 

Durante la Regencia de la Reina Gobernadora María Cristina se 

promulgará en nombre de Isabel II la Constitución de 18 de junio de 1837 que 

estará vigente hasta 1845. 

                                                             
168 Al enfermar Fernando VII en 1832, la Regente María Cristina, esposa del Rey, se ampara en los 
sectores liberales ante las conspiraciones de los partidarios de Carlos, firmando una amnistía muy 
generosa y ordenando la reapertura de las universidades, para asegurar el reinado de su hija. 
169Abarcando casi 10 años de su reinado, desde el 19 de septiembre 1833 hasta el 23 de julio de 1843, 
 La Guerra Carlista y los enfrentamientos entre moderados por un lado, y la división de los liberales por 
otro, culminarán con el ascenso a la Jefatura del Estado del general Baldomero Espartero mientras dure 
la minoría de edad de la futura Reina, Isabel II. En 1832 había sido nombrado Presidente del Consejo de 
Ministros Francisco Cea Bermúdez, vinculado al ala más derechista de los moderados. nombramiento 
de Martínez de la Rosa como nuevo Presidente, en enero de 1834. Martínez de la Rosa dimitió en junio 
de 1835. La Regente ofreció la Jefatura del Gobierno a José María Queipo de Llano,  quien, tres meses 
después de aceptar, presentó su dimisión a causa de los violentos enfrentamientos que se produjeron 
en Barcelona. María Cristina se sintió obligada a otorgar el gobierno a Mendizábal, en un intento por 
paliar la grave crisis. el nuevo Presidente llegó a un acuerdo con los liberales. Destituido Mendizábal tras 
una campaña de desprestigio, fue nombrado Presidente del Consejo de Ministros  Francisco Javier de 
Istúriz, un progresista que había regresado del exilio y había evolucionado hacia posiciones mucho más 
moderadas.  Istúriz cesó el 14 de agosto de 1836, apenas tres meses después de su nombramiento. El 
nuevo Presidente del Gobierno fue José María Calatrava, que nombró Ministro de Hacienda a 
Mendizábal, en una línea continuista. Tras la revolución liberal de 1840, por encargo de las Cortes y ante 
la minoría de edad de la heredera, Isabel II, el general Baldomero Espartero (Conde de Luchana, Duque 
de la Victoria y Príncipe de Vergara) militar y político español (Granátula, Ciudad Real, 1793 - Logroño, 
1879). asumió la regencia de España, que desempeñaría hasta 1843.  Se enfrentó al conservadurismo de 

María Cristina haciendo que ésta le nombrara presidente del Consejo de Ministros en 1840-41; pero, 
ante la resistencia de la regente al programa liberal avanzado que defendía, exigió a ésta que abdicara e 
hizo que las Cortes le nombraran regente a él mismo (1841-43). Con la regencia vacante, el exilio de 
Espartero produjo un terrible caos político. Joaquín María López regresó al gobierno el 23 de julio y 
reconoció la mayoría de edad anticipada de Isabel II. 

http://es.wikipedia.org/wiki/Baldomero_Espartero
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11. El reinado de Isabel II, Hohenzolern, y 

Amadeo170: 

La Reina Gobernadora dimitirá y será adelantada la mayoría de edad de 

la Reina Isabel II en 1843, contando ésta 13 años. Así que en 1845 la Reina 

promulgará una nueva Constitución el 23 de mayo que estará en vigor hasta 

1868 y será de tinte conservador, entre tanto se dictará el proyecto 

constitucional de 1852 y la Constitución llamada non nata, porque no llegó a ser 

promulgada de 1856, continuándose con la Constitución de 6 de junio de 1869 

de corte  demócrata que durará hasta 1873. 

La Reina Isabel II se entregó a una vida desenfrenada, hasta que Carlos 

Marfori y calleja171, nombrado Marqués de Loja el 28 de mayo 1868, título al que 

renunció el 30 de mayo de ese mismo año, se convirtió en su favorito declarado. 

Isabel no tenía capacidad para gobernar y cambiaba constantemente los 

Ministerios. Uno de sus ministros el general O´Donell (1809-1867), llevó una 

política extranjera enérgica, castigó al Sultán de Marruecos en la campaña de 

1860, recobró transitoriamente Santo Domingo (1861-1865), y participó en los 

comienzos de la expedición a Méjico. Pero crecían las deudas del Estado, la 

resistencia del clero iba en aumento y los círculos radicales se sentían cada vez 

más inquietos y descontentos porque O´Donell utilizaba a veces formulas 

dictatoriales y la corte era un constante escándalo público. Los progresistas y los 

demócratas, desde 1864, tramaban constantemente sublevaciones y conjuras, a 

                                                             
170 Sacado de la obra y del texto de “El sistema de los Estados europeos de 1850 a 1890 de Friedrich 
Luckwaldt. 
171

 Carlos Marfori y Calleja (San Fernando (Cádiz), 11 de noviembre de 1821 - Madrid, 2 de junio de 
1892), 
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su cabeza estaba el general Prim172. Isabel llamó al gobierno al general 

Narváez173, hombre de hierro que en julio de 1866 ocupó por séptima vez la 

presidencia del gobierno, disolvió las Cortes, las diputaciones, y los 

ayuntamientos, estableció Consejos de guerra, pero falleció el 23 de abril de 

1868, y no hizo más que desencadenar la revolución. El 17 de septiembre de 

1868 el general Prim y el almirante Topete174 se pronunciaron en Cádiz. El 

general Serrano175 asumió el mando, pronto toda Andalucía se sublevó en 

Alcolea (Córdoba), el encuentro con las tropas del gobierno fue favorable a los 

sublevados, Madrid se pasó a la revolución, la Reina desde San Sebastián huyó a 

Francia refugiándose en el castillo de Pau (30 de septiembre). El gobierno 

provisional con Prim a la cabeza dispuso elecciones para las Cortes 

Constituyentes y logró que los republicanos solo obtuvieran un quinto de las 

actas. La Asamblea elaboró hasta el uno de junio de 1869 una Constitución 

monárquica. Pero había que buscar Rey, Don Alfonso (futuro rey e hijo de Isabel 

II) era muy joven, nació en 1857.  El duque de Montpensier176, su cuñado, tenía 

bastantes partidarios. Estaban también la casa soberana de Portugal, el Rey 

Fernando de Coburgo-Kohary, pero el pueblo portugués se oponía al pasar a ser 

                                                             
172 Juan Prim y Prats (Reus, 12 de diciembre de 1814 - Madrid, 30 de diciembre de 1870), Conde de 
Reus, Marqués de Castillejos y Vizconde del Bruch). Militar  y político progresista español del siglo XIX . 
Presidente del Consejo de Ministros de España. 
173Ramón María Narváez y Campos, I Duque de Valencia (Loja, Granada, 5 de agosto de 1800 -
 Madrid, 23 de abril de 1868), Militar y político español, siete veces Presidente del Consejo de Ministros 
de España entre 1844 y 1868. 
174

 Juan Bautista Topete y Carballo (San Andrés Tuxtla, 24 de mayo de 1821 - Madrid, 27 de 
octubre de 1885) fue un marino, militar  y político español, vicealmirante de la Real Armada Española. 
Se recuerda su intervención en la Revolución de 1868. Fue ministro en varias ocasiones y Presidente del 
Consejo de Ministros, con carácter interino, en tres ocasiones 
175

 Francisco Serrano y Domínguez (Isla de León, San Fernando, Cádiz, 17 de diciembre de 1810 –
 Madrid, 25 de noviembre de 1885), Duque de la Torre y Conde consorte de San Antonio. Militar 
 y político español que ocupó los puestos de Regente, Presidente del Consejo de Ministros de España y 
último Presidente de la Primera República Española. 
176 Antonio María de Orleans, Duque de Montpensier (Neuilly-sur-Seine, 31 de julio de 1824 – Sanlúcar 
de Barrameda; 4 de febrero de 1890), fue un Príncipe francés, miembro de la familia real francesa, y 
española por matrimonio. Era el hijo menor de Luis Felipe de Orleans Rey de Francia y de María Amalia 
de Borbón-Dos Sicilias, Princesa de las Dos Sicilias. 
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un simple apéndice de España. Los duques de Aosta177 y Génova fueron 

rechazados. Así ganaba terreno el príncipe Leopoldo de Hohenzollern178, este 

era yerno y cuñado de los Reyes de  Portugal, emparentado con Napoleón por 

parte de madre, pasaba por ser de la familia de realeza Prusiana, y su hermano 

era Príncipe de Rumanía, pero no era  propicio a aceptar el trono de España, 

aunque apoyado por Bismarck, que quería estabilidad en España contra 

Francia. Estuvo a punto de producirse la guerra con Francia, pero Napoleón 

buscó que Leopoldo se retirase y así ocurrió ante la amenaza de guerra. 

Entonces resucitó el nombre del duque de Aosta el 16 de noviembre fue este 

elegido por las Cortes con una mayoría no muy grande y el 30 de diciembre 

desembarcaba en Cartagena Don Amadeo que recibió la noticia del asesinato del 

general Prim tres días antes, Amadeo era joven, 25 años, y sencillo, no gustaba 

de fastos. El 18 de julio de 1872 hubo un atentado contra el nuevo Rey, se sentía 

desilusionado, las Cortes derribaban los Ministerios cada cuatro meses, no 

quiso imponer un gobierno militar contra las Cortes y abdicó el 11 de febrero de 

1873. Estableciéndose pues la república en España. 

 

 

                                                             
177

 Duque de Aosta, Amadeo de Saboya, (Turín, 1845 - id., 1890). Rey de España del 2-I-1871 al 11-II-
1873. Hijo de Víctor Manuel, Rey de Italia, y de María Adelaida Francisca, hija del Archiduque de Austria, 
Raniero. Fue elegido Rey por las Cortes Españolas  el 16-XI-1870, 
178 El Príncipe Leopoldo Estéfano Carlos Antonio Gustavo Eduardo Tásilo de Hohenzollern-
Sigmaringen (Krauchenwies, 22 de septiembre de 1835 -Berlín, 8 de junio de 1905) fue el jefe de la 
rama Hohenzollern-Sigmaringen, de la Casa de Hohenzollern. Tras la Revolución de 1868 en contra 
de Isabel II de España, Leopoldo fue candidato, a propuesta del general Prim, a ocupar el trono 
de España. Esta oferta fue apoyada por el Primer Ministro prusiano Otto von Bismarck, pero rechazado 
por el Emperador Napoleón III de Francia. 
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12. La primera república y el carlismo179: 

Los republicanos representaban una minoría y además dividida en dos 

facciones los unitarios y los federales, queriendo estos últimos una 

federación de trece Estados, y poniendo el centro de gravedad en los 

ayuntamientos y en los cantones (cantonalismo) a los que se adhirió la escuadra 

española. En Madrid se sucedían cuatro Presidentes en siete meses180. Así que 

las provincias del norte proclamaron al Rey carlista Carlos VII. En julio de 

1873 el carlismo llegaba a su plenitud, el clero y Francia apoyaron al joven 

carlista. Don Carlos logró reunir hasta 80.000 hombres y organizó en Estella un 

auténtico cuartel general, un gobierno con ministros y un Consejo de Estado. El 

general Serrano mandó disolver las cortes el tres de enero de 1874 y asumió la 

dictadura. En julio de 1874 Don Carlos mandó fusilar a un capitán prusiano 

que acompañaba al ejército republicano (como corresponsal de guerra), 

Bismarck recomendó entonces a las potencias que reconocieran al gobierno de 

Serrano y así sucedió salvo Rusia. 

                                                             
179 Estudio realizado sobre el texto de “El sistema de los Estados europeos de 1850 a 1890” por Friedrich 
Luckwaldt. 
180 Gobierno de Estanislao Figueras, Este primer gobierno lo formaban federales y progresistas. El 
segundo gobierno de Figueras tuvo que enfrentarse al intento de proclamación del Estat Català el 9 de 
marzo. Tras la huida a Francia de Figueras. Eligieron el día 11 de junio al también federalista Francisco Pi 
y Margall, que declaró que no tenía programa y que no sabía qué hacer. El 16 de junio se eligió una 
comisión de 25 miembros que debía elaborar la nueva Constitución, presentándose el proyecto 
de Constitución Federal de la República Española, cuya redacción se atribuye principalmente a Castelar, 
al día siguiente para su debate.  Tras aceptar la dimisión de Pi y Margall, fue elegido Presidente del 
Poder Ejecutivo Nicolás Salmerón, que era un republicano federal moderado y «abandonó el poder por 
no firmar una sentencia de muerte». De tal modo, dimitió el 6 de septiembre. Al día siguiente, el 7 de 
septiembre, fue elegido para ocupar la Presidencia del Poder Ejecutivo el unitario Emilio Castelar, el 
general  Pavía, que era republicano unitario, le ofreció a Emilio Castelar continuar en la presidencia, 
pero este rehusó al no querer mantenerse en el poder por medios antidemocráticos. Tras la negativa de 
Emilio Castelar, se encargó al general Serrano, recién regresado de su exilio en Biarritz. A los pocos 
meses, el 13 de mayo cedió la presidencia del gobierno a Juan de Zavala y de la Puente. Y más tarde le 
encargó el gobierno a Práxedes Mateo Sagasta el 3 de septiembre. El 29 de diciembre de 1874, el 
general Martínez Campos se pronunció en Sagunto a favor de la restauración de la monarquía.  

 

http://es.wikipedia.org/wiki/Partido_Republicano_Federal
http://es.wikipedia.org/wiki/Partido_Progresista_(Espa%C3%B1a)
http://es.wikipedia.org/wiki/9_de_marzo
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http://es.wikipedia.org/wiki/Francia
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Durante esta primera república, se elabora el proyecto de Constitución 

Federal de 17 de julio de 1873, por las Cortes Constituyentes. 

 

13. El reinado de Alfonso XII181: 

 El 28 de noviembre de 1874 el príncipe Alfonso, hijo de Isabel II, llegaba 

a su mayoría de edad, un mes después el general Martínez Campos se 

pronunciaba en favor de D. Alfonso lo que se propagó por todo el país. El joven 

Rey desembarcaba el 9 de enero de 1875 en Barcelona. Y concertó una nueva 

Constitución con las Cortes en 1876 que declaraba de nuevo la religión católica 

la del Estado español. El 28 de febrero de 1876 don Carlos abandonó España, 

después de la rendición de Estella (19 de enero). El Rey murió el 25 de 

noviembre de 1885, con 28 años.  La regencia correspondió a su segunda 

esposa María Cristina182 que solo tenía dos hijas pero en 17 de mayo de 1886 

dio a luz un hijo, el futuro Alfonso XIII. El gobierno quedó en manos de los 

jefes de partido, el jefe de los conservadores o moderados Cánovas del 

Castillo y el jefe de los liberales, Sagasta, se fueron sucediendo durante más 

de dos décadas, actuaban con soborno y amaño electoral. En 1876 se estableció 

un censo y en 1889 el sufragio universal. Aunque se pudieron hacer progresos 

culturales y económicos. 

Durante su reinado se publicará la Constitución de 1876,  dada en Palacio 

el 30 de junio del mismo año, y siendo Presidente del Consejo de Ministros y 

                                                             
181 Tomado el texto de la obra “El sistema de los Estados Europeos de 1850 a 1890” de Friedrich  
Luckwaldt. 
182 María Cristina de Habsburgo-Lorena (o Austria), conocida popularmente como «Doña Virtudes». 

 Brno, Moravia, 21 de julio de 1858 – Palacio Real de Madrid, Madrid, 6 de febrero de 1929), fue la 
segunda esposa del Rey Alfonso XII y regente de España en nombre de su hijo menor de edad Alfonso 
XIII. 
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Ministro interino de Hacienda Don Antonio Cánovas del Castillo, esta 

Constitución regula la representación en Cortes de Cuba y Puerto Rico, en su 

artículo 89 del Título XIII. 

 

14. La pérdida de América183: 

La independencia de las colonias españolas es consecuencia de las ideas 

de la época de la ilustración, de la revolución norteamericana y de la francesa. 

No fue igual a lo largo de toda la geografía americana. Tuvieron gran 

repercusión las ideas de los “enciclopedistas franceses” en toda América, a pesar 

de las prohibiciones de la Inquisición.  

A partir de 1808, los criollos184 formaron, en América, “juntas”, por no 

reconocer la autoridad de José Bonaparte, y en imitación de las españolas. En 

1810 muchas no reconocieron la autoridad de la “Junta Suprema Central”   

Y la lucha empieza en América hacia 1810, no es lucha de criollos contra 

españoles sino de independentistas contra los que pretendían seguir vinculados 

a España, sin embargo el movimiento secesionista es alentado por los criollos, la 

aristocracia y la burguesía, que se acaban de imponer a las masas incultas, salvo 

en Méjico que tiene un marcado tinte indigenista. El primer periodo 1810 a 1814 

resultó en favor de España, pero pronto en Perú se cambiarían las tornas 

entrando en una fase de liquidación, en medio de la indiferencia de la metrópoli 

un puñado de oficiales abandonados se batieron con honor. 

                                                             
183

 Texto y obra recogidos  de la “América del centro y del sur en el siglo XIX” de Hermann Wätjen. 
184 Criollo: nacido en el continente americano, del país, pero con un origen africano o europeo.  
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En el siglo XVIII, los criollos retoños americanos de padres españoles, se 

habían encumbrado a una educación superior con gran autoridad social, el 

gobierno de Madrid veía a los españoles de las colonias como hombres de 

segunda clase y desconfiaba de ellos. Todos los cargos superiores y lucrativos 

eran para los españoles netos. Sin embargo la mayoría de los españoles 

coloniales fueron fieles al Rey.  La masa del pueblo se componía en gran parte 

de mestizos indolentes, indios habituados a la obediencia y negros semejantes a 

animales domésticos, para que se pusieran en movimiento tenía que producirse 

una profunda conmoción en la América hispana, los británicos por otra parte 

intentaban aparecer como libertadores, pero estos intentos fallaban, en 1806 

una escuadra inglesa ocupó Buenos Aires, la población consideró  a los ingleses 

como intrusos y el pueblo les obligó a retirarse, así también ocurrió en 

Montevideo. El venezolano Francisco de Miranda185, sostenido por 

Inglaterra, quiso levantar en su patria la bandera de la sublevación. Tras la 

abdicación  del Rey de España y su hijo, y la entrada de José Bonaparte de Rey 

de España, se produjo una enorme impresión en la América del centro y del sur. 

Los hispano-americanos simpatizaban con los sublevados contra los franceses y 

en favor de Fernando VII. Pero al entrar Napoleón en Madrid, y sus decretos 

gubernamentales, las juntas gubernativas asumieron sus funciones, y actuaban 

también en puntos donde seguía actuando la administración española. En las 

juntas coloniales dominaban los monárquicos imbuidos en la idea de conservar 

para Fernando VII las colonias americanas. La retirada de la libertad comercial 

concedida a las colonias fue sentida en la América del sur como una bofetada. 

                                                             
185 Francisco de Miranda: Precursor del movimiento de emancipación de Hispanoamérica (Caracas, 1750 
- San Fernando, Cádiz, 1816). hijo de un comerciante canario que había hecho fortuna en Venezuela.  
Estudió en la Universidad de Caracas y se alistó en el ejército español en 1771. fue arrestado por Bolívar 
y entregado a los realistas, que le enviaron preso a España, donde murió. 
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Cuanto más recibía España el carácter de una provincia francesa mas se iba 

aflojando el vínculo entre ella y sus posesiones ultramarinas. Hubo un momento 

de duda sobre la representación de la autoridad española, si la regencia o las 

Cortes de 1810, o la Junta Central, empezándose a desafiar las órdenes de los 

Virreyes, la ola republicana empezó a tomar importancia. 

Las tropas eran escasas, y sin esperanza de refuerzos procedentes de 

España. Fracasó una sublevación del fanático sacerdote Miguel Hidalgo186, en 

Méjico, frente a los elementos conservadores. Algo semejante aconteció en 

Venezuela, que al establecerse un gobierno republicano desembocó en la guerra 

civil. Por la parte de la libertad estuvieron dos hombres, Francisco de Miranda y 

el criollo Simón Bolívar187. El 26 de marzo de 1812, un terremoto destruyó 

Caracas, y el clero español lo proclamó castigo del cielo, enjambres de 

revolucionarios se pasaron a los monárquicos y Miranda traicionado por sus 

propios oficiales terminó en una cárcel madrileña. Bolívar escapó a la isla de 

Curaçao. 

Simón Bolívar, nació el 24 de julio de 1783 era de familia adinerada y 

viajando por Europa presenció la revolución francesa y el encumbramiento de 

Napoleón. En 1805 juró en el Aventino de Roma ser el liberador de su patria. En 

1813 entró en Caracas como dictador y tomó el pomposo título “libertador de 

la patria”. En 1814 se restauraba por segunda vez en Venezuela la dominación 

de los monárquicos, y Bolívar intentó entonces imponerse en Nueva Granada, 

                                                             
186 Miguel Hidalgo y Costilla: Nació en la Hacienda de Corralejo, en Pénjamo, Guanajuato, el 8 de mayo 
de 1753. Fue enviado a Valladolid (hoy Morelia) a estudiar al Colegio de San Nicolás Obispo, del cual 
llegó a ser catedrático de teología, filosofía y moral y finalmente, rector. En 1792 se ordenó como 
sacerdote, de ideas liberales conspiró a favor de la independencia de México. Falleció en 1811.   

187
 Simón José Antonio de la Santísima Trinidad Bolívar y Palacios Ponte y Blanco, mejor conocido 

como Simón Bolívar, (Caracas, 24 de julio de 1783 — Santa Marta, República de Colombia, 17 de 
diciembre de 1830) fue un militar y político venezolano. 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

144 
 

pero en plenas negociaciones llegó la noticia de que la dominación francesa 

había terminado en España, y que Frenando VII había recobrado el trono. El 

general Morillo188 batió, por tercera vez a los seguidores de Bolívar, que tuvo 

que abandonar el país. Solo el Perú, sede del Virrey Abascal189, permaneció libre 

de convulsiones revolucionarias. Chile se declaró independiente en 1814, pero 

sucumbió a Abascal. En 1810 los republicanos argentinos negaron la obediencia 

a España, aunque reconocieron  a Fernando VII, como soberano legítimo. De la 

Plata la revolución pasó al Alto Perú, y los argentinos bajo el mando del general 

Belgrano190, obtuvieron dos victorias, y después dos grandes derrotas, Belgrano 

tuvo que abandonar Perú a los españoles. 

Las rigurosas medidas del Monarca provocaron nuevas tormentas en la 

América española. Estas tormentas fueron encauzadas por el general José de 

San Martín191, nacido en la colonia de la Plata, empezó sirviendo en Europa y 

distinguiéndose en la guerra en España contra Napoleón. En 1812 regresó a 

Argentina, su primera hazaña fue la creación de un ejército de voluntarios 

argentinos y chilenos, con el cual en 1817 pasó los Andes e inauguró una nueva 

etapa en la lucha entre España y sus colonias.  

                                                             

188 Pablo Morillo (Fuentesecas, España, 1775 - Barèges, Francia, 1837) Militar español, Conde de 
Cartagena y Marqués de la Puerta, llamado a veces el Pacificador por cumplir el encargo de Fernando VII 
de poner orden en las colonias españolas de América. 

189
 José Fernando de Abascal y Sousa (* Oviedo, 30 de mayo de 1743 - † Madrid, 31 de 

julio de 1821), noble, militar y político español, Mariscal de Campo, trigésimo quinto virrey del 
Perú (1806-1816) y primer Marqués de la Concordia Española en el Perú. 
190 Manuel José Joaquín del Corazón de Jesús Belgrano (Buenos Aires, 3 de junio de 1770 – ibídem, 20 
de junio de 1820) intelectual,economista, periodista, político, abogado y militar de las Provincias Unidas 
del Río de la Plata, actual Argentina.. 
191

 José Francisco de San Martín, llamado el Libertador; Yapeyú, hoy San Martín, Corrientes, 1778 - 
Boulogne, Francia, 1850. 
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Bolívar en 1818 fue proclamado presidente de Venezuela, y en 1819 bajo 

la dictadura de Bolívar, se proclamó la republica de Colombia. 

Tras el fracaso de enviar una armada a América, por la rebelión militar 

española de 1820, España ya no estaba en situación de obligar a las colonias a la 

obediencia. 

En julio de 1822 se encontraron Bolívar y San Martín revelándose 

incompatibles los objetivos políticos de los dos, cediendo san Martín, y Bolívar 

acabó la toma del Alto Perú y del Perú. 

Decisiva fue la acción de armas realizada por Sucre192 en Ayacucho, el 9 

de diciembre de 1824, esta batalla aseguró la independencia de la América 

española. En 1829 quedó definitivamente terminada la lucha y la América 

hispana separada de España. En el congreso de Verona se decidió recobrar las 

colonias para España, sin embargo quedó reducida dicha decisión a la ineficacia 

por la oposición de Jorge Canning, ministro inglés de negocios exteriores. Así el 

1 de enero de 1825 había reconocido Inglaterra la independencia de todos los 

países americanos, separados de España. 

Exceptuando las islas de Cuba y Puerto Rico que permanecieron fieles a 

España. 

Puerto Rico y Cuba fueron las dos últimas colonias españolas en el 

Nuevo Mundo; sirvieron como los últimos puestos de avanzada españoles en 

una estrategia para volver a obtener el control del continente americano.  

                                                             
192

 Antonio José de Sucre nace en Cumaná (Edo. Sucre) el 3 de febrero de 1795 y es asesinado en 
Berruecos (Colombia) el 4 de junio de 1830. Oficial (general en jefe) del Ejército de Venezuela, Colombia 
y Ecuador, Gran Mariscal de Ayacucho (Perú). Presidente de Bolivia. Político y estadista. 
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En Cuba los primeros movimientos independentistas tienen lugar en 

1848 con la publicación de «El destino manifiesto»193, según el cual, Cuba debía 

liberarse de España para unirse a Estados Unidos. En 1868 estalla la primera 

guerra de independencia tras el grito de Yara194 (el 10 de octubre), la guerra de 

los Diez Años o Guerra Grande, que dura hasta 1878 con la firma de la paz de 

Zanjón195, y que fracasó ante la pericia militar del general Valeriano Weyler196 y 

las divisiones internas que surgieron en asuntos como la esclavitud, el grado de 

independencia o la vinculación con Estados Unidos. 

En 1895 termina el ciclo económico el azúcar y aparecen las tensiones 

nacionalistas más radicales, capitaneadas por José Martín197, Antonio Maceo198, 

Carlos Céspedes199 y Guillermo Moncada200. En 1898 estalla la guerra con EE. 

UU. en la que Cuba aprovecha para hacer su guerra de independencia. EE. UU. 

declara la guerra tras el hundimiento del acorazado Maine. La intervención de 

EE. UU. precipita la derrota española y Cuba proclama su independencia en 

1899, aunque sufre la ocupación estadounidense. Finalmente Cuba logra su 

independencia y declara la república el 20 de mayo de 1902.    

                                                             
193 La famosa frase “el destino manifiesto” es una frase e idea que expresa la creencia en que Estados 
Unidos de América es una nación destinada a expandirse desde las costas del Atlántico hasta el Pacífico. 
194

 Se entiende por el grito de yara el inicio del proceso independentista de Cuba iniciado por Carlos 
Manuel de Céspedes el 10 de octubre de 1868. 
195 Documento que establece la capitulación del Ejercito Libertador cubano, poniendo fin a la 
llamada Guerra de los Diez Años (1868-1878). 
196

 Valeriano Weyler y Nicolau (Palma de Mallorca, 17 de septiembre de 1838 – Madrid, 20 de 
octubre de 1930) fue un noble, político y militar español, Marqués de Tenerife y Duque de Rubí, Grande 
de España, capitán general de Cuba. 
197

 José Martín (La Habana, 1853 - Dos Ríos, Cuba, 1895) Político y escritor cubano.  inició su actividad 
revolucionaria: publicó una gacetilla El Diablo Cojuelo, y poco después una revista, La Patria Libre, que 
contenía su poema «Abdalá». Fue abatido por las tropas realistas cuando contaba cuarenta y dos años.  
198

 Antonio Maceo (Santiago de Cuba, 1845 - Punta Brava, Cuba, 1896) Militar cubano. Hijo de padre 
venezolano y madre negra de humilde condición. Guerrillero y táctico militar a lo largo de toda la isla. 
Murió en el campo de batalla. 
199 Carlos Manuel de Cespedes (Bayano, Cuba, 1819-San Lorenzo, id., 1874). Revolucionario cubano. 
Nacido en el seno de una familia dedicada a la producción de azúcar. Muerto en el curso de un 
enfrentamiento con las tropas españolas. 
200Guillermo Moncada (nacido el 25 de junio de 1841 en Santiago de Cuba), murió el 5 de abril de 1895.  

http://es.wikipedia.org/wiki/Cuba
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En 1898, durante la guerra hispano-estadounidense, Puerto Rico fue 

invadido y se convirtió posteriormente en una posesión de los Estados Unidos. 

La primera mitad del siglo XX estuvo marcada por la lucha por obtener mayores 

derechos democráticos de parte de Estados Unidos. La Ley Foraker201 de 1900, 

que estableció un gobierno civil, y la Ley Jones de 1917, que otorgó la ciudadanía 

estadounidense a los puertorriqueños, preparó el camino para la redacción de la 

Constitución de Puerto Rico y para el establecimiento de elecciones 

democráticas en 1952; sin embargo, el estatus político de Puerto Rico, un Estado 

libre asociado controlado por los Estados Unidos, sigue siendo una anomalía a 

más de 500 años de que los primeros europeos se asentaron en la isla.  

Es de mencionar que en esta guerra con Estados Unidos, España también 

perdió las Islas Filipinas202. Mediante los acuerdos de París del 10 de 

diciembre de 1898, se concuerda la futura independencia de Cuba, que se 

concretará en 1902, y España cede Filipinas, Puerto Rico y Guam.  

 

15. Alfonso XIII, y la regencia de María Cristina de 

Austria203. 

Alfonso XIII nació el 17 de mayo de1886, y fue Rey de España desde ese 

año, es hijo póstumo y sucesor de Alfonso XII que muere el 25 de noviembre de 

                                                             
201

 Ley Orgánica Foraker del 12 de Abril de 1900,  por el senador Joseph B. Foraker para organizar el 
gobierno civil de Puerto Rico.  
202 Se pierden las Filipinas en 1898, La sustitución del dominio español por el norteamericano engendró 
un profundo descontento en las antiguas colonias. EE.UU. tuvo que hacer frente a una guerra en 
Filipinas (1889-1902) 
203

 Parte del texto está basado en la obra “Los decenios anteriores a la guerra mundial” de Erich 
Brandenburg. Y del mismo autor “Europa después de la guerra mundial”.  
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1885, aunque bajo la regencia de su madre María Cristina de Austria hasta 1902, 

esta muere en 1929. 

La Constitución vigente en su época será la del tiempo de su padre de 

1876. Que seguirá vigente hasta el gobierno del general Miguel Primo de 

Rivera204 en 1923. 

Durante su reinado se perderán los restos de la España Americana, o sea 

Cuba y Puerto Rico y también se perderán las islas Filipinas, frente a los Estados 

Unidos.   

La situación económica era muy mala durante la minoría del Rey Alfonso 

XIII, llevando a disturbios causados por falta de trabajo, en las `provincias 

catalanas la aspiración a una situación autónoma dentro del Estado aumentó en 

progresión creciente, la monarquía se hallaba sin fuerzas, en nombre del Rey 

reinaba la Reina madre María Cristina, en 1902 terminó su regencia. Después 

de ser declarado mayor de edad el Rey ejercía una escasa influencia en el 

gobierno, cayó bajo la dominación de los clericales, entre 1903 y 1904 estuvo de 

jefe del gobierno Antonio Maura205, en enero de 1907 fue por segunda vez 

Presidente del Consejo de Ministros, contra él se coaligaron los demócratas 

liberales y los republicanos, esta coalición le pareció a Maura muy peligrosa y 

tomo medidas violentas. 

Se le sublevaron las tropas en Barcelona, que habían de embarcarse para 

combatir en el Rif. En una semana se asesinaron sacerdotes y monjas y se 

                                                             
204 Miguel Primo de Rivera y Orbaneja (Jerez de la Frontera, 8 de enero de 1870 – París, 16 de 
marzo de 1930) militar, y político. segundo Marqués de Estella y Grande de España. 
205

 Antonio Maura y Montaner; Palma de Mallorca, 1853 - Torrelodones, 1925) Político español. Jefe del 
Partido Conservador y ministro y presidente del Gobierno en diferentes ocasiones durante el reinado de 
Alfonso XIII. 
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destruyeron conventos, entonces Maura suspendió las garantías e hizo votar las 

leyes de excepción, persiguiéndose  a los anticlericales concretamente se ejecutó 

a Ferrer206. Lograron derribar a Maura en 1909. 

El gobierno pasó a manos de los liberales, el nuevo Presidente Moret207, y 

su sucesor Canalejas208, que asumió el poder en 1910, eran liberales. Canalejas 

fue asesinado en Madrid en noviembre de 1912. Al año siguiente El Rey sufrió 

un atentado anarquista, y dio el gobierno a un conservador, Eduardo Dato209, 

que fue Presidente durante casi un decenio. La vida política se prolongó en las 

luchas de partidos y lentamente se verificó la renovación económica del país. 

Frente a una capa superior de la población relativamente escasa, educada 

en política liberal,  se hallaban las masas dominadas por el clero católico, poco a 

poco el comunismo fue ganando muchos partidarios entre los trabajadores, el 

asesinato de Eduardo Dato por unos anarquistas, el 8 de marzo de 1921, fue 

la señal de nuevas luchas. Le sucedió Maura, que atrajo la hostilidad del ejército 

a cuyos jefes achacaba la culpa en los fracasos de la guerra en el Rif. Estalló una 

revuelta militar, y Alfonso XIII declaró el estado de sitio en todo el país, disolvió 

el parlamento y el 16 de diciembre de 1923, proveyó al general Primo de Rivera 

con poderes dictatoriales. A pesar de sus esfuerzos de regeneración y el inmenso 

progreso de la economía y las infraestructuras, la Dictadura fue capaz de 

estabilizar la situación política durante un largo periodo, pero a finales de la 

                                                             
206

 Francisco Ferrer Guardia, (Alella, 10 de enero 1859 – Barcelona, 13 de octubre 1909), fue un famoso 
pedagogo libertario español. 
207

 Segismundo Moret y Prendergast (Cádiz, 2 de junio de 1833 - Madrid, 28 de enero de 1913) fue un 
hacendista, literato y político español. 
208 José Canalejas Méndez (Ferrol, La Coruña, 31 de julio de 1854 - Madrid, 12 de noviembre de 1912) 
fue un abogado y político regeneracionista y liberal español. Siendo Presidente del Consejo de Ministros, 
murió asesinado en un atentado terrorista. 
209

 Eduardo Dato e Iradier; (La Coruña, 1856 - Madrid, 1921) Político español,  prestigioso abogado de 
Madrid. Murió asesinado por tres anarquistas catalanes cuando regresaba del Senado.  
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Dictadura se produjo una crisis política que desprestigió al Rey Alfonso XIII y 

allanó el camino a la II República. Diversos factores explican que la Dictadura 

militar empezara a contemplarse como una solución a la crisis del país entre la 

alta burguesía, gran parte de las clases medias y el ejército: 

Primero: Descontento del ejército tras el desastre de Annual210 y el  afán 

de evitar las consecuencias del expediente Picasso211 para algunos importantes 

generales, entre ellos el general Berenguer. 

Segundo: Auge de los nacionalismos periféricos y ascenso de 

republicanos y del movimiento obrero. 

Tercero: El triunfo del fascismo en Italia tras la Marcha sobre Roma en 

1922 y el ascenso al poder de Mussolini. 

 Miguel Primo de Rivera, Capitán General de Cataluña, se sublevó el 13  

de septiembre de 1923. El golpe contó inmediatamente con la comprensión y el 

apoyo del Rey Alfonso XIII. 

Los sublevados declararon el estado de guerra, la suspensión de las 

garantías constitucionales y  la disolución de las Cortes. El régimen de la 

Constitución de 1876 era sustituido en medio de la indiferencia popular y sin 

apenas resistencia por una Dictadura militar. 

                                                             
210

 La batalla de Annual fue una grave derrota militar española ante los rifeños comandados por Abd el-
Krim cerca de la localidad marroquí de Annual, el 22 de julio de 1921. 
211

 Mediante la Real Orden de 4 de agosto de 1921 el Vizconde de Eza, ministro de la Guerra, nombró al 
general Picasso para que investigara en la propia plaza de Melilla los hechos ocurridos, el desastre se 
reveló de tal envergadura que el gobierno de Allendesalazar (Presidente del Consejo de Ministros, 
ministro de Instrucción Pública y Bellas Artes, de  Fomento y de Marina durante el reinado de Alfonso 
XIII). se vio obligado a dimitir. En agosto de 1921, el Rey Alfonso XIII encarga formar Gobierno a Antonio 
Maura. El Expediente Picasso califica de negligente la actuación de los generales Berenguer (Alto 
Comisario) y Navarro (2º Jefe de la Comandancia General de Melilla) y de temeraria la del 
general Silvestre.  
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Directorio Militar212 (1923-1925): Tras el golpe, el dictador Primo de 

Rivera se constituyó en ministro único, pasando a ser asesorado por un 

Directorio Militar. 

El Directorio Militar tomó rápidamente medidas: Prohibición de la 

bandera y el himno catalán y restricción de la lengua catalana al terreno 

privado. 

Política de "mano dura" en todo lo referente al orden público. 

Formación de la Unión Patriótica, partido único  bajo la dirección de un 

militar. Se trataba de seguir el modelo fascista impuesto por Mussolini en Italia. 

El gran éxito del Directorio tuvo lugar en África. El Desembarco de 

Alhucemas en 1925 puso fin de la resistencia de las cábilas del Rif. Su líder Abd-

el-Krim se entregó a las autoridades del Marruecos francés. El fin de la guerra 

en Marruecos le dió gran popularidad al dictador.  

Directorio Civil213 (1925-1930) A fines de 1925, un gobierno civil, 

presidido por Primo de Rivera, sustituyó al Directorio Militar. En 1927, se 

constituyó una Asamblea Nacional Consultiva214, formada en su mayoría por 

miembros de Unión Patriótica elegidos por sufragio restringido. Esta Asamblea 

                                                             
212

 El Directorio militar estaba compuesto por un general de cada Capitanía General, más el Marqués de 
Magaz, Antonio Magaz y Pers (Contralmirante), en representación del conjunto de las Fuerzas 
Armadas: Adolfo Vallespinosa, Luis Hermosa y Kith, Luis Navarro y Alonso de Celada, Dalmiro Rodríguez 
y Padre, Antonio Mayandía y Gómez, Francisco Gómez-Jordana y Souza, Francisco Ruiz del 
Portal y Mario Muslera y Planes. 
213 El Directorio civil entre los que se encontraban José Calvo Sotelo como ministro de Hacienda, Galo 
Ponte y Escartín como ministro de Gracia y Justicia y Eduardo Callejo de la Cuesta como ministro de 
Instrucción Pública, entre otros.  
214

 La sección primera de la Asamblea, presidida por José Yanguas Messía, con José María Pemán de 
secretario, y Antonio Goicoechea, Víctor Pradera y César Silió, entre sus vocales, presentó en el verano 
de 1928 una propuesta de Carta otorgada. 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

152 
 

fracasó rápidamente en su intento de redactar una Ley Fundamental que hiciera 

el papel de Constitución de la dictadura. 

Se estableció la Organización Corporativa del Trabajo, especie de 

sindicato que trataba de arbitrar entre patrones y obreros. La oposición a la 

Dictadura abarcaba un amplio espectro político: algunos liberales y 

conservadores; republicanos, socialistas, anarquistas, intelectuales, y 

movimiento estudiantil. 

Tras el crash de la bolsa de Nueva York, en 1929,  los problemas 

económicos se extendieron con gran rapidez por el mundo. El descontento 

social, con la vuelta de los movimientos huelguísticos, vino a acrecentar la 

oposición a la Dictadura. 

 Anciano, enfermo y sin apoyos sociales, el 27 enero de 1930, Primo de 

Rivera presentó su dimisión al monarca, quién se apresuró a aceptarla. Dos 

meses después, el dictador fallecía en el exilio en París. 

Le sucedió el general Berenguer215 pero no pudo ganar al ejército y a los 

trabajadores, en marzo de 1930 los trabajadores hicieron una huelga general, el 

gobierno proclamó el estado de sitio y la detención de los jefes, y los motines en 

el ejército iban siendo cada vez mas importantes, un gabinete de concentración 

conservadora bajo el Almirante Aznar216 no pudo crear una verdadera paz, 

resolviendo el Rey convocar nuevo parlamento para junio de 1931. Las 

elecciones municipales de abril concedieron a los republicanos y socialistas una 

                                                             
215 Dámaso Berenguer, militar y político español (San Juan de los Remedios, Cuba, 1873 - Madrid, 1953). 
Un levantamiento militar intentó en Jaca la proclamación de la República, ante tales dificultades, 
Berenguer renunció en 1931. 
216

 Juan Bautista Aznar-Cabañas (n. Cádiz; 1860 –† Madrid; 1933) fue un marino y político español. 
En 1931 fue llamado para sustituir al general Dámaso Berenguer como jefe del que sería el último 
gobierno de la monarquía de Alfonso XIII de España. 
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victoria tan aplastante que Alfonso XIII decidió abandonar el país. El 14 de abril 

de 1931 fue proclamada la república. 

El parlamento estaba trabajando en la redacción de una Constitución 

democrática y declaró fuera de la Ley al Rey huido, como reo de alta traición. 

 

16. La segunda república217: 

El nueve de diciembre de 1931, en el Palacio de las Cortes Constituyentes, 

se decreta y sanciona la Constitución republicana firmada por el Presidente de 

las Cortes, Julián Besteiro218. Tiene varias novedades entre las cuales está el 

sufragio universal que da el derecho de voto a la mujer, y la promesa de crear 

autonomías. Los catalanes proclamarán el Estatuto de Nuria219. Cataluña 

accederá a la autonomía en 1932. El País Vasco también tendrá su estatuto pero 

ya en plena guerra civil.  Una novedad, en la Constitución, el Ejecutivo queda 

supeditado a las Cortes.  

La República Española se proclama en 14 de abril de 1931. En España. 

Grupos como el Partido Republicano Progresista de Alcalá Zamora220, 

o el Partido Conservador de Miguel Maura221, o la Confederación Española de 

                                                             
217

 Texto en parte y base del estudio en la obra “En los umbrales de una nueva edad” bajo la dirección 
de José María Jover Zamora. Catedrático de historia moderna de la universidad de Madrid. 
218

 Julián Besteiro Fernández (Madrid, 21 de septiembre de 1870 – Carmona, 27 de septiembre de 1940) 
catedrático y político español. 
219

 la Generalitat  preparó un proyecto de Estatuto, el conocido como Estatuto de Núria, que fue 
plebiscitado por los ciudadanos catalanes el 2 de agosto de 1931. El Estatuto de Cataluña fue aprobado 
por amplia mayoría: 
220 Niceto Alcalá-Zamora y Torres (Priego de Córdoba, España, 6 de julio de 1877 – Buenos 
Aires, Argentina, 18 de febrero de 1949) político español, primer presidente de la Segunda República 
Española. No quiso regresar a España. 
221

 Miguel Maura y Gamazo, (Madrid, 1887-Zaragoza, 1971) Político español. Hijo de Antonio Maura. 
Combatió la dictadura de Primo de Rivera. Ministro de Gobernación en el Gobierno provisional de la 
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Derechas Autónomas (CEDA), el Partido Radical y el Partido Agrario son los 

defensores de los intereses de la derecha. 

Por la izquierda están los partidos: PSOE, POUM y PCE; y los anarquistas 

de la FAI y la CNT. 

La república se proclamó tras unas elecciones municipales, en las que 

ganaron mayoritariamente los partidos republicanos de izquierda. 

La derecha tratará de consolidar la revolución liberal con un régimen 

democrático. La izquierda tratará de fomentar las transformaciones sociales 

hasta conseguir una revolución social. 

La proclamación de la república no supuso el cambio automático de la 

estructura social del país, pero la oligarquía burguesa perdió el control de sus 

órganos de gobierno. 

Nada más proclamarse la república se producen dos crisis: una en 

octubre cuando dimiten Zamora y Maura debido al explícito laicismo 

constitucional; y una segunda crisis que tiene como protagonistas a los radicales 

de Alejandro Lerroux222 y a los socialistas de Largo Caballero223, que se 

enfrentan por el poder. 

El nuevo gobierno republicano se vio obligado inmediatamente a pelear 

en dos frentes, por la derecha contra los monárquicos, cuyo jefe mandó detener, 

                                                                                                                                                                                   
segunda República (1931). Fundó el Partido Republicano Conservador. Exiliado al producirse el 
alzamiento de 1936, regresó a España en 1953. 
222 Alejandro Lerroux García. Político español (La Rambla, Córdoba, 1864 - Madrid, 1949). Militó desde 
joven en las filas del republicanismo radical,  En las elecciones de 1936 ni siquiera salió elegido diputado 
y, cuando aquel mismo año estalló la Guerra Civil (1936-39), prefirió ponerse a salvo en Portugal. 
Regresó a España en 1947. 
223

 Francisco Largo Caballero, nacido en Madrid el 15 de octubre de 1869, y fallecido en París el 23 de 
mayo de 1946, sus restos fueron trasladados a España el 8 de abril de 1978. 
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y por la izquierda contra los comunistas que querían una república de consejos 

como la rusa, practicando una feroz propaganda contra la iglesia y el clero, 

gran número de iglesias y conventos fueron destruidos, tuvieron lugar 

gran número de luchas callejeras, finalmente las tropas del gobierno 

permanecieron victoriosas. Al año siguiente la crisis económica creciente y la 

falta de trabajo condujeron a nuevas sublevaciones comunistas, la población 

campesina se adhirió en parte a los comunistas que les habían prometido el 

reparto de las propiedades territoriales. 

En septiembre de 1932 el parlamento acordó una reforma agraria que no 

significaba otra cosa que una expropiación de los grandes propietarios sin 

indemnización. El poder creciente de los comunistas y la debilidad del gobierno 

hizo creer a los monárquicos que había llegado el momento de intentar un golpe 

que falló y que sin embargo les produjo mayores persecuciones por parte del 

gobierno.  

El 2 de octubre de 1934 cesó la posibilidad de una convivencia política 

normal, el cinco de octubre del mismo año grupos políticos importantes salieron 

fuera del juego legal lanzándose de lleno a una acción revolucionaria, la razón de 

ser de esta actitud fue exclusivamente política, a consecuencia de las elecciones 

celebradas el 10 de noviembre de 1933 contaba el parlamento con una mayoría 

de centro derecha, en su núcleo principal estaban el Partido radical, capitaneado 

por Alejandro Lerroux, y la Confederación Española de Derechas Autónomas 

(C.E.D.A.), cuyo jefe era José María Gil Robles224, este último partido era el 

de mayor importancia numérica en las Cortes, y sostenía a la coalición 

gobernante, le correspondía la Presidencia del gobierno, pero solo 

                                                             
224

 José María Gil Robles y Quiñones; Salamanca, 1898 - Madrid, 1980) Político español. Licenciado en 
Derecho por Salamanca. Abogado. 
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obtuvo tres carteras, la crisis ministerial de los primeros días de octubre era 

plenamente constitucional, la crisis interna del partido socialista se había 

agravado. Una lucha entre la postura revolucionaria y la más democrática y 

evolucionista que personalizaba el profesor Besteiro a la cabeza de la unión 

general de trabajadores. Venció aquella cuyo vocero era Largo Caballero, y la 

revolución de octubre quiso ser un movimiento exclusivamente socialista. 

La importancia del movimiento subversivo de octubre, crece cuando se le 

contempla en su perspectiva histórica. Así en Asturias fue necesaria la 

ocupación de casi toda la provincia, con operaciones militares en toda regla, en 

ambos aspectos revolución y conquista, la de Asturias prenunciaba la guerra de 

España de dos años después; el fracaso de la república como régimen de 

convivencia política dejaba a España escindida en dos bloques de difícil, sino 

imposible colaboración. De esto parte lo que precipitaría la guerra civil. Alcalá 

Zamora escribió “Que aquello solo podía ser el acelerado prologo parlamentario 

de la guerra civil”. 

Llegamos al 16 de febrero de 1936, con las elecciones que dieron el 

triunfo a una coalición del Frente Popular225, se estrenaba en España el famoso 

“Caballo de Troya” comunista, Las elecciones dieron como resultado muy poca 

diferencia entre los dos bloques, podríamos hablar ya de una España dividida en 

dos. Entrando el país en una fase revolucionaria, ni la vida ni la 

propiedad contaban con seguridad alguna. Se preparó la conquista del 

poder por vía revolucionaria, desde 1933 el partido comunista tenía organizadas 

en Madrid y casi todas las capitales de provincia unas milicias anti fascistas, 

                                                             
225Frente popular es el nombre de las coaliciones electorales entre partidos que manifestaban una 
sensibilidad marxista y antifascista que abarca desde sectores de la clase media a las fuerzas populares 
de base trabajadora. Se formaron en la década de 1930 y sus componentes principales eran partidos 
de izquierda Marxista (socialistas y comunistas), y en ocasiones los radicales. 
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obreras y campesinas militarmente encuadradas. Y son de carácter comunista 

los planes de acción del movimiento revolucionario que ahogó el movimiento 

nacional de 1936. 

Frente a la revolución marxista, ya desde los días de Asturias, una fuerte 

corriente de opinión en la derecha española pensaba en la inutilidad de la acción 

parlamentaria, lo que se extendió mucho en cuanto se vieron las primeras 

actuaciones de las Cortes y del gobierno del frente popular. En 14 de marzo de 

1936 llegó el general Mola226 a Pamplona y fue el verdadero artífice de la 

sublevación militar. El 23 de junio el general Franco227 que se encontraba en 

Santa Cruz de Tenerife, en un último esfuerzo para evitar la guerra, se dirigió en 

carta al Ministro de la guerra y Presidente del gobierno Casares Quiroga228, 

subrayando la gravedad del proceso revolucionario, concretamente de la 

situación interna del ejército, pero no surtió resultado alguno. El ambiente iba 

cargándose de día en día. En la madrugada del 13 de julio el asesinato de 

Calvo Sotelo, jefe de la oposición monárquica parlamentaria, por los propios 

agentes de la autoridad, vestidos de uniforme, vino a volcar las últimas 

decisiones. 

El alzamiento comenzó en Melilla el 17 de julio por la tarde, le siguió 

inmediatamente Ceuta y Tetuán. El 19 procedente de Canarias llagaba a esta 

última el general Franco, que tomó el mando de las tropas de África. 

                                                             
226

 Emilio Mola Vidal (Placetas, Villa Clara, Cuba, 9 de julio 1887 – Alcocero de Mola, Burgos, España, 3 
de junio de 1937) militar español,  relevante durante la dictadura de Primo de Rivera y la II República 
Española, 
227 Francisco Franco Bahamonde (Ferrol, La Coruña, 4 de diciembre de 1892 – Madrid, 20 de 
noviembre de 1975), Jefe del Estado español de 1939 a 1975.  
228

Santiago Casares Quiroga (La Coruña, España, 1884 - París, Francia, 1950) político galleguista y 
abogado español. 
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El resultado del alzamiento hacía ya prever la perspectiva de una guerra. 

Los jefes militares sublevados dominaban importantes zonas pero tierras en su 

mayoría de producción agrícola. Mientras en la capital y en Barcelona tenían la 

gran reserva demográfica y el oro del Banco de España. La industria pesada 

estaba en el norte, controlaban casi toda la escuadra e importantes elementos de 

aviación. La guerra comenzaba como algo exclusivamente español pero este 

conflicto no quedaba aislado en el complejísimo ambiente internacional del año 

1936.  

Tras tres años de guerra sangrienta y larga podemos esquematizar el 

final de la guerra en el año 1939 con los siguientes datos: 

Enero de 1939: toma de Barcelona por los nacionales. 

Febrero: Convenio secreto Jordana-Berard229, entre la España nacional y 

Francia. Francia y Gran Bretaña reconocen el gobierno de Franco. 

Marzo: Formación del Consejo de Defensa Republicano y sucesos de 

Madrid. Tratado de amistad y no agresión entre España y Portugal. Adhesión de 

Franco al pacto anti Komintern. Ocupación de Madrid por los nacionales. 

Tratado de amistad entre Alemania y España. 

Abril: Día 1 fin de la guerra civil española con la derrota de la república y 

la victoria total de la España Nacional. Estados Unidos reconoce el gobierno de 

Franco 

Agosto: Constitución por Franco del Primer gobierno nacional de paz. 

                                                             
229

 Convenio Jordana-Berard fue uno por el que el gobierno francés obtenía una promesa 
de neutralidad española, mientras que a cambio el franquismo era reconocido por Francia como 
gobierno legítimo de España. Pacto concluido el 25 de febrero de 1939. 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

159 
 

 

17.  El régimen nacional. Franco230:  

Francisco Franco y Bahamonde Jefe del Estado español durante el 

régimen nacional de 1939-75 (El Ferrol, 1892 - Madrid, 1975). Eligió la carrera 

militar, terminando en 1910 sus estudios en la Academia de Infantería de 

Toledo. 

Ascendió rápidamente por méritos de guerra, gracias a la situación bélica 

de Marruecos, en donde permaneció destinado entre 1912 y 1926, con breves 

interrupciones: En 1923 era ya jefe de la Legión, y en 1926 se convirtió en el 

general más joven de Europa. 

La brillante carrera de Francisco Franco continuó bajo distintos 

regímenes políticos: con la dictadura de Primo de Rivera llegó a dirigir la 

Academia General Militar de Zaragoza (1928); con la Segunda República 

participó en la represión de la Revolución de Asturias (1934), fue comandante 

en jefe del ejército español en Marruecos (1935) y jefe del Estado Mayor Central 

(1936). El gobierno del Frente Popular le alejó a la Comandancia de Canarias, 

puesto que ocupaba al estallar la guerra civil. 

Desde el punto de vista constitucional, se desarrollaron una Leyes 

Fundamentales (que compusieron una especial Constitución). No se redactaron 

todas a la vez si no a lo largo del franquismo: La primera Ley fundamental es el 

Fuero del Trabajo de 9 de marzo de 1938. 

                                                             
230 Tomado parte del texto y basado en la obra “Guerra y neutralidad de España” de Fr. Luis María de 
Lojendio. O.S.B. monje de Leire, oficial de prensa extranjera durante la guerra en le cuartel general del 
general Franco, y organizador y primer jefe de la oficina de información diplomática del Ministerio de 
Asuntos Exteriores. 
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La Ley Constitutiva de las Cortes de 17 de julio de 1942, modificada por la 

Ley Orgánica del Estado de 10 de enero de 1967, decreto 779/1967 de 20 de abril 

(BOE de 21 de abril). 

El Fuero de los Españoles de 17 de julio de 1945, modificado por L.O. del 

Estado de 10 de enero de 1967. 

La Ley de Referéndum de 22 de octubre de 1945. 

La Ley de Sucesión en la Jefatura del Estado de 26 de julio de 1946. 

Ley de Principios del Movimiento Nacional de 17 de mayo de 1958. 

Ley Orgánica del Estado de 1 de enero de 1967. 

De ideas conservadoras, Franco valoraba sobre todo el orden y la 

autoridad. Desconfiaba del régimen parlamentario, del liberalismo y de la 

democracia, a los que creía causantes de la «decadencia» de España en el siglo 

XX; su postura era representativa del grupo de militares «africanistas» que 

veían en el ejército la quintaesencia del patriotismo y la garantía de la unidad 

nacional. 

Por tales razones Franco se sumó, aunque a última hora, a la 

conspiración preparada por varios militares para sublevarse contra la República 

en julio de 1936 (el día 17 en la Península y el 18 en África, donde estaba Franco, 

razón por la que el régimen identificó más tarde esta última fecha -el 

Alzamiento- como su momento fundacional). 

Fracasado el golpe de Estado, se abrió una guerra civil que duraría tres 

años y que llevaría a Franco al poder. Tras pasar el estrecho de Gibraltar al 

frente del ejército de África, Franco avanzó por la Península hacia el norte. El 1 
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de octubre de 1936, sus compañeros de armas, reunidos en una Junta de 

Defensa Nacional en Burgos, le eligieron jefe político y militar del bando 

sublevado. 

Franco dirigió la guerra con criterios conservadores, muy alejados de la 

guerra rápida que propugnaban las doctrinas estratégicas modernas. La unidad 

impuesta en su bando contrastaba con los enfrentamientos que desangraban al 

bando republicano; la disciplina y la profesionalidad de sus fuerzas, con la 

politización y el voluntarismo de sus enemigos; si a esto se une la ayuda militar 

que le prestaron la Alemania nazi y la Italia fascista, puede explicarse la victoria 

que Franco consiguió en 1939 (1 de abril). 

Terminada la guerra civil, Franco impuso en toda España un régimen de 

nuevo cuño, inicialmente alineado con los fascismos de Hitler y Mussolini, que 

eran sus aliados e inspiradores. A pesar de ello, no comprometió del todo a 

España en la Segunda Guerra Mundial (1939-45), pues, dada la debilidad en que 

se encontraba el país, no consiguió de Hitler las desmesuradas compensaciones 

que pretendía por su apoyo (entrevista de Hendaya); tan sólo envió tropas 

voluntarias a combatir junto a los alemanes contra la Unión Soviética (la 

División Azul). Terminada la guerra con la derrota de las fuerzas del Eje, aliadas 

de Franco, su régimen sufrió un cierto aislamiento diplomático, pero consiguió 

mantenerse, rentabilizando su anticomunismo radical en el contexto de la 

«guerra fría»231. 

                                                             
231  La Guerra Fría fue el enfrentamiento ideológico que tuvo lugar desde 1945 (fin de la Segunda Guerra 
Mundial) hasta el fin de la URSS (que ocurrió entre 1989 con la caída del muro de Berlín y 1991 con 
el golpe de Estado en la URSS), entre los bloques occidental-capitalista liderado por Estados Unidos, 
y oriental-comunista liderado por la Unión Soviética. 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

162 
 

En lo político, Franco instauró desde el principio un régimen  personal de 

carácter autoritario, sin una ideología definida más allá de su carácter 

confesional (católico), unitario y centralista (contra toda autonomía regional), 

reaccionario y conservador (los partidos y los sindicatos de clase fueron 

prohibidos). Copió de sus modelos fascistas la idea de una jefatura carismática 

unipersonal (con el apelativo de Caudillo), de un partido único (el Movimiento 

Nacional) y de un corporativismo (sindicato vertical). 

La necesidad de homologarse con los países occidentales y de reforzar la 

alianza con Estados Unidos le llevó a una progresiva liberalización económica a 

partir del Plan de Estabilización de 1959232. 

Los años sesenta <<con los «planes de desarrollo>> y la influencia 

política del Opus Dei233 fueron de rápido crecimiento económico, 

industrialización, apertura y urbanización: las mejoras materiales fueron 

impresionantes (Lo que vino a llamarse “milagro de la economía española”). 

Franco separó la jefatura del Estado de la Presidencia del Gobierno y 

nombró a Luis Carrero Blanco y Pichot234 en junio de 1973 Presidente del 

gobierno, el cual fue  asesinado el 20 de diciembre de 1973 en un atentado 

perpetrado por ETA en Madrid. Fue hecho duque de Carrero Blanco a título 

póstumo el 22 de diciembre de 1973. 

                                                             
232

 conjunto de medidas económicas aprobadas por el Gobierno español, en 1959. El objetivo del plan 
fue la estabilización y liberalización de la economía española, supuso la ruptura con la política 
de autarquía del franquismo. 
233

 Opus Dei: Institución perteneciente a la Iglesia Católica. Fue fundada el 2 de octubre de 1928 
por José María Escrivá de Balaguer, sacerdote español canonizado en 2002 por el Papa Juan Pablo II. Ha 
sido criticado principalmente de proselitismo agresivo, sectarismo y difusión de actitudes y vínculos con 
grupúsculos ultraderechistas. 
234 Luis Carrero Blanco y Pichot: Nació en Santoña el 3 de marzo de 1903. El 22 de julio de 1967 (siendo 

almirante) fue nombrado vicepresidente del Gobierno. Ayudó a la designación del príncipe Juan Carlos 

como sucesor de Franco como rey.  El 8 de junio de 1973 fue nombrado Presidente del Gobierno. 
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En la Ley de sucesión en la Jefatura del Estado (26 de julio de 1946), 

además de declarar a España constituida en Reino en su artículo 1º, en su 

artículo 6º establece que el Jefe del Estado podrá en cualquier momento 

proponer a las Cortes la persona que estime debe ser llamada en su día a 

sucederle. 

Desde 1969 Francisco Franco había institucionalizado como sucesor al 

príncipe Juan Carlos, nieto del último Rey de España (Alfonso XIII); tal 

previsión sucesoria se cumplió tras la muerte de Franco el 20 de noviembre de 

1975. 

En el testamento político de Franco dice en su párrafo tercero: “Quiero 

agradecer a cuantos han colaborado con entusiasmo, entrega y abnegación en la 

gran empresa de hacer una España unida, grande y libre. Por el amor que siento 

por nuestra Patria, os pido que perseveréis en la unidad y en la paz y que rodeéis 

al futuro Rey de España, Don Juan Carlos de Borbón, del mismo afecto 

y lealtad que a mí me habéis brindado y le prestéis, en todo momento el mismo 

apoyo de colaboración que de vosotros he tenido. “. 

Franco fallece el 20 de noviembre de 1975. 

 

18.  Juan Carlos Iº de Borbón y de Borbón:235 

Nacido en Roma, Italia, el 5 de enero de 1938. Fue proclamado Rey de 

España el 22 de noviembre de 1975, tras la muerte de Francisco Franco, de 

acuerdo con la Ley de Sucesión en la Jefatura del Estado de 1946. La 

                                                             
235

 Parte del texto y obra de Tusell, Javier: Juan Carlos I: la restauración de la monarquía. Temas de Hoy, 
Madrid, 1995. 
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Constitución Española, ratificada por referéndum popular el 6 de diciembre de 

1978 y promulgada el 27 de diciembre del mismo año, le reconoce expresamente 

Rey de España, y legítimo heredero de la dinastía histórica de Borbón, 

otorgándole la Jefatura del Estado. Anteriormente a su coronación, había 

desempeñado funciones interinas en la jefatura del Estado durante la 

enfermedad de Franco. 

Gobiernos de España durante su reinado: 

1.Carlos Arias Navarro236 Entró en el gobierno de Carrero Blanco 

como ministro de Gobernación en 1973; al morir el presidente en un atentado 

terrorista, fue elevado a la Jefatura del Gobierno (1974). Formó un gabinete 

heterogéneo siempre de posiciones ultraconservadoras, con el cual intentó 

lanzar una tímida apertura (el «espíritu del 12 de febrero») que pronto se 

detuvo ante la oposición interna. 

Su gobierno fue muy impopular, debido a su carácter inmovilista y 

contradictorio, las dificultades económicas del momento (crisis del petróleo) y 

los múltiples conflictos que le acarreaba su incomprensión de la situación 

agónica del régimen (conflicto con el Vaticano a propósito del obispado de 

Bilbao…). Tras la muerte de Franco en 1975, el Rey Juan Carlos le confirmó 

como Presidente del Gobierno a fin de subrayar la estabilidad en la dirección del 

Estado; pero, contrario a aceptar la transición a una democracia plena, fue 

sustituido en ese cometido por Adolfo Suárez en 1976. 

                                                             
236Carlos Arias Navarro: Político español (Madrid, 1908-1989). Licenciado en Derecho por la Universidad 
de Madrid, funcionario del Ministerio de Justicia y ejerció de  fiscal en Málaga y Madrid. Luchó en el 
bando nacional durante la Guerra Civil de 1936-39, Desde 1944 fue gobernador civil y jefe provincial del 
Movimiento en León, Santa Cruz de Tenerife y Navarra; desde 1957, director general de Seguridad; y 
desde 1965, alcalde de Madrid. 
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De 1974 a 1976 presidió las primeras reformas democráticas. Sus 

continuas desafecciones al ritmo e intensidad de los cambios impulsados por el 

monarca hicieron que el 1 de julio de 1976, tras una tensa reunión con el Rey, 

Arias Navarro presentara finalmente su dimisión. Fue hecho marqués de Arias 

Navarro, con grandeza de España el 2 de julio de 1976, por el Rey.  

2.Adolfo Suárez González.237 Nació en Cebreros (Ávila, España) en 

1932. Se licenció en Derecho en la Universidad Complutense de Madrid y se 

inició y formó como político en el ámbito del Movimiento Nacional. Desempeñó 

diferentes cargos dentro de las estructuras del régimen franquista de la mano de 

Fernando Herrero Tejedor238. En 1958, pasó a formar parte de la Secretaría 

General del Movimiento ascendiendo, en 1961, a Jefe del Gabinete Técnico del 

Secretario General. Fue Procurador en Cortes por Ávila en 1967 y un año más 

tarde Gobernador Civil de Segovia. En 1969 fue Director General de 

Radiodifusión y Televisión, donde ya había desempeñado otros cargos entre 

1964 y 1968, permaneciendo en el cargo hasta 1973. Luego de la muerte de 

Franco, fue designado Secretario General del Movimiento e integró el gabinete 

de Arias Navarro. 

Contando con el apoyo del Rey Juan Carlos I, quien lo llamó 

personalmente, durante la Transición (1976-1978), fue designado como 

Presidente el 3 de julio de 1976. Fue comisionado para terminar con el régimen 

                                                             
237

Adolfo Suarez González: Licenciado en Derecho en la Universidad Complutense de Madrid, se inició y 
formó como político en el ámbito del Movimiento Nacional. Fue Presidente tres veces, en 1976 
nombrado por el Rey, y en 1977 y 1978 por elecciones generales libres. Hoy sufre de una terrible 
enfermedad, Alzheimer, por la cual siquiera recuerda haber sido Presidente. 

238
 Fernando Herrero Tejedor (n. Castellón de la Plana, 30 de agosto de 1920 - f. Villacastín, España, 12 

de junio de 1975) político español, ministro y secretario general del Movimiento Nacional. 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

166 
 

franquista, y para ello se dictaron normativas que establecieron amnistías 

políticas que permitió el regreso a España de numerosos exiliados. 

Presentó el proyecto de Reforma Política, en el que también trabajaron 

Fernández Miranda239, Osorio240 y Lavilla241, convocando a elecciones, pero 

conciliando con la oposición, que aún era fiel a Franco. Por esta ley, se creaba un 

Congreso y un Senado elegidos por el pueblo con voto universal. Debía ser 

aprobado por los dos tercios de las Cortes. El proyecto fue presentado a los 

mandos militares el 8 de septiembre de 1976. Se incluía en este nuevo ideario, la 

libertad de expresión, la participación de todos los sectores políticos y la libertad 

sindical, que se concretó el 1 de abril de 1977. Ese mismo día se suprimió por 

decreto la Secretaría General del Movimiento. Poco después se ratificaron 

pactos internacionales sobre libertades civiles, económicas, políticas y 

sindicales. Suárez consiguió el reconocimiento del partido comunista el 9 de 

abril de 1977.  

Los comicios fueron convocados para el 15 de junio de 1977, Suárez, se 

presentó por el partido Unión de Centro Democrático (UCD) que agrupaba a 

varias fuerzas de centroderecha (demócratas-cristianos, liberales, social-

demócratas e independientes) y se alzó con el triunfo con el 34 % de los 

sufragios. 

                                                             
239

Torcuato Fernández-Miranda Hevia (Gijón, 10 de noviembre de 1915 – Londres, 19 de junio de 1980) 
político español, estratega del proceso de Transición en España. Duque de Fernández-Miranda (03-05-
1977), Presidente del Gobierno de forma interina a finales de 1973, tras el asesinato de Carrero Blanco.  
240 Alfonso Osorio García (Santander, Cantabria, 13 de diciembre de 1923) político español. Ministro de 
la Presidencia con el primer gobierno del Rey Juan Carlos I y posteriormente vicepresidente segundo del 
Gobierno con Adolfo Suárez,  
241 Landelino Lavilla Alsina (Lérida, 1934) jurista y político español durante la Transición Española. 
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Para avanzar con el régimen de autonomías, como forma de autogobierno 

se otorgó el Estatuto preautonómico a Cataluña, el 29 septiembre 1977 y al País 

Vasco, el 31 diciembre 1977. 

Los Pactos de La Moncloa242, entre los diferentes sectores 

parlamentarios, permitieron mejorar la economía y reducir el proceso 

inflacionario. 

Las nuevas Cortes democráticas elaboraron la Constitución de 1978, 

que fue sometida a referéndum. Aprobada por las Cortes Generales el 31 de 

octubre de 1978, fue refrendada por el pueblo español el 6 de diciembre; 

sancionada y promulgada por el Rey el día 27 y publicada el 29 de diciembre de 

1978, día que entró en vigor. 

Nuevamente se consagró vencedor en las elecciones del 3 de marzo de 

1979, pero en este período contaría con menor respaldo político. Un mes más 

tarde, en las elecciones municipales, la izquierda pasó a liderar los principales 

ayuntamientos, y dejó de contar con el apoyo del Rey, y de su propio partido. El 

problema económico del país, evidenciado en los paros, y en las elevadas tasas 

de inflación habían contribuido a su desgaste.  El 29 de enero de 1981, Suárez 

presentó su renuncia. El 25 de febrero de 1981 el Rey le hizo  duque de Suárez. 

Recibió el Premio Príncipe de Asturias de la Concordia en 1996, y fue nombrado 

por Juan Carlos I, Caballero de la insigne Orden del Toisón de Oro, en 2007. 

3. Leopoldo Calvo-Sotelo y Bustelo243 (UCD) Fue nombrado 

ministro de Comercio en el primer gobierno de la Monarquía restaurada (bajo la 

                                                             
242 acuerdos firmados en el Palacio de la Moncloa durante la transición española el 25 de 
octubre de 1977 entre el Gobierno de España de la legislatura constituyente. con el objetivo de procurar 
la  estabilización del proceso de transición al sistema democrático, así como adoptar una política 
económica que contuviera la galopante inflación que alcanzaba el 47%. 
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presidencia de Arias Navarro, 1975-76). Se mantuvo en el gabinete al pasar la 

presidencia del mismo a Adolfo Suárez, con el cual ocupó la cartera de Obras 

Públicas (1976-77). Fue presidente del gobierno de España entre febrero de 1981 

y diciembre de 1982, durante su investidura parlamentaria (que requirió dos 

votaciones, al no obtener mayoría absoluta en la primera) se produjo el asalto de 

un grupo de militares al Congreso, que formaba parte de un intento fallido de 

golpe de Estado (23 de febrero de 1981). Durante su mandato, la decisión más 

relevante fue la adhesión de España a la Organización del Tratado del Atlántico 

Norte (OTAN), que fue muy disputada por la oposición dirigida por el Partido 

Socialista Obrero Español. En su corto periodo se abortaron las últimas 

intentonas golpistas. Le fueron concedidos por el Rey los títulos de primer 

marqués de la Ría de Ribadeo, con Grandeza de España el 24 de junio de 2002, 

y el de caballero de la orden de Carlos III. 

4. Felipe González Márquez244 del Partido Socialista Obrero Español 

(PSOE). Los hechos más destacables de su larga presidencia fueron el ingreso en 

la OTAN, del que antes era opositor y que fue revalidado por un referéndum en 

1986, el ingreso en la Unión Europea y la celebración de los Juegos Olímpicos 

de Barcelona 1992. Su profunda modernización económica y social apoyada por 

sucesivas mayorías absolutas se vio empañada en sus últimos años por una 

                                                                                                                                                                                   
243

 Leopoldo calvo-Sotelo y Bustelo: (Madrid, 14 de abril de 1926 - Pozuelo de Alarcón, Madrid, 3 de 
mayo de 2008) Ingeniero de Caminos (por la Universidad de Madrid, 1951) y sobrino del político 
ultraconservador José Calvo Sotelo, asesinado en 1936, se formó en política durante el régimen de 
Franco: siendo estudiante militó activamente en las Juventudes Monárquicas, en la Acción Católica 
Nacional de Propagandistas Cristianos y en el Sindicato Español Universitario (SEU). Ingresó en Reforma 
Democrática (el partido de Fraga) 
244 Felipe González Márquez: Nació en Sevilla, el 5 de marzo de 1942 Presidente del gobierno entre 
1982 y 1996. Procedente de una familia modesta, se licenció en Derecho por la Universidad de Sevilla 
(1966), ciudad en la que trabajó algún tiempo como abogado laboralista. En 1964 ingresó en el Partido 
Socialista Obrero Español, con el que participó en la lucha contra el régimen de Franco desde la 
clandestinidad (la persecución policial le hizo asumir el sobrenombre de Isidoro). Ascendió rápidamente 
en el partido, accediendo a su Comisión Ejecutiva en 1970. (1982–1996): 
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profunda crisis económica, un estado de corrupción generalizado y su posible, 

aunque no demostrada, implicación en el GAL, una trama de terrorismo de 

Estado contra ETA. En lo referente a sus relaciones con el monarca, la 

percepción externa es que fueron bastante cordiales, aunque ocurrieron hechos 

puntuales como un escándalo de espionaje ilegal a diversas figuras entre las que 

se encontraba el Rey. 

La aprobación de la Ley de despenalización del aborto respondió a la 

voluntad de cumplimiento por parte del Gobierno Socialista de su oferta en su 

primer programa electoral. Este incluía como uno de sus puntos más relevantes, 

dentro de su compromiso de cambio para modernizar la sociedad, la 

modificación del Código Penal, despenalizando el aborto. Así, existe por primera 

vez en España una Ley de Interrupción Voluntaria del embarazo, si 

exceptuamos la Ley en la Generalitat de Catalunya durante el período de la 

Segunda República (Diciembre de 1936, en plena Guerra Civil Española).  

5. José María Aznar López245 del Partido Popular (PP), En 1979, 

destinado a Logroño, se afilió a Alianza Popular (AP), obteniendo algunos meses 

después la secretaría general del partido en La Rioja. 

Al cabo de tres años, en 1982, es elegido diputado a Cortes por Ávila, 

haciéndose con la presidencia de Castilla y León en las elecciones autonómicas 

de 1987. Como consecuencia de la retirada de Manuel Fraga Iribarne de la 

política activa, en 1989 Aznar asumió el cargo de presidente del Partido Popular 

(PP). Su logro más importante en este período fue el de organizar, alrededor de 

esta formación que sustituía y continuaba el legado de AP, el espacio de 

                                                             
245

 José María Aznar López: Nacido en Madrid, el 25 de febrero de 1953. Presidente del gobierno entre 
1996 y 2004. Se licenció en derecho por la universidad complutense de Madrid en 1975, presentándose 
entonces con éxito a oposiciones para el cuerpo de inspectores de Finanzas del Estado. 
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centroderecha en España con políticos procedentes de Unión de Centro 

Democrático (UCD). 

Con vocación de ocupar el centro político, Aznar se proyectó en el plano 

nacional e internacional: fue nombrado vicepresidente de la Unión Democrática 

Internacional y de la Unión Democrática Europea. Con tal bagaje le disputó la 

presidencia del Gobierno a Felipe González en 1993, pero salió derrotado por un 

estrecho margen de votos. Sin embargo, en las generales de 1996, en el 

momento de mayor descrédito del PSOE, continuamente agobiado por graves 

escándalos de corrupción: dueño de una mayoría relativa, tuvo que pactar con 

los nacionalistas catalanes y vascos para obtener su primera investidura en el 

Congreso de los Diputados. Este primer mandato se caracterizó por una política 

de liberalización económica, con la privatización de las principales empresas 

públicas. Los buenos resultados de la misma, que situaron a España a la cabeza 

de las naciones que cumplieron con las condiciones para incorporarse al euro, 

facilitaron sobremanera su reelección en el año 2000, esta vez por mayoría 

absoluta. 

Sin embargo, en esta segunda legislatura empezaron a surgir toda clase 

de problemas: sus medidas en el terreno educativo, social y laboral alentaron las 

primeras protestas de envergadura (huelga general en junio de 2002). 

Posteriormente, los problemas suscitados por su enfrentamiento directo con los 

nacionalistas vascos, la grave crisis del Prestige, la guerra de Irak, y, sobre todo, 

las consecuencias de los atentados del 11-M, propiciaron la caída del PP en las 

elecciones generales de 2004. Su política se caracterizó por éxitos económicos: 

déficit cero, fuerte creación de empleo, privatizaciones y crecimiento sostenido 

por encima de todos los países de su entorno, apoyado en las ayudas europeas, 
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la bonanza económica y la privatización de empresas públicas, lo que le permitió 

cumplir los criterios de convergencia con el euro. Los principales hitos de su 

presidencia fueron la plena integración de España en la estructura militar de la 

OTAN, la entrada en vigor del euro como moneda oficial (2002) y el apoyo 

diplomático a la invasión de Iraq por EE. UU. En líneas generales, tanto con 

Felipe González como con José María Aznar, a medida que la Transición a la 

democracia iba dejando paso a varias décadas de normalidad democrática, se 

observaba que el papel político del Rey disminuía. 

6. José Luis Rodríguez Zapatero246 (PSOE) (2004–2011). Es el 

quinto Presidente del Gobierno de España desde la Transición, tras su victoria 

en las elecciones generales de 2004. Fue Presidente del Gobierno de España (IX 

Legislatura), tras revalidar su cargo en las elecciones generales de 2008. En las 

elecciones de 2004 el PP conservó la confianza de su electorado (obtuvo 9,6 

millones de votos, prácticamente los mismos que en 1996, y sólo 700.000 

menos que en la mayoría absoluta de 2000), pero el PSOE obtuvo 10,9 millones, 

2 millones más que en 2000, la mayor cifra de votos alcanzada por un partido 

en la historia de la democracia española hasta entonces. 

Algunas de las principales medidas de su gobierno han sido la retirada de 

las tropas españolas de Iraq, el envío de tropas a Afganistán, la promoción de la 

Alianza de Civilizaciones, la legalización del matrimonio homosexual, la Ley de 

la promoción de la autonomía personal y atención a las personas en situación de 

dependencia, la Ley para la igualdad efectiva entre mujeres y hombres, la 

                                                             
246 José Luis Rodríguez Zapatero: Nacido en Valladolid, España, el 4 de agosto de 1960. José Luis 
Rodríguez Zapatero se licenció en derecho por la Universidad de León en 1982. Ejerció en la misma 
universidad como profesor de derecho constitucional, y desde 1986 ocupó un escaño, por las listas del 
Partido Socialista Obrero Español (PSOE), en el Congreso de Diputados, del que formó parte 
sucesivamente de las comisiones de Justicia e Interior, Constitucional, del Defensor del Pueblo y de 
Administraciones Públicas, en la que era portavoz de su grupo. 
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creación de los Juzgados de violencia sobre la Mujer, una nueva regularización 

de inmigrantes, el intento de proceso de paz con ETA, la Ley antitabaco o la 

reforma de Estatutos de Autonomía, como el de Cataluña. 

Tras las elecciones de 2008, antes del inicio de la IX Legislatura, 

Zapatero afirmó que sus prioridades serían "la lucha contra la desaceleración 

económica" y "acordar con el PP y con los demás grupos la política 

antiterrorista, la reforma constitucional y la renovación de la justicia". De la 

misma forma trataría de consolidar la política social llevada a cabo en la 

anterior legislatura. 

Zapatero no logró la mayoría absoluta en la investidura por lo que se 

sometió a una nueva votación el día 11 de abril, en la que fue investido 

Presidente del Gobierno por mayoría simple. En esta segunda vuelta obtuvo 169 

votos a favor (PSOE), 158 en contra (Partido Popular, Esquerra Republicana de 

Catalunya y U. P. y D.) y 23 abstenciones (CiU, PNV, IU, ICV, BNG, CC, NaBai). 

Tras prometer su cargo ante el Rey Juan Carlos I, José Luis Rodríguez 

Zapatero anunció oficialmente las personas que se sentarían en el Consejo de 

Ministros. Es la primera vez en la historia de España que el Consejo de 

Ministros estuvo formado por una mayoría de mujeres (9 mujeres frente a 8 

hombres). 

Durante su mandato España sufrió una crisis económica muy aguda. 

Quisieron ver la causa en una crisis mundial, pero mientras otros países de 

Europa se reponían España seguía sin levantar cabeza. La corrupción llegó a 

límites extraordinarios, se registraron gran número de casos de corrupción en 

todo el Estado español, no ya solo en el partido en el gobierno sino también en 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

173 
 

los que se encontraban en la oposición. Aunque la justicia trabajaba para 

solucionarlo, los casos se multiplicaban de forma asombrosa. 

El 4 de marzo de 2010 se publicó en el B.O.E., la nueva Ley sexual 

reproductiva y de la interrupción voluntaria del embarazo. Que entrará en vigor 

el 5 de julio del mismo año. Que permite el aborto de chicas de 16 y 17 años con 

solo el consentimiento de uno de los progenitores. Establece un plazo de 14 

semanas para que las mujeres, "sin interferencia de terceros", puedan abortar 

libremente. Asimismo, tendrán la posibilidad de interrumpir su embarazo hasta 

la semana 22 si "existe grave riesgo para la vida o la salud de la embarazada" o 

"riesgo de graves anomalías en el feto". 

La Ley también permite abortar en cualquier momento del embarazo si 

se detectan "anomalías fetales incompatibles con la vida" o cuando se descubra 

en el feto "una enfermedad extremadamente grave e incurable en el momento 

del diagnóstico y así lo confirme un comité clínico". 

Los sindicatos mayoritarios CC.OO. y UGT llamaron el miércoles, 29 de 

septiembre de 2010, a la huelga general, la quinta de la Democracia, y  

convocaron más de 100 manifestaciones por toda España en rechazo de lo que 

consideran un viraje a la derecha de las políticas económicas del Gobierno, en 

especial, contra su reforma laboral. La convocatoria responde a una 

acumulación de medidas que, a juicio de los sindicatos, han desplazado el eje de 

las políticas del Gobierno hacia la derecha. Además de una llamada contra un 

despido más fácil y barato, la temporalidad abusiva, que a su juicio tienen su 

semilla en la reforma laboral, los sindicatos rechazan la congelación de las 

pensiones y la 'carta blanca' concedida a los empresarios en la negociación 

colectiva.  
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Estas medidas fueron tomadas por el gobierno de Zapatero por la ingente 

deuda del país,247 y la terrible crisis económica que estaba viviendo España. 

Europa obligó a España a tomar medidas importantes respeto concretamente a 

su deuda. Fuga de capitales y más déficit exterior. La inversión extranjera 

directa cae hasta el 1% del PIB, el nivel más bajo en 15 años; las subidas fiscales 

disparan la fuga de dinero; el déficit exterior sube hasta el 6,8% del PIB y la 

deuda externa supera el billón de euros.  

El 4 de diciembre de 2010 se declaró el estado de alarma por primera vez 

en la democracia a tenor del art. 16 de la Constitución española que dice: 

“1. Una Ley orgánica regulará los estados de alarma, de excepción y de 

sitio y las competencias y limitaciones correspondientes.248 

2. El estado de alarma será declarado por el Gobierno mediante decreto 

acordado en Consejo de Ministros por un plazo máximo de quince días, dando 

cuenta al Congreso de los Diputados, reunido inmediatamente al efecto y sin 

cuya autorización no podrá ser prorrogado dicho plazo. El decreto determinará 

el ámbito territorial a que se extienden los efectos de la declaración.”. 

El estado de alarma se puede decretar cuando se produzca alguna de las 

siguientes alteraciones graves de la normalidad: 

Grave riesgo, catástrofe o calamidad pública, tales como terremotos, 

inundaciones, incendios urbanos y forestales o accidentes de gran magnitud. 

                                                             
247 El Banco de España prevé un déficit público del 8% hasta 2010. Por su parte, el FMI prevé que la 
deuda pública se dispare hasta el 80% el próximo año, el doble que en 2007. España se enfrenta a una 
nueva degradación de su deuda soberana. 
248 Artículos 4 a 10 de la Ley Orgánica 4/1981 de 1 de junio.  
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Crisis sanitarias, tales como epidemias y situaciones de contaminación 

graves. 

Situaciones de desabastecimiento de productos de primera necesidad. 

Paralización de servicios públicos esenciales para la comunidad y 

concurra alguna de las circunstancias o situaciones anteriores. 

Por los sucesos acaecidos durante el puente de la Constitución de 2010 en 

que los controladores aéreos hicieron huelga paralizando los vuelos aéreos de 

todo el país. 

El sábado 4 de diciembre de 2010 el Gobierno de España declara, por 

primera vez en 35 años de la historia de la democracia española, el estado de 

alarma con motivo del cierre del tráfico aéreo por la ausencia de controladores 

aéreos. 

Se vieron afectadas más de 600.000 personas, lo que ha supuesto una 

pérdida de negocio para las empresas dedicadas al turismo. Con esto se 

pretendió obligar a los controladores aéreos a realizar su trabajo, amparándose 

en el artículo 10 de la Ley Orgánica 4/1981 de 1 de junio249, de los Estados de 

Alarma, Excepción y Sitio, y por el cual se les podría aplicar penas de prisión al 

desobedecer a un mando militar. El Consejo de ministros aprobó en su reunión 

de 3 de diciembre de 2010 la militarización del control aéreo en caso de 

                                                             
249

 Artículo 10. de la L.O. 4/1981 de 1 de junio dice: 
Uno. El incumplimiento o la resistencia a las órdenes de la autoridad competente en el Estado de Alarma 
será sancionado con arreglo a lo dispuesto en las Leyes. 
Dos. Si estos actos fuesen cometidos por funcionarios, las autoridades podrán suspenderlos de 
inmediato en el ejercicio de sus cargos, pasando, en su caso, el tanto de culpa al juez, y se notificará al 
superior jerárquico, a los efectos del oportuno expediente disciplinario. 
Tres. Si fuesen cometidos por autoridades, las facultades de estas que fuesen necesarias para el 
cumplimiento de las medidas acordadas en ejecución de la declaración de Estado de Alarma podrán ser 
asumidas por la autoridad competente durante su vigencia. 
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"necesidad urgente". La medida no significa que los controladores civiles 

puedan ser sustituidos por militares, sino que pasarían a recibir órdenes de los 

mandos militares designados a tal efecto. Incluso los controladores "quedarían 

sujetos a las normas establecidas por el Código Penal Militar". 

El Congreso de los Diputados aprobó el 16 de diciembre de 2010, con los 

votos a favor del PSOE y los nacionalistas catalanes, vascos y canarios, la 

prórroga por un mes del estado de alarma decretado por el Gobierno ante el 

plante de los controladores aéreos. El PP se abstuvo. 

El 20 de noviembre de 2011 perdió el PSOE las elecciones generales, 

dejando por lo tanto de ser Presidente del gobierno Zapatero, y siendo 

nombrado poco después Presidente del gobierno Mariano Rajoy. 

 

7 Mariano Rajoy Brey,250 (2011-actualidad). 

El Partido popular ganó las elecciones generales el 20 de noviembre de 

2011, y su presidente Mariano Rajoy fue nombrado Presidente del Gobierno. 

Es también presidente del Partido Popular, y líder de la oposición 

parlamentaria durante las legislaturas VIII y IX. Anteriormente, Rajoy sirvió 

como ministro en los gobiernos de José María Aznar en  varias carteras entre 

1996 y 2003, y fue Vicepresidente del gobierno de 2000 a 2003. 

Entre 2003 y 2004, cuando fue elegido Presidente del Partido Popular, 

desempeñó el cargo de Secretario General. 

                                                             
250 Mariano Rajoy Brey: Nacido en Santiago de Compostela el 27 de marzo de 1955, licenciado en 
derecho por la universidad de Santiago de Compostela (1977) y registrador de la propiedad (1978) fue 
nombrado Presidente del Gobierno de España

 
en la jura de su cargo ante el Rey el 21 de 

diciembre de 2011, tras ganar el P.P. las elecciones generales por mayoría absoluta. 
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Como Presidente del gobierno ha sido ya en el poco tiempo que lleva el 

motor de un presupuesto muy austero, criticado por los socialistas y apoyado 

por los demás países de Europa,  dentro de su política de austeridad se 

encuentra la reforma laboral251 que ha traído mucha oposición de los sindicatos 

que han convocado una huelga general y manifestaciones el día 29 de marzo de 

2012. Ha reducido el sueldo de los directores de banco que reciben dinero 

público, la aportación a los sindicatos en un  33% y a los partidos políticos. 

Quiere poner un límite a los sueldos de los alcaldes y presidentes de las 

diputaciones252, y una ley de responsabilidad de los políticos que gasten más de 

lo permitido por los presupuestos. Todas estas medidas de austeridad que son 

necesarias y promovidas por la unión europea le han costado al P.P. ganar las 

elecciones autonómicas en Andalucía sin lograr la mayoría absoluta, lo que le 

supone no llegar a gobernar la autonomía Andaluza frente al PSOE y a IU 

unidos, y perderlas en Asturias. Sin embargo no llega a reducir el déficit 

público253 a las exigencias de la U.E., que era de 4,4% del PIB para dejarlo 

finalmente en un 5,3% del PIB acordado con el Eurogrupo254. Ya que los 

socialistas lo dejaron en 2011 en 8,51% del PIB, aunque habían declarado un 

tanto por ciento bastante inferior, y del 9,3% en 2010. 

Ha tenido el gobierno que recortar en gastos de sanidad para salvar lo 

que queda de la seguridad social, que se hacía insostenible, para ello ha buscado 

una fórmula de copago de recetas en relación con la renta de cada individuo, y 

                                                             
251

 Real Decreto-ley 3/2012, de 10 de febrero, de medidas urgentes para la reforma del mercado 
laboral. 
252 Ley de transparencia. 
253 Dentro del déficit público se encontraría una parte originada por el Estado, otra por las Comunidades 
Autónomas y otra por los Ayuntamientos, siendo el déficit público la suma de todas ellas. 
254

 El Eurogrupo congrega al menos una vez al mes a los ministros de Economía y Finanzas de los Estados 
de la Unión cuya moneda es el euro, al presidente del Banco Central Europeo, al Comisario europeo de 
Asuntos Económicos y Monetarios, y a su propio presidente, 
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ha dado luz verde a la subida de las tasas en la enseñanza para poder mantener 

esta. Son medidas muy impopulares pero el peso del extremo gasto público 

anterior las hace necesarias, con el tiempo se verá si estas formulas de ahorro 

del gasto publico dan resultado, por otro lado se intenta dar créditos a los 

autónomos y pymes para que no sigan hundiéndose y creando más desempleo, 

con alicientes para emplear a trabajadores en paro y jóvenes.  
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TESIS: 

 

Capítulo I. La Nobleza. 

 

A. CONCEPTOS:  

a- Concepto de nobleza:  

El término nobleza procede de la voz latina “Nobilitas”, de “nosco, ere”, 

conocer, reconocer. Lleva consigo la idea de dignidad, excelencia, grandeza, 

sublimidad. O sea lo conocido por notorio, digno de alabanza, por su virtud. 

Es objetivamente “la clase social formada por aquellas personas dignas de 

ser conocidas por su virtud y méritos propios o heredados”. Siguiendo a 

Armengol en su “heráldica”255, podemos definir nobleza como: una clase social 

compuesta de personas, que por su nacimiento o por concesión del soberano, 

disfrutan de ciertos privilegios honoríficos que las distinguen de los demás 

ciudadanos. Añadiremos también con Armengol que es principalmente 

“distinción”. Se distingue lo que sobresale, socialmente hablando. Sin embargo 

la nobleza es una “distinción heredada”. Aparte la concesión real, son los hijos 

nietos y demás sucesores de los personajes eminentes los que vinculan en la 

familia la distinción del ascendente. Cuando los méritos se repiten en varias 

                                                             
255 “Heráldica” de Alejandro de Armengol y de Pereira. 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

180 
 

generaciones se van acumulando distinciones por herencia constituyendo la 

“nobleza social” y predominando el elemento herencia, siendo el mayor aprecio 

de esta hidalguía su mayor antigüedad, que representa su mayor arraigo en el 

país. Llegando por lo tanto a la distinción heredada en que las personas nacen 

nobles en sus familias, a la nobleza social, natural o de sangre, personificado en 

el  “gentil hombre” o “hidalgo”. 

Debemos hablar también de la nobleza por concesión del Príncipe, siendo 

el poder real fuente de toda distinción salvo la nobleza heredada, que no puede 

conferir. Así Armengol reconoce cuatro clases de nobleza: 

1)- La nobleza de sangre, cuyo nacimiento se pierde en la oscuridad de los 

tiempos. 

2)- La nobleza notoria, por la posesión prolongada, por los ascendientes, 

del estado de nobleza. 

3)- La nobleza concedida por títulos. 

4)- La nobleza adquirida por cargos o funciones públicas, cuyo ejercicio 

en ciertos tiempos permitía a los titulares el ingreso en la nobleza. “Esta no se 

considera realmente nobleza”. 

La clase noble, se remonta a lo inmemorial, en todas las civilizaciones 

conocidas existe una clase dominante que se eleva por encime de las restantes, 

ya en la civilización egipcia (véase Menes, primer faraón del antiguo Egipto de 

aproximadamente el año 3000 antes de Cristo), en Sumeria (véase el poema de 

Gilgamesh, cuyo héroe es el Rey de Uruk, corresponde al año aproximado de 

2700 antes de Cristo). En los antiguos pueblos, todos mantienen esta distinción, 
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podemos en todos hablar de auténtica clase noble, en occidente como en oriente 

así los brahmanes256 en la india, los eupátridas257 en Atenas.  En España ya 

existe en la cultura Celta, en la Ibera y en la Tartésica, ya la mantiene el imperio 

romano con sus patricios (de patres nobleza de sangre y cerrada) y nobles, ya en 

la cultura visigótica, y los señores en la edad media. 

Se contrapone al pueblo llano, a los plebeyos, los que no son de esa casta 

elevada. Para integrarla debemos establecer las pautas de la adquisición de la 

nobleza. 

La nobleza inmemorial, es aquella que se remonta a tiempos muy 

antiguos, no se tiene constancia de su constitución, si bien es patente su 

existencia, no es necesaria probar su adquisición, y es una nobleza de sangre 

hereditaria. Aunque la nobleza de sangre puede tener un comienzo en varios 

(tres según el fuero de España), actos de nobleza adquirida. 

La nobleza adquirida lo puede ser de diversas maneras, por voluntad real, 

por conquista. 

En la edad media se configura nuestra nobleza, una clase dirigente, 

normalmente guerrera es la que ostenta la más alta dignidad, y esta es la clase 

noble. Las campañas contra los musulmanes configuran una nobleza que se 

forma en los campos de batalla, son los caballeros cristianos integrados en 

órdenes de caballeros monjes, así nacen las órdenes de caballería tanto de 

                                                             
256  el bráhmana es el miembro de la casta sacerdotal en la cultura de castas de la 
India. los brāhmanas son la casta superior. Dicen ser portadores del mismo Brahman, el poder sagrado 
que sostiene el universo. El hinduismo clasifica a las personas dentro de la sociedad en cuatro 
grandes grupos. En forma general, casta se refiere a cualquier forma de estratificación que pone énfasis 
en factores heredados o de nacimiento del individuo para clasificarlo socialmente. 
257 Eupátridas: Antiguas familias eolias fugitivas de los Heráclidas. Diccionario Enciclopédico Vox 1. 2009 

Larousse Editorial, S.L. 
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ámbito internacional como las nacionales, las primeras nacen con las cruzadas 

en el próximo oriente, las segundas con las cruzadas en tierras de España, 

contra los musulmanes y otras en Europa en las cruzadas contra las herejías que 

se propagan desde oriente. La nobleza guerrera es la llamada también nobleza 

“antigua”. En este panorama se forma una jerarquía luchadora, en ella la 

cúspide vendrá ocupada por el Rey luego los títulos del reino correspondiente, 

son los cargos militares, administrativos que forman esa sociedad, son 

nombrados entre los nobles, estos son los duques ( o duces, jefes del ejército), 

Los marqueses ( o condes de las marcas, o fronteras), los condes ( o comités, los 

delegados, los gobernadores, los enviados), los vizcondes ( los que hacen las 

veces de conde a falta de estos), los barones ( de origen germánico258, son los 

señores), y los señores, de sénior en latín , son los que poseen jurisdicción sobre 

bienes y gentes. Todos los citados son de origen latino salvo los barones como ya 

se especifica. Esta es la nobleza de Roma, de Bizancio, es la también llamada 

“burocrática o cortesana”. Y la medieval que es la llamada señorial originaria del 

feudalismo. Con los Caballeros y los Hidalgos forman la nobleza, que puede ser 

de privilegio o de sangre. 

La nobleza de privilegio tiene su origen en la voluntad real, son los 

nombrados por el Rey. 

La nobleza de sangre es la que se adquiere por sucesión de un noble que 

la pueda transmitir, conociéndose o no su origen por ser muy antigua en 

algunos casos, en este supuesto es inmemorial. 
                                                             

258Se puede decir que en la Edad Media y en distintos dialectos e idiomas antiguos germánicos como 

el franco, baron era el varón libre, con posible calidad de noble. Con los merovingios se emplea para 

significar hombre poderoso o marido. En la época feudal, designa a un señor ilustre gozando de todos 

los derechos feudales en perfecta plenitud, es decir un señor feudal. 
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La nobleza puede ser personal, o hereditaria, o por solo varias 

generaciones, es decir que se extingue con la persona o persiste en las demás 

generaciones. La de sangre es hereditaria. La de privilegio se puede convertir en 

de sangre con tres actos nobles consecutivos, o sea con tres generaciones de 

nobles de privilegio. Estas normas se mantienen en las actuales Asociaciones de 

la nobleza y en la concesión, sucesión y rehabilitación de títulos nobiliarios. Se 

mantuvieron durante miles de años y ahora con la desaparición del “antiguo 

régimen” también. 

La nobleza en España pervive a lo largo del tiempo, sin solución de 

continuidad, y a lo largo de la historia de España solo se contempla la supresión 

de los títulos nobiliarios en dos ocasiones: 

1. Con la primera república en el decreto de 25 de mayo de 

1873, restablecidos en la propia citada república con el decreto de 25 de 

junio de 1874, si bien la concesión no correspondía al Rey sino a las 

Cortes. 

Luego se restablece la concesión real con la restauración por Real 

Decreto de 6 de enero de 1875, y ratificada por el artículo 54 de la 

Constitución de 1876. 

2. En la segunda república por decreto de 1 de junio de 1931, 

ratificado por ley de 30 de diciembre del mismo año. Que no reconoce las 

distinciones y los títulos nobiliarios en la Constitución de 9 de diciembre 

1931 en su artículo 25, párrafo 2º. 

Los títulos nobiliarios serán restablecidos por Ley de 4 de mayo de 

1948 que deroga el decreto de 1-6-1931 y la Ley de 30-12-1931 ya citados. 
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LA NOBLEZA Y LOS NOBLES: 

 

La nobleza que se mantiene a través de los siglos en la Europa cristiana, 

se basa en los principios del cristianismo, la máxima nobleza es la de la 

Santidad, los principios informadores de la nobleza son los de la Caballería, 

valentía, sacrificio, defensa del  débil, de las doncellas, etc. La actuación 

desinteresada, así como Dios nos da todo sin pedir nada a cambio que es la 

concepción cristiana, así el noble es desprendido, desinteresado. 

La máxima nobleza es indudablemente la de Dios, a su semejanza 

intentan los hombres tener algunas de sus cualidades. Los Santos son la máxima 

nobleza humana  en la religión y en la vida cotidiana. Los Reyes harán 

maravillas para emparentar con santos como san Isidro, del que quieren 

descender.  El máximo nivel lo logra el Rey Santo San Fernando III o su primo 

San Luis de Francia.  

Esta misma concepción será la del mahometanismo, del islam, ambas 

religiones se basan en la Biblia, la Guerra Santa lleva directamente al muerto en 

ella al cielo. Las cruzadas serán las guerras santas del cristianismo, allí se fragua 

la primera nobleza que hoy conocemos, según los historiadores. Es la entrega, la 

de la propia vida a una empresa noble, en ayuda de los demás de la cristiandad, 

la Gran orden del Temple será famosa porque sus componentes se entregan a la 

ayuda a los peregrinos sin pedir nada a cambio de hecho nada les pertenecía 

privadamente sino a la orden. Luchaban sin recompensa aparente sino la 

satisfacción de ayudar al débil. 
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La nobleza crea instituciones  e ingresa en religión, grandes santos serán 

de esta clase, Santo Domingo de Guzmán259, San Ignacio de Loyola260, San 

Francisco Javier261, etc.… pertenecen a la nobleza. Son valores superiores los 

que mueven a estas personas a destacar del resto de los mortales, los valores 

superiores de la Caballería.  

En su intento de ridiculizar al hidalgo, Cervantes nos pinta  los valores 

del noble en la persona de Don Quijote, el caballero hidalgo andante, que 

persigue a la injusticia, defiende débiles y doncellas, lucha contra el mal. Sin 

esperar recompensa material alguna. 

Podemos hablar de las virtudes de la caballería que deben ser las de la 

nobleza: 

Virtudes de un Caballero era parte del código de caballería de la época 

medieval. No hay una lista de virtudes definitiva, pero entre los más 

importantes están: 

Valor 

Justicia 

Misericordia 

Generosidad 

Fe 

Nobleza 

Esperanza 

                                                             
259

 Santo Domingo de Guzmán Garcés O.P. (Caleruega, provincia de Burgos, Reino de Castilla; 1170 –
 Bolonia, Sacro Imperio Romano Germánico, 6 de agosto de 1221) Sus padres fueron Félix Núñez de 
Guzmán y Juana Garcés (llamada comúnmente Juana de Aza). De la antigua nobleza, nace en la torre de 
los Guzmanes en caleruega como ya se ah dicho. 
260 Ignacio de Loyola (Azpeitia, 24 de octubre de 1491 – Roma, 31 de julio de 1556) Hijo menor de los 
trece del Señor de Loyola. 
261 Francisco de Jasso Azpilcueta Atondo y Aznares de Javier, más conocido como Francisco de 
Javier o Francés de Jasso (* 7 de abril de 1506 –†3 de diciembre de 1552), nació en el castillo de Javier. 
El padre de San Francisco de Javier, Juan de Jaso, era presidente del Real Consejo de los Reyes 
destronados Juan de Albret y Catalina de Foix, 
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Lista Extendida de Posibles Virtudes de un Caballero: 

Pureza, Caridad, Código de Caballería, Compasión, Cortesía, 

Determinación, Diligencia, Resistencia, Perdón, Buena aclamación, Utilidad, 

Honradez, Honor, Humildad, Amabilidad, Lealtad, Paciencia, Perseverancia, 

Piedad, Voluntad, Prudencia, Sinceridad, Templanza, Sabiduría. 

Lo que es en sí un Caballero, hombre que se porta con nobleza y 

generosidad. 

Proceder caballeroso. Propio de un Caballero, por su gentileza, 

desprendimiento, cortesía, nobleza de ánimo u otras cualidades semejantes. 

En religión cristiana tenemos lo siguiente: 

El Catecismo de la Iglesia católica trata en tres ocasiones de las virtudes 

teologales. En los números 1812 y 1813 afirma que son virtudes que se refieren a 

Dios de manera directa (como su origen -provienen de Él-, como su motivo y su 

objeto) y sirven para disponer a los cristianos en los diversos aspectos de su 

relación con Dios. De ahí que sean fundamentales en la existencia de los que por 

la gracia son "hijos de Dios": vivifican todas las demás virtudes. En el número 

2086, citando el catecismo romano, indica que el cumplimiento del primer 

mandamiento requiere las virtudes teologales. Y en los números 2656 a 2658 

trata de la relación de las virtudes teologales con la oración: la fe permite el 

entrar en oración, la esperanza del retorno de Jesucristo y la caridad que 

derramada por el Espíritu Santo en el corazón (cf. Rm 5, 5) es la fuente del 

diálogo con Dios.: A saber. 

• Humildad (latín, humilitas) contra el pecado de soberbia   

• Generosidad (latín, liberalitas) contra el pecado de avaricia   

• Castidad (latín, castitas) contra el pecado de lujuria   

• Paciencia (latín, patientia) contra el pecado de ira   
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• Templanza (latín, frenum) contra el pecado de gula   

• Caridad (latín, humanitas) contra el pecado de envidia   

• Diligencia (latín, industria) contra el pecado de pereza   

Además de éstas, se consideran las tres Virtudes Teologales y las cuatro 

Virtudes Cardinales  

Las siete virtudes: 

FE, la primera, porque sin Fe el Caballero no puede saber ni entender las 

cosas invisibles.  

ESPERANZA, la segunda, porque en la Esperanza está el Poder de Dios, 

no en la fuerza, ni en las armas del Caballero.  

CARIDAD, la tercera, porque sin la Caridad, que es el Amor, el Caballero 

será cruel y no tendrá piedad ni misericordia. Y ningún Caballero sin ella podrá 

soportar la carga que debe llevar un corazón noble.  

JUSTICIA, la cuarta, porque sin Justicia un Caballero es injurioso y 

ofendedor, por lo que se destruye a sí mismo.  

PRUDENCIA, la quinta, porque sin Prudencia el Caballero caerá en los 

daños corporales y Espirituales y no tendrá razón, ni entendimiento, ni voluntad 

para mantener el honor de la Caballería.  

FORTALEZA, la sexta, porque sin la Fortaleza el Caballero caerá en la 

Soberbia, la Ira, la Codicia, la Gula, la Envidia y la Lujuria, porque todas ellas le 

engendrarán flaquezas en el Corazón y no le harán digno de ser amado. La 

fuerza corporal no es nada sin Humildad, ni Caridad y la Ira entumece el 

entendimiento, perturba el espíritu y echa de sí a la Iluminación.  

TEMPLANZA, la séptima, porque sin Templanza no tendrá medida en 

comer, beber, hablar, vestir y porque sin esta Virtud no se honra a la Caballería.   
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La práctica de todas ellas, conducirán al Conocimiento y a la Sabiduría 

porque proceden de Dios. 

Indudablemente la nobleza se cristianiza y es la religión la que va a 

especificar las virtudes de aquella. 

En Derecho Canónico parece que no puede permanecer, sin abuso de la 

Iglesia la regla de no admitir para los cargos y los beneficios más que a los 

nobles, como opinan canonistas como Barbosa y Felino. 

No obstante las prerrogativas que en tiempos más pretéritos unían 

ciertas prerrogativas a la condición de noble, eran muy legítimas y a veces de 

utilidad como refirió el sabio Tomasino de la Iglesia de Lyon en la que en 1245 

había 72 canónigos, de los cuales uno era hijo de Emperador, nueve de Reyes, 

catorce de duques, treinta de condes y veinte de barones afirmando que esta 

iglesia primada atrajese a otras con su ejemplo a la misma práctica y quizás ella 

misma siguió el ejemplo de alguna otra, aunque se cree que fue por motivos 

religiosos y no por intereses mundanos ya que la piedad de personas poderosas 

eran un buen reclamo para otras.  

Hoy en día los valores de la nobleza se pueden encontrar en los de 

Hidalgos de España que están recogidos de los principios del humanismo 

cristiano y la hidalguía y son: 

 Generosidad 

 Honradez 

 Templanza 

 Liderazgo e Iniciativa 

 Valor 

 Lealtad 
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 Vocación de servicio 

 Sin olvidar un fuerte compromiso con la cultura e historia de España.262 

 

LA NOBLEZA PRECRISTIANA: 

Antes de cristianizarse Europa ya existía la nobleza como clase, la 

podemos ver en las antiguas civilizaciones, ya en Roma ya entre los Germanos. 

Algunos valores son también parecidos a los posteriores cristianos, pero 

la cristianización los va cambiar radicalmente. 

Haremos referencia a distintas civilizaciones precristianas:  

 

PUEBLO JUDÍO 

Moisés habla de la nobleza en el libro del Deuteronomio. En el Levítico se 

dice que el sumo sacerdote no mezclará la sangre de su linaje con gente plebeya. 

Se entiende por nobles aquellos que eran conocidos y distinguidos del 

común de las gentes los cuales fueron nombrados Príncipes y Tribunos para 

gobernar al pueblo judaico. 

En los libros de la Torá se habla de la Tribu de Leví de donde provienen 

los Cohanim o Sacerdotes que dirigían las ceremonias religiosas en el primer y 

segundo templo. Además se habla del nombramiento de Reyes (no 

necesariamente como cargo hereditario), además de existir el nombramiento de 

Jueces encargados de asuntos menores. 

 

 

 

                                                             
262

 Estas últimas virtudes están recogidas en el nº 512 de la Gacetilla de la Real Asociación de Hidalgos 
de España en su página 5. 
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LOS PUEBLOS INDOEUROPEOS: 

Lenguas indoeuropeas es el nombre con el que se engloba a un grupo de 

lenguas emparentadas, que deben su parentesco a derivar de la protolengua 

indoeuropea hablada hacia el IV milenio a. C. El parentesco y la idea de que 

dichas lenguas procedían de una fuente común fue reconocido ya por William 

Jones263 en el siglo XVIII, durante el siglo XIX diversos filólogos iniciaron el 

estudio comparado de las lenguas indoeuropeas desarrollando el método 

comparativo que permitió reconstruir ciertos aspectos de la lengua original.  

A través del estudio de ciertas lenguas se ha llegado al convencimiento de 

un pueblo anterior a la propia historia que sería llamado indoeuropeo por su 

localización. Parece que vivían en Europa meridional y Asia, era un pueblo que 

en principio no hablaba indoeuropeo, esta lengua les llegó del norte o del oeste. 

Solo se tiene noticia de la expansión de la lengua indoeuropea en Grecia, Italia, 

Cercano Oriente, Irán e India. Las huellas del origen de la lengua indoeuropea 

desaparecen en las tinieblas de la prehistoria. 

Los más recientes estudios parecen localizar a los indoeuropeos en el 

Cáucaso, y le identifican con la cultura del Kuban.264 Parece que el pueblo 

indoeuropeo se originó en una pequeña zona, y que el impulso inicial partió de 

un reducidísimo grupo de hombres. Un paralelo histórico sería la expansión del 

Islam. Se expandieron sobre pueblos sedentarios cuyos jóvenes solteros se 

unieron a la nobleza guerrera indoeuropea y adoptaron su lengua. 

                                                             
263

 Sir William Jones (1746-1794), señaló acerca del sánscrito, el griego y el latín que “ningún filólogo 
podría examinarlas sin llegar a la conclusión de que las tres derivan de un antepasado común, que quizá 
ya no existe”. Este estudio fue retomado por el filólogo alemán Franz Bopp (1751-1867) fundador de la 
gramática comparativa relacionando el sistema flexivo del sánscrito, con el griego, el latín, el persa y las 
lenguas germánicas.  
264

  Kuban (Ruso: Кубань) es una región geográfica de Rusia meridional el  Río de Kuban, en El Mar 
Negro entre la estepa del  Delta de Volga y El Cáucaso. 
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La sociedad indoeuropea tenía señores de las casas, de las familias y un 

Rey. La estructura social es evidente en la más temprana historia de los pueblos 

indoeuropeos: 

En la India, existían tres castas arias265, Los sacerdotes, los guerreros y 

los comerciantes. Que se superponían a los no indoeuropeos, parece que los 

comerciantes también eran no indoeuropeos en su origen. 

En Irán, había también tres castas: Los sacerdotes, Los guerreros y los 

campesinos. 

Según Cesar, los celtas también tenían tres clases: druidas (sacerdotes), 

guerreros y campesinos (Plebs). 

Según Tácito: Los teutones tenían: Nobiles (guerreros), ingenus (nacidos 

libres) y servi (campesinos tributarios). Estas tribus de las que hablamos eran 

estrictamente monárquicas. 

Tácito también encuentra tres clases en la antigua Escandinavia. 

En Roma y Grecia también existían clases. 

Las clases en los pueblos indoeuropeos se debían a la superposición de 

estos sobre otros pueblos diferentes. Un superestrato indoeuropeo sobre tribus 

no indoeuropeas. Los proto-indoeuropeos solo tenían la clase guerrera.266 

                                                             
265

 Ario: Parece ser que este término fue usado como una auto designación étnica de los proto-indo-
iranios. Desde el siglo XIX viene refiriéndose a los hablantes de proto-indoeuropeo como un conjunto. 
266

  El término proto-indoeuropeos se refiere a los individuos pertenecientes a una etnia o grupo de 
etnias del período calcolítico y la primera Edad de Bronce, que hablaban variantes del idioma 
protoindoeuropeo y compartían una cultura material y patrones culturales similares. El genetista 
italiano L. L. Cavalli-Sforza llevó a cabo un análisis de componentes principales de la frecuencia de 
ciertos marcadores genéticos del ADN de los europeos,1 determinando que prácticamente toda la 
variación encontrada podía ser explicada a partir de cinco componentes principales.2 El factor o 
componente principal más importante parece relacionado arqueológicamente con las fechas de la 
expansión de la agricultura neolítica en Europa hace entre 10 mil y 6 mil años. Se ha apuntado que el 
tercer componente principal podría estar correlacionado con la expansión de las lenguas indoeuropeas 
en el continente. El segundo componente muestra un gradiente norte sur y se ha relacionado con 
expansión de pueblos urálicos, aunque es difícil asegurarlo.  
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Existían por lo tanto en los pueblos indoeuropeos clases sociales, bien 

definidas, una monarquía, una nobleza, una clase sacerdotal, y otra sumisa 

campesina. 

 

GRECIA 

Teseo267 dividió al pueblo de Atenas en dos clases distinguiendo los 

nobles de los artesanos escogiendo a los primeros como jefes de religión siendo 

los únicos magistrados. 

Antes de Licurgo268, se distinguían en Lacedemonia dos clases de 

ciudadanos que eran los grandes o nobles y los pequeños y plebeyos. Pero 

deseando este legislador borrar las diferencias de clases, abolió todas las 

distinciones, haciendo una distribución igual de las tierras entre todos los 

ciudadanos aboliendo las distinciones entre las personas. 

Solón269 al reformar la República de Atenas dejó las dignidades, el 

mando, el poder, la autoridad y los honores en manos de los nobles y los ricos. 

Se elegían los arcontes, los jueces del Areópago, el senado de los 

Quinientos y todos los principales magistrados y los generales del ejército. 

Se reservaba al pueblo o la plebe los cargos lucrativos o poco honrosos 

con el derecho de sufragio en las asambleas. 

 

 

 

                                                             
267 Teseo: mítico Rey de Atenas, hijo de Etra y Egeo, aunque según otra tradición su padre fue Poseidón, 

el dios del mar, 
268 Licurgo: legislador de Espartano. Se le atribuye la reforma de la sociedad espartana de acuerdo con 
el Oráculo de Delfos, gran parte de la constitución de Esparta. 
269

 Solón (aprox. 638–558 a. C.) poeta, reformador y legislador ateniense, uno de los siete sabios de 
Grecia. Realizó reformas institucionales y el nuevo sistema censitario. 
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ROMA 

La primera división que hizo Rómulo270 de sus vasallos formó el cuerpo 

de la nobleza de personas distinguidas por su mérito, por sus servicios y por sus 

riquezas. Les dió el nombre de patres y formó de ellos un Senado y todo el resto 

de la nación se llamó pueblo, plebs, de donde viene la distinción de los patricios 

y plebeyos. 

Había dos grados de nobleza con relación al nacimiento que eran los 

siguientes: 

Ingenuos que eran los nacidos de padres libres y que habían disfrutado 

siempre de la libertad. 

Gentiles, que tenían gentem et familiam o que descendían de una familia 

antigua: después que los plebeyos fueron admitidos a las magistraturas los que 

eran elevados a ellas participaban de la nobleza que le iba aneja, con la 

diferencia que se les llamaba novi homines, hombres nuevos, para dar a 

entender que habían sido nuevamente ennoblecidos. 

Entre los romanos había ciertos empleos que daban derecho a los que los 

ejercían para hacer su retrato o pintura o escultura, ius imaginum, lo cual 

ennoblecía una familia. Las familias que habían tenido magistrados curules, 

ponían en los atrios de sus casas ciertos armarios con varios nichos y en ellos el 

retrato de alguno de sus mayores en cera con colores al natural. Una línea tirada 

de alto a abajo a la manera de nuestros árboles genealógicos significaba la 

filiación y descendencia. En los entierros se sacaban estos retratos y se llevaban 

en procesión detrás del cadáver a modo de triunfo. 

                                                             
270

  Rómulo (771 a. C. - 717 a. C.) y Remo (771 a. C. - 753 a. C.) fueron los encargados de fundar Roma. 
Pero tras la muerte de Remo finalmente sería sólo Rómulo quien la fundaría. Los historiadores dudan de 
la existencia de estos dos hermanos. 
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También había algunos otros signos exteriores de la nobleza como eran 

las bolitas de oro que se colgaban al cuello de los niños y los cristales que 

llevaban en su calzado. Esto ocurrió en otras civilizaciones antiguas como 

fueron los persas que tenían derecho de ir siempre a caballo. En la antigua India 

que se distinguían por sus trajes de biso. Los atenienses con sus adornos de oro 

en la cabeza. Los bretones por el color azul que se pintaban. 

La nobleza en Roma no estaba deificada, pero sí se hallaba figurada en 

muchos monumentos antiguos como en los siguientes: 

En las medallas del emperador Cómodo se la ve representada, como 

observa Montfaucon, por una mujer en pie con una lanza en la mano derecha. 

Una medalla del emperador Geta la representa en hábito talar, teniendo 

una lanza en una mano y en la otra una figura de Minerva, aludiendo los dos 

modos de adquirir la nobleza, por las armas o por las letras. 

Gravelot coloca una estrella sobre su cabeza o la suerte que preside al 

nacimiento. 

En tiempo de los emperadores romanos se encuentran algún ejemplo de 

nobleza adquirida, no por el ejercicio de alguna alta magistratura, sino por 

concesión imperial, lo que hace subir a época bien remota el ennoblecimiento 

por cartas del monarca dado a conocer posteriormente por Vaines en su obra 

Diccionario razonado de diplomática conocido como protocolo de dignidades 

augustales. 
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LOS CELTIBEROS Y LOS CELTAS: 

Tenían una sociedad muy jerarquizada según demuestran las 

excavaciones realizadas, siguiendo en esto a Alberto J. Lorrio271 que escribe en 

su libro “Los Celtiberos” en el capítulo IV, lo siguiente: “Como se ha podido 

comprobar, la existencia de una sociedad fuertemente jerarquizada está 

plenamente documentada a través de los ajuares funerarios. Sin embargo, la 

posibilidad de poder obtener indicios de esta jerarquización a partir de los 

factores analizados con anterioridad, como la localización espacial de las 

tumbas, resulta enormemente limitado, pues en la mayoría de las ocasiones no 

existe documentación planimétrica alguna ni se realizó la publicación detallada 

de los ajuares individualizados por sepulturas. 

Estas carencias afectan también al tipo de estructura funeraria que, junto 

al ajuar, y en general las ofrendas de diverso tipo depositadas en las sepulturas o 

fuera de ellas, y a la localización topográfica de los enterramientos, constituyen 

los elementos más significativos para poder acceder a la organización social de 

la comunidad a la que se vincularía el espacio funerario. En el caso de las 

estructuras tumulares, la sola inversión del trabajo necesario para 

su construcción les confiere un valor social superior al de los 

sencillos enterramientos en hoyo, aunque no siempre este tipo de 

estructuras alberguen los ajuares de mayor riqueza del cementerio. 

Otros aspectos, sin embargo, pueden constituir asimismo un indicador del nivel 

social del difunto, como es el caso de la elección de un determinado tipo de 

madera o su cantidad para constituir la pira funeraria en la que se llevaría a 

cabo la cremación del cadáver, lo que es conocido a través de las fuentes 

literarias “. 

                                                             
271 “Los Celtiberos”, tesis doctoral de Alberto J. Lorrio, publicada como libro. 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

196 
 

En el capítulo IX, número 1 sigue escribiendo Alberto J. Lorrio: “El 

carácter jerarquizado de la sociedad celtibérica se hace patente a través 

de los ajuares funerarios, documentándose la existencia de una aristocracia 

guerrera confirmada por las ricas panoplias,…”. 

“La existencia de un artesanado especializado estaría constatada por el 

hallazgo de joyas realizadas en oro y, sobre todo, plata (normalmente formando 

parte de tesorillos), fíbulas, broches de cinturón (a veces damasquinados, al 

igual que ciertas espadas) y otros elementos de adorno, generalmente de bronce, 

y por las abundantes armas fabricadas en su mayoría en hierro, todos ellos 

elementos de estatus, evidenciando el gran desarrollo alcanzado por la 

orfebrería y la metalurgia celtibérica halladas en las sepulturas….” 

“La información que ofrecen las necrópolis acerca de la evolución de la 

sociedad celtibérica, que puede seguirse desde el siglo VI al I a.C., resulta, en 

cierta medida, afín al modelo establecido para la sociedad ibérica (Almagro- 

Gorbea 1991a): tumbas aristocráticas en el siglo V a.C., sepulturas de 

guerrero más isónomas272 en las dos centurias siguientes y una tendencia a 

la desaparición de las armas desde el siglo III a.C., que también se documenta 

en ciertas áreas de la Celtiberia, hecho que se ha relacionado con el predominio 

a partir de ese momento de una ideología de tipo cuasi urbano”. 

“La aparición de las élites celtibéricas, cuya presencia está 

perfectamente constatada en las necrópolis, pudo ser consecuencia, según 

Almagro-Gorbea (1993: 146 s.), de la propia evolución  in situ, aunque sin 

excluir por ello la llegada de aportes demográficos externos. De esta forma, la 

                                                             
272 La isonomía es el concepto de igualdad de derechos civiles y políticos de los ciudadanos. Es la 
consigna política que expresaba de la forma más sucinta el carácter propio de la democracia, opuesto al 
ejercicio ilimitado del poder por parte del tirano. Y era el término en uso para designar un régimen 
democrático antes de que el concepto de democracia se generalizara. 

http://es.wikipedia.org/w/index.php?title=Ciudadano_en_la_Antigua_Grecia&action=edit&redlink=1
http://es.wikipedia.org/wiki/Democracia
http://es.wikipedia.org/wiki/Tiran%C3%ADa
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llegada y el desarrollo en la Meseta de una organización de tipo gentilicio -

entendida como una organización familiar aristocrática fundada sobre 

la base de una transmisión hereditaria que se refleja en una onomástica 

específica (Almagro-Gorbea 1995d: nota 3)- pudo reforzar la jerarquización 

latente en la estructura socioeconómica pastoril existente desde la Cultura de 

Cogotas I.”. 

En el número 2 del mismo capítulo IX dice: 

“estos cementerios ponen de manifiesto una sociedad fuertemente 

jerarquizada, en las que las tumbas de mayor riqueza -que alcanzan los dieciséis 

elementos- podrían vincularse con grupos aristocráticos”. 

“. Las tumbas con espada o puñal, que se vincularían con los individuos 

de más alto estatus de la comunidad, como lo confirma asimismo su relación 

con arreos de caballo, debieron constituir igualmente una parte muy pequeña 

del total de enterramientos con armas que, en su mayoría, corresponderían a 

guerreros provistos de una o varias puntas de lanza o jabalina,” 

“La información proporcionada por Aguilar de Anguita refleja la 

existencia de una élite de tipo aristocrático cuyo estatus se manifiesta en la 

rica panoplia que ostenta y por la propia posesión del caballo, confirmada por la 

reiterada presencia de arreos. Como se ha señalado, la posesión de las armas 

quedaría restringida a un número reducido de personas.”. 

Sobre este mismo tema de la existencia de la nobleza en los pueblos 

celtas, seguimos a Eduardo Peralta Labrador273, que con el Título de Los 

Ambactos Galos y Los Ambácticos Cántabros, cita a Estrabón que dice: “Las 

clientelas hispanas aparecen alrededor de los reyezuelos de la nobleza 

                                                             
273 “Los Cántabros antes de Roma” página 150, de Eduardo Peralta Labrador. 
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guerrera: Indibil y Mandonio, Allucio, Retógenes y otros, todos ellos con 

importantes séquitos”. 

“Este era el estado que existía también en la Galia, donde una poderosa 

nobleza guerrera basaba su poder en las clientelas. César menciona las 

nutridas clientelas de que disponían Ambiorix, Vercingetorix, Lucterio, 

Orgetorix, Litarico que estaban formadas por lo que se llamaba la familia 

(Esclavos, deudores, clientes), y los comites compañeros del noble.  

“La otra clase es la de los caballeros (equites), cada uno según su 

nacimiento y su fortuna tiene alrededor de sí, un mayor o menor número de 

ambactos y de clientes”.  

En Irlanda, como en la Galia, existieron dos tipos de vasallos: Los 

vasallos libres, Soer-chéli, y los vasallos no libres, Doer-chéli, en que el nombre 

de vasallo significa también camarada. 

En la Galia la mayor parte de la población cayó en la semi servidumbre 

por deudas, tributos y abusos de los poderosos, y dependían en todo de los 

nobles, equivaliendo a los Doer-chéli irlandeses. 

Los ambactos existían también en otras áreas celtas, Polibio se refiere a 

los ambactos en la Galia Cisalpina a los que llamaba Simperiphenomenoi,(los 

que van alrededor), de estos también ocurrían casos en Celtiberia. 

 

GERMANOS: 

Si nos referimos a los pueblos germánicos podemos hacer reseña de 

Asatrú274. Si bien el término Ásatrú es un neologismo acuñado en el contexto del 

                                                             

 
274 Hay varios conceptos que son comunes a las diferentes culturas germánicas y son los siguientes: 

1. La creencia de que la vida es buena y debe ser vivida con coraje y alegría. 2. Se puede comunicar 

directamente con los Æssir y Vanir. La relación entre los dioses y los hombres es de hermandad y 
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romanticismo nacionalista del siglo XIX, utilizado por primera vez por Edvard 

Grieg en su ópera Olaf Trygvason, de 1870, la práctica religiosa en sí es una 

reconstrucción del culto ancestral de los pueblos germánicos. Los Visigodos lo 

practicaban hasta entrar en el Imperio romano (su conversión al cristianismo 

fue un acto político, destinado a conseguir los favores del emperador romano 

Valente). Otros pueblos que estuvieron en la Península Ibérica, como los suevos, 

practicaron esta religión en Galicia y Asturias. En la Edad media, los vikingos y 

varegos recorrieron toda Europa, incluso llegando a Galicia, Asturias y 

Andalucía. Hubo un embajador musulmán, llamado Ahmad ibn Fadlan, que 

estuvo en contacto directo con los varegos, o rus. Su descripción de las 

costumbres de este pueblo, recogidas en su diario llamado Risala, es una gran 

fuente de información de primera mano. 

Esta religión tiene diferentes modelos de reconstrucción según sus 

diferentes tendencias. La base suele ser a partir del modelo vikingo ya que es el 

que contiene más información. Algunos grupos han reconstruido a partir de 

antiguas tribus como Visigodos, Anglosajones, Teutones, Lombardos, 

Burgundios, etc. 

Ásatrú enseña que el objetivo de vivir es tener una vida útil y valiosa. Los 

ásatrúar valoran la libertad individual, limitada responsablemente. 

Según algunas comunidades Ásatrú y Odinistas se rigen por las nueve 

virtudes, algunas comunidades expresan que son más y otras su ética la 

                                                                                                                                                                                   

armonía, y no de sometimiento y esclavitud. Los dioses y diosas son ambivalentes, pero están 

unidos frente a las fuerzas destructivas. 3. Cada individuo es responsable de sus actos; lo que 

hacemos regresa a nosotros. 4. Culto y simpatía por la Naturaleza. 5. El Hombre no necesita de 

salvación, sino de libertad para enfrentar su destino con coraje y honor. 6. Los hombres están 

conectados con sus ancestros, y a la vez serán parte de sus descendientes. 
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referencia simplemente en el poema del Hávamál. Todas las comunidades 

reconocen este poema como referencia ética 

Estipulan sus valores en nueve nobles virtudes: 

Coraje 

Verdad 

Honor 

Fidelidad 

Disciplina 

Hospitalidad 

Productividad 

Auto-control 

Perseverancia. 

Bastante a menudo se suele resaltar el hecho de que los visigodos eran 

arrianos cuando entraron en la península Ibérica. Pero como bien apunta el 

escritor Jurate Rosales, eran arrianos teóricos, puesto que sus prácticas y modo 

de vida, aún estaba muy basado en tradiciones culturales ancestrales, que 

procedían de su más profundo paganismo. Una de esas tradiciones, fue la 

Geburtsadel o política de nobleza de sangre goda. Mediante esta ley, el 

pueblo visigodo desde sus orígenes, pretendía mantener una casta pura de 

nobleza goda. Que emparentara directamente su estirpe con la línea de 

sangre noble de sus antepasados los dioses. Ahí vemos la importancia 

que para el godo tenía la sangre y su pureza. Y es que como dice un conocido 

aforismo godo; allí donde yo esté, mientras yo esté, es una tierra goda. Para los 

visigodos el conservar la pureza de sangre era una cuestión de ley, 

penada con la muerte. Solo el monarca Leovigildo, cuando se convierte al 

cristianismo derroca la ley a la que sus antepasados habían sido fieles, 
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permitiendo los matrimonios mixtos entre visigodos e hispano romanos. Muy 

posiblemente, la ley de nobleza de sangre se aplicara en origen solo a la 

nobleza. Y en tiempo de las invasiones, cuando los godos convivieron y 

mantuvieron contacto con otros pueblos, se aplicó a toda su gefolge (sequito). 

La geburtsadel, pretendía alejar del poder a gente foránea al pueblo en sí. De 

esta forma solo godos puros de nobleza goda, podían tener voz y voto en las 

decisiones relacionadas con su pueblo. Solo los nobles, o guerreros nobles 

tenían posiciones elevadas dentro de la gefolge. Toda la gente que no era pura 

de casta, tenían posiciones secundarias alejadas de las decisiones serias 

políticas. La sangre no solo era un nivel de estatus para el godo, la sangre era un 

símbolo espiritual, que unía el presente con el pasado épico y glorioso de su 

nación .La sangre y su culto, era en si un simbolismo mágico de culto pagano. 

Los dioses godos vivían en la sangre de sus descendientes humanos. Cuando el 

godo se transforma en arriano por Ulfilas275, no cambia sus tradiciones, solo las 

transforma o adapta. De esta forma, la Geburtsadel continúa aplicándose, desde 

un nuevo punto de vista. Al godo le habían matado su paganismo, pero su 

tradición de sangre seguía viva, y la aplicaron a su nobleza militar, a su 

heerkoningtum. Con esta política de defensa de sangre, el godo hijo de los 

dioses, hijo de Guton / Wotan. venció y destrozó a cuantos ejércitos se pusieron 

a su paso, saqueó casi toda la Europa balcánica, saqueó la ciudad imperio de 

Roma. Combatió al temido azote de Dios Attila, en los campos Cataláunicos. 

Llegó a las hispanias, donde el renombrado belicismo de los vándalos escapó 

despavorido, y donde arrinconó en las montañas del noroeste a la monarquía 

sueva. Esa casta de guerreros de nobleza de sangre se impuso a todos sus 

                                                             
275

 Ulfilas o Wulfila (alrededor de 310 - 388) fue un obispo, misionero, y traductor godo que convirtió a 
muchos de los visigodos y ostrogodos predicando las doctrinas arrianas, 
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rivales. Quién sabe si por línea divina real o no, pero así fue. Solo cuando se 

interrumpe esa ley, y la sangre no goda entra en su nobleza militar. Se 

interrumpe el paso glorioso del pueblo godo por la historia. Posiblemente una 

simple casualidad.  

Todos los pueblos germánicos se regían por una monarquía electiva. El 

Rey o jefe de la tribu era elegido por una asamblea de guerreros, que 

además administraban la justicia, pactaban la paz o declaraban la guerra. No 

poseían un código legislativo, por lo que se regían por el derecho 

consuetudinario. 

La organización política en cuanto al poder era bastante simple. 

Encabezada por la clase de los nobles, que tenían acceso a los puestos de 

mando (asamblea de guerreros, mandos militares) y podían ser nombrados 

Reyes de su tribu. Luego los hombres libres, quienes formaban parte del 

ejército, eran agricultores, pastores, practicaban la caza y otras actividades 

cotidianas. Por último los esclavos, quienes debían trabajar las tierras y 

obedecer a un amo; sin embargo, recibían un trato más o menos similar al de un 

hombre libre, al contrario de culturas como la griega y la romana. 

Su organización social era de tribus independientes, que ocasionalmente 

se confederaban para la guerra, aunque a menudo también lo hacían entre ellas. 

Eran pastores y agricultores seminómadas, cuyos asentamientos eran poco 

duraderos. No tenían alfabeto (el rúnico de los escandinavos se usaba sólo para 

fines religiosos), por lo que no hay registros escritos de su historia hasta su 

encuentro con los romanos. Tenían esclavos y hacían vasallos semilibres a los 

pueblos conquistados. Algunas tribus, como los francos salios, establecieron 

relaciones de clientela con los romanos, sirviendo ocasionalmente en sus 

ejércitos. Estas relaciones sentaron la base del futuro régimen social y político 
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feudal, y los dominios que establecieron fueron el origen de los reinos 

medievales y los actuales países europeos. 

En cuanto a los suevos, los suevos aprecian la diferenciación de su reino 

(regnum suevorum) el cual estaba compuesto por una nobleza minoritaria 

de (gens), los suevos (gens suevorum), una nobleza hispano romana, y dos 

pueblos (popili / plebs), los galaicos y los astures. Todo junto formaba su 

regnum.  

 

LA NOBLEZA PRECOLOMBINA: En América antes de la llegada de 

los españoles ya existía una cultura o mejor unas culturas donde existían 

clases sociales, y en las que había una nobleza precolombina. Son de citar 

tres casos bien conocidos que son los del pueblo Azteca, el pueblo Maya y el 

Inca. A este último nos referimos en cuanto una hipótesis sobre su 

descubrimiento por los Vikingos. 

Los aztecas276 pasaron rápidamente de una sociedad igualitaria, a una 

altamente estratificada. La base de su organización estaba en el calpulli, una 

especie de clan que agrupaba a gente proveniente de un antepasado común, 

habitaban en un mismo barrio y eran propietarios de una tierra común. Cada 

uno, tenía jefes locales o calpolec, que era un cargo hereditario. Existían 

diferencias de clase, pero con cierta movilidad según mérito, principalmente en 

                                                             
276

 Díc. del individuo perteneciente a un pueblo de la familia Pima-Nahua que dominaba México a la 
llegada de los españoles. Su punto de origen parece situarse muy al N, desde donde emigraron hasta la 
meseta mexicana. Fundaron Colhuacán que, durante tres siglos, dominó toda la meseta. Hacia 1300, 
Texcoco tomó la supremacía política. En el s. XV la hegemonía pasó a Alzcapotzalco y poco después a 
Tecnochitlán, fundada en tierras pantanosas de la laguna de México. Con el gobierno de Ixcoatl se 
consiguió el dominio de todo el valle, llegándose al golfo de México con Moctezuma I. Axayácatl 
consiguió someter a la rival ciudad de Tlaltelolco y bajo su reinado se esculpió el famoso Calendario 
azteca. Gobernando Moctezuma II se produjo la llegada de los españoles en 1521. En este momento la 
ciudad contaba cerca de un millón de habitantes. La base de la economía era la agricultura, completada 
por la pesca y el botín. El gobierno estaba monopolizado por la casta dirigente, una rígida elite 
teocrático-militar.  
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lo militar y religioso. La estructura puede verse como una pirámide, en cuya 

base están los esclavos (tlatlacotin), muchos capturados en guerra; el pueblo 

(macehualtin) compuesto por campesinos y mano de obra para las 

construcciones monumentales; el ciudadano común, que debía pagar tributo de 

acuerdo a su actividad y participar del ejército. Entremedio, mercaderes, luego 

pequeños comerciantes y artesanos. Y en la cúspide, la nobleza, que 

controlaba el poder político, económico, religioso y militar, 

encabezada por el tlatoani, elegido por un consejo entre los parientes del 

tlatoani fallecido. La nobleza estaba dividida entre militares, sacerdotes y 

funcionarios civiles, cada uno con una carrera y con sus deberes y derechos. 

Como la clase está ligada por sangre, se casaban con parientes cercanos, para 

mantenerla. Las diferencias sociales también se manifestaban en las 

instituciones, ya que existían escuelas y tribunales para cada estrato. 

Los Mayas277. La vida en los grandes centros urbanos del prehispánico 

debía ser tan compleja como lo es en las modernas ciudades de la actualidad. Lo 

que se sabe de los mayas nos hace pensar así. En el artículo "Los mayas" de 

Howard LaFay se puede leer que: 

"Desapareció la imagen del hombre maya como primitivo agricultor 

pacífico practicando ritos religiosos esotéricos en la quietud de la selva. El 

resultado es un pueblo guerrero lleno de vida, en numeroso insospechado 

                                                             
277

 etnog. Díc. del individuo perteneciente a un pueblo extendido por Centroamérica (México, Honduras, 
Guatemala). Sus orígenes se remontan al período 1500-800 a C. Estaba integrado por diversas tribus 
(maya, quiche, huaxteca), organizadas en ciudades-estado, a veces confederadas, gobernadas por un 
cacique hereditario. El tipo físico predominante es de baja estatura, fuerte complexión, braquicéfalo, 
con pómulos salientes, piel oscura y cabello muy negro. Vivían del cultivo del maíz. Difundieron el cacao 
y el tabaco. Su organización social y política, bien estructurada, comenzaba por la familia de carácter 
patriarcal y exógamo. Creían en la transmigración de las almas. Relizaron grandes construcciones: 
palacios, templos, salas hipóstilas, pirámides (Palenque, Piedras Negras, Uxmal, Chichen-Itzá, Mayapán).   
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anteriormente, que usó técnicas agrícolas muy avanzadas. Y al igual que los 

vikingos a medio mundo de distancia, comerciaban e invadían con brío". 

La sociedad maya estaba organizada sobre la base de una marcada 

estratificación social, a la cabeza de la cual se encontraba la nobleza, los 

almenehoob ("los que tienen padres y madres"). Este grupo privilegiado 

monopolizaba el poder y la autoridad al ostentar los puestos políticos y 

religiosos. El gobernante supremo de la provincia era, como ya vimos, el Halach 

Uinik (o Halach Wíinik) en quien residía el poder absoluto sobre los asuntos 

terrenales y espirituales. Se le llamaba también Ahau; sus emblemas eran el 

escudo redondo y el cetro en forma de figura antropomorfa con cabeza de 

serpiente. El cargo de Halach Uinik era hereditario dentro de una sola familia, y 

pasaba del padre al hijo mayor. 

El Halach Uinik era, al mismo tiempo, el Batab o jefe local de la ciudad en 

la que vivía, y tenía bajo su mando al resto de los bataboob o jefes locales de las 

poblaciones que conformaban la provincia. Como jefe supremo, recibía tributo, 

convocaba a los guerreros y formulaba la política. 

En la guerra cada Batab comandaba a sus soldados, pero existía un 

comandante militar supremo llamado Nacom, que desempeñaba el cargo 

durante tres años y respondía directamente ante el Halach Uinik. 

Después de los bataboob estaban los Ah Cuch Caboob, quienes 

administraban los barrios en los que se encontraba dividida la ciudad. Un cargo 

similar era el de los Ah Kuleloob, delegados que acompañaban al Batab, 

sirviéndole de ayudantes, portavoces y mensajero. Encontramos también a los 

funcionarios encargados de las cuestiones sociales y ceremoniales, llamados 
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Popolna y Ah Holpop. Finalmente, la categoría más baja de funcionarios era la 

de los Tupiles, que hacían las veces de "alguaciles" o policías, manteniendo el 

orden y vigilando el cumplimiento de la ley. 

El grupo de los sacerdotes, llamados genéricamente ahkincob (singular: 

Ahkin), tenía la misma categoría que los jefes o Bataboob. El "sacerdocio" 

también era hereditario y privativo de unas cuantas familias de la 

nobleza. El supremo sacerdote recibía el nombre de Ahuacán, que significa 

"señor serpiente". Sus actividades se relacionaban con el ritual, los sacrificios, la 

adivinación, la astronomía, los cálculos cronológicos, la escritura jeroglífica, la 

educación religiosa y la administración de los templos. 

Debajo del Ahuacán estaban los sacerdotes llamados Chilames o 

adivinos, destinados a interpretar los designios que los dioses enviaban a los 

hombres a través de los oráculos. El encargado de llevar a cabo los sacrificios 

rituales y abrir el pecho de la víctima para sacarle el corazón era el Nacom, que 

no debe confundirse con el jefe militar a quien también se le llamaba así. Le 

ayudaban cuatro asistentes llamados Chacoob, quienes, además de sostener a la 

víctima, tenían otras funciones, como la de encender el fuego nuevo en el mes de 

Pop, ayunar y untar de sangre a los ídolos que recién se habían esculpido en el 

mes de Mol. 

No hay duda sobre el lugar que ocupaban los mercaderes profesionales 

(Ppolom) en la escala social. Eran miembros de la nobleza, no sólo por 

descender de los navegantes putunes conquistadores de esa tierra, sino por 

tener en sus manos esa importante actividad económica. Así, el cronista Antonio 

de Herrera y Tordecillas en su Historia general de los hechos de los castellanos 

en las islas y tierra firme del mar océano señala: 
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"En esta tierra de Acalán, usaban hacer señor al más caudaloso mercader, 

y así lo era Apoxpalón, que tenía gran trato de algodón, cacao, esclavos, sal, oro, 

aunque poco y mezclado con cobre, y otras cosas; y de caracoles colorados, para 

atavíos de las personas, resinas y sahumerio para los templos y tea para 

alumbrarse, colores y tintas para pintarse en las guerras y fiestas y para teñirse 

para defensa del calor y del frío y de otras mercaderías que habían menester...". 

Por su condición de nobles, los mercaderes fueron aliados poderosos de 

los jefes militares, ya que les informaban sobre las rutas y las posibilidades 

económicas y defensivas de otros pueblos. 

Aunque, en general, toda la tierra era propiedad comunal y pertenecía a 

los pueblos, los nobles tenían mayor acceso al producto de la tierra (los frutales, 

las plantaciones de cacao y las salinas), no la poseían ni la trabajaban: se 

lucraban con el trabajo de los agricultores. Éstos recibían también el pago de 

tributos, consistentes generalmente en productos de la caza y la pesca, cultivos 

de la milpa, miel, mantas de algodón y servicio personal. 

Debajo de este complejo estrato que era la nobleza, estaba el pueblo, la 

gente común llamada Yalba Uinikoob ("hombres pequeños"), Chemal Uinicoob, 

Memba Uinicoob o Pizilcan, todos ellos plebeyos. Estos nombres significan lo 

mismo que el término náhuatl Macehual, frecuentemente utilizado en la época 

colonial. 

La "gente común" era la más numerosa y comprendía a los campesinos, 

pescadores, leñadores, aguadores, albañiles, artesanos, canteros, tejedores, 

cargadores, etcétera. El pueblo era el que cultivaba el maíz y producía los 

alimentos para sí mismo y para la clase noble. También era el que cortaba, 
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cargaba, labraba y esculpía las piedras que conformarían los grandes edificios, el 

que construía las calzadas y los templos, el que decoraba sus fachadas con 

pinturas y mosaicos, y el que con su tributo en especie y en trabajo sostenía a la 

clase privilegiada. 

Por debajo del pueblo se encontraba el último peldaño en la escala social: 

los esclavos, (ppentoc, masculino y munach, femenino). Eran, en su mayor 

parte, individuos capturados en la guerra o bien esclavizados por algún delito. 

También se podía nacer esclavo o convertirse en tal al ser vendido en el 

comercio o al quedar huérfano. 

En forma esquemática se puede decir que la sociedad maya se dividía en 

cuatro grandes grupos sociales: 

La nobleza formada por sacerdotes, guerreros, burócratas y 

comerciantes, ejercía el poder y se pertenecía a este grupo sólo por nacimiento. 

Los artesanos especializados, que elaboraban los objetos utilizados por la 

nobleza para vestirse, adornar sus viviendas y demostrar su rango. 

Los campesinos que vivían dispersos en torno a las ciudades y tributaban 

un tercio de lo que producían a la nobleza. 

Los esclavos, prisioneros de guerra que eran vendidos para hacer trabajos 

o para ser sacrificados en determinados rituales a la lluvia, la tierra o el sol. 

Los Incas278. La nobleza inca era un grupo social privilegiado en el 

Imperio inca y en el Virreinato del Perú. Compuesta principalmente por los 
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etnog. Pueblo amerindio creador de un gran imperio militar en la región andina. Es seguro que la 
cultura inca deriva de la de Tiahuanaco. Los soberanos más importantes fueron: Manco Capac; 
Huiracocha; Pachacutec Yupanqui y Huayna Capac. Los españoles aprovecharon un conflicto sucesorio 
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descendientes de los emperadores incas, organizados en panacas tanto en el 

Cuzco como en otras regiones. También incluía a miembros de etnias aliadas de 

los Incas, provenientes de la región cusqueña. A sus integrantes se les conocía 

genéricamente con el nombre de Orejones. 

Si bien el Sapa Inca, la Coya (su esposa), el Auqui (heredero del Inca) y 

sus hijos (primeras generaciones de cada panaca) conformaban la familia real o 

realeza del imperio, existía un número importante de personas que se les 

consideraba nobles, sean de sangre o de privilegio. Entre los nobles de sangre 

estaban los restantes miembros y descendientes de las panacas y dentro de los 

nobles de privilegio estaban aquellas personas que destacaron por sus 

servicios. Una de sus características que diferenciaba a la nobleza inca del 

pueblo era el enorme tamaño de sus orejas, causado por el uso de aros 

expansores. 

La nobleza de sangre en el Imperio Inca se estima al momento de su 

caída en más de 10.000 individuos repartidos en diferentes partes del 

Tawantinsuyo, que cumplían funciones administrativas y militares. Parte de las 

estrategias utilizadas por los incas para someter a otros pueblos, luego de 

enfrentamientos militares, era establecer alianzas matrimoniales entre los 

caciques locales y las hijas o concubinas del inca a modo de crear lazos que 

permitieran la pacífica ocupación. También era habitual que el cacique 

entregara a sus hijas o esposas al Inca, las que se enviaban directamente al 

Cuzco para formar parte de su serrallo. 

                                                                                                                                                                                   
para conquistar el Imperio inca. La sociedad incaica estaba organizada en clanes endogámicos, 
patriarcales y la familia era monógama. El régimen político era muy estricto, con una fuerte jerarquía y 
un efectivo sistema de funcionarios. El clan superior proveía los altos funcionarios y los sacerdotes. La 
clase inferior la formaban los vencidos, a los que se daba un trato cruel. Su religión era politeísta y 
estaba basada en los elementos astrales y agrícolas.  
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Esta nobleza, al igual que los soberanos, formaba una casta, debido a los 

enlaces endogámicos que establecían entre sí, no tanto para conservar la pureza 

de sangre sino para mantener los estrechos vínculos de parentesco con el 

monarca inca. La manutención de los nobles provenía del tributo. 

Para distinguirse del resto, los varones miembros de la nobleza se 

trasquilaban el cabello, cortándoselo y llevándolo sumamente corto en 

comparación a todos los habitantes del Imperio, quienes estimaban mucho 

llevar el cabello largo. Los de la etnia Inca, además se deformaban el cráneo en 

forma tubular erecta. 

También había ceremonias exclusivas de la etnia Inca. El ritual del 

Huarachico, implicaba el paso de la niñez a la vida adulta en los varones, al 

término del cual los iniciados recibían la wara y unos discos de oro que 

engarzaban en los lóbulos peforados y dilatados desde niños. 

Hipótesis de la ascendencia vikinga de la nobleza Inca279: 

Tras la caída del Segundo Imperio de Tiwanaku, algunos de los 

sobrevivientes se replegaron hacia Perú, mientras el resto del Imperio se 

desvanecía. Las postas de vikingas del Paraguay cayeron en el olvido, todo 

contacto con Europa se perdió, al mismo tiempo que los Templarios colapsaban 
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 "El imperio Vikingo de Tiahuanacu (América antes de Colón)", de Jacques de Mahieu ` (París, 1915 – 
Buenos Aires, 1990, que fue un filósofo, sociólogo y antropólogo francés). Ediciones de Nuevo Arte Thor. 
Dice: ¿VIKINGOS EN AMERICA? CULTURAS PRECOLOMBINAS, ¿FUNDARON LOS VIKINGOS UN AMPLIO 
IMPERIO FEUDAL (al estilo de los que fundaron en Europa) EN CENTRO Y SUDAMERICA Y... ANTES QUE 
COLON? Parece anti histórico pero aquí están los argumentos en su favor: La presencia de europeos u 
otras culturas en la América antes de Colón no resulta muy ortodoxo. Sin embargo existen enormes 
evidencias de estas presencias: gran cantidad de escrituras runas (vikingas) por toda meso y sudamérica, 
perfectamente traducidas. Los nombres e muchas instituciones, pueblos, denominaciones, dioses, etc. 
Son intraducibles o de traducción absurda en las lenguas nativas aymara, quechua, etc. pero encajan y 
tienen más sentido si se traducen desde lenguas vikingas. Persisten en Brasil restos de poblaciones 
blancas rubias y de ojos azules no debidas a variaciones ocasionales de los tipos indios ni del mestizaje 
europeo moderno.   
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también, quizás porque la plata sudamericana había dejado de fluir a raudales 

con la caída de Tiwanaku. 

Los pocos sobrevivientes, quienes se auto titularon "los descendientes" 

(Inga significa eso: descendiente y casualmente la terminación "Ing" en 

norrés280 es "descendiente"), fundaron y desarrollaron el Tercer Imperio, que no 

es ni más ni menos que el Imperio Inga. 

Lo hicieron conquistando y avasallando a todos los pueblos indígenas de 

alrededor. Y, como siempre, esta minoría dominante, la nobleza, buscó 

resguardar su poderío evitando, en la medida de lo posible, el mestizaje y 

prohibiendo el uso de la escritura y del idioma del Inca, que solo ellos usarían. 

De esta manera tenemos nuevamente una minoría blanca sojuzgando a 

una enorme mayoría indígena Luego vinieron los conquistadores españoles. 

 

Las más antiguas civilizaciones tanto la egipcia como la sumeria, estaban 

divididas en clases, y en ellas prevalecía la nobleza,  

En Sumeria parece que no existió la nobleza en un principio, aunque esto 

es discutible, parece que el sistema democrático de elegir a quien habría de 

dirigirlos se mantuvo en vigor hasta 2700 a.C., entonces comenzó la nobleza. 

Este es un pueblo de raza desconocida, si bien parece que estaba vinculado al 

hindú, no tenían moneda y el comercio se efectuaba por trueque. En literatura 

se aprecia la existencia de la nobleza en Sumeria en el poema de Gilgamesh, de 

                                                             
280 El periodista argentino Mario Pérez Colman dice: “Los vikingos estuvieron en la Cuenca del Plata por 
lo menos un siglo antes que Colón, y dejaron huellas. Grabadas en las rocas de Cerro Guazú hay 
infinidad de runas, la escritura vikinga. La lengua guaraní tiene numerosas palabras del norrés que 
hablaban los vikingos. La toponimia recogida por los jesuitas -Weibingo, Storting, Tocanguzir, por citar 
algunos topónimos- tiene indudablemente origen vikingo. La aldea guaraní está copiada de la fortaleza 
vikinga. Y hay mucho más.”. 
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2000 años antes de Cristo en que se aprecia una clara jerarquización de la 

sociedad, una monarquía cuyo Rey es Gilgamesh y una nobleza que se cita por 

ejemplo en la columna 2ª de la primera tablilla, donde dice: “Los nobles están 

sombríos en sus estancias”… y mas tarde dice: “ni a la hija del guerrero ni a la 

esposa del noble” etc.….281 La cultura era desarrollada, existía la escritura, y 

usaban un sistema sexagesimal. 

En Egipto existían diferentes capas sociales, la más alta era la de los 

nobles,  

Los comienzos de la civilización egipcia datan del año 7000 A.C. Ya en el 

antiguo Egipto el faraón tenía una corte formada por una poderosa casta 

sacerdotal y la nobleza.  

Podemos por lo tanto hablar de una nobleza muy antigua, de los 

principios de la humanidad, de las primeras civilizaciones, los egipcios, los 

sumerios, los Indoeuropeos etc.… 

 

LA NOBLEZA HEREDITARIA: La nobleza no lleva consigo la riqueza, 

esta es en algunos casos anexa a la nobleza, es de suponer que no hay mejor 

dirigente que el noble por su valentía, su coraje, su humildad, etc.… y si el poder 

lleva aparejada riqueza esta le llega al noble por su condición de poder no por la 

de noble. 

Los nobles tradicionalmente se dedicarán a hacer gobernar sus virtudes, 

de ahí su tendencia a ostentar el poder, en el antiguo régimen de hecho los 

cargos eran dados a nobles pues se suponía que eran mejores gestores de la cosa 

pública dado el CÓDIGO DE HONOR  que les gobernaba. 

                                                             
281 Poema de Gilgamesh, autor desconocido, Jose luis Borges Biblioteca personal de 1987. Página 14. 
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Las virtudes se heredan como también se pueden algunas adquirir, de ahí 

la distinción entre nobleza de sangre y nobleza adquirida. 

Las virtudes, la nobleza se pueden propagar a la descendencia, como 

ocurre con el carácter u otras características, no ya físicas sino intelectuales o 

morales. No todas las virtudes son nobles, pero las de la nobleza son 

hereditarias, según se establece desde nuestras primeras leyes en nuestra 

legislación. Esta es la base de la nobleza hereditaria, cuando unas virtudes se 

repiten en generaciones desvelando su herencia, se trata por lo tanto de algo 

genético, que se propaga a la descendencia. El noble de adquisición posee 

virtudes de noble pero no han sido adquiridas de forma genética ya que no se 

repiten en su ascendencia. Sin embargo el de sangre prueba su nobleza por la 

repetición de esas virtudes, a sea de la nobleza a lo largo de diferentes 

generaciones. A la nobleza de sangre o hereditaria se le llama 

hidalguía, Alfonso X el sabio se refiere a ella en sus partidas. Es la nobleza más 

deseada y a la que tienden todos los nobles por ser la básica y sin embargo la 

más valorada. No es de creación real como las demás, como dice la frase “noble 

se hace pero hidalgo se nace”. Existen por lo tanto tres categorías de noble, el de 

sangre o hidalgo, el de privilegio, o por concesión real, y el de cargo. 

El tercero no se considera realmente noble, los dos primeros sí, pero 

tiene cierta preeminencia el primero sobre el segundo, ya que es más deseado. 

En las actuales Asociaciones de nobles se exigen como en el antiguo 

régimen la prueba de al menos tres generaciones de nobles de privilegio para 

llegar a conformar un noble de sangre. Este último tiene más relevancia cuanta 

más antigua sea su hidalguía, siendo los más antiguos hidalgos de inmemorial, 

que significa de forma literal que no se recuerda desde cuando es noble, si bien 

su auténtico significado es que es antiquísima la nobleza que ostenta. 
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Siguiendo sobre este tema haremos referencia a una conferencia en el 

casino de Madrid 

En fecha 17 de febrero de 2010 Don  Luis Suárez282 dentro de un ciclo 

llamado “pasado, presente y futuro de la nobleza en España”. En una 

conferencia que se tituló, “VALORES MORALES DE LA NOBLEZA, SU ACCIÓN 

EN LA SOCIEDAD”. 

Dijo: “La Guerra de la Independencia (1808-1814) trajo consigo una 

configuración mucho más popular de la oficialidad en los ejércitos españoles, 

por lo que las pruebas de nobleza para el ingreso en las academias militares se 

suprimieron por decreto de las Cortes de Cádiz de 17 de agosto de 1811, bajo los 

criterios liberales propios de la época. Dicho decreto fue derogado en 1814 con 

la vuelta al absolutismo de Fernando VII, suprimiéndose definitivamente tales 

pruebas por reales decretos de 21 y 28 de agosto de 1836 en la Armada y el 

Ejército respectivamente” 

“Tras ello, a lo largo de los siglos XIX y XX se produjo un proceso 

“endogámico” o de “auto reclutamiento” en los ejércitos, pues al menos la mitad 

de los oficiales eran hijos de militares o pertenecían a familias de tradición 

militar”  

“En todo caso, la vida militar se continuó caracterizando por mantener 

unos hábitos, educación y tradiciones propios de la nobleza –dijo, para 

terminar, Juan Carlos Domínguez Nafría–, así como unos valores, fijados por 

las Ordenanzas Militares de Carlos III (1768), que permanecieron en vigor en 

los ejércitos españoles hasta 1978 (Ley 85/1978), en que fueron actualizadas con 

                                                             
282 Luis Suárez Fernández (Gijón, Asturias, 25 de junio de 1924 - ) es un historiador español, 
originariamente medievalista, que ha extendido sus estudios también a la historia moderna y 
contemporánea. Pertenece a la Real Academia de la Historia. Aunque jubilado, es actualmente 
catedrático emérito de Historia Medieval del departamento de Historia Antigua, Medieval, Paleografía y 
Diplomática de la Universidad Autónoma de Madrid. 
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acierto y rigor histórico. Las nuevas Ordenanzas asumieron aquellos valores 

que, en cierta medida, aún siguen en vigor hoy, tras la reforma realizada 

recientemente por el real decreto 96/2009” 

Respondiendo a la pregunta ¿qué es la nobleza? recordando varios 

hechos históricos que respondían a esta cuestión (Carlos III, Jovellanos, Carlos 

V…). 

“Riqueza y nobleza no tiene nada que ver, aunque algunas veces se de 

esta circunstancia”, señaló Luis Suarez. Recordó que Jovellanos dijo que “ser 

noble no es pertenecer a un determinado linaje ni ejercer un señorío, es un 

comportamiento, es una manera de actuar, es un valor moral”. 

“La lengua española tiene la prueba constante de esta manera de pensar: 

cuando queremos elogiar a una persona decimos qué noble es su conducta, es 

un caballero, mantiene el honor, consigue la fama… Todos estos son los valores 

fundamentales de la nobleza que todavía siguen presentes entre nosotros 

aunque hayan cambiado mucho las circunstancias de la historia” ¿Cómo se 

forma este modo de pensar?, planteó el conferenciante. “Los autores medievales 

acudieron al viejo precedente latino qué es ser noble, significa simplemente 

conocido porque pertenece a una familia que alguno de sus miembros en algún 

momento pertenece al Senado romano. Naturalmente estas familias constituían 

una elite política, no eran los más ricos, pero sí ricos, grandes propietarios 

territoriales. Poncio Pilato no era noble, Séneca sí. César es noble, Pompeyo no. 

Cuando los monarcas germanos se apropian de Roma, se hacen dueños de 

aquellas tierras que pertenecían al patrimonio del Estado, no a particulares, y 

por consiguiente se instalan en una posición económica que es bastante 

semejante a la que estaba ocupando ahora la nobleza romana, con una 
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condición de patriciado” Este nuevo elemento social trata de buscar la influencia 

del mundo romano, explicó Suárez.  

“Hay una incorporación de los que constituían la elite social antigua y la 

actual; todos formarán una nueva nobleza, que recibirán el nombre de fideles, 

fieles al Rey. La Iglesia hace una salvedad, la fidelidad no es en sí misma una 

virtud”  

¿Qué es ser colaborador de un Rey?, ¿qué es ser noble? “Tener un 

comportamiento justo e imponer al Rey esa tremenda condición de que “serás 

Rey si obras rectamente, pero si no, no lo serás”. Carlomagno ejecuta una 

primera reordenación social, el imperio que ha creado necesita colaboradores, 

no son suficientes los antiguos miembros de la nobleza, se les da el nombre de 

“valientes”. Valor, valentía, es una nueva dimensión de la nobleza. “El vasallaje 

ya no es una simple fidelidad, es un comparto, un compromiso, que se celebra 

mediante una ceremonia pública. Las dos partes contratantes tienen que ser 

libres”. 

“Poco a poco se había llegado a entrar en un camino que iba a acabar con 

la servidumbre, poco a poco el número de vasallos se va ampliando hasta que 

llega un momento en que ya en el siglo XI, en el Foro de León, y en la Carta 

Magna inglesa de 1215, reconocen la condición vasallática a todos los súbditos 

del Rey. La Monarquía ha coincidido con la libertad. La nobleza trajo a Europa 

la condición de libertad” “Pasarán algunos siglos y gracias a este predominio de 

la nobleza, Europa se adelantó a todas las culturas del mundo en la supresión de 

la esclavitud y la servidumbre. 

Los Reyes Católicos suprimieron hasta la última reliquia de servidumbre 

que había  en sus dominios y suprimieron en todo su territorio la esclavitud. “La 

nobleza presta el primer y más grande de los servicios a la sociedad que se 
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estaba constituyendo” “Decía antes también –señaló Luis Suárez–que el 

vasallaje es un contrato, el Señor promete al vasallo una protección, una ayuda, 

y una remuneración en forma de rentas beneficiales, el vasallo promete al Señor 

la ayuda y el consejo” Otro aspecto importante del que habló el ponente 

respondía a la cuestión “¿qué es un apellido noble?. El que lleva en sí aquella 

partícula de la palabra que indica la legitimidad de origen “nacido de”… ahí es 

donde está el origen de todo, el hidalgo no es otra cosa que aquel que ha venido 

por la conducta recta de todo lo que lleva consigo”. 

“La nobleza va logrando introducir en la sociedad una nueva forma de 

vivir: para retribuir los servicios que prestan estos nobles, Carlomagno 

estableció un principio que después los demás Reyes fueron copiando: otorgar 

tierra no en propiedad, si no en depósito para que de las rentas que de esas 

tierras salían, pudieran vivir los nobles. El noble tiene prohibido trabajos 

mecánicos o mercantiles, porque, entre otras razones, le haría perder la 

condición esencial que tiene, que es la de servir con el consejo al Rey” 

“Hoy se está cometiendo –señaló el conferenciante– por culpa de Carlos 

Marx, un ignorante en historia, el error de hablar de explotación feudal. Al 

contrario, los campesinos iban entrando en este sistema de vasallaje que les 

daba la libertad, la bonhomía del linaje” 

Habló también Luis Suárez de la “nobleza de toga”, del Derecho Militar, y 

del papel de la nobleza en la guerra, del valor de la heroicidad; del término 

“nobleza antigua” y del cambio de percepción sobre la nobleza en el siglo XIII; 

de la división, a partir del siglo XIV, en tres sectores: el realengo, abadengo y 

señorío; del primer título otorgado; de Cervantes y Quevedo…. “Qué importante 

comportarse como un caballero, decir la verdad y no la mentira, comportarse 

dignamente en momentos difíciles de la existencia”. 
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b- Concepto de privilegio: 

Al hablar de nobleza tenemos que referirnos al concepto de privilegio, 

sobre todo, en el “Antiguo régimen”. 

Privilegio (etimológicamente ley privada, o sea, no general sino relativa a 

un individuo específico) es el honor o el permiso para realizar una actividad 

garantizado por otra persona o gobierno. 

En el Antiguo Régimen los privilegios eran tanto personales como 

territoriales. En España eran también conocidos como fueros. La expresión 

privilegio se asociaba a la libertad, en sentido totalmente contrario al usado en 

la sociedad contemporánea. Privilegios y libertades de un noble eran sus más 

preciados bienes, lo que constituía su posición social y su capacidad de 

actuación pública. 

“Privilegio” es según el diccionario: 

1   Ventaja, derecho o exención de que disfruta una persona: los 

nobles tenían privilegios como el de no pagar impuestos. 

2   Documento en el que figura la concesión de una ventaja, un 

derecho, un provecho o una exención: en el archivo se conservan los 

privilegios firmados por el rey. 

3   Beneficio económico, social o político que se obtiene por poseer 

un cargo considerado elevado por el resto de la sociedad: los diputados 

gozan de ciertos privilegios.283 

La primera definición es la que nos interesa, ya que se refiere a los 

privilegios de los que gozaban los nobles antes. 

                                                             
283 Diccionario Manual de la Lengua Española Vox. de 2007 Larousse Editorial, S.L. 
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Muy parecida es la definición que nos da el Diccionario Enciclopédico 

Ilustrado. Que dice que Privilegio es: “Gracia, prerrogativa, o exención 

especial.”. También se refiere al documento que contiene su otorgamiento.284 

La definición en derecho sería: 

Gracia o prerrogativa concedida a uno, libertándole de una carga o 

gravamen, concediéndole una exención, etc.285 

 

Privilegios de los nobles y de los titulados: 

En el antiguo régimen, eran, los privilegios de la nobleza, numerosos, 

distinguiéndose en privilegios “honoríficos” y otros “provechosos o útiles”, y los 

había que tenían las dos características. Vamos a citar algunos de ellos 

siguiendo a Alain Texier.286 

1- Títulos y escudos de armas. Los nobles podían 

utilizar el título de escudero y algunos el de caballero, y títulos más 

elevados (desde barón a príncipe), sea por concesión, sea por estar 

unidos a un feudo erigido en su favor. Los nobles eran los únicos 

en tener feudos titulados, los plebeyos podían adquirirlos sin el 

título o sin adquirir nobleza. Solo los nobles podían ser recibidos 

en las órdenes reales. También tenían derecho a sus escudos de 

armas y a sus espadas, etc. 

                                                             
284 Diccionario Enciclopédico Ilustrado, de José Alemany de la Real Academia Española editado por 
Ramón Sopena  
285

 Diccionario Enciclopédico Vox 1. Del  2009 Larousse Editorial, S.L. 
286 “Qu´est-ce que la Noblesse?” de Alain Texier. 
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2- Rangos y preeminencias, tenían, de forma general, 

preeminencia en las ceremonias.  Los gentilhombres o hidalgos 

precedían siempre a los del tercer estado, salvo si se trataba de 

magistrados y a los del clero salvo si estaban constituidos en 

dignidad. En las parroquias tenían derecho a asiento especial 

junto al Evangelio, etc. También tenían derecho a sepultura en la 

iglesia. Los gentilhombres o hidalgos de inmemorial, anterior al 

año 1400 podían solicitar los honores de la Corte. 

3- Privilegios de jurisdicción. En principio solo podían 

ser juzgados por otros nobles. No tenían que pasar por los tres 

grados de jurisdicción real sino que estaban dispensados del 

primero. En primera instancia eran juzgados por los bayles o 

senescales, que en tanto que jefes de la nobleza, eran 

gentilhombres o hidalgos de apellido  y de armas. En materia 

criminal no podían ser juzgados por los prebostes ni por los jueces 

sino solo por los parlamentos. Los nobles no podían ser azotados, 

ni colgados, sino decapitados. 

4- Empleos,  oficios y funciones reservadas a los nobles. 

Por ejemplo ser oficial en las tropas reglamentarias, ciertos cargos 

en la casa del rey, ser magistrados en muchos tribunales, tenían 

acceso a diversos centros de educación, a diferentes capítulos y 

conventos, y prácticamente a todos los cargos más altos de la 

administración pública, de la magistratura, del ejército y del clero. 

Podían también obtener reducción del tiempo de estudio, sobre 

todo en derecho. 
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5- Caza. Podían cazar en las lagos, ríos, y en los 

dominios del Rey. 

6- Estaban exonerados de impuestos personales, y otros 

impuestos. 

7- Estaban exentos del servicio militar. 

8- Otras exenciones, como la de alojar a las tropas. De 

ciertos trabajos etc. 

Todos estos privilegios fueron desapareciendo, en el siglo 

XIX, con el fin del antiguo régimen, muchos desaparecieron y 

otros fueron restaurados, varias veces, hasta llegar a su 

erradicación total. 

Hoy día, según la exposición de motivos de la ley 33/2006 de 30 de 

octubre, que dice que “Actualmente la posesión de un título nobiliario no otorga 

ningún estatuto de privilegio.”, solo se trata de una distinción meramente 

honorifica. 

c.  Concepto de genealogía. 

El Diccionario de la Real Academia Española287, nos acerca al significado 

de la palabra genealogía con definiciones como 1º, "Serie de progenitores y 

ascendientes de cada persona", 2º, "Escrito que la contiene" o "Disciplina que 

estudia la genealogía de las personas". 

Siguiendo el diccionario enciclopédico ilustrado, de José Alemany288 , 

este dice que genealogía es: 

                                                             
287

 Diccionario de la Real Academia Española, en su vigesimosegunda edición  
288 Ver nota 3. 
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1. Serie de progenitores y ascendientes de cada 

individuo. 

2. Documento que la contiene. 

Según el pequeño Larousse ilustrado289, es: 

1. Serie de ascendientes de una persona o de una familia. 

2. Disciplina cuyo objeto es la investigación del origen y de la 

filiación de las familias. 

Siguiendo el Espasa genealogía es290: 

Etimológicamente del latín genealogía, y este del griego “genealogía”; de 

“genea”, generación y de “logos”, tratado. Es: 1º la serie de progenitores y 

ascendientes de cada individuo, 2º escrito que la contiene. 

Distingue también la misma obra entre. 

1º, Genealogía en biología, que es el sistema evolucionista, serie de 

formas por las que ha pasado una especie orgánica, desde la aparición de la vida 

hasta la época actual, llamada filogenia. 

2º. Genealogía religiosa, ver la de Jesucristo. 

3º. Genealogía zoológica, derivación de una generación por parte de sus 

antepasados, en sentido amplio es la filogenia.  

4º. Genealogía en historia, es un auxiliar muy valioso de la historia. Es 

un estudio trascendental para los jurisconsultos y abogados en 

                                                             
289

 Pequeño Larousse ilustrado, de 1997. Impreso en España en 1996, de Larousse Planeta. S.A.  
290 Enciclopedia universal ilustrada Europeo Americana, Hijos de J. Espasa, Barcelona.  
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general, pues frecuentemente es importante para las herencias y sucesiones. 

Es también de interés general,  

La genealogía es de dos clases, teórica y práctica. 

1º Teórica, trata de los principios científicos y las normas que rigen en la 

disposición de las relaciones de afinidad y parentesco y para la formación del 

árbol genealógico. 

2º Práctica, realiza la aplicación de estos principios y normas en cada 

caso particular. 

El tratamiento científico de la genealogía tiene por objeto las familias que 

han alcanzado importancia general para todo el país o parte de él, pero 

especialmente tiene relación con los linajes de los soberanos y la nobleza. Para 

ello se utilizan tablas genealógicas, partiendo de un individuo y señalando en 

línea ascendente la pareja de padres y abuelos, doblándose con cada grado de 

ascendencia. 

El estudio genealógico es antiquísimo, de ello hay ejemplos en la sagrada 

escritura. Ya en Grecia se remontaban algunas genealogía aristocráticas a 

tiempos prehistóricos (héroes, o descendientes de los dioses). En Roma la 

importancia de los patricios venía de su descendencia de las primeras gentes 

patricio-romanos que se remontaban a ancestros ilustres, de tal manera 

conservaban su “hereditates gentiliciae” o “sacra gentilicia” que expirando la 

república no pasaban de cincuenta las familias patricias. 
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La genealogía se sistematizó en el siglo XV, empezándose a publicar 

libros genealógicos y colecciones de tablas. Aparecieron leyendas genealógicas 

sobre orígenes romanos, godos, etc. de varios linajes. 

La importancia de la genealogía para con la nobleza, es muy grande, ya 

en las sucesiones a los Títulos del reino y Grandezas de España, ya para las 

asociaciones de hidalguía., es decir tanto para la nobleza titulada como para la 

no titulada. 

También cuando se realizan estudios sobre genealogía, ocurre que existen 

falsificaciones, ya las había en tiempos remotos así en la revista de genealogía291, 

en sus páginas 149 a 154, existe un artículo sobre la intrusión en el estado de 

hidalgo, mencionando las diferentes revisiones que se hacían históricamente 

para evitar esa intrusión, así dice: “Que había intrusos en el estado noble, y que, 

de tanto en tanto, este se los sacudía por medio de la revisión de las pruebas 

nobiliarias. Sobre ello no existe duda alguna y lo prueban y ratifican varios 

centenares de expedientes que se conservan en ambas Chancillerías y que están 

comprendidos entre los años 1603 y 1834. Confirman estos pleitos la existencia 

constante de intrusos en el estado noble, y la constante preocupación de este, 

del estado general, o de hombres buenos, del fiscal, del síndico, y del 

procurador, para descubrir, borrar y tachar de los padrones a todos aquellos que 

por medio de artificios se hubieran introducido en un estado que a su condición 

no correspondía. 

Por cuanto del examen de los mismos se desprende que la introducción 

en él se debía, por lo general, a una falsificación de padrones y alguna vez a 

falsificación de real provisión, haciéndola pasar por la de hidalguía, cuando en 

                                                             
291 La revista de genealogía, nobleza y armas, de Hidalguía, de marzo de 1976, nº 135. 
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realidad nada tenía que ver con ella, también se valían de otros artificios y 

favores…” 

“De cualquiera de los modos expuestos para lograr la calificación de 

hidalgo, quedaba sometido a la revisión cuando surgía la menor sospecha o 

simple indicio del más pequeño fraude realizado en ella o de la existencia de 

intrusos en el estado noble”. 

Estas revisiones aumentaban el prestigio y autoridad del estado noble. En 

algunos casos la nobleza era escasa al probarse únicamente la del padre y no la 

del abuelo. 

“A partir de 1379 es preocupación constante de los monarcas que la 

nobleza se pueda revisar en cuanto surja la menor duda en relación a quién está 

en posesión de ella y se sospeche no le corresponde dicho estado. La ley XII del 

título XXVII de 25 de agosto de 1593, en su punto 15, es terminante: <<Que se 

revean las hidalguías recaídas de veinte años a esta parte para volver sobre las 

que pareciese se han alcanzado por malos medios>>. Esto lo dice la Novísima 

Recopilación que confirma otra anterior de la Nueva Recopilación ratificada por 

otra de 10 de septiembre de 1594, con las cuales queda prácticamente abierta la 

revisión en su totalidad del Estado Noble”. 

En la actualidad se han producido casos de intrusión, o de 

falsificación de documentación genealógica para lograr la 

expedición de Títulos del Reino o Grandezas de España, es el caso del 

enjuiciado en el sumario 70/85, convertido luego en procedimiento abreviado 
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nº 2487/91, instruido en el Juzgado nº 14 de los de instrucción de Madrid292.  

Con sentencia condenatoria de la Audiencia de Madrid de fecha 5 de mayo de 

1997, condenándolos por delito continuado de falsedad en documento 

público y oficial, delito de uso de nombre supuesto y delito de estafa. 

y recayó sentencia del Tribunal Supremo Sala segunda confirmando la condena 

en fecha 4/12/1998293, condena posteriormente firme contra los 

falsificadores. 

 Se trataba de lograr la expedición de Títulos del Reino y Grandezas de 

España, aportando documentos falsificados en los diferentes expedientes de 

rehabilitación, algunos documentos inexistentes en los supuestos lugares de 

origen. Tales documentos servían para manipular genealogías, o confeccionar 

genealogías falsas, y en su caso para confeccionar árboles genealógicos falsos, 

estos eran, con la falsa documentación, aportados a expedientes de 

rehabilitación de mercedes nobiliarias ante el Ministerio de Justicia. Estos 

expedientes se preparaban mediando dinero. En otros casos estas 

documentaciones falsas servían para pleitear sobre mejor derecho para ostentar 

una dignidad nobiliaria. Fueron muchas las mercedes nobiliarias que se 

intentaron sacar con esas falsedades, lográndose en algunos casos. Y varios los 

pleitos intentados con falsos documentos. Estos expedientes se presentaron, 

sobre todo desde el año 1980 hasta el comienzo de la instrucción del citado 

sumario de 1985 

                                                             
292

 En ese sumario este doctorando era el Letrado defensor de los intereses de Doña Carmen de 
Carranza y Rivero, y de su hijo Don Manuel Santiago Thomás de Carranza y de Luque, marqueses de la 
Sala de Partinico como acusación particular contra los falsificadores, habiéndose denunciado por ellos 
falsedades ejecutadas y aportadas en juicio civil por concretamente Francisco  López-Solé.y Martín 
293

 TS (Sala de lo Penal), sentencia núm. 592/1998 de 4 diciembre. RJ 1998\10083, que se encuentra en 
este trabajo reseñada en sucesión en el anexo por orden cronológico de jurisprudencia 2ª parte 
referente a las del Tribunal Supremo Sala de lo Penal. 
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Los falsificadores de expedientes (Francisco López-Solé Martín, que hoy 

aparece llamándose Francisco López Becerra, consorte de la entonces condesa 

de Cabra, lo hizo de más de 10 expedientes según la sentencia condenatoria nº 

592/1998 del Tribunal Supremo, en sus antecedentes de hecho, en la misma 

sentencia Fernando González Durán haciéndose llamar falsamente González-

Doria falseó 15 expedientes), falsificaron muchos documentos, teniendo en 

cuenta que cada expediente constaba de varias falsificaciones, muchos otros 

documentos quedaron sin investigar y López-Solé que dice ser abogado 

presentó un Título de Licenciado en derecho que ni siquiera llevaba 

correctamente su fecha de nacimiento (lo que hizo y hace dudar lógicamente de 

su autenticidad). También fueron acusados Pilar Casanova y Barón, entonces 

condesa de Cabra y cónyuge de Francisco López-Solé Martín como ya se dijo, 

que fue absuelta por retirar la acusación el fiscal, y Alfonso de Figueroa y 

Melgar, duque de Tovar, que huyó de la Justicia, estando en paradero 

desconocido.294 Hubo otros acusados como Luis Valterra Fernández (que había 

sido Jefe de la Sección de Grandezas y Títulos del Reino del Ministerio de 

Justicia al tiempo de realizarse las falsedades), José María Caro Aladren… 

Nunca quedó bien clara la participación de aquellos que se podrían haber 

aprovechado o que podrían haber intentado aprovecharse de las falsificaciones, 

sacando o intentando sacar mercedes nobiliarias con falsedades. Hubo Títulos 

para otros como el Marquesado de Mozobamba del Pozo (rehabilitado en 1982), 

que se rehabilitó con falsedades a favor de José Fernando Gutiérrez de Calderón 

y Scapardini-Andreu, y títulos en los que los acusados eran los interesados, 

                                                             
294 Esta sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Penal) se encuentra citada en la parte de esta Tesis 
doctoral sobre jurisprudencia en sentencias del Tribunal Supremo en la segunda parte del anexo de  
jurisprudencia, que va por orden cronológico. TS (Sala de lo Penal), sentencia núm. 592/1998 de 4 
diciembre. RJ 1998\10083.  
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como el ducado de Baños rehabilitado en 1985 con falsedades a favor de Pilar 

Paloma Casanova Barón (hoy anulado por el Ministerio de Justicia junto a tres 

Títulos más rehabilitados también con falsedades a favor de la misma persona), 

otros para parientes de los acusados así el condado de Villapineda rehabilitado 

en 1983 a favor de la madre de Fernando González Durán (el que se hace llamar 

González Doria), Carmen Durán. Otros no llegaron a ser rehabilitados pero se 

falsearon los documentos de los expedientes, así el Marquesado de Serrezuela 

pedido a favor del padre de Francisco López-Solé, apellidado López Martín. 

Otros para su hijo llamado entonces Álvaro López-Solé Casanova. Iniciaron 

pleitos contra legítimos poseedores para arrebatarles la legítima 

posesión mediante falsedades así Francisco Lopez-Solé intentó arrebatarle 

el título de marqués de la Sala de Partinico a su getima poseedora Doña Carmen 

de Carranza y Rivero para si mismo y al fracasar lo intentó entonces para su 

esposa Pilar Paloma Casanova Barón fracasando de nuevo todo ello con 

falsedades. Todo ello viene especificado en la sentencia firme del T.S. a la que 

hemos hecho mención, en el hecho probado de la sentencia de la Audiencia 

Provincial de Madrid de fecha 5/5/1997, en sus antecedentes de hecho, en la que 

se condena a los anteriormente citados Francisco López-Solé Martín (que 

aparece hoy llamándose Francisco López Becerra) y Fernando Gonzalez Durán 

(que aparece llamándose Fernando Gonzalez-Doria). Se ha pasado a revisar de 

oficio los expedientes en que se rehabilitaron títulos con falsedades y La revisión 

de todos estos títulos se inició a instancia del Consejo de Estado, que emitió el 9 

de febrero de 2006 (dictámenes de número de referencia 2121/2005, 

2122/2005, 2123/2005, 2124/2005, 2125/2005, 2127/2005, 2128/2005, 

2129/2005, y  2076/2005)  un dictamen en el que insta al Ministerio de Justicia 

a la revisión de todos los títulos bajo sospecha y a que se proceda a “declarar la 
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nulidad de pleno derecho” de las respectivas órdenes por las que se mandó 

expedir las Cartas de Sucesión.295 

  

Hay para la investigación genealógica, dos fuentes: orales y 

documentales. 

                                                             
295

 Teniendo en cuenta el párrafo 6º de la consideración sexta del dictamen aprobado el 9/2/2006 nº de 

referencia 2128/2005 que viene a declarar que la validez de la expedición de un título nobiliario quiebra 

cuando se declara judicialmente por sentencia firme que para la obtención del mismo se ha incurrido en 

falsedad documental, lo que permite en todo momento el ejercicio por la Administración de su potestad 

excepcional de revisión de oficio, previa a la declaración de nulidad de pleno derecho de la Real Carta de 

Sucesión del consiguiente título. 

 Y es de tener en cuenta la consideración séptima del dictamen de 9/2/2006 con nº de referencia 

2128/2005 que declara a su vez que: “Séptima.- A la vista de lo hasta aquí expuesto puede considerarse 

que, en el presente caso, concurren las causas de nulidad de pleno derecho examinadas.  

Ahora bien, configurada la vía de la revisión de oficio de actos nulos de pleno derecho como una acción 
intemporal, según estableció el artículo 109 de la LPA (y, hoy en día, el artículo 102 de la Ley 30/1992), 
el legislador de 1958 y el de 1992 han señalado, en términos muy semejantes, los justos y necesarios 
límites al ejercicio de una potestad tan excepcional como la que aquí se pretende ejercer. Dibujada de 
esta forma la tensión entre el principio de legalidad y el de seguridad jurídica, los artículos 112 de la LPA 
y 106 de la Ley 30/1992 serían el límite último de la acción de nulidad. Como ha declarado el Tribunal 
Supremo (Sentencia de 7 de mayo de 1992), dichos límites son la contrapartida al "régimen privilegiado 
de la acción de nulidad".  

En concreto, el artículo 106 dispone que "las facultades de revisión no podrán ser ejercitadas cuando 
por prescripción de acciones, por el tiempo transcurrido o por otras circunstancias, su ejercicio resulte 
contrario a la equidad, a la buena fe, al derecho de los particulares o a las leyes".  

A juicio del Consejo de Estado, en el presente caso el juego de los límites aludidos debe excluirse. Es 
cierto que el tiempo transcurrido desde la rehabilitación de la Baronía de ...... es superior a los veinte 
años, pero también es cierto que la propia especialidad de los títulos nobiliarios habría generado a favor 
de su actual poseedora una apariencia de regularidad en la posesión de la merced, una auténtica 
presunción de recta titularidad, que no fue rebatida hasta que se dictaron las Sentencias de la Audiencia 
Provincial de Madrid, de 5 de mayo de 1997, y de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo, de 4 de 
diciembre de 1998. Tomando en consideración estas fechas, no cabe esgrimir el tiempo transcurrido 
como límite aplicable a la presente revisión de oficio.  

Y, en cuanto a la equidad, la buena fe o los derechos de la interesada, tampoco se consideran de 
aplicación al presente caso. Lo que la equidad demanda es precisamente, si se atiende a los 
pronunciamientos judiciales citados, la revisión de la rehabilitación del título de Barón de......  sin que 
pueda presumirse la buena fe de la interesada, ni se advierta de qué manera un derecho basado en 
documentos judicialmente declarados falsos puede operar como límite al legítimo ejercicio de la 
potestad administrativa de revisión.”.  
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1º Fuentes orales. 

Son las que se obtienen verbalmente de otra persona, generalmente 

dentro del núcleo familiar, padres, abuelos, tíos, primos, bisabuelos. Estas 

fuentes, dado que son inexactas en cuanto a fechas de nacimiento, bautizos, 

matrimonios y defunciones, profesiones y lugares de origen, sin embargo 

ofrecen un acervo de información que muchas veces no se encuentra 

documentada. Su fiabilidad es poca. 

Existen datos que exclusivamente pueden obtenerse de fuentes orales, 

bien sea por no existir documentación, por ejemplo el padre de un hijo natural 

no reconocido, o bien porque haya sido destruido el documento, durante 

catástrofes naturales, accidentes o guerras. 

2º. Fuentes documentales: 

Son los medios escritos (sea impreso o manuscrito).Se acude a éstas una 

vez que se han agotado todos los recursos orales, tanto para corroborar la 

información verbal, como para ampliar la información y retroceder la búsqueda 

en el tiempo. 

A, Archivos familiares y particulares 

Documentos escritos en posesión de una familia o comunidad y son 

transmitidos de una generación a otra. Estos documentos generalmente son 

inéditos y son copias únicas de valiosa información y constituyen un archivo. El 

contenido de estos archivos va desde cartas personales hasta documentos 

legales como copias de expedientes, títulos de dominio, libretas de familia, etc. 

B, Registros Civiles de Identificación 
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Según el país habrá antecedentes en las oficinas del Registro Civil desde 

aproximadamente 1871 (si bien en Francia existen desde la época de la 

Revolución francesa, y en muchos lugares de España existen registros locales en 

los ayuntamientos). Los datos de los registros civiles son nacimientos, 

defunciones, matrimonios, divorcios, etc. 

C, Archivos Eclesiásticos. 

Para fechas anteriores a la creación de los registros civiles se puede  

acudir a las parroquias que correspondan al domicilio de las personas 

investigadas, y en ellas a los libros de bautismos, defunciones y matrimonios. 

Todas las Parroquias tienen desde el siglo XVI en adelante la obligación de 

llevar estos libros. Según  estableció el Concilio de Trento, en el siglo XVI.. 

En 1563 el Concilio de Trento, obligó a registrar en los libros parroquiales 

actas de bautismo, boda y defunción. De este modo, los registros parroquiales 

conservan parte de la memoria histórica de algunos países. Antes de 1563, no 

era obligación llevar registros, por lo que a veces la búsqueda de ancestros se 

detiene entonces. Sin embargo existen algunas parroquias donde es posible 

encontrar libros desde el siglo XIII. 

En España actualmente de los libros parroquiales se  traspasan 

periódicamente copias a los Archivos Diocesanos, situados normalmente en la 

sede del obispado al que pertenece la parroquia. 

D, Archivos Notariales 
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Estos guardan información y documentos de las actuales notarías y las 

antiguas escribanías, tales como testamentos, cartas de dote, transacciones 

comerciales, ventas, arriendos, etc. 

E, Archivos de la Administración del Estado 

Existe un Fondo de Documentos Históricos o Archivo Histórico en el que 

se depositan cada cierta cantidad de años los documentos que generan los 

diversos organismos públicos o estatales durante su gestión, vale decir 

expedientes judiciales, expedientes militares, hojas de vida de los funcionarios 

públicos, nóminas de inmigrantes, censos, etc. También en estos archivos se 

reciben las donaciones de documentos de particulares, que pueden contener 

cartas, nóminas de empleados y una serie de documentos inéditos. 

De los países hispanoamericanos, los antiguos documentos se encuentran 

en el Archivo General de Indias, organismo que recibió la documentación de las 

colonias españolas, hasta su independencia. 

Entre estos podemos incluir los Archivos militares, de marina, tierra, 

artillería etc. 

Es de citar como primera fuente histórica para el estudio de las 

genealogías el famoso <<Becerro de las behetrías>>, que según dice 

Escagedo296 es”Códice de indiscutible valor jurídico, histórico-genealógico. El 

contiene la constitución política más libre que ha existido en nación alguna…, 

Indica los señores a quien cada pueblo pertenecía….”. Esta edición del Becerro 

                                                             
296 “Solares montañeses viejos linajes de la provincia de Santander (antes montañas de Burgos)” del 
presbítero Don Mateo Escagedo Salmón. Cronista de la provincia de Santander, académico 
correspondiente de las Reales academias de la historia, de la real de música … sección de numismática 
de la Real academia gallega, de la Real sociedad de estudios históricos castellanos, etc.  Santoña 1925. 
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es de 1352, y editada en Santander. Si bien parece que había códices anteriores 

sobre estos menesteres del siglo XII, alguno en el Monasterio de Oña. 

Diremos que El Becerro de las Behetrías es un manuscrito del año 1.351-

1.352 que se encuentra en Simancas (Valladolid), donde se refleja 

detalladamente la naturaleza y origen de la nobleza de España y se describe el 

feudalismo nacional en el último tercio de la Edad Media, mandado hacer por D. 

Pedro I de Castilla. Los vecinos eran dueños absolutos de las poblaciones, 

aunque para esta posesión se requería tener una concesión Real o compra al 

Señor de los derechos que sobre el territorio tenían concedidos. Es decir, en un 

principio la posesión del territorio era, o bien del Rey, o bien de un Señor, o de 

ambos. 

Para evitar este feudalismo, o vasallaje, y tener la absoluta posesión de 

los terrenos tenían que pagar, tanto al Rey como al Señor, los derechos que les 

correspondían. 

Otra fuente importante de genealogía del siglo XV es siguiendo de nuevo 

a Escagedo297, el “del Preso en la torre de san Martín de Muñatones, Lope 

García de Salazar. <<Bienandanzas e fortunas>>”. Lope de Salazar es el mejor 

historiador y genealogista de su siglo. Es una obra de 25 tomos, escrita entre 

1471 y 1476, en la que se mezclan historia, leyenda y tradiciones. Cubre desde la 

creación del mundo hasta mediados del siglo XV. 

La obra trata de los siguientes temas entre otros: 

El Ducado de Milán, los reinos de Francia, Bretaña, Flandes y Borgoña, el 

Delfinado y con los Reyes y notables de los mismos. También de Venecia, 

                                                             
297 Ver nota correspondiente anterior. 
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Inglaterra, Escocia, Irlanda, la ciudad de Londres y la visita que le hicieron José 

de Arimatea y su hijo, del Rey Arturo de Inglaterra y del Rey Carlos de Francia. 

Sigue con lo que llama de herejía del falso Maomad y de la secta de los moros 

alárabes y de los turcos. También de Godofredo de Bullón y de las cruzadas. 

Sobre temas españoles (fechos d'España), cuenta entre otras cosas: 

Los Reyes de Navarra, desde Iñigo Arista hasta don Juan, los de Portugal, 

de cómo Vizcaya fue poblada, y de sus señores, de los linajes antiguos de 

Castilla, Labort, Gascuña, Guipúzcoa, Vizcaya, las Encartaciones, Álava y Oviedo 

y sus montañas. Y finalmente trata de las guerras de bandos desde Gascuña 

hasta las Asturias de Oviedo y de las hermandades de Galicia. 

Según Escagedo298 la mejor fuente genealógica por desgracia casi siempre 

incompleta es el archivo de cada familia. Los antiguos protocolos de las notarías 

de los escribanos, llenan en parte el vacío que tienen los archivos particulares, 

pero por desgracia también suelen estar incompletos y no son muy antiguos, los 

archivos parroquiales no son anteriores al siglo XVI, Los padrones de hidalguía 

que de tiempo en tiempo formaban los Ayuntamientos son también buena 

fuente, marcan casi de año en año los hidalgos que había en cada pueblo. 

Es de citar también por su extraordinaria importancia genealógica el 

Archivo de Simancas299, también son muy importantes los archivos de las 

órdenes militares, junto a los archivos de Valladolid y Granada, son con las 

fuentes anteriormente citadas (protocolos de notarías, padrones de hidalguía, y 

libros parroquiales) las principales. Escagedo300 no quiere citar los 

                                                             
298

 Ver nota correspondiente anterior. 
299

 ARCHIVO DE Simancas en La Provincia de Valladolid. 
300 Ver nota correspondiente anterior. 
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“memoriales” de muchas antiguas familias, porque, según dice, “casi todos sus 

autores, por alagar la vanidad de los que les encargaban, como hizo Pellicer con 

el memorial de la marquesa de Escalante, los llenaban de falsedades 

genealógicas, siguiendo el método de muchos antiguos reyes de armas, enlazar 

cualquier apellido con la pata del caballo del Cid”. Aunque algunos están muy 

bien documentados así cita el “memorial” al Rey nuestro señor, por D. Martín 

Saavedra Ladrón de Guevara, Señor de la casa de Saavedra y Narváez, conde de 

Tahalú. También dice Escagedo que “Aún algunos memoriales no tan 

documentados como el que cito, tienen su mérito, porque indican el camino que 

se puede seguir, y en historia saber el camino es tener hecha la mitad de la 

jornada; pero el genealogista los ha de apreciar, aparte de esto por los 

documentos que presentan”.301 

Escagedo302 cita el muy controvertido libro de D. Francisco de Mendoza y 

Bobadilla, “El tizón de la Nobleza”, que se editó varias veces en el siglo XIX, 

pues fue prohibido en su época por el rey Felipe II. En él no se hizo un estudio 

estricto genealógico, sino que se limitó a nombrar las manchas de importantes 

linajes, se dice entre otras cosas que algunas grandes familias descienden de 

Ruy Picón, un judío. 

En el prólogo a su obra “Solares montañeses”,  Escagedo303 dice “Los 

antiguos reyes de armas tendieron más a la estulta lisonja de los que les 

encargaban las minutas, (de los que les pedían magníficos pergaminos tan 

hueros de documentación como inflados de leyendas) que a investigar 

concienzuda y documentadamente sus trabajos, así que hoy tienen estos 

                                                             
301

 Ver nota correspondiente anterior. 
302

 Ver nota correspondiente anterior. 
303 Ver nota correspondiente anterior. 
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poquísimo aprovechable y son necesarios un fino instinto y un selecto criterio 

crítico para poder aprovechar, en las investigaciones genealógicas de estos, 

poquísimas notas del trabajo mercantil que los reyes de armas hicieron durante 

varios siglos.  

Sobre la base de los nobiliarios de la nacional están publicando los 

hermanos García Carraffa su actual nobiliario, magnífica edición tipográfica, 

pero no le doy gran importancia en la parte genealógica, ni en la heráldica, 

aunque representa un enorme trabajo de recopilación. Está hecho en gran parte 

con las minutas de los reyes de armas que se conservan en los m.s. de la 

biblioteca nacional y necesariamente tiene que resentirse de los mismos 

defectos que los antiguos nobiliarios, como nieta de idénticos abuelos.”. 

“Piferrer hizo a mediados del siglo pasado una cosa semejante, y su 

<<nobiliario>> fue en la época que se publicó un alarde tipográfico…” “Pero 

quien puede sostener que es publicación de gran utilidad para el estudio 

genealógico…”. Si bien Escagedo304 alaba la figura del académico Bethancourt, 

como a Salazar de Castro. También sin embargo critica a Pellicer, llamándole 

desaprensivo, y falseador de la historia y genealogía. 

En la misma obra ya citada de Escagedo este acaba su prólogo diciendo 

que para el estudio genealógico es necesaria una intensa investigación de 

archivo, y cuenta como Blas de Barreda tardó 24 años en confeccionar su 

nobiliario. 

  

  

                                                             
304 Ver nota correspondiente anterior. 
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B. CLASES Y GRADOS DE LA NOBLEZA. 

 

En la nobleza podemos distinguir varios grados y clases que serían los 

siguientes: 

 

El Gentilhombre o Hidalgo305: Es el primer escalón de la nobleza y al 

mismo tiempo la más antigua y apreciada, Del latín  gentilis homo, Cicerón da 

una definición de los gentiles diciendo que debían reunir cuatro condiciones: 

                                                             
305 Las Partidas, Partida 2ª, Título 21, Leyes 2 y 3. 
Ley 2: Mil es el más honrado cuento que puede ser, también así como diez es el más honrado cuento de 
los que comienzan en uno. Y por esta razón escogían antiguamente de mil hombres uno para hacerle 
caballero y escogiéndolos, miraban que fuesen hombres que tuviesen en sí tres cosas: la primera, que 
fuesen hechos a herir para que supiesen mejor y más pronto matar y vencer a sus enemigos, y no se 
cansasen ligeramente haciéndolo; la tercera, que fuesen crueles para no tener piedad de robar lo de los 
enemigos, ni de herir, ni de matar, ni otrosí que no se desmayasen pronto por golpe que ellos 
recibiesen, ni que diesen a otros. Y por estas razones antiguamente para hacer caballeros escogían de 
entre los venadores de monte, que son hombres que sufren gran fatiga, y carpinteros, herreros y 
pedreros, porque usan 56 mucho herir y son fuertes de manos, y otrosí de los carniceros por razón que 
usan matar las cosas vivas y esparcir la sangre de ellas: y aun consideraban otra cosa escogiéndolos: que 
fuesen bien conformados de miembros para ser recios, fuertes y ligeros, más porque después vieron 
muchas veces que estos tales, no teniendo vergüenza, olvidaban todas estas cosas sobredichas, y en 
lugar de vencer a sus enemigos, vencíanse ellos, tuvieron por bien los sabedores de estas cosas que 
buscasen hombres para esto que hubiesen naturalmente en sí vergüenza. Y sobre esto dijo un sabio que 
tenía por nombre Vejecio, que habló de la orden de caballería, que la vergüenza veda al caballero que 
no huya de la batalla, y por esto ella le hace ser vencedor. Y mucho tuvieron que era mejor el hombre 
flaco y sufridor que el fuerte y ligero para huir. Y por esto sobre todas las otras cosas miraron que 
fuesen hombres de buen linaje, porque se guardesen de hacer cosa por la que pudiesen caer en 
vergüenza, y porque estos fueron escogidos de buenos lugares y algo por eso los llamaron hijosdalgo, 
que muestra tanto como hijos de bien. Y en algunos otros lugares los llamaron gentiles, y tomaron este 
nombre de gentileza, que muestra tanto como nobleza de bondad, porque los gentiles fueron hombres 
nobles y buenos, y vivieron más ordenadamente que otra gente. Y por eso los hijosdalgo deben ser 
escogidos, que vengan de derecho linaje de padre y de abuelo hasta en el cuarto grado, a los que llaman 
bisabuelos. Y esto tuvieron por bien los antiguos, porque de aquel tiempo en adelante no se pueden 
acordar los hombres, pero cuanto de allí en adelante más de lejos vienen de buen linaje, tanto más 
crecen en su honra y en su hidalguía. 
Ley 3: Hidalguía, según dijimos en la ley antes de esta, es nobleza que viene a los hombres por linaje, y 
por ello deben mucho guardar los que tienen derecho en ella, que no la dañen ni la mengüen, y pues 
que el linaje hace que la tengan los hombres así como herencia, no debe querer el hidalgo que él haya 
de ser de tan mala ventura que lo que en los otros se comenzó y heredaron, mengüe o se acabe en él, y 
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1)- Tener un nombre común con las personas de su familia. 

2)- Ser hijo de personas libres. 

3)- Que esta condición de libertad sea de nacimiento, es decir que 

ninguno de sus antepasados haya sido nunca de condición servil. 

4)- Que no haya sufrido pena capital de privación de libertad o de 

destierro de su país. 

El gentil pertenecía a una gens romana, a una familia con nombre común 

a todos sus miembros. Así es difícil aplicarlo a la edad media en que se 

empezaron a formar los apellidos a partir del siglo XI. No es comparable 

tampoco la nobleza romana con la bárbara, en estos la mayor nobleza procedía 

del uso de las armas. Entre los Francos como los demás pueblos germánicos el 

hombre libre ingresaba en la categoría de guerrero y por ello formaba parte de la 

clase noble por excelencia. Con el derecho feudal aparece la nobleza de carácter 

germánico, que conocemos y tal como la concebimos. Siendo en todas sus 

gradaciones las armas las que la informan. Corresponden los gentiles hombres 

franceses con notable exactitud a los “homes de paratge” de Cataluña y a los 

hidalgos de castilla. Las características sociales del gentil hombre eran ser 

hombre libre de ascendientes ingenuos que pertenecían a una familia legítima, 

que si no tenía nombre común a todos los individuos de la misma, antes de los 

siglos XI y XII, iban camino de tenerlo, además eran hombres de espada, a 

diferencia de los patricios romanos, que lo eran de toga. 

La categoría de hombre de guerra que estudiamos, recibió su 

consagración territorial y económica en el régimen de las propiedades anodiales 

                                                                                                                                                                                   
esto sería cuando él menguase en lo que los otros acrecentaron, casando con villana o el villano con 
hijodalgo. Pero la mayor parte de la hidalguía ganan los hombres por la honra de los padres, pues 
cuando la madre sea villana y el padre hijodalgo, hijodalgo es el hijo que de ellos naciere, y por hidalgo 
se puede contar, mas no por noble, mas si naciere de hijadalgo y de villano, no tuvieron por derecho 
que fuese contado por hijodalgo. 
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y de los pequeños feudos con obligación de prestar auxilio militar. La 

persistencia de estas circunstancias en una familia sin recordar cuando tuvieron 

principio daba lugar a una nobleza natural, social o de sangre. 

Era tenida en tanta estima esta nobleza que los Reyes franceses daban 

con frecuencia su palabra de gentil hombres, considerando la hidalguía como 

una condición genérica anterior y fundamental a la que nada añadía su título de 

monarca. Hay adagio francés que dice “Gentill-homme Naist, mais le chevaliers 

se Faict”. Diego de Valera manifestaba que: “Puede el Rey facer Caballero mas 

no Fidalgo”. Tal lo expresaba el Rey francés Francisco 1º al decir “Puedo hacer 

nobles a voluntad, pero no puedo hacer ni un solo gentilhombre.”, refiriéndose a 

la diferencia entre noble y gentilhombre, siendo este en principio de nobleza 

inmemorial, tal como lo escribe Alain Texier306 en su libro titulado Quést-ce que 

la noblesse?.   Así el Conde de Lemos, cuando Felipe V equiparó los pares de 

Francia a los Grandes de España, en una frase célebre que desagradó al 

monarca, dijo: “Vuestra majestad es muy dueño de mandar cubrirse en su 

presencia a quién le plazca; pero cónstele que a los Condes de Lemos les hizo 

Grandes Dios y el tiempo”. Sin embargo se llegó a utilizar gentilhombre como 

sinónimo de noble para designarlos colectivamente. Hoy día sigue existiendo la 

distinción entre hidalguía y nobleza de privilegio, así en las órdenes militares 

para ingresar se exige ser hidalgo de sangre a fuero de España y no hidalgo de 

privilegio, también ocurre lo mismo en las asociaciones de la nobleza para 

ingresar como hidalgo de sangre, manteniéndose la distinción 

Se distinguía entre gentilhombre (hidalgo) de apellido (léase linaje), de 

armas y de grito (“voz”), expresando “de apellido” (linaje) que el gentilhombre 

(hidalgo) de armas era tan antiguo como era su apellido (linaje) y así Montjoie, 

                                                             
306 “Qu´est-ce que la noblesse?, de Alain Texier. Éditions Tallandier, 1988. 
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Rey de armas francés, decía. Que nadie podía llevar la corona de oro sobre su 

escudo de armas si no era gentilhombre (hidalgo) de apellido (linaje), armas y 

grito (voz). Así también Guyot, según refiere también Alain Texier307, escribe en 

cuanto a la nobleza exigida para ser bayle o senescal de espada, que la nobleza 

inmemorial del gentilhombre (hidalgo) de apellido (léase linaje), y de armas se 

extiende más allá de los primeros ennoblecimientos conocidos bajo Felipe el 

hermoso de Francia (1285). 

Gentilhombre o hidalgo de cuatro líneas, se refiere a que es noble por los 

cuatro costados o sea hasta sus bisabuelos, es diferente al inmemorial, ya que 

aquel puede tener tatarabuelos ennoblecidos.   

Los homes de paratge: aparecen en la época de la reconquista de 

Cataluña, según atestiguan los historiadores del antiguo principado. Así Víctor 

Balaguer308 lo explica, refiriéndose a la invasión de Almanzor en tiempos del 

conde de Barcelona, Borrell II, en el año 985, dice que habiendo pasado 

Almanzor las fronteras cristianas y en junio de aquel año desembocó en 

Barcelona, al pie del castillos de Moncada, estaba el Rey Borrell esperando, 

hubo una terrible batalla, siendo derrotado el Rey cristiano, como consecuencia 

cayó Barcelona en poder de Almanzor y Borrell II se refugió en Manresa y allí 

concedió libertad, franquicia, honor y título militar a todos los presentes y a 

cualquiera que acudiese a valerle con armas y caballo, a su costa y gastos 

propios en aquella jornada. Acudieron hasta novecientos guerreros, hombres 

poderosos y de valor. Desde entonces esos novecientos guerreros y sus sucesores 

fueron llamados “homens de paratge”, es decir hidalgos homes de parage, o casa 

solariega haciéndolos semejantes a los hidalgos de Castilla. Tras esto los condes 
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de Barcelona repartieron las tierras con obligación de poblar, cultivar y defender 

según costumbres y necesidad de aquellos tiempos. Tierras que adquirieron “per 

apprissionem” o por derecho de conquista. 

Según el mismo autor Cataluña daba el nombre de homes de paratge a 

una de las distinguidas clases del brazo militar, que con el eclesiástico, 

compuesto de los prelados y síndicos de los cabildos y el real de los 

procuradores de las ciudades y villas con voto, eran los tres estamentos que 

formaban las antiguas Cortes del principado. 

Los hidalgos e infanzones: Empezaron a ser nombrados en Galicia 

los hijosdalgos que fueron los hidalgos, tan numerosos en los reinos de Asturias, 

León y Castilla. La etimología es de hijos de algo, esto es de ascendientes que se 

hubiesen distinguido por sus hechos o por su posición. Dependían directamente 

del Rey al que tenían que ayudar en la guerra. Sin embargo la organización en 

León y Castilla, al no existir el feudalismo, fue muy distinta de la de Cataluña. 

En Castilla existieron señoríos pero no feudos que son diferentes, existieron las 

behetrías y los señoríos solariegos. Primitivamente en esos reinos los hidalgos 

fueron llamados infanzones, voz que cayó en desuso, quedando propiamente en 

Aragón. Los infanzones de Aragón dependían también directamente del Rey, y 

eran equivalentes a los hidalgos castellanos. Con la denominación de 

“Ermunios”, o nobles de sangre se conocían desde los simples infanzones, 

hidalgos que no habían sido armados caballeros, hasta los ricos hombres o 

barones, pasando por los mesnaderos que eran los hijos de los ricos hombres. 

Que no heredaban la rica hombría por disponer el padre testamentariamente de 

ella en favor de otro de sus hijos. Los infanzones “francos de carta” fueron los 

creados por privilegio real. 
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Los hidalgos: En Castilla la antigua legislación toda trata de los 

hidalgos. Desde el fuero viejo, o código de los hidalgos, y siguiendo con el fuero 

real, las leyes de partidas, el ordenamiento de Alcalá, y la novísima recopilación. 

Según las partidas la hidalguía es “nobleza que viene a los hombres por 

linaje “.Solo se transmitía por línea de varón en Castilla. Había varias 

clases de hidalgos siendo la más importante la llamada de solar conocido o de 

casa solariega, equivalente a la casa “pairal” catalana. El solar es una prueba 

monumental de hidalguía. Los primarios se fundaron en las montañas por los 

que tomaron parte en la reconquista, se llaman secundarios a los que se 

establecieron después en las tierras llanas. El principal privilegio de los hidalgos 

era el de no pechar o sea estar exento de tributos, por ello en las reales 

chancillerías se conservan innumerables pleitos que se seguían con el fisco para 

probar la hidalguía. 

La riqueza no podía hacer hidalgos así junto a hidalgos pobres había 

gentes de grandes riquezas y siguiendo a Mateo Escagedo309 que decía “Que 

todas sus haciendas no les valían para alcanzar la hidalguía”. No estaba 

generalizada la pobreza entre los hidalgos sino que en el caso de la pequeña 

nobleza francesa era de un nivel de vida tan elevado que correspondía a la 

riqueza de la agricultura del país vecino. Es proverbial el pundonor, la 

austeridad y la entereza de los hidalgos castellanos que como dice Escagedo310 

“Con el tajamar de sus naves y con el filo de su espada dejaron hondas huellas 

en Flandes y en Alemania, en Italia y en América”. Según el conde de Vallellano 

“Carlos I llevó aún más adelante su habilidad y las consecuencias de su triunfo 

sobre las comunidades amparadas por muchos nobles convirtiendo a la nobleza 
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en instrumento de su autoridad y en palaciega. Este concepto fue aumentado en 

el reinado de Felipe II,  que empleó la política del divide y vencerás, y ya en 

tiempo de Felipe III perdió casi su valor como clase social.”. “ Las ocupaciones 

de la guerra sometieron a los nobles a la disciplina militar; las de la diplomacia 

les convirtieron en servidores de la Corte, y la Magistratura, cauce abierto a los 

Hidalgos por los Reyes católicos, en instrumentos del poder ejecutivo.”. “Y estos 

hidalgos convertidos en magistrados u oidores, llenaron, según dice 

acertadamente Salcedo, la historia jurídica y aún la política de España durante 

las centurias decimoséptima y decimoctava; su influjo social fue creciendo 

siempre a expensas de los grandes y de los hombres de armas hasta nuestros 

días, hasta llegar a ser, no sabemos si afortunadamente o desafortunadamente, 

dependerá que del abogadismo se tenga concepto igual o distinto del de Vázquez 

Mella, la verdadera clase directora de la sociedad española de nuestros días.”. 

 

Caballeros y donceles, generosos, escuderos, hidalgos vascongados, ricos-

hombres, nobles, “comitors”, “varvasors”, ciudadanos honrados y burgueses, los 

“gaudins”, y los grandes de España. 

Los caballeros no eran en principio nobles de sangre, eran siguiendo a 

Armengol311 “Hombres libres que poseían medios para sostener por si mismos 

caballos para ir a la guerra, y en recompensa de sus servicios obtenían 

prerrogativas parecidas a las de la pequeña nobleza, como los infanzones o los 

hidalgos.”.” Más tarde la palabra <<caballero>> se hizo genérica, 

comprendiendo a las otras clases nobiliarias.”. Los demás nobles podían 

también ser armados caballeros, a los hijos de los caballeros que todavía no se 
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les había armado se les llamaba donceles de latín domnicellus. Los caballeros 

cuantiosos en Andalucía fueron creados por los Reyes católicos y suprimidos 

por los Austrias. En Castilla los caballeros cuantiosos tenían que poseer mil 

ducados de oro. Los caballeros pardos, creados por el cardenal Cisneros, 

procedían del estado llano y fueron suprimidos por Carlos I. Los generosos, con 

sus tres acepciones: 1- nobleza muy antigua de varias generaciones. 2- 

descendiente de militar. 3- descendiente de feudales que no habían sido 

armados caballeros. De aquí procede el calificativo de generoso.  

Escudero: en francés <<écuyer>> y en inglés <<esquire>>. Eran 

hidalgos o donceles con menos fortuna al servicio de un caballero. Pueden 

ostentar armerías como los caballeros y demás clases nobiliarias. 

En 1754 Fernando VI confirmó que los vizcaínos eran nobles por fuero, ya 

que los originarios de las provincias de Guipúzcoa, Vizcaya y parte de Álava eran 

tenidos por hidalgos, y para avecindarse en esas tierras tenía que probarse 

hidalguía.  

En los reinos de Castilla y León la primera aristocracia la formaban los 

<<ricos-hombres>>, también llamados magnates, próceres o potestades y 

ejercían los altos cargos palatinos en la edad media. Cuando iban a la guerra 

eran llamados Ricos-Hombres de pendón y caldera, por llevar sus propios 

pendones y alimentar a sus propias huestes. También los hubo en el reino de 

Aragón, similares a los anteriores y sus importantes señoríos se llamaban 

<<honores>>. Los ricos-hombres que descendían de los primeros 

reconquistadores eran llamados de <<natura>>. Genéricamente se les llamaba 

<<nobles>> y eran equivalentes a los barones. Cayendo en desuso el término 

ricos-hombres en el siglo XIV. 
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En Cataluña los feudales se llamaban <<señores>>, luego <<barones>>.  

El territorio se dividía en nueve condados, cada uno con un vizconde, un noble y 

un varvassor bajo su dependencia. El término noble, o comitor o varvassor 

grande aquí es un título y equivale a rico-hombre en Aragón. Según la 

constitución <<qui occiurà>>, dos varvassores equivalían a un noble y dos de 

estos a un vizconde. Los varvassores catalanes eran inferiores a los nobles y 

superiores a los caballeros. Los comitores fueron más adelante llamados 

barones, como los otros señores. Los varvassores equivalen a los <<baronets>> 

de Inglaterra y a los <<bannerets>> franceses. Intermedio entre barones y 

caballeros. También existió en Cataluña una especie de nobleza local, los 

<<ciudadanos honrados>>, y la de los burgueses singularmente de Perpiñán. 

Análoga consideración tenían los ciudadanos de Mallorca. Honrados venía de 

que tenían <<honores>>, es decir fincas o propiedades y que vivían de sus 

rentas sin dedicarse a oficios mecánicos. Entre los ciudadanos los había de 

<<inmemorial>> y de <<conquista>>. Estos últimos son los ciudadanos 

honrados que acompañaron a Jaime I en la conquista. Estas clases fueron 

reconocidas en la nobleza general de España y admitidas en las órdenes 

militares. Por último estaban los <<Gaudi>>, designación de una clase que 

<<gozaba >> de la consideración de la nobleza sin formar parte de ella. Estaban 

en ella los Abogados y demás licenciados en facultad mayor y tenían las 

prerrogativas de la nobleza hereditaria. Era parecida a la actual <<gentry>> 

inglesa. 

En 1520 los Ricos-hombres pasaron a ser los grandes de España con 

Carlos I, 
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Jerarquía de la nobleza titulada: Son los siguientes dejando al de Rey 

aparte: 

1)- Príncipe. Ya se usaba en Roma, como princeps, primum 

caput, o sea el primero, se usa como termino general para designar a 

los poderosos. También se usa genéricamente para reyes, 

emperadores así como para sus hijos. Pero existe como título, así los 

titulares de principados, como los de Alemania, Italia y otros países. 

Hay príncipes por nombramiento real, concedido raramente, así 

Napoleón I concedió algunos principados. La Santa Sede reconoce 

principados y en el almanaque del Gotha se registran familias 

principescas. En España también se dieron, aunque muy pocos, como 

el príncipe de la Paz o el de Vergara. También se dieron algunos en 

España sobre territorios que pertenecieron a la Corona española. En 

Francia tras el primer imperio los títulos de príncipe fueron fundados 

sobre mayorazgos y situados por encima de los duques. Según “La 

commisión du sceau de la Restauration” era el más elevado de todos 

los títulos. 

2)- Duque. Procede del latín <<ducere, ducendo, dux>>, es 

decir conducir mandar, eran los jefes de los cuerpos de ejército. Se 

conservó después de la invasión bárbara. Los <<duces limitum>> 

gobernaban una frontera y otros gobernaban una provincia. En fin 

generalizando el duque gobernaría una provincia, el marqués una 

frontera y el conde una ciudad. El <<veguer>> era el sustituto de los 

condes en la España goda, era una autoridad judicial y administrativa, 

proviene de la voz <<vicario>>. Y el del duque era el <<gardingo>>. 
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En la edad media tuvieron los duques gran poder, así el de Aquitania, 

el de Baviera, el de Gascuña etc., y ya con los visigodos en Iberia 

estaban los duques de Cantabria, de Mérida, de Cartagena, de 

Lusitania etc.…. Al principio se concedían solamente vitalicios, luego 

si quedaban los titulares sin hijos revertían a la Corona, pero los 

familiares se las ingeniaron para que solo revirtiera el título y no los 

bienes. Los primeros ducados de carácter hereditario fueron entre 

otros Benavente (1473), Molina (1370), Valencia (1387), Medina 

Sidonia (1445), y Arjona (1427)312. En Francia había cuatro clases de 

duques, los pares, equivalentes a los Grandes de España, tenían 

acceso al parlamento. Los no Pares, propietarios de tierras erigidas en 

ducado no tenían derecho a acceso al parlamento pero si a la corte. 

Los duques por título, con las mismas prerrogativas que los 

anteriores. Y los duques por cartas, que a diferencia de los demás que 

eran hereditarios solo eran vitalicios. El primero de los Pares era el 

duque de Uzés y después venían Elbeut, Montbazon, Trémouille etc. 

En España actualmente se mantiene, aunque no conocemos la 

disposición en que aparece, que el título de duque lleva inherente la 

grandeza de España. 

3)- Marqués: tiene su origen en el tudesco <<Marken>>, eran 

los jefes militares a los que se les encargaba el gobierno de las marcas 

o fronteras. En Francia Anjou era la marca de la frontera de Bretaña. 

Provenza también era un marquesado, los condes de Anjou eran 

marqueses de Francia. En España el marquesado más antiguo es la 
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marca hispánica, actualmente Cataluña. Y el título de marqués más 

antiguo es el de Villena de 1445313. En Francia el primero es el de 

Trans, en Provenza, El marquesado en Francia debía contar como 

mínimo con tres baronías y tres castellanías, según una declaración 

del 17 de agosto de 1579. 

4)- Conde, viene del latin <<comites>>, que eran los palatinos 

de los emperadores romanos, siguiendo a Armengol314 que lo trae de 

la historia de Cataluña, tomo I, del Bofarull. También había los 

comités provinciarum y los comités minores que regían una ciudad. Y 

también los comités majores, cargo intermedio entre los anteriores. 

En Roma existían otros comités como los comes sacrarum 

largitionum, conde de las mercedes, comes palatii, conde del palacio, 

comes domesticorum, conde de los criados, En Francia en las 

primeras dinastías siguiendo a los emperadores romanos tuvieron sus 

condes de palacio llamados comités palatii nostri, comités sacri palati. 

Algunos grandes vasallos de la Corona se titulaban condes palatinos 

pero son la antigua casa de Chartres y de Blois las que los conservan. 

En el vaticano había los condes palatinos que han sufrido varias 

alternativas y se ha considerado anexo a determinadas ordenes de 

caballería pontificia. También hubo condes con los godos en España, 

de ellos hablan el fuero juzgo y los concilios toledanos. Así el conde 

Paulo de la época de Wamba y el conde Julián del reinado de Rodrigo. 

También entre los condes de palacio se distinguían el comes 

patrimonio, o mayordomo, el comes notariorum, o conde de los 
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notarios, el comes cubiculi, o conde de la cámara, el comes exercitus o 

del ejército, comes thesaurorum, del tesoro, comes stabuli o de las 

cuadras, comes scatiarum o escanciador de la copa del rey, comes 

spathariorum o capitán de la guardia real. Los condados por 

concesión del Rey o de privilegio empezaron en el título de conde de 

Trastámara, concedido en el año 1328 por Alfonso XI, el actual data 

de 1445, del siglo IV solo existen actualmente, el de Luna de 1348, el 

actual es de 1462. El de Lemos de 1366, actualmente de 1456315, el de 

Niebla de 1329, y el de Valencia de Don Juan de 1398. En Cataluña 

tuvieron estos títulos gran importancia así el conde de Cardona en su 

sepulcro, Ramón Folch, se podía leer el siguiente epitafio que 

traducido sería: A quién esta tumba esconde por ser varón de su ley, 

entre los Reyes es conde, y entre los condes es Rey. Por hazaña 

señalada ganó el conde esta corona, por do queda coronada la real 

casa de Cardona. En el siglo XIII el gobernador de una provincia o 

frontera dejo de ser conde para llamarse Adelantado. El condestable 

viene de comes stabuli, conde de las caballerizas. Y era en principio el 

generalísimo de las tropas reales. En Francia según le declaración del 

17 de agosto de 1579 debía constar como mínimo de dos baronías y 

tres castellanías. 

5)- Vizconde, del latín <<vicecomites>>, eran comisarios 

nombrados por los condes para gobernar en su lugar, ya por su 

ausencia o por no residir en dicho lugar. Ejercían el gobierno, el 

mando militar y la administración de justicia, su cargo se convirtió en 
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hereditario. Los condes de París subinfeudaron una parte de su 

condado a otros señores que usaron el nombre de vizcondes. El 

condado de Poitou comprendía cuatro vizcondados. En Cataluña 

como lugarteniente del conde había a su lado un vizconde. Al 

agregarse los condados catalanes al condado de Barcelona quedaban 

un vizconde en cada uno de ellos. También en Francia, como en 

Normandía y en Picardía y otros lugares, eran oficiales que ejercían la 

justicia en un señorío, sin pertenecer a la nobleza, sus decisiones 

podían ser recurridas en apelación ante los bayles y senescales. 

Por último respeto a los vizcondados hemos de referirnos a 

los “vizcondados previos”, nacidos por cuestiones económicas 

en tiempos del conde-duque de Olivares, en Real Cedula de 15 de 

octubre de 1631,  se trata de un título previo al de otro definitivo, y 

que desaparecía al otorgarse el definitivo, lo que suponía pagar el 

impuesto de la media anata por el vizcondado previo y después 

otra vez por el título definitivo. La denominación que se escogía 

para el vizcondado previo no era necesariamente la misma que la 

del título principal, que luego se expedía. Los vizcondados previos 

eran cancelados y no podían ser rehabilitados, salvo que se 

pudiera probar su perpetuidad. En 1 de octubre de 1853 quedó 

suprimida la necesidad de vizcondado previo y se prohibió su 

rehabilitación, y en el Real Decreto de 8 de julio de 1922, en su 

preámbulo, se repite dicha prohibición, según escribe el conde de 

los Acevedos en su historia y régimen jurídico de los títulos 

nobiliarios. 
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6)- Barón, hay varias etimologías, la más clara parece que 

proviene del latín <<Baro>>, ablativo de <<vir, viro>>, como 

hombre valiente que rodeaba al rey en los combates- Otra muy 

aceptable es la que lo deriva de la palabra teutónica <<Ber>> o 

<<Bahr>>, que significa señor y tiene en su apoyo el que en 

Francia fueron conocidos los feudos de Hautber o sea los feudos 

de alto-barón, que dependían directamente de la Corona, y 

además la palabra “ber” ha sido durante siglos usada como 

equivalente de barón en las escrituras públicas y la historia según 

el marqués de Magny. En el 856 en la asamblea de Bonneuil a los 

grandes señores del reino se les cita como barones, ya sean 

duques, condes u obispos. Eran los altos-barones, los pares por 

excelencia. En Cataluña se prefería la voz señor y hasta más tarde 

no se empleó la de barón, en este país las baronías incluían 

grandes extensiones. En Francia a partir de la declaración de 17 de 

agosto de 1579, la baronía tenía que tener al menos tres 

castellanías. Aunque algunas tenían menos. Los señores podían al 

principio nombrar caballeros bastaba con que les concediesen 

tierras suficientes para mantener caballo para la guerra, la porción 

concedida se llamaba caballería de tierra, pero a partir del siglo 

XIV necesitaba permiso real si recaía en alguien del estado llano. A 

partir del siglo XIII se concedieron estas baronías como títulos 

nobiliarios, así la baronía de Cortes de Pallás en 1232 y la de 

Beniparrell de 1258, ambas existen en la actualidad. Los títulos de 

barón fueron escasos en España reservándose normalmente para 

la conversión de señoríos jurisdiccionales. 
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El decreto de 6 de agosto de 1811 de las cortes de Cádiz revirtió 

los títulos de señor jurisdiccional a la Corona, siguiendo este Decreto 

las alternativas del régimen constitucional, hasta quedar 

definitivamente abolido por la Ley de 2 de febrero de 1837. Muchos 

pidieron la conversión al Título de barón aunque no se concedieron 

por su derecho sino como nueva merced. Con denominación de señor 

han llegado hasta nuestros días los señoríos de Casa Rubianes, de 

Casa Lazcano,  de Alconchel, y el de Higuera de Vargas. Señor en 

Francia se refería, al noble o no, poseedor de un feudo. Y “Sieur” se 

aplicaba al poseedor de una tierra sin posesión de feudo, según 

escribe Alain Texier. La palabra feudo viene de fe, o sea toda herencia 

tenida por fe. Se debe distinguir del censo, y conllevaba una renta 

directa que era la característica noble del feudo. En Francia 

distinguían entre “feudo en el aire”, eran feudos sin gleba, feudos de 

puro honor, y “feudo de dignidad o de título”, que era la reunión en 

uno solo de varias tierras al que el Rey unía un Título. Y a tenor de un 

edicto de julio de 1566 debían citar en el otorgamiento que se 

incorporarían a la Corona en caso de extinción de la descendencia 

masculina. Según el Diccionario de la lengua española: 

Un feudo es, 

1) En la Edad Media, contrato por el cual los soberanos 

y los grandes señores concedían tierras u otros bienes a sus 

vasallos a cambio de que ellos y sus descendientes les prestaran 

servicios y les jurasen fidelidad: 
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El feudo obligaba a los vasallos a ser fieles a los señores 

feudales. 

2) Tierra o dominio que se concede en feudo: 

Los campesinos medievales explotaban los feudos que les             

concedían los grandes señores, pero no eran propietarios de las 

tierras. 

3) Territorio en el cual alguien ejerce su influencia: esta 

finca es su feudo. 

 

La Grandeza de España: 

Son los grandes de España continuadores de los famosos ricos hombres, 

descendientes de los próceres godos, que elegían al Monarca de su propio seno, 

y con el cual compartían el poder, y que entendían sinceramente, que 

continuaban siendo sus iguales, aún siendo ya sus vasallos, confundiéndose en 

realidad sus remotísimos orígenes, con el origen mismo de la realeza, 

reconociendo al Rey únicamente, como el primero entre sus iguales (primus 

inter pares)316, a tal extremo, que en la coronación de los Reyes de Aragón, les 

decían: "Nos, que cada uno valemos tanto como vos; y que juntos podemos más 

que vos, os ofrecemos obediencia, si mantenéis nuestros fueros y libertadores, y 

si no, no”. Eran las insignias de estos grandes señores, el pendón y la caldera, 

significando el primero, que alistaban hombres que hacían la guerra bajo sus 

banderas; y la segunda, que tenían  riquezas y medios para mantener y 

sustentar sus tropas. 

                                                             
316

 Vamos a encontrar gobiernos de Primus inter pares en la Antigua Grecia o en las Tribus germánicas, 
que dejarían su impronta en la posterior formación del feudalismo durante la Alta Edad Media europea, 
en concreto, durante la Monarquía visigoda en la península ibérica. 
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Usaban el “Don” como los Reyes, los infantes y los prelados. En los 

tiempos feudales, conferían la orden de caballería como los príncipes, y a su vez 

sostenían a otros señores ilustres, aunque de menor importancia y poderío 

teniendo por vasallos a muchos nobles y hombres hidalgos. Recibían de los 

jueces asiento prominente en los tribunales, formaban la Corte y constituían el 

Consejo del soberano. Formaban la primera jerarquía del Estado, después de los 

infantes y no habiendo entre unos y otros ninguna dignidad intermedia, 

pasaban los hijos de los infantes a la categoría de Ricos Hombres, 

considerándose por ello y por su origen y repetido parentesco con el Rey, como 

verdaderos príncipes de la sangre. Sus hijas ocupaban con frecuencia como 

Reinas el trono o se sentaban en sus gradas como infantas, y muchas veces los 

Reyes les daban por mujeres a sus hijas o a sus hermanas, constituyendo hasta 

el siglo XV, por el origen común y los repetidos enlaces, Reyes y ricos hombres 

de sangre, una misma grande, poderosa y dilatada familia. Sus prerrogativas 

eran tantas, que aún se recuerda la decisiva influencia que tuvieron los ricos 

hombres o magnates de Castilla en el enlace de Isabel la Católica con don 

Fernando de Aragón, consiguiendo la unidad de España. 

 

Ninguna de las instituciones nobiliarias de todo el mundo civilizado, 

superaba en dignidad a los ricos hombres, ni los príncipes del Sacro Romano 

Imperio, en Alemania, ni los duques y pares de Francia, ni los lores de 

Inglaterra, ni los príncipes romanos, nadie excedió jamás en representación a 

los ricos hombres; por eso, el insigne escritor Salazar, en su obra sobre la Casa 

de Acuña, llamó años después a los grandes de España "la más anciana, más 
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ilustre y más gloriosa de todas las instituciones nobiliarias de Europa". También 

recordamos al arrogante conde de Lemos, cuando dijo a su soberano Felipe V: 

"Su Majestad es muy dueño de hacer cubrir en su presencia a quien bien le 

plazca; pero a los condes de Lemos, los hicieron Dios y el tiempo". 

 

La manifestación más ostensible y de mayor realce y aprecio de los ricos 

hombres, era el singular privilegio de llevar cubierta la cabeza ante la augusta 

presencia, conservando a través de tantos siglos, hasta después de consumada la 

unidad de la monarquía, y llegado a lo más alto de su poder en el reinado de los 

Reyes Católicos. Fue la escritura memorable de las capitulaciones de Granada, 

el último documento que autorizaron con sus firmas los ricos hombres de la 

fuerte monarquía, pero es notorio que mantuvieron siempre el privilegio de 

permanecer cubiertos ante la majestad del Rey católico, aún cuando gobernó en 

Castilla, viudo ya, en nombre de su hija doña Juana y el matrimonio de esta 

última con el archiduque Felipe, hijo del Emperador Maximiliano, marcó el 

principio de la transformación en la vida y costumbres de la nobleza, pues por 

extremado espíritu de cortesía al extranjero y esposo de la princesa española, los 

ricos hombres empezaron a dejar de cubrirse en la presencia de los Reyes. 

 

Después del corto reinado de doña Juana y de su esposo don Felipe, 

subió al trono su hijo don Carlos I de España y V de Alemania, que educado en 

el extranjero y ajeno a las tradiciones españolas y deseoso también de llevar 

hasta las mayores alturas su dignidad imperial, y no gustoso del puesto de 

"primero entre sus pares, sino el de superior a los más grandes", solicitó en 
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1520, en los días de su coronación, de los señores allí presentes, que figurasen 

en las solemnidades de su proclamación descubiertos. La Historia asegura que 

para lograr sus propósitos hubo de valerse de la grandísima autoridad que 

ejercía entre la nobleza, su mayordomo mayor, don Fadrique de Toledo, 

segundo duque de Alba y uno de los ricos hombres de mayor prestigio y de 

nacimiento más ilustre y calificado. 

 

Hasta entonces existieron tres clases de ricos hombres, que constituían la 

brillante falange de magnates que enaltecen el poder real, que eran por la 

sangre, por el estado y por la dignidad. La primera de estas clases, que era la 

más numerosa y la más importante, no reconocía más origen que el del 

nacimiento, que daba el más elevado puesto en las filas de la nobleza feudal. La 

segunda, se adquiría por la voluntad del monarca y la tercera la componían los 

grandes oficiales de la Corona y los demás que desempeñaban los elevados 

cargos de la monarquía. 

 

Por disposición de don Carlos I, fueron sustituidos los ricos hombres por 

los grandes de Castilla, llamados más tardes, grandes de España, siendo 

solamente veinticinco los primeros señores que alcanzaron tan alta dignidad, 

como descendientes de algunos antiguos ricos hombres, ya que no todos los rico 

hombres fueron transformados por el Rey en grandes de Castilla, otros que lo 

habían sido no les fue reconocida la grandeza, esto se explica en la historia por 

su oposicióna a estar a la misma altura que los nobles alemanes como quería 

Carlos I en su coronación como Emperador. Siendo la cobertura el distintivo 
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principal de esta jerarquía, concesión en lo adelante de su poder supremo, 

dimanado solamente de la monarquía y que constituía el premio más alto y la 

mayor distinción del reino. Para señalar diferencias entre los nobles, el 

Emperador otorgó tratamiento de primo a todos los grandes, y de parientes a los 

demás títulos de la monarquía. 

 

Los grandes de España se componían también de tres clases: los de 

primera, que eran los que en el acto solemne de la cobertura dirigían la palabra 

al Rey con la cabeza cubierta; los de segunda, hablaban al Rey descubiertos y se 

cubrían inmediatamente que terminaban su discurso, y los de tercera clase, sólo 

alcanzaban a cubrirse cuando ya acabada la ceremonia, se incorporaban al 

cuerpo de los grandes cubiertos de antemano. Otros historiadores sostienen que 

los grandes de primera clase, fueron solamente los que reconoció Carlos I como 

descendientes de los antiguos ricos hombres mencionados anterirmente; los de 

segunda, los creados por el propio Emperador y su hijo don Felipe II y los de 

tercera clase fueron los nombrados por Felipe III y IV y por don Carlos II. Esta 

posición no parece cierta pues los Reyes posteriores dieron grandezas de las tres 

clases. 

 

Ya no existe más que una sola clase de grandes de España, que todos en 

la misma forma se cubren ante la presencia del Rey; todos disfrutarán de iguales 

honras; todos ostentan desde el siglo XVII la excelencia nata y hereditaria; 

todos reciben en sus mujeres los honores de la “almohada” o asiento preferente 

en la presencia de la Reina y todos pueden por derecho propio, formar parte del 
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Senado (esto ya no es así en la actualidad). El escudo de sus armas va rodeado 

por un manto de arminio y surmontado por una corona de grande. 

 

Todos los ducados llevan anexo la Grandeza de España (aunque no se 

encuentra la disposición que reconoce la grandeza a todos los duques), y 

solamente algunos de los demás Títulos nobiliarios, la tienen; pero no basta 

tener un título de Grandeza para considerarse grande de España, pues para ello 

es requisito indispensable celebrar la ceremonia de cubrirse ante Su Majestad. 

 

Existen doscientas sesenta y dos personas con Títulos que tienen 

Grandeza de España y mil cuatrocientas cincuenta y dos, con título sin 

Grandeza; lo cual representa una cantidad insignificante si tomamos en 

consideración el número de millones de habitantes que tiene España y todas las 

demás naciones que pertenecieron a su antiguo imperio colonial; quedando 

demostrado que no se prodigaron mucho estas mercedes en España, 

comparándola con las demás que otorgaron las otras naciones de Europa. 

Como hemos dicho anteriormente hay modos por los que se puede 

adquirir la nobleza titulada, ya que la de sangre sin título se adquiere en el 

momento del nacimiento por descendencia de un padre que la puede transmitir, 

ya sea porque este la posee desde inmemorial, o le ha sido transmitida tras tres 

actos de nobleza por sus antepasados. Los  actos por los que se puede adquirir la 

nobleza titulada son: 
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C. MODOS DE ADQUISICIÓN DE LA NOBLEZA TITULADA. 

1)- La concesión, es la nobleza de privilegio por antonomasia, se 

produce al ser dada por un acto del monarca, del Príncipe soberano, y puede 

serlo de diferentes formas, ya la conceda: 

 A) De forma vitalicia es decir para la duración de la vida del 

concesionario, extinguiéndose a la muerte de este y revirtiendo el Título a la 

Corona. La concesión está regulada por el Real Decreto de 27 de mayo de 1912, 

en su vigente artículo 2º, que establece que <<Cuando para premiar servicios 

extraordinarios hechos a la Nación o a la Monarquía se trate de conceder una 

Grandeza de España o un Título de Castilla, bastará el acuerdo del Consejo de 

Ministros. 

Fuera de este caso no se otorgará concesión alguna de esta clase, sino en 

virtud de expediente en que se acredite la existencia de méritos o servicios del 

agraciado no premiados anteriormente, oyéndose el informe de la Diputación 

permanente de la Grandeza de España, y consultando a la comisión permanente 

del Consejo de Estado. 

En uno y otro caso, el Real Decreto que recaiga se publicará en la Gaceta 

de Madrid (hoy B.O.E.) insertándose a continuación del mismo una relación 

sucinta de los méritos o servicios que se hayan tenido en cuenta para otorgar la 

merced.>>. 
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En su artículo 3º establece el mismo vigente Real Decreto, <<De toda 

concesión nobiliaria se dará conocimiento a la Diputación permanente de la 

Grandeza española, según se viene practicando en virtud de lo dispuesto en la 

R.O. de 9 de Diciembre de 1884.>>. Y 

El artículo 10 del citado Real Decreto establece a su vez, <<Tanto las 

concesiones como las rehabilitaciones se harán siempre sin perjuicio de tercero 

de mejor derecho, el cual habrá de ejercitarse en juicio ordinario, haciéndose en 

su caso por el Tribunal competente la declaración de preferencia que proceda. 

Si previos los trámites establecidos en este Decreto se decidiese no haber 

lugar a la concesión o rehabilitación solicitada, se declarará así en el expediente, 

que será archivado, no dándose recurso alguno contra esta resolución, que 

habrá de ser adoptada en Consejo de Ministros.>>.   

El artículo 15 del mismo Real Decreto dice << No se otorgarán 

distinciones nobiliarias nuevas con denominación igual a otras caducadas o 

existentes …..>>. 

Y finalmente el artículo 16 de la misma disposición citada establece que, 

<< Desde la publicación de este Decreto no se autorizará la conversión del 

Título de señor…… ni se concederán nuevos Títulos de esa clase, …….>>. 

Este Real Decreto fue modificado por el Real Decreto 222 de 11 de marzo 

de1988. Estando en la actualidad vigente los artículos mencionados a tenor de la 

Ley de 4 de Mayo de 1948, “Títulos y Grandezas Concesión” y que deroga el 

Decreto de 1 de Junio de 1931 y la Ley de  30 de Diciembre de 1931. 
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La Ley de 1948 citada, establece, en su artículo 1º, << se restablecen, en 

cuanto no se opongan a la presente ley y decretos que la complementen, las 

disposiciones vigentes hasta el 14 de Abril de 1931 sobre concesión, 

rehabilitación y transmisión de Grandezas y Títulos del Reino, ejercitándose por 

el Jefe del Estado la gracia y prerrogativas a que aquellas se refieren. >>. 

El artículo 6º se refiere al pago de derechos de carácter fiscal para las 

concesiones, que podrá ser prorrogado, fraccionado o condonado total o 

parcialmente cuando concurran circunstancias especiales que hagan justa la 

concesión de tal beneficio. 

En su disposición final esta ley dispone la derogación, ya citada, del 

Decreto de 1 de Junio 1931 y la Ley de 30 de Diciembre de 1931. 

El Decreto de 4 de Junio de 1948 que desarrolla la Ley de 4-5-1948, ya 

citada, dice en su artículo 1º, que ratifica lo dicho en el artículo 1º de la citada 

Ley. 

En cuanto a su artículo 3º establece que los edictos de concesión se hagan 

solamente en le B.O.E. y su artículo 5º establece que las concesiones podrán 

establecer el orden de sucesión en todas las dignidades nobiliarias 

El Uso indebido de dignidades nobiliarias viene regulado por el artículo 

6º del decreto que estudiamos en relación con el Código Penal, además de las 

sanciones que reglamentariamente correspondan. 

También hace referencia este Decreto a la privación temporal o vitalicia 

de dignidades, en referencia al artículo 5º de la Ley de 4 de Mayo de 1948. 
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En su artículo 8º se refiere al pago de derechos en la legislación anterior 

al 14 de abril de 1931 remitiendo a lo que establezca en su caso el Ministerio de 

Hacienda. 

Finalmente acaba con una disposición final derogatoria de varios 

artículos del Decreto de 27 de mayo de 1912 del apartado 7º de la Orden de 21 

de octubre de 1922. Así como de cualquier disposición que exija determinadas 

rentas para ostentar Dignidades y Títulos nobiliarios. 

B) De forma hereditaria, en cuyo caso, al fallecimiento del titular,  pasa a 

su sucesor según los llamamientos que establezca la carta de concesión o según 

las normas generales de sucesión de los títulos, caso de no existir la primera o 

de no establecer llamamientos. Que puede ser para la perpetuidad o para varias 

generaciones. En el primer caso continúa existiendo y siendo sucedida la 

merced mientras existan personas llamadas o sucesores y estos la reclamen. En 

el segundo caso se da para una determinada cantidad de sucesiones, revirtiendo 

a la Corona una vez ocurridas estas. 

Se pueden dar las concesiones para una línea determinada del 

concesionario, así por ejemplo por línea solamente directa, o por segundones 

etc.… o sencillamente sin establecer línea alguna. 

La concesión puede establecer condiciones para suceder, por ejemplo que 

el sucesor case con persona noble o no. 

También puede establecer si se debe pagar la media anata y las lanzas de 

la concesión o está exento de ello, es decir los tributos que correspondieren. 
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Como tiene su origen en la voluntad real o del soberano, este decide las 

condiciones a las que se ve obligado el concesionario o sus sucesores para recibir 

el Título o merced y esta voluntad no puede ser modificada en principio más que 

por el mismo soberano que la concedió. De ahí la importancia de la concesión. 

Sin embargo nos encontramos con la ley de 2006 que modifica los llamamientos 

en las concesiones por supuestamente ir aquellas, en algunos casos, contra lo 

establecido por leyes actuales sobre igualdad de la mujer que se considera 

inconstitucionalidad sobrevenida. Cuando estas normas de carácter general no 

deberían regir sobre materia tan especial y tradicional cambiando en algunos 

casos la voluntad del concedente. Así en el caso de no establecerse llamamientos 

en la concesión habría que estarse a la forma de suceder en la época en que fue 

concedido el título que sería de forma general, cuando no se estableciesen 

llamamientos según hemos especificado, la de la sucesión en la Corona de 

España. Son de aplicación las mismas normas de la concesión en general ya 

estudiadas en la forma vitalicia. La normativa sobre concesión por lo tanto se 

encuentra en las siguientes disposiciones: 

R.D. de 27 de mayo de 1912 sobre concesión y Ley de 4 de mayo de 1948, 

su decreto de 4 de junio de 1948. 

El artículo 16 del R.D. de 1912 prohíbe expresamente la concesión de 

nuevos títulos de señor, subsistiendo los que existían al publicarse dicho R.D. y 

sujetos a las mismas normas que las restantes dignidades nobiliarias. 

  

2)- La sucesión, ocurre cuando, por alguna causa, ya mortis causa, ya 

por otro motivo de pérdida, como por ejemplo, por indignidad, pasa un título de 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

264 
 

una persona a otra, por haber quedado vacante, o sea sin titular, siguiendo los 

llamamientos de la concesión o la falta de estos por el orden regular. A tenor del 

art.1º de la Ley de 4 de mayo de 1948 (y así también lo establece el art. 1º del 

decreto de 4 de junio de 1948) la legislación vigente es la establecida antes del 

14 de abril de 1931 siendo el ejercicio de la gracia y prerrogativas a que aquella 

se refiere del Jefe del Estado y por lo tanto la legislación correspondiente a las 

sucesiones en Títulos y Grandezas de España.  

El orden de suceder venía regulado por el artículo 4 del R. Decreto de 27 

de mayo de 1912, artículo derogado por la disposición final segunda del Decreto 

de 4 de junio de 1948, que lo establece en su artículo 5º, y así hablamos de 

llamamientos, que son el orden que establece en la sucesión de una dignidad 

nobiliaria el concedente, en la carta de concesión, o, a falta de ésta o sin que ésta 

lo establezca, el orden establecido de forma general para las mercedes 

nobiliarias, llamado orden regular. Este último artículo establece que sea en este 

último caso el “que tradicionalmente se ha seguido en esta materia” y que 

establece la Constitución de 1876 como orden regular de la Corona de España, 

que es el tradicionalmente seguido por las dignidades nobiliarias. Es de citar 

aquí el principio de propincuidad o proximidad parental al último poseedor, en 

su caso al concesionario, por no existir o dejar de haber sucesión directa. 

El procedimiento de la sucesión venía en el artículo 6º del Real Decreto 

de 27 de mayo de 1912, éste en su párrafo primero ha sido modificado por el 

Real Decreto de 11 de marzo de 1988, que establece que se abrirá el plazo de un 

año para la sucesión de aquel que se considere inmediato sucesor, y a falta de 

esta solicitud se abrirá otro plazo de año también para aquel que le siga en 

orden de preferencia y si quedara aún así vacante se abrirá un tercer plazo de 
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tres años para aquellos que se consideren con derecho a la sucesión. Su segundo 

párrafo fue derogado por el Decreto de 4 de junio de 1948, y establecía el 

anuncio de las solicitudes  en la Gaceta de Madrid, etc., siendo sustituido por el 

artículo 3º sobre publicación de edictos en el Boletín Oficial del Estado del 

mismo citado Decreto derogatorio. 

El artículo 6º del Real Decreto de 27 de mayo de 1912 sigue en su párrafo 

tercero diciendo que: “ Si dentro de cualquiera de los plazos se presentase más 

de un aspirante, se pondrá de manifiesto el expediente a cada uno de ellos por 

término de quince días, para que aleguen lo que estimen conveniente a su 

derecho o desistan de él, y el Ministro, previa consulta de la Diputación 

permanente de la Grandeza y la comisión del Consejo de Estado, resolverá 

adjudicando la vacante al que a su juicio ostente mejor derecho, sin perjuicio de 

lo que los Tribunales de Justicia pudieran decidir si se somete a ellos el asunto 

por cualquiera de las partes interesadas.” 

El último párrafo de este artículo 6º establece a su vez: “Pasado el último 

plazo sin que se hubiera presentado ninguna petición, se declarará caducada la 

concesión.” 

Es decir, que cuando ocurre la vacante de una merced nobiliaria  habrá 

un plazo de 5 años para la sucesión en el mismo, en plazos de 1 año para el 

inmediato sucesor y de otro de un año también para el que le siga en derecho, en 

caso de quedar vacantes los plazos anteriores se abre otro de tres años para 

cualquiera que tuviera derecho a la sucesión. En caso de quedar vacante tras 

estos plazos se considerará la concesión de la merced nobiliaria incursa en 

caducidad. 
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La caducidad supone que deberá comunicarse al Ministerio de Hacienda 

a los efectos fiscales. Como establece el artículo 7º del R.D. del que nos 

ocupamos. 

En su art. 10 este R. D. establece “tanto las concesiones como las 

rehabilitaciones se harán siempre sin perjuicio de tercero de mejor derecho, el 

cual habrá de ejercitarse en  juicio ordinario, haciéndose en su caso por el 

Tribunal competente la declaración de preferencia que proceda. 

Previo los trámites establecidos en este Decreto si decidiese no haber 

lugar a la concesión o rehabilitación solicitada, se declarara así en el expediente, 

que será archivado, no dándose recurso alguno contra esta resolución,  que 

habrá de ser adoptada en el Consejo de Ministros. 

El art. 11 del R.D. de 27 de Mayo de 1912 dice que los interesados que 

solicitaren la sucesión o rehabilitación de una dignidad nobiliaria habrán de 

completar la justificación de su derecho en el plazo máximo de un año,  y 

obtener el correspondiente Real despacho una vez mandado expedir en el de 

seis meses, dejándose sin efecto la concesión o rehabilitación si así no sucediese. 

Una vez hecha por el Ministerio de Gracia y Justicia esta declaración se 

procederá en la forma establecida en el artículo sexto.”. 

En la Ley de 4 de Mayo de 1948, en su disposición transitoria 2ª dice “las 

Grandezas y Títulos vacantes por fallecimiento y de su legítimo poseedor, con 

posterioridad al 14 de Abril de 1931, podrán trasmitirse, a petición de parte y 

mediante la oportuna justificación documental, tramitándose sus expedientes 

por el Ministerio de Justicia en la forma que reglamentariamente será 

establecida. 
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Podrá aportarse como prueba documental los expedientes de sucesión 

instruidos por la Diputación de la Grandeza en el periodo que media entre  el 14 

de Abril de 1931 y el 2 de Octubre de 1947.” 

En el Decreto de 4 de Julio de 1948 en sus Disposiciones Transitorias se 

dice: “1º.Los expedientes sobre Grandeza y Títulos Nobiliarios pendientes solo 

de algún requisito complementario en 14 de Abril de 1931, podrán seguir 

tramitándose, siempre que los interesados o sucesores legítimos lo soliciten del 

Jefe del Estado en el término de seis meses, a partir de la publicación de este 

Decreto, siguiéndose su curso en el mismo trámite en que se hallaren y sin 

retroceder en ningún caso su tramitación. 

En los casos en que se hallare iniciado el expediente y corriendo algún 

plazo del mismo, se entenderá que éste comienza a computarse de nuevo a 

partir de la publicación del presente Decreto, pero sin que pueda entenderse 

caducado el término antes de transcurrido tres meses, en los de sucesión o de 

rehabilitación. 

2º.- Las sucesiones de Grandezas y Títulos Nobiliarios que hubieran sido 

tramitadas por la Diputación de la Grandeza deberán ser convalidadas por el 

Jefe del Estado, a cuyo efecto, aquellos que vinieren usando las referidas 

dignidades lo solicitarán del mismo dentro del término de seis meses, a partir de 

la publicación de este Decreto. 

Las solicitudes deberán presentarlas los interesados en el Ministerio de 

Justicia, bien directamente o por conducto de la Diputación de la Grandeza. 

Cuando se trate de dos o más sucesiones de un mismo Título, se formulará una 

sola petición, que se tramitará en un mismo expediente. 
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Cuando la solicitud se formule por conducto de la Diputación de la 

Grandeza, se cursará por ésta, en unión del expediente y de cuantos 

antecedentes obren en la misma con relación al Título de que se trate, al 

Ministerio de Justicia. 

En el caso de que la petición se hubiera formulado directamente, podrá 

aportarse por el interesado, como prueba documental, el expediente de sucesión 

instruido por la Diputación de la Grandeza. En uno y otro caso se entenderá 

que, en tanto se tramita el expediente, el peticionario podrá seguir usando el 

Título objeto de la convalidación. 

El expediente se tramitará anunciándose la petición en el <<Boletín 

Oficial del Estado>>, concediéndosele un plazo de noventa días, a partir de la 

publicación de los edictos, para que los que se consideren con derecho a la 

sucesión del Título puedan formular sus reclamaciones. 

Si dentro del plazo de los edictos no se formulare declaración alguna, y de 

la documentación presentada no resultare defecto en la transmisión verificada 

por la Diputación de la Grandeza, el Ministerio de Justicia someterá al Jefe del 

Estado la resolución que estime procedente. 

En el caso de que,  dentro  del término señalado en los edictos, se 

presenten otros aspirantes al Título, se sustanciará la oposición por los trámites 

establecidos en la legislación vigente. 

3º.- Las sucesiones o rehabilitaciones de Títulos nobiliarios que se 

soliciten por personas no comprendidas en los supuestos a que las anteriores 

disposiciones transitorias se contraen, se tramitarán con arreglo a las normas 

contenidas en la legislación vigente, entendiendo en cuantos plazos, a efectos de 
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caducidad, que aquellos que quedaron interrumpidos el día 14 de abril de 1931 

comienzan nuevamente a contarse desde la fecha de publicación de este 

Decreto. 

Creemos que en realidad se trata de unas rehabilitaciones ya que 

transcurrieron los plazos para que quedaran vacantes las dignidades que 

contempla esta disposición. Si bien, se estableció este procedimiento especial 

dadas las especiales circunstancias que las motivaban, es decir, la interrupción 

de 17 años de reconocimiento por parte de la República y, por lo tanto, sin 

tramitarse sucesiones, las dignidades quedaron vacantes, operando como 

posible sustitución la Diputación de la Grandeza, pero como de ámbito privado 

sin el reconocimiento del Estado, por lo que todos los Títulos de España 

anteriores a 1948 fueron en realidad legalmente caducados, si se toma la 

legalidad vigente entonces, si bien fueron reconocidos por la ley de 1948 al 

restablecer la legalidad anterior y excepcionalmente rehabilitados por el sistema 

de la convalidación, establecido por las disposiciones transitorias de la Ley de 

4 de mayo de 1948, es decir, los que hubieren quedado vacantes por sucesión. 

Pues el Jefe del Estado español aceptó como válidas las sucesiones tramitadas 

por la Diputación de la Grandeza durante ese periodo de 14 de abril de 1931 a 2 

de octubre de 1947, aceptando la convalidación de esos expedientes que fueron 

tramitados de forma privada durante casi 17 años. Y que, por lo tanto, a efectos 

de la legalidad existente, habían caducado y quedado vacantes las 

correspondientes dignidades. Este subterfugio legal dio continuidad a las 

dignidades caducadas como sucesiones. Así la Ley de 4 de mayo de 1948 se 

refiere a los Títulos y Grandezas vacantes a partir del 14 de abril de 1931 y los 

correspondientes expedientes de la Diputación de la Grandeza obrarán como 
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prueba documental, así mismo la disposición transitoria 2ª del Decreto de 4 de 

junio de 1948 habla de CONVALIDACIÓN. 

Los trámites los establece la disposición transitoria 2ª del decreto de 4 de 

junio de 1948. 

En cuanto a los expedientes que se hubieren interrumpido por la 

República, éstos se reanudarán conforme a las disposiciones transitorias del 

Decreto de 4 de junio de 1948 y la Orden de 27 de octubre de 1948.317, dándoles 

un plazo de seis meses para su reanudación contándose desde la publicación del 

citado decreto de 1948 y sin retroceder en el estado en que se encuentre el 

expediente. 

Debemos hacer una referencia histórica a la sucesión en los Títulos 

nobiliarios y Grandezas durante el periodo constitucional de principios del siglo 

XIX. Y esto ocurre desde 1820 en que se suprimen las vinculaciones, salvo el 

periodo de 1824, a 1836 en que definitivamente quedaron suprimidas. Los 

Títulos concedidos en este periodo serán sucedidos según las reglas de la 

sucesión de un Mayorazgo regular, a tenor de las disposiciones de la Pragmática 

sanción del Rey Fernando VII, según las recoge el artículo 50 de la Constitución 

de 1845. A falta de descendientes del concesionario, el Título deberá ser 

sucedido por el pariente más propincuo, como ya establecían las propias 

Partidas. 

 

 

 
                                                             
317  Se recoge dicha orden en el siguiente estudio sobre la rehabilitación.  
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3)- La rehabilitación. 

También supone que para que vuelva a estar la merced nobiliaria vigente 

deberá alzarse la caducidad por medio de rehabilitación, a petición de parte 

legítima, a su favor y acreditando, según establece el artículo 8º del R.D. de 27 

de mayo de 1912,  respecto a la merced nobiliaria: 

“1º La anterior existencia y la supresión de la misma; 

2º Que el solicitante se encuentra dentro de los llamamientos a la 

sucesión, según el orden establecido, y es pariente consanguíneo del primero y 

del último poseedor. 

3º Que el peticionario reúne méritos bastantes y rentas suficientes para 

ostentar decorosamente la dignidad que pretende rehabilitar.”. 

Sin embargo, quedan derogadas las disposiciones que exijan 

determinadas rentas para ostentar dignidades y Títulos nobiliarios según 

establece la disposición final 2ª del Decreto de 4 de junio de 1948, pero se 

seguirán exigiendo méritos para las rehabilitaciones, tal como establece el 

artículo 5º del R.D. de 11 de marzo de 1988 que dice que “excedan del 

cumplimiento normal de obligaciones propias del cargo, profesión o situación 

social que no hayan sido objeto de recompensa anterior a la petición que en 

ellos se apoye.” 

El artículo 9º del R.D. de 1912 que nos ocupa establece los mismos 

trámites para las rehabilitaciones que para las primeras concesiones, 

cumpliéndose las formalidades del párrafo segundo y tercero del artículo 

segundo de este R.D., publicándose la solicitud en el Boletín Oficial del Estado, 
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según establece el artículo tercero del Decreto de 4 de junio de 1948 en 

referencia a la vigente legislación y a la concesión de Títulos nobiliarios así, 

como a la transmisión y rehabilitación de los mismos al remitir expresamente a 

los artículos anteriores, con lo que modifica los artículo 2, 6 pár. 2º, y 9 del R.D. 

de 27 de mayo de 1912 en cuanto éste cita la Gaceta de Madrid, así como el art. 

11 del R.D. de 8 de julio de 1922 y cualquier otro que se refiera a la publicación 

en los términos de este Decreto de 1948. 

Y establece que se imponga un plazo para que los que se crean con mejor 

derecho puedan hacerlo valer en el expediente. Entrando a funcionar en su caso 

el principio de propincuidad, o de proximidad parental al fallecido. 

Las rehabilitaciones se harán siempre, como las concesiones, sin 

perjuicio de tercero de mejor derecho, que deberá declararse en juicio ordinario 

y ante Tribunal competente. El juicio sobre  mejor derecho atenderá a los 

llamamientos y, en su caso, al principio de propincuidad. 

Si previos los trámites establecidos se declarase no haber lugar a la 

concesión o rehabilitación, será archivado el expediente no cabiendo recurso 

alguno contra la resolución que se adoptará en Consejo de Ministros. . (Artículo 

10 del R.D. de 1912). 

El artículo 11 del R.D. de 1912 que nos ocupa establece un plazo de un año 

para completar la justificación de su derecho a la concesión o rehabilitación de 

una solicitada dignidad nobiliaria, y obtener el correspondiente Real Despacho 

una vez mandado expedir en el de seis meses, quedando sin efecto si no 

sucediese así. 
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Una vez declarado esto por el Ministerio de Justicia se procederá en la 

forma establecida por el art. 6º. 

Existe una norma especialmente sobre rehabilitaciones y se trata del R.D. 

de 8 de julio de 1922, que lleva por título: “Disposiciones sobre rehabilitación de 

Grandezas de España y Títulos del Reino.” En su artículo 1º dice que 

corresponde al Rey acordar las rehabilitaciones de que trata. 

En su artículo 2º establece que solo podrá dicha gracia de la 

rehabilitación ser impetrada por las personas que reúnen las condiciones 

señaladas en el citado Decreto y sigue diciendo que la alegación y probanza no 

tendrá otra eficacia que la de colocar al interesado en situación de aptitud para 

que la rehabilitación se decrete en su favor. Por lo tanto, es importante subrayar 

que se trata de una “gracia real”, no de un derecho que se pueda exigir, la 

probanza solo supone establecer una situación en la que el solicitante puede ser 

agraciado, pero sin  la cual no puede serlo, por ello esta disposición exige ciertos 

requisitos que deberá probar el solicitante. Los siguientes artículos 9 y 11 fueron 

derogados y sustituidos los 3, 4, 5, 6 y 8 por el Real Decreto 222/1988 de 11 de 

marzo en su artículo 2º.  Salvo sus artículos 7, 12, primera parte del 13 y 14 del 

R.D. de 1922 sobre rehabilitaciones, que quedaron vigentes. 

Por lo anteriormente dicho debemos irnos por lo tanto al artículo 2º del 

Real Decreto 222/1988 de 11 de marzo, que varía en la nueva redacción del 

artículo 3º en lo siguiente, que establecía el citado anteriormente Real Decreto 

de 1922, en que ya no podrán rehabilitarse dignidades que hubieren estado 

caducadas por más de cuarenta años, y señala las siguientes condiciones para 

ello que establece la nueva redacción de los siguientes artículos 4, 5, 6 y 8 y las 

demás disposiciones vigentes: 
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Art. 4318: Instancia dirigida a su Majestad el Rey suscrita por el solicitante 

o su representante legal en la que deberá constar: 

a) Nombre, apellidos y domicilio del interesado, 

o en su caso del representante legal. 

b) Nombre y apellidos del último representante 

legal que ostentó la merced. 

c) Fecha en que la dignidad quedó vacante. 

d) Parentesco del solicitante con el último 

poseedor. 

Otra modificación importante es que antes, en el anterior Real Decreto de 

1922, se podía rehabilitar sin límite de grados de parentesco mientras que 

ahora, en el de 1988, se establece el límite de 6 grados, así el artículo 5º del Real 

decreto modificado de 1922, establece que solo procede la rehabilitación cuando 

el solicitante tenga un parentesco con el último poseedor legal que no exceda del 

sexto grado civil.  

Este artículo del que estamos tratando también establece lo que se 

requiere como méritos para la rehabilitación que es que concurran en el 

solicitante méritos “que excedan del cumplimiento normal de obligaciones 

propias del cargo, profesión o situación social que no hayan sido objeto de 

recompensa anterior a la petición que en ellos se apoye.” 

                                                             
318

 Este artículo fue modificado por Real Decret o 602/1980, hoy derogado por el Real Decreto de 1988, 
y que decía en su artículo único:  
<<Artículo cuarto.- Solo podrán solicitar la rehabilitación aquellas personas que se encontraran en 
alguno de los siguientes grupos: 

A) Descendientes directos, hermanos y descendientes directos de hermanos del último poseedor 
legal de la merced pretendida. 

B) Colaterales hasata el cuarto grado civil, inclusive del último poseedor legal. 
C) Descendientes directos de cualquiera que se demuestre haber ostentado legalmente dicha 

dignidad.>>. 
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A la instancia de solicitud de la que hemos hablado se tendrá que aportar 

los documentos que enumera el artículo 6 modificado del ya citado decreto de 

rehabilitación, que son: 

i. “Un árbol genealógico. Fechado y firmado por 

el solicitante en el que se mostrará el parentesco de 

consanguinidad matrimonial que enlace al interesado 

con el último poseedor de la dignidad cuya 

rehabilitación se pretende”. 

ii. “La carta expedida al último titular o copia 

legalizada de la misma. También valdrá la referencia a 

aquella contenida en el expediente general del Título 

custodiado en el archivo del Ministerio de Justicia”. 

iii. “Un índice de los documentos de prueba 

firmado por el que suscribe la instancia. En este índice 

no se reseñarán otros documentos que los que 

efectivamente se presenten en el Registro General del 

Ministerio de Justicia”. 

Tenemos aquí que transcribir el artículo 7º del R.D. de rehabilitación de 

1922, que subsiste y dice: “En todo caso deberá justificarse que la persona de 

quien se derive el derecho del solicitante poseyó efectiva y legalmente la 

Dignidad solicitada”. 

Como en el procedimiento anterior se debe aportar certificaciones del 

Registro civil de nacimiento, matrimonio y defunción de cada uno de los 

enlaces, para probar el parentesco de consanguinidad matrimonial, según 

establece el artículo 8º reformado del R. D. de 1922 sobre rehabilitaciones, y 
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sigue diciendo: “Cuando de acuerdo con la Ley del Registro civil (R.1957, 777 y 

N. Dicc. 25893), puedan admitirse documentos supletorios, estos deberán 

presentarse mediante copias del texto íntegro testimoniadas notarialmente.” 

En la documentación genealógica deberán incluirse, con carácter 

necesario, las testamentarias de cada uno de los enlaces que acrediten la 

descendencia. Dichos documentos se presentarán también con los requisitos y 

solemnidades anteriores. 

Para los documentos extranjeros se estará a los acuerdos, tratados y 

demás disposiciones.”. 

Volvemos al original del R.D. de 1922 para aludir al artículo 9º, que ha 

sido totalmente derogado por el R.D. 222/1988. 

El artículo 10319 quedó modificado por el artículo 2º del R.D. de 11 de 

marzo de 1988, número 222/1988. Este artículo viene reflejado al final de este 

estudio sobre la rehabilitación al referirse el R.D. citado de 1988. Y vienen 

también al final del estudio sobre rehabilitación las modificaciones del citado 

R.D. de 1988 a los artículos 3, 4, 5, 6 y 8 del R.D. de 1922 que nos ocupa y que 

aparecen ya citadas en esta parte de la tesis. 

La forma de resolver los expedientes de rehabilitación es la del Real 

Decreto y es preceptiva su publicación en el Boletín Oficial del Estado, 
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  Este art. Fue modificado por el R.D. 602/1980. Que a su vez fue derogado por R.D. 222/1988 y decía: 
>> articulo diez.-a los españoles en quienes concurra el grado de parentesco establecido en el apartado 
A) del articulo cuarto y no hubieren podido solicitar la sucesión en el titulo durante los tres años 
siguientes al fallecimiento del ultimo poseedor, le sera de aplicación el Real Decreto del 27 de mayo de 
1912, sobre sucesiones, siempre que alegaran justa causa en el retraso, libremente apreciada por la 
Administracion. 
No obstante, en estos casos se aplicara, a efectos fiscales, lo dispuesto para rehabilitaciones de títulos 
nobiliarios.>>. Este procedimiento vino a llamarse sucesión diferida y su vida fue breve al ser deroado 
por el R.D. 222/1988.  
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haciéndose también referencia en el modificado artículo 10 del Real decreto de 

1922, al silencio administrativo al no recaer resolución sobre el expediente en el 

plazo de un año desde su puesta a despacho. 

Finalmente hemos de hacer referencia a la disposición transitoria del 

Real decreto 222/1988, en su párrafo 1º, en cuanto que lo que establece este 

decreto es de aplicación a las rehabilitaciones de Grandezas y Títulos y a la 

autorización de uso de títulos extranjeros pendientes de resolución. Y en su 2º 

párrafo establece que durante un año se admitirán a trámite las peticiones de 

rehabilitación de títulos, cualquiera que fuere la fecha en que quedaron 

vacantes. 

En cuanto a las disposiciones necesarias para el cumplimiento del Real 

Decreto de 8 de julio de 1922, estaremos a lo que dice su artículo 18, y por lo 

tanto a la Real Orden de 21 de octubre de 1922 en sus 47 artículos, teniéndose 

en cuenta que esta Real Orden está vigente en todo lo que no contradiga el 

decreto de 4 de junio de 1948 que derogó el apartado séptimo de esta orden que 

nos interesa y cuantas disposiciones se opusieren al citado decreto en su 

disposición final 2ª y ha sido modificado al serlo el Real Decreto de 8 de julio de 

1922 por el Real Decreto 222/1988 de 11 de marzo que, en su disposición 

derogatoria, establece que quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o 

inferior rango se opongan a lo dispuesto en él. El texto de esta Real Orden de 21 

de octubre de 1922 está dividido en tres partes, la parte primera es de las 

rehabilitaciones en general, y tiene treinta y dos artículos, el artículo 1º 

establece la posibilidad de las rehabilitaciones de Grandezas y Título del Reino 

caducados, con expresa remisión al Real Decreto de 8 de julio de 1922, con 

arreglo a los trámites que en él se establecen y en esta Real Orden. Los 
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siguientes artículos establecen los trámites para la rehabilitación de dignidades 

nobiliarias, empezando por la instancia dirigida a S.M. el Rey, en que constará 

según el artículo 2º y 3º de esta orden, entre otros datos A) El nombre y 

apellidos, etc.… del interesado.  B) Fecha de creación de la dignidad solicitada. 

C) Nombre y apellidos del primer agraciado con la misma. D) Nombre y 

apellidos del 2º poseedor legal, caso de haber habido libre designación del 

primero autorizada por el Monarca. E) Nombre y apellidos del último que la 

ostentó legalmente. F) Fecha en que la dignidad quedó vacante y motivo de ésta. 

G) Parentesco del solicitante con el primer poseedor legal. H) Parentesco del 

solicitante con el último poseedor legal. Finalmente el artículo 3º citado, 

establece que cuando se derive el derecho a solicitar del segundo poseedor, en 

caso de designación autorizada, el requisito G) se entenderá referido al segundo 

poseedor. Y que cuando el solicitante sea descendiente directo hermano o 

descendiente de hermano, bastará hacer constar los extremos A), E), F), y H). 

Hay que tener en cuenta en este último caso que el parentesco debe ser de doble 

vínculo del hermano o por parte de la línea que poseyó la dignidad, aunque aquí 

no se especifique, es de tener en cuenta el principio general de consanguinidad 

con el concesionario o primer poseedor de la merced solicitada. 

A tenor del artículo 4º de esta Real orden, para cada dignidad nobiliaria 

solicitada se formulará una instancia distinta y separada salvo: A) Cuando se 

trate de Grandeza unida a Título del Reino; B) Cuando se soliciten varias 

dignidades nobiliarias que, por las Cédulas de creación, debieran recaer siempre 

en una misma persona, cuando nunca hubieran sido ostentadas separadamente; 

C) Cuando el solicitante descienda directamente del último poseedor de las  

Dignidades que se soliciten. 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

279 
 

Junto a la instancia se acompañarán los documentos siguientes: A) Árbol 

genealógico, con el parentesco legítimo de consanguinidad con el primero y 

último poseedor legal de la merced solicitada. Fechado y suscrito por el que 

suscribe la instancia. Cuando la instancia deba hacer referencia al segundo 

poseedor legal a tenor de lo indicado en el nº 3º, deberá referirse también al 2º 

en lugar del 1º poseedor, cuando sea descendiente directo, hermano o 

descendiente directo de hermano del último poseedor, el árbol deberá 

puntualizar el parentesco con el poseedor legal último. 

B) El representante tutor o mandatario que firme en su caso, deberá 

acompañar la prueba de su capacidad para actuar. 

6º. Recibida la instancia y documentos el Ministerio mandará publicar la 

petición en el B.O.E. y se expresarán en él el nombre y apellidos del peticionario 

y la dignidad pretendida (fecha de creación en su caso), y nombre y apellidos del 

último titular. 

El nº 7 quedó sin contenido por el Decreto de 4 de junio de 1948.320 

8º. Los escritos de oposición llevarán los mismos requisitos de ir 

dirigidos al Rey, harán referencia al anuncio oficial que los motive, y dentro del 

plazo de 15 días. 

9º. Los primeros solicitantes, como los opositores, habrán de completar 

la prueba de sus alegaciones en el término de un año contado desde el día 

siguiente a aquel en que concluyó el plazo de presentación de instancias de 

                                                             
320

 El artículo 7º citado en el texto decía: Durante los quince días inmediatamente siguientes a la 
inserción del anuncio en la Gaceta podrán oponerse a la rehabilitación intentada, solicitándola en favor 
suyo, las personas que se consideren con derecho preferente por razones genealógicas. 
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oposición. Transcurrido dicho plazo se desestimará la instancia del que no 

presentare la prueba a tiempo. 

10º. La prueba deberá abarcar los siguientes extremos. 

A- Creación de la dignidad nobiliaria. 

B- Condición hereditaria y normas sucesorias de 

dicha merced. 

C- Nacionalidad española de la misma. 

D- Parentesco de consanguinidad legítima entre 

el interesado y los legales poseedores primero (segundo en 

su caso), y último de la Grandeza o Título pretendidos. 

E- Fecha y causa de haber quedado vacante la 

dignidad impetrada; 

F- Posesión de rentas suficientes para ostentar 

con decoro la misma. (derogado). 

G- Concurrencia de méritos para poder 

rehabilitar. 

11º. Cuando se haya comprendido, el solicitante, en el caso del apartado 

A) del artículo 4º del R.D. de 8 de julio de 1922 la prueba genealógica se limitará 

a enlazar el pretendiente con dicho último titular. 

12º. Es obligatorio demostrar que la dignidad fue poseída legal y 

realmente por la persona de quien derive genealógicamente su derecho el 

solicitante. 

13ª. El parentesco que se alegue y pruebe deberá ser de consanguinidad 

legítima. Los legitimados por concesión Real deberán presentar el 
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correspondiente real despacho con autorización real para suceder en dignidades 

nobiliarias o testimonio fehaciente de ello. (Hoy día la jurisprudencia viene a 

contradecir la necesidad de consanguinidad legítima ya que permite a los hijos 

naturales suceder en las dignidades nobiliarias.). 

14º. La colateralidad en el parentesco se referirá a la rama por la que 

procede la dignidad nobiliaria. 

15º. Los documentos probatorios de parentesco contenidos en 

expedientes custodiados en el Archivo del Ministerio de Justicia, no bastará con 

mencionarlos o referirlos, deberán aportarse ejemplares nuevos o certificación 

literal y fehaciente de los mismos que ,para ser expedida por el jefe de dicho 

Archivo, habrá de obtenerse conforme se preceptuó en la orden de la 

Subsecretaría de este Ministerio, fecha 7 de marzo de 1918.321 

                                                             
321 La orden de 7 de marzo de 1928 dispone lo siguiente: Art. 1º: Cuando la resolución recaída en un 
expediente deniegue la pretensión de concesión de un Título o Grandeza, la persona a quien tal 
denegación se refiere, podrá solicitar y obtener la devolución de los documentos que ella presentó para 
lograr aquella concesión. 
Art. 2º: Si la resolución fuese afirmativa, los documentos consistentes en certificaciones de nacimiento, 
bautismo, matrimonio y defunción ó sepelio, referentes al que obtuvo tal resolución afirmativa, no 
serán devueltos, pero podrán dichos interesados solicitar y obtener certificaciones expedidas por el 
Archivo de este Ministerio. Los demás documentos referentes al propio agraciado, podrán ser 
devueltos, si los solicitantes obtienen previamente certificación de los mismos, expedida por el Archivo, 
la cual quedará en el expediente. 
Art. 3º: Los documentos relativos a concesiones, sucesiones o rehabilitaciones ya pasadas no podrán ser 
devueltos en ningún caso. Exceptuase el de Reales despachos entregados anteriormente, por 
renunciantes a Títulos nobiliarios ó Grandezas de España, no con objeto de que se cancelen, sino para su 
entrega en su día, a quien rehabilite u obtenga la sucesión ó concesión de la merced de referencia, los 
cuales serán entregados al nuevo concesionario, si este lo solicita.  
 Art.4º: No se expedirá certificación alguna de documentos custodiados en este Archivo y relativos a 
mercedes en uso, salvo cuando lo pida el titular, o bien éste autorice por escrito la petición de tercero. 
Art.5º: Cuando la merced esté vacante y no solicitada, durante el primer año de encontrarse en tal 
situación, solo podrán pedir certificaciones los inmediatos sucesores, durante el segundo, los demás., en 
adelante, cualquier particular. 
Art. 6º: Cuando el Título se halle vacante y solicitad, no podrán obtener certificación de los documentos 
sino quienes los hayan presentado, o bien terceros con autorización escrita de quienes los presentaron. 
Tratándose de documentos anteriores a las no resueltas instancias, se observará lo prescrito en el 
artículo anterior. 
Art.7º:  Cuando se trate de un Título vacante que en tiempos fue unido a otro actualmente en uso, y los 
documentos cuya certificación interese estén contenidos en el expediente del Título ostentado, no será 
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16º. Sin contenido a tenor del decreto de 4 de junio de 1948, de concesión 

y rehabilitación de títulos.322 

17º. No obstante lo anterior, la administración podrá estimar suficiente 

una renta que no alcance los límites cuando el interesado esté incluido en uno 

de los siguientes grupos: 

A) Descendientes directos, 

hermanos o descendientes directos de 

hermanos del último titular legal; 

B) Colaterales, hasta el 

cuarto grado civil inclusive, del último 

poseedor legal. 

C) Colaterales, hasta el 

cuarto grado civil inclusive, de 

descendientes del último poseedor 

legal. 

D) Descendientes directos de 

cualquiera que se demuestre haber 

ostentado legalmente la Dignidad 

pretendida. 

                                                                                                                                                                                   
necesaria la autorización de quien ostente éste, para documentos distintos de los que el poseedor 
actual presentó para lograr la sucesión o rehabilitación a su favor. 
Art. 8º: Ninguna de estas reglas se refiere al caso de obtención de certificaciones mediando intervención 
judicial. 
Art. 9º: Para la exhibición de expedientes a particulares, regirán las mismas normas que para el 
despacho de certificaciones, si ya están archivadas.  
322

 El artículo 16º decía: La cuantía mínima de renta que deberán probar los pretendientes de 
rehabilitaciones será de 60.000 pesetas si se trata de rehabilitar una Grandeza de España con ó sin Título 
del Reino y de 20.000 pesetas cuando la Dignidad no llevase Grandeza de España. 
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Los incluidos en estos grupos no estarán obligados a demostrar renta 

superior a 20.000 ó 60.000 pesetas, según se trate de Título del Reino sin 

Grandeza o bien Grandeza con o sin Título. (Derogado por Decreto de 4 junio 

1948) 

18º. Sin contenido a tenor del Decreto de 4 junio de 1948.323 

19º. La Administración apreciará discrecionalmente los méritos aducidos 

por el interesado o en favor del mismo. 

20º. Los méritos deberán exceder del cumplimiento normal de 

obligaciones propias del cargo, profesión o situación social del interesado y no 

haber sido motivo de recompensa anterior a la petición que en ellos se apoye 

cuando, por razón de parentesco, se halle dicho interesado comprendido en uno 

de los casos siguientes: 

b. Colateral, hasta el cuarto grado civil inclusive. Del 

último titular. 

c. Colateral, hasta dicho grado inclusive, de 

descendientes de dicho titular. 

d. Descendiente directo de cualquiera que se demuestre 

haber ostentado legalmente la Dignidad pretendida. 

21º. Cuando el parentesco del solicitante o interesado no esté 

comprendido en ninguna de las categorías especificadas en el núm. 17 será 

preciso, por lo tocante a méritos alegados, no solamente que estos no hayan sido 

                                                             
323 El artículo 18º decía: Debiendo referirse la prueba de rentas a un hecho coetáneo de la pretensión, 
no será aprovechable la contenida en expedientes resueltos, ni la aportada a los que, no habiéndolo 
sido aún, estén ya dictaminados por la comisión permanente del consejo de Estado. Las pruebas 
contenidas en expedientes aún no informados por dicho Alto Cuerpo podrán hacerse valer mediante 
presentación de nuevos ejemplares de los documentos que las formen, o bien certificación en relación 
de los mismos, cuando su extensión hiciera difícil o dispendiosa la obtención de duplicados literales.   
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motivo de recompensa anterior a la petición que en ellos se apoye, sino también 

que revistan carácter extraordinario a juicio del Consejo de Ministros. 

22º. La prueba de méritos aducida en un expediente resuelto o pendiente 

no puede utilizarse en otro expediente distinto. 

Sin embargo de ello, cuando alguien haya instado simultáneamente la 

rehabilitación de dos o más dignidades nobiliarias, cuyo último poseedor legal 

fuera una misma persona, no se aplicará la regla antedicha, aunque las 

peticiones consten en solicitudes separadas. 

23º. Este artículo empieza con el requisito, ya caduco, del papel de timbre 

y con el reintegro que proceda para los documentos probatorios, si bien también 

establece que son indispensables los requisitos para demostrar la legitimidad de 

las firmas estampadas en los mismos y, en su caso, la legalización notarial o 

diplomática.324 

24º. Con los documentos de prueba habrá de presentarse un índice de los 

mismos, firmado por el que suscribiere la instancia de incoación. Solo 

integrarán este índice los documentos efectivamente entregados al Registro 

General. 

25º. Será ineficaz todo documento probatorio presentado fuera del plazo 

que se indica en el número 9º. Tampoco se admitirán instancias o alegatos que 

tiendan a impugnar apreciaciones de las entidades informantes o añadir nuevas 

consideraciones a las hechas en las instancias iniciales, escritos de oposición o 

alegaciones formuladas en el plazo reglamentario de prueba. 

                                                             
324

 [Los Impuestos de Títulos y Grandezas y Timbre fueron suprimidos por el art. 238.1 a) y d) de la Ley 
de Reforma Tributaria de 11 de junio de 1964 y los textos reguladores de los mismos derogados por D. 6 
abril 1967.] 
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Ello no será obstáculo, no obstante, para que los pretendientes aporten 

cualquier elemento de prueba o realicen cualquier gestión o aclaración a que 

puedan ser invitados, previo requerimiento de la Subsecretaría, en los términos 

que más adelante se indicarán. 

26º. Una vez expirado el periodo de prueba se desestimarán las 

instancias de quienes no hayan formalizado debidamente la suya, y se enviará el 

expediente a la Diputación permanente de la Grandeza de España para que se 

sirva emitir su informe. 

Podrá cursarse el expediente antes de concluir dicho término de prueba si 

en ello estuvieren conformes todos los solicitantes; la manifestación en tal 

sentido deberá hacerse por escrito. La renuncia al restante periodo de prueba, 

hecha en tales condiciones, no autorizará ulteriores ampliaciones del plazo 

probatorio. 

27º. Devuelto el expediente por la Diputación de la Grandeza, la sección 

correspondiente y la Subsecretaría de este Ministerio formularán su 

correspondiente dictamen con arreglo a lo prevenido en el Reglamento de 9 de 

julio de 1917325 sobre organización y procedimiento administrativo de la misma. 

28º. A continuación se requerirá el parecer de la Comisión permanente 

del Consejo de Estado, oída ésta, será potestativo para el Ministro consultar al 

Pleno de dicho Alto Cuerpo, o bien proponer desde luego a S.M. la resolución 

del expediente, sin necesidad de ulteriores trámites. 

                                                             
325 Hoy día haría referencia al B.O.E. de 09-07-2008. Real Decreto 1125/2008, de 4 de julio, por el que se 
desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Justicia y se modifica el Real Decreto 438/2008, 
de 14 de abril, por el que se aprueba la estructura orgánica básica de los departamentos ministeriales 
(Vigente hasta el 26 de septiembre de 2010) 
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29º. Cuando en cualquier trámite del expediente alguna de las entidades 

informantes o el Ministro reclamasen la práctica de diligencias 

complementarias o aclaraciones cuya realización competa al pretendiente de la 

rehabilitación o exija la cooperación del mismo, le será dirigido el oportuno 

requerimiento, apercibiéndole con tenerle por desistido de su instancia si dejara 

transcurrir el plazo que, al efecto, se le indique sin cumplimentar la gestión o 

prestar la cooperación de referencia. 

Si los solicitantes personados en el expediente fueran varios se 

participará a todos ellos el requerimiento hecho en los términos del párrafo 

anterior y se les concederá un plazo igual para que formulen las observaciones 

que estimen pertinentes. Dicho plazo se computará a partir del día en que el 

requerido haya realizado la gestión a que se le invitó. 

30º. La concesión de rehabilitación será hecha por medio de un Real 

Decreto, del que se dará traslado a todos los solicitantes y que se insertará en la 

“Gaceta de Madrid” y en el “B.O. del Mº de Gracia y Justicia”326. Además, 

cuando el agraciado se encuentre en el caso del núm. 21, se hará constar en 

dicho Real Decreto el carácter extraordinario de los méritos aducidos y el 

acuerdo del Consejo de Ministros; dichos méritos se publicarán a continuación 

del mencionado Real Decreto en ambos periódicos oficiales. (Hoy en el B.O.E.) 

        Toda rehabilitación se entenderá concedida sin perjuicio de tercero 

de mejor derecho genealógico. Éste habrá de ejercitarse en juicio civil ordinario 

de mayor cuantía, haciéndose, en su caso, por el Tribunal competente, la 

                                                             
326

 El artículo 3 del Decreto de 4 de junio de 1948 establece que edictos se publiquen únicamente en el 
Boletín Oficial del Estado. 
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declaración de preferencia que proceda. (El juicio ordinario de mayor cuantía ya 

no existe con lo que será en el juicio ordinario que corresponda). 

31º. Se acordarán por Real Orden: 

A)        Las denegaciones, cualquiera que sea la causa de ellas. 

B)        Las desestimaciones fundadas en no haber completado la prueba 

en los plazos y condiciones prevenidos en los números anteriores. 

C) Las desestimaciones debidas a no haber cumplimentado el requerido 

la gestión aludida en el número 29. 

D) Las desestimaciones por desistimiento conforme al núm. 46. 

32º. También se hará mediante R.O. la declaración de haber quedado sin 

efecto la rehabilitación por consecuencia de no haberse satisfecho el impuesto 

de Títulos y Grandezas, o los derechos de imposición del Sello Real o los 

derechos correspondientes (Impuesto de sucesiones y actos jurídicos 

documentados).327 

La reversión a la Corona de Grandezas de España y Títulos del Reino, 

según prescribe el art. 15 del expresado Real Decreto, se producirá, desde luego, 

sin necesidad de especial decisión administrativa. 

La PARTE SEGUNDA de esta Real orden se refiere a la ejecución de 

sentencias sobre mejor derecho a dignidades nobiliarias rehabilitadas. Lo que 

veremos en  su momento sobre la adquisición por vía judicial. 

La PARTE TERCERA se refiere al régimen de transición: 

                                                             
327

 En el original: “conforme a la Ley del Timbre del Estado, según se previene en los párrafos A) y B) del 
art. 14 del Real decreto de 8 de julio de 1922.”.  
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38º. Las personas que habiendo sido agraciadas con la rehabilitación de 

Dignidades nobiliarias y satisfecho el impuesto especial sobre Títulos y 

Grandezas no hubieran abonado hasta la fecha los derechos de imposición del 

Sello Real y los del Timbre del Estado (hoy tiene distinto apelativo como ya se 

dijo), deberán efectuarlo y recoger el correspondiente Real Despacho antes de 1 

de abril de 1923; entendiéndose en caso contrario caducada la concesión, según 

previene el art. 3º de la Ley relativa al impuesto de Títulos, Grandezas, honores 

y condecoraciones, texto refundido de 1922. (Ver la actualización de los 

tributos). 

39º. Los expedientes de rehabilitación a que afectó el R.D. de 10 enero 

1921 (derogado por de 8 julio 1922), podrán ser puestos nuevamente en curso, a 

instancia de los interesados, con sujeción al estado de derecho en que fueron 

presentadas las solicitudes primitivas. Para ello se observarán las normas 

siguientes: 

40º. El plazo de presentación de documento de prueba se entiende 

prorrogado hasta 1 nov. 1923 en favor de aquellas personas que hubieran 

solicitado rehabilitación de Dignidades nobiliarias, siempre que al publicarse el 

R. D. de 1921 (derogado) estuviese corriendo el plazo de un año que para 

documentar concedía el R. D. de 27 mayo 1912. 

Las personas a quienes interese podrán obtener la tramitación de sus 

expedientes solicitándolo mediante instancia elevada al Ministro de Gracia y 

Justicia al tiempo de presentar o completar la documentación. También 

deberán presentar un árbol genealógico suplementario en papel timbrado 

común de la clase 8ª (o en papel común con timbre equivalente), a fin de 

expresar todas las referencias genealógicas requeridas por el núm. 5º de la 
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presente Real Orden. La prueba, en cuanto al fondo, se regirá por las normas 

vigentes al tiempo de formularse las primitivas instancias, a no ser que los 

interesados deseen acogerse a los beneficios del R. D. de 8 julio 1922 (citado) de 

la presente Real Orden por lo tocante a esta materia, pero será de observancia lo 

prevenido en los números 23, 24, 25 y 29 de esta Real Orden. 

41º. Si el expediente hubiera sido dictaminado por la Diputación de la 

Grandeza de España, y por efecto del R. D. de 1921 (derogado) hubiera quedado 

su tramitación en suspenso, los interesados manifestarán antes de 1 julio 1923 si 

optan por aportar nuevos documentos o por la continuación del asunto sin 

ulteriores elementos de prueba. 

42º. La misma regla se aplicará a los expedientes paralizados después de 

informados por la Sección correspondiente o por la Subsecretaría de este 

Ministerio, y antes de oír a la Comisión permanente del Consejo de Estado. 

Cuando, ya enviados a este Alto Cuerpo, hubieran sido devueltos sin dictamen 

sobre el fondo del asunto, será también observado el criterio del presente 

párrafo. 

43º. Los expedientes ya informados en cuanto al fondo del asunto por la 

Comisión permanente del Consejo de Estado, con anterioridad a la vigencia del 

R. D. de 1921, no serán susceptibles de ampliación de prueba. 

44º. Cuando la Comisión permanente del Consejo de Estado hubiese 

emitido dictamen desfavorable a la rehabilitación, fundándolo en la prohibición 

estatuida en el R. D. de 1921, los expedientes podrán ser objeto de nuevo 

examen a instancia de los interesados, quienes deberán pedirlo, y en su caso 

completar la prueba de sus pretensiones antes del 1 nov. 1923. 
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45º. Los expedientes a que no alcanzó la paralización decretada en 1921 

seguirán su curso normal sin necesidad de instancia alguna e igual criterio será 

observado respecto de los iniciados con posterioridad al R. D. de 8 julio 1922. 

Pero la ampliación de plazo probatorio, determinada en los números 40 a 44, 

ambos inclusive, no será aplicable a los mismos. 

        Tampoco será precisa instancia de los interesados cuando por 

resolución judicial haya sido declarado inaplicable al expediente de referencia la 

paralización prevenida en el año 1921. 

46º. Cuando los interesados cuyos expedientes se hallen comprendidos 

en los casos de los números. 39 al 44, ambos inclusive, de la presente R. Orden 

no insten su continuación, con o sin nuevos elementos de prueba, antes de 1 

nov. 1923, se les tendrá por desistidos de sus pretensiones, observándose lo 

dispuesto en el núm. 31. 

47º. La circunstancia de instar los interesados la prosecución de sus 

expedientes al amparo de lo que establecen el R. D. de 8 julio 1922 (citado), y 

esta Real Orden, no supondrá que aquéllos hacen renuncia ni pierden derecho a 

solicitar ante quien proceda la aplicación de beneficios fiscales a que 

manifestaron acogerse al presentar sus respectivas peticiones de rehabilitación 

o durante el trámite de las mismas. 

 

La Ley de 4 de mayo de 1948 restablece la legislación nobiliaria anterior 

al 14 de abril de 1931, y lo dice específicamente en su artículo 1º “sobre 

concesión, rehabilitación y transmisión de Grandezas y Títulos del Reino”. 
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Se admite la rehabilitación de Grandezas y Títulos Tradicionalistas, 

siempre que se conserven las Reales Cedulas de concesión o testimonio 

fehaciente de ellas. (Artículo 2º de la citada Ley). 

También admite la rehabilitación de Títulos sobre territorios que 

pertenecieron a la Corona española otorgados por Reyes de España (artículo 3º 

de la citada Ley). Aunque la Ley dice Reyes españoles, es de entender que se 

trata de Reyes de España ya que los conferidos por Reyes españoles que lo eran 

de otros territorios y no de España, no son susceptibles de ser rehabilitados 

salvo en el país de origen. Por lo que han de haber pertenecido entonces a la 

Corona de España. 

Esta Ley establece ciertas disposiciones transitorias respecto a los Títulos 

concedidos con anterioridad al 14 de abril de 1931 y para cuyo uso legítimo 

faltare algún requisito complementario a la disposición oficial que los otorgó, 

serán autorizados. (Disposición transitoria 1ª). 

Las dignidades nobiliarias vacantes por la muerte del titular después del 

14 de abril de 1931, podrán transmitirse, tramitándose expediente por el 

Ministerio de Justicia, y podrán aportarse como pruebas los expedientes de 

sucesión instruidos por la Diputación de la Grandeza en el periodo, entre el 14 

de abril de 1931 al 2 de octubre de 1947. 

Para desarrollo de esta Ley que acabamos de ver, se dictó con fecha 4 de 

junio de 1948, un decreto. Este decreto modificó el Real Decreto de 27 de mayo 

de 1912, y la Real  Orden de 21 de octubre de 1922. 

Establece este decreto de 4 de junio de 1948 que la rehabilitación de las 

Grandezas y Títulos otorgados por Reyes de España en territorios que fueron de 
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la Corona de España y los otorgados por la rama tradicionalista se tramitarán 

conforme a lo establecido para los Títulos de Castilla, así lo dice su artículo 2º, 

párrafo primero y segundo. Los mismos trámites serán necesarios para los 

expedientes iniciados por solicitud de súbditos de naciones hispanoamericanas 

y Filipinas, de Títulos concedidos por Reyes de España a residentes en aquellos 

territorios por servicios prestados en los mismos, concediéndose tres meses 

para la oposición, podrán presentar la instancia y documentación en las 

representaciones diplomáticas y consulares españolas que las remitirán al 

Ministerio de Justicia. 

En su artículo 3º establece que los edictos correspondientes a los 

expedientes a que se refiere los artículos anteriores solo se publicarán en el 

Boletín Oficial del Estado. Y el plazo para oposición en las rehabilitaciones es de 

tres meses según establece el artículo 4º. 

 

El Decreto de 4 de junio de 1948 concuerda con la Ley de 4 de mayo de 

1948 en restablecer la legislación anterior al 14 de abril de 1931, salvando las 

modificaciones que establece el citado Decreto. Art. 1 del Decreto de 4 de mayo 

de 1948. 

Establece en su artículo 2º los trámites para el uso de Grandezas y Títulos 

otorgados por los Reyes españoles en territorios que pertenecieron a la Corona 

de España y seguirán las normas establecidas para la rehabilitación de los 

Títulos de Castilla. 

En su párrafo segundo del mismo art. 2º, establece que, de igual forma 

que los anteriores, se tramitarán los Títulos concedidos por los Monarcas de la 
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rama tradicionalista, debiéndose aportar como prueba la real cédula de su 

concesión, y, en caso de pérdida, deberá quedar testimoniada en forma 

fehaciente la existencia de aquella. 

Los mismos trámites (o sea los de los Títulos de Castilla) seguirán los 

expedientes iniciados a solicitud de los súbditos de naciones hispanoamericanas 

y Filipinas, para la reivindicación de los Títulos nobiliarios concedidos por los 

Reyes de España a personas residentes en aquellos territorios por servicios 

prestados en los mismos, concediéndose un plazo de tres meses para la 

oposición a la solicitud tras la publicación de los edictos. Los peticionarios 

presentarán sus solicitudes dirigidas al Jefe del Estado, con el árbol genealógico, 

y demás documentación en las representaciones diplomáticas o consulares de 

España, que las remitirán al Ministerio de Justicia para su tramitación. 

La publicación de los edictos respeto a los anteriores artículos se harán 

solo en el B.O.E. (Art.3º del decreto que nos ocupa). 

En el artículo 4º el decreto establece el plazo de tres meses para la 

oposición en los expedientes de rehabilitación. 

El Ordo sucesionis en las dignidades nobiliarias es el establecido en la 

concesión, y en su defecto el tradicional en esta materia (ver Ley de 2006 sobre 

sucesión de las mujeres) este orden los establece el art. 5º del Decreto que 

estudiamos. 

Disposiciones transitorias respeto a las rehabilitaciones que prevé el 

Decreto de 4 de junio de 1948,  en su disposición transitoria 1ª que dice que: 
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“Los expedientes sobre Grandezas y Títulos nobiliarios pendientes solo 

de algún  requisito complementario en 14 de abril de 1931 podrán seguir 

tramitándose, siempre que los interesados o sucesores legítimos lo soliciten del 

Jefe del Estado en el término de seis meses, a partir de la publicación de este 

Decreto, siguiéndose su curso en el mismo trámite en que se hallaren y sin 

retroceder en ningún caso su tramitación. 

En los casos en que se hallare iniciado el expediente, y corriendo algún 

plazo del mismo, se entenderá que éste comienza a computarse de nuevo a 

partir de la publicación del presente Decreto, pero sin que pueda entenderse 

caducado el término antes de transcurridos tres meses en los de sucesión o de 

rehabilitación.”. 

En cuanto a esta disposición transitoria primera debe añadirse lo 

establecido por la Orden de 27 de octubre de 1948 del Ministerio de Justicia 

sobre Títulos y Grandezas que dice: 

“1. º En los expedientes sobre Grandezas y Títulos Nobiliarios, a que se 

refiere la disposición transitoria primera del Decreto de 4 de junio de 1948, en 

que se solicite por el interesado que se reanude su tramitación, se anunciará por 

medio de edicto en el <<Boletín Oficial del Estado>>, la nueva petición, 

concediéndose un plazo de treinta días para que puedan formular reclamación 

los que se consideren con derecho al Título de que se trata. 

2. º Transcurrido el tiempo fijado en los edictos, si no se hubiere 

formulado reclamación alguna, se reanudará el curso del expediente y, en su 

día, se adoptará la resolución que sea pertinente. 
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En el caso en que se presenten otros aspirantes al Título se sustanciará su 

petición por los trámites establecidos en la legislación vigente. 

3. º Cuando el interesado no solicite la reanudación del expediente a que 

se refiere dicha disposición transitoria y se presentare por persona distinta otra 

petición sobre la misma dignidad, se anunciará y tramitará esta conforme a las 

normas vigentes. 

Si ante esta nueva petición pidiere el primer interesado la reanudación de 

su expediente, se tramitará aquella con arreglo a las normas establecidas hasta 

alcanzar el mismo trámite en que se hallare el asunto acogido a la disposición 

transitoria primera, que entre tanto quedará en suspenso.” 

La disposición segunda solo se refiere a sucesiones, no a rehabilitaciones, 

pero sigue en la disposición tercera, que dice: 

“Las sucesiones o rehabilitaciones de Títulos nobiliarios que se soliciten 

por personas no comprendidas en los supuestos a que las anteriores 

disposiciones transitorias se contraen, se tramitarán con arreglo a las normas 

contenidas en la legislación vigente, entendiendo en cuanto plazos, a efectos de 

caducidad, que aquellos que quedaron interrumpidos el día 14 de abril de 1931, 

comienzan nuevamente a contarse desde la fecha de publicación de este 

Decreto.” 

Quedan en este Decreto dos disposiciones finales, la primera se refiere al 

cambio de régimen en cuanto que no habiendo Rey (en ese momento histórico) 

debe referirse al jefe del Estado de esta forma: 
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“1ª. Todas las referencias que en la legislación cuya vigencia se establece 

se hacen al Rey y a la Monarquía se entenderá que se atribuyen y contraen al 

Jefe del Estado y a la Nación.” 

La segunda disposición final es derogatoria y dice: 

“2ª. Quedan derogados los artículos primero, cuarto, seis en su párrafo 

segundo, 14, 18, 19, y 20 del Decreto de 27 de mayo de 1912, el apartado séptimo 

de la Orden de 21 de octubre de 1922, así como cuantas disposiciones exijan 

determinada renta para ostentar dignidades y Títulos nobiliarios o se opongan a 

los preceptos contenidos en este Decreto”. Finalmente contiene una 

autorización al Ministro de Justicia para dictar cuantas disposiciones fueran 

precisas para la debida ejecución y cumplimiento de este Decreto. 

En cumplimiento de lo dispuesto en la disposición transitoria 1ª de este 

Decreto de 4 de junio de 1948 se dictó la orden del Ministerio de Justicia de 27 

de octubre de 1948 que se recoge en una nota en el anterior estudio sobre 

sucesión.  

 

La rehabilitación es, en realidad, una sucesión fuera de plazo, o sea, de 

Título caducado. La prueba es la misma que para la sucesión, o sea, 

consanguinidad con el primero y el último poseedor de la merced. Se llama 

rehabilitación ya que debe “re-habilitarse” o volver a hacer hábil lo que caducó 

al pasar cierto plazo. Si bien, para ello la Ley exige como requisito mayor que en 

la sucesión, demostrar méritos para la rehabilitación de la merced,  o sea que 

podríamos hablar de una auténtica sucesión de un título que al no haber sido 

sucedido en su momento lo es posteriormente y fuera de plazo, por lo tanto 
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habiendo caducado. Si bien la Ley permite esta sucesión fuera de plazo. El plazo 

que establece la Ley para que una merced caduque es de cinco años, dentro del 

cual se podrá pedir la sucesión y fuera de él habrá que rehabilitar. El primer año 

puede pedir la sucesión el inmediato sucesor, como ya hemos especificado; en el 

siguiente plazo el siguiente en derecho; en el tercer plazo de tres años otro 

cualquiera que se considere con derecho al título probando en todos los casos la 

consanguinidad como se ha dicho anteriormente y, al transcurrir los cinco años, 

el título queda caducado. Por lo tanto deberá ser rehabilitado con las mismas 

pruebas y la aportación de méritos. 

Hablamos de consanguíneos ya que es necesario demostrar la 

consanguinidad con el último titular de la merced  y solo por la línea de la 

concesión, o sea, la consanguinidad también con el concesionario de la merced, 

así lo establece el artículo 4º del Real Decreto de 8 de julio de 1922. Modificado 

por el R. Decreto de 11 de marzo de 1988 en su artículo 6º apartado a), que 

establece la consanguinidad matrimonial con el último poseedor de la dignidad, 

también en su artículo 8 pide consanguinidad en la prueba. Si bien, el vigente 

artículo 8 apartado 2º del R.D. de 27 de mayo de 1912 establece el parentesco de 

consanguinidad con el primero y el último poseedor de la merced solicitada de 

rehabilitación. 

El R.D. de 8 de julio de 1922 sobre rehabilitación de Grandezas y Títulos 

fue modificado por el R.D. de 11 de marzo de 1988, nº 222/1988. Éste establece 

en su art. 2º la modificación de los arts. 3, 4, 5, 6, 8, y 10 que quedan redactados 

de la siguiente forma: 

<<Articulo 3º.- Aquellas Grandezas y Títulos perpetuos que hubieran 

incurrido en caducidad y no hubieran permanecido en tal situación durante 
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cuarenta o más años, podrán ser rehabilitados con sujeción  a las formalidades y 

requisitos contenidos en los artículos siguientes y en las demás disposiciones de 

aplicación. …>> 

<< Artículo 4º.- La rehabilitación se solicitará mediante instancia 

dirigida a Su Majestad El Rey, que deberá ir suscrita por el interesado o su 

representante legal, y en la misma se  hará constar:  

a) El nombre, los apellidos y el domicilio del interesado 

y, en su caso, los del representante legal que suscriba la petición. 

b) El nombre y los apellidos del último titular que 

legalmente ostentó la merced. 

c) La fecha en que la dignidad quedó vacante. 

d) El parentesco del solicitante con el último poseedor 

legal. >> 

<< Articulo 5º.- Solo procederá la rehabilitación cuando el solicitante 

tenga un parentesco con el ultimo poseedor legal que no exceda del sexto grado 

civil y cuando concurran en aquel méritos que excedan del cumplimiento 

normal de obligaciones propias del cargo, profesión o situación social que no 

hayan sido objeto de recompensa anterior a la petición que en ellos se apoye.>> 

<< Artículo 6º.- A la instancia deberá acompañarse por los interesados: 

i. Un árbol genealógico fechado y firmado  por el 

solicitante y en el que se mostrará el parentesco de 

consanguinidad, matrimonial que enlace al interesado 

con el último poseedor de la dignidad cuya 

rehabilitación se pretende. 
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ii. La carta expedida al último titular o copia 

legalizada de la misma. También valdrá la referencia a 

aquella contenida en el expediente general del título 

custodiado en el archivo del Ministerio de Justicia. 

iii. Un índice de los documentos de prueba 

firmado por el que suscribe la instancia. En este índice 

no se reseñarán otros documentos que los que 

efectivamente se presente en el Registro General del 

Ministerio de Justicia.>> 

<< Articulo 8º.- Para acreditar el parentesco de 

consanguinidad matrimonial entre el interesado y el último poseedor,  

el solicitante deberá aportar certificaciones del Registro Civil relativas 

al nacimiento, matrimonio y defunción de cada uno de los enlaces. 

Cuando de acuerdo con la Ley de Registro Civil puedan 

admitirse documentos supletorios,  éstos deberán presentarse 

mediante copia del texto íntegro testimoniadas notarialmente. 

En la documentación genealógica deberán incluirse, con 

carácter necesario, las testamentarias de cada uno de los enlaces que 

acrediten la descendencia. Dichos documentos se presentarán 

también con los requisitos y solemnidades anteriores. 

<< Articulo 10º.- La resolución de los expedientes de 

rehabilitación se acordará mediante Real Decreto que será publicado 

en el “Boletín Oficial del Estado”. No obstante, se considerarán 

tácitamente denegadas las solicitudes sobre las que no haya recaído 
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resolución expresa dentro del año siguiente al día de puesta a 

despacho del expediente.>> 

Al final una disposición transitoria establece: 

1. Lo dispuesto en el Real Decreto será de aplicación a los 

expedientes de rehabilitación de Grandezas y Títulos y de 

autorización de uso de Títulos extranjeros pendientes de resolución. 

2. No obstante la nueva redacción del artículo 3º. Del Real 

Decreto de 8 de julio de 1922 (citado), durante un año, a partir de la 

vigencia del presente Real Decreto se admitirán a trámite las 

peticiones de rehabilitación de Títulos, cualquiera que fuere la fecha 

en que quedaron vacantes. 

La disposición derogatoria dice: 

Quedan derogados los artículos 9º y 11º del Real Decreto de 8 

de julio de 1922, sobre rehabilitación de Grandezas y Títulos; el Real 

Decreto 602/1980 de 21 de marzo, por el que se modificó el anterior; 

el Real Decreto 569/1981, de 27 de marzo, así como cuantas 

disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto en el 

presente Real Decreto. 

Acaba este Real Decreto con una disposición final que 

establece: 

El presente Real Decreto entrará en vigor el mismo día de su 

publicación en el <<Boletín Oficial del Estado>>, quedando 
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autorizado el Ministro de Justicia, para dictar las órdenes necesarias 

para el desarrollo del mismo. 
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D. OTROS MODOS DE ADQUISICIÓN DE LOS TÍTULOS 

NOBILIARIOS 

 

a)- Designación de sucesor,  

Va en contra, en algunos casos, del principio de vinculación y del de 

consanguinidad de los títulos nobiliarios, ya que el concesionario de un título o 

grandeza pide al Rey la sucesión para otra persona distinta a la que le 

correspondería, bien por la concesión, bien por el régimen regular de sucesión. 

Se basa en la Real Cédula de Carlos IV de 29 de abril de 1804, que 

establece que “He tenido a bien mandar que se tengan por vinculadas todas las 

gracias y mercedes de Títulos de Castilla que se concedan en lo sucesivo, o 

siempre que no manifieste yo en las tales gracias o mercedes o posteriores reales 

ordenes ser otra mi voluntad; pero quiero que no por esto se entiendan libres 

los ya concedidos, sino que se estime su naturaleza según el fin de la concesión o 

permiso para su venta o enajenación que después de dichas mercedes hubiere 

yo concedido”. Esto da lugar a considerar la posibilidad del Rey de cambiar el 

orden sucesorio de las mercedes nobiliarias. Podríamos en algunos casos hablar 

de nueva concesión, sobre todo cuando se desvincula la merced y hasta se 

separa de su línea consanguínea. Por ello, podría tratarse de una eliminación de 

la anterior merced y la creación de una distinta con la misma denominación. De 

hecho, el Real Decreto de 8 de julio de 1922, en su artículo 3º, desvincula el 

Título o Grandeza del concesionario creando una nueva línea que puede no 

tener conexión alguna con el concesionario. El citado artículo dice en su letra G: 
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“Ser consanguíneo del último y del primer poseedor legal de la Grandeza o 

Título de que se trate. La prueba de consanguinidad se referirá al último y al 

segundo poseedores legales cuando el primero hubiera designado sucesor en 

virtud de Real autorización”. Para salvar el escollo de romper con la vinculación 

y la consanguinidad se puede mantener que se trata de nueva concesión. Sin 

embargo la Ley habla de designar sucesor y no de nueva concesión por lo que 

habrá que estarse a esta interpretación que rompe algunos principios. 

   

b)- Reconocimiento, se refiere a los Títulos del Archiduque y a los 

carlistas. 

En realidad la diferencia con los demás Títulos de la Corona española 

está solo en su origen, ya que siguen el mismo tratamiento que los demás de 

dicha Corona. Con los Títulos del Archiduque se refiere a aquellos 

concedidos por el Archiduque don Carlos de Austria hasta el 30 de abril de 1725 

(Tratado de Viena), ratificado en Aranjuez el 26 de Mayo de 1725, por el que el 

Rey Felipe V reconocía las dignidades concedidas por el Rey de Austria y éste las 

de aquél. Así, los cuatro reinos de la Corona de Aragón (Aragón, Cataluña, 

Mallorca, y Valencia) habían prestado obediencia a Don Carlos de Austria y éste 

concedió dignidades a algunos de sus partidarios. Tras la petición expresa de su 

reconocimiento, la mayor parte de los beneficiarios de aquellos Títulos 

concedidos por Don Carlos lograron su deseo.    

Su sucesión y rehabilitación siguen los mismos procedimientos que los 

demás Títulos de la Corona de España, por lo que son rehabilitables, siempre 

que fueran concedidos antes de la fecha ya citada de 1725 del Tratado de Viena. 
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Si bien, hay que tener en cuenta que los que hayan caducado, sin haber 

sido solicitado nunca su reconocimiento debido a que desde 1725 han pasado 

más de 40 años y más del 6º grado civil, no pueden ser rehabilitados, al menos 

de momento a tenor del Real Decreto 222/1988. 

Estos Títulos por lo tanto gozan de las mismas preeminencias que los de 

la Corona de España, al haber sido reconocidos como si lo fueran. 

Los Títulos concedidos por la Monarquía carlista no fueron nunca 

reconocidos hasta el 4 de mayo de 1948, en que se dicta la Ley de Títulos 

nobiliarios y su Decreto de 4 de junio de 1948, en ambos se reconoce la 

posibilidad de rehabilitarlos y, por lo tanto, tras los trámites legales de 

ostentarlos y usarlos. Para ello exige la presentación de la Real Cédula de 

concesión y, en caso de pérdida de ésta, “será preciso que quede testimoniada en 

forma fehaciente la existencia de aquella”. 

La Ley citada y su Decreto de 4 de junio de 1948 establecen que se podrán 

rehabilitar, aunque no haya habido caducidad por no haberse reconocido hasta 

las citadas normas, la posibilidad de uso y ostentación. Pero como es de 

aplicación la rehabilitación aunque se trate en realidad de un reconocimiento y 

son de aplicación los requisitos de aquella, también se deben exigir méritos tal 

como se exigen en las rehabilitaciones, así como especificamos en este estudio 

en la parte referida a estas. 

En cuanto a los Títulos carlistas, se refiere a aquellos concedidos por los 

Reyes de la dinastía carlista, que no fueron reconocidos por los anteriores 

gobiernos hasta la Ley de 1948 de 4 de mayo, en cuyo artículo 2º, se reconoce el 

derecho a ostentar y usar las Grandezas y Títulos concedidos por los Monarcas 
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de la rama tradicionalista siempre que se conserven las Reales Cédulas de 

concesión o testimonio fehaciente de ellas, a esto también se refiere el artículo 

segundo del decreto de 4 de junio de 1948, que concreta que serán tramitados 

por las normas establecidas para la rehabilitación de los Títulos de Castilla. 

Debiéndose aportar las reales Cédulas o los testimonios a que nos referimos 

antes.  

Aquí también, como en el caso de los Títulos concedidos por el 

Archiduque don Carlos de Austria, los trámites a seguir son los de la 

rehabilitación y, por lo tanto, también se debe exigir la aportación de méritos, y 

es de aplicación la caducidad y régimen de rehabilitación de los Títulos de 

Castilla. 

La Ley establece este procedimiento de la rehabilitación, del que hemos 

hablado. Aunque en realidad se trate de un reconocimiento, si bien el 

procedimiento es el de la rehabilitación, como bien dice el artículo 2º de la Ley 

de 4 de mayo de 1948 que habla de reconocer, no de rehabilitar, aunque no 

suponga diferencia alguna al reconocerse por los trámites de la rehabilitación, a 

tenor del art. 2º del Decreto de 4 de junio de 1948. Ya hicimos referencia a todo 

esto anteriormente y nos remitimos a lo expuesto entonces. 

En cuanto al reconocimiento de Títulos extranjeros, la Ley habla de 

autorización de uso, por lo que los hemos introducido en otro apartado. 

No se puede tampoco hablar de reconocimiento de Títulos otorgados en 

territorios que pertenecieron a la Corona de España, así como de los de 

las Indias, porque en ambos casos se consideran Títulos españoles los 

primeros que pertenecieron a los diferentes Reinos de España o de la Corona de 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

306 
 

España, y los segundos desde los Reyes católicos considerados del Reino de 

Castilla  y por lo tanto de la Corona de España. Por lo que en ambos casos se 

sigue el procedimiento tanto de sucesión, rehabilitación etc.… como en el resto 

de los títulos de la Corona de España. 

 

c)- La conversión, Hay dos casos de utilización de este vocablo, 

conversión. Uno es el de la del Título de Señor en otra dignidad que queda 

desautorizada según el artículo 16 del citado R.D. de 27 de mayo 1912, desde la 

publicación de ese R.D., así lo establece el primer párrafo del citado artículo 16. 

Y el segundo es el excepcional de los Títulos extranjeros convertidos en 

Títulos de Castilla por voluntad del Rey Fernando VII y solo para sí  y para sus 

hijos y descendientes, siempre que fueran  españoles, pero ya decimos que se 

trata de excepcionalidad y hasta se debería  hablar exclusivamente de 

autorización de uso de Título extranjero permanente, así se contempla en el 

ámbito fiscal, en cuanto deben satisfacer los derechos tributarios de la 

autorización de uso y no la de las sucesiones de Títulos españoles. Esta 

autorización aparece en 1827, dada por el Rey Fernando VII, como ya dijimos.  

No consideramos conversión los casos en que el Rey admite un Título 

extranjero concediéndolo en España, se trata en este caso de nueva 

concesión,con todo lo que esta supone, y en este caso puede subsistir el Título 

extranjero con el español siguiendo cada cual su propia vida independiente. 

d)- La convalidación, Viene establecida por la disposición 2ª del la 

Ley de 4 de mayo de 1948, ya la estudiamos en la sucesión, aunque más bien 

debería incluirse en la rehabilitación, como fórmula especial, establecida por 
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especiales circunstancias, dada la interrupción de la regulación legal durante 17 

años, lo que supone la caducidad de todos los Títulos nobiliarios y Grandezas de 

España anteriores  a 1948. Por lo que nos remitimos a lo dicho para la  sucesión 

en este estudio.  

e)- La Confirmación, se refiere a cuando no existe ya la carta de 

concesión y cuando no se sabe si la dignidad fue otorgada a perpetuidad. En 

ambos casos se recurre a la confirmación por parte del Monarca de la existencia 

del Título, y se tramita por el procedimiento de la rehabilitación, por lo que nos 

remitimos a la parte de este estudio dedicada a ésta última. 

f)- La cesión, art. 12 del R.D. de 1912, Se trata de la transmisión a un 

tercero de una dignidad nobiliaria, por supuesto dentro de la propia familia. En 

este caso no se produce la creación de nueva cabeza de línea, y la cesión se 

realiza teóricamente de forma gratuita, aunque en la práctica puede haber 

intereses económicos camuflados, se diferencia de la falta de presentación en la 

sucesión en provecho de tercero ya que no se trata de una sucesión en la 

dignidad, sino de un acto activo en favor de otro, sin que se confunda con la 

renuncia tampoco porque en esta no se designa nuevo titular, ni con la 

designación de sucesor por no tratarse de sucesión y poderse hacer esta última 

fuera del ámbito familiar. 

El artículo 12 del citado Real Decreto de 27 de mayo 1912, se refiere a la 

cesión y establece la limitación de que la misma no perjudique a los demás 

llamados a suceder con preferencia al cesionario, y la excepción de la prestación 

a dicho acto de su aprobación expresa por parte de ellos, que deberá consignarse 

en acta notarial. 
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g)- La distribución, según el artículo 13 del R.D. de 1912328 que nos 

interesa, se refiere a la situación en que un titular ostenta varias mercedes y 

decide repartirlas entre sus sucesores, guardando para el inmediato sucesor el 

Título principal. 

El inmediato sucesor es aquel al que le corresponde la sucesión 

directamente, según los llamamientos a la sucesión de la merced. El Real 

decreto citado se basa en la Ley de 11 de octubre de 1920, publicada por Decreto 

de 27 de diciembre de 1820329 que es la Ley reguladora de esta materia en 

cuanto a distribución por lo que el Real Decreto citado de 1912, no puede 

contravenir lo que se establece en la Ley de mayor rango. 

El citado art. 13 de la Ley citada dice textualmente: “Si los poseedores 

actuales disfrutasen dos o más grandezas o Títulos de Castilla, y tuviesen más de 

un hijo, podrán distribuir entre estos las expresadas dignidades, reservando la 

principal para el sucesor inmediato”.  Del texto completo de dicho artículo que 

sigue: 

“Art. 13.- Los títulos, prerrogativas de honor, y cualesquiera otras 

preeminencias de esta clase que los poseedores actuales de vinculaciones 

disfrutan como anexas a ellas, subsistirán en el mismo pié y seguirán el orden de 

sucesión prescrito en las concesiones, escrituras de fundación u otros 

documentos de su procedencia. Lo propio se entenderá por ahora con respecto a 

los derechos de presentar para piezas eclesiásticas o para otros destinos, hasta 

que se determine otra cosa. Pero si los poseedores actuales disfrutasen dos o 

más grandezas de España o títulos de Castilla, y tuviesen más de un hijo, podrán 

                                                             
328

 Anexo Legislativo nº 24. 
329 Anexo Legislativo nº 7. Por decreto de 27-12.1820. 
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distribuir entre éstos las expresadas dignidades, reservando la principal para el 

sucesor inmediato.” 

El cambio es importante ya que esta Ley suprime los mayorazgos y la 

distribución de los bienes por herencia se liberaliza, por lo tanto la distribución 

de los Títulos no supone un detrimento económico para el inmediato sucesor. 

Si bien la distribución, en la ley se permite para los actuales dignatarios, y 

en un sentido restrictivo solo cabe para esa vez. Se salvará esta limitación en la 

posterior Ley de 1855 de 17 de junio330, que hace extensiva esta facultad a los 

sucesores de aquellos que la tuvieron en 1820, y que no la hubieran ejercitado. 

En todo caso el Real Decreto de 1912 de 27 de mayo dice que “podrá 

distribuirlos entre sus hijos o descendientes directos con la aprobación se S. M”. 

Es aquí de citar a la actual Duquesa de Alba de Tormes, María del Rosario 

Cayetana Fitz-James-Stuart, que ha distribuido varios de los Títulos que poseía 

entre sus hijos, es el caso más notorio. 

La distribución requiere de la aprobación Real (Real Decreto de 27 de 

mayo de 1912). Si bien, en la práctica, ésta ocurre a posteriori del acto de 

distribución, es decir, en la firma de la carta de sucesión. 

La distribución se rige por los mismos trámites que la sucesión. 

El Real Decreto de 1912 ya citado subordina la facultad expresada a las 

limitaciones y reglas establecidas expresamente en las concesiones, en el último 

párrafo de su artículo 13. Por lo que la distribución de dignidades solo puede 

efectuarse de aquellas que lleven una forma regular de suceder pues de otra 

manera deben seguir el orden que establece la concesión. 
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Una especialidad de la distribución es que no se rompe por completa la 

vinculación con la rama primogénita y si se extingue la línea del beneficiado por 

ella, vuelve a la línea primogénita. La distribución, por otra parte, surte efecto 

frente a la rama del primogénito pero no frente a tercero de mejor derecho, que 

podrá reclamar por juicio su derecho a ostentar y poseer la merced distribuida. 

Aunque crea nueva cabeza de línea base de las demás subsiguientes sucesiones., 

así lo establecen las sentencias del Tribunal Supremo de 18 de febrero y de 6 de 

octubre de 1960, y el Consejo de Estado lo considera una forma de novación en 

el orden sucesorio, si se establece una nueva forma de suceder. 

Ya el Consejo de Estado en dictamen de 15 de noviembre de 1916 exige 

tres condiciones para distribuir, que son 1, Reserva del Título principal para el 

inmediato sucesor 2ª aprobación de Su Majestad y 3ª Subordinación a las 

limitaciones y reglas expresamente establecidas en las concesiones en el orden 

de suceder. Creemos, porque el legislador no lo prohíbe, que podrá distribuirse 

a voluntad del distribuidor aunque salte segundogénitos a favor de 

tercerogénitos o descendientes directos, así tendremos que estarnos a la 

interpretación del Tribunal Supremo que dice en sentencia de 15 de febrero de 

1921 que no hay en el decreto de 1912 que nos ocupa, mas limitación que la 

reserva de la dignidad principal al primogénito diciendo que “el objeto de la 

indicada disposición legislativa (la citada ley de 1820) ha sido el que las 

prerrogativas de honor pudieran adjudicarse, a voluntad del padre, entre sus 

hijos, con la expresada limitación”. 

En cuanto a la limitación de volver a distribuir, parece que la limitación 

subsiste de forma que una vez hecha la distribución no se puede volver a 

realizar. 
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Es indudable que para que la distribución sea efectiva debe realizarse de 

forma fehaciente (testamento, acta notarial etc.), para poder demostrar su 

existencia de forma indubitable. 
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E. OTRAS CUESTIONES 

 

1-.Sucesión diferida. 

Es el término utilizado para referirse a la sucesión que se tramita fuera de 

plazo sin tener que recurrir a la rehabilitación. El R.D. 602/1980 es el que la 

establece, exigiendo ciertos requisitos que establece en su art. 10 referente a su 

art. 4, el resto viene especificado en el citado art. 10 del Real Decreto citado y 

que ha sido reproducido en la rehabilitación en una nota al pie de texto. 

Esta modalidad de sucesión o de rehabilitación tuvo una vigencia legal 

muy breve, desde el 27 de marzo de 1980 hasta su derogación por el R.D. 

222/1988.de 21 de marzo. Por lo tanto de casi 8 años de existencia. 

 

2-.Filiación adoptiva: Uno de los principios fundamentales del 

derecho nobiliario es el de consanguinidad, pero no con el último poseedor 

exclusivamente, sino ante todo con el concesionario de la merced. Por lo tanto, 

el parentesco consanguíneo con el último poseedor de la merced es por parte de 

la línea por la que viene la merced y no por otra línea. 

El principio de consanguinidad viene, hoy día, establecido en la Ley de 11 

de marzo de 1988, en su artículo 6º apartado a) que habla concretamente de 

“consanguinidad”. Y la Ley 33/2006 de 30 de octubre que establece en su 

exposición de motivos “la sucesión en el Título queda vinculada a las personas 

que pertenezcan al linaje del beneficiario de la merced”. 
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Ya el Real Decreto de 27 de mayo de 1912 establecía que el solicitante se 

encuentre dentro de los llamamientos a la sucesión, y sea consanguíneo del 

primero y del último poseedor. Y no hace más que recoger el viejo principio de 

consanguinidad del derecho nobiliario y, por lo tanto, el de vinculación de los 

títulos a un linaje consanguíneo.  

De todo ello se desprende que la filiación adoptiva no da derecho alguno 

a la sucesión (léase también rehabilitación) en ninguna merced nobiliaria. La 

jurisprudencia sigue en este tema la Ley exigiendo, por lo tanto, la 

consanguinidad en las sucesiones y rehabilitaciones de dignidades nobiliarias. 

   

3-.Filiación extramatrimonial: La legitimidad es uno de los 

principios fundamentales del derecho nobiliario en cuanto a la sucesión en las 

mercedes nobiliarias. La diferencia entre hijo legítimo e ilegítimo, está en que 

los padres estén o no casados, lo sean de legítimo matrimonio. 

En la nobleza esta distinción se hacía en cuanto, ya en la ciencia del 

blasón, el legítimo llevaba el yelmo mirando a derecha y el bastardo a izquierda. 

Sin embargo, la nobleza la adquirían ambos por parte del padre, por ser 

consanguíneos de noble, de padre noble que podía transmitir la nobleza, por lo 

tanto la nobleza al transmitirse por sangre lo hacía y sin tener en cuenta la 

legitimidad matrimonial, esto lo vemos en, como hemos dicho, en llevar las 

armas del padre, con la diferencia del sentido en que mire el yelmo, o casco, es 

decir, siniestrado. Algunos autores hablan también de otras diferencias pero 

esas no parecen seguir una regla estricta (como el empleo de barras, y la 

posición alterada de las figuras). 
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Entre los bastardos se diferenciaban aquellos que podían ser legitimados 

por posterior matrimonio y aquellos que eran adulterinos. 

Los legitimados por ulterior matrimonio podían llegar a suceder en los 

Títulos, otro caso es el de los legitimados por concesión real, que no eran 

equiparados a los legítimos, en este caso hay que estarse al artículo 13 de la Real 

orden de 21 de octubre de 1922, que habla de consanguinidad legítima en 

relación con el Real Decreto de 8 de julio de 1922. 

Hay que remitirse aquí al artículo 6º apartado a) del Real Decreto 

222/1988 de 11 de marzo, que pide que la instancia para la rehabilitación de un 

título nobiliario dirigida a su Majestad el Rey deberá ir acompañada de “Un 

árbol genealógico fechado y firmado por el solicitante, y en el que se mostrará el 

parentesco de consanguinidad matrimonial que enlace al interesado con el 

último poseedor de la dignidad cuya rehabilitación se pretende”. El artículo 8º 

del mismo Real decreto repite lo relativo a la consanguinidad matrimonial. 

La citada Orden de 23 de octubre de 1922 en sus artículos 5º A) y 13º 

exige la consanguinidad legítima.  

Habrá que estarse actualmente y legalmente al vigente Real Decreto 

222/1988 de 11 de marzo en cuanto a la legitimidad en las rehabilitaciones. Y 

hay que tener en cuenta que la rehabilitación es una sucesión fuera de plazo. 

Sin embargo la Constitución en su artículo 14 prohíbe expresamente la 

discriminación por razón de nacimiento. Por lo que existe una jurisprudencia en 

esta materia que no corresponde a este principio en los pleitos sobre mejor 

derecho para poseer y ostentar dignidades con todas sus preeminencias. 
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4-.Real licencia para contraer matrimonio. Es la autorización que 

había que pedir al Rey para poder contraer matrimonio, aquellos que 

ostentaban Grandezas y títulos del Reino. Estaba establecida por la Real 

Pragmática de Carlos III de fecha 23 de marzo de 1776 en su artículo 13. Más 

tarde el Real Decreto de 27 de mayo de 1912331 lo recoge en su artículo 14 que 

quedó derogado por el Decreto de 4 de junio de 1948332, en su disposición final 

2ª. La Real pragmática establecía “que además del consentimiento paterno 

deben pedir el Real permiso en la Cámara, al modo que se piden las cartas de 

sucesión en los Títulos procediéndose informativamente, y con la preferencia 

que piden tales recursos”, para los sucesores en las Grandezas y Títulos aunque 

sean de grados distantes. El artículo 14 del R.D. de 1912 lo recoge diciendo que 

los que ostentaren dignidades nobiliarias y los parientes llamados a suceder en 

ellas necesitan Real licencia para contraer matrimonio y para aquellos actos 

civiles que puedan reflejarse en la sucesión. También exige que en el expediente 

anterior y el de petición de dispensa sea parte la Diputación permanente de la 

Grandeza. Se daban casos en que se disponía en favor de aquellos que habían 

casado sin la licencia exigible para lo que se les imponía un recargo, así cuando 

el matrimonio era anterior a la petición de la Real carta de sucesión. Todo esto 

queda derogado por el Decreto de 4 de junio de 1948, y se deja por lo tanto de 

exigir este requisito previo al otorgamiento de la Real carta. 

 

                                                             
331

 Anexo legislativo nº 24. 
332 Anexo legislativo nº 35. 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

316 
 

5-.Títulos de ex territorio español: art.3 de la ley de 4 de mayo de 

1948 y 2 y 3 del Decreto de 4 de junio de 1948. 

España se repartió las pertenencias de América e Italia, de tal forma que 

Aragón se expandió por el Mediterráneo, y Castilla en América, Los Reyes 

Católicos extendieron el territorio de Castilla hacia el oeste (1492, 

descubrimiento de América), y Don Jaime 1º de Aragón lo hizo hacia el este al 

principio fue Baleares (1229). Luego Valencia, y más tarde Aragón, tomó Italia 

(Nápoles en las guerras de 1501 y 1504 con Fernando de Aragón). En enero de 

1504 Francia se retiró hacia el norte, cediendo la totalidad del reino de Nápoles 

a Aragón mediante el tratado de Lyon. Nápoles fue incorporado a la Corona de 

Aragón como virreinato, en cuya condición quedaría hasta 1707. En el caso de 

Sicilia fue un virreinato más del Imperio español que continuó hasta el año 1713. 

Con ocasión de la guerra de Sucesión española, se entregó la isla al duque de 

Saboya, Víctor Amadeo II, a título de Rey. Con el Rey Carlos Iº (Emperador 

Carlos Vº), se unen al reino de España los territorios de Flandes. La herencia de 

Carlos reunía en una sola mano Austria, los Países Bajos, el Franco Condado, 

Castilla (con Navarra, Granada y las Indias recién descubiertas) y la Corona de 

Aragón (con Nápoles, Sicilia y Cerdeña). Los Títulos son dados por el Rey de 

España, sobre sus territorios aunque se denomine Rey de Castilla o de Aragón o 

de Nápoles o Sicili, etc. son los tercios españoles los que luchan en las guerras 

de Italia…,  en favor de la Corona Española. 

Cuando un Rey independiente da un Título, sobre por ejemplo Nápoles,  

(Es el caso de Carlos Rey de Nápoles, Luego Carlos III de España) éste Título no 

es dado por el Rey de España sino por un Rey extranjero, y, por lo tanto, no se 

considera Título del Reino, sin embargo, esos Títulos dados por Carlos III de 
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España sobre territorio Italiano si son aceptados como Títulos del Reino. Los 

Títulos concedidos por el Rey Carlos (como Carlos VII de Nápoles) siendo Rey 

de Nápoles tenían que ser convalidados en España una vez que este Rey pasó a 

ser Rey de España. De hecho, se concedían Grandezas de España sobre este tipo 

de Títulos españoles en territorio que luego dejó de serlo. Podemos agregar que 

el Decreto de 24 de octubre de 1851333, establece como extranjeros los 

concedidos por Carlos Rey de Nápoles antes de ser Carlos IIIº Rey de España, 

ya que los demás dados por Rey de España se consideran españoles, de otro 

modo no haría falta hacer expresamente esta salvedad. 

De esta forma, la Ley de 4 de mayo de 1948 establece en su artículo 3º 

que podrán ser rehabilitados los Títulos otorgados por Reyes españoles en 

territorios que pertenecieron a la Corona de España. 

El Decreto de 4 de junio de 1948 establece a su vez que los expedientes 

sobre Grandezas y Títulos otorgados por los Reyes españoles en territorios que 

pertenecieron a la Corona de España se tramitarán por las normas establecidas 

para la rehabilitación de los Títulos de Castilla. Indudablemente el territorio 

tenía que haber pertenecido al Reino de España al tiempo de ser concedido. El 

Rey de España no podía conceder dignidades sobre territorios que no le 

pertenecieran.  

Los Títulos y Grandezas sobre Sicilia, fueron 123 Principados, 88 

Ducados, 125 Marquesados, 45 Condados, 2 Vizcondados y 19 Baronías. Sobre 

Italia: 103 Marquesados, y 98 Condados. Sobre Nápoles: 120 Principados, 231 

Ducados, 242 Marquesados, y 99 Condados. En Portugal: 2 Marquesados y 7 
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Condados. Y en Flandes: 12 Principados, 1 ducado, 21 Marquesados, 62 

Condados, 14 Vizcondados, y 101 Baronías. 

El Título de Príncipe es aceptado en España en la Ley II, Título I de la 

Partida 2ª, del Rey Sabio, aunque no sea hijo de Rey, aún en el siglo XVIII y XIX 

se concedieron dos en España, el de Manuel de Godoy (Príncipe de la Paz) en 

1795, y el de Baldomero Espartero (Príncipe de Vergara) en 1872. El primero fue 

suprimido y el segundo era vitalicio. Las rehabilitaciones de Principados y de 

Títulos de Territorios anteriormente Españoles se hacían antes de la Ley de 

1948. (Principado de Las Torres, por ejemplo, rehabilitado en 1907). 

Es de importancia hablar aquí de los Títulos dados sobre territorio 

americano. Se concedieron sin distinción entre españoles y criollos,  hasta tal 

punto que se llegó a preferir la nobleza criolla a la española, en algunas 

funciones. Los Reyes españoles ennoblecieron con Títulos a algunos 

conquistadores de América, por ejemplo, a los trece compañeros de Pizarro que 

consiguieron ser hidalgos los pecheros y caballeros armados los hidalgos. El 

primer Título nobiliario concedido en América a un conquistador fue a Hernán 

Cortés, el de Marqués del Valle de Oaxaca en 1529. En 19 de enero 1537 le fue 

concedido a Luis Colón de Toledo, nieto del descubridor, el título de Duque de 

Veragua y Marqués de la Jamaica. En 1537 fue concedido el Marquesado a 

Pizarro que luego, en el 8 de enero de 1631, se llamaría Marquesado de la 

Conquista. 

No se concederían Títulos nobiliarios a criollos hasta mediados del siglo 

XVII, dándose posteriormente con solamente en Perú 8 Títulos por Felipe IV, 21 

por Carlo II y muchos más con los Borbones. El Título de Duque de San Carlos 
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fue concedido el 2 de abril de 1784 a un criollo llamado Fermín Francisco de 

Carvajal y Vargas, correo mayor de las Indias. 

El Título era concedido en las Indias sin categoría, luego el interesado 

escogía la denominación y la categoría (Marqués o Conde). Estos Títulos eran 

extendidos indistintamente por la Cámara de Indias o la de Castilla. Las Reales 

cédulas de 12 de junio de 1683 y 24 de mayo de 1776, establecían la igualdad 

entre los Títulos indianos y los de Castilla con los mismos honores y 

preeminencias. Durante el siglo XIX se expedían los Títulos cubanos, 

portorriqueños y filipinos indistintamente por el Ministerio de Gracia y Justicia 

o por el de Ultramar. El anteriormente visto permiso real para contraer 

matrimonio se establece en América por Real cédula de 8 de marzo de 1788, 

pudiéndolo dar los Virreyes. 

Los Títulos en territorio español en África son más recientes que todos 

los anteriores. Con Isabel II se conceden el Ducado de Tetuán (27/4/1860), los 

Marquesados de Castillejos (1860, luego Duque en 19/2/1871), de Sierra-

Bullones (25/11/1860), Guad-el-gelú (8/10/1860) y otros. 

Con Alfonso XIII, el Marquesado de Alhucemas (5/1/1911), de Valenzuela 

de Tahuarda (11/12/1924), y otros Títulos. 

De todo esto concluimos que se dieron muchos Títulos sobre territorios 

pertenecientes a España y que se integraron en esta y que luego se 

independizaron de esta o que España perdió, rehabilitados algunos antes de la 

Ley de 1948 que lo permite. En contra de lo argumentado por otros autores 

sobre las diferencias de Coronas, al conceder los Títulos y de no considerarlos 

más que de otros países. 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

320 
 

6-.Títulos tradicionalistas, su reconocimiento.  Art. 2º de la Ley 

de 4 de mayo de 1948. Y art. 2º, párrafo 2  del Decreto de 4 de junio de 1948. 

Los Títulos carlistas no venían siendo reconocidos por la Corona 

española, aunque tuvieron los monarcas carlistas soberanía sobre parte del 

territorio español, esto hace que cuando se reconocieron como Títulos españoles 

solo se pudo respecto a aquellos que fueron concedidos cuando el monarca 

carlista tenía soberanía efectiva sobre territorio español. 

La Ley que permite su uso es la de 4 de mayo de 1948334 en su artículo 2º. 

No habla de rehabilitación de los Títulos carlistas, si no de su legal uso y el 

Decreto de 4 de junio de 1948335 en su artículo 2º párrafo 2 dice 

“reconocimiento”, por lo que hay que deducir que en ningún momento se 

trata de rehabilitaciones, sino de reconocimientos. Pero establece para el 

reconocimiento de dichos Títulos que se tramiten los correspondientes 

expedientes según las normas de la rehabilitación de los Títulos de Castilla, en 

relación al apartado 1º del mismo artículo. Se exige para ello que se aporten las 

Reales Cédulas de su concesión y, a falta de estas, testimonio fehaciente de su 

existencia. Por lo tanto, en relación con el artículo 1º de dicho Decreto y el 

artículo 1º de la Ley de 4 de mayo de 1948, se estará al procedimiento 

establecido por la legislación vigente antes del 14 de abril de 1931, es decir, 

principalmente por el Real Decreto de 8 de julio de 1922, y demás normas de 

aplicación incluidas la Ley de 4 de mayo de 1948 y el Decreto de 4 de junio de 

1948. 
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7-.El uso de Títulos extranjeros: antiguo art. 17 del R.D. de 1912 y 

actual 17 de 1988.  

Algunos autores hablan de reconocimiento de Títulos extranjeros y, sin 

embargo, se trata de autorización de uso de Títulos extranjeros, así ya lo 

establecía el Real Decreto de 24 de octubre de 1851336, que si bien les permite su 

uso en España, tras su correspondiente autorización, no los equipara a los de 

Castilla. 

Exceptúa de este precepto de la obligatoriedad de la autorización a los de 

los representantes diplomáticos extranjeros y los extranjeros transeúntes. 

La legislación sobre este particular era el Real Decreto de 27 de mayo de 

1912337, que en su artículo 17 exigía para el uso de Título extranjero la previa 

autorización y, para ello, la aportación del documento original de la concesión, 

legalizada en forma la traducción, y la certificación de la inscripción en el 

Registro civil del nacimiento del interesado, que deberá, dicha autorización 

solicitarse del Ministerio de Gracia y Justicia, sujeta a los mismos derechos 

fiscales que los títulos similares españoles, y exigía que para ella se oyera 

previamente a la Diputación de la Grandeza y a la Comisión permanente del 

Consejo de Estado. Este artículo fue derogado por el Real Decreto 222/1988338 

de 11 de marzo que sustituye esta redacción por la siguiente: “En lo sucesivo solo 

se expedirán autorizaciones de uso en España de Títulos extranjeros que 

tuviesen una significación valiosa para España en el momento de la solicitud, 

que deberá ser apreciada como tal por la Diputación de la Grandeza y el Consejo 
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de Estado. Denegada la autorización, no podrá reiterarse la solicitud mientras 

no concurran nuevas circunstancias.” 

La autorización de uso de Título extranjero se da para una persona 

concreta, no pudiendo suceder otra en la misma, quien en su caso, deberá pedir 

nueva autorización de uso una vez sucedido en el Título en el país de origen. De 

tal forma esto es así, que si en el país de origen del Título quedara suprimido, 

seguiría subsistiendo la autorización en España, sin embargo, al no suceder 

nadie en el en el país de origen no podrá sucederse en el Título, ni por lo tanto 

obtener nueva autorización. 

Se ha venido, por ejemplo en el caso de Títulos italianos, logrando 

sentencias en favor de Títulos, sin la aceptación de la Republica italiana, que 

suprimió los Títulos, estas sentencias no pueden tener valor alguno por lo que 

no se les puede conceder autorización de uso de Título extranjero. No es el 

Estado italiano, como soberano el que ha rehabilitado estos Títulos, ni siquiera 

los acepta. Es el caso de un número importante de Títulos italianos que han sido 

obtenidos de forma que podríamos hablar de fraude de Ley. El sistema es el 

siguiente: una persona se jacta de poseer un título en Italia, y otro le demanda 

por mejor derecho al uso del mismo, los jueces sentencian a favor del que ha 

demostrado mejor derecho, y esa sentencia se usa como Título. Lo cual no es 

legítimo, ya que no existe rehabilitación del Título, sino solo una sentencia 

declarativa de un mejor derecho, que valdría si el Título hubiera sido reconocido 

por el estado, pero no es el caso. Estas sentencias no tienen eficacia en España, y 

no pueden los pretendientes a su autorización de uso hacerlas valer. Pondremos 

el ejemplo del Marquesado de Puente fuerte, que fue concedido por el Rey Don 

Carlos antes de ser Carlos tercero de España, siendo Rey de Nápoles, este título 
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por lo tanto corresponde ser rehabilitado en Italia, al no existir rehabilitaciones 

en el país de origen este Título no puede serlo, sin embargo, se obtuvo por el 

procedimiento relatado anteriormente sentencia declarativa de mejor derecho, 

que se intenta hacer valer para solicitar su autorización de uso en España, cosa 

que no se puede lograr al no haber sido legalmente rehabilitado dicho Título por 

Estado soberano. Cito este caso ya que la abuela de este doctorando Doña 

Carmen de Carranza y Rivero, Marquesa de la Sala de Partinico, solicitó hacia 

1948, la rehabilitación del Título de Marqués de Puente fuerte, declarando que 

fue concedido por don Carlos Rey de Nápoles, de forma que le fue denegada, por 

ser título extranjero, y alternativamente solicitó que le fuera concedida su 

autorización de uso en España, por tratarse de Título extranjero siéndole 

denegada dicha autorización por no poderse rehabilitar en Italia, al no haber 

una monarquía sino una república que no rehabilita títulos. En el elenco de 

Grandezas y Títulos nobiliarios del año 1991 se puede encontrar una lista de 

unos 95 títulos que se encuentran en este estado y que no son legales, ni fuera 

de España, ni pueden tener acceso a su autorización de uso en España, aunque 

ha sido solicitada, por no haber sido rehabilitados, sino obtenido una sentencia 

que además no les confiere ninguna garantía de legitimidad. 

No es el caso del Marquesado de Tejada, por poner también un ejemplo, 

que fue reconocido por el monarca italiano y luego le fue concedida autorización 

de uso en España a Don Luis Coronel de Palma, el 17 de julio de 1968, en este 

caso existe una rehabilitación por parte del monarca, si bien estos títulos son 

autorizados de forma personal y deben ser sucedidos en su país de origen, cosa 

que no cabe en Italia actualmente por ejemplo, como ya hemos dicho. 
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8-.Títulos Pontificios. Antiguo Art.17 de 1912 y actual 17 de 1988. 

Hoy en día nada distingue los Títulos pontificios de los extranjeros ya que 

se consideran extranjeros también y debe obtenerse autorización de uso de los 

mismos. Sin embargo, los citaba aparte el artículo 17 del Real Decreto de 27 de 

mayo de 1912 que se encuentra derogado por el artículo 17 del Real Decreto 

222/1988 de 11 de marzo, que lo sustituyó (ya citado en el párrafo anterior), 

aunque les exigía idénticos requisitos. Por lo que nos remitimos a todo lo 

expuesto en los títulos extranjeros y su autorización de uso en España. 
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F. LA ADQUISICIÓN POR VÍA JUDICIAL. La posesión 

civilísima, el principio de representación, el principio de 

propincuidad y la Prescripción adquisitiva. 

 

La adquisición por vía judicial de las mercedes nobiliarias. El 

procedimiento para hacer valer el mejor derecho a una distinción nobiliaria 

sobre un Título que se encuentra en legítimo uso es el juicio ordinario. De los 

vacantes y caducados trata la sucesión y la rehabilitación en sus 

correspondientes procedimientos ya vistos. 

Ya en el antiguo régimen existían pleitos sobre Títulos nobiliarios, unidos 

o no a mayorazgos, ya que en ocasiones los títulos pasaban a distinta persona 

que el mayorazgo. En algunos casos por disposición testamentaria del causante. 

A veces los títulos no llevaban aparejada fortuna alguna (véase el Ducado de 

Baños de 20 de julio de 1751, que no traía renta ni bien alguno), a veces porque 

los bienes se habían perdido, caso de muchos títulos sobre posesiones 

posteriormente extranjeras. Pleitos había, véase como ejemplo los de los Títulos 

de Marqués de Torralba y el de Marqués de Bonanaro en el siglo XVII.  Los 

títulos nobiliarios que no tenían renta o bienes unidos, tenían que pagar 

impuestos de sucesión, esto hizo que muchos descendientes dejaron de suceder 

en los Títulos perpetuos, y tiempo y en casos varias generaciones después, 
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caducados los Títulos, tuvieron que acudir a la rehabilitación. Otros motivos 

pudieron ser la causa de esa falta de sucesión, como faltar la línea descendente y 

no saberlo aquellos que tendrían derecho al Título o encontrarse en países 

lejanos, etc. 

En todo caso cuando una merced fue rehabilitada o se sucedió en ella, 

puede que no sucediera o rehabilitara el de mejor derecho,  por lo que la norma 

contempla que se pueda ejercer ese mejor derecho y es ante la jurisdicción 

ordinaria y en juicio declarativo, hasta la reforma de la Ley de enjuiciamiento 

civil de 7 de enero de 2000 que actualmente en su  art. 249  nº 1 dice que será 

en juicio ordinario, cualquiera que sea su cuantía, las demandas relativas a 

derechos  honoríficos de la persona. En la anterior L.E.C. se establecía que fuera 

por juicio declarativo de mayor cuantía, con todas las garantías que eso exigía. 

Sigue siendo competente el juez de primera instancia del domicilio del 

demandado. El plazo para interponer la demanda es de cuarenta años para los 

Títulos de Castilla y treinta para los de la Corona de Aragón, según 

especificaremos en el apartado dedicado a la prescripción adquisitiva o 

usucapión. El procedimiento es el establecido por la vigente L.E.C., y la 

sentencia es recurrible en apelación ante la Audiencia Provincial (art. 455, 2º de 

la L.E.C.). La sentencia recurrida no es susceptible de ejecución provisional (art. 

525, 1º de la L.E.C.). La sentencia de la Audiencia es a su vez recurrible, bien 

ante el Tribunal Superior de Justicia por infracción procesal, bien ante el 

Tribunal Supremo en casación. 

Otra modificación en contra de la seguridad procesal es que ya no se 

preceptúa la intervención del Ministerio fiscal, que era antes preceptivo por el 

Real Decreto de 13 de noviembre de 1922 que establece en su art. 1º, “En 
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cumplimiento de lo prevenido en el artículo 838, número 5º de la Ley 

Provisional sobre organización del Poder Judicial, en relación con lo dispuesto 

en el artículo 483 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, los Fiscales de las 

Audiencias serán parte en los pleitos que se susciten a cerca de la posesión o 

mejor derecho a Grandeza de España, con o sin Título, y a los Títulos del Reino”. 

Es así de importante que el Ministerio Fiscal, según se especifica en el artículo 

6º del citado Real Decreto: “Tendrá por objeto, además de velar por la pureza 

del procedimiento, evitar toda transacción entre demandante y demandado que 

sea opuesta a las normas de sucesión en dignidades nobiliarias contenidas en 

los Decretos de creación de estas”. El artículo 8º del mismo Real Decreto, 

establece en defensa de lo anteriormente expresado “Cuando el demandado no 

compareciese o no contestase a la demanda, o se allanase a ella, el Ministerio 

Fiscal no podrá manifestarse conforme con las mismas sin previo examen de la 

cuestión ni cerciorarse de que, a su juicio, asiste mejor derecho al demandante.”. 

También es interesante, en este mismo sentido, la circular de la Fiscalía del 

Tribunal Supremo de fecha 27 de noviembre de 1922 que se titula, 

“Advertencias para el cumplimiento del R.D. de 13 de noviembre, en cuanto a 

los pleitos que versan sobre Grandezas y Títulos Nobiliarios del Reino”. El 

Tribunal Supremo entiende no ser parte el Fiscal por no considerarse derecho 

fundamental el derecho a las mercedes nobiliarias. 

La PARTE SEGUNDA de la Real Orden de 21 de octubre de 1922 hace 

referencia a la Ejecución de sentencias sobre mejor derecho a dignidades 

nobiliarias rehabilitadas: 

33. Cuando demandado el titular de una rehabilitación, resulte éste 

vencido en juicio sobre mejor derecho genealógico a la posesión de la Dignidad 
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de referencia, el litigante victorioso podrá impetrar de la Corona la efectividad 

del derecho declarado judicialmente, siguiendo para ello el trámite que a 

continuación se indica. 

                34. El interesado deberá elevar a S.M. instancia en que suplique 

derogación del Real Decreto que rehabilitó a favor de su adversario la merced, y 

expedición de uno nuevo a su propio nombre. La instancia deberá ir redactada 

con las formalidades prevenidas en el núm. 2º y hará constar el parentesco del 

solicitante con las siguientes personas: 

A)        Primer poseedor (o, en su caso, segundo) de la Dignidad. 

B)       Persona de quien derive su derecho como preferente al del vencido 

en juicio. 

C)        Titular de la rehabilitación impugnada. 

D)   Último poseedor legal anterior al que obtuvo el Real Decreto 

impugnado. 

35. Deberá presentar los siguientes documentos: 

A) Árbol genealógico en que muestre el parentesco de consanguinidad 

legítima que medie entre el solicitante y las personas expresadas en el núm. 34; 

deberá expedirse en la forma y clase de papel indicados en el núm. 5º. 

B) Certificación literal fehaciente de la sentencia ejecutoria. 

C) Documentos probatorios de méritos y rentas, graduados aquéllos y 

éstas a tenor del parentesco que medie entre el litigante vencedor y la persona 

que precedió a su adversario en el uso legal de la Dignidad de referencia, 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

329 
 

teniendo para ello en cuenta lo prevenido respecto de rehabilitaciones en 

general en los números.. 16 a 22, ambos inclusive, de la presente Real Orden. 

36. No se publicará en la forma que señala el núm. 6º la presentación de 

estas instancias ni sobre ellas se admitirá impugnación administrativa. Pero en 

el expediente se oirá a las entidades indicadas en los números. 26, 27 y 28 en los 

mismos términos que allí se preceptúan, sobre todas las cuestiones no 

abarcadas en la declaración judicial. 

La forma de la resolución se atemperará a lo dispuesto en los números.. 

30, 31 y 32. 

37. El vencedor en juicio no podrá entrar en posesión de la Dignidad 

controvertida ni ostentarla legalmente hasta tanto que haya satisfecho el 

impuesto de Grandezas y Títulos y obtenido el correspondiente Real despacho, 

previo abono de los derechos de imposición del Sello Real y los del Timbre del 

Estado. 

[Los Impuestos de Títulos y Grandezas y Timbre fueron suprimidos por 

el art. 238.1 a) y d) de la Ley de Reforma Tributaria de 11 de junio de 1964 y los 

textos reguladores de los mismos derogados por D. 6 abril 1967.]  

 

1-.La posesión civilísima, es la del tercero de mejor derecho sobre 

cualquier otra persona u óptimo poseedor. Cuando se concede una merced 

nobiliaria, en la sucesión de la misma o en la rehabilitación, siempre se extiende 

el título sin perjuicio de tercero de mejor derecho, como ya hemos visto en los 

modos de adquisición de las dignidades nobiliarias. Ese tercero es el de mejor 
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derecho para ostentarla, si bien el que tuviera el mejor derecho “erga omnes” 

para ostentarlo es el poseedor civilísimo, u optimo poseedor, que no es el de 

mejor derecho que el actual poseedor sino el óptimo en superlativo. Creemos 

que se trata en muchos casos de una “prueba diabólica” el querer probar la 

posesión civilísima, aunque en algunos casos cabe tal prueba, en mercedes con 

una genealogía muy completa y no muy antigua. En todo caso se rompe la 

posesión civilísima al establecerse la prescripción adquisitiva o usucapión de las 

dignidades nobiliarias. 

Es distinto el poseedor civilísimo u óptimo y el tercero de mejor derecho, 

la prueba de este último no tiene por qué ser una prueba diabólica, pues se trata 

únicamente de probar el mejor derecho sobre el poseedor actual del título o en 

la sucesión de este de otros solicitantes o en la rehabilitación. Los títulos se 

expiden siempre, porque así lo establece la ley según ya hemos visto 

anteriormente, con la fórmula de “sin perjuicio de tercero de mejor derecho”. 

Esta obligación la impone el art. 10 del ya muy citado Real Decreto de 

1912, y el art. 12 del también ya muy citado  Real decreto de 1922 y su Real 

orden de 21 de octubre siguiente. 

El procedimiento a seguir es el de juicio declarativo ante la jurisdicción 

ordinaria, esto último se establece en los citados Reales Decretos. Tal como 

consta en las últimas modificaciones procesales. 

 

2-.El principio de representación. El concepto legal lo encontramos 

en el artículo 924 del c.c. Establece el artículo 924 c.c.: "llamase derecho de 
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representación el que tienen los parientes de una persona para sucederle en 

todos los derechos que tendría si viviera o hubiera podido heredar".   

 Es el principio por el que se rigen las sucesiones y rehabilitaciones en 

línea directa, o sea con descendencia del último poseedor. Los descendientes 

representan al último poseedor de la merced a suceder o a rehabilitar. 

Según dice Don Alfonso de Borbón y Dampierre: El Derecho de 

Representación es el derecho que tienen los parientes de una persona para 

sucederle en todos los derechos que tendría si viviera o hubiera podido heredar. 

Ello evita tener que pasar a la línea colateral sin agotar la línea recta. Así pues, 

un nieto puede suceder a su abuelo si su padre hubiese premuerto a su 

progenitor. El primer caso en el que se puso de manifiesto este principio fue la 

sucesión de Felipe VI de Valois (1328-1350), que fue Rey de Francia sin que su 

padre, el príncipe Carlos de Valois, hubiera sido Rey, aunque sí lo hubiera sido 

el padre de éste Felipe III el Atrevido (1270-1285). Sin embargo, los ejemplos 

más claros son los de Luis XV el Bien amado (1715-1774), que sucedió a su 

bisabuelo el Rey Sol (1643-1715), y el de Luis XVI (1774-1793), que sucedió a su 

abuelo Luis XV. 

El Derecho de representación en España es uno de los principios por los 

que se regula el Derecho de sucesiones del ordenamiento jurídico, en base al 

cual cuando una persona no llega a heredar por haber muerto antes que el 

causante, el derecho a esa herencia pasa a sus descendientes. 

Conforme al art.921 del Código civil español, uno de los principios que 

caracteriza a la sucesión intestada, es el de proximidad de grado, de modo que 

los parientes de grado más próximo excluyen a los remotos. Sin embargo, para 
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evitar resultados poco equitativos que se puedan derivar de este principio, la 

Ley lo excluye en ciertos supuestos mediante el derecho de representación que 

reconoce el art.924 del C.c. 

Por lo que se refiere a los casos en que se da la representación, es preciso 

que la persona representada hubiera dejado de adquirir la herencia por alguna 

de las siguientes causas: 

Premoriencia 

Desheredación 

Indignidad 

No obstante, en virtud del art. 923 C.c., no se da la representación cuando 

una persona intermedia hubiera repudiado la herencia porque quien repudia 

para sí repudia para la estirpe. 

En cuanto a las personas que pueden ostentar el derecho de 

representación, solo pueden representar los descendientes del heredero fallido. 

 

3-.El principio de propincuidad o de proximidad parental, Conforme 

al art.921 del Código civil español, uno de los principios que caracteriza a la 

sucesión intestada, es el de proximidad de grado, de modo que los parientes de 

grado más próximo excluyen a los remotos. 

Así el Tribunal Supremo establece en su sentencia de 17 de octubre de 

1984, “Que constituye doctrina legal que inexistente o extinguida la línea 

descendente del fundador cesa el principio de representación y será diferida la 
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merced al más propincuo pariente del último poseedor.”. Si bien se admite la 

posibilidad, en ciertos casos de relacionar dicha proximidad con la del fundador, 

cuando la línea genealógica supone menos grados de parentesco para llegar al 

primer titular que al postrero. 

La Sala 1ª del T.S. tiene una doctrina uniforme y reiterada de que la 

sucesión de un título nobiliario entre parientes colaterales del fundador o del 

poseedor legítimo (sin línea directa descendiente), ha de regirse exclusivamente 

por el principio de propincuidad y no por el de representación. 

La citada sentencia de 17 de octubre de 1984, declara expresamente “que 

con arreglo al tal principio de propincuidad, tratándose de parientes colaterales 

que no entronquen con el fundador, no opera la representación sino la 

proximidad en el grado, tratándose de línea agnaticia o cognaticia, referida al 

último poseedor, presupuesto suficiente para que la línea se transporte a línea 

secundaria cuando se extinguió o no ha existido la descendencia”.     

 

4-.La prescripción adquisitiva o usucapión. Ya se establecía esta 

prescripción en el Real Decreto de 27 de mayo de 1912, en su artículo 18, que 

establecía “La posesión continuada y no interrumpida durante quince años de 

cualquier distinción nobiliaria la consolida los que la disfruten pudiendo 

completar el tiempo los actuales poseedores, sumando al suyo el de sus 

causantes. Esta prescripción no podrá perjudicar a los que estuvieren sujetos a 

tutela, siempre que ejerciten su derecho en los cuatro años siguientes a su 

emancipación, ni a aquellos que tuvieran pendiente contienda judicial respecto 
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a las mismas dignidades”. Este artículo fue derogado por el Decreto de 4 de 

junio de 1948 en su disposición final 2ª. 

De este modo quedó sin prescripción adquisitiva la materia nobiliaria y es 

por doctrina reiterada del Tribunal Supremo que se reconoce la aplicabilidad del 

artículo 41 de las Leyes de Toro y se establece la observancia del «Usatge Omnes 

Causae» (Constitución segunda del Título II «De prescripción» del Libro VII de 

las Constituciones de Cataluña) que establece la prescripción adquisitiva de 

cuarenta años en el caso de los Títulos de Castilla y treinta en el caso de los de 

Aragón, rompiendo con la imprescriptibilidad de los propios Títulos y el 

absolutismo de la institución de la posesión civilísima, así en las sentencias de 

ese Alto Tribunal de fechas 7 y 27 de marzo de 1985, 14 de junio y 14 de julio de 

1986, y anteriormente en la sentencia del 9 de junio de 1969, son de citar 

también las SS.T.S. de 24-4-1989, 3-1-1990, 8-10-1990, 12-6-1991, 21-2-1992, y 

16-11-1994. Y como las de 9 junio 1964 (RJ 1964\3216), 22 febrero y 1 julio 1972 

(RJ 1972\1896yRJ 1972\3669), 6 noviembre 1986, 12 junio 1991 (RJ 

1991\4446) y 24 marzo 1992, estas últimas respeto a los Títulos de la Corona de 

Aragón.  Existe gran cantidad de jurisprudencia sobre esta materia y nos 

remitimos a ella  en la parte que corresponde a la jurisprudencia en este mismo 

estudio, sobre todo a la sentencia 745/2009 de 19 de noviembre, 

correspondiente al recurso de casación nº 1885/2003.  
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G.  MODOS DE PÉRDIDA DE LAS MERCEDES NOBILIARIAS: 

 

1-.Extinción: Las dignidades nobiliarias normalmente se dan a 

perpetuidad por lo que no se extinguen, pasando de un titular a su sucesor, de 

tal forma es esto que el Consejo de Estado ha considerado que se presume la 

perpetuidad de la merced, salvo que la concesión diga otra cosa.  A mi entender 

caben dos casos de extinción propiamente dicha de una dignidad que son: 

Primero, Que la merced sea concedida vitalicia, es decir solo 

para el agraciado sin que quepa sucesión en ella. Sería también el caso de 

ser concedida para varias generaciones y estas pasaran.. 

Segundo, caso de acabar la línea descendente y haber sido dado 

para descendientes exclusivamente, o con unas condiciones que no se 

puedan volver a cumplir. 

En estos dos casos la merced se extingue definitivamente y haría 

falta una nueva concesión, para disfrutarla pero se trataría de una nueva 

merced ya que la anterior quedó extinguida. Sin embargo el derecho 

contempla otros modos de perder una dignidad nobiliaria. En estos otros 

casos hablaremos mejor de pérdida de la dignidad nobiliaria, ya que 

subsiste en el sucesor o en otra persona. Vamos a ver los siguientes casos: 
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a. Muerte del que ostenta la 

dignidad. 

b. La venta, no se puede dar hoy 

día. 

c. Renuncia  a la dignidad por parte 

del que la ostenta. 

d. Privación temporal o vitalicia por 

indignidad (caso contemplado por el art. 5 

de la Ley de 4 de mayo de 1948). 

e. Incumplimiento fiscal, no es una 

extinción de la merced sino que esta deja 

de nacer, al no expedirse la carta de 

sucesión o Título. 

f. Cancelación de la carta. Se da en caso de 

desaparecer la dignidad, se dio en el de los 

Vizcondados previos. Cabría integrar aquí 

la perdida en litigio pero de esto ya 

hablaremos en otro lugar. O la falta de 

satisfacción del impuesto correspondiente 

de lo que ya hablaremos. 

g. Perdida frente a un oponente en 

Juicio declarativo sobre mejor derecho 

para poseerlo.  
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2-.La muerte: Como todos los derechos estos se pierden por la muerte 

del titular, el caso de las dignidades nobiliarios es igual. La merced no 

desaparece, no se extingue pues pasa automáticamente al sucesor, pasa la 

posesión civil y natural, que no la legal que pasará con la expedición de la carta 

de sucesión, no es el caso de lo anteriormente dicho de los Títulos vitalicios o 

por ciertas generaciones o con cumplimiento de una condición, que se 

extinguen. La sucesión automática se establece por la Ley XLV de Toro.    

3-.La venta: Las dignidades nobiliarias están fuera del comercio de los 

hombres y por lo tanto no cabe su compraventa, el poseedor de la dignidad 

nobiliaria no tiene el “ius disponendi”,  para evitar que esto ocurra por medio de 

subterfugios, en los pleitos sobre dignidades nobiliarias intervenía el Ministerio 

Fiscal, evitando de esta forma que se produjera algún tipo de pacto entre el 

demandado y el demandante, para que aquel se allanara, sin más, a la demanda, 

o no la contestara, mediando a lo mejor cantidades dinerarias.(véase: 

intervención del Fiscal en la “Adquisición por vía judicial de las mercedes 

nobiliarias”). Cabe la cesión o distribución pero esto solo dentro de los 

llamamientos. La venta no cabe porque el titular no lo es de derecho de 

propiedad sino que es poseedor de la merced que pertenece a la Corona, a la que 

revierte en caso de extinción de la posesión de la dignidad nobiliaria. Si 

seguimos la opinión de que se trata de un derecho de la personalidad, no cabe la 

compraventa tampoco. Son inembargables e inalienables. 

Hoy día los Títulos beneficiados ya no se dan, trataba de que se 

satisficiera una cantidad por la concesión de un Título, siempre bajo incoación 

de expediente, en que se declaraban que la persona agraciada cumplía todos los 

requisitos para ello, ser noble etc. Solo se diferenciaba de las demás mercedes 
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en el motivo de la adquisición, que era para fines benéficos para los que la 

hacienda no tenía fondos. Indudablemente no se trata de una venta entre 

particulares sino de una nueva concesión por el Rey como hemos explicado. 

 

4-.La renuncia: Según el diccionario de la Real Academia Española de 

la Lengua, en su primera acepción: Abandono voluntario de algo que se posee o 

a lo que se tiene derecho. Siguiendo a Castán Tobeñas es la dejación o abandono 

de un derecho por su titular, sin transmitirlo a otra persona. Por motivos 

fiscales no cabía la renuncia, ya que el poseedor de un Título tenía que 

consignar o se le embargaba bienes, en este sentido no se debe confundir 

renuncia con cesión al llamado a suceder, que si estaba permitida. Una vez que 

desaparecieran los mayorazgos, muchos nobles renunciaron a sus dignidades 

por no pagar unos impuestos muy gravantes. 

Cabe indudablemente la renuncia por omisión es decir aquella en que el 

sucesor no pide la sucesión a la que tiene derecho. 

No existe la prohibición de la renuncia expresa de la que existen 

antecedentes. Procediéndose entonces a la sucesión correspondiente, por lo 

tanto no tiene como efecto perjudicar a los sucesores en la dignidad renunciada. 

Es sin embargo discutible los efectos de la renuncia que en algunos casos 

han perjudicado  a los descendientes así la hecha por el Archiduque de Austria 

Don Carlos, tuvo consecuencias mientras las realizadas por Doña Ana de Austria 

y Doña Teresa de Austria no las tuvieron, así reinó el rey Felipe V. 
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5-.Privación por causa de indignidad: Ya hemos visto como la 

legislación ve la posibilidad de ser privado de una dignidad nobiliaria, por causa 

de indignidad. La privación de una dignidad nobiliaria viene contemplada por el 

artículo 5º de la Ley de 4 de mayo de 1948339 que dice “El Jefe del Estado podrá 

acordar la privación temporal o vitalicia de aquellas dignidades nobiliarias 

cuyos legítimos poseedores se hayan hecho personalmente indignos de 

ostentarlas. En este caso la Grandeza o Título quedará vinculado en la familia 

con arreglo al orden de suceder establecido en las Leyes“. Y por el artículo 7º del 

Decreto de 4 de junio de 1948340, que establece que la privación “será acordada 

por el Jefe del Estado, a propuesta del Consejo de Ministros, previa formación 

del correspondiente expediente, que se iniciará de oficio por el Ministerio de 

Justicia, en el que habrá de ser oído el interesado y podrán informar la 

Diputación de la Grandeza y el Consejo de Estado. 

Cuando se decrete la privación vitalicia del Título, quedará este vacante, 

efectuándose la transmisión, al ocurrir el fallecimiento del titular, con arreglo al 

orden de suceder establecido por el artículo 5º de este Decreto“. Podemos 

buscar el antecedente histórico de la pérdida por indignidad en la Ley II del 

Título XV de la Partida segunda del Rey sabio que dice: “… debe heredar el 

Reyno el mas próximo pariente que oviese, seyendo ome para ello, non 

habiendo fecho cosa, porque lo deviesse perder… “. 

Resulta a nuestro parecer injusto que un noble titulado pueda perder su 

dignidad nobiliaria por declaración de indignidad mientras los consortes que 

usan del título como si fueran ellos los titulares, hasta el punto que se les 

reconoce los honores que tiene el titular, así el tratamiento, no lo puedan perder 
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por la misma causa al no poseerlo. Por ello creemos que el uso por los 

consortes debe de ser restrictivo, y no abusivo como resulta hoy día. Por lo que 

no deberían poder usar el Título, ni como consorte, ni el tratamiento que 

corresponde al titulado, no se les puede quitar porque sencillamente no 

lo tienen.   

 

6-.El incumplimiento fiscal, 

El no cumplimiento de la obligación tributaria da lugar a la cancelación 

de la carta expedida por el Rey (ya con Felipe V era obligatorio el pago para 

recibir la carta y así en 1787 se obliga al pago del tributo sin lo cual no es posible 

recibir la carta expedida por el Rey), y por lo tanto a la pérdida del derecho de 

uso y disfrute de la correspondiente dignidad nobiliaria, sin embaro cabe ya en 

la Ley de 4 de mayo de 1948 (artículo 6º), la condonación del pago del tributo 

en la concesión o cualquier transmisión. Para conocer la legislación fiscal 

relativa a las mercedes nobiliarias nos remitimos a la parte correspondiente de 

este estudio. 

7-.Cancelación de la carta: Hemos visto en el anterior párrafo que la 

carta puede ser cancelada por el no pago del impuesto correspondiente. 

También se da la cancelación cuando algún agraciado con una dignidad 

nobiliaria la pierde en juicio sobre mejor derecho para poseerlo. En algunos 

autores se habla de la pérdida por cancelación de los condados previos, pero 

estos ya no se expiden en la actualidad, por lo que esto está obsoleto. 

La cancelación supone el dejar sin efecto una carta que se hubiere 

expedido por el monarca. 
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8-.Pérdida en Juicio, hace referencia a la parte que pierde una merced 

nobiliaria en juicio sobre mejor derecho para poseerla frente a otro que 

demuestre judicialmente ese mejor derecho, se basa en la posesión civilísima 

relativa de aquel que pleitea frente al poseedor legal, no al poseedor civilísimo 

absoluto, ya que esto es prácticamente imposible de probar, (la posesión 

civilísima la vemos en otro apartado al que nos remitimos). Diego Espín 

Cánovas distingue entre el poseedor civilísimo absoluto y el relativo. 

Como hemos dicho anteriormente al ejecutarse la sentencia se cancela la 

carta otorgada al perdedor en juicio, caso de ser el que ostentaba la dignidad en 

litigio.  
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H.  EL USO INDEBIDO: de Títulos y dignidades  nobiliarias. 

Se contempla en el artículo 6º del Decreto de 4 de junio de 1948, que en 

su párrafo segundo establece que “El uso de un Título o dignidad nobiliaria sin 

cumplir los preceptos contenidos en el presente Decreto se considerará como 

indebido”. 

En su párrafo primero dice que este uso indebido “será constitutivo de las 

figuras de delito que definen y castigan los artículos 322 y siguientes del código 

penal”,  

Y a ese tenor establecía el artículo 20 del Real Decreto de 27 de mayo de 

1922 remitiéndose al código penal, en su tipificación del delito de uso indebido 

en cuanto al uso indebido de Títulos nobiliarios, si bien este artículo quedó 

derogado por el Decreto de 4 de junio de 1948. 

Sin embargo el código penal que tipificaba este delito fue modificado por 

la Ley Orgánica 10/1995 de 23 de noviembre reformando el código penal de 

1973. Y dejando esta figura sin tipificación penal. 

Quedando el uso indebido en relación únicamente con la parte final del 

primer párrafo del citado artículo 6, “sin perjuicio de las sanciones que 

reglamentariamente correspondan”. En su artículo 4º, la Ley de 4 de mayo de 

1948 dice “Sin perjuicio de lo dispuesto en el código penal para los casos en que 
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constituya delito, podrá ser sancionado reglamentariamente el uso indebido de 

Grandezas y Títulos.”. 
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Capítulo II. Las Constituciones y la nobleza. 
 

Dos hechos marcan decididamente el movimiento constitucionalista 

contemporáneo: la proclamación de independencia de los Estados Unidos de 

América, de 4 de julio de 1776 y la revolución francesa del 14 de julio de 1789. 

Se puede decir que a partir de entonces Constitución viene a significar “El 

conjunto de normas bajo las cuales se rige un Estado, cuya eficacia depende del 

grado de aceptación entre los ciudadanos; además de un intento de limitación e 

institucionalización del poder, mediante un reconocimiento de los derechos 

fundamentales y una división de poderes”. 

La Constitución española de 1978 no se refiere concretamente al derecho 

nobiliario, sin embargo no lo prohíbe, y establece la posibilidad de ostentar 

honores y distinciones en su artículo 62 párrafo f. 

Daremos una visión jurídico-constitucional del derecho nobiliario a lo 

largo del constitucionalismo español, empezando por lo que fue nuestra primera 

Constitución de 1808, también conocida por  1.-El Estatuto de Bayona (6 de 

julio), y estudiaremos también los siguientes textos constitucionales: 

2.-La Constitución de 1812 (19 de marzo). 

3.-El Estatuto Real de 1834 (10 de abril). 

4.-La Constitución de 1837 (18 de junio). 
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       5.-La Constitución de 1845 (23 de mayo) y Acta adicional de 1856 (15 de 

septiembre) y Ley de 1857 (17 de julio) de reforma de la Constitución. 

6.-Proyecto constitucional de 1852 (1 de diciembre). 

7-La Constitución de 1856 (la non nata). 

8.-La Constitución de 1869 (6 de junio). 

9.-Proyecto de Constitución de 1873 (17 de julio). 

10.-La Constitución de 1876 (30 de junio). 

11.-La Constitución de 1931 (9 de diciembre). 

12.-Las Leyes Fundamentales del Reino: Que son siete a saber, 

-El Fuero del Trabajo (9 de marzo de 1938). 

-Ley Constitutiva de las Cortes (17 de julio de 1942). 

-El Fuero de los Españoles (17 de julio de 1945). 

-La Ley de Referéndum (22 de octubre de 1945). 

-La Ley de Sucesión en la Jefatura del Estado (26 de 

julio de1946). 

-La Ley de Principios del Movimiento Nacional (17 de 

mayo de 1958).   

-La Ley Orgánica del Estado (1 de enero de 1967). 

13.-La Constitución de 1978 (27 de diciembre). 
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1.-La Constitución de Bayona (según refiere el mismo documento en 

su introducción) o Estatuto de Bayona de 6 de julio de 1808, cuya vigencia fue 

relativa, al contar con mucha oposición. Consta de 146 artículos en XIII Títulos. 

Firmada por José Bonaparte. Recoge los títulos nobiliarios al establecer los tres 

estamentos en la composición de las Cortes que son el estamento del Clero, el de 

la Nobleza y el del Pueblo, colocándose el del clero a la derecha del trono, el de 

la nobleza a la izquierda y en frente el del pueblo (artículo 61 del Título IX). 

“El estamento de la nobleza se compondrá de 25 nobles, que se titularán 

Grandes de Cortes” (artículo 63 del mismo título anterior). 

“Los nobles, para ser elevados a la clase de Grandes de Cortes deberán 

disfrutar una renta anual de 20.000 pesos fuertes a lo menos, o haber hecho 

largos e importantes servicios en la carrera civil o militar. Serán elevados a esta 

clase por una célula sellada con el gran sello del Estado, y no podrán ser 

privados del ejercicio de sus funciones, sino en virtud de una sentencia dada por 

los tribunales competentes y en forma legal.”(Artículo 66 del mismo título). 

En su artículo 118 y refiriéndose a la Administración de hacienda (título 

XII), suprime todos los privilegios tanto de cuerpos como de particulares.   

 En el artículo 135 y siguientes hasta el 139, “Todo fideicomiso, 

mayorazgo o sustitución de los que actualmente existen y cuyos bienes, sea por 

si sólo o por la reunión de otros en una misma persona, no produzcan una renta 

anual de 5.000 pesos fuertes queda abolido. 

El poseedor actual continuará gozando de dichos bienes restituidos a la 

clase de libres.”. Y en el artículo 140 mantiene los diferentes grados y clases de 

nobleza, pero sin exención alguna de las cargas y obligaciones públicas sin que 
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se pueda exigir nobleza para los empleos civiles y eclesiásticos, ni grados 

militares de mar y tierra siendo únicamente los servicios y talentos los que 

proporcionen los ascensos. (Todos estos artículos son de las disposiciones 

generales). 

Las órdenes de caballería no serán dotadas sino para recompensar 

servicios hechos al Estado (Art. 142 de las citadas disposiciones). 

De todo lo anterior se infiere que la Constitución (como se denomina a si 

misma) de Bayona, sigue estableciendo la diferencia existente en el “antiguo 

régimen” respecto a los tres distintos estamentos, manteniendo en sus Cortes el 

estamento Noble, los diferentes grados y clases, que luego se suprimirían, bien 

separado del de la iglesia y del pueblo. Si bien retira los privilegios en cuanto a 

la hacienda pública y es ya anticipación del decreto de 1811 de abolición de los 

señoríos jurisdiccionales, y de la ley desvinculadora de 1820 en cuanto a los 

mayorazgos, que esta aboliría en su artículo 13, si bien manteniendo los títulos 

nobiliarios. 

2.-La Constitución de 19 de marzo de 1812, vulgarmente llamada 

“la Pepa” por haberse promulgado el día de san José, también conocida por la 

Constitución de Cádiz, estará vigente de 1812 a 1814, de 1820 a 1823 y 

finalmente de 1836 a 1837. Consta de 384 artículos en X Títulos. Promulgada 

por las Cortes de Cádiz. 

En su artículo 171-1º, Título IV “Del Rey”, capítulo 1º “De la 

inviolabilidad del Rey y de su autoridad”. 

Le corresponden al Rey las facultades siguientes, entre otras: 
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“Conceder honores y distinciones de toda clase, con arreglo a las leyes”. 

Sin embargo en el artículo siguiente 172-9ª, “No puede el Rey conceder 

privilegio exclusivo a persona ni corporación alguna”. 

De lo anterior se deduce que los títulos nobiliarios ya no suponen un 

privilegio, sino exclusivamente un honor y distinción. Son mercedes, gracias 

concedidas por el Rey, con el solo propósito de ser honores que distinguen a las 

personas por sus especiales cualidades lo que no les impide ser hereditarias, 

pueden ser cualidades que se transmiten de forma consanguínea. 

Es indudable que subsisten los títulos nobiliarios en este ordenamiento 

constitucional en cuanto en los artículos 232 y 234 se refieren a los Grandes de 

España y en este último artículo cita las diferentes clases al referirse a la 

eclesiástica y a la noble representada por los Grandes, así también en el 

siguiente artículo 235. 

Hasta aquí nos encontramos con que los títulos de nobleza y por tanto la 

nobleza en sí perdura a lo largo de la historia, si bien va perdiendo sus 

privilegios, sigue siendo aceptada como honor o distinción, siendo en lo más 

frecuente con carácter hereditario frente a otros honores y distinciones que 

suelen ser con carácter vitalicio, aunque estas últimas a veces se conceden 

hereditarias y la nobleza titulada a veces es vitalicia. Qué duda cabe que esta 

nobleza representa a la nobleza en general ya que al aceptar esta también se 

aceptan las demás formas de nobleza, la hidalguía o nobleza de sangre sin 

títulos seguirá existiendo en sus respectivas asociaciones y como muestra de una 

realidad que existe por si misma fuera de la voluntad real, seguirá por lo tanto 

siendo constitucional, como seguirán siéndolo todos las formas de distinciones. 
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En esta Constitución de 1812 se habla de clases, aun siendo liberal, 

cuando se habla de la clase de los grandes de España, o de la clase eclesiástica. 

La primera hace referencia indudablemente a la clase noble en la que se 

integran los grandes, persisten los títulos del reino aunque la constitución no los 

nombre, está claro que al referirse a los grandes lo hace a toda la clase noble ya 

sean títulos del reino, ya sea  baja nobleza, no específicamente para las Cortes 

pero si en cuanto al aceptar a los grandes acepta a los demás nobles. El Rey 

seguirá concediendo títulos del reino y se seguirá sucediendo en ellos aunque la 

Constitución no lo diga, se seguirán transmitiendo los títulos y la nobleza en 

general. En ningún caso los prohíbe como ocurrirá con la Constitución de 1931, 

y las leyes seguirán regulando sus situaciones, volverá a regularlos sin ir más 

lejos en 1820 con la ley desvinculadora de 11 octubre de 1820 que en su artículo 

13 hace referencia a los mayorazgos y a los títulos nobiliarios. Ley que fue 

ratificada por otra ley desvinculadora de 19 de agosto de 1841. 

3.-El Estatuto Real de 10 de abril de 1834. Consta de 50 artículos 

en V Títulos, seguido de un Real Decreto de restablecimiento de la fuerza y vigor 

de las leyes fundamentales de la Monarquía, está rubricada en Aranjuez y en 

nombre de Doña Isabel Segunda por Su Majestad la Reina Gobernadora. 

Contempla a la nobleza sobre todo en su título II, “El Estamento de Próceres del 

Reino”. 

Ya se refiere a ellos en su artículo 2º, al establecer la composición de las 

Cortes Generales en dos Estamentos: el de Próceres del Reino y el de 

Procuradores del Reino. 
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El título II comienza en el artículo 3º, y establece la composición del 

Estamento de Próceres del Reino. En su número 2 se refiere a los grandes de 

España y en su número 3 a los títulos de Castilla. 

El artículo 5º, “Todos los grandes de España son miembros natos del 

Estamento de Próceres del Reino, y tomarán asiento en él, con tal que reúnan 

las condiciones siguientes: 

1- Tener 25 años cumplidos. 

2- Estar en posesión de la Grandeza y tenerla por derecho 

propio. 

3- Acreditar que disfrutan una renta anual de doscientos mil 

reales. 

4- No tener sujetos los bienes a ningún género de intervención. 

5- No hallarse procesados criminalmente. 

6- No ser súbditos de otra potencia.”. 

“Artículo 6º La dignidad de prócer del Reino es hereditaria en los grandes 

de España”. 

“Artículo 8, los títulos de castilla que fueren nombrados Próceres del 

Reino, deberán justificar que reúnen las condiciones siguientes: 

1- Ser mayores de 25 años. 

2- Estar en posesión de título de Castilla, y tenerlo por derecho 

propio. 

3- Disfrutar una renta anual de ochenta mil reales. 

4- No tener sujetos los bienes a ningún género de intervención. 

5- No hallarse procesados criminalmente. 
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6- No ser súbditos de otra potencia.”. 

Artículo 33.- “Para la formación de las leyes se requiere la aprobación de 

uno y otro Estamento y la sanción del Rey”. 

Artículo 37.- “El Rey…, se separarán uno y otro Estamento…”. 

Artículo 41.- “En uno y otro caso se separarán inmediatamente ambos 

Estamentos.”. 

Artículo 42.- “Anunciada de orden del Rey…., el Estamento de Próceres 

del Reino no podrá volver a reunirse……”- 

Artículo 45.- “Siempre que se convoquen Cortes, se convocará a un 

mismo tiempo a  uno y otro Estamento”  

Artículo 46.- “No podrá estar reunido un Estamento sin que lo esté 

igualmente el otro.”. 

Artículo 47.- “Cada Estamento celebrará sus sesiones en recinto 

separado.”. 

Artículo 48.- “Las sesiones de uno y otro Estamento serán públicas, 

excepto en los casos que señalare el Reglamento.”- 

Artículo 49.- “Así los Próceres como los Procuradores del reino serán 

inviolables por las opiniones y votos que dieren en desempeño de su cargo.”- 

Artículo 50.- “El reglamento de las Cortes…  de uno y otro estamento,…”. 

En este estatuto promulgado en Aranjuez siendo menor de edad Doña 

Isabel, por la Reina Gobernadora, se vuelve casi a una ley del antiguo régimen 

dando a  títulos de castilla  y todos los grandes de España la inviolabilidad que 
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establece el artículo 49 del Estatuto, claro que en el desempeño de su función 

únicamente, como si de un privilegio se tratara. 

Se ven bien diferenciados los dos Estamentos de los nobles y el del 

pueblo, desapareciendo el estado eclesiástico que se incorpora al de Próceres, 

aunque no solo la nobleza integrará este Estamento. Esta distinción se mantiene 

a lo largo de todo el texto como podemos apreciar en los anteriormente citados 

artículos. 

Regirá bien poco hasta que entre en vigor la Constitución de 1837 

promulgada también en la minoría de le Reina doña Isabel, siendo Reina viuda 

y Gobernadora del reino su madre Doña María Cristina de Borbón. 

 

4.-La Constitución de 18 de junio de 1837. Promulgada en Real 

Palacio de Madrid, por la Reina Gobernadora en nombre de su hija Doña Isabel 

II durante su menor edad, derogando la Constitución de Cádiz de 19 de marzo 

de 1812. Regirá los destinos de España hasta 1845. Contiene 77 artículos en XIII 

Títulos y dos artículos adicionales. 

De esta Constitución no hay mucho que decir, en cuanto a la nobleza, ya 

que solo se refiere a la prerrogativa real del título VI (Del Rey), artículo 47 

apartado 9º que otorga al Rey la potestad de “Nombrar todos los empleados 

públicos y conceder honores y distinciones de todas clases, con arreglo a las 

leyes.”. 

Si bien es de citar el artículo 4º, en cuanto a igualdad de fuero para todos 

los españoles en los juicios comunes, civiles y criminales. 
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 No prohíbe los títulos de nobleza, y las leyes seguirán regulando esta, al 

no ser su existencia contraria a la constitución. 

 

5.-La Constitución de 23 de mayo de 1845, promulgada por la 

Reina Isabel II, modificativa de la de 18 de junio de 1837, siendo ya la Reina 

mayor de edad a efectos de reinar. Estará en vigor hasta 1868. Consta de 80 

artículos en XIII Títulos. Tiene un acta adicional de 18 artículos de 15 de 

septiembre de 1856, y una ley de 17 de julio de 1857 de reforma de algunos 

artículos. 

En relación con los títulos de nobleza es mucho más prolífica que su 

antecesora, ya en su Título III (Del Senado), artículo 15 establece que solo 

podrán ser senadores los españoles que pertenezcan entre otros a la clase de 

grandes de España y títulos de Castilla que disfruten, estos últimos, 60.000 

reales de renta. 

El artículo 45-9º del Título VI (Del Rey),  establece que le corresponde 

como prerrogativa al Rey “Nombrar todos los empleados públicos y conceder 

honores y distinciones de todas clases, con arreglo a las leyes.”. Exactamente 

igual que el artículo 47 apartado 9º de la anterior constitución. 

Hubo un acta adicional a la Constitución de la Monarquía Española que 

estamos tratando, de fecha 15 de septiembre de 1856, Que estuvo muy poco 

tiempo en vigor siendo derogada  por real Decreto de 14 de octubre del mismo 

1856, disponiendo este último la vigencia de la Constitución de 23 de mayo de 

1845. Esta acta adicional no trata para nada sobre el tema que nos ocupa.  
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Ley de 17 de julio de 1857, reformando la Constitución de 1845, esta ley 

quedará derogada por ley de 20 de abril de 1864. 

 La ley de 1857, determina en su artículo 14 que el Senado se componga 

de entre otros por los grandes de España que son senadores por derecho propio, 

no súbditos de otra potencia y con renta de 200.000 reales por bienes 

inmuebles o derechos con la misma consideración. 

El artículo 15 también cita a los grandes de España.  

La ley de 20 de abril de 1864 derogatoria de la de 1857 cita en su 

disposición transitoria a los grandes de España y a los iítulos de Castilla. El 

artículo 17 de la misma disposición establece la forma hereditaria de la dignidad 

de senador en los grandes de España que cumplan las condiciones establecidas. 

 

6.-Proyecto de 1 de diciembre de 1852, también conocido por el 

proyecto de Bravo Murillo. Este consta de 42 artículos en VI Títulos y un 

artículo adicional. 

En su art. 10 en cuanto a los senadores los habrá hereditarios y natos…  

El art. 26 se refiere a honores y distinciones. 

 

7.-La Constitución no promulgada de 1856, conocida como “la non 

nata”. Fue aprobada por las Cortes constituyentes pero no fue promulgada. 

Consta de XV Títulos y un artículo transitorio. 
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Su art. 6 no requiere expresamente de la calidad de noble para ocupar 

ningún empleo o cargo público. 

Las dos cámaras son iguales no hay senadores por la nobleza, art. 18. 

Establece los honores y distinciones en su art.52 párraf0 8º. 

 

8.-La Constitución Democrática de 6 de junio de 1869, dada en el 

Palacio de las Cortes en Madrid. Estará en vigor hasta 1873. Es una Constitución 

monárquica y consta de 112 artículos en XI Títulos y dos disposiciones 

transitorias. 

El título Primero (De los españoles y sus derechos) artículo 29 de esta 

Constitución dice: “La enumeración de los derechos consignados en este título 

no implica la prohibición de cualquier otro no consignado expresamente.”. 

Por lo que no viene a prohibir los derechos nobiliarios al hacer esta 

salvedad, sino al contrario los mantiene, así mismo su artículo 73 del título IV 

(Del Rey), en su párrafo tercero recoge de nuevo la potestad real de “Conceder 

en igual forma honores y distinciones”. 

 

9.-Proyecto de Constitución Federal de 17 de julio de 1873, es un 

proyecto de Constitución republicana, tal como se establece en su título 

preliminar, intenta establecer una federación de estados art. 40, 43-3º, 45 y 

otros más. Consta de 117 artículos en XVI Títulos. 
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En su artículo 38 se abolen los títulos de nobleza y no establece honores y 

distinciones salvo honores al presidente (arts. 81 y 82).     

  

10.-La Constitución de 30 de junio de 1876, que regirá hasta 1923, 

corresponde a la época de la restauración. Dada en palacio por el Rey 

constitucional  Don Alfonso XII. Consta de 89 artículos en XIII Títulos y un 

artículo transitorio. 

Nos referiremos en este caso a los artículos 21 y 22 del título III (Del 

Senado). 

En el primer artículo o sea el 21 se dice: 

“Son senadores por derecho propio:”- 

Y en el segundo párrafo señala a los grandes de España, con sus 

condiciones. 

En el art.22 menciona las clases para pertenecer al Senado, en su párrafo 

quinto de nuevo a los grandes de España y en el párrafo undécimo a los títulos 

del reino. 

Finalmente en su título VI (Del Rey y sus Ministros) art. 54 párrafo 

octavo dice que corresponde al Rey, lo ya usual en casi todas las Constituciones, 

conferir los empleos civiles, y conceder honores y distinciones de toda clase, con 

arreglo a las leyes. 

 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

357 
 

11.-La Constitución de 9 de diciembre de 1931, en vigor hasta 1939. 

Corresponde a la segunda república. Promulgada por el Presidente en el palacio 

de las Cortes Constituyentes. Contiene 125 artículos en IX Títulos y dos 

disposiciones transitorias. 

En esta Constitución encontramos la prohibición expresa de los títulos 

nobiliarios en su título tercero (Derechos y deberes de los españoles), capítulo 

primero (Garantías individuales y políticas), artículo 25, que en su segundo 

párrafo dice: 

“El Estado no reconoce distinciones y títulos nobiliarios”. 

Derogando de esta forma toda la legislación nobiliaria que no volvería a 

estar vigente hasta las leyes fundamentales como disposiciones supra legales y 

concretamente con la ley de 4 de mayo de 1948 y su decreto de 4 de junio de 

1948. 

Es de citar aquí el art. 95 de la Constitución de 1931, en la que se dice que 

no podrá establecerse fuero alguno por razón de las personas ni de los lugares.  

 

12.-Las Leyes Fundamentales del Reino, ya citadas y que son siete, 

desde 1938 a 1967, que se mantienen hasta la Constitución de 1978 que las 

deroga expresamente en su disposición derogatoria párrafo 1. Son: 

1-.Fuero del Trabajo de 9 de marzo de 1938, que consta de 16 

artículos. 

2-.Ley Constitutiva de las Cortes de 17 de julio de 1942, que 

consta de 17 artículos y una disposición adicional. 
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3-.Fuero de los Españoles de 17 de julio de 1945, que contiene 36 

artículos en un Título preliminar y dos Títulos más. 

4-.Ley de Referéndum de 22 de octubre de 1945, consta de 3 

artículos. 

5-.Ley de Sucesión en la Jefatura del Estado de 26 de julio de 

1946, que contiene 15 artículos. Y declara a España constituida en Reino (art. 

1º). 

6-.Ley de Principios del Movimiento Nacional de 17 de mayo de 

1958, consta de 12 artículos y tres disposiciones. 

7-.Ley Orgánica del Estado de 1 de enero de 1967, que contiene 66 

artículos en X Títulos, cinco disposiciones transitorias y dos disposiciones 

finales. 

En total Las leyes Fundamentales de Reino constan de 165 artículos y 

once disposiciones al final de las leyes. 

Estas Leyes Fundamentales forman un cuerpo legislativo con categoría 

de Constitución, es de hecho una Constitución que se va formando en varias 

etapas, y que restablece la legislación nobiliaria concretándose esta en la Ley de 

4 de mayo de 1948 y su decreto de 4 de junio de 1948. Los títulos nobiliarios que 

habían sido declarados ilegales por la Constitución republicana de 1931 se 

restablecen en España y así seguirán hasta hoy en día. Es indudable que ya no 

existen privilegios y a ese tenor establece el Fuero de los Españoles en su art. 3 

que la ley amparará a todos los españoles sin diferencias por razón de clases, 
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por lo que el derecho nobiliario es únicamente un derecho de honores y 

distinciones. 

Se restablece el reino de España después de haber sido abolido por la 

Constitución de 1931, se restablece concretamente en el art. 1º de la Ley de 

Sucesión de 26 de julio de 1946, y se vuelve a declarar en el art. 1 y en el 13 de la 

Ley Orgánica del Estado de 1 de enero de 1967. Así mismo se crea el Consejo del 

Reino en el art. 4 de la Ley de Sucesión en la Jefatura del Estado de 26 de julio 

de 1946, y en la misma Ley un Consejo de Regencia.  

Finalmente tenemos la Ley Fundamental de 1967, llamada Ley Orgánica 

del Estado que viene a ser la más parecida a una Constitución con 66 artículos, 5 

disposiciones transitorias y 2 disposiciones finales, la derogatoria y la que la 

considera Ley Fundamental. 

Esta última Ley fundamental, recoge, como en casi todas las 

Constituciones decimonónicas, en su título II (El Jefe del Estado), art. 6. Que el 

Jefe de Estado confiere, con arreglo a las leyes, empleos, cargos públicos y 

honores; … En las Constituciones anteriores se refería naturalmente al Rey. 

Es interesante en este punto hacer referencia al recurso de contrafuero 

(antecedente de nuestro recurso de inconstitucionalidad del art.  161 de la 

vigente Constitución de 1978, salvando las diferencias. Hablaremos en otro 

lugar de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional como intérprete de la 

Constitución de 1978 y concretamente en materia nobiliaria. 

Tanto la Ley de Sucesión en la Jefatura del Estado como la Ley Orgánica 

del Estado restablecen la Monarquía en España en la figura del Rey como 
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sucesora del Estado de 1938. (Art. 6, de la Ley de Sucesión de 1946 y art. 11 y 12 

de la Ley Orgánica del Estado de 1967.). 

 

13.-La Constitución de 27 de diciembre de 1978, Existe una 

primera Ley de Reforma Política de 4 de enero de 1977, derogada por la 

Constitución que nos ocupa en su disposición derogatoria. 

La Constitución de 1978, está sancionada por Don Juan Carlos I el 27 de 

diciembre de 1978. Tiene 169 artículos, 4 disposiciones adicionales, 9 

disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y una final. En todo el 

texto solo hace referencia a los honores y distinciones en un solo artículo y solo 

en un apartado de este, el art. 62 y el apartado letra f., por ello son de vital 

importancia las sentencias del Tribunal Constitucional respecto a la materia 

nobiliaria, y posterior Real Decreto 222/1988 y así mismo la ley 33/2006 sobre 

materia nobiliaria de 30 de octubre, por los que al regular ciertos aspectos de las 

sucesiones, rehabilitaciones y otros. Indudablemente reitera la existencia legal 

de la nobleza. 

Es importante citar aquí el art. 14 de la Constitución de 1978, en cuanto 

que este no se ve vulnerado por la existencia de la nobleza, y no existe 

contradicción entre este artículo y el citado 62 letra f. al tratar aquel de la 

igualdad de los españoles ante la ley, y la no discriminación por las razones que 

expone. En el cuerpo de la tesis estudiaremos detenidamente este aspecto de la 

Constitución. 

A pesar de todo lo dicho la Constitución sí habla de Títulos en sus 

artículos 56,2 y 57,2, haciendo referencia a los de rey y príncipe de Asturias y a 
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los demás que corresponden al Rey y tradicionalmente le corresponden al 

príncipe heredero. Nos extenderemos más sobre esto en las conclusiones. 
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Capítulo III. La existencia legal de la nobleza. 
 

Venimos a defender la existencia y la constitucionalidad del derecho 

nobiliario en la vigente Constitución Española de 1978. 

Nos basaremos en: 

1.-La Legislación Constitucional, es decir la Constitución y sus 

antecedentes históricos. 

2.-Las leyes y demás disposiciones legales sobre la materia. 

(Procedimiento administrativo de la Ley de 4 de mayo de 1948 y su Decreto de 4 

de junio de 1948, restablecimiento del procedimiento de los Reales Decretos de 

1912, 1915, 1922, en cuanto a la concesión,  sucesión y rehabilitación de los 

Títulos nobiliarios). Y demás textos legales que iremos citando. 

3.-La Jurisprudencia de los Tribunales de justicia sobre la 

constitucionalidad de la materia, existencia de la nobleza y su regulación. 

4.-Los dictámenes del Consejo de Estado, cuerpo consultivo del Estado 

en esta materia. 

5.-La Diputación de la Grandeza. 

6.-División de tramitación de Derechos de Gracias y otros derechos del 

Ministerio de Justicia, la publicación en el B.O.E., y la guía oficial de Grandezas 

y Títulos del Reino. 
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7.-Normatividad Fiscal de las Grandezas y Títulos del Reino. 

8.-Las Asociaciones de Nobles de España. Titulados y sin Título. (La 

Fundación de la Nobleza Titulada,  la Asociación de Hidalgos de España, las 

Asociaciones de la nobleza.). 

9.- las Ordenes de Caballería. 

10.-La doctrina sobre materia nobiliaria. 

11.- El artículo 62 letra f. de la vigente Constitución de 1978. 

12.- La no contradicción con el artículo 14 de la vigente Constitución de 

1978. 

I). La vigente Constitución de 1978 y sus antecedentes 

históricos: 

La Constitución vigente es la promulgada el 28 de diciembre de 1978. Ya 

hemos hablado de ella en el capítulo II como también de las anteriores 

Constituciones españolas, Pero en esta parte de la tesis vamos a profundizar 

más sobre el tema del art. 62 letra f, y el artículo 14 de la Constitución citada, en 

relación con las demás y anteriores disposiciones Constitucionales. 

En las Constituciones monárquicas, y esta lo es, se habla de la igualdad 

de las personas ante la Ley, sin que la concesión de títulos nobiliarios suponga 

infringir este precepto, no se trata de una igualdad absoluta sino de una 

igualdad ante la Ley, y es la Ley la encargada de hacer las diferencias, así no 

existe por lo tanto contradicción entre el art. 14 y el 62 letra f de la vigente 

Constitución pues la Constitución como norma suprema acepta que existan 

diferencias o distinciones que ella misma recoge a lo largo de todo su texto, 
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cuando habla de la composición de las cortes, del ejecutivo, del poder judicial 

está haciendo diferencias, distinguiendo a las personas bien por su cargo bien 

por sus méritos etc. La primera distinción la hace con la figura del Rey que es un 

Titular del más excelso título, en nuestra democracia y esta Constitución es 

democrática. La Ley Constitucional distingue entre las personas, por sus 

actividades, sus facultades, etc. es decir, somos iguales ante la Ley pero no existe 

discriminación alguna si la ley distingue, y eso hace en el art. 62 al establecer 

que puedan algunos tener ciertos honores y distinciones, que podrá ser el Rey 

quien los conceda, pero que también son concedidos por otras instituciones, la 

Universidad concede ciertos honores y distinciones no siempre en nombre del 

Rey, los tratamientos dados en la administración son honores, esto en los tres 

poderes constitucionales. No existe discriminación alguna en ello de las que 

contempla el art. 14 de la Constitución vigente. La duda no existe a este respeto 

y para disiparla del todo aparece el art.62 del texto constitucional vigente, en su 

párrafo f,  decretando la constitucionalidad de honores y distinciones. Ya en los 

colegios desde las primeras letras se distingue a un alumno de otro con notas o 

calificaciones, a lo largo de la vida esto sucede continuamente, se reciben 

honores o distinciones no siempre en nombre del Rey, pero la Constitución al 

aceptar la concesión por el Monarca está indudablemente aceptando las 

distinciones y honores. A lo largo de la historia Constitucional vemos como al 

principio y a veces después se mantienen ciertas diferencias de estamento, o 

ciertos privilegios, que van desapareciendo del todo, hasta quedar el noble en 

una situación puramente honorífica en la ley. Los privilegios desaparecen los 

honores y distinciones no, salvo contados casos como son el proyecto federal de 

1873 y la Constitución de 1931. La nobleza existe y queda jurídicamente 

aceptada por todas las constituciones salvo las dos últimamente citadas, va 
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perdiendo privilegios sobre todo si se compara con el antiguo régimen, dejando 

de ser una clase privilegiada para ostentar solo unos honores o distinciones. 

Hay un va y viene en las Constituciones históricas españolas, desde la de 

Bayona que da mucha relevancia a la nobleza, luego la de Cádiz que lo deja en 

honores, más tarde el Estatuto Real que incluye a la nobleza o parte de ella en la 

clase de los próceres, en fin llegamos a las democráticas que, aunque 

monárquicas, relevan a la nobleza de sus privilegios constitucionales, por 

ejemplo en la composición del Senado. Y finalmente solo se queda en puros 

honores y distinciones, así también en la vigente Constitución de 1978.   

En la composición del Senado no se trata de honores exclusivamente 

cuando las Constituciones establecen los senadores hereditarios o natos o a los 

Grandes de España o a Títulos del Reino. Es una cámara con funciones no es 

una cámara honorífica, decide, tiene inmunidad, etc. Estos son auténticos 

privilegios que irá perdiendo la nobleza a lo largo de la historia constitucional 

española, llegando a lo que hoy día queda, los honores y distinciones. 

Hacemos especial referencia a los artículos 56 y 57 ambos en su párrafo 

2º de la Constitución, que mencionan los Títulos de Rey y de príncipe de 

Asturias y los demás que les corresponden. Es por lo tanto falso que la 

Constitución no haga referencia directa a los Títulos nobiliarios y por lo tanto a 

la nobleza, ya que si lo hace a la titulada también se puede incluir a la no 

titulada.  
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II).Las leyes y demás disposiciones legales sobre la materia: 

Podemos hacer una lista de las normas que rigen y han regido la materia 

nobiliaria, para luego estudiarlas detenidamente una por una, una anterior al 

siglo XIX, otra del siglo XIX y otra del siglo XX para acabar con las que se 

dictaron después de la Constitución vigente de 1978. 
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LEGISLACIÓN NOBIILIARIA: 

Vamos a hacer una primera lista de las disposiciones legales que están 

vigentes en la actualidad, para después proceder a una lista lo más exhaustiva 

posible de toda la Legislación nobiliaria vigente a partir de las primeras 

Constituciones. 

Legislación vigente en materia de títulos nobiliarios: 

 

1- Las Siete Partidas, (Ley 11, Título XV, Partida 2ª) Orden 

de suceder en la corona.341 

 

2- Las Leyes de Toro, (La XI, La XLI, La XLII, La XLIII, La 

XLIV, La XLV, y La XLVI.) sobre sucesión de Mayorazgo.342 

 

 

3- La Novísima Recopilación, (Ley 25, Título I, Libro VI), 

vinculando los Títulos de Castilla, y Ley IX, Título II, Libro X, sobre 

contratos y obligaciones, testamentos y herencias) que recoge las 

anteriormente citadas Leyes de Toro.343 

 

4- La Ley desvinculadora de 11 de octubre de 1820, sobre 

distribución de títulos, reservando el principal para el primogénito.344 

 

 

                                                             
341 Anexo Legislativo nº 1. 
342

 Anexo Lagislativo nº 2. 
343

 Anexo Legislativo nº 3. 
344 Anexo Legislativo nº 7. 
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5- Real Decreto de 28 de diciembre de 1846, 

suprimiendo el antiguo impuesto llamado de Lanzas y estableciendo otro 

nuevo sobre grandezas y títulos.345 

 

6- Real orden de 28 de febrero de 1849, disponiendo que 

la supresión de títulos y grandezas corresponde al Ministerio de Gracia y 

Justicia.346 

 

7- Real decreto de 24 de octubre de 1851, sobre que los 

títulos extranjeros no atribuyen los derechos y prerrogativas de los de 

Castilla, ni pueden usarse sin autorización.347 

 

8- Ley de 17 de junio de 1855, como ampliación de la de 11 

de octubre de 1820, sobre distribución de grandezas y títulos.348 

 

9- Real Decreto de 1 de octubre de 1858, para que los 

Títulos de Castilla se concedan sin necesidad del de vizconde y 

prohibiendo que se rehabiliten los títulos cancelados.349 

 

10- Real Decreto de 10 de octubre de 1864, suprimiendo 

las grandezas de España honorarias.350 

 

11- Real Decreto de 4 de diciembre de 1864, sobre 

rehabilitación de grandezas y títulos caducados.351 

 

12- Real Decreto de 7 de noviembre de 1866, para que los 

títulos concedidos por Su Santidad, sin denominación especial, lleven la 

del apellido del agraciado.352 

 

13- Real Orden de 20 de febrero de 1877, disponiendo que 

los jueces municipales participen el fallecimiento de personas tituladas al 

hacerse su inscripción en el Registro.353 

 

14- Real decreto de 27 de mayo de 1912, dictando normas 

para la concesión y rehabilitación de Grandezas y Títulos.354 

 

                                                             
345

 Anexo Legislativo nº 11. 
346

 Anexo Legislativo nº 12. 
347

 Anexo Legislativo nº 13.. 
348

 Anexo Lagislativo nº 15.. 
349 Anexo Legislativo nº 16. 
350 Anexo Legislativo nº 17. 
351 Anexo Legislativo nº 18. 
352
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353

 Anexo Legislativo nº 23. 
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15- Real Orden de 29 de mayo de 1915, sobre caducidad de 

títulos y grandezas.355 

 

16- Real Decreto de 28 de junio de 1915, relativo a la 

inscripción en el Registro Civil de los nacimientos y defunciones de los 

títulos del Reino y sus descendientes.356 

 

17- Orden de 7 de marzo de 1918, reglamentando el 

derecho a obtener certificaciones y devoluciones de documentos 

presentados por los particulares en los expedientes relativos a títulos y 

grandezas.357 

 

18- Real Decreto de 8 de julio de 1922, sobre 

rehabilitación de grandezas de España y títulos del reino.358 

 

19- Real Orden de 21 de 0ctubre de 1922, sobre aclaración 

del Real Decreto anterior.359 

 

20- Real Orden de 26 de octubre de 1922, disponiendo 

como habrán de cursarse los expedientes donde se ventile la cuestión 

jurídica sucesoria en títulos extranjeros que sirva de antecedente a la 

liquidación fiscal.360 

 

21- Real Decreto de 13 de noviembre de 1922, 

disponiendo que los fiscales de las Audiencias sean parte en los pleitos 

que se susciten acerca de la posesión o mejor derecho a grandezas y 

títulos del reino.361 

 

22- Circular del Tribunal Supremo, de 27 de noviembre 

de 1922, relativa a los pleitos sobre grandezas y títulos.362 

 

23- Real Decreto de 8 de mayo de 1924, sobre el impuesto 

sobre títulos nobiliarios no especificados (mariscal, por ejemplo).363 
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24- Ley de 4 de mayo de 1948, por lo que se restablece la 

legalidad vigente en las grandezas y títulos del reino con anterioridad al 

14 de abril de 1931.364 

 

25- Decreto de 4 de junio de 1948, desarrollando la Ley 

anterior.365 

 

26- Decreto-Ley de 9 de julio de 1948, sobre el impuesto de 

Timbre en la concesión de títulos y grandezas.366 

 

27- Orden de 27 de octubre de 1948, por la que se dictan 

normas complementarias al Decreto de 4 de junio de 1948.367 

 

28- Orden del 18 de diciembre de 1948, por la que se 

regula la forma de solicitar la condonación, prórroga o fraccionamiento 

en el pago del impuesto de títulos y grandezas.368 

 

29- Ley de 23 de diciembre de 1948, sobre la 

reconstrucción de la documentación familiar destruida por el saqueo e 

incendio de los archivos particulares patrimoniales en la guerra de 

liberación.369 

 

30- Orden de 8 de enero de 1949, dictando normas para la 

ejecución de la anterior Ley.370 

 

31- Orden del 4 de febrero de 1949, sobre el pago del 

impuesto de títulos y grandezas.371 

 

32- Orden del 17 de marzo de 1950, sobre el cómputo del 

plazo para liquidación de dicho impuesto.372 

 

33- Decreto de 5 de junio de 1950, modificando el artículo 9 

del Real Decreto de 2 de septiembre de 1922.373 

 

34- Orden del 26 de abril de 1951, del Ministerio de 

Justicia, disponiendo que aquellos expedientes de rehabilitación de 
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títulos sobre los que no haya recaído resolución administrativa durante 

dos años, a contar desde que fueron puestos a despacho, podrán 

solicitarse de nuevo.374 

 

35- Decreto de 28 de marzo de 1952, sobre el pago de 

impuestos por los títulos concedidos por los Monarcas de la rama 

tradicionalista.375 

 

36- Decreto 1453/1960 de 7 de julio, por el que se aprueba 

el texto refundido de la Ley reguladora del impuesto sobre títulos y 

honores.376,377 

 

37- Convenio de la Haya de 5 de octubre de 1961.378 

 

38- Decreto 1299/1962 de 1 de junio por el que se 

establecen las normas sobre petición de rehabilitación de títulos 

nobiliarios.379 

 

39- Decreto-Ley 17/1975, de 20 de noviembre, sobre 

restablecimiento del Registro del Estado Civil de la Familia Real de 

España.380 

 

40- Real Decreto 2433/1978, de 2 de octubre.381 

 

41- Instrumento de Ratificación de 27 de enero de 1981 

del Convenio número 17 de la Comisión Internacional del Estado Civil, 

sobre dispensa de legalización de ciertos documentos, hecho en Atenas el 

15 de septiembre de 1977.382  

42- Real decreto 1368/1987 de 6 de noviembre, De la 

Real Familia y de la Regencia.383 
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43- Real decreto 222/1988 de 11 de marzo, títulos 

nobiliarios y grandezas, que modifica los RR.DD. de 27 de mayo de 1912 y 

8 de julio de 1922, sobre concesión y rehabilitación.384 

 

44- Orden de 2 de diciembre de 1992, Fundación 

cultural.385 

 

45- Real Decreto Legislativo 1/1993 de 24 de 

septiembre, Texto refundido de la Ley del Impuesto sobre 

transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documentados.386 

46- Real Decreto 1879/1994, de 16 de septiembre. 

Concretamente su artículo 6º.387 

47- Real Decreto 828/1995, de 29 de mayo, por el que se 

aprueba el Reglamento del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales 

y Actos Jurídicos Documentados.388  

48- Providencia de 14 de marzo de 1996, cuestión de 

inconstitucionalidad número 661/96.389 

49- Orden de 8 de octubre de 1999 por la que se dispone la 

publicación de los Estatutos de la Diputación Permanente y Consejo de la 

Grandeza de España.390 

50- Ley 33/2006 de 30 de octubre, sobre igualdad del 

hombre y la mujer en el orden de sucesión de los Títulos nobiliarios.391  

 

Legislación postconstitucional completa 
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Ahora procedemos a una lista exhaustiva en medida de lo posible de toda 

la Legislación dictada desde las Primera Constitución Española (o sea desde el 

Estatuto de Bayona y la que estaba vigente a partir de dicho Estatuto, es decir en 

1808 y después). 

Anterior al siglo XIX. 

1. Las Partidas, sobre todo la Partida.2ª, Ley 2 Título 15. 

2. Leyes de toro, concretamente las Leyes 40, 41, 43, 44 y 45. 

3. Novísima recopilación, en particular la Ley 25, Título 1 libro 

6. 

  

Siglo XIX.  

4. Reflexiones de José Bonaparte de 1809. 

5. Circular de la Real Cámara de Castilla de 1816..  

6. D. de 6 de agosto de 1811. Abolición señoríos 

Jurisdiccionales. 

7. D. de 27 de septiembre de 1820. Ley desvinculadora de 11 

de octubre de 1820. Supresión vinculaciones. 

8. Ley de 3 de mayo de 1823. Ratificación abolición señoríos 

de 1811. 

9. Real Cédula de 1827. 

10. Real Cédula de 1828 

11. R.D, de 1835 que al parecer no existe. 

12. D. de 26 de agosto de 1837. Supresión régimen 

jurisdiccional. 
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13. Ley de 19 de agosto de 1841. Definitiva supresión 

mayorazgos. 

14. R.D. de 28 de diciembre de 1846, suprime lanzas y crea 

nuevo impuesto sobre Grandezas y Títulos. 

15. R.D. de 6 de julio de 1847. Suprime las pruebas de nobleza 

para la Admon. 

16. R.O. de 28 de febrero de 1849, la supresión de grandezas y 

titulos corresponde al Mº de Justicia. 

17. R.D. de 24 de octubre de 1851, no equivalencia entre títulos 

extranjeros y de Castilla y obligatoriedad de la autorización. 

18. Proyecto de Ley sobre grandezas de 1823. 

19. Ley de 17 de junio de 1855, ampliación de la de 11 de octubre 

de 1820, sobre distribución grandezas y títulos. 

20. R.D. de 1 de octubre de 1858, no necesidad del vizcondado 

previo en Castilla, prohíbe rehabilitación títulos cancelados. 

21. R.D. 10 octubre de 1864. 

22. R.D. 4 diciembre de 1864. 

23. R.D. 7 de noviembre de 1866. 

24. Decreto de 22 de enero de 1873, registro familia real, de 

Amadeo. 

25. D. de 25 de mayo de 1873. Suprime títulos. 

26. D. de 25 de junio de 1874. Restablece títulos en la república. 

27. R.D. 6 de enero de 1875. Restablece concesión por el Rey. 

28. Constitución de 1876. Art 54, concesión. 

29. R.O. 20 de febrero de 1877. 
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30. R.O. de 9 de diciembre de 1884. Parece está vigente. 

31. Ley 19 de octubre de 1889. Plazos. 

32. Constitución de 1876. Orden regular sucesión Corona de 

España. 

 

Siglo XX y siguientes. 

33. R.D. de 27 de mayo de 1912. Concesión, sucesión y 

rehabilitación. 

34. R.O. de 29 de mayo de 1915. Sobre caducidad de títulos. 

35. R.D. 28 de junio de 1915. 

36. T.R. de 28 de junio de 1915. 

37. R.O.  de 21 de julio de 1915. Grandeza. 

38. T.R. 29 de julio de 1915. Reyes de Armas. 

39. Reglamento de 9 de julio de 1917. Sobre procedimiento. 

40. O. de 7 de marzo de 1918. 

41. R.D. de 10 de enero de 1921. 

42. R.D. 16 de enero de 1921. 

43. Texto Refundido de 1 de marzo de 1921. 

44. R.D. de 8 de julio de 1922. 

45. L. Reguladora de 26 de julio de 1922. 

46. Texto refundido de 2 de septiembre de 1922. 

47. R.O. de 21 de octubre de 1922. 

48. R.O. de 26 de octubre de 1922. 

49. R.D. de 13 de noviembre de 1922. 
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50. Circular de 27 de noviembre de 1922. 

51. R.D. de 28 de mayo de 1924, impuestos Títulos nobiliarios 

no especificados. 

52. R.O. de 20 de febrero de 1930, plazos rehabilitación 

(Rep.381) 

53. D. de 1 de junio de 1931. No reconoce títulos. (Rep. 365) 

54. Ley de 30 de diciembre de 1931, no reconoce títulos.(Rep.22 

de 1932) 

55. Ley 15 de septiembre de 1932 (rep.1223, base 22) 

56. Ley de 14 de octubre de 1932. Hacienda. (Rep.1321) 

57. D. 24 de noviembre de 1933 (Rep. 1793).   

58. Ley de 4 de mayo de 1948. Remisión a legislación anterior a 

la 2ª república, y deroga D. 1-6-1931 y L. 30-12-1931. 

59. Decreto de 4 de junio de 1948 

60. Decreto-Ley de 9 de julio de 1948, sobre impuesto de 

Timbre en las concesiones de Títulos y Grandezas. 

61. O. de 27 de octubre de 1948. 

62. O. de 18 de diciembre de 1948. 

63. Ley de 23 de diciembre de 1948. 

64. O. de 8 de enero de 1949. 

65. O. de 4 de febrero de 1949. 

66. O. de 17 de marzo de 1950 

67. Ley de 9 de mayo de 1950, sobre modificación del artículo 

322 del Código Penal en relación con el uso indebido de títulos 

nobiliarios 
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68. Decreto de 5 de junio de 1950 por el que se dictan normas 

para la aplicación del Impuesto sobre grandezas y títulos. 

69. Decreto de 13 de abril de 1951, funciones de los reyes de 

armas. 

70. O. de 26 de abril de 1951. 

71. Decreto de 28 de marzo de 1952 

72. Ley del Timbre del Estado, Decreto de 22 de junio de 1956.. 

73. Reglamento 176/1959 de 15 de enero, sobre impuestos 

derechos reales etc… 

74. Decreto 1453/1960 de 7 de julio. 

75. Convenio suprimiendo la exigencia de la legalización de los 

documentos públicos extranjeros, hecho en La Haya el 5 de octubre de 

1961  

76. Decreto de 1 de junio de 1962. 

77. Ley 41/1964, de 11 de junio, de Reforma del Sistema 

Tributario  

78. Texto Refundido de 6 de abril de 1967. 

79. Decreto-Ley 17/1975, de 20 de noviembre de 1975, sobre 

restablecimiento del Registro del Estado Civil de la Familia Real de 

España. 

80. Real Decreto 2433/1978, de 2 de octubre  

 

Post Constitución al 27 de diciembre 1978. 

81. R.D. 602/1980 de 21 de marzo. 
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82. Ley 34/1980, de 21 de junio, de Reforma del Procedimiento 

Tributario. (Vigente hasta el 1 de julio de 2004). 

83. Real Decreto Legislativo 3050/1980, de 30 de diciembre. 

84. Instrumento de Ratificación de 27 de enero de 1981 del 

Convenio número 17 de la Comisión Internacional del Estado Civil, sobre 

dispensa de legalización de ciertos documentos, hecho en Atenas el 15 de 

septiembre de 1977. 

85. Real Decreto 569/1981, de 27 de marzo, por el que se 

prorroga el plazo concedido por la disposición transitoria del Real 

Decreto 602/1980, de 21 de marzo. 

86. Real Decreto 2917/1981, de 27 de noviembre, sobre Registro 

Civil de la Familia Real. 

87. Reglamento Impuesto de transmisiones etc… 3494/1981 de 

29 de diciembre. 

88.  Instrumento de ratificación de 30 de enero de 1980 del 

Convenio número 16 de la Comisión Internacional del Estado Civil sobre 

expedición de certificaciones plurilingües de las actas del Registro Civil, 

hecho en Viena el 8 de septiembre de 1976 («BOE núm. 200/1983, de 22 

de agosto de 1983»).  

89. R.D. 1368/1987 de 6 de noviembre. 

90. R.D. 222/1988 de 11 de marzo. Modifica RR.DD. de 1912 y 

1922. 

91. Orden de 2 de diciembre de 1992. Fundación cultural. 

92. Real Decreto 1/1993 de 24 de septiembre, Texto refundido 

de la Ley del Impuesto sobre transmisiones patrimoniales y actos 

jurídicos documentados. (Vigente actualmente). 
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93. Real Decreto 1879/1994, de 16 de septiembre. 

Concretamente su artículo 6º. 

94. Real Decreto 828/1995, de 29 de mayo de 1995, por el que 

se aprueba el Reglamento del Impuesto sobre Transmisiones 

Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados  

95. Providencia de 14 de marzo de 1996, cuestión de 

inconstitucionalidad número 661/96. 

96. Orden de 8 de octubre de 1999 por la que se dispone la 

publicación de los Estatutos de la Diputación Permanente y Consejo de la 

Grandeza de España. 

97. Ley 33/2006, de 30 de octubre, sobre igualdad del hombre 

y la mujer en el orden de sucesión de los títulos nobiliarios. 

Se dictarán normas sobre materia nobiliaria a lo largo del siglo XIX, ya 

hemos citado el Real Decreto de 27 de septiembre de 1820 elevado a Ley el 11 de 

octubre de 1820, conocida como ley desvinculadora. 

Concretamente hemos de hacer referencia a su art. 13 sobre mayorazgos y 

títulos nobiliarios. 

Otras Leyes y Decretos vendrán a completar el marco legal de la nobleza 

española así es de citar ya en el siglo XX, el Real Decreto de 1912, el de 1915, el 

de 1922, el de 4 de junio de 1948 y el Decreto 602/80 de 21 de marzo y 

finalmente la Ley de 4 de mayo 1948 y todas ellos al amparo de Constituciones 

que solo recogen el derecho a honores y distinciones del que ya hemos hablado 

en el punto anterior. 
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Con la Constitución actual se dictará la Ley 33/2006 de 30 de octubre 

sobre materia nobiliaria. Que en su exposición de motivos se refiere a los Títulos 

nobiliarios como solo honoríficos, no como privilegios.  

Estas Leyes a su vez vienen siendo desarrolladas por Reales Decretos 

como el de 4 de junio de 1948, el Decreto 602/80 de 21 de marzo o el R.D. 

222/1988 todos ellos sustentados por la Ley de 4 de mayo de 1948. 

Estas disposiciones con categoría de Ley o Decreto, vienen a concretar la 

aceptación por las Constituciones no republicanas de los honores y distinciones, 

en este caso de los títulos de nobleza. 

Podemos por lo tanto entrar a estudiar la normativa nobiliaria de la 

forma más amplia posible, para ello estudiaremos detenidamente las normas 

más importantes que reiteran lo ya expresado anteriormente respeto a las 

sucesiones rehabilitaciones etc. y nos remitiremos al anexo legislativo respeto a 

las demás, en el que consta su contenido: 

 

1.- Real Decreto de 27 de mayo de 1912392. (Sobre concesión, sucesión y 

rehabilitación). Este Real Decreto consta de 21 artículos y está firmado por el 

Ministro de Gracia y Justicia Diego Arias de Miranda. Se titula concesión y 

rehabilitación de títulos y grandezas de España y reglas a que deben sujetarse. 

Ha sido variado en 1988 por el R.D. 222 de 11 de marzo. Y quedó en parte  

derogado por el Decreto de 4 de junio de 1948. 

Establece cuando se conceden los títulos nobiliarios, y el procedimiento a 

seguir para la concesión, en sus tres primeros artículos. Del tres al seis se ocupa 
                                                             
392 Anexo legislativo nº 24. 
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de la sucesión en los títulos nobiliarios. El artículo 7 trata de la caducidad y del 8 

al 9 trata de la rehabilitación. El 10 del procedimiento judicial en su caso por 

concederse y rehabilitarse sin perjuicio de tercero de mejor derecho, que es 

como se conceden y rehabilitan siempre todos los títulos nobiliarios (artículo 10 

pár. 1).  

Si el Consejo de Ministros denegare la concesión o rehabilitación no 

cabrá recurso alguno contra esta resolución. (art.10 pár.2). 

El artículo 11 establece la necesaria completa justificación de su derecho 

por parte de aquellos que solicitaren una sucesión o rehabilitación en el plazo 

máximo de un año y la obtención del real despacho una vez mandado expedir en 

el plazo de seis meses, quedando sin efecto la concesión o la rehabilitación en 

caso contrario. Y una vez hecha esta declaración se remite al procedimiento del 

art. 6 de este mismo Real Decreto. (Variado por el Decreto 222/1988). 

El artículo 12 se refiere e la cesión, estableciendo que no podrá perjudicar 

a los demás llamados a suceder con preferencia al cesionario, salvo que hayan 

prestado su aprobación expresa a la cesión en acta notarial. 

La distribución de grandezas de España o títulos del reino podrá hacerse 

por aquel que poseyera dos o más entre sus hijos o descendientes directos con la 

aprobación de S.M., reservando le principal para el inmediato sucesor. Aunque 

dicho reparto quedará subordinado a las limitaciones y reglas establecidas 

expresamente en las concesiones respeto al orden de suceder. 

El artículo 14 del Real Decreto del que tratamos fue derogado por el 

Decreto de 4 de junio de 1948, y decía: que los que ostentaran dignidades 

nobiliarias y los parientes llamados a suceder necesitan real Licencia para 
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contraer matrimonio y cualquier acto civil que pudiera reflejarse en la sucesión 

de que se trate. En el correspondiente expediente deberá ser oída la Diputación 

permanente de la grandeza. 

Las distinciones nobiliarias nuevas no podrán tener denominación igual a 

otras caducadas o existentes, y en caso de poder haber confusión entre alguna 

existente podrá modificarse a instancia de cualquiera de sus poseedores, pero 

solo se variará al que lo solicitare. (art.15). 

Queda prohibida la conversión de los títulos de señor en otras dignidades 

nobiliarias ni se concederán nuevos de esa clase, subsistiendo los actuales desde 

la publicación de este Decreto con el carácter que hoy tienen y sujetos a iguales 

preceptos que las restantes distinciones. (art.16). 

Los artículos 17, 18, 19 y 20  de este Real Decreto quedan derogados por 

el Decreto de 4 de junio de 1948, si bien tiene nueva redacción el artículo 17 por 

el Real Decreto 222/1988. 

El art. 17 establecía el procedimiento para la autorización de uso en 

España de títulos de la Santa Sede o de gobierno extranjero, para ciudadanos 

españoles. 

El art. 18 establecía la prescripción adquisitiva de las dignidades 

nobiliarias en 15 años de posesión continuada y no interrumpida. 

El art. 19 establecía el plazo de caducidad para las mercedes nobiliarias 

que no hubiesen sido caducadas expresamente y para completar la justificación 

de las solicitudes presentadas se empezara a contar desde la publicación  de este 

Real Decreto. Los expedientes ya informados por la Comisión permanente del 
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Consejo de Estado tendrán un año desde la misma fecha para dictar la 

resolución que proceda  los que no hubiesen cumplido este requisito se 

tramitarán por el procedimiento establecido en el presente Decreto. 

El art. 20 hace referencia a lo preceptuado en el art. 345 y 348 del código 

penal y el 30 de la instrucción de 5 de diciembre de 1899 sobre uso indebido de 

títulos nobiliarios. 

El artículo 17 queda redactado a tenor del Real Decreto 222/1988 de la 

siguiente manera: 

“En lo sucesivo solo se expedirán autorizaciones de uso en España de 

títulos extranjeros que tuviesen una significación valiosa para España en el 

momento de la solicitud que deberá ser apreciada como tal por la Diputación de 

la Grandeza y el Consejo de Estado. Denegada la autorización no podrá 

reiterarse la solicitud mientras no concurran nuevas circunstancias.” 

Finalmente tiene una disposición derogatoria como artículo 21. 

2.- Real Orden de 29 de Mayo de 1915393. Sobre caducidad de títulos.  

3.- Texto Refundido de 28 de junio de 1915394. 

4.- Real Orden de 21 de julio de 1915. (Estatutos de la Grandeza de 

España). 

Consta de 17 artículos y se encuentra actualmente modificado por la 

Orden de 8 de octubre de 1999395 que dispone la publicación de los Estatutos de 
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la Diputación Permanente y Consejo de la Grandeza de España. Publicado en el 

B.O.E. nº 263 de 3 de XI de 1999. 

Los artículos 1 y 2 establecen quienes forman la Grandeza de España, y el 

libro de la Grandeza de España. 

Los artículos 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, y 10.  La obligación que tienen de 

contribuir a los gastos y las cuotas para concurrir a las asambleas y ser elegidos 

para cargos en la Diputación y Consejo. Las asambleas, sus convocatorias, La 

publicación de las convocatorias. La presidencia Real de las asambleas o por 

delegado. El procedimiento a seguir en las asambleas. La asamblea del mes de 

diciembre de cada año como ordinaria. La asamblea para ocuparse de lo que 

pudiera afectar a la dignidad de la clase o de cualquiera de sus individuos, para 

en su caso ser borrado del libro de la Grandeza. 

El artículo 11 establece que corresponde la representación y la dirección 

de la Grandeza de España a la Diputación y Consejo, compuesto del Decano y 

seis diputados consejeros propietarios y otros seis suplentes elegidos en la 

asamblea ordinaria, la Diputación y Consejo designarán al secretario, al tesorero 

y otros cargos que convengan. 

Art. 12 Cese en los cargos de la Diputación y Consejo, por dejar de 

pertenecer a la Grandeza o por dejar de asistir a tres reuniones de la Diputación 

siendo cargo en ella. 

Art. 13 Lo que le corresponde además a la Diputación y al Consejo. 

Art. 14 convocatoria de la Diputación por el Decano, al menos una vez al 

mes, salvo agosto y septiembre. 
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Art. 15 Del letrado Asesor de la Diputación de la Grandeza, y sus 

auxiliares. 

Art. 16 De los acuerdos de la Diputación y el Consejo. 

Art. 17 Obligación de lo prescrito que antecede para los grandes hasta 

modificación por su Majestad. 

5.- Orden de 7 de marzo de 1918396, (certificaciones y devoluciones de 

documentos). 

Los artículos 1 y 2 sobre devolución de documentos, que sí se podrá 

obtener si la resolución del expediente ha sido denegatoria, y no, si ha sido 

afirmativa, en los casos de certificaciones de nacimiento, bautismo, matrimonio 

defunción o sepelio, aunque se podrán obtener por el interesado en el 

expediente certificaciones. 

El art. 3 establece la no devolución de documentos relativos a 

concesiones, sucesiones, o rehabilitaciones ya pasadas. Salvo reales despachos 

entregados anteriormente por renunciantes. Que serán entregados al nuevo 

poseedor una vez este lo solicite. 

Los artículos 4, 5, 6, 7, 8, y 9 se refieren a la obtención de certificaciones. 

Así establecen entre otras cosas que no se emitirán certificaciones sobre 

documentos de títulos en uso, salvo cuando lo pida el titular o autorice por 

escrito a tercero. (art.4). 
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Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

386 
 

Cuando la merced esté vacante, el primer año solo las podrán pedir los 

inmediatos sucesores, en el segundo los demás y después cualquier particular. 

(art.5). 

Cuando el título se halle vacante pero solicitado solo aquellos que hayan 

presentado los documentos o terceros autorizados por ellos. (art.6). 

Se exceptúa de lo anteriormente dicho para los documentos en 

expediente de título en uso que lo solicite persona que solicite título vacante que 

en tiempos fue unido al en uso, solo aquellos que no presentó el poseedor actual 

para sucesión o rehabilitación. (art.7). 

Excluye de las reglas anteriores las peticiones por intervención judicial. 

(art.8). 

Para la exhibición a particulares se hará como para el despacho de 

certificaciones, si ya están archivadas, (art. 9). 

6.- Real Decreto de 8 de julio de 1922397. (Rehabilitaciones). (Modificado 

por el R.D.222/1988). 

Consta de 18 artículos, Ha sido parcialmente derogado y parcialmente 

modificado por el Decreto de 4 de junio de 1948, y por el R.D. 222/1988. 

Este decreto es sobre rehabilitaciones de grandezas de España y títulos 

del reino  

Su art.1 establece al Rey como sujeto al que corresponde acordar las 

rehabilitaciones. 
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La gracia de la rehabilitación solo podrá ser impetrada por las personas 

que reúnen las condiciones señaladas en el presente Decreto. (art.2). se trata de 

una gracia por lo tanto no exigible, sino otorgada por beneplácito real, siempre 

claro está a los que demuestren tener derecho a ella según las condiciones que 

establece el presente Real Decreto.  

Su artículo tercero cambió el contenido a tenor de R.D. 222/1988398, y 

exigía las siguientes demostraciones: 

A, La anterior existencia de la dignidad de que se trate. 

B, La perpetuidad de la misma. 

C, La supresión  o incursión en caducidad de ella. 

D, La posesión de rentas suficientes para ostentar con el debido decoro la 

distinción nobiliaria solicitada; 

E, Hallarse adornado de méritos que les hacen dignos de obtener la 

gracia de la rehabilitación; 

F, Encontrarse dentro de los llamamientos a la sucesión según el orden 

establecido al crearse la merced cuya rehabilitación se intenta; 

G, Ser consanguíneo del último y del primer poseedor legal de la 

grandeza o título de que se trate. La prueba de consanguinidad se referirá al 

último y al segundo poseedores legales cuando el primero hubiera  designado 

sucesor en virtud de real autorización.   
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El artículo 4 establecía diferentes grupos según la graduación de la 

prueba que son: 

A, Descendientes directos, hermanos y descendiente directos de 

hermanos del último poseedor legal de la merced pretendida. 

B, Colaterales hasta el cuarto grado civil inclusive del último poseedor 

legal, o de descendientes directos del mismo; 

C, Descendientes directos de cualquiera que se demuestre haber 

ostentado legalmente dicha dignidad; 

D, Consanguíneos del primero o del último poseedor legal cuyo 

parentesco no quede comprendido en los grupos anteriores. 

El artículo 5 establecía a su vez que “El parentesco que se alegue y pruebe 

habrá de ser precisamente el de consanguinidad legítima y la colateralidad 

deberá referirse precisamente a la línea de procedencia de la grandeza o título 

interesados. 

El artículo 6 decía: “Cuando el solicitante se hallare comprendido en el 

caso A) del artículo 4º, la prueba genealógica se limitará a enlazar a dicho 

pretendiente con la persona que demuestre ser causante de su derecho. 

El artículo 7º sigue vigente y exige que se justifique que la persona de 

quien se derive el derecho del solicitante poseyó efectiva y legalmente la 

dignidad solicitada. Es decir que tuvo que existir la dignidad y que la persona 

primera en ostentarla lo tuvo que hacer de forma efectiva y legal, lo que habrá 

que demostrarse. 
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Los artículos 4, 10, 11, y 13 de este Real Decreto fueron modificados por el 

Real Decreto 602/1980 de 21 de marzo, y este derogado por el R.D. 222/1988 de 

11 de marzo. Que además derogó los artículos 9 y 11 del Real Decreto de 8 de 

julio de 1922 que nos ocupa, y modificó los artículos 3, 4, 5, 6, 8, y 10 de este 

Real Decreto. 

Quedan por lo tanto vigentes los artículos citados como tales y los 

siguientes: arts. 12, 13, 14, 15, 16, 17, y 18. Por lo que nos remitimos al anexo 

legislativo al final de este estudio en su nº 28. 

Diremos sin embargo que el artículo 12 declara que toda rehabilitación 

será concedida sin perjuicio de tercero de mejor derecho, y que el litigante 

vencedor ante los competentes tribunales deberá solicitar de la Corona la 

efectividad de la sentencia ejecutoria obteniendo la rehabilitación a su favor y 

debiendo presentar con la instancia un árbol genealógico expresivo del 

parentesco que tuviere con el vencido en juicio y con la persona de quien derive 

su derecho, y su situación genealógica respeto al último poseedor legal de la 

merced anterior al titular de la rehabilitación impugnada judicialmente, 

acompañará la prueba de méritos,  

El artículo 13 establece que el Real Decreto de la rehabilitación se 

publicará en la Gaceta de Madrid, hoy B.O.E. Por lo tanto deberá concederse 

mediante Real Decreto. 

El artículo 14 establece los casos en que la rehabilitación quedará sin 

efecto: 

A) Por impago fiscal en los plazos establecidos. 
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B) Con el plazo de 6 meses para pagar la imposición del 

Sello Real, y el timbre de la Real Cédula. 

El artículo 15 establece, la reversión a la Corona en los siguientes casos: 

A) Cuando la concesión quede sin efecto en virtud de lo 

dispuesto en el artículo 14. 

B) Cuando quede firme la Real Orden de denegación de la 

rehabilitación. 

C) Cuando sea absuelta la Administración en recurso 

contencioso administrativo contra la Real Orden denegatoria de 

rehabilitación. 

El artículo 16 versa sobre las denominaciones iguales de diferentes 

Títulos. 

Artículo 17, es la disposición derogatoria del Real Decreto de 10 de 

enero de 1921 y de aquellas disposiciones administrativas que se opongan a 

lo contenido en este. 

Y finamente el artículo 18 establece que el Ministro de Gracia y 

Justicia dictará las disposiciones correspondientes para la ejecución del 

presente Real Decreto. 

7.- Real Orden de 21 de octubre de 1922399. (Rehabilitaciones). 

8.- Real Orden de 26 de octubre de 1922400, (autorización de título 

extranjero). 
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9.- Real Decreto de 13 de noviembre de 1922401, (los fiscales serán parte 

en los pleitos  sobre GG.EE: y Títulos). 

10.- Circular de 27 de noviembre de 1922402. (Fiscales parte pleitos 

GG.EE. y Títulos). 

11.- Ley de 4 de mayo de 1948403 (deroga Decreto de 1-6-1931 y Ley de 

30-12-1931, restablece. grandezas de España, y títulos nobiliarios). 

12.- Decreto de 4 de junio de 1948404.(concesión, sucesión y 

rehabilitación por normas anteriores al 14 de abril de 1931).  

13.- Orden de 27 de octubre de 1948405, (expedientes). 

14.- Real Decreto de 21 de marzo de 1980, (modifica R.D. de 1922, y está 

derogado por R.D.222/1988406). 

La complejidad de los trámites requeridos para la rehabilitación de 

títulos nobiliarios en el Real Decreto de ocho de julio de mil novecientos 

veintidós, así como la amplitud del grado de parentesco ahora legitimado para 

solicitar en vía administrativa tal beneficio, hace indispensable, para 

mantenerlo en sus justos límites, modificar en parte el citado Real Decreto para 

que, sin merma del principio cardinal de la perpetuidad en toda rehabilitación 

nobiliaria, se agilicen aquellos tramites y se delimite el grado de parentesco que 

ha de concurrir en el solicitante en esta vía para evitar prolongaciones que 

desnaturalizan el fondo de la institución. 
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Asimismo se tiende a dar mayores facilidades para obtener la 

rehabilitación a aquellos parientes que siendo ascendientes, descendientes, 

hermanos o descendientes de estos, del último poseedor legal de la merced, no 

hubieran solicitado en tiempo y forma la correspondiente sucesión, siempre que 

alegaran justa causa a juicio de la administración, en cuyo caso la rehabilitación 

adquiere naturaleza de sucesión, pasando a regirse por los preceptos del Real 

Decreto de veintisiete de mayo de mil novecientos doce, salvo, como es 

consustancial, en lo referente a obligaciones fiscales por parte del legitimo 

poseedor del Título. 

Finalmente, y como consecuencia del carácter de gracia excepcional y 

discrecional que supone la concesión de una rehabilitación nobiliaria, se 

consideran denegadas las solicitudes sobre las que no hubiere recaído 

resolución expresa dentro del año siguiente al día en que hubiera sido puesto a 

despacho el expediente concluso a falta exclusivamente de firma real. 

En su virtud, a propuesta del Ministro de Justicia y previa deliberación 

del Consejo de Ministros en su reunión del día veintiuno de marzo de mil 

novecientos ochenta, dispongo: 

Artículo único.- Se modifican los artículos cuarto, diez, once y trece del 

Real Decreto de ocho de julio de mil novecientos veintidós, que quedarán 

redactados en la forma siguiente: 

"Artículo cuarto.- Solo podrán solicitar la rehabilitación aquellas 

personas que se encontraran en alguno de siguientes grupos: 

a) Descendientes directos, hermanos y descendientes directos de 

hermanos del último poseedor legal de la merced pretendida. 
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b) Colaterales hasta el cuarto grado civil, inclusive, del último poseedor 

legal. 

c) Descendientes directos de cualquiera que se demuestre haber 

ostentado legalmente dicha dignidad". 

"Artículo diez.- A los españoles en quienes concurra el grado de 

parentesco establecido por el apartado a) del artículo cuarto y no hubieren 

podido solicitar la sucesión en el Título durante los tres años siguientes al 

fallecimiento del último poseedor, les será de aplicación el Real Decreto de 

veintisiete de mayo de mil novecientos doce, sobre sucesiones, siempre que 

alegaran justa causa en el retraso, libremente apreciada por la Administración. 

No obstante, en estos casos se aplicará, a efectos fiscales, lo dispuesto 

para rehabilitaciones de títulos nobiliarios". 

"Artículo once.- Los méritos aducidos por el solicitante serán apreciados 

discrecionalmente, y en los casos b) y c) del artículo cuarto serán tales que 

excedan notoriamente del cumplimiento normal de obligaciones propias del 

cargo o profesión del pretendiente o que destaquen por sus servicios a la 

comunidad o la cultura y no hayan sido motivo de recompensa anterior a la 

petición que en ellos se apoye". 

"Artículo trece.- La resolución de los expedientes de rehabilitación se 

acordará mediante Real Decreto que será publicado en el "Boletín Oficial del 

Estado". 
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No obstante, se consideran denegadas tácitamente las solicitudes sobre 

las que no haya recaído resolución expresa dentro del año siguiente al día de 

puesta a despacho del expediente de rehabilitación". 

Disposición transitoria 

El plazo a que se refiere el artículo trece se computará en los expedientes 

actualmente puestos a despacho a partir de la vigencia del presente Real 

Decreto. 

Disposición derogatoria 

Queda derogado el Decreto mil doscientos noventa y nueve/mil 

novecientos sesenta y dos, de uno de junio, y cuantas disposiciones de igual o 

inferior rango se opongan a lo dispuesto en el presente Real Decreto. 

Disposición final 

El presente Real Decreto entrará en vigor el mismo día de su publicación 

en el "Boletín Oficial del Estado". 

Dado en Madrid a veintiuno de marzo de mil novecientos ochenta.- Juan 

Carlos R.- el Ministro de Justicia, Iñigo Cavero Lataillade. 

15.- Real Decreto 569/1981 de 27 de marzo. 

El Real Decreto seiscientos dos/mil novecientos ochenta, que modificó el 

de ocho de julio de mil novecientos veintidós, tuvo por objeto entre otras 

finalidades, la de dar una mayor agilización a los expedientes administrativos de 

rehabilitación en materia nobiliaria, estableciendo el plazo de un año para su 

resolución definitiva una vez concluido su aspecto reglado y considerando 
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denegadas todas aquellas solicitudes sobre las que no hubiera recaído 

resolución expresa durante ese tiempo 

No obstante, dada la dificultad de resolución de los expedientes, la 

acumulación de peticiones, el elevado número de aquellos, y habida cuenta de 

que es la primera vez que tiene virtualidad el plazo al que nos venimos 

refiriendo, hace aconsejable prorrogar el término estipulado por la disposición 

transitoria del Real Decreto seiscientos dos/mil novecientos ochenta, de 

veintiuno de marzo, sin que ello suponga modificación del artículo trece del 

mismo Real Decreto 

en su virtud, a propuesta del Ministro de Justicia y previa deliberación 

del Consejo de Ministros en su reunión del día veintisiete de marzo de mil 

novecientos ochenta y uno, dispongo: 

Artículo único.- El plazo a que se refiere el artículo trece del Real Decreto 

seiscientos dos /mil novecientos ochenta, de veintiuno de marzo, en lo relativo a 

los expedientes de rehabilitación puestos a despacho hasta el tres de abril de mil 

novecientos ochenta, se prorroga hasta el tres de octubre de mil novecientos 

ochenta y uno, entendiéndose comprendidos todos los expedientes que 

hubieran quedado puestos a despacho con anterioridad a esta fecha. 

Disposición final. 

El presente Real Decreto entrará en vigor el día tres de abril de mil 

novecientos ochenta y uno 

Dado en Madrid a veintisiete de marzo de mil novecientos ochenta y 

uno.- Juan Carlos R.-el Ministro de Justicia, Francisco Fernández Ordoñez 
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16.- Real Decreto de 11 de marzo de 1988407 (R.D.222/88 modificativo 

RR.DD. de 1912 y 1922). Y derogatorio de otras normas. 

Este Real Decreto modifica el primer párrafo del art. 6º y el art. 17º del 

Real Decreto de 27 de mayo de 1912 que dicen lo  siguiente: 

El 1º Párrafo del art. 6º establece que al haber una vacante de una 

merced el inmediato sucesor tendrá un plazo de 1 año para solicitarla del 

Ministerio de Justicia, si nadie lo hiciere habrá un segundo plazo de 1 año para 

el que siga en orden de preferencia, y si no hubiere solicitud se concederá un 

plazo de tres años para cualquiera que se considere con derecho a la sucesión. 

El art. 17 dice que, solo se darán autorizaciones de uso en España de 

títulos extranjeros, en lo sucesivo, para los que tuviesen una significación 

valiosa para España en el momento de la solicitud, lo que será apreciado por el 

Diputación de la Grandeza y el Consejo de Estado. Denegada solo se podrá 

volver a solicitar si hay nuevas circunstancias. 

En su art. 2º este Real Decreto modifica los arts. 3º, 4º, 5º, 6º, 8º, y 10º 

del Real Decreto de 8 de julio de 1922. Y estos pasan a decir lo siguiente: 

Art. 3º, solo podrán ser rehabilitados los títulos y grandezas que hayan 

estado caducados 40 o menos de 40 años, según las normas de los siguientes 

arts: 

Art. 4º, Para la rehabilitación se dirigirá instancia suscrita por el 

interesado o su representante legal a Su Majestad El Rey, en que constará: 
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a) Nombre, apellidos y domicilio del interesado o 

del representante legal. 

b) Nombre, apellidos del último titular legal de la 

merced. 

c) Fecha en que quedó vacante la dignidad. 

d) Parentesco del solicitante con el último 

poseedor legal. 

Art. 5º, solo se rehabilitará si no existe más del 6º grado civil entre el 

solicitante y el último poseedor legal. Y méritos, que excedan del cumplimiento 

normal de obligaciones propias del cargo, profesión o situación social. Sin 

recompensa anterior a la petición. 

Art. 6º, deberá acompañar a la instancia: 

i. Un árbol genealógico, 

fechado y firmado, muestra del 

parentesco de consanguinidad 

matrimonial enlace del solicitante 

con el último poseedor legal de la 

merced. 

ii. La carta del último titular 

o copia legalizada de esta, o 

referencia de la misma en el archivo 

del Mº de Justicia. 

iii. Índice de los documentos 

de prueba firmado por el que 

suscriba la instancia, que solo 
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reseñe los documentos que 

efectivamente se presenten en el 

Registro General del Mº de Justicia. 

Art. 8º, Deberá el solicitante aportar certificaciones del Registro Civil de 

los bautizos, matrimonios y defunciones de los enlaces de los que debe probar el 

parentesco de consanguinidad matrimonial. 

Y según el Registro Civil podrá cuando este lo acepte, presentar 

documentos supletorios mediante copias del texto integro testimoniadas 

notarialmente. 

Deberán acompañarse las testamentarias de cada enlace que acrediten la 

descendencia, con los requisitos y solemnidades del párrafo anterior. 

Para los documentos extranjeros se estará a los acuerdos, tratados y 

demás disposiciones. 

Art. 10º: La rehabilitación se acordará por Real Decreto publicado en el 

B.O.E. Y se considerarán tácitamente denegadas las solicitudes por el transcurso 

de un año desde la puesta a despacho sin resolución expresa. 

Hay una disposición transitoria, que en su art.1º hace vigente este Real 

Decreto para los expedientes a los que se aplica pendientes de resolución. Y en 

el 2º establece el plazo de un año para poder solicitar rehabilitaciones vacantes 

transcurrido el tiempo que sea desde que quedaron vacantes,  suspendiendo la 

aplicación del art. 3º. 

Una disposición derogatoria, de la que ya hemos hablado a lo largo de 

este estudio. Y una disposición final por lo que entra en vigor el mismo día de su 
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publicación oficial, y autorizando al Ministro de Justicia para dictar las órdenes 

de desarrollo del mismo R.D. 

17.- Ley de 30 de octubre de 2006408 (Ley 33/2006). (Igualdad de género 

en la sucesión). 

A esta lista es de añadir toda la legislación anterior al siglo XX y que por 

no derogada o restablecida está también vigente. Así hablaremos de las Leyes de 

Partidas, de las de Toro (ver novísima recopilación) o de la citada Ley 

Desvinculadora de 1820. Solo hemos citado o estudiado la normativa más 

importante, para algunas nos hemos remitido al anexo legislativo al final de este 

estudio, para no alargarnos más en ello. Ya citamos la normativa vigente en su 

momento, y el estudio de las distintas figuras en su momento también. 

 

III).La jurisprudencia de los Tribunales: 

Sentencias y autos de los Tribunales que vienen a ratificar la existencia, la 

regulación y la constitucionalidad del derecho nobiliario. Podemos citar aquí las 

siguientes resoluciones sobre sucesiones en los títulos nobiliarios y grandezas de 

España, estas sentencias no solo tratan de sucesión en los títulos nobiliarios 

sino también de otras cuestiones tales como convalidación, cesión, concesión, 

principio de propincuidad, usucapión etc. Por lo que las que no han sido 

recogidas sobre estas cuestiones en esta lista sobre sucesión vendrán aparte 

después de esta. Se han integrado trece resoluciones enteras, las que se han 

considerado de mayor valor para la tesis por ser las del Tribunal Constitucional. 

No siendo materialmente posible incluirlas todas enteras, es decir las del 
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Tribunal Supremo y otros tribunales, ya que supondría una extensión de 

muchos miles de páginas, solo se han transcrito las siguientes 13 resoluciones 

del Tribunal Constitucional, todas integras se encuentran en el anexo 

jurisprudencial primera parte de este estudio y se citan las del Tribunal 

Supremo en la parte segunda del citado anexo. Se han actualzado los anexos 

hasta febrero de 2013. Las S.T.C. que se recogen son: 

 

1. Sentencia núm. 27/1982 de 24 mayo RTC 1982\27 

2. Sentencia núm. 68/1985 de 27 mayo RTC 1985\68 

3. Sentencia núm. 97/1986 de 10 julio RTC 1986\97 

4. Sentencia núm. 161/1986 de 17 diciembre RTC 1986\161 

5. Auto núm. 674/1988 de 23 mayo RTC 1988\674 AUTO 

6. Sentencia núm. 114/1995 de 6 julio RTC 1995\114 

7. Sentencia núm. 126/1997 de 3 julio RTC 1997\126 

8. Auto núm. 142/2000 de 12 junio RTC 2000\142 AUTO 

9. Auto núm. 126/2001 de 18 mayo JUR 2001\232592 

10. Sentencia núm. 115/2002 de 20 mayo RTC 2002\115 

11. Sentencia núm. 13/2008 de 31 enero RTC 2008\13 

12. Sentencia núm. 59/2008 de 14 mayo RTC 2008\59 

13. Auto núm. 389/2008 de 17 diciembre RTC 2008\389 AUTO 

 

La jurisprudencia es de especial valor en cuanto a temas en que existe 

laguna legal, así como la prescripción adquisitiva que fue regulada en 1912 por 

Real Decreto de 27 de mayo en su artículo 18, que establecía que la posesión 

continuada y no interrumpida durante 15 años de cualquier distinción nobiliaria 
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la consolidaba, pero dicho artículo fue derogado en 1948 por Decreto de 4 de 

junio en su disposición final derogatoria segunda, dejando una laguna legal que 

ha sido salvada por la jurisprudencia estableciendo la prescripción adquisitiva 

en 40 años para los títulos de Castilla y 30 para los de Aragón, teniendo en 

cuenta la vinculación, en aquella época, de los títulos a los mayorazgos que es lo 

que regula dicho artículo de la Ley de Toro. Así, como ejemplo,  la sentencia del 

Tribunal Supremo Sala de lo Civil de fecha 16/03/2010, se refiere a la usucapión 

de 40 años que establece una nueva cabeza de línea y reconoce expresamente la 

derogación del principio de imprescriptibilidad de los títulos nobiliarios y 

absolutismo de la institución de la posesión civilísima por el artículo 40 de la 

Ley de Toro citando a este tenor las sentencias de 7 y 27 de marzo de 1985, 14 de 

junio y 14 de julio de 1986, consolidada dicha doctrina por sentencias de 14-4-

89; 3-1-90; 8-10.90; 12-6-91; 21-2, 9-2, y 16-11-1994. 

Por todo lo expuesto es de reiterar la gran importancia de la 

jurisprudencia en materia de títulos nobiliarios. 

Es de mucha importancia en cuanto a la interpretación de toda la 

legislación nobiliaria que ya hemos citado, y la interpretación de algunos 

principios como es el de propincuidad, que contempla la Ley 2, título XV de la 

partida segunda del Rey Alfonso el sabio, estableciendo esta solo para las 

diferencias entre colaterales, considerando este principio como de carácter 

extraordinario, excepción a los principios generales de la sucesión regular de los 

títulos nobiliarios, que son los de primogenitura, masculinidad y 

representación, así como se establecía en la derogada Constitución de 1876 en 

su artículo 60 que dice:  
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“La sucesión al Trono de España seguirá el orden regular de 

primogenitura y presentación, siendo preferida siempre la línea anterior a las 

posteriores; en la misma línea, el grado más próximo al más remoto; en el 

mismo grado, el varón a la hembra, y en el mismo sexo, la persona de más edad 

a la de menos“. 

La cantidad de sentencias es grande, supera las quinientas en algo más de 

treinta años a una media de más de 15 sentencias al año y solo citamos aquí las 

postconstitucionales, que son las que reflejan la existencia y constitucionalidad 

del derecho nobiliario, después de la actual vigente Constitución de 1978. Sin 

embargo los Títulos nobiliarios fueron restablecidos después de la segunda 

república por la Ley de 4 de mayo de 1948, y hay gran cantidad de sentencias 

entre esa fecha y la de  la vigente Constitución. Se pueden consultar dichas 

sentencias de 1948 a 1978 en la obra del doctor en derecho y magistrado don 

Adolfo Barredo de Valenzuela titulada “Treinta años de Jurisprudencia 

Nobiliaria (1948-1978)”409, en esta obra se pueden ver más de 750 sentencias en 

30 años. Solo recogemos anterior a la Constitución la primera citada de 9 de 

junio de 1964, todas las demás recogidas en este trabajo son 

postconstitucionales. 

Esta jurisprudencia que crea doctrina, es de especial relevancia para 

nuestra tesis en cuanto demuestra la constitucionalidad del derecho nobiliario, 

ya que se basa en la Constitución de 1978 para ser dictada, y la 

constitucionalidad de la doctrina anterior desde 1948 a 1978, ya que en gran 

parte la mantiene, salvo posibles casos de inconstitucionalidad sobrevenida. 

                                                             
409

 Esta obra del Doctor Barredo de Valenzuela está editada en Madrid en 1979, bajo el mecenazgo de la 
Asociación de Hidalgos a Fuero de España. Por la editorial Hidalguía. 
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Ya veremos, más adelante, la problemática del artículo 14 de la actual 

Constitución, y el mantenimiento de la nobleza por la Constitución en su 

artículo 62, el art. 56-2 y 57-2, pero es a la vista de todo lo expuesto en el cuerpo 

de esta tesis que podremos sacar las conclusiones que aparecerán al final de la 

misma, ya que se ha legislado postconstitucionalmente en concordancia con la 

Constitución en esta materia y se ha creado una doctrina jurisprudencial a este 

mismo tenor.    

 

 

IV). Los Dictámenes del Consejo de Estado. 

 

El Consejo de Estado es el supremo órgano consultivo del gobierno según 

el artículo 107 de la vigente Constitución y el artículo 1.1 de la vigente Ley 

Orgánica 3 de 22 de abril de 1980, y el reglamento orgánico aprobado por Real 

Decreto 1674/1980 de 18 de julio. 

Históricamente se puede remontar a la Aula Regia de la monarquía 

visigoda, mas tarde en 1188 es Alfonso IX quién constituye un CONSEJO del 

que derivarían los Consejos de la última monarquía castellana. Con los Reyes 

católicos se establece el polisinodialismo que es el gobierno mediante varios 

consejos y entre ellos se encuentra el CONSEJO REAL, ordenado por primera 

vez en las Ordenanzas de Toledo de 1480. Sería después Carlos I quién 

estableciera el Consejo Secreto de Estado en 1521, sustituyendo de esta forma a 

los demás existentes y que en 1522 se llamará CONSEJO DE ESTADO y dicho 

nombre se mantiene hasta nuestros días salvando algunos momentos en que se 

llamaría Consejo Real. 
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Hasta el Constitucionalismo es el órgano de consejo del Monarca o de su 

Valido. 

La Constitución de 1812 establece el Consejo de Estado (Capítulo VII, 

arts. 231 a 241) como órgano consultivo en relación con la división de poderes. 

En 1845 (art. 11) tiene funciones contenciosas y jurisdiccionales que no 

perderá hasta 1904.  

La sede del Consejo de Estado es el Palacio de los consejos, según el 

artículo 1.3 de la Ley orgánica 3/1980, antiguo palacio del duque de Uceda 

iniciado en 1613 y acabado en 1625. Este palacio albergó a todos los Consejos 

menos precisamente el de Estado que siguió en los Reales Alcázares en la época 

de Felipe V. Y finalmente el Consejo de Estado se trasladó a ese palacio hacia 

1858, los demás consejos habían sido sustituidos por la Constitución de 1812. 

El Consejo de Estado hace: 

1). Expedientes. 

2). Dictámenes. 

3). Informes. 

4). Menciones. 

La base de dictámenes existe en función al artículo 132,2 del reglamento. 

Y hay un total de 46.403 dictámenes recogidos desde 1987. 

La doctrina legal del Consejo de Estado se basa en sus dictámenes que 

publica en forma de recopilaciones a tenor del artículo 132,1 del reglamento. Es 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

405 
 

el reglamento orgánico de 1945 el primero que autoriza al Consejo de Estado a 

publicar recopilaciones de doctrina legal sentada en sus informes. 

El reglamento vigente es de 18 de julio de 1980 que cambia la 

autorización de publicar recopilaciones en mandato (artículo 132). 

La base de datos del Consejo de Estado es accesible al público desde el 16 

de julio de 2001. 

El Consejo de Estado se reparte en diferentes secciones que son: 

Sección primera, que corresponde a la Presidencia del gobierno, al 

Ministerio de asuntos exteriores, y al Ministerio de administraciones públicas. 

Sección segunda, corresponde al Ministerio de justicia y al de 

trabajo y asuntos sociales. 

Sección tercera, corresponde al Ministerio del interior. 

Sección cuarta, corresponde al Ministerio de defensa y al de ciencia y 

tecnología. 

Sección quinta, corresponde al Ministerio de economía y al de hacienda. 

Sección sexta, al Ministerio de fomento 

Sección séptima, al Ministerio de educación, cultura y deporte y al de 

sanidad y consumo. 

Sección octava, al de agricultura, pesca y alimentación y al de medio 

ambiente. 
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La sección correspondiente a asuntos de Títulos nobiliarios es la de 

Justicia, o sea, la segunda. 

El Consejo de Estado funciona bien en pleno o en comisión permanente, 

corresponde a esta última informar la concesión, sucesión y rehabilitación de 

honores y privilegios, el uso de título extranjero y en los referente a expedientes 

sobre privación de mercedes por indignidad. Los dictámenes en materia 

nobiliaria son obligatorios pero no vinculantes. Sus informes son totalmente 

libres, vela por la estricta legalidad, debiéndose cumplir los requisitos tanto 

formales como materiales, y debe informar sobre los méritos en los expedientes 

de rehabilitación. 

Se puede solicitar por los pretendientes audiencia al Consejo, que el 

Presidente del mismo podrá denegar. En caso de concederse se podrá por el 

interesado hacer las alegaciones que considere pertinentes, podrá el Consejo a 

vista de estas alegaciones remitir el expediente a la Diputación de la Grandeza, 

para nuevo informe, y al volver el expediente al Consejo este cuenta con un 

plazo de dos meses para evacuar su trámite. Este es el último informe de la 

Audiencia del Estado, remitiéndose al Ministerio de Justicia para resolución, en 

caso de discrepancia con el Consejo de Estado por parte del Ministerio de 

Justicia, esta resolución la deberá tomar el Consejo de Ministros. 

La obligatoriedad de la Consulta con el Consejo de Estado se establece en 

el Real Decreto de 27 de mayo de 1912 en cuanto a las concesiones de grandezas 

y títulos del reino que establece en su artículo 2,  “…… no se otorgará concesión 

alguna de esta clase (se refiere a grandezas y títulos de Castilla), sino en virtud 

de expediente… oyéndose el informe de la Diputación permanente de la 
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Grandeza española y consultando a la Comisión permanente del Consejo de 

Estado.”.  

En las sucesiones establece el artículo 6 del citado Real Decreto de 1912 

que se consulte con la comisión del Consejo de Estado si hubiese más de un 

aspirante a la sucesión. 

En cuanto a las rehabilitaciones el artículo 9 del citado Real Decreto de 

1912 establece que “...se concederán con sujeción a los mismos trámites que las 

primeras concesiones, cumpliéndose las formalidades señaladas en los párrafos 

segundo y tercero del artículo 2º,…”  

Artículo 11, del mismo citado R.D. en cuanto a rehabilitaciones. “…se 

procederá en la forma  establecida en el artículo 6º. 

El antiguo artículo 17 modificado por el R.D. 222/1988, y que también 

cita al Consejo de Estado y el antiguo art. 19, derogado por el Decreto de 4 de 

junio de 1948, ambos del antes citado R.D. de 1912 establecían en cuanto a uso 

de títulos de la Santa Sede y extranjeros que se oiga antes de otorgarla a la 

Comisión Permanente del Consejo de Estado. Y el antiguo art. 19 hablaba 

concretamente del informe de la Comisión permanente del Consejo de Estado 

en cuanto a expedientes en tramitación. 

Al restablecer la Ley de 4 de mayo de 1948 la legislación anterior al 14 de 

abril de 1931 restablece también la competencia otorgada por esta al Consejo de 

Estado sobre materia nobiliaria, en su art. 1º. 

El vigente Real Decreto 222/1988 de 11 de marzo en su art. 1º modifica el 

art. 17 del ya citado Real Decreto de 1912 y como ya hemos dicho habla del 
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Consejo de Estado para apreciar la significación valiosa de un título extranjero 

para conceder su autorización de uso en España. 

Estas que acabamos de ver son las normas vigentes en que aparece 

mención del Consejo de Estado en materia de procedimiento nobiliario. 

Se pueden consultar los dictámenes del Consejo de Estado en que se 

informa sobre los diferentes expedientes de las grandezas y títulos.  

. 

 

V). La Diputación de la Grandeza de España. 

La Real Orden de 21 de julio de 1915 aprueba  el Estatuto para el régimen 

y gobierno de la Grandeza de España. Sus antecedentes se remontan a 1815 en 

que es creada por voluntad regia y se componía entonces solo por los grandes de 

España, sus Estatutos se reforman por Real Orden de 21 de julio de 1915 y la 

siguiente reforma es por Orden de 8 de octubre de 1999410 por la que se dispone 

la publicación de los Estatutos de la Diputación Permanente y Consejo de la 

Grandeza de España que habían sido aprobados por Asamblea Extraordinaria 

de 6 de junio de 1999. 

Su naturaleza al ser creada es la de asesorar a la Administración y al Rey 

en lo referente a honores y distinciones. 

Es una corporación de carácter mixto, no siendo ni pública ni privada 

según dictamen del Consejo de Estado de fecha 22 de abril de 1999. Su actividad 

es de interés público aunque no es una corporación de derecho público 

                                                             
410 Anexo legislativo nº 59. 
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Sus Estatutos se componen de 18 artículos y dos disposiciones 

transitorias. 

En el art. 1º de los Estatutos citados se establece la identidad de los 

grandes de España y de los títulos del reino. 

El art. 2º de los citados Estatutos que nos ocupan, se refiere a la relación 

de los grandes y títulos del reino. Y su publicación anual. 

Expedición de una tarjeta de identificación de grandes y títulos del reino 

en que solo constará un Título para cada titulado, y podrá optativamente 

aparecer el consorte. Con una validez de seis años, art. 3º. 

Habrá una Asamblea de grandes y títulos del reino, compuesta por los 

que tengan esa cualidad y estén al día del pago de la cuota correspondiente,  y 

podrán ser elegidos para desempeñar cargos en la Diputación permanente y 

Consejo. Art. 4º. 

El art. 5º Celebración de las Asambleas con la venia de S.M. El Rey. 

Las Asambleas se convocarán en el B.O.E., con al menos 45 días de 

antelación a su celebración. Los que no asistieren podrán delegar en cualquiera 

de los concurrentes, art. 6º. 

Art. 7º, la Asamblea será presidida por su Majestad el Rey o persona de la 

familia real designada por aquel, o en otro supuesto por el Decano o quien 

desempeña sus funciones. 

Art. 8º, Versa sobre las formalidades de la Asamblea. 
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Art. 9º, Adopción de acuerdos. Se tomarán por mayoría, un voto por cada 

concurrente o representado. 

En los casos de modificación de los Estatutos, de elección de la 

Diputación Permanente y Consejo, o cuando así lo acuerde el Decano se 

adoptará un método especial de votación, y en ello nos remitimos al texto de los 

Estatutos. Los acuerdos se inscribirán en el libro de actas de la Asamblea. 

Art. 10, Asambleas Ordinarias y Extraordinarias,  las primeras se reúnen 

dentro del primer trimestre de cada año. Las segundas por petición de una 

tercera parte como mínimo de los grandes y títulos, o por creerlo necesario la 

Diputación Permanente y Consejo. 

Art. 11, este artículo versa sobre las competencias de la Diputación 

Permanente y Consejo de la Grandeza. Haciendo remisión expresa al Real 

Decreto de 27 de mayo de 1912, y a la Orden de 26 de octubre de 1922. 

Y trata del tiempo y forma de elección de la Diputación Permanente y 

Consejo. 

Art. 12, De los cargos de la Diputación Permanente y Consejo. Que serán 

decano, vicedecano (que deberá ser un grande), secretario y tesorero. 

Art. 13, Cese por incumplimiento, El grande o título que dejara de serlo o 

incumpliere las obligaciones del art. 4º, o no asistiera, sin previo aviso 

justificado a tres reuniones de la Diputación, cesará como miembro de la 

misma. Y será sustituido. Los Estatutos establecen cómo y por quien. 

Art. 14, Funciones de la Diputación Permanente y Consejo, aquí los 

Estatutos enumeran las facultades de la Diputación Permanente,  
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Art. 15 este artículo versa sobre las reuniones de la Diputación 

Permanente y Consejo. Que serán convocadas por el Decano o quien haga sus 

veces. Con un mínimo de 8 reuniones al año, el Secretario levantará acta. 

Art. 16. Sobre los asesores y las Comisiones asesoras. La Diputación 

Permanente y Consejo podrá nombrar letrados asesores y Comisiones asesoras. 

Fijando duración y obligaciones. 

Art. 17, Los acuerdos de la Diputación Permanente y Consejo se tomarán 

por mayoría, El quórum necesario será de 8 miembros. 

Art. 18, Estos Estatutos obligan a todos los grandes y títulos de España, y 

podrán ser modificados por iniciativa de la Diputación Permanente y Consejo de 

la Grandeza, poniéndolo en conocimiento de S.M. El Rey. Publicado por el Mº 

de Justicia, los Estatutos establecen los trámites a seguir para la modificación. 

Acaban los Estatutos con dos disposiciones transitorias.  

Ya el Real Decreto de 1912 de 27 de mayo establece la obligatoriedad del 

informe de la Diputación permanente de la Grandeza española en su artículo 2º 

sobre concesión de grandeza o título de Castilla. Otras normas también así lo 

establecen, así en los arts. 2º, 3º, 6º el antiguo art 14º hoy derogado, 17º, y el 

derogado art. 19º del citado Real Decreto de 1912. 

Los arts. 26, 27, 28, 36, y 41 de la Real Orden de 21 de octubre citan a la 

Diputación de la Grandeza.   

La disposición transitoria 2º de la Ley de 4 de mayo de 1948, en cuanto a 

las sucesiones entre el 14 de abril de 1931 y el 2 de octubre de 1947. 
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En el art. 7º, disposición transitoria 2ª del Decreto de 4 de junio de 1948, 

también se menciona a la Diputación de la Grandeza. Y hay que tener en cuenta 

que ya en la Ley como en el Decreto de 1948 mencionados se restablece las 

anteriores funciones de la Diputación de la Grandeza. 

Ya hemos citado el art. 17 del Real Decreto 222/1988 de 11 de marzo que 

establece que la Diputación de la Grandeza apreciará la significación valiosa de 

un título extranjero para ser usado legalmente en España. 

De lo expuesto se concluye que la Diputación de la Grandeza tiene 

funciones establecidas por la normativa vigente en cuanto a la tramitación de 

sucesiones, rehabilitaciones, etc. en materia nobiliaria. 

El informe de la Diputación de la Grandeza es en algún caso preceptivo y 

en otro potestativo. 

La Diputación de la Grandeza tiene que examinar los expedientes 

remitidos, en su caso por el Ministerio de Justicia, y debe informar recabando la 

información necesaria del Ministerio o de otras fuentes para emitir su informe, 

sobre los derechos de los pretendientes a una dignidad, según establecen las 

normas y el mejor derecho a ostentarla si hay varios solicitantes, o la 

justificación del derecho de los solicitantes, como es el estudio histórico, 

genealógico, sus acreditaciones y la contemplación de la legislación vigente. 

Deberá examinar en los expedientes de rehabilitación, además de todo lo dicho, 

la suficiencia de méritos. 

Una vez acabado el informe se remite al Ministerio de Justicia con el 

expediente correspondiente. 
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Como ya se ha dicho anteriormente el informe de la diputación de la 

Grandeza no es vinculante al ser únicamente un órgano estrictamente 

consultivo, o sea que la decisión podrá ser acorde con él o no.   

 

VI). División de tramitación de derechos de Gracia y otros 

Derechos del Ministerio de Justicia. La publicación en el B.O.E., y la 

Guía Oficial de Grandezas y Títulos del Reino. 

 

El departamento de gracia y otros Derechos del Ministerio de Justicia es 

el encargado de tramitar los expedientes de las grandezas y títulos del reino, 

siguiendo el procedimiento establecido por la Ley. Se llama así el Ministerio de 

Justicia desde 1931, y sucede en estas competencias a las antiguas Cámara de 

Castilla y de Aragón, la primera para los títulos y grandezas de Castilla y 

Navarra y la segunda para los de Aragón, y al Ministerio de Ultramar, hasta 

1899, para las dignidades americanas. Hoy día se rige por el Real Decreto 

1125/2008 de 4 de julio, que establece su competencia en materia nobiliaria a 

tenor de su artículo 1, Párrafo 1º. 

Es “la División de tramitación de derechos de Gracia y otros Derechos” 

del Ministerio de Justicia, que depende de la Subsecretaría de Justicia en el 

artículo 9 apartado 6, b), del citado Real Decreto de 2008 que establece la 

División citada diciendo: “La división de tramitación de Derechos de Gracia y 

otros Derechos a la que corresponde el ejercicio de las funciones enumeradas en 

el párrafo n) del apartado 2.”, hace referencia a la letra n) del apartado 2 del 

artículo 9 que dice que compete a la subsecretaría de Justicia “La preparación 

de los asuntos relativos al ejercicio de derecho de gracia, así como la de los 

títulos nobiliarios y grandezas de España”. Es la competente para la tramitación 
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de los títulos nobiliarios y grandezas de España, por lo tanto de  los expedientes 

a los que ya aludimos anteriormente y según los procedimientos establecidos 

por las Leyes y Decretos ya citados tales como el de 1912, 1922 o el de 1948, 

citando aquí expresamente la Ley de 1988. Remitiendo en su caso los 

expresados expedientes  a la Diputación de la Grandeza y al Consejo de Estado y 

posteriormente al Consejo de Ministros y al Rey, siendo como se dijo los dos 

órganos citados primero consultivos. Tal como establecen los preceptos legales 

citados.  

La publicación en el B.O.E. es requisito de la tramitación de los 

expedientes de grandezas y títulos del reino. Según hemos visto en los decretos 

ya citados. La guía Oficial de las grandezas y títulos del reino se empezó a 

publicar en el año 1956, por Orden del 4 de mayo de ese mismo año, se publica 

anualmente y en ella se recogen todos los títulos de la Casa Real, todos los 

títulos con grandeza de España, las dignidades de grande de España y todos los 

títulos del reino, que se encuentran en uso, aquellos títulos extranjeros que 

tengan autorización de uso en España, por el orden citado. Y al final los 

apéndices: que son títulos autorizados para su uso a tenor de la disposición 

transitoria segunda de la Ley de 4 de mayo de 1948, etc. Sucesiones solicitadas. 

Y otros. 

Incluye para cada título: 

La denominación del título, su categoría. 

Fecha de su concesión. Fecha del otorgamiento de la grandeza de España 

en su caso. 

El concesionario, con algunos datos sobre él. 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

415 
 

El actual titular. 

Consorte, viudo/a en su caso. 

Fecha de expedición de carta. 

Residencia.  

Está editada por el Ministerio de Justicia. En Madrid. 

 

VII). Normativa fiscal de las Grandezas y Títulos del Reino. 

Debemos entrar en la materia de la tributación de la grandezas y de 

los títulos nobiliarios, y empezaremos por decir que en un principio los 

títulos no eran objeto de tributación, Los problemas económicos de la época 

de los Austria llevan consigo que se creen unos nuevos impuestos por Real 

Cédula de 1631 de 18 de agosto, y por la Real Cédula de 1632 de 10 de 

diciembre, con las que se crean los impuestos de Lanzas y Media Anata, pero 

sobre los títulos que se crearon con posterioridad a dichas normas no sobre 

los ya existentes. 

Se trataba de hacer tributar a las mercedes nobiliarias, de tal forma 

que el impuesto de Lanzas era un impuesto periódico, anual, y perpetuo 

como el título objeto del mismo, se fundaba en la obligación de los señores a 

ayudar al Rey en sus campañas con hombres pagados por ellos, en relación a 

las rentas de cada señor. Pero posteriormente se convierte en un impuesto 

de tipo económico, subsistiendo su relación con la renta de los señores que 

ostentaban los títulos, luego estarían en relación a la importancia del título 
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según una jerarquía, grandes de España, luego titulados y entre estos los 

marqueses más que los condes o que los vizcondes y barones etc. 

Sin embargo de la calidad de anual de las Lanzas estas podían, 

posteriormente, redimirse por un solo pago. Esta cantidad dependía de la 

necesidad de la Hacienda Pública. 

La Media Anata, era un impuesto de una sola vez, solo se pagaba en el 

momento de recibir la merced nobiliaria. Y correspondía a medio año de 

renta del mayorazgo al que estuviera vinculado el título. 

El impago de este impuesto suponía el no recibir el título o el 

mayorazgo que le estaba unido, tal ocurre ya con el Rey Felipe V. 

El impago también afectaba al Título en caso de las Lanzas ya que no 

se expedía carta de sucesión sin que se acreditase consignación para el pago 

del impuesto. De tal forma que en 1787, no se emitía la carta de sucesión sin 

el anterior requisito a aquellos que no estuvieran relevados del servicio de 

Lanzas o no las tuvieren consignadas en juros.411 

Al llegar el siglo XIX, también llegan los impuestos de la Media Anata 

y las Lanzas, pero el cambio se produce con la regulación del impuesto 

especial sobre grandezas y títulos que toma el lugar de los anteriores 

impuestos por Real Decreto de 1846 de 28 de diciembre412, e instrucción de 

1847 de 14 de febrero. 

                                                             
411 Estaban obligados a comprar un juro que rentase la cuantía del impuesto de Lanzas, que era cobrada 
por la Hacienda Pública para satisfacer de este modo el pago del impuesto. El juro era un derecho 
perpetuo de propiedad.  
412 Anexo legislativo nº 11. 
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El R.D. de 8 de mayo de 1924413, sobre impuestos de los títulos 

nobiliarios no especificados. 

Estos impuestos sobre grandezas y títulos gravaban todas las 

grandezas y títulos aunque hubieran sido anteriormente exonerados de 

tributación o la hubieren redimido. (La exoneración se contempla en la Ley 

de 4 de mayo de 1948, hoy día, como veremos más adelante). 

El impago de este impuesto impedía la expedición del título o 

grandeza correspondiente, debiéndose hacer efectivo en un plazo concreto. 

Durante la segunda república se dictará una norma sobre impuestos 

que será la Ley de 14 de octubre de 1932. 

En el artículo 6º de la Ley de 4 de mayo de 1948414 se establece la 

posibilidad de la prórroga, fraccionamiento o condonación total o parcial del 

pago de los derechos de carácter fiscal correspondientes a la concesión, 

transmisiones o rehabilitaciones de mercedes nobiliarias cuando, dice la Ley, 

“concurran circunstancias especiales que hagan justa la concesión de tal 

beneficio”. Por lo que la propia Ley permite a la administración condonar el 

pago del tributo. 

Llegamos así al Decreto-Ley de 9 de julio de 1948415, sobre impuesto 

de Timbre en las concesiones de títulos y grandezas. 

En el que cabía la exención tributaria en la concesión y hasta en las 

dos primeras transmisiones. Este impuesto estará vigente hasta 1964 en que 

                                                             
413

 Anexo legislativo nº 33. 
414

 Anexo legislativo nº 34. 
415 Anexo legislativo nº 36. 
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entrará en vigor el impuesto general sobre las sucesiones con fecha 11 de 

junio de 1964. 

Sin embargo falta mencionar el Decreto de 5 de junio de 1950416 por el 

que se dictan normas para la aplicación del Impuesto sobre grandezas y 

títulos. La Ley será la del Timbre del Estado, Decreto de 22 de junio de 1956. 

Y Reglamento 176/1959 de 15 de enero, sobre impuestos, derechos reales etc. 

De nuevo cambiará con la Ley 41/1964, de 11 de junio, de Reforma del 

Sistema Tributario, que crea el impuesto sobre sucesiones, transmisiones 

patrimoniales y actos jurídicos documentados. Y en el Texto Refundido de 6 

de abril de 1967 desaparecen los impuestos generales y especiales. 

Entramos en el periodo postconstitucional con la Ley 34/1980, de 21 

de junio de Reforma del Procedimiento Tributario, (vigente hasta el 1 de 

julio de 2004). Y el Reglamento del Impuesto de transmisiones etc. 

3494/1981 de 29 de diciembre. Se separa el impuesto de sucesiones del de 

transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documentados. 

Finalmente el Real Decreto 1/1993 de 24 de septiembre417, Texto 

refundido de la Ley del Impuesto sobre transmisiones patrimoniales y actos 

jurídicos documentados, (vigente actualmente). Y Real Decreto 828/1995, de 

29 de mayo418 por el que se aprueba el Reglamento del Impuesto sobre 

Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados. Los títulos y 

grandezas son gravados como actos jurídicos documentados. 

 

                                                             
416

 Anexo legislativo nº 43. 
417

 Anexo legislativo nº 55. 
418 Anexo legislativo nº 57. 
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VIII). Las Asociaciones de Nobles de España, Titulados y no 

Titulados. (La Fundación cultural de la Nobleza Española. La 

Asociación de Hidalgos de España. Las Corporaciones Nobiliarias). 

 

Hay que distinguir entre la nobleza titulada y la no titulada de las que ya 

hemos hablado en anteriores capítulos. 

La titulada es la que ostenta un titulo oficial, y ya vimos que podía el 

título ser por concesión real o si no se conoce su origen por antiguo, de 

inmemorial. 

La nobleza no titulada es aquella reconocida ya en las partidas del Rey 

Alfonso y que se llama hidalguía (de la que ya hemos hablado, y es “la nobleza 

que viene a los hombres por linaje”, según establecen las propias partidas del 

Rey sabio), Exigiendo –en las leyes II y III del mismo título y Partida- que la 

nobleza viniese, por lo menos, de los bisabuelos. 

Para ser hidalgo no era condición precisa la de ser hijo de legítimo 

matrimonio, pues el padre podía hacer hidalgos a los hijos que tuviese de 

barragana, dándoles 500 sueldos como mínimo. 

Es preciso distinguir entre hidalgo y caballero: si el hidalgo tenía medios 

de fortuna para ello, podía ser armado caballero; el caballero no precisaba ser 

hidalgo, lo que hizo afirmar a Diego de Valera “el Rey puede facer caballero, mas 

no fijodalgo”. 

La hidalguía podía ser “de sangre”, es decir de tiempo inmemorial, y de 

“privilegio”, concedida por el Rey. La hidalguía castellana se demostraba tras el 

pleito entre el propio interesado y su Consejo o el fiscal de Su Majestad, en la 

Sala de Hijosdalgo de la Real Chancillería de Valladolid, que guarda 
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cuidadosamente en su Archivo enorme cantidad de estos pleitos de hidalguía 

celebrados desde fines del siglo XV hasta el año 1831. 

 Es de apreciar que subsiste hoy día ya que nunca se suprimió aunque se 

le quitara los privilegios que ostentaba en el antiguo régimen a lo largo del siglo 

XIX. 

Hoy en día una sentencia del T.S. de fecha 16 de febrero de 1988, 

reconoce que «No existe en España ningún Organismo similar a la Consula 

Aráldica Italiana o Coseil Heraldique de Bélgica o al Colege of Arms de la Gran 

Bretaña, cuya única misión es la de confirmar las cartas de nobleza antiguas, 

sean o no títulos , de proponer nuevos ennoblecimientos, de confirmar o 

registrar o conceder nuevos escudos de armas, y no hay, pues, hoy día medio 

legal para quien siendo noble, quiera hacer ostentación de su calidad, como no 

sea Título o pertenezca a alguna de las Corporaciones reconocidas 

oficialmente>. Es de citar también la sentencia del T.C. nº 27 de 24 de mayo 

de 1982 dictada por la sala segunda “ contra las sentencias de la Sala Primera 

del Tribunal Supremo y Sala Segunda de lo Civil de la Audiencia Territorial de 

Sevilla que desestimaron el derecho del recurrente a usar un título nobiliario “.  

Que establece que existe la nobleza al reconocer como noble “a persona de 

linaje noble” es decir hidalgo, no solo a titulado. 

Es importante tener en cuenta los reconocimientos de nobleza hechos por 

el ayuntamiento de Madrid en 27 de febrero de 1953 y la Diputación foral de 

Álava en 24 de diciembre de 1958 y La Diputación provincial de Alicante en 16 

de julio de 1959 con el restablecimiento de los Padrones de Nobles. También se 

aprobaron y sancionaron por el Rey los estatutos del Real Cuerpo de la Nobleza 

de Madrid que tiene su origen entre 1782 y 1791 y que se restablece en 1938, 
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siendo sus actuales Estatutos de 1990, que recoge la nobleza de los 

pertenecientes a dicho real cuerpo. Así como el reconocimiento por la Corona de 

la nobleza no titulada y de las corporaciones nobiliarias, a las que pertenecen los 

miembros de la familia real y que expiden sus títulos de ingreso en nombre del 

Rey419. Hablaremos de las Asociaciones de nobles a continuación: 

 

A)- La Fundación Cultural de la Nobleza Española es de reciente 

creación, su Estatuto fue aprobado por el Patronato en sesión de 16 de 

diciembre de 2004, y adaptado a las Leyes 50/2002 de 26 de diciembre y 

49/2002 de 23 de diciembre ante el notario de Madrid D. Juan Romero-Girón 

Deleito el día 7 de enero de 2004. Es una fundación privada de carácter 

promocional, de ámbito nacional, de interés general, sin fin lucrativo alguno, y 

de duración indefinida (artículo 1 del Título I de los Estatutos). 

Son protectores o miembros de la Fundación las personas que posean 

legalmente la dignidad de grande de España o un título nobiliario español o 

extranjero con reconocimiento para su uso en España, así como sus cónyuges, 

viudos o viudas (artículo 4 de los Estatutos). 

El objeto de la Fundación viene establecido por el artículo 7 de los 

Estatutos, y es promover, estimular y apoyar cuantas asociaciones culturales 

tengan relación con los orígenes, evolución y presencia histórica y actual de la 

nobleza en los antiguos reinos y territorios de la Monarquía española. 

                                                             
419

 Me remito en cuanto a esta cuestión al artículo escrito por D. Manuel Pardo de Vera Díaz, en la 
Gacetilla de la Real Asociación de Hidalgos de España nº 526, del año 2011, en sus páginas 11 a 13. 
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El título III se refiere a los órganos de la Fundación, que estará regida por 

el Patronato y existirá además una junta de Protectores compuesta por los 

fundadores de la Fundación y los designados por el Patronato  y estará presidida 

por el presidente del Patronato y su secretario será el del Patronato, será 

convocada por el presidente del Patronato, sus facultades son: 

a- Proponer los miembros del Patronato. 

b- Asesorar al Patronato cuando este lo solicite (artículos 8 y 9 

de los Estatutos). 

Será presidente del Patronato el decano de la Diputación Permanente y 

Consejo de la Grandeza de España, siempre que sea fundador, patrono de 

Honor o miembro de la Fundación de lo contrario será elegido de entre los 

miembros del Patronato. 

Podrá haber también uno o varios Vicepresidentes y deberá haber un 

Secretario y si necesario una Comisión Permanente. Serán miembros del 

Patronato los designados en la Carta Fundacional, los que designe el propio 

Patronato (artículo 10 de los Estatutos). 

Son competencia exclusiva del Patronato la dirección y el gobierno de la 

Fundación, se enumeran con carácter enunciativo varias facultades (artículo 11 

de los Estatutos). 

Los cargos del Patronato serán gratuitos, salvos los gastos reales que se 

ocasionen (artículo 13 de los Estatutos). 
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El título IV trata del patrimonio y régimen económico  de la Fundación. 

Que estará el patrimonio constituido por toda clase de bienes, derechos y 

obligaciones susceptibles de valoración económica (art.14 de los EE.). 

Estará integrado por: 

a- Dotación inicial de los fundadores. 

b- Bienes adquiridos (art.15 EE.)- 

El art. 23 de los EE, establece la extinción de la Fundación según los 

supuestos establecidos por la legislación vigente y cuando lo decida el Patronato 

en forma y quórum suficiente. 

La Fundación quedó inscrita como fundación cultural privada de 

Promoción con el carácter de benéfica a 2 de diciembre de 1992. 

 

B- La Asociación de Hidalgos de España, reúne a parte de la 

nobleza ya titulada, ya sin Título nobiliario, su pretensión es reunir a 

todos los nobles españoles, ya de privilegio como de sangre, o de 

sangre y privilegio a la vez. Se rige en la actualidad por los Estatutos 

de 30 de octubre de 2003 adaptados a la Ley Orgánica 1/2002 de 22 

de marzo, reguladora del Derecho de Asociación  y fue creada en 1954, 

el 3 de noviembre por D. Luis Pérez de Guzmán, marqués de Lede, D. 

Antonio Vargas Zuñiga, marqués de Siete Iglesias, D. Vicente de 

Cadenas y Vicent, D. Francisco de Cadenas y Vicent, conde de Gaviria, 

y D. Valentín Dávila Jalón, marqués de Dávila. 
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Los Estatutos se aprobaron el 24 de julio de 1965, y fue inscrita como 

entidad acogida al régimen de la Ley 191/1964 de 24 de diciembre de 

Asociaciones. Hasta adaptarse a la L.O. 1/2002. Vienen coexistiendo  con  unos 

reglamentos. Constan de un preámbulo, 65 artículos en XIII capítulos, y una 

disposición final. El capítulo Iº son las disposiciones generales. El capítulo IIº 

los fines, funciones y facultades de la Asociación, El capítulo IIIº Asociación, 

derechos y obligaciones de los asociados. El capítulo IVº La organización 

general de la Asociación. El capítulo Vº-a La Asamblea General. El capítulo Vº-b 

La junta directiva. El capítulo VIº La Junta de Probanza y el Consejo Asesor. El 

capítulo VIIº Las elecciones. El capítulo VIIIº Los recursos económicos y 

ejercicio social. El capítulo IXº El personal contratado. El capítulo Xº El 

régimen de distinciones. El capítulo XIº El régimen jurídico de los actos y su 

impugnación. El capítulo  XIIº El régimen sancionador. Y el capítulo XIIIº La 

disolución de la Asociación y modificación de los Estatutos. 

Su objeto principal, ya aludimos a él, es agrupar a la nobleza española de 

acuerdo con la legislación, la doctrina y la jurisprudencia nobiliaria, pretende 

que la nobleza tenga clara presencia en la sociedad de hoy manteniendo los 

valores tradicionales de la hidalguía. 

Su ámbito territorial es el de España, aunque admite también como 

asociados a extranjeros descendientes de hidalgos. La nobleza es la transmitida 

a Fuero de España. Distingue tres tipos de nobleza tradicionalmente admitidos 

en España: 

-Nobleza de sangre o hidalguía, que son los hijos de padre hidalgo capaz 

de transmitir la hidalguía, las esposas de hidalgos tienen la condición de 

hidalgas. 
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-Nobleza de privilegio que es la que emana de la voluntad del Soberano, 

puede ser personal o hereditaria. 

-Nobleza de cargo, que conlleva el desempeño de ciertos cargos civiles o 

militares. 

Es muy importante para ingresar en la Asociación la prueba, que debe ser 

aportada y justificada por el solicitante. Los criterios son los mismos que se 

utilizaban por los tribunales en casos de declaración de posesión o propiedad de 

nobleza. Utiliza los procedimientos seculares de notoriedad y publicidad en la 

tramitación de los expedientes. Son aproximadamente 6.000 los nobles que han 

ingresado en la Asociación  hasta el momento. 

La Asociación se organiza en, 

Primero- Órganos de gobierno que son, 

1) La Asamblea General (capítulo V de los Estatutos, del 

artículo 13 al 25). 

2) La Junta Directiva (capítulo V de los Estatutos, del artículo 

26 al 36), esta se compone de un presidente, un vicepresidente primero, 

un vicepresidente segundo, un secretario general, un tesorero, un fiscal, y 

diez vocales, todos ellos nombrados por 4 años por los asociados.  

Segundo- Órganos de información y asesoramiento que son, 

1) La Junta de Probanza (capítulo VI de los Estatutos, artículo 

37), órgano especializado y auxiliar para apoyo de la Junta Directiva para 

el estudio e informe de las solicitudes de ingreso. La constituyen el 

vicepresidente segundo, que la preside, el fiscal y seis vocales. 
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2) El Consejo Asesor (capítulo VI de los Estatutos, artículo 38), 

órgano consultivo de la Junta Directiva, está formado, como máximo por 

cuarenta asociados. No tiene carácter vinculante para la Junta Directiva, 

entre sus miembros se elegirá un presidente y un secretario. 

 

C)-Las Corporaciones Nobiliarias, de las cuales ya hemos hablado 

de la Asociación de Hidalgos de España, intentan reunir en diferentes lugares a 

los hidalgos en diferentes asociaciones con diferentes estatutos en los que se 

exigen diversas pruebas de nobleza, que no siempre coinciden con  las exigidas 

por la Asociación de Hidalgos de España. Hay en España cierto número de 

descendientes de los nobles del “antiguo régimen”, sin poseer títulos nobiliarios, 

una minoría forma parte de Órdenes Militares o de Corporaciones Nobiliarias, 

como medio de acreditar su nobleza en la sociedad actual. Algunas 

Corporaciones han llegado a nuestros días tales como las cuatro órdenes 

militares (Santiago, Calatrava, Alcántara y Montesa), El Real Cuerpo de la 

Nobleza de Madrid y las cinco Reales Maestranzas. 

Otra parte de las Corporaciones han surgido después de la llamada 

“confusión de estados”, es decir a partir de 1836, en que desaparece la 

obligación de la prueba de nobleza para ingresar en la administración, o se 

relanzan antiguas corporaciones que por un motivo u otro quedaron inactivas. 

“La prueba de nobleza” se exige, en general para ingresar en las 

corporaciones nobiliarias y órdenes militares, del primer apellido o de los cuatro 

primeros, y en otras otros requisitos (mayoría de edad, posición social y 

económica etc.). También la mayoría exige la “legitimidad” (filiación biológica y 
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en constante matrimonio), a veces la “cristiandad” (partida de bautizo) etc. 

Otras veces exigen la “limpieza de oficios” no pudiendo ingresar si el solicitante, 

sus padres o abuelos desempeñan o desempeñaron “oficios viles, mecánicos o 

indecorosos”. 

  

 Son de citar entre las actuales Corporaciones Nobiliarias las 

siguientes420: 

1)- Esclavitud de san Juan Evangelista, 1664. 

2)- Real Cuerpo de la Nobleza de Madrid, 1782. 

3)- Real Cuerpo de la Nobleza de Cataluña, 1880. 

4)- Real Hermandad del santo Cáliz de Valencia, 1917. 

5)- Real Hermandad de Infanzones de Illescas, 1925. 

6)- Real Estamento del Principado de Gerona, 1928. 

7)- Cofradía de Nuestra Señora del Portillo de Zaragoza, 1941. 

8)- Cabildo de Caballeros y Escuderos de Cuenca, 1944. 

9)- Real Asociación de Hidalgos de España, 1954. 

10)- Unión de la Nobleza del Antiguo Reino de Mallorca, 1955. 

11)- Hermandad Mozárabe de Toledo, 1966. 

12)- Cofradía de Caballeros Capitularios de Zamora, 1967. 

                                                             
420 Esta lista está tomada de la Real Asociación de Hidalgos de España. 
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13)- Capítulo Noble de Caballeros de la Merced, 1974. 

14)- Cuerpo de la Nobleza del Principado de Asturias, 1989. 

15)- Caballeros de San Clemente y San Fernando, 2004. 

16)- Cuerpo de la Nobleza de Galicia, 2007. 

 

Otra lista de corporaciones que hemos encontrado inspirada en obra de 

Fernando García-Mercadal y García-Loygorri, y Manuel Fuertes de Gilbert y 

Rojo.421Es la siguiente: 

RELACIÓN DE LAS PRINCIPALES CORPORACIONES NOBILIARIAS 

VIGENTES EN ESPAÑA. 

1) Padrón general de descendientes de nobles españoles. Para 

inscribirse en este padrón debe probarse descendencia o bien agnada o 

cognada de persona noble siguiendo las tradicionales leyes, costumbres y 

principios de la genealogía y la nobiliaria española. 

2) Ilustre y noble esclavitud de San Juan evangelista de la 

Laguna. (Posible nacimiento en 1648), Debe probarse nobleza del primer 

apellido y cristiandad y legitimidad de las generaciones que se estime.  

3) Real cuerpo de la nobleza de Madrid. (7 de julio de 1782), se 

deben probar la nobleza de los dos primeros apellidos, paterno y 

materno. 

4) Real cuerpo de la nobleza de Cataluña (16 de abril 1880, 

aprobación de los nuevos Estatutos). Antiguo brazo militar del 

                                                             
421 La obra se titula caballeros del siglo XXI, Madrid, Dykinson, S.L. 2004. 
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Principado de Cataluña y Condados de Rosellón y de Cerdaña. Tiene 

como objetivo primordial “agrupar corporativamente la Nobleza 

tradicional del Principado de Cataluña y representar a la Nobleza 

Catalana… ” 

5) Real Hermandad de Infanzones de Illescas (Estatutos de 14 

de junio de 1925, ordenanzas de 29 de mayo de 1997). Se necesita probar 

nobleza del primer apellido y limpieza de sangre. 

6) Real cofradía de caballeros de Nuestra Señora del Portillo. 

(Instituida el 6 de junio de 1941), No está claro la exigencia de prueba de 

nobleza.  

7) Real Asociación de Hidalgos de España. (13 de noviembre 

de 1954). A la que ya hemos dedicado parte de este estudio. 

8) Unión de la Nobleza del antiguo reino de Mallorca. (16 y 25 

de febrero de 1955). ·Aspirando a “agrupar a todas las casas de la primera 

nobleza balear, las familias de ciudadanos e hidalgos rurales de las islas y 

las casas de la península vinculadas con las Baleares”.  Deben los 

postulantes demostrar nobleza o hidalguía centenaria, mediante prueba 

documental, por su linaje paterno.”. Los actuales Estatutos son de 1966. 

9) Muy ilustre cabildo de caballeros y escuderos de Cuenca. 

(Estatutos de 22 de abril de 1966), Parece tiene su origen en la “Celebre y 

venerable hermandad de caballeros distinguidos con la advocación de 

nuestra Señora de la Soledad”. 

10) Ilustre y antiquísima hermandad de Caballeros y Damas 

mozárabes de nuestra señora de la esperanza de la imperial ciudad de 

Toledo, (15 de junio de 1966). Agrupa a las familias mozárabes de 

ascendencia toledana con pruebas genealógicas. El Rey Alfonso VI les 
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otorgó a los mozárabes toledanos el privilegio de ingresar en el estamento 

de Caballeros. 

11) Real muy antigua e ilustre cofradía de caballeros 

Cubicularios de san Ildefonso y san Atilano. Congregación de Caballeros 

encargados de vigilar las reliquias de esos santos. (Actual Constitución de 

25 de marzo de 1967). 

12) Solares de Tejada y Valdeosera. Ambos de la Rioja, son 

señoríos territoriales heredados por los descendientes de ciertas familias 

arraigadas desde tiempos inmemoriales en la sierra de Cameros (Los 

Estatutos actuales son de 19 de mayo de 1974). La sucesión de 

cotitularidad de estas propiedades ha estado sujeta tradicionalmente a la 

previa comprobación por parte de las juntas de probanza del enlace 

genealógico del aspirante común divisero anterior. 

13) Real Ilustre y primitivo Capítulo noble de Caballeros de la 

Merced, (26 de junio de 1974). Fundada en el monasterio de don Juan de 

Alarcón de las madres mercedarias de Madrid). Tenía dos clases de 

miembros y a los caballeros se les exigía la prueba de nobleza.  

14) Divisa solar y casa real de la piscina, (aprobado el 11 de 

febrero de 1975). Basada en una piadosa y antigua tradición que el 

infante don Ramiro acompañó a Godofredo de Bouillon en la primera 

cruzada asaltando las murallas de Jerusalém donde está la piscina 

probática de milagrosas aguas, se construyó una iglesia en su recuerdo y 

un patronato. 

15) Junta de nobles linajes de Segovia, (Septiembre 1980), 

agrupa a los descendientes de los caballeros que integran la junta de 
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nobles linajes de Segovia, títulos del reino e hidalgos a fuero de Castilla y 

con vinculación a Segovia, su provincia o territorios que la constituyeron. 

16) Real hermandad del santo Cáliz de Valencia. (Estatutos 

modificados el 30 de mayo de 1986), tiene el propósito de “dar culto y 

guarda de honor” al santo Grial, se integra de los títulos domiciliados en 

el antiguo reino de Valencia, u originarios de la Corona de Aragón, y sus 

primogénitos y luego fue ampliado a los otros reinos, a los caballeros de 

las cuatro órdenes militares españolas y Malta, de las cinco Maestranzas 

y de los Reales Cuerpos de la Nobleza de Madrid y de Cataluña. 

17) Cuerpo colegiado de la nobleza de Asturias. (Del 26 de mayo 

de 1995), Con la pretensión de agrupar a los descendientes de los nobles 

vinculados al Principado de Asturias 

18) Real Estamento militar del Principado de Gerona. (22 de 

abril de 2003 actuales estatutos) heredera del brazo militar del 

Principado y de la antigua cofradía de san Jorge y santa Isabel. 

19) Cuerpo de la nobleza del antiguo reino de Galicia (2007). 

Pretende agrupar a los nobles en una unidad nobiliaria de carácter 

nacional. Agrupando en su seno a las personas que representan en la 

actualidad a aquellos que tradicionalmente lo fueron de la hidalguía, 

nobleza gallega o que tengan vinculaciones con el reino de Galicia. 

20) Asociación de Caballeros hijosdalgo de la casa troncal de los 

doce linajes de Soria, (3 de agosto de 2009). Entre sus fines está agrupar 

en asociación a los descendientes de las familias que hasta principios del 

siglo XX integraron los linajes, que conformaban la casa troncal de los 

doce linajes.  
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21) Capítulo noble de caballeros de Fernando VI. Los Caballeros 

de Justicia deben probar nobleza: Probanza del primer apellido a la 

usanza castellana, pudiendo ser: Ejecutoria de hidalguía de la Real 

Chancillería de Valladolid o de Granada, tres actos positivos de nobleza, o 

la `pertenencia a Ordenes y Corporaciones donde haya grados de justicia 

sin dispensa de pruebas nobiliarias. Además de poseer título del reino de 

España, y extranjero de otros países como Vietnam, Ruanda, Georgia … .  

 

Las cinco Maestranzas,  hablando de las corporaciones nobiliarias es 

necesario hacerlo de las cinco Reales Maestranzas de caballería que existen en 

España, son de citar por orden de aparición: 

La de Ronda: Desde 1572 como la Hermandad del Sancti Spiritu, aunque 

se convirtió en maestranza en 1707. Pero se la considera la más antigua. 

La de Sevilla: Creada en 1670. 

La de Granada: en 1686. 

La de Valencia: en 1690. 

La de Zaragoza; creada en 1819, aunque es la antigua cofradía de 

caballeros de san Jorge de Zaragoza que se transformó en maestranza 

equiparándose a las otras cuatro. 

Sus fines, los de las cinco reales maestranzas vienen recogidos 

especialmente en el artículo primero de los Estatutos (año de 1764) de las 

Ordenanzas de la de Granada, que viene a decir:  “Para excitar la Nobleza Civil 

el uso de algunos militares ejercicios, y que habilitada en ellos la juventud, tenga 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

433 
 

un plantel la Monarquía, de cuyas resultas pueda trasladar a las victoriosas 

tropas del Rey muchos laureles: y para que los caballos andaluces que han 

hecho la milicia española superior a la de todas las naciones…” “…Ha sido 

cuidado repetido de nuestros Monarcas erigir en ciertas ciudades unas 

Congregaciones de Nobleza, que haciendo profesión de la enseñanza y ejercicio 

de los caballos recopilen en su provincia estas utilidades”. En su artículo 

segundo: “Así lo practicaron el Señor Rey Don Alonso El Sexto, a consulta de los 

Estados del Reino, en el año mil ciento y ocho: el Señor Don Alonso el Décimo, 

el Señor Rey don Alonso El Sabio, los Señores Reyes Cathólicos, Don Fernando 

y Doña Isabel, por diferentes leyes, y pragmáticas: el Señor Emperador Carlos 

Quinto, por singular mandato en las Cortes de Madrid en el año mil quinientos 

treinta y cuatro: y los Señores Reyes Don Felipe Segundo, y Don Felipe Tercero, 

en los años de mil quinientos setenta y dos, y mil seiscientos y catorce por varias 

órdenes, y cédulas reales, dirigidas a más Ciudades más principales del Reino, 

para que se uniese a dicho efecto la Nobleza, y bajo la protección, y tutela de 

algún santo se formasen Hermandades, cuyo principal instituto fuese el manejo 

de los caballos”. Artículo tercero: “En obedecimiento de estas Órdenes, y 

utilidad de la Causa Pública, desde que esta Ciudad se conquistó por los Señores 

Reyes Cathólicos en el año de mil cuatrocientos noventa y dos, fue noble 

ocupación de los principales Caballeros de este Pueblo el referido asunto; pero 

se formalizó en ellas esta Real Maestranza en el día doce de enero del año mil 

seiscientos ochenta y seis…” “…se celebró junta por los Caballeros Maestrantes, 

que entonces existían, (compuesta de la primera Nobleza): se nombró por 

Titular Patrona a María Santísima, nuestra Señora, en el Soberano Misterio de 

su Inmaculada Concepción, con la advocación de nuestra Señora del Triunfo…”. 

Artículo cuarto: “La Maestranza debe ser un cuerpo numeroso, elegido entre la 
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Nobleza. Nuestros fundadores ordenaron, y S.M. mandó, que se elija de ella lo 

más ilustre; pero siendo éste un cuerpo activo y no pudiendo por ello recibir en 

él a muchos, que por sus nativas circunstancias no sólo dignos, si no envidiables 

para su Gremio: declaramos, que no se debe recibir a ninguno por sólo el mérito 

de su ilustre sangre, pues es necesario que este requisito fundamental esté 

acompañado de los que le hagan útil y capaz de las obligaciones con que le 

agravan nuestros Estatutos…”. Artículo diez “De los privilegios y preeminencias. 

1. Que perpetuamente haya de ser su hermano mayor una persona real. 2. Uso 

de uniforme particular y privativo y pistolas de arzón, privilegio de fuero activo 

y pasivo…” Así se erigieron las cinco Maestranzas con la intención de que la 

nobleza no perdiera su ímpetu militar. Así en 1572, Felipe II dicta una Real 

Cedula de 6 de septiembre en que dice: “… parte con la paz y ocio de tantos años 

que ha causado en el todo de las armas descuido,… mucha parte de la dicha 

nobleza y caballeros están desarmados y sin caballo y con muy poco uso y 

ejercicio de las armas y ejercicios militares…”.y sigue diciendo; “… Los 

caballeros y hombres principales y de calidad fundasen e instituyesen entre si 

algunas Cofradías, Compañías u Orden, …” “ con tales Ordenanzas, condiciones 

y capítulos para que ellos, entre otras cosas, se ordenasen fiestas en algunos días 

señalados de Justas, Torneos y Juegos de Cañas y otros ejercicios militares… “. 

Pero hacia finales del siglo XVII casi desaparece la afición por los ejercicios 

militares así que unos nobles andaluces deciden reunirse para ejercitar las 

armas y el caballo y así se crea la Maestranza de caballos o de caballería de 

Sevilla bajo la advocación de la Virgen del Rosario, en un principio constaba 

únicamente de 32 caballeros. La Real Maestranza de Sevilla sería ejemplo para 

la fundación en otras ciudades de otras Maestranzas, que ya hemos citado. 
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Felipe V otorgará a la de Sevilla ciertos privilegios, como son los de vestir 

sus miembros uniforme militar, organizar fiestas de toros, que su Hermano 

Mayor fuera un Infante, por real Cedula de 24 de junio de 1729. Y esto sería 

ejemplo para las demás Maestranzas españolas. 

Hoy día las pruebas de nobleza para el ingreso en las Reales Maestranzas 

están hasta cierto punto caducas, no se exigen de forma severa.  

  

IX). Las Ordenes de Caballería422. 

 

Ya en tiempos de Roma existía una nobleza junto a la de sangre que era la 

de los equites o caballeros. En el medioevo existe la caballería de aquellos que 

podían mantener un caballo para ir a la guerra. Estos vienen a formar una clase 

cerca de la nobleza (ver las Partidas, la novísima recopilación). Al principio del 

milenio segundo se reúnen los caballeros en órdenes para proteger a los 

peregrinos que visitan los santos lugares y en España concretamente también 

para luchar contra el Islam. Y aparecen las órdenes militares, las habrá 

internacionales y las habrá nacionales. En España concretamente lucharán 

ordenes internacionales como la orden de los pobres caballeros de Cristo 

conocida también por la orden del temple, o la de san Juan de Jerusalén, 

conocida también hoy día como orden de Malta, y locales como las cuatro más 

                                                             
422

 En parte sacado de MIRAEUS, Origine des chevalier et ordres militaires (Antwerp, 1609); FAVYN, 
Histoire des ordres de chevalerie (2 vols, Paris, 1620); BIELENFELD, Geschichte und Verfassung aller 
Ritterorden (Weimar, 1841); CAPPELETI, Storia degli ordini cavallereschi (Leghorn, 1904); CLARKE, 
Concise History of Knighthood II (London, 1884); DIGBY, The Broad Stone of Honour (London, 1876-
1877); LAWRENCE-ARCHER, The Orders of Chivalry (London, 1877). Y también de “Reseña histórica de 
todas las Ordenes de Caballería existentes y abolidas”, por Modesto Costa y Turell (1858), y del 
“diccionario histórico de las órdenes de caballería, Religiosas civiles y militares de todas las naciones 
del mundo” de Bruno Rigalt y Nicolás (1858). Y del “Tratado completo de la ciencia del blasón, 
acompañado de una breve noticia de las principales ordenes de caballería…”, por Modesto Costa y 
Turell (1856). 
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conocidas de Santiago, Calatrava, Alcántara y Montesa, otras se crean en 

momentos muy concretos para luchar contra la herejía así la Milicia de 

Jesucristo, también conocida por Militia Christi, contra los albigenses. 

Incluyendo bajo este nombre todo tipo de hermandad de caballeros, 

tanto seculares como religiosos, los historiadores de las órdenes militares han 

llegado a enumerar un número cercano al centenar, incluso sin tener en cuenta 

las apócrifas y mortinatas. Este gran número se explica por la avidez con que la 

Edad Media acogió una institución tan enteramente adecuada con las dos 

ocupaciones de aquel período: la guerra y la religión. La realeza más tarde 

utilizó la nueva idea para fortalecer su propia posición o para premiar a los 

nobles leales, creando órdenes seculares de caballería de forma que no hubo 

país que no tuviera su orden real o principesca. 

Órdenes militares falsas. 

También individuos privados se metieron en este “negocio”; algunos 

aventureros trataron de explotar la vanidad de la “noblesse” falsificando 

insignias de caballería con las cuales se condecoraban ellos mismos, y que 

distribuían pródiga, pero no gratuitamente, entre su clientela. En consecuencia 

surgió todo un grupo de órdenes justamente consideradas falsas. 

En el siglo diecisiete Marino Caraccioli (1624), un noble napolitano, logró 

hacerse pasar como gran maestre de la orden de caballeros de san Jorge, que él 

pretendía se remontaba a Constantino el Grande. 

En 1632 Baltasar Girón, que se auto presentaba como un etíope, 

introdujo en Europa una orden no menos antigua, la de san Antonio de Etiopía, 
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un fraude inmediatamente desenmascarado por otro oriental, el erudito 

Abraham Echelensis (1646). 

En la corte de Luis XIV, un negro –traído a Francia desde la Costa de 

Oro- se presentó como príncipe, hasta alcanzar el honor de ser bautizado por 

Bossuet (1686), e instituyó la orden de la Estrella de Nuestra Señora antes de 

regresar a sus presuntos dominios. 

 

Órdenes militares “mortinatas”. 

Una orden regular de caballería equivale a una hermandad o 

confraternidad que combina con las insignias de la caballería los privilegios de 

los monjes. Esto supone el reconocimiento de parte tanto de la Iglesia como del 

Estado; para pertenecer al clero regular, necesitaban la confirmación del Papa; 

no podían ser armados caballeros sin la autorización del príncipe. Las órdenes 

de caballería carentes de reconocimiento oficial deberían ser excluidas de su 

historia, aunque figuren en las páginas de todos los historiadores de las órdenes 

militares. Como realidad efectiva, más de una regla de esta clase ha existido sin 

apenas pasar de su etapa inicial; órdenes de este tipo deben ser calificadas como 

“mortinatas” (muertas al nacer). 

Ninguna huella se halla en el “Bullarium romanum” de la orden llamada 

del Ala de san Miguel, atribuida al Rey Alfonso I de Portugal (1176), ni de la 

orden del Barco, supuestamente fundada por san Luis antes de la cruzada a 

Túnez en la que murió (1270), ni de la de los Argonautas de san Nicolás, 

atribuida al Rey de Nápoles Carlos III (1382). 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

438 
 

Philippe de Mezières, canciller del Rey de Chipre, redactó los estatutos de 

una orden de la Pasión de Cristo (1360), cuyo texto fue publicado 

recientemente, pero que nunca entró en vigor. 

Tras la conquista de Lemnos por los turcos, el Papa Pío II fundó una 

orden de Nuestra Señora de Belén, pretendiendo transferir a la misma las 

posesiones de antiguas órdenes que no podían cumplir más sus propósitos 

(1459), pero la pérdida de la isla impidió su institución. La misma suerte corrió 

la orden germánica de la Milicia Cristiana proyectada bajo Pablo V (1615), la 

orden francesa de la Magdalena para la supresión de los duelos (1614) y la orden 

de la Concepción de Nuestra Señora, cuyos estatutos, ideados por el duque de 

Mantua y aprobados por Urbano VIII (1623) quedaron como letra muerta. 

 

Órdenes militares auténticas. 

La edad de las cruzadas pasó. Las órdenes históricamente existentes 

pueden reducirse a tres categorías: a) Grandes Órdenes Regulares; b) Órdenes 

Regulares Menores; c) Órdenes Seculares. 

 

Grandes Órdenes Regulares: 

Las grandes órdenes militares tuvieron su origen en las cruzadas, de las 

cuales retuvieron en su atuendo el distintivo común de toda orden de caballería: 

la cruz sobre el pecho. 

 

Órdenes Militares: 
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Según la leyenda, la primera orden militar se creó en 312 d. C. El 

emperador Constantino el Grande, en vísperas de la batalla contra Majencio en 

puente Milvio, vio una cruz en el cielo con el lema «In Hoc Signo Vinces» («Bajo 

este signo vencerás»). Constantino hizo caso, llevando el signo a batalla. Tras la 

victoria dio libre culto a los cristianos, y armó a los primeros cincuenta 

caballeros, la caballería Aurata Constantiniana, que llevaban el lábaro, que es el 

estandarte de los emperadores romanos en el cual mandó bordar Constantino la 

Cruz y el monograma de Cristo.  

Constantino refundó Bizancio, que pasaría gradualmente a ser capital del 

Imperio. Esto nos lleva a la primera apreciación sobre las órdenes militares 

religiosas: su fundación. Se entiende oficialmente como su año de fundación 

aquel en que reciben la aprobación por el Papa de Roma, o este les asigna unas 

reglas. Naturalmente, primero hay que solicitarlo, para lo cual ha de haber 

previamente un conjunto de personas dispuestas y dotadas de medios que 

demuestren su buena disposición. De esta forma suele llevar a confusión la 

diferencia de fechas entre el momento en el que un grupo de caballeros se 

organiza, presta juramento y entra en lucha, hasta aquél en el que queda 

confirmada oficialmente su existencia como orden militar. El ejemplo más 

extremo: en 1550 el Papa Julio III reconoció la orden Militar Constantiniana 

con la bula Quod Aliasla, después de la caída de Constantinopla, habiendo 

documentos anteriores que atestiguan su existencia siglos antes en Bizancio, 

bajo regla del obispo San Basilio. 

La más antigua de ellas, los Caballeros Templarios, sirvió de modelo para 

las demás. Tras mas de un siglo de existencia, fue suprimida por Clemente V; 

pero dos restos quedaron más allá del siglo catorce, la orden de Cristo en 
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Portugal y la orden de Montesa en España. En el siglo doce Portugal tomó 

prestada la regla de los Templarios y fundó la orden portuguesa de Avis. Casi al 

mismo tiempo surgieron la orden de Calatrava en Castilla y la orden de 

Alcántara en León. 

 

Órdenes Militares-Hospitalarias: 

Contemporáneas a estas órdenes puramente militares, fueron fundadas 

otras a la vez militares y hospitalarias, la más famosa de las cuales fue la de los 

Hospitalarios de san Juan de Jerusalén (caballeros de Malta) y la de los 

caballeros Teutónicos (diseñada a ejemplo de la anterior), ambas todavía 

existentes. En la misma categoría hay que incluir la orden de Santiago que se 

extendió en Castilla, León y Portugal. 

 

Órdenes Hospitalarias: 

Finalmente, hay que referirse a las órdenes puramente hospitalarias, 

cuyos comendadores, sin embargo, defendieron su rango de caballeros, aunque 

jamás entraron en combate, como las órdenes de San Lázaro de Jerusalén y la 

del Espíritu Santo de Montpellier. Conexa a ellas hay que colocar a la orden de 

Nuestra Señora de la Merced (los llamados Mercedarios), fundada en Aragón 

(1218) por san Pedro Nolasco para la redención de cautivos. Incluyendo entre 

sus miembros tanto religiosos caballeros como religiosos clérigos, fue 

considerada en su origen una orden militar, pero surgieron discrepancias y cada 

rango eligió su propio gran maestre. Juan XXII (1317) reservó la gran maestría 
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para los clérigos, lo que dio como resultado un éxodo general de los caballeros 

hacia la recién fundada orden militar de Montesa. 

 

Órdenes Regulares Menores: 

Hay mención en el siglo doce, en Castilla, de una orden de Montjoie, 

confirmada por Alejandro III (1180), pero es difícil distinguirla de la orden de 

Calatrava, con la que fue pronto fusionada. 

En 1191, tras el asedio de Acre, Ricardo I de Inglaterra fundó allí, en 

cumplimiento de un voto, la orden de santo Tomás de Canterbury, una orden de 

hospitalarios para el servicio de los peregrinos ingleses. Parece que se la hizo 

depender de los Hospitalarios de san Juan, a los que siguió a Chipre tras la 

evacuación de Palestina. Su existencia está atestiguada por el Bullarium de 

Alejandro IV y Juan XXII; aparte de esto apenas ha dejado huellas, si 

exceptuamos una iglesia de arquitectura remarcable, la de san Nicolás en 

Nicosia (Chipre). 

Mejor conocida es la historia de Schwertzbrüder (Ensiferi, Gladíferos o 

“Portaespadas”) de Livonia, fundada por Alberto, primer obispo de Riga (1197), 

para propagar la fe en las provincias bálticas y proteger allí a la nueva 

cristiandad contra las naciones paganas todavía numerosas en aquella zona de 

Europa. Contra los paganos fue predicada una cruzada, pero como los cruzados 

temporales se apresurasen a retirarse, devino necesaria, como en Palestina, su 

substitución por una orden permanente. Esta orden adoptó los estatutos, el 

manto blanco y la cruz roja de los Templarios, con una espada roja como 

emblema distintivo, de ahí su nombre de “Portaespadas”. La orden fue aprobada 
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en 1202 por una bula de Inocencio III. Abierta a toda clase de gentes sin 

distinción de linaje, plagada de meros aventureros cuyos excesos se dirigían más 

a exasperar a los paganos que a convertirlos, se mantuvo, pero por poco tiempo, 

teniendo sólo dos grandes maestres, el primero de los cuales, Vinnon, fue 

asesinado en 1209 por uno de sus hombres, mientras que el segundo, Volquin, 

cayó en el campo de batalla en el año 1236, con cuatrocientos ochenta caballeros 

de la orden. Los supervivientes pidieron autorización para ingresar en la orden 

Teutónica, de la cual los caballeros de Livonia formaron en lo sucesivo una rama 

bajo su propio maestre provincial (1238). Sus posesiones, adquiridas por 

conquista, formaron un señorío bajo Carlos V (1525) y el último de sus 

maestres, Gottart Kettler, apostató y lo convirtió en el ducado hereditario de 

Courland bajo la soberanía de los Reyes de Polonia (1562). 

Los Gaudenti de Nuestra Señora en Bolonia, confirmados por Urbano IV 

en 1262 y suprimidos por Sixto V en 1589, fueron no tanto una orden militar 

cuanto una asociación de señores que se encargaron de mantener la paz pública 

en aquellos tiempos turbulentos. 

Una Orden de san Jorge de Alfama, en Aragón, aprobada por Urbano V 

en 1363, se fusionó con la orden de Montesa en 1399. 

Los Caballeros de san Jorge, en Austria, fundados por el Emperador 

Federico III y aprobados por Pablo II en 1468, fracasaron en el perpetuar su 

existencia debido a la carencia de posesiones territoriales y acabaron 

convirtiéndose en una simple confraternidad secular. 

La orden de san Esteban Papa fue fundada en Toscana por el Gran Duque 

Cosmo I y aprobada en 1561 por Pío IV, regulándose bajo la Regla benedictina. 
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Órdenes Seculares: 

Desde el siglo catorce, se formaron fraternidades de caballeros laicos a 

semejanza de las grandes órdenes regulares; como en éstas, encontramos en 

estas órdenes seculares un patrón, un voto de servir a la Iglesia y al soberano, 

unos estatutos, un gran maestre (normalmente el príncipe reinante) y la 

práctica de ciertas devociones. 

Las principales de estas órdenes son las siguientes: 

Inglaterra: 

En Inglaterra Eduardo III, en memoria de los legendarios caballeros de la Tabla 

Redonda, estableció en el año 1349 una hermandad de veinticinco caballeros; 

exclusivamente de sangre real y príncipes extranjeros, con san Jorge como 

patrón y con capilla en el Castillo de Windsor para reunirse capitularmente. 

Tomó su nombre, orden de la Jarretera, del emblema característico llevado en la 

rodilla izquierda. La elección de tal emblema dio origen a varias anécdotas de 

dudosa autenticidad. Nada se sabe hoy de la finalidad inicial de la orden del 

Baño, cuya erección se remonta a la coronación de Enrique IV (1399). Una 

tercera orden, escocesa en su origen, es la orden del Cardo, que data del reinado 

de Jaime V de Escocia. Estas órdenes existen aún, aunque perteneciendo al 

protestantismo. 

Francia: 

En Francia las órdenes reales de la Estrella, originada en tiempo de Juan el 

Bueno (1352), de san Miguel fundada por Luis XI (1469) y del Espíritu Santo, 

fundada por Enrique III (1570), de Nuestra Señora del Carmen, amalgamada 
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por Enrique IV con la de san Lázaro, fueron totalmente suprimidas por la 

revolución francesa. 

Austria y España: 

Austria y España se disputan la herencia (desde la Casa de Borgoña) del derecho 

a conferir la orden del Toisón de Oro, fundada por el duque Felipe el Bueno, 

aprobada por Eugenio IV en 1433 y ampliada por León X en 1516. 

Piamonte: 

En Piamonte la orden de la Annunziata en su última forma procede sólo de 

Carlos III, duque de Saboya (1518), pero su primera dedicación a la 

Bienaventurada virgen se remonta a Amadeo VIII, primer duque de Saboya, 

antipapa bajo el nombre de Félix V (1434). Hubo, antes de su dedicación, en 

Saboya una orden del Collar que tenía sus capítulos en la Cartuja, fundada en 

1298, de Rene-Châtel en Bugey. En el mismo lugar celebraban los caballeros de 

la Annunziata su fiesta de la Anunciación, de modo que se consideraron a sí 

mismos como sucesores de la orden del Collar. Tras la cesión de Bugey a 

Francia, trasladaron la sede de sus capítulos al recién fundado monasterio 

camaldulense en la Montaña de Turín (1627). 

Mantua: 

En el ducado de Mantua, el duque Vicente Gonzaga, en ocasión de la boda de su 

hijo Francisco II, instituyó, con la aprobación de Pablo V, los caballeros de la 

Preciosa Sangre, una reliquia que se venera en aquella ciudad. 

 

Finalmente hay cierto número de órdenes seculares pontificias, Es de citar la 

orden de Cristo, contemporánea a la institución de la misma orden en Portugal 
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en el año 1319. Aprobando su última institución, Juan XXII se reservó el 

derecho de crear cierto número de caballeros por designación; en la actualidad 

se usa para recompensar los servicios prestados por alguna persona sin 

distinción de nacimiento. 

Lo mismo hay que decir de la orden de san Pedro, instituida por León X 

en 1520, la orden de san Pablo fundada por Pablo III en 1534 y la de Nuestra 

Señora de Loreto encargada por Sixto V en 1558 de vigilar y preservar el 

santuario. Estas distinciones suelen ser otorgadas a funcionarios de la 

cancillería pontificia. 

Ha habido algunas discusiones sobre la orden del santo Sepulcro, 

antiguamente dependiente del Patriarca de Jerusalén y reorganizada por el 

Papa Pio X. Los caballeros de santa Catalina del Sinaí no son una orden, ni 

regular ni secular. 

Organización general de las órdenes: 

Las historias correspondientes a cada una de las grandes órdenes 

militares se hallan en los respectivos lugares a ellos dedicados; aquí sólo nos 

ocuparemos de exponer su organización general en las dimensiones religiosa, 

militar y económica. 

Situación religiosa 

Los caballeros de las grandes órdenes fueron considerados en la Iglesia 

análogamente a los monjes cuyos tres votos profesaban y de cuyas inmunidades 

gozaban. Sólo eran responsables ante el Papa; tenían sus capillas, sus clérigos, 

sus cementerios, todos exentos de la jurisdicción del clero secular. Sus tierras 
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estaban exentas del pago de diezmos. No estaban sujetos a los interdictos a los 

que los obispos en aquel tiempo recurrían fácilmente. No todos seguían la 

misma regla monástica. Los Templarios y las órdenes que de ellos derivaron 

seguían la reforma cisterciense. Los Hospitalarios seguían la Regla de san 

Agustín. Sin embargo, a causa de la relajación que se había manifestado frente a 

tales reglas en el período de las cruzadas, la Santa Sede introdujo mitigaciones a 

favor de los hermanos legos. Para ellos había dificultades en orden a mantener 

la norma del celibato en todo su rigor; se les permitían, en algunas órdenes, 

casarse una vez y sólo con solteras. Incluso donde las segundas nupcias se 

toleraron tenían que hacer voto de fidelidad conyugal, de modo que quien 

violaba esta obligación de la Ley natural pecaba doblemente (por razón de la Ley 

y del voto hecho). Además de los tres votos, la regla limitaba para los hermanos 

ciertos aspectos de la regla monástica como la recitación de las Horas, la cual, 

en el caso de los iletrados, era substituida por un número fijo de Padrenuestros. 

Prescribía también su hábito y su comida, sus fiestas, abstinencias y días de 

ayuno. Finalmente la regla imponía obligaciones detalladas en orden a la 

elección de los cargos y a la admisión de miembros a los dos rangos de 

combatientes –caballeros y soldados- y los dos de no combatientes –capellanes, 

a los que estaban reservadas las funciones sacerdotales, y casaliers o 

administradores encargados del cuidado de los negocios temporales-. 

 

Organización militar: 

La organización militar de las órdenes era uniforme, debido a la Ley de la 

guerra que compelía a los combatientes a mantener su aparato militar al nivel 

que pudiera tener el del adversario so pena de ser derrotados. La fuerza de un 
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ejército radicaba en su caballería, conformándose a ella el armamento y las 

tácticas de las órdenes militares. Los caballeros hermanos componían la 

caballería pesada, los hermanos soldados la caballería ligera. Los primeros 

tenían derecho a tres caballos por cabeza; los segundos tenían que contentarse 

con uno. Entre los primeros sólo eran admitidos caballeros de proezas 

acreditadas o, a falta de ello, hijos de caballeros, porque en algunas familias el 

espíritu guerrero y la preparación militar eran hereditarios. La consecuencia fue 

que los caballeros propiamente dichos nunca fueron muy numerosos; formaban 

un corps de élite que estaba al frente de la gran masa de los cruzados. Recogidos 

en conventos que eran al mismo tiempo cuarteles, combinando la obediencia 

pasiva del soldado, la sumisión espontánea del religioso, viviendo hermanados 

hombro con hombro, jefe y subordinados, estas Órdenes superaron, en la 

cohesión que es el ideal de toda organización militar, a los cuerpos más famosos 

de soldados escogidos que se hayan conocido, desde las falanges macedonias a 

los jenízaros otomanos. 

 

Organización económica: 

La importancia adquirida por las órdenes militares en el curso de la Edad 

Media puede medirse por la extensión de sus posesiones territoriales, 

diseminadas a través de Europa. En el siglo trece nueve mil fincas pertenecían a 

los Templarios; trece mil a los Hospitalarios. Estas temporalidades formaban 

íntegramente parte del dominio eclesiástico, tenían como tales un carácter 

sagrado que las situaba fuera de las obligaciones de usos profanos o de 

impuestos seculares. Se diferenciaban de las temporalidades de otras 

instituciones monásticas sólo en el sistema centralizado de su administración. 
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Mientras en cada una de las demás instituciones monásticas cada abadía era 

autónoma, todas las casas de una orden militar estaban obligadas a aportar sus 

ganancias, tras deducir los gastos, a una tesorería central. A consecuencia de la 

enorme circulación de capital controlado por las órdenes, su fortuna pudo ser 

aplicada a operaciones financieras que hicieron de ellas verdaderas entidades de 

crédito y depósito. Su perfecta fiabilidad les reportó la confianza consiguiente de 

la Iglesia y de los gobernantes temporales. El papado las empleó para recaudar 

contribuciones para las cruzadas; los príncipes no dudaban en confiarles sus 

propiedades personales. También en este aspecto las órdenes militares fueron 

instituciones modélicas. 

Vamos a dar una lista, que no pretende ser exhaustiva, de las órdenes de 

caballería, y siguiendo su fecha aproximada, en algunos casos, de creación. 

Muchas de ellas ya no existen, otras sí, y otras han sido refundadas:  

Los Reyes Católicos incorporaron a la corona los Maestrazgos de las 

órdenes Militares, hecho que el Papa Adriano V aprobó posteriormente en 1523. 

Los Reyes de la Casa de Austria concedieron títulos de nobleza y hábitos de las 

órdenes a personajes destacados. Sólo han perdurado posteriormente las de 

Calatrava, Santiago, Alcántara y Montesa; en los últimos tiempos se 

reconocieron la inclita orden de san Juan de Jerusalén, o de Malta, la orden 

Militar del Santo Sepulcro y, finalmente, la real y militar orden de Nuestra 

Señora de la Merced (RD. de 6 de febrero de 1928). Por supuesto esto no impide 

la existencia en forma de asociaciones de antiguas órdenes Pontificias. Aparte 

de las citadas, listamos unas cuantas, la mayoría ya desaparecidas, otras 

extranjeras y otras actualmente con aprobación pontificia, algunas con carácter 

nobiliario (las cuatro españolas de Calatrava, Santiago, Alcántara y Montesa) 
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otras que lo tuvieron y ya no lo tienen (orden de Carlos III), estas últimas hoy 

día sin aprobación pontificia.  

1) Orden de la Encina. 

2) Orden de la Jarra. 

3) Orden de Santiago de Altopascio. 

4) Orden de san Lázaro. 

5) Orden de Aubrac. 

6) Orden de Avis. 

7) Orden de Montjoie. 

8) Hospitalarios de santo Tomás de Canterbury en Acre. 

9) Orden de Monfragüe. 

10)  Orden de san Jordi de Alfama. 

11) Hermanos Livonios de la Espada. 

12) Orden de Dobrzyn. 

13) Orden de la Santísima Virgen de la Misericordia. 

14) Caballeros de la Cruz con la Estrella Roja. 

15) Orden de la Fe y de la Paz. 

16) Milicia de Cristo Jesús. 

17) Orden de la Virgen María. 

18) Orden de santa María de España. 

19) Orden de los caballeros de Nuestro Señor Jesucristo. 

20) La orden del Dragón. 

21) Orden de san Mauricio. 

22) Orden de Nuestra Señora de Belén. 

23) Orden de san Jorge de Carintia. 
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24) Orden de san Jorge de Parma. 

25) Orden de san Esteban. 

26) La real orden de Damas Nobles de la Reina María 

Luisa. 

27) La real y distinguida orden española de Carlos III.  

28) Caballeros Teutónicos del Hospital de santa María de 

Jerusalén. 

29) Milicia de Jesucristo y Milicia de la fe de Jesucristo. 

30) Caballeros Hospitalarios. 

31) Orden ecuestre del santo Sepulcro de Jerusalén. 

32) Pobres caballeros de Cristo y el Templo de Salomón. 

Extinta. 

33) Orden de Calatrava. 

34) Orden de Santiago. 

35) Orden de Alcántara. 

36) Orden de Montesa. 

 

1-.Orden de la Encina (¿aproximadamente en 870?. O también orden 

del Roble). En 1050, el Rey García IV crea la orden de Nuestra señora de Lys 

que en 1061, sería absorbida por la orden de la Encina (o del Roble). La orden 

del Roble se transformaría en la de san Salvador que será considerada orden 

templaria. La orden del Roble fue creada por García Jiménez, primer Rey de 

Navarra. Su origen es de la siguiente forma: “en 722, durante una batalla librada 

contra los sarracenos, las fuerzas navarras, sorprendidas y dominadas por los 

atacantes se batían en retirada, cuando el Rey, que comandaba sus huestes, 
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creyó divisar en la copa de un roble una cruz luminosa a la que adoraban varios 

ángeles en genuflexión. Enardecido por la aparición, que interpretó como un 

favor del cielo, García Jiménez arengó sus tropas las que, volviéndose contra el 

enemigo, lo derrotaron persiguiéndolo hasta más allá de los límites del reino”- 

        A partir de este suceso que fue como un milagro, el Rey 

considerándolo milagroso decidió instituir la orden del Roble.  Llevaba esta 

orden en el manto o túnica blanca una señal que tenía un roble verde coronado 

por una cruz roja, según habían visto en el milagro. (Venía a ser como la 

bandera de hoy, emblema de la patria). 

        Esta orden desapareció completamente no quedando nada más que 

la descripción dada, es un recuerdo del pasado no volviéndose a refundar, ni 

consta su integración en otra orden. 

 

2-.Orden de la Jarra (1040).  La Orden  también llamada de la Terraza 

tiene su origen en la voluntad del Rey García de Nájera que la fundó en el año 

1040, fue una divisa y un emblema militar para caballeros. 

Tenía por divisa un collar del que caía suspendida, una pequeña jarra con 

azucenas. Es por esta jarra que la orden llevaba ese nombre, siendo una terraza, 

una jarra de cerámica, vidriada, con dos asas. El origen de esta es: “rememorar 

el encuentro que hizo Don García en una jornada de caza, cuando una paloma a 

la que perseguía, se introdujo en una cueva donde se encontraba una imagen de 

la Virgen, con una lámpara, una campaña y la jarra de azucenas, en cuyo honor 

fundó el monasterio de santa María la Real, y en cuyo claustro se reunían los 

caballeros. 
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La orden pronto desapareció al fallecer el Rey.  En las crónicas de la 

orden de san Benito consta que “el primer caballero de la orden, fue el Rey don 

García, que armó a sus hijos, quienes le sucedieron en el reino, así como al 

Infante don Ramiro, señor de Calahorra, al Infante don Fernando, señor de 

Jubera y Laguna, y al Infante don Ramón, señor de Murillo y de Agoncillo”. Tras 

este periodo la orden desapareció pero al llegar el siglo XIV fue refundada por el  

infante don Fernando de Antequera, que era hijo de Juan I de Castilla, que 

posteriormente fue Rey de Aragón. Este a su vez armó caballero de esta orden 

en 1403 a su hijo el futuro Rey de Nápoles don Alfonso. 

 

3-.Orden de Santiago de Altopascio (¿1075?).  la orden religioso-

militar de Santiago de Altopascio (los caballeros del “tau”). Tuvieron estatuto de 

orden militar desde 1239, pero con espiritualidad basada en la regla de s. 

Agustín. Hicieron también labores asistenciales en los caminos y, además del 

célebre hospital de Santiago de Altopascio (provincia de Lucca), tuvieron casas 

en Padua, Vicenza, París, Lorena y Saboya, Flandes, Borgoña y, en España, en 

Pamplona y Astorga.  

 

4-.Orden de San Lázaro (¿1123?). En realidad, la orden de los santos 

Mauricio y Lázaro es la fusión de dos órdenes de caballería más antiguas: la 

orden de san Mauricio, fundada en 1434, y la orden de san Lázaro, fundada en el 

año 1100. 

En sus orígenes, la orden de san Mauricio era una ordine combatiente, es 

decir, una orden militar de guerra, que se otorgaba por la lucha contra los 

luteranos y los calvinistas. Por su parte, la orden de san Lázaro tenía su origen 
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en los hermanos de san Lázaro, unos cruzados que fundaron una leprosería en 

Jerusalén durante el reino de Jerusalén, hacia el año 1090. Tras la Caída de Acre 

en 1291, los caballeros de san Lázaro abandonaron Tierra Santa y Egipto para 

establecerse primero en Francia y, en 1311, en el reino de Nápoles. 

En el siglo XVI la Orden estaba en decadencia por lo que, a petición del 

duque de Saboya Manuel Filiberto, ambas órdenes se fusionaron en 1572 según 

los términos de la bula Pro Commissa Nobis del Papa Gregorio XIII, justo un 

año más tarde de la batalla de Lepanto, con el ánimo de seguir la lucha contra 

los infieles. No obstante, durante el siglo XVI la orden acabó por perder su 

razón militar de ser. 

El 15 de enero de 1573 se autorizó que la Cruz de san Mauricio pudiese 

sobreponerse a la de san Lázaro y en 1643 los miembros de la orden quedaron 

obligados a lucir la insignia de la orden cada vez que apareciesen en público. 

La orden se hallaba bajo la jurisdicción eclesiástica, encontrándose bajo 

la autoridad de un gran prior, que compartía la autoridad con otros altos jefes 

de la orden: el gran almirante, el gran mariscal, el gran conservador, el gran 

canciller y el gran hospitalario. 

La orden estaba dividida en 2 clases: caballeros de Justicia y caballeros 

de Gracia. A los caballeros de Justicia se les exigía la acreditación de diversas 

cualificaciones, incluyendo la nobleza por parte de los cuatro abuelos. A los 

caballeros de Gracia se les exigía ser católicos, de familia honesta, nacidos de 

matrimonio legítimo y poseer buenos modales. En esta época se hallaba dividida 

en dos grados: gran cruz y caballero. 
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En 1831 tuvo lugar una nueva reforma de los estatutos de la orden, 

introduciéndose el grado de comendador como un grado intermedio entre la 

gran cruz y el caballero. En 1839 se introdujo la medalla de Mauricio por un 

servicio militar. 

El Rey Víctor Manuel II hizo renacer la orden, concediéndola por un 

servicio distinguido en los ámbitos civil y militar, considerándola como una 

orden con mayor exclusividad que la orden de la Corona de Italia. En 1860 la 

reformó de nuevo, unificando las clases de Justicia y Gracia y suprimiendo las 

antiguas dignidades de gran almirante y gran mariscal. Sin embargo, introdujo 

dos nuevos grados intermedios: oficial y gran oficial, entre el de caballero y el de 

comendador, y entre el de comendador y la gran cruz, respectivamente. La 

jurisdicción eclesiástica del gran prior también fue eliminada, y las iglesias de la 

orden pasaron a la jurisdicción de los obispos locales (aunque se mantuvieron 

los derechos de uso para las basílicas de Turín y Cagliari y el priorato de Torre 

Pellice) 

Durante los 86 años del reinado de los Saboya en Italia, la orden de san 

Mauricio y san Lázaro fue la segunda en rango del reino, sólo tras la orden de la 

Santísima Anunciación (baste con citar que los caballeros de la Anunciación 

recibían automáticamente la gran cruz de la orden de san Mauricio y san 

Lázaro). 

Tras la caída de la monarquía italiana (en 1946), el Gobierno italiano 

cambió en 1952 el nombre de la orden, que pasó a ser la orden del Mérito de la 

república Italiana, convirtiéndola en un ente de derecho público, en tanto que 

entidad sin ánimo de lucro dedicada a la caridad (orfanatos, hospitales, 

escuelas, etc.), con el presidente de la república Italiana como presidente del 
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alto patronato de la orden. Por su parte, la casa de Saboya, que todavía detenta 

por razones de tipo dinástico el gran maestrazgo de la orden, sigue otorgándola 

desde el exilio. 

 

5-.Orden de Aubrac (1162). Fue una orden militar fundada en Aubrac 

en el diócesis de Rodez hacia 1162, fecha de su aprobación por el obispo, quien 

instiga la regla de san Agustín. Su propósito original fue la guardia del hospital y 

del Camino de Santiago y el camino a Roma para los peregrinos. 

Nunca fueron numerosos los miembros de la orden, pero la orden de san 

Juan no pudo anexar la orden y sus propiedades a pesar de sus intenciones. La 

orden de Aubrac quedó funcionando hasta la revolución francesa. 

El monasterio y hospital (Hôtel-Dieu) que forman su cuartel general se 

llamaba la Dômerie d'Aubrac. Fue fundada por un vizconde de Flandria, 

Adalardo, en 1031, porque cuando el vizconde fue a hacer un viaje a Santiago de 

Compostela fue atacado por bandidos en la Rouergue. La Dômerie tenía una 

hueste de sacerdotes, caballeros, y otros laicos. En Bozouls, Milhau, Nazac, y 

Rodez  hospitales subordinados (llamados comandarias) fueron establecidos 

 

6-.Orden de Avis (1176). En 1147, tras la toma de Lisboa por los 

cruzados normandos e ingleses y las mesnadas del Rey de Portugal, un grupo de 

nobles caballeros decidió asociarse y comprometerse a continuar en todo 

momento la lucha contra los musulmanes. En 1166, el Rey Alfonso I, que quería 

proteger la ciudad de Évora de las incursiones sarracenas, estableció con estos 
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caballeros el embrión de una nueva orden militar en la ciudad, por lo que diez 

años después era conocida como orden de Évora y estaba regulada de acuerdo a 

la regla cisterciense. 

La orden de Calatrava la apoyó desde el principio y en agradecimiento, en 

1187, los caballeros de Évora adoptaron su constitución y su emblema, del que 

sólo cambiaron el color, siendo éste una cruz flordelisada de sinople (verde) 

sobre campo de argenta (plata). En los primeros diseños presentaba a sus lados, 

en ocasiones, dos polluelos de águila, como símbolo de la rapidez de sus 

caballeros al acometer sus empresas. En un principio su veste estaba formada 

por un largo escapulario con capucha, pero como la longitud del manto 

estorbaba sus movimientos en las batallas, el Papa Bonifacio IX autorizó que 

fuese corto, con una cruz orlada en oro en el hombro izquierdo, dejando el uso 

del manto largo o capitular para las ocasiones solemnes. 

Años más tarde, cuando en 1211 sus caballeros conquistaron Avis, 

trasladaron a esta ciudad su residencia y cambiaron el nombre de la orden, lo 

que fue confirmado por el Papa Inocencio III en 1214. En 1385, uno de sus 

grandes maestres, Juan, hijo bastardo de Pedro I, se convirtió en Rey de 

Portugal con el nombre de Juan I, y la dinastía pasó a denominarse de Avis. Avis 

dependió en la práctica de la orden de Calatrava, hasta que en el reinado de 

Pedro II recibió tales prebendas, mediante leyes especiales y donaciones, que 

pudo desvincularse y convertirse en la más poderosa orden de Portugal, 

rivalizando con Santiago y ganando gran fama cuando su maestre llegó a ser a 

finales del siglo XIV Rey de Portugal, si bien no fue integrada en la Corona 

portuguesa hasta 1550, al mismo tiempo que la orden de Cristo, sucesora del 

Temple. 
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Respecto a sus reglas, también variaron con el tiempo y así, el originario 

voto de castidad de sus caballeros se convirtió, en tiempos del Papa Pablo III, en 

un mero deber de fidelidad conyugal.  

 

7-.Orden de Montjoie (1180), u orden de Monte Gaudio u orden de 

Trufac es una orden militar del reino de Castilla para guerrear durante las 

cruzadas siendo militarizada en 1173, uniéndose a la orden de Calatrava en 1221. 

La orden fue fundada por el tercer conde de Sarria, Rodrigo Álvarez de 

Sarria, caballero de Santiago en Tierra Santa, el 7 de julio de 1172, siendo 

aprobada por el Papa Alejandro III entre esa fecha y el 24 de diciembre de 1173. 

Rodrigo había creado la orden en el reino de Castilla y en el reino de Aragón 

antes de fundarla en el reino de Jerusalén en la torre de Ascalón. El cuartel 

general de la orden estaba situado en la colina de Montjoie, la colina en donde la 

cruzada tuvo la primera visión de Jerusalén; de ahí su nombre («joyous 

mountain», «mons gaudii» en latín). 

Las reglas de la orden fueron adaptadas a las reglas cistercienses, siendo 

una orden cien por cien española. 

El emblema de la orden es una cruz roja y blanca. 

Una de las batallas más importantes en las que participaron caballeros de 

la orden fue la batalla de los Cuernos de Hattin en 1187, pero ninguno de los 

caballeros de la orden sobrevivió a esta batalla. 

El resto de la orden permaneció en Aragón hasta que en 1221 Fernando 

de Aragón la integró en la orden de Calatrava. 
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8-.Hospitalarios de Santo Tomás de Canterbury en Acre (1191). 

En 1191, tras el asedio de Acre, Ricardo I de Inglaterra fundó allí, en 

cumplimiento de un voto, la orden de santo Tomás de Canterbury, una orden de 

hospitalarios para el servicio de los peregrinos ingleses. Parece que se la hizo 

depender de los hospitalarios de san Juan, a los que siguió a Chipre tras la 

evacuación de Palestina. Su existencia está atestiguada por el Bullarium de 

Alejandro IV y Juan XXII; aparte de esto apenas ha dejado huellas, si 

exceptuamos una iglesia de arquitectura remarcable, la de san Nicolás en 

Nicosia (Chipre).  

 

9-.Orden de Montfragüe (1196). En el siglo XII Monfragüe fue el 

centro de una Mountjoy commandary antes de convertirse en la sede de su 

propia orden. Ya en 1186 la orden había tratado de amalgamarse con los 

templarios, pero fracasó. El resto de década de su existencia transcurrió en un 

estado de colapso total. La orden se unió en diciembre 1187 con el hospital del 

santo Redentor, pero ya habían aparecido diferencias en sus filas entre el 

capitán de la orden, Fralmo , y sus seguidores, por un lado y el comandante de la 

orden en el reino de Castilla , Rodrigo González , y su apoyo. A mediados de 

1188 se produjo un cisma en la orden, aunque no parece que se haya hundido a 

lo largo de las líneas de Castilla y León , por un lado y la Corona de Aragón por 

el otro, como a veces se supone.  Cuando la separación final ocurrió en 1196, en 

la fusión con éxito con los templarios, todos los adversarios de la fusión tuvieron 

que abandonar las tierras de Alfonso II de Aragón, un fuerte partidario del 

Temple.  
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La división interna de 1188 fue provocada por la oposición a la dirección 

de Fralmo que se vio obligado a abandonar Alfambra, la sede de la Orden, por 

los partidarios de Rodrigo. En 1198 sus partidarios alegaron que en ese 

momento (1188) Rodrigo había sido aclamado maestre (no había entonces 

ninguno).  En marzo de 1195, el Papa Celestino III emitió una bula en que se 

concede una cierta "casa", el santo Redentor, que Fralmo había estado buscando 

para sus propios fines, a los templarios.  La validez de esta acción fue, 

posteriormente impugnada por los caballeros de Mountjoy oposición a una 

fusión con los templarios.  La división definitiva dentro de la orden de Mountjoy 

ocurrió sólo con la fusión del Temple en 1196. El malestar en los arreglos para 

mantener Monfragüe, que hicieron su centro de operaciones, y hacer a Rodrigo 

González su amo. Se limitaron a Castilla.  

Los caballeros de Monfragüe poseían el hospital del santo Redentor 

cuando, en el IV concilio de Letrán de 1215, el maestre de la orden de Calatrava 

argumentó que los miembros del hospital se sumaran a su orden. El Papa 

Inocencio III y el cister lo aprobaron y la decisión final fue tomada en junio de 

1216, a pesar de las protestas de los templarios.  La decisión de amalgamar las 

órdenes fue firmada por el Papa Honorio III en 1217. No obstante, fue retrasada, 

probablemente hasta que el Rey de Castilla sintió la necesidad de tener un 

estado más seguro en los asuntos entre las órdenes para protección de su 

frontera sur. 

En Segovia, el 23 de mayo de 1221, Fernando III concedió todos los 

derechos y castillos, como Monfragüe, a la orden de Calatrava, se  efectuó la 

fusión de la orden más pequeña con la más grande. Este mandato no se siguió 

convenientemente y Mauricio, el obispo de Burgos, y Tello Téllez de Meneses, el 
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obispo de Palencia, ayudado por el arcediano de Valpuesta, fueron designados 

para mediar en las discusiones en curso. Sin embargo, mas tarde en 1225 hubo 

conflictos entre los hermanos de la antigua orden de Monfragüe y el capitán y 

los caballeros de Calatrava. El 1 de marzo de ese año, Honorio III envió una 

comisión encabezada por el obispo, deán, y arcediano de Burgos  para resolver 

la controversia. Fracasaron y la controversia se presentó en Roma, donde los 

delegados de Calatrava no comparecieron. En mayo 1234 Gregorio IX, no 

obstante lo envió a un tribunal en un intento de alcanzar un compromiso antes 

de juzgar a favor de Monfragüe. El 5 de junio 1234 Gregorio ordenó que  las 

posesiones de Monfragüe se restauraran a los miembros de la orden que se 

oponían a la fusión con Calatrava.  Esto no parece haber tenido lugar y la fusión 

parece haber sido completada hacia 1245, cuando Fernando pudo conceder 

Calatrava a Priego de Córdoba a cambio del castillo de Monfragüe (entre otros). 

Las referencias a las "tierras y los derechos en poder del santo Redentor", 

continuó durante el resto del siglo y después de la abolición de los templarios en 

1312, a Jaime II de Aragón se le aconsejó revivir la orden de Mountjoy o el santo 

Redentor y la concesión de las tierras de los templarios y Montesa como su sede. 

Así se hizo, pero la orden se llamó la orden de Montesa. 

 

10-.Orden de San Jordi d´ Alfama (1201).  resulta que el Rey Pedro 

II de Aragón determinó instituir la orden militar de san Jorge, para lo cual el 24 

de septiembre del año 1201 hizo donación a Juan de Almenara, a Martín Vidal y 

a sus sucesores de la orden del desierto de Alfama, nombre que como dice 

Jaume Caresmar i Alemany, dieron los moros a todo aquel territorio situado en 

el Principado de Cataluña en la diócesis de Tortosa a cinco leguas de esta 
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ciudad, con sus términos útiles y preeminencias, para que en él se fundase un 

castillo, casa de orden, que sirviese juntamente para alabar al santo y de freno a 

los aganeros que se hallaban por aquellas comarcas y costas. 

Esta donación fue confirmada por el Rey Martin en 12 de Noviembre de 

1403 y el primer gran maestre o superior en lo militar y en lo eclesiástico de la 

orden fue el noble Juan de Almenara, caballero catalán, y el undécimo y último 

Frey Francisco Ripollés en cuyo tiempo se unió la orden de san Jorge de Alfama, 

a la orden de Montesa, tomando desde entonces el nombre de orden de Nuestra 

Señora de Montesa y de san Jorge de Alfama, cuya incorporación se hizo con 

aprobación y a instancias del Rey Martin y en virtud de la bula dada por el Papa 

Benedicto XIII en Aviñon a 24 de abril de 1400. 

Los caballeros de la orden se caracterizaron por lo siguiente: 

Profesaron después de su fundación la orden de San Agustín con algunos 

estatutos particulares 

La insignia o divisa de estos caballeros era la cruz llana colorada, de la 

que usa la orden de Montesa, con la cual dicen se apareció diversas veces san 

Jorge 

La fortaleza y sacro convento de Alfama, residencia de su gran maestre, 

se fabricó en una de las calas o puntas que hacen al mar los montes del Coll de 

Balaguer, nombrada comúnmente Alfama 

 

11-.Hermanos Livonios de la Espada (1202). Los Hermanos 

Livonios de la Espada (en latín Fratres militiae Christi, literalmente la 
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"Fraternidad del Ejército de Cristo", en alemán Schwertbrüderorden), también 

conocidos como caballeros de Cristo, hermanos de la Espada, caballeros 

Portaespadas o milicia de Cristo de Livonia, fue una orden militar fundada en 

1202 por Alberto de Buxhoeveden, obispo de Riga (príncipe-obispo de Livonia), 

y compuesta por monjes-guerreros alemanes (de Livonia).  

 

12-.Orden de Dobrzyn (1216). La orden de Dobrin recibió ese 

territorio como base en 1228 y fue posteriormente absorbida por la orden 

Teutónica. El territorio fue renunciado al Reino de Polonia en el Tratado de 

Kalisz de 1343. La orden de Dobrzyn ( polaco : Zakon Dobrzyński) u orden de 

Dobrin ( alemán: Orden von Dobrin), también conocida como los hermanos de 

Dobrzyn ( polaco: Bracia Dobrzyńscy), fue una orden militar creada en la 

frontera de Mazovia y la Prusia (hoy Dobrzyn Tierra , Polonia ) durante el siglo 

XIII fue cruzada de Prusia para defender contra redadas. 

En América los caballeros eran conocidos como los milites Christi Fratres 

(de Prusia,  de Dobrin, de Dobrzyn, de Mazovia), y fueron apodados los cavaliers 

prusianos de Jesucristo. 

La Orden fue creada por cristianos de Oliva, el primer obispo de Prusia 

(1216-1228), para proteger Mazovia y Kujawien contra las incursiones de los 

paganos prusianos que desafiaron al duque Konrad I de Mazovia. 

La creación de la orden fue confirmada por el Papa Gregorio IX (1227-

1241) en 1228. El duque Konrad concedió a los caballeros la ciudad de Dobrzyn 

(Dobrin) y los alrededores Dobrzyn Tierra (alemán : Dobriner Tierra), territorio 
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situado al sur de ésta y adyacente a Prusia. La orden de Dobrzyn fue la única 

orden militar creada en el territorio de Polonia. 

Al principio, la orden estaba compuesta por 15 caballeros alemanes de la 

Baja Sajonia y Mecklemburgo dirigidos por Master Brunon . 

La orden de Dobrzyn prestó asistencia a los cistercienses misioneros en 

Prusia y protección contra las incursiones de las tribus paganas de Prusia. Su 

ideología estaba representada por su ropa sobre sus armaduras, tenían capas 

blancas, con símbolos de una espada roja levantada y una estrella roja que 

representa las revelaciones de Jesús a los no cristianos. Las reglas de la orden se 

basaron en las de la orden de Livonia y la orden del Temple. Se le echa en cara a 

la orden la falta de éxito en la batalla contra los prusianos, así como su pequeño 

número (en su apogeo, 35 caballeros), y en torno al año 1235 la mayoría de los 

caballeros se unieron a la orden Teutónica , según lo permitido por un 

documento papal, la Bula de oro de Rieti . 

En 1237 el resto de los hermanos fueron trasladados por Konrad a 

Drohiczyn para aumentar la fuerza militar de ese puesto de avanzada. La última 

vez que se menciona a los hermanos de Dobrin fue cuando Drohiczyn fue 

capturado por el príncipe Daniel de Kiev en 1240. 

 

13-.Orden de la Santísima Virgen de la Misericordia (1218). La 

orden de la bienaventurada Virgen María de la Misericordia, fundada en 1218, 

es una comunidad internacional de sacerdotes y hermanos, que viven una vida 

de oración y fraternidad comunitaria basada en la regla de San Agustín y las 

Constituciones de la Orden. A partir de esta vida fluye el trabajo apostólico de la 
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orden que trata de llevar adelante la obra de su fundador, san Pedro Nolasco, 

que a imitación de Jesús, el redentor, ofreció incluso su vida para los cristianos 

necesitados de amor redentor. 

 

14-.Caballeros de la Cruz con la Estrella Roja (antes de 1219). La 

orden como una entidad distinta en el siglo XIII puede remontar su origen a un 

franciscano, basada en la fraternidad unida a un hospital de Praga en una 

comunidad de clarisas, creada por la princesa Agnes , en 1233 , convirtiéndose 

en la única orden masculina fundada por una mujer y en la república Checa. En 

1235 el hospital estaba ricamente dotado por la Reina con la propiedad que 

antiguamente pertenecía a la orden alemana, un regalo confirmado por el Papa 

Gregorio IX (18 de mayo 1236), que estipula que los ingresos se deben  dividir 

con el monasterio Clarisse. Después de tres años, durante el cual el jefe de la 

congregación se había ido a Roma como representante acreditado de la abadesa 

Inés y la congregación, se había constituido formalmente una orden bajo la 

regla de san Agustín por Gregorio XI (1238), la abadesa renunció a toda la 

jurisdicción sobre el hospital y sus posesiones en manos de la Santa Sede al año 

siguiente. Doce días después, el Papa asignó formalmente estos a los caballeros 

confirmados recientemente de la cruz con la estrella roja, que fueron creados 

para mantener siempre el feudo de la Santa Sede, con la condición del pago 

anual de una suma nominal. Otro hospital fue construido por la orden en el 

puente de Praga por Agnes, que fue considerado como la casa-madre, y al título 

de la orden se añadió en latere (Pede) Pontis (Pragenis) (" al pie del puente de 

Praga "). También solicitaron a la Santa Sede alguna marca que permitiera 

distinguir estos caballeros de otros Cruzados  con quien tenían en común la cruz 
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roja. A esto se agregó por el obispo Nicolás de Praga, relativa a la autorización 

del Papa, una estrella roja de seis puntas (10 de octubre 1250), probablemente 

de manos del primer general Albrecht von Sternberg. 

La orden, que por 1253 tenía extensas posesiones en Bohemia, pronto se 

extendió a las tierras vecinas. La casa Wrocław en particular fue el centro de 

muchas otras fundaciones. Es Bohemia, de una manera especial, a la que los 

caballeros han prestado servicios incalculables. Su éxito en el trabajo 

hospitalario se evidencia por la rapidez con que sus casas se multiplicaron, y el 

testimonio aparece frecuentemente en los documentos de los Reyes y 

Emperadores. 

Dos décadas después de su fundación, la cura de almas se había vuelto 

tan importante como su trabajo en el hospital, por lo que rápidamente tuvieron 

que sustituir a la mayoría de los hermanos laicos por sacerdotes. Numerosas 

iglesias fueron confiadas a ellos en todas partes en Bohemia, en particular en las 

regiones occidentales, donde formaron un baluarte para el dogma católico 

contra la propagación de las enseñanzas de Juan Hus423 en esa región. En la 

guerras husitas, los taboritas424 mataron al pastor de san Esteban en Praga, y los 

husitas destruyeron la casa madre. Esto llevó a  la orden hasta el punto de 

disolución, pero se recuperó lo suficiente como para ofrecer resistencia al 

avance vigoroso de las reformadas enseñanzas. 

En la guerra con Suecia, los miembros de la orden para justificar su 

pretensión al título de caballeros durante el sitio de Cheb, lucharon codo a codo 

                                                             
423 Juan Hus (nacido en Hadinec, república checa, en 1371. Fallecido ejecutado en la hoguera en 
Constanza el 6 de junio de 1415): Reformador religioso checo de los siglos XIV y XV, sucesor del inglés 
John Wyclif y precursor del alemán Martín Lutero en el campo de las reformas religiosas. Sus actividades 
dejaron una huella imborrable en la historia civil y religiosa del reino Checo. 
424  Herejes. 
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con la gente del pueblo, y compartieron con ellos su último pedazo de pan. Su 

hospital de Praga fue también el primer refugio de otras órdenes que venían a 

trabajar por las almas en Bohemia, entre otros, los jesuitas (1555) y Capuchinos 

(1599). 

Durante casi ciento cincuenta años, el arzobispo de Praga, desempeñó el 

cargo de gran maestre y contaron con el apoyo casi en su totalidad de los 

ingresos de la orden. Sólo en la restauración de las posesiones de la 

archidiócesis a finales del siglo XVII fue el gran maestre el elegido de entre los 

miembros, e instituyó una reforma. George Ignacio Paspichal (1694-1699), el 

primer maestre bajo el nuevo régimen, mostró gran celo por la restauración de 

los ideales primitivos, sobre todo el de la caridad. Incluso hoy el monasterio de 

Praga mantiene doce pensionistas y distribuye la llamada "parte del hospital" a 

cuarenta pobres. 

Muchos caballeros han ganado una reputación envidiable en el mundo 

del aprendizaje, entre otros Mikuláš Kozar de Kozařov (muerto en 1592), un 

célebre matemático y astrónomo, Jan František Beckovský (1658 - 1725), quien 

estableció en Praga un herbario que aún existe. 

En la actualidad, además de la casa madre en Praga, hay cerca de 26 

parroquias incorporadas, y 85 miembros profesos, varios de los cuales se 

dedican a gimnasios y a la Universidad de Praga. Hay beneficios en Hadrisk, de 

Viena, donde ha sido la orden establecida desde el siglo XIII, Cheb, La mayoría 

de otras ciudades y especialmente en el oeste de Bohemia. 
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El castillo de Dobřichovice cerca de Praga fue en el pasado como la 

residencia de verano del gran maestre de los caballeros de la Cruz con la Estrella 

Roja. 

En 1990, la sede de la orden se trasladó a la iglesia junto al puente de 

Praga, después de más de 40 años de represión durante la era comunista. 

 

15-.Orden de la Fe y La Paz (1231). La orden de la Fe y la Paz u orden 

de la Espada fue una orden militar en la Gascuña , en la  mitad del siglo XIII. 

La orden fue mencionada por primera vez por el Papa Gregorio IX en 

1231 en una carta a “magistro ordinis Sancti Jacobi Militiae ejusque tam quam 

fratribus presentibus defensionem ad futuris fidei et pacis en constitutis 

Guasconia” (al maestro de la orden militar de Santiago y sus hermanos 

presentes y futuros constituida para la defensa de la fe y de la paz en Gascuña). 

Fue fundada por Amanieu I, arzobispo de Auch. Amanieu había sido nombrado 

en su sede en el año 1226, por lo que la fecha de la fundación debe estar ubicada 

entre 1226-1231. Gregorio había enviado una carta a Amanieu en 1227 

exhortándole a establecer la paz, lo que podría haber inducido a la fundación de 

una orden de caballería. Amanieu y los primeros miembros de la orden viajaron 

a Roma en 1231 y allí recibieron la confirmación de Gregorio. 

La orden tenía propiedades, principalmente al oeste de Toulouse en las 

diócesis de Auch, Bayona , Comminges y Lescar. Su principal objetivo no era 

combatir las herejías como el catarismo, sino más bien mantener la paz en la 

provincia Auxitana (provincia de Auch). Gregorio la colocó bajo una regla 
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adaptada de la orden de Santiago y su principal mecenas fue el primer vizconde 

de Bearn Gastón VII. 

La orden parece haber tenido problemas para seguir siendo viable. En 

1262 el capitán trató de amalgamarla con los cistercienses de la abadía de Club 

des Feuillants. En 1267 el Papa Clemente IV depuso al capitán de la milicia y le 

retiró de sus funciones. El arzobispo de Auch, ahora Amanieu II, trató de salvar 

a la organización en 1268 mediante la compra de un hospital en Pont d'Artigues 

perteneciente a la orden de Santiago y en la que se nombra a su sobrino como 

maestre. La orden fue disuelta por Gregorio X en 1273 y sus posesiones 

terminaron en manos de la orden de Santiago y la iglesia de Auch, aunque el 

monasterio de Club des Feuillants fue reclamado por algunos. 

Puede haber una referencia  en  la narrativa vernácula a la orden en la  

vida occitana del trovador Peire Guillem de Tolosa, que se decía que había 

entrado en el orden de la spaza (probablemente la "orden de la Espada"). 

 

16-.Milicia de Cristo Jesús (1233). La milicia de Jesucristo (italiano: 

di Gesù Cristo Milizia) fue una orden militar en Lombardía durante la Alta Edad 

Media. Fue fundada en Parma por Bartolomé, obispo de Vicenza, un dominico, 

en 1233 y aprobada por el Papa Gregorio IX, quien le dio una regla en 1234 y fue 

puesta bajo la jurisdicción de los dominicos.  Su objetivo principal era combatir 

la herejía, tanto el catarismo425 como el valdense426, y fortalecer el vínculo entre 

                                                             
425 El catarismo fue un movimiento religioso herético, con respecto a la Iglesia Católica, que surge en el 
S. XII y que, difundiéndose por toda Europa, tuvo especial arraigo en el Sur de Francia. Ya el Concilio de 
Reims (1148), puede que se refiriera a ellos cuando acusa de cómplices a aquellos que dejen residir a los 
herejes en sus dominios. El Concilio III de Letrán (1179), articula medidas contra ellos y contra quienes 
tengan tratos con ellos, mientras que en 1163, Eckbert, abad de Schönau, escribía ya los Trece Sermones 
contra los Cátaros.  
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la Iglesia y la nobleza local. A imitación de la orden de Santiago, los miembros 

de la milicia no tuvieron voto de castidad, ni vivieron en comunidad o en la 

pobreza. 

El número de miembros a su vez se divide en dos clases: la nobleza 

urbana nacida de altura y la bourgeoisie.  El carácter urbano de la milicia tenía 

su  énfasis en ayudar a los débiles y desfavorecidos de las ciudades. Los 

miembros fueron obligados a realizar la confesión tres veces por año (en 

Semana Santa, Navidad y Pentecostés) y los actos de culto litúrgico día o por 

hora. Tenían reuniones mensuales para la instrucción bíblica de los miembros, 

llevada a cabo por frailes dominicos. Los caballeros de la orden, incluso llevaban 

la túnica negra y el manto blanco de los dominicos. 

El oficial jefe de la milicia era el capitán general, que decidía las 

operaciones militares en que podían participar los miembros cuando eran 

llamados por el Papa o bien por el obispo local. La milicia se activa 

principalmente en las cercanías de Parma, pero desaparece de los registros a 

partir de 1261, cuando una nueva orden, la orden de la Virgen María, se hace 

cargo de su papel. 

Existe cierta confusión entre la milicia fundada en Lombardía en 1233 y 

la institución denominada Milicia de la Fe de Jesucristo, una orden penitencial, 

fundada por el propio Santo Domingo para luchar contra los cátaros en el sur de 

Francia en la cruzada albigense. Tampoco debe confundirse con un moderno 

                                                                                                                                                                                   
426 El nombre proviene de Pedro Valdo (fundador de la secta, un rico comerciante de Lyon que en los 
primeros documentos es llamado Valdo. Desde 1368 se le añade el nombre de Pedro). Se les aplicaron 
varios nombres: por su profesión de extrema pobreza fueron llamados “los pobres”, por su lugar de 
origen, Lyon, fueron llamados “Leonistae”; y combinando ambas ideas. “Los Pobres de Lyon”. Su 
costumbre de llevar sandalias o zapatos de madera (sabots) les dieron los nombres de "Sandaliati", 
"Insabbatati", "Sabbatati", Sabotiers". (Enciclopedia católica). 
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"renacimiento" de la llamada Milicia Jesús Christi , que se considera como la 

continuación de su fundación por Santo Domingo, sin embargo podría tratarse 

de una refundación en Lombardía de la Milicia de Jesucristo.. 

 

17-.Orden de la Virgen María (1261). La orden de la Bienaventurada 

Virgen María  (Italiano: Frati della Beata Vergine Maria Gloriosa; América: 

Ordo Militiae Mariae Gloriosae), también llamada la orden de Santa María de la 

Torre o la orden de los caballeros de la Madre de Dios, comúnmente los 

caballeros de Santa María, fue una orden militar fundada en 1261 cuando 

recibió su gobierno del Papa Urbano IV, que expresamente establece el 

propósito de la organización y los derechos y obligaciones de sus miembros: 

Los miembros de la orden, están autorizados a portar armas para la 

defensa de la fe católica y la libertad eclesiástica, cuando se exija 

específicamente para ello, por la iglesia romana. Para luchar contra las 

discordias civiles podrán llevar sólo armas defensivas, siempre que tengan el 

permiso del diocesano. 

La regla de la orden se basaba en la de los agustinos, pero por un 

precedente establecido por la orden de Santiago y la Milicia de Jesucristo, los 

miembros pueden casarse y no vivir en la pobreza comunal. Su tarea principal 

parece haber sido la pacificación de las ciudades lombardas, sacudidas por las 

luchas entre facciones. En esto tuvieron mucho éxito, debido en parte a su 

lealtad política a la Iglesia. 
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La orden tenía cierto éxito en la construcción de puentes entre los güelfos 

y gibelinos427. Dos miembros fundadores, Loderingo degli Andalo, un gibelino 

de Bolonia, y Catalano di Guido Catalani de la familia de los Güelfos, les dio el 

gobierno de Bolonia en 1265 durante un período de guerra civil entre las dos 

facciones. Aunque tuvieron poco éxito, los dos caballeros fueron nombrados por 

el Papa Clemente IV los siguientes años (1266) para gobernar Florencia a raíz de 

la batalla de Benevento. Ganaron el oprobio de los florentinos sin embargo, y 

Dante Alighieri, en su famoso Inferno los colocó en el octavo círculo del infierno 

con los hipócritas. 

No todos los miembros de la orden eran corruptos. Enrico degli 

Scrovegni patrocinó la capilla de los Scrovegni. La orden también admitió como 

miembros femeninos militissas. La orden fue suprimida finalmente por el Papa 

Sixto V en 1558. 

 

18-.Orden de Santa María de España (1275). El reino de Murcia se 

constituye en el siglo XIII como foco de atracción para las órdenes militares, 

merced al cual, verán acrecentado su patrimonio. 

Las órdenes de Santiago y Temple asumen la defensa del territorio 

fronterizo con el reino de Granada. La orden de Santiago había participado 

anteriormente en la incorporación a la Corona del reino de Murcia; será por 

tanto esta orden la que adquiera un mayor poderío ocupando la zona del Valle 

                                                             
427 Nombres adoptados por las dos facciones que mantuvieron a Italia dividida y devastada por la guerra 
civil durante una gran parte de la Edad Media. Grisar, en su biografía del Papa Gregorio el Grande, dice 
que la doctrina de los dos poderes para gobernar el mundo, uno espiritual y otro temporal, cada uno 
independiente del otro dentro de sus propios límites es tan antigua como el cristianismo y se basa en el 
mandato divino de “dar al César lo que es del César y a Dios lo que es de Dios”. (Encicloprdia católica). 
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del Segura hasta Ceutí, así como Lorca y Murcia, la alquería de Algorfa y la 

encomienda de Aledo. Los templarios tienen posesiones en Caravaca, Cehegín, 

mientras que los hospitalarios poseen Calasparra y Archena. La orden de 

Alcántara no se estableció en el reino de Murcia y la de Calatrava lo hizo 

posteriormente. 

Es en este siglo XIII cuando se constituye la orden de Santa María de 

España que aunque estuvo vinculada al reino y a Cartagena, no asentó sus 

dominios en territorio murciano. 

Fue creada el 16 de noviembre de 1272 por el Rey Alfonso X El Sabio 

durante su visita realizada al reino de Murcia para supervisar su reparto. 

Los objetivos que se plantearon en su creación son: 

                 a) Impulsar los ideales de la caballería, y de la guerra contra el 

infiel en el mar. 

                b) Acabar con las incursiones de piratas, corsarios, berberiscos y 

granadinos que continuamente efectuaban desembarcos y saqueaban las 

poblaciones cercanas al litoral y cautivaban gran número de cristianos. 

                c) Proteger e impulsar el comercio marítimo castellano en el 

Mediterráneo y en el Estrecho. 

                d) Organizar una política defensiva contra los musulmanes, 

innovando la política marinera mantenida hasta entonces, aplicando la 

organización de las ordenes militares para conseguir la seguridad de las costas 

castellanas. 
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La orden de Santa María nace bajo la advocación  de Santa María, fiel 

exponente de la vocación mariana del monarca. Se intitula de España, y no de 

Castilla, ya que el monarca pretendía la hegemonía de Castilla en toda la 

península.  

Fue constituida al modo de la orden de Calatrava. 

Al frente de la misma se encuentra el almirante y alférez de Santa María 

(gran maestre). Este título lo obtuvo Sancho, segundo hijo del Rey. 

En un orden inferior se encuentran los clérigos, caballeros y otros freires 

laicos. 

 

19-.Orden del Cristo de Portugal. Bajo la influencia de pesados 

instigadores de Felipe IV de Francia, el Papa Clemente V tuvo la tentación de 

aniquilar en toda Francia y la mayor parte de Europa, bajo la acusación de 

herejía, la orden de los caballeros de Nuestro Señor Jesucristo (1318). Es la 

continuación de la orden del Temple en Portugal. Tras la Bula Pontificia 

excomulgando a aquellos que osaran llamarse templarios, el Rey de Portugal les 

cambió el nombre por caballeros de Cristo. Fundada en 1318, la orden militar de 

Cristo (antes Real Ordem dos Cavaleiros de Nosso Senhor Jesus Cristo) recibió 

el patrimonio de los caballeros templarios en Portugal, después de la supresión 

de los templarios en 1312. 

El Rey Dionisio I de Portugal, obligado por el Papa vuelve a iniciar la de 

los templarios de Tomar como la Orden de Cristo, en gran parte por su ayuda 

durante la Reconquista y en la reconstrucción de Portugal después de las 
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guerras. El rey Dionisio negoció con el sucesor del Papa Clemente, Juan XXII el 

reconocimiento y derecho a heredar los bienes del Temple. 

Los templarios fueron fundados alrededor de 1118 y pronto formaron 

encomiendas en toda Europa para apoyar sus esfuerzos en Tierra Santa y se 

establecieron en Portugal en 1128, el primer país en Europa donde se 

establecieron. 

Dom Gualdim Pais, maestro provincial de la orden del Temple en 

Portugal, construyó el convento de Cristo en 1160. De acuerdo con la leyenda 

eligió el lugar por sorteo y la recepción de una señal para construir una nueva 

fortaleza templaria en una colina entre el río Fría y el arroyo de San Gregorio. El 

Convento de Cristo es un testimonio arquitectónico de habilidades templarias. 

La iglesia octogonal fue inspirada en la islámica Cúpula de la Roca en el 

santuario de Jerusalén, utilizado por los templarios como su base de 

operaciones. La Cúpula de la Roca se encuentra en el Monte del Templo, donde 

el Templo de Jerusalén estaba antes de su destrucción en el año 70 DC, y los 

templarios creían que la Cúpula de la Roca era un remanente del antiguo 

Templo de la que deriva su nombre. La orden incorporó características de la 

ermita en su imaginería y arquitectura, incluidos los sellos de grand-master. La 

arquitectura de la iglesia del santo Sepulcro también puede haber servido de 

modelo. El propio sepulcro se encuentra sobre una elaborada estructura dentro 

de la rotonda (rotonda de 35 m de diámetro), rodeado por un grupo de tres 

columnas entre cuatro pares de pilares cuadrados en apoyo de una cúpula 

adornada. Es posible que en el siglo cuarto las columnas de la rotonda fueran 

retiradas de su ubicación original en la fachada del templo romano. La 

renovación de las pilas mostró que las columnas eran originalmente mucho más 
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altas y que los cruzados las cortaron por la mitad para el uso de la rotonda del 

siglo XII. 

El 13 de julio de 1190, el Rey de Marruecos, puso sitio a los templarios en 

Tomar. Esta prueba de fuerza militar confirmó el poder del Temple y les 

estableció como una presencia indispensable en la defensa del norte de 

Portugal. País murió en 1195 después de gobernar 50 años. 

La planta de la cúpula de la Roca y algunas líneas representan algunas 

asociaciones simbólicas. 

Después de la supresión de la orden templaria por el Papa Clemente en 

1312, el Rey Dionisio se dedicó a la creación de una nueva orden de los 

caballeros desplazados en su reino. Él instituyó la "Milicia Christi" bajo el 

patrocinio de san Benito en 1317 (algunas fuentes dicen 14 de agosto 1318), y el 

Papa Juan XXII aprobó esta orden por una bula papal el 14 de marzo 1319 "AD 

EA EX QVIBVIS". 

Después de cuatro años de negociaciones, el Papa Juan XXII autoriza la 

concesión a Denis de la propiedad templara para la orden de Cristo en 1323. Los 

caballeros de la orden estaban comprometidos con los votos de pobreza, 

castidad y obediencia al Rey. No está claro si muchos templarios continuaron en 

la nueva orden, y algunos historiadores afirman que la orden de Cristo era 

esencialmente los templarios bajo un nuevo nombre, mientras que otros lo ven 

como una formación nueva en su mayoría. El primer gran maestre, Gil 

Martínez, había sido caballero de san Benito en la orden de Avís. 

La orden de Cristo fue asentada por primera vez en Castro Marim, en el 

Algarve (en la diócesis de Faro). En 1357, la orden se trasladó a la ciudad de 
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Tomar, cerca de Santarém, antigua sede de la orden de los caballeros templarios 

en Portugal. (Otras fuentes indican como fecha de traslado 1366 del 6 º gran 

maestre, Nuno Rodrigues). 

Después de 1417, el Rey Juan I de Portugal hizo petición al Papa de que  

el príncipe Enrique el Navegante (1417-1460) se convirtiera en el gran 

maestre.de la orden. El príncipe Enrique el Navegante, nació en 1394, el tercer 

hijo del Rey Juan de Portugal. Durante ese tiempo, Duarte I y Alfonso V fueron 

los Reyes de Portugal. En 1433, el Rey Duarte I dio la orden de anunciar la 

"Soberanía" del Estado sobre estos territorios que ya habían conseguido, pero 

por encima de cualquier futura conquista. 

El Papa Calixto III en 1455 confirmó que Alfonso V había extendido su 

jurisdicción temporal concediendo a la prerrogativa real más de tres 

nominaciones episcopales en las zonas gobernadas por la orden. En 1460, el Rey 

Alfonso V concedió a los caballeros de Cristo una tasa del 5% en todos los 

artículos de las nuevas tierras africanas. Con este dinero de la orden de Cristo el 

príncipe Enrique organizó la escuela en Sagres, preparando el camino para la 

supremacía de Portugal, desde este pueblo la gran primera ola de expediciones 

del Periodo de los Descubrimientos se puso en marcha. 

Después de Enrique, la gran maestría quedó en manos de la familia real. 

Enrique colonizó las Azores y Madeira - su objetivo era ir al sur más allá del 

Cabo Bojador, al sur de la Islas Canarias. En el mandato del príncipe Enrique  

dos claustros góticos fueron construidos en el convento de Tomar. Con el 

príncipe Enrique comenzó una glamurosa y nueva época para la orden de Cristo. 

Enrique era duque de Viseu y también miembro de la orden de la Jarretera. El 

impacto sobre la historia de Enrique es grande, fue quien  posiblemente provocó 
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el interés europeo en la exploración colonial que transformaría el mundo en los 

siguientes cuatro siglos. 

La Cruz de la orden adornaba las velas portugueses en sus viajes a la 

India, Brasil y Japón. 

La carabela portuguesa adornada con la Cruz de la orden. Este era el 

modelo estándar utilizado por los portugueses en sus viajes de exploración. Con 

capacidad para unos 20 marineros. 

El príncipe Enrique fue sucedido en la gobernación de la orden por el 

príncipe Fernando, hijo del Rey Eduardo I, que murió en 1470. 

En 1484, Emanuel, duque de Beja, se convirtió en el gobernador XI de la 

orden. Debido al hecho de que la disciplina de la orden estaba en declive, el 

Papa Alejandro VI conmutó el voto de celibato por el de castidad conyugal en 

1492, en 1496 los hermanos fueron dispensados del celibato y de la pobreza en 

1505, pero aún así continuaron su “Responsions” (los ingresos de su tercera) a la 

tesorería de la orden. (La condición de que se aplique la tercera parte de sus 

ingresos a la capacidad y el apoyo del claustro de Tomar) y los sacerdotes a los 

que ató a la totalidad de los tres votos. También en 1501, el Papa Julio II cambió 

el voto de pobreza por el pago de un impuesto - la media anata, para la orden de 

Cristo este impuesto era de tres cuartas partes de sus ingresos anuales. 

El Rey Manuel I de Portugal solicitó y obtuvo el título de gran maestre 

por el Papa León X en su Bula Constante Fe (30 de junio de 1516). El Rey 

Manuel, el sucesor de João, envió a Vasco da Gama (un miembro de la orden de 

Cristo) a navegar alrededor del Cabo de África hasta la India. Se embarcó en 

1497 y llegó a Calicut. Al final del reinado del Rey Manuel, la orden poseía 454 
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encomiendas en Portugal, África y las Indias. El Rey Manuel también amplió 

considerablemente la sede de la orden en Tomar. Manuel ordenó que la iglesia 

de Tomar se ampliará hacia el oeste, extendiéndose más allá de los límites del 

castillo y la apertura de la Charola para agregar a ella una magnífica nave que 

albergaba el coro y la sacristía, llegando a ser conocida como la sala capitular. La 

orden también comenzó su transformación, pasó de monástica a secular 

durante el reinado de Manuel. Al final de este proceso, la orden había tomado la 

forma de una institución real. 

El hijo del Rey Manuel no obtiene automáticamente el derecho de 

sucesión por el fallo de la orden, pero consiguió una bula de aprobación por el 

Papa Adriano VI: "EXIMIAE devotionis"(14 de abril 1523). Después de treinta 

años, El Rey Don Juan III obtuvo la "Perpetua Administración" de todas las 

órdenes Militares portuguesas, incluida la orden de Cristo, y por supuesto el 

gran maestrazgo de la orden pasó a la Corona por Bula del Papa Julio III, 

publicada en Roma en 1551. Para el gobierno de estas órdenes en nombre del 

Rey, Don Juan III instituyó un consejo especial denominada "Mesa das 

Ordens". 

Hay algunos que dicen que en 1522 la orden se dividió en dos ramas, una 

religiosa en el marco del Papa, y una civil en el marco del Rey, sin embargo, hay 

falta de pruebas respecto a esto. En 1523 Juan III celebró un capítulo de la 

orden para dar al hermano Antonio de Lisboa la autoridad y la responsabilidad 

de reformar la orden. El ámbito de aplicación de la reforma era llevar a la 

transformación la vida religiosa entre los caballeros de la orden. Los nuevos 

estatutos fueron aprobados en 1529 por frailes. El gran prior fue destituido de 

su cargo y todos los sacerdotes y religiosos de la orden estaban obligados a 
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reanudar la vida conventual en Tomar, y llevar el hábito y la cruz de la Orden. 

Antonio obtuvo el cargo de prior y persuadió al Papa Pío V para darle el control 

de todos los conventos de la orden en 1567. 

El Rey Sebastián trató de revertir la reforma del hermano Antonio de 

Lisboa en 1574. Cuando Antonio convenció al Papa Pío V para darle el control 

de todos los conventos de la orden en 1567, el Rey Sebastián protestó y obtuvo la 

confirmación de su cargo de gran maestre. Como resultado de ello los miembros 

religiosos de la orden fueron separados en laicos y miembros militares. 

Entre 1580 y 1640 hubo otro intento de reformar la orden. Los nuevos 

estatutos se aprobaron por el capítulo general en Tomar 1619 y promulgados por 

Felipe IV de España en 1627. Las condiciones de admisión en la orden fueron la 

nobleza y, o bien dos años de servicio en África o tres años en la flota. 

El Papa Pío VI (1789) y la Reina María I hicieron el último intento de 

reformar la orden. Esta reforma se hace en el convento de Tomar una vez más 

como la sede de toda la orden. El soberano seguía siendo gran maestre. En 1789 

las órdenes portuguesas perdieron su carácter religioso, por ser secularizadas 

por la Reina María. Desde 1789, los miembros consistían en (además del gran 

maestre y gran comandante) seis Caballeros de Gran Cruz, cuatrocientos 

cincuenta comandantes, y un número ilimitado de caballeros. Los extranjeros 

estaban exentos de las reglas, pero, al mismo tiempo, fueron excluidos de la 

participación en los ingresos de la orden. Sólo los católicos de ascendencia noble 

podían ser admitidos en la orden. La orden de Cristo también sobrevivió en 

Brasil hasta el final del período de la monarquía en 1889. 
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En 1834, cuando el gobierno civil de Portugal se convirtió en anti-

católico, tras la derrota del Rey Miguel en la Guerra Civil, bajo la monarquía 

constitucional la orden perdió sus propiedades. Las órdenes militares antiguas 

fueron transformadas por la Constitución liberal y la legislación posterior en 

órdenes simples de Mérito. Los privilegios que una vez había sido una parte 

esencial de la composición de las órdenes militares antiguas fueron también 

cesados. 

En 1910, cuando Portugal terminó con la monarquía, la república de 

Portugal suprimió todas las órdenes, salvo la orden de la Torre y la Espada. Sin 

embargo, en 1917, al final de la Gran Guerra, algunas de estas se restablecieron 

como títulos simples de Mérito para recompensar servicios destacados al 

Estado, el cargo de gran maestre pertenece al jefe de Estado - el presidente de la 

república. La orden militar de Cristo, junto con las otras órdenes de Mérito 

portuguesas, tuvo sus Estatutos revisados en varias ocasiones, durante la 

primera república (1910-1926), luego en 1962, y nuevamente en 1986. 

La orden militar de Cristo, junto con las órdenes militares de Avis y la de 

Santiago de la Espada son el colectivo de la "Orden Militar Antigua", que se rige 

por un canciller y un Consejo de ocho miembros, nombrados por el presidente 

de la república, para que le ayuden como gran maestre en todos los asuntos 

concernientes a la administración de la orden. La orden, a pesar de su nombre, 

puede ser conferida a los civiles y militares, portugueses y extranjeros, por 

servicios distinguidos a la república, en el parlamento, en el gobierno, en el 

servicio diplomático, en los Tribunales de Justicia, a las autoridades públicas o 

en de la Función Pública. 
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La orden de Cristo, como adjudicada por el gobierno portugués de hoy, 

tiene cinco clases: 

Gran cruz (GCC), que lleva la insignia de la orden en una banda sobre el 

hombro derecho, y la estrella de la orden de oro en el pecho izquierdo; 

Gran oficial (GOC), que lleva la insignia de la orden en un collar, y la 

estrella de la orden de oro en el pecho izquierdo; 

Comandante (Com. C), que lleva la insignia de la orden en un collar, y la 

estrella de la orden de plata en el pecho izquierdo; 

Oficial (OC), que lleva la insignia de la orden en una cinta con roseta en la 

parte izquierda del pecho; 

Caballero (CAVC) o dama (Dam. C), que lleva la insignia de la orden en 

una cinta sin formato en el pecho izquierdo. 

La insignia de la orden es una cruz dorada con esmalte. Durante la 

monarquía había placas separadas para caballeros y militares. Los caballeros 

civiles llevaban una insignia similar a la versión moderna, pero con el Sagrado 

Corazón de Cristo por encima de ella; los caballeros militares llevaban una 

insignia totalmente diferentes, siendo esta una dorada, blanca esmaltada Cruz 

de Malta con escudos ovalados (cada uno con un diseño similar al escudo de 

armas de Portugal, menos el borde rojo) entre los brazos de la cruz, todo 

rodeado por una corona de palma, el disco central era en esmalte blanco, con 

una miniatura de la placa moderna en ella, la insignia estaba rematada por una 

corona dorada. 
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La estrella de la Orden cuenta con 22 brazos asimétricos en rayos, en 

dorado en la gran cruz y gran oficial, y en plata para el comandante. El disco 

central está en esmalte blanco, con una miniatura de la placa moderna en ella. 

Durante la monarquía el Sagrado Corazón de Cristo fue colocado en la parte 

superior de la estrella. 

La cinta de la orden es roja. 

Los que fueron  miembros de la orden de Cristo 

Vasco da Gama (también de la orden de Santiago) 

Enrique el Navegante 

João Gonçalves Zarco 

Bartolomeu Dias 

D. Beatriz 

Manuel I (Gran Maestre) 

Jácome Ratton 

Pedro Álvares Cabral 

Tomé de Sousa 

Fernando de Magallanes (también de la orden de Santiago) 

Todos los Reyes de Portugal, Brasil y Algarve y los Emperadores de Brasil 

desde el Rey Manuel I. 

Los lugares de la orden de Cristo son: 
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El convento de Cristo 

La torre de Belém 

El castillo de Almourol 

Sagres (donde el príncipe Enrique fundó su escuela de cosmografía y 

navegación). 

 

20-.La Orden del Dragón (1408). El origen de la orden puede 

entenderse tras analizar las feroces batallas por el poder que lideró Segismundo 

de Luxemburgo antes de 1408. En 1387, el Príncipe Segismundo de 

Luxemburgo fue elegido Rey de Hungría y Croacia, un título que le proporcionó 

su matrimonio con la Reina María I de Hungría (sin su consentimiento). 

Durante la siguiente década, buscó apoyos y empleó métodos implacables para 

mantener su posición en el trono. Su situación empeoró cuando en 1395 su 

esposa y su único hijo murieron bajo extrañas circunstancias. En 1396, con 

Hungría amenazada por el imperio otomano (que ya ejercía el control sobre 

prácticamente todos los Balcanes), el Papa Bonifacio IX proclamó una cruzada 

contra los turcos. Segismundo lideró una coalición de guerreros, pero 

finalmente aceptó rendirse en la batalla de Nicópolis. Aunque se le permitió 

escapar, su imagen en Hungría quedó desprestigiada. En 1401 tuvo que 

enfrentarse a una serie de revueltas en su país, aunque obtuvo poco a poco el 

control y se reafirmó como el verdadero Rey de Hungría. Derrotó a sus 

enemigos con la inestimable ayuda de sus aliados: Nicolás II Garay  y Herman 

II, conde de Celje, sin los cuales difícilmente habría podido imponer el orden. 

Dirigió una campaña contra los croatas y contra los bosnios, que culminó en 
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1408 con la batalla de Dobor y una masacre a gran escala de familias nobles. Su 

pacto con Herman II se fortaleció en 1408, cuando Segismundo se casó con su 

hija, Bárbara de Celje. 

El 12 de diciembre de 1408, tras la batalla de Dobor, Segismundo y su 

esposa Bárbara de Celje fundan la liga conocida actualmente como orden del 

Dragón. Sus estatutos, escritos en latín, la denominaban "sociedad" (societas) y 

sus miembros portaban el símbolo del dragón, aunque no se le nombraba. Los 

documentos actuales, sin embargo, se refieren a ella con una variedad 

considerable de nombres no oficiales, como Gesellschaft mit dem Trakchen, 

Divisa seu Societate Draconica, Societate Draconica seu Draconistarum y 

Fraternitas Draconum. De algún modo resultó una continuación de la anterior 

orden de caballeros húngaros, la orden de San Jorge (Societas militae Sancti 

Georgii), fundada por el Rey Carlos I de Hungría en 1318. Esta también adoptó a 

san Jorge como patrono, de quien las leyendas cuentan que venció a un dragón. 

Este dragón fue durante años el símbolo de dicha orden. El prólogo a los 

estatutos de la orden del Dragón, de 1408, relata que la sociedad fue creada: 

"en compañía de los prelados, barones y magnates de nuestro reino, a 

quienes invitamos a participar con nosotros en esta empresa, en virtud de 

nuestra clara determinación de aplastar los perniciosos actos del igualmente 

pérfido enemigo, a los seguidores del antiguo dragón, y (como uno puede 

suponer) a los caballeros paganos, a los autores del cisma y a otras naciones de 

fe ortodoxa, y a aquellos que sueñan con someter la Cruz de Cristo y a nuestros 

reinos, así como su sagrada religión redentora, bajo el estandarte de la Cruz de 

Cristo triunfante..." 
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Los estatutos continúan explicando los símbolos de la orden: el 

uróboros428 y la cruz roja, los cuales eran portados por sus miembros y 

otorgaban identidad a la orden. También enumera las obligaciones mutuas del 

Rey y sus nobles. Los miembros tenían que jurar lealtad al Rey, a la Reina y a 

sus futuros hijos y se comprometían a defender los intereses reales. Boulton 

sostiene que "la Sociedad del Dragón tenía la clara intención de servir [...] como 

institución de la facción realista que su fundador había creado." A cambio de los 

servicios, los nobles disfrutarían de protección real, honores y títulos. 

La naturaleza y objetivos de dicha orden no eran nuevos en Europa. 

Muchos caballeros medievales anteriores a Segismundo ya habían fundado sus 

propias órdenes de caballeros para mantenerse en el trono. La orden de 

Segismundo estuvo sobre todo influenciada, como ya se dijo, por la orden de 

San Jorge, cuyos estatutos de 1326 obligaban a proteger al Rey de cualquier 

complot, principios que se mantuvieron también en la orden del Dragón. 

Entre 1408 y 1437 la orden del Dragón fue la institución política de 

origen noble más importante en Hungría y Croacia. 

Los miembros de la orden, cuyo nombre podríamos traducir como 

"draconianos", eran referidos en los estatutos como barones. La mayoría eran 

aliados políticos de Segismundo y en un principio se limitaron a las facciones 

políticas de Nicolás II Garay y Hermann II de Celje. El grupo inicial de 

reclutados por la orden de Segismundo eran 21 hombres, que llegó a unos 24 en 

1418. En 1431, Segismundo decidió aumentar los rangos de la orden. Un 

segundo grupo de miembros fue iniciado entre 1431-1437. La orden del Dragón 

                                                             
428

 El Ouroboros (o Uroborus ) es un antiguo símbolo que representa una serpiente o el dragón que 
come su propia cola. El nombre proviene de la lengua griega; οὐρά ( Oura ) que significa "cola" 
y βόρος ( boros ) que significa "comer", por lo que "el que come la cola". 
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tenía dos niveles. El primero contaba con 24 miembros, a los cuales se permitía 

portar como emblema de la orden tanto el dragón como la cruz. El segundo 

grado contaba con una gran cantidad de miembros, y su símbolo era sólo el 

dragón. 

Tras la muerte de Segismundo en 1437, la orden perdió importancia. En 

cualquier caso, el prestigioso emblema de la orden se conservó en el escudo de 

armas  de varias familias nobles de Hungría, incluidos Báthory, Bocskai, 

Bethlen, Szathmáry y Rákóczi. 

 

21-.Orden de San Mauricio (1434). Fue fundada en 1434 por Amadeo 

VIII de Saboya, quien se convirtió en el antipapa Félix V. La orden fue 

suprimida, pero en 1572 fue restablecida por el Papa Pío V a instancias del 

entonces duque de Saboya. En 1572 el Papa Gregorio XIII fusionó la fundación 

italiana de la orden de San Lázaro con la orden de San Mauricio. La nueva orden 

fue acusada de defender a la Santa Sede.  

 

22-.Orden de Nuestra Señora de Belén (1459). Después de la toma 

de Constantinopla por los turcos (1453), Pío II funda la orden de Nuestra 

Señora de Belén. El propósito de estos caballeros fue defender la isla de Lemnos 

que el cardenal Luis, patriarca de Aquileia, había recuperado de Mohamed II. La 

isla iba a ser su cuartel general desde donde estaban para oponerse a los ataques 

de los musulmanes a través del Mar Egeo y el Helesponto. La orden fue 

compuesta por sus hermanos-caballeros y sacerdotes que nombran a un elegido 

gran maestre. El traje blanco que llevan los miembros estaba decorado con una 
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cruz roja y la regla prescrita para ellos era muy similar a la de los caballeros de 

san Juan de Jerusalén. El Papa aprobó esta comunidad el 18 de enero 1459. 

Para cubrir sus necesidades, el Papa entregó la propiedad y los ingresos de las 

órdenes de san Lázaro, santa María del Château des Cap Breton, Bolonia, del 

Santo Sepulcro, Santo Spirito en Sassia, Santa María de los cruzados frailes y 

Santiago de Lucca, todos los cuales fueron suprimidos para este fin. Pío II 

aludió en una bula a esta fundación y la valentía de sus caballeros, pero la 

segunda captura de Lemnos por los turcos convirtió la institución en inútil. Así, 

la orden de Nuestra Señora de Belén fue suprimida casi tan pronto como fue 

fundada y esas órdenes cuyos productos el Papa le había transmitido se 

restablecieron. 

 

23-.Orden de San Jorge de Carintia (1469). Fundada por el 

emperador Federico III, con el fin de reformar las ordenes existentes, contra los 

turcos en los Balkanes, el 1 de enero de 1469, bajo la autorización del Papa Pablo 

II. Se fundó siguiendo los estatutos de la orden teutónica, y su sede fue el 

convento Millstatt en Carintia. Era una orden militar hospitalaria, con 

caballeros y clérigos y pronunciaban los tres votos clásicos. Entre los caballeros 

elegían estos un gran Maestre y los clérigos elegían a un prior. Fue suprimida en 

1598.  

 

24-.Orden de San Jorge de Parma (antes de 1522). De acuerdo con 

su tradición oficial, la sagrada orden militar Constantiniana de san Jorge es la 

más antigua orden de caballería internacional católica romana, pero en realidad 
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su temprana historia es legendaria y de hecho surgió a mediados del siglo XVI. 

Tiene como herencia del gran maestrazgo que pasó a Carlos de Borbón y 

Farnesio, más tarde al Rey Carlos III de España, en 1731. El 16 de octubre 1759 

Carlos III abdicó el gran magisterio en su hijo segundo, el infante Fernando, a 

quien había abdicado como Rey de los Dos Sicilias diez días antes. 

Sin embargo, cuando su hermano, Felipe de Borbón, infante de España 

adquirió la soberanía antes del ducado de Parma, fueron "más tarde" en 

sucesores legítimos de la autoridad de esta orden. El heredero de Felipe hoy es 

Carlos Hugo de Borbón Parma, que afirma la supremacía y confiere títulos de 

caballero. 

El poder real de Sicilia, descendientes del Rey Fernando, hijo del Rey 

Carlos III, también ha sido dividido por la competencia de dos de sus 

descendientes: 

El gran maestrazgo se disputa entre los altos descendiente varones de 

Fernando IV y III de Nápoles y Sicilia, a quien el Rey Carlos III de España había 

designado como "primogénito legítimo farnesiano" el infante Carlos, duque de 

Calabria. y su primo, el príncipe Carlo, duque de Castro que desciende de un 

hermano menor del infante Carlos. Hay aproximadamente 1.800 miembros de 

la rama hispano-napolitana y 2.800 de la rama franco-napolitana. 

El lema de la orden es “In Hoc Signo Vinces” y se dedica al apoyo de la fe 

católica y la defensa de sus enseñanzas. Además de apoyar una variedad de 

obras de caridad y humanitarias, la rama hispano-napolitana celebra misas 

regulares en sus Iglesias en Roma, Palermo y Milán, y misas ocasionales en 

Florencia, Padua, Viterbo, Ragusa, Londres, Lisboa y París. La franco-
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napolitana celebra una misa anual en Roma en la Iglesia de san Giorgio al 

Velabro, así como misas ocasionales en Nápoles y otras ciudades italianas, en la 

Catedral de Westminster en Londres y en Washington, EE.UU. 

El origen legendario de la sagrada orden Militar Constantiniana de san 

Jorge tiene sus orígenes en una orden apócrifa fundada por Constantino el 

Grande. El Angel Comneno que en realidad fundó la orden en el 2 º trimestre 

del siglo XVI y recibió su confirmación de una serie de breves papales, una bula 

del Papa Clemente VIII, y los Decretos del Rey Felipe III de España, Fernando 

II, Emperador del Sacro Imperio Romano, el 7 de noviembre de 1630, Leopoldo 

I, santo Emperador romano el 25 de junio de 1671, el Rey Juan III Sobieski de 

Polonia de 11 de mayo 1681 y Fernando María de Baviera el 08 de julio 1667 y 26 

de julio de 1669, en la que se permitió a la orden  establecer encomiendas en 

Baviera y en el Palatinado. Su incorporación como una orden Religiosa en la 

Iglesia Católica Romana en la Cámara de Farnesio y sus herederos Borbones, 

fecha de la transferencia a Francesco Farnesio el 11 de enero de 1698, un acto 

confirmado en un título imperial "Agnoscimus facimus notum et" del 

Emperador Leopoldo I de fecha 05 de agosto 1699 y el Breve Apostólico 

"Sincerae Fidei", emitido por el Papa Inocencio XII el 24 de octubre 1699. 

Confirman la sucesión del gran magisterio de la familia Farnese y sus herederos 

como un oficio eclesiástico y, sobre todo, no lo ata a la tenencia de la soberanía 

del ducado de Parma. Entre los principales actos del primer gran magisterio 

Farnese fue una versión revisada, modificada y ampliada de los Estatutos, 

emitida el 25 de mayo de 1705 y confirmada en un Breve Papal de fecha 12 de 

julio 1706, ambos confirmaron la exigencia de que el gran magisterio pasara por 

primogenitura masculina.  La orden contribuyó a ayudar al príncipe Eugenio de 
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Saboya en la campaña para expulsar a los turcos de los Balcanes entre 1716 y 

1718, el Papa Clemente XI, un antiguo protector cardenal de la Orden, confirmó 

la orden como una orden religiosa de la Iglesia Católica Romana en la Bula " 

Militantis Ecclesiae " del 27 de mayo de 1718. Con la muerte del último varón de 

la casa de Farnesio el 30 de enero 1731 el gran magisterio fue heredado por el 

infante Carlos de Borbón y Farnesio 1759-1788 (a partir de Carlos III de 

España), hijo mayor de Felipe V de España y Isabel de Farnesio, que heredó los 

ducados de Parma y Piacenza del Farnese. Después de convertirse en Rey de 

Nápoles y Sicilia en 1734 se vio obligado a rendir Parma en 1736 a Austria 

mientras que conservó el gran magisterio de Constantino, cuya administración 

fue transferida de Parma a Nápoles en 1768. Esta dignidad nunca se unió con la 

Corona de las Dos Sicilias pero se mantuvo, en palabras del hijo y sucesor de 

Carlos III, el Rey Fernando IV y III de Nápoles y Sicilia (desde 1815 Fernando I 

de las Dos Sicilias), en un Decreto de 8 de 03 de 1796 "La persona real que 

existe en dos distintas cualidades, el de monarca de las Dos Sicilias, y la otra de 

gran maestre de la real militar constantiniana, que aunque unidos 

gloriosamente en la misma persona, no obstante, son al mismo tiempo dos 

señoríos independientes por separado ". Fue esta la independencia que permitió 

a la orden, cuyo gran magisterio se celebró conjuntamente con la jefatura de la 

casa de las Dos Sicilias, sobrevivir a la supresión del reino de las Dos Sicilias en 

1860. 

En 1910 el Papa Pío X nombró la primera de tres sucesivas protecciones 

de cardenales y, en 1913, aprobó una serie de privilegios para los capellanes de 

la orden. En 1915 el Papa Benedicto XV dedicó la capilla de Constantino en la 

basílica de Santa Croce al Flaminio, que había sido construido con donaciones 
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de los caballeros, entre los que se encontraba  monseñor Eugenio Pacelli, luego 

Papa Pío XII. En 1916 el Papa restauró la Iglesia de san Antonio abad de la 

orden - esta iglesia había sido dada originalmente a la orden Constantiniana, 

junto con las propiedades de la orden religiosa de ese nombre en 1777 pero 

había sido puesta bajo la dirección de la archidiócesis de Nápoles en 1861. En 

1919 recibieron la aprobación los nuevos estatutos del Papa y Ranuzzi de 

'Bianchi cardenal fue nombrado cardenal protector, el último en ocupar este 

cargo. Tras la intervención del magisterio de la gran orden de los santos 

Mauricio y Lázaro en 1924, cuyo gran maestre el Rey de Italia se opuso a la 

concesión de la orden a los principales nobles de Italia, la Santa Sede consideró 

que la estrecha relación con el príncipe Alfonso, conde de Caserta podía resultar 

un obstáculo para la solución de la cuestión romana, por lo que se decidió no 

volver a nombrar un sucesor para Ranuzzi de Bianchi cardenal que murió en 

1927. 

La sucesión en el magisterio de esta orden ha sido objeto de controversia 

entre tres ramas de los Borbones desde 1960. 

Las controversias a partir de 1960 - tienen sus raíces en las diferentes 

interpretaciones de la llamada Ley de Cannes de 14 de diciembre de 1900 en la 

que el segundo hijo conde de Caserta, el príncipe Carlo (abuelo del infante 

Carlos, duque de Calabria), prometió que renunciaría a su sucesión a la Corona 

de las Dos Sicilias en la ejecución del Decreto Pragmática de 1759. Este Decreto 

exige que si el Rey de España o su heredero inmediato heredaran la Corona de 

las Dos Sicilias tenía que  renunciar a esta última en el siguiente en la línea, sino 

es que no se autorice expresamente una renuncia en cualquier otra 

circunstancia. La dignidad del magisterio de la gran orden Constantiniana era 
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independiente por completo y no fue mencionada en la Ley "de Cannes", por lo 

que este acto no puede haber tenido consecuencias para la sucesión en el gran 

magisterio. 

Los españoles e italianos que han recibido la orden Constantiniana del 

infante Carlos, duque de Calabria pueden solicitar y recibir la autorización para 

usar las condecoraciones de la orden. El gobierno italiano ha autorizado a los 

miembros de la rama napolitana, concedidos por el príncipe Carlos, duque de 

Castro, para llevar la insignia en Italia. 

Cada rama nombra a un cardenal católico romano como gran prior. 

Los tres reclamantes gran maestres cada uno son primos Borbón de los 

demás, y coincidentemente se llaman Carlos, cuyos nombres de pila son: 

Carlos, duque de Calabria. 

Carlo, duque de Castro. 

Carlos Hugo de Borbón Parma. 

 

25-.Orden de San Esteban (1562). La orden de san Esteban Papa, fue 

fundada en Toscana por el gran duque Cosme I y aprobada en 1562 por Pío IV, 

regulándose bajo la regla benedictina. Tuvo su casa principal en Pisa y fue 

obligada a equipar cierto número de galeras para combatir a los turcos en el 

Mediterráneo a la manera de (y de acuerdo con) las “caravanas” de los 

caballeros de Malta. La orden fue fundada por Cosimo I de Medici, primer gran 

duque de Toscana, con la aprobación del Papa Pío IV en 1562. La norma 

escogida fue la de la orden Benedictina. El primer gran maestre fue el propio 
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Cosme y fue seguido en ese papel por sus sucesores como gran duque. La 

dedicación a san Stephen se deriva de la fecha de la victoria de Cosme en la 

batalla de Lusignano contra los franceses (02 de agosto 1554). 

El objetivo de la orden era luchar contra el Imperio Otomano y los piratas 

que surcaban el Mediterráneo en el siglo XVI. Los turcos y los piratas realizaron 

incursiones peligrosas en la costa del mar Tirreno, donde Cosme había 

inaugurado recientemente el nuevo puerto de Livorno. Cosme también necesita 

una lucha simbólica para unir a la nobleza de las diferentes ciudades que se 

combinaron para formar su gran ducado (incluyendo Florencia y Siena), y para 

demostrar su apoyo a la Iglesia Católica Romana. Por último, la creación de una 

orden militar toscana también fortalecía el prestigio tanto interno como 

internacional, de los nuevos Estados de Cosme. 

Para unirse a la orden un postulante tenía que tener al menos dieciocho 

años de edad, en condiciones de cumplir las obligaciones financieras de la 

adhesión, hacer las pruebas necesarias y no descender de herejes. La sede inicial 

de la orden fue Elba antes de trasladarse a Pisa. La plaza de los caballeros en 

Pisa, en la que se encuentra su palacio  lleva el nombre de la orden. El escudo de 

armas incluye una cruz roja con ocho puntas, flanqueado por lirios de oro. 

En sus primeros años, la orden participó con éxito en las guerras 

españolas contra los otomanos, estuvo presente en el sitio de Malta (1565), la 

batalla de Lepanto (1571) y la captura de Annaba, en Argelia. Después de que su 

capacidad agresiva había sido reconocida, la orden se concentró en la defensa de 

las costas mediterráneas y africanas contra los piratas turcos. En particular, los 

caballeros hicieron algunas incursiones en las islas del mar Egeo controladas 
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por los turcos, y tomaron parte en las campañas de Dalmacia, Negroponte y 

Corfú. 

Después de 1640, la participación militar se redujo. La orden se 

concentró en la defensa de las costas y en los derechos, pero no evitaron la 

posibilidad de enviar ayuda a la república de Venecia, y luego participaron en 

una desesperada guerra contra el imperio otomano. La fecha de la última acción 

de la orden militar es de 1719. El gran duque Pedro Leopoldo de Toscana 

promovió una reorganización de la orden, convirtiéndola en un instituto para la 

formación de la nobleza toscana. 

El 7 de marzo de 1791, seis meses después de convertirse en Emperador, 

Leopoldo abdicó el gran ducado en su hijo menor, Fernando III, el fundador de 

la actual gran casa ducal. Aunque Fernando fue el primer soberano europeo en 

reconocer la república francesa, se vio obligado a presentarse a la ocupación 

francesa que tomaron el gran ducado en 1799. Abdicó tanto el gran ducado y el 

gran magisterio de san Esteban. La orden sobrevivió durante el efímero reino de 

Etruria. 

Tras la restauración de Fernando III en 1814, se propuso el renacimiento 

de la orden. Por Decreto de 1815 del Ripristinazione dell'Ordine dei Cavalieri di 

S. Stefano fue proclamada. La orden fue disuelta de nuevo en 1859, cuando la 

Toscana fue anexada al reino de Cerdeña. 

La ex gobernante familia toscana sostuvo que la orden de san Esteban era 

una institución religiosa y dinástica no sujeta a disolución por las autoridades 

italianas. Hoy, el pretendiente al gran trono ducal premia una orden de san 

Esteban, que dice ser una continuación de la orden fundada por el gran duque 
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Cosme I. Aproximadamente 80 personas están actualmente asociados con este 

fin. Todos los miembros deben ser católicos romanos, aunque se hacen 

excepciones para los jefes de Estado y miembros de familias reales que son 

miembros de las otras denominaciones cristianas.  

 

26-.La Real Orden de Damas Nobles de la Reina María Luisa es 

una orden militar española que fue creada por Carlos IV de España mediante un 

Real Decreto de 21 de abril de 1792 a instancia de su esposa María Luisa de 

Parma, para que ésta tuviera una manera de recompensar a las mujeres nobles 

que se distinguieran por sus servicios o cualidades, por lo que se trata de una 

distinción reservada únicamente a mujeres. 

La orden quedó definida como una institución premial, estrictamente 

femenina, gobernada por la Reina y compuesta por treinta bandas, reservadas a 

la primera nobleza española. El primer secretario de la orden fue Miguel de 

Bañuelos y Fuentes, caballero pensionado de la orden de Carlos III, e intendente 

general del Ejército. 

En 1796 el Rey elevó la orden a dignidad nobiliaria, concediendo a sus 

poseedoras y a sus cónyuges el tratamiento protocolario de excelencia, 

equiparándolas a la grandeza de España y a los caballeros grandes cruces de la 

orden de Carlos III. Posteriormente, durante el corto reinado de José I de 

España este firmó un Decreto de 18 de septiembre de 1809, disolviendo todas 

las órdenes Militares incluyendo la femenina de María Luisa, exceptuando 

únicamente la orden del Toisón de Oro, pero estas medidas se anularon 

lógicamente tras su expulsión de España y la restauración borbónica. Las Reinas 
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sucesivas heredaron en su momento las prerrogativas de la Reina fundadora de 

la orden y se instauró la costumbre de que fuera la actual Reina de España la 

que ejerciera la gobernación de la orden. 

En un Real Decreto de 28 de octubre de 1851 se establecieron unos 

requisitos fiscales anejos a esta condecoración consistentes en el pago de unos 

derechos de ingreso de 3.000 reales con un plazo de tres meses para abonarlos o 

renunciar a la concesión. También se incluyó en el protocolo de concesión la 

preceptiva autorización del Consejo de Ministros y su publicación en la Gaceta 

de Madrid (hoy Boletín Oficial del Estado). En 1869, tras la destitución de Isabel 

II, el regente, general Francisco Serrano y Domínguez modificó la denominación 

de la orden por la de damas nobles de España. 

Alfonso XII, por su Real Decreto de 28 de noviembre de 1878, declaró 

que las damas nobles podrían usar sobre el lado izquierdo del pecho, la cruz de 

la orden pendiente de un lazo de cinta igual a la banda, con traje alto y aún con 

otro de mayor etiqueta, siempre que el acto no requiera por su importancia el 

uso de la banda en la forma prescrita en los estatutos de la orden. 

El Decreto republicano de 24 de julio de 1931, sin referirse expresamente 

a esta orden, la abolió de hecho como institución oficial. Pero tanto Alfonso 

XIII, hasta enero de 1941, como su hijo Juan de Borbón, conde de Barcelona, 

otorgaron algunas bandas de esta orden a princesas de su familia; éste último a 

sus hijas las infantas Pilar y Margarita, para conmemorar sus dieciocho años. 

También le fue concedida a Sofía de Grecia al convertirse en princesa de España 

por su matrimonio con el futuro Juan Carlos I de España en 1962 y la lució en la 

ceremonia de proclamación de éste el 22 de noviembre de 1975. 
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En la actualidad y en virtud de los estatutos vigentes se conserva una 

única categoría: dama noble y el número permanece limitado a 30 titulares, 

salvo voluntad expresa de los Reyes. 

Su insignia se describe en el segundo artículo de sus estatutos, y consiste 

en una banda realizada en tela de moaré, de seda y algodón, compuesta por tres 

franjas verticales: la central blanca y las dos laterales moradas; su anchura es la 

mitad que la de las bandas de las órdenes masculinas. 

Se coloca terciada desde el hombro derecho hasta el costado izquierdo, y 

de ella pende una cruz de ocho puntas de oro, en cuyo centro se localiza dentro 

de un óvalo la imagen de san Fernando esmaltada y visto de cuerpo entero, 

armado, coronado y con el manto propio de su regia condición, portando en su 

mano derecha una espada, mientras que en la izquierda sostiene el globo u orbe 

real; la imagen está rodeada de rayos dorados. El exergo del óvalo central y los 

bordes de los brazos de la cruz están decorados con esmalte morado, y el 

interior de los dichos brazos de esmalte blanco. En los espacios entre los brazos 

de la cruz, aparecen dos leones y dos castillos contrapuestos, unidos entre sí por 

una pequeña cadena. El conjunto de la cruz pende de una corona de laurel, 

dorada o verde, según los casos. En el reverso, la cifra de María Luisa y, 

rodeándola, la leyenda real orden de la Reina María Luisa. 

Al principio se imponía la obligación de ostentar cotidianamente esta 

banda con su venera, como pública muestra del gran honor que les ha sido 

concedido por la Reina. Sin embargo, desde el 28 de noviembre de 1878 se 

permitió a las señoras agraciadas usar diariamente un lazo con la cruz 

pendiente, más sencillo y práctico para el uso cotidiano. 
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Tanto las insignias como la banda eran propiedad de la orden, que las 

otorgaba en usufructo y las recuperaba al fallecimiento de la agraciada, aunque 

hay constancia de que después del destronamiento de Isabel II en 1868 las 

familias de las damas nobles se negaron a devolver las insignias a las nuevas 

autoridades por lealtad a la monarquía. 

El patronato de la orden quedó encomendado a san Fernando, Rey de 

Castilla y de León, y a san Luis, Rey de Francia y en sus respectivas festividades 

30 de mayo y 25 de agosto respectivamente la Reina recibía protocolariamente a 

las damas en capítulo. Asimismo, las damas nobles de la orden tenían 

recomendada estatutariamente especial devoción a sus santos patronos y debían 

visitar una vez al mes un establecimiento benéfico, en ocasiones la real Inclusa 

de Madrid o algún hospital de mujeres como el de la Pasión. 

Las mujeres agraciadas con esta distinción la recibían en una ceremonia 

de investidura oficial descrita en los estatutos, que transcurría en las 

habitaciones privadas de la Reina en el palacio real, pero que en ocasiones en 

caso de enfermedad o impedimento grave podían recibirla en sus propios 

domicilios, entregada por algún representante de la Reina. 

Han obtenido esta distinción innumerables personalidades de  España y 

de muchos países de todo el mundo y continúa siendo una de las más grandes 

mercedes que puede conceder la monarquía española a las mujeres por lo que 

significa de reconocimiento a sus servicios, prendas y cualidades. 

 

27-.La Real y Distinguida Orden Española de Carlos III fue 

establecida por el Rey de España Carlos III, mediante Real Cédula de 19 de 
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septiembre de 1771 con el lema «Virtuti et merito», con la finalidad de 

condecorar a aquellas personas que se hubiesen destacado especialmente por 

sus buenas acciones en beneficio de España y la Corona. Desde su creación, es la 

más distinguida condecoración civil que puede ser otorgada en España. Aunque 

se encuentra dentro de la categoría de las ordenes Militares desde su creación, 

formalmente se convirtió en orden civil en 1847. 

Tanto la orden como las condecoraciones que se otorgan están reguladas 

en un Real Decreto de 1992, donde se fija como objetivo "recompensar a los 

ciudadanos que con sus esfuerzos, iniciativas y trabajos hayan prestado 

servicios eminentes y extraordinarios a la Nación" y por una Orden de 8 de 

mayo de 2000. 

Aunque la Real Cédula de creación es de septiembre de 1771, Carlos III no 

hizo públicas las disposiciones que habrían de regular la distinción hasta el 24 

de octubre. La razón para ello estuvo en el origen de la orden. El futuro Rey y 

príncipe de Asturias, Carlos, llevaba cinco años de matrimonio sin hijos, por lo 

que al nacer el primer infante quiso su abuelo, Carlos III, dejar constancia de su 

gratitud a Dios -al que afirmaba haber rezado en espera de la continuidad de la 

dinastía- y, en especial, a la Virgen María en su advocación de Inmaculada 

Concepción y de quien se declaraba el Rey profundamente devoto. Así, en la 

fecha señalada, cuando la nuera del Rey había podido asistir al primer oficio 

religioso con el niño en brazos, quiso el Rey promulgar las normas de concesión, 

nombrándose a sí mismo gran maestre de la orden y fijando en sus herederos, 

siempre que ostentasen el título de Rey de España, el mismo tratamiento y 

cargo. Aunque el infante y varios hermanos murieron poco después, Carlos III 
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mantuvo su compromiso, si bien el número de cruces otorgadas fue muy 

reducido por el pesar del monarca. 

Las disposiciones de creación exigían dos requisitos: ser benemérito y 

afecto a Su Majestad. Se crearon dos clases: las «grandes cruces» y las 

«pensionadas», siendo discrecional por el monarca su concesión, aunque auto 

limitó a sesenta las primeras y a doscientas las segundas. En 1783 se ampliaron 

las órdenes a tres, con la de «caballeros supernumerarios», cuya importancia se 

situaba entre las dos anteriores. En este momento se precisaron más las 

obligaciones y requisitos de los titulares: debían tener pureza y nobleza de 

sangre hasta sus bisabuelos, conforme regulaba el Fuero viejo de Castilla y las 

demás normas vigentes. Los recibidos en la orden debían jurar fidelidad a la 

persona del Rey, a su familia, a la protección de los bienes de la casa real, 

reconocerle como gran maestre, vivir y morir en la fe católica, aceptando como 

indubitado el Misterio de la Inmaculada Concepción, y asistir al menos una vez 

al año a una misa completa y comulgar. 

El Papa Clemente XIV, el 21 de febrero de 1772 reconoció a la orden 

mediante bula y le otorgó beneficios religiosos, tanto a la misma como a sus 

integrantes, reconociendo al gran maestre toda la capacidad para disponer en 

materia religiosa sobre los miembros, incluso la absolución y la bendición 

apostólica. Los beneficios de los integrantes de la orden fueron de distinta 

índole, ampliándose después con Pío VI. 

 

28-.Caballeros Teutónicos del Hospital de Santa María de 

Jerusalén (1190). Orden teutónica (también orden de los caballeros teutones y 
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caballeros teutónicos del hospital de Santa María de Jerusalén, en alemán 

Deutscher Orden; en latín Domus Hospitalis Sactæ Mariæ Teutonicorum). 

Orden medieval de carácter religioso-militar fundada en Palestina en 1190 

(tercera cruzada) durante el asedio de la fortaleza de san Juan de Acre. En 1198 

se convierte en orden militar. Desde el siglo XIX la orden pervive como una 

organización cristiana de carácter caritativo. 

Los orígenes en Tierra Santa 

La orden estaba formada por nobles alemanes y seguía el modelo de la 

orden del Temple y de la orden de san Juan de Jerusalén. Fundada en san Juan 

de Acre (Palestina) en 1190 durante la tercera cruzada tras la toma de Jerusalén 

por Saladino. Originalmente fue solamente una organización caritativa que 

ayudaba a los peregrinos cristianos, luego fue reorganizada como orden militar, 

a semejanza de los caballeros templarios en 1192 y, obtuvo el reconocimiento 

oficial del papa Inocencio III en 1198. 

En 1220 los caballeros teutónicos establecen su cuartel general en la 

fortaleza de Monfort (Israel) que se convirtió en la sede de los "grandes 

maestres" de la orden teutónica en 1229. 

En 1220: Leopoldo VI de Austria dona a los teutónicos el lugar de 

Monfort para un castillo... En 1227 Los teutónicos reedifican el castillo de 

Monfort. 

En 1266, los árabes no consiguen tomar la fortaleza. Pero regresarán en 

1271 y conseguirán hacerse con el castillo a través de un túnel excavado en la 

roca. Los caballeros teutónicos se ven obligados a refugiarse en san Juan de 

Acre. 
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"...La residencia oficial del gran maestre, que constituía, de hecho, la sede 

del cuartel general de la orden, comenzó siendo instalada en san Juan de Acre y, 

posteriormente pasó de esta ciudad al castillo de Monfort y de allí a Acre, de 

nuevo, según iban mandando las circunstancias..." Juan G. Atienza, Caballeros 

Teutónicos. 

Un siglo después, en 1291, la toma de Acre por los sarracenos obligó a los 

cruzados a retirarse de Tierra Santa, impulsando a la orden a reconsiderar su 

misión. Derrotados en las cruzadas, los caballeros de la orden teutónica se 

trasladaron a Transilvania (donde construyeron el castillo de Bran) hasta su 

expulsión en 1225 por el Rey Andrés II de Hungría. 

Estado Teutónico:  

En ese momento la orden se estableció, ya definitivamente, en Prusia 

creando un Estado de la orden teutónica independiente, desde el que lanzaron 

campañas contra el reino de Polonia, el ducado de Lituania y contra otros 

pueblos no cristianizados, proceso que se conoció como las Cruzadas Bálticas. 

El Emperador Federico II Hohenstaufen otorgó a los teutónicos todos los 

privilegios de los príncipes del imperio, como el derecho de soberanía sobre los 

territorios conquistados. 

A pesar de una derrota frente al ruso Alexander Nevski en 1242, la orden 

extiende rápidamente su dominio sobre los países bálticos exceptuando 

Lituania, que resistió durante 200 años. 

A partir de 1308 ocuparon el conjunto de Prusia, extendiéndose hasta 

Estonia. Dicha conquista incluía las regiones bálticas de Pomerania, Curlandia, 
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Letonia, Estonia y Dánzig, ciudad ésta que estuvo bajo su poder hasta 1454. La 

orden contaba además con posesiones en diferentes puntos del Sacro Imperio 

Romano Germánico. 

A finales del siglo XIV, la orden alcanzó el apogeo de su poder gracias a 

una potente economía urbana, que les permitía contratar mercenarios 

procedentes de toda Europa para incrementar sus levas feudales, así como 

convertirse en una potencia naval en el mar Báltico. 

Sin embargo, en 1410 sufrieron una tremenda derrota en la batalla de 

Tannenberg frente al gran duque Vytautas de Lituania y el Rey Ladislao II de 

Polonia, de modo que los territorios conseguidos por la orden pasaron a manos 

polacas y lituanas. Comenzó entonces una decadencia que culminó en 1525. 

Al producirse en Europa la reforma protestante, la orden se convirtió al 

Luteranismo por medio de su gran maestre Alberto de Brandeburgo, quien 

renunció y se convirtió al luteranismo para ser duque de Prusia. 

Secularización de Prusia: 

La orden fue suprimida en la zona meridional del feudo y sus tierras 

secularizadas para crear el ducado de Prusia en 1525. La orden pervivió 

vinculada a los Habsburgo, conservando numerosas propiedades en Alemania y 

otras partes de Europa, pero en 1809, Napoleón Bonaparte ordenó su 

disolución, por lo que perdieron buena parte de sus bienes seculares. 

Supervivencia de la orden: 
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Hasta la primera guerra mundial, la orden se mantuvo presidida por los 

Habsburgo. En la actualidad, opera con fines principalmente benéficos en 

Europa Central. 

El emblema de la orden es la cruz teutónica 

Los caballeros llevaban una capa blanca con una cruz negra. Como 

escudo se empleaba a veces una cruz paté, que posteriormente inspiró la cruz de 

hierro usada por el reino de Prusia y por Alemania.  

 

29-.La Milicia de Jesucristo (1209). También conocida por “Militia 

Christi”. Fundada a principios del siglo XIII por Santo Domingo de Guzmán 

en el sur de Francia para combatir la herejía albigense. Participó en la batalla 

de Muret (1213)429, fue refundada, y por última vez en el siglo XIX. 

Actualmente está inscrita como Asociación laica y se rige por el Decreto 

Pontificio de 21 de noviembre de 1981 (pro Consilium Laicis Pontificum 

2415/81/S-61/B-20) que dice así: 

“La <<MILICIA DE JESUCRISTO>> , que en los siglos pasados, ha sido 

siempre una institución al servicio de los fieles, unidos a la fe apostólica 

                                                             
429

 La batalla de Muret consistió en la escaramuza decisiva de la llamada cruzada albigense. Tuvo lugar el 13 

de septiembre de 1213 en una llanura de la localidad occitana de Muret, unos doce kilómetros al sur 

de Toulouse. La contienda enfrentó a Pedro II de Aragón, sus vasallos y sus aliados, entre los que se 

encontraban Raimundo VI de Tolosa, Bernardo IV de Cominges y Raimundo Roger de Foix, contra las 

tropas cruzadas (La Militia Chisti) y las de Felipe II de Francia lideradas por Simón IV de Montfort. El triunfo 

correspondió a las fuerzas de Simón de Montfort  y por lo tanto a la Miliitia Christi, el cual se convirtió, como 

consecuencia de su victoria, en duque de Narbona, conde de Tolosa, vizconde de Béziers y vizconde 

de Carcasona. Las tropas aragonesas y occitanas sufrieron unas pérdidas de 15.000 a 20.000 hombres, Pedro II 

de Aragón, conocido como Pedro el Católico, murió en la batalla. Su hijo de cinco años, el futuro reyJaime I de 

Aragón, que estaba bajo custodia de Simón de Montfort, con cuya hija se había concertado el matrimonio futuro 

en un nuevo intento para resolver el conflicto, debió permanecer un año como rehén hasta que, por orden del 

Papa Inocencio III, Montfort lo entregó a los templarios. 
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mediante la reactivación de la práctica de la caridad y la piedad, no ha cesado,  

incluso en los periodos más recientes de cumplir su misión benéfica, aun si ha 

abandonado sus actividades de orden de Caballería, y se ha adaptado a las 

condiciones actuales del apostolado de los laicos que promueven la formación 

espiritual a través de una vida asociativa, y siempre ha dado pruebas ejemplares 

de unión al Sumo Pontífice y a la Iglesia. 

El arzobispo de Sens, queriendo devolver a la "MILICIA DE 

JESUCRISTO" una estructura adecuada al momento actual, cambió sus 

estatutos, mediante la adaptación de sus objetivos a las directivas conciliares y 

convirtiéndola en una asociación piadosa de laicos en el marco de los cánones 

684-725 del código de derecho canónico, por Decreto del 02 de febrero de 1973. 

El objetivo de los miembros de esta asociación piadosa es vivir los 

consejos evangélicos de acuerdo a su propio estado, en un renovado espíritu 

caballeresco practicando obras de formación doctrinal y ecuménica, de piedad 

mariana y de justicia social. 

Hacen parte de la Milicia los fieles de todos los medios según lo prescrito 

por el artículo 5 de los Estatutos. Sus numerosos miembros ejercen el 

apostolado en muchas diócesis de Francia, pero también en Bélgica, España, 

Países Bajos, Canadá, Togo, Líbano, Estados Unidos, y Brasil. 

La Milicia de Jesucristo quiere vivir sus estatutos en un espíritu de muy 

estrecha unión con la iglesia y colaborando en todas las iniciativas en el marco 

del Consejo Pontificio para los laicos del cual dependen las asociaciones de 

laicos y los distintos movimientos eclesiales. Es por lo que, el ordinario de Sens, 

monseñor Eugenio Ernoult, y el gran maestre Emmanuel Houdart de la Motte 
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se han dirigido a este Dicasterio para pedir el reconocimiento pontificio de la 

Piadosa Asociación.  

Considerando atentamente la documentación y los Estatutos 

oportunamente corregidos y puestos al día, y considerando al mismo tiempo, su 

correspondencia con los objetivos de la Institución y la utilidad evidente para el 

bien de las almas, del apostolado individual y social practicada por miembros de 

la Asociación, considerando también la competencia del Consejo Pontificio para 

los laicos, después de escuchar las opiniones de los consultores en virtud de las 

facultades ordinarias, el Dicasterio erige y confirma la asociación de laicos, la 

"MILICIA DE JESUCRISTO", en Asociación de Derecho Pontificio, y establece 

que todos la reconozcan como tal. 

Las modificaciones de los Estatutos que exigirá eventualmente la 

legislación futura además de las  modificaciones aportadas y aprobadas 

actualmente, deberán ser sometidas a la aprobación del Consejo Pontificio para 

los laicos. 

Esperamos sinceramente que bajo la protección de la Virgen y de santo 

Domingo y con la ayuda de Dios, dador de todo bien, los miembros de la 

asociación den siempre ejemplos luminosos de virtud y de piedad con el fin de 

generar el bien en el ambiente en el que actúan. 

“Monseñor Pedro Coughlan                                                         Opilio Card. Rossi 

       Subsecretario                                                                                    Presidente” 
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Como asociación internacional fue fundada el 6 de enero de 1887, 

declarada el 5 de marzo de 1938, siendo un movimiento de derecho pontificio. 

Es erigida en Piadosa Asociación de laicos según los cánones 684-725 del código 

de derecho canónico por decreto de 2 de febrero de 1973 por el arzobispo de 

Sens. El Dicasterio erigió y confirmó la Asociación de laicos de la Milicia de 

Jesucristo en asociación de derecho Pontificio, y estableció que todos la 

reconociesen como tal. 

La Milicia de Jesucristo, cuya fundación los historiadores remontan al 

siglo XIII, ha tenido en todas las épocas bulas, favores e indulgencias de los 

Soberanos Pontífices, sobre todo de Gregorio IX, en la bula “Quae Omnium 

conditoris” de 23 de junio de 1236, y de san Pío V, en la bula “Sacro sanctae 

Romanae” del 12 de octubre de 1570. El fin de esta orden, de vocación 

originariamente militar, consistía en reunir al servicio de la santa Iglesia 

Católica, sobre todo en los peores momentos de la historia de la iglesia, a 

personas en un auténtico espíritu de caballería cristiana.  

Fue reorganizada en primer lugar en Valladolid en 1605, luego bajo el 

impulso de los padres predicadores en Roma en 1870, sin interrupción hasta 

nuestros días, por el conde Arturo de Beaumont, coronel de Estado Mayor 

Pontificio, con la bendición del santo Padre Pio IX (en 8 de marzo de 1876 y 11 

de enero de 1877). Y reformada en 1959 para ser erigida canónicamente por el 

arzobispo de Sens (Francia). Y tras modificaciones exigidas por la Santa Sede 

por Orden de 2 de abril de 1973 fueron aprobabas las Constituciones, que tienen 

14 artículos y una conclusión. El acto de promulgación de los Directorios de 26 

de mayo de 1985 establece que la Milicia de Jesucristo es la institución 
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continuadora renovada de la orden de caballería de la Milicia de Jesucristo que 

los historiadores atribuyen a santo Domingo de Guzmán.430  

Los miembros pueden ser, afiliados, comprometidos, miembros 

consagrados y finalmente miembros investidos caballeros. (art. V, VI, VII y VIII, 

de las Constituciones y Directorios nº 6-1-2 y 7)  

La estructura es de casas, reunidas todas las de una nación en una 

provincia que a su vez se unen en la Milicia internacional, llamada “Domus 

Militiae Jesu Christi”, o “Militia Christi”. (art. X de las Constituciones). 

La Milicia se divide en tres departamentos que son el de la verdad, el 

rosario y la hospitalidad. Cada departamento tiene un director de 

departamento. (art. XII de las Constituciones). 

Sus miembros ingresan con la toma del manto, o capa, y se preparan 

durante dos años, salvo excepciones, pueden abandonar la milicia en cualquier 

momento, luego pueden comprometerse en un rito en que les es impuesta la 

cruz de la orden, que es el segundo paso, y que es la recepción definitiva de por 

vida, en que pueden hacer votos, que son los de pobreza según su estado, de 

castidad según su estado y de obediencia especial al Papa reinante y de defensa 

de la muy santa Virgen María. Que son primero anuales y luego definitivos tras 

una duración mínima de cinco años. 

La Milicia de Jesucristo está dirigida por un maestre general, asistido de 

su Consejo y de un asistente general. A la cabeza de cada provincia, en España 

del gran priorato de España, se encuentra un responsable provincial o en el caso 

de España un gran prior, ayudado de su Consejo provincial. Cada casa es 

                                                             
430 Resumido del preámbulo de las Constituciones de la Militia Christi. 
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dirigida por un delegado local. (art. XI de las constituciones). Todo esto según 

las Constituciones aprobadas por Decreto Pontificio de 21 de noviembre de 

1981. Estas están precisadas e interpretadas por directorios y un ritual 

aprobados el 26 de mayo de 1985 (art. XIV de las Constituciones). Tiene 17 

directorios. En su directorio 16 establece las indulgencias y privilegios actuales 

de la Milicia de Jesucristo. Así a modo de ejemplo se gana indulgencia plenaria 

el día de la toma del manto, o capa. También en otros casos se ganan 

indulgencia parcial. 

La sede de la milicia se encuentra en Sens (Francia), y es la iglesia san 

Pedro, que está afiliada a la Archibasílica Patriarcal de san Juan de Letrán, de 

forma que el valor de la visita de una u otra iglesia es el mismo. 

El manto, o capa de la Milicia es negro con el cuello blanco, que son los 

colores de santo Domingo, y sobre el costado izquierdo lleva la cruz flordelisada 

blanca y negra, el blanco simbolizando la verdad y el negro la penitencia. 431 

La Capital espiritual de la Militia Christi es La Catedral del Burgo de 

Osma (Provincia de Soria) por ser lugar donde fue canónico santo Domingo de 

Guzmán, que había nacido no muy lejos en Caleruega. 

Hoy día la Milicia de Jesucristo se encuentra establecida en varios países 

del mundo, ya en Europa, en América, en África, y en oriente. 

Esta es la descripción que presenta el «Repertorio» de «Asociaciones 

Internacionales de Fieles», editado por el Consejo Pontificio para los Laicos, de 

la Milicia de Jesucristo: 

                                                             
431 Resumen de las Constituciones y Directorios de la Militia Christi. 
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<< DENOMINACIÓN OFICIAL: MILICIA DE JESUCRISTO. SIGLA: 

MJC (Milice de Jésus-Christ). DENOMINACIÓN HABITUAL: Militia Christi. 

FUNDACIÓN: 1209. 

HISTORIA: La MJC nació en 1209 alrededor de santo Domingo y de los 

frailes dominicos. Apoyada a lo largo de los siglos por varios Pontífices, creció 

como institución caballeresca cuyos miembros, laicos valerosos y fieles, se 

ponían al servicio de la Iglesia para defender la fe. En 1870 la orden de 

caballería de la Militia Christi se reorganizó en Roma alrededor de un círculo de 

oficiales pontificios que, asistidos por el maestre general de los dominicos y 

animados por Pío IX, relanzan el espíritu de la antigua institución orientando a 

sus miembros hacia la construcción del reino de Dios en la sociedad. El período 

de reforma vivido entre 1959 y 1973 vio la transformación de la orden en 

asociación de fieles y la adaptación de sus finalidades a las exigencias del 

apostolado de los laicos en la perspectiva del concilio Vaticano II. El 21 de 

noviembre de 1981 el Consejo Pontificio para los laicos decretó el 

reconocimiento de la Milice de Jésus-Christ como Asociación internacional de 

fieles de derecho pontificio.  

IDENTIDAD: La MJC reúne a laicos; hombres y mujeres; de todas las 

condiciones, deseosos de comprometerse individualmente y en cuanto 

asociación para hacer progresar el espíritu de fe y los valores cristianos en el 

mundo. Sus miembros se proponen vivir los consejos evangélicos según el 

propio estado de vida y con un renovado espíritu de caballería, practicando 

obras de formación doctrinal y ecuménica, de piedad mariana y de justicia 

social. Con el fin de apoyar estos tres campos de acción, la MJC confía la 

responsabilidad a tres departamentos, cada uno de ellos guiado por un director: 
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el departamento de la Verdad, que asegura la formación de los miembros, 

basada en la filosofía y la teología tomista, tanto mediante la enseñanza como 

mediante la orientación hacia fuentes seguras; el departamento del Rosario, que 

corresponde a la vocación mariana de la Asociación y tiene la finalidad de 

alimentar la vida interior y la piedad de los miembros, gracias a los retiros 

espirituales, vigilias de oración, momentos de meditación; el departamento de la 

Hospitalidad, que además de asegurar la ayuda mutua entre los miembros y de 

organizar la acogida con ocasión de encuentros de capítulo, también tiene la 

tarea de sostener y de promover obras de solidaridad y de caridad inseparables 

de la evangelización.  

ESTRUCTURA: La MJC está dirigida por un maestre general elegido por 

nueve años y reelegible que, acompañado de un Asistente general, tiene la 

responsabilidad de tomar las decisiones relativas a la vida de la Asociación. El 

asistente general se sirve de la colaboración del Consejo magistral constituido 

por el secretario general, los responsables provinciales, los directores de 

departamento y los miembros designados pro tempore. El ordinario eclesiástico 

es el arzobispo de Sens (Francia). A la MJC se puede pertenecer como miembros 

afiliados, miembros comprometidos, miembros consagrados. Los miembros 

afiliados son personas que viven la espiritualidad de la asociación sin estar 

vinculados con ella; los miembros comprometidos se vinculan por etapas 

sucesivas al espíritu de servicio y militancia propios de la vocación caballeresca 

y a la espiritualidad dominicana; los miembros consagrados se comprometen 

mediante voto a vivir los consejos evangélicos de pobreza y castidad según su 

propio estado y las exigencias de obediencia especial al Papa y de defensa de la 

Virgen María, pronunciando uno o más votos primero provisionales y después 
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definitivos. Los miembros están agrupados en casas, dirigidas por los delegados 

locales. Las casas presentes en el mismo país constituyen una Provincia, 

confiada al delegado provincial. En España el gran priorato de la Provincia de 

Santiago de España (tal como fue fundada en 1965) tiene a su cabeza un gran 

prior provincial, que tiene que ser caballero investido de la Orden, también 

tienen que ser caballeros investidos los delegados locales (jefes de las distintas 

casas). 

La investidura es un rito de esta orden por la que al comprometido (que 

lleva la cruz), se le impone la espada, y el santo Rosario. Siendo la última y mas 

alta etapa de la organización de la Militia Christi. 

Difusion: La MJC cuenta con Aproximadamente 500 miembros y está 

presente en 9 países distribuidos del siguiente modo: África (2), Europa (4), 

Norteamérica (1), Oriente Medio (1), Sudamérica (1). Obras: La Asociación 

gestiona las Opere Militia Christi para la solidaridad entre las distintas 

Provincias y el apoyo de proyectos caritativos; la iniciativa “Parrains pour le 

Liban”, que ofrece ayudas para los estudios de jóvenes libaneses pertenecientes 

a familias con escasos recursos; la iniciativa “Marie porte du Ciel”, que en Brasil 

actúa para la evangelización, la construcción de un santuario, la erogación de 

curas paliativas. 

Publicaciones: Militia Christi, revista cuatrimestral en francés. Y se 

estaba publicando también en España una revista trimestral de la Provincia-

Nación de Santiago de España de la Militia Christi en español. 

Los grandes maestres de la orden en esta última etapa, han sido: 

Emmanuel Houdart de la Motte. 
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Michel Quatre. 

Jacques Stockar. 

Los delegados provinciales de la provincia-nación de Santiago de España 

de la orden han sido desde su refundación como gran priorato de la provincia-

nación de Santiago de España: 

Manuel Santiago Thomás De Carranza y De Luque-Romero, marqués de 

la Sala de Partinico, refundador del gran priorato de la provincia-nación de 

Santiago de España, delegado de la provincia-nación de Santiago de España 

desde 1965 a 9 de enero de 1991, miembro del Consejo internacional de la 

M.J.C., caballero de la Militia Christi (recibió la investidura de caballero en 

1965). 

Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. delegado de la 

provincia-nación de Santiago de España desde enero de 1991 a mayo de 1994. 

Mienbro del Consejo internacional de la M.J.C., caballero de la Militia Christi 

(recibió la investidura de caballero el 7 de junio de 1981). 

 

Una orden que parece ser la misma que la anterior estudiada, la Militia 

Christi, es la de la Milicia de la fe de Cristo Jesús, hay pocas dudas de que 

sea la misma, el mismo fundador santo Domingo de Guzmán, y además Folquet, 

obispo de Toulouse, Simon de Montfort. La época también coincide, y el fin para 

el que fue fundada. La historia de la Milicia de La Fe de Jesucristo es la 

siguiente: 
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La milicia de la orden de La fe de Jesús Cristo (latín: Milicia Jesu Christi) 

fue una orden militar fundada en el Languedoc poco antes de 1221, Se debe su 

origen probablemente a Folquet de Marselha, el obispo de Toulouse; Simón IV 

de Montfort, líder de la cruzada albigense, y posiblemente a Domingo de 

Caleruega, el fundador de la Frailes Predicadores. 

En junio 1221, parece haber sido aprobada por el Papa Honorio III, quien 

le dio permiso para observar las ordenanzas de la orden del Templo de 

Salomón.  En julio, el Papa parece haber transferido toda la autoridad sobre la 

fundación de la orden (y por tanto su supervivencia) al legado papal Conrado de 

Urach. 

El propósito específico de la fundación es "la promesa de ayuda y socorro 

a Amaury de Montfort, por la defensa de su persona y los dominios " y como 

inquisidores de la "búsqueda y destrucción de los herejes y sus tierras y también 

de los que se rebelan contra la fe de la santa iglesia. " Esto fue confirmado por 

Honorio en dos cartas del verano de 1221. La orden ha sido una verdadera orden 

militar-completa,  pues fue fundada en el apogeo de la cruzada albigense para 

luchar contra el catarismo y había pedido al Papa el derecho a luchar en el 

Languedoc, como el templario en la Tierra Santa. Su primer maestre fue Pierre 

Savary (Peter Savaric), quien se llamó a sí mismo "maestre de la milicia de la 

orden de la fe de Jesucristo" en un documento de Carcassonne fecha 9 de 

febrero 1221. A pesar de la organización formal y la aprobación papal, parece 

que Conrado de Urach tuvo la intención de disolver la orden cuando ya no era 

necesaria, ya que en febrero 1221, ordenó que todas las tierras que habían sido o 

pudieran haber sido otorgadas por el Amaury o cualquier otro patrón deban 

volver a los donantes. 
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Fusión con los dominicos. 

Se ha afirmado que una carta de Gregorio IX en 1231 muestra que la 

milicia, no tiene el apoyo de Amaury, que se fusionó con la orden de Santiago, 

pero la milicia a que se refiere es la orden de la Fe y la Paz y no la fe de Jesús 

Cristo. También se ha afirmado que la milicia se ha presentado a través de los 

Alpes para establecerse en Italia como el Milizia di Gesù Cristo, pero la solidez 

de esta hipótesis es desconocida. Tampoco la milicia debe confundirse con el 

movimiento italiano del siglo XIX conocido como la Orden del Espíritu Santo o 

Santafedisti, aunque hubo algunos puntos en común. 

La Milicia de la Fe de Jesucristo parece haber estado bajo la influencia de 

los dominicos en algún momento. En una bula de 18 de mayo de 1235, Gregorio 

IX confió la Milicia al cuidado de Jordán de Sajonia, segundo capitán-general de 

la orden dominicana. En el mismo año se decretó para los caballeros un hábito 

de inspiración dominicana negro y blanco. Por último, la Milicia fue en gran 

medida influenciada por un famoso dominico, Bartolomé de Braganza (o de 

Vicenza). 

Según la investigación de Raimundo de Capua, que se convirtió en un 

dominicano en 1350, la Milicia se fusionó con la orden de los dominicos de la 

penitencia (Ordo Sancti Dominici de Poenitentia). Las Constituciones de las dos 

órdenes, la de Gregorio IX para la milicia en 1235 y la de Muñón de Zamora 

para la orden de la penitencia en 1285, fueron muy similares, aunque Muñón de 

Zamora prohíbe expresamente el porte de armas sino en defensa de la Iglesia, 

que pudo haber cubierto las actividades de la milicia. Según  Bollandist en la 

historiografía, la fusión de las órdenes se generalizó en el siglo XIV.      
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30-.Caballeros Hospitalarios o Sanjuanistas (1080). Tiene su 

origen la orden de Malta o de san Juan  en Jerusalén, pero no como orden 

de caballería sino como hospital llevado por monjes en donde se sanaban a los 

peregrinos que visitaban los santos lugares en Palestina. Luego pasa a ser una 

orden armada contra el musulmán, en defensa de los santos lugares. Se llamará 

orden de Rodas al pasar a ocupar esa isla  y luego orden de Malta cuando el 

Emperador Carlos I de España, les dé dicha isla. Tras la pérdida de la Ciudad 

Santa pasaron a ocupar Chipre con los templarios, mas tarde Rodas, 

adquiriendo el nombre de esta isla y pasando a llamarse caballeros de Rodas, 

hasta el año 1522 en que perdieron la isla, pasando a ocupar la isla de Malta, 

también en el Mediterráneo, por donación del Rey de España Carlos primero  en 

1530. Hasta nuestros días ha llegado el nombre abreviado de orden de Malta ya 

que fue en Malta donde tenía la sede cuando se hizo famosa por frenar el avance 

turco en 1565. Así que fueron conocidos como hospitalarios y sanjuanistas antes 

de ser conocidos como los caballeros de Rodas y luego los caballeros de Malta. 

En un principio, siendo orden del hospital o de san Juan llevaban los hábitos 

negros, con una cruz blanca de ocho puntas que representaban las ocho 

bienaventuranzas. A partir de 1259, los sanjuanistas cambian poniéndose una 

capa sobre el hábito para la guerra de color rojo con una cruz blanca que cruza 

la vestimenta. 

La orden nace al establecerse un hospital en Jerusalén bajo la comunidad 

religiosa de los benedictinos, en ella un tal fray Gerardo, rector del hospital,  

recibe del califa de Egipto que es quien domina la ciudad, un muro de la misma 

que les hace independientes y autónomos de la autoridad musulmana, esto 
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ocurre antes de la primera cruzada, en tiempos en que el peregrinar a los santos 

lugares no trae más problemas, no existiendo el enfrentamiento que habría más 

tarde y que da lugar a la primera cruzada de 1099. El primer hospital y una 

iglesia fueron construidos, al parecer por mercaderes amalfitanos. Fray Gerardo 

sería beatificado a su muerte. El hospicio-enfermería estaba dedicado a san 

Juan Bautista de ahí que la orden pasara a llamarse de San Juan o Sanjuanista. 

Godofredo de Bouillón en 1099, toma Jerusalén, tras predicar la primera 

cruzada contra los musulmanes que no dejaban llegar a los peregrinos a tierra 

santa, esta cruzada fue predicada por bula pontificia. Algunos cruzados se 

unieron a los religiosos y se constituyeron en orden, adoptando como emblema 

la cruz octógona, que ya hemos dicho representa las ocho bienaventuranzas. 

Fray Gerardo suplicó al Papa Pascual II que la nueva orden estuviera  bajo la 

tutela de la Santa Sede con la "Protectio Sancti Petri". Lo que fue concedido por 

el Papa por medio de la bula "Piæ postulatio", de 15 de febrero de 1113, fecha de 

la constitución pontificia de la orden de san Juan y de esta forma la orden queda 

sustraída a los avatares del reino latino de Jerusalén. La Bula -emanada durante 

una sesión del concilio de Benevento- amplía y confirma los privilegios ya 

recibidos por parte de los príncipes y de los patriarcas de Jerusalén, sanciona de 

un modo solemne un estado de hecho. Más tarde el Papa Calixto II, en 1120, 

confirma y amplia los privilegios otorgados anteriormente por su antecesor en la 

silla de san Pedro. 

La bula que se refiere a las posesiones de la orden "en Asia y en Europa". 

Y también a la elección de los sucesores del beato Gerardo a la cabeza de la 

orden dice: "aquel que los hermanos profesos establecerán, según Dios, que 

deba ser elegido". De ello podemos deducir la existencia de una regla, que no ha 

llegado hasta nosotros, y la de una comunidad dividida en dos categorías, 
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profesos y no profesos. La regla fue ampliada y codificada por el sucesor del 

beato Gerardo, Raimundo de Puy, primero en usar el título de gran maestre, y 

aprobada por el Papa Eugenio II en 1145. Fray Raimundo fue también el 

introductor de la cruz blanca octogonal, que hasta nuestros días es el emblema 

de la orden. 

En virtud de esta bula el hospital se convierte en una orden exenta. 

Bajo Raimundo de Puy, La orden hubo de asumir funciones de defensa 

armada para la protección de los enfermos y de los peregrinos que viajaban a 

tierra santa, de forma que se convirtió en una verdadera orden de caballería, los 

caballeros se encontraban sujetos a tres votos, lo que hizo de ellos unos 

caballeros religiosos o sea una orden de carácter religioso militar. Sus dos 

finalidades son el “obsequium pauperum” y la “tuitio fidei”. 

Tras la caída en 1291 de san Juan de Acre y por lo tanto del reino 

cristiano de Jerusalén la orden se establece en la isla mediterránea de Chipre. 

La toma de Rodas (1310-1522) y el posterior destierro (1523-1530): 

La autonomía de que gozó la orden desde sus comienzos la hizo 

completamente independiente de otros ordenamientos jurídicos, aunque sólo 

con la ocupación armada de Rodas, en 1308, bajo el gran maestre Foulques de 

Villaret, la orden obtiene la estabilidad territorial y empieza a ejercitar sus 

prerrogativas soberanas según el derecho feudal, ya que hasta entonces la 

organización institucional estaba orientada solamente a regular la vida interna 

del convento y no pretendía un relieve externo. Sin embargo resultaría 

prematuro hablar de subjetividad internacional porque la comunidad 

internacional todavía no se había creado. No obstante, al adquirir la soberanía 

territorial se acercó a la categoría de los Estados, cuya estructura ya poseía. A 
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partir de ese momento se distinguen dos clases de súbditos, los institucionales o 

caballeros y los territoriales. 

Las especiales relaciones que unían a la religión directamente a la 

persona del Papa no impedían el ejercicio de la soberanía. La especial ligazón 

que suponía la Protectio Petri no debilitaba las relaciones soberanas de la orden 

con los Estados, sino que las fortalecía. 

Clemente V, aún antes de ultimada la conquista de Rodas, el 5 de 

septiembre de 1307, declaró que "prædictam insulam, cum omnibus iuribus ac 

pertinentiis suis, vobis, et per vos Hospitali S. Ioannis Hierosolymitani, in 

perpetuum apostolica auctoritate concedimus ac confirmamus" (a vos y por 

vuestro medio al hospital de san Juan de Jerusalén os concedemos y 

confirmamos con autoridad apostólica la mencionada isla con todos sus 

derechos y pertenencias a perpetuidad). 

La defensa militar de la cristiandad imponía la necesidad de poseer una 

fuerza naval. La orden tuvo una flota poderosa; patrulló las aguas del 

Mediterráneo oriental. Participó en las cruzadas en Siria y en Egipto y llevó 

ayuda al reino cristiano de Armenia (Cilicia) contra los ataques musulmanes. 

 

La Orden en 1450: 

La Orden era regida por el gran maestre y el Consejo, acuñaba su propia 

moneda, mantenía relaciones diplomáticas con otros Estados. El gran maestre 

era príncipe de Rodas como fue después príncipe de Malta. Los altos cargos de 

la orden fueron distribuidos a representantes de las diversas lenguas; y la sede 

de la orden, el convento, estaba constituido por varias casas religiosas 

nacionales. 
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La forma de gobierno de Rodas fue completamente atípica. Mientras, al 

haber desaparecido la idea del Papado y el Imperio, florecían las monarquías 

personales, allí, con el progresivo abandono de los poderes absolutos por parte 

del "Magnus Magister" (gran maestre), se estableció una república aristocrática 

y electiva mucho antes de que una forma similar a ésta se instaurase en los 

Estados generales de Holanda (1573). 

Después de 214 años, el 24 de diciembre de 1522 terminó el dominio de la 

orden sobre Rodas al capitular, después de cinco meses de heroica resistencia 

ante el sultán Solimán el Magnífico, que había atacado la isla con una gran flota 

y poderoso ejército. El 2 de enero de 1523 los caballeros fueron obligados a 

abandonarla con el tributo de admiración del enemigo, que les rindió honores 

militares. 

Precisamente esta circunstancia nos dará la prueba del reconocimiento 

de los Emperadores hacia la orden, a pesar de que ésta estaba naturalmente más 

inclinada hacia el Papado. 

Durante los siguientes siete años la orden, aun cuando conservó la 

soberanía internacional, estuvo sin territorio alguno. 

Malta (1530-1798): 

El 23 de marzo de 1530 en el Diploma de Castelfranco el Emperador 

Carlos V hizo donación de la isla de Malta a la religión de san Juan de Jerusalén 

para que se restaurase y restableciese el convento, la orden y la religión del 

hospital de san Juan de Jerusalén, y a fin de que el muy venerable gran 

maestre de la orden y nuestros muy amados hijos (..) de dicha orden, que, desde 

la pérdida de Rodas, de donde fueron arrojados por la violencia (...), puedan 

encontrar una residencia fija, luego de haber estado errantes durante muchos 

años, y para que puedan celebrar en paz las funciones de su religión (...), hemos 
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voluntariamente resuelto darle un lugar donde puedan encontrar una residencia 

fija (...) por autoridad real (...) tanto por Nos como por nuestros sucesores y 

herederos en nuestros reinos, hemos cedido a perpetuidad y voluntariamente 

dado al dicho reverendísimo gran maestre de la citada orden, y á la dicha 

religión de san Juan de Jerusalén, como feudo noble, libre y franco, los castillos, 

plazas é islas de Trípoli, Malta y Gozo, con todos sus territorios y jurisdicciones, 

alta y media justicia, y todos los derechos de propiedad, señorío y poder de 

hacer ejecutar la soberana justicia y derecho de vida y muerte (...). Con la 

condición, sin embargo, de que en lo futuro los conservarán como feudo nuestro 

en calidad de Rey de las Dos Sicilias y de nuestros sucesores en dicho reino (...). 

Quedarán exentos de todo otro servicio de guerra y de aquellas cosas que los 

vasallos deben a sus señores. Con la condición también de que en cada cambio 

de reinado estarán obligados a enviar embajadores al sucesor para pedirle y 

recibir de él la investidura de dichas islas, según es uso y costumbre en tales 

casos. 

El Emperador sigue imponiendo una serie de condiciones y dice: Que 

todos los artículos precedentes serán convertidos en Leyes y Estatutos 

perpetuos por confirmación del Papa y de la Santa Sede (...). Es de extrema 

importancia la expresión contenida en este diploma ne ulterius per Orbem 

vagari cogantur (para que no se vean obligados a vagar más por el mundo), ya 

que supone el más evidente reconocimiento de la soberanía de la orden. 

A pesar de la generosidad del Emperador, los caballeros no aceptaron 

prestar juramento de fidelidad al Emperador, que habría supuesto un vínculo de 

obediencia militar, con la inevitable pérdida de la neutralidad. Finalmente, los 

caballeros se comprometieron a no combatir contra el "Alto Dominio", pero en 

realidad no supuso una hétero imposición, sino una explicitación de la 
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autolimitación que ya habían asumido con el cuarto voto de no luchar contra los 

Reyes cristianos. 

El territorio fue aceptado "in pheudum perpetuum, nobile, liberum et 

francum" con "mero et mixto Imperio (...) ac gladii potestate in hominibus et 

faeminis" (como feudo perpetuo, noble, libre y exento de impuestos, con 

potestad sobre hombres y mujeres). Incluso teniendo en cuenta el sistema 

feudal de la época, la orden gozó de una especial situación al no tener que 

soportar tampoco tributos. 

El deber de tributar fue substituido, en efecto, por la entrega "unius 

Accipitris seu Falchonis" el día de Todos los santos. En realidad, el vínculo de 

vasallaje no era más intenso que el que unía al reino de Nápoles con el Papa. El 

Rey se reconocía vasallo del Papa y quedaba obligado a la entrega de la 

"Chinea"432. 

La única limitación efectiva, pero obviamente consecuente con el vínculo 

de feudalidad, era la imposibilidad para la orden de "transferre seu alienare" 

(transferir o enajenar) los territorios recibidos. Pero, precisamente esta 

cláusula demuestra que desde el origen la orden fue considerada capaz de 

adquirir soberanía sobre territorios diversos, con la consecuencia de no 

perderla por la pérdida del territorio singular. 

El 25 de abril de 1530 el papa Clemente VII aprobó la enfeudación. 

El 24 de mayo de 1530, en Siracusa, el gran maestre da una procuración 

a Hugues de Capones y a Jean Boniface para la ejecución del diploma. El 29 de 

mayo de 1530 prestaron el acto de homenaje. 

                                                             
432

 Tributo que el rey de Nápoles pagaba a los Estados Pontificios como titular de los derechos feudales 
en el reino de Nápoles. 
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Durante la estancia en Malta la orden consolidó su organización 

legislativa y judicial, con lo que se fue institucionalizandose como ente 

autónomo en el ámbito de la ya existente Comunidad internacional. 

Los turcos atacaron Malta, con el Gran Sitio, del 18 de mayo al 8 de 

septiembre de 1565, pero fueron derrotados por los caballeros al mando del gran 

maestre Jean de La Vallette, a partir de ahí empieza el ocaso del poderío naval 

otomano. La marina de la orden se convirtió en una de las más poderosas del 

Mediterráneo y participó en la destrucción definitiva del poderío naval otomano 

en la batalla de Lepanto en 1571. 

En 1652 la orden intentó extender su dominio territorial al adquirir a una 

compañía mercantil puesta bajo protección francesa las islas de san 

Cristóbal, Martinica, Guadalupe, san Bartolomé, san Martín y Santa Cruz en 

las Antillas. Luis XIV ratificó con Diploma de marzo de 1653 esa venta "para que 

toda la cristiandad sepa que vuestra religión va extendiendo sus límites para 

hacer adorar a Jesucristo en los lugares en los que hasta ahora su santísimo 

nombre no ha sido conocido". Pero la orden en 1665, bajo presiones francesas, 

se vio obligada a revender esas posesiones a la Compañía francesa de la Indias 

Occidentales. El intento duró apenas 12 años. 

Desde la pérdida de Malta hasta la instalación en Roma (1798-1803): 

La soberanía sobre la isla de Malta fue ejercitada hasta el 12 de junio de 

1798, cuando Napoleón Bonaparte, que se dirigía a Egipto, ocupó la isla, que en 

1800 cedió a Inglaterra. Duró 268 años que, unidos a los 214 de Rodas, nos dan 

un total de 482 años de soberanía territorial. 

El 12 de junio se acordó una Convención entre la república francesa y la 

orden, con los siguientes puntos: 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

524 
 

Los caballeros entregan la ciudad y los fuertes de Malta y renuncian a la 

soberanía y propiedad de las islas de Malta, Gozzo y Cumino. 

Francia empleará su influencia en el Congreso de Radstadt para dotar 

durante su vida al gran maestre de un principado equivalente y mientras le 

entregará una pensión. Se le darán algunas indemnizaciones; y honores 

militares, mientras esté en la isla. 

Disposiciones acerca de indemnizaciones y otros asuntos referentes a los 

caballeros. 

Libertad y otros asuntos referentes a los habitantes de Malta. 

Aceptación de todos los actos civiles realizados bajo el gobierno de la 

Orden. 

En el artículo XI del Tratado de Amiens, de 27 de marzo de 1802, Gran 

Bretaña, Francia, España y Holanda se obligan a restituir las islas citadas a la 

orden, pero Inglaterra, que las obtiene en posesión no cumple con la obligación 

y en el artículo VII del Tratado de París, de 30 de mayo de 1814, obtiene la 

soberanía sobre ellas. Este será el período más desgraciado de la historia de la 

orden con discordias entre las varias lenguas y la pérdida de recursos 

financieros. 

El "golpe de Estado ruso" (1798-1803) 

Pablo I de Rusia: 

El Zar Pablo I, amparándose en el título de protector que le confirió la 

orden, por razones políticas en 1797, se hizo proclamar gran maestre del gran 

priorato de Rusia, en lugar del gran maestre Ferdinand von Hompesch, quien 

había tenido que abandonar Malta dejándola en manos de los franceses, e 

instituyó un segundo gran priorato de religión ortodoxa, provocando la airada 
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protesta de Pío VI quien denunció la violación de la Constitución al haberse 

elegido un no católico y casado como gran maestre. 

El 13 de noviembre de 1798 dirigió una proclama a las potencias 

extranjeras tomando el título de gran maestre y trasladando la sede de la orden 

a su residencia, sin "formar pretensiones sobre ninguna clase de derecho ni de 

beneficio, cualquiera que sea, en detrimento de otras potencias" y asegurando el 

"mantener intactos todos los establecimientos y privilegios", "el libre ejercicio 

de la religión" y "la jurisdicción". Se empeña por "el acrecentamiento de la 

orden y su restablecimiento en un estado respetable" así como a hacer todo lo 

posible "para devolverle los derechos que le han sido injustamente arrebatados". 

El 21 de diciembre dirige otra proclama a los dignatarios y caballeros de 

la orden. En ella reitera algunos puntos de la anterior e invita a presentar 

nuevas candidaturas para formar parte de la orden. 

En 1799 nombra caballero a Home Riggs Popham433 durante la 

realización de una misión diplomática secreta entre Rusia y Gran Bretaña. 

El Zar Alejandro I mantuvo el título de protector, pero se ocupó de que se 

eligiese a otro gran maestre católico y profeso de votos solemnes, de acuerdo 

con los estatutos. El "Sagrado Consejo" reunido en San Petersburgo dispuso, en 

Decreto de 20 Julio-1 Agosto de 1801, que cada gran priorato designase un 

candidato a gran maestre y que Pío VII eligiese uno de la lista precisando que 

esto tenía que ser así solamente por esa vez y "sin derogar los derechos y 

privilegios propios de la orden" . El Papa eligió al balí Tommasi que tomó 

                                                             
433

 Home Riggs Popham (Gibraltar) 12 de octubre de 1762 – Cheltenham. 20 de 
septiembre de 1820), almirante británico de ascendencia irlandesa, investigador, estratega, 
comerciante, diplomático y político, perfeccionó el sistema de numérico telegráfico de señales por 
banderas que usó la Armada Real Británica en el siglo XIX (1803), prestó servicios durante la Guerra de 
Independencia Norteamericana, las Guerras Revolucionarias Francesas y las Guerras Napoleónicas. Fue 
caballero de la Orden del Baño (KCB) (1815), caballero Comandante de la Orden de San José de 
Jerusalém (1799), caballero de la Orden de Malta (KM) miembro de la Royal Society (FRS) 
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posesión el 9 de febrero de 1803. El "Sagrado Consejo" de Petersburgo, acabada 

su misión, en Decreto de 13-25 abril de 1803, dispuso su disolución. En 1811 

fueron suprimidas las encomiendas rusas de la orden y sus bienes confiscados 

por la Corona con la consiguientes anulación de los privilegios de sus titulares, 

incluido el de la hereditariedad de las encomiendas. En Decreto de 20 enero-1 

febrero de 1817 el Consejo de ministros sancionó la supresión de ambos grandes 

prioratos de Rusia y Alejandro I renunció a cualquier injerencia en la orden, 

restituyendo las insignias y armas de gran maestre. Hasta nuestros días 

A partir de 1805 la orden fue regida por lugartenientes. 

La orden transfirió su sede a Roma en 1834, después de haber tenido 

sedes provisionales en Trieste, Messina, Catania, Ferrara y Viterbo. 

El 13 de diciembre de 1844 Gregorio XVI por Letras Apostólicas, a 

instancia del lugarteniente del maestrazgo, le asoció un Consejo de cuatro 

caballeros profesos con poder deliberativo. 

El 30 de septiembre de 1845 el Papa Gregorio XVI emanó un Breve 

aprobando la reorganización de la orden. 

El 28 de marzo de 1879 el Papa León XIII emanó un Breve restableciendo 

el cargo de gran maestre en favor de Gio Battista Ceschi a Santa Croce. Y 

en Breve de 12 de junio de 1888 renovó la colación en su favor y en el de sus 

sucesores de los títulos de 'eminencia' y de 'eminentísimo'. 

Pío IX modificó los Estatutos y la fórmula del juramento mediante 

un Breve. 

La labor hospitalaria, que caracterizó la fundación de la orden, volvió a 

ser su objetivo principal. Durante las dos guerras mundiales la orden realizó una 

importante labor hospitalaria y benéfica. 
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En Roma posee dos sedes que gozan de extraterritorialidad -el Palacio 

Magistral en via Condotti 68 y en la villa del Aventino- y ejercita sus 

prerrogativas soberanas con el consentimiento de la república italiana según el 

acuerdo internacional estipulado por ambas potencias el 11 de enero de 1960. 

Sin soberanía sobre ellas el gran magisterio y no una parte de la orden 

contó con muchísimas propiedades en el seno de las diferentes naciones. 

La Orden de Malta en España:  

En 1841, la orden de Malta sufrió las consecuencias de la 

desamortización, y sus tierras se vendieron en 800 millones de reales. 

Seis años mas tarde la Reina Isabel II convirtió la orden en 

condecoración civil por Real Decreto de 26 de julio de 1847, figurando en el 

escalafón justo después del toisón de oro y antes que la condecoración de Carlos 

III e Isabel la Católica. 

En 16 de mayo de 1951, se firma el concordato entre la Santa Sede y el 

Estado Español, En cuyo artículo 11 se suspende la jurisdicción eclesiástica de la 

orden, quedando bajo los ordinarios de cada diócesis. Consecuencia de este 

Concordato es la abolición de las pruebas de nobleza en la orden por Real 

Decreto de 21 de octubre de 1851. La orden fue por lo tanto incorporada a la 

Corona de España. El Consejo de Estado emitió una Orden en 1865 por el que se 

decía que la orden aunque existente de hecho estaba suprimida de derecho. 

Esta irregular situación se resuelve mediante Decreto del 4 de septiembre 

de 1885, en que se vuelve a incorporar la orden española al gran maestrazgo en 

Roma, volviendo a ser independiente de la Corona española, en época de 

Alfonso XII. 
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Es de importancia decir aquí que hoy día más del 60% de los caballeros 

de la orden de Malta no son nobles, no habiéndoseles exigido pruebas de 

nobleza. 

Ya que en 1954, bajo Pio XII, se crean los caballeros de gracia y devoción 

y en 1961, con Juan XXIII, los de obediencia. 

Hoy día después de la reforma, hay tres clases: 

1ª- Caballeros de justicia y capellanes conventuales. 

2ª- Caballeros de obediencia. 

3ª-   a) Damas y caballeros de honor y devoción. 

        b) Caballeros de gracia y devoción. 

         c) Caballeros de gracia magistral, que no presentan pruebas de 

nobleza, y que son, hoy día, más del 60%  de la Orden. 

 

31-.Orden Ecuestre del Santo Sepulcro de Jerusalén (1113). La 

orden de caballería del Santo Sepulcro de Jerusalén es una orden de caballería 

católica que tiene sus orígenes en Godofredo de Bouillón, principal líder de la 

primera Cruzada. Según las opiniones más autorizadas, tanto vaticanas como 

hierosolimitanas, comenzó como una confraternidad mixta clerical y laica de 

peregrinos que gradualmente creció alrededor de los Santos Lugares de la 

cristiandad en el Oriente Medio: el Santo Sepulcro, la tumba de Jesucristo. Su 

divisa es Deus lo vult (Dios lo quiere). Creada en 1098, tras la victoriosa primera 
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cruzada, por Godofredo de Bouillón, duque de la Baja Lorena y Protector del 

Santo Sepulcro. 

Su objetivo fue primordialmente proteger el Santo Sepulcro de los infieles 

con la ayuda de 50 esforzados caballeros. Balduino I de Jerusalén (hermano de 

Godofredo) fue quien la dotó oficialmente de su primer reglamento a imitación 

del Temple y el Hospital. Entre sus hechos más gloriosos, la orden del Santo 

Sepulcro luchó valerosamente junto al Rey Balduino I de Jerusalén en 1123, 

participó en el asedio de Tiro en 1124, de Damasco durante la segunda cruzada 

(en 1148) y de san Juan de Acre en 1180. 

Tras la toma de la ciudad santa de Jerusalén por parte de los 

musulmanes de Saladino en 1187, se trasladó a Europa y se extendió por países 

como Polonia, Francia, Alemania y Flandes. Se dedicó a partir de entonces al 

rescate de cautivos cristianos de manos musulmanas. También en España 

obtuvo un afamado protagonismo al intervenir en numerosas batallas de la 

reconquista contra los invasores musulmanes. 

Los componentes de la orden han sido siempre distinguidos miembros de 

la nobleza europea. En 1489, el Papa Inocencio VIII incorporó la orden a la de 

los hospitalarios, aunque en algunos lugares (como España) conservó su 

autonomía para convertirse en una entidad honorífica y dedicada a las obras de 

caridad, con un régimen especial dentro de la Iglesia Católica. En 1847 el 

Papa Pío IX le confirió unos nuevos estatutos. Actualmente subsiste dedicada a 

la caridad y conservando (como la orden de Malta o la orden Teutónica) un peso 

honorífico y particular dentro de la Iglesia Católica. 

Historia  

La historia de la Orden pasa por varias fases: 
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Fase canónica. 

Esta primera fase antecede a la formación de la propia orden que se inicia 

por la devoción por los Santos Lugares de santa Elena, madre del 

emperador Constantino “El Magno”, instaurador del cristianismo en el Imperio 

romano en el año 313, quien llevada por su devoción al Santo Sepulcro viajó a 

Jerusalén en busca de su ubicación, que le sería descubierta por un piadoso 

judío llamado Quirino. 

A fin de honrarlo mandó que se levantara un templo suntuoso, en honor 

de la Gloriosa Resurrección de Jesucristo, construido alrededor de la piedra del 

Gólgota y del sepulcro de Cristo. Seguidamente estableció allí un cabildo de 

canónigos, llamados así por el “canon” o regla por el que santa Elena había 

organizado la subsistencia y deberes de aquellos religiosos. Éstos estaban 

ayudados por varios hermanos seglares para la custodia y conservación del 

Santo Sepulcro, a los que dio por insignia una cruz formada por las cinco cruces 

rojas en recuerdo de las cinco llagas de Nuestro Señor. 

La separación de las Iglesias les convertiría en cismáticos y la ocupación 

por los musulmanes de los Santos Lugares en el año 638 les reduciría a una 

penosa subsistencia, pero lograron de una forma u otra sobrevivir hasta la 

conquista de Jerusalén por los cruzados en el año 1099, tras la que Godofredo 

de Bouillón los expulsó por cismáticos y substituyó por canónicos latinos, fieles 

a Roma. Pero no conformándose con un simple cambio de canónicos, siguiendo 

el espíritu guerrero de la época les añadió un grupo de caballeros que pasaron a 

constituir así una orden de Caballería, religiosa y militar, pues no sólo con 

plegarias se protegía el templo del Santo Sepulcro, y a la vez chocaba con los 

cánones religiosos el que los clérigos empuñaran las armas, convirtiéndose en 

unos sacristanes armados. Aunque fuera justa y lícita la guerra contra los 
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infieles que habían ocupado Tierra Santa, se prohibía absolutamente a los 

clérigos, bajo pena de excomunión, matar a otro hombre con las armas, siquiera 

fuera un musulmán y en legítima defensa. 

Fase heroica 

Transcurre en Tierra Santa entre los años 1099 y 1247, encargándose los 

caballeros sepulcristas de proteger el Santo Sepulcro y ayudar militarmente a 

los Reyes de Jerusalén, de quienes dependían directamente, pues en ellos recaía 

el maestrazgo de la orden, si bien lo tenían delegado en el gran prior sepulcrista. 

La intención de formar una orden de Caballería parece ser que la adoptó 

Godofredo de Bouillon tras la batalla de Antioquía en 1098, en la que al 

proponérsele que - siguiendo la tradición - armara caballeros sobre el campo de 

batalla a varios escuderos que se habían distinguido por su arrojo en la misma, 

prometió a Gontier de l’Aire que esperara, pues le investiría caballero cuando 

hubieran conquistado el Sepulcro del Señor. 

Según el conde Alphonse Couret, tras la conquista de Jerusalén por los 

cruzados en el año 1099, es cuando nace espontáneamente la orden del Santo 

Sepulcro, impulsada por la devoción de los cruzados al Santo Sepulcro. 

Sería el propio Godofredo de Bouillon quien, tras ser aceptado por todos 

como Protector de Jerusalén, se encargó de organizar la asistencia religiosa del 

Santo Sepulcro, encomendándolo a veinte canónigos del clero regular que 

deberían entonar perpetuamente los oficios divinos y celebrar los Santos 

Misterios. 

Más no bastaba con substituir unos canónigos por otros, ya que estos 

pacíficos monjes, cuya vida transcurría entre oraciones y ayunos, eran incapaces 

de defender de profanaciones el Santo Sepulcro y proteger a los desvalidos que 

lo visitaban en peregrinación. Las murallas de Jerusalén no eran amparo 
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suficiente, máxime que los Reyes de Jerusalén permanecían en campaña casi 

siempre, apartados de la capital y sin dejar casi nunca guarnición, por lo que la 

ciudad quedaba al cuidado de sus habitantes. Era preciso suplir la insuficiencia 

de los ejércitos cristianos, y para ello era necesario establecer una milicia 

permanente formada por caballeros escogidos que protegiera Jerusalén, en 

especial el Santo Sepulcro. 

Según el cronista francés André Tavin, la orden de caballería del Santo 

Sepulcro es la primera y más antigua de todas las órdenes de caballería creadas 

en Tierra Santa. Sus fratres, canónigos y caballeros se distinguieron ya como 

guardia noble que velaba y protegía el Santo Sepulcro, atrayendo a numerosos 

príncipes y señores que peregrinaron a Jerusalén y obteniendo el 

reconocimiento de Reyes y Pontífices cuando no existían aún los templarios, 

salidos de sus filas, y los hospitalarios y lazaristas no eran más que simples 

hermanos enfermeros que no salían de sus hospitales y lazaretos; es por ello que 

la orden del Santo Sepulcro recibió la primacía en todos los actos religiosos y 

oficiales sobre las demás órdenes que goza todavía hoy en día. 

Si bien durante unos años se interrumpieron todos los cruzamientos, en 

el año 1238 un grupo de franciscanos fue admitido en Jerusalén por el Califa y 

las peregrinaciones pudieron reiniciarse, aunque por pequeños grupos de 

cristianos desarmados que habían de pagar un peaje para poder entrar. Ello 

permitía que los cruzamientos ante el Santo Sepulcro volvieran a reanudarse, 

aunque ya sin la solemnidad de antaño, sino en silencio y en la intimidad de 

quien se sabe en una ciudad controlada por los infieles, por lo que había que 

evitar llamar innecesariamente su atención, aprovechando así la tregua con los 

sarracenos. Tras ello deberán abandonar la Jerusalén ocupada y regresar a sus 

lugares de origen en Europa, surgiendo así los llamados caballeros peregrinos. 
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Tenemos testimonios de peregrinos cristianos llegados a Jerusalén, bajo la 

tolerancia de los gobernantes islámicos, y que una vez allí se cruzaban 

caballeros del Santo Sepulcro, surgiendo así los llamados caballeros peregrinos. 

Desde 1238 a 1496 tenemos numerosos ejemplos de caballeros 

sepulcristas armados ante el Santo Sepulcro, pertenecientes a las más ilustres 

familias europeas. En 1279 tenemos a Jean de Heusden, noble flamenco; en 

1309 a Gossin Cabilau, noble flamenco; en 1244 Godefroid de Dive, noble 

francés; en 1295 el conde Jean X d’Arkel, tataranieto de Jean V d’Arkel, armado 

caballero en 1176; en 1325 Roberto de Namur, siguiendo una larga lista de 

caballeros, condes y príncipes, procedentes de todas las partes del mundo 

cristiano, que son armados caballeros sepulcristas ante el sepulcro de Cristo, 

recibiendo así la más preciada recompensa a su atrevido viaje y a los muchos 

peligros y privaciones sufridas en el mismo al recibir la más alta muestra de 

honor que un caballero cristiano podía esperar. 

Fase Peregrina. 

Se inicia así una tercera fase que transcurre ya en Europa, entre los años 

1247 y 1847, caracterizada por la fragmentación de la orden en seis grandes 

prioratos: Capua (Italia), Calatayud y Toro (España), Orleans (Francia), 

Miechow (Polonia) y Warwick (Inglaterra), hasta que a consecuencia de la Bula 

de Inocencio VIII de 1489 y el cisma inglés de Enrique VIII se redujeron a tres: 

Calatayud (España), Orleans (Francia) y Miechow (Polonia). 

En el año 1484, el Papa Inocencio VIII, ilusionado con la idea de preparar 

una gran cruzada contra el islam, dirigida por D’Abbuson, gran maestre de la 

orden de san Juan, decidió contribuir a la misma incorporando a los 

sepulcristas y lazaristas con todos sus bienes a la orden de san Juan de Rodas, a 

fin de resarcir a ésta de los fuertes quebrantos que había sufrido durante el 
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asedio otomano, lo que realizó mediante su Bula “Cum solerti meditatione”, de 

fecha 28 de marzo de 1489, lo que provocaría la protesta de los Reyes de 

España, Francia y Polonia que resolvieron no obedecer dicha Bula, y que sólo 

resultó obedecida en los Estados Pontificios. 

A instancias del Rey Fernando II “El Católico”, el Papa León XIII por 

Bula de 29 de octubre de 1513 separó a los sepulcristas hispanos de la unión con 

Rodas que Inocencio VIII había hecho de esta orden, mientras que en Francia la 

citada Bula fue declarada abusiva y contraria a las leyes del reino por decreto del 

Parlamento de París de 16 de febrero de 1547. 

Este estado de cosas duraría pocos años, pues el Papa Alejandro VI en 

1496, a instancias del Emperador Maximiliano I y de los Reyes de España y 

Francia, considerando que los caballeros de Malta hacían un voto solemne de 

castidad que no hacían los caballeros del Santo Sepulcro, anuló dicha Bula y 

anexionó los caballeros Sepulcristas a la Santa Sede, ratificando así su doble 

carácter de orden ecuestre y pontificia. 

El pontífice se declaró él mismo y sus sucesores gran maestre de ella, y 

dio facultad al guardián del Santo Sepulcro, como vicario apostólico en Tierra 

Santa que era, para conferir la orden a los peregrinos de Tierra Santa que diesen 

una ofrenda al efecto y jurasen que eran de noble linaje; se lograba así la 

supervivencia de la orden, aunque no fue posible lograr que sus antiguos bienes 

fueran devueltos por los hospitalarios en aquellos territorios en que los habían 

usurpado, como Castilla, Portugal e Italia. 

En esta fase se observa que la orden conserva un estricto espíritu 

nobiliario y su control es disputado por la Santa Sede y por los Reyes de las dos 

monarquías europeas más importantes, España y Francia, que quieren ejercer 

su maestrazgo. Hasta que en el año 1746 la Santa Sede decide la polémica 
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atribuyéndose en exclusiva el control de la orden de caballeros del Santísimo 

Sepulcro de Jerusalén por Breve de Benedicto XIV. 

Fase protectora. 

Nos encontramos actualmente en la cuarta fase, que se inició en el año 

1847 y llega hasta nuestros días. En dicha fecha se produjo la firma del 

Concordato entre la Santa Sede y el Sultán otomano que dominaba Tierra Santa, 

permitiéndose así la restauración del patriarcado latino de Jerusalén, e 

inmediatamente se vuelve a tratar de la orden de caballeros del Santo Sepulcro, 

reconociendo sus privilegios y todo lo anteriormente regulado por la Iglesia 

sobre ella. 

La Santa Sede procedió a restaurar la orden de caballería del Santo 

Sepulcro, a la que reconoce “una gran antigüedad” y sigue diciendo el Papa que 

“le consta por documentos fidedignos” que desde el siglo XV el padre guardián 

del Santo Sepulcro, residente en Jerusalén, admitía ya por concesión apostólica 

como caballeros a varones beneméritos en esta orden de caballería del Santo 

Sepulcro y se le ratifica para que pueda seguir ejerciendo dicho privilegio. 

Debemos destacar los citados Breves Pontificios, pues en ellos el Papa Pío 

IX se refiere siempre a la antigua orden de caballeros, a los que años más tarde 

se incorporarían también las damas, al autorizarse su ingreso en la orden, según 

había habido también damas en los primeros tiempos de la orden. 

Estatutos. 

La orden sepulcrista se regía por sus propios Estatutos o Assises de los 

que han llegado hasta nuestros días la copia que en el año 1149 mandó realizar 

el Rey francés Luis VII, para que sirviera de norma para la cofradía de la orden 

del Santo Sepulcro que, al ejemplo de esta orden, constituyó en Francia y para la 
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que redactó unos Assises o Estatutos similares a los que la orden tenía desde su 

fundación. 

En este documento se establece que Godofredo de Bouillon se reservó 

para sí el maestrazgo de la orden que, a su muerte, pasaría a los Reyes latinos de 

Jerusalén. 

En el mismo se establecen dos categorías de miembros de la orden: Miles 

(Caballeros) y Presbyteri (Canónigos), además de mencionar a los 

Viatores (peregrinos). Se recoge que los Reyes delegaban su mando en un 

teniente, y se desarrollan las obligaciones que tenían los caballeros, “proteger 

con las armas, combatir y hacer la guerra”, y los canónigos, “rezar y celebrar 

los oficios divinos en la Iglesia del Santo Sepulcro”. 

En consecuencia, la orden mantuvo una guarnición en Jerusalén, 

mientras esta ciudad estuvo en manos de los cristianos. Las crónicas nos hablan 

de los caballeros que hacían guardia permanente ante el Santo Sepulcro y de los 

custodios o guardias armados auxiliares que, en número de quinientos, debían 

proveer al ejército de los Reyes de Jerusalén, así como de su participación en 

numerosas batallas. La pérdida de la ciudad a manos de Saladino y la 

destrucción del Reino latino la privarían de su carácter guerrero y, al igual que 

las otras órdenes, tendría que luchar por su supervivencia adaptándose a las 

nuevas circunstancias. 

Los caballeros del Santo Sepulcro fueron los más afectados por la pérdida 

de Jerusalén, pues hubieron de abandonar la guardia que hacían en los Santos 

Lugares sin tener otra base a donde replegarse. A diferencia de lo que ocurría 

con los templarios y hospitalarios, las fortalezas Sepulcristas estaban todas en la 

ciudad santa y al perderse ésta hubieron de abandonar todas sus residencias y 

establecimientos. 
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La orden en España. 

En España, país con gran devoción por el Santo Sepulcro, siempre habían 

sido frecuentes las peregrinaciones a Tierra Santa y los cruzamientos de 

españoles como caballeros sepulcristas. 

Su poder llegó a ser bastante comparable a los de las órdenes del Temple 

y el Hospital, y el Rey Alfonso I el batallador de Aragón la declaró coheredera 

junto a éstas en el testamento que fijó (1131) para repartir sus dominios 

(testamento que no fue acatado por los nobles aragoneses). A cambio de 

contentarse con otros patrimonios que no discutiesen la sucesión real, el 

conde Ramón Berenguer IV de Barcelona les confirió otras tierras en el reino de 

Aragón (sobre todo en Calatayud) y el principado de Cataluña, siguiendo su 

ejemplo Jaime I el Conquistador durante las conquistas de Mallorca y Valencia. 

Al conocerse la restauración de la orden, unos cuantos caballeros se 

reunieron y enviaron una circular a todos los caballeros españoles cuyo 

domicilio conocían, convocándolos a una Asamblea General, constituyéndose 

así el 27 de marzo de 1874 la Asamblea española de caballeros de la orden 

militar del Santo Sepulcro. 

Tras diversas vicisitudes, obtuvieron el 26 de junio de 1882 del Ministerio 

de Estado el Regium Exequatur, por el que los caballeros españoles del Santo 

Sepulcro pudieran gozar de las mismas consideraciones oficiales que se 

dispensan a los caballeros de las órdenes militares Españolas a las que estaban 

asimilados. 

En el año 1899, la orden en España alcanzaría un nuevo reconocimiento a 

su valía, pues, habiéndose terminado la restauración del templo de san 

Francisco el Grande (Madrid), se emitirá la Real Orden, de 21 de febrero de 

1899, para que el Capítulo en lo sucesivo pueda celebrar sus reuniones y 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

538 
 

funciones religiosas en dicho templo, concediéndoles la capilla del Calvario, así 

como dos locales, uno para revestirse los caballeros y otro para poder guardar 

sus efectos, para lo que incluso hubo que vencer la resistencia inicial del propio 

rector del templo. Se inicia en esta fecha la vinculación existente entre la orden y 

la iglesia de san Francisco el Grande, que se ha mantenido hasta nuestros días. 

En la actualidad, la casa madre en España está situada en la real colegiata 

del Santo Sepulcro de Calatayud donde se reúnen los caballeros (que son 

canónigos honorarios de la colegiata) al menos una vez al año para celebrar su 

Capítulo General. Existen dos lugartenencias que se corresponden con los 

reinos medievales de Aragón y Castilla y León y están regidas cada una por un 

lugarteniente, un gran prior y un Consejo: 

Lugartenencia de España oriental de la orden de caballería del Santo 

Sepulcro de Jerusalén, cuyo actual lugarteniente es el conde de Lavern y su gran 

prior, el cardenal-arzobispo de Barcelona. Tiene su sede en la parroquia mayor 

de santa Ana, en Barcelona, antiguo monasterio de la orden. Está dividida en los 

capítulos de Aragón, Cataluña, Baleares, Valencia y Navarra.  

Lugartenencia de España occidental de la orden de caballería del Santo 

Sepulcro de Jerusalén (En 2008, el gran prior es el arzobispo José Manuel 

Estepa). Con los capítulos de Andalucía, Asturias, Cantabria, Castilla y León, 

Castilla-La Mancha, Extremadura, Galicia, Islas Canarias, La Rioja, Madrid, 

Murcia, País Vasco y Ciudades de Ceuta y Melilla. 

Sede en Canarias. 

El día 31 de enero de 2010, la orden del Santo Sepulcro de Jerusalén 

formado por los caballeros de la sección de Canarias y de la archidiócesis de 

Sevilla, ubicaron su sede para toda Canarias en la iglesia de Los Dolores de la 

ciudad de san Cristóbal de La Laguna (Tenerife). 
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La Orden en México. 

La presencia de la orden de caballería del Santo Sepulcro de 

Jerusalén en México se puede trazar hacia la segunda mitad del Siglo XVIII, con 

la llegada a tierras novohispanas de Tomás Cuber y Liñán, oficial mayor, vicario 

general, arcediano y canónigo del Santo Sepulcro de Calatayud, quien pasó 

a Nueva España en 1755 como fiscal del real Tribunal del Santo Oficio en la real 

Audiencia de México. En 1766 fue fiscal decano y electo para continuar su 

carrera en el real Tribunal del Santo Oficio de Granada, por haber ascendido 

Bernardo Antonio Calderón Laza (1764-1786) al antiguo obispado de Osma. 

Luego de la restauración de la orden de caballería del Santo Sepulcro de 

Jerusalén por S.S. el Papa Pío IX, y estando en Roma el clérigo 

mexicano Pelagio Antonio de Labastida y Dávalos, fue nombrado por éste como 

arzobispo de México en 1863; es entonces, cuando Labastida y Dávalos, junto 

con otros ciudadanos mexicanos residentes en Europa ingresan en la orden del 

Santo Sepulcro de Jerusalén, y más adelante, contribuyen a su establecimiento 

en México. 

El mismo Pío IX emitió su Breve Cum Multa el 24 de enero de 1868, 

documento mediante el cual, estableció tres grados dentro de la orden: 

caballeros, comendadores y grandes cruces; y se expidieron los reglamentos 

respectivos. Más adelante, León XIII emitió su Breve Venerabile Frater 

Vincentius en 3 de agosto de 1888, autorizando al patriarca de Jerusalén a dar 

la cruz de la orden a damas. 

En 1907 S.S. el Papa Pío X emitió el Decreto Quam Multa te Ordinamque, 

documento mediante el cual, se reorganizó el Capítulo mexicano, quedando 

entonces designado bailío el médico José Domínguez y Murta; luego del 

fallecimiento del anterior, le sucedió en el puesto Carlos Rincón Gallardo y 
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Romero de Terreros, duque de Regla, grande de España y marqués de 

Guadalupe. A la muerte de Rincón Gallardo, Juan Liané y Roiz fue nombrado 

lugarteniente del Capítulo mexicano, título de acuerdo al nuevo reglamento de 

la orden. Desde entonces, han ocupado dicho puesto: Guillermo Barroso 

Chávez, Pablo Campos Lynch, Ignacio Urquiza y Septién y Fernando Uribe 

Calderón. 

En 1950 el siervo de Dios, Luis María Martínez Rodríguez, entonces 

arzobispo de México, en solemne ceremonia en la basílica de Santa María de 

Guadalupe de la ciudad de México, constituyó el nuevo Consejo de la 

lugartenencia, ante la presencia del cardenal Manuel Arteaga y Betancourt, 

arzobispo de La Habana; acto en el cual, ingresaron numerosos caballeros y 

damas, y se impulsó la creación de la Intendencia de Nueva Galicia, misma que 

se estableció en 1953 mediante un solemne acto de investidura, gracias al 

arzobispo de Guadalajara José Garibi y Rivera (proclamado cardenal en 15 de 

diciembre de 1958), y a Ricardo Lancaster-Jones y Verea, quien fue el secretario 

general de aquella intendencia. 

En 1968 el cardenal Eugène Tisserant, gran maestre de la orden, visitó 

México, realizando diversas actividades que incluyeron un solemne acto de 

investidura. Más adelante, en 1998 el cardenal Carlo Furno, gran maestre de la 

orden, visitó México con objeto de participar en un solemne acto de investidura, 

mismo que se celebró en 15 de mayo, en la parroquia de san Agustín, en la zona 

de Polanco de la ciudad de México. 

Lugartenencia de México- 

En la actualidad hay más de 170 miembros pertenecientes a 

la lugartenencia de México misma que está integrada por tres intendencias: 

Intendencia de Nueva Galicia (con sede en Guadalajara, Jalisco). 
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Intendencia de Nueva Vizcaya (con sede en Chihuahua, Chihuahua). 

Intendencia de Nuevo León (con sede en Monterrey, Nuevo León). 

Organización. 

La orden de caballería del Santo Sepulcro de Jerusalén es una « persona 

jurídica de derecho canónico », según el derecho de la Iglesia Católica, 

compuesta esencialmente de miembros laicos y eclesiásticos. Las 

«Constituciones de la orden de caballería del Santo Sepulcro», que rigen 

actualmente la orden, han sido aprobadas el 8 de julio de 1977 por el Papa Pablo 

VI. 

Gobierno de la orden. 

Beneficiaria del estatuto de derecho pontifical, está bajo la protección de 

la Santa Sede y el gobierno de un cardenal gran maestre, cargo que actualmente 

ocupa el cardenal John Patrick Foley desde el 27 de noviembre de 2007. 

En 2008 se estiman unos 25000 miembros de la orden. 

El gran maestre da las directrices y dirige la orden. Se encarga de las 

relaciones con la Santa Sede y las autoridades eclesiásticas y civiles 

internacionales. A nivel nacional, delega generalmente sus funciones en 

los lugartenientes o en delegados magistrales de los territorios bajo su 

competencia. 

El gran magisterio de la orden asiste al gran maestre en organizar y 

coordinar sus actividades en todo el mundo, particularmente en Tierra Santa, 

así como en la administración del patrimonio de la orden. Está compuesto por: 

El lugarteniente general, elegido entre los miembros laicos de la orden. 

Representa al gran maestre. 

El gobernador general, igualmente elegido entre los miembros laicos, 

supervisa las actividades del gran magisterio, la Consulta y las comisiones, 
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estudia las necesidades de obras en Tierra Santa y las lugartenencias y organiza 

la administración. 

El canciller, secretario del gran magisterio y de la Consulta, supervisa las 

nominaciones y promociones en la orden así como las renovaciones en los 

cargos de las lugartenencias. 

El maestro de ceremonias, elegido entre los miembros eclesiásticos, 

organiza las ceremonias religiosas y trata sobre las cuestiones concernientes a la 

vida espiritual de la orden. 

Una decena de miembros de la orden, elegidos y nombrados por el gran 

maestre, de los cuales, dos tercios son laicos. 

Para asistir al gran maestre existen: 

El Consejo del gran magisterio, órgano ejecutivo del gran magisterio. 

Está compuesto por el gobernador general, el canciller y miembros eventuales 

del gran magisterio. 

La Consulta, convocada y presidida por el gran maestre que determina la 

orden del día y reúne al patriarca gran prior, al asesor, los 

lugartenientes y delegados magistrales, un representante de la secretaría de 

Estado y un representante de la Congregación para las Iglesias Orientales. 

 

32-.Pobres caballeros de Cristo y del templo de Salomón (1118). 

La orden de los pobres caballeros de Cristo (latín: Pauperes commilitones 

Christi Templique Solomonici), comúnmente conocida como los caballeros 

templarios o la orden del Temple (francés: Ordre du Temple o Templiers) fue 

una de las más famosas órdenes militares cristianas.  Esta organización se 

mantuvo activa durante poco menos de dos siglos. Fue fundada en 1118 o 1119 
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por nueve caballeros franceses liderados por Hugo de Payens tras la primera 

cruzada. Su propósito original era proteger las vidas de los cristianos 

que peregrinaron a Jerusalén tras su conquista. Fueron reconocidos por 

el patriarca latino de Jerusalén, Gormond de Picquigny, el cual les dio como 

regla la de los canónigos agustinos del Santo Sepulcro. 

Aprobada de manera oficial por la Iglesia Católica en 1129, la orden del 

Temple creció rápidamente en tamaño y poder. Los caballeros templarios 

empleaban como distintivo un manto blanco con una cruz roja dibujada. Los 

miembros de la orden del Temple se encontraban entre las unidades militares 

mejor entrenadas que participaron en las cruzadas. Los miembros no 

combatientes de la orden gestionaron una compleja estructura económica a lo 

largo del mundo cristiano, creando nuevas técnicas financieras que constituyen 

una forma primitiva del moderno banco, y edificando una serie 

de fortificaciones por todo el Mediterráneo y Tierra Santa. 

El éxito de los templarios se encuentra estrechamente vinculado a las 

cruzadas; la pérdida de Tierra Santa derivó en la desaparición de los apoyos de 

la orden. Además, los rumores generados en torno a la secreta ceremonia de 

iniciación de los templarios crearon una gran desconfianza. Felipe IV de 

Francia, considerablemente endeudado con la orden, comenzó a presionar 

al Papa Clemente V con el objeto de que éste tomara medidas contra sus 

integrantes. En 1307, un gran número de templarios fueron arrestados, 

inducidos a confesar bajo tortura y posteriormente quemados en la 

hoguera. En 1312, Clemente V cedió a las presiones de Felipe y disolvió la orden. 

La brusca desaparición de su estructura social dio lugar a numerosas 

especulaciones y leyendas, que han mantenido vivo el nombre de los caballeros 

templarios hasta nuestros días. 
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La cruz paté roja. 

A finales del siglo X, controladas las invasiones musulmanas y vikingas, 

bien por vía militar o mediante asentamiento, comenzó en la Europa occidental 

una etapa expansiva. Se produjo un aumento de la producción agraria, 

íntimamente relacionada con el crecimiento de la población, y el comercio 

experimentó un nuevo renacer, al igual que las ciudades. 

La autoridad religiosa, matriz común en la Europa occidental y única 

visible en los siglos anteriores, había logrado introducir en el belicoso mundo 

medieval ideas como”La paz de Dios” o “la tregua de Dios”, dirigiendo el ideal 

de caballería hacia la defensa de los débiles. No obstante, no rechazaba el uso de 

la fuerza para la defensa de la Iglesia. “Ya el pontífice Juan VIII, a finales del 

siglo IX, había declarado que aquellos que murieran en el campo de batalla 

luchando contra el infiel, verían sus pecados perdonados, es más: se 

equipararían a los mártires por la fe”. 

Existía, pues, un arraigado y exacerbado sentimiento religioso que se 

manifestaba en las peregrinaciones a lugares santos, habituales en la época. Las 

tradicionales peregrinaciones a Roma fueron sustituidas paulatinamente a 

principios del siglo XI por Santiago de Compostela y Jerusalén. Estos nuevos 

destinos no estaban exentos de peligros, como salteadores de caminos o fuertes 

tributos de los señores locales, pero el sentimiento religioso, unido a la espera 

de encontrar aventuras y fabulosas riquezas orientales, arrastraron a muchos 

peregrinos, que al volver a Europa relataban sus penalidades. 

El pontífice Urbano II, tras asegurar su posición al frente de la Iglesia, 

continuó con las reformas de su predecesor Gregorio VII. La petición de ayuda 

realizada por los bizantinos, junto con la caída de Jerusalén en manos turcas, 

propició que en el Concilio de Clermont (noviembre de 1095) Urbano II 
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expusiera, ante una gran audiencia, los peligros que amenazaban a los cristianos 

occidentales y las vejaciones a las que se veían sometidos los peregrinos que 

acudían a Jerusalén. La expedición militar predicada por Urbano II pretendía 

también rescatar Jerusalén de manos musulmanas. 

Las recompensas espirituales prometidas, junto con el ansia de riquezas, 

hicieron que príncipes y señores respondiesen pronto al llamamiento del 

pontífice. La Europa cristiana se movió con un ideario común bajo el grito de 

“Dios lo quiere” (Deus vult, frase que encabeza el discurso del concilio de 

Clermont en que Urbano II convocó la I cruzada). 

La primera cruzada culminó con la conquista de Jerusalén en 1099 y con 

la constitución de principados latinos en la zona: los condados de Edesa y 

Trípoli, el principado de Antioquía y el reino de Jerusalén, en donde Balduino 

I no tuvo inconveniente en asumir, ya en 1100, el título de Rey. 

Historia. 

Fundación y primeros tiempos:  

Balduino II de Jerusalén cede el templo de Salomón a Hugo de Payens y 

Godofredo de Saint-Omer.  

Apenas creado el reino de Jerusalén y elegido Balduino I como su 

segundo Rey, tras la muerte de su hermano Godofredo de Bouillon, algunos de 

los caballeros que participaron en la cruzada decidieron quedarse a defender los 

Santos Lugares y a los peregrinos cristianos que iban a ellos. Balduino 

I necesitaba organizar el reino y no podía dedicar muchos recursos a la 

protección de los caminos, porque no contaba con efectivos suficientes para 

hacerlo. Esto, y el hecho de que Hugo de Payens fuese pariente del conde de 

Champaña (y probablemente pariente lejano del mismo Balduino), llevó al Rey 
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a conceder a esos caballeros un lugar donde reposar y mantener sus equipos, 

otorgándoles derechos y privilegios, entre los que se contaba un alojamiento en 

su propio palacio, que no era sino la mezquita de Al-Aqsa, que se encontraba a 

la sazón incluida en lo que en su día había sido el recinto del templo de 

Salomón. Y cuando Balduino abandonó la mezquita y sus aledaños como palacio 

para fijar el trono en la torre de David, todas las instalaciones pasaron, de 

hecho, a los templarios, que de esta manera adquirieron no sólo su cuartel 

general, sino su nombre. 

Además de ello, el Rey Balduino se ocupó de escribir cartas a los Reyes y 

príncipes más importantes de Europa a fin de que prestaran su ayuda a la recién 

nacida orden, que había sido bien recibida no sólo por el poder temporal, sino 

también por el eclesiástico, ya que fue el patriarca de Jerusalén la primera 

autoridad de la Iglesia que la aprobó canónicamente. Nueve años después de la 

creación de la misma en Jerusalén, en 1128 se reunió el llamado Concilio de 

Troyes que se encargaría de redactar la regla para la recién nacida orden de los 

pobres caballeros de Cristo. 

El Concilio fue encabezado por el legado pontificio D'Albano y al mismo 

acudieron: 

Los obispos de Chartres, Reims, París, Sens, Soissons,Troyes, Orleans, 

Auxerre y demás casas eclesiásticas de Francia. Hubo también varios abades, 

como Etiene Harding, mentor de san Bernardo, el propio san Bernardo de 

Claraval, y laicos, como el conde de Champaña y el conde de Nevers. Hugo de 

Payens expuso ante la asamblea las necesidades de la orden, y se decidieron 

artículo por artículo hasta los más mínimos detalles de ésta, como podían ser 
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desde los ayunos hasta la manera de llevar el peinado, pasando por rezos, 

oraciones e incluso armamento. 

Por lo tanto, la regla más antigua de la que se tiene noticia es la redactada 

en ese concilio. Escrita casi seguramente en latín, estaba basada hasta cierto 

punto en los hábitos y usos previos al concilio; las modificaciones principales 

vinieron del hecho de que, hasta ese momento, los templarios estaban viviendo 

bajo la regla de san Agustín y el concilio les cambió a la regla cisterciense (que 

no era más que la de san Benito modificada) y que era la que profesaba s. 

Bernardo. La regla primitiva constaba de un acta oficial del Concilio y un 

reglamento de 75 artículos, entre los que se encontraban algunos como: 

Artículo X: Del comer carne en la semana. En la semana, si no es en el 

día de Pascua de Natividad, o Resurrección, o festividad de nuestra Señora, o 

de Todos los Santos, que caigan, basta comerla en tres veces, o días, porque la 

costumbre de comerla, se entiende es corrupción de los cuerpos. Si el martes 

fuere de ayuno, el miércoles se os dé con abundancia. En el domingo, así a los 

Caballeros, como a los Capellanes, se les dé sin duda dos manjares, en honra 

de la santa Resurrección; los demás sirvientes se contenten con uno, y den 

gracias a Dios. 

Una vez redactada fue entregada al patriarca latino de Jerusalén, Esteban 

de la Ferté, también llamado Esteban de Chartres, si bien algunos autores 

estiman que el redactor pudo ser más bien su predecesor, Garmond de 

Picquigny, que la modificó eliminando doce artículos e introduciendo 

veinticuatro nuevos, entre los cuales se encontraba la referencia a vestir sólo el 

manto blanco entre los caballeros y un manto negro para los sargentos. 

Después de recibir la regla básica, cinco de los nueve integrantes de la 

orden viajaron - encabezados por Hugo de Payens - por Francia primero y por el 
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resto de Europa después, recogiendo donaciones y alistando caballeros en sus 

filas. Se dirigieron primeramente a los lugares de los que provenían, con la 

seguridad de su aceptación y asegurándose cuantiosas donaciones. En este 

periplo consiguieron reclutar en poco tiempo una cifra cercana a los trescientos 

caballeros, sin contar escuderos, hombres de armas o pajes. 

Importante fue para la orden la ayuda que en Europa les concedió el 

abad san Bernardo de Claraval que, debido a los parentescos y las cercanías con 

varios de los nueve primeros caballeros, se esforzó sobremanera en dar a 

conocer a la orden gracias a sus altas influencias en Europa, sobre todo en la 

corte Papal. san Bernardo era sobrino de André de Montbard, quinto gran 

maestre de la orden, y primo por parte de madre de Hugo de Payens. Era 

también un creyente convencido y hombre de gran carácter, cuya sapiencia e 

independencia eran admiradas en muchas partes de Francia y en la propia 

Santa Sede. Reformador de la regla Benedictina, sus discusiones con Pedro 

Abelardo, brillante maestro de la época, fueron muy conocidas. 

Así pues, era de esperar que san Bernardo aconsejara para la orden una 

regla rígida y que les hiciera aplicarse en ella en cuerpo y alma. Participó en su 

redacción en 1128 en el Concilio de Troyes introduciendo numerosas enmiendas 

en el texto básico que redactó el patriarca de Jerusalén, Etienne de la Ferté. Y 

ayudó posteriormente de nuevo a Hugo de Payens redactando una serie de 

cartas en las que defendía a la orden del Temple como el verdadero ideal de la 

caballería e invitaba a las masas a unirse a ella. 

Los privilegios de la orden fueron confirmados por las bulas Omne datum 

optimum (1139), Milites Templi (1144) y Militia Dei (1145). En ellas, de manera 

resumida, se daba a los caballeros templarios una autonomía formal y real 

respecto a los obispos, dejándolos sujetos tan sólo a la autoridad papal; se les 
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excluía de la jurisdicción civil y eclesiástica; se les permitía tener sus propios 

capellanes y sacerdotes, pertenecientes a la orden; se les permitía recaudar 

bienes y dinero de variadas formas (por ejemplo, tenían derecho de óbolo —esto 

es, las limosnas que se entregaban en todas las Iglesias— una vez al año). 

Además, estas bulas papales les daban derecho sobre las conquistas en Tierra 

Santa, y les concedía atribuciones para construir fortalezas e iglesias propias, lo 

que les dio gran independencia y poder. 

En 1167, o según ciertos estudiosos, en 1187, se redactaron los Estatutos 

jerárquicos, especie de reglamento que desarrollaba artículos de la regla y que 

regulaba aspectos necesarios que no habían sido tenidos en cuenta por la regla 

primitiva (como la jerarquía de la orden, detallada relación de la vestimenta, 

vida conventual, militar y religiosa, o deberes y privilegios de los hermanos 

templarios, por ejemplo). Consta de más de seiscientos artículos, divididos en 

secciones. 

Durante su estancia inicial en Jerusalén se dedicaron únicamente a 

escoltar a los peregrinos que acudían a los santos lugares, y, ya que su escaso 

número (nueve) no permitía que realizaran actuaciones de mayor magnitud, se 

instalaron en el desfiladero de Athlit protegiendo los pasos cerca de Cesarea. 

Hay que tener en cuenta, de todas maneras, que sabemos que eran nueve 

caballeros, pero, siguiendo las costumbres de la época, no se conoce 

exactamente cuántas personas componían en verdad la orden en principio, ya 

que los caballeros tenían todos ellos un séquito, menor o mayor. Se ha venido en 

considerar que, por cada caballero, habría que contar tres o cuatro personas, por 

lo que estaríamos hablando de unas treinta o cincuenta personas, entre 

caballeros, peones, escuderos, servidores, etc. 
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Sin embargo, su número aumentó de manera significativa al ser aprobada 

su regla y ese fue el inicio de la gran expansión de los pauvres chevaliers du 

temple (en francés: pobres caballeros del templo). Hacia 1170, unos cincuenta 

años después de su fundación, los caballeros de la orden del Temple se 

extendían ya por tierras de lo que hoy es Francia, Alemania, el Reino Unido, 

España y Portugal. Esta expansión territorial contribuyó al enorme incremento 

de su riqueza, que pronto no tuvo igual en todos los reinos de Europa. 

Tuvieron una destacada actuación en la segunda cruzada, protegiendo al 

Rey Luís VII de Francia en las derrotas que éste sufrió a manos de los turcos. 

Hasta tres grandes maestres templarios cayeron presos en combate en 30 años: 

Bertrand de Blanchefort (1157), Eudes de Saint-Amand y Gerard de Ridefort 

(1187). 

El principio del fin. 

Pero las derrotas ante Saladino les hicieron retroceder en Tierra Santa: 

así, en la batalla de los Cuernos de Hattin que tuvo lugar el 4 de julio de 1187 en 

Tierra Santa, al oeste del mar de Galilea, en el desfiladero conocido como 

Cuernos de Hattin (Qurun-hattun), el ejército cruzado, formado principalmente 

por contingentes templarios y hospitalarios a las órdenes de Guido de Lusignan, 

Rey de Jerusalén, y Reinaldo de Châtillon, se enfrentó a las tropas 

del Sultán de Egipto, Saladino. Este les infligió una tremenda derrota, en la que 

cayó prisionero el gran maestre de los templarios (Gérard de Ridefort) y 

perecieron muchos de sus caballeros, aparte de las bajas hospitalarias, Saladino 

tomó posesión de Jerusalén y terminó de un manotazo con el reino que había 

fundado Godofredo de Bouillón. Después del desastre de Hattin, las cosas 

fueron de mal en peor, y en 1244 cayó definitivamente Jerusalén, recuperada 

dieciséis años antes por el Emperador Federico II por medio de pactos con el 
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sultán al-Kamil, y los templarios se vieron obligados a mudar sus cuarteles 

generales a san Juan de Acre, junto con las otras dos grandes órdenes 

monástico-militares: los hospitalarios y los caballeros teutónicos. 

Las posteriores cruzadas (esto es, la cuarta, la quinta y la sexta), a las que 

evidentemente se alistaron los templarios, o no tuvieron un reflejo práctico en 

Tierra Santa o fueron episodios demenciales (como la toma de Bizancio en 

la cuarta cruzada). 

En 1248, Luis IX de Francia (después conocido como san Luis) decide 

convocar la séptima cruzada, y la lidera, pero no conduciéndola a Tierra Santa, 

sino a Egipto. El error táctico del Rey y las pestes que sufrieron los ejércitos 

cruzados les llevaron a la derrota de Mansura y al desastre posterior, en el que el 

propio Luis IX cayó prisionero. Y fueron los templarios, tenidos en alta estima 

por sus enemigos, los que negociaron la paz y los que prestarían a Luis la 

fabulosa suma que componía el rescate que debía pagar por su persona. 

En 1291 tuvo lugar la caída de Acre, con los últimos templarios luchando 

junto a su maestre, Guillaume de Beaujeu, lo que constituyó el fin de la 

presencia cruzada en Tierra Santa, pero no el fin de la orden, que mudó su 

cuartel general a Chipre, isla que antaño habían poseído tras comprarla 

a Ricardo Corazón de León, pero que hubieron de devolver al Rey inglés ante la 

rebelión de los habitantes. 

Esta convivencia de templarios y soberanos de Chipre (de la familia 

Lusignan) fue incómoda, hasta el punto que el Temple participó en la revuelta 

palaciega que destronó a Enrique II de Chipre para entronizar a su 

hermano Amalarico II, hecho que permitió la supervivencia del Temple en la 

isla hasta varios años después de su disolución en el resto de la cristiandad 

(1310). 
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Tras su expulsión de Tierra Santa. 

Los templarios intentarían reconquistar cabezas de puente para su nueva 

penetración en el Oriente Medio desde Chipre, siendo la única de las tres 

grandes órdenes de caballería que lo hizo, pues tanto los hospitalarios como los 

caballeros teutónicos dirigieron sus intereses a diferentes lugares. La isla de 

Arwad, perdida en septiembre de 1302 fue la última posesión de los templarios 

en Tierra Santa. Los jefes de la guarnición murieron (Barthélemy de Quincy, 

Hugo de Ampurias) o fueron capturados, como fray Dalmau de Rocabertí.  

Este esfuerzo se revelaría a la postre inútil, no tanto por la falta de 

medios o de voluntad, como por el hecho de que la mentalidad había cambiado 

y a ningún poder de Europa le interesaba ya la conquista de los Santos Lugares, 

con lo que los templarios se hallaron solos. De hecho, una de las razones por las 

que al parecer Jacques de Molay se encontraba en Francia cuando lo capturaron 

era la intención de convencer al Rey francés de emprender una nueva cruzada. 

Historia por países. 

Los templarios en la Corona de Aragón. 

La orden comienza su implantación en la zona oriental de la Península 

Ibérica en la década de 1130. En 1131, el conde de Barcelona Ramón Berenguer 

III pide su entrada en la orden, y en 1134, el testamento de Alfonso I de 

Aragón les cede su reino a los templarios, junto a otras órdenes, como los 

hospitalarios o la del Santo Sepulcro. Este testamento sería revocado, y los 

nobles aragoneses, disconformes, entregaron la Corona a Ramiro II, aunque 

hicieron numerosas concesiones, tanto de tierras como de derechos comerciales 

a las órdenes para que renunciaran. Este Rey buscaba la unión con Barcelona de 

la que nacería la Corona de Aragón. 
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Ramón Berenguer IV, conde de Barcelona y príncipe de Aragón pronto 

llegaría a un acuerdo con los templarios para que colaboraran en la reconquista, 

la concordia de Gerona, en 1143, por la que recibieron los castillos de Monzón, 

Mongay, Chalamera, Barberá, Remolins y Corbins, junto con la orden militar de 

Belchite de Lope Sanz, favoreciéndoles con donaciones de tierras, así como con 

derechos sobre las conquistas (un quinto de las tierras conquistadas, el diezmo 

eclesiástico, parte de las parias cobradas a los reinos taifas). También, según 

estas condiciones, cualquier paz o tregua tendría que ser consentida por los 

templarios, y no sólo por el Rey. 

Como en toda Europa, numerosas donaciones de padres que no podían 

dar un título nobiliario más que al hijo mayor, y buscaban cargos eclesiásticos, 

militares, cortesanos o en órdenes religiosas, enriquecieron a la orden. 

En 1148, por su colaboración en las conquistas del sur del Patrimonio del 

Casal de Aragón, los templarios recibieron tierras en Tortosa (de la que tras 

comprar las partes del príncipe de Aragón y conde de Barcelona y los genoveses 

quedaron como señores) y de Lérida (donde se quedaron en Gardeny y 

Corbins). Tras una resistencia que se prolongaría hasta 1153, cayeron las últimas 

plazas de la región, recibiendo los templarios Miravet, en una importante 

situación en el Ebro. 

Tras la derrota de Muret, que supuso la pérdida del imperio 

transpirenaico aragonés, los templarios se convirtieron en custodios del 

heredero a la Corona en el castillo de Monzón. Jaime I el Conquistador, contaría 

con apoyo templario en sus campañas en Mallorca (donde recibirían un tercio 

de la ciudad, así como otras concesiones en ella), y en Valencia (donde de nuevo 

recibieron un tercio de la ciudad). 
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Los templarios se mantuvieron fieles al Rey Pedro III de Aragón, 

permaneciendo a su lado durante la excomunión que sufrió a raíz de su lucha 

contra los angevinos de Francia en Italia. 

Los templarios en Castilla. 

Los templarios ayudaron a la repoblación de zonas conquistadas por los 

cristianos, creando asentamientos en los que edificaban ermitas bajo la 

advocación de mártires cristianos, como es el caso de Hervás, población 

del señorío de Béjar. 

Ante la invasión almohade, los templarios lucharon en el ejército 

cristiano, venciendo junto a los reinos de Castilla (Alfonso VIII), Navarra 

(Sancho VII) y Aragón (Pedro II) en la batalla de Las Navas de Tolosa (1212), 

siendo el monarca leonés Alfonso IX, el único Rey que no acude a la batalla. 

En 1265, colaboraron en la conquista de Murcia, que se había levantado en 

armas, recibiendo en recompensa Jerez de los Caballeros, el castillo de Murcia 

y Caravaca. 

En Portugal. 

Los templarios entran en Portugal en tiempos de la condesa Teresa de 

León, de la que reciben el castillo de Soure en 1127, a cambio de su colaboración 

en la reconquista. En 1145 reciben Castelo de Longroiva por su ayuda a Alfonso 

Henriques en la toma de Santarém. 

En 1160 reciben Tomar, que se convertiría en su sede regional. 

A la bula papal ordenando la disolución, los Reyes portugueses 

cambiaron el nombre de la orden en Portugal por el de orden de Cristo, aunque 

con sustanciales diferencias respecto a la orden del Temple original, sobre todo 

en cuanto a regla, votos y forma de elección de los cargos. 

En Inglaterra, Escocia e Irlanda. 
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En Inglaterra, país muy unido a Francia, dado que en la época el Rey 

inglés era a la sazón (entre otros títulos) duque de Normandía y señor de 

numerosos feudos franceses, la orden estuvo presente muy rápido. 

Si bien su presencia no alcanzó la extensión que poseía en Francia, no es 

menos cierto que fue de vital importancia, no sólo territorialmente, sino 

políticamente. De hecho, el conocido Ricardo Corazón de León (Ricardo I de 

Inglaterra) fue un benefactor de la orden y un magnate de ella, tanto que su 

escolta personal la componían templarios y que a su muerte dicen fue vestido 

con el hábito de los mismos. Asimismo tuvo gran simpatía por los 

templarios Guillermo El Mariscal, que fue considerado en su época el mejor 

caballero que había montado a caballo. 

Tal es así, que los historiadores han llegado a la conclusión de que 

cualquier topónimo inglés, escocés o irlandés que empiece o acabe en "temple" 

es, a la postre, una antigua posesión de los templarios. 

Polonia. 

Los templarios no estuvieron activos en Polonia hasta el siglo XIII, 

cuando el príncipe silesio Henryk Brodaty les cedió propiedades en las tierras de 

Oławy (Oleśnica Mała) y Lietzen (Leśnica). Más tarde Władysław Odoniec les 

donaría Myślibórz, Wielk Wieś, Chwarszczany y Wałcz. El príncipe polaco 

Przemysław II les entregaría Czaplinek. La orden llegaría a tener en Polonia al 

menos doce komandorie (comendadores), que según algunos historiadores 

pudieron ser hasta cincuenta. A pesar de su lejanía de Tierra Santa y del 

Mediterráneo, que era el centro de la orden, llegaría a haber entre ciento 

cincuenta y doscientos caballeros en Polonia, de procedencia mayoritariamente 

germánica. El número de caballeros polacos es difícil de estimar. A la disolución 

http://es.wikipedia.org/wiki/Polonia
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de la orden, la inmensa mayoría de ellos se pasaron a la orden de los caballeros 

hospitalarios o a la de los caballeros teutónicos. 

El final de la orden. 

El último gran maestre, fray Jacques de Molay se negó a aceptar el 

proyecto de fusión de las órdenes militares bajo un único Rey soltero o viudo 

(Proyecto Rex Bellator, impulsado por el gran sabio Ramón Llull), a pesar de las 

presiones papales. El 6 de junio de 1306 fue llamado a Poitiers por el Papa 

Clemente V para un último intento, tras cuyo fracaso, el destino de la orden 

quedó sellado. Felipe IV de Francia, el Hermoso, ante las deudas que su país 

había adquirido, entre otras cosas, por el préstamo que su abuelo Luis IX 

solicitó para pagar su rescate tras ser capturado en la séptima cruzada, y su 

deseo de un Estado fuerte, con el Rey concentrando todo el poder (que, entre 

otros obstáculos, debía superar el poder de la Iglesia y las diversas órdenes 

religiosas como los templarios), convenció (o más bien, intimidó) al Papa 

Clemente V, fuertemente ligado a Francia, pues era de su hechura, de que 

iniciase un proceso contra los templarios acusándolos de sacrilegio a la cruz, 

herejía, sodomía y adoración a ídolos paganos (se les acusó de escupir sobre la 

cruz, renegar de Cristo a través de la práctica de ritos heréticos, de adorar 

a Baphomet y de tener contacto homosexual, entre otras cosas). 

En esta labor contó con la inestimable ayuda de Guillermo de Nogaret, 

canciller del reino, famoso en la historia por haber sido el estratega del 

incidente de Anagni, en el que Sciarra Colonna había abofeteado al Papa 

Bonifacio VIII, con lo que el Sumo Pontífice había muerto de humillación al 

cabo de un mes, del inquisidor General de Francia, Guillermo Imberto, más 

conocido como Guillermo de París; y de Eguerrand de Marigny, quien al final se 

apoderará del tesoro de la orden y lo administrará en nombre del Rey, hasta que 
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sea transferido a la orden de los Hospitalarios. Para ello se sirvieron de las 

acusaciones de un tal Esquieu de Floyran, espía a las órdenes tanto de la Corona 

de Francia como de la Corona de Aragón. 

Parece ser que Esquieu le fue a Jaime II de Aragón con que un prisionero 

templario, con quien había compartido una celda, le había confesado los 

pecados de la orden. Jaime no le creyó y lo echó "con cajas destempladas"..., así 

que Esquieu se fue a Francia a contarle el cuento a Guillermo de Nogaret, que 

no tenía más voluntad que la del Rey, y que, creyera o no creyera en el mismo, 

no perdió la oportunidad de usarlo como pie para montar el dispositivo que, a la 

postre, llevó a la disolución de la orden. 

Felipe el hermoso despachó correos a todos los lugares de su reino con 

órdenes estrictas de no ser abiertos hasta un día concreto, el anterior al 

viernes 13 de octubre de 1307, en lo que se podría decir que fue una operación 

conjunta simultánea en toda Francia. En esos pliegos se ordenaba la detención 

de todos los templarios y la requisa de sus bienes. 

De esta manera, en Francia, Jacques de Molay, último gran maestre de la 

orden, y ciento cuarenta templarios fueron encarcelados y seguidamente 

sometidos a torturas, método por el cual consiguieron que la mayoría de los 

acusados se declararan culpables de los cargos, inventados o no. Cierto es que 

algunos efectuaron similares confesiones sin el uso de la tortura, pero lo 

hicieron por miedo a ella; la amenaza había sido suficiente. Tal era el caso del 

mismo gran maestre, Jacques de Molay, quien luego admitió haber mentido 

para salvar la vida. 

Por otra parte, esta misma misiva también arribó a varios reinos 

europeos incluyendo el reino de Hungría, donde el recientemente coronado 

Carlos I Roberto de Hungría, ordenó la detención inmediata de los caballeros 
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templarios. Las razones reales por las cuales Carlos Roberto accedió a obrar 

contra los templarios son desconocidas hasta la actualidad, sin embargo pudo 

haber influido el hecho de que Carlos Roberto y Felipe IV eran parientes lejanos 

y se criaron juntos en la infancia. El Rey húngaro, entonces, les prometió 

misericordia, pero los caballeros respondieron exigiendo un documento que 

certificase dicho ofrecimiento. Esto produjo la ira de Carlos Roberto y de 

inmediato envió sus tropas para que iniciasen el asedio de la fortaleza de Léka, 

una de las sedes principales de los templarios, donde muchos terminaron 

masacrados, y otros escaparon. 

Llevada a cabo sin la autorización del Papa, quien tenía a las órdenes 

militares bajo su jurisdicción inmediata, esta investigación era radicalmente 

corrupta en cuanto a su finalidad y a sus procedimientos, pues los templarios 

habían de ser juzgados con respecto al derecho canónico y no por la justicia 

ordinaria. Esta intervención del poder temporal en la esfera de personas que 

estaban aforadas y sometidas por ello a la jurisdicción papal, no sólo produjo de 

Clemente V una enérgica protesta, sino que el Pontífice anuló el juicio 

íntegramente y suspendió los poderes de los obispos y sus inquisidores. No 

obstante, la acusación había sido admitida y permanecería como la base 

irrevocable de todos los procesos subsiguientes. 

Felipe el hermoso sacó ventaja del "desenmascaramiento", y se hizo 

otorgar por la Universidad de París el título de «campeón y defensor de la fe», y, 

en los Estados Generales convocados en Tours supo poner a la opinión pública 

en contra de los supuestos crímenes de los templarios. Más aún, logró que se 

confirmaran delante del Papa las confesiones de setenta y dos presuntos 

templarios acusados, quienes habían sido expresamente elegidos y entrenados 

de antemano. En vista de esta investigación realizada en Poitiers (junio 
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de 1308), el Papa, que hasta entonces había permanecido escéptico, finalmente 

se mostró interesado y abrió una nueva comisión, cuyo proceso él mismo 

dirigió. Reservó la causa de la orden a la comisión papal, dejando el juicio de los 

individuos en manos de las comisiones diocesanas, a las que devolvió sus 

poderes. 

La comisión papal asignada al examen de la causa de la orden había 

asumido sus deberes y reunió la documentación que habría de ser sometida al 

Papa y al Concilio General convocado para decidir sobre el destino final de la 

orden. La culpabilidad de las personas aisladas, que se evaluaba según lo 

establecido, no entrañaba la culpabilidad de la orden. Aunque la defensa de la 

orden fue efectuada deficientemente, no se pudo probar que ésta, como cuerpo, 

profesara doctrina herética alguna o que una regla secreta, distinta de la regla 

oficial, fuese practicada. En consecuencia, en el Concilio General de Vienne, en 

el Delfinado, el 16 de octubre de 1311, la mayoría fue favorable al mantenimiento 

de la orden, pero el Papa, indeciso y hostigado por la Corona de Francia 

principalmente, adoptó una solución salomónica: decretó la disolución, no la 

condenación, y no por sentencia penal, sino por un Decreto apostólico (bula Vox 

clamantis del 22 de marzo de 1312). 

El Papa reservó para su propio arbitrio la causa del gran maestre y de sus 

tres primeros dignatarios. Ellos habían confesado su culpabilidad y sólo 

quedaba reconciliarlos con la Iglesia una vez que hubiesen atestiguado su 

arrepentimiento con la solemnidad acostumbrada. Para darle más publicidad a 

esta solemnidad, delante de la catedral Nôtre Dame de París fue erigida una 

plataforma para la lectura de la sentencia, pero en el momento supremo, Molay 

recuperó su coraje y proclamó la inocencia de los templarios y la falsedad de sus 

propias supuestas confesiones. En reparación por este deplorable instante de 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

560 
 

debilidad, se declaró dispuesto al sacrificio de su vida y fue arrestado 

inmediatamente como herético reincidente, junto a otro dignatario que eligió 

compartir su destino, y fue quemado junto a Geoffroy de Charnay atados a una 

estaca frente a las puertas de Nôtre Dame en l'Îlle de France el día de la 

Candelaria (18 de marzo) de 1314. 

En los otros países europeos, las acusaciones no fueron tan severas, y sus 

miembros fueron absueltos, pero, a raíz de la disolución de la orden, los 

templarios fueron dispersados. Sus bienes fueron repartidos entre los diversos 

Estados y la orden de los hospitalarios: En la Península Ibérica pasaron a 

la Corona de Aragón en el este peninsular, de Castilla en el centro y norte, 

de Portugal en el oeste y a la orden de los caballeros hospitalarios, si bien tanto 

en un reino como en otro surgieron diversas órdenes militares que tomaron el 

relevo a la disuelta, como la orden de los frates de Cáceres o de Santiago, la de 

Montesa (en Aragón), la de Calatrava o la de Álcantara, a las que se concedió la 

custodia de los bienes requisados. En Portugal el Rey Dionisio les restituye 

en 1317 como "Militia Christi" o Caballeros de Cristo, asegurando así las 

pertenencias (por ejemplo, el Castillo de Tomar) de la orden en este país. En 

Polonia los hospitalarios recibieron la totalidad de las posesiones de los 

templarios. 

Actualmente se encuentra en los archivos vaticanos el pergamino de 

Chinon, que contiene la absolución del Papa Clemente V a los templarios. Aun 

cuando este documento tiene una gran importancia histórica, pues demuestra la 

vacilación del Papa, nunca fue oficial y aparece fechado con anterioridad a las 

Bulas Vox in excelso, Ad providam y Considerantes, donde se procedió a la 

disolución de la orden y la distribución de sus bienes. Así, según el texto de Vox 

in excelso: "Nos suprimimos (...) la orden de los templarios, y su regla, hábito y 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

561 
 

nombre, mediante un Decreto inviolable y perpetuo, y prohibimos enteramente 

Nos que nadie, en lo sucesivo, entre en la orden o reciba o use su hábito o 

presuma de comportarse como un templario. Si alguien actuare en este sentido, 

incurre automáticamente en excomunión". En concreto, el manuscrito de 

Chinon está fechado en agosto de 1308. En esas mismas fechas (agosto de 

1308), el Papa emite la Bula Facians Misericordiam, donde confirma la 

devolución de la jurisdicción a los inquisidores y emite el documento de 

acusación a los templarios, con 87 artículos de acusación. Asimismo, emite la 

bula Regnans in coelis, por la que convoca el Concilio de Vienne. Por tanto, 

estas dos bulas, que sí fueron promulgadas oficialmente, tienen validez desde el 

punto de vista canónico, mientras que el documento de Chinon es un mero 

"borrador" de gran importancia histórica, pero escasa importancia jurídica. 

Processus contra Templarios. 

El jueves 25 de octubre de 2007, los responsables del archivo Vaticano 

publicaron el documento Processus contra Templarios, que recopila el 

pergamino de Chinon, o las actas de exculpación del Vaticano a la orden del 

Temple, precisamente el año en que se conmemoraba el 700º aniversario del 

inicio de la persecución contra la orden. 

El acto tuvo lugar en la sala vecchia del Sínodo, en el Vaticano, con la 

asistencia de Raffaele Farina, archivista bibliotecario de la Santa Romana 

Chiesa; Sergio Pagano, prefecto del archivo secreto Vaticano; Bárbara Frale, 

descubridora del pergamino y oficial del archivo; Marco Maiorino, oficial del 

archivo; Franco Cardini, medievalista, y Valerio Massimo Manfredi, arqueólogo 

y escritor. Los documentos que sirvieron al Tribunal papal para decidir la suerte 

de los templarios se encuentran en el archivo secreto del Vaticano, y se habían 

extraviado desde el siglo XVI, después de que un archivero los guardase en un 
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lugar erróneo. En 2001, la investigadora italiana Bárbara Frale los encontró y su 

estudio mostró que el Papa Clemente V no quiso en principio condenar a los 

templarios, aunque finalmente, cediendo a las presiones francesas, terminaría 

haciéndolo. 

El "pergamino de Chinon", uno de los documentos del volumen 

Processus contra Templarios presentado por el Vaticano, corrige la leyenda 

negra sobre la orden y muestra la voluntad personal del papa Clemente V. A 

pesar de ello, y habida cuenta de que el "pergamino de Chinon" es anterior a la 

fecha de las bulas papales de disolución de los templarios, en realidad aquel 

quedó como una expresión de la conciencia personal del Papa. En cambio, la 

postura oficial de la Iglesia es la de la disolución de la orden. En efecto, el 

documento de Chinon data de agosto de 1308. Ese mismo mes de agosto de 

1308, el Papa promulga la bula Facians Misericordiam, por la que se devolvió a 

los inquisidores su jurisdicción. En la segunda sesión del Concilio de Vienne, el 

3 de abril de 1312, se aprueba la Bula Vox in Excelso, emitida por el propio Papa 

Clemente V el 22 de marzo de 1312, confirmada por la Bula Ad Providam de 2 de 

mayo de 1312. En ambas se declara la disolución definitiva de la orden. 

Processus contra Templarios establece que: 

El Papa Clemente V no estuvo convencido de la culpabilidad de la orden 

del Temple. 

La orden del Temple, su gran maestre Jacques de Molay y el resto de los 

templarios arrestados, muchos de ellos ajusticiados posteriormente, fueron 

absueltos por el Santo Padre. 

La orden nunca fue condenada, sino disuelta, fijando la pena de 

excomunión a quien quisiera reeditarla. 
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El Papa Clemente V no creyó en las acusaciones de herejía y por ello 

permitió a los templarios ajusticiados recibir los sacramentos, a pesar de lo cual, 

fueron ajusticiados en la forma en que la jurisdicción canónica establecía para 

los herejes relapsos (aquellos que después de confesar, se echan atrás en sus 

confesiones). 

Clemente V negó las acusaciones de traición, herejía y sodomía con las 

que el Rey de Francia acusó a los templarios, no obstante lo cual, convocó el 

Concilio de Vienne para confirmar dichas acusaciones. 

El proceso y martirio de templarios fue un “sacrificio” para evitar un 

cisma en la Iglesia Católica, que no compartía en su gran parte las acusaciones 

del Rey de Francia, y muy especialmente de la Iglesia francesa. 

Las acusaciones fueron falsas y las confesiones conseguidas bajo torturas. 

A la vista de los documentos históricos cabe resumir que, aunque el Papa 

Clemente V intentara en su fuero interno evitar la condena a los templarios, su 

debilidad frente a Felipe IV de Francia hizo que continuara con el proceso de 

disolución de la orden. Este proceso de disolución acaba en 1312. Recojamos en 

este punto lo que la bula Ad Providam, que no ha sido al día de hoy derogada, 

dice al respecto: 

"... Hace poco, Nos, hemos suprimido definitivamente y perpetuamente 

la orden de la caballería del Templo de Jerusalén a causa de los abominables, 

incluso impronunciables, hechos de su maestre, hermanos y otras personas de 

la orden en todas partes del mundo... Con la aprobación del sacro concilio, 

Nos, abolimos la constitución de la orden, su hábito y nombre, no sin 

amargura en el corazón. Nos, hicimos esto no mediante sentencia definitiva, 

pues esto sería ilegal en conformidad con las inquisiciones y procesos seguidos, 

sino mediante orden o provisión apostólica." 
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Fragmento de la bula Ad Providam 

Economía de la orden. 

Cien años más tarde de su fundación oficial, hacia 1220, eran la 

organización más grande de occidente, en todos los sentidos (desde el militar 

hasta el económico), con más de 9.000 encomiendas repartidas por toda 

Europa, unos 30.000 caballeros y sargentos (más los siervos, escuderos, 

artesanos, campesinos, etc.), más de 50 castillos y fortalezas en Europa y 

Oriente Próximo, una flota propia anclada en puertos propios en el 

Mediterráneo (Marsella) y en La Rochelle (en la costa atlántica de Francia). 

Todo este poder económico se articulaba en torno a dos instituciones 

características de los templarios: la encomienda y la banca. 

La banca. 

Uno de los aspectos en los que la orden destacó de una manera 

extremadamente rápida y sobresaliente fue a la hora de afianzar todo un 

sistema socio-económico sin precedentes en la historia. La dura tarea de llevar 

un frente en ultramar les hizo proveerse de una increíble flota, una red de 

comercio fija y establecida, así como de un buen número de posesiones en 

Europa para mantener en pie un flujo de dinero constante que permitiera 

subsistir al ejército defensor en Tierra Santa. 

A la hora de dar donaciones, la gente lo hacía de buena gana; unos, 

interesados en ganarse el cielo; otros, por el hecho de quedar bien con la orden. 

De este modo la misma recibía posesiones, bienes inmuebles, parcelas, tierras, 

títulos, derechos, porcentajes en bienes, e incluso pueblos y villas enteras con 

los derechos y aranceles que sobre ellas caían. Muchos nobles europeos 

confiaron en ellos como guardianes de sus riquezas e incluso muchos templarios 

fueron usados como tesoreros reales, como en el caso del reino francés, que 
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dispuso de tesoreros templarios que tenían la obligación de personarse en las 

reuniones de palacio en las que se debatiera el uso del tesoro. 

Para mantener un flujo constante de dinero, la orden tenía que tener 

garantías de que el capital no fuera usurpado o robado en los largos viajes. Con 

este fin se estableció en Francia una serie de redes de encomiendas que se 

esparcían por prácticamente toda la geografía francesa y que no distaban unas 

de otras más que un día de viaje. Con esta idea se aseguraban de que los 

comerciantes durmieran siempre a resguardo bajo techo y poder así garantizar 

siempre la seguridad de sus caminos. 

No sólo supieron crear todo un sistema de mercado, sino que se 

convirtieron en los primeros banqueros desde la caída de Roma. Y lo hicieron a 

sabiendas de la escasez de moneda en la vieja Europa y ofreciendo en sus tratos 

intereses mucho menos usurarios que los ofrecidos por los mercaderes judíos. 

Así pues, crearon libros de cuentas, la contabilidad moderna, los pagarés e 

incluso la primera letra de cambio. En esta época pesaba mucho la idea de 

transportar dinero en metálico por los caminos, y la orden dispuso de 

documentos acreditativos para poder recoger una cantidad anteriormente 

entregada en cualquier otra encomienda de la orden. Solamente hacía falta la 

firma, o en su caso, el sello. 

La encomienda. 

La encomienda es un bien inmueble, territorial, localizado en 

determinado lugar, que se formaba gracias a donaciones y compras posteriores 

y a cuya cabeza se encontraba un preceptor. Así, a partir de un molino (por 

ejemplo) los templarios compraban un bosque aledaño, luego unas tierras de 

labor, después adquirían los derechos sobre un pueblo, etc., y con todo ello 

formaban una encomienda, a manera de un feudo clásico. También podían 
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formarse encomiendas reuniendo bajo un único preceptor varias donaciones 

más o menos dispersas. Tenemos noticia de encomiendas rurales (Mason Dieu, 

en Inglaterra, por ejemplo) y urbanas (el "Vieux Temple", recinto amurallado en 

plena capital francesa). 

Al poco, su red de encomiendas derivó en toda una serie de redes de 

comercio a gran escala desde Inglaterra hasta Jerusalén, que ayudadas por una 

potente flota de barcos en el Mediterráneo consiguió hacerle la competencia a 

los mercaderes italianos (sobre todo, de Génova y Venecia). La gente confiaba 

en la orden, sabía que sus donaciones y sus negocios estaban asegurados y por 

ello no dejaron nunca de tener clientela. Llegaron hasta el punto de hacerles 

préstamos a los mismísimos Reyes de Francia e Inglaterra. 

Comerciantes de reliquias. 

Los templarios tuvieron uno de sus más lucrativos negocios en la 

comercialización de reliquias. Los templarios distribuían el óleo del milagro de 

Saidnaya, un santuario a 30 km de Damasco a cuya Virgen se atribuía el milagro 

de exudar un líquido oleoso. Los templarios lo embotellaban en pequeños 

frascos y lo distribuían en Occidente. Al parecer, también comercializaron 

numerosos fragmentos del Lignum Crucis, la Santa Cruz en la que se decía 

había estado crucificado Jesucristo y que se decía habían encontrado ellos. 

Sin embargo, sus operaciones económicas siempre tuvieron como meta el 

dotar a la orden de los fondos suficientes como para mantener en Tierra Santa 

un ejército en pie de guerra constante. Y por ello el lema de la orden: 

Non nobis, Domine, non nobis, sed nomine tuo da gloriam. (No para 

nosotros, Señor, no para nosotros, sino en tu nombre danos gloria.). 

Templarios en la actualidad. 
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Debido al misterio con que se ha adornado siempre la historia de la orden 

del Temple, después de su disolución han ido apareciendo autoproclamados 

sucesores de la misma. 

A principios de 1981, la Santa Sede se tomó el trabajo de confeccionar 

una lista de organizaciones que se declaraban sucesoras de los templarios y 

encontró más de cuatrocientas. 

Cierto que la inmensa mayoría de ellas no son sino grupos de pantalla 

para cubrir otros fines, con prácticas que bordean el límite de lo lícito, y, 

algunas otras, con un claro comportamiento sectario (como la famosa secta 

orden del templo solar). 

Algunas asociaciones de esta lista, sin embargo, dedican su trabajo a fines 

altruistas (los caballeros de la alianza templaria, contra la droga, por ejemplo) 

o a fines menos prácticos pero inocuos (la orden de los caballeros del Temple y 

de la Virgen María y su dedicación a la alquimia) o algunas "hermandades o 

maestrazgos", que en definitiva no son de linaje templario, sino más bien 

proyectos personales... 

Algunas corrientes masónicas también dicen descender de los templarios, 

como el rito masónico templario y la estricta observancia templaria del barón 

d'Hund, y algunos ritos masónicos tienen grados relacionados con los 

templarios. De hecho, Andrew Mitchell Ramsay, considerado el padre de la 

masonería escocesa como la conocemos hoy en día, en su "discurso" afirmaría 

sin ambages que los cruzados habían fundado la masonería en Tierra Santa, y 

que dicha masonería no era sino la orden del Temple. Así, la famosa Capilla 

Rosslyn sería atribuida sin fundamento a los templarios, dando inicio a leyendas 

en las que se dice que escondieron en su ornamentación las claves de su 
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supuesto saber hermético y del lugar de su tesoro. También se crea de esta 

manera una inconexa e indocumentada relación con la masonería. 

Pero ninguna de las organizaciones existentes hoy en día puede probar, 

en manera alguna, su efectiva y legal descendencia de la orden fundada por 

Hugo de Payens y sus pobres caballeros de Cristo. 

Para terminar, fue el inmortal Dante en su magna obra La Divina 

Comedia, en el «Libro del Paraíso», Capítulo XXX, versos 127-129, el que dio la 

última noticia real de los templarios.  

"Como al que quiere hablar y no halla acento 

me llevó Beatriz y dijo: Mira 

de estolas blancas este gran convento" 

 

Templarios notables. 

Los nueve fundadores: 

Hugo de Payens 

Godofredo de Saint-Omer 

Godofredo de Bisol 

Payen de Montdidier 

André de Montbard 

Arcimbaldo de Saint-Amand 

Hugo Rigaud 

Gondemaro 

Rolando 

          Grandes maestres del Temple. 

Hugo de Payens (1118-1136) 
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Robert de Craon (1136-1146) 

Evrard des Barrès (1147-1151) 

Bernard de Tremelay (1151-1153) 

André de Montbard (1154-1156) 

Bertrand de Blanchefort (1156-1169) 

Philippe de Milly (1169-1171) 

Eudes de Saint-Amand (1171-1179) 

Arnaud de Torroja (1180-1184) 

Gérard de Ridefort (1185-1189) 

Robert de Sablé (1191-1193) 

Gilbert Hérail (1193-1200) 

Phillipe de Plaissis (1201-1208) 

Guillaume de Chartres (1209-1219) 

Pedro de Montaigú (1219-1230) 

Armand de Périgord (1232-1244) 

Richard de Bures (1245-1247) 

Guillaume de Sonnac (1247-1250) 

Renaud de Vichiers (1250-1256) 

Thomas Bérard (1256-1273) 

Guillaume de Beaujeu (1273-1291) 

Thibaud Gaudin (1291-1292) 

Jacques de Molay (1292-1314). 

 

33-.Orden de Calatrava (1158). De ámbito nacional, española. 

La orden de Calatrava es una orden militar y religiosa, fundada en el reino de 

Castilla en el siglo XII por el abad Raimundo de Fitero, con el objetivo inicial de 
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proteger la villa de Calatrava, ubicada cerca de la actual Ciudad Real. Pertenece 

al grupo de las órdenes cistercienses y en la actualidad únicamente tiene 

carácter honorífico y nobiliario.  

Historia. 

Su origen se debe a un gesto heroico. La ciudad de Calatrava, junto al 

río Guadiana, había sido arrebatada a los árabes por Alfonso VII en 1147. Dada 

la importancia estratégica del lugar como baluarte avanzado de Toledo ante los 

moros, tras la corta posesión por parte de ciertos magnates, el Rey quiso 

asegurar su defensa entregándola en 1150 a la orden del Temple, ya que por 

aquellas fechas no existían los ejércitos regulares, ni era fácil poblar las zonas de 

frontera. Unos años más tarde, ante el empuje islámico, el Temple dio la 

empresa por perdida, y devolvió la fortaleza al sucesor de Alfonso, el 

Rey Sancho III. Ante la situación creada y el inminente peligro, éste reunió a sus 

notables y ofreció Calatrava a quien se hiciera cargo de su defensa. Entre la 

sorpresa y las bromas de los nobles, Raimundo, abad del monasterio 

cisterciense de Fitero, alentado por el monje de su monasterio Diego Velázquez, 

que había sido previamente guerrero, aceptó el reto. Al no haber alternativa, el 

Rey cumplió su palabra, entregando Calatrava a los monjes de Fitero mediante 

donación realizada el 1 de enero de 1158 en Almazán. Ellos, por su parte, 

formaron en poco tiempo un ejército de más de 20.000 monjes-soldados, 

uniendo, a los que había conseguido organizar fray Diego Velázquez en las 

cercanías de Calatrava, los que había reclutado Raimundo en el reino de Aragón. 

Ante tal multitud, los árabes rehusaron entrar en batalla, retirándose hacia el 

sur. 

Como el compromiso de defender Calatrava se mantenía y resistiéndose 

con el tiempo los caballeros a tener por superior a un abad del Cister y vivir 
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entre los monjes, decidieron elegir un maestre de la orden. Los monjes se 

retiraron a Ciruelos y los caballeros a Ocaña, donde se convirtieron en una 

orden militar, la primera hispana, que adoptó el propio nombre del lugar. El 

primer maestre de la orden fue García, que obtuvo del Císter y del Pontificado la 

primera regla. Esta regla, modelada sobre las costumbres cistercienses para 

hermanos laicos, impuso sobre los caballeros, además de las obligaciones de los 

tres votos religiosos (obediencia, castidad y pobreza), la de guardar silencio en 

el dormitorio, refectorio (comedor) y oratorio; ayunar cuatro días a la semana, 

dormir con su armadura, y llevar, como única vestimenta, el hábito blanco 

cisterciense con la simple cruz negra (luego roja, a partir del siglo XIV) 

"flordelisada": una cruz griega con flores de lis en las puntas, que en el siglo 

XVI se configuró definitivamente como hoy se conoce. 

La fortaleza de Zorita de los Canes y todo su alfoz fueron concedidas a los 

calatravos por Alfonso VIII en 1174, para proteger, tras dos años de incursiones 

de los almohades, toda la frontera este del Tajo. En abril de 1180 el mismo Rey 

concedió fuero a Zorita. 

En 1179 Alfonso II de Aragón cedió el castillo de Alcañiz a la orden de 

Calatrava en premio a sus servicios contra los moros.  

La dehesa de Abenójar y su término fueron concedidos en 1183 por 

Alfonso VIII a esta orden y hasta 1814 -que el término fue recuperado por 

el Infante Carlos- el pueblo pasó a llamarse Abenójar de Calatrava. Como 

constancia de este hecho, se puede apreciar la cruz de Calatrava realizada en 

forja en uno de los tejados de la iglesia del pueblo. 

Desde su fundación hasta principios del siglo XIII experimentó una serie 

de altibajos. Tras la derrota cristiana sufrida por Alfonso VIII en la batalla de 

Alarcos (1195), incluso tuvo que evacuar sus posesiones y retirarse 
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a Ciruelos (Toledo). Tras un golpe de mano, varios caballeros de la orden 

tomaron por sorpresa el castillo de Salvatierra, casi a las puertas de Sierra 

Morena, que mantuvieron en su poder, totalmente aislado de socorros, 

hasta 1211. Por ello, durante esos pocos años, la orden adoptó el nombre 

de orden de Salvatierra. 

La orden alcanzó su afianzamiento definitivo tras la batalla de las Navas 

de Tolosa (1212), cuando fijó su sede en la nueva y más segura fortaleza 

de Calatrava la Nueva (1218) (en el antiguo castillo de Dueñas, por frente del 

castillo de Salvatierra), que fue construida por prisioneros musulmanes en su 

mayor parte, y que ya nunca abandonaría. 

La antigua sede de Calatrava, origen de la orden, junto al río Guadiana, 

pasó a convertirse en la sede de una encomienda, y desde ese momento pasó a 

ser conocida como Calatrava la Vieja. 

En poco tiempo, sus grandes recursos humanos y económicos dieron a la 

orden un enorme poder político y militar, que duró hasta el final de 

la reconquista. Disponía de tierras y castillos a lo largo de toda la frontera de 

Castilla y Aragón, ejercitando un señorío feudal sobre miles de vasallos. Era 

capaz de aportar, a título individual, hasta 2000 caballeros al campo de batalla, 

una fuerza considerable en la edad media. Además, disfrutaba de autonomía, lo 

cual trajo consigo diversos enfrentamientos con los Reyes, Dado que la orden no 

les obedecía a ellos, sino al maestre. Sólo reconocían superiores espirituales: al 

abad de Morimond (Francia) y, en último término, al Papa. 

A partir del año 1228 la orden de Calatrava pasó a contar con encomiendas en 

Andalucía tras serle concedidas por el Rey Fernando III las plazas de Martos, 

Porcuna, Víboras y Alcaudete, en agradecimiento por los servicios prestados en 
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la reconquista. Asimismo a lo largo de los siglos XIV y XV, los calatravos fueron 

extendiendo sus dominios andaluces con la creación de nuevas encomiendas en 

Jaén (Lopera, Jimena, Arjona, etc.), Córdoba (Fuente Ovejuna, Belmez, 

Villafranca de Córdoba, etc.) y Sevilla Osuna.  

Fernando el Católico logró ser elegido maestre de la orden en 1477 por 

una bula papal, y a partir de él todos los Reyes de España revalidaron el título. 

Bajo el mando de los sucesivos monarcas, y con la reconquista de la 

península finalizada, gradualmente fueron desapareciendo tanto el espíritu 

militar como el religioso. Con el tiempo, su única razón de existir era la 

generación de ingresos, procedentes de sus grandes dominios, y la conservación 

de sus reliquias. 

Confiscados los bienes de la orden por disposición de José I en 1808, 

fueron restituidos en 1814 por Fernando VII para acabar definitivamente 

secularizados en 1855 por Pascual Madoz. La primera república Española 

suprimió la orden, que se restableció en 1875 con el Papado como encargado de 

regular su disciplina interna. En la actualidad, la orden es una institución 

honorífica. 

Dignidades. 

Las altas dignidades de la orden fueron apareciendo con el devenir de los 

años, siendo confirmadas en los estatutos definitivos (1467). Por orden de 

jerarquía, eran las siete siguientes: 

Maestre.  

Autoridad suprema de la orden. Otorgaba las encomiendas, confería 

hábitos y prioratos, administraba justicia a todas las personas pertenecientes a 
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la orden, vasallos incluidos. El cargo era electivo y vitalicio. La orden tuvo un 

total de 30 maestres hasta la fecha de unión con la Corona Española. 

Comendadores mayores de Castilla y Aragón.  

Primeras autoridades, después del maestre, en las encomiendas de sus 

respectivos reinos. 

Clavero.  

Su misión era guardar y defender el castillo y convento mayor de la 

orden, es decir, su sede de Calatrava la Nueva. También era lugarteniente del 

maestre. 

Prior.  

Encargado de la cura espiritual de los caballeros. Representaba al abad 

de Morimond. 

Sacristán.  

Encargado de la custodia de las reliquias de la orden, vasos sagrados y 

ornamentos. 

Obrero mayor. 

Encargado de las construcciones. 

 

Maestres de la Orden: 

García (1164-1169) 

Fernando Escaza (1169-1170) 

Martín Pérez de Siones (1170-1182) 

Nuño Pérez de Quiñones (1182-1199) 

Martín Martínez (1199-1207) 

Ruy Díaz de Yanguas (1207-1212) 

Rodrigo Garcés (1212-1216) 
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Martín Fernández de Quintana (1216-1218) 

Gonzalo Yáñez de Novoa (1218-1238) 

Martín Ruiz (1238-1240) 

Gómez Manrique (1240-1243) 

Fernando Ordóñez (1243-1254) 

Pedro Yáñez (1254-1267) 

Juan González (1267-1284) 

Ruy Pérez Ponce (1284-1295) 

Diego López de Santsoles (1295-1296) 

Garci López de Padilla (1296-1322) 

Juan Núñez de Prado (1322-1355) 

Diego García de Padilla (1355-1365) 

Martín López de Córdoba (1365-1371) 

Pedro Muñiz de Godoy (1371-1384) 

Pedro Álvarez de Pereira (1384-1385) 

Gonzalo Núñez de Guzmán (1385-1404) 

Enrique de Villena (1404-1407) 

Luis González de Guzmán (1407-1443) 

Fernando de Padilla (1443-1443) 

Alonso de Aragón (1443-1445) 

Pedro Girón (1445-1466) 

Rodrigo Téllez Girón (1466-1482) 

García López de Padilla (1482-1487) 

Monarquía Española (1487-...) 

 

Lugares y monumentos relacionados con la orden. 
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Situados en la provincia de Navarra (España): 

Monasterio de Fitero (Fitero). Primera sede de la orden durante el siglo 

XII. 

Situados en la provincia de Ciudad Real (España): 

Castillo de Calatrava la Vieja (Carrión de Calatrava). Sede de la orden 

durante el siglo XII. Ermita-Convento de Nuestra Señora de la Estrella 

(Miguelturra) (Ciudad Real). Fundado por dos marqueses muy influenciados 

por la orden de Calatrava y tomando a la virgen que alberga en su interior como 

patrona del campo de Calatrava. 

Castillo de Salvatierra (calzada de Calatrava). Sede de transición, durante 

los primeros años del siglo XIII. 

Sacro-convento castillo de Calatrava la Nueva (Aldea del Rey). Sede 

definitiva a partir de 1218.  

Palacio de Clavería (Aldea del Rey). Residencia del clavero de la orden 

desde mediados del siglo XVI. 

Almagro. Principal ciudad de la orden. 

Santuario de Ntra. Sra. de Oreto y Zuqueca, Granátula. Sede histórica y 

espiritual de la orden que la entroncaba con la antigua ciudad y obispado 

de Oretum. 

Campo de Calatrava. Comarca en la que se encuentran los lugares 

principales de la orden (Calatrava la Nueva, Almagro, etc.). 

Castillo de Bolaños de Calatrava donde se ubicará el centro de 

interpretación de la orden de Calatrava.  

Santuario Virgen del Monte (construido por la orden) en la antigua 

"dehesa de la Moheda" del Campo de Calatrava. 

Situados en la provincia de Teruel (España): 
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Castillo de los Calatravos (Alcañiz). Testigo de la importante presencia de 

la orden en el Bajo Aragón. Siglo XII. 

Palacio de la encomienda (La Fresneda). En la comarca del Matarraña. 

Siglo XVI.  

Situados en la provincia de Castellón: 

Albocácer.  En 1243 se otorgó en su carta-puebla el dominio a la orden de 

Calatrava. 

Bejís. Jaime I de Aragón la cedió a la orden de Calatrava en 1245 con el 

título encomienda y representación en las Cortes Valencianas, su Carta Puebla 

conocida data del 18 de agosto de 1276 concedida a hombres de la comenda de 

Alcañiz a fuero de Valencia en Segorbe. 

Sacañet. El señorío perteneció a la orden de Calatrava. La localidad logró 

la independencia de Bejís en 1842. 

Situados en la provincia de Jaén (España): 

Iglesia de Nuestra Señora de la Natividad (Jamilena). Reconstruida hacia 

1559 sobre una antigua iglesia medieval por orden de Carlos V, quien 

inicialmente tenía proyectado hacer un convento de monjas calatravas 

precedentes de Burgos. Esta iglesia es obra del arquitecto Francisco del Castillo, 

el Mozo.  

Castillo de la Peña (Martos). Levantado sobre las ruinas de otros 

primitivos castillos de origen árabe e ibero-romano. Se sitúa en la cima del 

peñón que le da nombre, a unos 1000 metros de altitud. Su situación estratégica 

hace que este castillo fuese el principal bastión defensivo de la orden frente al 

reino nazarí. También en este castillo, según una leyenda, Fernando IV de 

Castilla condenó a muerte injustamente a los hermanos Carvajales, 

comendadores de la orden, lo que misteriosamente le costó la vida al monarca. 
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Castillo de la Villa (Martos). Su origen es anterior a la orden, pero fue con 

la orden de Calatrava cuando se produjeron las mayores reformas y 

ampliaciones en él. El castillo se unía a la peña de Martos mediante murallas, 

quedando la ciudad resguardada. Junto con el castillo de la Peña fue muy 

importante frente al reino nazarí. 

Torre de Boabdil (Porcuna). Es una torre-vivienda medieval, construida 

por la orden de Calatrava entre 1411 y 1435, en uno de los extremos de la 

fortaleza. En ella se dice que estuvo preso varios meses, hacia 1485, el Rey de 

Granada Boabdil "el Chico" tras ser hecho prisionero en la batalla de Lucena. 

Alcanza 28 m de altura sobre una planta octogonal, con dos estancias 

superpuestas en el interior, cubiertas con bóvedas góticas. En el exterior 

presenta unas ventanas mudéjares, finamente labradas. Debajo hay una cruz de 

Calatrava, con dos eslabones labrados en sus ángulos inferiores y dos relojes de 

arena a los lados. Posee una terraza con bello mirador a la campiña. Es 

monumento nacional desde 1982, y contiene el Museo Arqueológico Municipal 

de Obulco, donde se guardan restos de la época romana. 

Iglesia de San Benito (Porcuna). Sintetiza fielmente el espíritu 

cisterciense de la orden de Calatrava. Fue priorato y monasterio Benedictino. Se 

trata de una iglesia gótica con elementos románicos de transición. Posee dos 

naves en forma de "L" (la principal con bella arquería de arcos y capiteles con 

motivos vegetales) y campanario con cubierta del s. XVIII. 

Castillo e iglesia de la Inmaculada Concepción (Higuera de Calatrava). 

Del castillo queda en pie la torre del homenaje. La antigua higuera de Martos 

fue testigo de la "batalla de la Higueruela" (1431), en la que las tropas de Juan II 

de Castilla causaron 10.000 bajas a los musulmanes. Posteriores incursiones de 

los musulmanes provocarían la quema del pueblo y el asesinato de clérigos y 
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civiles. El escudo de la casa de Padilla campea en la cúpula del altar mayor de la 

iglesia. 

Castillo de Begíjar. Esta fue una de las primeras concesiones que hizo 

Fernando III a la orden de Calatrava tras su conquista en 1226, además de otras 

heredades y pertenencias. 

Situados en la provincia de Guadalajara (España): 

Castillo de Zorita de los Canes. El castillo (de origen andalusí) domina un 

vado del Tajo y es donado a la orden por Alfonso VIII en 1174, convirtiéndose en 

"Cabeza de Encomienda”. A lo largo del Medievo, asistirá a luchas entre 

diferentes facciones de la orden. Ya en el s. XVI, Felipe II lo enajena a Ruy 

Gómez de Silva. Su estado actual es ruinoso, aunque no impide atisbar la 

grandeza y extensión de lo que un día fue. Aún son visibles la capilla de  

Calatrava, aljibe, pozo, torre albarrana septentrional, antiguo albácar islámico, 

paramentos emirales y califales, etc.  

Situado en la provincia de Madrid (España): 

Iglesia de la Concepción Real de Calatrava. Construida entre 1670 y 1678 

junto al antiguo convento de las Comendadoras de Calatrava. Durante la 

Revolución Gloriosa de 1868 el gobierno acordó su demolición, pero en una 

histórica sesión en el Congreso de los Diputados el 9 de marzo de 1870, el 

diputado Manuel Silvela, tras un intenso debate, consiguió arrancar al gobierno 

el compromiso de respetar esta iglesia que, gracias a él, se conserva en la 

actualidad. 

Situados en la provincia de Valencia 

Masamagrell, en 1271 se otorgó en su carta-puebla el dominio a la orden 

de Calatrava. 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

580 
 

 

34-.Orden de Santiago (1170) Es de ámbito nacional, española, 

pretendía defender a los peregrinos a Santiago de Compostela frente al moro. La 

orden de Santiago fue una orden religiosa y militar surgida en el siglo XII en el 

reino de León. Debe su nombre al patrón nacional de España, Santiago el 

Mayor. Su objetivo inicial era proteger a los peregrinos del Camino de Santiago 

y hacer retroceder a los musulmanes de la Península Ibérica. 

Tras la muerte del gran maestre Alonso de Cárdenas en 1493, los Reyes 

Católicos incorporaron la 0rden a la Corona de España y el Papa Adriano VI 

unió para siempre el maestrazgo de Santiago a la Corona en 1523. La primera 

república suprimió la orden en 1873 y, aunque en la restauración fue 

nuevamente restablecida, quedó reducida a un instituto nobiliario de carácter 

honorífico regido por un Consejo Superior dependiente del Ministerio de la 

Guerra, que quedó a su vez extinguido tras la proclamación de la segunda 

república en 1931. La orden de Santiago, junto con las de Calatrava, Alcántara y 

Montesa, fue reinstaurada como una asociación civil en el reinado de Juan 

Carlos I con el carácter de organización nobiliaria honorífica y religiosa y como 

tal permanece en la actualidad. 

Cruz de Santiago. 

La insignia de la orden es una cruz de gules simulando una espada, con 

forma de flor de lis en la empuñadura y en los brazos. Los caballeros portaban la 

cruz estampada en el estandarte y capa blanca. La cruz del estandarte tenía una 

venera en el centro y otra al final de cada uno de los brazos. 
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Las tres flores de lis representan el honor sin mancha, que hace 

referencia a los rasgos morales del carácter del apóstol. 

La espada representa el carácter caballeresco del apóstol Santiago y su 

forma de martirio, ya que fue decapitado con una espada. También puede 

simbolizar, en cierto sentido, tomar la espada en nombre de Cristo. 

Se dice que su forma tiene origen en la época de las cruzadas, cuando los 

caballeros llevaban pequeñas cruces con la parte inferior afilada para clavarlas 

en el suelo y realizar sus devociones diarias. 

Origen. 
 

Entre 1157 y 1230, la dinastía real se dividió en dos ramas opuestas, por 

lo que la rivalidad tiende a oscurecer los inicios de la orden. Aunque Santiago de 

Compostela, en Galicia, es el centro de la devoción a este apóstol, no es ni la 

cuna ni la principal sede de la orden. Dos ciudades lucharon por tener el honor 

de ser la sede de la orden, León, en el reino de ese nombre, y Uclés en el antiguo 

reino de Castilla. 

Algunas fuentes apuntan a que la orden de Santiago fue creada a raíz de 

la victoria en la batalla de Clavijo (La Rioja, año 844). Aunque la atribución a la 

creación de la orden tras dicha batalla se debe a la devoción hacia el apóstol, a 

quien los cristianos creyeron ver combatiendo en su favor en dicha batalla, pese 

a que la representación de esta batalla se repite constantemente en cuadros, 

esculturas, miniaturas y relieves pertenecientes a la orden. 

Fundación militar. 

El origen de esta orden militar es confuso, debido a la doble fundación 

que tuvieron las órdenes militares. La primera fundación fue militar, cuando en 
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el año 1170 el Rey Fernando II de León y el obispo de Salamanca, Pedro Suárez 

de Deza, encargaron a un grupo de trece caballeros, conocidos como los Fratres 

o caballeros de Cáceres, la defensa de la ciudad de Cáceres (que tuvieron que 

abandonar al ser conquistada por los musulmanes). 

El primer gran maestre de la orden fue Pedro Fernández Hurtado, nieto 

de la Reina Urraca I de Castilla y León, y bisnieto de Alfonso VI el Bravo, Rey de 

Castilla y León, conquistador de la ciudad de Toledo en 1085. Del resto de 

caballeros destacan: Pedro Arias, el conde Rodrigo Álvarez de Sarriá, Rodrigo 

Suárez, Pedro Muñiz, Fernando Odoarez, señor de la Varra y Arias Fumaz, 

señor de Lentazo. 

Según relata la bula fundacional, estos caballeros, arrepentidos de la vida 

licenciosa que hasta entonces habían llevado, se habían unido previamente bajo 

unos mismos Estatutos y decidieron formar una congregación para defender a 

los peregrinos que visitaban el sepulcro de Santiago Apóstol en Galicia y para 

guardar las fronteras de Extremadura. 

Anteriormente a 1170, los primeros que tuvieron la idea de acudir al 

socorro de los numerosos peregrinos que se dirigían a Compostela, fueron 

los canónigos regulares de san Agustín. Vivían bajo la obediencia de un 

prior elegido y confirmado por ellos en el convento llamado de san Loyo o san 

Eloy de Loio, cerca de Compostela, fundado a ejemplo de los caballeros de 

la orden de Calatrava, que también estaba destinada a proteger la seguridad de 

los caminos. 

Con los años se fueron erigiendo muchos hospitales para albergar a los 

peregrinos, desde los Pirineos hasta la citada ciudad de Compostela. Para una 

defensa eficaz, los freires (o caballeros) de Cáceres determinaron asociarse a 
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aquellos religiosos y se obligaron por voto solemne a guardar y defender 

aquellos caminos. Los canónigos, aceptando el ofrecimiento de los caballeros, 

convinieron en recibirlos en su orden, vivir con ellos en comunidad y ser sus 

capellanes para dirigirlos espiritualmente y administrarles los sacramentos. Fue 

entonces cuando los freires de Cáceres cambiaron su nombre al de freires de 

Santiago, organizándose así la orden. 

En la fundación de la orden participaron Cerebruno y Pedro 

Gundestéiz, arzobispos de Toledo y Santiago de Compostela; Juan, Fernando, y 

Esteban, obispos de León,  Astorga,  y Zamora, respectivamente, así como el 

legado papal, cardenal Jacinto. 

El 29 de julio de 1170, quedó fundada, organizada y establecida la orden 

de Santiago, y en 1172 se había extendido a Castilla. Aunque la orden de 

Santiago había nacido en el reino de León, también se extendió por los reinos 

de Portugal, Aragón, Francia, Inglaterra, Lombardía, y Antioquía, pero su 

expansión fundamental se limitaría a los reinos de León y Castilla. 

Los Caballeros de Ávila se agregaron a su regla. 

Fundación religiosa. 

La fundación religiosa hay que atribuírsela al Rey Alfonso VIII de 

Castilla, con la aprobación del Papa Alejandro III mediante una bula otorgada el 

5 de julio de 1175 en Ferentino, cerca de Roma, con el fin de que fueran criados 

en temor a Dios: 

...y para remedio de la flaqueza humana, se permite el matrimonio a los 

que no pudieran ser continentes; guardando a la mujer la fe no corrompida y la 

mujer al marido, porque no se quebrante la continencia del tálamo conyugal, 

según la institución de Dios y la permisión del Apóstol San Pablo. 
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En dicha bula aprobó sus Constituciones y la hizo exenta de la 

jurisdicción de los frailes ordinarios o comunes, cuya gracia ratificaron más 

adelante los Papas Lucio III, Urbano III e Inocencio III por diferentes bulas que 

arreglaron igualmente el estado de los caballeros y el de los religiosos. A partir 

de este momento se les conoció con el nombre de caballeros de Santiago, pues el 

de caballeros o freires de Uclés, que aparece en algunos documentos antiguos, 

no prevaleció. 

Como efecto de este doble acto fundacional -institución real y aprobación 

pontificia- la orden quedó constituida, como una Militia Christi, con vocación 

tanto religiosa como militar, cuya misión era el «servicio de Dios, el 

ensalzamiento y defensa de la christiana religión, y fe catholica y la defensa de 

la república christiana». 

Nombre. 

El nombre definitivo de la orden tiene su fundamento en la devoción que 

durante los siglos medievales se tuvo en España al apóstol Santiago. Toda 

España considera a Santiago el Mayor como el primero en predicar 

el evangelio a los habitantes de Hispania. Más tarde, volvió a Jerusalén, donde 

fue el primero de los apóstoles en derramar su sangre por mandato de Herodes 

Agripa I y, según la tradición, sus discípulos trasladaron su cuerpo a España y lo 

depositaron en Iria-Flavia (Galicia) a principios del siglo IX.  

Sus reliquias fueron descubiertas durante el reinado de Alfonso II el Casto y 

trasladadas a Brigantiun, ciudad que luego recibió el nombre de Compostela de 

la abreviación (según parece) de «Campus Stellae», aludiendo a las estrellas que 

descubrieron el sitio donde se encontraban las reliquias del apóstol. 
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Es natural que los caballeros se encomendasen de un modo especial al 

patrocinio de Santiago al entrar en batalla, y es lógico que creyeran sentir en 

muchas ocasiones la protección celestial gracias a la intervención favorable del 

apóstol. Por esto, de acuerdo con el segundo arzobispo de Compostela, Pedro 

Godoy, en 12 de febrero de 1171 Pedro Fernández y toda su milicia se 

consagraron vasallos y caballeros del apóstol Santiago, nombrando al maestre y 

sus sucesores canónigos de la iglesia compostelana y el arzobispo y los suyos 

frailes de la nueva orden de caballería. Así todos se nombrarían en lo sucesivo 

caballeros de Santiago y así los nombraría el Papa en su bula. 

Todavía se conserva un cuadro de grandes proporciones que representa 

el momento en que Pedro Fernández, acompañado de los primeros caballeros 

vistiendo sus capas blancas con la cruz roja de Santiago como emblema de la 

orden, presenta al Papa Alejandro la regla para su confirmación. Dicho cuadro 

estuvo colgado durante muchos años en la parte izquierda de la nave de la 

iglesia del monasterio de Uclés. Hoy se conserva en la sacristía del monasterio 

hasta que sea restaurado. 

Uclés, sede de la orden. 

Los caballeros de Santiago tenían posesiones en cada uno de los reinos de 

la Península Ibérica (León, Castilla, Aragón y Portugal), pero Fernando II de 

León y Alfonso VIII de Castilla ponían la condición de que la sede de la orden 

debía estar en sus respectivos estados: en San Marcos de León y Uclés. De ahí 

surgió un largo conflicto que sólo terminó cuando, en 1230, Fernando III el 

Santo, unió ambas Coronas. Desde entonces, Uclés, en la provincia de Cuenca, 

es considerada como la sede de la orden, Caput ordinis. 
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Tras la salida de los frates de Cáceres del reino de León, obligados por la 

pérdida de Cáceres, su primitiva sede, y de los lugares que habían adquirido en 

territorio de Badajoz, ante el empuje de los almohades, pasaron a Castilla, 

donde fueron bien recibidos por su Rey Alfonso VIII. Éste, entregó el castillo de 

Uclés a los caballeros de Santiago para que defendiesen aquella comarca y la 

de Huete de los ataques musulmanes. El castillo había pertenecido desde 1163 a 

los caballeros de san Juan, pero el Rey estaba descontento por su actuación (ya 

que en el período en el que lo poseyeron no hicieron nada notorio) y les retiró la 

posesión de dicho castillo fronterizo en favor de los santiaguistas. 

El 9 de enero de 1174 tuvo lugar en Arévalo el acto solemne por el cual 

Alfonso VIII entregaba el castillo y la villa de Uclés, con todas sus tierras, viñas, 

prados, pastizales, arroyos, molinos, pesquerías, portazgos, entradas y salidas, 

al maestre de la orden, Pedro Fernández de Fuentencalada. El acto contó con la 

presencia de los prelados y nobles del reino y de Alfonso VIII junto con su 

esposa Leonor de Inglaterra. 

A finales de aquel mismo mes los caballeros de la orden de Santiago 

tomaron posesión de la villa y fortaleza donadas por Alfonso VIII, acto al que 

asistió el arzobispo de Santiago. La bandera de Santiago, que el arzobispo les 

había entregado en Compostela, ondeó por vez primera en la torre del 

homenaje. La iglesia de Santa María del Castillo cambió su nombre por el de 

Santiago hasta que se construyó el convento con una nueva iglesia adecuada a 

las necesidades de la orden. 

En Uclés se hallaba el monasterio donde el gran Mmaestre de la orden 

residía habitualmente, este monasterio fue derruido en el siglo XVI para 

construir el actual monasterio que comenzó a construirse en 1529 y se terminó 
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en 1735. Los aspirantes pasaban un año y un día de prueba en el monasterio. 

Los archivos de la orden que estaban en Uclés pasaron en 1869 al Archivo 

Histórico Nacional en Madrid.  

La Orden recibió su primer artículo en 1171 del cardenal Jacinto (más 

tarde Papa Celestino III) y en 1175 la bula papal de Alejandro III. 

Los caballeros santiaguistas estuvieron presentes en todas las acciones 

guerreras de la reconquista y sus territorios se extendieron principalmente 

por La Mancha. A esta orden pertenecían pueblos de las actuales provincias 

de Ciudad Real, Cuenca, Toledo, Madrid, Guadalajara, Jaén y Murcia. 

La primera acción militar notoria en la que intervinieron fue para ayudar 

al ejército de su protector Alfonso VIII en la toma de la ciudad de Cuenca, 

en 1177. Su contribución en dicha conquista fue tan importante que el Rey 

añadió, en el terreno recién conquistado, nuevas donaciones a la orden, entre 

ellas: 

Dos casas cerca de las de Aben-Mazloca, en el mismo alcázar de Cuenca, 

dos solares, un molino en el río Moscas y un huerto próximo a este río. 

Con las donaciones hechas a Tello Pérez y a Pedro Gutiérrez, que estos a 

su vez donaron a Pedro Fernández, el fundador de la orden, se creó al poco 

tiempo el hospital Santiago Apóstol en Cuenca. Una de las trece collaciones en 

que se dividió la ciudad se llamó también Santiago, quedando su iglesia dentro 

del recinto de la misma catedral. 

Alfonso VIII cedió también Uclés a Pedro Fernández para que se 

estableciera allí y defendiera la frontera, según Escritura Real extendida en 

Arévalo el 3 de enero de 1174, siendo desde entonces la casa principal de la 
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orden. Asimismo cedió a la orden Moya y Mira en 1211, a las que se unirían 

posteriormente Ossa de Montiel, Campo de Criptana, Pedro Muñoz, Montiel y 

Alhambra. La congregación prosperó, adquiriendo bienes y territorios y llegó a 

formar una especie de diócesis con capital en Uclés, cuyo prior tenía autoridad 

casi episcopal. 

La rápida propagación de la orden se debió a que su regla era menos 

rígida que las de las demás órdenes (es la única orden militar cuyos caballeros 

podían casarse), eclipsando a las más antiguas de Calatrava y Alcántara y cuyo 

poder fue reputado en el extranjero incluso antes de 1200. La primera bula de 

confirmación, la de Alejandro III, ya enumeró un gran número de dotaciones. 

La orden de Santiago sola tenía más posesiones que las órdenes de Calatrava y 

Alcántara juntas. En España, estos bienes incluían 83 encomiendas, de las 

cuales 3 fueron reservadas a los grandes comendadores, 2 ciudades, 178 

condados y aldeas, 200 parroquias, 5 hospitales, 5 conventos y la Universidad 

de Salamanca. Los caballeros eran entonces 400 y se podían reunir más de 1000 

lanzas. Tenían posesiones en Portugal, Francia, Italia, Hungría e incluso 

Palestina. Abrantes, su primera encomienda en Portugal, data del reinado de 

Alfonso I, en 1172, y pronto se convirtió en una orden distinta, ya que el Papa 

Nicolás IV, en 1290, la libera de la jurisdicción de Uclés. 

Gonzalo Ordóñez fue elegido gran maestre de la orden en León, al mismo 

tiempo que Gonzalo Rodríguez (1195). Se marchó a Castilla y sirvió a Alfonso 

VIII. A la muerte del anterior maestre en 1203, fue elegido en Uclés y sólo vivió 

dos años más. 

En tiempos del tercer maestre, Sancho Fernández de Lemus, los 

almohades comandados por el califa Abu Yaqub Yusuf al-Mansur (Yusuf II), 
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vencedor en la batalla de Alarcos en 1195 frente a Alfonso VIII y donde 

encontraron la muerte diecinueve santiaguistas, realizaron una ofensiva general 

por tierras de Castilla, llegando hasta Uclés dos años más tarde. El maestre, en 

medio del desconcierto de los reinos cristianos, resistió en el castillo ucleseño 

con sus gentes, mientras otras fortalezas, como las de Madrid y Guadalajara, se 

sometieron a Yusuf II. 

Los caballeros de Santiago participaron en la reconquista de las comarcas 

de Teruel y Castellón y combatieron en la batalla de las Navas de Tolosa (1212), 

en la que el maestre Pedro Arias murió junto a un gran número de caballeros 

santiaguistas. 

Tras la muerte de Alfonso VIII en 1214 acontecieron disturbios en la 

orden. En 1233 sus caballeros acudieron a la batalla de la toma de Jerez de la 

Frontera y, tres años más tarde, a las conquistas de Úbeda y Córdoba. Pelayo 

Pérez Correa fue el maestre que mayor esplendor dio a la orden, induciendo a 

Fernando III el Santo a que pusiera sitio a Sevilla. Durante dicho sitio, 270 

caballeros dirigidos por su maestre se internaron demasiado en la sierra y al 

llegar la noche sin haber logrado la derrota completa de los enemigos, se les 

apareció la Virgen María, a la que pidieron que detuviese el curso del sol 

pronunciando la deprecación: «Santa María, detén tu día». En recuerdo de este 

suceso se edificó más tarde, en aquel lugar, la ermita de la Virgen de Tentudía 

(Detén-tu-día), donde dicen que fue sepultado dicho maestre en 1275. Pérez 

Correa fue sucedido por Gonzalo Ruiz Girón, quien murió a causa de las heridas 

recibidas en Alcaudete en 1280. Tras la muerte de Vasco Rodríguez de 

Coronado, maestre de la orden entre 1327 y 1338, el Consejo de los Trece, así 

llamado porque lo componían trece caballeros designados de entre los 
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gobernadores y comendadores de la orden, eligieron como maestre al sobrino de 

éste, Vasco López. Por intervención personal del Rey Alfonso XI de Castilla con 

el fin de retener el cargo para su hijo bastardo, el infante Fadrique Alfonso de 

Castilla, hijo de Leonor Núñez de Guzmán y sobrino de Alonso Meléndez de 

Guzmán, este último fue nombrado maestre en 1338 y se anuló la elección de 

Vasco López aduciendo defectos en la elección. 

La intromisión del Rey en las reglas sucesorias de la orden provocó 

grandes disputas, ya que legalmente los maestres eran elegidos entre los freires 

con voto de castidad, con consentimiento y nombramiento posterior por el 

Papa. Los comentarios de éste acerca de don Alonso y, sobre todo, de doña 

Leonor le convirtieron en enemigo del Rey. 

Alonso de Guzmán luchó al lado del Rey en la conquista del reino de 

Algeciras, pero fue asesinado por él para nombrar finalmente al infante 

Fadrique, de 8 años de edad, como maestre de la orden en 1342. 

En 1358, Fadrique fue mandado asesinar en Sevilla por su hermanastro, 

el Rey Pedro I de Castilla, que nombró en su lugar a Juan de Padilla, hermano 

de la favorita del Rey, María de Padilla. Sin embargo, los caballeros de la orden 

se negaron a reconocerle y le derrotaron cerca de Uclés, falleciendo Padilla 

durante la lucha. Los maestres posteriores (Fernando Osórez, Pedro Fernández 

y Pedro Muñiz) murieron en la guerra con Portugal, pero la orden se repuso 

durante el prolongado maestrazgo de Lorenzo Suárez de Figueroa, que fundó 

el convento de Santiago de Sevilla. 

Los monarcas castellano-leoneses concedieron privilegios a la orden que 

permitieron repoblar extensas regiones de Andalucía y Murcia. Durante el siglo 

XV, la orden trasladó su radio de acción a Sierra Morena y tomó la población 
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de Llerena (Badajoz) como lugar habitual de residencia de sus maestres, 

proporcionando un alto crecimiento tanto en esta población como en sus 

alrededores. 

En 1453, Enrique IV de Castilla se hizo cargo de la administración de la 

orden hasta que Alfonso de Castilla alcanzara la mayoría de edad. 

Entre 1462 y 1463 nombró maestre provisional a Beltrán de la Cueva. En 1463, 

cuando fue mayor de edad, es nombrado como maestre titular el infante Alfonso 

de Castilla. 

En 1474, Juan Pacheco, marqués de Villena, abdicó en favor de su hijo 

Diego después de siete años de gobierno. Esta decisión disgustó a la mayor parte 

de los caballeros y provocó un cisma en la orden y grandes luchas, ya que, al 

mismo tiempo, Rodrigo Manrique y Alonso de Cárdenas pretendían el 

maestrazgo. Fue nombrado Rodrigo por Uclés y Alonso por San Marcos. A la 

muerte de Rodrigo Manrique, los Reyes Católicos pusieron término a las 

disputas quedándose con la administración durante un tiempo y nombrando 

maestre a Alonso, quien les acompañó en la guerra de Granada. 

Incorporación a la Corona de España. 

Con el paso del tiempo y la finalización o ralentización de la reconquista, 

la orden de Santiago se vio implicada en las luchas internas de la Corona de 

Castilla. Al mismo tiempo, los inmensos bienes de la orden la obligaron muchas 

veces a sostener las encontradas pretensiones de la Corona. El título conllevaba 

gran poder, tanto territorial (se podía ir desde Uclés a Portugal sin pisar fuera 

de los territorios de la orden) como económico (el maestre de la orden llegó a 

obtener una renta anual de 64.000 florines de oro). 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

592 
 

Siendo el cargo de gran maestre de tal influencia, que las luchas y 

banderías internas también eran frecuentes para alcanzar semejante dignidad. 

Hasta tal punto habían desacreditado a la orden estos escándalos, que a la 

muerte del gran maestre Alonso de Cárdenas en 1493, los Reyes Católicos 

hallaron una excusa para pedir a la Santa Sede una providencia capaz de poner 

término a los escándalos, al tiempo que subrayaban los grandes gastos que la 

guerra de Granada había supuesto a la Corona. Así, los Reyes pidieron 

a Alejandro VI que les concediese la administración del gran maestrazgo de la 

orden, medida que podía considerarse como de necesidad y, al mismo tiempo, 

como una especie de recompensa de sus grandes sacrificios por la fe católica. El 

Papa accedió a la demanda y con bula del mismo año otorgó la administración 

de la suprema dignidad de la orden de Santiago a los Reyes Católicos. 

Tras la muerte de Fernando el Católico, le sucedió en la administración 

el Emperador Carlos I, en cuyo tiempo el Papa Adriano VI unió para siempre a 

la Corona de España los maestrazgos de Santiago, Calatrava y Alcántara 

en 1523. Hasta entonces, el gran maestre de Santiago era elegido por el Consejo 

de los Trece. 

Siglo XVII. 

Ser miembro de la orden de Santiago formaba parte de las aspiraciones 

más codiciadas por los hombres del siglo XVII, por lo que el ingreso en esta 

orden tan elitista no era camino sencillo en este siglo. 

Miembros de la alta nobleza, como Gregorio María de Silva y Mendoza, 

duque de Pastrana, u otros de la familia real, tenían el camino más fácil frente a 

aquéllos que no podían certificar paso a paso el limpio origen de cristiano viejo 

de sus antecesores o que sus ingresos económicos no procedían del trabajo de 
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sus manos. Muy conocido es el juicio al que tuvo que someterse Diego 

Rodríguez de Silva y Velázquez, donde tuvieron que testificar amigos suyos, 

como Francisco de Zurbarán, para dar fe de que sus raíces limpias eran ciertas y 

que su arte no se veía motivado por la obtención de ganancias económicas de 

forma manual que enturbiasen su forma de vida, sino que tenía un carácter 

intelectual. 

Francisco de Quevedo también fue miembro de la orden. Su ingreso se 

hizo oficial el 29 de diciembre de1617 y fue firmado por Alonso Núñez de 

Valdivia, secretario de cámara del Rey Felipe III, tras presentar y verificar su 

genealogía. 

José de Armendáriz y Perurena, marqués de Castelfuerte, ingresó en la 

orden de Santiago en 1699. Tras mandar las tropas reales en la batalla de 

Lagudina (1708) y en una acción decisiva en Villaviciosa (1710), fue premiado 

con la orden de Santiago y, en tal virtud, beneficiado con las encomiendas de 

Montizón y Chiclana, además de otorgársele el título de marqués de Castelfuerte 

(30 de junio de 1711), y es de citar igualmente al príncipe de la Sala de Partinico, 

también caballero de la orden de Santiago en el siglo XVII. 

Requisitos para el ingreso en la orden 

En sus comienzos, el ingreso en la orden no fue dificultoso, pero a partir 

de mediados del siglo XIII cada vez fue más complicado. 

Una vez finalizada la reconquista, el pretendiente que deseara ingresar en 

la orden de Santiago debía probar en sus cuatro primeros apellidos 

ser hidalgo (o hijodalgo) de sangre a fuero de España y no hidalgo de privilegio, 

cuya prueba debía de referirse asimismo a su padre, madre, abuelos y abuelas. 
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Además debía probar, de la misma manera, que ni él ni sus padres ni sus 

abuelos habían ejercido oficios manuales ni industriales. 

Tampoco podían obtener el hábito de la orden aquellas personas que 

tuvieran raza ni mezcla de judío, musulmán, hereje, converso ni villano, por 

remoto que fuera, ni el que hubiera sido o descendiera de penitenciado por 

actos contra la fe católica, ni el que hubiera sido o sus padres o abuelos 

procuradores, prestamistas, escribanos públicos, mercaderes al por menor, o 

hubieran tenido oficios por los que hubieran vivido o vivieran de su esfuerzo 

manual, ni el que hubiera sido infamado, ni el que hubiera faltado a las leyes del 

honor o ejecutado cualquier acto impropio de un perfecto caballero, ni el que 

careciera de medios decorosos con los que atender a su subsistencia. El 

aspirante tenía que pasar después a servir tres meses en las galeras y residir un 

mes en el monasterio para aprender la regla. 

Posteriormente el Rey y el Consejo de las órdenes abolieron cierta 

cantidad de estos requisitos. 

Regla monástica. 
 

A diferencia de las contemporáneas órdenes de Calatrava y Alcántara, 

que siguieron la dura regla de los benedictinos de la abadía de Cîteaux, la orden 

de Santiago aprobó la regla más suave de los canónigos agustinos que la orden 

del Císter. De hecho, en León han ofrecido sus servicios a los canónigos 

regulares de san Eloy en esa ciudad para la protección de los peregrinos a 

Santiago y los hospicios de los caminos que conducen a Compostela. Esto 

explica el carácter mixto de su orden, que es hospitalaria y militar, como 

la orden de Malta. 
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Los caballeros de la orden fueron reconocidos como religiosos por 

Alejandro III, cuya bula de 5 de julio de 1175 fue confirmada posteriormente por 

más de veinte de sus sucesores. Estos actos pontificios, recogidos en el 

Bullarium de la orden, garantizaban todos los privilegios y exenciones de otras 

órdenes monásticas. La orden estaba compuesta por varias clases de afiliados: 

canónigos, encargados de la administración de los sacramentos; comendadores, 

ocupados del servicio de los peregrinos; caballeros religiosos, que viven en 

comunidad; y caballeros casados. 

Los caballeros de la orden de Santiago aceptaron los votos de pobreza y 

obediencia. Sin embargo, al organizarse por la regla de los agustinos, sus 

miembros no estaban obligados a hacer voto de castidad y pudieron contraer 

matrimonio (casados estaban algunos de sus fundadores); sólo prometían la 

castidad total antes del matrimonio o acabado éste, y la castidad y fidelidad 

conyugal mientras permanecieran casados. La bula del Papa Alejandro III 

recomendaba el celibato. En los Estatutos de la fundación de la orden se 

precisaba: 

En conyugal castidad, viviendo sin pecado, semejan a los primeros 

padres, porque mejor es casar que quemarse. 

El derecho a contraer matrimonio, que otras órdenes militares sólo 

obtuvieron al final de la Edad Media, se les concedió desde el principio, con 

determinadas condiciones (como la autorización del Rey), la obligación de 

observar la continencia durante el Adviento, la Cuaresma y en determinadas 

festividades del año. Los caballeros santiaguistas, con licencia del maestre, 

podían contraer matrimonio y vivir con sus esposas e hijos en los conventos de 

la orden. La orden de Santiago fundó conventos femeninos de comendadoras, 
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apelativo utilizado para designar a las monjas, La presencia femenina en la 

orden es mayor que en otras órdenes de la época. Aquí, las mujeres asumieron 

la función de educar a las hijas de los caballeros, aunque hubo algunas mujeres 

que estuvieron al frente de una encomienda. 

Entre las obligaciones de sus miembros se encontraban la misa diaria, 

rezar veintitrés Padre nuestros por día, tomar el sacramento de la Eucaristía los 

domingos y ayunar dos Cuaresmas. 

Los conventos. 

Otro elemento importante de la infraestructura de la orden de Santiago 

fueron los conventos, tanto los masculinos como los femeninos. 

Además de los conventos para freiles de Uclés y san Marcos de León, la 

orden tuvo otros conventos en Villar de Donas (León), Palmella (Portugal), 

Montánchez (Cáceres), Montalbán (Aragón) y Segura de la Sierra en Jaén. 

En 1275 la orden también contaba con seis conventos de monjas, que se 

denominaban comendadoras. En ellos se podían alojar las mujeres y familiares 

de los freires, cuando éstos iban a la guerra o morían. Las freilas sólo profesaban 

castidad conyugal, pero no perpetua, por ello podían salirse del convento y 

casarse. Los conventos mencionados son: santa Eufemia de Cozuelos (Palencia), 

fundado en 1502; Convento de Sancti Spiritus de Salamanca, concedido a la 

orden en 1233; san Vicente de Junqueras (Barcelona), fundado en 1212; san 

Pedro de la Piedra (1260), en Lérida; Santos-o-Velho (1194), en Lisboa y la 

Destiana (León). Posteriores a estas fechas son los conventos de Membrilla 

(Ciudad Real) y las Comendadoras de Madrid (1650). 

Los Trece. 
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El nombre de Trece era dado al caballero nombrado por el maestre y 

demás caballeros para algún capítulo general. En la bula de confirmación de la 

orden, expedida por el Papa Alejandro III en 1175, se estableció que hubiese 

trece frailes, a cuyo cargo estaría la elección del maestre y el ayudarle con su 

consejo. Algunos historiadores afirman que el significado de estos trece se 

corresponde con el número de los primeros caballeros que se reunieron para 

fundar la orden. (Otros dicen que representa el número mágico de los 12 

apóstoles más Cristo). Los Trece constituyen las primeras dignidades de la 

orden, después de los priores de Uclés y de san Marcos de León. Los 

comendadores mayores de Castilla y de León siempre fueron trece, aunque no 

con carácter nato por razón de tales encomiendas, puesto que consta que lo 

fueron muchas veces por elección como todos los otros. 

Hasta el año 1212 no se menciona documentalmente a los trece. Su cargo 

no era perpetuo, ya que se advierten frecuentes cambios que obedecían a 

renuncias al cargo debido a que este conllevaba gran trabajo y responsabilidad 

por la frecuencia con que se celebraban los capítulos y la obligación de asistir en 

sus funciones rectoras al maestre. La falta de un trece, que se hallara ausente 

por legítima causa, se suplía mediante otro caballero elegido únicamente para 

aquel acto y se llamaba enmienda, aunque de este uso no hay referencias 

anteriores a 1350. Por lo común, quienes habían sido enmiendas en el capítulo 

eran elegidos trece en propiedad a medida que se producían vacantes. 

Los treces asistían a los capítulos con capas negras y bonetes (como los 

priores), y su autoridad y prerrogativas han sido distintas según los tiempos. 

En 1246 fueron fuertemente restringidas por el Papa Inocencio IV, a instancia 

del maestre Pelayo Pérez Correa, y restablecidas más tarde por Alejandro IV. Sin 
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embargo, siempre ha estado en vigor la facultad de deponer al maestre, junto 

con el prior, si se juzgase inútil o dañino. En uso de tal atribución, en el capítulo 

de Ocaña de 1338 depusieron al maestre Vasco López, y fue práctica en todos los 

capítulos tenidos antes de la administración dejar a los maestres las insignias, 

entregándolas al prior, el cual al día siguiente se las devolvía de acuerdo y con 

consentimiento de los trece. Este acto se llevaba cabo en una ceremonia pública, 

dejando entrar al pueblo para que presenciara el capítulo, y en ella el maestre 

daba las gracias por la restitución de las insignias de su jerarquía. 

El juramento que realizaba un caballero cuando era elegido trece era el 

siguiente: 

¿Vos Don... juráis a Dios ya Santa María ya esta señal de Cruz, ya estos 

Santos Evangelios, que tocáis corporalmente con vuestras manos, que cuando 

muriese el Maestre, que vos escogiereis persona idónea y suficiente para ser 

Maestre, que sea para reedificar y para defender y adelantar la Orden y 

mantener los frailes, según la Regla y Establecimientos de nuestra Orden y que 

no sea talla destruya? 

Respuesta: Sí, juro. 

¿Item que si viereis que el Mestre es inútil y pernicioso e incorregible y 

sin provecho, y que destruye la Orden más que la aprovecha, que vos le 

depondréis del Mestrazgo, según forma de derecho? 

Respuesta: Sí, juro. 

¿Item que si alguna cuestión naciese entre él y el Cabildo, que vos 

intervendréis entre ellos? 

Respuesta: Sí, juro. 
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¿Otrosí, que por este poder que tenéis no obedezcáis menos al Maestre, 

en tanto que será Maestre, de modo que no le desobedezcáis en contrario de lo 

que habéis jurado? 

Respuesta: Sí, juro. 

La dignidad de trece cayó en desuso por mucho tiempo, hasta que se 

volvió a restablecer el 8 de junio de 1906 por bula del Papa Pío X. 

Jerarquía. 

Desde sus comienzos, la orden estuvo formada por tres clases de 

miembros: freires o caballeros casables; caballeros estrechos, de vida más 

rigurosa, que profesaban el celibato y vivían en comunidad; y los religiosos y 

religiosas (canónigos regulares o monjes santiaguistas), cuyo cometido era la 

celebración del culto, la asistencia espiritual de los demás miembros y regentar 

las parroquias del priorato. Los primeros tenían por jefe directo al gran maestre, 

mientras que los otros vivían bajo la inmediata dirección de sus superiores 

eclesiásticos y de los priores de Uclés y de san Marcos de León, y bajo la 

autoridad del gran maestre de la orden. 

En honor de esos primeros trece hermanos se establecería el Trecenazgo 

de la Orden: trece freires electores que en su época de esplendor, y junto con los 

obispos priores de Uclés y san Marcos de León, los comendadores mayores de 

Castilla, León y Montalbán (Aragón), el prior del monasterio de Santiago de la 

Espada en Sevilla, el secretario y el tesorero, integrarían las dignidades 

principales que participarían en la elección del maestre. Todos los miembros de 

la orden recibían el nombre de freyles para distinguirlos de los miembros de las 

órdenes religiosas, los frayles. Los freyles religiosos milites hacían la guerra 
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para defender la cristiandad, y los freyle  religiosos clérigos se dedicaban al 

culto divino para pelear mediante la oración, el ayuno, la abstinencia y otras 

obras religiosas. Tanto los milites como los clérigos eran reputados por 

verdaderos religiosos. Por eso, además de las obligaciones monásticas gozaban 

también de los privilegios de los monjes: exención de la jurisdicción real, 

exención de la jurisdicción del clero secular y sometimiento directo a la Santa 

Sede. 

Entre los milites existían diferencias: los llamados comendadores, que 

administraban una encomienda, y los caballeros, que no la tenían. Entre los 

clérigos también existían diferencias: los priores, que disponían del 

«beneficio formado», los curas o rectores, que poseían «beneficio curado», y los 

conventuales, que no poseían beneficio. 

Dentro de la jerarquía de la orden de Santiago, las dignidades inmediatas 

al gran maestre eran los priores de los dos conventos de Santiago de Uclés y san 

Marcos de León. Hasta 1502 la duración de sus mandatos fue perpetua, después 

fue trienal, siendo elegidos por los frailes de la respectiva provincia de forma 

alternante: el de Uclés en Castilla un trienio por la parte llamada de La 

Mancha y el otro trienio por la llamada Campo de Montiel; y el de san Marcos 

en León alternando la provincia de León y la de Extremadura. Por último (desde 

1794 hasta 1844) hubo priores perpetuos, nombrados por la Corona al igual que 

los obispos. 

Los priores, en virtud de las concesiones papales, usaban roquete, mitra y 

demás insignias pontificales. Inicialmente, el único prior era el de san Marcos; 

pero tras la división del reino de León, los caballeros de Santiago fueron 

acogidos en sus estados por Alfonso VIII de Castilla, quien les dio en 1174 la villa 
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y castillo de Uclés (entre otras posesiones), y allí establecieron la sede de la 

orden. 

Tras serias disputas suscitadas entre el convento de san Marcos y el de 

Uclés debido a cuestiones de antigüedad y preeminencia, el conflicto terminó 

cuando el prior de San Marcos quedó a cargo del gobierno de los conventos de 

León, Galicia y Extremadura, mientras que los conventos restantes fueron 

controlados por el prior de Uclés, en cuyo convento debían pasar el año de 

prueba y hacer la profesión todos los novicios de la orden. Los superiores de los 

demás conventos religiosos tenían igualmente el título de priores, pero estaban 

bajo la dependencia de aquellos prelados. 

A los priores de Uclés y de León seguían los trece, luego las grandes 

cruces de Castilla, León y Montalbán, después los comendadores, y por último 

los caballeros y frailes, clérigos o religiosos. 

De las encomiendas de la orden dependían hasta doscientos prioratos, 

curatos y beneficios simples que, con dispensa del Papa, podían darse a 

personas no religiosas. También existían trece vicarías con jurisdicción 

espiritual y, por último, se nombraban cuatro caballeros para visitar las cuatro 

provincias de Castilla la Nueva, León, Castilla la Viej  y Aragón, cuyas facultades 

se extendían no sólo a los demás caballeros, sino a cuantos poseían beneficios 

en territorio de la orden. 

Sucesión en el Maestrazgo. 

Tras el fallecimiento del maestre, el prior de Uclés se encargaba del 

gobierno de la orden y de convocar a los trece para elegir un nuevo maestre. 

Muchas de las atribuciones que tenían los trece las perdieron tras la creación del 
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Consejo de las Órdenes, luego de su incorporación a la Corona con autorización 

de Adriano VI. 

Desde el siglo XIV la elección del maestre recayó en un personaje de la 

familia real o próximo a la corte. A partir del siglo XV la elección era 

considerada un derecho de la Corona y a lo largo de dicho siglo el maestrazgo 

recayó sobre nobles y validos de los Reyes: Enrique de Aragón, hijo del 

regente de Castilla, Fernando de Antequera; Álvaro de Luna, privado de Juan II; 

el infante don Alfonso; Beltrán de la Cueva y Juan Pacheco, marqués de Villena, 

privados de Enrique IV; y Diego López Pacheco, marqués de Villena, quien no 

fue reconocido como maestre al no haber sido nombrado ni en León ni en Uclés. 

Más adelante, Carlos I y Felipe II dieron a la orden de Santiago la forma 

que posee en la actualidad: compuesta por un presidente, ocho ministros 

togados, un fiscal, un secretario, un contador general, un alguacil mayor y un 

tesorero, con cuatro procuradores generales y cuatro fiscales, correspondientes 

a cada una de las cuatro órdenes militares de España. 

División territorial. 

La orden estaba dividida en varias provincias, siendo las más importantes 

las de Castilla y León por su número de propiedades y vasallos. Al frente de cada 

provincia había un comendador mayor, con sede, respectivamente, en Segura de 

la Sierra (Castilla) y Segura de León (León). La provincia de León estaba 

dividida en dos partidos, Mérida y Llerena, y en cada una de ellas existían varias 

encomiendas. 

La subdivisión interna más importante de las órdenes militares eran las 

llamadas encomiendas, que eran unidades de carácter local dirigidas por un 

comendador. La encomienda podía asentar la sede o residencia del comendador 
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en un castillo o fortaleza o en una villa y era un centro administrativo o 

económico en el que se cobraban y percibían las rentas de los predios y 

heredades atribuidas a esa encomienda; era el lugar habitual de residencia del 

comendador y de algún otro caballero. 

Cada encomienda debía sostener con sus rentas no sólo al comendador y 

a los otros caballeros residentes en ella, sino que también debían pagar y armar 

a un determinado número de lanzas, que debían acudir a los llamamientos de su 

maestre perfectamente equipados para tomar parte en aquellas acciones 

militares que quisiera emprender. Todos ellos formaban la mesnada o ejército 

de la orden, que respondía a las órdenes de su maestre. Las rentas de las tierras, 

pastos, industrias, portazgos y derechos de paso, junto con los impuestos y el 

diezmo, constituían los ingresos que servían para mantener a la orden. Los 

ingresos se repartían entre rentas de la encomienda respectiva y rentas de la 

mesa maestral que financiaban al maestre de la orden. 

División eclesiástica. 

La orden de Santiago estaba dirigida desde dos prioratos: el de Uclés para 

Castilla y el de san Marcos de León para León. En esta última provincia, al estar 

muy alejado el convento de san Marcos del grueso de las posesiones 

santiaguistas en Extremadura, el convento se trasladó primero a Calera de León 

y luego a Mérida. Finalmente regresó de nuevo a su ubicación inicial en san 

Marcos de León. 

El priorato de León estaba dividido en tres vicarías con sedes en Mérida, 

Llerena-Tentudía y Jerez de los Caballeros. Los pueblos y encomiendas de la 

orden eran atendidos por curas presentados por el maestre y colacionados por el 

prior. 
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Dos visitadores de la orden acompañados de un vicario, debían realizar 

cada cuatro años una visita de inspección por todas las encomiendas y 

territorios para comprobar el estado de las propiedades, rentas y gobierno de las 

posesiones. De estas visitas se levantaba el acta en los llamados Libros de 

Visitas. 

Maestres de la orden. 

1. Pedro Fernández de Fuentencalada (1170-1184) 

2. Fernando Díaz (1184-1186) 

3. Sancho Fernández de Lemus (1186-1195). Fallecido en la batalla de 

Alarcos. 

4. Gonzalo Rodríguez (1195-1203) 

5. Gonzalo Ordóñez (1203-1204) 

6. Suero Rodríguez (1204-1205) 

7. Sancho Rodríguez (1205-1206) 

8. Fernando González de Marañón (1206-1210) 

9. Pedro Arias (1210-1212). Fallecido en la batalla de Las Navas de 

Tolosa. 

10. García González de Arauzo (1212-1217) 

11. Martín Peláez Barragán (1217-1221) 

12. García González de Candamio (1221-1224) 

13. Fernán Pérez Chacín (1224-1225) 

14. Pedro Alfonso de León (1225-1226). Se le supone hijo ilegítimo 

de Alfonso IX de León. 

15. Pedro González (1226-1237) 

16. Rodrigo Íñiguez (o Yáñez) (1237-1242) 
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17. Pelayo Pérez Correa (1242-1275) 

18. Gonzalo Ruiz Girón (1275-1280). Falleció como consecuencia de 

las heridas recibidas en el Desastre de Moclín. 

19. Pedro Núñez (1280-1286) 

20. Gonzalo Martel (1286) 

21. Pedro Fernández Mata (1286-1293) 

22. Juan Osórez (1293-1311) 

23. Diego Muñiz (1311-1318) 

24. García Fernández (1318-1327) 

25. Vasco Rodríguez de Coronado (1327-1338) 

26. Vasco López (1338) 

27. Alonso Meléndez de Guzmán (1338-1342) 

28. Fadrique Alfonso de Castilla (1342-1358) 

29. Garci (o García) Álvarez de Toledo (1359-1366) 

30. Gonzalo Mejía (1366-1371) 

31. Fernando Osórez (1371-1383) 

32. Pedro Fernández Cabeza de Vaca (1383-1384) 

33. Rodrigo González Mejía (1384) 

34. Pedro Muñiz de Godoy (1384-1385) 

35. García Fernández de Villagarcía (1385-1387) 

36. Lorenzo Suárez de Figueroa (1387-1409) 

37. Enrique de Aragón (1409-1445) 

38. Álvaro de Luna (1445-1453) 

39. Juan II (1453) Administrador 

40. Enrique IV de Castilla (1453-1462) Administrador 
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41. Beltrán de la Cueva (1462-1463) 

42. Alfonso de Castilla (1463-1467) 

43. Juan Pacheco (1467-1474) 

44. Alonso de Cárdenas (1474-1476 en León) (primera vez) 

45. Rodrigo Manrique (1474-1476 en Castilla) 

46. Fernando el Católico (1476-1477) Administrador 

47. Alonso de Cárdenas (1477-1493) (segunda vez) 

48. Reyes católicos (1493-...) Administradores. Incorporación 

definitiva a la Corona de España bajo el reinado de Carlos I. 

 

35-.Orden de Alcántara (1177). De ámbito nacional, española. Orden 

de Alcántara. Orden militar creada en el año 1154 en el reino de León, y que aún 

perdura en la actualidad. Es una de las cuatro grandes órdenes militares 

españolas, siendo las otras tres las de Santiago, Calatrava y Montesa. 

Historia. 

Nació en las riberas del Río Côa, en la Beira Alta (Portugal) bajo el 

nombre de Ordem de São Julião do Pereiro (orden de San Julián del Pereiro), 

fundada en 1093 por el conde Henrique de Portugal. 

Tras su conquista a los musulmanes, la defensa de la ciudad de Alcántara 

fue otorgada a la orden de Calatrava en 1214, pero cuatro años más tarde 

renunciaron por la lejanía a Calatrava. 

Entonces Alfonso IX de León encomendó la defensa a la recientemente 

formada orden de los Caballeros de Julián de Pereiro  a cambio de cierta 

dependencia de filiación con respecto a la orden de Calatrava, de ahí que 

adoptasen también la regla del Císter. A raíz del establecimiento de su sede 

central en la villa recibida, el primitivo nombre de orden de san Julián fue 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

607 
 

desapareciendo paulatinamente, hasta que en 1253 sus maestres se titulaban 

«maestres de la orden de Alcántara», quedando reducida san Julián Pereiro a 

ser una simple encomienda de la orden. 

Posesiones. 

Sus primeras posesiones se ubicaban más al norte de lo que luego sería el 

núcleo principal de asentamiento. Comenzaron a crecer cuando, a la recibida 

villa de Alcántara, se sumaron Santibáñez y Portezuelo, tras ganar un pleito a 

la orden del Temple, así como Navasfrías, donada por Alfonso IX, y Valencia de 

Alcántara, conquistada por los caballeros de la orden en 1220. De esta forma 

quedó configurado su bloque fundamental de posesiones en el partido de 

Alcántara, al oeste de la provincia de Cáceres. 

El comienzo de su asentamiento en el este de la provincia de Badajoz, en 

la comarca de La Serena, que sería el otro gran núcleo del señorío de la orden, 

tiene lugar en 1231 cuando conquista Magacela, que sería donada 

definitivamente a la orden tres años después por Fernando III el Santo como 

compensación por ciertos derechos alegados sobre la villa de Trujillo. Magacela 

se constituye en encomienda y se crea un priorato con jurisdicción en el 

territorio vecino. Al mismo tiempo la orden recibe el encargo del Rey de 

repoblar Zalamea, conquistada por esos años. 

Tras la conquista de Córdoba en 1236 por Fernando III, se puede decir 

que la orden completó en la práctica sus posesiones. Entonces les fueron 

donadas Benquerencia y Esparragal, esta última conquistada por los templarios. 

Su señorío, no obstante, no se redondearía hasta comienzos del siglo XIV, 

cuando consiguió la donación del castillo de Eljás en 1302 y de Villanueva de la 

Serena un año después. Aunque la orden participó en la conquista de Andalucía, 

apenas recibió donaciones en esta región, limitadas a los castillos de Morón y 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

608 
 

Cote y el lugar del Arahal, que le fueron donados por Sancho IV en 1285, pero 

permutados con Pedro Girón en el siglo XV (1461) a cambio de Salvatierra, 

Villanueva de la Barcarrota y el castillo de Azagala. 

Siglo XV. 

En 1492 el Rey Católico Fernando II de Aragón consiguió del Papa 

Alejandro VI la concesión del título de gran maestre de la orden con carácter 

vitalicio. Entonces, los territorios de los alcantarinos abarcaban parte de la 

actual provincia de Cáceres en su límite con Portugal, las estribaciones de la 

Sierra de Gata y gran parte de la zona oriental de la provincia de Badajoz (la 

comarca de La Serena). Una extensión aproximada de 7000 km², sin incluir 

algunas posesiones aisladas en Andalucía y Castilla.  

En ese siglo la potencia militar de la orden de Alcántara es menor que la 

de Santiago y la de Calatrava, debido a sus menores posesiones territoriales y, 

en consecuencia, su menor poder económico. 

Declive de la orden. 

En 1522, Adriano VI fue más allá, al conceder a Carlos I los títulos de 

gran maestre de las tres órdenes militares de España con carácter hereditario. 

Maestres. 

Suero Fernández Barrientos (1156-1174) 

Gómez Fernández Barrientos (1174-1200) (c.1175-1216) 

Benito Suárez (1200-1208) (1200-1216) 

Nuño Fernández de Temes (1208-1219) (1218-1219), recibió los bienes 

calatravos en el reino de León, y al frente de ellos la importante fortaleza de 

Alcántara en 1218, padre de Fernán Núñez de Témez.  

Diego García Sánchez (1219-1227) 
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Arias Pérez (1227-1234), conquista Magacela 

Pedro Yáñez (Pedro Ibáñez) (1234-1254) 

García Fernández de Barrantes (1254-1284) 

Fernando Páez (1284-1292) 

Fernando Pérez Gallego (1292-1294) (1292-1298) 

Gonzalo Pérez (1296-1312) (1298-1316) 

Ruy Vázquez de Quiroga (Rodrigo Vázquez)(1312-1318) )(1316-1318) 

Suero Pérez Maldonado (1318-1334) (1318-1335) 

Ruy Pérez Maldonado (1334-1335) 

Fernando López (1335) 

Suero López (1335) 

Gonzalo Martínez de Oviedo (1337-1338) 

Nuño Chamizo (1338-1343) 

Pedro Alonso Pantoja (1343-1346) 

Fernando Pérez Ponce de León (1346-1355). Tataranieto del Rey Alfonso 

IX de León. 

Diego Gutiérrez de Ceballos (1355) 

Suero Martínez Aldama (1355-1361) 

Gutierre Gómez de Toledo (1361-1364) 

Martín López de Córdoba (1364-1369) 

Pedro Muñiz de Godoy (1369) 

Melendo Suárez (1369-1371) 

Ruy Díaz de la Vega (1371-1375) 

Diego Martínez (1375-1383) 

Diego Gómez Barroso (1383-1384) 

Gonzalo Núñez de Guzmán (1384-1385) 
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Martín Yáñez de la Barbuda (1385-1394) 

Fernando Rodríguez de Villalobos (1394-1408) 

Sancho de Aragón y Castilla (1408-1416) 

Juan de Sotomayor (1416-1432) 

Gutierre de Sotomayor (1432-1456) 

Gómez de Cáceres y Solís (1457-1470) 

Alonso de Monroy (1471-1473) 

Juan de Zúñiga (1473-1492) [37]-(1477-1494) 

Monarquía Española (1492-...) 

Carlos de Ayala Martínez considera 37 maestres. 

Territorio. 

En el siglo XVI las localidades que pertenecían a la orden figuran en la 

relación que a continuación se expresa, remitida por el gobernador de Alcántara 

el 14 de julio de 1571:  

El partido de Alcántara, con 14 pilas y 3580 almas. 

El partido de Villanueva de la Serena, con 19 pilas y 5710 almas. 

El partido y gobernación de Valencia de Alcántara, con 6 pilas y 1920 

almas. 

El partido de Sierra de Gata, con 15 pilas y 2695 almas. 

 

36-.Orden de Montesa (1317). De ámbito nacional, española. La orden 

de Montesa fue una orden religiosa y militar fundada por el Rey Jaime II de 

Aragón en el siglo XIV. 

Fundación. 

El Rey de Aragón cedió a la orden el castillo de Montesa, enclavado en 

territorio valenciano, frontera con los sarracenos de esa zona. Fue aprobada por 
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el Papa Juan XXII el 10 de junio de 1317, por bula, aprobando y confirmando la 

orden de Montesa como lo había propuesto el Rey Jaime II de Aragón y 

Valencia, invirtiendo los bienes de la orden de los templarios extinguida por 

Clemente V en dotar una nueva orden que pretendía fundar el susodicho Rey. 

La fundación se verificó el domingo 22 de julio de 1319, en la capilla real del 

palacio de Barcelona, siendo la cabeza y sacro convento de ella el de la villa de 

Montesa de Valencia, de que el Rey hizo donación a la orden, y de la cual tomó 

nombre.  

Por divisa tomó una cruz roja sin flores, y el manto capitular blanco que 

aprobó Clemente VII el 5 de agosto de 1397. Pero más adelante, con motivo de 

haberse incorporado a esta orden en 1399 la de san Jorge de Alfama, dejó 

aquella insignia y adoptó una cruz de gules por concesión de Benedicto XIII, 

otorgada en 1400 y que Martín V confirmó posteriormente. 

La orden sufrió numerosas dificultades. Según la bula de fundación, era 

el maestre de Calatrava a quien le correspondía la creación de la nueva orden, 

así como la capacidad de armar a los caballeros y hacer vestir los hábitos a los 

caballeros montesanos. Jaime II, con antelación, había escrito al maestre de 

Calatrava para que acelerara la acción. El maestre, a quien no le gustaba 

obedecer órdenes ni de su propio Rey, el de Castilla, ni siquiera contestó a las 

misivas. El Rey se dirigió entonces al Papa para que diera la orden al de 

Calatrava. El Pontífice pasó el encargo al arzobispo de Valencia, que tampoco 

recibió respuesta por parte del maestre de Calatrava. 

El arzobispo de Valencia envió finalmente hasta Castilla al abad del 

monasterio de Nuestra Señora de Benifazá, perteneciente a la oden del Císter. El 

maestre de Calatrava se negó a acudir a Valencia, alegando que sus obligaciones 

custodiando la frontera se lo impedían, aunque la razón real parece ser que era 
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la poca disposición por parte de la orden de Calatrava a ceder las posesiones de 

Aragón a otra orden. Finalmente, cedió y envió a Valencia a un procurador para 

que obrara en su nombre. 

Evolución. 

Se nombró como primer maestre de la nueva orden a Guillermo de Eril, 

un hombre anciano, gran experto en las artes militares. El cargo le duró muy 

poco, ya que Eril fallecía setenta días después de haber sido elegido. 

El reino de Valencia se encontraba agitado debido a la revuelta conocida 

como de la Unión, por la que algunos nobles valencianos, apoyándose en el 

pueblo, deseaban emanciparse de la tutela del reino de Aragón y constituirse en 

un reino independiente. El Rey de Aragón encargó al maestre de Montesa, 

Arnaldo de Ferriol, que controlara a los sediciosos, convirtiéndose así los 

montesanos en una baza muy importante para que el Rey Pedro IV de Aragón 

derrotara a los sublevados de Valencia. La orden se convirtió en la principal 

fuerza militar defensora del trono.  

Declive. 

Sin embargo, los Reyes empezaban ya a tomar parte activa en la elección 

de los maestres. El Rey Fernando II de Aragón (Fernando el Católico) impuso 

como tal a su sobrino, Felipe de Aragón y Navarra, revocando así el anterior 

nombramiento. 

El último maestre fue Pedro Luis Garcerán de Borja, hijo del duque de 

Gandía, hermano de san Francisco de Borja, elegido a los 17 años. En 1572, un 

tribunal de la Inquisición de Valencia condenó a Garcerán de Borja por 

sodomía. Parece ser que Pedro Luis Garcerán de Borja había estado enamorado 

tiempo antes de un tal Martín de Castro, un rufián dedicado a la prostitución y 

el proxenetismo, tanto de hombres como de mujeres, y que fue sorprendido en 
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la cama con el conde de Ribagorza, Juan de Aragón. Martín de Castro, antes de 

ser ejecutado en 1574 en la corte, delató a Pedro Luis Garcerán de Borja, dando 

escabrosos detalles y mostrando su falta de escrúpulos. Garcerán de Borja, que 

había sido virrey y capitán general de los reinos de Tremecén, Túnez, Orán y 

Mazalquivir, se vio comprometido por la crisis interna que sufría la orden de 

Montesa, dividida en facciones, y por las enemistades creadas al promocionar a 

sus favoritos. Felipe II, que fue consultado por la Inquisición sobre la 

conveniencia del juicio, decidió emplear el proceso para dar una lección a la 

nobleza levantisca, neutralizando a la vez la alianza de los Borja con la familia 

real portuguesa. Garcerán de Borja fue condenado a 10 años de reclusión en el 

convento de Montesa y una multa de 6000 ducados, a razón de 1000 ducados al 

año. Sin embargo, ya en 1583, Garcerán de Borja, tras unas disputas internas 

por la sucesión del gran maestre, supo congraciarse con el Rey y negoció con 

Felipe II la incorporación a la Corona de la última orden que se mantenía 

independiente el 8 de diciembre de 1587, gracias a una bula del Papa Sixto 

V expedida en Roma. Como premio obtuvo la encomienda mayor de Calatrava y 

en 1591 el virreinato de Cataluña, falleciendo en 1592. 

El convento de la orden se encontraba en la villa de Montesa. Un 

terremoto en 1748 hizo que se desplomara la roca en la que se situaba y mató a 

muchos de sus miembros. La orden pasó a tener su centro en Valencia, en la 

casa del Temple. 

Maestres de la orden. 

Guillermo de Eril (1319-1319) 

Arnaldo de Ferriol (1319-1327) 

Pedro de Thous (1327-1374) 

Alberto de Thous (1374-1382) 
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Berenguer March (1382-1409) 

Romero de Corbera (1410-1445) 

Gilaberto de Monsavin (1445-1453) 

Luis Despuig (1453-1482) 

Felipe Vivas de Cañamanes y Boll (1482-1484) 

Felipe de Aragón y Navarra (1484-1488) 

Felipe Vivas de Cañamanes y Boll (1488-1492) 

Francisco Sanz (1493-1506) 

Francisco Bernardo Despuig (1506-1537) 

Francisco Llansol de Romaní (1537-1544) 

Pedro Luis Garcerán de Borja (1545-1587) 

Reyes de España (1587-...)  
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X).La Doctrina sobre materia nobiliaria 

 

Concepto de Doctrina jurídica. 

Según el Larousse, es, “Conjunto de trabajos que tienen por objeto 

exponer o interpretar el derecho, y que constituye, una de las fuentes de la 

ciencia jurídica.”. 

Otra definición sería: “Se entiende por doctrina jurídica la opinión de los 

juristas prestigiosos sobre una materia concreta. En el siglo XIX  Savigny exaltó 

la trascendencia de la doctrina de los juristas. 

La doctrina jurídica surge principalmente de las universidades, que 

estudian el derecho vigente y lo interpretan dentro de la ciencia del derecho. No 

tiene fuerza obligatoria, y no se reconoce como fuente oficial del derecho en la 

mayoría de sistemas jurídicos, al contrario de lo que ocurre con la 

jurisprudencia. 

Aunque constituye una fuerza de convicción para el juez, el legislador y el 

desarrollo del derecho consuetudinario, dado que la opinión y la crítica de los 

teóricos del derecho influyen en la formación de la opinión de los que 

posteriormente crean normas nuevas o aplican las existentes. 

La doctrina estudia los manantiales de donde brota el derecho: investiga 

el papel histórico y las relaciones existentes entre las diversas fuentes; esclarece 

el significado de las normas y elabora, para entender en toda su extensión, el 

significado de los modelos jurídicos.”- 
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Otra definición de La doctrina jurídica y más acorde con nuestro derecho 

español es:   

“En el ámbito jurídico, doctrina significa el conjunto de opiniones 

efectuado en la interpretación de normas por los conocedores del derecho y 

forma parte de las fuentes del derecho, aunque en un lugar muy secundario.” 

Nos encontramos con la pregunta de si la doctrina es o no fuente de 

derecho en nuestro ordenamiento jurídico y debemos contestar que es lo que se 

viene en llamar una de las fuentes aclaratorias que son aquellas que nos 

orientan o pretenden indagar sobre el verdadero sentido y alcance de lo que el 

legislador quiso con la aprobación de una norma, esto es, de lo que la norma 

quiso decir. Entre ellas tenemos: 

A) La jurisprudencia 

Por jurisprudencia cabe entender las decisiones de jueces y magistrados 

cuando aplican el derecho al dirimir los conflictos. Ahora bien, en nuestro 

ordenamiento jurídico y a diferencia del anglosajón, por ejemplo, el juez no 

innova el derecho, sólo aplica la Ley. De la jurisprudencia ya hemos hablado y le 

hemos dedicado gran parte de este estudio. 

B) La doctrina  

Por doctrina cabe entender las aportaciones de los estudiosos del 

derecho, es decir, las cuestiones que resuelven y analizan los especialistas en las 

distintas ramas jurídicas, pueden dar pautas importantes a la jurisprudencia y a 

la Administración, para aclarar el contenido de las normas o para justificar un 

fallo o resolución. Ya hemos dicho que la universidad es donde principalmente 
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se da la doctrina, en las obras de los catedráticos, los cuales han escrito bastante 

sobre derecho nobiliario. Sobre todo catedráticos de derecho civil, así es de citar 

a López Vilas (que tiene varios trabajos sobre derecho nobiliario), o a Diego 

Espín Cánovas (sobre la posesión civilísima). También es de citar las obras del 

Instituto Luis de Salazar y Castro (concretamente El tratado de genealogía, 

heráldica y derecho nobiliario, en que aparecen lecciones dedicadas al derecho 

de esta materia dadas por especialistas en ella). 

No existe realmente contradicción entre la doctrina de unos y otros, ya 

que la ley es bastante explicita y abunda la jurisprudencia en esta materis. 
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XI). El artículo 62 letra f. de la vigente Constitución de 1978, y 

la no contradicción con el principio de igualdad ante la Ley y los 

artículos 56,2 y 57,2 de la vigente Constitución de 1978 

El principio de igualdad aparece en  el artículo 1º de la Declaración de los 

Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789 que señala que “todos los 

hombres nacen y permanecen libres e iguales en derechos” y que “las 

distinciones sociales sólo pueden basarse en la utilidad común”, añadiendo el 

artículo 6º que todos los hombres son iguales a los ojos de la Ley, por lo que 

sólo su talento y sus méritos pueden ser decisivos para que sean admitidos en 

condiciones de igualdad a todas las dignidades y empleos públicos. Esta 

proclamación llevó a que en el Preámbulo de la Constitución francesa de 1791 se 

declarara que “ ya no hay nobleza, ni pairía, ni distinciones hereditarias, ni 

distinción de estamentos, ni régimen feudal, ni justicias patrimoniales, ni 

ninguno de los títulos, denominaciones ni prerrogativas que derivan de ellos, ni 

órdenes de caballería ni ninguna de las Corporaciones o distinciones para las 

que se exigían pruebas de nobleza o que suponían distinciones de nobleza ni 

ninguna otra superioridad que la de los funcionarios públicos en el ejercicio de 

sus funciones”. esto no supuso un abandono del concepto de honor en su 

acepción caballeresca, que es consustancial a toda sociedad humana; 

simplemente se niega el honor histórico, sustituyendo un sentido de estatus 

privilegiado y conectado al nacimiento, por el talento y mérito individual al 
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margen de las relaciones de familia, esto es, los honores se conceden por 

servicios propios a la comunidad y al Estado, y tienen siempre carácter vitalicio, 

sin posibilidad de transmisión hereditaria.  

En el constitucionalismo español la primera república siguió esta 

corriente abolicionista. Fue el Decreto de 25 de mayo de 1873 el que suprimió 

los títulos nobiliarios españoles y el uso de títulos extranjeros, aunque sólo en 

cuanto a la intervención del poder público,  no en su reconocimiento privado y 

en la vida social. Señala el artículo 4 de ese Decreto que, “no se pondrá, sin 

embargo, impedimento alguno por las autoridades gubernativas y judiciales al 

uso que en las relaciones privadas y sociales hagan de los títulos que poseyesen 

como tampoco a ningún ciudadano para que en la misma forma perpetúe 

hechos gloriosos o recuerdos familiares de la manera que estime más 

conveniente, pero debiendo entenderse que ni en uno ni en otro caso podrá 

pedirse la intervención ni la garantía de los poderes públicos”. 

Pronto se restablecieron los títulos nobiliarios por Decreto de 25 de junio 

de 1874, obra de Manuel Alonso Martínez, en cuyo Preámbulo se declara la 

necesidad de las mercedes o distinciones nobiliarias para recompensar los 

relevantes merecimientos de los ciudadanos y perpetuar con un nombre sus 

hazañas y servicios. Así la Constitución de 1876 atribuyó al Rey, como en su día 

había hecho la Constitución de 1812,  el “conceder honores y distinciones de 

todas las clases, con arreglo a las leyes”, y citando a los grandes de España y a la 

nobleza en la composición del Senado, esto no es nuevo en nuestro 

constitucionalismo pues ya existía en la Constitución de 1812 como en la de 

1834. 
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 De nuevo vemos la abolición de los dignidades nobiliarias con la 

Constitución republicana de 1931 al establecer su artículo 25 que el Estado no 

reconocería distinciones y títulos nobiliarios. 

De nuevo fueron restauradas las dignidades nobiliarias con el general 

Francisco Franco, siguiendo en  nuestra vigente Constitución de 1978 que, pese 

a proclamar el principio de igualdad ante la ley (artículo 14), sin  entender que 

ello supusiera una abolición de la institución nobiliaria. Pues  el artículo 1.3 de 

nuestra Norma Fundamental reconoce a  España como una monarquía 

constitucional, no parece lógico suprimir el “natural cortejo” de la institución 

monárquica, y así la Constitución, lejos de ello, procedió, según dice Entrena 

Cuesta, a una “constitucionalización de los títulos nobiliarios” a través del 

artículo 56.2 al señalar que el Rey “tiene el título de Rey de España y podrá 

utilizar los demás que correspondan a la Corona”, el artículo 57.2 que dispone 

que “ el príncipe heredero desde su nacimiento o desde que se produzca el 

hecho que origine el llamamiento tendrá la dignidad de príncipe de Asturias y 

los demás títulos vinculados tradicionalmente al sucesor de la Corona de 

España”, y el 62.f que reconoce como prerrogativa regia la concesión de honores 

y distinciones con arreglo a las leyes. 

No colisión del principio de igualdad ante la Ley con el derecho 

nobiliario.  

Es posible entrar a considerar si hay la posible colisión del derecho 

nobiliario con el principio constitucional de igualdad, del artículo 1.1 de nuestra 

Constitución  y en el artículo 14 de la misma en los siguientes términos: “Los 

españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación 

alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra 
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condición o circunstancia”. La posible colisión debe examinarse en  la llamada 

“biojuridicidad del título”: creación y sucesión.  

Siguiendo la Constitución gaditana de 1812 en su artículo 171 que atribuía 

al Rey la facultad de “conceder honores y distinciones de todas las clases, con 

arreglo a las Leyes”, nuestra vigente Constitución establece en el artículo 62.f la 

potestad regia de “conceder honores y distinciones, con arreglo a las Leyes”, 

entendiendo la doctrina que con los términos “honores” y “distinciones” se hace 

referencia a una misma realidad, a las preeminencias sociales amparadas por el 

poder público y otorgadas a una persona en atención a sus méritos. La cuestión 

a plantear es si nuestro texto constitucional de 1978 que es una Constitución 

democrática, que proclama en su artículo 1 el principio de igualdad, si en el 

artículo 62.f, bajo la rúbrica de “honores y distinciones” hace referencia también 

a las dignidades nobiliarias. Según Rodríguez-Zapata que si después de 

confeccionar el artículo 1.3 de la Constitución y siendo España una monarquía 

parlamentaria, el constituyente hubiese deseado suprimir las dignidades 

nobiliarias, o mantenerlas únicamente en la esfera privada de las relaciones 

sociales, lo hubiera hecho en el texto constitucional aboliendo esos títulos. Pero, 

no existe dicha norma y, por el contrario, dos preceptos constitucionales se 

refieren inequívocamente a la institución: el artículo 56.2 y el 57.2. El primero 

dispone que el Rey “tiene el título de Rey de España y podrá utilizar los demás 

que correspondan a la Corona” y el segundo establece que” el príncipe heredero 

desde su nacimiento o desde que se produzca el hecho que origine el 

llamamiento tendrá la dignidad de príncipe de Asturias y los demás títulos 

tradicionalmente vinculados al sucesor de la Corona de España”, con lo que la 

referencia a los títulos nobiliarios es clara, hasta el punto de que Entrena Cuesta 
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ha llegado a hablar de una “constitucionalización del derecho nobiliario”. Es por 

ello forzoso concluir que los títulos nobiliarios sobreviven con la Constitución, 

pero el título nobiliario ya no es un status o condición jurídica estamental o 

privilegiada, sino un nomen honoris que se agota en el derecho a adquirirlo, 

usarlo y protegerlo frente a terceros de modo semejante a lo que sucede con el 

derecho al nombre” (salvando la diferencia con el nombre, como ya hemos visto 

en la introducción). Así configurada, subsiste la institución nobiliaria y así en el 

artículo 62.f. Ahora bien, el artículo 62.f establece una potestad regia 

condicionada a las Leyes, debe entenderse a las disposiciones de rango legal y 

reglamentario que constituyen la regulación de los honores y distinciones en 

nuestro derecho. Ya en la concesión como en la rehabilitación se habla de 

méritos, como hemos visto en su momento, los méritos (a los que se asimilan los 

servicios) pueden ser tanto los realizados y propios del concesionario o del 

rehabilitante como los de sus antepasados, ya que la historia pone de manifiesto 

que los méritos han podido ser atribuidos a antepasados cuyo linaje los prestó a 

la Corona. Y, a falta de catálogo legal alguno de los méritos o servicios, habrá 

que estar a lo establecido en la Real Carta de concesión ya que sólo ésta 

permitirá conocer su naturaleza. Pero en todo caso lo importante es poner de 

manifiesto cómo estos méritos y servicios son la causa que motiva la concesión 

de la dignidad nobiliaria, el fin en definitiva al que se encamina la potestad regia 

del art. 62. f de la Constitución. Y existiendo una causa y fin de la potestad, no se 

puede entender que la concesión de una dignidad nobiliaria sea un acto 

arbitrario, ya que en el mismo concurre una motivación: premiar méritos o 

servicios extraordinarios hechos a la Nación o a la monarquía. 
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Es importante considerar que el art. 14 de la CE, no es contradicho por 

aquellas normas que hacen diferencias en ellas mismas, como lo hace la 

Constitución así: 

STC 120/2010, de 24 de diciembre   

    Principio de Igualdad en la Ley 

“…En la reciente STC 87/2009, de 20 de abril, resumimos nuestra 

doctrina partiendo de la premisa de que la vulneración del derecho a la igualdad 

supone la existencia en la propia Ley de una diferencia de trato entre situaciones 

jurídicas iguales. Esta disparidad de tratamiento, sin embargo, sólo será 

vulneradora del derecho a la igualdad si no responde a una justificación objetiva 

y razonable que, además, resulte adecuada y proporcional. En efecto, tal como 

señalábamos en el fundamento jurídico 7 de la citada STC 87/2009 (pero 

también en las SSTC 22/1981, de 2 de julio; 76/1990, 110/2004, de 30 de junio; 

253/2004, de 22 de diciembre, y 55/2009, de 9 de marzo, de 2 de julio, entre 

otras muchas): «a) no toda desigualdad de trato en la Ley supone una infracción 

del artículo 14 de la Constitución, sino que dicha infracción la produce sólo 

aquella desigualdad que introduce una diferencia entre situaciones que pueden 

considerarse iguales y que carece de una justificación objetiva y razonable; b) el 

principio de igualdad exige que a iguales supuestos de hecho se apliquen iguales 

consecuencias jurídicas, debiendo considerarse iguales dos supuestos de hecho 

cuando la utilización o introducción de elementos diferenciadores sea arbitraria 

o carezca de fundamento racional; c) el principio de igualdad no prohíbe al 

legislador cualquier desigualdad de trato, sino sólo aquellas desigualdades que 

resulten artificiosas o injustificadas por no venir fundadas en criterios objetivos 

suficientemente razonables de acuerdo con criterios o juicios de valor 
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generalmente aceptados; d) por último, para que la diferenciación resulte 

constitucionalmente lícita no basta con que lo sea el fin que con ella se persigue, 

sino que es indispensable además que las consecuencias jurídicas que resultan 

de tal distinción sean adecuadas y proporcionadas a dicho fin, de manera que la 

relación entre la medida adoptada, el resultado que se produce y el fin 

pretendido por el legislador superen un juicio de proporcionalidad en sede 

constitucional, evitando resultados especialmente gravosos o desmedidos."   

En cuanto a la posible discriminación por razón de sexo ya estudiamos en 

su momento la Ley de 2006 sobre este particular. Pueden también estimarse 

conculcadores del principio de igualdad y no discriminación, no ya en virtud del 

sexo, sino en función del nacimiento: el principio de consanguinidad y el 

principio de legitimidad. En efecto, establece el artículo 39.2 de la Constitución 

que “Los poderes públicos aseguran, asimismo, la protección integral de los 

hijos, iguales éstos ante la Ley con independencia de su filiación...”, 

estableciendo en esta línea el artículo 108 del código civil, tras su reforma de 

1981, que “la filiación matrimonial y la no matrimonial, así como la adoptiva, 

surten los mismos efectos conforme a las disposiciones de este código.”.  

Surgen en este sentido las dudas respecto a la constitucionalidad del 

principio de consanguinidad, en virtud del cual el que suceda ha de “tener 

sangre de la persona a la que se concedió la merced”, de modo que no pueden 

ser sucesores, por supuesto, personas jurídicas, el Estado o el viudo o viuda, 

pero tampoco los hijos adoptivos. En este punto, la conculcación del principio 

de igualdad parece clara si consideramos el tenor del artículo 39.2 antes 

reproducido, incluso el del artículo 108 del código civil, si bien lo cierto es que 

esta equiparación legal se circunscribe a los efectos previstos en el código. Pese 
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a ello, la doctrina del Consejo de Estado, y de la Diputación y Consejo de la 

grandeza de España, así como la jurisprudencia del Tribunal Constitucional (ver 

especialmente la sentencia del T.C. 126/1997 de tres de julio) son unánimes al 

entender que la consanguinidad es un requisito ineludible del orden regular de 

sucesión, de manera que este requisito sólo puede encontrar excepción por 

voluntad regia que, mediante facultad especial, puede conceder la gracia de 

designación del sucesor fuera o dentro del linaje fundacional, pero en caso de 

ser fuera se trataría de nueva concesión. 
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CONCLUSIONES: 

 

 El derecho nobiliario es totalmente constitucional esta es la 

conclusión que podemos sacar de forma totalmente probada a lo largo de toda 

esta tesis, según hemos venido estudiando a lo largo de toda ella, aunque no 

parece que venga establecido concretamente por la Constitución española 

vigente de 1978 (a excepción de los artículos 56,2 y 57,2 de la citada 

Constitución), pero esta no lo impide y además establece el derecho a honores y 

distinciones en su artículo 62 letra f., Por otro lado podría plantearse si es 

contrario o no al artículo 14 de la Constitución vigente.  

Hay dos referencias directas de la vigente Constitución a los títulos 

nobiliarios y se trata del artículo 56 en su apartado 2 y el 57 en su apartado 2, 

ambos citan el titulo del Rey y el del príncipe de Asturias, en el primero al hacer 

referencia al Rey también dice y “los demás que correspondan a la Corona”, por 

lo tanto no se refiere únicamente al título de Rey sino también a otros diferentes 

siendo los títulos del Rey de España:  

Rey de España, de Castilla, de León, de Aragón, de las Dos Sicilias 

(referido a Nápoles y Sicilia), de Jerusalén, de Navarra, de Granada, de Toledo, 

de Valencia, de Galicia, de Mallorca, de Sevilla, de Cerdeña, de Córdoba, de 

Córcega, de Murcia, de Menorca, de Jaén, de los Algarves, de Algeciras, de 

Gibraltar, de las Islas Canarias, de las Indias Orientales y Occidentales y de las 

Islas y Tierra Firme del Mar Océano; 
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Archiduque de Austria; 

Duque de Borgoña, Brabante, Milán, Atenas y Neopatria; 

Conde de Habsburgo, Flandes, el Tirol, el Rosellón y Barcelona; 

Señor de Vizcaya y Molina; 

Etc. 

Rey Católico (o Su Católica Majestad) 

Soberano gran maestre de la insigne orden del Toisón de Oro; 

Gran maestre de la real y distinguida orden de Carlos III; 

Gran maestre de la orden de Isabel la Católica; 

Gran maestre de la orden del mérito civil; 

Gran maestre de la orden de Alfonso X el Sabio; 

Gran maestre de la orden de san Raimundo de Peñafort; 

Gran maestre de las órdenes militares de Santiago, Calatrava, Alcántara, 

Montesa, y así como de otras órdenes militares menores o condecoraciones de 

España. 

Caballero de la orden de san Javier, la orden de la Anunciada, la orden de 

la Jarretera y orden del Imperio Británico (desde 1988); 

Bailío gran cruz de Justicia con collar de la orden de Constantino y Jorge 

de Grecia, y Honor y Devoción de la soberana orden de Malta; 

Gran collar de la Reina de Saba y la dinastía de Reza de Irán; 
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Gran cordón de la orden suprema del crisantemo de Japón; 

Gran cruz de la legión de honor y de la orden nacional de mérito. 

Hermano mayor de las reales maestranzas de caballería de Ronda, 

Sevilla, Granada, Valencia y Zaragoza. 

Es de relevancia hacer constar que el Rey es miembro y preside 

Asociaciones de nobleza, así pertenece a la Real Asociación de Hidalgos de 

España, por ejemplo. 

El príncipe heredero lleva además de este título, por el artículo 57,2 de la 

Constitución  entre otros, los de: 

Príncipe de Asturias 

Príncipe de Gerona 

Príncipe de Viana 

Duque de Montblanc. 

Todos estos títulos son aceptados por la Constitución española a tenor de 

los artículos anteriormente referidos (art.56 ,2 y 57,2). 

Indudable es que la Constitución española admite expresamente los 

títulos nobiliarios no ya solo por analogía sino expresamente al decir los “demás 

(títulos) que correspondan a la Corona” en su artículo 56,2 y “los demás títulos 

vinculados tradicionalmente al sucesor de la Corona de España” en su artículo 

57,2, 

También es relevante decir aquí que el príncipe de Asturias pertenece a 

Asociaciones de Nobleza. 
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Ya que al admitir títulos que no son solamente los reales sino nobiliarios 

como los anteriormente citados admite expresamente los títulos nobiliarios 

tradicionales. Así los de príncipe, archiduque, duque, marqués, conde, vizconde, 

barón o señor. 

Pero también están incluidas las órdenes de caballería, y finalmente la 

nobleza de sangre, como vamos a explicar ahora. 

Hemos podido comprobar cómo se multiplica la legislación nobiliaria en 

los regímenes constitucionales, salvo en los republicanos, bajo la norma 

suprema que es la Constitución, sin que se plantee sin embargo su 

constitucionalidad, sino que viene refrendada esta por la gran cantidad de 

jurisprudencia que también se dicta en esta materia, así concretamente la del 

Tribunal Constitucional, que reitera la constitucionalidad del derecho 

nobiliario. Permanecen las instituciones que son típicas de este derecho como es 

la Diputación y Consejo de la Grandeza, y el Consejo de Estado sigue teniendo 

competencia en esta materia, el Ministerio de Justicia tiene una División 

dedicada a estas gracias, que tramita, todo ello bajo el imperio de la 

Constitución vigente de 1978. 

Se mantienen como hemos comprobado las Asociaciones de Nobles, bajo 

la tutela, en más de un caso, de las personas de la familia real, con Estatutos 

posteriores a la vigente Constitución y aceptados dentro del constitucionalismo 

vigente. 

Existen las órdenes militares en que en algunas se precisa demostrar 

nobleza para el ingreso, y se mantienen, así la de Malta es aceptada por España, 

salvo un paréntesis en la época de Isabel II. O la del Santo Sepulcro etc. 
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Existe una publicidad estatal referente a los títulos nobiliarios a través del 

Boletín Oficial del Estado y la publicación de la Guía de Grandezas y Títulos del 

Reino. 

Existe un procedimiento administrativo amparado por el Estado 

constitucional para la concesión, sucesión, rehabilitación etc.… de los títulos 

nobiliarios. 

Se trata en fin de una materia marcadamente de derecho público en 

cuanto a su origen en la concesión que emana de la Corona de España, y en 

cuanto a su transmisión ya intervivos (véase por ejemplo la distribución), ya 

mortis causa (véase la sucesión etc.…). Todo ello regulados por normas de 

derecho administrativo, de derecho público. 

Si embargo hay que decir que es una materia pluridisciplinar, en cuanto  

los litigios sobre mejor derecho para la ostentación y posesión con todas sus 

preeminencias de los títulos nobiliarios se ven en  la vía civil en declarativos, no 

por la vía contenciosa-administrativa que se reserva a la impugnación de los 

actos de la Administración en esta materia. 

Pero como hemos dicho se trata ante todo de derecho público en todas 

sus manifestaciones. Como pública es la Corona de la que emanan las gracias 

nobiliarias. En fundamento de todo esto nos remitimos al estudio de la legalidad 

y jurisprudencia que hemos realizado a lo largo de esta tesis. 

Solo se planteaba ya la posible contradicción con el art. 14 de la vigente 

Constitución pero eso también lo hemos estudiado sacando la conclusión de que 

no existe contradicción alguna, y por tanto inconstitucionalidad, como lo refleja 

la existencia de la legislación nobiliaria actual (la última norma dictada 
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corresponde al año 2006) y la jurisprudencia tanto de los Tribunales inferiores 

como de los altos Tribunales, Tribunal Supremo y Tribunal Constitucional. 

Hemos hablado de nobleza titulada y no titulada, pero ya la actual 

jurisprudencia acepta la diferencia, y admite la hidalguía, que es la nobleza de 

sangre, además de que la consanguinidad es un elemento sustancial de las 

sucesiones y rehabilitaciones, etc.… de los títulos nobiliarios. 

Las Asociaciones de nobles exigen para el ingreso en ellas la nobleza de 

sangre, si se hace como hidalgo, y esto está aceptado plenamente en la 

aprobación de sus Estatutos que así lo establecen en tiempos plenamente 

constitucionales. Por lo tanto la existencia de la nobleza no titulada y su 

constitucionalidad no pueden ponerse en duda. No forman, claro está, un 

Estamento diferente, ya que los Estamentos fueron suprimidos en el siglo XIX. 

Pero mantienen una diferencia con el resto, de tipo histórico-tradicional. 

Tradicionalidad reconocida por la Ley de 2006 sobre igualdad de género en las 

sucesiones. Esta tradicionalidad que se protege, se mantiene también, no solo 

en los titulados, sino en los nobles no titulados. Hemos por lo tanto concluido 

como hemos dicho al principio de estas que el derecho nobiliario, ya público, ya 

privado, es totalmente constitucional. 
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ANEXO LEGISLATIVO 

Lista de las disposiciones que se encuentran reproducidas en este anexo  

1- Las Siete Partidas. Ley 2, Título XV, Partida 2ª. 

2- Las Leyes de Toro, Leyes XL.XLI.XLII.XLIII.XLIV.XLV.XLVI. 

3- La novísima Recopilación. Ley 25, T.I, Lib. VI. y L IX, T. II, Lib .X. 

4- Reflexiones de José Bonaparte de 1809 

5- Decreto de 6 de agosto de 1811. 

6- Circular de la Real Cámara de Castilla de 1816. 

7- Decreto de 17 de septiembre de 1820.434 

8- Ley de 3 de mayo de 1823. 

9- Real cédula de 1827. 

10- Real cédula de 1828. 

11- Real decreto de 28 de diciembre de 1846. 

12- Real Orden de 28 de febrero de 1849.435 

13- Real decreto de 24 de octubre de 1851. 

14- Proyecto de ley sobre Grandezas y Títulos del Reino de 1853. 

15- Ley de 17 de junio de 1855. 

16- Real decreto de 1 de octubre de 1858. 

                                                             
434 Este decreto no aparece en la colección histórica del B.O.E. (Gaceta de Madrid). Aunque se recoge en 
este anexo y se puede ver en la obra “Treinta años de Jurisprudencia nobiliaria”  de Barredo de 
Valenzuela, página 17. 
435

 Esta R.O. no se puede encontrar en la colección histórica del B.O.E (Gaceta de Madrid)., aparece 
mencionada en la obra “Treinta años de Jurisprudencia nobiliaria”  de Adolfo Barredo de Valenzuela. En 
su página 17. 
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17- Real decreto de 10 de octubre 1864. 

18- Reglas declaración caducidad de 4 de diciembre de 1864. 

19- Real Decreto de 7 de noviembre de 1866. 

20- Decreto sobre registro de la familia real de 1873. 

21- Decreto de restauración de los Títulos 1973. 

22- Restauración Real Concesión 1875. 

23- Real orden de 20 de febrero de 1877. 

24- Real decreto de 27 de mayo de 1912. 

25- Real orden de 29 de mayo de 1915. 

26- Real orden de 28 de junio de 1915.436 

27- Orden de 7 de marzo de 1918. 

28- Real decreto de 8 de julio de 1922. 

29- Real orden de 21 de octubre de 1922. 

30- Real orden de 26 de octubre de 1922. 

31- Real decreto de 13 de noviembre de 1922. 

32- Circular del Tribunal Supremo de 27 de noviembre de 1922. 

33- Real decreto de 8 de mayo de 1924. 

34- Ley de 4 de mayo de 1948. 

35- Decreto de 4 de junio de 1948. 

36- Decreto de 9 de julio de 1948. 

37- Orden de 27 de octubre de 1948. 

38- Orden de 18 de diciembre de 1948. 

39- Ley de 23 de diciembre de 1948. 

                                                             
436 Este R.D, no aparece en la colección histórica del B.O.E. (Gaceta de Madrid). Pero si en la obra 
“treinta años de Jurisprudencia nobiliaria”·, de Adolfo Barredo de Valenzuela, en su página 23 y consta 
de 4 artículos, el 4º dice: “Al ocurrir el fallecimiento de un Grande de España o Título Castilla, sus 
inmediatos sucesores tendrán obligación de ponerlo inmediatamente en conocimiento del Ministerio de 
Gracia y Justicia para el anuncio de la vacante y los efectos legales a que esta dé lugar.” 
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40- Orden de 8 de enero de 1949. 

41- Orden de 4 de febrero de 1949. 

42- Orden de 17 de marzo de 1950. 

43- Decreto de 5 de junio de 1950. 

44- Orden de 26 de abril de 1951. 

45- Decreto de 28 de marzo de 1952. 

46- Decreto 1453/1960 de 7 de julio. 

47- Convenio de la Haya de 5 de octubre de 1961. 

48- Decreto 1299/1962 de 1 de junio. 

49- Decreto-Ley 17/1975 de 20 de noviembre. 

50- Real Decreto 2433/1978 de 2 de octubre. 

51- Instrumento de ratificación de 27 de enero de 1981. 

52- Real Decreto 1368/1987 de 6 de noviembre. 

53- Real Decreto 222/1988 de 11 de marzo. 

54- Orden de 2 de diciembre de 1992. 

55- .Real Decreto Legislativo 1/1993 de 24 de septiembre. 

56- Real Decreto 1879/1994 de 16 de septiembre. 

57- Real Decreto 828/1995 de 29 de mayo. 

58- Providencia de 14 de marzo de 1996. 

59- Orden de 8 de octubre de 1999. 

60- Ley 33/2006 de 30 de octubre. 
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1. Las Siete Partidas, Ley 2, Título XV, Partida 2ª. 
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2. Las Leyes de Toro, Ley 35, 36, 37, 38, 39, y 40. 
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Las Leyes de Toro, Leyes 41, 42, 43 ,44, 45, y 46. 
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Las Leyes de Toro.  Leyes 46 (2º parte),47,48,49,50,51,52,53. 

 

 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

646 
 

3. La novísima recopilación, Ley 25, Título I. Libro VI. 1803. 
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Novísima recopilación L.IX, T.II, Libro X. 1ª parte. 
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Novísima recopilación. 2ª parte. 
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Novísima recopilación. 3ª parte 
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Novísima recopilación. 4ª parte. 
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Novísima recopilación. 5ª parte. 
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4. Reflexiones. 1809 
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Reflexiones 2. 1809 
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Reflexiones 3. 1809 

 

 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

655 
 

Reflexiones 4. 1809 
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Reflexiones 5. 1809 
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Reflexiones 6. 1809 

 

 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

658 
 

5. Decreto de 6 de agosto de 1811. 1ª parte 
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Decreto de 6 de agosto de 1811. 2ª parte 
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Decreto de 6 de agosto de1811. 3º parte 
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6. Circular de la R.C. de Castilla. 1816. 1º 
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Circular de R.C. de Castilla. 1816. 2º 
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Circular de la R.C. de Castilla. 1816. 3º 

 

 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

664 
 

7. Decreto de 27 de septiembre de 1820, (desvinculaciones) 1ª. 

1820 

Decreto. Supresión de toda especie de vinculaciones.  
Septiembre 27 de 1820. 
 

Las Cortes, después de haber observado todas las formalidades prescritas por la 
constitución, han decretado lo siguiente: 

Art. 1.- Quedan suprimidos todos los mayorazgos, fideicomisos, patronatos, y cualquiera 
otra especie de vinculaciones de bienes raices, muebles, semovientes, censos, juros, foros 
ó de cualquiera otra naturaleza, los cuales se restituyen desde ahora á la clase de 
absolutamente libres. 

Art. 2.- Los poseedores actuales de las vinculaciones suprimidas en el artículo anterior 
podrán desde luego disponer libremente como propios de la mitad de los bienes en que 
aquellas consistieren; y después de su muerte pasará la otra mitad al que debia suceder 
inmediatamente en el mayorazgo, si subsistiese, para que pueda tambien disponer de ella 
libremente como dueño. Esta mitad que se reserva al sucesor inmediato, no será nunca 

responsable á las deudas contraídas ó que se contraigan por el poseedor actual. 

Art. 3.- Para que pueda tener efecto lo dispuesto en el artículo precedente, siempre que el 
poseedor actual quiera enajenar el todo ó parte de su mitad de bienes vinculados hasta 
ahora, se hará formal tasación y división de todos ellos con rigurosa igualdad, y con 
intervención del sucesor inmediato; y si éste fuere desconocido ó se hallare bajo la patria 
potestad del poseedor actual, intervendrá en su nombre el procurador síndico del pueblo 
donde resida el poseedor, sin exigir por esto derechos ni emolumento alguno. Si faltasen 

los requisitos expresados, será nulo el contrato de enajenación que se celebre. 

Art. 4.- En los fideicomisos familiares, cuyas rentas se distribuyen entre los parientes del 
fundador, aunque sean de líneas diferentes, se hará desde luego la tasación y 
repartimiento de los bienes del fideicomiso entre los actuales perceptores de las rentas á 
proporción de lo que perciban, y con intervención de todos ellos, y cada uno en la parte de 
bienes que le toque podrá disponer libremente de la mitad, reservando la otra al sucesor 

inmediato para que haga lo mismo, con entero arreglo á lo prescrito en el art. 3. 

Art. 5.- En los mayorazgos, fideicomisos ó patronatos electivos, cuando la eleccion es 
absolutamente libre, podrán los poseedores actuales disponer desde luego como dueños 
del todo de los bienes; pero si la elección debiese recaer precisamente entre personas de 
una familia ó comunidad determinada, dispondrán los poseedores de sola la mitad, y 
reservarán la otra para que haga lo propio el sucesor que sea elegido; haciéndose con 

intervención del procurador síndico la tasación y división prescritas en el artículo 3. 

Art. 6.- Así en el caso de los dos precedentes artículos como en el del 2, se declara que en 
las provincias ó pueblos en que por fueros particulares se halla establecida la comunicación 
en plena propiedad de los bienes libres entre los cónyuges, quedan sujetos á ella de la 
propia forma los bienes hasta ahora vinculados, de que como libres puedan disponer los 
poseedores actuales, y que existan bajo su dominio cuando fallezcan. 

Art. 7.- Las cargas, así temporales como perpetuas, á que estén obligados en general todos 

los bienes de la vinculación sin hipoteca especial, se asignarán con igualdad proporcionada  
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Decreto de 27 de septiembre de 1820 2ª parte 

sobre las fincas que se repartan y dividan, conforme á lo que queda prevenido, si los 

interesados de común acuerdo no prefiriesen otro medio. 

Art. 8.- Lo dispuesto en los artículos 2, 3, 4 y 5, no se entiende con respecto á los bienes 
hasta ahora vinculados, acerca de los cuales pendan en la actualidad juicios de 
incorporación ó reversión á la nación, tenuta, administración, posesión, propiedad 
incompatibilidad, incapacidad de poseer, nulidad de la fundación, ó cualquier otro que 
ponga en duda el derecho de los poseedores actuales. 

Estos en tales casos, ni los que les sucedan no podrán disponer de los bienes hasta que en 
última instancia se determinen á su favor en propiedad los juicios pendientes, los cuales 

deben arreglarse á las leyes dadas hasta este día ó que se dieren en adelante. 

Pero se declara, para evitar dilaciones maliciosas, que si el que perdiese el pleito de 
posesión ó tenuta, no entablase el de propiedad dentro de cuatro meses precisos contados 
desde el día en que se le notificó la sentencia, no tendrá después derecho para reclamar, y 
aquel en cuyo favor se hubiese declarado la tenuta ó posesión, será considerado como 
poseedor en propiedad, y podrá usar de las facultades concedidas por el artículo 2. 

Art. 9.- También se declara que las disposiciones precedentes no perjudican á las 
demandas de incorporación y reversión, que en lo sucesivo deban restaurarse, aunque los 

bienes vinculados hasta ahora hayan pasado como libres á otros dueños. 

Art. 10.- Entiéndase del mismo modo que lo que queda dispuesto es sin perjuicio de los 
alimentos ó pensiones que los poseedores actuales deben pagar á sus madres, viudas, 
hermanos, sucesor inmediato ú otras personas, con arreglo á las fundaciones, ó á 
convenios particulares, ó á determinaciones en justicia. Los bienes hasta ahora vinculados, 
aunque pasen como libres á otros dueños, quedan sujetos al pago de estos alimentos y 
pensiones mientras vivan los que en el día los perciben, ó mientras conserven el derecho 
de percibirlos, excepto si los alimentistas son sucesores inmediatos, en cuyo caso dejarán 

de disfrutarlos luego que mueran los poseedores actuales. 

Después cesarán las obligaciones que existan ahora de pagar tales pensiones y alimentos; 
pero se declara, que si los poseedores actuales no invierten en los expresados alimentos y 
pensiones la sexta parte liquida de las rentas del mayorazgo, están obligados á contribuir 
con lo que quepa en ella para dotar á sus hermanas y auxiliar á sus hermanos con 
proporción á su número y necesidades; é igual obligación tendrán los sucesores inmediatos 

por lo respectivo á la mitad de bienes que se les reservan. 

Art. 11.- La parte de renta de las vinculaciones que los poseedores actuales tengan 
consignada legítimamente á sus mujeres para cuando queden viudas, se pagará á éstas 
mientras deban percibirla, según la estipulación, satisfaciéndose la mitad á costa de los 
bienes libres que deje su marido, y la otra mitad por la que se reserva al sucesor 

inmediato. 

Art. 12.- También se debe entender que las disposiciones precedentes no obstan para que 
en las provincias ó pueblos en que por fuero particular se suceden los cónyuges unos á 
otro en el usufructo de las vinculaciones por vía de viudedad, lo ejecuten así los que en el 
día se hallan casados, por lo relativo á los bienes de la vinculación, que no hayan sido 
enajenados cuando muera el cónyuge poseedor, pasando después al sucesor inmediato la 

mitad íntegra que le corresponde, según queda prevenido. 
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Decreto de 27 de septiembre de 1820, 3ª parte 

Art. 13.- Los títulos prerrogativas de honor, y cualesquiera otras preeminencias de esta 
clase que los poseedores actuales de vinculaciones disfrutan como anexas á ellas, 
subsistirán en el mismo pié y seguirán el orden de sucesión prescrito en las concesiones, 
escrituras de fundación ú otros documentos de su procedencia. Lo propio se entenderá por 
ahora con respecto á los derechos de presentar para piezas eclesiásticas ó para otros 
destinos, hasta que se determine otra cosa. Pero si los poseedores actuales disfrutasen dos 
ó mas grandezas de España ó títulos de Castilla, y tuviesen mas de un hijo, podrán 
distribuir entre éstos las expresadas dignidades, reservando la principal para el sucesor 

inmediato. 

Art. 14.- Nadie podrá en lo sucesivo, aunque sea por via de mejora, ni por otro título ni 
pretexto, fundar mayorazgo, fideicomiso, patronato, capellanía, obra pía, ni vinculación 
alguna sobre ninguna clase de bienes ó derechos, ni prohibir directa ni indirectamente su 
enajenación. Tampoco podrá nadie vincular acciones sobre bancos ú otros fondos 

extranjeros. 

Art. 15.- Las iglesias, monasterios, conventos, y cualesquiera comunidades eclesiásticas, 
así seculares como regulares, los hospitales, hospicios, casas de misericordia y de 
enseñanza, las cofradías, hermandades, encomiendas y cualesquiera otros 
establecimientos permanentes, sean eclesiásticos ó laicales, conocidos con el nombre de 
manos muertas, no puedan desde ahora en adelante adquirir bienes algunos raíces ó 
inmuebles en provincia alguna de la monarquía, ni por testamento, ni por donación, 
compra, permuta, decomiso en los censos enfitéuticos, adjudicación en prenda pretoria ó 

en pago de réditos vencidos, ni por otro título alguno, sea lucrativo ú oneroso. 

Art. 16.- Tampoco puedan en adelante las manos muertas imponer ni adquirir por título 

alguno, capitales de censo de cualquiera clase impuestos sobre bienes raíces, ni impongan 

ni adquieran tributos ni otra especie de gravámen sobre los mismos bienes, ya consista en 

la prestación de alguna cantidad de dinero ó de cierta parte de frutos, ó de algún servicio á 

favor de las mano muerta, y ya en otras responsiones anuales.  
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8. Ley de 3 de mayo de 1823. Parte 1ª 
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Ley de 3 de mayo de 1823. 2ª parte 

 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

669 
 

 

9. Real Cédula 1827. 
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10. Real Cédula 1828. 
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11. Real Decreto de 28 de diciembre de 1846 
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12.  

 

 

 

Real Orden de 28 de febrero de 1849. 

 

Dispone: 

 

Que la supresión de Títulos y Grandezas corresponde al Ministerio de Gracia y 

Justicia. 
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13. Real Decreto de 24 de octubre de 1851 
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14. Proyecto de Ley  Grandezas y Títulos del Reino. 1853 
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15. Ley de 17 de junio de 1855. 
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16. Real Decreto de 1 de octubre de 1858 
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17. Real Decreto de 10 de octubre de 1864 
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18. Reglas para la declaración de caducidad. 4/12/1864. 
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19. Real Decreto de 7 de noviembre de 1866 
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20. Registro familia real  1873. 
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21. Restauración Títulos 1874. 
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Restauración títulos 1874, 2º 
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22. Restauración  real concesión. 1875 
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23. Real Orden de 20 de febrero de 1877 
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24. Real Decreto de 27 de mayo de 1912. 1ª parte 
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Real Decreto de 27 de mayo de 1912. 2ª parte 
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Real Decreto de 22 de mayo de 1912. 3ª parte 
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25. Real orden de 29 de mayo de 1915 
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26.  

 

 

 

Real decreto de 28 de junio de 1915. 

 

 

Ordena: 

Artículo 1º: 

“Las inscripciones que se hagan en el Registro referentes a personas que 

ostenten Títulos nobiliarios, se haga constar la denominación del Título o 

Títulos que correspondan al interesado”. 

 

Artículo 2º: 

“Cuando ocurra el fallecimiento de toda persona en que concurran las 

circunstancias expresadas en el artículo anterior, después de hecha la 

inscripción de defunción en el Registro Civil, los encargados comunicarán 

inmediatamente el fallecimiento al Presidente de la Audiencia Territorial 

respectiva, quien dará de ello cuenta al Ministro de Justicia a los efectos que 

procedan”. 

 

Artículo 3º: 

“Cuando en los trámites de los asuntos que se ventilan ante los Tribunales de 

Justicia deba entenderse cualquier diligencia con personas que ostenten 

Títulos nobiliarios o tratamiento, serán en todo caso designados a tenor de 

dicha cualidad. 

También se hará constar, al lado del nombre de la persona, el Titulo que 

ostente en cualquier censo, hojas de empadronamiento y demás documentos 

análogos”. 
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27. Orden de 7 de marzo de 1918 
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28. Real Decreto de 8 de julio de 1922. 1ª parte  
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Decreto de 8 de julio de 1922. 2ªparte 
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29. Real Orden de 21 de octubre de 1922. 1ª parte 
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Real Orden de 21 de octubre de 1922. 2ª parte 

 

 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

695 
 

Real Orden de 21 de octubre de 1922. 3ª parte 
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Real Orden de 21 de octubre de 1922. 4ª parte 
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Real Orden de 21 de octubre de 1922. 5ª parte 
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30. Real Orden de 26 de octubre de 1922. 
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31. Real Decreto de 13 de noviembre de 1922. 1ª parte 
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Real Decreto de 13 de noviembre de 1922. 2ª parte 
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32. Circular del T.S. de 27 de noviembre de 1922. 1ª parte 
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Circular del T.S. de 27 de noviembre de 1922. 2ª parte 
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33. Real Decreto de 8 de mayo de 1924. 1ª parte 
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Real Decreto de 8 de mayo de 1924. 2ª parte 
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34. Ley de 4 de mayo de 1948. 1ª parte 
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Ley de 4 de mayo de 1948. 2ª parte 

 

 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

707 
 

 

35. Decreto de 4 de junio de 1948. 1ª parte 
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Decreto de 4 de junio de 1948. 2ª parte 
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36. Decreto-Ley de 9 de julio de 1948 
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37. Orden de 27 de octubre de 1948 
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38. Orden de 18 de diciembre de 1948 
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39. Ley de 23 de diciembre de 1948. 1ª parte 
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Ley de 23 de diciembre de 1948. 2ª parte 
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40. Orden de 8 de enero de 1949 
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41. Orden de 4 de febrero de 1949  
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42. Orden de 17 de marzo de 1950 
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43. Decreto de 5 de junio de 1950 
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44. Orden del 26 de abril de 1951 
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45. Decreto de 28 de marzo de 1952 
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46. Decreto 1453/1960 de 7 de julio, 1ª parte. 
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2ª parte del anterior decreto de 1960. 
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3ª parte del anterior decreto de 1960. 
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4ª parte del anterior decreto de 1960. 

 

 

 

 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

724 
 

 

5ª parte del anterior decreto de 1960. 
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47. Convenio de la Haya de 5 de octubre de 1961. 1ª parte 
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Convenio de la Haya. 2ª parte 

 

 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

727 
 

 

 

Convenio de la Haya. 3ª parte 
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Convenio de la Haya. 4ª parte. 

 

 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

729 
 

 

 

Convenio de la Haya. 5ª parte. 
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48. Decreto 1299 de 1 de junio de 1962 

 

 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

731 
 

 

 

49. Decreto Ley 17/1975 de 20 de noviembre. 
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50. Real Decreto 2433/1978 de 2 de octubre. 
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51. Instrumento  ratificación  27  enero  1981 del convenio nº 

17 de la Comisión Internacional del Estado Civil. 1ª parte. 
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2ª parte del anterior instrumento de 1981 
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52. Real Decreto 1368/1987 de 6 de noviembre. 
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53. Real decreto 222/1988 de 11 de marzo. 1ª parte. 
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2ª parte del anterior Real Decreto de 1988. 
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54. Orden de 2 de diciembre de 1992, Fundación cultural. 
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55. Real decreto Legislativo 1/1993 de 24 de septiembre, Dº 

Fiscal. 1ª parte. 
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2ª parte del anterior Real Decreto Legislativo de 1993. 
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56. Real decreto 1879/1994 de 16 de septiembre. 1ª parte. 
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2ª parte del anterior Real decreto de 1994. 
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57. Real decreto 828(1995 de 29 de mayo, 1ª parte 
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2ª parte del anterior Real decreto de 1995 
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3ª parte del anterior Real decreto de 1995. 

 

 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

746 
 

 

 

58. Providencia de 14 de marzo de 1996. 
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59. Orden de 8 de octubre de 1999, Grandeza de España. 

1ª parte. 
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2º parte de los anteriores Estatutos de 1999. 
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60. Ley 33/2006 de 30 de octubre. 1ª parte. 
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2ª parte de la anterior Ley de 2006. 
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Compuesto de dos partes: 
 

Primera parte: Jurisprudencia del Tribunal Constitucional 

Segunda parte: Jurisprudencia del Tribunal Supremo 
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ANEXO DE JURISPRUDENCIA 
 

En este anexo se recogen la jurisprudencia en materia nobiliaria del Tribunal Constitucional en 

la primera parte y en la segunda parte la del Tribunal Supremo. 

 

 

1ª PARTE JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

TRECE RESOLUCIONES 

 

Se han recogido integras las treces resoluciones del Tribunal Constitucional sobre derecho 

nobiliario. Se presentan por orden cronológico de más antigua a mas reciente. 

 

 

 

Tribunal Constitucional (Sala Segunda) 

Sentencia núm. 27/1982 de 24 mayo RTC 1982\27 

SENTENCIAS DE LA SALA PRIMERA DEL TRIBUNAL SUPREMO Y SALA SEGUNDA DE LO 

CIVIL DE LA AUDIENCIA TERRITORIAL DE SEVILLA: desestimación de pretensión del 

recurrente a usar un título nobiliario.TÍTULOS NOBILIARIOS: Implantación del Estado Liberal y 

de la Sociedad burguesa: desaparición como estamento privilegiado y superior en derechos: 

supervivencia actual con contenido jurídico y función diferente de las que tuvieron antes; 

Condición de casar con persona noble para poder adquirirlo por vía hereditaria: no es 

discriminatorio ni inconstitucional; Posesión: hecho admitido por el ordenamiento Jurídico 

vigente: concesión por el Rey con arreglo a las Leyes: no es hecho discriminatorio el hecho 

diferencial de poseerlo. MATRIMONIO: derecho del hombre y la mujer a contraerlo con plena 

igualdad jurídica: no puede ser objeto de recurso de amparo, la condición de casar con persona 

noble para adquirir hereditariamente un título nobiliario: igualdad ante la ley: vulneración 

inexistente. 

RECURSO DE AMPARO: Actos u omisiones de órganos judiciales: sentencias de Salas de lo 

Civil de AT y del TS desestimatorias del derecho a usar título nobiliario: denegación de amparo 

procedente; inadmisibilidad del recurso de amparo: las causas de inadmisibilidad pueden 

convertirse en motivos de desestimación si el TC las aprecia al examinar el fondo del asunto. 

Jurisdicción: Constitucional 

Recurso de Amparo núm. 6/1982 

Ponente: Don Francisco Tomás y Valiente 

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por Jerónimo Arozamena Sierra, 

Presidente y don Francisco Rubio Llorente, don Luis Díez-Picazo, don Francisco Tomás y 
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Valiente, don Plácido Fernández Viagas y don Antonio Truyol Serra, Magistrados, ha 

pronunciado 

EN NOMBRE DEL REY 

La siguiente 

SENTENCIA 

En el recurso de amparo promovido por el procurador de los Tribunales don Juan Luis Pérez-

Mulet y Suárez, en nombre de don Juan C. y J., contra las sentencias de la Sala Primera del 

Tribunal Supremo y Sala Segunda de lo Civil de la Audiencia Territorial de Sevilla que 

desestimaron el derecho del recurrente a usar un título nobiliario; siendo Ponente el 

excelentísimo señor don Francisco Tomás y Valiente, quien expresa el parecer de la Sala. 

En el recurso de amparo han sido parte el Fiscal general del Estado y don José Luis de A.V. y 

C, representado por la Procuradora doña Consuelo Rodríguez Chacón. 

I. ANTECEDENTES 

1. 

Don Juan C. y J., debidamente representado y bajo la dirección de Letrado, interpuso recurso 

de amparo contra la sentencia de 28 de noviembre de 1981 (RJ 1981\4676) de la Sala Primera 

del Tribunal Supremo, por la cual se declaró no haber lugar al recurso de casación por 

infracción de Ley interpuesto por él mismo contra la sentencia de la Sala Segunda de lo Civil de 

la Audiencia Territorial de Sevilla de 1 de junio de 1979, confirmatoria a su vez de la dictada por 

el Juzgado de Primera Instancia número 4 de Sevilla de 28 de marzo de 1977. La cuestión de 

fondo debatida en los procesos correspondientes fue el mejor derecho alegado por el hoy 

recurrente en amparo al título de Marqués de Cartagena, contra su actual titular don José Luis 

de A.V. y C. 

Para el recto entendimiento del presente recurso de amparo y de su «petitum» es necesario 

tener en cuenta los siguientes hechos que exponemos aquí tal como aparecen recogidos en la 

sentencia del Tribunal Supremo antes citada: 

A) El 31 de agosto de 1733 don Luis José R. de C. y S. instituyó la fundación del vínculo y 

mayorazgo al que se adscribió el oficio de la Vara de Alguacil Mayor y Alcaldía de la Cárcel de 

la Real Chancillería de Granada, oficio que había comprado a su anterior titular y propietario en 

1730 y que había salido de la Hacienda real por primera enajenación efectuada por Felipe III 

por Real Despacho de 22 de julio de 1606. En la carta de fundación del mayorazgo se 

establece también el orden de suceder en el mismo, con la condición, entre otras, de que «la 

persona que hubiere de suceder en el expresado vínculo a la de casar con persona 

notoriamente noble, y en su defecto sea excluido del goce y pase al siguiente en grado 

aunque sea hembra o varón el mal casado». 

B) Por Real Carta de 29 de abril de 1799 Carlos IV concedió a don Luis R. de C. y B. de B., 

entonces titular del mayorazgo y del oficio, el título de Marqués de Cartagena, adjudicándoselo 

en lugar del oficio de Alguacil Mayor y Alcalde de la Cárcel de la Real Chancillería, que quedó 

así y desde entonces incorporado a la Corona. En la Real Carta de concesión se especifica 

javascript:%20linkToDocument('RJ//1981//4676',%20'/wles/app/nwles/document/link?baseNM=RTC//1982//27&baseUnit=AH.1&targetNM=RJ//1981//4676&targetUnit=.&baseGUID=I66cc14f0f71b11db882f010000000000&tid=jurisprudencia&version=&baseCT=juris&docguid=I66cc14f0f71b11db882f010000000000');
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que en adelante se sucederá en el mayorazgo y en el título de Marqués de Cartagena «por el 

mismo orden de primogenitura que está escrito en la fundación del mismo mayorazgo». 

C) Tras diversas vicisitudes aquí irrelevantes, el título de Marqués de Cartagena fue 

rehabilitado por decisión de Alfonso XIII, pretendiendo el hoy recurrente en amparo tener mejor 

derecho a suceder respecto al rehabilitador del título y frente al demandado don José Luis de 

A. 

2. 

No habiendo obtenido satisfacción a su pretensión ni en Primera Instancia ni al apelar ante la 

Audiencia, don Juan C.y J. interpuso recurso de casación por infracción de Ley ante el Tribunal 

Supremo, basado en tres motivos, ninguno de los cuales fue estimado. Aunque el motivo de 

casación directamente relacionado con la actual petición de amparo constitucional es el 

tercero, importa señalar aquí que al examinar los dos primeros el Tribunal Supremo hizo los 

siguientes pronunciamientos: 

a) Que aunque en la carta de concesión del título no se menciona la existencia de la condición 

antes transcrita, ello no significa, como pretende don Juan C. y J., que dicha causa no rija para 

la sucesión en el título, pues al concederse el título en sustitución del oficio vinculado y como 

compensación por la incorporación de éste a la Corona, y al especificarse que se sucediera 

«en el mayorazgo y en el título unidos por el mismo orden de primogenitura que está prescrito 

en la fundamentación del mayorazgo», se ha de interpretar que por orden de primogenitura a 

tal fin no hay que entender exclusivamente los llamamientos que el instituyente hace, sino 

también las condiciones a que los supedita. 

b) Que el recurrente don Juan C. y J. no ha probado, según se afirma en la sentencia de la 

Audiencia, el requisito de haber casado con persona noble -que tanto quiere decir en su 

alcance institucional con persona de linaje nobiliario-, mientras que si ha acreditado el 

cumplimiento de tal hecho condicionante el demandado don José Luis de A. V. y C. 

El hoy recurrente en amparo y antes en casación adujo ante el Tribunal Supremo, como tercer 

motivo de la fundamentación de su recurso, que la condición de matrimonio con noble, aun 

suponiendo (punto por él negado) que fuese una de las reguladoras de la sucesión en el título 

de Marqués de Cartagena, y aun admitiendo que era posible y válida en 1773, no lo es en el 

último tercio del siglo XX, sino que hoy ha de entenderse que, de acuerdo con el criterio 

interpretativo del artículo 3.1 del Código Civil, va contra la moral y las buenas costumbres 

(artículo 3.1 y 792 del Código Civil), lesiona la dignidad de la persona de don Juan C. y J. al 

considerársele como «mal casado» y viola el principio de igualdad entre los españoles y la 

libertad para contraer matrimonio, por lo cual la sentencia de la Audiencia recurrida en casación 

infringía los artículo 10, 14 y 32.1 de la Constitución (RCL 1978\2836). 

El Tribunal Supremo, al desestimar este tercer motivo de casación, arguyó que en los tiempos 

actuales tienen vigencia los títulos nobiliarios, que en materia vinculada la normativa 

aplicable no es el Código Civil, sino la especial que rige la vinculación, y que tal condición 

en modo alguno atenta contra los preceptos constitucionales supuestamente infringidos 

«porque no siendo en principio y en su origen la creación del título nobiliario en cuestión un 
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derecho inherente objetivamente a la personalidad, sino derivado simplemente de la libérrima 

voluntad del concedente, ... el supeditar su posesión a contraer matrimonio con persona 

notoriamente noble, ni ataca a la dignidad de las personas, ni altera la igualdad ante la 

Ley, ni es impedimento a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica». 

3. 

Contra esta sentencia del Tribunal Supremo, y muy en particular respecto a la desestimación 

del motivo tercero del recurso de casación, interpuso don Juan C. y J. su recurso de amparo 

pidiendo al Tribunal Constitucional que, al estimar el amparo, efectúe los siguientes 

pronunciamientos: 

a) Declarar nula la sentencia de la Sala Primera del Tribunal Supremo de 28 de noviembre de 

1981 por haber desestimado el citado tercer motivo de casación en el que se pedía la 

declaración de que la Audiencia Territorial de Sevilla, en su sentencia de 1 de junio de 1979, 

había infringido los artículos 3.1 y 792 del Código Civil y los artículos 10, 14 y 32.1 de la 

Constitución, y había aplicado una condición discriminatoria inconstitucional por ser 

radicalmente contraria al artículo 14 de la Constitución. 

b) Declarar sin valor ni efecto alguno la condición contenida en el mayorazgo de 1773, por ser 

incompatible con el principio de igualdad proclamado por el artículo 14 de la Constitución. 

c) Declarar que el tercer motivo de casación debe ser estimado en cuanto en él se alega 

inconstitucionalidad de la referida condición. 

d) Ordenar a la Sala Primera del Tribunal Supremo que dicte segunda sentencia resolviendo 

definitivamente el fondo del recurso de casación. 

Sin perjuicio de que posteriormente volvamos con más detalle sobre algunos de los 

argumentos contenidos en la demanda, conviene señalar aquí que sus principales afirmaciones 

son las siguientes: la clase social de la nobleza fue suprimida en el proceso igualatorio del siglo 

XIX y no puede pretenderse darle eficacia jurídica después de la Constitución de 1978, pues, 

por el contrario, en la actualidad carece totalmente de relevancia jurídica el hecho de ser o no 

noble, por lo cual tampoco puede exigirse en ningún caso la prueba de esa nobleza y menos 

para el ejercicio de un derecho reconocido por la ley. Por ello la condición puesta en el 

mayorazgo de 1733, y entonces lógica, no puede hoy admitirse por ser discriminatoria y 

contraria al artículo 14 de la Constitución, a partir de cuya promulgación aquella condición dejó 

de tener efecto. 

4. 

Por providencia de 3 de febrero la Sección Cuarta del Tribunal admitió a trámite la demanda y 

ordenó, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 51 de la Ley Orgánica del Tribunal 

Constitucional (RCL 1979\2383) que se dirigieran al Tribunal Supremo, a la Audiencia de 

Sevilla y al Juzgado de Instrucción número 4 de la misma ciudad las comunicaciones oportunas 

para que enviaran a este Tribunal las actuaciones o testimonio de las mismas, emplazándose a 

quienes hubieran sido parte en el proceso iniciado por don Juan C. y J., por demanda 

presentada ante aquel Juzgado, para que pudieran comparecer en este proceso de amparo 

constitucional. 
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Por providencia de 17 de marzo la misma Sección acordó acusar recibo de las actuaciones 

recibidas, tener por personado a don José Luis de A. V., que compareció debidamente 

representado y asistido, y abrir, de conformidad con lo establecido en el artículo 52 de la LOTC, 

un trámite de alegaciones con vista de las actuaciones judiciales, por plazo común de veinte 

días al recurrente, al demandado y al Ministerio Fiscal. 

En las suyas, el Fiscal general del Estado pidió la denegación del amparo alegando 

sustancialmente los mismos argumentos contenidos en la sentencia del Tribunal Supremo, 

cuyos principales razonamientos glosa y apoya. El recurrente reiteró su «petitum» inicial y 

repitió, resumidos a lo esencial, los fundamentos de derecho de su demanda. Don José Luis de 

A. V., en sus alegaciones termina pidiendo la inadmisibilidad del amparo y subsidiariamente su 

denegación, apoyando su petición en los siguientes argumentos: 

a) En el tercer motivo de casación sólo se alegó la violación de los artículos 3.1 y 792 del 

Código Civil y los artículos 10, 14 y 32.1 de la Constitución; dado lo exigido por el artículo 

44.1.c) de la LOTC y por el artículo 53.2 de la Constitución Española, este recurso de amparo 

no puede ocuparse de la posible vulneración del artículo 23.2 de la Constitución Española, 

alegado «ex novo» por el recurrente en su demanda de amparo, pero no ante el Tribunal 

Supremo, ni tampoco de los artículos 3.1 y 792 del Código Civil ni del artículo 10 de la 

Constitución, pues no entran en el ámbito del amparo acotado por el 53.2 de la Constitución 

Española. 

b) Los títulos nobiliarios en la actualidad son meros honores sin interés alguno real o material 

en su contenido desde la Ley desvinculadora de 1820 (NDL 29119). 

c) Son válidos, respecto a la aplicación de la condición impuesta al mayorazgo en 1733 al 

orden sucesorio del título, los argumentos de la sentencia del Tribunal Supremo. 

d) En la actualidad existe una clase noble titulada y otra sin titular. 

e) La Constitución Española en su artículo 57.4 estatuye la necesidad de licencia real para que 

puedan casar las personas de su familia llamadas a la sucesión al trono, de modo que quienes 

se casen en contra de la prohibición del Rey pierden para sí y para sus descendientes el 

derecho a suceder en el trono. Si el mandato del artículo 14 de la Constitución Española no 

tiene aplicación respecto a los matrimonios reales, ¿puede considerarse inconstitucional la 

condición de 1733? 

f) Por todo ello, por la creación real de los nuevos títulos, cada uno con especificación de su 

propio orden de suceder, e incluso por la existencia (artículo 57 de la Constitución Española) 

de un orden sucesorio en el trono con preferencia del varón sobre la hembra, no puede 

considerarse la condición de 1733 contraria al artículo 14 de la Constitución. 

g) Tampoco lo es respecto al artículo 32.1, el único alegado, junto con el 14, válidamente en 

amparo, porque la aplicación de dicha condición matrimonial no empece ni disminuye ningún 

derecho de los contrayentes en el ámbito civil y demás ramas del derecho aplicable. 

5. 

La Sala Segunda del Tribunal, por providencia de 5 de mayo de 1982, acordó unir a las 

actuaciones los tres escritos de alegaciones, señaló para la deliberación y fallo de este recurso 
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el día 19 de mayo de 1982 (día en que efectivamente se deliberó y votó) y nombró como 

Ponente a don Francisco Tomás y Valiente. 

II. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

1. 

Las causas de inadmisibilidad de un recurso no apreciadas «in limine litis» pueden convertirse 

en motivos de desestimación del amparo si el Tribunal las aprecia al examinar el fondo del 

asunto. En el que ahora nos ocupa, como el Tribunal en la providencia de 3 de febrero, declaró 

directamente admitido el recurso sin considerar necesario el trámite del artículo 50 de la LOTC, 

las partes, y en concreto quien fue demandado en la instancia y se personó en este proceso 

cuando ya estaba admitido, no han podido exponer sus razones contra la admisión hasta el 

trámite de alegaciones. Justo es que se dé aquí respuesta, aunque sea denegatoria, a sus 

argumentos en pro de la inadmisibilidad, lo cual nos servirá de ocasión para precisar el correcto 

planteamiento del amparo solicitado. 

Es cierto como alega don José Luis de Andrada, que el artículo 23.2 de la Constitución 

Española no fue invocado formalmente en el proceso civil previo por el hoy recurrente en 

amparo, y que por tanto no podría hoy pedir amparo constitucional por la supuesta vulneración 

del 23.2 de la Constitución Española porque lo impide el artículo 44.1.c) de la LOTC. También 

es cierto que, a tenor de lo dispuesto en el artículo 53.2 de la CE y 2.1.b) y 41.1 de la LOTC, no 

cabe pedir amparo constitucional por el hecho de considerar que se hayan violado artículos del 

Código Civil o del artículo 10 de la Constitución. Finalmente, y en contra de lo afirmado por el 

demandado en la instancia, tampoco el artículo 32.1 de la CE podría ser objeto de éste ni de 

ningún recurso de amparo, pues, como es evidente, no está incluido en la sección primera del 

capítulo segundo del título primero de la Constitución (artículo 53.2 de la misma). Sin embargo, 

de todo ello no se infiere en modo alguno que el recurso presente deba ser declarado 

inadmisible, pues del «petitum» contenido en la demanda (veáse el antecedente tercero, letras 

a, b y c) se desprende con toda claridad que si bien el motivo tercero del recurso de casación 

se fundaba en una supuesta violación de los artículos 3.1 y 792 del Código Civil y, 

simultáneamente, de los artículos 10, 14 y 32.1 de la Constitución, el amparo constitucional se 

pide por entender que la condición de casar con noble impuesta en la carta fundacional del 

mayorazgo instituido en 1733 es contraria al artículo 14 de la Constitución. Como este precepto 

fue normalmente invocado en casación, al pedirse hoy el amparo se cumple con el requisito de 

admisibilidad previsto en el artículo 44.1.c) de la Ley de este Tribunal. Y no es obstáculo para 

la admisión ni el hecho de que la casación se pidiera por supuesta infracción de otros 

preceptos constitucionales, que siempre pueden ser alegados ante los Jueces y Tribunales 

como normas de obligado cumplimiento, ni tampoco el hecho de que en la demanda de amparo 

se argumente complementaria o secundariamente trayendo a colación otros artículos de la 

Constitución. 

En consecuencia, ni inicialmente ni ahora apreciamos en el presente recurso ninguna causa de 

inadmisibilidad, por lo que es necesario entrar a resolver el fondo del asunto, entendiendo que 

el núcleo de lo que se discute es si la condición de casar con persona noble para poder adquirir 
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un título nobiliario es o no contraria al artículo 14 de la Constitución. Antes de formular un 

pronunciamiento sobre este punto clave, es necesario -como lo han hecho tanto el recurrente 

de amparo en su escrito de demanda como, antes, el Tribunal Supremo en su sentencia aquí 

impugnada y, después, el demandado en primera instancia don José Luis de A. en su escrito 

de alegaciones- realizar algunas precisiones histórico-jurídicas acerca de lo que fue la nobleza 

y de lo que hoy significa e implica ser titular de un título nobiliario. 

2. 

En la sociedad del Antiguo Régimen las personas no tenían el mismo «status» jurídico, pues 

aquélla era una sociedad estamental, lo que significa tanto como decir que en ella no regía el 

principio de igualdad ante la ley, sino cabalmente el contrario, ya que las personas tenían más 

o menos derechos según pertenecieran o no a algunos de los estamentos privilegiados. En 

consecuencia los nobles, por el hecho de serlo, incluso los miembros de la baja nobleza, 

carentes de títulos, tenían una condición jurídica superior a la de los villanos o pecheros. 

Con la implantación del Estado liberal y de la sociedad burguesa desapareció, como afirma el 

recurrente en su demanda, la nobleza como estamento privilegiado y superior en derechos, sin 

que sea pertinente reflejar aquí el proceso legislativo a través del cual se produjo tan 

importante fenómeno. Sin embargo, en España sobrevivieron los títulos nobiliarios como una 

de tantas supervivencias feudales, esto es, como instituciones residuales de la sociedad 

anterior que se incrustan en la nueva y logran persistir en ella, bien es cierto que con un 

contenido jurídico y una función social enteramente otras y menores que las que tuvieron 

antes. Así lo demuestra el artículo 13 del Decreto XXXVIII de las Cortes Constitucionales 

del trienio liberal, de 27 de septiembre de 1820, según el cual «los títulos, prerrogativas 

de honor y cualesquiera otras preeminencias de esta clase que los poseedores actuales 

de vinculaciones disfrutan como anejas a ellas subsistirán en el mismo pie y seguirán el 

orden de sucesión prescrito en las concesiones, escrituras de fundación u otros 

documentos de su procedencia». Importa señalar que este precepto ha sido reiteradamente 

considerado por el Tribunal Supremo como base y raíz de la legislación vigente sobre títulos 

nobiliarios, que ha de entenderse restablecido por el artículo 1 de la Ley de 4 de mayo de 1948 

(RCL 1948\545y NDL 29132) y que el segundo de sus incisos subrayados fue igualmente 

restablecido por el artículo 5 del Decreto de 4 de junio de 1948 (RCL 1948\772y NDL 29133), 

con cuyo texto coincide. 

Si la nobleza existía como elemento fundamental y definitorio en la sociedad feudal, en la 

sociedad liberal burguesa la existencia de títulos nobiliarios es un hecho contingente. Por eso, 

en países que se constituyeron como tales imbuidos por la ideología ilustrada y liberal y que 

carecían de un pasado feudal los títulos nobiliarios no existen e incluso en ocasiones están 

constitucionalmente prohibidos (artículo 1, sección novena, de la Constitución de 1787: «Los 

Estados Unidos no concederán ningún título de nobleza»). En España, a pesar del Decreto de 

1820 y del notorio peso social y político de la nobleza titulada (por ejemplo en instituciones 

como el Senado), o quizá precisamente por eso, el Decreto de 25 de mayo de 1873 (firmado 

por don Estanislao Figueras como Presidente de la República y don Nicolás Salmerón como 
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Ministro de Gracia y Justicia) dispuso que no se concederían en el futuro nuevos títulos, si bien 

no se pondrían impedimentos al uso que se hiciera de los antiguos «en las relaciones privadas 

y sociales». Restablecidos de nuevo por Decreto de 25 de junio de 1874 derogatorio del 

anterior, durante la Segunda República el Decreto de 1 de junio de 1931 (RCL 1931\365) 

(aprobado y ratificado con fuerza de ley por la de 30 de diciembre de 1931) (RCL 1932\22) se 

pronunció en términos semejantes a lo dispuesto en 1873. Finalmente los ya citados textos de 

mayo y junio de 1948 restablecieron la legislación nobiliaria anterior al 14 de abril de 1931, a 

cuyo amparo los títulos continuaron existiendo, tanto los antiguos como otros de nueva 

creación. 

El legislador constituyente de 1978 pudo prohibir hacia el futuro la concesión de nuevos títulos, 

al menos de títulos hereditarios, e incluso pudo prohibir o mitigar la subsistencia de los 

antiguos. Pero lo cierto es que aunque la Constitución no los menciona, los títulos nobiliarios 

existen en sus dos formas: los antiguos y los de nueva creación. Se rehabilitan títulos antiguos 

al amparo del Real Decreto postconstitucional 602/1980, de 21 de marzo (RCL 1980\768); y 

aplicando también la legislación establecida en 1948. Se transmiten hereditariamente viejos 

títulos con arreglo a su propio orden de suceder. Se crean nuevos títulos, alguno con carácter 

vitalicio (Real Decreto 1216/1981, de 23 de junio), los más con carácter perpetuo y con 

indicación de su respectivo y variable orden sucesorio (Reales Decretos 1225 y 1226/1981, de 

24 de junio, y Real Decreto 254/1981, de 25 de febrero), y en alguna ocasión (así en el 

últimamente citado) la concesión se hace con expresa mención del artículo 62.f) de la 

Constitución, que faculta al Rey para conceder honores y distinciones con arreglo a las 

leyes. 

Así pues, el ser noble, entendiendo por tal, al menos a los efectos del recurso presente, el 

poseer un título nobiliario, es un hecho admitido por el ordenamiento jurídico actual, que 

ampara constitucionalmente su concesión por el Rey a cualquier español (artículos 62.f y 14 de 

la CE) como acto de gracia o merced en cuanto a la decisión última, pero en todo caso «con 

arreglo a las leyes»; que contiene normas sobre su rehabilitación, transmisión y caducidad, y 

que protege el uso de los títulos y persigue la usurpación o el uso de títulos por quienes no 

tengan derecho a ellos. Por consiguiente, no puede afirmarse que el hecho de ser o no ser 

noble, tener o no tener título carezca totalmente de relevancia para el ordenamiento, pues lo 

irrelevante para el derecho es aquello que éste no contempla ni regula. Y siendo un hecho 

lícito el ser noble no puede tampoco considerarse vejatorio ni contrario a derecho el que 

con efectos limitados a determinadas relaciones jurídicas privadas se exija la prueba de 

que uno mismo es noble (por ejemplo para poder ser miembro de un club o asociación 

deportiva privada) o de que lo es su cónyuge (como sucede en el caso que nos ocupa). 

El principal problema consiste en determinar cuál es el contenido jurídico de un título nobiliario, 

o, dicho de otro modo, cuáles son las consecuencias jurídicas inherentes al mismo. Aunque 

poseer un título nobiliario es, como hemos visto, un hecho lícito y compatible con la 

Constitución, su contenido jurídico se agota en el derecho a adquirirlo, a usarlo y a protegerlo 

frente a terceros de modo semejante a lo que sucede con el derecho al nombre. Desde 1820 
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un título nobiliario es -y no es más que eso- una preeminencia o prerrogativa de honor, y 

por eso se entiende «nemine discrepante» que su concesión corresponde al Rey como 

uno de esos «honores» a que se refiere el artículo 62.f) de la Constitución. Pero en el uso 

del título adquirido por concesión directa o por vía sucesoria agota el título su contenido 

jurídico, y no es, como en el Antiguo Régimen, signo definitorio de un «status» o condición 

jurídica estamental y privilegiada. Su esencia o consistencia jurídica se agota en su existencia. 

Mas no por ello es irrelevante para el derecho. Precisamente por no serlo, éste puede y debe 

controlar la legalidad y aun la constitucionalidad de determinados aspectos de las nuevas 

concesiones («con arreglo a las leyes»), de las transmisiones, de las rehabilitaciones o del uso 

de las mismas, pues lo constitucionalmente inadmisible es que el hecho diferencial (tener título 

o no tenerlo) se convierta en ningún caso en hecho discriminatorio. 

3. 

Lo que acabamos de exponer permite y obliga a examinar la constitucionalidad o 

inconstitucionalidad de la condición de casar con noble, siempre limitándonos al caso presente 

y en sus precisos términos. 

En él este Tribunal ha de considerar como cuestión inamovible, pues así lo ha decidido el 

Tribunal Supremo, la aplicación de la condición de 1733 al orden sucesorio del título de 

Marqués de Cartagena. Lo que hemos de decidir es si la adquisición por vía hereditaria de ese 

título puede con arreglo a la Constitución someterse a la Condición de casar con noble por ser 

ésta o no discriminatoria y contraria al artículo 14 de la Constitución. 

El casar o no con persona noble no puede afectar en modo alguno a la dignidad de las 

personas, ni tiene sentido en nuestro tiempo y bajo la Constitución de 1978 afirmar, como se 

hace en la condición de 1733, que quien no casa con persona notoriamente noble es o está 

«mal casado». La mentalidad nobiliaria no puede mantener hoy su axiología como un sistema 

referencial socialmente dominante, pues ya no lo es, ni en todo caso compatible con la 

Constitución, pues aseveraciones como esa van contra la idea de igualdad, proclamada por el 

artículo 1 de nuestra Constitución como uno de los valores superiores del ordenamiento. No se 

es más o menos bueno o malo, digno o indigno por el hecho de casar con noble, siendo como 

son igualmente dignas todas las personas (artículo 10 de la CE). 

Pero de ahí no se puede inferir que a la hora de condicionar la adquisición por vía hereditaria 

de un título nobiliario haya de considerarse como discriminatorio e inconstitucional el hecho de 

casar con noble, pues en fin de cuentas son de la misma índole el hecho condicionante y el 

condicionado y tan anacrónico y residual es aquél como éste, pero no siendo inconstitucional el 

título nobiliario no puede serlo supeditar su adquisición por vía sucesoria al hecho de casar con 

noble. Esta condición podría ser ilícita (aunque no es necesario que nos pronunciemos ahora al 

respecto) como condición para heredar, y, desde luego, si a ella se quisiera vincular el 

nacimiento o el ejercicio de un derecho público subjetivo habría que tenerla como nula o no 

puesta, y ésta (dejando al margen los problemas de admisión) habría de ser nuestra resolución 

si, como se dice en la demanda, un título nobiliario conservará su naturaleza de «función 

pública» en el sentido del artículo 23.2 de la Constitución. Pero como esta afirmación es 
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insostenible por lo ya expuesto al analizar el contenido jurídico de los títulos, es evidente que 

en el caso presente al cumplimiento de la condición no se subordina la adquisición ni el 

ejercicio directa o indirectamente de ningún derecho fundamental o libertad pública. En el caso 

que se debate la condición no es contraria, por discriminatoria, al artículo 14, porque de 

otorgarse el amparo resultaría la insalvable contradicción lógica de ser la nobleza causa 

discriminatoria y, por ende, inconstitucional a la hora de valorar la condición para adquirir el 

título, pero no a la hora de valorar la existencia misma y la constitucionalidad del título nobiliario 

en cuestión. 

FALLO 

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE 

CONFIERE LA CONSTITUCION DE LA NACION ESPAÑOLA, 

Ha decidido: 

Denegar el amparo solicitado por don Juan C. y J. 

Publíquese en el «Boletín Oficial del Estado». 

Madrid, 24 de mayo de 1982.-Jerónimo Arozamena Sierra.-Francisco Rubio Llorente.-Luis 

Díez-Picazo, Francisco Tomás y Valiente.-Plácido Fernández Viagas.-Antonio Truyol Serra.-

Firmados y rubricados. 
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Tribunal Constitucional (Sala Segunda) 

Sentencia núm. 68/1985 de 27 mayo RTC 1985\68 

RECURSO DE AMPARO CONSTITUCIONAL: Resoluciones de la Jefatura del Estado de 12-9-

1974 y del Ministerio de Justicia de 22-9-1980 y, en cuanto las confirman, las Sentencias de la 

Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional de 13-5-1983 y de la Sala 

Cuarta del Tribunal Supremo de 18-6-1984, en relación con autorización para alterar orden 

sucesorio original en título nobiliario: acto de naturaleza discrecional o graciable que agotó sus 

efectos con la designación de sucesor realizada con anterioridad a la Constitución; Tutela 

efectiva de Jueces y Tribunales: denegación del amparo. DERECHO FUNDAMENTAL A 

OBTENER LA TUTELA EFECTIVA DE JUECES Y TRIBUNALES: Actos de naturaleza 

discrecional o graciable: títulos nobiliarios: resoluciones judiciales calificando el acto como de 

naturaleza discrecional o graciable no fiscalizable en vía contencioso-administrativa: no impide 

el planteamiento entre partes privadas y ante la jurisdicción civil ordinaria de un eventual 

proceso respecto al mejor derecho a suceder en el título nobiliario: vulneración 

inexistente.TÍTULOS NOBILIARIOS: derechos sucesorios: autorización para la modificación de 

los mismos: trámite de audiencia: omisión: las exigencias del art. 24 no son trasladables sin 

más a toda tramitación administrativa; indefensión: inexistencia. 

Jurisdicción: Constitucional 

Recurso de Amparo núm. 618/1984 

Ponente: Don Francisco Tomás y Valiente 

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por don Jerónimo Arozamena Sierra, 

Presidente, y don Francisco Rubio Llorente, don Luis Díez-Picazo y Ponce de León, don 

Francisco Tomás y valiente, don Antonio Truyol Serra y don Francisco Pera Verdaguer, 

Magistrados, ha pronunciado 

EN NOMBRE DEL REY 

la siguiente 

SENTENCIA 

En el recurso de amparo núm. 618/1984, interpuesto por el Procurador de los Tribunales don 

Rafael Ortiz de Solórzano y Arbex, asistido por el Letrado señor Garrido Falla, en nombre de 

doña María Pilar D. y A., contra resolución de la Jefatura del Estado de 12 de septiembre de 

1974, contra resolución del Ministerio de Justicia de 22 de septiembre de 1980, y, en cuanto las 

confirman, las sentencias de la Audiencia Nacional (Sala de lo Contencioso-Administrativo) de 

13 de mayo de 1983, y de la Sala Cuarta del Tribunal Supremo de 18 de junio de 1984 (RJ 

1984\4631). 

En el presente recurso de amparo ha sido parte, como codemandado, don Pedro D. H., 

representado por el Procurador don Julián Zapata Díaz y el Fiscal General del Estado, ha sido 

ponente el Magistrado don Francisco Tomás y Valiente, quien expresa el parecer de la Sala. 

I. ANTECEDENTES 
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Primero.-El 6 de agosto de 1984, doña María del Pilar D. y A., debidamente asistida y 

representada, interpuso ante este Tribunal recurso de amparo contra la Sentencia de la Sala 

Cuarta del Tribunal Supremo de 18 de junio de 1984 (que, según declara, le fue notificada el 11 

de julio), contra la Sentencia de la Audiencia Nacional de 13 de mayo de 1983 confirmada por 

aquélla, y contra las resoluciones administrativas impugnadas ante la Audiencia Nacional en 

recurso contencioso-administrativo desestimado por la Sentencia citada, que son la resolución 

de la Jefatura del Estado de 12 de septiembre de 1974 y la resolución del Ministerio de Justicia 

de 22 de septiembre de 1980 que consideró improcedente, y como tal lo desestimó, el recurso 

de reposición interpuesto contra la anterior resolución. 

Como consta en la demanda, el objeto de la impugnación es doble. En primer lugar se 

impugnan, como actos incursos en el art. 43.1 de la L. O. T. C. (RCL 1979\2383), las dos 

resoluciones de 12 de septiembre de 1974 y 22 de septiembre de 1980, impugnación que 

abarca también a las dos Sentencias en cuanto vinieron a confirmarlas. Además 

«alternativamente, y para en su caso, se dirige el presente recurso directamente contra las 

propias Sentencias mencionadas», recurso en este supuesto englobado en los del artículo 44 

de la L.O.T.C. En todos los casos se considera infringido el ordenamiento constitucional y en 

especial el art. 24 C.E. (RCL 1978\2836). 

Segundo.-Los hechos en que se basa la petición de amparo, tal como se deducen de la 

demanda, son los siguientes. Don Pedro D. R., segundo marqués de D., en instancia de 26 de 

marzo de 1974 pidió al anterior Jefe del Estado que se dignara «ejercitar la gracia de 

autorizarle para designar sucesor en el Título de marqués de D. D.... con alteración del orden 

sucesorio original, en perjuicio de tercero...», solicitud que fue resuelta en sentido favorable 

mediante Decreto de 12 de septiembre de 1974, «a propuesta del Ministerio de Justicia». Don 

Pedro D. R. otorgó testamento el 1 de octubre de 1974, designando como sucesor del Título a 

su sobrino Don Pedro D. H... A la muerte de don Pedro D. R., ocurrida el 17 de febrero de 1979 

la hoy recurrente en amparo acudió a la sucesión del título y al enterarse de la resolución de 12 

de septiembre de 1974, interpuso contra el citado Decreto recurso de reposición que fue 

desestimado con el argumento de que la resolución impugnada constituía un acto discrecional 

y graciable que sólo podría impugnarse por defectos de forma. El subsiguiente recurso 

contencioso-administrativo fue desestimado por la Audiencia Nacional, en Sentencia de 13 

de mayo de 1983, por tratarse de un acto discrecional y graciable que no era «susceptible de 

impugnación por los cauces de esta jurisdicción contencioso-administrativa», es decir, porque 

«no es acto de la Administración ... así como tampoco acto sujeto a revisión jurisdiccional en 

esta vía». Esta misma línea argumental reaparece en la Sentencia del Tribunal Supremo, ahora 

impugnada, en la que se desestimó el recurso de apelación contra la de la Audiencia, 

añadiendo el Tribunal Supremo que por ser el acto graciable es difícilmente sostenible la 

infracción de trámite como también lo es el pretender que sea necesario el consentimiento o la 

audiencia de los perjudicados por el cambio en el orden sucesorio original en cuanto 

interesados o afectados. 
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Según la demanda de amparo los preceptos constitucionales infringidos son el art. 24.1 C.E., 

en cuanto que garantiza el derecho fundamental a obtener una tutela judicial efectiva; y el 

mismo art. 24.1 C.E., en cuanto que garantiza que no pueda producirse indefensión. En el 

primer sentido entiende la demandante que la denegación de justicia se ha producido porque 

las Sentencias de la Audiencia Nacional y del Tribunal Supremo no consideran como propia de 

la jurisdicción contencioso-administrativa la revisión de estos actos, y aunque tratan de remitir a 

la jurisdicción civil, es claro que entre las cuestiones absolutamente ajenas a ella se encuentran 

las relativas a la fiscalización de los actos emanados de los poderes públicos. Por lo que 

respecta a la indefensión, ésta se ha producido al no haberse dado audiencia al tercero 

perjudicado (esto es, a la hoy demandante del amparo) en la tramitación del acto graciable. 

Entiende la recurrente que es innegable que el anterior Jefe del Estado y el actual Monarca 

tenía y tiene facultades discrecionales para alterar el orden regular de sucesión de los títulos 

nobiliarios; pero siempre que esta alteración perjudique a terceros «es un derecho fundamental 

de este tercero que garantiza la Constitución, el ser previamente oído». 

El suplico de la demanda contiene tres pedimentos: a) la declaración de nulidad del Decreto de 

12 de septiembre de 1974, de la Orden Ministerial (Justicia) de 22 de septiembre de 1980, de la 

Sentencia de la Audiencia Nacional de 13 de mayo de 1983 y de la Sentencia del Tribunal 

Supremo de 18 de junio de 1984 (Sala Cuarta); b) alternativamente, la nulidad de estas dos 

Sentencias; c) «en cualquier caso, el reconocimiento del derecho de mi mandante al trámite de 

audiencia ante la Jefatura del Estado», como requisito previo para la firmeza de cualquier 

decisión suya autorizando la alteración en el orden de suceder del Título de marquesado de D.. 

Tercero.-La Sección Cuarta, por providencia de 3 de octubre de 1984, abrió el trámite del 

artículo 50 de la LOTC para resolver sobre la posible concurrencia de la causa de admisibilidad 

del 50.2.B, LOTC. Tras las correspondientes alegaciones de la parte demandante y del Fiscal 

ante el Tribunal Constitucional, la misma Sección, por providencia de 14 de noviembre, acordó 

la admisión a trámite del recurso, así como también que se dirigiera atenta comunicación a la 

Audiencia Nacional para que remitiera las actuaciones del recurso contencioso-

administrativo número 21.695, interpuesto por doña María del Pilar D. y A., así como la 

Sentencia de la Sala Cuarta del Tribunal Supremo, resolviendo el recurso de apelación 83.909 

y el correspondiente expediente o certificación o fotocopia adverada del mismo. 

Recibidas las actuaciones judiciales, la Sección, por providencia de 12 de diciembre, acordó 

acusar recibo a la Audiencia Nacional, interesar del Ministerio de Justicia la remisión del 

expediente y emplazar al Procurador don Julián Zapata Díaz, que representó a don Pedro D. H. 

en el recurso seguido ante la Audiencia Nacional, para que en el plazo de diez días pudiera 

comparecer ante este Tribunal, comparecencia que, en efecto se produjo por escrito de 29 de 

diciembre acompañado del correspondiente poder. Asimismo se recibió la documentación 

interesada al Ministerio de Justicia, a quien se acordó acusar recibo por providencia de 30 de 

enero de 1985, en la cual se tuvo por personado y parte a don Pedro D. H., así como también 

se acordó en ella poner de manifiesto toda la documentación recibida al Ministerio Fiscal y a las 

partes para las alegaciones previstas en el artículo 52.1 de nuestra Ley orgánica. 
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Cuarto.-En su escrito de alegaciones, la parte actora comienza por reproducir en sus primeros 

cuatro folios otros tantos de la demanda inicial, para añadir (páginas 8 y 9) algunas 

consideraciones respecto al «hipotético argumento» de que no ha habido denegación de 

justicia puesto que las dos Sentencias han desestimado los dos recursos sustanciados en 

ambas instancias, pues, a su juicio, prescindiendo de argumentos puramente «verbalistas», 

está claro que la jurisdicción contencioso-administrativa «ha partido de su propia incompetencia 

para conocer del tema planteado». Siguen unas extensas consideraciones (tres folios) sobre 

los presupuestos procesales y las razones en favor de la admisión del recurso, folios casi 

idénticos a los iniciales de la demanda. Copia de nuevo la argumentación de su demanda a 

propósito de la supuesta vulneración por denegación de justicia, a la que añade un único 

párrafo en el que asevera que la habilidad dialéctica de la contraparte en los anteriores 

procesos no debe servir de base para construir un nuevo «jardín privado de la Corona» 

después de la Constitución. Tras reproducir literalmente su argumentación inicial sobre la 

infracción del art. 24.1 por indefensión, termina su escrito con una reflexión sobre cómo el art. 

9.1 C.E. impide la existencia de actos exentos de fiscalización. Finalmente se reitera el suplico 

de la demanda. 

El Fiscal ante el Tribunal Constitucional altera en su escrito de alegaciones las dirigidas contra 

cada una de las supuestas violaciones de derechos fundamentales, comenzando por rebatir la 

indefensión que se imputa a las resoluciones administrativas. A su juicio los derechos del 

artículo 24 C.E. están referidos a la actuación judicial, por lo que la afirmación de la demanda 

de que no oír a los interesados en los actos de gracia, actuación evidentemente no judicial, 

desconoce los derechos del 24.1 C.E., es ir contra el texto de este precepto y contra la 

interpretación que reiteradamente le ha dado el Tribunal Constitucional. Seguidamente el Fiscal 

pasa a examinar si las Sentencias impugnadas han incurrido en denegación de justicia. Alega a 

tal efecto que la Sentencia de Audiencia, la única que importa, pues la del Tribunal Supremo se 

limitó a confirmarla, desestimó el recurso contencioso-administrativo, y no lo inadmitió como 

repite la parte actora, como por lo demás se lee sin duda en el fallo, y se desprende del 

considerando primero en el que se analiza el fondo de la cuestión con razones y con cita de la 

legalidad aplicable. Ocurre que en este caso «el examen del fondo conduce a la exclusión del 

recurso por tratarse de materia no sujeta al Derecho Administrativo», pero no hay una 

encubierta inadmisión, sino una resolución desestimatoria y razonada del fondo del asunto. 

Siendo así, es evidente que no ha habido lesión del derecho a obtener la tutela judicial efectiva. 

Por todo ello, el Fiscal pide la desestimación del recurso. 

La representación de don Pedro D. H. comienza por plantear un problema de admisibilidad que 

en este momento se convertiría en causa de desestimación. A su modo de ver la demanda es 

extemporánea, pues siendo el último día hábil para interponer el recurso de amparo el sábado 

4 de agosto, se presentó la demanda en el Registro del Tribunal el día 6, y aunque el 

recurrente afirma que la causa fue el encontrarse cerrado el Registro el sábado 4, lo cierto es 

que ni presentó su demanda en el Juzgado de Guardia ni aporta prueba de que el Registro 

estuviera cerrado. Por todo ello y como quiera que la responsabilidad por haber esperado al 
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último día hábil es de la representación del recurrente, éste debe sufrir las consecuencias de la 

extemporaneidad, pues «vigilantibus non domientibus iura sucurrunt». No obstante analiza las 

dos pretensiones contenidas en la demanda, se opone a ellas y pide la desestimación del 

recurso. Frente a la pretensión de violación del art. 24.1 por denegación de justicia, sostiene 

principalmente: a) que para que tal denegación se hubiera producido habría sido necesario que 

la jurisdicción contencioso-administrativa se hubiera declarado incompetente, y que también, y 

después, la jurisdicción civil ordinaria se hubiese negado a resolver la cuestión del mejor 

derecho a suceder de la demandante frente al designado sucesor, pero tal conflicto 

jurisdiccional negativo no se ha producido; b) los actos regios (antes, del Jefe del Estado) de 

concesión de mercedes no son actos de la Administración, no están sujetos al Derecho 

Administrativo y no están intra sino extra muros de la jurisdicción contencioso-administrativa; c) 

en consecuencia las dos Sentencias ahora impugnadas respondieron a una aplicación 

razonable y ponderada del art. 1.1 de la L.J.C.A. (RCL 1956\1890y NDL 18435), en nada 

contrario al art. 24 de la Constitución. A propósito de la segunda infracción constitucional 

denunciada, la representación de la parte demandada en los anteriores recursos afirma que 

tampoco se ha cometido indefensión «por no haberse dado audiencia a la recurrente antes de 

dictar el Decreto de 12 de septiembre de 1974», y ello por las siguientes y principales razones: 

a) Porque el acto que así se impugna es preconstitucional y había agotado sus efectos al 

realizarse la designación, esto es, al producirse el acto autorizado en el testamento abierto de 

22 de octubre de 1974, declarado subsistente por otro de 26 de marzo de 1975, todos ellos 

actos anteriores a la Constitución: b) Aun omitiendo la argumentación anterior, tampoco habría 

violación del artículo 24 por haberse omitido la audiencia en un procedimiento administrativo, 

pues en éstos (salvo los sancionatorios) la omisión de audiencia sería vicio de legalidad, pero 

no infracción del artículo 24.1 C.E.; c) Pero es que tampoco estamos ante un procedimiento 

administrativo, porque la autorización para designar sucesor en un título nobiliario con 

alteración del orden de suceder original no es un acto administrativo. En consecuencia, la 

recurrente carecía de todo derecho, y menos de un derecho constitucional a ser oída por el 

Jefe del Estado, si bien nada le hubiera impedido impugnar ante la jurisdicción civil la 

designación del sucesor, lo que, por cierto, no hizo. Concluye su escrito de alegaciones 

pidiendo la desestimación del recurso. 

Quinto.-Por providencia de 13 de marzo de 1985 se señaló para deliberación y votación del 

recurso el día 22 de mayo siguiente. 

II. FUNDAMENTOS JURIDICOS 

1. 

Aunque en el trámite de admisibilidad del art. 50 de la Sección Cuarta no examinó la posible 

concurrencia de la extemporaneidad (art. 50.1.b en relación con el 44.2 L. O. T. C. o incluso 

también con el 43.2 L.O.T.C., pues el plazo es el mismo y el «dies a quo» también), en el 

trámite de alegaciones del art. 52.1 L. O. T. C. la representación de don Pedro D. H. la ha 

traído al proceso, sosteniendo que por extemporánea la demanda debió ser declarada 

inadmisible, causa de inadmisión que, de ser ahora apreciada, se convertiría en causa de 
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desestimación. Es necesario, pues, que comencemos por examinar si concurre o no la 

extemporaneidad invocada. 

El último día hábil contando el plazo a partir del día siguiente a la notificación de la Sentencia 

del Tribunal Supremo de 18 de junio de 1984 (notificada el 11 de julio) fue el 4 de agosto. El 

recurso sin embargo tuvo entrada en el Registro General de este Tribunal el lunes 6 de agosto 

y no el sábado día 4 y de ahí toma pie la representación de don Pedro D. H. para denunciar la 

extemporaneidad, aunque reconociendo que el principio del «favor actionis» puede llevar a 

justificar que las dudas de admisibilidad se resuelvan a favor del actor. Es lo cierto que el 

sábado 4 de agosto, como afirma la parte demandante, que no necesita aportar pruebas a este 

Tribunal de un hecho de su funcionamiento interno que en cuanto tal nos consta, el Registro 

General permaneció cerrado de acuerdo con las normas previstas por este Tribunal y 

publicadas el 2 de julio de 1982 («Boletín Oficial del Estado» número 157/1982) (RCL 

1982\1757), según las cuales «durante el período de vacaciones continuará abierto el Registro 

General del T.C. desde el lunes al viernes, ambos inclusive, desde las nueve treinta a las trece 

treinta horas» (Acuerdo de 15 de junio de 1982, «Boletín Oficial del Estado» citado, página 

18069) (RCL 1982\1757). Ante este hecho, siempre cabe presentar el recurso en el Juzgado de 

Guardia, como afirma quien pide el reconocimiento de la extemporaneidad. Pero el 

representante de la parte actora, en escrito fechado a 6 de agosto que presentó como adjunto 

a la demanda, afirma que lo intentó y que se le negó «su recepción (la del recurso) en el 

Juzgado de Guardia del citado día (el 4 de agosto) pese a indicarse que el plazo de 

interposición vencía el repetido día 4 de agosto». Como el recurrente presentó en este Tribunal 

el recurso el lunes 6 de agosto a primera hora de la mañana acompañado del aludido escrito 

explicativo, este Tribunal entendió y entiende que, aunque con un rigor estricto hubiera podido 

imputarse al recurrente el desconocimiento del Acuerdo citado hecho público en su día; y 

aunque la denegación por él denunciada no haya sido sometida a prueba, más allá de su 

propia afirmación tampoco carente de valor, la diligencia observada por la demandante tras el 

doble incidente para ella sorprendente del día 4 de agosto, y el mismo principio «pro actione» 

citado a este respecto, permiten admitir la demanda, haciendo prevalecer no sólo el interés 

privado de la parte actora, sino el más general inherente a todo proceso en que se dilucidan 

cuestiones relativas a derechos fundamentales, frente a una rígida interpretación de la norma 

(arts. 43.2 y 44.2 L.O.T.C.), que sin duda hubiera podido ser tachada de formalista en el 

sentido peyorativo de la expresión. En consecuencia la Sala no aprecia la extemporaneidad. 

2. 

Como observa el Fiscal en su escrito de alegaciones «nos hallamos ante un recurso de los 

llamados mixtos», porque en él se impugnan resoluciones administrativas «lato sensu» 

encuadrables, como expresamente se dice en la demanda, entre los actos incluidos en el art. 

43.1 L.O.T.C., y otras de naturaleza inequívocamente judiciales, insertas en el art. 44.1 

L.O.T.C. Ocurre además que si esos actos constituyen lo que en la demanda (y en el escrito de 

alegaciones, en esto como en casi todo repetición literal de aquélla) se denomina el objeto de 

la impugnación, que es así doble, también son dos las pretensiones que se interponen en la 
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demanda distintas entre sí en función de su respectiva «causa petendi». En efecto, en ella (y 

reiteradamente en el escrito posterior) se pide la nulidad del Decreto de 12 de septiembre de 

1974 y de la Orden del Ministerio de Justicia de 22 de septiembre de 1980 por no haberse dado 

audiencia en aquellos «procedimientos administrativos» a la parte demandante del amparo, 

quien entiende que tal omisión de audiencia le produjo indefensión con lesión de su derecho 

garantizado por el art. 24.1 de la Constitución. Además, o quizás fuera mejor decir 

alternativamente, se pide la nulidad de las Sentencias citadas de la Audiencia Nacional y del 

Tribunal Supremo por supuesta denegación de tutela judicial (art. 24.1 C.E.). Aunque en el 

epígrafe de la demanda dedicado al objeto de la impugnación se precisa en primer lugar la 

impugnación contra las resoluciones administrativas causantes de indefensión y se menciona 

como alternativa la impugnación contra las Sentencias, después, bajo el epígrafe «preceptos 

constitucionales infringidos», se desarrolla primero la pretensión por violación del derecho a 

una tutela judicial efectiva, y, después la pretensión por indefensión sufrida en los «procesos 

administrativos» terminados con las resoluciones de 12 de septiembre de 1974 y 22 de 

septiembre de 1980. Este cambio de orden no parece relevante, pues entra dentro de la libre 

construcción de la demanda, pero no está de más identificar expresamente aquí la supuesta 

violación de la tutela judicial con las dos Sentencias judiciales, y la supuesta indefensión por 

omisión de audiencia sólo con las dos «resoluciones administrativas» y no también con las 

Sentencias, como podría darlo a entender el punto C) del suplico de la demanda en el que se 

pide en cualquier caso, el reconocimiento de su derecho al trámite de audiencia ante el Jefe del 

Estado, derecho que, de existir, sólo guardaría relación, como es obvio, con la pretensión 

relativa a los actos impugnados por la vía del art. 43 L.O.T.C. 

Examinaremos en primer lugar si se da la violación de la tutela judicial efectiva, y después si 

concurre la indefensión por falta de audiencia. 

3. 

La demandante entiende que las dos sentencias, al afirmar la falta de fiscalización 

jurisdiccional del Decreto de 12 de septiembre de 1974, incurren en denegación de tutela 

judicial, y ello a pesar de que «por razones que no alcanzamos a descubrir» en el fallo no se 

declara la inadmisibilidad sino la desestimación de los recursos. Esa decisión de inadmisión 

encubierta no se remediaría con acudir a la jurisdicción civil, pues ésta no es competente para 

el control o declaración de ineficacia de un acto del Rey, sino sólo para resolver sobre la 

preferencia del mejor derecho sucesorio. Esta es en esencia la argumentación de la parte 

actora, con base en la cual en modo alguno puede apreciarse vulneración de su derecho a una 

tutela judicial efectiva. 

Aunque se trata de presentar una y otra Sentencias como resoluciones de admisibilidad en la 

que sólo se aprecia la falta de competencia, no cabe duda de que nos encontramos ante dos 

resoluciones sobre el fondo del asunto, lo cual es particularmente claro respecto a la Sentencia 

de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional que sería la causante de 

la falta de tutela, puesto que la Sentencia del Tribunal Supremo vendría a confirmar un fallo 

constitutivo de tal lesión. La Sentencia de la Audiencia Nacional de 13 de mayo de 1983 
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analiza en su primer considerando la naturaleza del acto del Jefe del Estado en el Decreto de 

12 de septiembre de 1974; lo califica, después de razonar sobre la legalidad aplicable, como 

acto discrecional y graciable, infiere de ahí que en cuanto tal el acto y el procedimiento por el 

que se llegó a él participan de una «naturaleza especial excluida de las normas de la Ley 

de Procedimiento Administrativo»; finalmente, en el considerando segundo extrae, siempre 

de forma razonada, la conclusión de que el acto discutido «no es acto de la Administración con 

personalidad jurídica única», no está incluido entre los actos del art. 1 de la L.J.C.A., y en 

consecuencia no es «tampoco acto sujeto a la revisión jurisdiccional en esta vía» contencioso-

administrativa. El razonamiento y la resolución del órgano judicial versan sobre el fondo del 

problema, pues consisten en una calificación del acto discutido y en la declaración de su no 

sometimiento a la jurisdicción contencioso-administrativa. Algo muy semejante podría 

decirse respecto a la Sentencia del Tribunal Supremo de 18 de junio de 1984 en la que además 

de reiterar argumentos de la Sentencia apelada, el Tribunal afirma que entiende hallarse «ante 

una materia enteramente graciable, de creación modificativa directa, en la que propiamente 

no existe en este supuesto procedimiento reglado y de obligada observancia». En suma: no 

hay una simulada solución de admisibilidad, sino dos resoluciones de fondo razonadas por 

extenso, con interpretación expresa de la legalidad aplicable. Y no hay tampoco nada que 

pudiera ser o haber sido el comienzo de un conflicto jurisdiccional, puesto que lo que ambos 

órganos judiciales sostienen es no tanto que ellos no pueden controlar el acto en cuestión, sino 

que el acto por su naturaleza discrecional o graciable no es controlable, lo cual es sin duda 

compatible con el planteamiento entre partes privadas y ante la jurisdicción civil ordinaria de un 

eventual proceso respecto al mejor derecho a suceder en el título nobiliario, proceso en el que 

la cuestión a discutir ya no sería el acto del Jefe del Estado de 12 de septiembre de 1974, sino 

la prevalencia o no de ese título respecto al del sucesor con arreglo al orden sucesorio 

originario. Ni hay nada que decir aquí y ahora en materia de conflictos jurisdiccionales 

negativos; ni hay sentencias «verbalistas» y desestimatorias, sino dos reales y verdaderos 

pronunciamientos de desestimación sobre el fondo de la pretensión planteada en el ámbito de 

la legalidad; ni hay desde la perspectiva de la constitucionalidad violación alguna del derecho a 

una tutela judicial efectiva, que ha sido cumplidamente respetado y satisfecho por las dos 

Sentencias impugnadas, que hay que calificar de impecables desde el punto de vista del 

derecho fundamental a una tutela judicial efectiva tal y como este Tribunal lo viene 

reiteradamente interpretando. 

4. 

Respecto a la pretendida infracción constitucional por indefensión, nuestro pronunciamiento ha 

de ser por fuerza desestimatorio, pues a ello obligan las siguientes razones. La violación se 

imputa no a un acto del actual Jefe del Estado (y conviene quizá señalar que el art. 43.1 

L.O.T.C. ahora en juego no menciona entre los impugnables por esa vía los actos del Rey), 

sino a un acto del anterior Jefe del Estado, su Decreto de 12 de septiembre de 1974. Ahora 

bien, ese Decreto sólo podría impugnarse en amparo constitucional si no hubiera agotado sus 

efectos a la entrada en vigor de la Constitución (Disposición transitoria segunda, 1 de la 
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L.O.T.C.). El acto del anterior Jefe del Estado era un acto autorizado dirigido a quien se lo 

había solicitado y permitía a éste, don Pedro D. R., alterar en perjuicio de tercero el orden 

sucesorio originario del Marquesado de D. Como bien dice el representante procesal de don 

Pedro D. H. el acto autorizatorio del anterior Jefe del Estado agotó sus efectos al realizarse la 

designación del sucesor, lo que tuvo lugar por una primera designación y otras posteriores 

confirmatorias, todas en 1974 y 1975, anteriores, pues, a la Constitución. Ahí y entonces agotó 

el Decreto de 12 de septiembre de 1974 sus efectos con independencia de que la muerte del 

anterior marques y, por tanto, la apertura de la sucesión, se produjeran ya vigente la 

Constitución, pues de otro modo el acto en cuestión sería a estos efectos perpetuo. Por 

consiguiente ni el Decreto de 12 de septiembre de 1974 ni la Orden del Ministerio de Justicia 

de 22 de septiembre de 1980 meramente confirmatoria de una cuestión de legalidad 

preconstitucional son impugnables en amparo por violación de derechos fundamentales. 

Pero es que aun admitiendo la posibilidad de impugnar la resolución del Ministerio de Justicia, 

y analizando si respecto a ella cabe apreciar indefensión por omisión de audiencia del 

perjudicado, el resultado de nuestro razonamiento es también denegatorio. La orden de 22 de 

septiembre de 1980 considera que el Decreto de 12 de septiembre de 1974, en cuanto acto 

graciable no es susceptible de control jurisdiccional contencioso-administrativo por lo 

que el recurso de reposición, previo a aquél, es improcedente. La falta de audiencia del 

perjudicado cometida en el trámite previo al Decreto de 12 de septiembre de 1974 no fue 

invocada en el recurso de reposición que sólo impugnaba el Decreto porque la recurrente 

entendía que vulneraba el llamamiento legal que sostiene asistirle como sucesora preferente. 

La falta de audiencia no se puede imputar como cometida en el trámite mismo del recurso de 

reposición; ni lo denuncia así la recurrente, ni si se hubiera producido habría constituido una 

infracción susceptible de amparo, sino acaso sólo contraria al art. 105.c de la Constitución, 

donde sólo se exige la audiencia, «cuando proceda» (y aquí legalmente no procede), 

pues las exigencias del art. 24 no son trasladables sin más a toda tramitación 

administrativa. No ha habido, pues, indefensión ni falta de audiencia debida, ni en la fase 

jurisdiccional ni en la fase administrativa en un momento o trámite en que fuera 

constitucionalmente exigible. 

5. 

La parte actora, tanto en su demanda como en uno de los poquísimos pasajes de su escrito de 

alegaciones en los que añade algo nuevo, trata de trasladar «post Constitutionem» la 

indefensión derivada de la inexistencia de previsión legal de un trámite de audiencia al 

perjudicado antes de que el Rey pueda realizar algún acto de gracia que implique perjuicios a 

terceros; y la representación en este proceso don Pedro D. H. aceptó el planteamiento del 

problema, aunque sólo «a efectos dialécticos», para resolverlo en el sentido de que tampoco 

después de la Constitución se cometería infracción por indefensión en el supuesto de que el 

acto del Decreto de 12 de septiembre de 1974 hubiese sido realizado ahora por el Rey. Aunque 

la cortesía procesal aconseja que este Tribunal no guarde silencio ante las extensas 

alegaciones de las partes, poco es lo que puede y debe decir al respecto. 
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Ni en este proceso constitucional ni en las fases previas al mismo se ha impugnado acto 

alguno del actual Jefe del Estado de los enmarcables en el art. 62.f de la Constitución 

cuando establece que corresponde al Rey «conceder honores y distinciones con arreglo 

a las leyes». 

Por consiguiente este Tribunal no puede pronunciarse sobre meras hipótesis o sobre 

alegaciones que sólo contienen supuestos de hechos no producidos, porque el proceso 

constitucional de amparo sólo puede tener como objeto actos realmente producidos e 

imputados a alguno de los poderes públicos a los que se refieren los arts. 41.2 y siguientes de 

nuestra Ley orgánica. 

FALLO 

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE 

CONFIERE LA CONSTITUCION DE LA NACION ESPAÑOLA, 

Ha decidido: 

Denegar el amparo solicitado por doña María del Pilar D. y A.. 

Madrid, 27 de mayo de 1985.-Firmado: Jerónimo Arozamena Sierra.-Francisco Rubio Llorente.-

Luis Díez-Picazo y Ponce de León.-Francisco Tomás y Valiente.-Antonio Truyol Serra.-

Francisco Pera Verdaguer.-Rubricados. 
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Tribunal Constitucional (Sala Primera) 

Sentencia núm. 97/1986 de 10 julio RTC 1986\97 

RECURSO DE AMPARO CONTRA AUTO DE 18-4-1985 DE LA SALA PRIMERA DEL TS, 

DECLARANDO NO HABER LUGAR A LA ADMISIÓN DEL RECURSO DE CASACIÓN 

CONTRA SENTENCIA DE 1-6-1984 DE LA SALA SEGUNDA DE LO CIVIL DE LA AUDIENCIA 

TERRITORIAL DE MADRID EN BASE A LA DISPOSICIÓN TRANSITORIA SEGUNDA DE LA 

LEY 34/1984, DE 6-8-1984, DE REFORMA DE LA LECIV, POR NO HABERSE ACOMODADO 

TAL RECURSO A LAS NORMAS DE PROCEDIMIENTO VIGENTES AL TIEMPO DE SU 

ANUNCIO O PREPARACIÓN; IMPERFECTO O ERRÓNEO CUMPLIMIENTO DE LOS 

REQUISITOS DEL ART. 1720 DE LA LECIV, QUE SE PODÍA HABER SUBSANADO CON 

UNA INTERPRETACIÓN SENCILLA Y SEGURA DEL TRIBUNAL: vulneración del derecho 

fundamental a obtener la tutela efectiva de Jueces y Tribunales: existencia: medida 

desproporcionada al declarar con excesivo rigor la inadmisión del recurso: otorgamiento del 

amparo. 

RECURSO DE AMPARO CONSTITUCIONAL: Ambito: Presunta violación del art. 9 de la CE: 

no susceptible de ser denunciada y protegida a través del recurso de amparo. 

PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA: Vulneración inexistente: Aplicación de una norma 

legal ya derogada: inexistencia: no se trata de una norma derogada la aplicada por el TS, sino 

de unas disposiciones transitorias de la nueva Ley que niegan irretroactividad a la misma y 

DERECHO FUNDAMENTAL A OBTENER LA TUTELA EFECTIVA DE JUECES Y 

TRIBUNALES: Alcance; Contenido; Derecho a obtener una resolución fundada en Derecho: 

Podrá ser de inadmisión; Requisitos y formas procesales: no toda irregularidad formal puede 

erigirse en obstáculos insalvables para la prosecución del proceso: interdicción de formalismos 

enervantes determinan la continuación de la vigencia de la legislación precedente en procesos 

o instancias ya iniciadas: inexistencia de inseguridad jurídica, u obstaculizantes: doctrina 

constitucional. 

RECURSO DE CASACIÓN: Proceso Civil: Normas procesales; Irregularidad formal: inadmisión 

del recurso: improcedencia: interpretación de las disposiciones transitorias de la Ley 34/1984: 

finalidad de las formalidades del art. 1720,1 LECiv: doctrina constitucional: vulneración del 

derecho fundamental a obtener la tutela efectiva de Jueces y Tribunales. 

Jurisdicción: Constitucional 

Recurso de Amparo núm. 422/1985 

Ponente: Don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer 

La Sala Primera del Tribunal Constitucional compuesta por don Francisco Tomás y Valiente, 

Presidente: don Francisco Rubio Llorente, don Luis Díez Picazo y Ponce de León, don Antonio 

Truyol Serra, don Eugenio Díaz Eimil y don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, 

Magistrados, ha dictado 

EN NOMBRE DEL REY 
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la siguiente 

SENTENCIA 

En el recurso de amparo número 422/1985, promovido promovido por don Santiago F. de L. y 

L., representado por el Procurador don Ramiro Reynolds de Miguel, contra Auto de la Sala 

Primera del Tribunal Supremo que acuerda no haber lugar a recurso de casación contra 

Sentencia de la Audiencia Territorial de Madrid; y en el que han comparecido el Ministerio 

Fiscal, y don Eduardo C. M., representado por el Procurador de los Tribunales don Rafael 

Delgado Delgado, como parte recurrida, siendo Ponente el Magistrado don Miguel Rodríguez-

Piñero y Bravo-Ferrer. 

I. ANTECEDENTES 

Primero.-El 11 de mayo de 1985 quedó registrado en este Tribunal Constitucional un escrito 

por el que don Ramiro Reynolds de Miguel, Procurador de los Tribunales, interpuso, en nombre 

de don Santiago F. de L. y L., recurso de amparo contra Auto de la Sala Primera del Tribunal 

Supremo, de 18 de abril de 1985, por el que se declara no haber lugar al recurso de casación 

interpuesto contra Sentencia de la Audiencia Territorial de Madrid de 1 de junio de 1984. 

Considera el recurrente que el mencionado Auto vulnera su derecho a obtener la tutela efectiva 

de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, por lo que 

solicita de este Tribunal que declare la nulidad del citado Auto y reconozca su derecho a que 

sea admitido el expresado recurso de casación. 

Segundo.-Apoya el recurrente sus pretensiones en las alegaciones de hecho que a 

continuación se resumen. 

Don Eduardo Cabrera Marchese promovió en su día juicio ordinario de mayor cuantía, 

reclamando su mejor derecho sobre el título noble de Castilla de Marqués de Casa Real de 

Córdoba, que venía ostentando el hoy recurrente. 

La demanda fue estimada por Sentencia del Juzgado de Primera Instancia número 6 de 

Madrid, de 17 de abril de 1982, confirmada en apelación por la de la Sala Segunda de lo Civil 

de la Audiencia Territorial de 1 de junio de 1984. Contra esta última Sentencia anunció el hoy 

solicitante de amparo su propósito de recurrir en casación, mediante escrito de 14 de junio de 

1984. La Sala de la Audiencia Territorial dictó Providencia el 11 de julio de 1984, notificada el 2 

de noviembre siguiente, emplazando a las partes ante el Tribunal Supremo. 

El recurso de casación fue interpuesto por escrito de 11 de diciembre de 1984, presentado ante 

la Sala Primera del Alto Tribunal el 19 del mismo mes. Opuesto el Ministerio Fiscal a la 

admisión del recurso y celebrada la vista correspondiente, aquella Sala dictó el Auto de 18 de 

abril de 1985, hoy impugnado, declarando no haber lugar a la admisión del recurso de 

casación, en base a la disposición transitoria segunda de la Ley 34/1984, de 6 de agosto (RCL 

1984\2040), de reforma de la Ley de Enjuiciamiento Civil, por no haberse acomodado tal 

recurso a las normas de procedimiento vigentes al tiempo de su anuncio o preparación. 

Tercero.-Fundamenta el recurrente su solicitud de amparo en las consideraciones jurídicas que 

se sintetizan seguidamente. 
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La Sala Primera del Tribunal Supremo, mediante el citado Auto de 18 de abril de 1985, ha 

privado arbitrariamente al solicitante de amparo de su derecho constitucional a la tutela judicial 

efectiva, reconocido en el artículo 24.1 de la Constitución Española (RCL 1978\2836), pues, 

según la doctrina del Tribunal Constitucional -Sentencias 17/1983 y 68/1983 (RTC 

1983\17yRTC 1983\68)-, la indebida denegación de recursos judiciales comporta una violación 

de aquel derecho fundamental. 

la improcedencia de la denegación del recurso de casación interpuesto por el hoy recurrente 

deriva de lo que él mismo considera un grave error del Tribunal Supremo en la interpretación 

de la disposición transitoria segunda de la Ley 34/1984, de reforma de la Ley de Enjuiciamiento 

Civil. Este error ha supuesto que, amparándose en objeciones puramente formales o teóricas, 

que convierten en un enredo la exigencia de formalidades propia del recurso de casación, el 

Tribunal Supremo se ha negado a conocer del fondo del asunto planteado, por lo que ha 

impedido la efectividad del derecho a la tutela judicial, infringiendo además el principio de 

seguridad jurídica. 

El único considerando del Auto del Tribunal Supremo impugnado declara inadmisible el recurso 

de casación sustanciado, por haberse interpuesto de conformidad con los preceptos de la Ley 

de Enjuiciamiento Civil, una vez reformados, cuando, de la interpretación que hace de la 

disposición transitoria segunda de la Ley 34/1984, deduce que debería haberse formalizado de 

acuerdo con los preceptos de la Ley de Enjuiciamiento Civil vigentes con anterioridad a la 

reforma. 

La citada disposición transitoria segunda establece que «terminada la instancia en que se 

hallen, los recursos que se interpongan se sustanciarán de conformidad con las modificaciones 

introducidas por esta Ley». Esta, la Ley 34/1984, entró en vigor el 1 de septiembre de 1984, 

siendo así que el solicitante de amparo anunció ante la Audiencia Territorial su propósito de 

recurrir en casación el 14 de junio e interpuso el recurso el 19 de diciembre del mismo año. 

Considera el recurrente que, por ello, debió interponer el recurso de casación, como hizo, de 

acuerdo con los preceptos de la Ley de Enjuiciamiento Civil ya reformada, pues no cabe 

confundir preparación del recurso (trámite al que se refiere la sección tercera del título XXI del 

libro II de la Ley de Enjuiciamiento Civil) con la interposición del recurso (sección cuarta del 

mismo título). Igualmente, el haber anunciado el propósito de recurrir en casación no transfirió 

el pleito a otra «instancia», pues el recurso, una vez anunciado, puede no interponerse y la 

casación no es una tercera «instancia», sino una fiscalización de la aplicación del Derecho que 

se encomienda al Tribunal Supremo. 

En cuanto que la Sala Primera del Alto Tribunal entendió que, anunciado el recurso de 

casación antes de la entrada en vigor de la Ley 34/1984, debía interponerse, aun después de la 

entrada en vigor de esta Ley, de acuerdo con los preceptos modificados por ella, incurrió en 

una incorrecta interpretación de su disposición transitoria segunda y, en consecuencia, denegó 

indebidamente la admisión de aquel recurso, con infracción de lo dispuesto en el artículo 24.1 

de la Constitución Española. 
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Cuarto.-En su reunión de 19 de junio de 1985 la Sección acordó poner de manifiesto la posible 

existencia de la causa de inadmisibilidad del artículo 50.2, b) de la Ley Orgánica de este 

Tribunal (RCL 1979\2383) por cuanto la demanda pudiera carecer manifiestamente de 

contenido que justifique una decisión por parte del Tribunal Constitucional, otorgando un plazo 

común de diez días al solicitante y al Ministerio Fiscal para formulación de alegaciones. 

Dentro de dicho plazo la parte recurrente alegó que el Auto de la Sala del Tribunal Supremo 

que dio lugar a este recurso de amparo es en sí mismo anticonstitucional, puesto que aplica 

una Ley derogada y que supone además una negación de tutela efectiva al derecho a la justicia 

de esa parte, que queda, por consecuencia, en un Estado de indefensión. 

El Ministerio Fiscal señala que el Tribunal Supremo funda la inadmisión del recurso de 

casación en la aplicación de la disposición transitoria primera de la referida Ley que establece 

una norma general de retroactividad, y el recurso de casación fue una actuación procesal que 

se inició antes del 1 de septiembre de 1984, y por lo tanto había de aplicarse la legislación 

anterior a esa fecha. La disposición transitoria es clara y la excepción contenida en la 

disposición transitoria segunda de la Ley sólo se aplica para el caso de que la instancia se 

termine con posterioridad al 1 de septiembre. En consecuencia, el Tribunal ha aplicado al caso 

concreto de manera razonada y fundada en derecho la norma transitoria, cuya interpretación 

además pertenece al campo de la legislación ordinaria, por lo que la demanda de amparo no 

tiene dimensión constitucional, ya que se basa meramente en una diferencia de interpretación 

con la realizada por el Tribunal Supremo, por ello interesa la inadmisión de la demanda. 

En su reunión de 2 de octubre de 1985 la Sección acordó admitir a trámite la demanda de 

amparo, dirigirse al Tribunal Supremo para la remisión de las actuaciones, y emplazar a 

quienes hubieran podido ser parte en el procedimiento, a excepción del hoy demandante de 

amparo. 

Por el Tribunal Supremo se enviaron las actuaciones y se emplazó a don Eduardo C. M. que 

había sido parte en el proceso originario. Por providencia de 13 de noviembre la Sección acusó 

recibo de las actuaciones, tuvo por comparecido a don Eduardo C. M., y dio vista de las 

actuaciones, por plazo común de veinte días, al Ministerio Fiscal y a las representaciones del 

solicitante de amparo y del señor C. M. 

Dentro de dicho plazo la representación del recurrente formula alegaciones en las que insiste 

que la interpretación dada por el Tribunal Supremo a la disposición transitoria segunda es 

abiertamente contraria a la que resulta de su tenor, dado el sentido que el término de 

disposición tiene en la Ley de Enjuiciamiento Civil respecto al recurso de casación. Insiste 

además lo poco afortunada de la redacción de la disposición transitoria que ha dado lugar a 

esta interpretación del Tribunal Supremo, que puede materialmente ser acertada, pero que 

contradice la letra de la Ley, y por ello es contraria a la seguridad jurídica. El Tribunal Supremo 

para no privar a ningún recurrente de la tutela efectiva debería haber admitido tanto las 

casaciones formalizadas con arreglo a la normativa reformada como las formalizadas según la 

normativa anterior, y esta flexibilidad ocasional hubiera sido más concorde con el derecho a la 

tutela efectiva que reconoce el artículo 24.1 de la Constitución. En todo caso la interpretación 
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más correcta, de admitirse una sola, seria la que sostiene el recurrente, pues de otro modo, 

con la interpretación dada por el Tribunal Supremo, se aplica y se exige el cumplimiento de una 

norma legal en un tiempo en que esta haya sido reglada. 

La representación del señor C. M. tras hacer unas consideraciones sobre el tema de fondo del 

pleito de origen, y el alcance de la prescripción inmemorial de los derechos nobiliarios, sostiene 

que de acuerdo a las disposiciones transitorias primera y segunda de la Ley de 6 de agosto de 

1984 queda claro que las actuaciones ya iniciadas con anterioridad a la Ley de reforma siguen 

regulándose en su tramitación por las disposiciones antiguas, la instancia inferior quedó 

terminada con la Sentencia, y a partir de tal momento, se inicia una nueva instancia que debe 

sustanciarse por un mismo orden jurídico, tratando de evitar la Ley que una instancia, en este 

caso la casación, pudiera ser sometida a dos regulaciones procesales distintas. Por ello estima 

que no hay ninguna clase de denegación de tutela judicial efectiva en la correcta aplicación 

hecha por la Sala del Tribunal Supremo de la consecuencia legalmente establecida de declarar 

la inadmisión del recurso formalizado al margen de la legislación legal correspondiente. 

También carece de base alguna la acusación de pretendida infracción del principio de 

seguridad jurídica del artículo 9.3 de la Constitución, pues aparte de no ser técnicamente acto 

para generar la vía de amparo, tampoco es falta ninguna la inseguridad jurídica, porque en 

materia de aplicación de la Ley Procesal, la seguridad jurídica estima para cada parte el 

correcto uso del instrumento de defensa legalmente establecido, y el recurrente quiso utilizar 

expresamente excluida por la Ley de reforma. Por todo ello solicita la denegación del amparo 

pretendido por la recurrente. 

Quinto.-El Ministerio Fiscal en su escrito solicitó la suspensión de la tramitación del proceso o, 

en otro caso, la acumulación con otro recurso, por la identidad de objeto. Por providencia de 8 

de enero de 1986, la Sección acordó dar traslado a la parte demandante y a la codemandada 

del escrito del Ministerio Fiscal para que en el plazo de tres días pudiera impugnar dicha 

pretensión de acumulación. Por parte de la representación del recurrente se expone que nada 

tiene que oponer a la acumulación solicitada aunque sí se opone a la suspensión del 

procedimiento. La representación de don Eduardo C. M. sostiene que la petición de suspensión 

de la tramitación carece de apoyo legal alguno, y que el recurso 246/1985, a cuya decisión 

pretende subordinarse el presente recurso no tiene identidad de objeto con el recurso presente. 

Por ello mismo entiende que tampoco resulta procedente la petición subsidiaria de acumulación 

por carencia de la necesaria conexión de objeto exigida por el artículo 83 de la Ley Orgánica 

del Tribunal Constitucional, y por cuanto con la misma se alteraría la jurisdicción de la Sala, 

pues el recurso a que se pretende la acumulación, corresponde al conocimiento de la otra Sala. 

La Sección por Auto de 28 de enero de 1986 ha sostenido que los procesos de amparo 

422/1985 y 246/1985 versan sobre resoluciones distintas, recaídas en procesos distintos y 

seguidos entre partes igualmente distintas, sin otro elemento común que plantear análogo 

problema jurídico, por lo que no se justifica la acumulación pretendida por el Ministerio Fiscal 

que se deniega, concediéndole a éste el plazo de veinte días para que pudiera formular 

alegaciones. 
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En su escrito de alegaciones el Ministerio Fiscal hace una serie de consideraciones sobre los 

límites y el contenido del recurso de casación como proceso impugnatorio con sustantividad 

propia, a cuya iniciación tiene lugar con la preparación del mismo, declaración de la parte de 

que conoce la resolución judicial, que la estima perjudicial y gravosa, y por tanto quiere recurrir 

contra la misma solicitando, el «nacimiento del proceso impugnatorio». El inicio del recurso de 

casación es el momento procesal en que se manifiesta la voluntad de recurrir y esa 

manifestación da vida al recurso en la fase de preparación. El recurso de casación desde ese 

momento, es un proceso con plena sustantividad e independiente del proceso para cuya 

revisión nace. La regulación del recurso de casación es unitaria sin que quepa la posibilidad de 

extinguirse en cuanto a la normativa aplicable. A continuación el Ministerio Fiscal hace una 

amplia exégesis de las disposiciones transitorias primera y segunda de la Ley de 6 de agosto 

de 1984, insistiendo en que la primera establece la regla general, que significa la retroactividad 

de la nueva Ley y su no aplicación a los procesos en tramitación en el momento de la entrada 

en vigor, y el alcance de la disposición transitoria segunda, que no supone la derogación de la 

primera, sino una regulación del proceso impugnatorio en determinados supuestos. El centro 

de esta disposición transitoria es la terminación de la instancia, es decir, que se haya dictado 

resolución judicial que ponga fin al procedimiento o proceso principal. Se termina la instancia 

en ese momento y no en otro, ni antes ni después. La expresión «interpongan» se utiliza en la 

Ley en un sentido genérico que afecta a todos los recursos y que significa la iniciación de un 

proceso de impugnación. Recuerda seguidamente la jurisprudencia constitucional y estima que 

el derecho a la tutela judicial efectiva se satisface mediante resolución fundada en derecho, 

una decisión de inadmisión cuando concurra una causa legalmente prevista. En el presente 

caso el recurso de casación se ha interpuesto «de acuerdo a la Ley» puesto que el Tribunal 

ordinario, al que corresponde elegir la norma procesal para su aplicación, de forma razonada, 

fundada en derecho, y no arbitraria ha entendido las disposiciones transitorias en el sentido de 

que la instancia terminó en el presente caso el 1 de julio de 1984, anteriormente al 1 de 

septiembre de 1984 en que entró en vigor la reforma legal por lo que el recurso debería 

haberse interpuesto de acuerdo con la normativa no reformada. Elegida la norma sin violación 

constitucional, la denegación del recurso se basa en la existencia de una causa legal y por lo 

tanto, de acuerdo con la doctrina del Tribunal Constitucional, satisface el contenido del artículo 

24 de la Constitución. Por todo ello interesa la desestimación del amparo. 

Sexto.-La Sala en su reunión de 12 de marzo nombró Ponente al Magistrado señor Rodríguez-

Piñero y señaló para la deliberación y votación del presente recurso de amparo el día 14 de 

mayo próximo. Sin embargo, al estar pendiente de resolución por el Pleno del Tribunal el 

recurso 121/1985 (RTC 1985\81) de contenido análogo al del presente recurso de amparo, la 

Sección, en su reunión de 9 de abril, acordó dejar sin efecto el señalamiento del recurso hasta 

que por el Pleno se resolviese el citado asunto. 

La Sección en fecha 25 de junio de 1986 acordó la deliberación y votación del presente recurso 

de amparo el día 9 de julio de 1986. 

II. FUNDAMENTOS JURIDICOS 

javascript:%20linkToDocument('RTC//1985//81',%20'/wles/app/nwles/document/link?baseNM=RTC//1986//97&baseUnit=AH&targetNM=RTC//1985//81&targetUnit=.&baseGUID=I1e6e5e90f7e611db882f010000000000&tid=jurisprudencia&version=&baseCT=juris&docguid=I1e6e5e90f7e611db882f010000000000');


Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

779 
 

1. 

Se formula el presente recurso de amparo contra el Auto de 18 de abril de 1985 de la Sala 

Primera del Tribunal Supremo, estimando que el mismo incurre en violación del derecho 

constitucional a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de los 

derechos e intereses legítimos, sin indefensión que a juicio de la parte recurrente se hubiera 

producido en el presente caso. Es decir se formula por denegación de la tutela judicial efectiva 

reconocida en el artículo 24.1 de la Constitución. No obstante también se alega violación del 

principio de seguridad jurídica al afirmarse por el recurrente que cuando un texto legal formula 

una disposición absolutamente clara y literalmente incuestionable, y un tribunal de justicia la 

aplica en abierta contradicción con el sentido de la misma, se está conculcando tal principio de 

seguridad jurídica garantizado por el artículo 9.3 de nuestra Constitución. Al parecer de la 

recurrente la errónea interpretación de la disposición transitoria segunda de la Ley 34/1984, 

hecha por el Tribunal Supremo se ha traducido en definitiva en la inadmisión de un recurso de 

casación por no haberse ajustado éste a unas normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil, 

cuando tales normas habían sido ya derogadas, es decir, se ha aplicado al caso unas normas 

inexistentes, lo que sería por completo rechazable en un Estado de Derecho, contradiciendo el 

artículo 1.1 de la Constitución Española. 

En relación con la presunta violación del artículo 9 de la Constitución habría que señalar en 

primer lugar que, como la propia parte recurrente reconoce tal violación no sería susceptible de 

ser denunciada y protegida a través del recurso de amparo. Pero es que, además, la violación, 

a su juicio, existiría por haber sido aplicada una norma legal ya derogada. Sin embargo esta 

circunstancia no es cierta, por cuanto que el Tribunal Supremo no está dando vigencia a una 

normativa ya derogada, sino que está aplicando, de la forma que estima correcta, unas 

disposiciones transitorias de la nueva Ley, que niegan irretroactividad a la propia Ley, pero que 

a la vez determinan la continuación de la vigencia de la legislación precedente en los procesos 

o instancias ya iniciadas. La presunta inseguridad jurídica hubiera podido existir, en su caso, de 

la presunta ambigüedad de la disciplina legal, pero nunca imputarse, como hace el recurrente a 

la actuación, por lo demás y, como se ha de ver en principio correcta del Tribunal Supremo en 

la aplicación de tales disposiciones transitorias. 

2. 

El examen del recurso debe centrarse, en consecuencia, en la presunta vulneración del 

derecho a la tutela judicial que confiere el artículo 24.1 de la Constitución. El argumento de la 

parte recurrente se basa en su interpretación del contenido de la disposición transitoria 

segunda de la Ley 34/1984, modificadora de la Ley de Enjuiciamiento Civil, dando una serie de 

razones para tratar de demostrar el erróneo criterio interpretativo seguido por la Sala Primera 

del Tribunal Supremo en su Auto de 18 de abril de 1985. 

Planteado así el problema, el mismo se reduciría a comprobar si en cuanto que entiende 

aplicable al recurso de casación intentado por el recurrente la Ley de Enjuiciamiento Civil en la 

redacción originaria anterior a la reforma de 1984, el Auto del Tribunal Supremo habría 

vulnerado o no el derecho a la tutela judicial efectiva. 
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El tema ha sido ya resuelto negativamente por la Sentencia del Pleno de este Tribunal de 20 de 

junio de 1986 (RTC 1986\81) que ha reiterado la doctrina consolidada de este Tribunal de que 

el derecho a la tutela judicial efectiva se satisface también cuando se obtiene una resolución de 

inadmisión fundada en derecho siempre que concurra una causa legal y que sólo sería 

contrario al derecho fundamental reconocido en el artículo 24 de la Constitución el denegar el 

acceso al recurso de casación en atención a una causa legal inexistente o en aplicación, no 

justificada ni razonable, de alguna de las causas legales de la admisión. Esta sentencia 

destaca, además, que la interpretación y la aplicación de las correspondientes normas 

procesales relativas a la casación es de la incumbencia del Tribunal Supremo y que no 

compete al Tribunal Constitucional el revisar aquella interpretación o la aplicación de las 

aludidas normas al caso concreto, salvo que manifiestamente sean arbitrarias y carezcan de 

fundamento, pues, sólo en tal caso, la denegación de admisión del recurso de casación 

equivaldría a una denegación de la tutela judicial efectiva. 

El Tribunal Supremo, al estimar que el texto aplicable era el de la Ley de Enjuiciamiento Civil 

anterior a la reforma, y no el modificado según la Ley de 1984, ha interpretado, en ejercicio de 

su competencia, las disposiciones transitorias de la Ley 34/1984 y de esa interpretación ha 

deducido un error del recurrente en la identificación de la legislación aplicable. Entiende que la 

preparación del recurso forma parte ya del proceso impugnatorio, el cual debe ser sometido, en 

su conjunto, de acuerdo con las disposiciones transitorias primera y segunda de la Ley 34/1984 

a un único régimen jurídico. Esta idea de la unidad del recurso de casación, y la imposibilidad 

de aplicar normas diversas a la preparación y a la interpretación del recurso llevar al Tribunal 

Supremo a entender inadecuada la postura del recurrente, que hace una lectura parcial de la 

disposición transitoria segunda, poniendo sólo el acento en el término «interposición», 

olvidando la referencia a «terminada la instancia», y al margen del contenido de la disposición 

transitoria primera. En consecuencia, la denunciada violación del derecho a la tutela judicial 

efectiva no ha tenido lugar en el Auto del Tribunal Supremo en cuanto determina cuál es la 

legislación aplicable al recurso. Junto a esta crítica técnica global de la interpretación del 

Tribunal Supremo, en defensa de una interpretación alternativa en favor de su tesis, el 

recurrente formula dos argumentos adicionales. El primero de ellos es el de que la 

interpretación que defiende, al ser más favorable a la admisión del recurso, debería haber sido 

la acogida por el Tribunal Supremo. El segundo, el que debería haber hecho el Tribunal 

Supremo, dadas las dudas planteadas por el texto de la disposición transitoria segunda, una 

interpretación abierta que permitiera, transitoriamente, tramitar el recurso bajo el régimen 

jurídico que hubiera propuesto el recurrente. Pero ambos argumentos desconocen el carácter 

de orden público de las normas procesales y la indisponibilidad de las partes al respecto y 

además que una solución caso por caso seria contraria a la seguridad jurídica. Respecto al 

carácter mas favorable de la interpretación defendida por el recurrente se olvida que a su vez 

sería menos favorable para aquellos que hubieran optado por una interpretación coincidente 

precisamente con la del Tribunal Supremo. Si se tiene en cuenta, además, la elevación de las 

cuantías para el recurso de casación cabría incluso reconocer que en líneas generales la 
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interpretación adoptada por el Tribunal Supremo podría ser incluso más favorable para el 

conjunto de los recurrentes. De ahí que estos argumentos adicionales deban rechazarse 

también. 

Si corresponde al Tribunal Supremo interpretar las normas procesales, si la interpretación que 

ha hecho no sólo es razonada, sino incluso muy convincente, si la discrepancia del recurrente 

con el Tribunal Supremo se basa en una muy dudosa interpretación literalista de un párrafo de 

la disposición transitoria segunda, sacado de su propio contexto, habrá de concluir que el 

Tribunal Supremo al considerar aplicable al recurso de casación preparado por el recurrente la 

legislación anterior a la reforma de 1984, no ha violado el derecho a la tutela judicial efectiva, ni 

tampoco ha producido indefensión en el recurrente. En uso de sus facultades legales, ha 

interpretado la legislación procesal de forma razonada e irreprochable constitucionalmente, por 

lo que el amparo sería denegable en lo que se refiere a este aspecto del Auto. 

3. 

Sin embargo el hecho de que la identificación de la normativa procesal aplicable efectuada por 

el auto sea adecuada desde el punto de vista constitucional no excluye que la decisión de 

inadmitir el recurso de casación haya podido infringir el derecho fundamental a la tutela judicial 

efectiva del recurrente. El Tribunal Constitucional ha venido apreciando lesión del derecho a la 

tutela judicial efectiva cuando una decisión judicial de inadmisión se ha hecho a través de una 

lectura por el Tribunal de los requisitos procesales con un excesivo rigorismo formalista poco 

compatible con la finalidad ordenadora de las secuencias procesales que han de tener los 

requisitos y formas del proceso que no puede comprometer u obstaculizar, sin infringirlo, el 

derecho a la tutela judicial efectiva del recurrente -Sentencia 57/1984, de 8 de mayo (RTC 

1984\57)-. No toda irregularidad formal puede convertirse en un obstáculo insalvable para la 

prosecución del proceso y aunque las exigencias formales del recurso de casación revisten una 

mayor relevancia, el exceso de exigencias formalistas que tenga por consecuencia el obstruir o 

dificultar la utilización de la vía del recurso como remedio procesal legalmente establecido para 

la defensa de derechos e intereses legítimos, puede violar los derechos reconocidos en el 

artículo 24 de la Constitución como recientemente ha recordado la citada Sentencia de 20 de 

junio de 1986. 

En el presente caso concurren una serie de circunstancias que hacen dudar de la razonabilidad 

de la decisión contenida en el Auto del Tribunal Supremo que se impugna. El recurso 

inadmitido en virtud de dicho Auto se interpuso por infracción de normas del ordenamiento 

jurídico (artículos 1.930.2 y 1.964 del Código Civil), al amparo del artículo 1.692.5.º de la Ley de 

Enjuiciamiento Civil, reformada, y por infracción de la jurisprudencia (contenida en varias 

Sentencias del Tribunal Supremo) al amparo del mismo precepto. En el escrito de interposición 

se citaban con precisión no sólo la Ley y doctrina legal (normas del ordenamiento jurídico y de 

la jurisprudencia), que se entendían infringidas como dispone el artículo 1.729 de la Ley de 

Enjuiciamiento Civil en su redacción anterior y, dispone el artículo 1.707 de la Ley de 

Enjuiciamiento Civil reformada. Se citaban también los párrafos del artículo 1.692 de la misma 

Ley, relativos a los motivos en que se fundaba el recurso, tal y como exige también el artículo 
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1.720 anterior a la reforma, y con menor formalismo aparente el artículo 1.707 posterior a ella. 

Lo que ocurre es que el motivo relativo a la violación de ley o doctrina legal, en la normativa 

hoy derogada, se contenía en el número primero del artículo 1.692, mientras que el nuevo texto 

de la Ley de Enjuiciamiento Civil el motivo de casación equivalente -aun sin menospreciar las 

diferencias contextuales entre los preceptos de ambos textos legales-, que es la infracción de 

las normas del ordenamiento jurídico y de la jurisprudencia, se contienen en el número quinto 

del mismo artículo 1.692. Por lo demás, cualquiera que sea el significado preciso de aquellas 

diferencias contextuales (violación de ley o de doctrina legal por infracción de normas del 

ordenamiento jurídico o de la jurisprudencia) no parece que pudieran tener relevancia en el 

caso de autos, ya que el recurrente citaba como infringidos por la Sentencia recurrida en 

casación ciertos preceptos del ordenamiento jurídico, contenidos en una ley formal (Código 

Civil) así como la doctrina o jurisprudencia extraída de cuatro Sentencias del Tribunal Supremo 

El único fundamento aparente de inadmisión del recurso de casación interpuesto, no puede ser 

otro, en consecuencia, que el de haber amparado el mismo en el número 5 del artículo 1.692 

de la Ley de Enjuiciamiento Civil en vigor con posterioridad al 1 de septiembre de 1984, en vez 

del número 1 del mismo artículo de la Ley de Enjuiciamiento Civil vigentes antes de esa fecha, 

preceptos ambos que amparaban por igual la interposición del recurso de casación, en el caso 

de autos. Semejante formalismo enervante del recurso de casación parece poco compatible 

con el derecho a la tutela judicial efectiva del recurrente y, sobre todo, porque se justificó en 

base a la interpretación de la disposición transitoria segunda de la Ley 34/1984, una norma 

que, aunque interpretada correctamente por el Tribunal Supremo, presentaba en su texto un 

margen de ambigüedad que podía hacer incurrir en error al Letrado del recurrente, pese a su 

pericia y diligencia. 

La finalidad de las formalidades en la casación no es otra que la más correcta ordenación del 

debate procesal, así como asegurar, en beneficio del juzgador y de la parte contraria, la mayor 

claridad y precisión posibles en la comprensión de los motivos del recurso, legalmente tasados, 

y si el recurso formalizado por el hoy recurrente en amparo era susceptible, tanto por el 

juzgador como por la parte contraria, de una lectura clara sin inducir a confusión, resulta 

desproporcionado -teniendo en cuenta, además, esa especial dificultad de interpretación de la 

normativa transitoria- el que, por parte del Tribunal Supremo, se rechace del plano el recurso 

sin haberlo examinado para comprobar si, al margen de la incorrección de la normativa 

procesal utilizada, el mismo, y a la luz de la normativa procesal correcta, podría ser fundado e 

inteligible, y en función de ello admitirlo o no. El respeto al derecho reconocido en el artículo 

24.1 de la Constitución, como afirma la Sentencia de 20 de junio de 1986 (RTC 1986\81), 

debería haber permitido suplir, con una interpretación sencilla y segura, el imperfecto o erróneo 

cumplimiento por la parte de los requisitos del artículo 1.720 de la Ley de Enjuiciamiento Civil 

asegurando así la primacía del mencionado derecho fundamental. Por el contrario, la aplicación 

estricta y, dadas las circunstancias, excesivamente formalistas de la causa legal de inadmisión 

que en relación con aquel precepto establecía el artículo 1.729, 4.º de la norma procesal son 

exigencias que no parecen perseguir finalidad alguna ordenadora del proceso o de garantía de 
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la contraparte, hace estimar que el Auto impugnado vulneró el derecho constitucional a la tutela 

judicial efectiva del recurrente, al que es preciso otorgar el amparo que solicita, reconociéndole 

el derecho a que el Tribunal Supremo examine su recurso, a la luz de la Ley de Enjuiciamiento 

Civil no reformada para verificar si, al margen de la cita concreta de los números 

correspondientes, cumple los requisitos adecuados de admisibilidad. 

FALLO 

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional POR LA AUTORIDAD QUE LE 

CONFIERE LA CONSTITUCION DE LA NACION ESPAÑOLA, 

Ha decidido: 

Otorgar el amparo solicitado por don Santiago F. de L. y L. En consecuencia: 

1.º Anular el Auto de la Sala Primera (de lo Civil) del Tribunal Supremo de 18 de abril de 1985. 

2.º Reconocer al recurrente su derecho fundamental a la tutela judicial efectiva. 

3.º Retrotraer las actuaciones en el correspondiente recurso al momento procesal 

inmediatamente anterior al Auto anulado, para que el Tribunal Supremo pueda verificar, al 

margen de la cita concreta del precepto correspondiente, si el recurso cumple los requisitos 

adecuados de admisibilidad. 

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado». 

Madrid a diez de julio de mil novecientos ochenta y seis.-Francisco Tomás y Valiente.-

Francisco Rubio Llorente.-Luis Díez Picazo y Ponce de León.-Antonio Truyol Serra.-Eugenio 

Díaz Eimil y Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, -Firmados y rubricados. 
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Tribunal Constitucional (Sala Segunda) 

Sentencia núm. 161/1986 de 17 diciembre RTC 1986\161 

RECURSO DE AMPARO CONTRA AUTO DE 4-6-1985 DE LA SALA PRIMERA DEL TS 

DECLARANDO NO HABER LUGAR A LA ADMISIÓN DEL RECURSO DE CASACIÓN 

CONTRA SENTENCIA DE 7-2-1984 DE LA SALA TERCERA DE LO CIVIL DE LA AUDIENCIA 

TERRITORIAL DE MADRID, EN BASE A LA DISPOSICIÓN TRANSITORIA SEGUNDA DE LA 

LEY 34/1984, DE 6-8-1984, DE REFORMA DE LA DE ENJUICIAMIENTO CIVIL, POR NO 

HABERSE ACOMODADO TAL RECURSO A LAS NORMAS DE PROCEDIMIENTO 

VIGENTES AL TIEMPO DE SU ANUNCIO O PREPARACIÓN: argumentación genérica de 

haberse atenido el recurso a la nueva Ley en lugar de a la anterior: vulneración del derecho 

fundamental a obtener la tutela efectiva de Jueces y Tribunales: existencia: la motivación que 

se exige en el art. 120,3 de la CE tiene por finalidad que pueda ejercitarse el derecho de 

defensa que el art. 24, 1º garantiza: otorgamiento del amparo. 

DERECHO FUNDAMENTAL A OBTENER LA TUTELA EFECTIVA DE JUECES Y 

TRIBUNALES: Alcance; Contenido; Derecho a obtener una resolución fundada en Derecho: 

Podrá ser de inadmisión; Requisitos y formas procesales: No toda irregularidad formal puede 

erigirse en obstáculo insalvable para la prosecución del proceso: interdicción de formalismos 

enervantes y obstaculizantes: doctrina constitucional. 

RECURSO DE CASACIÓN: proceso civil: normas procesales; Irregularidad formal: inadmisión 

del recurso: improcedencia: interpretación de las disposiciones transitorias de la Ley 34/1984; 

Vulneración del derecho fundamental a obtener la tutela efectiva de Jueces y Tribunales. 

Jurisdicción: Constitucional 

Recurso de Amparo núm. 680/1985 

Ponente: Don Jesús Leguina Villa 

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por doña Gloria Begué Cantón, 

Presidenta; don Angel Latorre Segura, don Jesús Leguina Villa y don Luis López Guerra, 

Magistrados, ha pronunciado 

EN NOMBRE DEL REY 

la siguiente 

SENTENCIA 

En el recurso de amparo núm. 680/1985, interpuesto por don Rafael R. G., representado por el 

Procurador de los Tribunales don Jesús Verdasco Triguero, bajo la dirección del Letrado don 

Francisco García-Mon Marañés, contra el Auto de la Sala Primera de lo Civil del Tribunal 

Supremo, de 4 de junio de 1985, que declaró no haber lugar a la admisión del recurso de 

casación por infracción de Ley y doctrina legal interpuesto contra la Sentencia de 7 de febrero 

de 1984, dictada por la Sala Tercera de lo Civil de la Audiencia Territorial de Madrid. Ha 

comparecido el Ministerio Fiscal y ha sido Ponente el Magistrado don Jesús Leguina Villa, 

quien expresa el parecer de la Sala. 
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I. ANTECEDENTES 

1. 

El 17 de julio de 1985, el Procurador don Jesús Verdasco Triguero, en nombre de don Rafael 

R. G., interpuso recurso de amparo contra Auto de la Sala Primera del Tribunal Supremo, de 4 

de junio de 1985, que declaró no haber lugar a la admisión del recurso de casación por 

infracción de Ley y doctrina legal interpuesto por el hoy demandante de amparo frente a la 

Sentencia dictada el 7 de febrero de 1984 por la Sala Tercera de lo Civil de la Audiencia 

Territorial de Madrid. 

2. 

Se fundamentaba la demanda en los hechos que a continuación se resumen: a) La Audiencia 

Territorial de Madrid, por su citada Sentencia de 7 de febrero de 1984, desestimó el recurso de 

apelación formulado por el señor R. G. contra otra del Juzgado de Primera Instancia núm. 5 de 

Madrid, de 2 de febrero de 1982, en juicio declarativo ordinario de mayor cuantía. b) El 15 de 

febrero de 1984 anunció el apelante su propósito de interponer recurso de casación frente a 

aquélla ordenando la Sala de la Audiencia, por providencia de 2 de julio de 1984, entregar la 

certificación de las mencionadas sentencias y el correspondiente emplazamiento ante el 

Tribunal Supremo, que tuvo lugar el 20 de noviembre de 1984. c) El 3 de enero de 1985 se 

interpuso el recurso de casación, haciendo constar que los fundamentos procesales en que se 

amparaba el mismo venían recibidos a los arts. de la Ley de Enjuiciamiento Civil conforme a la 

redacción dada a la misma por la Ley de Reforma 34/1984, de 6 de agosto (RCL 1984\2040), 

por entender aplicables sus preceptos. d) La Sala Primera del Tribunal Supremo, por Auto de 4 

de junio de 1985, ahora recurrido en amparo, declaró no haber lugar a la admisión del recurso 

de casación, por haberse formalizado de acuerdo con una normativa no aplicable, ya que debía 

haberse interpuesto conforme al texto de la Ley de Enjuiciamiento Civil anterior a la Ley 

34/1984, a tenor de lo dispuesto en la disposición transitoria primera de esta última. 

3. 

Considera el recurrente que la resolución judicial impugnada vulnera su derecho a la tutela 

efectiva de los Jueces y Tribunales reconocido en el art. 24.1 de la Constitución (RCL 

1978\2836), por cuanto inadmite el recurso de casación interpuesto con base en una exigencia 

formal no establecida por la Ley. En realidad, según la disposición transitoria segunda de la 

citada Ley 34/1984, de 6 de agosto, los recursos que «se interpongan» a partir de su entrada 

en vigor (1 de septiembre de 1984) deben formalizarse conforme al nuevo texto de la Ley 

Procesal, por lo que, interpretada esa disposición conforme al sentido propio de las palabras 

que utiliza y habida cuenta de que la propia Ley distingue perfectamente entre las fases de 

«preparación» e «interposición» del recurso de casación, el que interpuso el demandante de 

amparo el 3 de enero de 1985 no podía sino sustanciarse conforme a la Ley ya reformada. Aun 

admitiendo que esta conclusión fuera dudosa y que la duda surge de las palabras utilizadas por 

el legislador en las referidas disposiciones transitorias, la misma debía haberse despejado en 

favor de la admisión del recurso, tanto porque la realidad del tiempo en que han de aplicarse 

las normas impone hoy, por imperativo constitucional, que las reglas procedimentales para la 
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aplicación del derecho no impidan su realización, como porque el espíritu y finalidad de la 

misma Ley de reforma de la de Enjuiciamiento Civil es el abandono de los rigores del 

formalismo acentuados por la jurisprudencia, rigores que el Auto ahora recurrido viene 

nuevamente a exacerbar, contra lo que reiteradamente prescribe el Tribunal Constitucional. 

En consecuencia se solicita que se declare la nulidad de dicho Auto de la Sala Primera del 

Tribunal Supremo y se ordene retrotraer las actuaciones en el recurso de casación al momento 

inmediatamente anterior al mismo, para que se declare admisible por nueva resolución. 

4. 

Por providencia de 18 de septiembre de 1985, la Sección Segunda de este Tribunal acordó 

admitir a trámite el recurso de amparo promovido por don Rafael R. G., requiriendo de la Sala 

Primera del Tribunal Supremo, de la Sala Tercera de lo Civil de la Audiencia Territorial de 

Madrid y del Juzgado de Primera Instancia núm. 5 de Madrid la remisión de las 

correspondientes actuaciones y el emplazamiento por las expresadas autoridades judiciales de 

quienes fueron parte en los procedimientos a que aquéllas se refieren, para que pudieran 

personarse en el proceso constitucional, habiendo comparecido don Fidel M. F., representado 

por la Procuradora doña María Rodríguez Puyol, en concepto de parte recurrida. 

5. 

Por providencia de 19 de marzo de 1986, y una vez recibidas las actuaciones, la Sección 

acordó dar vista de las mismas al recurrente, al Ministerio Fiscal y a la representación del señor 

M. F. para que formulasen las alegaciones que estimaran pertinentes, en el plazo de veinte 

días. 

6. 

Dentro de dicho plazo, el Ministerio Fiscal interesa la desestimación de la demanda de amparo, 

en virtud de las siguientes alegaciones: a) La Ley vincula el inicio del procedimiento del recurso 

de casación a la manifestación de voluntad en que consiste la llamada «preparación» de este 

recurso extraordinario, que constituye un auténtico acto de iniciación procesal. De ello se 

deduce que las demás fases de la casación no son, según la Ley de Enjuiciamiento Civil, sino 

el camino procesal que lleva a su resolución, sin que sea posible escindir la regulación de 

aquella fase inicial y la de las restantes, sometiéndolas a normativas diferentes, pues la 

regulación del recurso de casación ha de ser unitaria y comprensiva de su totalidad. b) La Ley 

34/1984, de reforma de la Ley de Enjuiciamiento Civil, ha introducido modificaciones en el 

recurso de casación y por ello se ha establecido en sus disposiciones transitorias, como 

principio fundamental, que la nueva normativa no se aplique a aquellos procesos o actuaciones 

procesales que tenían vida en el momento de su entrada en vigor, como se desprende de la 

primera de tales disposiciones, sin que este principio quede desvirtuado por lo que establece la 

disposición segunda, ya que ésta sólo permite aplicar la nueva normativa a los procesos 

impugnados posteriores a su vigencia «terminada la instancia en que se hallen», es decir, una 

vez dictada la resolución que pone fin al proceso principal, y al «interponer» los 

correspondientes recursos, expresión ésta que, referida a la multiplicidad de procesos 

impugnativos existentes, no puede aludir sino al momento inicial en que se manifiesta la 
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voluntad de recurrir, que en la casación es el de la llamada «preparación» del recurso y no el 

de la llamada «interposición» del mismo. c) El derecho a la tutela judicial efectiva reconocido en 

el art. 24 de la Constitución se satisface mediante una resolución fundada en Derecho, que 

puede ser de inadmisión siempre que concurra una causa legal para ello. Establecido un 

recurso, el mencionado derecho comprende el de utilizarlo de acuerdo con la Ley, que es lo 

que se plantea en la presente demanda de amparo. Ello nos lleva al problema de cuál era la 

Ley aplicable al caso concreto, problema de elección de normas procesales para su aplicación 

que corresponde a los Tribunales ordinarios y que debe ser resuelto de manera fundada en 

Derecho y no arbitraria. Pues bien, conforme a los razonamientos anteriormente expuestos, es 

claro que la elección de la norma aplicable realizada por el Tribunal Supremo es correcta, 

conforme a la disposición transitoria primera de la Ley de 6 de agosto de 1984, pues el recurso 

de casación se preparó o inició antes de la entrada en vigor de dicha Ley. Elegida la norma 

aplicable sin violación constitucional, la denegación del recurso interpuesto conforme a norma 

distinta se basa en una causa legal de inadmisión y, por tanto, satisface el contenido del art. 24 

de la Constitución. 

7. 

El recurrente reitera en su escrito de alegaciones los fundamentos ya expuestos en el de 

demanda de amparo, insistiendo en que la resolución del Tribunal Supremo impugnada supone 

un excesivo formalismo contrario al propio espíritu de la Ley 34/1984 y al art. 24 de la 

Constitución, que se convierte en un obstáculo para el ejercicio de sus derechos 

constitucionales, por lo que reproduce los pedimentos de su anterior escrito. 

8. 

Por su parte, la representación del señor M. F. solicita también la desestimación del recurso de 

amparo, alegando en sustancia que la resolución recurrida del Tribunal Supremo no infringe el 

derecho reconocido en el art. 24.1 de la Constitución, dado que aplica correctamente la 

disposición transitoria primera de la Ley 34/1984, de 6 de agosto, a un recurso ya promovido o 

iniciado con anterioridad a su entrada en vigor, de tal manera que el error en la elección de la 

norma conforme a la que se interpuso el recurso de casación no es imputable a aquel órgano 

judicial, sino al propio recurrente, aparte de que, si dicho recurso quisiera tramitarse conforme a 

las normas de la Ley de Reforma Urgente, no tendría viabilidad alguna, pues su cuantía es 

indeterminada y no se refiere a títulos nobiliarios. 

9. 

Por providencia de 12 de diciembre de 1986 se señaló para deliberación y votación del recurso 

el día 17 del mismo mes y año. 

II. FUNDAMENTOS JURIDICOS 

1. 

El Pleno del Tribunal Constitucional en el recurso de amparo 121/1985 (RTC 1986\81), fundado 

en hechos y motivos de impugnación sustancialmente iguales a los alegados en este recurso, 

dictó Sentencia en 20 de junio de 1986 por la que, dando lugar al amparo solicitado, declaró la 

nulidad del Auto de la Sala Primera del Tribunal Supremo que había inadmitido el recurso de 
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casación preparado con arreglo a la L.E.C. anterior a la vigencia de la Ley 34/1984 e 

interpuesto conforme a la Ley reformada. Por la citada Sentencia este Tribunal reconoció a los 

recurrentes el derecho a la tutela judicial invocado, retrotrayendo las actuaciones del recurso 

de casación al momento inmediatamente anterior al Auto de inadmisión anulado. 

En este recurso de amparo que, según hemos dicho, tiene sustancialmente igual 

fundamentación que el 121/1985, ha de llegarse a la misma conclusión estimatoria por los 

razonamientos generales contenidos en dicha Sentencia que seguidamente exponemos y por 

los que, referidos concretamente al Auto objeto de este amparo, se aducen en el fundamento 

jurídico 2.º. 

a) El derecho a la tutela judicial efectiva que garantiza el art. 24.1 de la Constitución, consiste 

en obtener de los órganos judiciales competentes una resolución fundada en Derecho a las 

pretensiones formuladas ante los mismos, sea ésta favorable o adversa. Y en estos mismos 

términos comprende el derecho a utilizar los recursos ordinarios y extraordinarios establecidos 

por la Ley, incluido el recurso de casación en materia civil, en los casos y con los requisitos 

legalmente previstos. 

b) El derecho al recurso de casación no viene impuesto por el art. 24.1 de la Constitución, sino 

que el legislador es libre de determinar su configuración, los casos en que procede y los 

requisitos que, dada su naturaleza extraordinaria, han de cumplirse en su formalización. Y la 

concurrencia o no de tales requisitos y la decisión sobre el incumplimiento de las exigencias 

materiales y formales para la admisión y tramitación del recurso de casación, corresponde a la 

Sala Primera del Tribunal Supremo de conformidad con lo dispuesto en los arts. 117.3 y 123.1 

de la Constitución. En el ejercicio legítimo de la potestad jurisdiccional, a que se refieren dichos 

preceptos, se ha dictado el Auto de inadmisión, resolviendo la Sala Primera del Tribunal 

Supremo el problema de derecho transitorio suscitado por las disposiciones de esa naturaleza 

primera y segunda de la Ley 34/1984, en favor de aplicar la disposición transitoria primera a los 

recursos preparados antes de su vigencia, de acuerdo con un criterio razonado y razonable en 

el que, en términos generales y salvo lo que se dice en el apartado siguiente, no corresponde 

entrar al Tribunal Constitucional. 

c) Ahora bien, como el recurso de casación constituye en los términos regulados por la Ley un 

medio del que pueden servirse las partes para obtener la resolución definitiva en los procesos 

que lo admiten, el acceso a este recurso está comprendido en la tutela judicial efectiva 

garantizada por el art. 24.1 de la Constitución. Y es aquí, si se da efectivamente la violación de 

ese derecho fundamental, cuando a través del recurso de amparo interviene la jurisdicción 

constitucional para restablecer el derecho vulnerado. La revisión por el Tribunal Constitucional 

de lo resuelto sobre admisión por la Sala Primera del Tribunal Supremo se limita, por tanto, a 

los casos en que manifiestamente carezca de justificación la inadmisión declarada o resulte 

más adecuado y proporcionado al requisito omitido al acudir al remedio de su posible 

subsanación. No se trata, por tanto, de revisar la doctrina de la Sala Primera sobre la 

disposición transitoria aplicable a los recursos de casación preparados vigente la L. E. C. 

anterior a la reforma de la Ley 34/1984 e interpuestos bajo la vigencia de ésta, sino de apreciar 
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si los requisitos omitidos de la Ley aplicable -la L. E. C. anterior a la reforma-. tienen o no 

entidad para impedir la continuación del proceso o cerrar el acceso a los recursos previstos por 

la Ley. Sobre este punto es reiterada la doctrina del Tribunal en el sentido de que no toda 

irregularidad formal puede erigirse en obstáculo para la prosecución del proceso; o, como dice 

la Sentencia 57/1984, de 8 de mayo (RTC 1984\57), «el derecho a la tutela judicial efectiva no 

puede ser comprometido u obstaculizado mediante la imposición de formulismos enervantes o 

acudiendo a interpretaciones de las normas que regulan las exigencias formales del proceso, 

claramente desviadas del sentido propio de tales exigencias o requisitos interpretados a la luz 

del art. 24.1 de la Constitución». 

En el caso resuelto por la Sentencia del Pleno de este Tribunal, de 20 de junio de 1986 -cuya 

argumentación estamos siguiendo-, los requisitos omitidos o no cumplidos en su literalidad, no 

afectaban a lo sustancial del recurso de casación -cuantía, procedencia material, plazo, 

infracciones denunciadas, etc.-, sino a que en lugar de citarse con los ordinales anteriores a la 

reforma los apartados del art. 1.692 de la L. E. C. a cuyo amparo se articulaban los diferentes 

motivos de casación por dicho precepto autorizados, se citaban los nuevos números 

correspondientes al mismo artículo en la Ley reformada. Y esta simple sustitución de una 

numeración por otra en el encabezamiento de los motivos, producida a causa de la redacción 

de las disposiciones transitorias primera y segunda de la Ley 34/1984 y no a negligencia o 

impericia de quien formalizó el recurso, fue la única razón que motivó el Auto de inadmisión 

dictado en aquel recurso, cuya nulidad declaró este Tribunal por la citada Sentencia de 20 de 

junio de 1986. 

2. 

En el presente caso, el Auto de 4 de junio de 1985, dictado por la Sala Primera de lo Civil del 

Tribunal Supremo, declaró la inadmisión del recurso de casación interpuesto contra Sentencia 

de la Sala de lo Civil de la Audiencia Territorial de Madrid de 7 de febrero de 1984, por haberse 

formalizado con arreglo a la L. E. C. reformada por la Ley 34/1984 en lugar de hacerlo por el 

texto anterior a la reforma conforme al cual se había preparado el recurso. Pero en este Auto, a 

diferencia del anulado por el pleno del Tribunal en la Sentencia referida en el fundamento 

jurídico anterior, no se citan los requisitos de la Ley aplicable que hayan sido omitidos, sino 

solamente la indicada argumentación genérica de haberse atenido a la nueva Ley en lugar de a 

la anterior. Por esta razón y por corresponder a la Sala Primera del Tribunal Supremo verificar 

la concurrencia de los requisitos para la admisión y tramitación del recurso según se ha 

expuesto en el apartado b) del fundamento jurídico 1.º, no puede entrar el Tribunal 

Constitucional a analizar los requisitos omitidos y la entidad de los mismos o su posible 

subsanación a efectos de constatar, como ha hecho en casos anteriores, si su exigencia por 

excesivamente formalista representa una interpretación contraria a la tutela judicial efectiva que 

garantiza el art. 24.1 de la Constitución, con arreglo al cual viene interpretando este Tribunal 

las formalidades procesales, atendiendo a la finalidad de las mismas y no como obstáculos a la 

efectividad de los derechos que se demandan. 
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Resulta, pues, insuficiente la motivación del Auto recurrido para que pueda este Tribunal en su 

función de amparo constitucional, determinar si la inadmisión del recurso de casación a que el 

mismo se refiere, vulnera o no el derecho garantizado por el art. 24.1 de la Constitución. Y 

como la motivación que ésta exige en el art. 120.3 tiene por finalidad que pueda ejercitarse el 

derecho de defensa que el art. 24.1 garantiza en todo caso, ha de declararse la nulidad del 

Auto recurrido y retrotraer las actuaciones al momento inmediatamente anterior a ser dictado, 

para que la Sala se pronuncie sobre la admisión o inadmisión del recurso, concretando en este 

último caso los requisitos que considera omitidos o defectuosamente cumplidos. Procede, 

pues, que la Sala Primera del Tribunal Supremo se pronuncie nuevamente sobre la admisión o 

inadmisión del recurso expresando, en su caso, los requisitos de la L. E. C. anterior a la 

reforma en que base su resolución. 

FALLO 

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE 

CONFIERE LA CONSTITUCION DE LA NACION ESPAÑOLA, 

Ha decidido: 

Otorgar el amparo solicitado por el recurrente don Rafael R. G. y, en consecuencia: 

1.º Anular el Auto de la Sala Primera del Tribunal Supremo de 4 de junio de 1985. 

2.º Reconocer al recurrente el derecho a la tutela judicial efectiva. 

3.º Retrotraer las actuaciones del recurso de casación al momento procesal inmediatamente 

anterior al de dictarse el Auto anulado. 

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado». 

Dada en Madrid a 17 de diciembre de 1986.-Gloria Begué Cantón.-Angel Latorre Segura.-

Jesús Leguina Villa.-Luis López Guerra.-Firmados y rubricados. 
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Tribunal Constitucional (Sala Segunda) 

Auto núm. 674/1988 de 23 mayo RTC 1988\674 AUTO 

DERECHO FUNDAMENTAL A LA IGUALDAD ANTE LA LEY: Igualdad en la aplicación de la 

ley por jueces y Tribunales: cambio de criterio: títulos nobiliarios: acción judicial: prescripción: 

por el transcurso de quince años: cambio de orientación jurisprudencial fundado en una nueva 

interpretación judicial razonable y no arbitraria: vulneración inexistente. 

Jurisdicción: Constitucional 

Recurso de Amparo núm. 595/1988 

Ponente: Don Desconocido 

Recurso de amparo contra Sentencia de 20 febrero 1988, de la Sala Primera del Tribunal 

Supremo, declarando la prescripción de la acción en materia de títulos nobiliarios ejercida por 

el recurrente en amparo: éste alega que la Sentencia, rompiendo la Jurisprudencia anterior, 

aplica por primera vez la prescripción extintiva de la acción. Vulneración del derecho 

fundamental a la igualdad en la aplicación de la ley: inexistencia: carencia manifiesta de 

contenido constitucional de la demanda:inadmisión del amparo. 

I. ANTECEDENTES 

1. Por escrito que tuvo entrada en este Tribunal el 30 de marzo de 1988, el Procurador don 

Rafael Ortiz de Solórzano y Arbex, en nombre de don José Antonio Manzanos y de la 

Escosura, interpuso recurso de amparo contra Sentencia de la Sala Primera del Tribunal 

Supremo de 20 de febrero de 1988 (RJ 1988\1075). 

2. La demanda se funda en los siguientes antecedentes de hecho: 

El 15 de febrero de 1979 el recurrente presentó demanda de conciliación y posteriormente 

formalizó demanda de juicio declarativo de mayor cuantía contra doña María Teresa Arias 

Dávila Manzanos y Dánvila solicitando se declarase su mejor derecho sobre éstas para 

llevar, usar y poseer el título noble de Conde de Guijas Albas. El Juzgado de Primera 

Instancia núm. 7 de Madrid dictó Sentencia con fecha 7 de abril de 1982 desestimando la 

demanda por falta de acción del demandante. Apelada esta Sentencia, la Sala Primera de lo 

Civil de la Audiencia Territorial de Madrid la revocó por otra de 25 de abril de 1986, que declaró 

el mejor derecho del actor a ostentar el título nobiliario en cuestión. La demandada interpuso 

recurso de casación, que fue estimado por la Sentencia del Tribunal Supremo, ahora recurrida, 

en virtud de la prescripción de la acción ejercitada por don José Antonio Manzanos y de la 

Escosura. 

3. La demanda de amparo se funda en los siguientes argumentos jurídicos: 

Alega en primer lugar el recurrente su mejor derecho a ostentar el citado título nobiliario, 

exponiendo al respecto los antecedentes genealógicos. A continuación denuncia la vulneración 

por la Sentencia impugnada del principio de seguridad jurídica y del de irretroactividad de las 

disposiciones restrictivas de derechos individuales (art. 9.3, en conexión con el 9.1 de la CE 

[RCL 1978\2836y ApNDL 2875]), ya que la doctrina jurisprudencial ha venido manteniendo con 
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absoluta regularidad, hasta las Sentencias de 7 y 27 de marzo de 1985 (RJ 1985\1151yRJ 

1985\1215), la imprescriptibilidad absoluta en materia de derechos a los títulos 

nobiliarios, tanto por lo que se refiere a la prescripción adquisitiva como a la 

prescripción extintiva. El señor Manzanos y de la Escosura inició su acción litigiosa cuando 

se mantenía firmemente aquella doctrina. Pero ahora el Tribunal Supremo no sólo ha 

cambiado de criterio, sino que aplica ese cambio a procesos en plena tramitación que se 

iniciaron sobre bases completamente diferentes. La consecuencia ha sido que, por tan sólo 

veintiún días, el hoy recurrente ha perdido un título al que tiene absoluto derecho. Más aún, si a 

partir de las citadas Sentencias de 7 y 27 de marzo de 1985, el Tribunal Supremo inicia una 

doctrina diferente, ella se refiere sólo a la prescripción adquisitiva. Pero la Sentencia ahora 

recurrida es, por primera vez en la historia de la vida judicial, la que aplica la prescripción 

extintiva de la acción. Ello no es posible hacerlo por relación a quienes iniciaron sus litigios 

cuando aquella doctrina era impensable, sin vulnerar los mencionados principios 

constitucionales. En segundo término se aduce la infracción del art. 14 de la CE, que prohíbe 

cambiar arbitrariamente el criterio jurisprudencial de un mismo órgano judicial en discriminación 

de quien soporta el cambio. En la Sentencia combatida, el Tribunal Supremo ha pasado de 

afirmar la imprescriptibilidad del derecho y de la acción a admitir la prescripción sólo de esta 

última por el transcurso de quince años. A mayor abundamiento se alega la infracción del art. 

24 de la CE por la dilación indebida del proceso civil «a quo». 

Se solicita de este Tribunal que anule la Sentencia recurrida y reconozca al recurrente su 

derecho al título de Conde de Guijas Albas. 

4. Por Providencia de 18 de abril de 1988, la Sección Cuarta de la Sala Segunda de este 

Tribunal Constitucional, acordó conceder un plazo común de diez días al Ministerio Fiscal y al 

recurrente en amparo, a fin de que, dentro del mismo, formulen las alegaciones que estimen 

pertinentes en relación con el motivo de inadmisión de carecer la demanda manifiestamente de 

contenido que justifique una decisión por parte del Tribunal Constitucional [art. 50.2 b) de la 

LOTC (RCL 1979\2383y ApNDL 13575)]. 

5. El Fiscal, en escrito de 4 de mayo de 1988, solicita la inadmisión del recurso por entender 

que la demanda carece de contenido constitucional, porque las afirmaciones del recurrente, 

relativas a las violaciones constitucionales de los arts. 9, apartados 1 y 3, y 14 de la CE no 

tienen fundamento. Respecto al art. 9 de la CE no se puede entrar en su estudio, porque el 

recurso de amparo contempla, como objeto, únicamente los derechos fundamentales 

consagrados en los arts. 14 a 29 de la CE y el art. 30. En cuanto al principio de irretroactividad, 

hay que afirmar en primer lugar que la retroactividad es una institución que no tiene 

connotaciones constitucionales, salvo cuando se trate de normas de carácter sancionador o 

punitivas, pero nunca cuando se trata de instituciones jurídicas que la jurisprudencia va 

depurando su contenido mediante la interpretación y aplicación de las normas. La 

jurisprudencia avanza y delimita las instituciones siempre que este avance sea razonado y 

fundado. Este avance que configura la institución no tiene conexión con la retroactividad, 

puesto que ésta se refiere a la aplicación de las normas a un supuesto fáctico. Respecto de la 
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violación del art. 14 de la CE, esta invocación carece de consistencia desde un punto de vista 

constitucional, porque no aporta con la demanda de amparo el «término de comparación» 

necesario para la debida confrontación. 

La Sentencia que se impugna estudia el problema de la prescripción de los títulos nobiliarios y 

declara la posibilidad de aplicar esta institución jurídica a las dignidades nobiliarias, pero no 

crea ni modifica ningún criterio anterior jurisprudencial, sino que mantiene las consecuencias 

lógicas de la doctrina del Tribunal Supremo respecto a la aplicación de la prescripción a las 

dignidades nobiliarias. La Sentencia funda, razona y motiva declaración judicial, conociendo el 

sentido de las anteriores sentencias y con ánimo de llegar a las últimas consecuencias de las 

declaraciones jurisprudenciales anteriores. No existe el cambio de doctrina, que alega el actor y 

por eso no existe la discriminación que servía de fundamento a la presunta vulneración del art. 

14 de la CE. 

6. Don Rafael Ortiz de Solórzano y Arbex, Procurador de los Tribunales y de don José Antonio 

Manzanos y de la Escosura, en escrito de 5 de mayo de 1988, insiste en la fundamentación de 

su demanda y resume diciendo que la mención al párrafo 3º del art. 9 de la CE, en relación con 

los derechos individuales, es la que justifica plenamente la procedencia del recurso de amparo, 

porque el actual recurrente en amparo tiene un derecho individual reconocido, aceptado y 

sancionado por los Tribunales respecto del título de Conde de Guijas Albas. 

Ese derecho individual es absoluto y se rompe a través de una doctrina a la que se da efecto 

retroactivo, y es esto lo que sanciona el art. 9 de nuestra Constitución y otorga al ciudadano 

que se encuentra vulnerado o perjudicado en su derecho individual. 

II. FUNDAMENTOS JURIDICOS 

1. 

Puede afirmarse, de acuerdo con la tesis del Ministerio Fiscal, que el recurso es inadmisible por 

lo que atañe a su «motivo» primero, es decir, la infracción de los principios de seguridad 

jurídica e irretroactividad, por deducirse respecto de derechos no susceptibles de tutela en esta 

vía jurisdiccional [art. 50.2 a) de la LOTC]. Tampoco es admisible en cuanto a la alegación de 

infracción del art. 24 de la CE fundada en la dilación excesiva del proceso civil, ya que, según 

la jurisprudencia de este Tribunal, no cabe alegarla una vez concluido el proceso en que 

supuestamente se ha excedido el plazo razonable . 

2. 

La alegación de mayor relieve es la que denuncia la infracción del art. 14 de la CE. Ocurre, en 

efecto, que la Sentencia recurrida es la primera que aplica la regla de la prescripción de la 

acción por el transcurso de quince años en materia de títulos nobiliarios, rompiendo con una 

larga tradición jurisprudencial, aunque aquella solución innovadora se «apuntara» ya, 

indirectamente, en otra Sentencia anterior del Tribunal Supremo de 5 de junio de 1987 (RJ 

1987\4044), que afirma que la mencionada acción no es imprescriptible. Es evidente, por tanto, 

que existe una desigualdad de trato en perjuicio del hoy recurrente. Ahora bien, no toda 

desigualdad es discriminatoria y, en concreto, no lo es , según la doctrina de este Tribunal, la 

que deriva de un cambio de orientación jurisprudencial en la aplicación de las normas jurídicas 
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por los órganos judiciales competentes, siempre que dicho cambio se funde en una nueva 

interpretación razonable y no arbitraria de las mismas , ya que el derecho a la igualdad debe 

cohonestarse con la exigencia de respeto a la independencia de los Jueces y Tribunales en el 

ejercicio de sus funciones propias y exclusivas, y no puede tener como efecto impedir cualquier 

evolución jurisprudencial. En el presente caso, el Tribunal Supremo apoya su cambio de criterio 

en una nueva interpretación de las normas aplicables que -se esté o no de acuerdo con ella- 

aparece suficientemente razonada y argumentada y que no puede tacharse por ello de 

arbitraria. En este sentido, no cabe estimar que exista violación constitucional alguna, porque lo 

que el recurrente plantea es una cuestión de mera legalidad ordinaria, no susceptible de 

revisión a través del recurso de amparo. 

En su virtud, la Sección acuerda la inadmisión del recurso y el archivo de las actuaciones. 

Madrid, a veintitrés de mayo de mil novecientos ochenta y ocho. 
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Tribunal Constitucional (Pleno) 

Sentencia núm. 114/1995 de 6 julio RTC 1995\114 

DERECHO FUNDAMENTAL A LA IGUALDAD ANTE LA LEY: Igualdad en la Ley: 

discriminación por indiferenciación: el art. 14 CE reconoce el derecho a no sufrir 

discriminaciones, pero no el hipotético derecho a imponer o exigir diferencias de trato: doctrina 

constitucional; Jurisdicción y Proceso Civil: sucesión de títulos nobiliarios: no entra a enjuiciar la 

decisión del TS relativa a considerar derogado por discriminatorio el principio de masculinidad 

en igualdad de grado y línea. 

RECURSO DE AMPARO CONSTITUCIONAL: Objeto: en la jurisdicción en materia de amparo, 

tal como está configurada, no basta la alegación de que los preceptos constitucionales han sido 

erróneamente interpretados o indebidamente aplicados: el recurso de amparo no es una vía 

procesal adecuada para solicitar un pronunciamiento abstracto sobre pretensiones 

declarativas: denegación por falta de jurisdicción. 

Jurisdicción: Constitucional 

Recurso de Amparo núm. 885/1991 

Ponente: Don Pedro Cruz Villalón 

Formulados por los Magistrados don José Gabaldón-López y don Fernando García-Mon y 

González Regueral. 

Recurso de amparo formulado contra Sentencia de la Sala Primera del Tribunal Supremo, de 

22 marzo 1991, sobre sucesión del título nobiliario de Marqués de Agrópoli. Vulneración del 

derecho fundamental a la igualdad ante la ley: inexistencia:denegación de amparo. 

El Pleno del Tribunal Constitucional compuesto por don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente, 

don José Gabaldón López, don Fernando García-Mon y González-Regueral, don Vicente 

Gimeno Sendra, don Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González Campos, don 

Pedro Cruz Villalón, don Carles Viver Pi-Sunyer, don Enrique Ruiz Vadillo, don Javier Delgado 

Barrio y don Tomás S. Vives Antón, Magistrados, ha pronunciado 

EN NOMBRE DEL REY 

la siguiente 

SENTENCIA 

En el recurso de amparo avocado al Pleno, núm. 885/1991, interpuesto por don Nicolás 

C.C.representado por el Procurador don Santos de Gandarillas y Carmona y bajo la dirección 

del Letrado don Antonio Hernández-Gil A.-Cienfuegos contra la Sentencia, de 22 de marzo de 

1991, de la Sala Primera del Tribunal Supremo, recaída en el recurso de casación núm. 

742/1989, procedente del juicio de mayor cuantía 1389/1986 del Juzgado de Primera Instancia 

núm. 1 de Madrid. Ha intervenido el Ministerio Fiscal y han sido parte el Abogado del Estado en 

representación de la Administración Pública y doña Carmen Sonsoles de M.M., representada 

por la Procuradora doña María Teresa de las Alas-Pumariño Larrañaga, bajo la dirección del 
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Letrado don Luis Vallterra Fernández. Ha sido Ponente el Magistrado don Pedro Cruz Villalón, 

quien expresa el parecer del Pleno. 

I. ANTECEDENTES 

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 30 de abril de 1991, la representación procesal de 

don Nicolás C.C., formuló demanda de amparo contra la Sentencia, de 22 de marzo de 1991, 

de la Sala Primera del Tribunal Supremo, recaída en el recurso de casación 742/1988, 

procedente del juicio de mayor cuantía 1389/1986 del Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de 

Madrid. 

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda son, sucintamente expuestos, los que 

siguen: 

a) Como consideración de carácter preliminar, se señala que el objeto del recurso viene 

constituido por la cuestión de la constitucionalidad del orden sucesorio derivado de la Real 

Carta de Concesión del título de Marqués de Agrópoli, como expresivo del orden sucesorio 

regular reflejado en el Derecho histórico de las Partidas y Leyes de Toro, en cuanto 

dicho orden sucesorio se asienta en la anteposición del varón respecto de la mujer, así 

como por sus consecuencias en relación con el tiempo de la situación considerada en el 

procedimiento judicial antecedente, que es el de las delaciones sucesorias acaecidas hace 

unos ciento cincuenta años. 

En lo esencial -continúa la demanda-, la cuestión planteada tiene una trascendencia general y 

ha dado lugar a sentencias del Tribunal Supremo que participan de la tesis de fondo de la 

ahora impugnada, propiciando un clima de controversia e inseguridad que, por afectar a la 

interpretación y aplicación de principios y preceptos constitucionales, requiere de la decisión de 

este Tribunal. No se trata tanto, en consecuencia, de defender una pretensión personal, cuanto 

de llevar la cuestión a su sede natural a los fines de poner término a aquella inseguridad. 

b) Se explica a continuación que el Marquesado de A.fue concedido en 1617 por SM Felipe III 

a don Jorge M.A., para sí, sus herederos y sucesores, de acuerdo con el denominado orden 

sucesorio regular expresado históricamente en las Partidas y en las Leyes de Toro. 

Se refieren seguidamente en la demanda las vicisitudes sucesorias del Marquesado desde el 

fallecimiento de su primer titular hasta su rehabilitación en favor del padre de la demandada en 

el proceso civil antecedente, centrándose a continuación el actor en la exposición de los 

hechos causantes de su demanda en la vía civil. Así, se explica que el Marquesado siguió el 

orden regular de sucesión hasta don Javier A.B. y B.M., cuya nieta, madre del demandante 

insta la rehabilitación del título, que fue suspendida en un primer momento por razón de ciertas 

negociaciones diplomáticas. Tras la Guerra Civil, el padre de la demandada en el proceso 

previo y nieto de la hermana mayor del último Marqués de Agrópoli, instó la rehabilitación del 

título y obtuvo Carta de Sucesión en 1957 para sí, sus hijos y sucesores legítimos, sin perjuicio 

de tercero de mejor derecho, cediéndolo después a su hija, quien obtuvo Carta de Sucesión en 

1959. 
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Sobre la base de estos hechos, el actor interpuso demanda de juicio declarativo ordinario de 

mayor cuantía contra doña Carmen Sonsoles M.M., invocando ostentar mejor derecho al 

descender en línea de primogenitura del primer Marqués de Agrópoli. 

La demanda fue desestimada por Sentencia, de 16 de febrero de 1988, del Juzgado de 

Primera Instancia núm. 1 de Madrid, que consideró que el título pertenecía a la Corona de 

Castilla y no a la de Aragón, pero que no era admisible la preferencia sucesoria por razón de la 

varonía al oponerse al artículo 14 CE (RCL 1978\2836y ApNDL 2875) y a dos sentencias del 

Tribunal Supremo de 1987 (RJ 1987\4540yRJ 1987\5877). 

Interpuesto recurso de apelación ante la Audiencia Provincial de Madrid, la Sección Décima 

dictó sentencia desestimatoria contra la que se promovió recurso de casación, desestimado por 

la sentencia ahora impugnada. 

3. Se alega infracción del artículo 14 de la Constitución. 

La argumentación del actor en cuanto al fondo aparece estructurada en tres apartados. 

a) Se alega, en primer lugar, que la aplicación del orden sucesorio regular no implica 

discriminación conculcadora del principio de igualdad. Por el contrario, la exclusión de ese 

orden sucesorio, como si hubiera de entenderse derogado por la Constitución, y su sustitución 

por un orden distinto, sin fundamento en el contenido dispositivo de la Carta de Sucesión, sí 

entraña la infracción del artículo 14 CE, causándose una desigualdad injustificada objetiva y 

razonablemente respecto de la sucesión de los títulos nobiliarios estrictamente atenida a su 

propio orden de suceder según resulte de la respectiva Carta de Concesión. 

El demandante de amparo asegura ser consciente de que esta infracción del artículo 14 CE 

plantea una aparente particularidad, pues se invoca la infracción del precepto en cuestión 

cuando el propio Tribunal Supremo ha aplicado ese mismo precepto. Es evidente, para el actor, 

que, al menos en apariencia, hay una inversión respecto de las posiciones habituales en los 

recursos de amparo, pero, a su juicio, no cabe duda de la procedencia del amparo. De un lado, 

porque este recurso procede siempre que se infringe el artículo 14 CE, del mismo modo que 

siempre que se infringe ese precepto se viola el principio de igualdad: el artículo 14 puede ser 

infringido tanto no teniéndolo en cuenta como aplicándolo indebidamente en cuanto 

fundamento de una igualdad que no se corresponde con las circunstancias del caso y de la 

relación jurídico-material en cuestión. De hecho, el artículo 49.1 LOTC (RCL 1979\2383y 

ApNDL 13575), se refiere a la infracción del precepto constitucional como motivo del recurso de 

amparo como equivalente a la infracción del derecho que el precepto proclama, latiendo la idea 

básica de que ambas violaciones, la del precepto y la del derecho, se implican recíprocamente. 

En segundo lugar, este mismo Tribunal ha configurado un concepto relativo y no absoluto del 

principio de igualdad que entraña la ponderación de si existe alguna justificación objetiva y 

razonable de la aparente desigualdad o de la claudicación de la igualdad en el caso concreto 

(así, STC 209/1988 [RTC 1988\209]). Por tanto, tan discriminatorio es tratar desigualmente lo 

que es igual como tratar igualmente lo desigual. La discriminación, en el presente caso, 

resultaría de la pretendida igualación del varón y la mujer cuando existen justificaciones 

objetivas y razonables para mantener la preferencia del primero, basada en las disposiciones 

javascript:%20linkToDocument('RCL//1978//2836',%20'/wles/app/nwles/document/link?baseNM=RTC//1995//114&baseUnit=AH.2&targetNM=RCL//1978//2836&targetUnit=.&baseGUID=I884eecf0f50f11db9ce5010000000000&tid=jurisprudencia&version=&baseCT=juris&docguid=I884eecf0f50f11db9ce5010000000000');
javascript:%20linkToDocument('RJ//1987//4540',%20'/wles/app/nwles/document/link?baseNM=RTC//1995//114&baseUnit=AH.2&targetNM=RJ//1987//4540&targetUnit=.&baseGUID=I884eecf0f50f11db9ce5010000000000&tid=jurisprudencia&version=&baseCT=juris&docguid=I884eecf0f50f11db9ce5010000000000');
javascript:%20linkToDocument('RJ//1987//5877',%20'/wles/app/nwles/document/link?baseNM=RTC//1995//114&baseUnit=AH.2&targetNM=RJ//1987//5877&targetUnit=.&baseGUID=I884eecf0f50f11db9ce5010000000000&tid=jurisprudencia&version=&baseCT=juris&docguid=I884eecf0f50f11db9ce5010000000000');
javascript:%20linkToDocument('RCL//1979//2383',%20'/wles/app/nwles/document/link?baseNM=RTC//1995//114&baseUnit=AH.3&targetNM=RCL//1979//2383&targetUnit=.&baseGUID=I884eecf0f50f11db9ce5010000000000&tid=jurisprudencia&version=&baseCT=juris&docguid=I884eecf0f50f11db9ce5010000000000');
javascript:%20linkToDocument('RTC//1988//209',%20'/wles/app/nwles/document/link?baseNM=RTC//1995//114&baseUnit=AH.3&targetNM=RTC//1988//209&targetUnit=.&baseGUID=I884eecf0f50f11db9ce5010000000000&tid=jurisprudencia&version=&baseCT=juris&docguid=I884eecf0f50f11db9ce5010000000000');


Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

798 
 

de la Real Carta de Concesión y de acuerdo en todo con el régimen jurídico sustantivo que rige 

en el ámbito de la sucesión de los títulos nobiliarios. En tercer lugar, también es posible 

construir sin inversiones de fondo el supuesto discriminatorio en el presente caso e 

individualizar el término de comparación respecto del cual se da la desigualdad 

constitucionalmente relevante: la exclusión, sin justificación objetiva y razonable, de uno de los 

criterios de preferencia sucesoria haría desigual el concreto régimen de este título respecto de 

los restantes títulos cuya sucesión se verifica conforme al orden que resulta de sus respectivas 

Cartas de Concesión, surgiendo así una desigualdad constitucionalmente significativa para 

quienes ostentarían el mejor derecho al título según el íntegro orden sucesorio resultante de la 

Carta de Concesión. Por último, se señala que el planteamiento de esta fundamentación 

jurídica no se sigue únicamente de una interpretación del artículo 14, sino de «la» 

interpretación del propio Tribunal Constitucional en su Sentencia de 24 de mayo de 1982 (RTC 

1982\27), a la que es preciso reconocer la eficacia derivada de lo dispuesto en el artículo 1 

LOTC y en el artículo 5.1 de la LOPJ (RCL 1985\1578, 2635 y ApNDL 8375). 

Continúa el escrito de demanda señalando que la violación denunciada en este primer 

apartado puede fundamentarse en varios motivos. 

De un lado, la incapacidad discriminatoria de los títulos nobiliarios, pues si no es discriminatoria 

la posesión del título, o del derecho al título, tampoco puede serlo la preferencia o mejor 

derecho respecto de dicha posesión. La demanda desarrolla, en este punto, argumentos que 

se dicen basados en la doctrina de la STC 27/1982. Además, si los títulos están 

constitucionalmente admitidos también ha de entenderse constitucionalmente admitido su 

régimen sucesorio; y, por ello, los hechos diferenciadores que, con arreglo a ese régimen, 

condicionan los llamamientos sucesorios no pueden reputarse hechos discriminatorios. Por 

último, el fundamento de la desigualdad sucesoria entre el varón y la mujer no se encuentra en 

una norma general, sino en un acto singular que no forma parte del ordenamiento jurídico, lo 

que constituye una justificación objetiva y razonable que debe conducir a respetar la 

preferencia sucesoria del varón en cada uno de aquellos títulos que se hayan afectos a este 

orden sucesorio por la voluntad soberana de quien concedió el título. La específica vinculación 

del orden sucesorio al título, pues cada título tiene su propio orden, expresa el carácter de acto 

singular y no de norma general de la fuente o causa jurídica del orden sucesorio del que en 

cada caso se trate. La consecuencia es la imposibilidad de apreciar la derogación o abrogación 

por inconstitucionalidad sobrevenida de un acto que no se integra en el ordenamiento. La 

juridicidad de ese acto no puede venir dada por la constancia de los criterios de sucesión 

resultantes de la Carta de Concesión, cuya determinación ha de ser tan libre como la propia 

posibilidad de otorgar o no el título, como hoy ratifica el artículo 62 f) CE, sino por ajustarse el 

acto de concesión a las normas reguladoras de la prerrogativa real. Por último, los actos 

singulares en ejercicio de la facultad de prerrogativa real por los que se concede el título y se 

determina su orden de sucesión no pueden ser inconstitucionales por contradecir el artículo 14 

CE, pues carece de sentido cuestionarse la constitucionalidad de una preferencia sucesoria 
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nacida de actos singulares de concesión realizados con anterioridad a la Constitución en virtud 

de una facultad de prerrogativa real. 

b) Se alega, a continuación, la infracción del artículo 14 CE por pretenderse su aplicación a la 

sucesión de un título abierta con anterioridad a la entrada en vigor de la Constitución y respecto 

de delaciones también anteriores, en relación con la doctrina contenida en la STC 155/1987 

(RTC 1987\155), también infringida. En desarrollo de esta alegación, la demanda se extiende 

en detalladas consideraciones referidas a la apertura y delación sucesoria y a los Derechos 

transitorio y supletorio, concluyendo que se ha infringido el artículo 14 CE en su dimensión 

temporal, pues con la doctrina asumida en la sentencia impugnada la eliminación del origen de 

la desigualdad que se entiende persiste llevaría a poder cuestionar cualquier sucesión abierta o 

diferida con anterioridad a la Constitución con base en criterios divergentes respecto de ésta, lo 

que, de otro lado, conduciría a situaciones inadmisibles de inseguridad jurídica contrarias al 

artículo 9.3 CE. 

c) Por último, se sostiene en la demanda de amparo que la sentencia del Tribunal Supremo 

ahora impugnada se ha separado, con infracción del artículo 14 CE, de sus propios criterios 

jurisprudenciales en la materia. 

En razón de todo lo expuesto, se interesa el amparo de este Tribunal con la declaración de 

nulidad de las sentencias recurridas y el reconocimiento del derecho del actor a que en la 

resolución judicial acerca del mejor derecho sobre el título de Marqués de A.no se excluya o 

excepcione el criterio sucesorio de la preferencia del varón como derivado de la Real Carta de 

concesión del título que ha de regir su sucesión. 

4. por providencia de 28 de octubre de 1991, la Sección Tercera acordó admitir a trámite el 

presente recurso y tener por parte al Procurador comparecido en nombre del recurrente y, de 

conformidad con el artículo 51 LOTC, requirió al Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de 

Madrid, a la Sección Décima de la Audiencia Provincial de Madrid, y a la Sala Primera del 

Tribunal Supremo para que remitiesen testimonio, respectivamente, de los autos del juicio de 

mayor cuantía 1389/1986, del rollo de apelación 258/1988, y del recurso de casación 742/1989; 

interesando al propio tiempo el emplazamiento de doña Carmen Sonsoles de M.M. para que 

pudiera comparecer en este proceso constitucional en el plazo de diez días. 

5. Por providencia de 13 de enero de 1992, se acordó tener por recibidas las actuaciones 

solicitadas, tener por parte al Abogado del Estado, en representación de la Administración 

Pública y a la Procuradora doña María Teresa de las Alas Pumariño Larrañaga, en nombre de 

doña Carmen Sonsoles de M.M., y dar vista de las actuaciones a los Procuradores de las 

partes, al Abogado del Estado y al Ministerio Fiscal para que en el plazo común de veinte días 

pudieran presentar las alegaciones que estimarán procedentes. 

6. El escrito de alegaciones de la representante procesal de doña Carmen Sonsoles de M.M. 

se registró en este Tribunal el 30 de enero de 1992. Tras referirse a las vicisitudes del 

Marquesado de A.y dar cuenta de lo sucedido en el proceso judicial ordinario, se alega, como 

cuestión previa, que el presente recurso es improcedente. Lo es en cuanto a la forma, pues el 

derecho a un título nobiliario no es un derecho fundamental; adolece también de inadecuación 
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de procedimiento, pues este Tribunal no es una segunda instancia, ni una instancia de revisión 

o casación. Es asimismo improcedente en cuanto al fondo, toda vez que, contra lo alegado por 

el recurrente, no es aplicable al presente supuesto la doctrina sentada en la STC 27/1982, pues 

es inevitable distinguir entre la condición de casar con noble -diferencia sobre la que se 

pronunció aquella sentencia- de la desigualdad que ahora importa, que se traduce en una 

discriminación genérica y sistemática de la mujer. Además, continúa el escrito de alegaciones, 

lo verdaderamente pretendido ahora es, paradójicamente, que, bajo la invocación del principio 

de igualdad, se discrimine a una persona por el hecho de ser mujer, invirtiéndose así, como 

reconoce el actor, los términos de la cuestión de fondo. 

El escrito se dedica, seguidamente, a discutir la afirmación vertida por el demandante en el 

sentido de que la sucesión nobiliaria se basa, necesariamente y en todo caso, en la preferencia 

del varón, discutiéndose, a continuación lo que el actor ha definido como incapacidad 

discriminatoria de los títulos nobiliarios, pues, para la parte demandada, esa incapacidad puede 

predicarse de condiciones como la de casar con noble, pero no de la que aquí se discute. 

Se ocupa seguidamente el escrito de alegaciones de la cuestión relativa a los efectos en el 

tiempo del artículo 14 CE, para, finalmente, rechazar que, como se opone de contrario, la 

sentencia impugnada se haya separado de doctrina precedente del propio Tribunal Supremo. 

En atención a todo lo expuesto, se concluye interesando la desestimación de la demanda de 

amparo. 

7. El Abogado del Estado presentó sus alegaciones, mediante escrito registrado el 6 de febrero 

de 1992, en el que manifestó que su intervención se ceñía a examinar los razonamientos 

contenidos en la demanda de amparo, para valorar su solidez y fundamento, con espíritu de 

imparcialidad sin interesar, por tanto, ni el otorgamiento ni la denegación del amparo. 

En sus alegaciones, niega la existencia de desigualdad en la aplicación judicial de la ley que se 

denuncia en la demanda, pues, en definitiva, la Sentencia del TS 22 de marzo de 1991, no 

hace sino reiterar la doctrina que sobre la sucesión de los títulos nobiliarios ha venido 

manteniendo el Tribunal Supremo en las Sentencias de 20 de junio de 1987, 27 de julio de 

1987, 28 de abril de 1989 y 21 de diciembre de 1989 (RJ 1989\8861), por lo que ninguna 

arbitrariedad cabe imputarle. 

Tampoco aprecia violación del derecho a la igualdad por causa de haberse hecho aplicación 

retroactiva de la CE. Lo que el recurrente pretende es que después de la Constitución los 

Tribunales apliquen una normativa preconstitucional (la que da preferencia al varón sobre la 

mujer en la sucesión de las mercedes nobiliarias), para privar a la señora M. de la posesión de 

un título que ostenta desde hace veinticinco años, lo que supone modificar con efectos pro 

futuro una situación existente cuando comenzó a regir la Constitución. 

Respecto del principio de masculinidad y el derecho fundamental a la igualdad, el Abogado del 

Estado entiende que la Constitución ni admite, ni acepta ni, menos aún, garantiza los títulos 

nobiliarios; y desde luego no los admite, acepta o garantiza con la configuración y régimen que 

tenían la víspera de entrar en vigor la Constitución o en la fecha de concesión de la merced. 

Del silencio de la Constitución sobre los títulos nobiliarios resulta una doble consecuencia. En 
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primer término, la Constitución otorga una amplísima libertad al legislador democrático para 

decidir sobre el tratamiento de los títulos nobiliarios, que puede suprimirlos -borrarlos de entre 

los posible tipos de honores que el Rey puede conceder con arreglo a las leyes-, o eliminar su 

carácter transmisible cofigurándolos como honores personalísimos y vitalicios, tal y como 

suelen serlo los demás honores y distinciones de origen estatal. En segundo lugar, el silencio 

de la Constitución no impide que se pueda razonar la incompatibilidad de las mercedes 

nobiliarias perpetuas o de algún extremo de su régimen tradicional con la Norma suprema. No 

cabe, pues, excluir que quienes interpretan la Constitución -Jueces y Tribunales en especial y 

de modo eminente su intérprete supremo, el Tribunal Constitucional- puedan llegar a sostener 

razonablemente la inconstitucionalidad, pongamos, de la sucesión en las mercedes nobiliarias 

por contraria al valor y principio de igualdad (artículos 1.1 y 14 CE). Y otro tanto cabe afirmar 

respecto a los puntos concretos del régimen de estas mercedes contenidos, en su mayor parte, 

en disposiciones preconstitucionales, algunas de ellas dictadas en los siglos medios o durante 

la monarquía absoluta. 

Por otra parte, en la Constitución, la figura del Rey carece de toda traza que remita a una 

omnímoda voluntad propia del absolutismo. Ni siquiera al ejercer la potestad, aparentemente 

inofensiva para los derechos y libertades de los ciudadanos, de conceder honores puede 

actuar el Rey a su libre albedrío. Al enaltecer a un ciudadano mediante la concesión de un 

honor, el Rey está sometido a «las leyes» [artículo 6 2 f) CE]. «Las leyes» mencionadas en el 

artículo 62 f) CE equivalen al ordenamiento jurídico, o mejor dicho, a la Constitución y al resto 

del ordenamiento jurídico, por emplear la fórmula del artículo 9.1 CE que también se aplica al 

Rey cuando concede honores y distinciones. 

Afirma el Abogado del Estado que la cuestión que plantea el presente recurso de amparo es si 

el artículo 14 CE es aplicable a las sucesiones nobiliarias. Una posible respuesta podría ser 

que el artículo 14 CE es inmediata y plenamente aplicable sólo a las relaciones entre el poder 

público y los ciudadanos, pero no en relaciones o controversias entre particulares, como la del 

mejor derecho a suceder en un título de nobleza. Pero esta tesis parece muy difícil de sostener 

en su pureza a la vista de la jurisprudencia constitucional relativa a la aplicación de las normas 

entre particulares (SSTC, entre otras, 177/1988 [RTC 1988\177], 241/1988 [RTC 1988\241], 

129/1989 [RTC 1989\129], 126/1990 [RTC 1990\126], 184/1991 [RTC 1991\184]); y aunque es 

cierto que no faltan sentencias que afirman que el principio de igualdad no se impone a los 

sujetos privados, salvan siempre las «discriminaciones contrarias al orden público 

constitucional» (SSTC 108/1989 [RTC 1989\108], 183/1989 [RTC 1989\183]). En cualquier 

caso, cuando se aplican en relaciones inter privatos, los derechos fundamentales deben ser 

adaptados a la configuración propia de la relación o instituto de que se trate (SSTC, entre otras, 

6/1988 [RTC 1988\6] y 161/1991 [RTC 1991\161]). El Abogado del Estado concluye sus 

alegaciones declarando literalmente que es «legítimo sostener que la sentencia del Juzgado -

confirmada por la Audiencia y por el Tribunal Supremo- violó, no el derecho a la igualdad a don 

Nicolás C. (pues el artículo 14 CE no le atribuye, como sabemos, el derecho fundamental a que 

se aplique en su beneficio la histórica preferencia del varón sobre la mujer en las sucesiones 
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nobiliarias), pero sí su derecho a la tutela judicial efectiva, por cuanto el artículo 24.1 CE le 

confería el derecho a que el litigio en que era parte se fallara de conformidad con la doctrina 

constitucional sentada en la STC 27/1982. Mas sólo al Tribunal corresponde decidir si confirma 

o modifica la doctrina de esta sentencia». 

8. Por escrito registrado el 8 de febrero de 1992 el recurrente presentó sus alegaciones en las 

que reitera sustancialmente los fundamentos expuestos en su demanda de amparo. 

9. El Fiscal en sus alegaciones presentadas por escrito registrado el 12 de febrero de 1992, se 

opone a la concesión del amparo, al entender que la resolución judicial recurrida no ha 

vulnerado el derecho fundamental consagrado en el artículo 14 CE. 

La sentencia no se aparta de sus precedentes porque la doctrina jurisprudencial plasmada en 

las últimas sentencias de la Sala Primera del Tribunal Supremo aplican el principio de igualdad 

en las sucesiones de los títulos nobiliarios y con fundamento en el mismo abrogan la 

anteposición del varón a la mujer. La sentencia no difiere de las sentencias anteriores y razona 

y fundamenta la aplicación de la prohibición de discriminación. No existe por lo tanto violación 

constitucional del principio de igualdad en la aplicación de la ley. 

Tampoco se aparta de la doctrina sentada por la STC 27/1982, porque el supuesto 

contemplado en ésta es diferente del examinado por la sentencia recurrida. Esta sentencia 

estudia la condición de acceso al título nobiliario consistente en «casar con persona noble» y 

entiende que si el título nobiliario no es discriminatorio sino sólo diferencial, el casarse con 

persona que pertenezca a la nobleza, tampoco es discriminatorio, porque si no lo es el título 

nobiliario tampoco lo es el pertenecer a la esfera de los que lo tienen, es decir, ser noble. La 

sentencia por su propia dicción se agota en el examen de esta condición de acceso pero no 

contempla otras condiciones que sí pueden ser discriminatorias. El supuesto de la sentencia 

que se recurre es distinto porque «tener un título de nobleza» es un hecho lícito y simplemente 

diferencial y la condición de acceso «ser descendiente del poseedor», también lo es, pero se 

convierte en discriminatorio para los descendientes cuando se prefiere o antepone, sin 

razonamiento ni fundamento objetivo, el varón a la mujer desconociendo la igualdad 

constitucional por razón de sexo. No existe, por lo tanto, violación constitucional del principio de 

igualdad en la aplicación de la Ley. 

La argumentación del actor no puede prosperar al no ser posible en clave constitucional 

reclamar la desigualdad en un supuesto cuando concurre la igualdad. No se puede considerar 

que la sentencia impugnada vulnera el artículo 14 CE porque declara la igualdad por razón de 

sexo cumpliendo con la exigencia del artículo 14 CE. El principio constitucional de igualdad no 

puede fundamentar un reproche de discriminación por indiferenciación (SSTC 86/1985 [RTC 

1985\86], 19/1988 [RTC 1988\19]). El actor no fundamenta el mantenimiento de la desigualdad 

y por lo tanto la violación que denuncia, porque no justifica razonable y objetivamente que el 

varón deba anteponerse a la mujer en igualdad de grado y línea en la sucesión en el título 

nobiliario. Tampoco responde a ninguna finalidad aceptable constitucionalmente y justificada 

razonablemente porque la diferencia de trato a la mujer carece de fundamento. No se puede 

saber, y el actor no lo aclara, la razón por la que en estos momentos históricos tiene 
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preferencia el varón a la mujer en la posesión de un título nobiliario. Esta preferencia no 

responde a ninguna realidad social ni a la naturaleza de la mujer que en todas las épocas ha 

ostentado y ostenta numerosos títulos cargados de historia sin que sea de recibo el 

mantenimiento del apellido por línea de varón, porque es difícil encontrar un poseedor actual 

que conserve el mismo apellido que el fundador. 

Tampoco aprecia el Fiscal violación alguna de la doctrina sobre la aplicación de la 

retroactividad constitucional. La argumentación del actor se apoya en unas consideraciones 

sobre la apertura de la sucesión de los títulos nobiliarios que conduce a un problema de 

interpretación de normas que constituye una cuestión de legalidad ordinaria carente de 

dimensión constitucional. La sentencia impugnada justifica la aplicación del principio de 

igualdad porque el demandante deduce en el momento actual su pretensión de mejor derecho 

al título nobiliario con base en la preferencia del varón sobre la mujer en la sucesión del título 

nobiliario y por ello no existe aplicación retroactiva porque el órgano judicial resuelve una 

pretensión deducida ante él que lleva consigo un ataque al derecho de igualdad. 

10. Por Acuerdo de la Presidencia de 8 de junio de 1995 y en uso de las facultades conferidas 

por el artículo 80 de la LOTC en relación con el artículo 206 de la LOPJ, al haber quedado en 

minoría, en el Pleno, la posición mantenida por el Magistrado Ponente Excmo. Sr. don José 

Gabaldón López, se designa como nuevo Ponente al Magistrado Excmo. Sr. don Pedro Cruz 

Villalón. 

11. Por providencia de 4 de julio de 1995 se fijó para la deliberación y fallo del presente recurso 

el día 6 del mismo mes y año. 

II. FUNDAMENTOS JURIDICOS 

1. 

Alega el recurrente, en lo que constituye el núcleo de su demanda de amparo, que la sentencia 

de la Sala Primera del Tribunal Supremo ha vulnerado su derecho fundamental a la igualdad al 

haber desestimado su pretensión de reconocimiento de su mejor derecho al título nobiliario de 

Marqués de A. frente a la actual titular del mismo, dejando inaplicado, en cuanto a la 

preferencia del varón respecto de la mujer, el orden sucesorio resultante de la Real Carta de 

Concesión de dicho título. En efecto, la Sentencia de la Sala Primera del Tribunal Supremo de 

fecha 22 de marzo de 1991, confirmando las anteriores del Juzgado de Primera Instancia núm. 

1 y de la Audiencia Provincial, ambos de Madrid, desestima la citada pretensión con base en lo 

dispuesto en el artículo 14 CE, que «inequívocamente veda cualquier preferencia por razón de 

sexo». 

2. 

En relación con esta petición de amparo, y por lo que hace al primer argumento que la 

sustenta, tal como se expone a continuación, procede apreciar la «falta de jurisdicción o de 

competencia» de este Tribunal (artículo 4.2 LOTC). En efecto, el recurrente, como no podía ser 

menos es consciente de la que llama «aparente particularidad;) de su demanda, que 

precisamente viene a reaccionar frente a la apreciación del contenido discriminatorio del orden 

sucesorio del título nobiliario por parte de las resoluciones judiciales impugnadas. Entiende 
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éste, sin embargo, que el artículo 14 CE «puede ser infringido tanto no teniéndolo en cuenta 

para otorgar la igualdad de trato que prescribe, como aplicándolo indebidamente en cuanto 

fundamento de una igualdad que no se corresponde con las circunstancias del caso y de la 

relación jurídico-material en cuestión». 

La demanda confunde, en este extremo, la naturaleza y el sentido, y por consiguiente el 

ámbito, de la jurisdicción de amparo de derechos fundamentales que a este Tribunal 

corresponde en virtud de lo previsto en los artículos 53.2 («tutela de las libertades y derechos») 

y 161.1 b. CE («violación de los derechos y libertades referidos en el artículo 53.2 CE»), de 

donde resulta que la alegación, precisamente, de la violación de uno de estos derechos y la 

consiguiente petición de su tutela resultan presupuestos inexcusables de esta jurisdicción de 

amparo. Tal como se encuentra, pues, configurada dicha jurisdicción, no basta la alegación de 

que los preceptos constitucionales en los que los diversos derechos fundamentales se 

proclaman han sido erróneamente interpretados o aplicados, pues el recurso de amparo no es 

una vía procesal adecuada para solicitar y obtener un pronunciamiento abstracto y genérico 

sobre pretensiones declarativas respecto de supuestas interpretaciones erróneas o indebidas 

aplicaciones de preceptos constitucionales, sino sólo y exclusivamente sobre pretensiones 

dirigidas a restablecer o preservar los derechos fundamentales cuando se ha alegado una 

vulneración concreta y efectiva de los mismos (SSTC 52/1992 [RTC 1992\52], fundamento 

jurídico 1.º y 167/1986 [RTC 1986\167], fundamento jurídico 4.º). De ahí que la cuestión, a 

nuestros efectos, no sea la de si, como entiende el recurrente, el artículo 14 CE, en sí mismo, 

resulta infringido «tanto no teniéndolo en cuenta» como «aplicándolo indebidamente». Pues la 

jurisdicción de amparo, en rigor, no ha sido constituida para reparar infracciones de preceptos 

sino vulneraciones de derechos, de aquellos derechos fundamentales, se entiende, aludidos en 

el artículo 53.2 CE. La infracción del precepto constitucional es, desde luego, condición 

necesaria, pero no condición suficiente. En pocas palabras, si se prefiere, el recurso de amparo 

no es una casación en interés de ley. 

Esta consideración resulta tanto más importante teniendo en cuenta el carácter subsidiario del 

amparo constitucional, que hace normalmente posible que la tutela de la jurisdicción ordinaria 

corrija una eventual vulneración de un derecho fundamental, sin que se haga preciso llegar 

hasta este Tribunal. Ello, desde luego, hará posible preguntarse, en ocasiones, qué es lo que 

este Tribunal Constitucional hubiera hecho o dicho, en tal caso, pero la respuesta a tales 

interrogantes no puede ser obtenida a través del recurso de amparo. 

Es claro que este correcto entendimiento de su jurisdicción de amparo por parte del Tribunal 

Constitucional tiene importantes consecuencias, pero conviene recordar que son las queridas 

por la Constitución. En primer lugar, que al Tribunal Constitucional, como intérprete Supremo 

de la Constitución, corresponde decir la última palabra sobre la interpretación de la misma. Sin 

embargo, sólo puede hacerlo en el marco de los distintos procesos constitucionales y, por 

supuesto, dentro de los límites de dichos procesos, que son los de su jurisdicción. Por tanto, en 

algunos casos concretos, no puede pronunciarse por carecer de cauce para hacerlo, por lo 

que, en ellos, la última decisión sobre la interpretación de los preceptos constitucionales 
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implicados la asume la jurisdicción ordinaria, en este caso el Tribunal Supremo, «superior en 

todos los órdenes salvo lo dispuesto en materia de garantías constitucionales» (artículo 123.1 

CE), que aquí, al no existir vulneraciones de esa naturaleza, no están en juego; sin perjuicio, 

desde luego, de que el mismo problema interpretativo pueda llegar ante este Tribunal en otro 

supuesto distinto en el que no concurran los obstáculos en este caso presentes. Y ello no 

porque se trate de cuestiones de legalidad normalmente llamada ordinaria, que no lo serían, 

sino de problemas de constitucionalidad, es decir, de interpretación de preceptos 

constitucionales, los cuales, sin embargo, no encuentren acceso a este Tribunal a través de los 

distintos procesos constitucionales. 

Una segunda consecuencia es la de que la jurisdicción de amparo no permite tutelar cosa 

distinta a los derechos fundamentales. Ciertamente, el reconocimiento, acertado o no, de un 

determinado derecho fundamental o de un determinado alcance del mismo por parte de quien 

tiene competencia para ello puede y de hecho suele tener repercusiones, incluso notables, 

sobre otros derechos u otros intereses legítimos de otros ciudadanos, o incluso sobre 

importantes intereses sociales o colectivos (STC 52/1987 [RTC 1987\52], fundamento jurídico 

3.º; STC 148/1994 [RTC 1994\148], fundamento jurídico 4.º). Pues los efectos de los derechos 

fundamentales, incluso de los derechos de libertad, rara vez se circunscriben al estricto ámbito 

de la contraposición entre el poder público y el individuo aislado. Por el contrario, desde su 

mismo origen, la noción de los derechos, con su consiguiente pretensión de efectividad, supuso 

una alteración de las relaciones sociales, y no sólo del simple modo de ejercicio del poder 

político. Ahora bien, y con independencia de lo anterior, la cuestión es que, más allá de 

aquellos supuestos en los que dicha repercusión o dichos efectos no se erijan, por sí mismos, 

en supuestos de vulneración de otro derecho fundamental susceptible de amparo, tales 

consecuencias, tales repercusiones o efectos, no pueden ser invocados ante este Tribunal a 

través de un medio de impugnación, el recurso de amparo, que no ha sido concebido sino para 

corregir posibles vulneraciones de los derechos fundamentales y libertades públicas a que se 

refiere el artículo 53.2 CE. Por tanto, mientras los posibles efectos del reconocimiento de un 

derecho sobre otros particulares no excedan los límites y el ámbito de lo que serían derechos 

legales e intereses legítimos, o incluso de los derechos constitucionales no susceptibles de 

amparo, su tutela se agota en la jurisdicción ordinaria. Esta última consideración es 

particularmente oportuna en un supuesto como el presente en el que no cabe desconocer que 

el reconocimiento por la jurisdicción ordinaria de un determinado alcance de la prohibición de 

discriminación por razón de sexo ha tenido directa repercusión sobre la pretensión que el ahora 

recurrente en amparo formuló en su día ante la jurisdicción civil. 

En conclusión, y por lo que hace a la presente demanda, no cabe admitir que el recurso de 

amparo, tal como lo configuran la Constitución y nuestra Ley orgánica, y en contra de lo que 

entiende el recurrente, permita revisar lo que se expone como una «aplicación indebida» del 

artículo 14 CE por parte del Tribunal Supremo al confirmar éste las resoluciones de los órganos 

inferiores que desestimaban la pretensión originaria del demandante a partir del reconocimiento 

de la presencia de un supuesto de discriminación por razón de sexo. 
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3. 

La desestimación de este primer alegato impide que entremos en los variados argumentos a 

partir de los cuales la demanda de amparo pretende fundar, con invocación del artículo 14 CE, 

la posibilidad constitucional de pervivencia, tras la entrada en vigor de la Constitución, del 

régimen de sucesión de los títulos nobiliarios en el concreto extremo que nos ocupa, cuestión 

esta que, en consecuencia, ha de quedar imprejuzgada por nuestra parte. Del mismo modo 

queda excluido que entremos en la respuesta a este mismo planteamiento cuando 

detenidamente, se presenta apoyado en nuestra propia doctrina, singularmente la contenida en 

las SSTC 27/1982 y 155/1987. 

4. 

Ya desde otra perspectiva, procede, en segundo lugar, rechazar el argumento del recurrente en 

amparo según el cual tan discriminatorio es tratar desigualmente lo que es igual, como tratar 

igualmente, como habrían hecho los Tribunales, lo que es desigual. En modo alguno es ello 

así. Con independencia de que el mandato dirigido a los poderes públicos de lograr la 

efectividad del derecho a la igualdad pueda en algún caso deslegitimar, desde la perspectiva 

de este último precepto, un supuesto de tratamiento indiferenciado de la mujer y el hombre, el 

presente caso, como es claro, no cuadra de ninguna manera en esta finalidad constitucional. 

Por el contrario, debemos atenernos a nuestra reiterada doctrina conforme a la cual el «artículo 

14 de la Constitución reconoce el derecho a no sufrir discriminaciones, pero no el hipotético 

derecho a imponer o exigir diferencias de trato» (STC 52/1987, fundamento jurídico 3.º; 

igualmente, SSTC 86/1985, fundamento jurídico 3.º; 136/1987 [RTC 1987\136], fundamento 

jurídico 6.º; 19/1988, fundamento jurídico 6.º; 48/1989 [RTC 1989\48], fundamento jurídico 5.º y 

308/1994 [RTC 1994\308], fundamento jurídico 5.º). 

5. 

Finalmente, tampoco cabe apreciar la discriminación a partir de una supuesta desigualdad en 

la aplicación judicial de la ley, al haberse dictado la resolución inmediatamente impugnada 

incurriendo en «injustificados apartamientos de la jurisprudencia anterior del mismo Tribunal 

Supremo». 

En el presente caso, sin embargo, pese a que el recurrente no aporta, como es preceptivo, las 

resoluciones que constituirían el término de comparación del que resulta la contradicción 

jurisprudencial en que basa su queja de amparo, el examen de las sentencias que se citan en 

la demanda revela de modo patente que el Tribunal Supremo desde la Sentencia del TS de 

20 de junio de 1987 viene manteniendo constante y uniformemente el criterio de que en 

la sucesión de los títulos nobiliarios el principio de masculinidad o varonía, en virtud del 

cual, en igualdad de línea y grado, el varón es preferido y excluye a la mujer, debe 

estimarse discriminatorio y derogado por inconstitucionalidad sobrevenida desde la 

vigencia de la Constitución de 1978. Así lo pone de manifiesto, además de la citada 

Sentencia del TS de 20 de junio de 1987, las SSTS de 27 de julio de 1987, 28 de abril de 1989 

y 21 de diciembre de 1989. 
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En consecuencia, el Tribunal Supremo, en la Sentencia de 22 de marzo de 1991 ahora 

impugnada, no sólo no se aparta arbitrariamente de sus precedentes más recientes, sino que 

se ajusta a la doctrina jurisprudencial sentada en la materia, con lo que la violación del artículo 

14 CE, en su vertiente de derecho a la igualdad en la aplicación de la ley invocada carece en 

absoluto de fundamento. 

FALLO 

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional POR LA AUTORIDAD QUE LE 

CONFIERE LA CONSTITUCION DE LA NACION ESPAÑOLA, 

Ha decidido 

Desestimar el presente recurso de amparo. 

Publíquese esta sentencia en el «Boletín Oficial del Estado». 

Dada en Madrid, a seis de julio de mil novecientos noventa y cinco.-Firmado: Alvaro Rodríguez 

Bereijo.-José Gabaldón López.-Fernando García-Mon y González-Regueral.-Vicente Gimeno 

Sendra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Julio Diego González Campos.-Pedro Cruz Villalón.-

Carles Viver Pi-Sunyer.-Enrique Ruiz Vadillo.-Javier Delgado Barrio.-Tomás S. Vives Antón.-

Rubricado. 

VOTO PARTICULAR 

que formula el Magistrado don José Gabaldón López respecto de la sentencia dictada en el 

recurso de amparo, avocado al Pleno, núm. 885/1991 

Lamento disentir de mis colegas en cuanto a los fundamentos y la resolución formulados en 

este recurso. 

1. La sentencia de la mayoría ha decidido desestimar el recurso sin entrar realmente en el 

fondo de la cuestión planteada por entender que, tratándose de una petición de amparo, es la 

alegación de la vulneración de un derecho fundamental y la consiguiente petición de su tutela 

el presupuesto inexcusable para que este Tribunal se pronuncie, precisamente de forma 

subsidiaria, respecto de la tutela que, a su vez, corresponde a los Tribunales ordinarios no 

siendo bastante alegar una interpretación o aplicación errónea de alguno de los preceptos 

constitucionales que garantizan aquellos derechos, sino precisamente la vulneración del 

derecho fundamental garantizado. Se considera, en definitiva, que el recurrente no ha venido 

ante nosotros pidiendo la reparación de su derecho a no ser discriminado, sino que ha 

pretendido un derecho a la desigualdad derivado de una interpretación del artículo 14 distinta 

de la llevada a cabo por las sentencias de los Tribunales civiles que entendieron del caso. Por 

lo tanto, se ha desestimado el recurso por un motivo que sería de inadmisión, es decir, por falta 

de contenido constitucional al no pretender el amparo de un derecho fundamental vulnerado. 

2. Con el mayor respeto para el criterio de la mayoría, entiendo que lo procedente hubiera sido 

examinar la cuestión planteada en su fondo, que no era otro que el de determinar si por virtud 

del principio de igualdad y no discriminación las normas de la sucesión en materia de títulos 

nobiliarios habían de interpretarse de modo que la que establece la preferencia del varón sobre 

la mujer en igualdad de línea y grado no debiera aplicarse por ser discriminatoria, incluso en 
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contra de lo dispuesto en la Carta de constitución de la merced o en las reglas históricas en el 

caso de las sucesiones irregulares. 

Mi opinión discrepante se funda en las siguientes razones: 

a) Cierto que «el principio constitucional de igualdad no puede fundamentar un reproche de 

discriminación por indiferenciación, como este Tribunal ha dicho antes de ahora (SSTC 

86/1985, 19/1988, 150/1991 [RTC 1991\150], etc.), mas no se trata exactamente de ello en 

este caso. Lo que el recurrente plantea no es, en realidad, un derecho a la desigualdad ni 

tampoco intenta simplemente combatir la aplicación del artículo 14 CE. Según lo que resulta de 

su planteamiento, la aplicación efectuada de ese precepto constitucional vendría a resolverse 

en la vulneración de su derecho a no ser discriminado, pero por un efecto contrario al que ha 

sido estimado, es decir, el de que, como consecuencia de la preferencia otorgada a la 

mujer por entenderse discriminatoria la anteposición del varón, vino a reconocerse la 

preferencia de la primogenitura en todo caso, resultando así el varón discriminado por 

razón de la edad o prioridad en el nacimiento. Vendría a tratarse, en realidad, de una 

cuestión más amplia en relación con el artículo 14 CE, es decir, no sólo la de su aplicación en 

relación con la discriminación por razón de sexo sino de otras de las que el precepto contempla 

como capaces de determinar desigualdad entre las personas al hacer a algunas de peor 

condición que otras por virtud únicamente de la existencia de alguna condición o circunstancia 

personal o social de las que aquél enumera o invoca como equivalentes. 

b) No se pretendía por el recurrente de amparo, pues, solamente corregir una cierta 

interpretación del artículo 14 CE sino la de todas las consecuencias de la efectuada, entre ellas 

la del reconocimiento del derecho de aquél a no sufrir, como consecuencia de tal 

interpretación, un trato que consideraba a su vez discriminatorio. Y ello, se compartan o no las 

razones que el mismo aducía, no puede decidirse con el único fundamento de que los 

Tribunales civiles pronunciaron un derecho a la igualdad frente al cual se pretendía la 

desigualdad, porque esto equivale a dar al derecho entonces reconocido preferencia sobre el 

ahora alegado, lo cual no es posible sin que se hayan examinado ambos aspectos de la 

igualdad, el reconocido para la mujer y el pretendido por el recurrente. 

c) Es por esto por lo que, en mi opinión, no resultaba procedente el fallo pronunciado y, al 

contrario, era necesario el examen de todos los motivos capaces de determinar la preferencia 

en el concreto aspecto del derecho a la igualdad y no discriminación, único aplicado por los 

Tribunales ordinarios, abstracción hecha de los que resulten de las normas de la Carta de 

creación o de las reglas de Derecho privado, que son ajenas a esta jurisdicción. 

3. Consideración esta última que nos lleva a examinar la cuestión desde otro punto de vista y 

es el de si, por la propia singularidad de los títulos nobiliarios, ambas posturas (la 

reconocida y la del recurrente) carecían de relevancia en cuanto a la aplicación del 

artículo 14 CE y para ello examinar al efecto la doctrina general formulada por este Tribunal en 

la STC 27/1982 sobre la naturaleza de los títulos nobiliarios en relación con la Constitución y 

sus efectos en cuanto a su régimen sucesorio. Doctrina respecto de la cual los Tribunales 

ordinarios se limitaron en las sentencias impugnadas a hacer una simple referencia, 
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considerándola constreñida a aquel caso, para descartar su aplicación general. Mas 

habiéndose planteado la pretensión procesal civil del recurrente en relación con el mejor 

derecho a suceder en el título, tanto las sentencias de instancia como la de casación limitaron 

su examen al invocado principio de igualdad desde el exclusivo punto de vista antes citado, es 

decir, el de la discriminación que resultaría para la mujer si se otorgase la preferencia al varón 

en igualdad de línea y grado, concluyendo así por otorgar a aquélla la preferencia sin entrar en 

el examen de fondo según la doctrina sentada en la referida sentencia. Así entiendo que se 

lesiona el derecho del demandante a obtener de los Tribunales competentes la tutela efectiva 

(artículo 24.1 CE), puesto que no se entró a juzgar de la pretensión de fondo según la 

referida doctrina ni tampoco, en lo necesario, al resto de las normas del Derecho propio 

de las sucesiones nobiliarias. 

4. Tanto por el primer motivo como por el segundo en este recurso resultaba procedente entrar 

a examinar y resolver la cuestión en su integridad, es decir, no solamente desde el punto de 

vista de la aplicación del principio de no discriminación en uno de sus aspectos sino de los que 

resultan de la consideración particular de lo que, por una parte, constituye un régimen 

sucesorio privado (con la eventual inaplicación al mismo del principio cuestionado), y por otra, 

lo que al respecto puede significar la sucesión en un título nobiliario que es reminiscencia 

histórica y tiene una naturaleza especial, también en relación con la sucesión, según 

resulta de la doctrina formulada en la citada sentencia de este Tribunal. 

Madrid, a siete de julio de mil novecientos noventa y cinco.-José Gabaldón López.-Firmado y 

rubricado. 

VOTO PARTICULAR 

que formula el Magistrado don Fernando García-Mon y González-Regueral a la Sentencia del 

Pleno de 6 de julio de 1995, desestimatoria «por falta de jurisdicción o de competencia de este 

Tribunal» del recurso de amparo núm. 885/1991 

1. Vaya por delante y quiero destacarlo así incluso en el encabezamiento de este voto, que mi 

discrepancia con la sentencia del Pleno aprobada por mayoría, no está referida a la 

desestimación del recurso de amparo, sino a que la causa de dicha desestimación esté 

fundada en el artículo 4.2 de nuestra Ley Orgánica; es decir que, a juicio de la mayoría, este 

Tribunal carece de jurisdicción o de competencia para conocer de las pretensiones del 

recurrente que están directamente relacionadas desde la iniciación del proceso ante los 

Tribunales ordinarios, con el principio de igualdad que consagra el artículo 14 de la 

Constitución. 

En el primer fundamento jurídico de la sentencia, se enuncia o resume la pretensión de 

amparo. Consiste, a juicio del recurrente, «y ello constituye el núcleo de su demanda de 

amparo», en que la sentencia de la Sala Primera del Tribunal Supremo «ha vulnerado su 

derecho fundamental a la igualdad al haber desestimado su pretensión de reconocimiento de 

su mejor derecho al título nobiliario de Marqués de Agrópoli, frente a la actual titular del mismo, 

dejando inaplicado, en cuanto a la preferencia del varón respecto de la mujer, el orden 

sucesorio resultante de la Real Carta de Concesión de dicho título». La sentencia entiende en 
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ese mismo fundamento que, efectivamente, ese es el problema planteado que ha sido resuelto 

por los órganos judiciales, desestimando la citada pretensión con base, según se resume en la 

sentencia de la Sala Primera del Tribunal Supremo, en lo dispuesto en el artículo 14 CE que 

«inequívocamente veda cualquier preferencia por razón de sexo». 

Si en la sentencia de la mayoría se confirmase ese criterio del Tribunal Supremo y se 

entendiera que, efectivamente, la disposición derogatoria de la Constitución, en su núm. 3, en 

virtud de lo dispuesto en el artículo 14 CE, deroga el principio de masculinidad en la sucesión 

hereditaria de los títulos nobiliarios, los fundamentos de mi voto particular seguiría, otros 

derroteros discrepantes de lo que, en tal supuesto, sería la ratio decidendi de la sentencia. 

Pero no es así. La sentencia de la que disiento se limita a decir, con base en una 

fundamentación que no comparto, que este Tribunal no tiene jurisdicción o competencia para 

resolver ese problema y que, por tanto, la demanda de amparo incide en la causa de 

inadmisión del artículo 50.1 a) de la LOTC que contempla como tal «el caso a que se refiere el 

artículo 4.2». 

2. Antes de examinar la posibilidad de plantear a través de un recurso de amparo el problema 

enunciado, conviene reproducir exactamente el petitum de la demanda, toda vez que en él, 

naturalmente, se concreta lo solicitado del intérprete supremo de la Constitución. Dice así: 

«a) Declarar que la Sentencia de la Sala Primera del Tribunal Supremo de 22 de marzo de 

1991, en cuanto confirma la de la Sección Décima de la Audiencia Provincial de Madrid, de 6 

de febrero de 1989, confirmatoria asimismo de la del Juzgado de Primera Instancia de Madrid, 

de 16 de febrero de 1988, ha infringido el artículo 14 de la Constitución, violando el derecho a 

la igualdad de mi representado, al no aplicar, en cuanto a la preferencia del varón respecto de 

la mujer el originario orden sucesorio resultante de la Real Carta de Concesión del título de 

Marqués de A.para dilucidar el mejor derecho a éste. 

b) Declarar, en consecuencia la nulidad de la Sentencia de la Sala Primera del Tribunal 

Supremo, de 22 de marzo de 1991, con todo lo demás preciso para la efectividad del amparo 

constitucional que se insta. 

c) Reconocer el derecho de mi representado a que en la resolución jurisdiccional acerca del 

mejor derecho sobre el título de Marqués de A.no se excluya o excepcione el criterio sucesorio 

de la anteposición del varón respecto de la mujer como derivado de la Real Carta de 

Concesión del título que ha de regir su sucesión.» 

Entiendo que tales pretensiones concretas y derivadas, según el recurrente, de la indebida 

aplicación al caso del artículo 14 CE, al margen de lo que sobre ellas pudiera resolver en 

cuanto al fondo el Tribunal Constitucional, ratificando o rectificando la doctrina del Tribunal 

Supremo, encajan perfectamente en lo que, según nuestra jurisprudencia, puede ser objeto del 

recurso de amparo y, por tanto, puede y debe ser resuelto por este Tribunal. 

3. En efecto, en el recurso de amparo 6/1982 que guarda gran similitud con el presente y que, 

por ello, ha sido traído a colación por todos los intervinientes en este proceso constitucional, se 

planteó el tema, que ahora resolvemos en sentido contrario, de si era admisible o no un recurso 

de amparo que se fundaba en que el artículo 14 de la Constitución impedía que surtiera efecto 
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para la sucesión en un título nobiliario «la condición de casar con noble» prevista o impuesta 

en su Carta Fundacional y en virtud de la cual se había privado al entonces recurrente del título 

cuestionado. En la sentencia resolutoria de dicho recurso de amparo, STC 27/1982, después 

de analizar y rechazar diversos motivos de inadmisión alegados de contrario, entre ellos que la 

pretensión actora no podía encuadrarse en el artículo 41.1 de la LOTC, se declaró de forma 

terminante lo siguiente: «En consecuencia, ni inicialmente ni ahora apreciamos en el presente 

recurso ninguna causa de inadmisibilidad, por lo que es necesario entrar a resolver el fondo del 

asunto, entendiendo que el núcleo de lo que se discute es si la condición de casar con persona 

noble para poder adquirir un título nobiliario es o no contraria al artículo 14 de la Constitución». 

El presente caso no ofrece otra particularidad, respecto del resuelto en el fondo por la citada 

STC 27/1982, que aquí el «núcleo de lo que se discute» es si el principio de masculinidad 

como condición preferente para poder adquirir un título nobiliario es o no contrario al artículo 14 

de la Constitución. No hay, pues, diferencia para que, por razón de la materia litigiosa, 

declaremos en un caso la admisión del recurso de amparo, aunque fuera para desestimarlo en 

el fondo, y en el presente supuesto se declare inadmisible el recurso por falta de jurisdicción o 

de competencia de este Tribunal para pronunciarse sobre los efectos que el artículo 14 de la 

Constitución proyecta sobre la legislación nobiliaria española. 

Es significativo que ninguno de los intervinientes en este proceso de amparo -la recurrida, el 

Ministerio Fiscal y el Abogado del Estado- alegaran motivo alguno de inadmisión para solicitar 

la desestimación de la demanda. Y lo es, en mi criterio, porque a partir de la STC 27/1982, ha 

quedado claro que el problema relativo a si el principio de igualdad que consagra el artículo 14 

CE, ha derogado o no la legislación nobiliaria histórica, es susceptible del amparo 

constitucional. Lo fue en el caso resuelto por la citada sentencia y no hay razón alguna, a mi 

parecer, para modificar -y hacerlo de oficio- el fundado criterio allí sostenido sobre la admisión, 

en tales supuestos, del recurso de amparo. 

4. Como se deduce de lo ya expuesto, no comparto la doctrina que, contenida principalmente 

en el fundamento jurídico 2.º de la sentencia, conduce a la falta de jurisdicción de este Tribunal 

para resolver el problema planteado. Es cierto que la interpretación de la Constitución atribuida 

a este Tribunal por su artículo 161, ha de realizarse, como se dice en el citado fundamento, «en 

el marco de los distintos procesos, constitucionales y, por supuesto, dentro de los límites de 

dichos procesos, que son los de su jurisdicción.» Pero es asimismo cierto, que las pretensiones 

del actor en este proceso, y de ahí que las hayamos reproducido, no desbordan lo que puede 

ser contenido de un recurso de amparo: que se determine por este Tribunal si el obstáculo que, 

en las resoluciones impugnadas, se opone a dichas pretensiones, la derogación en materia de 

títulos nobiliarios del principio de masculinidad, es, efectivamente, con arreglo a la Constitución 

una causa impeditiva del derecho que reclama. Lo vulnerado para acudir al amparo no es, 

como entiende la sentencia, el mejor derecho del actor para acceder al título -cuestión de 

legalidad ordinaria que, en todo caso, habría de resolver el Tribunal Supremo, cualquiera que 

fuera el sentido de nuestra sentencia- ni se trata tampoco de que hagamos una interpretación 

abstracta del artículo 14 CE, desconectada del caso concreto que el actor plantea. Lo 
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vulnerado es, según el recurrente, el derecho a la igualdad porque es precisamente la 

aplicación de ese derecho fundamental, lo que le priva del título que reclama. Y si así lo plantea 

el recurrente, es claro que está denunciando que se le vulnera el derecho fundamental del 

artículo 14 CE por una indebida aplicación de ese precepto constitucional. Y ello, en un sentido 

o en otro, merece ser resuelto por este Tribunal porque, como se dijo ya en una de nuestras 

primeras sentencias «nada que concierna al ejercicio por los ciudadanos de los derechos que 

la Constitución les reconoce, podrá considerarse nunca ajeno a este Tribunal» (STC 26/1981 

[RTC 1981\26], fundamento jurídico 14). 

Una cosa es que se le otorga o no el amparo que demanda y otra muy distinta que su 

planteamiento no merezca una resolución de fondo por parte de este Tribunal. 

5. Termino aquí mi voto particular porque mi total conformidad con el formulado por don José 

Gabaldón -a cuyo voto me adhiero- haría superfluas otras consideraciones en orden a que este 

recurso de amparo ha debido resolver el fondo del problema planteado. Conclusión a la que 

llego, obvio es decirlo, con el máximo respeto a la opinión de la mayoría. 

Madrid, diez de julio de mil novecientos noventa y cinco.-Fernando García-Mon y González-

Regueral.-Firmado y rubricado. 
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Tribunal Constitucional (Pleno) 

Sentencia núm. 126/1997 de 3 julio RTC 1997\126 

CUESTION DE INCONSTITUCIONALIDAD PROMOVIDA POR JUECES Y TRIBUNALES: 

Objeto: derecho histórico: Código de las Siete Partidas: Partida 2.15.2 sobre sucesión de títulos 

nobiliarios: dudas sobre su vigencia: admisibilidad fundada en que la jurisprudencia del Tribunal 

Supremo la considera en vigor; Planteamiento de la cuestión: audiencia de las partes: alcance: 

garantiza, por un lado, que las partes sean oídas ante una decisión judicial de tanta entidad 

como abrir un proceso de constitucionalidad, y de otro, permite conocer la opinión de los 

sujetos interesados: inexistencia de indeterminación en la providencia que plantea la 

inconstitucionalidad del régimen de la sucesión regular de títulos nobiliarios; Juicio de 

relevancia: sobre normas preconstitucionales reguladoras de la sucesión «mortis causa» de 

títulos nobiliarios: el órgano jurisdiccional no pretende que se le aclare una duda interpretativa: 

aplicabilidad de la doctrina del TC sobre inconstitucionalidad sobrevenida que le permite deferir 

la cuestión ante la jurisdicción constitucional: particularidad al tratarse de ciertos preceptos de 

Derecho histórico. 

TITULOS NOBILIARIOS: Alcance: distinción entre el orden de sucesión en la Corona, regulado 

en el art. 57.1 CE y el orden regular de la transmisión «post mortem» de los títulos nobiliarios: 

«excursus» histórico del proceso de tal disociación; Status jurídico: en el Estado social y 

democrático de Derecho, ostentar un título nobiliario no supone una condición estamental ni 

privilegiada, ni tampoco conlleva el ejercicio de función pública alguna; Naturaleza: «bien 

inmaterial» constitutivo de un «nomen iuris», que es una unidad y como tal indivisible entre los 

descendientes; Contenido jurídico: valor de símbolo que se halla desprovisto hoy de cualquier 

contenido jurídico material en nuestro ordenamiento: se agota en el derecho a adquirirlo, a 

usarlo y a protegerlo frente a terceros de modo semejante a lo que sucede con el derecho al 

nombre: doctrina constitucional; Adquisición: sucesión nobiliaria: ausencia de un precepto 

constitucional que consagre el orden regular de sucesión de estas mercedes: han subsistido 

por su directa vinculación con la Corona: efectos: sólo despliega determinados efectos jurídicos 

en el ámbito de determinadas relaciones privadas. 

DERECHO FUNDAMENTAL A LA IGUALDAD ANTE LA LEY: Igualdad en la Ley: contenido: si 

el principio de igualdad no postula ni como fin ni como medio la paridad y sólo exige la 

razonabilidad de la diferencia de trato, las prohibiciones de discriminación imponen como fin y 

generalmente como medio la parificación de trato legal: doctrina constitucional; Discriminación 

por razón de sexo: institución de los títulos de nobleza: carácter simbólico: llamada a la historia 

desprovista de todo contenido material, dado que el fundamento de la diferenciación que 

incorpora no se halla vigente ya en nuestro ordenamiento; Sucesión regular: no siendo 

discriminatorio el título de nobleza tampoco puede serlo la preferencia del varón sobre la mujer 

en igualdad de línea y grado. 
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Jurisdicción: Constitucional 

Cuestión de Inconstitucionalidad núm. 661/1996 

Ponente: Don Julio Diego González Campos 

Votos particulares formulados por los Magistrados don Carles Viver Pi-Sunyer, don Tomás S. 

Vives Antón y don Pedro Cruz Villalón. 

Cuestión de inconstitucionalidad planteada por la Audiencia Provincial de Madrid (Sección 

Decimotercera) en relación con el art. 1 de la Ley de 4 mayo 1948, el art. 5 del Decreto de 4 

junio 1948, el art. 13 de la Ley de Desvinculación de 1820, las Leyes 8 y 9 del Título XVII del 

Libro X de la Novísima Recopilación y de la Ley 2 del Título XV de la Partida II, por supuesta 

vulneración del art. 14 de la CE en relación con el orden de sucesión en los títulos nobiliarios: 

desestimación. 

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente, 

don José Gabaldón López, don Fernando García-Mon y González-Regueral, don Vicente 

Gimeno Sendra, don Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González Campos, don 

Pedro Cruz Villalón, don Carles Viver Pi-Sunyer, don Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez 

de Parga y Cabrera, don Tomás S. Vives Antón y don Pablo García Manzano, Magistrados, ha 

pronunciado 

EN NOMBRE DEL REY 

la siguiente 

SENTENCIA 

En la cuestión de inconstitucionalidad núm. 661/1996, planteada por la Sección Decimotercera 

de la Audiencia Provincial de Madrid en relación con el art. 1 de la Ley de 4 de mayo de 1948 

(RCL 1948\545y NDL 29132), el art. 5 del Decreto de 4 de junio de 1948 (RCL 1948\772y NDL 

29133), el art. 13 de la Ley Desvinculadora de 1820 (NDL 29119), las Leyes 8 y 9 del Título 

XVII del Libro X de la Novísima Recopilación, y la Ley 2 del Título XV de la Partida II, por 

supuesta vulneración del art. 14 CE (RCL 1978\2836y ApNDL 2875). Han intervenido en el 

proceso el Abogado del Estado, en la representación que ostenta, y el Fiscal General del 

Estado, y ha sido Ponente el Magistrado D. Julio Diego González Campos, quien expresa el 

parecer del Tribunal. 

I. ANTECEDENTES 

1. 

Con fecha 20 de febrero de 1996, tuvo entrada en el Registro de este Tribunal escrito del 

Presidente de la Sección Decimotercera de la Audiencia Provincial de Madrid al que se 

adjuntaba testimonio del rollo de apelación núm. 692/1994 y Auto de 5 de febrero de 1996, por 

el que se acordaba plantear cuestión de inconstitucionalidad en relación con el art. 1 de la Ley 

de 4 de mayo de 1948, el art. 5 del Decreto de 4 de junio de 1948, el art. 13 de la Ley 

Desvinculadora de 1820, las Leyes 8 y 9 del Título XVII del Libro X de la Novísima 

Recopilación, y la Ley 2 del Título XV de la Partida II, por supuesta vulneración del art. 14 de la 

Constitución Española. 

2. 
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Los hechos que dieron lugar al planteamiento de la cuestión, brevemente expuestos, son los 

siguientes: 

A) Doña María del Pilar C y Osorio M. presentó en su día demanda de juicio declarativo de 

mayor cuantía pretendiendo se declarara su mejor derecho a ostentar los títulos de Conde de 

Cardona, con Grandeza de España, Marqués M. y Conde de A. frente a su hermano, menor en 

edad, don Rafael. El Juzgado de Primera Instancia núm. 51 de Madrid, dictó en su día 

sentencia desestimatoria de la demanda. 

B) La actora civil interpuso recurso de apelación ante la Audiencia, cuya Sección XIII acordó, 

por providencia de 20 de noviembre de 1995, y de conformidad con lo dispuesto en el art. 35 

LOTC (RCL 1979\2383y ApNDL 13575), requerir a las partes para que alegaran lo que 

estimasen pertinente en relación con la «posibilidad constitucional de pervivencia, tras la 

entrada en vigor de la Constitución, del régimen de sucesión de títulos nobiliarios establecido 

como orden regular de sucesión, dispuesto por el Derecho histórico preconstitucional, al 

imponer, en los casos de igualdad de línea y grado, la preferencia del varón sobre la mujer 

para determinar el orden de sucesión de los títulos nobiliarios, o, por el contrario, esta 

preferencia ha de entenderse abrogada y derogadas, a tenor de la disposición derogatoria, 3 

de la Constitución Española, por violación del art. 14 de la misma, en cuanto proclama el 

principio de igualdad de los españoles, prohibiendo cualquier discriminación por razón de 

sexo». 

C) Evacuadas las alegaciones de las partes -en las que la actora se opuso al planteamiento de 

la cuestión, el demandado la estimó necesaria, y el Fiscal se abstuvo de deducirlas por 

entender imprecisos los términos de la misma-, la Sección, por Auto de 8 de febrero de 1996, 

acordó el planteamiento de la presente cuestión de inconstitucionalidad. 

3. 

Comienza el auto de planteamiento, por identificar las normas cuestionadas, reguladoras del 

orden de sucesión en los títulos nobiliarios, y que son las siguientes: 

A) El art. 1 de la Ley de 4 de mayo de 1948, de acuerdo con el cual «se restablecen (...) las 

disposiciones vigentes hasta el 14 de abril de 1931 sobre concesión, rehabilitación y 

transmisión de Grandezas y Títulos del Reino, ejercitándose por el Jefe del Estado la gracia y 

prerrogativas a que aquéllas se refieren». 

B) El art. 5 de Decreto de 4 de junio de 1948, norma con rango de Ley por causa de la 

remisión que ordena el precitado art. 1 de la Ley de 1948, en el que se dispone que «el 

orden de suceder en todas las dignidades nobiliarias se acomodará estrictamente a lo 

dispuesto en el título de concesión y, en su defecto, al que tradicionalmente se ha 

seguido en la materia», 

C) El art. 13 de la Ley Desvinculadora de 1820, conforme al cual «los títulos, 

prerrogativas de honor y cualesquiera otras preeminencias de esta clase que los 

poseedores actuales de vinculación disfutan como anejas a ellas subsistirán en el 

mismo pie y seguirán en el orden de sucesión prescrito en las concesiones, escrituras 

de fundación u otros documentos de procedencia». 
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D) Las Leyes 8 y 9 del Título XVII de la Novísima Recopilación, en las que se establece que 

«lo qual visto por los del nuestro Consejo y con Nos consultado, fue acordado, que debíamos 

mandar y declarar, como declaramos y mandamos, que en la sucesión de los mayorazgos, 

vínculos, patronazgos y aniversarios que de aquí en adelante se hicieren, así por ascendientes 

como por transversales o extremos, se guarde lo dispuesto en las dichas Leyes de Partida 

y Toro». 

E) La Ley 2 del Título XV de la Partida II, que establece el orden de sucesión de la Corona 

y dispone «que el señorío del Reyno non lo oviesse si non el fijo mayor después de la muerte 

de su padre, e este varón siempre en todas las tierras del mundo, doquier que el señorío 

ovieron por linaje, e mayormente en España. E por escusar muchos males, que acaecieron o 

podrían aún ser fechos, pusieron que el Señorío del Rey heredassen siempre aquellos que 

viniesen por la liña derecha. E por ende establecieron que si fijo varón y non oviesse, la fija 

mayor heredasse el Reyno...». 

Expone a continuación el auto de planteamiento -tras objetar las supuestas imprecisiones 

alegadas por el Fiscal- las razones por las que las normas cuestionadas son aplicables al caso 

debatido, dependiendo de su validez el contenido del fallo que haya de acordarse. Acto 

seguido, el órgano proponente se extiende en consideraciones sobre el planteamiento de 

cuestiones de constitucionalidad respecto a normas preconstitucionales, fiel trasunto de la 

doctrina sentada desde la STC 4/1981 (RTC 1981\4). 

El auto se centra, seguidamente, en la exposición de la duda de constitucionalidad, que tiene 

por único objeto la vigencia o derogación del principio de varonía. Explica la Sección que la 

derogación de este principio ha sido declarada por varias sentencias de la Sala Primera del 

Tribunal Supremo, en línea jurisprudencial uniforme desde la Sentencia de 20 de junio de 1987 

(RJ 1987\4540). Frente a este criterio se viene oponiendo, sin embargo, parte relevante de la 

doctrina científica, el Consejo de Estado y varios órganos judiciales, destacándose en el auto 

que la última sentencia del Tribunal Supremo, aun formando parte de esa línea jurisprudencial, 

va acompañada de un voto particular discrepante. Con todo, admite la Sección que esta 

discrepancia no es motivo suficiente para plantear la cuestión. Sí lo sería, en cambio, la 

discrepancia entre la jurisprudencia del Tribunal Supremo y la de este Tribunal Constitucional, 

cifrada en la STC 27/1982 (RTC 1982\27), cuyo contenido permite poner en duda que el 

derecho histórico haya sido derogado, por cuanto el carácter discriminatorio de los títulos 

nobiliarios está ínsito en su propia naturaleza jurídica y carece de relevancia constitucional. Por 

ello, supeditar un determinado aspecto jurídico de su regulación y contenido a determinados 

criterios preferenciales y, por tanto, discriminatorios, ha de ser también irrelevante desde el 

punto de vista constitucional. 

La Sección declara, seguidamente, hacer suyo el razonamiento de la sentencia de instancia, 

para la cual sólo reputando no discriminatoria la institución de la nobleza, por intrascendente en 

el ámbito de los derechos fundamentales y libertades públicas, puede compatibilizarse su 

existencia con el art. 14 CE; siendo esto así, ninguna discriminación constitucionalmente 

relevante puede observarse en el hecho de que la Ley que rige su sucesión establezca un 
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orden basado en la preferencia del varón sobre la mujer. De ello deriva la Sección dos 

consecuencias: de un lado, el legislador puede adoptar las pautas preferenciales que estime 

pertinentes para determinar el orden de los llamados a suceder; de otro, los órganos 

jurisdiccionales no pueden declarar abrogada y derogada la concreta preferencia de varonía 

sancionada por la Ley preconstitucional. 

Por similares razones, concluye el auto, es inaplicable a los títulos de nobleza la Convención 

de Nueva York de 1979 sobre eliminación de todas las formas de discriminación de la mujer 

(RCL 1984\790y ApNDL 3635). Reconocido por el Tribunal Constitucional, a su juicio, que la 

posesión de un título nobiliario es compatible con la Constitución, la pretensión de aplicabilidad 

del principio de igualdad sobre esa institución parece estar en contradicción con el sentido 

lógico y sistemático que ha de guiar al intérprete. La naturaleza intrínseca de la institución 

nobiliaria es la desigualdad, sin relevancia constitucional alguna; por ello, cualquier diferencia 

de trato para determinar el derecho a poseer esa merced ha de carecer, asimismo, de esa 

relevancia. Por tanto, al quedar fuera del ámbito de las relaciones jurídicas llamadas a ser 

protegidas por el principio de igualdad, no puede declararse su derogación. 

4. 

Por providencia de 14 de marzo de 1996, la Sección Tercera del Pleno de este Tribunal acordó 

admitir a trámite la cuestión y dar traslado de las actuaciones, conforme establece el art. 37.2 

LOTC, al Congreso de los Diputados y al Senado, al Gobierno y al Fiscal General del Estado, 

al objeto de que en el plazo improrrogable de quince días pudieran personarse en el proceso y 

formular las alegaciones que estimaran convenientes; asimismo acordó publicar la incoación de 

la cuestión en el «Boletín Oficial del Estado», para general conocimiento. 

5. 

En escrito presentado el 26 de marzo de 1996, el Presidente del Congreso de los Diputados 

comunicó que la Mesa de la Cámara había acordado no personarse ni formular alegaciones en 

el presente proceso. 

6. 

Por medio de escrito que tuvo entrada en este Tribunal el 26 de marzo de 1996, el Presidente 

del Senado ruega del Tribunal tenga por personada a la Cámara y por ofrecida su colaboración 

a los efectos del art. 88.1 Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. 

7. 

Con fecha 2 de abril de 1996, el Abogado del Estado ante el Tribunal Constitucional presentó 

escrito de personación en el presente proceso, y en el que se contienen sus alegaciones, 

conducentes a la estimación de la cuestión. 

Tras advertir que estas alegaciones se formulan de conformidad con instrucciones recibidas de 

la superioridad, comienza su escrito discrepando de la selección de las normas portadoras del 

principio de preferencia del varón efectuada por el órgano proponente. En este sentido, 

advierte que el art. 1 de la Ley de 4 de mayo de 1948 es una pura regla de remisión al pasado, 

que en nada resulta de por sí contraria al art. 14 CE; idéntico carácter presentan el art. 5 del 

Decreto de 4 de junio de 1948 -que ni siquiera posee, a su juicio, más rango que el 
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reglamentario, lo que le hace inidóneo como objeto de una cuestión de constitucionalidad- y el 

art. 13 de la Ley Desvinculadora de 1820. Tampoco, por último, recogen por sí mismas reglas 

materiales de sucesión en los títulos nobiliarios las Leyes 8 y 9 del Título XVII del Libro X de la 

Novísima Recopilación (sendas Pragmáticas de don Felipe III de 15 y 5 de abril de 1615, 

respectivamente), limitadas a estimar de aplicación en la sucesión regular de mayorazgos «las 

reglas ordinarias que se guardan en la sucesión destos mis Reynos» (Ley 8), y la expresa 

aplicabilidad a dichas sucesiones de la Ley 2 del Título XV, Partida II (Ley 9). 

Es pues esta última regla la única que efectivamente contiene, al menos, la base o fundamento 

del principio de varonía. Pero también es claro que en la Ley 2 del Título XV, Partida II sólo se 

contienen reglas relativas a la sucesión en el Reino, y no a los mayorazgos o a la sucesión 

nobiliaria. La aplicación a estas últimas sucesiones de las reglas previstas para la Corona no se 

encuentra, a juicio del Abogado del Estado, en norma alguna, sino que es una creación 

doctrinal aceptada por los Tribunales, y que reposa en la analogía, tesis esta que se argumenta 

con erudita extensión. 

Continúa el Abogado del Estado sus alegaciones aceptando el rango cuando menos legal de 

las cuestionadas reglas de las Partidas y la Novísima, pero afirma seguidamente que no es 

nada evidente el que un juicio sobre la validez de estas normas pueda resolver el problema 

aquí planteado, que es el de si la regla de preferencia del varón en las sucesiones nobiliarias 

regulares contradice o no el art. 14 CE. La regla de Ley 2 del Título XV, Partida II es en sí 

misma una norma de sucesión de la Corona, pero, en cuanto a este mismo, hoy sólo posee 

valor como antecedente histórico, pues esa sucesión está hoy regulada por el art. 57 CE. Se 

produce así la paradoja, hija de la historia, de que, en cuanto a su objeto directo, la 

mencionada regla es hoy norma no vigente, conservando cierto valor, sin embargo, en cuanto 

norma en la que se ha venido secularmente asentando el orden sucesorio regular en las 

dignidades nobiliarias. Por ello, a juicio del Abogado del Estado, la cuestión posee un objeto 

adecuado, pues no resulta imposible examinar la constitucionalidad del «resto de vigencia» que 

conserva la mencionada regla de las Partidas, y ello pese a que desde 1987 existen 

numerosas sentencias de la Sala Primera del Tribunal Supremo que han venido a declarar 

inaplicable a la sucesión nobiliaria la regla de las Partidas, sentencias estas que coexisten con 

otras varias en las que se sigue la opinión justamente contraria, y que es la tesis tradicional en 

nuestro Derecho. Esto basta, a juicio del Abogado del Estado, para concluir que la Sección 

cuestionante no ha cometido ninguna arbitrariedad al considerar aplicable la Ley 2 del Título 

XV, Partida II a las sucesiones nobiliarias regulares, sino que más bien se asienta en una 

sólida doctrina secular de la que únicamente se apartan unas pocas sentencias dictadas en la 

última década. 

Pasando luego al examen de la duda planteada, el Abogado del Estado resalta el acierto del 

planteamiento de la cuestión, que a su juicio tiene su centro en la posible contradicción 

existente entre la doctrina sentada en la STC 27/1982, y la de la Sala Primera del Tribunal 

Supremo en unas pocas Sentencias dictadas entre 1987 y 1995, que parten de la premisa de 

entender constitucionalmente relevantes las sucesiones en las mercedes nobiliarias, y que 
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afirman por tanto la aplicabilidad del art. 14 CE como medida de validez de tales sucesiones. A 

su juicio, esta duda sobre si ha de ser seguido el camino trazado en la STC 27/1982, o el de las 

referidas sentencias del Tribunal Supremo, es una duda de constitucionalidad con entidad 

suficiente para fundamentar el planteamiento de la cuestión, pues si el art. 14 CE ha de 

aplicarse a las sucesiones nobiliarias, entonces será inconstitucional el criterio de preferencia 

en razón del sexo (y acaso no sólo ese criterio de preferencia, añade el Abogado del Estado). 

En cuanto al fondo de la cuestión planteada, siguiendo las instrucciones superiores recibidas 

se defiende en las alegaciones que la preferencia tradicional -en igualdad de línea y grado, o 

incluso sólo de grado- que favorece a los varones en la sucesión de una merced nobiliaria es 

contraria al art. 14 CE «de acuerdo con la jurisprudencia de la Sala Primera del Tribunal 

Supremo que se viene produciendo reiteradamente en la materia». De ahí que comience su 

examen del fondo de la cuestión con la expresa advertencia de que su línea argumental se 

basa en la aplicabilidad a tales sucesiones del art. 14 CE, al menos en cuanto a la regla de 

masculinidad, no estando en cuestión en el presente proceso otras reglas sucesorias 

tradicionales en la materia («legitimidad» de la filiación, anterioridad del nacimiento), ni la 

compatibilidad con diversos principios y preceptos constitucionales de la perpetua 

transmisibilidad mortis causa de dignidades y preeminencias de creación estatal y que siguen 

siendo título de preeminencia o de dignidad -además de otorgar notorias ventajas sociales- a 

casi doscientos años de haber terminado el Antiguo Régimen. 

Así centrado el fondo de la cuestión, e insistiendo en dar por supuesta la aplicabilidad del art. 

14 a las sucesiones nobiliarias, la manifiesta naturaleza de orden público constitucional de que 

goza el principio y derecho de igualdad consagrado en el art. 14 CE determinará su 

aplicabilidad a cualesquiera sucesiones nobiliarias abiertas con posterioridad a la Constitución, 

independientemente de la fecha en que se creara la merced. La regla cuestionada instaura, a 

juicio del Abogado del Estado, una discriminación característica y evidentemente odiosa, ya 

que atribuye mejor o peor trato jurídico sobre la base de un dato biológico que, por el momento, 

es inmodificable -al menos genéticamente- y sobre el que la libertad humana no puede actuar. 

Una ventaja jurídica resulta así atribuida no en virtud de una regla racional compatible con el 

sistema de valores constitucionales, sino en virtud del más ciego azar biológico, siendo 

radicalmente irracionales e incompatibles con la Constitución las tradicionales ideas del mayor 

valor del varón frente a la mujer. Toda la antropología nobiliarista tradicional -que pretende 

justificar la preferencia de varones y primogénitos sobre la base de interpretaciones bíblicas o 

sobre mitos biológicos de una supuesta «mejor sangre»- es palmariamente inconciliable con el 

art. 14 CE, como lo es, en definitiva, la existencia de reglas con contenido material 

discriminatorio en el ciego sentido biológico ya analizado. 

Por todo ello, concluye el Abogado del Estado suplicando se dicte sentencia estimatoria de la 

cuestión, declarando inconstitucional y nula la tradicional regla de la preferencia del varón 

sobre la mujer, a igualdad de línea y grado o incluso sólo de grado, regla contenida en la Ley 2 

del Título XV de la Partida II, en cuanto esta Ley de Partida conserve vigencia y sea aplicable a 

las sucesiones por causa de muerte en las mercedes nobiliarias. 
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8. 

El 11 de abril de 1996, tuvieron acceso al Registro de este Tribunal las alegaciones del Fiscal 

General del Estado, en las que se sostiene la desestimación de la cuestión por falta de 

requisitos procesales y ser notoriamente infundado su planteamiento. 

Después de sintetizar los antecedentes de hecho de la cuestión, comienzan las alegaciones en 

cuanto al fondo del Fiscal General afirmando que el haber superado la cuestión el trámite de 

admisión, no implica la imposibilidad de que una eventual ausencia de presupuestos 

procesales pueda ser apreciada por el Tribunal en la misma sentencia (STC 186/1990 [RTC 

1990\186)], lo que conduciría a un pronunciamiento de desestimación y contribuiría, a su juicio, 

a la formación de un cuerpo doctrinal y a un correcto funcionamiento de la cooperación entre la 

jurisdicción ordinaria y el Tribunal Constitucional en la depuración del ordenamiento, que debe 

conducir a que la cuestión de inconstitucionalidad no rebase los límites objetivos y subjetivos a 

que está sujeta en su planteamiento. 

El Fiscal General afirma que una primera observación sobre los requisitos exigidos por el art. 

35 LOTC conduce a la conclusión de su concurrencia en el caso; esto no obstante, sigue 

afirmando, una lectura cuidadosa de dicho precepto, unida a la posibilidad de inadmisión de 

una cuestión por ser notoriamente infundada (art. 37.1 LOTC), puede conducir a la 

desestimación de la cuestión en este trámite. El art. 35.1 exige como un prius al planteamiento 

de una cuestión que el Juez o Tribunal considere que la norma a enjuiciar «... pueda ser 

contraria a la Constitución», extremo este que conduce a no plantear cuestiones de 

inconstitucionalidad allí donde el Juez o Tribunal estimen que la norma a aplicar no es contraria 

a la Constitución. 

Con cita de la STC 17/1981 (RTC 1981\17), y de los AATC 296/1992 y 312/1992, se sostiene 

que el cauce de la cuestión de inconstitucionalidad no es hábil para solucionar una eventual 

«perplejidad interpretativa», obteniendo del Tribunal Constitucional cuál haya de ser la 

interpretación correcta de una Norma Legal. Asimismo, tampoco sería procedente el 

planteamiento de una cuestión si según la apreciación subjetiva del juzgador no fuera 

necesario hacerlo, no procediendo, por tanto, en casos en los que «sería conveniente dados 

los efectos generales de una sentencia del Tribunal». El Fiscal General recuerda, por último, la 

improcedencia, declarada por este Tribunal, del planteamiento de una cuestión como fórmula 

para soslayar una discrepancia interpretativa con un Tribunal Superior (ATC 312/1992), así 

como que la conexión entre la falta del requisito de la duda de inconstitucionalidad, 

materialmente entendida, y la inadmisibilidad o desestimación de la cuestión, operan a través 

de la atribución al planteamiento de la cualidad de «notoriamente infundado», consecuencia 

procesal prevista en el art. 37.1 LOTC [STC 222/1992 (RTC 1992\222), Fundamento Jurídico 

2.º, b)]. 

La aplicación de estas premisas al caso planteado, y la lectura del auto de planteamiento de la 

cuestión, lleva a la conclusión de que el órgano cuestionante sólo duda en una mínima parte de 

la constitucionalidad de las normas cuestionadas, dado que su razonamiento se dirige más 

bien a explicar que no existe oposición entre las reglas que rigen la sucesión de los títulos 
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nobiliarios y el art. 14 CE; consecuentemente, la Sección debió simplemente resolver el pleito 

conforme a su criterio -como realizara el Juzgado de Primera Instancia, cuyos razonamientos la 

Audiencia hizo expresamente suyos-, y no proceder al planteamiento de la presente cuestión, 

cuya naturaleza jurídica y finalidad, como ya se ha afirmado, no es compatible con el caso 

concreto que nos ocupa. El art. 163 CE y el art. 35.1 LOTC, insiste el Fiscal General, sólo 

permiten el planteamiento de la cuestión respecto a una norma «que puede ser contraria a la 

Constitución», pero carece de sentido que se haga lo propio cuando el Juez o Tribunal 

considere que la norma no es contraria a la Constitución, como en este caso sucede. 

Entiende finalmente el Fiscal General, que la temática planteada ofrece perfiles propios cuando 

se trata de normas preconstitucionales, en donde la Constitución permite, a través de sus 

Disposiciones derogatorias y caso de un juicio negativo de constitucionalidad, su derogación 

por el Juez o Tribunal sentenciador, o bien su aplicación, como juicio positivo de 

constitucionalidad, como función inherente a la potestad jurisdiccional. Tal es, a su juicio, el 

presente caso, en el que no se observa oposición entre Constitución y norma, por lo que debió 

dictarse sentencia abriendo la vía casacional a la parte perjudicada por el fallo. La impresión 

que se obtiene de la lectura del auto, y su clara desconexión con el acuerdo tomado, es la de 

que se pretende del Tribunal Constitucional obtener una respuesta a una consulta sobre la 

constitucionalidad de determinadas normas sin un substrato de duda en cuanto a su oposición 

a la Constitución. De acuerdo con la jurisprudencia constitucional antes citada, esta 

incongruencia nacida de la desvinculación entre la argumentación del auto y el acuerdo de 

plantear la cuestión, conduce rectamente a la desestimación de la cuestión por ser 

notoriamente infundada (STC 222/1992). 

9. 

Por providencia de 1 de julio de 1997, se acordó señalar para deliberación y votación de la 

presente sentencia el siguiente día 3 del mismo mes y año. 

II. FUNDAMENTOS JURIDICOS 

1. 

La Sección Decimotercera de la Audiencia Provincial de Madrid ha planteado cuestión de 

inconstitucionalidad por estimar que la decisión en el proceso que conoce en grado de 

apelación «depende de la validez y, por tanto, de la vigencia de las normas con rango de Ley 

que integran el régimen sucesorio de los títulos nobiliarios, dispuesto por el Derecho histórico 

preconstitucional vigente -art. 1 de la Ley de 4 de mayo de 1948, art. 5 del Decreto de 4 de 

junio de 1948, art. 13 de la Ley Desvinculadora de 27 de septiembre, 11 de octubre de 1820, 

Leyes 8 y 9 del Título XVII del Libro X de la Novísima Recopilación y Ley 2 del Título XV de la 

Partida II-, por posible infracción del art. 14 CE». Pues «al disponer la preferencia del varón 

sobre la mujer, en igualdad de línea y grado, para ostentar mejor derecho a poseer las 

dignidades nobiliarias en el orden regular de sucesión», dicha normativa «puede infringir o no 

el principio de no discriminación por razón de sexo, que proclama el art. 14 CE». De suerte que 

si la legislación histórica antes mencionada es ajustada a la Constitución ello supondrá, a juicio 

de la Audiencia Provincial «el rechazo del recurso de apelación y confirmación de la sentencia 
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apelada, mientras que su inconstitucionalidad sobrevenida determinará la revocación de la 

misma y, previa estimación total de la demanda, el reconocimiento del mejor derecho de la 

actora a poseer los títulos nobiliarios» (Fundamento Jurídico 4.º del auto de planteamiento). 

2. 

Así expuesto el objeto de la presente cuestión, ha de indicarse que, si bien para el Abogado del 

Estado existe una duda de inconstitucionalidad que «presta base más que suficiente al 

planteamiento», el Fiscal General del Estado, por el contrario, ha solicitado su desestimación 

en este trámite, «por falta de requisitos procesales y ser notoriamente infundado su 

planteamiento». Lo que requiere que esta objeción sea examinada con carácter previo, ya que 

si fuera apreciada ello excluiría lógicamente cualquier consideración ulterior, por faltar los 

presupuestos procesales que la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional exige para el 

conocimiento de la cuestión por este Tribunal (SSTC 186/1990 y 6/1991 [RTC 1991\6], entre 

otras). Pues la evidente razón de ser de estos presupuestos radica, precisamente, «en la 

necesidad de asegurar que aquéllas (las cuestiones de inconstitucionalidad) sirven 

estrictamente a su finalidad, y el control de admisibilidad que este Tribunal ha de ejercer es el 

medio indispensable para verificar la existencia de esos requisitos», como hemos declarado 

desde la STC 17/1981, Fundamento Jurídico 1.º 

Esta preservación de la finalidad esencial de las cuestiones de inconstitucionalidad es la que 

parece guiar la objeción del Fiscal General del Estado, pues tras citar la anterior decisión y 

otras posteriores [STC 222/1992, Fundamento Jurídico 2.º, b) y AATC 296/1992 y 312/1992] ha 

sostenido que el art. 35.1 en relación con el art. 37.1 LOTC permiten inadmitir una cuestión por 

ser notoriamente infundada cuando el órgano jurisdiccional, como a su juicio aquí ocurre, dirige 

su razonamiento a explicar que no existe oposición entre los preceptos históricos que regulan 

la sucesión regular en los títulos nobiliarios y el art. 14 CE. De lo que a su entender resulta una 

clara desconexión entre la naturaleza y fines perseguidos mediante el planteamiento de la 

cuestión y el concreto caso que nos ocupa, ya que si el Tribunal a quo consideró que las 

normas cuestionadas no son contrarias a la Constitución debió limitarse a aplicarlas, como hizo 

la Juez de instancia. Mientras que de la lectura del auto de planteamiento se desprende la 

impresión de que la Sala pretende «obtener de este Tribunal una respuesta a una consulta 

sobre la constitucionalidad de unas normas, sin un sustrato de duda en cuanto a su oposición 

con la Constitución». 

Más concretamente, se ha alegado que si bien el auto de planteamiento, como sostén para 

deferir la cuestión a este Tribunal «desliza la palabra duda sobre la constitucionalidad del 

derecho histórico», lo cierto es que «toda la batería argumental» va orientada a desconectar la 

legislación aplicable del derecho a la igualdad, y ello, a su entender, se desprende de cuatro 

datos presentes en dicha resolución judicial indicados en el punto III.2 de su escrito. Por lo que 

su conclusión es, como antes se ha dicho, que la Sala pretende obtener de este Tribunal una 

respuesta a «una consulta sobre la constitucionalidad de unas normas sin un sustrato de duda 

en cuanto a su oposición a la Constitución». Reprochando al auto de planteamiento de la 

presente cuestión que contenga una motivación «sólo orientada a sostener la 
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constitucionalidad de una de las interpretaciones posibles». Supuesto en el que hemos dicho 

que la cuestión planteada no sería admisible, ya que supondría utilizarla con un carácter 

consultivo, para despejar las dudas no sobre la constitucionalidad de un precepto legal, sino 

sobre cuál fuera, entre las varias posibles, su interpretación y aplicación más acomodada a la 

Constitución [STC 222/1992, Fundamento Jurídico 2.º, b), con cita de la STC 157/1990 (RTC 

1990\157), Fundamento Jurídico 2.º]. 

3. 

La anterior doctrina, sin embargo, no es en modo alguno aplicable al presente caso, dado que 

el órgano jurisdiccional no pretende aclarar una duda de interpretación sin relevancia 

constitucional (STC 157/1990). En primer lugar, al ser normas preconstitucionales las que 

estima aplicables, la Sala, con apoyo en la STC 4/1981, ha hecho en el Fundamento Jurídico 

5.º del auto de planteamiento una distinción entre el supuesto en que un órgano jurisdiccional 

tenga certeza de que la norma cuestionada es contraria a la Constitución, en cuyo caso deberá 

inaplicarla, y aquel en que existe una duda, en el que puede someter a este Tribunal el 

problema de interpretación constitucional. Y si la primera vía ha sido la seguida por la Juez en 

la sentencia de instancia, la Sala, en cambio, manifiesta que ha optado por la segunda, al estar 

confrontada, de un lado, con la respuesta negativa al problema de constitucionalidad que 

aquella resolución judicial ofrece y, de otro lado, la contenida en la doctrina de la Sala Primera 

del Tribunal Supremo, de carácter positivo. De suerte que la duda sobre el problema de 

constitucionalidad se ha planteado en atención a los dos términos o soluciones contradictorias 

con los que se enfrenta para decidir sobre la apelación y confirmar o revocar la sentencia de 

instancia. Lo que se evidencia claramente en la conclusión del Fundamento Jurídico 4.º del 

auto de planteamiento de la cuestión, que antes se ha transcrito, y se reitera en el inicio de su 

Fundamento Jurídico 6.º, al afirmar que «la duda de constitucionalidad objeto de la cuestión se 

circunscribe a determinar la vigencia o derogación, por inconstitucionalidad sobrevenida, del 

principio de masculinidad o varonía, establecido por la legislación histórica como criterio 

preferente para el llamamiento en la cuestión regular de títulos nobiliarios, según sea o no de 

aplicación a esta institución el principio de no discriminación, proclamado en el art. 14 de la 

Constitución Española». 

El razonamiento del auto que promueve la presente cuestión, cierto es, no está dirigido 

enteramente a justificar la inconstitucionalidad de la mencionada regla de la legislación 

histórica sobre sucesión regular en los títulos nobiliarios. Pero no cabe reprocharle, sin 

embargo, que en lugar de una certeza haya planteado una duda sobre la constitucionalidad de 

dicha legislación preconstitucional a partir de dos términos o soluciones contradictorias y que 

haya razonado la duda aportando distintos elementos en sus Fundamentos Jurídicos 6.º y 7.º 

Pues si los arts. 163 CE y 35.1 LOTC condicionan el planteamiento de la cuestión de 

inconstitucionalidad al hecho de que el órgano jurisdiccional considere que la norma aplicable 

al caso «pueda ser contraria a la Constitución», su mismo tenor literal permite que el juzgador 

se limite a expresar una duda razonable. Y así hemos dicho tempranamente que la regulación 

constitucional y legal de las cuestiones «no impone a aquél (el órgano jurisdiccional) una 
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afirmación de inconstitucionalidad y permite que el planteamiento se haga en los casos de 

duda, de indeterminación entre dos juicios contradictorios», siempre que se exteriorice el 

razonamiento que cuestiona la constitucionalidad y se proporcionen los elementos que llevan al 

mismo (STC 17/1981, Fundamento Jurídico 1.º), como aquí ocurre. 

En segundo término, tampoco cabe estimar que la motivación del auto de planteamiento esté 

exclusivamente orientada a sostener la constitucionalidad de uno de los dos términos o 

soluciones contradictorias con los que manifiesta la duda. Pues frente a lo alegado por el Fiscal 

General del Estado cabe observar, de un lado, que todos los datos indicados en apoyo de esta 

objeción se contienen únicamente en los Fundamentos Jurídicos 6.º y 7.º de dicho auto, y, por 

tanto, se prescinde enteramente de los razonamientos en los anteriores. De otro, que la Sala 

se ha limitado a aportar, en correspondencia con su planteamiento inicial, los elementos 

contradictorios que vienen a configurar una duda y no una certeza de inconstitucionalidad, 

como antes se ha dicho, haciendo referencia a la doctrina sentada por la Sala Primera del 

Tribunal Supremo, a las discrepancias con ésta de una parte de la doctrina científica y del 

Consejo de Estado, a la que se califica de «diferente concepción» sobre los títulos nobiliarios 

que tienen aquel órgano jurisdiccional y este Tribunal; citando, por último, una parte del 

razonamiento de la sentencia de instancia. Y si bien es cierto que, tras exponer esos datos, la 

Sala hace ciertas afirmaciones favorables a la constitucionalidad de las normas cuestionadas, 

ha de recordarse que cuando menos son irrelevantes para promover una cuestión de 

inconstitucionalidad «cualesquiera indicaciones o sugerencias sobre la interpretación conforme 

a la Constitución del precepto legal cuestionado» y, si se han hecho, ello no es razón bastante 

para decretar su inadmisibilidad [STC 222/1992, Fundamento Jurídico 2.º, b)]. Pues este 

Tribunal ha declarado reiteradamente que ha de procederse a una interpretación no formalista 

y flexible de los requisitos del art. 35 LOTC, para que las cuestiones planteadas por los 

órganos jurisdiccionales sean resueltas mediante sentencia y así se pueda contribuir a la 

depuración del ordenamiento jurídico mediante una eficaz cooperación entre aquéllos y este 

Tribunal (STC 54/1983 [RTC 1983\54], y entre otras, SSTC 76/1990 [RTC 1990\76], 142/1990 

[RTC 1990\142] y 301/1993 [RTC 1993\301]). Por lo que ha de rechazarse, en definitiva, la 

objeción formulada por el Fiscal General del Estado. 

4. 

No obstante, antes de entrar en el examen de la duda de inconstitucionalidad aún es preciso 

considerar dos extremos, presentes en el auto de planteamiento, que son susceptibles de 

condicionar la admisibilidad de la presente cuestión. 

A) En primer lugar, del Fundamento Jurídico 3.º en relación con los antecedentes 5.º y 6.º de 

dicha resolución judicial se desprende con claridad que la providencia de la Sala de 20 de 

noviembre de 1995, por la que se abrió el trámite de audiencia previsto en el art. 35.2 LOTC, 

no individualizó las normas con rango de ley aplicables al caso, aunque luego lo haya hecho en 

el Fundamento Jurídico 2.º del auto de planteamiento de la cuestión. Habiéndose limitado la 

Sala a indicar a las partes en el proceso a quo y al Ministerio Fiscal que alegasen lo pertinente 

en orden a plantear cuestión de inconstitucionalidad sobre la posibilidad constitucional de 
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pervivencia, tras la entrada en vigor de la Constitución, «del régimen de sucesión de títulos 

nobiliarios establecido como orden regular la sucesión, dispuesto por el Derecho histórico 

preconstitucional vigente, al imponer, en los casos de igualdad de línea o grado, la preferencia 

del varón sobre la mujer ... o, por el contrario, si esta preferencia ha de entenderse abrogada y 

derogada, a tenor de la disposición derogatoria tercera de la Constitución Española, por 

violación del art. 14 de la misma...». Omisión que fue denunciada por el Ministerio Fiscal en 

aquel trámite, al alegar que la Sala sólo había hecho «una referencia vaga» al régimen de 

sucesión de los títulos nobiliarios en el orden regular «dispuesto por el derecho histórico 

preconstitucional vigente». 

Admitida tal omisión, ha de recordarse que este Tribunal ha puesto reiteradamente de relieve 

que no cabe minimizar la importancia de la audiencia prevista en el art. 35.2 LOTC. Esta , en 

efecto, no sólo garantiza que las partes sean oídas ante una decisión judicial de tanta entidad 

como abrir un proceso constitucional, sino que pone a disposición del órgano jurisdiccional un 

medio que le permite conocer la opinión de los sujetos interesados con el fin de facilitar la 

reflexión sobre la conveniencia o no de instar la apertura de dicho proceso. Pues para cumplir 

este doble objetivo las alegaciones han de versar, de un lado, sobre la vinculación entre la 

norma citada por el órgano judicial como cuestionable y los supuestos de hecho que se dan en 

el caso sometido y, de otro, sobre el juicio de conformidad entre la norma y la Constitución 

(STC 166/1986 [RTC 1986\166], Fundamento Jurídico 4.º). Por lo que hemos declarado, en 

segundo término, que una referencia a un grupo de normas «por entero indeterminada, no 

puede sustituir a la concreta individualización ante las partes y el Ministerio Fiscal de los 

preceptos cuestionados», al ser doctrina reiterada la que excluye que en esta resolución 

puedan citarse, como objeto de la cuestión, disposiciones legales cuya eventual 

inconstitucionalidad no fue sometida a la previa consideración de las partes y del Ministerio 

Fiscal [STC 114/1994 (RTC 1994\114), Fundamento Jurídico 2.º, c), con cita de las SSTC 

25/1985 (RTC 1985\25) y 83/1993 (RTC 1993\83)]. 

Ello implica, dicho en otros términos, que el órgano judicial «no puede cuestionar otros 

preceptos legales distintos de aquellos que sometió a la consideración de las partes» [STC 

84/1993 (RTC 1993\84), Fundamento Jurídico 1.º, b), con referencia a las SSTC 21/1985 (RTC 

1985\21) y 153/1986 (RTC 1986\153)], dado que la finalidad de esta exigencia es la de 

garantizar que en el auto que plantea la cuestión no se introduzcan elementos nuevos que los 

sujetos interesados en el proceso no han podido previamente conocer ni, por ello, apreciar o 

impugnar su relevancia para el planteamiento de la cuestión, privándose así el órgano judicial 

de la opinión de aquéllos y no facilitándose su reflexión sobre los mismos. Lo que es 

susceptible de desvirtuar el trámite de audiencia que garantiza el art. 25.2 Ley Orgánica del 

Tribunal Constitucional. 

Sin embargo, no es esto lo que acontece en el presente caso, pues basta observar que si bien 

la providencia de la Sala hizo referencia, genéricamente, al régimen de la sucesión regular en 

los títulos nobiliarios establecido por el Derecho histórico, sí concretó que lo cuestionado de 

dicha normativa era «imponer, en los casos de igualdad de línea o grado, la preferencia del 
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varón sobre la mujer»; dato que en aquel trámite fue soslayado por el Ministerio Fiscal. Y esa 

concreción se ha trasladado luego, con similares términos, al Fundamento Jurídico 4.º del auto 

de planteamiento, donde lo que se cuestiona es «la constitucionalidad o no de la legislación 

histórica, al disponer la preferencia del varón sobre la mujer, en igualdad de línea y grado ...», 

tras haber identificado en el Fundamento Jurídico 2.º los preceptos que a su entender 

configuran esa legislación. La posible indeterminación sólo es, pues, relativa, ya que las partes 

han podido conocer el planteamiento de constitucionalidad realizado por la Sala y, atendidas 

las circunstancias del caso, situarlo en sus exactos términos y oponerse o no al mismo (STC 

41/1990 [RTC 1990\41], Fundamento Jurídico 3.º). De lo que resulta, en definitiva, que esta 

resolución judicial no ha cuestionado la constitucionalidad de ningún precepto legal distinto del 

previamente sometido a la consideración de las partes y del Ministerio Fiscal. 

B) En segundo término, la Sala ha promovido la presente cuestión de inconstitucionalidad en 

un proceso civil en el cual ya ha recaído sentencia en primera instancia. Con la particularidad 

de haber desestimado esta resolución judicial la pretensión de la parte actora con una 

fundamentación jurídica sobre la regla de masculinidad o varonía en la sucesión regular de los 

títulos nobiliarios de nuestra legislación histórica, tras contrastarla con el art. 14 CE, que se 

aparta de la doctrina sentada por la Sala Primera del Tribunal Supremo a partir de las 

Sentencias de 28 de abril y 21 de diciembre de 1989 (RJ 1989\8861) y 22 de marzo de 1991 

(RJ 1991\3072) (pues como ha precisado la de la misma Sala de 18 de abril de 1995 [RJ 

1995\3421], Fundamento Jurídico 4.º, si el conjunto de reflexiones formuladas en aquellas 

decisiones pueden constituir la ratio decidendi del caso, las manifestaciones hechas en las 

Sentencias de 7 de julio de 1986 [RJ 1986\4414], 20 de junio y 27 de julio de 1987 [RJ 

1987\4540yRJ 1987\5877] «vinieron a representar, más bien obiter dicta »). 

Dato que enlaza con una observación del Fiscal General del Estado, formulada en el contexto 

de la objeción que antes se ha rechazado: que la Sala ha promovido la presente cuestión 

cuando, por ser preconstitucionales las normas que estima aplicables al caso, hubiera debido 

dictar sentencia si no dudaba de la constitucionalidad de dicha regla de la legislación histórica, 

abriendo así a la parte vencida en el fallo el recurso de casación. Por lo que cabría entender 

que la Sala, al no hacerlo así, pretende cuestionar ante este Tribunal la doctrina previamente 

sentada por el órgano jurisdiccional superior en similares supuestos, desvirtuando el sentido y 

la finalidad del proceso constitucional. Sin embargo, tal objeción no sería aplicable al presente 

caso. 

En cuanto a su presupuesto, ha de recordarse que este Tribunal ha declarado con reiteración 

que el carácter preconstitucional de la Norma Legal cuestionada, por sí mismo, no impone en 

modo alguno que la Sala debiera haberse abstenido de plantear la cuestión de 

inconstitucionalidad, ya que el órgano jurisdiccional puede examinar y resolver la eventual 

contradicción con el ordenamiento constitucional posterior de una norma anterior a la 

Constitución, pero también puede optar por deferir la cuestión a esta jurisdicción constitucional 

(SSTC 17/1981, 83/1984 [RTC 1984\83], 155/1987 [RTC 1987\155] y 105/1988 [RTC 

1988\105], entre otras). Por lo que no cabe reprocharle que haya elegido la segunda y no la 
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primera de estas vías, al margen de que las razones de su elección han sido expuestas 

detenidamente en el Fundamento Jurídico 5.º del auto de planteamiento. De otra parte, el 

reproche sólo estaría justificado si la presente cuestión de inconstitucionalidad fuera similar por 

su contenido a la examinada en la STC 114/1994, Fundamento Jurídico 2.º, b), pues allí se 

planteó no sólo respecto a un precepto legal sino además frente a una resolución dictada por 

otro órgano jurisdiccional jerárquicamente superior, por estimarse que al no ser ésta 

susceptible de ulterior recurso se erigía «materialmente en la norma básica para resolver el 

proceso». Y entonces hemos declarado que ello vendría a extender indebidamente el ámbito 

de este cauce de control de la constitucionalidad dado que «su finalidad no es en modo alguno 

la de resolver controversias interpretativas sobre la legalidad entre órganos jurisdiccionales o 

dudas sobre el alcance de determinado precepto legal (SSTC 157/1990, 222/1992 y 238/1992 

[RTC 1992\238])». En el presente caso, sin embargo, la Sala no cuestiona con carácter 

autónomo las resoluciones del Tribunal Supremo sino ciertos preceptos del Derecho histórico; 

constatación que por sí sola excluye el eventual reproche. De otro lado, tampoco se suscita 

aquí una controversia interpretativa sobre la legalidad ordinaria, sino la confrontación con el art. 

14 CE de dichos preceptos. Si bien la particularidad del presente caso radica en que el Tribunal 

Supremo ya se ha pronunciado sobre la no conformidad de los mismos con el principio de 

igualdad que la Constitución reconoce. Lo que aconseja hacer ciertas consideraciones 

adicionales en relación con este último punto. 

5. 

La particularidad que se acaba de indicar ha de ser apreciada en el marco de las relaciones 

que nuestra Norma fundamental ha establecido en materia de garantías constitucionales entre 

los órganos jurisdiccionales y este Tribunal. A cuyo fin constituye un dato esencial la precisión 

de la naturaleza y finalidad y, por consiguiente, del ámbito de nuestra jurisdicción en los 

distintos procesos constitucionales establecidos en los arts. 161 y 163 CE (STC 114/1995 [RTC 

1995\114], Fundamento Jurídico 2.º). 

Así, en el ámbito de la jurisdicción de amparo la decisión que se acaba de citar desestimó un 

recurso por «falta de jurisdicción o competencia» de este Tribunal (art. 4.2 LOTC), tras reiterar 

en su Fundamento Jurídico 2.º que este proceso constitucional «no es una vía procesal 

adecuada para obtener un pronunciamiento abstracto y genérico sobre pretensiones 

declarativas respecto de supuestas interpretaciones erróneas o indebidas aplicaciones de 

preceptos constitucionales, sino sólo y exclusivamente sobre pretensiones dirigidas a 

restablecer o preservar los derechos fundamentales cuando se ha alegado una vulneración 

concreta y efectiva de los mismos (SSTC 52/1992 [RTC 1992\52], Fundamento Jurídico 1.º y 

167/1986 [RTC 1986\167], Fundamento Jurídico 4.º)». Llegando a la conclusión de que el 

recurso de amparo, tal y como lo configuran la Constitución y nuestra Ley Orgánica, no 

permite, en contra de lo que en aquel caso entendía el demandante «revisar lo que se expone 

como una "aplicación indebida" del art. 14 CE por parte del Tribunal Supremo al confirmar éste 

las resoluciones de los órganos inferiores a partir del reconocimiento de la presencia de un 

supuesto de discriminación por razón de sexo». 
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Es, pues, el correcto entendimiento del ámbito de la jurisdicción de amparo lo que llevó a este 

Tribunal a inadmitir la demanda sin entrar en el examen de aquellos argumentos en los que se 

pretendía fundar, con invocación del art. 14 CE, la posibilidad constitucional de pervivencia, 

tras la entrada en vigor de la Constitución, del régimen de sucesión de los títulos nobiliarios en 

relación con el mismo extremo que ahora plantea la Audiencia de Madrid, esto es, la regla de 

masculinidad o varonía, en igualdad de línea y grado. Por lo que hemos dejado imprejuzgada 

esta cuestión y excluido asimismo una respuesta a este mismo planteamiento cuando se 

presentaba apoyado en nuestra propia doctrina, singularmente la contenida en las SSTC 

27/1982 y 155/1987, según se consigna en el Fundamento Jurídico 3.º de la mencionada STC 

114/1995. 

Sin embargo, ello no puede sorprender, dado el carácter subsidiario del recurso de amparo y 

las relaciones entre la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción constitucional. Pues como hemos 

dicho en esta última decisión, normalmente será posible que la primera corrija la vulneración de 

un derecho o libertad a los que el art. 53.2 CE se refiere, sin que se haga preciso llegar hasta 

este Tribunal. Y en otros concretos casos, la segunda no podrá pronunciarse «por carecer de 

cauce para hacerlo, por lo que, en ellos, la última decisión sobre la interpretación de los 

preceptos constitucionales implicados la asume la jurisdicción ordinaria y, en su caso, el 

Tribunal Supremo "superior en todos los órdenes salvo lo dispuesto en materia de garantías 

constitucionales" (art. 123.1 CE)». De manera que en tales supuestos es posible preguntarse, 

en los términos de la citada STC 114/1995 «qué es lo que este Tribunal hubiera hecho o 

dicho». 

La intervención de este Tribunal, por tanto, requiere no sólo la existencia de un problema de 

constitucionalidad, es decir, de interpretación de los preceptos de la Constitución, sino que tal 

interpretación tenga abierto el acceso al mismo dentro del ámbito de su jurisdicción en los 

distintos procesos constitucionales. De manera que si el ámbito de uno de ellos le impide 

pronunciarse, como ocurría en el caso de la STC 114/1995 respecto al proceso de amparo, ello 

no excluye que el mismo problema interpretativo pueda llegar ante este Tribunal por otro cauce 

procesal distinto; y en tal caso, siempre que tenga jurisdicción respecto a este proceso, como 

intérprete supremo de la Constitución (art. 1 LOTC) «le corresponderá decir la última palabra 

sobre la interpretación de la misma» ( Ibid ., Fundamento Jurídico 2.º). Situación que es 

precisamente la que aquí concurre, ya que la mencionada STC 114/1995 dejó imprejuzgado el 

mismo problema de interpretación en relación con el art. 14 CE que ahora suscita la Audiencia 

Provincial de Madrid, como antes se ha dicho. De suerte que al haberse suscitado una duda de 

inconstitucionalidad por el mencionado órgano jurisdiccional hemos de pronunciarnos en este 

proceso constitucional sobre dicha cuestión si no fuere notoriamente infundada (art. 37.1 CE) y 

cumple con la triple exigencia de referirse a preceptos de rango legal, aplicables al caso y de 

cuya validez depende el fallo (art. 35.1 Ley Orgánica del Tribunal Constitucional). 

6. 

Los preceptos individualizados en el auto de planteamiento como aplicables al caso ponen de 

relieve otra particularidad del problema de constitucionalidad que ha suscitado la Sala. Cabe 
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observar, en efecto, que si todos son anteriores a nuestra Constitución, uno de ellos (el art. 13 

del Decreto de las Cortes de 27 de septiembre de 1820 «publicado en las mismas como Ley de 

11 de octubre del mismo año», según se expresa en el art. 1 del Real Decreto de 30 de agosto 

de 1836, por el que se estableció su vigencia) pertenece al período de tránsito del Antiguo 

Régimen al régimen constitucional en España. Y otros, los de la Novísima Recopilación, Libro 

X, Título XVII, Leyes 8 y 9 (en adelante, Novísima Recopilación 10.17.8 y 9) y el del Código de 

las Siete Partidas, la Partida II, Título XV, Ley 2 (en adelante, Partida 2.15.2) son legislación 

histórica de la Monarquía española de la Edad Moderna (pues la Ley 8 de la Novísima contiene 

la Pragmática del Rey Felipe III dada en Madrid el 15 de abril de 1615 y la Ley 9 la Pragmática 

del mismo Rey también dada en Madrid el 5 de abril de ese año) y de la Baja Edad Media. Por 

lo que, en atención a los preceptos cuestionados, el dato histórico aparece como uno de los 

factores relevantes para nuestro enjuiciamiento, aunque también suscite, en contrapartida, 

algunos problemas. 

A) Los intervinientes en este proceso no han objetado que los preceptos cuestionados, pese a 

su carácter de Derecho histórico, tengan rango legal, aunque el Abogado del Estado 

excepciona de esta calificación el art. 5 del Decreto de 4 de junio de 1948. Alegación que ha de 

compartirse, pues, si bien el art. 1 de la Ley de 4 de junio de 1948 extiende la eficacia 

derogatoria de disposiciones anteriores no sólo a lo en ella establecido sino a los «Decretos 

que la complementen» -y el aquí considerado lo es, como claramente pone de relieve el art. 1 

de dicho Decreto-, en realidad no por ello adquiere rango legal, pues sólo viene a desarrollar, 

por vía reglamentaria, lo dispuesto en aquella Ley. Por lo que ha de ser excluido de nuestro 

enjuiciamiento. 

La vigencia del Código de las Siete Partidas y, en concreto, la Partida 2.15.2, podría suscitar, 

en cambio, mayores problemas dado que a partir de la tercera redacción, entre 1295 y 1312, se 

modificó tanto su contenido como su finalidad originaria de constituir una ley general para el 

Reino; por lo que el «Libro de las Leyes» dejó de ser aplicado incluso en el Tribunal de la 

Corte, en beneficio del Fuero Real. Pero la duda se despeja, de un lado, por haber adquirido 

expresa vigencia los «libros de Partidas» en virtud de la Ley 1, Título XXVIII, del Ordenamiento 

de leyes dado por el Rey Alfonso XI en las Cortes de Alcalá de 1348, en el orden de prelación 

de fuentes allí establecido y que se mantiene inalterado hasta el siglo XIX. De otro, por haber 

sido considerada como Derecho en vigor a lo largo de este siglo por la jurisprudencia del 

Tribunal Supremo. Y en cuanto a su vigencia actual basta observar que en el período de 

tránsito del Antiguo Régimen al Estado liberal la Ley de 11 de octubre de 1820 se remitió al 

Derecho histórico al declarar en su art. 13 que «los títulos, prerrogativas de honor y 

cualesquiera otras preeminencias de esta clase» que los poseedores actuales de los 

mayorazgos y otras vinculaciones suprimidas por el art. 1 «disfrutan como anejas a ellas, 

subsistirán en el mismo pie y seguirán el orden de sucesión prescrito en las concesiones, 

escrituras de fundación y otros documentos de procedencia»; y la vigencia de esta disposición 

fue restablecida, como se ha dicho, por Decreto de las Cortes de 30 de agosto de 1836. Más 

tarde, tras el Decreto de 25 de mayo de 1873 por el que el Gobierno de la República acordó no 
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conceder en lo sucesivo títulos de nobleza, el art. 1 del Decreto de 25 de junio de 1874 lo dejó 

sin efecto, afirmando que «se declara subsistente en su fuerza y vigor la legislación vigente a la 

publicación de aquel Decreto». Y otro tanto ocurre, por último, con posterioridad a la 

Constitución de 1931 (RCL 1931\1645) dado que el art. 1 de la mencionada Ley de 4 de mayo 

de 1948 prescribe que «se restablecen ... las disposiciones vigentes hasta el 14 de abril de 

1931 sobre concesión, rehabilitación y transmisión de Grandezas y Títulos del Reino...». 

B) Tampoco se ha objetado la aplicación al caso de dichos preceptos, si bien ha de señalarse 

que el Abogado del Estado, tras un detenido examen histórico, ha estimado que la regla de 

masculinidad o varonía en el orden regular de sucesión de los títulos nobiliarios se deriva, en 

concreto, de la Partida 2.15.2 y que su aplicación está justificada no sólo por la directa relación 

entre la sucesión en la Corona y el orden regular de la transmisión post mortem de estas 

mercedes en el Antiguo Régimen, como evidencia la doctrina más autorizada, sino también a 

tenor de una reiterada jurisprudencia del Tribunal Supremo anterior a 1987, aunque este 

entendimiento se haya modificado en algunas decisiones posteriores. 

En relación con este extremo, ha de recordarse que sólo cuando de manera evidente la norma 

cuestionada sea, según principios básicos, inaplicable al caso, cabrá declarar inadmisible por 

esta razón la cuestión de inconstitucionalidad planteada (SSTC 17/1981 y 341/1993 [RTC 

1993\341]). Y al respecto basta señalar que en la Partida 2.15.2 se recogen, en efecto, los 

principios de primogenitura, masculinidad y representación de los que deriva la regla de 

preferencia del varón, en igualdad de línea y grado, que se cuestiona en este proceso; pues si 

inicialmente dispone que «el señorío del Reino non lo oviesse sinon el fijo mayor después de la 

muerte de su padre», se agrega seguidamente que 

«... el señorío del Reino heredassen siempre aquellos que viniessen por la liña derecha. E por 

ende establecieron, que si fijo varón y non oviesse, la fija mayor heredasse el Reino. E aun 

mandaron, que si el fijo mayor muriesse ante que heredasse, si dexasse fijo o fija que oviesse 

de su muger legítima, que aquel o aquella lo oviesse, e non otro ninguno». 

Conclusión que se corrobora en la jurisprudencia de la Sala Primera del Tribunal Supremo, al 

configurar el orden regular de la transmisión post mortem de los títulos nobiliarios «con arreglo 

a los principios clásicos de primogenitura, masculinidad y representación, conjugados con los 

siguientes criterios preferenciales: en primer lugar, el grupo parental formado por los 

descendientes prefiere y excluye al de los ascendientes y el de éstos a los colaterales; en 

segundo lugar, la línea anterior prefiere y excluye a las posteriores; en tercer lugar, el más 

próximo en grado prefiere y excluye al más remoto, siempre que ambos pertenezcan a la 

misma línea (y salvando siempre el derecho de representación); en cuarto lugar, en igualdad 

de línea y grado, el varón prefiere y excluye a la mujer; en quinto lugar, en igualdad de línea, 

grado y sexo, el de más edad prefiere y excluye al menor. Ni la proximidad de grado, ni la 

preferencia de sexo, ni la mayor edad, operan más que cuando se trata de parientes 

consanguíneos de una misma línea, ya que si pertenecen a líneas distintas, la anterior prefiere 

y excluye a cada una de las posteriores» (Sentencia del Tribunal Supremo de 20 de junio de 

1987, con cita de la de 8 de abril de 1972 [RJ 1972\1664]). 
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C) Sentado esto, los preceptos con rango legal hoy vigentes y aplicables al caso son, pues, el 

art. 1 de la Ley de 4 de mayo de 1948 y el art. 13 de la Ley de 11 de octubre de 1820 en cuanto 

declaran aplicable el Derecho histórico y, en particular, la Partida 2.15.2, de la que deriva por lo 

dispuesto en el inciso «que si fijo varon y non oviesse, la fija mayor heredasse el Reyno», la 

regla de preferencia cuya constitucionalidad se ha cuestionado por la Audiencia Provincial de 

Madrid. Aunque el examen posterior habrá de centrarse en el últimamente citado dado que la 

eventual inconstitucionalidad de los dos primeros sólo se produciría, en su caso per relationem 

, al remitirse éstos al precepto de la legislación histórica. 

7. 

Entrando ya en el fondo de la cuestión planteada, dos precisiones son necesarias, con carácter 

previo, para acotar adecuadamente el ámbito de nuestro enjuiciamiento. 

A) El auto de planteamiento de la presente cuestión ha hecho una genérica referencia al 

«régimen sucesorio de los títulos nobiliarios», aunque es evidente que, al margen de los títulos 

de nobleza extranjeros, otros dos grupos específicos han de quedar excluidos de nuestro 

examen. De un lado, por su expreso reconocimiento en la Constitución, los «demás títulos» a 

los que aluden los arts. 56.2 y 57.2 CE, en relación, respectivamente, con el Rey y el Príncipe 

heredero de la Corona. De otro, los «títulos de nobleza pertenecientes a la Casa Real», 

respecto a los que el art. 6 del Real Decreto 1368/1987, de 6 de noviembre (RCL 1987\2419), 

determina que su uso solamente podrá ser autorizado por el Titular de la Corona a los 

miembros de la Familia Real, con carácter graciable, personal y vitalicio; y así se ha dispuesto, 

por ejemplo, en el Real Decreto 323/1995, de 3 de marzo (RCL 1995\793). De manera que 

nuestro examen ha de proyectarse sobre los restantes títulos de nobleza, tanto si fueron 

otorgados antes de 1812 o con posterioridad a esta fecha. 

B) En segundo término, hemos de partir de una nítida distinción entre el orden de sucesión de 

la Corona, regulado en el art. 57.1 CE, y el orden regular de la transmisiónpost mortemde los 

títulos nobiliarios. Ante todo, cabe observar que si bien ha existido históricamente una clara 

vinculación entre el orden de suceder en la Corona y el aplicable a los títulos nobiliarios, lo 

cierto es que la Constitución hoy vigente no la establece; pues las referencias de los arts. 56.2 

y 57.2 CE, como antes se ha dicho, se circunscribe a los «demás títulos» del Rey y del Príncipe 

heredero, que quedan fuera de nuestro enjuiciamiento. De suerte que si la conformidad con la 

Constitución del orden regular de sucesión en la Corona (art. 57.1 CE) no puede suscitar duda 

alguna, por haberlo establecido así el constituyente, éste no es precisamente el caso respecto 

a los títulos nobiliarios, pues es justamente la ausencia de un precepto constitucional que 

consagre el orden regular de sucesión en estas mercedes lo que permite plantear la presente 

cuestión de inconstitucionalidad. 

De otra parte, la distinción se corrobora desde una perspectiva formal, pues si bien la Partida 

2.15.2 se aplicó inicialmente tanto para el orden regular de la sucesión en la Corona como en 

los títulos de nobleza, se produce una primera disociación entre las normas aplicables a una y 

otra sucesión tras el Auto acordado de 10 de mayo de 1713, por el que Felipe V establece un 

«nuevo reglamento para la sucesión de esta Monarquía» basado en la agnación rigurosa y, por 
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tanto, con preferencia «de todos mis descendientes varones por la línea recta de varonía a las 

hembras y sus descendientes» (Novísima Recopilación, 3.1.5). Y la escisión se confirma en el 

debate abierto por dicha disposición, ya que frente a la pretensión de modificar con base en la 

mencionada disposición de 1713 lo decidido en la Pragmática de 1615 sobre la sucesión de las 

hijas en los mayorazgos, la doctrina sostendrá con firmeza que en el mayorazgo constituido sin 

ley o condición del fundador, esto es, el regular, la sucesión queda sujeta a lo dispuesto en la 

Partida 2.15.2, como afirman Jordán de Asso y Miguel de Manuel en 1792 y reitera Juan Sala 

en 1820 en relación con el Auto acordado de 1713 al afirmar que esta disposición «... sólo dice 

respecto a la sucesión de la Monarquía, sin que sirva de exemplo a los mayorazgos regulares, 

que siempre se gobiernan por lo establecido en la referida Ley 2, Título XV, Partida II». Por 

último, la disociación entre las normas que rigen la sucesión en la Corona y en los títulos 

nobiliarios se consolida tras la petición de las Cortes de Madrid de 1789 de que se derogase el 

auto acordado de 1713 volviendo a la entera vigencia de la Partida 2.15.2, aceptada por Carlos 

IV. Pues entre la primera fecha y la publicación de la Pragmática Sanción de 29 de marzo de 

1830, por la que finalmente se hizo pública aquella decisión, ya se había promulgado la 

Constitución de Cádiz, en cuyos artículos 174 a 178 se contiene el orden de sucesión a la 

Corona. De suerte que el proceso de disociación iniciado en 1713 culmina en 1812 y, por tanto, 

desde esta fecha la Partida 2.15.2 deja de ser aplicable a la sucesión en la Corona al ser 

sustituida por los preceptos constitucionales, si bien continuará rigiendo la sucesión regular en 

los títulos nobiliarios. 

8. 

Al pasar a confrontar los preceptos cuestionados con el art. 14 CE conviene indicar que el auto 

por el que la Audiencia Provincial de Madrid promueve la presente cuestión ha suscitado la 

duda de inconstitucionalidad «por infracción del art. 14 CE», aunque la concreta luego al 

justificar su planteamiento en una posible «discriminación por razón de sexo». Si bien sentado 

esto es preciso hacer seguidamente algunas consideraciones en relación con el canon que ha 

de guiar nuestro enjuiciamiento. 

En primer lugar, aun cuando el precepto aquí cuestionado proceda de la legislación histórica y 

sea aplicable a los títulos de nobleza, cuyas raíces también se asientan en un pasado secular, 

sin embargo ha de recordarse que el carácter histórico de una institución no puede excluir, por 

sí solo, su contraste con la Constitución. Pues si los principos y valores de ésta informan la 

totalidad de nuestro ordenamiento, la consecuencia es que la Norma fundamental «imposibilita 

el mantenimiento de instituciones jurídicas (aun con probada tradición) que resulten 

incompatibles con los mandatos y principios constitucionales» (STC 76/1988 [RTC 1988\76], 

Fundamento Jurídico 3.º). Y caso de ser procedente el contraste con la Norma fundamental, del 

planteamiento antes indicado se desprendería con claridad que no nos encontramos ante la 

cláusula general de igualdad del art. 14 CE sino ante uno de los concretos motivos de 

discriminación que dicho precepto prohíbe (SSTC 128/1987 [RTC 1987\128] y 166/1988 [RTC 

1988\166]), el configurado por razón de sexo. Pues éste, en sí mismo, no puede ser motivo de 
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trato desigual (SSTC 75/1983 [RTC 1983\75], 128/1987, 207/1987 [RTC 1987\207] y 166/1988, 

entre otras muchas). 

De este modo, si el principio de igualdad «no postula ni como fin ni como medio la paridad y 

sólo exige la razonabilidad de la diferencia de trato», las prohibiciones de discriminación, en 

cambio, imponen como fin y generalmente como medio la parificación de trato legal, de manera 

que sólo pueden ser utilizadas excepcionalmente por el legislador como criterio de 

diferenciación jurídica (STC 229/1992 [RTC 1992\229], Fundamento Jurídico 4.º). Lo que 

implica la necesidad de usar en el juicio de legitimidad constitucional un canon mucho más 

estricto y que implica un mayor rigor respecto a las exigencias materiales de proporcionalidad 

(SSTC 75/1983, Fundamento Jurídico 4.º, 209/1988 [RTC 1988\209], Fundamento Jurídico 6.º). 

No obstante, cabe observar, en segundo término, que la confrontación con el art. 14 CE de la 

diferencia por razón de sexo que se imputa al precepto legal aquí cuestionado no puede 

llevarse a cabo en abstracto sino en el concreto ámbito de la institución de los títulos de 

nobleza, para determinar si dicho principio es aplicable en este particular ámbito jurídico, dada 

la peculiar naturaleza de aquéllos. Y este enjuiciamiento, sin duda, posee un carácter previo, 

pues sólo si la respuesta a esta cuestión fuera positiva podría pasarse a examinar si la 

mencionada diferencia por razón del sexo es excepcionalmente legítima en atención a la 

institución aquí considerada. Por lo que es preciso examinar, en primer lugar, el origen histórico 

de estas mercedes de la Corona; en segundo término, su contenido y significado actual; y, por 

último, el régimen general de la adquisición por vía sucesoria, ya que sólo tras este examen de 

la institución podrá apreciarse si falta o no el presupuesto mismo para que pueda operar el 

principio de igualdad, como ha señalado el Abogado del Estado. 

9. 

El primer aspecto que ha de tenerse en cuenta a los fines de la eventual aplicación del principio 

constitucional de igualdad en el ámbito de la institución nobiliaria es, de un lado, el origen y 

significado histórico de los títulos de nobleza; de otro, su subsistencia en el ordenamiento del 

Estado liberal, pese a que en éste ya comience a operar dicho principio. 

En efecto, con independencia de cuáles sean los orígenes remotos tanto de la nobleza como 

de los títulos nobiliarios, basta remitirse a la sociedad estamental del Antiguo régimen para 

recordar, como ya hemos dicho en una decisión de indudable relevancia para el presente caso 

por abordar una cuestión similar a la aquí examinada, la STC 27/1982, Fundamento Jurídico 

2.º, que en dicha sociedad «no regía el principio de igualdad ante la ley, sino cabalmente el 

contrario, ya que las personas tenían más o menos derechos según pertenecieran o no a 

alguno de los estamentos privilegiados». Esto es, los del clero y la nobleza, cuyos 

componentes se diferenciaban legalmente de quienes pertenecían al «estado llano» por el 

conjunto de privilegios -honras, franquicias, exenciones y beneficios de distinta índole- de que 

gozaban aquéllos. Pero ha de tenerse presente, además, que en aquel período histórico existía 

una jerarquización en el estamento social que aquí interesa, el de la nobleza, con una clara 

diferenciación en las posiciones jurídicas de sus distintos componentes. Pues quienes 

ostentaban títulos nobiliarios se hallaban en una posición superior respecto a los simples 
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hidalgos, caballeros de distinta índole y señores de vasallos, dado que aquéllos, por pertenecer 

a la alta nobleza, no sólo participaban de diversos modos en el gobierno de la Monarquía sino 

que también disfrutaban de mayor poder, económico y jurídico, como titulares del régimen 

señorial y de los mayorazgos que desde el siglo XIII se constituyen en Castilla. Y aun respecto 

de la nobleza titulada cabe apreciar otra diferenciación al existir dentro de ella otro grupo más 

reducido en número, el de los títulos con dignidad de Grandes de España, con particular 

tratamiento consagrado por Carlos V en 1520, en el que se produce en el siglo XVII una 

jerarquización ulterior, al distinguirse entre grandezas de primera, segunda y tercera clase, 

luego abandonada en el siglo XIX. 

Esta jerarquización y la consiguiente diferenciación dentro de la nobleza se mantuvo durante 

siglos, si bien se modifica, por distintas razones, la extensión de los distintos grupos que 

integran este estamento, preeminente en aquel período histórico. Pues si a finales del siglo XV 

la alta nobleza era un grupo reducido -ya que sólo existían unos cien títulos nobiliarios en 

Castilla, unos treinta en Cataluña, veinte en Aragón y menos de diez en Navarra-, la concesión 

de títulos nobiliarios se incrementó considerablemente en los siglos XVII y XVIII, al tiempo que 

se trató de limitar, por motivos fiscales, la pertenencia al grupo más amplio de la nobleza, el de 

los simples hidalgos. Y continuando la línea seguida por los dos últimos Monarcas de la casa 

de Austria, sólo Felipe V otorgó más de doscientos títulos de nobleza y similar prodigalidad se 

registra bajo Carlos III y Carlos IV. Lo que supuso que al final del siglo XVIII la nobleza como 

estamento viniera a ser identificada socialmente con la nobleza titulada. 

10. 

El régimen constitucional iniciado en 1812 conservó la Monarquía, si bien el principio de la 

soberanía nacional y la división de poderes que informan el texto de Cádiz, unidos en la 

finalidad de suprimir el anterior poder absoluto del Rey, harán que la institución histórica 

adquiera una nueva forma, la Monarquía constitucional. Y en lo que respecta a la nobleza, la 

igualdad de derechos «proclamada en la primera parte de la Constitución», como expresa su 

Discurso Preliminar, entrañó un profundo cambio en la posición política, jurídica y social que 

este estamento habría ostentado en el Antiguo Régimen. Aunque las sucesivas quiebras del 

régimen constitucional entre 1814 y 1820 así como entre 1823 y 1833 impidieron -salvo en el 

breve paréntesis del Trienio- no sólo que fuera efectiva la Monarquía constitucional configurada 

en el texto de 1812 sino que tampoco se llevase a cabo la completa abolición de los privilegios 

de la nobleza que se inició con el Decreto de Cortes de 6 de agosto de 1811 al incorporar a la 

nación los señoríos jurisdiccionales. Pero dicho esto, ciertos datos relativos a este período 

inicial son significativos a los fines de nuestro examen. 

A) En primer lugar, que pese a los principios que informan el nuevo Estado liberal, tanto las 

Cortes de las que surge la Constitución de 1812 como el texto de ésta consideraron que los 

Títulos nobiliarios eran una realidad subsistente, sin cuestionar su existencia. Lo que quizás 

sea explicable teniendo en cuenta que, en este momento histórico, la igualdad se proyecta 

sobre los derechos y deberes civiles y políticos de los ciudadanos pero no excluye una 

distinción ulterior en cuanto al «rango y honor» de las personas, como expresará más tarde el 
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art. 62 de la Carta francesa de 1830. Idea que se aprecia claramente en las Cortes de Cádiz al 

discutirse el Decreto de 17 de agosto de 1811 por el que se suprimían las pruebas de nobleza 

para el ingreso en las academias militares al afirmar Argüelles, haciendo referencia a la 

nobleza en Inglaterra, que sus «privilegios y exenciones honran a los individuos sin humillar a 

los ciudadanos» por no entrañar una desigualdad en los derechos civiles y en las libertades 

políticas de todos. 

De este modo, no puede sorprender que las propias Cortes de Cádiz, ya concluida la redacción 

de la Constitución, concedieran un título de nobleza con Grandeza de España (Decreto de 30 

de enero de 1812). Y la subsistencia de la institución se aprecia también en el propio Texto 

constitucional, puesto que al establecer la composición del Consejo de Estado el art. 232 

dispuso que este órgano habría de incluir, entre otros miembros, «cuatro Grandes de España, y 

no más, adornados de las virtudes, talento y conocimientos necesarios». Lo que guarda 

relación con otra circunstancia posterior: que restablecida la Constitución de Cádiz en el Trienio 

1820-1823, la antes mencionada Ley de 11 de octubre de 1820, pese a suprimir las antiguas 

vinculaciones de bienes y rentas, dejara subsistentes «los títulos, prerrogativas de honor y 

cualesquiera otras preeminencias que los poseedores actuales de vinculaciones disfrutan como 

anejas a ellas...». A lo que se une, por último, la concesión de distintos títulos de nobleza 

durante el citado Trienio, en los que si bien se consigna que el Rey que los otorga es Monarca 

constitucional, la forma de la Real concesión aún sigue unida al pasado. 

B) En segundo término, si bien al conservar la Monarquía como institución tradicional el 

constituyente de 1812 pudo haber establecido expresamente entre las facultades del Rey la 

concesión de títulos de nobleza y dejado la entera ordenación de esta materia a la voluntad 

regia, como es el caso del texto francés antes citado de 1830, sin embargo no lo hizo así. Lo 

que está unido sin duda a otro dato: que en la Monarquía constitucional configurada por la 

Constitución de Cádiz, al igual que en las posteriores del siglo XIX, el Rey ostenta la potestad 

ejecutiva, como se desprende en aquélla de la cláusula general del art. 170. Con la 

consecuencia, en todo caso, de haberse atribuido al Rey la facultad de otorgar «honores y 

distinciones de todas clases, con arreglo a las leyes» (art. 171, ap.7.º). Precepto que, con 

ligeras variantes, es incorporado a los textos constitucionales posteriores (Constitución de 

1837, art. 47, ap. 9.º, inciso 2.º; Constitución de 1845, art. 45, ap. 9.º; Constitución de 1869, art. 

73, ap. 3.º; Constitución de 1876, art. 55, ap. 8.º), de donde pasa al inciso final del art. 62, 

apartado f), de la Constitución hoy vigente. 

C) De este modo, desde la Constitución de 1812 hasta la actualmente vigente se ha entendido, 

sin discusión, que la concesión de títulos de nobleza constituía uno de esos «honores» a los 

que hoy se refiere el mencionado art. 62, f) CE pese a que, en general, los Reales Decretos 

sólo expresen como fundamento de la concesión la voluntad del Monarca. Lo que en los inicios 

del Estado liberal enlazaba fácilmente con las facultades del Rey en el Antiguo Régimen, y ello 

aún se refleja en el lenguaje, ya que en la jurisprudencia sobre títulos nobiliarios se continúa 

aludiendo a la existencia de una «prerrogativa regia». Cuando es indudable que, por imperativo 

del citado precepto de la Constitución, el Rey ha de ejercer su facultad de conceder un título de 
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nobleza «con arreglo a las leyes»; y dicho acto, además, queda sujeto a refrendo ministerial 

(art. 64.1 CE), cuyo «sentido original y aún hoy esencial» es el «traslaticio de responsabilidad 

inherente al mismo» (STC 5/1987 [RTC 1987\5], Fundamento Jurídico 2.º). 

De otra parte, en relación con lo anterior ha de tenerse presente que el orden de suceder en los 

títulos nobiliarios, según constante doctrina de la Sala Primera del Tribunal Supremo, se 

determina, en primer lugar, por lo establecido «en la Real concesión» (art. 4 del Real Decreto 

de 27 de mayo de 1912 [NDL 29120]), que constituye la «Ley reguladora» o la «Ley 

fundamental» de cada merced; y sólo en defecto de lo establecido en la Real concesión ha de 

operar, subsidiariamente el orden regular legalmente previsto. De suerte que en lo que aquí 

importa el acto graciable del Rey otorgando el título de nobleza puede establecer su carácter 

vitalicio o permanente, así como un particular orden de llamamientos para su transmisión 

mortis causa e incluso establecer condiciones especiales para la adquisición de la merced por 

vía sucesoria. 

11. 

En suma, los títulos nobiliarios han subsistido en la sociedad burguesa y en el régimen 

constitucional, sin duda por su directa vinculación con la Corona,fons nobilitatis . 

Aunque sólo han permanecido «como instituciones residuales de la sociedad anterior 

que se incrustan en la nueva y logran persistir en ella, bien es cierto que con un 

contenido jurídico y una función social enteramente otras y menores que las que 

tuvieron antes» (STC 27/1982, Fundamento Jurídico 2.º). 

Ahora bien, dicho esto, nuestro enjuiciamiento ha de partir necesariamente de un elemento de 

la doctrina sentada por este Tribunal en relación con el art. 14 CE, a saber, que «... al amparo 

del principio de igualdad no es lícito tratar de asimilar situaciones que en su origen no han sido 

equiparadas por las normas jurídicas que las crean» (STC 9/1995 [RTC 1995\9], Fundamento 

Jurídico 3.º, con cita de las SSTC 68/1989 [RTC 1989\68], 77/1990 [RTC 1990\77], 48/1992 

[RTC 1992\48], 293/1993 [RTC 1993\293], 82/1994 [RTC 1994\82], 236/1994 [RTC 1994\236] y 

237/1994 [RTC 1994\237]). Y de su origen histórico se desprende un dato relevante en relación 

con dicha doctrina: que los títulos de nobleza han sido una de esas instituciones que se han 

configurado según las normas del momento histórico en el que surgen, en atención a muy 

diversos factores. Entre ellos, el haber constituido en el Antiguo Régimen un doble factor de 

diferenciación jurídica entre las personas, al ser no sólo una institución privativa del estamento 

entonces preeminente, la nobleza, que era el «elemento fundamental y definitorio en la 

sociedad feudal» (STC 27/1982), sino también por identificar al grupo superior de este 

estamento, la nobleza titulada, frente a los simples hidalgos y caballeros. 

12. 

Pasando ahora al examen del contenido y significado actual de los títulos de nobleza, una 

constatación inicial es procedente: que tanto en el Estado liberal como en el Estado social y 

democrático de Derecho que configura nuestra Constitución (art. 1.1 CE), basado en la igual 

dignidad de todas las personas (art. 10.1 CE), el ostentar un título nobiliario no supone en 

modo alguno «un status o condición estamental y privilegiada» ni tampoco conlleva hoy el 
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ejercicio de función pública alguna. Pues «desde 1820 un título nobiliario es -y no es más que 

eso- una preeminencia o prerrogativa de honor», un nomen honoris . De suerte que las 

consecuencias jurídicas inherentes al mismo o su contenido jurídico se agotan «en el derecho 

a adquirirlo, a usarlo y a protegerlo frente a terceros de modo semejante a lo que sucede con el 

derecho al nombre» (STC 27/1982, Fundamento Jurídico 2.º). De lo que también se 

desprenden varias consecuencias relevantes a los fines de la eventual aplicación del art. 14 

CE, como se verá seguidamente. 

A) En primer lugar, el título de nobleza estuvo vinculado históricamente con la Corona en 

cuanto símbolo del Reino. En la actualidad, si los títulos de nobleza han subsistido desde 1812 

hasta ahora, cabe entender justificadamente que esa subsistencia se deriva de su carácter 

simbólico, en la medida en que expresan hoy una referencia a una situación histórica, ya 

inexistente. De suerte que el significado simbólico de los títulos nobiliarios radica en una 

llamada a la historia, por hacer referencia a una realidad que nos remite a otros tiempos y ha 

desaparecido en su significado originario desde los inicios del Estado liberal (STC 27/1982). 

Si se quiere, dicho en otros términos: que por simbolizar el título de nobleza una institución que 

sólo fue relevante social y jurídicamente en el pasado, el símbolo elegido se halla desprovisto 

hoy de cualquier contenido jurídico-material en nuestro ordenamiento, más allá del derecho a 

usar un nomen honorisque viene a identificar, junto al nombre, el linaje al que pertenece quien 

ostenta tal prerrogativa de honor. Lo que es relevante en relación con el principio de igualdad 

del art. 14 CE, puesto que si la adquisición de un título de nobleza sólo viene a constituir un 

«hecho diferencial» (STC 27/1982) cuyo significado no es material sino sólo simbólico, este 

carácter excluye, en principio, la existencia de una posible discriminación al adquirirlo, tanto por 

vía directa como por vía sucesoria, dado que las consecuencias jurídicas de su adquisición son 

las mismas en ambos casos. 

B) En segundo término, si en el Antiguo Régimen el título de nobleza era un «privilegio» 

personal y transmisible a los herederos del beneficiario de la merced, este carácter singular y 

excepcional aún subsiste hoy, pese a que el acto graciable de concesión constituya el ejercicio 

«con arreglo a las leyes» de una facultad del Rey constitucionalmente reconocida [art. 62, f) 

CE]. 

Carácter singular de los títulos de nobleza que es predicable tanto si éstos se adquieren por 

concesión o por vía sucesoria. En el primer caso, es claro que la singularidad y 

excepcionalidad de la situación del beneficiario de la merced justifican suficientemente la 

diferenciación que el acto del Monarca produce, apreciada en relación con su finalidad, que no 

es otra que la de distinguir y honrar a una determinada persona por sus méritos o servicios 

relevantes. Idea que ya aparece en la Real Orden de 25 de marzo de 1775 (Novísima, 6.1.21), 

al contraponer los «méritos y servicios propios» a la «nobleza y alianzas» del pretendiente de 

la merced o de sus antepasados. 

En los casos de transmisión mortis causa ha de tenerse presente, de un lado, que las 

consecuencias jurídicas o el contenido inherente al título de nobleza son las mismas que en el 

caso de adquisición directa (STC 27/1982, Fundamento Jurídico 2.º), en atención a su carácter 
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simbólico en la actualidad y a lo limitado de su contenido jurídico, que se agota en el derecho a 

adquirirlo y usarlo. De otro, que las sucesivas adquisiciones por vía sucesoria, en atención al 

carácter simbólico del título de nobleza, constituyen otras tantas llamadas al momento histórico 

de su concesión y, al mismo tiempo, a la singularidad de quien recibió la merced de la Corona. 

Máxime si se entiende que el derecho a suceder en el título nobiliario no se deriva de la 

anterior posesión del mismo por otra persona, el ascendiente u otro pariente próximo, sino que 

«se recibe del fundador por pertenecer al linaje», como declaró la Sentencia de la Sala Primera 

del Tribunal Supremo de 7 de julio de 1986 con cita de otras decisiones anteriores (Sentencias 

de 19 de abril de 1961 [RJ 1961\1830], 26 de junio de 1963 [RJ 1963\3653], 21 de mayo de 

1964 [RJ 1964\2732] y 7 de diciembre de 1995 [RJ 1965\5587]). 

C) Por último, la adquisición por vía sucesoria de un título de nobleza sólo despliega hoy sus 

efectos jurídicos en el ámbito de determinadas relaciones privadas. De un lado, por cuanto su 

eficacia general sólo se manifiesta como complemento del nombre, dado que el uso del título 

de nobleza, como nomen honoris , sólo viene a identificar, como antes se ha dicho, a la 

persona que lo ostenta en relación con su «casa» o linaje. Un dato que se aprecia en las 

Reales concesiones desde 1837, al expresar que la voluntad de la Reina es «que ahora y de 

aquí en adelante os podáis llamar e intitular» de acuerdo con el título de nobleza que se otorga. 

Lo que se corrobora aún hoy a tenor del párr. 3.º del art. 135 en relación con el art. 130 del 

Reglamento del Registro Civil (RCL 1958\1957, 2122; RCL 1959\104 y NDL 25895), al permitir 

mediante un asiento, marginal a la inscripción de nacimiento, que se expresen «los títulos 

nobiliarios o dignidades cuya posesión legal conste o se justifique debidamente en el acto». 

De otro lado, a la misma conclusión se llega respecto a otros aspectos de la institución, que 

nos sitúan ante relaciones circunscritas a un grupo de personas, los integrantes del linaje del 

beneficiario del título de nobleza. Pues cabe observar , en efecto, que la adquisición por vía 

sucesoria de la merced pueda requerir que una persona formule ante los órganos 

jurisdiccionales una pretensión de su «mejor derecho» a usarlo, frente a otros particulares 

asimismo vinculados genealógicamente con el beneficiario de la merced. Al igual que ocurre en 

la cesión de un título nobiliario, pues si de un lado presupone la existencia de un acto inter 

vivos y de carácter gratuito del actual poseedor del título, formalizado en documento público, en 

favor de otro particular, de otro se condiciona a que no cause perjuicio de aquellos que estarían 

llamados a suceder en la merced con preferencia al cesionario, salvo que la aprueben 

expresamente (art. 12 del Real Decreto de 27 de mayo de 1912). Lo que limita el acto de 

cesión al circunscribirlo al ámbito de las personas pertenecientes a un determinado linaje. Y 

otro tanto cabe decir, al margen de su alcance en cuanto a una eventual modificación del orden 

de llamamientos, del acto de distribución de títulos nobiliarios. Por lo que hemos declarado en 

la STC 68/1985 (RTC 1985\68), Fundamento Jurídico 3.º, en relación con una autorización de 

designación de sucesor, que aun siendo dicha autorización un acto de naturaleza discrecional 

o graciable, ello «es sin duda compatible con el planteamiento entre partes privadas y ante la 

jurisdicción civil ordinaria de un eventual proceso respecto al mejor derecho a suceder en el 

título nobiliario, proceso en el que la cuestión a discutir ya no sería el acto del Jefe del Estado... 
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sino la prevalencia o no de ese título respecto al del sucesor con arreglo al orden sucesorio 

originario» según la Real concesión. 

Por consiguiente, los títulos de nobleza nos sitúan ante un ámbito de relaciones que se 

circunscribe a aquellas personas que forman parte del linaje del beneficiario de la merced y, 

por tanto, no poseen una proyección general y definitoria de unstatus, sino ante un simple 

nomen honoris que implica una referencia a la historia en cuanto símbolo y no posee así otro 

valor que el puramente social que en cada momento quiera otorgársele. 

13. 

El siguiente paso en nuestro examen nos sitúa ante el régimen legal aplicable a la transmisión 

post mortem de los títulos de nobleza. Un régimen, como se verá seguidamente, que es 

excepcional en atención a su origen histórico, al objeto de la transmisión y a su finalidad; y ello 

determina que sus previsiones constituyan un elemento inherente a la propia institución 

nobiliaria. 

A) En cuanto a lo primero, interesa destacar, muy sumariamente, que tanto de la Partida 

2.15.2, como de otros dos textos alfonsinos (el Espéculo 2.16, que la antecede en el tiempo y 

la declaración regia ante las Cortes de Toledo de 1255) se desprende con claridad una 

finalidad común al establecer un orden regular para la sucesión en la Corona de Castilla 

basado en los principios de primogenitura, masculinidad y representación: la de preservar la 

unidad del Reino al fallecimiento del Monarca reinante ya que, como expresa el primero de los 

citados «todo reino partido sería estragado». Idea que también se contiene en relación con la 

sucesión en los distintos Reinos de la Corona de Aragón en un texto coetáneo, el testamento 

del Rey Jaime I de 1272; texto igualmente inspirado en el principio de primogenitura pero que 

se diferencia de los textos alfonsinos por la rigurosa asignación que establece, aunque este 

criterio se modificará en el testamento del Rey Fernando el Católico de 1516 al disponer, como 

en aquéllos, que se prefiera el heredero «masculino al femenino». 

Ahora bien, es igualmente significativo que en todos los textos antes mencionados se haga 

referencia no al Derecho común sino a una costumbre particular, aplicable según la Partida 

2.15.2 «doquier el señorío ovieron por linaje, e mayormente en España». Lo que ha de ponerse 

en relación con la Partida 2.1.11, que se refiere a los «Príncipes, Duques, Condes, Marqueses, 

Iuges, Vizcondes...» como «los otros señores de que hablamos de suso, que han honra de 

señorío por heredamiento». Y el texto del Espéculo 2.16 aún es más preciso al afirmar que tal 

costumbre se aplica no sólo a la sucesión de los Reyes sino también a la de los «otros altos 

omes, señores de grandes tierras o de villas o de castiellos o de otros lugares, o el señorío 

quisieron que fuese uno». De suerte que, en definitiva, la costumbre que determina el orden 

regular de la sucesión según los textos alfonsinos se circunscribe a las dignitates , el Monarca 

y los nobles; al igual que la finalidad de mantener la unidad del Reino se extiende a la 

preservación de la unidad de los señoríos y títulos nobiliarios. Asimilación que no puede 

sorprender dado que en este período histórico la nobleza, por su superior poder político y 

económico, era el primero de los «estados» que, con el Rey, integraban el Reino. 
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B) Estas conclusiones se corroboran, en segundo término, si se examina el origen del principio 

central del orden regular de la sucesión en las dignitates , el de primogenitura. Pues de los dos 

restantes, el de representación estaba al servicio de la misma finalidad de mantener el objeto 

de la sucesión en el linaje por línea directa, «si el fijo mayor muriesse ante que heredasse» 

(Partida 2.15.2); y el de masculinidad sólo es una proyección en esta materia de las ideas 

sobre la condición de la mujer imperantes en la Edad Media, expresadas en lo jurídico con 

claridad en otro precepto alfonsino (Partida 4.13.2). En la Baja Edad Media, en efecto, la 

adopción del principio de primogenitura se justificó por los canonistas con base en una 

costumbre feudal y, por tanto, excepcional del Derecho común, cuyo fundamento doctrinal se 

halla en un texto reiterado por la doctrina en los siglos posteriores: el comentario del Abab 

Panormitano, donde se alude a una costumbre sobre la indivisión de la herencia quae viget 

inter nobiles y, por tanto, de la que estaban excluidos laboratores y mercatores . Aunque el ser 

considerado un privilegium odiosum -por entrañar la absoluta privación de bienes de la 

herencia a los hijos menores, salvo el sustento suficiente a los varones y una dote congrua a 

las hembras, como compensación para evitar el reproche moral-, la consecuencia fue que tal 

privilegio era de interpretación restrictiva y, de este modo, que quien lo invocaba en juicio debía 

probarlo cumplidamente. Pero por ser esta solución contraria a los intereses de la nobleza, no 

puede extrañar que se produjera una evolución posterior para modificar este extremo. 

Esta evolución se produce, efectivamente, tras consolidarse en el Reino de Castilla desde la 

segunda mitad del siglo XIII la institución de los mayorazgos. Y es significativo que la doctrina 

más autorizada de los siglos XVI y XVII, a la que el Abogado del Estado ha hecho amplia 

referencia en sus alegaciones, no sólo extiende el privilegio de primogenitura a la sucesión en 

estas vinculaciones de bienes y rentas feudales sino que, además, invierte su carácter. Pues 

apoyándose ahora en el Derecho común y, en concreto, en la institución de los fideicomisos 

ordenados in favore descendentium o intuitu familiae , se consideró que no constituían un 

privilegio odioso sino favorable (maioratus et primogenitura sunt favorabiles, non odiosae) . 

Solución que se justifica, además, por razón de utilidad pública (in quorum conservatione favor 

publicus versatur) ; lo que potenciaba la consolidación como unidad de un conjunto de bienes y 

rentas in favore familiae . Esto es, en favor del linaje patrilineal del fundador del mayorazgo. 

Construcción que también era aplicable, y lo fue sin dificultad por la doctrina, a los títulos 

nobiliarios, por ser objeto igualmente de una transmisión mortis causa establecida in favore 

descendentium y estar también frecuentemente vinculados a un mayorazgo. 

14. 

Al subsistir los títulos de nobleza en el régimen constitucional pese a la abolición de los 

mayorazgos, también permaneció el carácter excepcional y, por tanto, diferencial, del régimen 

de su transmisiónpost mortem, por ser un elemento inherente a la institución nobiliaria. Lo que 

puede apreciarse, aun expuestos muy sumariamente, en algunos extremos significativos del 

régimen legal hoy vigente. 

A) En primer término, desde la perspectiva del Derecho civil, dado que los títulos nobiliarios no 

constituyen, en sentido estricto, un bien integrante de la herencia del de cuius (arts. 657, 659 y 
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661 del Código Civil), aun cuando el derecho de uso y disfrute sea transmisible post mortem a 

los descendientes de quien lo ostenta si la merced tiene carácter perpetuo. Lo que determina 

una consecuencia relevante en esta sede constitucional: que no son aplicables a este singular 

bien incorporal las normas con proyección general que regulan la sucesión ordinaria por causa 

de muerte del Título III del Libro III del Código Civil, o, en su caso, las contenidas en los 

Derechos civiles, forales o especiales, vigentes en algunas Comunidades Autónomas; aunque 

las primeras tengan carácter supletorio para el cómputo de los grados, como ha declarado la 

jurisprudencia del Tribunal Supremo. De suerte que, al fallecimiento de quien ostenta un título 

de nobleza, pese a integrarse el conjunto de sus bienes y derechos en la herencia del causante 

y quedar regida así por las normas de Derecho civil, el título de nobleza, en cambio, se 

transmitepost mortemsólo dentro del linaje o familia del beneficiario, según lo dispuesto en la 

Real concesión o, en su defecto, por lo establecido en el precepto legal específico que 

determina el orden regular de la sucesión, la Partida 2.15.2. 

B) En segundo lugar, la transmisión post mortem de los títulos de nobleza es de carácter 

vincular, y, por tanto, excepcional o extraordinaria. Lo que entraña, en esencia, la 

existencia de un orden de llamamientos objetivo y predeterminado que, en principio, es 

indefinido en cuanto a los sucesores en el uso y disfrute del título nobiliario que se transmite. 

Pues si éste ha constituido tradicionalmente una prerrogativa de honor vinculada a una 

familia o linaje -el de la persona a la que el Rey concedió la merced- ello permite perpetuar 

indefinidamente su uso y disfrute por los descendientes en línea directa de aquel a quien fue 

concedido. 

Este carácter vincular se expresa en las Cartas reales de concesión con fórmulas como 

«perpetuamente» o «para vos y vuestros sucesores», por entenderse que éstos, al ostentar el 

título nobiliario, seguían honrando tanto la memoria de aquél como el propio linaje, la nobilitas 

et familiarum dignitas . Finalidad que claramente se expresa en la Real Cédula de Carlos IV 

de 29 de abril de 1804, en la que se indica que el objeto de la concesión de un título 

nobiliario es «premiar los méritos y servicios del agraciado y de sus ascendientes, 

perpetuando en su familia el lustre y honor anejo a estas mercedes». Y cabe señalar que 

la vinculación a una familia o linaje se potenció en el pasado al estar unido el título nobiliario a 

un mayorazgo, como fue frecuente en Castilla a partir de la segunda mitad del siglo XIV. Pero 

en todo caso se manifiesta con claridad, al final del Antiguo Régimen, en lo dispuesto por la 

mencionada Real Cédula de 29 de abril de 1804, en la que Carlos IV estableció que aun 

cuando las mercedes de Títulos de Castilla fueran concedidas «sin agregación a vínculos y 

mayorazgos, o sin afección a jurisdicción, señorío y vasalleje de algún Pueblo», las que se 

concedieran en lo sucesivo, salvo disposición expresa en contrario, tendrían el carácter de 

vinculadas. Y ello se refuerza al prescribirse también que, por lo antes dispuesto, no «se 

entiendan libres las ya concedidas» (Novísima, 6.1.25). 

Por consiguiente, si en el caso de los mayorazgos la vinculación de ciertos bienes y rentas a un 

linaje o familia persiguió el reducir a una unidad el conjunto de aquéllos, para su transmisión a 

los sucesores del fundador de la vinculación, quienes debían conservarlos, otro tanto ocurre 
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con el título nobiliario, bien inmaterial constitutivo de unnomen honoris , que es igualmente una 

unidad y, como tal, indivisible entre los descendientes de quien recibió la merced del Rey. Pero 

ello implica, cuando concurren varios descendientes de igual línea y grado, la necesaria 

exclusión de unos en favor de otro, el llamado según el orden de suceder aplicable al concreto 

título de nobleza de que se trate. Consecuencia que separa profundamente esta sucesión 

vincular de la ordinaria regida por el Derecho civil, puesto que no está presente en su régimen 

legal una igual posición jurídica de los llamados a la sucesión por la muerte del anterior 

poseedor del título de nobleza, sino una situación ya diferenciada previamente por un orden de 

suceder predeterminado. 

C) Finalmente, el carácter vincular de la sucesión y, por tanto, la finalidad de que el título de 

nobleza se perpetúe en el linaje de quien recibió la merced mediante un orden preestablecido, 

se refuerza con ciertas limitaciones que también son privativas del Derecho nobiliario. Pues 

tanto la persona a la que el Rey otorga esta prerrogativa de honor como aquéllos a las que 

luego pasa por vía sucesoria tienen ciertamente el derecho de uso y disfrute de la misma; pero 

no son, en sentido propio, dueños sino poseedores del título de nobleza ya que carecen 

del ius disponiendi tanto en las relaciones inter vivos como mortis causa . Y, 

consiguientemente, no están facultados para enajenar el título nobiliario a un tercero, ni 

tampoco para cederlo o alterar el orden de sucesión sin que exista una previa autorización de 

la Corona. Conclusión que ha sido reiteradamente sentada por la jurisprudencia del Tribunal 

Supremo, desde el pasado siglo hasta la Sentencia de 25 de octubre de 1996 (RJ 1996\7479), 

en la que se afirma, con apoyo en la citada Real Cédula de Carlos IV de 29 de abril de 1804, 

que el orden de sucesión en los títulos nobiliarios «es inalterable», salvo que medie 

expresa autorización del Rey. Carácter que no es irrelevante desde una perspectiva 

constitucional, pues evidencia que el título de nobleza, por ser el resultado de la voluntad 

graciable del Monarca, se adquiere por vía sucesoria tal y como ha sido configurado por la Real 

concesión o por las posteriores autorizaciones regias. 

15. 

A partir de estas premisas podemos ya entrar a examinar la diferenciación por razón de sexo 

que se deriva del precepto cuestionado por la Audiencia Provincial de Madrid, la Partida 2.15.2. 

Pues bien, si los títulos de nobleza tienen hoy un carácter simbólico, como antes se ha dicho, la 

regla de preferencia establecida por el precepto cuestionado hoy es, indudablemente, un 

elemento diferencial que no tiene cabida en nuestro ordenamiento respecto a aquellas 

situaciones que poseen una proyección general. De manera que sólo puede entrañar, al igual 

que los propios títulos nobiliarios, una referencia o una llamada a la historia, desprovista hoy de 

todo contenido material. 

Dicho de otro modo: la diferencia por razón de sexo que el mencionado precepto establece 

sólo posee hoy un valor meramente simbólico dado que el fundamento de la diferenciación que 

incorpora ya no se halla vigente en nuestro ordenamiento. Mientras que, por el contrario, los 

valores sociales y jurídicos contenidos en la Constitución y, por tanto, con plena vigencia en el 

momento actual, necesariamente han de proyectar sus efectos si estuviésemos ante una 
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diferencia legal que tuviera un contenido material. Lo que ciertamente no ocurre en el presente 

caso, en atención a las razones que se han expuesto partiendo de las premisas sentadas en 

los fundamentos precedentes. 

A lo que cabe agregar, por último, otra consideración: los títulos nobiliarios se adquieren hoy 

por vía sucesoria tal y como son. Esto es, en el caso de la mayoría de los existentes, los 

otorgados en el Antiguo Régimen, tal y como han sido configurados en el pasado 

histórico al que precisamente hacen hoy referencia. Y resulta significativo comprobar, 

además, que las sucesivas adquisiciones de aquéllos se han verificado según un mismo orden 

de suceder, bien el establecido en la Real concesión o en su defecto en la Partida 2.15.2. De 

suerte que el régimen legal de su transmisión post mortem ha constituido, a lo largo del tiempo 

un elemento inherente al propio título de nobleza que se adquiere por vía sucesoria. Y otro 

tanto cabe decir de los otorgados en el Estado liberal e incluso de los concedidos en fechas 

recientes, pues será lo dispuesto en la Real concesión lo que ha de determinar, en el 

futuro, las sucesivas transmisiones. Por lo que resultaría paradójico que el título de nobleza 

pudiera adquirirse por vía sucesoria no tal como es y ha sido históricamente según los criterios 

que han presidido las anteriores transmisiones, sino al amparo de criterios distintos. Pues ello 

supondría tanto como proyectar valores y principios contenidos en la Constitución y que hoy 

poseen un contenido material en nuestro ordenamiento sobre lo que carece de ese contenido 

por su carácter simbólico. 

16. 

Las consideraciones anteriores necesariamente conducen a una respuesta negativa a la 

cuestión de inconstitucionalidad planteada por la Audiencia Provincial de Madrid. Y al mismo 

resultado se llega, finalmente, partiendo de la doctrina expuesta en la STC 27/1982, que 

conviene traer aquí. 

En aquel caso se trataba de una particular condición impuesta en el orden de suceder de un 

título nobiliario unido a un mayorazgo, a saber: que «la persona que ubiere de suceder en el 

expresado vínculo aia de casar con persona notoriamente noble». Condición respecto a la que 

declaramos que ni hoy puede afectar en modo alguno a la dignidad de las personas, ni tiene 

sentido en nuestro tiempo y bajo la Constitución de 1978 afirmar, como se hace en dicha 

condición, que quien no casa con persona notoriamente noble es o está «mal casado», siendo 

como son igualmente dignas todas las personas (art. 10 CE). Y tras esta consideración hemos 

declarado, no obstante, que «... de ahí no se puede inferir que a la hora de condicionar la 

adquisición por vía hereditaria de un título nobiliario haya de considerarse como discriminatorio 

e inconstitucional el hecho de casar con noble, pues en fin de cuentas son de la misma índole 

el hecho condicionante y el condicionado y tan anacrónico y residual es aquél como éste, pero 

no siendo inconstitucional el título nobiliario no puede serlo supeditar su adquisición por vía 

sucesoria al hecho de casar con noble» (STC 27/1982, Fundamento Jurídico 3.º). 

Confrontados ahora con la regla o criterio de preferencia del varón sobre la mujer, en igualdad 

de línea y grado, en la sucesión regular en los títulos nobiliarios, contenida en la Partida 2.15.2, 

la misma ratio decidendi ha de guiar nuestra conclusión desestimatoria de la presente cuestión 
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de inconstitucionalidad. Pues no siendo discriminatorio y, por tanto, inconstitucional el título de 

nobleza tampoco puede serlo dicha preferencia, salvo incurrir en la misma contradicción lógica 

que respecto a aquel caso se ha señalado. 

Si se quiere, dicho en otros términos: admitida la constitucionalidad de los títulos nobiliarios por 

su naturaleza meramente honorífica y la finalidad de mantener vivo el recuerdo histórico al que 

se debe su otorgamiento, no cabe entender que un determinado elemento de dicha institución -

el régimen de su transmisión mortis causa - haya de apartarse de las determinaciones 

establecidas en la Real carta de concesión. La voluntad regia que ésta expresa no puede 

alterarse sin desvirtuar el origen y la naturaleza histórica de la institución, pues como ya dijimos 

en la mencionada STC 27/1982 «resultaría la insalvable contradicción lógica de ser la nobleza 

causa discriminatoria y por ende inconstitucional a la hora de valorar la condición para adquirir 

el título, pero no a la hora de valorar la existencia misma y la constitucionalidad del título 

nobiliario en cuestión». 

17. 

Todo lo expuesto lleva a estimar, en definitiva, que la legislación histórica aplicable a la 

sucesión regular en los títulos nobiliarios y, en particular, la Partida 2.15.2, de la que 

deriva la regla o criterio de la preferencia del varón sobre la mujer en igualdad de línea y 

grado, aplicable en virtud de lo dispuesto en el art. 13 de la Ley de 11 de octubre de 1820 

y el art. 1 de la Ley de 4 de mayo de 1948, no es contraria al art. 14 CE. Por lo que 

procede, en consecuencia, desestimar la cuestión de inconstitucionalidad promovida 

por la Sección Decimotercera de la Audiencia Provincial de Madrid en el Rollo 692/1994, 

formado en el recurso de apelación contra la Sentencia dictada por el Juzgado de Primera 

Instancia núm. 51 de Madrid de los autos 566/1992. 

FALLO 

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE 

CONFIERE LA CONSTITUCION DE LA NACION ESPAÑOLA, 

Ha decidido 

1.º Declarar que el art. 1 de la Ley de 4 de mayo de 1948 y el art. 13 de la Ley de 11 de 

octubre de 1820, en cuanto declaran aplicable el Derecho histórico y, en particular, la 

Partida 2.15.2, precepto del que deriva la regla de preferencia del varón sobre la mujer en 

igualdad de línea y grado, en el orden regular de las transmisiones mortis causa de 

títulos nobiliarios, no son contrarios al art. 14 CE y, en consecuencia. 

2.º Desestimar la presente cuestión de inconstitucionalidad. 

Publíquese esta sentencia en el «Boletín Oficial del Estado». 

Dada en Madrid, a tres de julio de mil novecientos noventa y siete.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-

José Gabaldón López.-Fernando García-Mon y González Regueral.-Vicente Gimeno Sendra.-

Rafael de Mendizábal Allende.-Julio Diego González Campos.-Pedro Cruz Villalón.-Carles 

Viver Pi-Sunyer.-Enrique Ruiz Vadillo.-Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.-Tomás S. Vives 

Antón.-Pablo García Manzano.-Rubricado. 

VOTO PARTICULAR 
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que formulan los Magistrados don Carles Viver Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives Antón a la 

sentencia dictada en la cuestion de inconstitucionalidad 

núm. 661/1996 

Nuestra respetuosa discrepancia con la sentencia se refiere, en primer lugar, a los 

razonamientos que fundamentan la admisibilidad de la cuestión planteada. No compartimos sin 

reservas las consideraciones que llevan a afirmar que aquí estamos ante una duda de 

constitucionalidad cuyo objeto sean las normas que luego se enjuician, ni nos parece 

concluyente la tesis de que unas remisiones legales imprecisas otorgan rango de ley a una 

regla anterior a la existencia misma de un sistema formal de fuentes (y que, conforme a sus 

propios criterios materiales de validez cabría estimar obsoleta). Con todo, centraremos la 

expresión de nuestra disidencia en el problema de fondo que suscita la sentencia y, más 

concretamente, en la ratio decidendi que fundamenta el fallo, según la cual la preferencia del 

varón sobre la mujer en el orden regular de sucesión en los títulos nobiliarios es conforme a la 

Constitución, porque el art. 14 de la Ley Suprema no le es aplicable. 

Nuestra opinión, en este punto, es justamente la contraria. Sostenemos que el orden regular de 

sucesión en los títulos nobiliarios no solamente se halla sometido a la Constitución y, más 

exactamente, a las exigencias del derecho a la igualdad de su art. 14, sino que, al establecer 

una preferencia del varón sobre la mujer en el orden sucesorio aludido, consagra una 

discriminación por razón de sexo que vulnera frontalmente una de las prohibiciones a las que 

de forma expresa y específica alude el Texto constitucional, otorgando así un relieve acorde 

con el profundo rechazo que hoy produce este tipo de desigualdad en las sociedades de 

nuestro entorno cultural. 

Para sustentar nuestra opinión, presuponemos, en primer término, que el orden regular de 

suceder en los títulos nobiliarios es una norma, esto es, que opera en defecto de cualquier otra 

especificación de la voluntad del concedente; pero, sin que su aplicación precise apelar a 

ninguna clase de voluntad tácita o presunta. En caso contrario, es decir, si cupiera afirmar que 

es sólo la voluntad del que otorga el título la que determina el orden sucesorio, la norma 

presunta se disolvería en la serie de actos de otorgamiento; pero, entonces, la cuestión de 

inconstitucionalidad no versaría, como exige el art. 35.1 de la LOTC, sobre una norma 

auténtica, sino sólo sobre una aparente. 

En segundo lugar, presuponemos también que estamos enjuiciando una norma jurídica, esto 

es, un fragmento del ordenamiento estatal y no una simple regla de comportamiento 

establecida por determinados grupos sociales en virtud de sus peculiares convenciones, pues 

de no aceptarse esa presuposición, cualquier tipo de enjuiciamiento del problema planteado 

por parte de este Tribunal carecería de sentido. 

No estamos por tanto ante un fenómeno que se produzca al margen del Derecho, ni ante una 

manifestación asociativa de carácter meramente privado. Los actos de concesión, 

rehabilitación, transmisión mortis causa de los títulos nobiliarios -con su carácter vincular-, e 

incluso las cesiones y la distribución inter liberos -aunque aquí con matizaciones-, no son fruto 

de relaciones inter privatos , sino ejercicio de facultades públicas del monarca, como se 
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reconoce en la sentencia. En este ejercicio intervienen diversos órganos estatales -desde el 

Consejo de Estado hasta los órganos del poder judicial, pasando por el refrendo y asunción de 

responsabilidades del Ministro de Justicia- y todo este proceso está regido por normas cuyo 

contenido no se limita a reconocer un ámbito de autonomía de la voluntad o privada, sino que 

establecen auténticas reglas de ius cogens , plenamente integradas, y esto es aquí lo más 

relevante, en el ordenamiento jurídico vigente en la actualidad en España. Insistimos, si no se 

tratase de una verdadera norma jurídica vigente este Tribunal no hubiera podido admitirla como 

objeto de una cuestión de inconstitucionalidad. En la medida en que el fallo de la sentencia no 

es de inadmisión hemos de entender que la mayoría del Pleno comparte ambas 

presuposiciones. 

Pues bien, sentado cuanto antecede, cabe recordar que una norma jurídica estatal no puede 

establecer una preferencia sucesoria del varón sobre la mujer en materia de títulos nobiliarios, 

pues aunque tal preferencia no tuviese más contenido jurídico que ése, aún tendría, por lo 

menos, justamente ése. Y con ello queremos decir que obligaría a los poderes públicos 

intervinientes -sean gubernativos o judiciales- a preterir a la mujer en el ámbito de una relación 

jurídica que, aunque es lo cierto que ha perdido gran parte de su significación histórica (puesto 

que en la actualidad ni entraña ejercicio de funciones públicas, ni otorga un status civitatis 

especial -consecuencias ambas radicalmente incompatibles con nuestro actual ordenamiento 

constitucional-), no lo es menos que ni estos efectos jurídicos y sociales son totalmente 

irrelevantes, ni tienen por qué serlo en un futuro, ni, sobre todo que, aunque lo fueran, dejaría 

de ser trato discriminatorio la prevalencia del varón establecida legalmente. 

En efecto, según la sentencia de la que disentimos, los títulos nobiliarios son hoy un simple 

nomen honoris cuya trascendencia es escasamente significativa, ya que desde la perspectiva 

jurídico-pública, cumplen una función meramente simbólica y, desde la privada, tienen el valor 

que la sociedad decida otorgarles; por ello, se dice, la discriminación de la mujer se produce en 

una relación jurídica prácticamente irrelevante. Este planteamiento requiere, a nuestro 

entender, alguna matización. En primer lugar, los efectos jurídicos y sociales no son ni 

inexistentes ni irrelevantes; aunque jurídicamente sólo se redujeran en hipótesis a los derechos 

relacionados con la adquisición y defensa del nomen honoris , ya tendrían sólo por ello 

suficiente relieve como muestra, entre otras circunstancias, la importante litigiosidad judicial 

que suscitan. Por otra parte, aunque es cierto que en la actualidad su relieve es limitado, debe 

admitirse que el valor de los derechos fundamentales no se mide por el número de sus posibles 

titulares ni por el mayor o menor alcance de sus consecuencias jurídicas y prácticas. Los datos 

cuantitativos no pueden convertirse en canon para determinar la vulneración o no de una 

prohibición expresa de discriminación como la relativa al sexo. 

En suma, aunque creemos que nada excluye que los títulos nobiliarios, bajo ciertas 

condiciones a las que luego nos referiremos, puedan desempeñar una función relevante en el 

marco de la Monarquía parlamentaria establecida por la Constitución de 1978, es cierto que, 

como la sentencia da por sentado, también pueden jugar un papel menor, insignificante o 

meramente simbólico. Pero, el que se dé una u otra de las situaciones a que acabamos de 
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referirnos podrá incidir en la mayor o menor entidad de la discriminación enjuiciada, no en su 

existencia. 

Esta constatación, puesta en contraste con la prohibición explícita de discriminación por razón 

del sexo del art. 14 CE, debería, a nuestro entender, haber llevado derechamente a la 

declaración de inconstitucionalidad de la regla de preferencia del varón. Esta conclusión se 

refuerza si se tiene en cuenta que el fundamento de esa preterición de la mujer, heredada de 

otros tiempos, no puede desconectarse de la idea que la motivó: la incapacidad de la mujer 

para transmitir el linaje en condiciones de igualdad con el hombre y, en definitiva, la inferioridad 

de la mujer en todos los órdenes, incluido el social. Ambas proposiciones afectan directamente 

al núcleo más duro de la prohibición constitucional de establecer diferencias entre los sexos. 

La única vía mediante la que pudiera llegarse a la conclusión, que la sentencia obtiene, de que 

al orden regular de sucesión en los títulos nobiliarios no le resulta aplicable el art. 14 de la CE 

y, por lo tanto, no le alcanzan las prohibiciones de discriminación que en él se contienen, es la 

seguida en la STC 27/1982, por la que, a mayor abundamiento, también se transita en ésta. 

Esa vía tiene una doble formulación. Su argumentación más simple puede resumirse así: si la 

Constitución acepta la pervivencia de una institución histórica debe admitirla tal como es sin 

exigir ninguna modificación o adaptación a las exigencias derivadas de la misma, en este caso, 

a las del derecho a la igualdad. La segunda, algo más matizada, sostiene que dado que la 

Constitución reconoce los títulos nobiliarios y la desigualdad es consustancial a ellos, al 

reconocerlos ésta, al mismo tiempo, por implicación, excluyendo respecto de ellos las 

exigencias derivadas del principio de igualdad. 

El primero de estos razonamientos no requiere, creemos, mucho esfuerzo argumental para 

demostrar su endeblez tanto lógica como jurídica. Una simple observación de lo sucedido al 

entrar en vigor la Constitución de 1978 muestra con toda claridad que una buena parte de las 

instituciones existentes en aquella fecha pervivieron con posterioridad a la misma pero no se 

consideraron inmunes a la Constitución, sino que tuvieron que adaptarse al nuevo orden 

constitucional -desde la familia y el matrimonio, en el ámbito más privado, hasta, por ejemplo, 

los derechos históricos a los que se refiere la Disposición adicional primera de la Constitución-. 

Como es obvio, las Constituciones nuevas ni hacen tabla rasa con todo el ordenamiento previo, 

ni tienen unos efectos exclusivamente pro futuro reservados a las instituciones surgidas a partir 

de la entrada en vigor del nuevo Texto constitucional. 

El segundo argumento resultaría, en principio, inobjetable si se diesen dos requisitos que no 

concurren en este caso: que la propia Constitución excluyese de forma explícita, en todo o en 

parte, la aplicación del art. 14 a los títulos nobiliarios o, en segundo lugar, que la preferencia del 

varón fuese efectivamente consustancial a esos títulos, puesto que en este caso cabría tratar 

de defender una discutible exclusión tácita de esta exigencia constitucional de igualdad. 

En efecto, si la Constitución explícitamente proclamase esta exclusión, como hace en su art. 57 

respecto de la sucesión en la Corona, ninguna duda de constitucionalidad podría existir a partir 

de una sencilla interpretación sistemática de la Constitución y de la indiscutible aplicación del 

principio de especialidad. No cabe poner en tela de juicio que el propio Texto constitucional 
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puede establecer excepciones explícitas a los principios y derechos proclamados de forma 

general, sin que ello entrañe ningún «esquizofrénico» problema de constitucionalidad. Pero, 

como es conocido, ninguna inmunidad de Constitución se consagra explícitamente en la de 

1978 respecto de los títulos nobiliarios. 

Tampoco puede correr mejor suerte el segundo argumento. La premisa de la que parte ni es 

cierta ni es lógicamente distinta de la conclusión que pretende alcanzarse, puesto que la 

desigualdad que caracteriza a los títulos nobiliarios no es sustancial, sino meramente histórica. 

Los títulos nobiliarios que, hasta la Constitución, se han configurado de modo incompatible con 

las exigencias del principio de igualdad pueden, a partir de ella, configurarse de acuerdo a 

dichas exigencias, como altas distinciones con las que premiar méritos excepcionales e 

incluso, en su caso, perpetuar la memoria de esos méritos mediante una transmisión sucesoria 

que no contenga discriminaciones prohibidas. 

El hecho de que sea posible una configuración de los títulos que, a la vez, evoque la memoria 

del pasado y respete las exigencias del principio de igualdad pone de manifiesto que el 

razonamiento en virtud del que se pretende excluirlos de la aplicación del art. 14 no es sino un 

sofisma. 

Al atribuir a la naturaleza de los títulos nobiliarios la desigualdad que pertenece sólo a su 

historia y concebir así la historia -contrariando su sentido íntimo e, incluso, el uso que la 

sentencia hace de ella cuando describe la evolución de los títulos- como una especie de 

naturaleza petrificada que excluye el cambio, predetermina que la igualdad no les es aplicable, 

dando por sentado en la premisa lo que a partir de ella se intenta concluir e incurriendo así en 

una evidente petición de principio. 

Por todo lo expuesto creemos que la sentencia debía haber declarado que la regla que 

establece la preferencia del varón sobre la mujer en el orden regular de sucesión en los títulos 

nobiliarios vulnera la prohibición constitucional de que en el ordenamiento jurídico hoy vigente 

pervivan discriminaciones tan odiosas en la actualidad como es la desigualdad por razón de 

sexo. 

Madrid, a nueve de julio de mil novecientos noventa y siete.-Carles Viver Pi-Sunyer.-Tomás S. 

Vives Antón.-Firmado y rubricado. 

VOTO PARTICULAR 

que formula el Magistrado don Pedro Cruz Villalón a la sentencia recaída en la cuestión de 

inconstitucionalidad núm. 661/1996 

Con el máximo respeto a la opinión sustentada en la precedente sentencia, entiendo que la 

cuestión de inconstitucionalidad en ella resuelta debió haber sido inadmitida a trámite, tal como 

propugnó en su día el Fiscal General del Estado. Con independencia de lo anterior, pero con el 

mismo respeto, y en la medida en que este Tribunal Constitucional ha entrado en el fondo de la 

cuestión planteada, discrepo de la fundamentación y del fallo, coincidiendo en este extremo 

con la conclusión que se alcanza en las alegaciones presentadas por el Abogado del Estado. 

1. Como resulta de los antecedentes, el Fiscal General del Estado ha sostenido que la cuestión 

de inconstitucionalidad debió haber sido inadmitida a trámite o, ya en fase de sentencia, 
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haberse declarado su inadmisibilidad sin entrar en el fondo del asunto, toda vez que, en contra 

de lo dispuesto en el art. 35 LOTC, el órgano judicial, la Audiencia Provincial en este caso, no 

se puede decir que haya considerado que una determinada norma «pueda ser contraria a la 

Constitución»; por el contrario, la lectura de su auto de planteamiento lo que pone de 

manifiesto es su convicción de que la norma cuestionada, sobre ella se volverá en seguida, no 

es contraria a la Constitución. Ello traería como consecuencia otro defecto procesal, igualmente 

insubsanable, del citado auto, su notoria falta de fundamento con los efectos del art. 37.1, 

inciso segundo, de la LOTC, por cuanto, al dirigirse precisamente la argumentación a 

reivindicar la constitucionalidad del precepto cuestionado, aquélla carecería de toda capacidad 

para fundamentar una eventual inconstitucionalidad. En este contexto cita particularmente la 

STC 222/1992, Fundamento Jurídico 2.º 

Esta argumentación debió haber sido sustancialmente acogida. Y ello no tanto porque un auto 

de planteamiento dirigido a reivindicar la validez o la vigencia de una determinada norma con 

rango de ley dé lugar, por definición, a una cuestión manifiestamente falta de fundamento, 

cuanto, ante todo, porque este modo de instar este proceso constitucional viene a desvirtuar su 

sentido en términos frente a los cuales este Tribunal ha venido previniendo inequívocamente 

desde sus primeras sentencias recaídas en una cuestión de inconstitucionalidad (STC 17/1981, 

Fundamento Jurídico 1.º). 

La Constitución (art. 163), al exigir como el primer presupuesto de la cuestión de 

inconstitucionalidad el que un órgano judicial considere que una determinada norma con rango 

de ley «pueda ser contraria a la Constitución», ha hecho de este proceso constitucional un 

instrumento dirigido a posibilitar a los Jueces y Tribunales «conciliar la doble obligación en que 

se encuentran de actuar sometidos a la Ley y a la Constitución» (STC 36/1991 [RTC 1991\36], 

Fundamento Jurídico 3.º). Ello implica, sin duda, que cuando, a su parecer, entre ambas 

normas no existe contradicción alguna, el recurso a la cuestión resulta improcedente. Pues las 

dudas, lógicamente, son subjetivas: no cabe «objetivar» una duda sobre la base de 

contraponer la solución dada por el órgano inferior a la que previsiblemente va a dar el órgano 

superior, allí donde el órgano judicial a quo no alberga la más mínima duda o vacilación 

respecto de la constitucionalidad de la norma, como es el caso. Dicho muy sencillamente, de 

forma parecida a como, hace ahora dos años, declaramos, en el contexto de esta misma 

problemática, que el recurso de amparo no está a disposición del beneficiado o privilegiado por 

la actuación de los poderes públicos, sino precisamente a la del perjudicado o discriminado por 

aquélla (STC 114/1995), la cuestión de inconstitucionalidad no ha sido instituida para que los 

Jueces defiendan la constitucionalidad de la Ley, sino, por el contrario, para que puedan 

cuestionarla sin verse obligados a aplicarla, en aquellos casos en los que entiendan que dicha 

Ley puede resultar opuesta a la Constitución. El modo como los Jueces y Tribunales defienden 

la legitimidad constitucional de una norma con rango de ley es, sencillamente, el de su 

aplicación, sin dilaciones indebidas. El que, posteriormente, dicha aplicación pueda resultar 

desautorizada por un Tribunal superior no es algo que esté llamada a prevenir la cuestión de 

inconstitucionalidad. 
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Esta apreciación no se ve desvirtuada por la circunstancia de que se trate de Derecho anterior 

a la Constitución, sobre el que se proyecta también la eficacia derogatoria de la misma. En 

contra de lo que ha entendido la Audiencia Provincial, el sentido de la doctrina de la STC 

4/1981 (Fundamento Jurídico 1.º, D) no es el de posibilitar una inaceptable discrecionalidad del 

órgano judicial a la hora de proponer cuestiones sobre este tipo de normas, se dude o no se 

dude. Cuando el Tribunal Constitucional ha permitido cuestiones sobre leyes 

preconstitucionales «en caso de duda», más bien lo que ha pretendido es excluir los casos en 

los que no hay duda, y sí certeza, ya sea de la inconstitucionalidad, ya sea de la 

constitucionalidad. En esto se diferencia del supuesto de las leyes posconstitucionales, en los 

que la cuestión puede formularse tanto en caso de duda como en caso de certeza de la 

inconstitucionalidad. La combinación de certeza, en el sentido que sea, y Ley preconstitucional 

debe cerrar el paso a la cuestión de inconstitucionalidad. 

2. Pero no es esta la única razón por la que la cuestión de inconstitucionalidad debió haber sido 

inadmitida. Más allá de la anterior dificultad subjetiva, concurre una dificultad objetiva, derivada 

de no haberse aportado una «norma con rango de ley» en el sentido del art. 163 CE. Ello sólo 

es consecuencia de un dato presente en nuestro ordenamiento: carecemos de una norma con 

rango de ley que regule lo que se conoce como el «orden de sucesión regular» de los títulos 

nobiliarios en defecto, pues tal es el problema, de previsión en el Título de concesión de los 

mismos, y que contenga, por tanto, la específica regla de la preferencia del varón respecto de 

la mujer en igualdad de línea y grado, objeto de la cuestión. En los términos del auto de 

planteamiento, «el Derecho histórico vigente al disciplinar el orden regular de sucesión en los 

títulos nobiliarios, expresamente establece que en igualdad de línea y grado el varón es 

preferente a la mujer, es decir, consagra el principio de masculinidad o varonía» (Fundamento 

Jurídico 3.º). Tal sería objeto de la cuestión de inconstitucionalidad. 

La Audiencia Provincial presenta esta regla como construida a partir de una pluralidad de 

Textos Legales, repetidamente citados en la sentencia, cuya última manifestación es un 

Decreto de 1948 y la primera de todas el Código de las Siete Partidas, los cuales configurarían 

un calificado «Derecho histórico» sobre la materia. La cuestión, sin embargo, es la de si, 

efectivamente, en ese conjunto normativo hay alguna norma formalmente vigente y con rango 

de ley que regule dicha materia (STC 11/1981 [RTC 1981\11], Fundamento Jurídico 4.º). 

El dato más elemental del que hay que partir es el de que la norma en este momento 

formalmente vigente, relativa al orden de sucesión de los títulos nobiliarios, es el art. 5 del 

Decreto de 4 de junio de 1948, que declara que «el orden de suceder en todas las dignidades 

nobiliarias se acomodará estrictamente a lo dispuesto en el Título de concesión, y en su 

defecto, al que tradicionalmente se ha seguido en esta materia». El auto de planteamiento 

pretende que el Decreto tiene rango legal por efecto de lo previsto en la Ley de 4 de mayo del 

mismo año que restableció las «disposiciones vigentes» con anterioridad al advenimiento de la 

República sobre títulos nobiliarios, todo ello «en cuanto no se opongan a la presente Ley y 

Decretos que la complementen». Cabe coincidir con la sentencia y con el Abogado del Estado 

a la hora de negar rango de Ley a este Decreto y, por tanto, el que pueda considerarse objeto 
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válido de una cuestión de inconstitucionalidad. Pero, precisamente, ésta es la única disposición 

formalmente vigente que regula esta materia y de la que se puede predicar con algún sentido la 

categoría de «rango» normativo en el sentido moderno de la palabra. 

Ocurre, además, que este Decreto vino a delimitar el ámbito de restablecimiento de esas 

«disposiciones vigentes» hasta 1931 a que alude la Ley de 4 de mayo de 1948 y, muy 

particularmente, del Real Decreto de 27 de mayo de 1912. En efecto, el art. 1 de dicha Ley 

dispuso que las referidas disposiciones se restablecían «en cuanto no se opongan a la 

presente Ley y Decretos que la complementen». Este dato tiene importancia dado el contenido 

del art. 4 del Real Decreto, derogado por el art. 5 del Decreto de 4 de junio de 1948: «El orden 

de suceder en estas Dignidades se acomodará estrictamente a lo dispuesto en la Real 

concesión y, en su defecto a lo establecido para la sucesión de la Corona». Por medio de esta 

remisión, que parece debe entenderse como dinámica, se establecía inequívocamente en una 

disposición la asimilación del orden de suceder en los títulos nobiliarios al orden de sucesión de 

la Corona, en defecto de previsión en la Real concesión: dejaba de ser necesario acudir a los 

textos medievales. Pero, como se ha señalado, este art. 4 del Real Decreto de 1912 no quedó 

restablecido como consecuencia de la previsión diferente, establecida por razones conocidas, 

contenida en el art. 5 del Decreto de 1948. 

Con la fórmula de 1948 volvíamos a la remisión a la tradición («el que tradicionalmente se ha 

seguido en la materia»). Pues, evidentemente, de tradición, y no de otra cosa, se trataba, ya 

desde las Partidas. Basta leer la reiterada Partida 2.15.2 desde su mismo comienzo para 

comprobar que es sólo una costumbre lo que se está describiendo: «E esto usaron siempre en 

todas las tierras del mundo, do quier que el señorío ouieron por linaje... E por ende 

establecieron, que si fijo varon y non oviesse, la fija mayor heredasse el Reyno». 

Esta es la norma a la que final, e indirectamente se llega, pero por efecto del Decreto de 1948, 

que describe acertadamente la situación: «el que tradicionalmente se ha seguido en la 

materia». Porque eso es cabalmente lo que ha ocurrido, que los Tribunales han venido 

siguiendo o aplicando, por defecto, un orden de suceder que se hace coincidir con el contenido 

en dicha Ley de Partidas para la Corona, pero que, por ello mismo, no tiene otro soporte que 

esa jurisprudencia constante, y en la medida y hasta el momento en que se ha mantenido (cfr. 

Fundamento Jurídico 6.º B). Todo lo demás, y, particularmente, la referencia de la Ley de 1948 

a las «disposiciones vigentes», o la de la Ley Desvinculadora de 1820 a «los documentos de 

procedencia», o las referencias, en fin, a las diversas disposiciones, éstas sí, históricas 

relativas a la sucesión en los mayorazgos, considero que no desvirtúan esta conclusión: en la 

actualidad, la norma formalmente vigente que dispone que se siga la preferencia del varón en 

igualdad de línea y grado es una disposición reglamentaria que remite a una forma de 

encontrar el Derecho aplicable supletoriamente que es de creación doctrinal, o sea, a la 

jurisprudencia que era tradicional en la materia, jurisprudencia interrumpida, sin embargo, y con 

independencia de lo dispuesto en el Decreto de 1948, a comienzos de esta década. 

Pero el que los Tribunales hayan venido aplicando analógicamente el orden de sucesión 

contenido, para el Reino, en la Partida 2.15.2 no autoriza a pretender un control de 
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constitucionalidad proyectado sobre dicha Partida, en sí misma derogada por nuestras 

primeras Constituciones y, por lo demás, y como ha puesto de manifiesto el Abogado del 

Estado, Ley fundamental del reino donde las haya. Porque lo cuestionado no es la Partida, sino 

su aplicación analógica. La pretensión resulta tan inaceptable como la que estuviera dirigida, 

en el supuesto de que los Tribunales decidiesen aplicar analógicamente el art. 57.1 CE, a 

obtener un control de este último precepto. Como inaceptable sería, por lo demás, la pretensión 

de una interpretación analógica de la taxativa reserva efectuada por España a la Convención 

sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer. 

En conclusión, entiendo que la presente cuestión de inconstitucionalidad no debió haber sido 

admitida a trámite toda vez que la norma cuestionada, en el supuesto de que todavía exista, no 

es una norma con rango de Ley en el sentido del art. 163 CE, ni la Audiencia Provincial un 

órgano judicial que haya considerado que la norma que pretende cuestionar pueda ser 

«contraria a la Constitución», en el sentido del mismo precepto. 

3. El Tribunal, en la resolución judicial que antecede a este voto particular, ha entrado en el 

fondo de un asunto espinoso como pocos, en el que desde luego no ha podido encontrar 

demasiada ayuda en el Derecho comparado. La sentencia ha resaltado algunas 

«peculiaridades» del caso, sobre lo que resulta forzoso coincidir. Acaso sea bueno que se sepa 

que un Tribunal Constitucional no tiene necesariamente respuesta para todo, aunque sólo sea 

porque la Constitución misma tampoco la tiene siempre. Hasta donde la Constitución llega, el 

Tribunal Constitucional la interpreta por medio de una respuesta que, si es suprema (art. 1.1 

LOTC), es también una respuesta histórica, es decir, decisivamente marcada por el momento 

en que la emite. Ello hace que no sea definitiva, pero también determina que deba tratarse de 

una respuesta que resista el contraste, al menos, con el momento en que se enuncia. Desde 

esta perspectiva, considero que nuestra respuesta, posiblemente, debió haber sido distinta. 

La primera cuestión que resulta preciso abordar es la de si los títulos nobiliarios, han seguido 

subsistiendo tras la Constitución de 1978. Hay que comenzar por aquí, por delicado que esto 

sea, porque entiendo que no es correcto, a través de una aparente, por inconsecuente, «huida 

hacia adelante», dejar caer toda suerte de sombras sobre estos títulos nobiliarios, sobre su 

«anacronismo» en definitiva (Fundamento Jurídico 16, con cita de la STC 27/1982), para 

concluir afirmando el contrasentido de su pretendido aggiornamento , a la vez que la institución 

queda intocada. Como escribiera el Juez Brennan (McClesky v. Kemp, 481 US 279, 1987), 

«seguiremos prisioneros del pasado mientras neguemos su influencia sobre el presente». 

Frente a lo que esa actitud implica, es de tener en cuenta que los títulos nobiliarios son hoy una 

institución viva, por no decir pujante, que encuentra, en principio, su asiento, como siempre se 

ha entendido, en una de las facultades que al Rey formalmente corresponden, la de conceder 

distinciones y honores con arreglo a las leyes [art. 62, f) in fine , CE], regulada por normas 

constantemente actualizadas (RR DD 602/1980 [RCL 1980\768y ApNDL 13343], 569/1981 

[RCL 1981\787], 222/1988 [RCL 1988\598y 711], art. 43 del RDLeg. 1/1993 [RCL 1993\2849], 

RD 1879/1994 [RCL 1994\2793]). En suma, desde 1978 los títulos nobiliarios se vienen 

concediendo, por medio de Reales Decretos debidamente refrendados, con una finalidad 
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pública inobjetable; se viene sucediendo en la posesión de los mismos con la correspondiente 

intervención pública, se vienen rehabilitando, distribuyendo y cediendo en vida, con arreglo a 

unas normas que nada tienen de periclitadas u obsoletas y, como siempre desde hace siglos, 

sobre los mismos se viene pleiteando abundantemente. Todo esto es Derecho vigente, ius 

cogens en su inmensa mayoría, en absoluto «Derecho histórico». 

Para determinar si un determinado elemento de este conjunto normativo es contrario a la 

Constitución resulta ineludible descartar que la propia institución se encuentre en contradicción 

con la Constitución vigente, porque, si así fuera, sería la institución toda la que habría de caer, 

y no sólo uno de sus elementos aislados. Pues cabe reiterar que lo que no tiene encaje lógico 

es la deslegitimación genérica de la institución, para, acto seguido, declarar su pervivencia 

salvando todos sus elementos. 

A fin de valorar debidamente el sentido de los títulos nobiliarios bajo la Constitución vigente, 

conviene recordar elementalísimamente cómo, en nuestro pasado, los mismos han existido de 

tres formas distintas, ninguna de las cuales se corresponde con su situación actual: 

En la primera de éstas, aquélla bajo la que nacieron, los títulos configuraron el sistema 

señorial, elemento característico de lo que la sentencia, para mayor comodidad del lenguaje, 

denomina el Antiguo Régimen: en el que ciertamente los nobles ostentan un propio status , de 

derechos y deberes, pero sin que ello sea privativo de los nobles. Se trata, en efecto, todo él, 

de un ordenamiento resultado de una agregación o yuxtaposición de fueros de todo tipo, en el 

que todos los estamentos tienen su parte, por más que unos sean más «privilegiados» que 

otros. Lo característico del sistema, por lo que a la nobleza se refiere, es el ejercicio de 

dominio, su capacidad para ejercer jurisdicción, para imponer tributos. En esta forma, la 

nobleza desaparece entre nosotros conforme se hace efectiva la abolición de los señoríos 

jurisdiccionales decretada por las Cortes de Cádiz (Fundamento Jurídico 10). 

La segunda de las formas en las que los títulos nobiliarios han existido entre nosotros 

corresponde a la monarquía constitucional, en la que éstos persisten, como pone de manifiesto 

la sentencia, si bien despojados tanto de sus potestades como de sus privilegios o exenciones. 

Ahora bien, debe subrayarse cómo, con frecuencia, se les asignó una función política no 

despreciable en el contexto de estas monarquías constitucionales del siglo XIX y, entre 

nosotros, hasta 1931: La derivada de su frecuente protagonismo en la cámara alta, de las dos 

que configuran las Cortes. Es, en la concepción del liberalismo doctrinario, la cámara «del 

Rey», frente a la cámara baja como la cámara «del Pueblo» (Estamento de Próceres de 1834, 

Senado de 1857, Senado de 1876). 

La tercera forma de ser de los títulos nobiliarios que hemos conocido corresponde a la 

República, y a los primeros años del anterior régimen. Las Constituciones republicanas, como 

tipo, contienen con frecuencia declaraciones expresas de abolición o de proscripción de esta 

suerte de distinciones; otras veces ha sido ésta tarea de la legislación republicana. Pero su 

inexistencia oficial no impide el uso social de los mismos, con el contenido que socialmente 

quiera dársele. El uso de los títulos nobiliarios tiende a ser un fenómeno estrictamente social, 

ajeno a cualquier participación de los poderes públicos «autorregulado», por así decir. 



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

854 
 

La situación presente, la de los títulos nobiliarios en una monarquía parlamentaria en el seno 

de un Estado democrático de Derecho, es la que habría que abordar ahora, toda vez que es 

distinta a las tres anteriores: Ni es la del sistema señorial, ni es la de la monarquía 

constitucional del siglo XIX y de la Restauración, ni es la de la República: Es la de la monarquía 

parlamentaria en el Estado de Derecho, el Estado de los derechos fundamentales. De lo que se 

trata, pues, es de ensayar un bosquejo de respuesta, a los exclusivos efectos del caso que nos 

ocupa, que ciertamente, no es el de los títulos nobiliarios, sin más. 

El punto de partida habría de situarse en el art. 14 CE, en el concreto inciso en el que excluye 

que pueda prevalecer «discriminación alguna por razón de nacimiento», aunque no sea ése el 

único elemento de nuestra Constitución a tener en cuenta. Pues, en efecto, ninguna de 

nuestras Constituciones históricas, y desde luego no las de nuestra Monarquía, ha proclamado 

el principio de igualdad con la generalidad y el alcance con que lo hace el art. 14 CE. Aplicada 

esta prohibición de discriminación a los títulos nobiliarios, es claro que la misma determina, 

ante todo, la radical exclusión de cualquier modulación en el status de estos ciudadanos 

respecto del resto, tanto individual como colegiadamente, todo ello en el sentido descrito en la 

STC 27/1982: tal es el contenido más elemental de esta interdicción desde el momento 

revolucionario. 

La cuestión, sin embargo, si se quiere ser coherente con lo que se va a afirmar más adelante, 

es que no cabe detenerse en ese solo dato. Pues, aun como nomen honoris , es preciso 

reconocer que, como tal, la diferencia existe, que su inmaterialidad no equivale a su 

inexistencia. El título nobiliario es hoy, de un modo u otro, lo veremos más adelante, un bien, 

aún inmaterial, parte del «patrimonio» de ciertos individuos, y en esta medida de ciertas 

familias, como son también parte del mismo otros bienes menos inmateriales, con 

independencia de que no se transmita de la misma manera que el resto de esa «herencia» en 

sentido genérico, que a estos efectos no es relevante (Fundamento Jurídico 14 A). Hay, por 

tanto, individuos que, por nacimiento, no sólo reciben un apellido sino también un título 

nobiliario, algo que no se tolera formalmente en las repúblicas, pero que, es un dato, si 

pertenece al paisaje, por así decir, de las monarquías, incluso de las actuales. En ellas esto 

suele tener lugar con una intervención de los poderes públicos, que se repite en el momento de 

cada sucesión. 

¿Puede afirmarse que esto configure una distinción de trato entre unos ciudadanos y otros 

vedada por la Constitución? Entiendo que, en este momento, la respuesta puede ser negativa. 

En primer lugar, cabe entender que el constituyente de 1978 no pretendió abolir los títulos 

nobiliarios como tales. En el contexto de una Constitución que adopta la Monarquía como 

forma de Estado, no es aventurado suponer que la voluntad de suprimir los títulos nobiliarios 

hubiera sido objeto de determinación expresa. Ello no significa, desde luego, que estemos ante 

una institución constitucionalmente garantizada, pero sí cabe excluir, para empezar, que la 

Constitución haya pretendido la abolición de los títulos, a la manera republicana, como 

consecuencia inmediata y necesaria de su entrada en vigor. 
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El otro dato del que conviene partir es el del mantenimiento de la facultad real de «conceder 

honores y distinciones con arreglo a las Leyes» [art. 62, f) in fine CE], en términos 

prácticamente coincidentes con los de las anteriores Constituciones monárquicas (Fundamento 

Jurídico 10, C), y en la que se ha considerado encontrarse el sustento de la facultad del Rey de 

conceder títulos nobiliarios; al correspondiente artículo de la Constitución de 1876, el 54 se 

refiere específicamente el art. 1 del Real Decreto de 27 de mayo de 1912. Puede decirse, pues, 

que ha habido un estado de ánimo por parte del constituyente de no distanciarse de las 

Constituciones precedentes en este concreto extremo. Dicho de otra manera: Como honor, y 

no otra cosa, con la que el Estado distingue legítimamente a determinados ciudadanos, los 

títulos nobiliarios aparecen, en principio, mantenidos en la Constitución de 1978. 

Ello permite entender que se conservan con los dos elementos que los caracterizan, a la vez 

que los diferencian del resto de otras posibles distinciones u honores que pueda conceder el 

Estado a través de quien simboliza su unidad y permanecía: el otorgamiento, con característica 

frecuencia, a perpetuidad y la transmisión de forma singular, a un único descendiente 

(Fundamento Jurídico 14 B), si bien con un significado que ya no puede ser el mismo; aquí sí 

puede tener sentido la imagen del «símbolo», a la que se aludirá más tarde, es decir, la del 

título como representación de un determinado mérito, en un momento pretérito reconocido. 

Ambos elementos forman parte del perfil de la institución, de su imagen, siendo lo que los 

define frente a cualquier otra distinción que el Estado pueda conceder. De este modo se da 

lugar al fenómeno que describíamos al principio, la presencia de ciudadanos que, por 

nacimiento, ostentan un título nobiliario. Esto es así, pero una visión del conjunto del problema 

tal como se ha intentado hacer permite hoy no concluir en la inconstitucionalidad de estos 

títulos. 

Nuestra experiencia con esta forma de ser de los títulos nobiliarios, es decir, la correspondiente 

a la Monarquía parlamentaria en el contexto de un Estado democrático de derecho, es todavía 

corta en comparación con las dos primeras más arriba descritas. En concreto, las exigencias 

derivadas de nuestra actual Constitución en materia de igualdad son muy superiores a las de 

las Constituciones decimonónicas. Los títulos nobiliarios, como hemos visto, hallan en este 

momento un hueco en nuestro ordenamiento constitucional, aun asumiendo su peculiaridad. 

Pero su pervivencia dependerá en buena medida del grado en que sean susceptibles de 

incorporar, junto a reconocimientos históricos marcados por el espíritu de cada época, el de 

otros valores que nos resulten más próximos. Hay, pues, también una tarea de conciliación de 

estos honores con cada época, de la que su ser o no ser constitucional puede estar pendiente, 

reconociendo, desde luego, pero tampoco es ello determinante, que nunca van a ser el 

elemento más moderno de nuestro ordenamiento. Lo que a continuación se dice también tiene 

que ver con esto. 

4. La cuestión es, sin embargo, distinta, tal como le he percibido, cuando de la discriminación 

por razón de sexo se trata. La proscripción de las diferencias jurídicas basadas en el sexo se 

erige en de uno de los principios del Estado social y democrático de Derecho que lo diferencian 

decididamente del Estado constitucional decimonónico, acomodado a esta forma de 
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discriminación. Al lado de dicho principio, como prolongación del mismo, aparece la tarea de la 

equiparación social de hombres y mujeres, que puede llegar a legitimar determinadas formas 

de promoción específicamente dirigidas a la mujer. Pero el mandato, ya no la tarea, es la 

desaparición de las diferencias jurídicamente cristalizadas: en esto la Constitución opera con 

eficacia directa. 

En la STC 38/1986 (RTC 1986\38), Fundamento Jurídico 3, decíamos en términos que 

resultan, a nuestros efectos, expresivos: «El principio de igualdad viene recogido en el art. 14 

de la Constitución, y es un principio básico de nuestro ordenamiento jurídico en todas sus 

ramas y, en cuanto un reglamento como el citado consagre una desigualdad por un factor 

como el sexo, debe entenderse derogado de plano por la Constitución, si era anterior a ella». Y 

en la STC 128/1987, Fundamento Jurídico 5.º, con perspectiva histórica, declarábamos cómo 

«la expresa exclusión de la discriminación por razón de sexo halla su razón concreta, como 

resulta de los mismos antecedentes parlamentarios del art. 14 CE, y es unánimemente 

admitido por toda la doctrina científica, en la voluntad de terminar con la histórica situación de 

inferioridad en que, en la vida social y jurídica, se había colocado a la población femenina... No 

es necesario, ante el cúmulo de datos y pruebas que suministra la historia de nuestra sociedad, 

hacer referencia a tales dificultades...». 

No es necesario tampoco insistir mucho más. La propia sentencia (Fundamento Jurídico 8.º) 

respaldada por la mayoría pone de manifiesto cómo las diferencias de trato basadas en el sexo 

han de ser sometidas a un canon mucho más estricto que el correspondiente al principio 

general de igualdad. Lo que ocurre es que, apenas hecho este pronunciamiento, se afirma 

como tarea previa la de examinar si el art. 14 CE, como tal, es siquiera aplicable a los títulos de 

nobleza «dada la peculiar naturaleza de aquéllos». De este modo, el recorrido por la historia 

aboca en la afirmación del carácter «simbólico» de los títulos nobiliarios, concluyéndose en la 

constitucionalidad de la preferencia del varón en unos términos en los que no acaba de resultar 

diáfano si lo que ocurre es que la Constitución no se aplica a dichos títulos, si es su carácter 

simbólico el que hace constitucionalmente irrelevante a esta diferencia de trato, o ambas cosas 

a la vez. 

Frente a esta forma de argumentar entiendo que lo primero que convendría dejar sentado es 

que nos encontramos ante una diferencia de trato basada en el sexo que es clara, directa y 

pretendida: En igualdad de línea y grado, el título nobiliario recae en el varón, y no en la mujer. 

En eso no hay, al menos aparentemente, discrepancia, pero debe quedar afirmado como punto 

de partida. Donde, sin duda, comienza la discrepancia es en la valoración del contenido de esa 

diferencia de trato, pues la sentencia la devalúa hasta tal punto que parece negarla. El 

argumento de base, tomado de la STC 27/1992, es el de que los títulos nobiliarios no confieren 

hoy día un status diferenciado respecto del resto de los ciudadanos, algo que, por lo demás, no 

es sino una premisa de la propia viabilidad constitucional de dichos títulos como tales. Los 

títulos no conferirían hoy día sino un puro derecho al nombre, un nomen honoris . Este 

argumento es desarrollado en esta sentencia por medio de la imagen del «símbolo», del 

carácter simbólico de los títulos, entendidos en su conjunto (Fundamentos Jurídicos 12, 15), 
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como memoria de la historia, una historia minuciosamente recorrida, con conclusiones que bien 

podrían haber sido distintas. Ahora bien, precisamente eso y no otra cosa es lo que está en 

cuestión en toda esa controversia, el derecho al nombre, al nomen honoris o, si, se quiere, el 

derecho al símbolo; el derecho a ostentar jurídicamente ese honor, en la medida en que 

socialmente así se entienda, inherente a llevar ese nombre («bien inmaterial» lo llama la propia 

sentencia, Fundamento Jurídico 14 B), sin discriminación por razón de sexo. Con 

independencia de lo cual, y ello es específico de esa forma de discriminación, apenas hace 

falta decir que no todo se agota en el nombre y en el símbolo; estos últimos, por el contrario, 

encuentran de hecho una prolongación material como consecuencia del principio dispositivo, 

de la dinámica propia de las relaciones entre particulares, de la libertad de testar, sin necesidad 

de entrar en otras ventajas sociales, que no pueden ser pura y simplemente desconocidas a la 

hora de valorar una diferencia de trato que, no se olvide, es jurídica en su origen (arts. 130 y 

135 del Reglamento del Registro Civil). 

Si la diferencia de trato por razón de sexo es, en su propio contexto, real y no imaginaria, la 

conclusión sólo podría haber sido la de su ilegitimidad constitucional, a la vista particularmente 

de la escasa consistencia, tal como la he apreciado, de los distintos argumentos empleados en 

sentido contrario. 

Desde luego, y aunque en la sentencia no aparezca como tal argumento (Fundamento Jurídico 

13 B), la conclusión anterior no queda desvirtuada con la alegación de que también la regla de 

primogenitura es discriminatoria, porque la cuestión no es la de si dicha regla comporta una 

diferencia de trato, lo que es innegable, sino si dicha diferencia de trato es comparable en su 

pretensión, su naturaleza y alcance a la basada precisamente en el sexo. En esto volvemos a 

lo mismo de antes, es decir, a la evidencia, valga la aparente paradoja, de que no todas las 

desigualdades son iguales. 

Tampoco puede valer el argumento, este sí incorporado a la sentencia (Fundamento Jurídico 

15), de que una institución histórica como la que nos ocupa no puede ser tocada en uno de sus 

elementos sin inmediatamente desnaturalizarla, sin hacerla irreconocible. Como se ha dicho en 

expresión que ha hecho fortuna «que sean como son, o que no sean»; y, como no van a dejar 

de ser, que sean como son. Con ello se postula para la institución una impermeabilidad a la 

historia absolutamente privilegiada. Pues, para comenzar, no nos encontramos ante un 

elemento basilar de la institución, alejados como estamos de la Ley de los salios. En nuestro 

modelo estamos exclusivamente hablando de un elemento, en definitiva, secundario, del 

sistema, el de la preferencia del varón sobre la mujer en aquellos precisos casos en los que se 

da la igualdad de línea y de grado, pues, no dándose esa igualdad, toda preferencia 

desaparece. Pero, sobre todo, no son los títulos nobiliarios la única institución con raíces 

preconstitucionales que está llamada a adaptarse a la Constitución. Los títulos nobiliarios, 

ciertamente sufrieron ya hace tiempo su principal mutación, pero las Constituciones del siglo 

XIX tenían sus imperativos y las del siglo que ya acaba tienen otros. La publicatio de los títulos 

nobiliarios tiene el pequeño coste derivado de la circunstancia de vivir en una res publica 
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constitucional. La autorregulación que se produce bajo las Constituciones republicanas no tiene 

estas trabas. Pero no siempre se puede pretender todo. 

Finalmente, la cuestión tampoco se puede resolver de diferente manera mediante alguna de 

otras dos «huidas» que tienden a proponerse, la «huida hacia arriba», es decir, hacia «la 

persona del Rey» (art. 56.3 CE), y la «huida hacia abajo», es decir, hacia el puro ámbito de las 

«relaciones entre particulares» o ámbito de las relaciones en las que no participan los poderes 

públicos (Fundamento Jurídico 12 C). La primera, sin reflejo ciertamente en la sentencia, la 

imputación directa a la persona del Rey, en una proyección por así decir privada, no resulta 

viable en un sistema como el nuestro, en el que los actos del Monarca van refrendados en la 

sola excepción del art. 65.2 CE. Con absoluta independencia de la mayor o menor intensidad 

de la participación real en la formación del acto, como no puede ser de otra manera, lo que 

importa desde la Constitución es la participación responsable del refrendante (art. 64.2 CE), 

sometido desde luego a aquélla (STC 5/1987, Fundamento Jurídico 3.º). Así fue cómo desde el 

principio se ha organizado la monarquía constitucional y, desde luego, la parlamentaria. 

En cuanto a la «huida hacia abajo», la de las relaciones entre particulares y la 

consiguientemente menor incidencia de los derechos fundamentales en este ámbito, la misma 

no puede llevar muy lejos en una situación legal en la que los títulos nobiliarios tienen carácter 

oficial, en cuya ordenación participan toda suerte de servidores públicos. Una mera cuestión de 

relaciones entre particulares lo será en una república con antecedentes monárquicos. O en 

nuestro sistema en algunos extremos secundarios de su regulación, como el relativo a la 

distribución o la cesión de títulos. Pero, más allá de esto, aquí estamos en un régimen 

esencialmente público, reforzado, que no debilitado, por el ámbito de libertad del testador. 

Del conjunto de los fundamentos jurídicos de la sentencia que antecede quisiera destacar, por 

último, una afirmación básica: «el carácter histórico de una institución no puede excluir, por sí 

solo, su contraste con la Constitución» (Fundamento Jurídico 8.º). Queda en el aire la 

determinación de qué compañía hubiera podido permitir esa exclusión. La tesis parece haber 

sido la que pudiera expresarse así: el carácter histórico y simbólico de una institución puede 

excluir su contraste con la Constitución, en este caso con la prohibición de discriminación por 

razón de sexo. Si es así, considero mi deber dejar constancia de mi respetuosa discrepancia. 

Madrid, a nueve de julio de mil novecientos noventa y siete.-Pedro Cruz Villalón.-Firmado y 

rubricado. 
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Tribunal Constitucional (Sala Primera) 

Auto núm. 142/2000 de 12 junio RTC 2000\142 AUTO 

DERECHO FUNDAMENTAL A LA IGUALDAD ANTE LA LEY: Jurisdicción y proceso civil: 

sucesión de título nobiliario: alegato de exclusión de los hijos ilegítimos de la sucesión regular 

salvo que la carta de creación lo contemple: término de comparación inadecuado al no existir 

igualdad sustancial de los hechos básicos de la normativa aplicable: imposibilidad de aplicar 

normas anteriores a la CE que chocan frontalmente con sus mandatos: el derecho al título 

nobiliario otorgado nace de un vínculo de sangre declarado por sentencia firme: filiación 

legitimada por subsiguiente matrimonio: inexistencia de restricción en la carta de creación en 

orden al origen: vulneración inexistente. 

Jurisdicción: Constitucional 

Recurso de Amparo núm. 343/1999 

Ponente: Don Desconocido 

Recurso de amparo contra Sentencia de 29 diciembre 1999, resolutoria de recurso de casación 

contra Sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid de 14 julio 1994, que desestimó la 

apelación interpuesta contra la dictada por el Juzgado de Primera Instancia de dicha capital, de 

23 noviembre 1992. Vulneración del derecho fundamental a la igualdad ante la ley: 

inexistencia: carencia manifiesta de contenido constitucional de la demanda:inadmisión del 

amparo. 

I. Antecedentes 

I. ANTECEDENTES 

1 

Mediante escrito registrado en este Tribunal el día 25 de enero de 1999, el Procurador don 

Argimiro V. G., en representación de doña Mª Teresa R. R. T., interpuso recurso de amparo 

contra la Sentencia núm. 1215/1998, de 29 de diciembre ( RJ 1998, 9981) , de la Sala de lo 

Civil del Tribunal Supremo, que resolvía el recurso de casación interpuesto contra la Sentencia 

de 14 de julio de 1994 de la Audiencia Provincial de Madrid, que desestimó el recurso de 

apelación contra la dictada por el Juzgado de Primera Instancia núm. 20 de Madrid con fecha 

23 de noviembre de 1992. 

2 

Los hechos que fundan la demanda son, en síntesis, los siguientes: 

a) En el año 1984 doña Victoria R. R. promovió demanda de juicio declarativo de mayor 

cuantía contra la viuda de don José R. M. (que había sido Conde de Casa Rojas) y los 

hermanos legales de la hoy demandante de amparo ante el Juzgado de Primera Instancia núm. 

20 de Madrid, sobre mejor derecho al título nobiliario de Conde de Casa Rojas, fallecido el 2 de 

marzo de 1973. En su Sentencia de 23 de noviembre de 1992, el Juzgado estimó la demanda y 

declaró el mejor derecho de la demandante al título nobiliario. Con anterioridad, la Sentencia 

firme dictada en los autos del juicio de menor cuantía núm. 1499/1984, seguido en el Juzgado 
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de Primera Instancia núm. 14 de Madrid, había declarado a doña Victoria R. R. «hija de 

sangre» de don José R. M., e hija matrimonial por adquisición de esta condición en virtud de 

las nupcias de sus padres, José R. y Victoria R. S. P. en 1931. 

b) La resolución de instancia fue apelada por la hoy recurrente, desestimando el recurso la 

Audiencia Provincial de Madrid en su Sentencia de 14 de julio de 1994. Finalmente, contra esta 

última se interpuso recurso de casación, entre otros motivos, por vulneración del art. 14 CE ( 

RCL 1978, 2836 y ApNDL 2875) al entender que cualquiera que sean los criterios actuales 

sobre filiación, en materia nobiliaria debe aplicarse el derecho histórico, y una persona que no 

reúna las condiciones de pariente consanguíneo legítimo, de acuerdo con esa legislación, no 

está llamado a la sucesión nobiliaria dentro del orden regular. En su Sentencia de 29 de 

diciembre de 1998 la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo declaró no haber lugar al recurso, 

entre otros fundamentos, por considerar que doña Victoria R. R. no sostuvo su demanda en el 

art. 14 CE, ni buscó la equiparación entre hijos legítimos e ilegítimos, y por no encontrarse ante 

un supuesto de aplicación retroactiva de la Constitución, sino que la demandante, declarada 

por sentencia firme «hija de sangre» y matrimonial del anterior Conde de Casa Rojas, reclamó 

su mejor derecho a este título nobiliario. 

3 

La recurrente solicita la concesión de amparo por vulneración del derecho a la igualdad en la 

aplicación de la ley (art. 14 CE) por entender que la Sentencia del Tribunal Supremo se aparta 

de forma arbitraria y sin motivación de su jurisprudencia sobre ilegitimidad de sangre para 

ostentar título nobiliario. Según la recurrente, existía hasta ahora una doctrina jurisprudencial 

basada en nuestro derecho histórico, según la cual los hijos ilegítimos no están llamados a la 

sucesión nobiliaria salvo que la Carta de Creación diga otra cosa, mientras la sentencia 

recurrida dice lo contrario, sin reconocer el cambio de criterio y sin razonarlo ni motivarlo. En el 

recurso de amparo figura como queja uno de los motivos de casación, aunque sin especificar el 

derecho pretendidamente vulnerado: la Sentencia de la Audiencia habría aplicado 

retroactivamente la Constitución a una sucesión ya consumada a la entrada en vigor de ésta. 

En el momento de la sucesión de don José R. M. (1973), doña Victoria R. R. tenía el carácter 

de hija ilegítima no natural y, a pesar de ello, la Audiencia Provincial de Madrid en 1994 le 

reconoció mejor derecho a un título nobiliario. Debe señalarse, sin embargo, que la demanda 

de amparo reconoce que la Sentencia del Tribunal Supremo desestima el recurso de casación 

no por este argumento sino por otro nuevo, que es el que realmente cuestiona el recurrente, a 

saber, que los hijos ilegítimos sí están llamados a la sucesión nobiliaria a menos que hayan 

sido excluidos en la Carta. 

4 

La Sección Primera, por providencia de 27 de marzo de 2000, acordó abrir el trámite de 

alegaciones, conforme a lo dispuesto en el art. 50.3 LOTC ( RCL 1979, 2383 y ApNDL 13575) , 

acerca de la eventual concurrencia de la causa de inadmisión prevista en el art. 50.1 c) de 

dicho texto legal, consistente en la carencia manifiesta de contenido de la demanda que 

justifique una decisión por parte de este Tribunal sobre el fondo de la misma. Se acuerda 
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conceder un plazo común de diez días al Ministerio Fiscal y al recurrente en amparo a fin de 

que en dicho término pudieran alegar lo que tuvieran por conveniente sobre la concurrencia de 

aquella causa de inadmisión. 

5 

Las alegaciones de la recurrente, registradas el 15 de abril de 2000, reiteran esencialmente lo 

ya expuesto en la demanda, es decir, que la Sentencia del Tribunal Supremo ha realizado un 

cambio inmotivado en su jurisprudencia según la cual los hijos ilegítimos no tienen ningún 

derecho a suceder, por lo que se ha producido una violación del art. 14 CE. Asimismo, se 

habría producido una vulneración del art. 24 CE porque la Sentencia recurrida descansó en un 

error patente al basarse en la afirmación de que en derecho nobiliario no están excluidos los 

hijos ilegítimos, salvo que la Carta de Creación diga otra cosa. Según la recurrente, los dos 

motivos del recurso tendrían relevancia constitucional, y por ello se solicita su admisión a 

trámite. 

6 

En su escrito registrado el 24 de abril de 2000, el Ministerio Fiscal interesa la inadmisión de la 

demanda por su carencia de contenido que justifique una decisión por parte de este Tribunal. 

No se habría producido vulneración del art. 14 CE por la falta de identidad del término de 

comparación que se aporta, ya que en el presente caso el derecho a título nobiliario otorgado 

en las sucesivas instancias judiciales nace de un vínculo de sangre declarado por sentencia 

firme, resultando la filiación legitimada por subsiguiente matrimonio. Por otra parte, también en 

lo referente a la carta fundacional se da una separación respecto al término comparado. 

Finalmente, el Fiscal descarta la tacha referente al art. 24 CE dado que la Sentencia 

impugnada se encuentra motivada y da cumplida respuesta a cada uno de los motivos de 

casación. 

II. Fundamentos jurídicos 

II. FUNDAMENTOS JURIDICOS 

1 

Se alegan en la presente demanda de amparo una vulneración del derecho a la igualdad en la 

aplicación de la ley (art. 14 CE [ RCL 1978, 2836 y ApNDL 2875] ) que habría producido la 

Sentencia del Tribunal Supremo ( RJ 1998, 9981) al cambiar sin motivación alguna su 

jurisprudencia establecida sobre la sucesión en títulos nobiliarios. Según la recurrente, existe 

una doctrina jurisprudencial fiel a nuestro derecho histórico de acuerdo con la cual, salvo que la 

Carta de creación diga lo contrario, los hijos ilegítimos están excluidos de la sucesión regular; y 

para ello aporta algunas Sentencias del Tribunal Supremo, todas ellas anteriores a la 

aprobación de la Constitución. Asimismo, se reprocha a las sucesivas decisiones judiciales el 

haber efectuado una aplicación retroactiva de la Constitución para sucesiones ya consumadas 

a la entrada en vigor de ésta, lo que sería improcedente según la STC 155/1987 ( RTC 1987, 

155) . Finalmente, en las alegaciones formuladas en este trámite del art. 50.3 LOTC ( RCL 

1979, 2383 y ApNDL 13575) , la demandante atribuye a la Sentencia recurrida una vulneración 

del art. 24 CE por descansar en un error patente. 
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La queja relativa a la igualdad aducida en el recurso no puede acogerse por no concurrir los 

requisitos exigidos por la doctrina de este Tribunal para entender conculcado el derecho a la 

igualdad en la aplicación de la ley(art. 14 CE). En concreto,no cabe realizar un juicio 

comparativo entre la Sentencia impugnada y las resoluciones citadas porque no existe una 

igualdad sustancial de los casos enjuiciados configurada por la semejanza de los hechos 

básicos y la normativa aplicable(entre muchas otras, SSTC 120/1987, de 10 de julio [ RTC 

1987, 120] ; 140/1992, de 13 de octubre [ RTC 1992, 140] ; 269/1993, de 20 de noviembre [ 

RTC 1993, 269] ; 218/1994, de 18 de julio [ RTC 1994, 218] y 165/1995, de 27 de septiembre [ 

RTC 1995, 165] ). Como pone de manifiesto el Ministerio Fiscal en sus alegaciones, en ninguna 

de las resoluciones que se aportan –dictadas bajo otro ordenamiento jurídico– concurren 

conjuntamente las circunstancias específicas que configuran la situación presente:el derecho al 

título nobiliario otorgado a la recurrida en las sucesivas instancias judiciales nace de un vínculo 

de sangre declarado por sentencia firme, resultando la filiación legitimada por subsiguiente 

matrimonio; y en la Carta de creación no aparece restricción alguna en orden al origen. Por otra 

parte, no puede acogerse tampoco la pretendida ausencia de motivación, puesto que el 

fundamento jurídico cuarto de la Sentencia del Tribunal Supremo argumenta de forma 

razonada la ausencia de «una doctrina jurisprudencial posicionada en la incapacidad para 

suceder en este campo por la ilegitimidad de la filiación», analizando las sentencias que ya 

entonces se aportaron por la recurrente como término de comparación. En consecuencia, este 

primer motivo de amparo no puede ser estimado. 

2 

A pesar de que ni la Sentencia del Tribunal Supremo, ni las anteriores, se basan en una 

supuesta aplicación retroactiva de la Constitución, la recurrente hace este reproche a la 

resolución de la Audiencia Provincial, que habría aplicado la Constitución a una sucesión ya 

consumada a la entrada en vigor de ésta. La queja carece de fundamento porque tal aplicación 

retroactiva no se ha producido realmente en ninguna resolución y, en todo caso, nose puede 

pretender hoy, a través de un recurso de amparo, mantener en vigor normas anteriores a la 

Constitución que chocan frontalmente con sus mandatos. 

Finalmente, no podemos entrar en la queja vertida en el escrito de alegaciones contra la 

Sentencia del Tribunal Supremo por basarse en un error patente. Basta recordar a este 

propósito la constante doctrina de este Tribunal según la cuallas únicas quejas que pueden ser 

atendidas en esta vía de amparo constitucional son las que la propia parte actora deduce en su 

demanda, pues ésta es la «rectora del proceso, la que acota, define y delimita la pretensión y 

en relación con las infracciones que en ella se citan»( SSTC 138/1980 [ RTC 1980, 138] y 

96/1982 [ RTC 1982, 96] , fundamento jurídico 1º). En los escritos posteriores a la demanda no 

cabe modificar el «petitum» o la «causa petendi», agregando extemporáneamente nuevos 

fundamentos o nuevas pretensiones, pues la finalidad de su apertura consiste sólo en permitir 

la subsanación de los defectos inicialmente advertidos que motivarían la inadmisión de la 

demanda o en facilitar a las partes, una vez recibidas las actuaciones, la formulación de 
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precisiones que, sin entrañar una modificación de la pretensión, desarrollen o complementen la 

línea argumental de la demanda ( STC 132/1991, de 17 de julio [ RTC 1991, 132] , F. 2). 

En virtud de lo expuesto, la Sección 

ACUERDA 

La inadmisión a trámite del presente recurso de amparo, por concurrir la causa prevista en el 

art. 50.1 c) LOTC ( RCL 1979, 2383 y ApNDL 13575) , y el archivo de las actuaciones. 

Madrid, a doce de junio de dos mil. 
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Tribunal Constitucional (Sala Primera) 

Auto núm. 126/2001 de 18 mayo JUR 2001\232592 

 

Derecho a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen.Derecho al honor. 

Jurisdicción: Constitucional 

Recurso de Amparo núm. 1720/2000 

Ponente: Don Desconocido 

ASUNTO: Amparo promovido por doña María Dolores R. de V. y R. de V.. 

SOBRE: Sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo en recurso de casación contra la 

dictada por la Audiencia Provincial de Zaragoza sobre protección del derecho al honor, 

intimidad personal y familiar y propia imagen. 

La Sección, en el asunto de referencia, ha acordado dictar el siguiente, 

AUTO 

I. Antecedentes 

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el día 24 de marzo de 2000, el Procurador de 

los Tribunales don Eduardo M. P.. en nombre y representación de doña María Dolores R. de V. 

y R. de V., interpuso recurso de amparo contra la Sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal 

Supremo en recurso de casación contra la dictada por la Audiencia Provincial de Zaragoza 

sobre protección dei derecho al honor, intimidad personal y familiar y propia imagen. 

2. Los hechos en los que se basa la demanda de amparo son, en síntesis. los siguientes: 

a) La Bodega Cooperativa Sindical Agraria San Valero. obtenida certificación del Ministerio de 

Justicia acreditativa de hallarse vacante el título «Marqués de Tosos» y autorizada por el 

Ayuntamiento de Tosos para su uso, con fecha 11 de marzo de 1982, solicitó del Registro de la 

Propiedad Industrial la titularidad de la marca «Marqués de Tosos» (Boletín Oficial de la 

Propiedad de 16 de junio de 1982) que, con fecha 24 de julio de 1984, le fue concedida, 

produciéndose su inscripción en el Registro de la Propiedad Industrial el 29 de noviembre de 

1991. 

b) Con fecha 29 de abril de 1994. la representación procesal de la actual recurrente, Sra. 

Marquesa de T., presentó ante él Juzgado de Primera Instancia de Daroca demanda contra la 

Bodega Cooperativa Sindical Agraria San Valero, sobre protección del derecho fundamental al 

honor, intimidad personal y propia imagen (autos núm. 56/94), denunciando la existencia de 

intromisión ilegítima en el derecho invocado por parte de la demandada por usar y explotar 

comercialmente, sin permiso previo y contra su voluntad, la denominación de merced mobiliaria 

«Marqués de Tosos» que pertenece a la actora, y solicitando la reposición de su derecho 

mediante la condena a la demandada a cesar en dicha intromisión dejando de usar el título 

referido, a retirar del mercado las botellas y productos con dicha denominación y a indemnizar 

a la actora en cantidad a determinar en ejecución de sentencia, con expresa imposición de 

costas a la demandada. 
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La demanda fue desestimada mediante Sentencia, de 31 de diciembre de 1994, que absuelve 

a la demandada de todos los pedimentos y condena en costas a la actora. 

c) Frente a dicha resolución se interpuso por parte de la actora recurso de apelación (rollo núm. 

42/95). desestimado mediante Sentencia. de 1 de mayo de 1995, de la Sección Quinta de la 

Audiencia Provincial de Zaragoza, que confirma la recurrida e impone las costas a la 

recurrente. 

d) Contra esta última resolución interpone la representación procesal de la actora recurso de 

casación, desestimado mediante Sentencia. de 29 de febrero de 2000. que impone a la 

recurrente las costas causadas y la pérdida del depósito constituido. «no tanto porque la 

conducta imputada a la Cooperativa demandada apareciera legitimada por la Autoridad 

competente (art. 8.1 LO 1/82) o por la normativa sobre marcas (art. 2.1 de la misma LO), 

cuanto porque no cabe advertir en ello rastro alguno de culpabilidad» (fundamento de derecho 

sexto). 

3. Sostiene la demandante que las resoluciones judiciales impugnadas han vulnerado su 

derecho al honor y a la intimidad del art. 18 C.E. por cuanto, siendo el título nobiliario una 

prolongación del nombre y siendo la recurrente titular de la posesión civilísima del mismo ex 

art. 440 CC, por ser pariente colateral dentro del cuarto grado civil del último poseedor legal del 

título, tiene derecho a la exclusiva utilización de dicho título y, como consecuencia de ello, a 

oponerse a su utilización para fines comerciales, de conformidad con lo dispuesto en el art. 7.2 

L.O. 1/82. 

En la medida en que los órganos judiciales, que, en primera y segunda instancia y, asimismo, 

en casación, han conocido de la controversia, no han puesto remedio a esta situación. han 

vulnerado el derecho constitucional que se invoca. 

4. Por providencia de 23 de noviembre de 2000 la Sección Segunda acordó tener por 

formulada la demanda de amparo y, a tenor de lo dispuesto en el art. 50.3 LOTC, conceder un 

plazo común de diez días al Ministerio Fiscal y al solicitante del amparo para que dentro de 

dicho término alegasen lo que estimaran pertinente en relación con la posible existencia del 

siguiente motivo de inadmisión carecer la demanda manifiestamente de contenido que 

justifique una decisión sobre el fondo de la misma por parte de este Tribunal [art. 50.1 c) 

LOTC]. 

5. La representación de la recurrente formuló su alegato por escrito, registrado en este Tribunal 

el día 11 de diciembre de 2000, en donde. previa insistencia en el hecho de que la falta de 

remedio judicial a la utilización por parte de la referida Bodega de la merced nobiliaria 

«Marqués de Tosos» para fines comerciales ha supuesto una vulneración del art. 18.1 C.E., en 

su vertiente de derecho a la utilización del propio nombre. se concluye suplicando el 

otorgamiento del amparo solicitado. 

6. Por escrito de 12 de diciembre de 2000 formula el Ministerio Fiscal sus alegaciones en 

solicitud de la inadmisión a trámite del presente recurso de amparo. 

Tras una mención acerca de la falta de agotamiento de la demanda - judicial en cuanto a la 

pretendida antijuridicidad de la comercialización y de la condición de poseedor civilísimo del 
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título nobiliario por parte de la recurrente. pone de manifiesto el Fiscal la falta de contenido 

constitucional de la demanda tanto por la licitud del comportamiento observado por la 

Cooperativa en la comercialización del vino marca «Marqués de Tosos» cuanto por la falta de 

diligencia de la recurrente y de los demás poseedores civilísimos del referido título. 

II. Fundamentos jurídicos 

1. La presente demanda de amparo se dirige contra la Sentencia de la Sala Primera del 

Tribunal Supremo. de 29 de febrero de 2000, que declaraba no haber lugar al recurso de 

casación interpuesto contra la Sentencia, de 15 de mayo de 1995, de la Audiencia Provincial de 

Zaragoza, desestimatoria del recurso de apelación interpuesto contra la Sentencia de 31 de 

diciembre de 1994 del Juzgado de Primera Instancia de Daroca dictada en los autos 56-94 

seguidos a instancia de la Sra. R. de V. contra la Bodega San Valero, en demanda de 

protección civil del derecho al honor. intimidad personal y familiar y propia imagen. 

Denuncia la recurrente que la comercialización, al menos desde 1982, de vinos con la marca 

«Marqués de Tosos» por parte de la Cooperativa demandada habría supuesto una intromisión 

ilegítima en su derecho al honor, a la intimidad y a la propia imagen (art. 18 CE. Y arts. 1.2, 7 y 

9 L.O. 1/82) a la que las resoluciones judiciales impugnadas no han puesto remedio. El 

Ministerio Fiscal defiende la falta de contenido de la queja, en atención al comportamiento 

observado por la demandada en el proceso conducente a la comercialización de vino con la 

referida marca y a la falta de diligencia de los poseedores civilísimos del título nobiliario en 

cuestión. Se trata, por tanto, de dilucidar si las resoluciones impugnadas, en cuanto no han 

puesto remedio a la denunciada comercialización de vino con la marca «Marqués de Tosos», 

han podido vulnerar el derecho constitucional que aquí se invoca como vulnerado. 

2. A propósito de la cuestión planteada lo primero será clarificar si el título nobiliario puede 

considerarse, o no, nombre a los efectos del art. 7.6 L.O. 1/82, de 5 de mayo. de protección 

civil del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen. Se caracteriza 

allí de intromisión ilegítima en el derecho al honor... «la utilización del nombre. de la voz o de la 

imagen de una persona para fines publicitarios, comerciales o de naturaleza análoga». 

En el presente caso, según queda expuesto, se denuncia en amparo la conculcación del art. 

18.1 C.E. como consecuencia de la utilización para fines comerciales de un título nobiliario que, 

según piensa la recurrente, se ha de considerar parte de su propio nombre. En este mismo 

sentido, se pronuncia la propia resolución impugnada que, partiendo de algún pronunciamiento 

anterior, expresamente declara que, en cuanto va unido al nombre del titular, la utilización de 

un título nobiliario puede considerarse también inserta en del ámbito de protección del art. 7.6 

de la referida L.O. 1/82. 

Ninguna imposibilidad de principio se advierte, pues, para sancionar una eventual vulneración 

del art. 18.1 C.E. como consecuencia de la utilización comercial del nombre de una persona, 

sea porque se emplee su nombre propio, sea porque se comercialice el título nobiliario que, 

como su titular, la identifica. 

Ahora bien, a diferencia de otros supuestos, en el presente caso, como bien se dice en 

casación, el título nobiliario «Marqués de Tosos» se hallaba vacante cuando la demandada 
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inició los trámites tendentes a la concesión del derecho a utilizarlo para comercializar bajo 

dicha denominación un vino elaborado por la propia Cooperativa. En la resolución dictada por 

la Sala Primera del Tribunal Supremo se expone a mayor abundamiento, con un detalle del que 

aquí cabe prescindir, la andadura seguida tanto por la demandada como por la demandante en 

relación con la solicitud y ulterior concesión de la marca objeto de controversia. Subraya la 

Sala, a propósito, el manifiesto contraste entre la buena fe que reviste el comportamiento 

observado por la Cooperativa San Valero desde el momento inicial hasta la fase final de 

comercialización del vino «Marqués de Tosos» y la actitud adoptada por la demandante que, 

sin perjuicio de la tesis sostenida a propósito del alcance de la posesión civilísima del 

Marquesado, no ha reaccionado sino tardía y extemporáneamente a la pretensión de la 

demandada, mediante una conducta que no cabe calificar de diligente, pues habiéndose 

publicado la tramitación del procedimiento para la concesión de la marca y su inscripción en el 

Boletín Oficial de la Propiedad Industrial y en el Registro de la Propiedad Industrial, no se 

acredita la existencia de comparecencia alguna para oponerse a dicha concesión. 

En suma, es de apreciar, y apreciamos, la falta de contenido de la queja deducida en amparo. 

En virtud de todo lo expuesto, de conformidad con el art. 50.1 c) LOTC. la Sección . 

ACUERDA 

La inadmisión del presente recurso de amparo. 

Madrid, a dieciocho de mayo de dos mil uno. 

  



Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

868 
 

 

 

Tribunal Constitucional (Sala Primera) 

Sentencia núm. 115/2002 de 20 mayo RTC 2002\115 

 

DERECHO FUNDAMENTAL A OBTENER LA TUTELA EFECTIVA DE JUECES Y 

TRIBUNALES: Naturaleza: derecho de configuración legal: la definición de su contenido se 

atribuye al legislador, que debe garantizar en todo caso la interdicción de la indefensión. 

Jurisdicción y proceso civil: «Caso de sucesión de título nobiliario del Conde de Bulnes»: 

recurso de casación: vista oral: suspensión: el TS no cumplió las exigencias que se derivan de 

la jurisprudencia constitucional ante la no comparecencia de letrado por enfermedad, 

certificada debidamente: falta de resolución motivada: la no suspensión ha vulnerado el art. 

24.1 CE: vulneración existente. 

Jurisdicción: Constitucional 

Recurso de Amparo núm. 118/1998 

Ponente: Don Pablo García Manzano 

Recurso de amparo contra Sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo de13-12-

1997, que declaró no haber lugar al recurso de casación interpuesto contra la Sentencia de la 

Audiencia Provincial de Madrid de,27-09-1993, relativa a mejor derecho en la sucesión de título 

nobiliario. Vulneración del derecho fundamental a obtener la tutela efectiva de jueces y 

tribunales: existencia:otorgamiento de amparo. 

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por D. Manuel Jiménez de Parga y 

Cabrera, Presidente, don Pablo García Manzano, D. Fernando Garrido Falla, Dª María Emilia 

Casas Baamonde y D. Javier Delgado Barrio, Magistrados, ha pronunciado 

EN NOMBRE DEL REY 

la siguiente 

SENTENCIA 

En el recurso de amparo núm. 118/1998, interpuesto por doña Cristina M.-V. S. V., 

representada por la Procuradora de los Tribunales doña Teresa U. B. y asistida por el Letrado 

don Carlos T. N., frente a la Sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo de 13 de 

diciembre de 1997 ( RJ 1997, 8974) , que declaró no haber lugar al recurso de casación 

interpuesto contra la Sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid de 27 de septiembre de 

1993 ( AC 1993, 1690) , relativa a derecho a título nobiliario. Han intervenido el Ministerio 

Fiscal y don José M.-V. S. V., representado por el Procurador de los Tribunales don Juan Luis 

P.-M. S. y con la asistencia del Letrado don Eduardo G. E. Ha sido Ponente el Magistrado D. 

Pablo García Manzano, quien expresa el parecer de la Sala. 

I. Antecedentes 

ANTECEDENTES 

1 
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Mediante escrito presentado en el Servicio de Apoyo al Juzgado de Guardia del Decanato de 

los Juzgados de Madrid el día 8 de enero de 1998, con entrada en el Registro General de este 

Tribunal el día 9 siguiente, doña Cristina M.-V. S. V., representada por la Procuradora de los 

Tribunales doña Teresa U. B. y asistida por el Letrado don Carlos T. N., expone que interpone 

recurso de amparo contra el acto de celebración de vista, de fecha 25 de noviembre de 1997, 

en el recurso de casación 2808/1993, del que conoce la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo. 

Mediante nuevo escrito presentado en el mismo Servicio del Decanato de los Juzgados de 

Madrid el día 9 de enero de 1998, con entrada en el Registro General de este Tribunal el día 12 

siguiente, la señora M.-V., con la misma representación y asistencia letrada, señala que 

interpone recurso de amparo frente a la Sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo 

de 13 de diciembre de 1997 ( RJ 1997, 8974) , recaída en el ya citado recurso de casación. 

2 

Los hechos de relevancia para el presente recurso de amparo son, en esencia, los que siguen: 

a) La hoy recurrente en amparo formuló demanda de juicio de mayor cuantía, de la que 

conoció el Juzgado de Primera Instancia núm. 6 de Madrid bajo el núm. 50/1989, contra don 

José M.-V. S. V., solicitando que se declarare ser mejor y preferente su derecho genealógico 

para usar, poseer y disfrutar el título de Conde de Bulnes. La demanda fue desestimada por 

Sentencia del citado Juzgado de 10 de diciembre de 1991, con imposición a la parte actora de 

las costas procesales causadas. Se sostiene en la resolución judicial que siendo el demandado 

heredero de su padre, que poseyó el título de Conde de Bulnes hasta el momento de su 

fallecimiento, y habiendo ocurrido éste con anterioridad a la entrada en vigor de la Constitución 

( RCL 1978, 2836 y ApNDL 2875) , la misma no resulta de aplicación a una sucesión que ya se 

había operado, en cuanto que, de acuerdo con las previsiones del Código Civil , desde el 

fallecimiento del ascendiente se transmitieron ya los derechos hereditarios, estando incluido 

entre los mismos el uso y disfrute del considerado título nobiliario. Por ello, se concluye, no 

tiene juego en este caso el artículo 14 CE, debiendo desestimarse la demanda, al ser 

plenamente aplicable el derecho histórico y, por lo tanto, la prevalencia del principio de 

masculinidad, sin que sea relevante, a los efectos expuestos, que la solicitud de la carta de 

sucesión en el título nobiliario por el demandado y la expedición de ésta tuvieran lugar tras la 

entrada en vigor de la Constitución. 

b) Interpuesto recurso de apelación por la señora M.-V. contra la Sentencia del Juzgado, 

tramitado bajo el núm. 40/1992, el mismo fue desestimado por la Sentencia de la Sección 

Decimoctava de la Audiencia Provincial de Madrid de 27 de septiembre de 1993 ( AC 1993, 

1690) , que confirmó íntegramente la Sentencia de primera instancia, con base, en esencia, en 

los mismos argumentos en ella expuestos, con expresa imposición de las costas procesales 

causadas en la alzada a la parte actora. 

c) Preparado recurso de casación frente a la Sentencia de la Audiencia Provincial, y tras la 

correspondiente tramitación procesal, habiéndosele asignado el núm. 2808/1993, la señora M.-

V. presentó escrito de interposición del recurso, fundado en tres motivos, el último de los cuales 

consideraba que la Sentencia recurrida infringía, por inaplicación, el artículo 14 CE. Por otrosí 
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señalaba que al amparo de lo preceptuado en el párrafo segundo del artículo 1711 de la 

entonces vigente Ley de Enjuiciamiento Civil , le interesaba la celebración de vista, por lo que 

solicitaba que la misma tuviera lugar si así lo pidieren las demás partes o lo estimare necesario 

la Sala. 

La parte demandada y recurrida formuló escrito de impugnación del recurso, solicitando su 

desestimación, y señalando, mediante otrosí, que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 

1711 LECiv le interesaba la celebración de vista pública, por lo que solicitaba a la Sala que así 

lo acordare, con citación de las partes. 

Por providencia de 15 de noviembre de 1994, la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo declaró 

que «teniéndose solicitado por ambas partes la celebración de vista pública, quede el presente 

recurso pendiente de señalamiento para cuando en turno le corresponda». Por providencia de 

23 de septiembre de 1997, se señaló para la vista del recurso el día 25 de noviembre de 1997, 

a las once horas. 

d) El día 25 de noviembre de 1997, esto es, el señalado para la vista, se presentó en el 

Registro General del Tribunal Supremo, escrito suscrito por la Procuradora de la hoy recurrente 

en amparo, haciendo constar que en la tarde del día anterior el Abogado director en el recurso 

de casación, don Carlos T. N., había enfermado repentinamente, motivo por el que, de acuerdo 

con la prescripción facultativa, no podría asistir a la vista, de modo que, a tenor de lo dispuesto 

en el artículo 323.6º LECiv, procedía su suspensión y que se procediera a un nuevo 

señalamiento, lo que se dejaba solicitado. Se acompañaba certificado médico oficial, expedido 

a instancia del interesado el día 24 de noviembre de 1997, en el que se exponía que el citado 

Abogado había sido reconocido en su domicilio «con un cuadro de gastroenteritis aguda, a las 

diecisiete horas del día de la fecha y que dada la reiteración de episodios de vómitos y diarrea, 

se le ha recomendado permanecer en cama a dieta y, de momento hidratación oral 

acompañada de terapéutica sintomática para evitar una posible deshidratación». 

e) Según consta en la correspondiente diligencia, la vista tuvo lugar, ante la Sala constituida 

por tres Magistrados, el citado día 25 de noviembre de 1997, a la hora señalada, esto es, a las 

once de la mañana, compareciendo el Letrado de la parte recurrida (respecto del que sólo se 

menciona, conforme al modelo de diligencia, que informó en defensa de sus alegaciones 

jurídicas), y no haciéndolo el de la parte recurrente, durando el acto diez minutos. 

f) El día 10 de diciembre de 1997, la Sala dicta providencia del siguiente tenor literal: «Dada 

cuenta, el anterior escrito y certificación médica que le acompaña, recibido en la Secretaría de 

esta Sala con fecha 27 de diciembre del año en curso, únase al rollo de su razón, en el que se 

celebró vista con fecha 25 del mismo mes». Dicha providencia fue notificada a la 

representación procesal de la hoy recurrente en amparo el día 12 de diciembre de 1997. 

g) La Sala dictó Sentencia el día 13 de diciembre de 1997, notificada ese mismo día a la 

representación procesal de la hoy recurrente en amparo, declarando no haber lugar al recurso 

de casación interpuesto contra la Sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid de 27 de 

septiembre de 1993, que se confirma, si bien se añade que «sin expresa condena en costas en 

ninguna de las instancias ni en este recurso, debiendo cada parte satisfacer las por ellos 
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causadas». En su encabezamiento se señala expresamente que el Letrado de la recurrente no 

compareció en el acto de la vista y, en el Antecedente de Hecho quinto se expresa que, 

habiéndose solicitado por las partes personadas la celebración de vista pública, se señaló para 

el día 25 de noviembre de 1997, en que tuvo lugar, no compareciendo la parte recurrente. En la 

Sentencia se afirma, respecto de la denunciada vulneración del artículo 14 CE, que resulta 

vinculante la tesis mantenida en la STC 126/1997 ( RTC 1997, 126) , conforme a lo previsto en 

el artículo 5.1 LOPJ ( RCL 1985, 1578, 2635 y ApNDL 8375) , reproduciendo distintos pasajes 

de la citada Sentencia de este Tribunal que determinan, a juicio de la Sala de lo Civil del 

Tribunal Supremo, el rechazo del considerado motivo de casación. Se concluye señalando que 

no procede la imposición a las partes de costas en ninguna de las instancias ni en el recurso de 

casación, en razón a la complejidad y problemática judicial controvertida sobre la materia 

litigiosa. 

3 

Como se expuso anteriormente, la recurrente ha presentado dos escritos en los que 

manifestaba su intención de interponer recurso de amparo, señalando en el primero que se 

dirigía contra el acto de celebración de la vista, en el recurso de casación 2808/1993, y 

dirigiendo ya el segundo frente a la Sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo de 13 

de diciembre de 1997. Habida cuenta de que el segundo de tales escritos recoge de forma 

prácticamente íntegra el contenido del primero, al que añade otras circunstancias que 

supuestamente determinarían la vulneración de los derechos constitucionales de la recurrente, 

expondremos a continuación lo que se expresa en el segundo escrito, advirtiendo tan sólo que, 

como señalaremos posteriormente, en el primero se solicitó que se acordara la práctica de 

prueba. 

Comienza la recurrente exponiendo los hechos de mayor relevancia para el recurso de amparo, 

detallando que el escrito solicitando la suspensión de la vista del recurso de casación se 

presentó en el Registro General del Tribunal Supremo a las 9.15 horas del día 25 de noviembre 

de 1997, y que su Procuradora, para asegurarse de que el mismo era conocido por la Sala, 

subió a Secretaría y, acompañada por el Oficial encargado del recurso, entregó copia del 

escrito y del certificado médico al Magistrado Ponente. 

Entrando en el examen de las lesiones de la Constitución que denuncia, considera en primer 

lugar la recurrente vulnerado el artículo 24.1 CE, habiéndosele generado indefensión y violado 

su derecho fundamental a la tutela judicial efectiva, al no suspenderse la vista por enfermedad 

repentina del Abogado director del recurso de casación, a pesar de que la Sala tuvo 

conocimiento previo y exacto del hecho, desconociendo lo previsto en el artículo 323.6º de la 

entonces vigente LECiv. Cita en su apoyo las SSTC 130/1986 ( RTC 1986, 130) y 195/1988 ( 

RTC 1988, 195) , señalando que la vista de casación, una vez acordada su celebración, es el 

momento procesal esencial del recurso, de modo que, dada la complejidad del asunto a tratar, 

la no intervención del Abogado, por causa de fuerza mayor, produce la que califica como 

clamorosa indefensión, con lesión de lo previsto en el artículo 24.1 CE. 
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En segundo lugar, entiende la recurrente que la Sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal 

Supremo vulnera el artículo 24.2 CE, produciéndole indefensión al privarle del Juez 

predeterminado por la Ley, al haber sido dictada estando constituida la Sala con tres 

Magistrados, en lugar de los cinco que establecía el artículo 1712 LECiv, cuando se tratare de 

procesos que versaren sobre derechos fundamentales, tal y como ocurría en el presente 

supuesto, en el que en el recurso de casación se sostenía que se había vulnerado el derecho a 

la igualdad, reconocido en el artículo 14 CE, en cuanto que las normas de sucesión nobiliaria 

que establecen la primacía del varón frente a la mujer suponen una discriminación de ésta 

contraria a las exigencias de tal derecho, de modo que, a su juicio, el objeto del recurso de 

casación giraba exclusivamente sobre el mismo. Señala que la previsión del artículo 1712 de la 

entonces vigente LECiv suponía un plus de garantía, para evitar la indefensión en asuntos tan 

esenciales como son los que afecten a derechos fundamentales. 

En tercer lugar, señala la recurrente que la Sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal 

Supremo vulnera el artículo 24.1 CE, al aplicar indebidamente las normas de sucesión del 

Código Civil, así como al rechazar la aplicación de la Constitución a situaciones creadas con 

anterioridad a su entrada en vigor que agotan sus efectos una vez vigente aquélla. Expone, en 

este sentido, que a la sucesión nobiliaria no le son de aplicación las normas del Código Civil 

sobre sucesiones ordinarias, citando en su apoyo la STC 126/1997. Asimismo, afirma que se 

inaplicó el artículo 14 CE, en contra de lo previsto en el apartado primero de la disposición 

transitoria segunda LOTC ( RCL 1979, 2383 y ApNDL 13575) , ya que la sucesión debatida, 

aun iniciada antes de la entrada en vigor de la Constitución, no agotó sus efectos hasta 

después de ese momento, por haber sido solicitada y obtenida la carta de sucesión en el título 

nobiliario con posterioridad al día 29 de diciembre de 1978. Todo ello, concluye, produce 

indefensión, al privarle de la tutela judicial efectiva reconocida en el artículo 24.1 CE, 

destacando que tales decisiones judiciales se oponen tanto a la jurisprudencia del Tribunal 

Supremo como a la doctrina del Tribunal Constitucional. 

En cuarto lugar, considera la recurrente que la Sentencia impugnada vulnera el artículo 24.2 

CE y el artículo 6.1 del Convenio Europeo de Derechos Humanos ( RCL 1979, 2421 y ApNDL 

3627) , al fundar su fallo en el carácter vinculante que para la Sala tiene la STC 126/1997, 

dictada en una cuestión de inconstitucionalidad en la que no pudo personarse y defenderse, de 

modo que ha sido condenada sin ser oída, citando en su apoyo la Sentencia del Tribunal 

Europeo de Derechos Humanos de 23 de junio de 1993, que considera que la falta de 

legitimación en la cuestión de inconstitucionalidad para las partes que luego se verán afectadas 

por su resolución, atenta contra el principio de igualdad de armas, violando así el derecho a 

que la causa sea oída de forma equitativa. 

En quinto lugar, entiende la recurrente que la Sentencia impugnada viola el artículo 14 del 

Convenio Europeo de Derechos Humanos, en conexión con el artículo 6.1 del mismo texto y el 

artículo 1 de su Protocolo Adicional ( RCL 1991, 81) , por aplicar una norma discriminatoria 

para la mujer y, en consecuencia, viola el artículo 24 CE al inaplicar tales preceptos, 

produciendo una falta de tutela judicial efectiva que le genera indefensión. Expone que el 
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derecho a un juicio equitativo reconocido por el citado Convenio Europeo está viciado con la 

cuestión previa de la inferioridad legal de la mujer ante los derechos sucesorios a un título 

nobiliario, señalando que a pesar de que el artículo 14 del Convenio Europeo obliga a las 

Partes Contratantes a asegurar el goce de los derechos en él reconocidos sin distinción alguna, 

especialmente por razón de sexo, la Sentencia impugnada resuelve la cuestión de fondo 

basándose exclusivamente en normas que literalmente proclaman la inferioridad de la mujer 

con respecto al hombre. Se lesiona también, a su juicio, el artículo 1 del Protocolo Adicional, en 

cuanto que se despoja a las mujeres, en beneficio de los varones, de una «propiedad», cual es 

a estos efectos el derecho inmaterial a la posesión, uso y disfrute de un título nobiliario o 

cualquier otra disposición honorífica, no por causa de utilidad pública, única excepción que 

permite el citado artículo, sino con la única finalidad de mantener vivo un derecho histórico 

basado en una discriminación odiosa. Asimismo, considera que obligando a Jueces y 

Tribunales españoles los preceptos del Convenio Europeo y del Protocolo Adicional, la 

inaplicación de sus mandatos por la Sentencia impugnada constituye infracción del artículo 

24.1 CE. 

Finalmente, señala la recurrente que la Sentencia impugnada viola el artículo 14 CE, así como 

los artículos 1, 2 y 15 de la Convención de Nueva York de 18 de diciembre de 1979 ( RCL 

1984, 790 y ApNDL 3635) , por aplicar una norma discriminatoria para la mujer, que le produce 

indefensión. A su juicio, la preferencia del varón sobre la mujer en el orden de sucesión de los 

títulos nobiliarios constituye una discriminación de ésta carente de justificación objetiva y 

razonable, vulnerándose el derecho a la igualdad del artículo 14 CE, así como el principio de 

no discriminación por razón de sexo que proclama la señalada Convención de Nueva York 

(ratificada por España con la sola reserva relativa a las disposiciones constitucionales en 

materia de sucesión a la Corona, lo que evidencia que la preferencia que el artículo 57 CE 

atribuye al varón constituye una flagrante discriminación, ya que en caso contrario sería ociosa 

la reserva), de modo que tal criterio resultaría inoperante por imperativo de la disposición 

derogatoria de la Constitución. Cita en su apoyo diversas Sentencias del Tribunal Supremo. 

Señala que la STC 126/1997, recaída en una cuestión de inconstitucionalidad, no impide que 

en vía de amparo constitucional pueda entenderse vulnerado en la materia que nos ocupa el 

derecho a la igualdad, citando al efecto la STC 159/1997 ( RTC 1997, 159) . No obstante, 

cuestiona los propios pronunciamientos de la STC 126/1997, destacando que las distintas 

normas de sucesión en los títulos nobiliarios han sido modificadas profundamente en sus 

principios seculares, con el fin de irlos adaptando a las demandas de la sociedad, sin que por 

ello se haya resquebrajado tan histórica institución. 

En consecuencia, solicita la recurrente que, tras la pertinente tramitación, se dicte Sentencia 

otorgando el amparo solicitado, declarando la nulidad de la Sentencia impugnada, 

reconociendo su derecho a ser oída mediante la asistencia de abogado en la vista del recurso 

de casación, a fin de que pueda formular las alegaciones que estime pertinentes, y 

restableciendo los derechos conculcados, retrotrayendo las actuaciones al momento anterior a 

la celebración de vista. Alternativamente, solicita que se declare la nulidad de la Sentencia 
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impugnada, que se reconozca el derecho de la recurrente al juez predeterminado por la Ley y, 

en consecuencia, que se ordene formar la Sala con cinco Magistrados, y que se restablezcan 

los derechos conculcados, retrotrayendo las actuaciones al momento anterior a la formación de 

Sala para fallar la casación. Alternativamente también, se solicita que se declare la nulidad de 

la Sentencia impugnada, que se le reconozca el derecho a no ser discriminada por razón de 

sexo y a la tutela judicial efectiva, y que se restablezcan los derechos conculcados, ordenando 

a la Sala que dicte una nueva sentencia ajustada a Derecho. 

Como antes se expuso, en el primero de los escritos presentados, mediante otrosí, se solicitó, 

al amparo del artículo 89 LOTC, que se acordara la práctica de prueba testifical en la persona 

de la Procuradora de la recurrente, a fin de acreditar el extremo relativo al conocimiento por el 

Magistrado Ponente del recurso de casación de la enfermedad repentina del Abogado, con 

anterioridad a la celebración de la vista. 

4 

Por providencia de la Sección Segunda de este Tribunal de 22 de abril de 1998, se acordó la 

admisión a trámite de la demanda de amparo, sin perjuicio de lo que resultare de los 

antecedentes, teniendo por personada y parte a la recurrente y, a tenor de lo dispuesto en el 

artículo 51 LOTC, que se requiriera atentamente al Tribunal Supremo, a la Audiencia Provincial 

de Madrid y al Juzgado de Primera Instancia núm. 6 de Madrid, para que en el plazo de diez 

días remitieran testimonio de las respectivas actuaciones judiciales, interesándose al Juzgado 

al propio tiempo que se emplazare a quienes fueron parte en el procedimiento, con excepción 

de la recurrente en amparo, para que en el plazo de diez días pudieran comparecer en el 

proceso constitucional, con traslado a dichos efectos de copia de la demanda presentada. 

Mediante escrito que tuvo entrada en el Registro General de este Tribunal el día 2 de octubre 

de 1998, don José M.-V. S. V., representado por el Procurador de los Tribunales don Juan Luis 

P.-M. S. y asistido por el Letrado don Eduardo G. E., solicita que se le tenga por personado y 

parte, lo que así se acordó por providencia de la Sección Segunda de este Tribunal de 26 de 

octubre de 1998, en la que también se tuvieron por recibidos los testimonios de las 

correspondientes actuaciones judiciales, y se acordó, a tenor de lo dispuesto en el artículo 52 

LOTC, dar vista de todas las actuaciones del recurso de amparo, por un plazo común de veinte 

días, al Ministerio Fiscal y a quienes se hallaban personados, para que dentro de dicho término 

pudieran presentar las alegaciones que a su derecho convinieran. 

5 

Mediante escrito que tuvo entrada en el Registro General de este Tribunal el día 23 de 

noviembre de 1998, don José M.-V. S. V. formula sus alegaciones. Al exponer los 

antecedentes del presente recurso, destaca que el mismo día que la Sala de lo Civil del 

Tribunal Supremo señaló para la vista del recurso de casación, es decir, el día 25 de noviembre 

de 1997, señaló también para vista o simplemente para votación y fallo, otros diez recursos de 

casación, en los que la cuestión planteada era la misma, esto es, la supresión o no del principio 

de masculinidad en materia de títulos nobiliarios. Destaca también que, simultáneamente a la 
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Sentencia impugnada, se dictaron por la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo otras once 

Sentencias de idéntico tenor. 

Expone que ninguna de las pretensiones de la demanda de amparo debe prosperar. En cuanto 

a la relativa a la suspensión de la vista, porque el defecto alegado se produce en un recurso de 

carácter extraordinario, como es el de casación, interpuesto contra una Sentencia dictada en 

un proceso contradictorio, en el que las partes gozaron de todas las garantías y medios de 

defensa legales y, además, con dos instancias, por lo que el principio «pro actione» queda 

mitigado, citando en su apoyo la STC 37/1995 ( RTC 1995, 37) . Por ello, la infracción formal, 

para que pueda dar lugar a nulidad, tiene que ser grave y producir una indefensión manifiesta. 

Sin embargo, la infracción, de existir, carece de la más mínima entidad, dado que en la 

regulación entonces existente del recurso de casación, la vista pública no era un trámite 

esencial, a diferencia de lo que ocurría con anterioridad a ella, en que tal esencialidad derivaba 

de que era el único trámite en el que tenía intervención el recurrido, lo que ya no ocurría, como 

consecuencia de que éste podía formular escrito de impugnación del recurso. Tampoco habría 

existido, a su juicio, indefensión, en cuanto que se han dictado dos Sentencias sobre el fondo 

de la cuestión planteada, habiendo podido alegar la recurrente en amparo lo que estimó 

conveniente. Además, el recurso de casación fue formalizado por escrito, articulando aquélla 

los motivos que consideró oportunos. Finalmente, considera que ha podido existir abuso y 

fraude procesal, en cuanto que la solicitud de suspensión de la vista se presentó formalmente 

escasos minutos antes de reunirse la Sala, sin posibilidad material y física de que se pudiese 

comprobar la realidad de lo afirmado mediante un examen por un Médico Forense. Añade que 

podía haber acudido a la vista otro Letrado y que, en definitiva, todo ello hace pensar en un 

intento de retrasar la Sentencia para evitar que ésta, como ocurrió con otras en las que hubo 

vista o votación y fallo el citado día 25 de noviembre de 1997, tuviera el contenido que estaba 

previsto como consecuencia de lo declarado por la STC 126/1997. Además, todas estas 

circunstancias determinan que carezca de sentido pedir que se repita la vista pública, lo que 

vuelve a demostrar la inexistencia de indefensión. 

En cuanto a la vulneración denunciada que se hace derivar de la composición de la Sala sólo 

por tres Magistrados, se señala que no basta citar un artículo de la Constitución para que deba 

considerarse que el recurso de casación versa sobre derechos fundamentales, y que esta 

circunstancia difícilmente puede afirmarse en este caso, al menos cuando se constituyó la 

Sala, dado que el Tribunal Constitucional había declarado que la sucesión de títulos nobiliarios 

no afectaba para nada ni resultaba afectada por el artículo 14 CE, ni por ningún otro derecho 

fundamental. Por ello, la Sala se constituyó debidamente por tres Magistrados, al no versar el 

proceso sobre derechos fundamentales. 

Se rechazan también todos los argumentos de la demanda de amparo referentes al fondo de la 

cuestión, apoyándose esencialmente en la STC 126/1997 y en sus efectos «erga omnes», 

conforme al artículo 161.1 a) CE y al artículo 40.2 LOTC, y vinculantes para los Jueces y 

Tribunales, de acuerdo con el artículo 5.1 LOPJ. Señala que la aplicación o no de las normas 

de sucesión del Código Civil es una cuestión de legalidad ordinaria, pero además no es cierto 
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que se hayan aplicado de modo exclusivo, dado que también se aplica el principio de varonía y, 

en consecuencia, el derecho histórico. En cuanto a la aplicación retroactiva de la Constitución, 

es una cuestión irrelevante, dado que el principio de varonía sigue vigente, pero, además, es 

patente que aquélla no puede aplicarse retroactivamente a sucesiones abiertas con 

anterioridad a su promulgación, con cita de la STC 155/1987 ( RTC 1987, 155) . También 

carece de consistencia, a su juicio, la alegación relativa a la falta de intervención de la 

recurrente en la cuestión de inconstitucionalidad que dio lugar a la STC 126/1997, en cuanto 

que dicha intervención no era posible, sin que ello afecte al hecho de que la Sentencia tenga 

efectos «erga omnes», lo que deriva del artículo 164.1 CE. Afirma que tampoco se vulnera el 

artículo 14 del Convenio Europeo de Derechos Humanos, que sólo prohíbe la discriminación 

respecto a los derechos y libertades en él reconocidos, siendo así que el derecho a la posesión 

de un título nobiliario no está reconocido en él ni en ninguno de sus Protocolos, sin que los 

títulos nobiliarios afecten para nada a la propiedad, debiendo recordarse que el artículo 1 del 

Protocolo Adicional fue suscrito por el Reino de España con una reserva, deseando evitar 

cualquier incertidumbre, con remisión al artículo 33 CE, que no es susceptible de fundamentar 

un recurso de amparo, sin que el Convenio Europeo ni el Protocolo Adicional añadan nada a la 

Constitución. En cuanto a la vulneración del artículo 14 CE, señala que tal cuestión, frente a lo 

expuesto por la demanda de amparo, ha sido resuelta, incluso cuando se plantee en recursos 

de amparo, por la STC 126/1997, al afirmar que el principio de masculinidad no es contrario al 

citado precepto constitucional. Por lo que se refiere a la Convención de Nueva York de 1979, 

considera que la Constitución es más amplia, de modo que si no se vulnera ésta no puede 

vulnerarse aquélla, además de que se trataría de una cuestión no constitucional, sino de 

legislación ordinaria, y que al ser la Convención aplicable a las distinciones que afecten a 

derechos humanos y libertades fundamentales, no lo es a la sucesión en títulos nobiliarios, al 

haber declarado este Tribunal que esta sucesión no afecta ni al artículo 14 CE ni a los 

derechos fundamentales, recordando que en otros países signatarios de la Convención, que 

tienen también reconocido el principio de igualdad, se aplica no sólo el principio de 

masculinidad sino la agnación rigurosa en la sucesión de los títulos nobiliarios por los 

Tribunales ordinarios que conocen de pleitos civiles sobre esta materia. Finalmente, añade que 

la reserva española a tal Convención en relación con las disposiciones constitucionales sobre 

sucesión a la Corona nada tienen que ver con lo debatido, dado que la Corona sí se encuentra 

afectada, como institución constitucional que constituye una verdadera función pública, por la 

Convención, por lo que era preciso hacer la oportuna salvedad, mientras que los títulos 

nobiliarios son instituciones privadas en nada afectadas por la Convención. 

En consecuencia, se solicita que se dicte sentencia por la que se desestime el recurso de 

amparo, por no incurrir la Sentencia impugnada en violación de derecho constitucional alguno. 

6 

Mediante escrito presentado en el Juzgado de guardia de Madrid el día 23 de noviembre de 

1998, con entrada en el Registro General de este Tribunal el día 25 siguiente, la recurrente en 

amparo formula sus alegaciones, ratificándose en los hechos ya expuestos en su demanda, 
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añadiendo que la Procuradora entregó al Magistrado Ponente, Excmo. Sr. Martínez-

Calcerrada, hacia las 9.20 horas del día 25 de noviembre de 1997, copia sellada del escrito 

presentado en el Registro unos minutos antes, acreditando la enfermedad del Abogado. 

Asimismo, se dan por reproducidos los fundamentos de Derecho contenidos en la demanda de 

amparo, señalando que se acompañan los justificantes de las demandas interpuestas ante la 

Comisión Europea de Derechos Humanos contra la STC 126/1997, y solicitando que se dicte 

sentencia por la que se otorgue el amparo reclamado. Mediante otrosí, solicita también, al 

amparo del artículo 89 LOTC, que se acuerde la práctica de prueba testifical en la persona de 

su Procuradora, a fin de acreditar el extremo ya referido relativo al conocimiento por el 

Magistrado Ponente de la enfermedad repentina del Abogado, con anterioridad a la celebración 

de la vista. 

7 

Mediante escrito con entrada en el Registro General de este Tribunal el día 27 de noviembre de 

1998, el Ministerio Fiscal formula sus alegaciones. Comenzando con la supuesta vulneración 

del artículo 24.1 CE derivada de la no suspensión de la vista del recurso de casación, entiende 

que tal lesión no se produce, dado que aunque existe una infracción procesal, la misma no ha 

determinado indefensión con relevancia constitucional, que exige que se produzca un efectivo y 

real menoscabo del derecho de defensa con el consiguiente perjuicio real de los intereses de la 

parte. Afirma que la actora no acredita que la inasistencia de su Letrado a la vista haya 

disminuido su defensa, al no señalar en la demanda de amparo las alegaciones, argumentos, 

ni posibilidades de contradicción respecto de las formuladas por la parte contraria que, 

expuestos en el acto de la vista, hubieren cambiado a su favor el contenido de la Sentencia. 

Además, teniendo en cuenta la naturaleza dispositiva del proceso civil y los bienes en conflicto, 

la norma procesal establece la obligación de razonar en el escrito de interposición del recurso 

de casación la fundamentación y pertinencia de los motivos, y atribuye un papel muy limitado a 

la intervención de los Letrados en el acto de la vista, conforme a los artículos 1707, 1713 y 

1724 de la entonces vigente LECiv, debiendo limitarse aquéllos a ratificar su escrito de 

interposición, sin poder alterar su fundamentación sino sólo reforzarla. Por ello, entiende que 

no se ha vulnerado el derecho fundamental de la recurrente, que se ha defendido, haciendo las 

alegaciones que ha estimado oportunas, y que ha recibido una respuesta razonada, fundada y 

adecuada a la pretensión casacional deducida. 

Considera el Ministerio Fiscal que tampoco se ha lesionado el derecho fundamental al juez 

predeterminado por la Ley porque la Sentencia haya sido dictada por una Sala compuesta por 

tres Magistrados, en cuanto que se trata de una cuestión de legalidad ordinaria, sin dimensión 

constitucional alguna, al referirse a la interpretación que se realiza de la expresión «verse sobre 

derechos fundamentales» del artículo 1712 LECiv. A su juicio, el Tribunal Supremo realiza una 

interpretación consolidada que se adecua al contenido finalista del precepto, al entender que tal 

expresión se refiere únicamente al proceso específico de protección de derechos 

fundamentales regulado en la Ley 62/1978 ( RCL 1979, 21 y ApNDL 8341) , ya que si se 

aceptara la interpretación propuesta por la recurrente la composición de la Sala dependería 
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únicamente de la voluntad de las partes, a las que bastaría denunciar la vulneración de un 

derecho fundamental para obligarla a constituirse con cinco Magistrados. 

Finalmente, considera que no existe vulneración del derecho a la igualdad, en cuanto que la 

Sentencia impugnada se limita a mantener la preferencia del varón sobre la mujer, de acuerdo 

con la STC 126/1997, que declaró la constitucionalidad de la normativa que lo establece. 

Añade que ello deja sin contenido constitucional a las demás alegaciones referidas a la 

aplicación del Código Civil y de la legislación internacional, porque la recurrente las fundamenta 

en la desigualdad o discriminación que sufre la mujer en la sucesión de los títulos nobiliarios 

que, como se ha expuesto, no existe. Por fin, en cuanto a la alegación relativa a que la 

Sentencia impugnada aplica una Sentencia del Tribunal Constitucional dictada en una cuestión 

de inconstitucionalidad en la que no ha sido parte la recurrente, señala que ésta olvida que tal 

proceso constitucional lo promueve únicamente el órgano judicial, teniendo por objeto la 

adecuación o no de la norma a un precepto constitucional, de modo que las sentencias que se 

dicten tienen carácter general y son de aplicación a todos los supuestos que a partir de 

entonces se deduzcan ante los órganos judiciales. 

Por todo lo expuesto, el Ministerio Fiscal interesa que se dicte sentencia desestimando el 

recurso de amparo por no vulnerar la Sentencia impugnada los derechos consagrados en los 

artículos 14 y 24 CE. 

8 

Por providencia de la Sala Primera de este Tribunal de 14 de diciembre de 1998, se acordó, de 

conformidad con el artículo 89 LOTC, denegar la petición de prueba testifical prepuesta por la 

recurrente en amparo, al no considerarla necesaria. 

9 

Por providencia de 16 de mayo de 2002 se señaló para deliberación y fallo del presente 

recurso el día 20 del mismo mes y año. 

II. Fundamentos jurídicos 

FUNDAMENTOS JURIDICOS 

1 

Como se expone en los antecedentes, en el presente recurso de amparo, la demandante, doña 

Cristina M.-V. S. V., presentó inicialmente dos escritos en los que manifestaba su intención de 

interponerlo, señalando en el primero que lo dirigía frente al acto de celebración de vista, de 

fecha 25 de noviembre de 1997, en el recurso de casación núm. 2808/1993, y en el segundo 

que lo formulaba frente a la Sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo de 13 de 

diciembre de 1997 ( RJ 1997, 8974) , recaída en el citado recurso de casación. Pues bien, 

teniendo en cuenta que en este segundo escrito se recoge casi literalmente, en lo esencial, la 

argumentación del primero, añadiendo a ella otras circunstancias y supuestas vulneraciones de 

derechos constitucionales, hemos de considerar que la demanda de amparo está constituida 

únicamente por tal segundo escrito (que vendría, por así decir, a absorber al primero), de modo 

que, formalmente, el objeto del presente recurso de amparo sería sólo la citada Sentencia de la 

Sala de lo Civil del Tribunal Supremo (sin perjuicio de que, como después expondremos, en 
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realidad deba entenderse dirigido también, en algunos de sus aspectos, frente a las Sentencias 

de primera instancia y de apelación), tal y como, por lo demás, viene a desprenderse de lo que 

señala la propia recurrente en su posterior escrito de alegaciones formulado en el trámite del 

artículo 52 LOTC ( RCL 1979, 2383 y ApNDL 13575) . 

2 

Así centrado el presente recurso de amparo, el mismo se dirige formalmente, como se ha 

dicho, frente a la Sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo de 13 de diciembre de 

1997, recaída en recurso de casación y relativa a mejor derecho a la sucesión en título 

nobiliario. Sin embargo, debe tenerse presente que en la demanda, junto a denuncias de 

supuestas vulneraciones de derechos fundamentales que se imputan de modo directo y 

autónomo a la citada Sentencia, existen otras que se fundan en declaraciones de ésta que 

vienen a confirmar lo previamente declarado en las Sentencias de primera instancia y 

apelación. Pues bien, en relación con estos últimos aspectos, el recurso de amparo debe 

entenderse dirigido también frente a las mencionadas Sentencias del Juzgado de Primera 

Instancia núm. 6 de Madrid y de la Audiencia Provincial de Madrid, de acuerdo con reiteradas 

declaraciones de este Tribunal (por todas, STC 214/2000, de 18 de septiembre [ RTC 2000, 

214] , F. 1), conforme a las cuales cuando se impugna en amparo una resolución judicial 

confirmatoria de otras, que han sido lógica y cronológicamente presupuesto de aquélla, han de 

entenderse también recurridas las precedentes resoluciones judiciales confirmadas. 

En este sentido, las vulneraciones de derechos fundamentales que la recurrente considera 

producidas, directa y autónomamente, por la Sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal 

Supremo son las que a continuación se exponen y que se recogen con más detalle en los 

Antecedentes. Así, la no suspensión de la vista del recurso de casación, a pesar de la 

enfermedad que impidió que asistiera a la misma su Letrado, vulnera sus derechos 

fundamentales a la tutela judicial efectiva y a no padecer indefensión, reconocidos en el artículo 

24.1 CE ( RCL 1978, 2836 y ApNDL 2875) ; el que la Sentencia se dictara estando constituida 

la Sala por sólo tres Magistrados lesiona su derecho fundamental al Juez ordinario 

predeterminado por la Ley, previsto en el artículo 24.2 CE; la circunstancia de que la Sentencia 

funde su fallo en la STC 126/1997, de 3 de julio ( RTC 1997, 126) , recaída en una cuestión de 

inconstitucionalidad en la que la recurrente no pudo intervenir, vulnera sus derechos 

fundamentales reconocidos en el artículo 24.2 CE, produciéndole indefensión. Por el contrario, 

debe entenderse que se imputan también a las Sentencias de primera instancia y apelación las 

siguientes denuncias de lesiones de derechos fundamentales de la recurrente: la aplicación 

indebida de las normas de sucesión del Código Civil y el rechazo de la aplicación de la 

Constitución a situaciones creadas con anterioridad a su entrada en vigor, que agotan sus 

efectos una vez vigente aquélla, vulneraría sus derechos fundamentales a la tutela judicial 

efectiva y a no padecer indefensión, reconocidos en el artículo 24.1 CE, lo mismo que ocurriría 

respecto de la inaplicación de los preceptos que cita del Convenio para la Protección de los 

Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales de 1950 ( RCL 1979, 2421 y ApNDL 

3627) y de su Protocolo Adicional de 1952 ( RCL 1991, 81) , mientras que, por fin, la aplicación 
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de una normativa discriminatoria para la mujer vulnera el artículo 14 CE, añadiendo la 

recurrente que ello le genera también indefensión. 

Por su parte, tanto el Ministerio Fiscal como don José M.-V. S. V., personado en el presente 

recurso de amparo, solicitan que el mismo sea desestimado, por considerar que no se ha 

vulnerado derecho alguno de la recurrente susceptible de ser protegido en este proceso 

constitucional. 

3 

Es necesario, ante todo, teniendo en cuenta la pluralidad de denuncias de vulneración de 

derechos susceptibles de amparo constitucional que se contiene en la demanda, explicar cuál 

va a ser el orden de nuestros pronunciamientos. En este sentido, hay que señalar que 

corresponde a este Tribunal, en función de las circunstancias concurrentes en cada supuesto 

concreto sometido a su consideración, determinar no sólo tal orden, sino también si resulta 

necesario o conveniente pronunciarse en la Sentencia sobre todas las lesiones de derechos 

constitucionales denunciadas, en el caso de que ya se haya apreciado la concurrencia de 

alguna de ellas. 

Pues bien, en el presente recurso de amparo hemos de comenzar por el examen de la 

supuesta lesión de los derechos fundamentales de la recurrente reconocidos en el artículo 24.1 

CE que derivaría de la circunstancia de que la vista oral del recurso de casación se hubiere 

celebrado sin la asistencia de su Letrado. Y es que si llegara a apreciarse que, efectivamente, 

ha existido tal vulneración, lo procedente sería detener ahí nuestro examen de las supuestas 

infracciones de derechos constitucionales alegadas en la demanda de amparo, retrotrayendo 

las actuaciones al momento procesal adecuado para que se procediera a la celebración de 

vista en el recurso de casación, en la que el Letrado de la recurrente en amparo pudiera 

exponer lo que fuere pertinente y considerase conveniente a sus intereses. De este modo, en 

su caso, podría solicitar la suspensión de la vista por faltar el número de Magistrados necesario 

para dictar Sentencia (artículo 323.2º de la derogada LECiv/1881 , de aplicación, sin embargo, 

en el presente caso), permitiendo así que la Sala se pronunciase sobre la supuesta vulneración 

del artículo 1712 LECiv/1881 y del derecho fundamental al Juez ordinario predeterminado por 

la Ley, por no haberse constituido con cinco Magistrados y, además, si consideramos que la 

privación al Letrado de la recurrente en amparo de la posibilidad de intervenir en la vista ha 

lesionado sus derechos fundamentales reconocidos en el artículo 24.1 CE, ello supone que 

será sólo tras oír las alegaciones que en tal acto se formulen cuando el órgano judicial podrá 

adoptar, de modo constitucionalmente adecuado, la decisión que estime procedente respecto 

de las cuestiones de fondo debatidas, con la consiguiente posibilidad de que aquélla no incurra 

ya, a juicio de la hoy recurrente en amparo, en las mismas lesiones de derechos 

constitucionales, y por las mismas circunstancias, que ahora entiende que, en relación con 

tales cuestiones de fondo, han ocasionado las resoluciones judiciales objeto del presente 

recurso de amparo, y sin que a este Tribunal le corresponda, desde los límites propios de su 

jurisdicción, pronunciarse en este momento sobre determinados aspectos de esas cuestiones 

de fondo que, como decimos, habrán de ser adecuadamente resueltas de nuevo, de acuerdo 
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con lo planteado por las partes en vía judicial, por la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo en el 

ejercicio de las funciones que le son propias, una vez subsanados los vicios constitucionales 

relativos a la ausencia en la vista del Letrado de la recurrente en amparo. 

4 

Comenzando, pues, con el examen de las cuestiones relativas a la no suspensión de la vista 

del recurso de casación, suspensión que la recurrente en amparo considera que debió haberse 

acordado como consecuencia de la enfermedad que aquejó a su Letrado, hemos de señalar 

que, en relación con cuestiones análogas a las que nos ocupa, ha tenido ya ocasión de 

pronunciarse este Tribunal en diversas ocasiones. En este sentido, debe tenerse presente que 

en alguna de ellas ( STC 114/1997, de 16 de junio [ RTC 1997, 114] , F. 8) se ha puesto de 

relieve la conveniencia de distinguir entre aquellos supuestos relativos a procesos no penales, 

como es el ahora enjuiciado, y aquellos otros que se plantean precisamente en el proceso 

penal, por existir en estos últimos una serie de circunstancias que determinan que la solución a 

adoptar pueda tener perfiles propios. Y también parece claro que podrá ser distinta la 

perspectiva que se acoja para adoptar la decisión pertinente según que la falta de asistencia a 

una vista o juicio haya determinado que no exista una respuesta de fondo sobre la cuestión 

debatida o, simplemente, que ésta se haya producido sin aquella presencia en la vista o juicio 

de una de las partes e, incluso, también habrá que considerar si tales circunstancias se han 

producido en el curso de un procedimiento en el que se solicitaba una primera respuesta 

judicial sobre las pretensiones planteadas o, por el contrario, con ocasión de la impugnación de 

la misma. En definitiva, debe dejarse claro que nos encontramos ante una cuestión para cuya 

solución en cada caso habrán de tenerse muy presentes las específicas circunstancias, de todo 

orden, concurrentes en el mismo, con objeto de decidir si, efectivamente, ha podido existir una 

vulneración de los derechos fundamentales reconocidos en el artículo 24.1 CE. 

Sentado lo anterior, sin embargo, no deja de ser posible establecer una serie de 

consideraciones generales sobre la cuestión que nos ocupa, y así lo ha venido haciendo este 

Tribunal. De esta manera, en la citada STC 114/1997, relativa a un supuesto no penal, hemos 

establecido (FF. 7 y 8) que cuando alguna de las partes de un litigio solicita razonadamente la 

suspensión de la vista o del juicio, el Juez o Tribunal competente no puede ignorar su petición y 

llevar a cabo la actuación judicial sin resolver motivadamente acerca de aquella solicitud, 

debiendo pronunciarse expresamente sobre la causa de suspensión alegada, así como sobre 

el momento y la forma de su justificación. 

Ciertamente, hemos puesto de relieve también en diversas ocasiones, en supuestos análogos 

al que es objeto del presente recurso de amparo (en este sentido, STC 130/1986, de 29 de 

octubre [ RTC 1986, 130] ), que la falta de presencia en el juicio o en la vista ha de generarle al 

recurrente en amparo una efectiva indefensión, en el sentido de que no basta con que a aquél 

se le haya privado de formular determinadas alegaciones en el acto de la vista, sino que es 

preciso que ello haya determinado un real y efectivo menoscabo, restricción o limitación de las 

posibilidades de defender sus derechos e intereses legítimos, con el consiguiente perjuicio, 

también real y efectivo, que para los mismos haya podido suponer esa disminución de los 
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medios disponibles para su actuación procesal. Ahora bien, tales afirmaciones deben 

necesariamente articularse de modo coherente con el papel que al legislador le corresponde en 

la definición de los derechos fundamentales reconocidos en el artículo 24.1 CE, según 

exponemos seguidamente. 

5 

En efecto, el artículo 24.1 CE consagra el derecho fundamental de todas las personas a 

obtener la tutela judicial efectiva de sus derechos e intereses legítimos, añadiendo que en 

ningún caso podrá producirse indefensión. Pero, como reiteradamente hemos señalado (por 

todas, STC 48/2001, de 26 de febrero [ RTC 2001, 48] , F. 4), el habitualmente denominado 

derecho fundamental a la tutela judicial efectiva es un derecho de configuración legal, lo que 

aquí significa que la definición de su contenido se atribuye al legislador, que, con respeto, claro 

está, a los límites que resultan de la Constitución, determina, en función de los fines legítimos 

que considera oportunos, los cauces y condiciones para la obtención de esa tutela judicial 

efectiva de los derechos e intereses legítimos. Y, de igual modo, el legislador, para otorgar 

realidad concreta a la previsión constitucional de que dicha tutela judicial habrá de obtenerse, 

de modo tal que queden garantizadas las posibilidades de toda persona de defender 

efectivamente sus derechos e intereses legítimos, ya que en todo caso se proscribe la 

indefensión, habrá de definir también cuáles son los instrumentos adecuados para que aquellas 

puedan ejercer real y efectivamente sus posibilidades de defensa. 

Ahora bien, debe tenerse presente que esta labor del legislador en la definición, en lo que 

ahora nos interesa, del derecho fundamental a no padecer indefensión, no se limita al 

establecimiento de las condiciones mínimas para que tal indefensión no se produzca, esto es, 

aquéllas que permitirían descartar la inconstitucionalidad de la Ley por vulneración de las 

exigencias del artículo 24.1 CE. Ello es, desde luego, algo que la Constitución le impone al 

legislador para la concreción real del derecho fundamental que abstractamente garantiza en su 

artículo 24.1; pero, además, aquél puede prever otros cauces o instrumentos para permitir a 

toda persona la mejor defensa de sus derechos e intereses legítimos ante los órganos 

judiciales, considerando, en ejercicio de su margen de apreciación y en función de las 

circunstancias concurrentes, que con su completa regulación se asegura a aquéllas que van a 

disponer de los medios adecuados para que, de modo efectivo y con plenitud, defiendan tales 

derechos e intereses legítimos. 

Pues bien, cuando de forma indebida, en un supuesto concreto, se desconozcan esas 

exigencias legales encaminadas a dotar de mayor efectividad a las posibilidades de defensa 

por las personas de sus derechos e intereses legítimos, se habrá lesionado el derecho 

fundamental a no padecer indefensión, consagrado en el artículo 24.1 CE. Tan sólo sería 

posible negar esta vulneración de la Constitución, bien cuando resulte de manera manifiesta y 

evidente que el acto procesal o trámite legalmente previsto y omitido en nada contribuiría a 

mejorar las posibilidades de defensa de la persona, o bien cuando concurran específicas 

circunstancias en el caso litigioso de las que pueda derivarse que los objetivos o finalidades 

perseguidos por el legislador, mediante el establecimiento de los cauces o instrumentos a que 
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nos venimos refiriendo han sido ya cubiertos de otro modo. En este último supuesto es donde 

procede realizar el examen de las concretas características del procedimiento judicial en el que 

nos encontremos, y de todas las circunstancias afectantes al mismo que puedan tener 

incidencia sobre la situación planteada. Ahora bien, debe tenerse presente que en el primer 

supuesto de los enunciados es necesario, como hemos dicho, que la inutilidad de la exigencia 

legal, a los efectos expuestos, se aprecie de modo manifiesto y evidente, sin necesidad de 

recurrir a análisis hipotéticos de las posibilidades que aquélla llevaría consigo para influir sobre 

la decisión judicial, y en el segundo caso, que las específicas circunstancias concurrentes que 

sirvan para considerar cubiertos los objetivos de la exigencia legal, sean distintas de aquellas 

que el legislador normalmente tuvo en cuenta y pudo prever para, no obstante, establecer ese 

concreto cauce o trámite procesal, ya que, de lo contrario, en uno y otro supuesto, lo que en 

realidad se estaría produciendo es un desconocimiento o desvinculación de las previsiones 

legales, con el pretexto de dudar de su necesidad u oportunidad y, en definitiva, en lo que 

ahora más nos interesa, con olvido del papel que al legislador corresponde en la definición del 

contenido del derecho fundamental que consideramos y, en consecuencia, con vulneración del 

propio derecho fundamental. 

6 

La aplicación al caso enjuiciado de las consideraciones que acabamos de exponer conduce, 

adelantémoslo ya, a entender que la no suspensión de la celebración de la vista del recurso de 

casación ha supuesto la vulneración del derecho fundamental de la recurrente a no padecer 

indefensión, reconocido en el artículo 24.1 CE. 

Debe partirse de que no se discute por ninguno de los intervinientes en el presente proceso 

constitucional que procedía la celebración de vista en el recurso de casación, de acuerdo con 

lo prevenido en el artículo 1711 de la derogada LECiv/1881, habiéndolo así acordado 

efectivamente la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo, y habiéndose celebrado la misma el día 

25 de noviembre de 1997. Y la primera cuestión que debe analizarse para determinar si la no 

suspensión de tal trámite de vista pudo determinar la lesión del derecho fundamental de la 

recurrente a no padecer indefensión es la de si el órgano judicial actuó correctamente frente a 

la solicitud de suspensión que aquélla formuló. Pues bien, el órgano judicial no cumplió las 

exigencias que se derivan de nuestras declaraciones en supuestos análogos, a las que hicimos 

referencia más arriba. Así, formulada la solicitud con fundamento expreso en lo previsto en el 

artículo 323.6º LECiv/1881, alegando y justificando la enfermedad repentina que en la tarde del 

día anterior al señalado para la celebración de la vista había sufrido el Abogado de la 

recurrente, y presentada tal solicitud en el Registro General del Tribunal Supremo el mismo día 

previsto para la celebración de dicho acto, acompañada de certificado médico oficial en el que 

se hacían constar los caracteres de la enfermedad del Letrado, el órgano judicial se limitó a 

dictar una providencia el día 10 de diciembre de 1997, poniendo de manifiesto que la solicitud y 

la certificación médica acompañada se habían recibido en la Secretaría de la Sala el día 27 de 

noviembre (aunque por error, como es evidente, se aluda al día 27 de diciembre de 1997), y 

ordenando que se unieran al rollo de su razón, haciendo constar que la vista ya se había 
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celebrado. A continuación, el día 13 de diciembre de 1997, se procedió a dictar Sentencia en el 

recurso de casación promovido por quien ahora nos demanda amparo. 

Se aprecia de este modo que la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo no adoptó su decisión 

sobre la celebración de la vista mediante una resolución motivada que se pronunciara 

expresamente sobre la causa de suspensión alegada, así como sobre el momento y la forma 

de su justificación, limitándose a acordar la unión de la solicitud a las actuaciones judiciales y a 

poner de manifiesto el día en que se recibió en la Secretaría de la Sala. Debe tenerse en 

cuenta que ni siquiera si se interpretase, forzando los términos de la providencia de 10 de 

diciembre de 1997, que se estaba denegando la solicitud de suspensión por la simple razón de 

que ésta había sido conocida por el órgano judicial con posterioridad a la celebración de la 

vista, tal motivación, por sí sola, resultaría admisible, toda vez que el artículo 323.6º 

LECiv/1881 preveía implícitamente la imposibilidad de que la enfermedad del Abogado se 

justificare suficientemente antes de la celebración de la vista, y que este Tribunal ha reconocido 

en supuestos análogos que es posible en determinadas circunstancias la justificación «a 

posteriori» de la causa de inasistencia (por todas, STC 195/1999, de 25 de octubre [ RTC 1999, 

195] , F. 3). Por ello, en tal caso, y sin necesidad de pronunciarnos ahora sobre las 

afirmaciones de la demandante en torno a que, incluso, su Procuradora entregó personalmente 

al Magistrado Ponente una copia de la solicitud y del certificado médico con anterioridad a la 

celebración de la vista, hubiera sido preciso que el órgano judicial detallara las razones por las 

que, en el caso concreto, esa supuesta circunstancia de haber tenido conocimiento de la 

solicitud con posterioridad a la celebración de la vista justificaba que la misma no debiera 

volver a celebrarse y, en consecuencia, que se procediera sin más a dictar Sentencia. 

Asimismo, ha existido en este caso, conforme a lo que más arriba exponíamos, una 

indefensión constitucionalmente relevante. En efecto, la LECiv/1881, en su artículo 1711, en la 

redacción que le dio la Ley 10/1992, de 30 de abril ( RCL 1992, 1027) , preveía determinados 

supuestos en los que entendía que la celebración de vista en el recurso de casación, a pesar 

de que se hubieran formulado previamente por escrito las razones que fundamentaban el 

mismo o su impugnación, conforme a los artículos 1707 y 1710.2, permitía a las partes realizar 

alegaciones que reforzaban sus posibilidades de defensa y de ilustrar al órgano judicial sobre 

las razones que debían conducir al acogimiento de sus pretensiones, coadyuvando así a que 

sus derechos e intereses legítimos fueran efectivamente tutelados por aquél, por más que el 

legislador remitiera la apreciación de las circunstancias que justificaban la celebración de vista 

al acuerdo de las partes al respecto o a la decisión del propio órgano judicial. Y en el presente 

recurso de amparo ni es manifiesto y evidente que la celebración de la vista no pudiera 

producir las consecuencias que acabamos de exponer, ni existen específicas circunstancias 

concurrentes que permitan estimar que las finalidades y objetivos legalmente perseguidos con 

su previsión han sido cubiertos de otro modo. Simplemente, el Letrado de la recurrente no pudo 

intervenir en la vista y, en consecuencia, no pudo formular las alegaciones pertinentes que 

reforzaran lo expuesto en su escrito de interposición del recurso de casación o, en su caso, que 

sirvieran para desvirtuar las razones alegadas de contrario en el escrito de impugnación. En 
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este sentido, debe tenerse presente que el supuesto que nos ocupa guarda esenciales 

diferencias con el que fue objeto del ATC 306/1994, de 14 de noviembre ( RTC 1994, 306 

AUTO) , ya que éste tenía en su base la regulación del recurso de casación introducida por la 

Ley 34/1984, de 6 de agosto ( RCL 1984, 2040 y RCL 1985, 39) (a la que se alude 

expresamente en el citado Auto), donde la vista del recurso de casación era un trámite 

legalmente preceptivo en todos los casos precisamente porque no existía escrito de 

impugnación del recurrido, sino tan sólo escrito de interposición del recurrente, en el que debía 

razonarse también la pertinencia y fundamentación del recurso, de tal modo que el fundamento 

del citado Auto podría hallarse en la consideración de que la vista era un trámite que la Ley 

había establecido para salvaguardar las posibilidades de defensa del recurrido y no con el 

propósito de mejorar las del recurrente, que ya había expuesto sus razones en el escrito de 

interposición, de manera que respecto del mismo su ausencia de la vista no determinaba, por 

lo menos en un caso análogo al que nos ocupa, indefensión a los efectos del artículo 24.1 CE. 

7 

Deben rechazarse también los argumentos expuestos por el Ministerio Fiscal y por el señor M.-

V., personado en el presente recurso de amparo, para negar que exista indefensión 

constitucionalmente relevante. En cuanto a los alegados por el primero, la circunstancia de que 

la demandante no exprese en su demanda de amparo las alegaciones o argumentos jurídicos 

que hubiere utilizado en el acto de la vista no impide que apreciemos la existencia de tal 

indefensión, no sólo porque si así lo hubiera hecho, y cualesquiera que fueran los que hubiere 

expuesto, ello no hubiere permitido a este Tribunal negar su posible relevancia para la decisión 

del recurso de casación, en cuanto que, como señala la STC 26/1999, de 8 de marzo ( RTC 

1999, 26) (F. 9), ello le llevaría a realizar un juicio meramente hipotético de legalidad que 

notoriamente extravasaría el ámbito de su jurisdicción, sino porque, aun si hubieran sido 

sustancialmente las mismas alegaciones contenidas en el escrito de interposición del recurso 

de casación, su exposición en la vista en forma oral, y en presencia del Tribunal, podría tener 

relevancia en sí misma, lo que, por lo demás, resulta coherente con el principio de oralidad 

previsto en el artículo 120.2 CE. Por lo que se refiere a la limitada importancia de la vista en el 

recurso de casación civil, también sostenida por el Ministerio Fiscal, las consideraciones 

expuestas anteriormente en torno a que el legislador, al preverla en determinados supuestos, la 

ha considerado, por el contrario, relevante para la adecuada decisión del mismo, privan de toda 

virtualidad a su alegación. 

En cuanto a las alegaciones del señor M.-V., el hecho de que la indefensión haya tenido lugar 

en un recurso de carácter extraordinario, tras haberse dictado dos Sentencias, en primera 

instancia y en apelación, no le priva de relevancia constitucional, en cuanto que el sistema de 

recursos se incorpora al derecho fundamental a la tutela judicial efectiva según su concreta 

configuración legal (por todas, STC 48/2001, de 26 de febrero F. 4), debiendo respetarse en 

cada uno de ellos los trámites establecidos para garantizar la mejor defensa de los derechos e 

intereses legítimos de las partes, sin perjuicio de las matizaciones que, en su caso, puedan 

establecerse, como más arriba decíamos, en función de específicas circunstancias 
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concurrentes, que en el presente supuesto no se aprecian. En este sentido, como ya se 

desprende de lo que dijéramos en la STC 102/1987, de 27 de junio ( RTC 1987, 102) (F. 2), el 

derecho constitucional a la defensa, reconocido en el artículo 24.1 CE, se ha de preservar en 

cada instancia o cauce de impugnación (sin perjuicio de la eventual corrección de su 

vulneración en instancias o ante órganos judiciales superiores – STC 196/1992, de 17 de 

noviembre [ RTC 1992, 196] , F. 3–, siempre que, atendidas las circunstancias concurrentes, 

así pueda apreciarse). 

Asimismo, no es posible negar la relevancia constitucional de la infracción cometida por la 

circunstancia de que en fechas próximas a aquella en que se dictó la Sentencia impugnada en 

el presente recurso de amparo se hubieran dictado otras, en supuestos análogos, en idéntico 

sentido. Con ello se viene en realidad a afirmar la imposibilidad de que las alegaciones del 

recurrente, expresadas en el acto de la vista, hubieran podido alterar la convicción de la Sala 

sobre la decisión a adoptar, negando toda posible relevancia a las mismas, que es, 

precisamente, lo que no puede admitirse, tal y como venimos exponiendo. Y lo mismo debe 

señalarse en relación con la alegación de que carecería de sentido la repetición de la vista 

pública, en cuanto que ello no va a permitir alterar el contenido de la Sentencia impugnada, ya 

que, en cualquier caso, tal declaración de este Tribunal vendría a suponer una injerencia en la 

función jurisdiccional propia de los Jueces y Tribunales ordinarios (en este sentido, STC 

161/1998, de 14 de julio [ RTC 1998, 161] , F. 5). 

Finalmente, como complemento de todo lo que venimos exponiendo, no puede dejar de 

recordarse que la propia Sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo de que trae 

causa este amparo, en su Fundamento de Derecho tercero «in fine», al resolver sobre las 

costas del recurso y de las instancias, pone expresamente de manifiesto la complejidad y el 

carácter problemático de la cuestión controvertida, lo que viene a reforzar la concreta 

conveniencia, incluso, de haberse respetado escrupulosamente todos los trámites legalmente 

establecidos para la defensa por las partes de sus derechos e intereses legítimos. 

8 

Todo lo expuesto determina que debamos apreciar que se ha vulnerado el derecho 

fundamental de la recurrente en amparo a no padecer indefensión, reconocido en el artículo 

24.1 CE, como consecuencia de lo acaecido en relación con su solicitud de celebración de 

vista en el recurso de casación, sin que proceda, por las razones antes expuestas, que nos 

pronunciemos en este momento sobre las demás vulneraciones de derechos constitucionales 

que se denuncian en la demanda de amparo. 

FALLO 

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, por la autoridad que le confiere la 

Constitución de la Nación Española , 

Ha decidido 

Otorgar amparo a doña Cristina M.-V. S. V. y, en consecuencia: 

1º 
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Reconocer su derecho fundamental a no padecer indefensión (artículo 24.1 CE [ RCL 1978, 

2836 y ApNDL 2875] ). 

2º 

Anular la Sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo de 13 de diciembre de 1997 ( 

RJ 1997, 8974) , recaída en el recurso de casación núm. 2808/1993. 

3º 

Retrotraer las actuaciones de tal recurso de casación al momento procesal inmediatamente 

anterior al de señalamiento de día y hora para la celebración de vista. 

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado». 

Dada en Madrid, a veinte de mayo de dos mil dos.-Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.-Pablo 

García Manzano.-Fernando García Falla.-María Emilia Casas Baamonde.-Javier Delgado 

Barrio.-Firmado y rubricado. 

  

javascript:%20linkToDocument('RCL//1978//2836',%20'/wles/app/nwles/document/link?baseNM=RTC//2002//115&baseUnit=FL.1&targetNM=RCL//1978//2836&targetUnit=.&baseGUID=Ie4a97b30f99411db8b1d010000000000&tid=jurisprudencia&version=&baseCT=juris&docguid=Ie4a97b30f99411db8b1d010000000000');
javascript:%20linkToDocument('RCL//1978//2836',%20'/wles/app/nwles/document/link?baseNM=RTC//2002//115&baseUnit=FL.1&targetNM=RCL//1978//2836&targetUnit=.&baseGUID=Ie4a97b30f99411db8b1d010000000000&tid=jurisprudencia&version=&baseCT=juris&docguid=Ie4a97b30f99411db8b1d010000000000');
javascript:%20linkToDocument('RJ//1997//8974',%20'/wles/app/nwles/document/link?baseNM=RTC//2002//115&baseUnit=FL.2&targetNM=RJ//1997//8974&targetUnit=.&baseGUID=Ie4a97b30f99411db8b1d010000000000&tid=jurisprudencia&version=&baseCT=juris&docguid=Ie4a97b30f99411db8b1d010000000000');
javascript:%20linkToDocument('RJ//1997//8974',%20'/wles/app/nwles/document/link?baseNM=RTC//2002//115&baseUnit=FL.2&targetNM=RJ//1997//8974&targetUnit=.&baseGUID=Ie4a97b30f99411db8b1d010000000000&tid=jurisprudencia&version=&baseCT=juris&docguid=Ie4a97b30f99411db8b1d010000000000');


Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

888 
 

 

Tribunal Constitucional (Sala Primera) 

Sentencia núm. 13/2008 de 31 enero RTC 2008\13 

SENTENCIAS: Firmes: revisión: plazo: el establecimiento de un plazo para el ejercicio de la 

acción revisoria es en sí mismo constitucionalmente legítimo, en cuanto preserva el valor 

constitucional de la seguridad jurídica. 

DERECHO FUNDAMENTAL A LA IGUALDAD ANTE LA LEY:Igualdad en la aplicación de la 

ley por jueces y tribunales: cambio de criterio: necesidad de acreditar un término de 

comparación adecuado, ya que el juicio de igualdad sólo puede realizarse sobre la 

comparación entre la sentencia impugnada y las precedentes resoluciones del mismo órgano 

judicial que, en casos sustancialmente iguales, hayan sido resueltos de forma contradictoria; 

Jurisdicción y proceso civil: recurso de revisión: inadmisión: no incorporación a la demanda de 

amparo de copia de la resolución judicial de la Sala Primera del Tribunal Supremo aducida 

como término de contraste: imposibilidad de atender este motivo de amparo. 

Jurisdicción: Constitucional 

Recurso de Amparo núm. 5213/2004 

Ponente: Don Roberto García-Calvo y Montiel 

Recurso de amparo contra Auto, de30-06-2004, de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo, 

que acordó la inadmisión de recurso de revisión interpuesto contra Sentencia, de01-09-1997, 

de la Sección Vigésimoprimera de la Audiencia Provincial de Madrid. Vulneración de los 

derechos fundamentales a obtener la tutela efectiva de jueces y tribunales y a la igualdad ante 

la ley: inexistencia:denegación de amparo. 

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por doña María Emilia Casas 

Baamonde, Presidenta; don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-Calvo y Montiel, don 

Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, 

Magistrados, ha pronunciado 

EN NOMBRE DEL REY 

la siguiente 

SENTENCIA 

En el recurso de amparo núm. 5213-2004, promovido por don Miguel S.–A. y V., quien asumió 

su propia representación y dirección técnica, contra el Auto de fecha 30 de junio de 2004 ( JUR 

2004, 207458) , dictado por la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo en el recurso de revisión 

núm. 29-2004, y contra la Sentencia de fecha 1 de septiembre de 1997, dictada por la Sección 

Vigésima Primera de la Audiencia Provincial de Madrid. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha 

sido Ponente el Magistrado don Roberto García-Calvo y Montiel, quien expresa el parecer de la 

Sala. 

I. ANTECEDENTES 

1 
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Mediante escrito registrado en este Tribunal el día 24 de agosto de 2005, don Miguel S.–A. y 

V., bajo su propia dirección técnica, interpuso recurso de amparo contra las resoluciones 

judiciales que se mencionan en el encabezamiento. 

2 

La demanda de amparo tiene su origen en los siguientes antecedentes: 

a) El demandante de amparo presentó en fecha 20 de marzo de 1990 demanda de juicio 

declarativo ordinario de mayor cuantía ante el Juzgado de Primera Instancia núm. 18 de los de 

Madrid, sobre su preferencia y mejor derecho al título de Marqués de Berlanga, contra la Sra. 

D. de O. y demás desconocidos herederos, sucesores y causahabientes de don Juan de T. V., 

fundador del vínculo y mayorazgo que regula la sucesión de dicho título. 

b) El Juzgado dictó Sentencia, de fecha 30 de julio de 1994, estimando la demanda y 

declarando el mejor y preferente derecho del Sr. S.–A. y V. al título de Marqués de Berlanga, 

desestimando la demanda reconvencional deducida de contrario. 

c) Apelado dicho fallo por don Gabriel Squella Duque de Estrada, la Sección Vigesimoprimera 

de la Audiencia Provincial de Madrid dictó Sentencia, en el rollo núm. 162-1995, de fecha 1 de 

septiembre de 1997, revocando la Sentencia y desestimando la demanda del Sr. S.–A. y V. 

d) Interpuesto contra esta Sentencia recurso de casación por el Sr. S.–A. y V., fue desestimado 

por la Sala Primera del Tribunal Supremo mediante Sentencia de fecha 29 de septiembre de 

2003. 

e) Contra esta Sentencia interpuso el demandante recurso de revisión, que fue inadmitido a 

trámite por la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo mediante Auto de fecha 30 de junio de 

2004, por las siguientes razones: primera, que no consta el cumplimiento del breve plazo de 

caducidad que establece el art. 512.2 LECiv ( RCL 2000, 34, 962 y RCL 2001, 1892) , ya que 

los documentos aludidos estaban a disposición del público desde mucho antes, lo cual se 

relaciona con la razón siguiente; segunda, que no aparece que los documentos, que alega 

como decisivos —lo que tampoco aparece claro—, fueran indisponibles por fuerza mayor, ya 

que estaban disponibles en lugares públicos, y no es lo mismo la indisponibilidad que el 

desconocimiento; y, tercero, que del largo escrito de demanda de revisión no se desprende otra 

cosa que la pretensión de un nuevo enjuiciamiento del caso que ya fue planteado y resuelto, lo 

que queda lejos de la revisión, que es un supuesto excepcional e insólito, idóneo, como 

numerus clausus para desvirtuar la santidad de la cosa juzgada. 

3 

El recurrente aduce en su demanda de amparo, en primer lugar, que la Sentencia de fecha 1 

de septiembre de 1997, dictada por la Audiencia Provincial al resolver el recurso de apelación, 

ha vulnerado su derecho a la igualdad ante la Ley (art. 14 CE [ RCL 1978, 2836] ), porque 

mientras que a él se exigió por la Audiencia Provincial la prueba documental y exhaustiva de su 

entronque genealógico con el fundador del mayorazgo de Berlanga, a la otra parte se le 

consintió la ventaja intolerable de dar por bueno su respectivo parentesco con el concesionario 

sin necesidad de acreditarlo documentalmente. En segundo lugar, en relación ahora con el 

Auto de fecha 30 de junio de 2004 ( JUR 2004, 207458) que inadmitió el recurso de revisión 
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interpuesto, el demandante de amparo alega la violación del derecho a la igualdad ante la Ley 

(art. 14 CE) y del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE). En el primer caso, el 

demandante alega que la Sentencia inadmitiendo el recurso de revisión expresa que «no 

aparece que los documentos que alega como decisivos fueran indisponibles por fuerza mayor, 

ya que estaban disponibles en lugares públicos, y no es lo mismo la indisponibilidad que el 

desconocimiento». Sin embargo, la misma Sala del Tribunal Supremo, en Sentencia núm. 

586/2003, de 11 de junio de 2003, estimó un recurso de revisión al considerar que no existía 

prueba de que el actor hubiera tenido conocimiento de ciertos documentos que constaban en 

un lugar público (concretamente, en un Juzgado de Instrucción), en momento anterior a la 

demanda, y esto en contra del dictamen del Fiscal que, precisamente, había informado 

solicitando la inadmisión de la demanda, visto que el actor tuvo la disposición virtual de los 

documentos por cuanto los mismos constaban en un registro público. Por su parte, en el 

segundo caso, el demandante de amparo alega que el Tribunal Supremo ha desestimado la 

pretensión sin argumentar apenas su decisión y, por tanto, contrariando el derecho que el art. 

24 CE reconoce a todo ciudadano a la tutela judicial efectiva y, en definitiva, a la obtención de 

una respuesta fundada en Derecho sobre el fondo de la pretensión. 

4 

El demandante de amparo presentó nuevo escrito, registrado el día 7 de marzo de 2006, 

ampliando las alegaciones contenidas en la demanda y aportando nuevos documentos, 

relativos a hechos sobrevenidos con posterioridad a la presentación de la demanda de amparo. 

5 

La Sección Segunda de este Tribunal, por providencia de 8 de marzo de 2006, acordó la 

admisión a trámite de la demanda de amparo y dirigir atenta comunicación a los órganos 

judiciales competentes para la remisión de copia testimoniada de las actuaciones y el 

emplazamiento a quienes hubieran sido parte en este procedimiento para que pudieran 

comparecer en el mismo. 

6 

El demandante de amparo presentó de nuevo otro escrito, registrado el día 6 de noviembre de 

2006, ampliando las alegaciones contenidas en la demanda y aportando nuevos documentos, 

relativos a hechos sobrevenidos con posterioridad a la presentación de la demanda de amparo. 

7 

Por diligencia de ordenación de la Secretaría de Justicia de la Sala Primera de 1 de junio de 

2007 se tuvieron por recibidos los testimonios de las actuaciones y, a tenor del art. 52 LOTC ( 

RCL 1979, 2383) , se acordó dar vista de las actuaciones al Ministerio Fiscal y a las partes 

personadas por plazo común de veinte días para que pudieran presentar las alegaciones que 

estimasen pertinentes. 

8 

El demandante de amparo presentó sus alegaciones por escrito registrado el 3 de julio 2007, 

en las que reiteró su petición de otorgamiento del amparo solicitado. 

9 
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El Ministerio Fiscal presentó sus alegaciones por escrito registrado el 9 de julio de 2007. 

Con carácter previo, alega el Fiscal que el motivo de amparo formalizado contra la Sentencia 

dictada por la Audiencia Provincial al resolver el recurso de apelación es extemporáneo, 

concurriendo respecto del mismo la causa de inadmisión prevenida en el art. 44.2 LOTC en 

relación con el art. 50.1 a) LOTC ( RCL 1979, 2383) , ya que el actor debió venir directamente 

en amparo sin esperar a la resolución del recurso de revisión, que no es un recurso sino un 

proceso diferente, máxime en un caso como el presente, en que el objetivo básico de la 

revisión es el conocimiento nuevo y no incurso en fuerza mayor de documentos que 

acreditarían la tesis sostenida por el recurrente en el pleito ordinario y relativo a la reclamación 

prioritaria del título nobiliario que reclamaba en su litis . 

Llegando al fondo del asunto, y comenzando por la posible vulneración del art. 24.1 CE ( RCL 

1978, 2836) , el Fiscal entiende que lo que se denuncia es la vulneración, dentro del ámbito 

genérico del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), del derecho de acceso a la 

jurisdicción puesto que el Auto recurrido acordó la inadmisión a limine de la pretensión del 

demandante de amparo y en conexión con ello, el derecho a la motivación de las resoluciones 

judiciales. 

Por ello se hace preciso examinar si en la motivación en la que se fundamenta la mentada 

inadmisión concurren elementos de interpretación de los preceptos en juego de carácter 

enervante y formalista de manera que la inadmisión se habría acordado con vulneración de lo 

dispuesto en el art. 24.1 CE. Una vez analizada, el Fiscal considera que a priori la motivación 

parece apoyarse en una interpretación que conecta el requisito prevenido en los arts. 512.2 y 

510.1 LECiv ( RCL 2000, 34, 962 y RCL 2001, 1892) con la litis del pleito. 

En relación con la caducidad de la instancia revisora, frente a la doctrina jurisprudencial estima 

el Fiscal que se pueden alegar dos tipos de razonamiento en la estructura restringida del 

proceso de amparo. El primero, que la Sala hubiera incurrido en claro error, lo que parece decir 

la demanda de amparo, pues tales documentos carecerían de ese carácter de públicos y 

plenamente disponibles para cualquiera. El segundo, que el Auto, al no haber examinado cada 

caso documental, estuviera dando una respuesta genérica que en términos de una inadmisión 

ad limine pudiera considerarse como enervante o formalista por estereotipada. En el caso de 

autos el Fiscal considera que la inadmisión de la revisión provoca sendas censuras por lo 

estereotipado de su fundamentación. En primer lugar, y cuando se alega la caducidad de la 

instancia revisora, la Sala Primera del Tribunal Supremo simplemente indica que se ha 

sobrepasado el plazo legal para recurrir en revisión. Otro tanto sucede cuando se alega la 

plena disponibilidad de los nuevos documentos por fuerza mayor. Finalmente, aún es más 

censurable que se argumente en fase de inadmisión una causa de fondo, como lo es que la 

naturaleza de los documentos no es tal, sino que se intenta revisar el juicio ordinario sin aportar 

a tal efecto argumento alguno. En el supuesto de la caducidad y el carácter público de los 

documentos aportados como novedad para sustentar la revisión, la naturaleza de estos hubiera 

debido extremar el argumento inadmisor habida cuenta de que si en algunos ello podría ser 

notorio, en otros hubieran merecido una respuesta más pormenorizada y concreta. Al no 
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hacerlo así el Auto en virtud del cual se acordó la inadmisión de la demanda de revisión incurrió 

en la vulneración del derecho a la jurisdicción que previene el art. 24.1 CE en el marco del más 

amplio derecho a la tutela judicial efectiva. Ello debe suponer en el campo del recurso de 

amparo, amén del reconocimiento de la vulneración, la anulación de dicho Auto y la retroacción 

del proceso al momento anterior a la resolución recurrida a fin de que la Sala, con entera 

libertad, dicte nuevo Auto en el que se acoja la necesidad de respuesta motivada en atención a 

los documentos aportados al proceso de revisión. 

En segundo término, y en relación con la vulneración del derecho a la igualdad en la aplicación 

de la Ley (art. 14 CE), el Fiscal alega que la constante jurisprudencia del Tribunal 

Constitucional en este campo viene exigiendo, no la cita de una resolución aislada, sino la de 

una línea jurisprudencial consolidada que viniera a romperse en el caso concreto sin 

razonamiento alguno en virtud del cual el Tribunal justificara el cambio de criterio. Afirma el 

Fiscal que el demandante de amparo no ha acreditado que se trate de supuestos 

sustancialmente idénticos, carga que le correspondía. Pero es que, adicionalmente, parece 

evidente que lo que alega el demandante de amparo no tiene la base necesaria para entender 

que el término de comparación ofrecido es el requerido por el Tribunal Constitucional, y que en 

todo caso, como mínimo, no existe una jurisprudencia consolidada respecto a la doctrina 

dictada por el demandante de amparo. Todo ello revela la inconsistencia de la argumentación 

de la demanda de amparo en este punto, lo que trae consigo la desestimación de la misma en 

esta segunda vulneración de derechos fundamentales. 

10 

Por providencia de fecha de 28 de enero de 2008 se señaló para deliberación y votación de la 

presente Sentencia el 31 de dicho mes y año. 

II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

1 

La demanda de amparo se formula contra dos resoluciones judiciales, la Sentencia dictada en 

apelación por la Sección Vigésima Primera de la Audiencia Provincial de Madrid en fecha 21 de 

septiembre de 1997, en el seno del juicio declarativo ordinario de mayor cuantía interpuesto por 

el demandante de amparo ante el Juzgado de Primera Instancia núm. 18 de Madrid, y el Auto 

dictado por la Sala Primera del Tribunal Supremo de fecha 30 de junio de 2004 ( JUR 2004, 

207458) , que acordó la inadmisión del recurso de revisión interpuesto posteriormente por el 

propio demandante de amparo. 

2 

Antes de entrar en el examen de las quejas del demandante, es preciso analizar si concurre la 

causa de inadmisibilidad que ha esgrimido el Ministerio Fiscal respecto de uno de los motivos 

de la demanda. Es innecesario detenerse en justificar con detalle que, pese a la inicial 

admisión de la demanda, la comprobación de que concurren los requisitos procesales puede 

abordarse o reconsiderarse en la Sentencia, de oficio o a instancia de parte, pudiendo dar lugar 

a un pronunciamiento de inadmisión por falta de tales presupuestos, sin que a ello sea 

obstáculo el carácter tasado de los pronunciamientos que para la Sentencias dictadas en los 
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procesos de amparo prevé el art. 53 LOTC ( RCL 1979, 2383) . En diversas ocasiones hemos 

matizado que «[u]na cosa es la admisión a trámite de una demanda, que no precluye ni 

determina su final admisibilidad, y otra este pronunciamiento específico, equivalente en más de 

un caso a la desestimación pero distinto por su fundamento formal, que permite matizar el 

pronunciamiento con más rigor jurídico y con efectos peculiares desde más de una 

perspectiva» (por todas, STC 174/2007, de 23 de julio [ RTC 2007, 174] , F. único). 

En este caso alega el Fiscal la extemporaneidad de la demanda en cuanto a la queja imputada 

a la Sentencia de apelación dictada por la Sección Vigésima Primera de la Audiencia Provincial 

de Madrid en fecha 21 de septiembre de 1997, «ya que el actor debió venir directamente en 

amparo sin esperar a la resolución del recurso de revisión, que no es un recurso sino un 

proceso diferente». 

Es doctrina reiterada de este Tribunal ( STC 267/2000, de 13 de noviembre [ RTC 2000, 267] , 

F. 2), que «el plazo para la interposición del recurso de amparo establecido en el art. 44.2 

LOTC es un plazo de derecho sustantivo, de caducidad, improrrogable, no susceptible de 

suspensión y, por consiguiente, de inexorable cumplimiento, que ha de computarse desde que 

se tiene conocimiento de la decisión lesiva del derecho fundamental o de la resolución del 

medio impugnatorio articulado contra ella, sin que sea admisible una prolongación artificial de 

la vía judicial previa a través de la interposición de recursos manifiestamente improcedentes o 

legalmente inexistentes contra una resolución firme» ( SSTC 120/1986, de 22 de octubre [ RTC 

1986, 120] , F. 1; 352/1993, de 29 de noviembre [ RTC 1993, 352] , F. 2; 132/1999, de 15 de 

julio [ RTC 1999, 132] , F. 2, en sentido similar STC 123/2000, de 16 de mayo [ RTC 2000, 123] 

, F. 2). 

En el supuesto que nos ocupa, el recurso de revisión no constituía un remedio posible y útil 

para obtener la reparación de la vulneración imputada a la Sentencia de apelación, por lo que 

cabe calificarlo de manifestamente improcedente a los efectos de determinar la 

extemporaneidad de este motivo de la demanda de amparo, concurriendo respecto del mismo 

la causa de inadmisión prevista en el art. 50.1 a) en relación con el art. 44.2 LOTC. 

3 

Todavía antes de entrar en el fondo del asunto, conviene precisar que, según ha declarado 

este Tribunal en constante jurisprudencia, recientemente reiterada en las SSTC 48/2006, de 13 

de febrero ( RTC 2006, 48) , F. 2; 13/2005, de 31 de enero ( RTC 2005, 13) , y 120/2005, de 10 

de mayo ( RTC 2005, 120) , «es en la demanda de amparo donde queda fijado el objeto 

procesal, definiendo y delimitando la pretensión ( SSTC 235/1994, de 20 de julio [ RTC 1994, 

235] , F. 1; 26/1995, de 6 de febrero [ RTC 1995, 26] , F. 3; 124/1999, de 28 de junio [ RTC 

1999, 124] , F. 1; 205/1999, de 8 de noviembre [ RTC 1999, 205] , F. 4), pues en ella ha de 

individualizarse el acto o la disposición cuya nulidad se pretenda, con indicación de la razón 

para pedirla o causa petendi ( STC 185/1996, de 25 de noviembre [ RTC 1996, 185] , F. 1), sin 

que sean viables las alteraciones introducidas con ulteriores alegaciones ( SSTC 109/1997, de 

2 de junio [ RTC 1997, 109] , F. 1; 39/1999, de 22 de marzo [ RTC 1999, 39] , F. 2), cuya ratio 
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es completar y, en su caso, reforzar la fundamentación del recurso, mas no ampliarlo o variarlo 

sustancialmente ( STC 85/1999, de 10 de mayo [ RTC 1999, 85] , F. 2)». 

Es cierto, sin embargo, como señala el demandante de amparo en escritos que presentó ante 

el Tribunal en fechas 7 de marzo y 6 de noviembre de 2006, que la citada doctrina aparece 

atemperada por los pronunciamientos contenidos, entre otras resoluciones, en el ATC 

336/1995, de 11 de diciembre ( RTC 1995, 336 AUTO) , en cuyo primer fundamento jurídico, 

tras declarar proscrita la posibilidad de ampliar la demanda «en trámite de alegaciones de 

admisión (art. 50.3 LOTC [ RCL 1979, 2383] ) o de Sentencia (art. 52 LOTC), o con 

posterioridad a las mismas, en virtud de la indefensión que podría generar en otros 

comparecientes en el proceso de amparo», admitíamos que «menos nítida se perfila la 

respuesta a la ampliación referida a un momento previo», en el que no entraría aún en 

consideración la necesidad de preservar las garantías procesales de las otras partes, debiendo 

entonces ponderarse, de una parte, el argumento a favor de permitir en tales casos la 

ampliación de la demanda de amparo representado por el principio pro actione con la 

necesidad, por otra parte, de mantener los plazos procesales, lo que nos ha conducido a 

adoptar a este respecto una solución restrictiva que exige, para que la referida ampliación 

resulte admisible «la no variación del derecho fundamental invocado y que se trate de hechos 

sobrevenidos a la presentación de la demanda, íntimamente conexos a los anteriores, y no 

susceptibles de una nueva demanda y posterior petición de acumulación». Esto es lo que 

ocurre en este caso, razón por las alegaciones contenidas en los escritos de fecha 7 de marzo 

y 6 de noviembre de 2006 pueden admitirse como ampliación de la demanda de amparo. 

4 

Abordando ya el fondo del asunto, la primera queja que la demanda de amparo dirige contra la 

resolución que inadmite el recurso de revisión aduce la vulneración del derecho a la tutela 

judicial efectiva (art. 24.1 CE [ RCL 1978, 2836] ). 

Esta queja plantea de forma directa la conexión entre las garantías y derechos integrados en el 

art. 24 CE y el mencionado recurso, ya que la resolución de inadmisión se dictó al apreciarse 

que la demanda de revisión se había formulado fuera del plazo de tres meses que establece el 

art. 512.2 de la Ley de Enjuiciamiento civil ( LECiv/2000 [ RCL 2000, 34, 962 y RCL 2001, 

1892] ). 

Muy tempranamente ya dijimos ( STC 50/1982, de 15 de julio [ RTC 1982, 50] , F. 3) que, sin 

entrar en el análisis de la significación o independencia que respecto del proceso anterior tiene 

el recurso de revisión y lo que éste comporta en la difícil colisión entre seguridad y justicia, que 

está en la base de esta institución, puede afirmarse que la revisión es instrumento que sirve al 

ejercicio del derecho a obtener la invalidación de la sentencia que ha ganado firmeza, en los 

casos en que el legislador, en esa colisión comprometida entre seguridad y justicia, abre vías 

para rescindir un proceso anterior, y que alcanzan a ella las garantías fundamentales 

contenidas en el art. 24.1 CE ( RCL 1978, 2836) y, por tanto, las de acceso a la revisión y al 

conocimiento de la pretensión revisora en el proceso debido, asegurando el contenido esencial 

de este derecho instrumental. 
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Más tarde, en la STC 158/1997, de 2 de octubre ( RTC 1997, 158) , afirmamos que es 

indiscutible que el art. 24 CE, al favorecer el acceso de los ciudadanos a la justicia, exige una 

ausencia de condicionamientos previos que dificulten o entorpezcan la posibilidad de actuar por 

vía jurisdiccional, de manera que, cuando el legislador imponga requisitos que entrañen 

obstáculos del derecho al proceso o a la jurisdicción (y tales pueden ser los plazos de 

prescripción o caducidad de los derechos), su legitimidad constitucional habrá de ser 

examinada en esta sede, atendiendo a las perspectivas de cada caso concreto, habiendo de 

señalarse en línea de principio que el obstáculo del acceso al proceso deberá obedecer a 

razonables finalidades de protección de bienes e intereses constitucionalmente protegidos y 

que deberá guardar una notoria proporcionalidad con la carga de diligencia exigible a los 

justiciables. Pues bien, la tensión entre seguridad y justicia, latente en el problema de la 

revisión de las sentencias firmes, permite considerar que el establecimiento de un plazo para el 

ejercicio de la acción revisoria, es en sí mismo constitucionalmente legítimo, en cuanto 

preserva o tiende a preservar un valor o un principio constitucional como es el de la seguridad 

jurídica, plasmado aquí en la santidad de la cosa juzgada [en el mismo sentido, hemos 

afirmado que el recurso de revisión es un mecanismo excepcional que admite la tasación de 

sus causas y su sometimiento «a condiciones de interposición estrictas» ( SSTC 124/1984, de 

18 de diciembre [ RTC 1984, 124] , F. 6, y 240/2005, de 10 de octubre [ RTC 2005, 240] , F. 5; 

también, SSTC 150/1997, de 29 de septiembre [ RTC 1997, 150] , F. 5; 123/2004, de 13 de 

julio [ RTC 2004, 123] , F. 3; 59/2006, de 27 de febrero [ RTC 2006, 59] , F. 2)» ( STC 70/2007, 

de 16 de abril [ RTC 2007, 70] , F. 3). 

La decisión del Tribunal Supremo, al inadmitir la pretensión de revisión formulada, se fundó en 

norma legal que tiene previsto tal efecto. Para que tal decisión sea constitucionalmente legítima 

debe, además, estimarse que la causa de inadmisión se ha apreciado por el Juzgador en 

aplicación razonada de la norma, acorde con la interpretación y aplicación de ésta en el sentido 

más favorable para el ejercicio de la acción, aunque debe tenerse en cuenta ( SSTC 118/1987, 

de 8 de julio [ RTC 1987, 118] , F. 2, y 29/1985, de 28 de febrero [ RTC 1985, 29] , F. 2) que, si 

bien deben repudiarse los formalismos enervantes, no puede dejarse al arbitrio de las partes el 

cumplimiento de los requisitos procesales ni la disposición del tiempo en que éstos han de 

cumplirse, apreciación ésta extensible al ejercicio mismo de las acciones. 

En el presente caso, la interpretación dada por el Tribunal Supremo al momento inicial del 

plazo de caducidad observable no fue formalista ni resulta desproporcionada con la finalidad 

perseguida, pues, para aplicar la norma legal, se basa en que los documentos aportados con el 

recurso de revisión, reputados decisivos, estaban a disposición del público en lugares públicos 

mucho antes de la interposición de la demanda. Lo que, por otra parte, el demandante no 

negaba en su demanda de revisión, limitándose a afirmar el desconocimiento anterior de su 

existencia. 

De lo razonado se concluye que la interpretación y aplicación por el Tribunal Supremo del 

plazo, y cómputo de éste, para interponer el recurso de revisión, posee base legal y ha sido 

razonada y razonable, no vulnerando el derecho consagrado en el art. 24.1 CE, siendo pues la 
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falta de diligencia del demandante de amparo la determinante de la inadmisión de su 

pretensión. 

5 

El segundo motivo de queja relativo al Auto de inadmisión del recurso de revisión lo sustenta el 

demandante en la vulneración del principio de igualdad en aplicación de la Ley (art. 14 CE [ 

RCL 1978, 2836] ). En este caso alega el demandante que la Sentencia inadmitiendo el recurso 

de revisión expresa que «no aparece que los documentos que alega como decisivos fueran 

indisponibles por fuerza mayor, ya que estaban disponibles en lugares públicos, y no es lo 

mismo la indisponibilidad que el desconocimiento». Sin embargo, la misma Sala del Tribunal 

Supremo, en Sentencia núm. 586/2003, de 11 de junio de 2003, estimó un recurso de revisión 

al considerar que no existía prueba de que el actor hubiera tenido conocimiento de ciertos 

documentos que constaban en un lugar público (concretamente, en un Juzgado de Instrucción), 

en momento anterior a la demanda, y esto en contra del dictamen del Fiscal que, precisamente, 

había informado solicitando la inadmisión de la demanda visto que el actor tuvo la disposición 

virtual de los documentos por cuanto los mismos constaban en un registro público. 

El examen cabal de esta queja exige, como premisa previa, recordar que reiteradamente 

hemos venido exigiendo la concurrencia de una serie de requisitos para que pueda entenderse 

vulnerado el derecho a la igualdad en la aplicación de la Ley reconocido en el art. 14 CE. Como 

hemos dicho en la STC 106/2003, de 2 de junio ( RTC 2003, 106) , F. 2, «La acreditación de un 

tertium comparationis , ya que el juicio de la igualdad sólo puede realizarse sobre la 

comparación entre la Sentencia impugnada y las precedentes resoluciones del mismo órgano 

judicial que, en casos sustancialmente iguales, hayan sido resueltos de forma contradictoria ( 

SSTC 266/1994, de 3 de octubre [ RTC 1994, 266] , F. 3; 285/1994, de 27 de octubre [ RTC 

1994, 285] , F. 2; 4/1995, de 6 de febrero [ RTC 1995, 4] , F. 1; 55/1999, de 12 de abril [ RTC 

1999, 55] , F. 2; 62/1999, de 22 de abril [ RTC 1999, 62] , F. 4; 102/1999, de 31 de mayo [ RTC 

1999, 102] , F. 2; 132/2001, de 7 de junio [ RTC 2001, 132] , F. 2; y 238/2001, de 18 de 

diciembre [ RTC 2001, 238] , F. 4, por todas). Los supuestos de hecho enjuiciados deben ser, 

así pues, sustancialmente iguales, "pues sólo si los casos son iguales entre sí se puede 

efectivamente pretender que la solución dada para uno debe ser igual a la del otro ( STC 

78/1984, de 9 de julio [ RTC 1984, 78] , F. 3)" ( STC 47/2003, de 3 de marzo [ RTC 2003, 47] , 

F. 3, con cita de la STC 111/2001, de 7 de mayo [ RTC 2001, 111] , F. 2)». 

La aplicación concreta de esta doctrina al caso permite descartar la lesión del art. 14 CE 

invocada. Como el propio Fiscal pone de manifiesto en sus alegaciones, la parte recurrente no 

adjunta a su demanda de amparo, a pesar de ser una carga de esta parte procesal el hacerlo ( 

SSTC 57/2001, de 26 de febrero [ RTC 2001, 57] , F. 2; 89/2003, de 19 de mayo [ RTC 2003, 

89] , F. 3; y 297/2005, de 21 de noviembre [ RTC 2005, 297] , F. 4), la resolución judicial de la 

Sala Primera del Tribunal Supremo aducida como término de contraste, siendo suficiente con 

ello para no poder atender este motivo de amparo, pues la concreta y real aportación de un 

tertium comparationis adecuado por la parte recurrente es el primer requisito desde un punto 
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de vista lógico para poder apreciar en cada específico caso una eventual vulneración del 

principio de igualdad en la aplicación de la Ley. 

FALLO 

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE 

CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN ESPAÑOLA, 

Ha decidido 

Denegar el amparo solicitado por don Miguel S.–A. y V. 

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado». 

Dada en Madrid, a treinta y uno de enero de dos mil ocho.–María Emilia Casas Baamonde.–

Javier Delgado Barrio.–Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-Zapata Pérez.–

Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez Tremps.–Firmado y rubricado. 
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Tribunal Constitucional (Pleno) 

Sentencia núm. 59/2008 de 14 mayo RTC 2008\59 

 

LESIONES: Figuras delictivas: violencia doméstica: maltrato familiar ocasional: trato penal 

diferente en función del sexo del sujeto activo (hombre) y pasivo (mujer): diferenciación 

razonable que no conduce a consecuencias desproporcionadas: persigue incrementar la 

protección de la integridad física, psíquica y moral de las mujeres en el ámbito de la pareja a 

partir de la razonable constatación de una mayor gravedad de las conductas diferenciadas, que 

toma en cuenta su significado social objetivo y su lesividad peculiar para la seguridad, la 

libertad y la dignidad de las mujeres: punición por la consciente realización del más grave 

comportamiento tipificado: vulneración inexistente de los principios de igualdad y culpabilidad. 

Jurisdicción: Constitucional 

Cuestión de Inconstitucionalidad núm. 5939/2005 

Ponente: Don Pascual Sala Sánchez 

Votos particulares que formulan los magistrados son Vicente Conde Martín de Hijas, don Javier 

Delgado Barrio, don Ramón Rodríguez Arribas y don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez. 

Cuestión de inconstitucionalidad planteada por el Juzgado de lo Penal núm.4 de Murcia en 

relación con el art. 153.1 del Código Penal, en la redacción dada por el art. 37 de la LO 1/2004, 

de 28 de diciembre, de Medidas de protección integral contra la violencia de género por 

vulnerar los arts. 10,14 y 24.2 de la CE: diferencia de trato punitivo a la misma conducta en 

función del sexo del sujeto activo y pasivo: constitucionalidad:desestimación. 

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por doña María Emilia Casas Baamonde, 

Presidenta, don Guillermo Jiménez Sánchez, don Vicente Conde Martín de Hijas, don Javier 

Delgado Barrio, doña Elisa Pérez Vera, don Roberto García-Calvo y Montiel, don Eugeni Gay 

Montalvo, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don Ramón Rodríguez Arribas, don Pascual 

Sala Sánchez, don Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magistrados, ha 

pronunciado 

EN NOMBRE DEL REY 

la siguiente 

SENTENCIA 

En la cuestión de inconstitucionalidad núm. 5939–2005, planteada por el Juzgado de lo Penal 

núm. 4 de Murcia, en relación con el artículo 153.1 del Código Penal ( RCL 1995, 3170 y RCL 

1996, 777) . Han intervenido y formulado alegaciones el Abogado del Estado y el Fiscal 

General del Estado. Ha sido Ponente el Magistrado don Pascual Sala Sánchez, quien expresa 

el parecer del Tribunal. 

I. ANTECEDENTES 

1 
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El 8 de agosto de 2005 fue registrado en este Tribunal un escrito fechado el 29 de julio de 

2005, remitido por el Juzgado de lo Penal núm. 4 de Murcia, al que se acompaña el Auto del 

mismo órgano jurisdiccional, de 29 de julio de 2005, por el que se plantea cuestión de 

inconstitucionalidad en relación con el art. 153.1 del Código Penal ( RCL 1995, 3170 y RCL 

1996, 777) . 

2 

Los antecedentes procesales de la presente cuestión de inconstitucionalidad son, sucintamente 

expuestos, los siguientes: 

a) Con fecha 5 de julio de 2005, el Juzgado de Violencia sobre la Mujer núm. 1 de Murcia dictó 

Auto acordando la incoación de diligencias urgentes en el juicio rápido núm. 13/2005 por un 

presunto delito de maltrato familiar, al apreciar que los hechos referidos en el atestado policial 

reunían, en principio, las circunstancias mencionadas en el art. 795 LECrim ( LEG 1882, 16) . 

Ese mismo día, el citado órgano judicial dictó otros dos Autos. En el primero de ellos se acordó 

la puesta en libertad del imputado, por entonces detenido, mientras que en el segundo se dictó 

orden de protección de la víctima, prohibiéndose al imputado «acercarse a más de 200 metros 

(...), hasta la resolución del procedimiento con firmeza, o hasta que sea cesada 

expresamente». El Ministerio Fiscal formuló escrito de acusación contra el imputado por unos 

hechos que fueron calificados como «dos delitos de maltrato del art. 153.1, párrafo segundo del 

Código Penal ( RCL 1995, 3170 y RCL 1996, 777) , con aplicación de la agravante del último 

párrafo a uno de los referidos delitos» (sic). A dicha calificación se adhirió la acusación 

particular ejercida por la esposa. 

b) Remitidas las actuaciones al Juzgado de lo Penal núm. 4 de Murcia, éste dictó Auto de 11 

de julio de 2005, por el que señalaba el siguiente día 13 del mismo mes y año para la 

realización de la vista oral. En sus conclusiones definitivas las acusaciones reiteran su 

calificación de los hechos y solicitan la imposición de una pena de doce meses de prisión, 

privación del derecho a la tenencia y porte de armas por dos años y prohibición de 

aproximación a la víctima y de comunicarse con ella por dos años, por el delito agravado, y de 

diez meses de prisión, privación del derecho a la tenencia y porte de armas por dos años y 

prohibición de aproximación a la víctima y de comunicarse con ella por dos años, por el otro 

delito. La defensa solicitó la libre absolución del acusado. 

A la conclusión del acto de juicio oral, la titular del órgano jurisdiccional ya avanzó el contenido 

de la providencia de 22 de julio de 2005, por la que se concedió a las partes personadas y al 

Ministerio Fiscal un plazo común e improrrogable de diez días para que, conforme a lo previsto 

en el art. 35.2 LOTC ( RCL 1979, 2383) , alegaran lo que estimasen pertinente acerca del 

posible planteamiento de cuestión de inconstitucionalidad respecto del art. 153.1 CP por 

vulneración de la dignidad de la persona (art. 10 CE [ RCL 1978, 2836] ), y de los derechos a la 

igualdad (art. 14 CE) y a la presunción de inocencia (art. 24.2 CE). 

c) Al amparo de lo declarado por la titular del Juzgado de la Penal núm. 4 de Murcia en la vista 

oral, la representación procesal del acusado presentó escrito de alegaciones el 18 de julio de 
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2005, interesando que se elevara cuestión de inconstitucionalidad. Ni la acusación particular ni 

el Ministerio Fiscal realizaron alegaciones en el plazo concedido al efecto. 

d) Mediante Auto de 29 de julio de 2005 la titular del Juzgado de lo Penal núm. 4 de Murcia 

promovió la presente cuestión de inconstitucionalidad. 

3 

El Auto de planteamiento se inicia con una referencia al cumplimiento de los requisitos 

establecidos en el art. 35.2 LOTC ( RCL 1979, 2383) , tanto en lo que hace al momento 

procesal oportuno (tras la conclusión del acto del juicio oral, en decisión motivada y dando 

traslado a las partes) cuanto en lo relativo a la concreción de la norma con fuerza de Ley cuya 

constitucionalidad se cuestiona (el art. 153.1 CP [ RCL 1995, 3170 y RCL 1996, 777] , en su 

redacción vigente, resultante de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre [ RCL 2004, 2661 

y RCL 2005, 735] ) y a los preceptos constitucionales que se suponen infringidos (arts. 10, 14 y 

24.2 CE [ RCL 1978, 2836] ). 

Seguidamente se procede a formular el juicio de relevancia, que según el órgano promotor de 

la cuestión exige una estricta vinculación de la norma con el caso, razón por la cual dicho juicio 

debe vincularse a unos determinados hechos ya probados. A partir del resultado de la 

valoración conjunta de la prueba se establece un relato de hechos probados que merecerían la 

calificación de un maltrato de obra, causante de lesión no constitutiva de delito, realizado por el 

marido sobre su esposa, en el domicilio común, con posterioridad a la entrada en vigor de la 

LO 1/2004, incardinable en la redacción vigente del art. 153.1 CP, en relación con el párrafo 3. 

Conforme al relato de hechos, el maltrato de obra consistió en que «el acusado sujetó 

fuertemente de las orejas a su esposa, que sufrió un enrojecimiento retroauricular bilateral que 

curó, con una primera asistencia, sin necesidad de tratamiento médico ulterior». Para el órgano 

judicial promotor de la cuestión, resultaría imponible una pena de prisión cuyo mínimo, a 

diferencia de lo que sucedería en el caso de que, en idénticas circunstancias, la agresora 

hubiese sido la esposa y la víctima el marido, es de 9 meses y un día y no de siete meses y 16 

días. La relevancia se refiere pues a la determinación de la pena alternativa, uno de cuyos 

términos se vería limitado, por razón del sexo del agresor, a un tramo de pena de prisión más 

oneroso. La diferencia afectaría también a la pena de inhabilitación para el ejercicio de la patria 

potestad, tutela, curatela, guarda o acogimiento, pero en la medida en que las acusaciones no 

han solicitado su imposición, esa diferencia carece de verdadera relevancia. Asimismo, la 

diferencia afectaría al régimen de las alternativas a la pena privativa de libertad, al que serían 

aplicables determinadas agravaciones (arts. 83.1.6º, 84.3, y 88.1 CP), pero no se han 

cuestionado tales preceptos en la medida en que su contenido no es determinante del fallo. 

También se apunta la posible afectación directa del fallo en el caso de aplicación de la rebaja 

de un grado del art. 153.4 CP con el efecto de alcanzar una pena de prisión inferior a tres 

meses. Finalmente, se señala que la pena imponible sería idéntica en el caso de considerar al 

marido persona especialmente vulnerable ya que el inciso final del precepto no introduce 

discriminación alguna en relación al sexo de los sujetos. El requisito de la convivencia quedaría 
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acreditado en el caso pero faltaría la acreditación de la especial vulnerabilidad del sujeto pasivo 

varón. 

Concluido el juicio de relevancia, el órgano judicial relata la evolución del precepto, cuyos 

orígenes sitúa en el art. 425 CP ( Texto Refundido de 1973 [ RCL 1973, 2255] ), introducido por 

la Ley Orgánica 3/1989, de 21 de junio ( RCL 1989, 1352) , que sancionó la violencia física 

sobre el cónyuge o persona que estuviese unida por análoga relación de afectividad o sobre 

hijos sujetos a patria potestad, pupilo, menor o incapaz, descansando el tipo sobre la nota de 

habitualidad. En el Código Penal de 1995 ese contenido normativo se recogió, 

sustancialmente, en el art. 153, trasladándose por obra de la Ley Orgánica 11/2003 ( RCL 

2003, 2332) al actual art. 173.2 CP, como delito contra la integridad moral, ampliando el ámbito 

subjetivo de aplicación del tipo de violencia habitual. Esa misma Ley Orgánica introdujo por vez 

primera una sanción específica para la violencia ocasional en el ámbito familiar y doméstico, 

elevando a la consideración de delito conductas que, en ausencia de esas relaciones entre 

autor y víctima, hubieran sido constitutivas de simples faltas. El art. 153 CP regulaba el maltrato 

no habitual u ocasional, exigiendo que el ofendido fuera alguna de las personas a las que se 

refiere el art. 173.2, que regula hoy la violencia habitual. 

Sin perjuicio de referir su ámbito de aplicación al círculo de ofendidos definido en el art. 173.2 

CP, que no ha sido objeto de reforma; sin perjuicio también de mantener el tipo agravado 

preexistente, ahora incorporado al párrafo 3º, en idénticos términos que la redacción anterior; y 

sin perjuicio, finalmente, de reproducir exactamente las penas previstas para el tipo básico, tras 

la Ley Orgánica 1/2004 la estructura de los tipos varía, en cuanto que se introduce en el párrafo 

1º del art. 153 un nuevo subtipo agravado para un círculo de personas más restringido, con la 

siguiente redacción: «El que por cualquier medio o procedimiento causare a otro menoscabo 

psíquico o una lesión no definidos como delito en este Código, o golpeare o maltratare de obra 

a otro sin causarle lesión, cuando la ofendida sea o haya sido esposa, o mujer que esté o haya 

estado ligada a él por una análoga relación de afectividad aun sin convivencia, o persona 

especialmente vulnerable (...)». 

En este nuevo subtipo se observa la predeterminación legal del sexo, diferenciando los sujetos 

activo y pasivo, derivando consecuencias jurídicas diversas en función del sexo de los sujetos. 

Concretamente, existe una referencia expresa a «la ofendida», lo que claramente identifica el 

sexo del sujeto pasivo; en cuanto al activo, la inclusión de los términos «esposa» y «mujer 

ligada a él» deja poco margen para una interpretación, sostenida por algunos autores, que 

admita la autoría femenina respecto de este inciso en el que, se insiste, es en todo claro el 

sexo necesariamente femenino del sujeto pasivo. Se añade, por lo demás, que esa 

interpretación pugnaría con el espíritu de la norma de origen, esto es, la Ley Orgánica 1/2004, 

que define la violencia de género como aquella que «como manifestación de la discriminación, 

la situación de desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre las mujeres, se 

ejerce sobre éstas por parte de quienes sean o hayan sido sus cónyuges o de quienes estén o 

hayan estado ligados a ellas por relaciones similares de afectividad, aun sin convivencia» (art. 

1). 
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El precepto presupone así un sujeto activo hombre y un sujeto pasivo mujer, y exige además 

una relación, actual o pasada, conyugal o de afectividad análoga. Este elemento relacional no 

añade nada significativo a la discriminación por sexo porque tal relación es concebible también 

en sujetos homosexuales, en particular tras la entrada en vigor de la Ley 13/2005, de 1 de julio 

( RCL 2005, 1407) . Dicho de otro modo: las notas definitorias de la agravación son el sexo de 

los sujetos del delito y la relación conyugal o análoga entre ellas; no así la convivencia, cuya 

eliminación, unida a la limitación del sexo necesariamente masculino del autor apuntan como 

bien jurídico adicional a la integridad física y psíquica de las personas a que se refiere el Título, 

la proscripción de conductas discriminatorias, expresadas de forma violenta, en un ámbito muy 

concreto, el de las relaciones de pareja heterosexuales, por parte del hombre sobre la mujer. 

A continuación, se exponen pormenorizadamente las consecuencias jurídicas diferentes que 

resultan del sexo de los sujetos, tanto en lo que se refiere a la pena imponible como a las 

penas alternativas a la privativa de libertad. El Auto precisa que la duda de constitucionalidad 

se suscita, tan sólo, en cuanto al primer inciso del párrafo 1º del art. 153, en cuanto hace 

referencia a la condición necesariamente femenina de la víctima y, correlativamente, masculina 

del agresor, como elemento de agravación de la pena de prisión que constituye uno de los 

términos de la alternativa y de la pena potestativa de inhabilitación para el ejercicio de patria 

potestad, tutela, curatela, guarda o acogimiento, con los efectos reflejos correspondientes 

descritos en cuanto a la agravación del párrafo 3º, a la atenuación del último párrafo y al 

régimen de alternativas a la ejecución de penas privativas de libertad. No se cuestiona, por el 

contrario, la constitucionalidad de la agravación referida a la condición de persona 

especialmente vulnerable que conviva con el autor. 

Una vez expuesta la evolución del precepto cuestionado, el Auto pasa a relacionar los 

preceptos constitucionales que el órgano judicial promotor de la cuestión considera infringidos. 

En primer lugar, se examina la posible infracción del art. 14 CE señalando que el derecho a la 

igualdad que consagra se ve conculcado en razón de la discriminación por razón de sexo que 

dimana de la definición de los sujetos activo y pasivo en el precepto cuya constitucionalidad se 

cuestiona. Al respecto, se recuerda que el art. 14 CE impide, en principio, considerar al sexo 

como criterio de diferenciación ( STC 28/1992, de 9 de marzo [ RTC 1992, 28] ), resumiendo la 

doctrina que este Tribunal ha venido elaborando sobre el derecho a la igualdad en la Ley. Los 

rasgos esenciales de esta doctrina se sintetizan en la STC 76/1990, de 26 de abril ( RTC 1990, 

76) , reproducidos por la más reciente STC 253/2004, de 22 de diciembre ( RTC 2004, 253) : 

«a) no toda desigualdad de trato en la Ley supone una infracción del art. 14 de la Constitución, 

sino que dicha infracción la produce sólo aquella desigualdad que introduce una diferencia 

entre situaciones que pueden considerarse iguales y que carece de una justificación objetiva y 

razonable; b) el principio de igualdad exige que a iguales supuestos de hecho se apliquen 

iguales consecuencias jurídicas, debiendo considerarse iguales dos supuestos de hecho 

cuando la utilización o introducción de elementos diferenciadores sea arbitraria o carezca de 

fundamento racional; c) el principio de igualdad no prohíbe al legislador cualquier desigualdad 

de trato, sino sólo aquellas desigualdades que resulten artificiosas o injustificadas por no venir 
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fundadas en criterios objetivos suficientemente razonables de acuerdo con criterios o juicios de 

valor generalmente aceptados; d) por último, para que la diferenciación resulte 

constitucionalmente lícita no basta con que lo sea el fin que con ella se persigue, sino que es 

indispensable además que las consecuencias jurídicas que resultan de tal distinción sean 

adecuadas y proporcionadas a dicho fin, de manera que la relación entre la medida adoptada, 

el resultado que se produce y el fin pretendido por el legislador superen un juicio de 

proporcionalidad en sede constitucional, evitando resultados especialmente gravosos o 

desmedidos» (F. 5). Asimismo, se cita la STC 181/2000, de 29 de junio ( RTC 2000, 181) , en 

la que se declara que el principio de igualdad prohíbe al legislador «configurar los supuestos de 

hecho de la norma de modo tal que se dé trato distinto a personas que, desde todos los puntos 

de vista legítimamente adoptables, se encuentran en la misma situación o, dicho de otro modo, 

impidiendo que se otorgue relevancia jurídica a circunstancias que, o bien no pueden ser jamás 

tomadas en consideración por prohibirlo así expresamente la propia Constitución, o bien no 

guardan relación alguna con el sentido de la regulación que, al incluirlas, incurre en 

arbitrariedad y es por eso discriminatoria» (F. 10). 

Sentado esto, se constata la diferencia de trato, tanto en relación con la pena imponible como 

con el sistema de alternativas a la pena privativa de libertad. Respecto de la primera, se afirma 

que la agravación de la pena no es un efecto necesario e ineludible, ya que están previstas 

alternativas de idéntica duración a las señaladas al tipo básico y el máximo de la pena es 

también el mismo. Sin embargo, en el proceso de determinación de la pena, la diferencia 

establecida en función del sexo restringe el espectro de pena imponible en sentido agravatorio, 

en cuanto queda excluido en la determinación de la pena en concreto el tramo comprendido 

entre tres y seis meses de prisión, previsto para el tipo básico, con el efecto reflejo 

correspondiente en relación con el tipo atenuado y con el agravado del párrafo 3. Respecto al 

sistema de alternativas, se indica que la imposición de la pena de prisión conllevará un régimen 

agravado de suspensión o sustitución. 

Constatada la diferencia de trato, se valora la justificación de la diferencia partiendo de la 

doctrina de la «acción positiva» o derecho desigual igualatorio ( STC 229/1992, de 14 de 

diciembre [ RTC 1992, 229] ), acogida por este Tribunal. Aquélla se puede definir como un 

remedio corrector de pasadas injusticias que han recaído sobre grupos determinados, 

procurando una redistribución del empleo, la educación, los cargos públicos y otros bienes 

escasos, a favor de esos grupos, caracterizados normalmente por su raza, etnia o género, 

llegando a otorgarles un trato preferencial que facilite su acceso a esos bienes, como 

compensación a actuales o pretéritas discriminaciones dirigidas contra ellos, con la finalidad de 

procurar una distribución proporcionada de aquéllos. 

El origen histórico de la «acción positiva» suele situarse en el Derecho de los Estados Unidos 

de América, si bien se ha extendido a otros países, y se ha proyectado incluso en el 

ordenamiento comunitario europeo (art. 141.4 del Tratado de la Comunidad Europea [ RCL 

1999, 1205 ter] , cuyo contenido reiteran la Directiva 2002/73/CE [ LCEur 2002, 2562] y la 

Propuesta de Directiva 2004/0084). También se invocan algunos pronunciamientos de este 
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Tribunal ( SSTC 3/1993, de 14 de enero [ RTC 1993, 3] ; 229/1992, de 14 de marzo [ RTC 

1992, 229] ; 28/1992, de 9 de marzo [ RTC 1992, 28] ), en los que se hace eco de la legitimidad 

de estas políticas en relación con supuestas discriminaciones por razón de sexo. 

Particularmente, la ya citada STC 28/1992, de 9 de marzo ( RTC 1992, 28) , donde se distingue 

entre «normas protectoras», que responden a una consideración no igual de la mujer como 

trabajadora, constitucionalmente ilegítimas; y normas que podrían denominarse «promotoras», 

esto es, las que contienen medidas tendentes a compensar una desigualdad de partida y que 

tratan de lograr una igualdad efectiva de acceso y de mantenimiento en el empleo de la mujer 

en relación con el varón. 

Finalmente, se constata una limitada recepción de la doctrina de la acción positiva, que no 

puede atribuirse a la historia política española, ya que también en el ordenamiento europeo se 

han expresado reservas en relación con estas medidas, tal como demuestra la STJCE de 17 

de octubre de 1995 ( TJCE 1995, 172) (caso Kalanke). Asimismo, en el país pionero en su 

adopción ha surgido un movimiento «revisionista» que advierte de su efecto perverso en 

cuanto puede contribuir a generar una nueva discriminación fundada en la sospecha de falta de 

verdadera capacidad o mérito profesional o académico de sus actuales o potenciales 

beneficiarios. 

Según el órgano promotor de esta cuestión, el legislador español habría realizado una decidida 

apuesta por la acción positiva, dirigida no a la mujer como tal, sino a la mujer como víctima de 

la violencia de género, definida restrictivamente en cuanto se circunscribe a la sufrida en el 

seno de una relación matrimonial o asimilada heterosexual, presente o pasada, aun sin 

convivencia y consistente en todo acto de violencia física o psicológica, incluidas las 

agresiones a la libertad sexual, las amenazas, las coacciones o la privación arbitraria de 

libertad (art. 1.1 LO 1/2004). Sin embargo, las medidas penales como la cuestionada, que 

endurecen la respuesta punitiva en atención a la diferenciación sexual de los sujetos del delito, 

no tendrían el carácter de «acciones positivas». Para sostener esta afirmación se reproducen 

las consideraciones del Informe del Consejo General del Poder Judicial al Anteproyecto de la 

que es ahora Ley Orgánica 1/2004, donde se rechaza la procedencia de la adopción de 

medidas de acción positiva en ámbitos, como el penal o el orgánico judicial, en los que no 

exista un desequilibrio previo y no exista escasez de los bienes a los que accede la mujer. 

Según el órgano promotor, no se alcanza a comprender cómo favorece la igualdad de 

oportunidades para la mujer, en la línea señalada por el Tribunal Constitucional ( STC 

229/1992 [ RTC 1992, 229] ), el castigo más severo de conductas como la enjuiciada cuando 

son cometidas por un hombre. Aún más incomprensible resulta esa hipótesis si se tiene en 

cuenta la insistencia del intérprete constitucional en la idea de eliminación de trabas para la 

mujer, más como agente de su realización personal que como sujeto protegido, lo que significa 

un superior respeto a la dignidad de la mujer como persona capaz de regir sus propios destinos 

en igualdad de condiciones, una vez eliminados esos obstáculos de acceso, a través de una 

política de promoción, que no de protección. 
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Tampoco sería de recibo la caracterización de esta tipificación como una fórmula de 

«reparación o compensación» colectivas por pretéritas discriminaciones sufridas por las 

mujeres como grupo social, pues se traduciría en la imputación a cada acusado varón de una 

responsabilidad también colectiva, como «representante o heredero del grupo opresor», lo que 

chocaría frontalmente con el principio de culpabilidad que rige el Derecho Penal. Se cuestiona, 

por tanto, la introducción de medidas positivas en un ámbito como el penal, ajeno a aquellos en 

que se ha venido desarrollando la acción positiva, como el laboral, educativo o de 

representación política, y se pone en duda la legitimidad que, con tan errada etiqueta, se 

pretende revestir a estas medidas penales, insólitas en el Derecho comparado, dado que sólo 

se contemplan, en el ámbito europeo, en las legislaciones de España y Suecia. 

Expuesta la diferencia de trato y valorada su justificación, se aborda el juicio de 

proporcionalidad entre la medida adoptada, el resultado producido y la finalidad pretendida. En 

este punto el Auto de planteamiento realiza algunas aclaraciones. La primera es que aquel 

juicio no se refiere a la agravación de conductas que, como violencia doméstica, introduce el 

art. 153 CP en su conjunto, en relación con el ámbito personal definido por el art. 173.2 CP, 

pues las objeciones que pudiera merecer ya fueron rechazadas en el ATC 233/2004, de 7 de 

junio ( RTC 2004, 233 AUTO) . La segunda es que no se plantea directamente la duda 

respecto de la agravación adicional que, dentro de este ámbito, pueda surgir en relación con la 

violencia conyugal o asimilada, como hiciera el Consejo General del Poder Judicial en su 

Informe al Anteproyecto de Ley Orgánica. Finalmente, tampoco se cuestiona, en cuanto no se 

entienda que predetermina el fallo, la definición de violencia de género del art. 1.1 de la Ley 

Orgánica 1/2004, como la ejercida exclusivamente por el hombre sobre la mujer, en la medida 

en que no afecta sólo al ámbito penal y pudiera sostenerse su constitucionalidad en relación 

con otros ámbitos. 

La cuestión se limita a la diferenciación de sujetos en relación con el subtipo agravado del art. 

153.1 CP no tanto por la diferencia real de sustraer un tramo de pena alternativa de la 

consideración del Juez en la determinación de la pena, de extender el máximo de la pena 

potestativa de inhabilitación o de agravar el régimen de alternativas, sino por la propia 

naturaleza penal de las medidas, que introduce un elemento cualitativo fundamental, presente 

en reformas que pudieran parecer simbólicas en su aspecto cuantitativo o en su aplicación 

práctica. 

A juicio de la Magistrada titular del Juzgado de lo Penal núm. 4 de Murcia, puede citarse a 

sensu contrario , como precedente, la doctrina de la STC 126/1997 ( RTC 1997, 126) acerca de 

la sucesión en los títulos nobiliarios. Si entonces se afirmó la constitucionalidad de la 

discriminación por razón de sexo por afectar a un sector del ordenamiento jurídico, como es el 

Derecho Nobiliario, carente de verdadero contenido material, ahora debería alcanzarse una 

conclusión diametralmente distinta pues nos hallamos ante el sector del ordenamiento jurídico 

menos simbólico y más contundente en sus respuestas, que es el Derecho Penal. Al establecer 

una distinción por sexo en sede penal se comprometería injustificadamente el principio de 
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igualdad y, eventualmente, los derechos a la presunción de inocencia y la dignidad de la 

persona. 

El Auto examina a continuación la finalidad perseguida por el legislador, analizando las 

justificaciones que éste ha ofrecido para adoptar la medida penal cuestionada. En cuanto a los 

fines preventivos, si bien se acepta que pueden perseguirse eficazmente sin el sacrificio de 

otros derechos, se advierte que el endurecimiento punitivo amparado por tales fines puede 

estar justificado cuando se refiere a un tipo de conductas, los de violencia conyugal, pero no 

estarlo cuando dentro de ese sector agravado, se selecciona el sexo del sujeto activo para 

ofrecer una respuesta penal específica más grave. En cuanto a la magnitud del fenómeno 

sociológico y criminal de la violencia doméstica, demostrado estadísticamente, se podría 

argumentar la necesidad de una reacción penal frente a esa realidad que pone en peligro 

bienes jurídicos constitucionalmente protegibles, asegurando su proporcionalidad. Sin 

embargo, con el recurso a la sanción penal se corre el riesgo de la llamada «huida al Derecho 

Penal», plasmada aquí en el adelantamiento de la barrera punitiva que significa el castigo 

como delito del maltrato ocasional, de dudosa eficacia. En este punto, el juicio de 

proporcionalidad en sentido estricto también se resentiría pues no aparece una justificación de 

la desigualdad por razón de sexo. 

Igualmente se discute el «argumento estadístico», según el cual dado que la mayoría de las 

agresiones integrantes de la violencia doméstica conyugal son cometidas por hombres, es 

legítimo castigar más a éstos. Sin negar el dato estadístico, se replica que ello no justifica por 

sí solo la agravación por conductas idénticas en atención al sexo masculino del autor y 

femenino de la víctima. El argumento autorizaría a castigar cualquier delito cometido por un 

hombre con mayor severidad, cuando el número de delincuentes varones es abrumadoramente 

superior al de mujeres en otros tipos delictivos. En este punto el Auto de planteamiento es 

prolijo en la aportación de porcentajes y comparaciones, concluyendo que siendo los fines 

legítimos, en este caso las estadísticas no son siempre un argumento para justificar la 

desigualdad de trato. 

Si el mero dato estadístico no parece suficiente para justificar la excepción al principio de 

igualdad en una norma penal, la búsqueda de fundamentos adicionales revela, en un análisis 

más profundo, nuevos motivos de inquietud acerca de la constitucionalidad de esta norma. En 

efecto, siempre según la opinión de la titular del órgano judicial promotor de esta cuestión de 

inconstitucionalidad, el dato estadístico pudiera considerarse manifestación de un abuso de 

superioridad por el autor, hombre, sobre su víctima, mujer; una situación de vulnerabilidad de 

ésta; o una conducta discriminatoria, que lesionaría la dignidad y el derecho a la igualdad de la 

mujer. Sin embargo, en la medida en que se trataría de presunciones legales, ajenas a la 

exigencia de prueba en el caso concreto, derivadas únicamente del sexo respectivo de autor y 

víctima, de la naturaleza de la conducta objetiva y del tipo de relación entre los sujetos, se 

entiende que tales planteamientos no justificarían la diferencia de trato y serían, en sí mismos, 

contrarios a la Constitución. 
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De todos estos argumentos, el que pudiera hallar un fundamento más claro en la norma de 

origen – el art. 1 de la Ley Orgánica 1/2004, que define a la violencia de género como 

«manifestación de la discriminación»– sería el relativo al ánimo discriminatorio implícito, 

justificando la agravación por un ataque suplementario al propio derecho a la igualdad y a la 

proscripción de discriminación sexual. Pero el órgano promotor expresa sus dudas de 

constitucionalidad en relación con la fórmula de protección de este bien jurídico adicional. La 

primera es que desde el punto de vista técnico jurídico, la vinculación de la redacción del art. 

153.1 con el concepto de violencia de género es arriesgada a la luz de los principios de 

legalidad y taxatividad de las normas penales, habida cuenta de que el legislador no ha 

empleado aquí el término «violencia de género», lo que introduce un muy relevante riesgo para 

la seguridad jurídica en cuanto que el enunciado normativo ha de marcar, en todo caso, una 

zona indudable de exclusión de comportamientos, lo que constituye un presupuesto 

imprescindible para garantizar la previsibilidad de la aplicación de la norma sancionadora, 

«vinculada a los principios de legalidad y de seguridad jurídica, aquí en su vertiente subjetiva, 

que conlleva la evitación de resoluciones que impidan a los ciudadanos programar sus 

comportamientos sin temor a posibles condenas por actos no tipificados previamente» o menos 

severamente castigados ( STC 11/2004, de 12 de julio [ RTC 2004, 11] , con cita de las SSTC 

137/1997, de 21 de julio [ RTC 1997, 137] ; 151/1997, de 29 de septiembre [ RTC 1997, 151] ; 

236/1997, de 22 de diciembre [ RTC 1997, 236] ; 273/2000, de 15 de noviembre [ RTC 2000, 

273] ; y 64/2001, de 17 de marzo [ RTC 2001, 64] ). 

La segunda duda se proyecta sobre la posibilidad de una interpretación conforme a la 

Constitución de la norma, que no permitiría considerar la cuestión de inconstitucionalidad en sí 

misma como mal fundada, pues lo cierto es que el art. 163 CE y el art. 35 LOTC se limitan a 

exigir, como único requisito de fondo, el que una norma con rango legal aplicable al caso y de 

cuya validez dependa el fallo, pueda ser contraria a la Constitución, sin condicionar el 

planteamiento de la cuestión a la imposibilidad de interpretación conforme de la Constitución ( 

STC 105/1988, de 8 de junio [ RTC 1988, 105] ). Pero no se trata, en este caso, de utilizar la 

cuestión con carácter consultivo para valorar, entre varias posibles, la interpretación y 

aplicación de la norma más acomodada con la Constitución, como uso prohibido frente al que 

advierte el Tribunal Constitucional en numerosas resoluciones. Se trataría, a lo sumo, de 

proponer hipótesis de acomodación a la Constitución que, como indicaciones o sugerencias 

serían irrelevantes, que se entiende no serían bastantes para decretar la inadmisibilidad de la 

cuestión ( STC 222/1992, de 11 de diciembre [ RTC 1992, 222] ) y que revelarían, en todo 

caso, la posibilidad de dictar una sentencia interpretativa que indicase la única interpretación 

constitucionalmente admisible de la norma cuestionada ( SSTC 105/1988, de 8 de junio [ RTC 

1988, 105] ; 24/2004, de 24 de febrero [ RTC 2004, 24] ). 

La tercera duda de constitucionalidad se centra en la interpretación apuntada porque aunque el 

argumento discriminatorio pudiera justificar la agravación, no se entiende cómo podría justificar 

también la limitación al hombre. Por otro lado, existe una agravación genérica, sin distinción de 

sujetos, en el art. 22.4 CP, en cuanto se demuestre que el delito se ha cometido por motivos de 
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discriminación referente, entre otros motivos, al sexo u orientación sexual de la víctima. 

Además, aun limitando el móvil a la discriminación sólo de la mujer, no puede negarse que ésta 

también puede ser sujeto activo con esos presupuestos objetivos y subjetivos, en cuanto la 

agresión sea una manifestación de la situación de discriminación de la propia mujer, con 

efectos nocivos para la perpetuación de esa situación en que histórica y actualmente se le ha 

mantenido. 

Dando un paso más, se indica que al establecer una presunción de intención discriminatoria en 

la conducta penal descrita, el legislador ha incorporado una extensión de la responsabilidad de 

grupo al concreto individuo juzgado, una recuperación del Derecho penal de autor. El sujeto 

activo se erige, por razón de su pertenencia al grupo identificado como opresor, en agresor 

cualificado, con independencia de que el sujeto, en concreto, realice o no la conducta 

«opresora» o discriminatoria, sin exigir que esa conducta concreta cometida por él, con nombre 

y apellidos y no por «un hombre», se revele discriminatoria. En definitiva, tan falsa es la 

afirmación de que sólo en las relaciones de afectividad conyugal o análoga, la violencia tiene 

motivación de género, como la de que, en todas esas relaciones cualquier conducta violenta, 

por más que sea dirigida del hombre a la mujer, lo tiene. Cuando el legislador ha procedido a 

sancionar penalmente la discriminación ha mencionado los motivos de la discriminación 

prohibida pero no ha identificado a los grupos discriminadores y discriminados porque esa 

identificación sería imposible y poco eficaz en la persecución de esos motivos. En relación con 

la discriminación sexual, no parece que se justifique limitar la agravación a la discriminación a 

la mujer, cuando el legislador la equipara a la motivada por la orientación sexual, ni presumir 

este motivo en el hombre que realiza determinadas conductas. 

La preocupación por la neutralidad sexual en la descripción de los tipos penales ha sido una 

constante en la política criminal española desde la aprobación de la Constitución. Incluso en los 

delitos sexuales, todas las reformas, en especial a partir de 1989, han procurado la apertura de 

los tipos a modalidades de comisión en las que el sexo de los sujetos no era relevante. A partir 

de un determinado momento, la preocupación del legislador penal por la igualdad ha avanzado 

hasta incluir medidas discriminatorias en el Código Penal. En la actualidad, este cuerpo legal 

incorpora, además del Capítulo dedicado al genocidio, tipos de discriminación en el empleo 

(art. 314), provocación a la discriminación (art. 510) y otros, así como una agravante genérica 

de discriminación en el art. 22.4 CP. Característica común a todas estas normas, cuyo bien 

jurídico protegido, único o adicional, es el derecho a la igualdad, en su vertiente de prohibición 

de la discriminación, es la neutralidad en la descripción del sujeto activo; de igual modo, es 

pacífica su consideración como delitos o agravaciones de tendencia, en los que un elemento 

subjetivo del injusto debe identificarse y probarse para afirmar la antijuridicidad básica o 

agravada. Si bien no han faltado voces que han advertido acerca de los riesgos que este tipo 

de normas penales encierran de deslizarse por la pendiente del Derecho penal de autor, con la 

consiguiente atenuación del principio de culpabilidad consagrado en nuestra Constitución ( 

STC 76/1990, de 26 de abril [ RTC 1990, 76] ). 
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La Ley Orgánica 1/2004 añade nuevas medidas que pueden incluirse entre las 

antidiscriminatorias respecto de los delitos de lesiones (agravadas en relación con el tipo 

básico del art. 148.4; agravadas en relación con el tipo básico de maltrato familiar del art. 

153.1), de amenazas (consideración como delito y no falta las de carácter leve en el art. 171.4) 

y coacciones (consideración como delito y no falta las de carácter leve en el art. 172.2). En 

ninguno de estos casos se utiliza la expresión «violencia de género» y en todos, por tanto, se 

reproduce la dificultad interpretativa de afirmar el móvil discriminatorio que se desprendería de 

la definición legal de dicha expresión. 

Pues bien, la limitación de la conducta típica «discriminatoria», en principio, a la violencia que 

se produce en el ámbito conyugal o asimilado es, de por sí, en relación con la diferencia de 

trato en materia penal que se cuestiona, sospechosa de arbitrariedad. Sospecha que no se 

disipa con la apelación a los argumentos estadísticos, según se ha avanzado, como tampoco si 

se piensa que la expresión de la dominación del hombre sobre la mujer, expresada en forma 

violenta, puede darse en otro tipo de relaciones afectivas entre hombre y mujer, incluso con 

mayor virulencia, como sucedería en las paterno–filiales: la motivación de género existe en 

muy distintas clases de relaciones entre hombre y mujer y, desde luego, no sólo en las 

relaciones violentas en el seno de la pareja. 

Además, la agravación actúa en una selección de tipos que no puede calificarse sino de 

sorprendente, al haberse excluido en la Ley Orgánica 1/2004 los delitos contra la libertad 

sexual, de privación arbitraria de libertad o, lo que sería más llamativo, todos los delitos contra 

la vida independiente y los más graves contra la integridad física, psíquica y moral, reduciendo 

la agravación a las lesiones de menor gravedad, a las amenazas y a las coacciones leves. De 

donde se deduce que no parece que pueda calificarse de objetiva y razonable la diferencia, de 

carácter absolutamente excepcional en el ordenamiento y, en especial, en el sector penal del 

mismo, que se limita a una selección arbitraria de infracciones, alterando la coherencia interna 

del sistema que pretende preservar la proporcionalidad entre la gravedad de las conductas y su 

sanción. Sorprende que se haya agravado el maltrato ocasional y no el habitual del art. 173.2 

CP. 

Para la titular del Juzgado de lo Penal núm. 4 de Murcia, no se puede esgrimir el argumento de 

la prevención general ante la ciudadanía, los colectivos de mujeres y, en especial, ante las 

víctimas de la violencia de género, anunciando medidas contundentes, como lo hace el 

legislador al motivar la reforma penal y reservar esas medidas contundentes para algunas 

conductas violentas que no son, precisamente, las más graves. Ni, por cierto, las más 

difundidas como supuestos de violencia de género, asociadas con frecuencia a los casos de 

muerte de mujeres a manos de su pareja, casi siempre desconectados de denuncias previas 

por infracciones menores y que son, precisamente, tras la desaparición del parricidio, ajenos a 

esas tendencias de represión criminal intensificada; o a los casos de maltrato habitual, también 

inmune a la reforma. Esta última reflexión se presenta como especialmente significativa, en 

cuanto demuestra la falta de objetividad y razonabilidad de la reforma cuestionada. 
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Si se pretendiese la presunción de la presencia de un componente discriminatorio o de género 

en algún tipo de conductas violentas, la misma debería referirse a aquellas en las que se revela 

con claridad lo que se ha denominado «perfil del maltratador» o el «síndrome de mujer 

maltratada». Pretender que el desvalor específico adicional o el móvil discriminatorio, con 

diferencia de sexo, es razonable como justificación de la diferencia en sede de maltrato 

ocasional, sin ir acompañado de una previsión paralela en sede, mucho más evidente, de 

maltrato habitual, cuestiona severamente la razonabilidad misma del texto. 

En el único país en el que existe un precepto similar, Suecia, la referencia, puramente nominal, 

al sexo, se limita, en todo caso, a conductas de violencia habitual; se refiere a un elenco mucho 

más amplio de conductas, no precisamente las más leves; y se introduce un bien jurídico 

especial, la integridad (moral) de la mujer, en los casos de violencia conyugal habitual, 

castigado con la misma pena que la prevista para los casos de otros vínculos estrechos. Todo 

un catálogo de diferencias que no permite invocar el precedente sueco como argumento de 

autoridad a favor de una valoración positiva de la razonabilidad de la diferencia de trato 

introducida por el precepto cuestionado. 

Las anteriores objeciones se referirían a cualquier hipótesis justificativa de la agravación, pero 

en relación con la posible concepción del art. 153.1 CP y de sus preceptos paralelos como 

medidas antidiscriminatorias, se plantearían las siguientes dificultades específicas, todas ellas 

relevantes en el juicio de constitucionalidad. En primer lugar, la afirmación del móvil 

discriminatorio reclama la discutible conexión de los supuestos típicos con el concepto de 

violencia de género, con riesgo para los principios de seguridad jurídica y legalidad. Asimismo, 

la exigencia de un móvil discriminatorio cuestiona, en relación con todas las medidas 

antidiscriminatorias así concebidas, el principio de culpabilidad. La presunción de este móvil 

vulnera, además del principio de culpabilidad y de responsabilidad por el hecho, el derecho a la 

presunción de inocencia. La presunción de ese móvil sólo en el sujeto activo hombre genera 

una vulneración añadida del principio de culpabilidad, de la presunción de inocencia y del 

derecho a la igualdad. Para concluir, la conexión de estas normas con la definición de violencia 

de género del art. 1.1 de la Ley Orgánica 1/2004 permitiría eludir la presunción del móvil y, por 

tanto, la infracción del derecho a la presunción de inocencia, pero subsistirían las objeciones 

relativas al derecho a la igualdad y de responsabilidad por el hecho derivadas de la concepción 

como delito de tendencia de propia mano. 

En todo caso, la conexión del art. 153.1 CP y el art. 1.1 de la Ley Orgánica 1/2004 debería 

partir de una interpretación no literal y arriesgada, que no despejaría todas las dudas de 

inconstitucionalidad. Con respecto a este tipo de medidas se han apuntado dos líneas de 

interpretación posibles. Conforme a la subjetiva, que incidiría en la motivación del sujeto activo, 

la justificación de la agravante se situaría en el ámbito de la culpabilidad, exigiéndose prueba 

en el caso concreto del móvil discriminatorio, puesto que la presunción del móvil en el maltrato 

ocasional sólo del hombre a la mujer sería contrario a los derechos a la igualdad y a la 

presunción de inocencia. También se ha apuntado una explicación de la agravante desde el 

plano de la antijuridicidad y no de la culpabilidad, a partir del desvalor adicional del resultado 
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del maltrato por razón de la pertenencia de la víctima a un colectivo «oprimido», dando 

prioridad no al móvil discriminatorio en sí mismo sino al efecto que el delito realizado con esa 

motivación produce en el sujeto pasivo; en tal caso la duda de constitucionalidad no 

desaparece toda vez que la diferencia valorativa traería causa de su sexo. 

El caso límite para contrastar las anteriores reflexiones sería el de los malos tratos recíprocos, 

donde la Ley castiga más al hombre que a la mujer porque en la agresión del hombre a la 

mujer o existiría un móvil discriminatorio presunto o, en el mejor de los casos, precisado de 

prueba, sólo posible en esa agresión, o se valoraría, como implícito, un desvalor adicional 

discriminatorio, ausente por decisión del legislador en la agresión contraria. De tal modo que al 

hombre o se le castiga más por lo que es que por lo que hace, o se presume en lo que hace 

algo que no se corresponde necesariamente con la totalidad de casos, afirmaciones demasiado 

problemáticas para justificar razonable y objetivamente la desigualdad. 

A continuación, bajo el epígrafe «la agravación y el abuso de superioridad», se analizan las dos 

restantes hipótesis de fundamento de la agravación, ya mencionadas. En principio, la situación 

de especial vulnerabilidad de la víctima puede entenderse que genera, paralelamente, una 

situación de superioridad en el agresor. Pero, en las agravantes así definidas (por ejemplo, en 

sede de delitos sexuales en el art. 180.3 CP) no se exige necesariamente la nota de abuso de 

la situación de vulnerabilidad, bastando con que el sujeto conozca esa situación. En cambio, la 

nota subjetiva entra en la definición del abuso de superioridad, exigiendo la jurisprudencia que 

concurra: una situación objetiva de poder físico o anímico del agresor sobre su víctima que 

determine un desequilibrio de fuerzas favorable al primero; el abuso o consciente 

aprovechamiento de ese desequilibrio por parte del agresor para la mejor y más impune 

realización del delito; y, por último, la accesoriedad del exceso de fuerzas en la realización del 

delito de que se trate, de manera que no deba entenderse implícito, ya por estar incluido como 

un elemento del tipo, ya por ser la única forma de poder consumarlo. La característica común 

es la desproporción de fuerzas que debilita las posibilidades de defensa de la víctima. El abuso 

de superioridad construido a partir de la posición dominante del hombre sobre la mujer, en 

abstracto, además de reprobable en sí mismo desde el punto de vista de la igualdad, en cuanto 

elevaría una observación sociológica a la categoría de presupuesto jurídico de agravación en el 

caso concreto, se reconduciría a la hipótesis ya expuesta de interpretación de la norma como 

medida antidiscriminatoria. 

Para la Magistrada titular del Juzgado de lo Penal núm. 4 de Murcia, no es precisa demasiada 

argumentación para rechazar el abuso de superioridad como fundamento de la agravación, 

puesto que en cuanto presunto, vulneraría el derecho a la presunción de inocencia: no es, 

desde luego, una realidad exenta de prueba la superioridad física de todo hombre en relación 

con su pareja. En cuanto se exigiese su prueba, en un intento de acomodar el precepto a las 

mínimas exigencias constitucionales, se revelería como una medida excesiva, en cuanto 

impediría su aplicación al sujeto activo mujer en iguales circunstancias, para conseguir un 

resultado que, sin comprometer el derecho a la igualdad, podría alcanzarse eficazmente con la 

aplicación de la agravante genérica o la específica de persona especialmente vulnerable. El 
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abuso de superioridad es una agravante «relacional» en cuanto que reclama una comparación 

de fuerzas y capacidades de ataque y defensa en el sujeto activo y pasivo, respectivamente. Si 

no puede presumirse en el hombre una superior capacidad de ataque o de debilitación de la 

defensa por el solo hecho de serlo, tampoco puede presuponerse una capacidad limitada o 

disminuida de defensa en la mujer, por el hecho de serlo. Ni siquiera por la común implicación 

de uno y otro en una relación, actual o pasada, de pareja, como nota añadida al sexo. Asumir 

lo contrario implicaría el reconocimiento jurídico, como presupuesto fáctico de agravación, de 

un estereotipo según cual tales son las posiciones respectivas de hombre y mujer en sus 

relaciones afectivas, lesionándose así gravemente el derecho a la dignidad de la mujer. 

También sería contraria a esa dignidad la presunción de una especial vulnerabilidad de la 

mujer frente al maltrato de su pareja. Precisamente, el derecho a la dignidad de la persona se 

ha destacado en las SSTC 214/1991, de 11 de noviembre ( RTC 1991, 214) , y 176/1995, de 

11 de diciembre ( RTC 1995, 176) , al poner de manifiesto cómo los tratos desiguales hacia 

determinadas personas porque en ellas concurre alguna particularidad diferencial (por ejemplo, 

el sexo femenino de la víctima), supone una negación de su condición de seres humanos 

iguales a los demás, efecto éste que afecta a su dignidad personal. 

La posibilidad de enlazar esta especial vulnerabilidad de la mujer con la identificación de un 

colectivo de riesgo en las mujeres respecto de sus parejas masculinas no podría utilizarse 

como justificación de la diferencia de trato en la norma legal cuestionada. Una cosa es 

identificar, a través de estadísticas, estudios o informes esa realidad sociológica, y de manera 

legítima y responsable adoptar medidas legislativas consecuentes con esa identificación, y 

otra, muy distinta, presumir que toda mujer víctima de un maltrato ocasional por parte de su 

pareja o ex pareja masculina, como perteneciente a ese colectivo identificado de riesgo, es 

especialmente vulnerable. El Tribunal Constitucional rechaza las medidas en las que 

predomina una «visión paternalista» de la mujer y en las que el privilegio instituido a su favor se 

revela como una forma encubierta de discriminación que se vuelve contra ella. Según se 

reseña en el Auto de planteamiento de esta cuestión, postulados normativos como el que se 

cuestiona, aunque pretendan lo contrario, no hacen sino incidir en la imagen de debilidad y 

postración de la mujer, como persona vulnerable o inferior, necesitada de una especial 

protección, ya provenga ésta, como sucedía en la convicción social de tiempos pasados, del 

padre o el marido, ya, como parece suceder ahora, del Estado. 

La parte argumentativa del Auto se cierra con un resumen de las tesis expuestas. En este 

resumen se concluye que la norma cuestionada establece una diferencia de trato en función 

del sexo del sujeto activo y pasivo, cuya justificación corresponde al legislador, y que las 

hipótesis justificativas que se han ensayado para acomodar la norma a los preceptos 

constitucionales no satisfacen las exigencias de los arts. 14, 24.2 y 10 CE, considerando en 

particular que no puede reconocerse un criterio objetivo suficientemente razonable, de acuerdo 

con los criterios o juicios de valor generalmente aceptados. Y ello porque la prevención general 

no justifica, por sí sola, una diferencia de trato en sede penal, por razón de sexo; la norma no 

tiene naturaleza «promotora» de la mujer y no puede ampararse en la noción de «acción 
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positiva» como justificación de la desigualdad; la norma tampoco se justifica como «protectora» 

de la mujer como tal o como víctima de la violencia. Por otra parte, la norma entendida como 

medida antidiscriminatoria tendría una finalidad legítima, pero la forma en que se ha articulado 

no justifica la desigualdad constatada. En definitiva, la introducción de la desigualdad, por la 

naturaleza penal de la norma y no por la incidencia punitiva concreta, se considera que 

significa un coste fáctico inasumible para los valores constitucionales. 

Para perseguir con severidad el maltrato conyugal, fenómeno cuya gravedad en ningún 

momento se niega, bastaba con agravar las penas sin distinguir sexos. En cambio, ofrecer una 

respuesta escasa, pero realmente más grave, en apariencia inofensiva o simbólica, con el fin 

de enviar a la ciudadanía, a los colectivos de mujeres o de mujeres maltratadas, un mensaje de 

engañosa contundencia, no parece una justificación razonable y objetiva para la desigualdad 

generada, sino, más bien, «un patente derroche inútil de coacción que convierte la norma en 

arbitraria y que socava los principios elementales de justicia inherentes a la dignidad de la 

persona y al Estado de Derecho» ( STC 55/1996, de 28 de marzo [ RTC 1996, 55] ). 

4 

Mediante providencia de 27 de septiembre de 2005 la Sección Tercera de este Tribunal acordó, 

de conformidad con el art. 37.1 LOTC ( RCL 1979, 2383) , oír al Fiscal General del Estado para 

que en el plazo de diez días alegara lo que estimara conveniente sobre la admisibilidad de la 

cuestión de inconstitucionalidad planteada, por posible incumplimiento de los requisitos 

procesales y por si pudiera ser notoriamente infundada. 

5 

El Fiscal General del Estado presentó su escrito de alegaciones el 24 de octubre de 2005, 

interesando la inadmisión de la cuestión por incumplimiento de los requisitos procesales y por 

ser notoriamente infundada. 

Respecto a los primeros, se aduce que la Magistrada Juez, al final del plenario, sometió a las 

partes la cuestión de inconstitucionalidad y les dio traslado para alegaciones, pero omitió toda 

mención al precepto cuestionado, señalando la vulneración de los arts. 10, 14 y 24 CE ( RCL 

1978, 2836) sin otra especificación, lo cual motivó que el letrado defensor del acusado se 

refiriera a cuestiones ajenas a las finalmente planteadas. Y si bien con posterioridad se dictó 

una providencia reiterando a las partes el trámite de alegaciones acordado, tal providencia no 

se dictó con la finalidad de subsanar las deficiencias de la anterior resolución y abrir un nuevo 

plazo de alegaciones, sino como mero recordatorio de lo anteriormente acordado, dictándose el 

29 de julio Auto de elevación de la cuestión. Con esta forma de proceder, el órgano judicial no 

habría realizado la audiencia a las partes y al Ministerio Fiscal en los términos previstos en el 

art. 35.2 LOTC ( RCL 1979, 2383) , incumpliendo las exigencias procesales del art. 37.1 LOTC 

(ATC 118/2005, de 15 de marzo). 

En cuanto al fondo del asunto, después de invocar la jurisprudencia constitucional sobre el art. 

14 CE ( SSTC 182/2005, de 4 de julio [ RTC 2005, 182] ; 213/2005, de 21 de julio [ RTC 2005, 

213] ; 28/1992, de 9 de marzo [ RTC 1992, 28] ), y sobre la violencia doméstica ( ATC 

233/2004, de 7 de junio [ RTC 2004, 233 AUTO] ), reproduciendo el texto del precepto 
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cuestionado (art. 153.1 CP [ RCL 1995, 3170 y RCL 1996, 777] ), el Fiscal General del Estado 

sintetiza las dudas de constitucionalidad de la norma cuestionada, que esencialmente se 

centran en que aquélla establece una diferencia punitiva en la medida de prisión y en la 

inhabilitación para el ejercicio de la patria potestad (y otros) que se basa en el solo extremo del 

sexo del agresor y de la víctima. La previsión de diferencias punitivas por razón de sexo 

ofrecería una dificultad especial, aunque no estaría vedada la diferencia de trato, que sin 

embargo requeriría una justificación reforzada por tratarse del ámbito penal y tomarse en 

consideración uno de los criterios de discriminación que la Constitución prohíbe. 

A continuación se examinan las afirmaciones contenidas en la Exposición de Motivos de la Ley 

Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre ( RCL 2004, 2661 y RCL 2005, 735) , que introdujo las 

reformas en el Código Penal mediante las cuales se incorporó el precepto cuestionado. En este 

punto, se destaca la consideración que hace el legislador de la violencia de género como 

problema de dimensión universal y de gravedad extrema, siendo uno de los ámbitos en que se 

produce el de las relaciones de pareja, donde los condicionantes socioculturales que actúan 

sobre el género masculino y femenino sitúan a la mujer en una posición de subordinación. 

El Fiscal General del Estado estima, al contrario de la Magistrada Juez proponente, que las 

relaciones de pareja y el sexo de los miembros de la misma carecen en la realidad social de la 

neutralidad que se predica, siendo constatables los condicionamientos socioculturales que 

actúan sobre género femenino y masculino, así como el hecho de que las mujeres son objeto 

de agresiones en una proporción muy superior a las que ellas ocasionan. De ahí que la toma 

en consideración de ambos datos por el legislador penal no carezca de una justificación 

objetiva y razonable, dado que en el ámbito de las relaciones de pareja, con carácter 

mayoritario, uno de los sexos intervinientes es el agresor y el otro la víctima. Se constata así 

una forma delictiva con autonomía propia caracterizada por unas conductas que encierran un 

plus de antijuridicidad, al ser expresivas de unas determinadas relaciones de poder y 

sometimiento del hombre sobre la mujer que implicaría el desconocimiento por parte de aquél 

de los derechos más elementales de éstas. 

Se señala a continuación que el problema social de la violencia doméstica es el que ha llevado 

al legislador a adoptar diversas medidas en la Ley Orgánica 1/2004, poniendo de manifiesto, 

además de la posición desventajosa de las mujeres respecto a los hombres, que su protección 

ante los actos de maltrato requiere la adopción de medidas distintas de las que se deben 

adoptar para proteger en general a las víctimas. Además, la agravación punitiva no sólo se 

produce en el ámbito de la violencia doméstica, sino que es extendida por el legislador a otras 

relaciones en las que concurran en la víctima circunstancias objetivas de desprotección. El 

legislador sólo ha tomado en consideración el tipo de relación familiar y el sexo de los sujetos 

intervinientes cuando dichos extremos tienen incidencia criminógena, apareciendo afectado el 

derecho a la igualdad de las víctimas. Aquél ha dotado a los órganos judiciales de la posibilidad 

de imponer las penas de trabajos en beneficio de la comunidad en las que no ha efectuado 

exasperación punitiva alguna, sólo prevista para la pena alternativa de prisión en su límite 

mínimo y para la facultad de inhabilitación en su límite máximo, poniendo en manos de Jueces 
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y Tribunales una variedad de respuestas penales que ajusten la respuesta punitiva a las 

circunstancias concurrentes en cada caso. 

En definitiva, al configurar la figura agravada que se discute en esta cuestión el legislador 

habría atendido a elementos diferenciadores que tienen una indudable justificación, pues en el 

«tipo de relaciones de que se trata» y el «sexo de los que las mantienen o las han mantenido» 

guarda relación con la producción de «ataques a bienes y derechos de constitucionales de 

innegable transcendencia» y con que «tales actos constituyan uno de los mayores fenómenos 

delincuentes de nuestro tiempo». Por ello su toma en consideración no puede tildarse de 

carente de justificación, no habiéndose restringido el fin que con esa agravación punitiva se 

persigue a la protección de las mujeres en las relaciones de pareja sino que se ha extendido a 

todas las víctimas que reclaman especial protección sin distinción de sexo, y en virtud de la 

técnica punitiva empleada se ha ofrecido a los Jueces y Tribunales la posibilidad de que 

valoren la incidencia que tales condiciones han tenido en el caso concreto, permitiendo una 

respuesta punitiva a cada caso específico, por lo que las consecuencias de la disparidad 

normativa no son desproporcionadas. 

6 

Mediante providencia de 31 de enero de 2006, la Sección Tercera de este Tribunal acordó 

tener por formuladas las alegaciones del Fiscal General del Estado y admitir a trámite la 

cuestión, así como dar traslado de las actuaciones recibidas, de conformidad con el art. 37.2 

LOTC ( RCL 1979, 2383) , al Congreso de los Diputados y al Senado por conducto de sus 

Presidentes; al Gobierno, por conducto del Ministerio de Justicia, y al Fiscal General del 

Estado, al objeto de que en el plazo de quince días pudiesen personarse en el proceso y 

formular las alegaciones que estimaran convenientes. Finalmente, se acordó publicar la 

incoación de la cuestión en el «Boletín Oficial del Estado», efectuándose en el núm. 44, de 21 

de febrero de 2006. 

7 

Mediante escrito registrado el 15 de febrero de 2006, el Presidente del Senado comunicó que 

la Mesa de la Cámara había acordado personarse en el presente proceso constitucional y dar 

por ofrecida su colaboración a los efectos del art. 88.1 LOTC ( RCL 1979, 2383) . 

Con fecha 23 de febrero de 2006 se presentó escrito del Presidente del Congreso de los 

Diputados comunicando el Acuerdo de la Mesa de la Cámara por el cual no se personaba ni 

formulaba alegaciones en el presente proceso constitucional, poniendo a disposición del 

Tribunal las actuaciones que pudiera precisar. 

8 

Por escrito registrado el 23 de febrero de 2006, el Abogado del Estado se personó en nombre 

del Gobierno en el presente proceso constitucional, y formuló las alegaciones que 

seguidamente se resumen. 

Empieza el escrito interesando la inadmisión de la cuestión planteada por incumplimiento de 

los requisitos establecidos en el art. 35.2 LOTC ( RCL 1979, 2383) . Del acta de la sesión del 

juicio oral se deduciría que la juzgadora concedió un término de diez días para la formulación 
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de alegaciones por las partes y el Ministerio Fiscal, pero sin indicar la duda de 

constitucionalidad ni el precepto legal cuestionado, limitándose a mencionar los arts. 10, 14 y 

24 CE ( RCL 1978, 2836) . La posterior providencia de 22 de julio de 2005, en la que sí se 

mencionaba el art. 153.1 CP ( RCL 1995, 3170 y RCL 1996, 777) , no vendría a sanar los 

defectos del trámite precedente pues se limita a reiterar la decisión adoptada en la sesión del 

juicio oral. De ahí que ni por su tramitación ni por su contenido puede darse por cumplido el 

trámite de audiencia a las partes previsto en el art. 35.2 LOTC, pues no basta la mera cita 

numérica de los preceptos constitucionales. 

Seguidamente, el escrito del Abogado del Estado pasa a examinar el juicio de relevancia, 

señalando que las argumentaciones del Auto de planteamiento, especialmente intensas en 

relación a la proporcionalidad, suscitan dudas acerca de si las objeciones al precepto lo son por 

su inconstitucionalidad o a las conveniencias de su aplicación. En este sentido, afirma que la 

cuestión de inconstitucionalidad ha de partir de unos hechos que permitan considerar aplicable 

una norma, siendo difícilmente aceptable medir la norma misma por un juicio de 

proporcionalidad basado en un caso en el que el propio juzgador deja traslucir su propia 

convicción acerca de su dificultosa subsunción en la norma cuestionada. Ello comporta que la 

fundamentación de la relevancia acuse una desviación de su objeto. 

En cuanto a la objeción de inconstitucionalidad formulada al art. 153.1 CP, el Abogado del 

Estado rechaza la premisa de la que parte el Auto de planteamiento, al vincular de forma rígida 

la aplicación del precepto legal a una previa identificación del autor y de la víctima por razón de 

sexo, pasando de puntillas sobre el hecho de que la descripción del tipo penal en el precepto 

cuestionado contempla a la «persona especialmente vulnerable» como víctima del delito, y no 

sólo al género femenino. La juzgadora examinaría los potenciales fundamentos de la norma 

penal cuestionada, realizando una lectura fragmentada del art. 153.1 CP según la víctima, pues 

si se trata de una persona especialmente vulnerable constituye un tipo penal distinto y 

diferenciado, que debería segregarse del resto del precepto por cuanto el fundamento de la 

censura penal se encuentra en la propia vulnerabilidad del sujeto; mientras que si la víctima es 

una mujer entonces el fundamento no es la vulnerabilidad sino el sexo. Ese fraccionamiento del 

texto, segregando las víctimas vulnerables de las mujeres lleva a esa pretendida contraposición 

de los sexos para ocupar cada uno de ellos los lados activo y pasivo del delito. 

A continuación apunta el Abogado del Estado que el derecho que se considera primordialmente 

afectado, según el Auto de planteamiento, es la igualdad por razón de sexo, dada la diferencia 

de tratamiento entre varón (art. 153.1 CP) y mujer (art. 153.2 CP) en la agravación de la pena 

imponible a la comisión de la lesión o maltrato. El primer apartado del precepto reduce el 

espectro de la pena imponible al situar el mínimo en seis meses en lugar de los tres meses del 

párrafo segundo. Pues bien, a su juicio, esa pretendida discriminación parte de una premisa 

rechazable ya que el Auto de planteamiento identifica los sujetos activo y pasivo de la 

infracción punible por razón de sexo, lo cual resulta de fraccionar el precepto cuestionado 

sustrayendo de su enunciado a la persona especialmente vulnerable. Sin embargo, tanto el 

sujeto activo del art. 153.1 CP como la víctima pueden ser tanto el hombre como la mujer. 
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La redacción del precepto está principalmente inspirada por la protección de la mujer en el 

seno de la relación conyugal, ámbito en el cual aquélla es el ser más débil como demostraría la 

realidad cotidiana. Pero la escisión del precepto en dos categorías penales diferenciadas ha 

impedido ver a la promotora de la cuestión las posibilidades que permite apreciar la 

conjugación interpretativa de estos términos yuxtapuestos: el sexo femenino y la especial 

vulnerabilidad. Una interpretación conjunta de esos dos términos permite una interacción 

recíproca en la medida de cada uno de ellos. Lo que la Ley penal persigue evitar es esa 

actuación discriminatoria frente a las mujeres por el hecho de serlo, por ser consideradas por 

sus agresores carentes de derechos mínimos de libertad, respeto y capacidad de decisión en el 

círculo íntimo de la relación conyugal. Aunque inspirado en este objetivo, el precepto 

cuestionado no es reconducible al esquema simplista que propone el Auto, colocando en 

exclusividad a los sexos en el lado activo y pasivo del delito. 

En cuanto a los otros preceptos constitucionales pretendidamente vulnerados por la norma 

cuestionada, el Abogado del Estado entiende que el Auto no ofrece argumentación específica 

sobre el art. 24.2 CE, mientras el art. 10 CE aparece aludido por la relación que se establece 

en el art. 153.1 CP entre la mujer y la persona especialmente vulnerable, que entrañaría un 

cierto menosprecio, apreciación que debe rechazarse. 

Con base en las alegaciones expuestas, el Abogado del Estado interesa la inadmisión, y en su 

defecto, la desestimación de la cuestión promovida. 

9 

Con fecha 1 de marzo de 2006 el Fiscal General del Estado presentó un escrito en el que da 

por reproducidas las alegaciones vertidas en su anterior escrito de 24 de octubre de 2005, 

interesando que se dicte Sentencia en la que se declare que la norma cuestionada no incurre 

en ninguna vulneración de los arts. 10, 14 y 24.2 CE ( RCL 1978, 2836) . 

10 

Por providencia de 14 de mayo de 2008 se señaló para deliberación y votación de la presente 

Sentencia el mismo día. 

II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

1 

El Juzgado de lo Penal núm. 4 de Murcia cuestiona en este proceso la constitucionalidad del 

art. 153.1 del Código Penal ( RCL 1995, 3170 y RCL 1996, 777) , en la redacción dada al 

mismo por el art. 37 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre ( RCL 2004, 2661 y RCL 

2005, 735) , de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, por entender que 

infringe los arts. 10, 14 y 24.2 de la Constitución ( RCL 1978, 2836) al establecer una 

discriminación por razón de sexo que dimanaría de la definición de los sujetos activo (varón) y 

pasivo (mujer) en el art. 153.1 CP y de la diferencia de trato punitivo que ello supone en 

relación con la misma conducta cuando el sujeto activo es una mujer y el pasivo un hombre con 

la misma relación entre ellos que la descrita en el tipo penal cuestionado (conyugal o análoga, 

sea en ambos casos presente o pretérita). El Fiscal General del Estado interesa la inadmisión 

de la cuestión por incumplimiento de los requisitos procesales, y por ser notoriamente 
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infundada. También el Abogado del Estado solicitó la inadmisión por incumplimiento de los 

requisitos establecidos en el art. 35.2 LOTC ( RCL 1979, 2383) , o, en su defecto, la 

desestimación de la cuestión promovida. 

El artículo 153.1 CP afirma lo siguiente: «El que por cualquier medio o procedimiento causare a 

otro menoscabo psíquico o una lesión no definidos como delito en este Código, o golpeare o 

maltratare de obra a otro sin causarle lesión, cuando la ofendida sea o haya sido esposa, o 

mujer que esté o haya estado ligada a él por una análoga relación de afectividad aun sin 

convivencia, o persona especialmente vulnerable que conviva con el autor, será castigado con 

la pena de prisión de seis meses a un año o de trabajos en beneficio de la comunidad de 

treinta y uno a ochenta días y, en todo caso, privación del derecho a la tenencia y porte de 

armas de un año y un día a tres años, así como, cuando el Juez o Tribunal lo estime adecuado 

al interés del menor o incapaz, inhabilitación para el ejercicio de la patria potestad, tutela, 

curatela, guarda o acogimiento hasta cinco años». 

2 

Antes de entrar en el estudio del fondo del asunto debemos examinar el vicio de procedibilidad 

denunciado tanto por el Fiscal General del Estado como por el Abogado del Estado, contrarios 

ambos a la admisión a trámite de la presente cuestión por considerar incumplidos algunos de 

los requisitos establecidos en el art. 35 LOTC ( RCL 1979, 2383) –en su redacción anterior a la 

LO 6/2007, de 24 de mayo ( RCL 2007, 1000) –. Este examen es pertinente, según nuestra 

jurisprudencia, porque la tramitación específica de admisibilidad de la cuestión del art. 37.1 

LOTC no tiene carácter preclusivo: cabe apreciar en Sentencia, con efecto desestimatorio, la 

ausencia de los requisitos procesales y de fundamentación requeridos para el válido 

planteamiento de la cuestión de inconstitucionalidad (por todas, STC 166/2007, de 4 de julio [ 

RTC 2007, 166] , F. 5, y las allí citadas). 

Coinciden el Fiscal General del Estado y el Abogado del Estado en denunciar la defectuosa 

tramitación de la presente cuestión por cuanto la titular del Juzgado de lo Penal núm. 4 de 

Murcia habría sometido la cuestión a las partes y al Ministerio Fiscal al final de juicio oral sin 

mencionar el precepto cuestionado ni indicar la duda de constitucionalidad. Y si bien es cierto 

que posteriormente dictó la providencia de 22 de julio de 2005 reiterando el trámite acordado, 

ésta no habría subsanado las deficiencias del trámite precedente, con lo que no se habría 

realizado la audiencia a las partes y al Ministerio Fiscal de conformidad con el art. 35.2 LOTC. 

El óbice no puede acogerse porque de acuerdo con nuestra jurisprudencia el trámite de 

audiencia se ha realizado con la observancia de los requisitos fijados en nuestra Ley, 

cumpliendo su doble objetivo de garantizar la audiencia de las partes y del Ministerio Fiscal 

ante una posible decisión judicial de tanta entidad como es la de abrir un proceso de 

inconstitucionalidad, y poner a disposición del Juez un medio que le permita conocer la opinión 

de los sujetos interesados con el fin de facilitar su reflexión sobre la conveniencia o no de 

proceder a la apertura de dicho proceso ( STC 166/1986, de 19 de diciembre [ RTC 1986, 166] 

, F. 4). Cierto es que la Magistrada Juez no citó en el juicio oral el precepto cuya 

constitucionalidad se cuestionaba (art. 153.1 CP [ RCL 1995, 3170 y RCL 1996, 777] ), pero lo 
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es asimismo que dicho precepto era el único en el que se basaban la acusación pública y la 

acusación particular para solicitar la condena del acusado tanto en las conclusiones 

provisionales como en las definitivas. En el acta firmada por todas las partes consta que la 

titular del Juzgado otorgó el trámite de audiencia de forma oral al finalizar el juicio, después de 

que las partes acusadoras, al elevar a definitivas las conclusiones, acabaran de citar el 

precepto cuestionado como el único que sustentaba sus pretensiones. Además, en su posterior 

providencia de 22 de julio de 2005 la Magistrada reiteraba a las partes el acuerdo adoptado en 

el juicio oral de traslado para alegaciones acerca del planteamiento de la cuestión, con cita del 

precepto legal cuestionado y de las normas constitucionales que éste podría vulnerar. De este 

modo se cumplían los únicos requisitos exigibles en dicho trámite, según dijimos en la STC 

42/1990, de 15 de febrero ( RTC 1990, 42) , sin que sobre recordar con la misma que el 

otorgamiento de la audiencia efectuado en forma imprecisa constituye «un defecto que carece 

de suficiente entidad para ser elevado a causa de inadmisibilidad que impida el examen del 

fondo cuestionado si... la indeterminación es sólo relativa, pues las partes han podido conocer 

el planteamiento de inconstitucionalidad realizado por el Juez y, atendidas las circunstancias 

del caso, situarlo en sus exactos términos constitucionales» (F. 2). 

3 

El Auto de cuestionamiento cumple las dos exigencias impuestas por el art. 35.1 LOTC ( RCL 

1979, 2383) : la aplicabilidad de la norma legal al caso y la adecuada formulación del juicio de 

relevancia. Notoria la aplicabilidad, en cuanto que los hechos objeto de enjuiciamiento en el 

proceso a quo fueron calificados por el Ministerio Fiscal y por la acusación particular como 

típicos del delito previsto en el artículo cuya constitucionalidad se cuestiona (art. 153.1 CP [ 

RCL 1995, 3170 y RCL 1996, 777] ), hemos de considerar fundado el juicio de relevancia 

realizado por el órgano de enjuiciamiento, pues en absoluto observamos «que sea notorio que 

no existe el nexo causal entre la validez de la norma legal cuestionada y la decisión a adoptar 

en el proceso a quo » ( STC 100/2006, de 30 de marzo [ RTC 2006, 100] , F. 2). Considera al 

respecto el Auto de cuestionamiento que, de estimarse constitucional el precepto, la pena de 

prisión imponible al agresor tendría, en aplicación de la agravación de realización de la 

agresión en el domicilio común contemplada en el art. 153.3 CP, un mínimo de nueve meses y 

un día, mientras que si el precepto se reputara inconstitucional por vulnerar el art. 14 CE ( RCL 

1978, 2836) no podría aplicarse esta pena. La exposición de esta diferencia constituye un 

argumento suficiente de relevancia de la presente cuestión, aunque no especifique la 

Magistrada cuestionante cuál sería la solución penal en esta segunda alternativa. 

El Auto excluye del cuestionamiento normativo, en cuanto no aplicable, el inciso relativo a «la 

persona especialmente vulnerable que conviva con el autor». También excluye, ahora por su 

irrelevancia, la previsión de pena potestativa de inhabilitación para el ejercicio de la patria 

potestad, tutela, curatela, guarda o acogimiento (que carece de mínimo en el tipo del apartado 

1 y su máximo es de cinco años, frente al mínimo de seis meses y máximo de tres años fijado 

en el apartado 2), pues la imposición de esta pena no fue solicitada por las acusaciones y la 

Juez no consideró admisible su imposición de oficio, por cuanto vulneraría las exigencias del 
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principio acusatorio. También excluye de su cuestionamiento los preceptos relativos al régimen 

específico de las alternativas a la ejecución de penas privativas de libertad introducido por la 

Ley 1/2004 ( RCL 2004, 2661 y RCL 2005, 735) para los supuestos de «violencia de género», 

relativo a las condiciones de suspensión (art. 83.1.6, párrafo segundo CP) y de revocación de 

la suspensión (art. 84.3 CP), y a la pena sustitutiva (art. 88.1, párrafo tercero CP), pues al no 

tratarse de decisiones que hayan de adoptarse necesariamente en sentencia su contenido no 

es determinante del fallo. 

4 

Conforme a lo expuesto, nuestro estudio del fondo de los problemas planteados en esta 

cuestión de inconstitucionalidad se efectuará sólo en relación con el art. 153.1 CP ( RCL 1995, 

3170 y RCL 1996, 777) en cuanto dispone que «(e)l que por cualquier medio o procedimiento 

causare a otro menoscabo psíquico o una lesión no definidos como delito en este Código, o 

golpeare o maltratare de obra a otro sin causarle lesión, cuando la ofendida sea o haya sido 

esposa, o mujer que esté o haya estado ligada a él por una análoga relación de afectividad aun 

sin convivencia,... será castigado con la pena de prisión de seis meses a un año...». La duda 

que suscita el órgano promotor de la presente cuestión se centra en su posible 

inconstitucionalidad a la vista de que, en su interpretación del precepto y en comparación con 

el del art. 153.2 CP, establece un trato penal diferente en función del sexo de los sujetos activo 

y pasivo del delito que podría ser constitutivo de una discriminación por razón de sexo 

prohibida por el art. 14 CE ( RCL 1978, 2836) y que además podría comportar una vulneración 

del principio de culpabilidad. En concreto, en la lectura del precepto que hace el Auto de 

cuestionamiento respecto a sus sujetos activo y pasivo, el delito de maltrato ocasional tipificado 

en el art. 153.1 CP se castiga con la pena de prisión de seis meses a un año cuando el sujeto 

activo fuera un varón y el sujeto pasivo una mujer, mientras la misma conducta es castigada 

con la pena de prisión de tres meses a un año si el sujeto activo fuera una mujer y el sujeto 

pasivo un varón (art. 153.2 CP). La diferenciación se establecería en función del sexo y 

restringiría el marco de la pena imponible en sentido agravatorio, pues de la pena del art. 153.1 

CP queda excluido el tramo comprendido entre tres y seis meses de prisión que sí forma parte 

del marco penal del art. 153.2 CP. 

Expuesta la duda de constitucionalidad planteada por el Juzgado de lo Penal núm. 4 de Murcia 

en relación con parte del enunciado del art. 153 CP –que conduciría, en efecto, a su 

inconstitucionalidad si la interpretación asumida por dicho juzgado fuera la única posible y no 

cupieran otras interpretaciones como las manifestadas en numerosos pronunciamientos de los 

Jueces y los Tribunales ordinarios acerca del expresado tipo penal–, su análisis exige dos 

precisiones previas en torno al contenido de este precepto. Estas precisiones son relevantes en 

la medida en que afectan al área de las conductas que la Magistrada cuestionante considera 

como injustificadamente diferenciadas a efectos punitivos. La primera precisión (a) se refiere a 

que la autoría necesariamente masculina del delito es el fruto de una de las interpretaciones 

posibles de los términos del enunciado legal, y a que cabría entender que también las mujeres 

pueden ser sujetos activos del delito. La segunda precisión (b) se refiere a la inclusión en el 
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enunciado del art. 153.1 CP de otro sujeto pasivo alternativo, descrito como «persona 

especialmente vulnerable que conviva con el autor». 

a) El círculo de sujetos activos del delito se describe en el tipo por «el que» y por que la 

ofendida «sea o haya sido esposa, o mujer que esté o haya estado ligada a él por una análoga 

relación de afectividad aun sin convivencia». Aunque la Magistrada cuestionante admite al 

respecto que cabría incorporar también una autoría femenina al delito, dado que la expresión 

«el que», utilizada en el art. 153.1 CP y en numerosos artículos del Código Penal, tiene un 

significado neutro que no designa exclusivamente a personas de sexo masculino, y dado que la 

relación conyugal o de afectividad descrita en el precepto cuestionado es posible entre 

mujeres, termina sosteniendo que el sujeto activo del delito ha de ser un varón. Sustenta esta 

interpretación en la referencia expresa como sujeto pasivo del delito a «la ofendida que sea o 

haya sido esposa, o mujer que esté o haya estado ligada a él [al autor] por una análoga 

relación de afectividad» y en el propósito de la Ley que genera la norma de combatir la 

violencia que, «como manifestación de la discriminación, la situación de desigualdad y las 

relaciones de poder de los hombres sobre las mujeres, se ejerce sobre éstas por parte de 

quienes sean o hayan sido sus cónyuges o de quienes estén o hayan estado ligados a ellas por 

relaciones similares de afectividad, aun sin convivencia» (art. 1.1 Ley Orgánica 1/2004 [ RCL 

2004, 2661 y RCL 2005, 735] ). 

Como expresa el propio Auto de planteamiento y anteriormente se ha dicho, la interpretación 

de que el círculo de sujetos activos del primer inciso («el que») del art. 153.1 CP se restringe 

sólo a los varones no es la única interpretación posible del mismo, en cuanto razonable. A los 

efectos de nuestro enjuiciamiento actual nos basta sin embargo con constatar la existencia de 

otras posibilidades interpretativas y la validez inicial de la realizada por el órgano judicial, en el 

sentido, convergente con el que demanda el derecho a la legalidad penal del art. 25.1 CE, de 

que no es constitutiva de una creación judicial de la norma, atentatoria del monopolio legislativo 

en la definición de los delitos y las penas: esto es, de que no es una interpretación irrazonable 

–semántica, metodológica y axiológicamente irrazonable (por todas, STC 137/1997, de 21 de 

julio [ RTC 1997, 137] , F. 7)–, sin que más allá nos corresponda evaluarla desde parámetros 

de calidad o de oportunidad. No sobra sin embargo destacar que este entendimiento judicial de 

la norma supone, en principio, una diferenciación que afecta tanto a la sanción como a la 

protección: que lo que la Juez cuestionante plantea es tanto que se sanciona penalmente más 

a los hombres que a las mujeres por lo que entiende que son los mismos hechos, como que 

también se protege penalmente más a las mujeres que a los hombres frente a lo que considera 

que es una misma conducta. 

Esta diferenciación no sólo es más pronunciada que la que supondría una lectura del primer 

inciso del art. 153.1 CP con un sujeto activo neutro por tratarse de una doble diferenciación (de 

sujeto activo o de sanción y de sujeto pasivo o de protección), sino también porque incorpora la 

que resulta más incisiva de las dos (de sujeto activo). Es mayor la intensidad de la 

diferenciación cuando se refiere a la sanción que cuando se refiere a la protección, siquiera sea 

porque cuando la sanción constituya la privación de un derecho fundamental, y 
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significativamente del derecho a la libertad, se tratará de una diferenciación relativa al 

contenido de los derechos fundamentales, al contenido de la libertad. Procede recordar que las 

normas penales con pena privativa de libertad «suponen un desarrollo del derecho a la 

libertad... El desarrollo legislativo de un derecho proclamado en abstracto en la Constitución 

consiste, precisamente, en la determinación de su alcance y límites en relación con otros 

derechos y con su ejercicio por las demás personas, cuyo respeto, según el art. 10.1 CE, es 

uno de los fundamentos de orden político y de la paz social. Pues bien, no existe en un 

Ordenamiento jurídico un límite más severo a la libertad que la privación de la libertad en sí. El 

derecho a la libertad del art. 17.1, es el derecho de todos a no ser privados de la misma, salvo 

«en los casos y en la forma previstos en la Ley»: en una Ley que, por el hecho de fijar las 

condiciones de tal privación, es desarrollo del derecho que así se limita. En este sentido el 

Código Penal y en general las normas penales, estén en él enmarcadas formalmente o fuera 

de él en Leyes sectoriales, son garantía y desarrollo del derecho de libertad en el sentido del 

art. 81.1 CE, por cuanto fijan y precisan los supuestos en que legítimamente se puede privar a 

una persona de libertad. De ahí que deban tener carácter de Orgánicas» ( STC 140/1986, de 

11 de noviembre [ RTC 1986, 140] , F. 5). 

Nuestro punto de partida en relación con el sexo del sujeto activo ha de ser, en suma, el que 

aporta el órgano cuestionante, porque es el que presenta un mayor grado de diferenciación y 

es con ello la diferencia más incisiva con la perspectiva del principio de igualdad, dado que 

incluye la más severa relativa al sujeto activo, y porque se refiere a los dos elementos 

personales del tipo (sujeto activo y sujeto pasivo). Sólo si esta norma resultara inconstitucional 

habríamos de analizar la que deriva de la interpretación alternativa respecto del sexo del sujeto 

activo (tanto hombre como mujer), a los efectos de cumplir nuestra tarea de «explorar las 

posibilidades interpretativas del precepto cuestionado, por si hubiera alguna que permitiera 

salvar la primacía de la Constitución» ( SSTC 76/1996, de 30 de abril [ RTC 1996, 76] , F. 5; 

138/2005 [ RTC 2005, 138] , F. 5; 233/1999, de 16 de diciembre [ RTC 1999, 233] , F. 18; 

202/2003, de 17 de noviembre [ RTC 2003, 202] , F. 6; 273/2005, de 27 de octubre [ RTC 2005, 

273] , F. 8; 131/2006, de 21 de abril [ RTC 2006, 131] , F. 2; 235/2007 [ RTC 2007, 235] , F. 7). 

b) La segunda precisión en torno a los contornos típicos del enunciado cuestionado se refiere a 

su inserción en un panorama normativo complejo, en el que el inciso siguiente del art. 153.1 CP 

añade como sujeto pasivo a la «persona especialmente vulnerable que conviva con el autor». 

Con ello, queda notablemente reducida la objeción sustancial del Auto a la norma en cuestión, 

relativa a que se castigan más las agresiones del hombre a la mujer que es o fue su pareja (art. 

153.1 CP) que cualesquiera otras agresiones en el seno de tales relaciones y 

significativamente las agresiones de la mujer al hombre (art. 153.2 CP). Así, si respecto de las 

agresiones a personas especialmente vulnerables no hay restricción alguna en el sexo del 

sujeto activo, resultará que la misma pena que se asigna a las agresiones del varón hacia 

quien es o fue su pareja femenina (la pena del art. 153.1 CP) será la que merezcan las demás 

agresiones en el seno de la pareja o entre quienes lo fueron cuando el agredido o la agredida 

sea una persona especialmente vulnerable que conviva con el autor o la autora de la agresión. 
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5 

Constatada la aplicabilidad y relevancia del precepto cuestionado, delimitado éste en función 

de las mismas y determinado su contenido material respecto al precepto que sirve de 

comparación, llegado es el momento de responder a su cuestión principal: si dicho precepto es 

inconstitucional en cuanto infractor de lo dispuesto en el art. 14 CE ( RCL 1978, 2836) . 

De acuerdo con nuestra doctrina sobre el art. 14 CE, sintetizada en la STC 200/2001, de 4 de 

octubre ( RTC 2001, 200) , F. 4, y recogida posteriormente, entre otras muchas, en las SSTC 

39/2002, de 14 de febrero ( RTC 2002, 39) , F. 4; 214/2006, de 3 de julio ( RTC 2006, 214) , F. 

2; 3/2007, de 15 de enero ( RTC 2007, 3) , F. 2, y 233/2007, de 5 de noviembre ( RTC 2007, 

233) , F. 5, dicho precepto constitucional acoge dos contenidos diferenciados: el principio de 

igualdad y las prohibiciones de discriminación. Así, cabe contemplar «en su primer inciso una 

cláusula general de igualdad de todos los españoles ante la Ley, habiendo sido configurado 

este principio general de igualdad, por una conocida doctrina constitucional, como un derecho 

subjetivo de los ciudadanos a obtener un trato igual, que obliga y limita a los poderes públicos a 

respetarlo y que exige que los supuestos de hecho iguales sean tratados idénticamente en sus 

consecuencias jurídicas y que, para introducir diferencias entre ellos, tenga que existir una 

suficiente justificación de tal diferencia, que aparezca al mismo tiempo como fundada y 

razonable, de acuerdo con criterios y juicios de valor generalmente aceptados, y cuyas 

consecuencias no resulten, en todo caso, desproporcionadas» ( STC 200/2001 [ RTC 2001, 

200] , F. 4). En palabras conclusivas de la STC 222/1992, de 11 de diciembre ( RTC 1992, 222) 

, «los condicionamientos y límites que, en virtud del principio de igualdad, pesan sobre el 

legislador se cifran en una triple exigencia, pues las diferenciaciones normativas habrán de 

mostrar, en primer lugar, un fin discernible y legítimo, tendrán que articularse, además, en 

términos no inconsistentes con tal finalidad y deberán, por último, no incurrir en 

desproporciones manifiestas a la hora de atribuir a los diferentes grupos y categorías derechos, 

obligaciones o cualesquiera otras situaciones jurídicas subjetivas» (F. 6; también SSTC 

155/1998, de 13 de julio [ RTC 1998, 155] , F. 3; 180/2001, de 17 de septiembre [ RTC 2001, 

180] , F. 3). 

La virtualidad del art. 14 CE no se agota, sin embargo, en la cláusula general de igualdad con 

la que se inicia su contenido, sino que a continuación el precepto constitucional se refiere a la 

prohibición de una serie de motivos o razones concretos de discriminación. «Esta referencia 

expresa a tales motivos o razones de discriminación no implica el establecimiento de una lista 

cerrada de supuestos de discriminación ( STC 75/1983, de 3 de agosto [ RTC 1983, 75] , F. 6), 

pero sí representa una explícita interdicción de determinadas diferencias históricamente muy 

arraigadas y que han situado, tanto por la acción de los poderes públicos como por la práctica 

social, a sectores de la población en posiciones, no sólo desventajosas, sino contrarias a la 

dignidad de la persona que reconoce el art. 10.1 CE ( SSTC 128/1987, de 16 de julio [ RTC 

1987, 128] , F. 5; 166/1988, de 26 de septiembre [ RTC 1988, 166] , F. 2; 145/1991, de 1 de 

julio [ RTC 1991, 145] , F. 2). En este sentido el Tribunal Constitucional, bien con carácter 

general en relación con el listado de los motivos o razones de discriminación expresamente 
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prohibidos por el art. 14 CE, bien en relación con alguno de ellos en particular, ha venido 

declarando la ilegitimidad constitucional de los tratamientos diferenciados respecto de los que 

operan como factores determinantes o no aparecen fundados más que en los concretos 

motivos o razones de discriminación que dicho precepto prohíbe» ( STC 200/2001 [ RTC 2001, 

200] , F. 4). No obstante, como destaca la Sentencia citada, «este Tribunal ha admitido también 

que los motivos de discriminación que dicho precepto constitucional prohíbe puedan ser 

utilizados excepcionalmente como criterio de diferenciación jurídica (en relación con el sexo, 

entre otras, SSTC 103/1983, de 22 de noviembre [ RTC 1983, 103] , F. 6; 128/1987, de 26 de 

julio [ RTC 1987, 128] , F. 7; 229/1992, de 14 de diciembre [ RTC 1992, 229] , F. 2; 126/1997, 

de 3 de julio [ RTC 1997, 126] , F. 8...), si bien en tales supuestos el canon de control, al 

enjuiciar la legitimidad de la diferencia y las exigencias de proporcionalidad resulta mucho más 

estricto, así como más rigurosa la carga de acreditar el carácter justificado de la diferenciación» 

(F. 4). 

6 

Nuestro análisis relativo a la adecuación constitucional del art. 153.1 CP ( RCL 1995, 3170 y 

RCL 1996, 777) desde la perspectiva del art. 14 CE ( RCL 1978, 2836) ha de comenzar 

recordando que la duda se refiere a la selección legislativa de una determinada conducta para 

su consideración como delictiva con una determinada pena, y que esta labor constituye una 

competencia exclusiva del legislador para la que «goza, dentro de los límites establecidos en la 

Constitución, de un amplio margen de libertad que deriva de su posición constitucional y, en 

última instancia, de su específica legitimidad democrática» ( SSTC 55/1996, de 28 de marzo [ 

RTC 1996, 55] , F. 6; 161/1997, de 2 de octubre [ RTC 1997, 161] , F. 9; AATC 233/2004, de 7 

de junio [ RTC 2004, 233 AUTO] , F. 3; 332/2005, de 13 de septiembre [ RTC 2005, 332 AUTO] 

F. 4). Es al legislador al que compete «la configuración de los bienes penalmente protegidos, 

los comportamientos penalmente reprensibles, el tipo y la cuantía de las sanciones penales, y 

la proporción entre las conductas que pretende evitar y las penas con las que intenta 

conseguirlo» ( SSTC 55/1996 [ RTC 1996, 55] , F. 6; 161/1997 [ RTC 1997, 161] , F. 9; 

136/1999, de 20 de julio [ RTC 1999, 136] , F. 23). 

El hecho de que el diseño en exclusiva de la política criminal corresponda al legislador ( STC 

129/1996, de 9 de julio [ RTC 1996, 129] , F. 4) y que la determinación de las conductas que 

han de penarse y la diferenciación entre ellas a los efectos de asignarles la pena adecuada 

para su prevención sea «el fruto de un complejo juicio de oportunidad que no supone una mera 

ejecución o aplicación de la Constitución», demarca «los límites que en esta materia tiene la 

jurisdicción de este Tribunal... Lejos... de proceder a la evaluación de su conveniencia, de sus 

efectos, de su calidad o perfectibilidad, o de su relación con otras alternativas posibles, hemos 

de reparar únicamente, cuando así se nos demande, en su encuadramiento constitucional. De 

ahí que una hipotética solución desestimatoria ante una norma penal cuestionada no afirme 

nada más ni nada menos que su sujeción a la Constitución, sin implicar, por lo tanto, en 

absoluto, ningún otro tipo de valoración positiva en torno a la misma» ( STC 161/1997 [ RTC 

1997, 161] , F. 9). Así, nuestro análisis actual del art. 153.1 CP no puede serlo de su eficacia o 
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de su bondad, ni alcanza a calibrar el grado de desvalor de su comportamiento típico o el de 

severidad de su sanción. Sólo nos compete enjuiciar si se han respetado los límites externos 

que el principio de igualdad impone desde la Constitución a la intervención legislativa. 

7 

A la luz de la doctrina antes reseñada en torno al doble contenido del art. 14 CE ( RCL 1978, 

2836) (principio general de igualdad y prohibición de discriminación) debemos precisar que el 

Auto de planteamiento invoca la jurisprudencia relativa a la igualdad como cláusula general 

contenida en el primer inciso del mismo. Como luego habrá ocasión de explicitar, es ésta la 

perspectiva adecuada de análisis del precepto, pues a la vista del tipo de conductas 

incriminadas en el art. 153.1 CP ( RCL 1995, 3170 y RCL 1996, 777) y de las razones de su 

tipificación por el legislador, sustentadas en su mayor desvalor en comparación con las 

conductas descritas en el art. 153.2 CP, no constituye el del sexo de los sujetos activo y pasivo 

un factor exclusivo o determinante de los tratamientos diferenciados, requisito, como se ha 

visto, de la interdicción de discriminación del art. 14 CE. La diferenciación normativa la sustenta 

el legislador en su voluntad de sancionar más unas agresiones que entiende que son más 

graves y más reprochables socialmente a partir del contexto relacional en el que se producen y 

a partir también de que tales conductas no son otra cosa, como a continuación se razonará, 

que el trasunto de una desigualdad en el ámbito de las relaciones de pareja de gravísimas 

consecuencias para quien de un modo constitucionalmente intolerable ostenta una posición 

subordinada. 

El principio general de igualdad del art. 14 CE exige, según la doctrina jurisprudencial citada, 

que el tratamiento diferenciado de supuestos de hecho iguales tenga una justificación objetiva y 

razonable y no depare unas consecuencias desproporcionadas en las situaciones 

diferenciadas en atención a la finalidad perseguida por tal diferenciación. Descartada en este 

caso la falta de objetividad de la norma, pues indudable resulta su carácter general y abstracto, 

proceden ahora los análisis de razonabilidad de la diferenciación y de falta de desproporción de 

sus consecuencias (F. 10), distinguiendo lógicamente en el primero entre la legitimidad del fin 

de la norma (F. 8) y la adecuación a dicho fin de la diferenciación denunciada (F. 9), tal como 

se apuntaba anteriormente con cita de la STC 222/1992, de 11 de diciembre ( RTC 1992, 222) . 

8 

La Ley Orgánica de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género ( RCL 2004, 

2661 y RCL 2005, 735) tiene como finalidad principal prevenir las agresiones que en el ámbito 

de la pareja se producen como manifestación del dominio del hombre sobre la mujer en tal 

contexto; su pretensión así es la de proteger a la mujer en un ámbito en el que el legislador 

aprecia que sus bienes básicos (vida, integridad física y salud) y su libertad y dignidad mismas 

están insuficientemente protegidos. Su objetivo es también combatir el origen de un 

abominable tipo de violencia que se genera en un contexto de desigualdad y de hacerlo con 

distintas clases de medidas, entre ellas las penales. 

La Exposición de Motivos y el artículo que sirve de pórtico a la Ley son claros al respecto. La 

Ley «tiene por objeto actuar contra la violencia que, como manifestación de la discriminación, la 

javascript:%20linkToDocument('RCL//1978//2836',%20'/wles/app/nwles/document/link?baseNM=RTC//2008//59&baseUnit=F.7&targetNM=RCL//1978//2836&targetUnit=.&baseGUID=If2cb0c9038f111dda6de010000000000&tid=jurisprudencia&version=&baseCT=juris&docguid=If2cb0c9038f111dda6de010000000000');
javascript:%20linkToDocument('RCL//1978//2836',%20'/wles/app/nwles/document/link?baseNM=RTC//2008//59&baseUnit=F.7&targetNM=RCL//1978//2836&targetUnit=.&baseGUID=If2cb0c9038f111dda6de010000000000&tid=jurisprudencia&version=&baseCT=juris&docguid=If2cb0c9038f111dda6de010000000000');
javascript:%20linkToDocument('RCL//1995//3170',%20'/wles/app/nwles/document/link?baseNM=RTC//2008//59&baseUnit=F.7&targetNM=RCL//1995//3170&targetUnit=.&baseGUID=If2cb0c9038f111dda6de010000000000&tid=jurisprudencia&version=&baseCT=juris&docguid=If2cb0c9038f111dda6de010000000000');
javascript:%20linkToDocument('RTC//1992//222',%20'/wles/app/nwles/document/link?baseNM=RTC//2008//59&baseUnit=F.7&targetNM=RTC//1992//222&targetUnit=.&baseGUID=If2cb0c9038f111dda6de010000000000&tid=jurisprudencia&version=&baseCT=juris&docguid=If2cb0c9038f111dda6de010000000000');
javascript:%20linkToDocument('RCL//2004//2661',%20'/wles/app/nwles/document/link?baseNM=RTC//2008//59&baseUnit=F.8&targetNM=RCL//2004//2661&targetUnit=.&baseGUID=If2cb0c9038f111dda6de010000000000&tid=jurisprudencia&version=&baseCT=juris&docguid=If2cb0c9038f111dda6de010000000000');
javascript:%20linkToDocument('RCL//2004//2661',%20'/wles/app/nwles/document/link?baseNM=RTC//2008//59&baseUnit=F.8&targetNM=RCL//2004//2661&targetUnit=.&baseGUID=If2cb0c9038f111dda6de010000000000&tid=jurisprudencia&version=&baseCT=juris&docguid=If2cb0c9038f111dda6de010000000000');


Tesis doctoral: La constitucionalidad del derecho nobiliario. 

Por Manuel Santiago Thomás De Carranza y Franco. 

926 
 

situación de desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre las mujeres, se ejerce 

sobre éstas por parte de quienes sean o hayan sido sus cónyuges o de quienes estén o hayan 

estado ligados a ellas por relaciones similares de afectividad, aun sin convivencia» (art. 1.1 LO 

1/2004). Este objeto se justifica, por una parte, en la «especial incidencia» que tienen, «en la 

realidad española... las agresiones sobre las mujeres» y en la peculiar gravedad de la violencia 

de género, «símbolo más brutal de la desigualdad existente en nuestra sociedad», dirigida 

«sobre las mujeres por el hecho mismo de serlo, por ser consideradas, por sus agresores, 

carentes de los derechos mínimos de libertad, respeto y capacidad de decisión», y que tiene 

uno de sus ámbitos básicos en las relaciones de pareja (Exposición de Motivos I). Por otra 

parte, en cuanto que este tipo de violencia «constituye uno de los ataques más flagrantes a 

derechos fundamentales como la libertad, la igualdad, la vida, la seguridad y la no 

discriminación proclamados en nuestra Constitución», los poderes públicos «no pueden ser 

ajenos» a ella (Exposición de Motivos II). 

Tanto en lo que se refiere a la protección de la vida, la integridad física, la salud, la libertad y la 

seguridad de las mujeres, que el legislador entiende como insuficientemente protegidos en el 

ámbito de las relaciones de pareja, como en lo relativo a la lucha contra la desigualdad de la 

mujer en dicho ámbito, que es una lacra que se imbrica con dicha lesividad, es palmaria la 

legitimidad constitucional de la finalidad de la Ley, y en concreto del precepto penal ahora 

cuestionado, y la suficiencia al respecto de las razones aportadas por el legislador, que no 

merecen mayor insistencia. La igualdad sustancial es «elemento definidor de la noción de 

ciudadanía» ( STC 12/2008 de enero [ RTC 2008, 12] , F. 5) y contra ella atenta de modo 

intolerable cierta forma de violencia del varón hacia la mujer que es o fue su pareja: no hay 

forma más grave de minusvaloración que la que se manifiesta con el uso de la violencia con la 

finalidad de coartar al otro su más esencial autonomía en su ámbito más personal y de negar 

su igual e inalienable dignidad. 

9 

La razonabilidad de la diferenciación normativa cuestionada –la que se produce entre los arts. 

153.1 y 153.2 CP ( RCL 1995, 3170 y RCL 1996, 777) – no sólo requiere justificar la legitimidad 

de su finalidad, sino también su adecuación a la misma. No sólo hace falta que la norma 

persiga una mayor protección de la mujer en un determinado ámbito relacional por el mayor 

desvalor y la mayor gravedad de los actos de agresión que, considerados en el primero de los 

preceptos citados, la puedan menospreciar en su dignidad, sino que es igualmente necesario 

que la citada norma penal se revele como funcional a tal fin frente a una alternativa no 

diferenciadora. Será necesario que resulte adecuada una diferenciación típica que incluya, 

entre otros factores, una distinta delimitación de los sujetos activos y pasivos del tipo: que sea 

adecuado a la legítima finalidad perseguida que el tipo de pena más grave restrinja el círculo 

de sujetos activos –en la interpretación de la Magistrada cuestionante, que, como ya se ha 

advertido, no es la única posible– y el círculo de sujetos pasivos. 

a) La justificación de la segunda de estas diferenciaciones (de sujeto pasivo o de protección) 

está vinculada a la de la primera (de sujeto activo o de sanción), pues, como a continuación se 
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expondrá, el mayor desvalor de la conducta en el que se sustenta esta diferenciación parte, 

entre otros factores, no sólo de quién sea el sujeto activo, sino también de quién sea la víctima. 

Debe señalarse, no obstante, que esta última selección típica encuentra ya una primera razón 

justificativa en la mayor necesidad objetiva de protección de determinados bienes de las 

mujeres en relación con determinadas conductas delictivas. Tal necesidad la muestran las 

altísimas cifras en torno a la frecuencia de una grave criminalidad que tiene por víctima a la 

mujer y por agente a la persona que es o fue su pareja. Esta frecuencia constituye un primer 

aval de razonabilidad de la estrategia penal del legislador de tratar de compensar esta lesividad 

con la mayor prevención que pueda procurar una elevación de la pena. 

La cuestión se torna más compleja en relación con la diferenciación relativa al sujeto activo, 

pues cabría pensar a priori que la restricción del círculo de sujetos activos en la protección de 

un bien, no sólo no resulta funcional para tal protección, sino que se revela incluso como 

contraproducente. Así, si la pretensión fuera sin más la de combatir el hecho de que la 

integridad física y psíquica de las mujeres resulte menoscabada en mucha mayor medida que 

la de los varones por agresiones penalmente tipificadas, o, de un modo más restringido, que lo 

fuera sólo en el ámbito de las relaciones de pareja, la reducción de los autores a los varones 

podría entenderse como no funcional para la finalidad de protección del bien jurídico señalado, 

pues mayor eficiencia cabría esperar de una norma que al expresar la autoría en términos 

neutros englobara y ampliara la autoría referida sólo a aquellos sujetos. Expresado en otros 

términos: si de lo que se trata es de proteger un determinado bien, podría considerarse que 

ninguna funcionalidad tiene restringir los ataques al mismo restringiendo los sujetos típicos. 

Con independencia ahora de que la configuración de un sujeto activo común no deja de 

arrostrar el riesgo de una innecesaria expansión de la intervención punitiva – pues cabe pensar 

que la prevención de las conductas de los sujetos añadidos no necesitaba de una pena mayor 

–, con una especificación de los sujetos activos y pasivos como la del inciso cuestionado del 

art. 153.1 CP no se producirá la disfuncionalidad apuntada si cabe apreciar que estas 

agresiones tienen un mayor desvalor y que por ello ese mayor desvalor necesita ser 

contrarrestado con una mayor pena. Esto último, como se ha mencionado ya, es lo que 

subyace en la decisión normativa cuestionada en apreciación del legislador que no podemos 

calificar de irrazonable: que las agresiones del varón hacia la mujer que es o que fue su pareja 

afectiva tienen una gravedad mayor que cualesquiera otras en el mismo ámbito relacional 

porque corresponden a un arraigado tipo de violencia que es «manifestación de la 

discriminación, la situación de desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre las 

mujeres». En la opción legislativa ahora cuestionada, esta inserción de la conducta agresiva le 

dota de una violencia peculiar y es, correlativamente, peculiarmente lesiva para la víctima. Y 

esta gravedad mayor exige una mayor sanción que redunde en una mayor protección de las 

potenciales víctimas. El legislador toma así en cuenta una innegable realidad para criminalizar 

un tipo de violencia que se ejerce por los hombres sobre las mujeres en el ámbito de las 

relaciones de pareja y que, con los criterios axiológicos actuales, resulta intolerable. 
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No resulta reprochable el entendimiento legislativo referente a que una agresión supone un 

daño mayor en la víctima cuando el agresor actúa conforme a una pauta –cultural la 

desigualdad en el ámbito de la pareja– generadora de gravísimos daños a sus víctimas y dota 

así consciente y objetivamente a su comportamiento de un efecto añadido a los propios del uso 

de la violencia en otro contexto. Por ello, cabe considerar que esta inserción supone una mayor 

lesividad para la víctima: de un lado, para su seguridad, con la disminución de las expectativas 

futuras de indemnidad, con el temor a ser de nuevo agredida; de otro, para su libertad, para la 

libre conformación de su voluntad, porque la consolidación de la discriminación agresiva del 

varón hacia la mujer en el ámbito de la pareja añade un efecto intimidatorio a la conducta, que 

restringe las posibilidades de actuación libre de la víctima; y además para su dignidad, en 

cuanto negadora de su igual condición de persona y en tanto que hace más perceptible ante la 

sociedad un menosprecio que la identifica con un grupo menospreciado. No resulta irrazonable 

entender, en suma, que en la agresión del varón hacia la mujer que es o fue su pareja se ve 

peculiarmente dañada la libertad de ésta; se ve intensificado su sometimiento a la voluntad del 

agresor y se ve peculiarmente dañada su dignidad, en cuanto persona agredida al amparo de 

una arraigada estructura desigualitaria que la considera como inferior, como ser con menores 

competencias, capacidades y derechos a los que cualquier persona merece. 

b) Esta razonabilidad legislativa en la apreciación de este desvalor añadido no quiebra, como 

alega el Auto de cuestionamiento, porque tal desvalor no haya sido considerado en otros 

delitos más graves –maltrato habitual, delitos contra la libertad sexual, lesiones graves u 

homicidio–. De un lado, porque la comparación no desmiente la razonabilidad en sí de aquel 

juicio axiológico; de otro, porque tampoco objeta el precepto cuestionado desde la perspectiva 

del principio genérico de igualdad, al tratarse de delitos de un significativo mayor desvalor y de 

una pena significativamente mayor. Lo que la argumentación más bien sugiere es o un déficit 

de protección en los preceptos comparados –lo que supone una especie de desproporción 

inversa sin, en principio, relevancia constitucional– o una desigualdad por indiferenciación en 

dichos preceptos merecedora de similar juicio de irrelevancia. 

Lo mismo sucede respecto a la objeción de que la agravación se haya restringido a las 

relaciones conyugales o análogas –sin inclusión, por ejemplo, de las paternofiliales–. Y más 

allá de que las relaciones comparadas –meramente sugeridas en el Auto de cuestionamiento– 

son relaciones carentes de la peculiaridades culturales, afectivas y vitales de las conyugales o 

análogas, debe subrayarse que cuando las mismas son entre convivientes cabe su 

encuadramiento en el art. 153.1 CP si se considera que se trata de agresiones a personas 

especialmente vulnerables. 

c) Como el término «género» que titula la Ley y que se utiliza en su articulado pretende 

comunicar, no se trata una discriminación por razón de sexo. No es el sexo en sí de los sujetos 

activo y pasivo lo que el legislador toma en consideración con efectos agravatorios, sino –una 

vez más importa resaltarlo– el carácter especialmente lesivo de ciertos hechos a partir del 

ámbito relacional en el que se producen y del significado objetivo que adquieren como 

manifestación de una grave y arraigada desigualdad. La sanción no se impone por razón del 
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sexo del sujeto activo ni de la víctima ni por razones vinculadas a su propia biología. Se trata 

de la sanción mayor de hechos más graves, que el legislador considera razonablemente que lo 

son por constituir una manifestación específicamente lesiva de violencia y de desigualdad. 

10 

La legitimación constitucional de la norma desde la perspectiva del principio general del 

igualdad (art. 14 CE [ RCL 1978, 2836] ) requiere, además de la razonabilidad de la 

diferenciación, afirmada en los dos fundamentos anteriores, que la misma no conduzca a 

consecuencias desproporcionadas que deparen que dicha razonable diferencia resulte 

inaceptable desde la perspectiva constitucional. Este análisis de ausencia de desproporción 

habrá de tomar en cuenta así tanto la razón de la diferencia como la cuantificación de la 

misma: habrá de constatar la diferencia de trato que resulta de la norma cuestionada y 

relacionarla con la finalidad que persigue. El baremo de esta relación de proporcionalidad ha de 

ser de «contenido mínimo», en atención de nuevo a la exclusiva potestad legislativa en la 

definición de los delitos y en la asignación de penas, y en convergencia con el baremo propio 

de la proporcionalidad de las penas ( STC 161/1997, de 2 de octubre [ RTC 1997, 161] , F. 12). 

Sólo concurrirá una desproporción constitucionalmente reprochable ex principio de igualdad 

entre las consecuencias de los supuestos diferenciados cuando quepa apreciar entre ellos un 

«desequilibrio patente y excesivo o irrazonable... a partir de las pautas axiológicas 

constitucionalmente indiscutibles y de su concreción en la propia actividad legislativa» ( SSTC 

55/1996, de 28 de marzo [ RTC 1996, 55] , F. 9; 161/1997 [ RTC 1997, 161] , F. 12; 136/1999, 

de 20 de julio [ RTC 1999, 136] , F. 23). 

Tampoco con la perspectiva de esta tercera exigencia de la igualdad merece reproche 

constitucional la norma cuestionada. Es significativamente limitada la diferenciación a la que 

procede la norma frente a la trascendencia de la finalidad de protección que pretende 

desplegarse con el tipo penal de pena más grave (art. 153.1 CP [ RCL 1995, 3170 y RCL 1996, 

777] ) y frente a la constatación de que ello se hace a través de un instrumento preventivo 

idóneo, cual es la pena privativa de libertad. Tal protección es protección de la libertad y de la 

integridad física, psíquica y moral de las mujeres respecto a un tipo de agresiones, de las de 

sus parejas o ex parejas masculinas, que tradicionalmente han sido a la vez causa y 

consecuencia de su posición de subordinación. 

Desde el punto de vista de los supuestos diferenciados debe recordarse que el precepto más 

grave sólo selecciona las agresiones hacia quien es o ha sido pareja del agresor cuando el 

mismo es un varón y la agredida una mujer (art. 153.1 CP), en la interpretación del Auto de 

cuestionamiento, y que equipara a las mismas las agresiones a personas especialmente 

vulnerables que convivan con el autor. Como ya se ha apuntado, podrán quedar reducidos 

estos casos de diferenciación si se entiende que, respecto a estos últimos sujetos pasivos, el 

sujeto activo puede ser tanto un varón como una mujer, pues en tal caso el art. 153.1 CP podrá 

abarcar también otros casos de agresiones en el seno de la pareja o entre quienes lo fueron: 

las agresiones a persona especialmente vulnerable que conviva con el agresor o la agresora. 
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Desde el punto de vista punitivo la diferencia entre el art. 153.1 CP y el 153.2 CP se reduce a la 

de tres meses de privación de libertad en el límite inferior de la pena (un marco penal de seis 

meses a un año frente al de tres meses a un año), debiendo subrayarse, con la Fiscalía, en 

primer lugar, que esta pena diferenciada en su límite mínimo es alternativa a la pena de 

trabajos en beneficio de la comunidad, igual en ambos tipos, y, en segundo lugar, que el art. 

153.4 CP incorpora como opción de adaptación judicial de la pena a las peculiaridades del 

caso el que la pena del art. 153.1 CP pueda rebajarse en un grado «en atención a las 

circunstancias personales del autor y las concurrentes en la realización del hecho», si bien es 

cierto que esta misma previsión es aplicable también al art. 153.2 CP, lo que permite en este 

caso imponer una pena inferior a la mínima alcanzable a partir del art. 153.1 CP. 

De la variedad de recursos que pone el legislador en manos del juez penal merece la pena 

destacar, en suma, que, cuando la agresión entre cónyuges, ex cónyuges o relaciones 

análogas sea entre sujetos convivientes distintos a los del primer inciso del art. 153.1 CP –

sujeto activo varón y sujeto pasivo mujer– y la víctima sea una persona especialmente 

vulnerable, dicha agresión será penada del mismo modo que la agresión del varón hacia quien 

es o fue su pareja femenina, que por las razones expuestas cabe entender como de mayor 

desvalor. Asimismo, el legislador permite calibrar «las circunstancias personales del autor y las 

concurrentes en la realización del hecho» con la imposición de la pena inferior en grado (art. 

153.4 CP), que, si es privativa de libertad, coincide con la propia del art. 153.2 CP. 

11 

En el marco de la argumentación del cuestionamiento de la norma ex art. 14 CE ( RCL 1978, 

2836) , se encuentran dos alegaciones que se expresan como de contrariedad de la misma al 

principio de culpabilidad penal. La primera se sustenta en la existencia de una presunción 

legislativa de que en las agresiones del hombre hacia quien es o ha sido su mujer o su pareja 

femenina afectiva concurre una intención discriminatoria, o un abuso de superioridad, o una 

situación de vulnerabilidad de la víctima. La segunda objeción relativa al principio de 

culpabilidad, de índole bien diferente, se pregunta si no se está atribuyendo al varón «una 

responsabilidad colectiva, como representante o heredero del grupo opresor». 

a) No puede acogerse la primera de las objeciones. El legislador no presume un mayor 

desvalor en la conducta descrita de los varones –los potenciales sujetos activos del delito en la 

interpretación del Auto de cuestionamiento– a través de la presunción de algún rasgo que 

aumente la antijuridicidad de la conducta o la culpabilidad de su agente. Lo que hace el 

legislador, y lo justifica razonablemente, es apreciar el mayor desvalor y mayor gravedad 

propios de las conductas descritas en relación con la que tipifica el apartado siguiente. No se 

trata de una presunción normativa de lesividad, sino de la constatación razonable de tal 

lesividad a partir de las características de la conducta descrita y, entre ellas, la de su 

significado objetivo como reproducción de un arraigado modelo agresivo de conducta contra la 

mujer por parte del varón en el ámbito de la pareja. 

Tampoco se trata de que una especial vulnerabilidad, entendida como una particular 

susceptibilidad de ser agredido o de padecer un daño, se presuma en las mujeres o de que se 
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atribuya a las mismas por el hecho de serlo, en consideración que podría ser contraria a la idea 

de dignidad igual de la personas (art. 10.1 CE), como apunta el Auto de planteamiento. Se trata 

de que, como ya se ha dicho antes y de un modo no reprochable constitucionalmente, el 

legislador aprecia una gravedad o un reproche peculiar en ciertas agresiones concretas que se 

producen en el seno de la pareja o entre quienes lo fueron, al entender el legislador, como 

fundamento de su intervención penal, que las mismas se insertan en ciertos parámetros de 

desigualdad tan arraigados como generadores de graves consecuencias, con lo que que 

aumenta la inseguridad, la intimidación y el menosprecio que sufre la víctima. 

b) Tampoco puede estimarse la segunda objeción. Cierto es que «la Constitución española 

consagra sin duda el principio de culpabilidad como principio estructural básico del Derecho 

penal» [ STC 150/1991, de 4 de julio ( RTC 1991, 150) , F. 4 a); también SSTC 44/1987, de 9 

de abril ( RTC 1987, 44) , F. 2; 150/1989, de 25 de septiembre ( RTC 1989, 150) , F. 3; 

246/1991, de 19 de diciembre ( RTC 1991, 246) , F. 2] como derivación de la dignidad de la 

persona [STC 150/1991, F. 4 b)], y que ello comporta que la responsabilidad penal es personal, 

por los hechos y subjetiva: que sólo cabe imponer una pena al autor del delito por la comisión 

del mismo en el uso de su autonomía personal. La pena sólo puede «imponerse al sujeto 

responsable del ilícito penal» [ STC 92/1997, de 8 de mayo ( RTC 1997, 92) , F. 3; también, 

STC 146/1994, de 12 de mayo ( RTC 1994, 146) , F. 4 b)]; «no sería constitucionalmente 

legítimo un derecho penal "de autor" que determinara las penas en atención a la personalidad 

del reo y no según la culpabilidad de éste en la comisión de los hechos» [ STC 150/1991 ( RTC 

1991, 150) , F. 4 a)]; y no cabe «la imposición de sanciones por el mero resultado y sin atender 

a la conducta diligente» del sujeto sancionado, a si concurría «dolo, culpa o negligencia grave y 

culpa o negligencia leve o simple negligencia» [ SSTC 76/1990, de 26 de abril ( RTC 1990, 76) 

, F. 4 a); 164/2005, de 20 de junio ( RTC 2005, 164) , F. 6], al «elemento subjetivo de la culpa» 

( STC 246/1991, de 19 de diciembre [ RTC 1991, 246] , F. 2). 

Que en los casos cuestionados que tipifica el art. 153.1 CP ( RCL 1995, 3170 y RCL 1996, 777) 

el legislador haya apreciado razonablemente un desvalor añadido, porque el autor inserta su 

conducta en una pauta cultural generadora de gravísimos daños a sus víctimas y porque dota 

así a su acción de una violencia mucho mayor que la que su acto objetivamente expresa, no 

comporta que se esté sancionando al sujeto activo de la conducta por las agresiones 

cometidas por otros cónyuges varones, sino por el especial desvalor de su propia y personal 

conducta: por la consciente inserción de aquélla en una concreta estructura social a la que, 

además, él mismo, y sólo él, coadyuva con su violenta acción. 

12 

Aun considerando que el sujeto activo del inciso cuestionado del art. 153.1 CP ( RCL 1995, 

3170 y RCL 1996, 777) ha de ser un varón, la diferenciación normativa que impugna el Auto de 

cuestionamiento por comparación con el art. 153.2 CP queda reducida con la adición en aquel 

artículo de la «persona especialmente vulnerable que conviva con el autor» como posible 

sujeto pasivo del delito. La diferencia remanente no infringe el art. 14 CE ( RCL 1978, 2836) , 

como ha quedado explicado con anterioridad, porque se trata de una diferenciación razonable, 
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fruto de la amplia libertad de opción de que goza el legislador penal, que, por la limitación y 

flexibilidad de sus previsiones punitivas, no conduce a consecuencias desproporcionadas. Se 

trata de una diferenciación razonable porque persigue incrementar la protección de la 

integridad física, psíquica y moral de las mujeres en un ámbito, el de la pareja, en el que están 

insuficientemente protegidos, y porque persigue esta legítima finalidad de un modo adecuado a 

partir de la, a su vez, razonable constatación de una mayor gravedad de las conductas 

diferenciadas, que toma en cuenta su significado social objetivo y su lesividad peculiar para la 

seguridad, la libertad y la dignidad de las mujeres. Como esta gravedad no se presume, como 

la punición se produce precisamente por la consciente realización del más grave 

comportamiento tipificado, no podemos apreciar vulneración alguna del principio constitucional 

de culpabilidad. 

Por estas razones debemos desestimar la cuestión de inconstitucionalidad planteada. 

FALLO 

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE 

CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN ESPAÑOLA, 

Ha decidido 

Desestimar la presente cuestión de inconstitucionalidad. 

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado». 

Dada en Madrid, a catorce de mayo de 2008.–María Emilia Casas Baamonde.–Guillermo 

Jiménez Sánchez.–Vicente Conde Martín de Hijas.–Javier Delgado Barrio, doña Elisa Pérez 

Vera.–Roberto García-Calvo y Montiel.–Eugeni Gay Montalvo.–Jorge Rodríguez-Zapata 

Pérez.–Ramón Rodríguez Arribas.–Pascual Sala Sánchez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo 

Pérez Tremps.–Firmado y rubricado.-Roberto García-Calvo y Montiel no pudo firma por 

fallecimiento. 

VOTO PARTICULAR 

Que formula el Magistrado don Vicente Conde Martín de Hijas respecto de la Sentencia de 

fecha 14 de mayo de 2008, por la que se desestima la Cuestión de inconstitucionalidad núm. 

5939-2005 formulada por la Magistrada-Juez del Juzgado de lo Penal núm. 4 de Murcia 

respecto del art. 153.1º del Código Penal (RCL 1995, 3170 y RCL 1996, 777) en su redacción 

introducida por la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre (RCL 2004, 2661 y RCL 2005, 

735), de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género 

Con el respeto que siempre me merecen mis compañeros aun cuando discrepe de sus 

criterios, hago uso de la facultad establecida en el artículo 90.2 de la LOTC ( RCL 1979, 2383) , 

para dar publicidad mediante mi voto particular a mi apartamiento de la decisión del Tribunal 

contenida en la Sentencia referida, con base en los argumentos que paso a exponer. 

1. Comparto plenamente la sensibilidad de que hace gala la Sentencia respecto del pavoroso 

fenómeno social de la violencia producida en el ámbito de las relaciones de pareja, de la que 

no puede negarse que en una abrumadora mayoría son las víctimas más frecuentes las 

mujeres, y no así los hombres. 
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Comparto, igualmente, la apreciación de que el legislador en su política criminal puede, e 

incluso debe, reaccionar mediante la represión de tan odiosa violencia elaborando al respecto 

los tipos penales con los que sancionar a las personas que incurran en tan censurable 

conducta. 

Pero, afirmados esos datos de coincidencia, la cuestión consiste en determinar si la concreta 

medida legislativa adoptada para tan plausible fin se ha ajustado a la exigencias 

constitucionales del moderno Derecho Penal, expuestas con convincente rigor en el Auto de 

planteamiento de la Cuestión de inconstitucionalidad por la Magistrada proponente de las 

mismas, cuya tesis al respecto comparto plenamente en la medida en que me separo, con la 

misma intensidad, de la respuesta que damos en nuestra Sentencia. 

Conviene hacer una observación de partida y es la de la insignificancia de la modificación en 

que consiste el actual art. 153.1º del CP ( RCL 1995, 3170 y RCL 1996, 777) , que no supone 

propiamente, como insensiblemente induce a pensar la argumentación de la Sentencia, la 

creación de un tipo penal nuevo, referente a conductas de los varones unidos con una mujer en 

relación sentimental de pareja o ex pareja, diferente del que con anterioridad a la reforma 

incriminaba esa misma conducta, que tiene hoy su correlato en el art. 153.2º CP. 

El verdadero cambio significativo en la represión de las conductas que nos ocupan se había 

producido (por cierto sin unánime aceptación en la doctrina penalista, factor de referencia en la 

comunidad jurídica no desdeñable cuando se manejan conceptos de razonabilidad en la 

aplicación del art. 14 CE [ RCL 1978, 2836] , según nuestra propia doctrina) con la modificación 

del art. 153 CP por la Ley Orgánica 11/2003, de 29 de septiembre ( RCL 2003, 2332) , que 

convirtió lo que antes era una simple falta en delito. Tal modificación, por cierto, fue objeto de 

las Cuestiones de Inconstitucionalidad núms. 458/2004 y 4570/2004, que fueron inadmitidas 

por los AATC 233/2004, de 7 de junio ( RTC 2004, 233 AUTO) y 332/2005, de 13 de 

septiembre ( RTC 2005, 332 AUTO) , que admitieron la constitucionalidad de la agravación 

producida por el legislador. Debe destacarse en todo caso que en aquella modificación, como 

en el actual art. 153.2º, no se hacía distinción por razón de sexo; es decir, no se utilizaba el 

criterio de diferenciación, que es, más que la agravación en sí, insignificante, el que introduce 

el tipo cuestionado y la razón de su cuestionamiento. 

Con dicho tipo, (y con el del art. 153.2º CP si no fuera por la selección de víctimas en éste), al 

ser coincidentes el máximo de la pena a imponer (un año) y la pena alternativa, la mayor 

gravedad de la conducta del varón, cuando se den razones para ello, podría tener la respuesta 

de la imposición de la pena en el máximo coincidente, no modificado, lo que ya de por sí es 

exponente de la no necesidad de la modificación. 

La diferencia se produce así, no en el máximo de la pena, sino en el mínimo, tres meses en el 

caso del art. 153.2º CP, y seis meses en el del art. 153.1º CP. La intervención agravatoria del 

legislador, asentada sobre la base, (la verdaderamente significativa) de la diferenciación por 

razón de sexo, se ha producido, pues, exclusivamente para la elevación del mínimo de tres a 

seis meses. 
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2. A mi juicio, la interpretación del tipo penal cuestionado no puede ser otra que la que propone 

la Magistrada cuestionante; y ello sentado, no me resulta aceptable que la Sentencia, tras 

reconocer, aunque en términos condicionales (F. 4º, párrafo segundo), que esa interpretación 

«conduciría, en efecto a su inconstitucionalidad si... fuera la única posible», se escude en 

«otras interpretaciones como las manifestadas en numerosos pronunciamientos de los Jueces 

y los Tribunales ordinarios acerca del expresado tipo penal», dato de hecho que en un juicio de 

constitucionalidad no creo que pueda suponer un riguroso criterio de análisis, pues el juicio de 

esos órganos jurisdiccionales en modo alguno puede sustituir al nuestro, ni al de la Magistrada 

cuestionante, que debe ser el objeto único de nuestro obligado enjuiciamiento. 

3. La Sentencia tiene realmente el significado de una Sentencia de las denominadas 

interpretativas, sobre cuya base no resulta lógico que la interpretación apreciada como 

constitucionalmente aceptable, no se haya llevado al fallo, como se hiciera en la STC 24/2004, 

de 24 de febrero ( RTC 2004, 24) , en otra cuestión de inconstitucionalidad planteada sobre 

otro tipo penal diferente del actual. 

Si la Sentencia se hubiese atenido a la coherencia aconsejable con ese precedente y con la 

afirmación condicional de la inconstitucionalidad del precepto en la interpretación de la 

Magistrada cuestionante, a que me acabo de referir en el apartado anterior, lo normal hubiera 

sido que la declaración de inconstitucionalidad de esa interpretación se hubiese llevado al fallo, 

sin perjuicio de dejar a salvo las otras interpretaciones que la Sentencia (no yo, por supuesto) 

declara como posibles. 

El no hacerlo así supone un grave riesgo de inseguridad jurídica, pues a la postre los órganos 

jurisdiccionales no tendrán certeza de si la interpretación cuestionada, perfectamente posible 

según la letra y sentido del precepto, y aceptada como tal por la propia Sentencia, es 

constitucional o no. 

4. Toda la Sentencia se apoya en una base conceptual que, a mi juicio, resulta 

inadmisiblemente apodíctica: que las conductas previstas en el apartado 1º del art. 153 CP ( 

RCL 1995, 3170 y RCL 1996, 777) tienen mayor desvalor y consecuentemente mayor 

gravedad que las del apartado 2º, lo que justifica que puedan ser sancionadas con mayor pena. 

En otros términos: que la agresión producida en el ámbito de las relaciones de pareja del varón 

a la mujer tienen mayor desvalor que las producidas en esa misma relación por la mujer al 

varón. Y es sobre esa base apriorística, que por mi parte rechazo, sobre la que se asienta la 

aplicación al caso del canon de la igualdad. 

No puedo aceptar esa base de partida, pues el valor al que el proclamado desvalor 

corresponde, y que mediante el cuestionado tipo penal se protege, no puede ser otro que el de 

la dignidad, la libertad o la integridad corporal de la víctima, y en relación con esos valores me 

resulta sencillamente intolerable que puedan establecerse diferencias por razón de sexo, 

criterio de diferenciación que choca directamente con la proscripción del art. 14 CE ( RCL 1978, 

2836) . 

Late en el fondo una superada concepción de la mujer como sexo débil [aunque la Sentencia 

salga al paso de una interpretación tal en el F. 11, apartado a), párrafo 2] sobre la posición de 
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la mujer que no considero adecuada a las concepciones hoy vigentes sobre la posición de la 

mujer ante el Derecho y ante la sociedad. 

El factor de la muy desigual frecuencia de las agresiones producidas por individuos de uno y 

otro sexo es simplemente de índole numérica, y no cabe, a mi juicio, convertir un factor 

numérico en categoría axiológica. 

La mayor frecuencia de agresiones producidas por varones respecto de las mujeres que las 

producidas por éstas respecto a aquéllos podrá determinar la consecuencia de que deban ser 

más los varones sancionados que las mujeres; pero no me parece constitucionalmente 

aceptable que la gravedad de la conducta y la intensidad de su sanción se decidan en razón 

del sexo del autor y víctima del delito. 

Frente a lo que afirma la Sentencia (F. 7, párrafo 1) precisamente «constituye el del sexo de los 

sujetos activo y pasivo un factor exclusivo o determinante de los tratamientos diferenciados», y 

ese tratamiento diferenciado me parece incompatible con el art. 14 CE. 

En el análisis de la comparación que la Magistrada cuestionante propone entre el apartado 1º 

del art. 153 y el 2º la Sentencia discurre en el F. 7 como si se tratase de la tipificación de dos 

conductas distintas, una con mayor gravead (la del apartado 1º) que la otra (la del apartado 2). 

Pero ese planteamiento incurre, a mi juicio, en un error. 

Entre ambos apartados del art. 153 no existe una diferencia de delitos, ni de conductas, sino de 

víctimas, como lo evidencia la dicción legal del apartado 2º al identificar los delitos: «si la 

víctima del delito previsto en el apartado anterior fuera...». Se trata, pues, de un mismo delito y 

por tanto de igual desvalor, siendo así la diferenciación de víctimas la única razón del distinto 

trato penológico, y no un pretendido mayor desvalor, a menos que, contra la dicción inequívoca 

del texto legal, se afirme, como hace erróneamente la Sentencia, que los delitos son distintos. 

Si la consideración del mayor desvalor es la clave de la Sentencia, o mejor, lo es la apreciación 

por el legislador de ese mayor desvalor como clave del tipo, lo mínimamente exigible, cuando 

se está cuestionando el precepto desde la óptica del art. 14 CE, sería que ese mayor desvalor, 

que es en realidad lo cuestionado, se justificase de modo incuestionable. Y es el caso que esa 

justificación está ausente de la Sentencia. 

La única explicación que se propone es la de que las conducta incriminadas en el art. 153.1º 

(F. 7, párrafo 1) «no son otra cosa... que el trasunto de una desigualdad en el ámbito de las 

relaciones de pareja de gravísimas consecuencias para quien de modo constitucionalmente 

intolerable ostenta una posición subordinada». 

Como se ve se salta de afirmación apodíctica a afirmación apodíctica, pues no se ve la razón 

de que se pueda dar por sentado, cual se hace al argumentar así, que en el ámbito de las 

relaciones de pareja exista hoy una relación de desigualdad y una posición subordinada de la 

mujer, cualquiera que fuese la lamentable situación del pasado, y de la que la violencia 

incrimanada pueda ser trasunto. 

Pauta cultural de desigualdad en el ámbito de la pareja, es expresión que se usa en la misma 

línea discursiva (F. 9, apartado a, párrafo 4), y que de poder ser atendible supone el riesgo de 

caer en una culpabilización colectiva de los varones, pues en rigor, si la conducta individual no 
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se valora en los elementos de su propia individualidad en el plano de la culpa, sino en cuanto 

trasunto de un fenómeno colectivo, la sombra de la culpa colectiva aparece bastante próxima. 

La Sentencia, pues, pese a su extensión, se asienta sobre el vacío, ya que a lo largo de todos 

sus fundamentos a la hora de aplicar el canon del art. 14 CE en sus diversos criterios 

componentes, reaparece en cada caso, a modo de un estribillo constante, la alusión al mayor 

desvalor y gravedad, carentes de partida, como se ha dicho, de justificación argumental en la 

Sentencia. 

5. A la hora de analizar el tipo penal cuestionado desde la óptica de la igualdad, (dada la 

comparación que se propone por la Magistrada cuestionante entre el art. 153.1º y el 153.2º; o 

mejor, la posición de los varones y las mujeres en relación a los respectivos tipos), y a efectos 

de aplicar el canon usual en nuestra doctrina sobre la aplicación del art. 14 CE ( RCL 1978, 

2836) , no considero que la diferencia de trato entre varones y mujeres pueda superar el primer 

elemento de razonabilidad, en contra de lo que al respecto se razona en la Sentencia. 

Habida cuenta de que el problema consiste en justificar una diferenciación que en el nuevo tipo 

legal se establece en razón de la condición de varón del autor, (según he sostenido antes 

contra lo afirmado en la Sentencia), es necesario demostrar «que la citada norma penal se 

revele como funcional a tal fin [el de la mayor protección de la mujer] frente a una alternativa no 

diferenciadora» (F. 9, párrafo 1º). 

Pues bien, si se advierte que esa «alternativa no diferenciadora» era precisamente la que se 

materializaba en la precedente redacción del art. 153 CP ( RCL 1995, 3170 y RCL 1996, 777) ; 

que la pena establecida en su máximo y en su pena alternativa era la misma que la del actual 

art. 153.2º, tras la modificación producida por la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre ( 

RCL 2004, 2661 y RCL 2005, 735) (máximo y pena alternativa a su vez coincidentes con las 

del correlativo art. 153.1º actual), y que la única diferencia de pena, según se indicó al principio, 

consiste en el mínimo (elevación de tres a seis meses), el factor a justificar desde el prisma 

conceptual de la razonabilidad no es otro que el de ese mínimo. 

Y al respecto debe destacarse que el nivel de pena fijado por el grado mínimo del nuevo tipo 

podía perfectamente alcanzarse en el precedente, el de «la alternativa no diferenciadora», de 

que habla el texto de la Sentencia, lo que pone en evidencia la innecesariedad de la 

modificación legal, pues de existir alguna circunstancia especialmente significativa en el caso 

de la agresión del varón a la mujer en la relación de pareja, en el sentido del mayor desvalor 

que arguye la Sentencia, a la hora de la individualización de la pena dentro del margen 

penológico del tipo de precedente vigencia (coincidente, como se ha señalado con insistencia, 

con el del actual art. 153.2º CP) quedaría abierta la vía para su imposición en un grado igual o 

superior al que establece el mínimo del tipo hoy vigente, objeto de la Cuestión de 

Inconstitucionalidad. 

Si, pues, desde la funcionalidad al fin de protección de la mujer, el tratamiento penológico 

diferenciado por razón de sexo resultaba innecesario, considero que en dichas condiciones la 

introducción legal de una diferencia por razón de sexo no puede ser en modo alguno 

razonable. 
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6. La Sentencia insensiblemente está introduciendo un elemento en el tipo, a lomos de la idea 

del mayor desvalor que, a mi juicio, no consta ni explícita ni implícitamente en aquél, lo que 

resulta vedado por el principio penal constitucional de legalidad, incluible, según constante 

doctrina de este Tribunal Constitucional, en el art. 25 CE ( RCL 1978, 2836) . 

La Sentencia trata de justificar lo hecho por el legislador por las razones que, a su juicio, le 

llevaron a hacerlo, cuando, al mío, se deben diferenciar uno y otro plano. 

Las razones que llevaron al legislador a modificar el Código Penal para intensificar la represión 

de las agresiones inferidas a las mujeres en las relaciones de pareja (por cierto las de menor 

entidad, que no son precisamente la que provocan el horror que nos presenta la vida diaria de 

tantas víctimas, y en las que insensiblemente se piensa al enfrentarse al tipo cuestionado, que 

nada tiene que ver con aquéllos), quedan fuera del tipo penal, si no se introducen 

explícitamente en él; y por tanto no pueden ser elemento de consideración, al enjuiciar la 

constitucionalidad del tipo, so pena de desbordar los límites del art. 25 CE. 

En tal sentido emito mi Voto. 

Madrid, a catorce de mayo de dos mil ocho.–Vicente Conde Martín de Hijas.–Firmado y 

rubricado. 

VOTO PARTICULAR 

Que formula el Magistrado don Javier Delgado Barrio respecto de la Sentencia de 14 de mayo 

de 2008, dictada en la Cuestión de inconstitucionalidad núm. 5939-2005 

Con el respeto que siempre me merece la opinión de mis compañeros, dejo constancia de las 

razones que me separan de dicha Sentencia. 

1. Mi discrepancia va referida fundamentalmente al Fallo, pues cuestionada en estos autos la 

constitucionalidad del art. 153.1 CP ( RCL 1995, 3170 y RCL 1996, 777) , y dado que la 

Sentencia no declara expresamente su carácter interpretativo, la simple lectura del 

pronunciamiento desestimatorio puede conducir a la conclusión de que el citado precepto, con 

el solo contenido que expresamente recoge, resulta ser conforme con la Constitución. 

Y no es así. Como fácilmente se aprecia en el sentido implícito en los razonamientos jurídicos 

de la Sentencia, y en términos más expresivos en el segundo párrafo de su Fundamento 

Jurídico 4, la norma cuestionada en la pura literalidad de su redacción es claramente 

inconstitucional, calificación última esta de la que se salva merced a la introducción en el tipo 

de un nuevo elemento que el legislador no ha incluido expresamente, pero que la Sentencia 

añade a la descripción legal: para que una conducta sea subsumible en el art. 153.1 CP no 

basta con que se ajuste cumplidamente a la detallada descripción que contiene, sino que es 

preciso además que el desarrollo de los hechos constituya «manifestación de la discriminación, 

situación de desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre las mujeres» [F. 9.a)]. 

2. En efecto, la Sentencia hace una interpretación sistemática y finalista del art. 153.1 CP ( 

RCL 1995, 3170 y RCL 1996, 777) –art. 3.1 del Título Preliminar del Código Civil– y, atendido 

su contexto –art. 1 de la Ley Orgánica 1/2004 ( RCL 2004, 2661 y RCL 2005, 735) –, en el que 

encuentra su finalidad, llega a una clara conclusión: 
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La ratio de la constitucionalidad del precepto, interpretado a la luz de su finalidad, es el «mayor 

desvalor» de «las agresiones del varón hacia la mujer que es o que fue su pareja afectiva» y 

que «tienen una gravedad mayor que cualesquiera otras en el mismo ámbito relacional porque 

corresponden a un arraigado tipo de violencia que es manifestación de la discriminación, la 

situación de desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre las mujeres» –F. 

9.a)–. De ello deriva evidentemente que cuando no concurra ese «mayor desvalor», es decir, 

cuando no concurra esa situación de discriminación, desigualdad o relación de poder, que es la 

justificación constitucional del precepto, éste devendrá inaplicable. 

Y esta inaplicabilidad del art. 153.1 CP por no apreciarse en los hechos enjuiciados en cada 

proceso la situación señalada, en lo que es propio de la técnica jurídica penal, significa que la 

invocada situación de discriminación, desigualdad o relación de poder se integra en el tipo, 

como elemento de hecho constitutivo del mismo, lo que justifica su inaplicación cuando no 

concurre por virtud de las exigencias materiales del principio de legalidad –art. 25.1 CE ( RCL 

1978, 2836) –. 

3. Esta introducción en el tipo descrito en el art. 153.1 CP ( RCL 1995, 3170 y RCL 1996, 777) 

de un nuevo elemento que no aparece en su texto expreso hace necesario examinar si se han 

respetado las garantías materiales de la predeterminación normativa propia del ámbito 

sancionador que se establecen en el art. 25.1 CE ( RCL 1978, 2836) . 

Entiendo que los criterios interpretativos al uso en la comunidad científica – STC 29/2008, de 

20 de febrero ( RTC 2008, 29) , F. 6– permiten, mediante una interpretación sistemática y 

finalista del art. 153.1 CP, llegar a la solución que implícitamente mantiene la Sentencia y que 

conduce a reducir el ámbito incriminatorio del precepto, sin traspasar los límites propios de la 

función de este Tribunal como colegislador negativo. 

4. Ya en este punto, es de subrayar que todas las sentencias dictadas, en lo que ahora 

importa, en los procesos de declaración de inconstitucionalidad, en cuanto que en ellas se 

«enjuicia la conformidad o disconformidad» –art. 27.1 LOTC ( RCL 1979, 2383) – con la 

Constitución de la norma objeto del debate, han de llevar a cabo la tarea dirigida a indagar el 

sentido de dicha norma, «operación que forzosamente coloca a este Tribunal en el terreno de 

la interpretación de la legalidad» – STC 202/2003, de 17 de noviembre ( RTC 2003, 202) , F. 6–

, de suerte que la conclusión a la que se llegue en este terreno constituye un prius lógico 

insoslayable para decidir sobre la constitucionalidad del precepto debatido. 

Es claro, pues, que tanto las sentencias estimatorias como las desestimatorias, en cuanto que 

han de llegar a un determinado entendimiento del precepto discutido, podrían considerarse 

interpretativas. Pero no es este concepto tan amplio el que venimos utilizando: una sentencia 

puede calificarse de interpretativa, en el sentido propio de esta expresión, cuando excluye una 

cierta interpretación por inconstitucional, o cuando impone otra por entender que es la 

conforme con la Constitución. Y en estos supuestos, dado que se está llevando a cabo un 

esclarecimiento, mejor, una depuración del ordenamiento jurídico, precisamente para asegurar 

la primacía de la Constitución –art. 27.1 LOTC ( RCL 1979, 2383) –, la seguridad jurídica en 

conexión con el principio de la publicidad de las normas –art. 9.3 CE ( RCL 1978, 2836) – 
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demandan que la nueva claridad que deriva de la sentencia, a publicar en el «Boletín Oficial del 

Estado» –art. 164 CE–, se haga ostensible en la parte de ésta que es más adecuada para ello, 

es decir, obviamente, en el Fallo. 

En estos autos, la Sentencia implícitamente está declarando la inconstitucionalidad del 

precepto cuestionado en la interpretación que se atiene a la pura literalidad de su texto sin 

más, es decir, sin incorporar un nuevo elemento al tipo, y al propio tiempo declarando su 

constitucionalidad sobre la base de que concurra aquella situación de discriminación, 

desigualdad o relación de poder que, si atendemos «al espíritu y finalidad» de la norma –art. 

3.1 del Título Preliminar del Código Civil ( LEG 1889, 27) –, resulta ser elemento del tipo. 

Así las cosas, llego a la conclusión de que este entendimiento del precepto cuestionado debió 

recogerse en el Fallo por las razones de índole general ya señaladas para todas las sentencias 

interpretativas, a las que en este caso han de añadirse las específicas propias de la materia 

penal «en atención a los valores de la seguridad jurídica que informan la garantía constitucional 

del art. 25.1 CE» – STC 283/2006, de 9 de octubre ( RTC 2006, 283) , F. 5–, lo que además 

resultaba intensamente indicado aquí, dado que el elemento incorporado al tipo deriva de un 

contexto y una finalidad que no resultan del Código Penal sino de la Ley Orgánica 1/2004 ( 

RCL 2004, 2661 y RCL 2005, 735) , que es la que introdujo el precepto debatido. 

He de recordar en esta línea el Fallo de la STC 24/2004, de 24 de febrero ( RTC 2004, 24) . 

Y éste es mi parecer, del que dejo constancia con el máximo respeto a mis compañeros. 

Madrid, a catorce de mayo de dos mil ocho.–Javier Delgado Barrio.–Firmado y rubricado. 

VOTO PARTICULAR 

Que formula el Magistrado D. Jorge Rodríguez-Zapata Pérez a la sentencia del pleno que 

resuelve la cuestión de inconstitucionalidad núm. 5939-2005, sobre el art. 153.1 del Código 

Penal, en la redacción dada por la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre 

Nuestra cultura jurídica se asienta en buena medida en principios forjados por la Revolución 

francesa. El art. 1 de la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano de 26 de agosto 

de 1789 proclama que «Los hombres nacen y permanecen libres e iguales en derechos»; su 

art. 6 declara que «La Ley es la expresión de la voluntad general (...) Debe ser igual para 

todos, tanto cuando proteja como cuando castigue. Todos los ciudadanos son iguales ante sus 

ojos»; y su art. 9 añade, en fin, que «todo hombre se presume inocente mientras no sea 

declarado culpable». 

Estos principios son reconocibles en la Constitución Española ( RCL 1978, 2836) , cuyo art. 

10.1 destaca la dignidad de la persona como fundamento de nuestro sistema constitucional; el 

art. 14 consagra el principio/derecho de igualdad; y el art. 24.2 reconoce el derecho a la 

presunción de inocencia. 

¿Respeta estos principios el primer inciso del art. 153.1 del Código Penal ( RCL 1995, 3170 y 

RCL 1996, 777) ?. La posición que expreso en el presente Voto particular exige diferenciar tres 

niveles de enjuiciamiento, referidos a la compatibilidad de la Constitución con una sanción 

agravada de la violencia de género, la constitucionalidad de la concreta fórmula empleada por 
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el legislador en el art. 153.1 CP y los fundamentos que acoge la Sentencia para declarar la 

constitucionalidad del precepto cuestionado. 

1. Constitucionalidad de la punición agravada de la violencia de género.–No admite discusión la 

existencia de una forma específica de violencia que viene denominándose violencia de género, 

así como tampoco el que la sociedad se muestra justamente indignada y alarmada ante la 

constante sucesión de actos violentos protagonizados por quienes actúan creyéndose con 

derecho a disponer de la vida su pareja. Ello demanda un tratamiento penal específico, cauces 

procesales ágiles y medidas cautelares eficaces. Más aún, es necesario transmitir a las 

víctimas de esta violencia que, todos en general y las instituciones en particular, estamos 

comprometidos en erradicarla. 

En las dos últimas décadas el legislador español ha venido aprobando diversas medidas 

penales con el propósito de prevenir y sancionar esta modalidad de violencia y, a mi juicio, no 

se incurre en inconstitucionalidad por incorporar una penalidad agravada para combatirla, 

porque lo relevante no son las concretas consecuencias físicas de la agresión sino su inserción 

en un proceso que provoca la subordinación de la mujer, la desestabilización de la 

personalidad y del equilibrio psíquico de la víctima, extendiendo sus efectos sobre el desarrollo 

integral de los hijos menores que puedan convivir con la mujer maltratada. Por tanto, sostengo 

la constitucionalidad de las medidas penales que proporcionen un tratamiento diferenciado y 

agravado de la violencia de género. 

2. Problema de taxatividad que suscita la fórmula empleada por el legislador en el primer inciso 

del art. 153.1 CP ( RCL 1995, 3170 y RCL 1996, 777) para sancionar la violencia de género.–

La Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre ( RCL 2004, 2661 y RCL 2005, 735) , responde al 

indicado propósito de combatir la violencia de género. No es éste el ámbito adecuado para 

juzgar la decisión del legislador de proyectar los efectos de dicha Ley sólo frente al maltrato 

ocasional y no sobre el maltrato habitual, las lesiones graves o el homicidio; ni las razones por 

las que se ha excluido de esa protección reforzada a las mujeres que no son, o no han sido, 

pareja del maltratador, como ocurre con madres, hijas o hermanas. Como tantas veces hemos 

dicho, corresponde al legislador, dentro de los límites constitucionales, «la configuración de los 

bienes penalmente protegidos, los comportamientos penalmente reprensibles, el tipo y la 

cuantía de las sanciones penales, y la proporción entre las conductas que pretende evitar y las 

penas con las que intenta conseguirlo» ( STC 136/1999, de 20 de julio [ RTC 1999, 136] , F. 

23). 

En lo que ahora interesa, la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, señala en su art. 1.1 que 

constituye su objeto actuar contra la violencia que, «como manifestación de la discriminación, 

la situación de desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre las mujeres se 

ejerce sobre éstas por parte de quienes sean o hayan sido sus cónyuges o de quienes estén o 

hayan estado ligados a ellas por relaciones similares de afectividad, aun sin convivencia». 

Sin embargo, en el art. 153.1 CP ese elemento finalista no se ha incorporado al texto 

finalmente aprobado por el legislador –y los trabajos parlamentarios permiten entender que tal 

omisión ha sido deliberada– por lo que el precepto, aplicado en sus propios términos, sólo 
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atiende al hecho objetivo de que se cause un menoscabo psíquico o una lesión de carácter 

leve, o se golpee o maltratare de obra sin causar lesión, cualquiera que sea la causa y el 

contexto de dicha acción. Esta falta de identidad entre la redacción dada al precepto 

cuestionado y el propósito declarado por la Ley que lo introduce en el Código Penal, genera 

una duda razonable acerca de cuál sea la conducta tipificada por el legislador, duda que ya por 

sí misma es incompatible con el imperativo de taxatividad –lex certa– que deriva del art. 25.1 

CE ( RCL 1978, 2836) , puesto que el principio de legalidad penal, cuando se proyecta sobre la 

función legislativa, obliga a configurar las Leyes sancionadoras llevando a cabo el máximo 

esfuerzo posible para garantizar la seguridad jurídica, es decir, para que los ciudadanos 

puedan conocer de antemano el ámbito de lo prohibido y prever, así, las consecuencias de sus 

acciones (por todas, STC 283/2006, de 9 de octubre [ RTC 2006, 283] , F. 5). 

3. Carácter interpretativo de la Sentencia. La primera característica de la Sentencia aprobada 

consiste en que utiliza la técnica de las llamadas sentencias interpretativas de rechazo («rigetto 

per erronea premessa interpretativa»), lo que implica una auténtica declaración de 

inconstitucionalidad parcial del tipo penal cuestionado. Como es sabido, las sentencias 

constitucionales interpretativas declaran la constitucionalidad de la disposición impugnada en la 

medida en que el precepto se interprete en el sentido que el Tribunal considera adecuado a la 

Constitución, o no se interprete en el sentido o sentidos que considera inadecuados ( STC 

5/1981, de 13 de febrero [ RTC 1981, 5] , F. 6). 

La aparición de sentencias interpretativas desestimatorias («Sentenze interpretative di rigetto») 

y de sus múltiples variedades de sentencias aditivas («Sentenze di rigetto di tipo additivo o 

aggiuntivo») o elusivas («Sentenze di rigetto per erronea premessa interpretativa») generó, 

desde mediados del siglo pasado, una de las polémicas más enconadas en la historia de la 

dogmática italiana, hasta que terminó por prevalecer la fórmula de las sentencias estimatorias 

que contienen un fallo vinculante, imponiendo una determinada interpretación del precepto, y 

que no producen la inseguridad para la certeza del Derecho y de sus fuentes que ocasionan las 

sentencias interpretativas de rechazo. El recurso a esta técnica en nuestra jurisprudencia 

también ha sido polémico, máxime cuando se utiliza en materia penal, siendo paradigmáticas, 

en ese sentido, las críticas que se contienen en los Votos Particulares formulados contra 

nuestra STC 24/2004, de 24 de febrero ( RTC 2004, 24) , que interpretó restrictivamente el art. 

563 CP ( RCL 1995, 3170 y RCL 1996, 777) sobre el delito de tenencia de armas prohibidas. 

La Sentencia aprobada afirma en su F. 4 ab initio que la duda de constitucionalidad planteada 

por el Juzgado de lo Penal núm. 4 de Murcia en relación con el enunciado cuestionado del art. 

153.1 CP «conduciría, en efecto, a su inconstitucionalidad si la interpretación asumida por 

dicho juzgado fuera la única posible y no cupieran otras interpretaciones como las 

manifestadas en numerosos pronunciamientos de los Jueces y los Tribunales ordinarios acerca 

del expresado tipo penal». 

Sin embargo, la Sentencia no cumple, en gran medida, la función propia de una sentencia 

interpretativa, puesto que no delimita con claridad y precisión cuál sea la interpretación 

incompatible con la Constitución, ni expone las razones por las que se llega a tal conclusión, ni 
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lo refleja en el fallo, ni tan siquiera se concreta si son todos o alguno de los preceptos 

constitucionales invocados los que vedan la interpretación que tan apodícticamente se 

estigmatiza. Estas carencias, unidas al uso de la dubitativa expresión «conduciría, en efecto, a 

su inconstitucionalidad» generan una ambigüedad inaceptable, puesto que el objeto de una 

sentencia interpretativa debe ser, precisamente, despejar las dudas de inconstitucionalidad, 

vedando en lo sucesivo a los órganos judiciales cualquier aplicación del precepto que resulte 

incompatible con la Constitución. 

4. La interpretación del precepto que la Sentencia estima conforme con la Constitución.–La 

cuestión de inconstitucionalidad planteada por el órgano judicial suscita la duda de 

inconstitucionalidad del primer inciso del art. 153.1 CP ( RCL 1995, 3170 y RCL 1996, 777) en 

relación con los arts. 10.1, 14 y 24.2 CE ( RCL 1978, 2836) . Sin embargo, la Sentencia enjuicia 

el precepto, casi exclusivamente, desde la perspectiva del principio de igualdad, con lo que 

creo que incurre en un error de enfoque. 

Si nos adentramos en el verdadero sentido y alcance de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de 

diciembre ( RCL 2004, 2661 y RCL 2005, 735) , se advierte que lo que se pretende combatir a 

través de la tutela penal que dispensa no es tanto el menoscabo físico o psíquico causado con 

el maltrato sino un tipo de comportamiento social identificado como machismo, cuando se 

manifiesta a través del maltrato ocasional. Si lo que hubiera que someter a comparación fuera 

el mero maltrato que hombre y mujer pueden infringirse recíprocamente, ciertamente habría 

que concluir que el primer inciso del art. 153.1 CP lesiona el art. 14 CE. Pero si se advierte que 

lo sancionado es el sexismo machista (cuando se traduce en maltrato ocasional) es cuando se 

comprende que estamos ante un delito especial que sólo puede ser cometido por el varón y del 

cual sólo puede ser víctima la mujer. En este sentido, no me parece que lesionara el principio 

de igualdad que el legislador configurase círculos concéntricos de protección (sexismo violento 

contra cualquier mujer, en el ámbito familiar o doméstico y contra la pareja) puesto que los 

efectos de la acción punible se prolongan e irradian con diferente intensidad en cada uno de 

estos ámbitos. 

Sin embargo, lo que a mi juicio resulta incompatible con el derecho a la presunción de 

inocencia (art. 24.2 CE) es la presunción adversa de que todo maltrato ocasional cometido por 

un varón contra su pareja o ex pareja sea siempre una manifestación de sexismo que deba 

poner en actuación la tutela penal reforzada del art. 153.1 CP. 

Esta cuestión capital sólo obtiene una respuesta elusiva en la Sentencia, cual es que «el 

legislador no presume un mayor desvalor en la conducta descrita de los varones (...) lo que 

hace el legislador (...) es apreciar el mayor desvalor y mayor gravedad propios de las 

conductas descritas en relación con la que tipifica el apartado siguiente» y que «no se trata de 

una presunción normativa de lesividad, sino de la constatación razonable de tal lesividad a 

partir de las características de la conducta descrita...» (F. 11.a). Obsérvese que, para la 

Sentencia, no es el Juez quien en cada caso debe apreciar el desvalor o constatar la lesividad 

de la conducta, sino que es el legislador quien lo ha hecho ya. Lo cierto es que una lectura 

atenta o repetida de la Sentencia pone de manifiesto que, desde la perspectiva de la misma, el 
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art. 153.1 CP contiene una definición de violencia de género que parte de entender, como dato 

objetivo, que los actos de violencia que ejerce el hombre sobre la mujer con ocasión de una 

relación afectiva de pareja constituyen siempre actos de poder y superioridad frente a ella, con 

independencia de cuál sea la motivación o la intencionalidad del agresor, porque lo relevante 

es que el autor inserta su conducta en una pauta cultural, en una concreta estructura social (F. 

11), lo que implica un especial desvalor de la acción, que justifica la punición agravada. En 

realidad, para la Sentencia, aunque formalmente lo niegue, el autor del referido delito debe ser 

sancionado con arreglo al plus de culpa derivado de la situación discriminatoria creada por las 

generaciones de varones que le precedieron, como si portara consigo un «pecado original» del 

que no pudiera desprenderse, aun cuando la agresión que cometió obedezca a motivos 

distintos o aunque su concreta relación de pareja no se ajuste al patrón sexista que se trata de 

erradicar. 

A mi juicio, esta presunción es incompatible con los principios del Derecho penal moderno, que 

ha desarrollado criterios de atribución de responsabilidad «concretos», por el hecho propio y no 

por hechos ajenos. Entiendo que el principio de culpabilidad resulta infringido cuando 

indiscriminadamente se aplica el referido art. 153.1 CP a acciones que tengan su origen en 

otras posibles causas y, lo que es más grave, sin que conlleve la necesidad de probar que se 

ha actuado abusando de esa situación de dominación. 

Dada la ambigüedad expositiva de la Sentencia, pudiera llegar a entenderse que ésta propicia 

en su F. 11 que la aplicación del primer inciso del art. 153.1 CP requiere la concurrencia de un 

dolo que abarque no sólo la acción material del maltrato sino también su significado 

discriminatorio (pues en los FF. 9, 11 y 12 se emplea el término «consciente» para referirse al 

comportamiento del sujeto activo). Pero una lectura benévola de la Sentencia debe llevar a 

rechazar esta opción, pues, de ser la correcta, se produciría un descoyuntamiento de la tutela 

penal contra la violencia de género, ya que, entonces y en tal caso, la violencia leve no habitual 

de los varones hacia sus parejas o ex parejas carente de connotación discriminatoria sólo 

podría ser castigada como falta (art. 617 CP), puesto que sujeto pasivo del delito tipificado en 

el art. 153.2 CP no pueden serlo las personas contempladas en el apartado primero y la acción 

castigada en este apartado segundo es «el delito previsto en el apartado anterior». Pues bien, 

ello implicaría un evidente retroceso respecto de la protección penal que dispensaba la Ley 

Orgánica 11/2003, de 29 de septiembre ( RCL 2003, 2332) –que elevó al rango de delito estas 

conductas–, y cuya constitucionalidad fue afirmada en los AATC 233/2004, de 7 de junio ( RTC 

2004, 233 AUTO) y 332/2005, de 13 de septiembre ( RTC 2005, 332 AUTO) . Y, lo que es más 

paradójico, si esa misma conducta (violencia leve no habitual) es realizada por la mujer contra 

su pareja masculina, sí se le podría imponer la pena prevista en el art. 153.2 CP, al no exigir su 

aplicación –según la Sentencia constitucional– que la violencia ejercida obedezca a la misma 

modalidad sexista que la del apartado primero. Sólo una interpretación finalista, pero que 

forzara los términos del art. 157.2 CP, probablemente «ad malam partem», lograría impedir tan 

absurdo resultado. 
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5. La posición jurídica de la mujer como sujeto pasivo del delito tipificado en el art. 153.1 CP ( 

RCL 1995, 3170 y RCL 1996, 777) .–La Sentencia, quizá sin quererlo, se suma a un superado 

Derecho penal paternalista que promueve una concepción de la mujer como «sujeto 

vulnerable» que, por el solo hecho de iniciar una relación afectiva con un varón, incluso sin 

convivencia, se sitúa en una posición subordinada que requiere de una específica tutela penal, 

equiparada a la que el segundo inciso del art. 153.1 CP dispensa a toda «persona 

especialmente vulnerable». Este enfoque resulta inaceptable en la sociedad actual, que no 

admite el viejo rol de la mujer como «sexo débil» que históricamente le colocaba en una 

posición equivalente a la de los menores e incapaces, de quienes se presume una posición de 

debilidad sin posibilidad de prueba en contrario. Esta perspectiva resulta contraria al art. 10.1 

de la Constitución ( RCL 1978, 2836) , que consagra la dignidad de la persona como uno de los 

fundamentos de nuestro sistema constitucional y cuya noción se halla en la base del concepto 

de derechos fundamentales ( STC 119/2001, de 24 de mayo [ RTC 2001, 119] , F. 4), 

debiéndose recordar que la dignidad de la persona, que encabeza el título I de la Constitución, 

constituye un primer límite a la libertad del legislador ( STC 236/2007, de 7 de noviembre [ RTC 

2007, 236] , F. 3). 

No en vano todas las reformas penales realizadas desde la década de los años ochenta han 

procurado la apertura de los tipos penales a modalidades de comisión en las que el sexo de los 

sujetos no fuera relevante. Así, desde la reforma penal de la Ley Orgánica 8/1983, de 25 de 

junio ( RCL 1983, 1325, 1588) , no existe la agravante de «desprecio de sexo», justificándose 

su eliminación durante los debates parlamentarios de abril de 1983 en la necesidad de «acabar 

con el mito de la debilidad de la mujer» porque hombres y mujeres nacen y viven radicalmente 

iguales en derechos, como proclama el art. 14 de nuestra Constitución y, como creo, es norma 

esencial –diría que de «orden público"– en cualquier ámbito de nuestro ordenamiento jurídico. 

Al tiempo, resulta profundamente injusto considerar que todas las mujeres tienen el mismo 

riesgo de opresión, como si sólo el sexo incidiera en el origen del maltrato, cuando lo cierto es 

que las condiciones socio-económicas desempeñan un papel que la Sentencia silencia. 

Como señala el propio Abogado del Estado, que interviene en este proceso en representación 

del Gobierno, «no siempre la condición femenina arrastra fatalmente ese rasgo de 

vulnerabilidad que en última instancia justifica la inspiración protectora del precepto. Lo que la 

Ley penal persigue evitar es esa actuación discriminatoria frente a las mujeres por el hecho de 

serlo, por ser consideradas por sus agresores carentes de derechos mínimos de libertad, 

respeto y capacidad de decisión... en el círculo íntimo de la relación conyugal». 

6. Los problemas de constitucionalidad no se resuelven con argumentos de legalidad.-Estimo 

también que la Sentencia se adentra en el ámbito propio de la jurisdicción ordinaria cuando 

realiza afirmaciones innecesarias y discutibles acerca del sujeto activo del delito tipificado en el 

primer inciso del art. 153.1 CP ( RCL 1995, 3170 y RCL 1996, 777) . 

La generalidad de los órganos judiciales (como se evidencia en el documento auspiciado por el 

Observatorio de Violencia Doméstica y de Género del Consejo General del Poder Judicial que 

contiene los denominados «Setenta y tres criterios adoptados por Magistrados de Audiencias 
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Provinciales con competencias exclusivas en violencia de género») así como la Fiscalía 

General del Estado en su Circular 4/2005, de 18 de julio, han venido considerando, desde la 

entrada en vigor del precepto, que los términos contrapuestos utilizados por el legislador en la 

descripción del ámbito subjetivo: «ofendida», en género femenino, para el sujeto pasivo y «él», 

en género masculino, para el sujeto activo, determina que en el caso del primer inciso del art. 

153.1 CP, sujeto activo sólo pueda serlo el hombre y sujeto pasivo la mujer sobre la que aquél 

se ejerce violencia derivada de una actual o anterior relación de pareja, aun sin convivencia. 

Más aún, los nuevos órganos judiciales creados para el enjuiciamiento de estos delitos son 

denominados por la Ley como Juzgados de Violencia sobre la Mujer. 

Sin embargo, la Sentencia afirma en el fundamento 4 que «la interpretación de que el círculo 

de sujetos activos del primer inciso ("el que") del art. 153.1 CP se restringe sólo a los varones 

no es la única interpretación posible del mismo, en cuanto razonable», insistiéndose en el F. 9 

ab initio que tal interpretación «no es la única posible». Creo que se trata de una cuestión de 

legalidad ordinaria sobre la que este Tribunal no debiera pronunciarse salvo para corregir, en 

su caso, una interpretación extensiva del tipo penal que vulnerase el principio de legalidad (art. 

25.1 CE [ RCL 1978, 2836] ). Por el contrario, resulta improcedente el esfuerzo de la Sentencia 

en buscar una supuesta autoría femenina para el primer inciso del art. 153.1 CP, por cuanto 

significa avalar o propiciar una aplicación extensiva «in malam partem» de la norma punitiva. 

7. Expreso, por último, mi deseo de que esta Sentencia no marque el inicio en nuestro 

ordenamiento del cumplimiento del sueño de Mezger: dos Derechos penales; un Derecho penal 

para la generalidad, en el que, en esencia, seguirán vigentes los principios que han regido 

hasta ahora. Y, junto a él, un Derecho penal completamente diferente, para grupos especiales 

de determinadas personas. 

Dejo constancia de mi posición en este Voto.–Jorge Rodríguez-Zapata Pérez.–Firmado y 

rubricado. 

En Madrid, a 14 de mayo de 2008. 

VOTO PARTICULAR 

Que formula el Magistrado don Ramón Rodríguez Arribas, respecto a la Sentencia del Pleno de 

fecha 14 de mayo de 2008 dictada en la Cuestión de Inconstitucionalidad núm. 5939/2005 

En el ejercicio de la facultad que nos confiere el art. 90.2 de LOTC ( RCL 1979, 2383) y con el 

pleno respeto a la opinión de la mayoría, expreso mi discrepancia con la Sentencia que fundo 

en las siguientes consideraciones: 

1.–Parto de la base de que la cuestión planteada ante este Tribunal por la Magistrada Juez de 

lo Penal núm. 4 de Murcia, sobre el art. 153.1. del Código Penal ( RCL 1995, 3170 y RCL 1996, 

777) , reformado por la Ley 1/2004, de 28 de diciembre ( RCL 2004, 2661 y RCL 2005, 735) , 

de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, está formulada con gran rigor 

jurídico y asentada en sólidos argumentos, hasta el punto de que si la interpretación del 

precepto, que se hace razonablemente en el correspondiente Auto, fuera la única posible, 

conduciría inexorablemente a la declaración de inconstitucionalidad; conclusión a la que 

también llega la Sentencia de la mayoría en el fundamento 4. 
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La circunstancia metajurídica, pero atendible en caso de alguna duda, de que la pura y simple 

expulsión del ordenamiento jurídico del referido artículo del Código Penal propiciaría la revisión 

de miles de Sentencias dictadas por los Jueces de lo Penal y las Audiencias Provinciales que 

lo han aplicado –lo que, además prueba la posibilidad de otras interpretaciones– me condujo a 

aceptar la búsqueda de alguna otra que resultara conforme a la Constitución. 

2.–El número 1 del art. 153 del Código Penal ( RCL 1995, 3170 y RCL 1996, 777) , describe 

una conducta punible: la del «que por cualquier medio o procedimiento causare a otro 

menoscabo psíquico o una lesión no definidas como delito en este Código, o golpeara o 

maltratara de obra a otro sin causarle lesión». 

De esta conducta, y según el propio precepto, pueden ser víctimas dos clases de personas; en 

primer lugar una mujer y sólo una mujer, «cuando la agredida sea o haya sido esposa, o mujer 

que esté o haya estado ligada a él (el agresor hombre) por una análoga relación de afectividad 

aún sin convivencia...» y en segundo lugar, también puede ser víctima del delito cualquier « 

persona especialmente vulnerable que conviva con el autor...». 

Contemplando el precepto en su literalidad y sobre todo, atendida conjuntamente esta 

descripción de los posibles sujetos pasivos del delito, pudiera haberse pensado que el 

legislador presume que la mujer ligada a un hombre por una relación afectiva, presente o 

pretérita, ya conviva o no con él, está en una situación de especial vulnerabilidad; pero esa 

idea fue desechada por la Sentencia, de acuerdo con la tesis de la Magistrada Juez proponente 

de la cuestión de inconstitucionalidad, por ser contraria a la dignidad de la persona (art. 10 CE [ 

RCL 1978, 2836] ), al venir a equiparse a la mujer en dichas circunstancia con los niños, los 

ancianos, los impedidos, etc. 

De otro lado, si se analiza el precepto separadamente y poniendo el foco de atención solo en la 

parte en que se establece que la víctima ha de ser una mujer relacionada sentimentalmente 

con el agresor, resulta imposible eludir la inconstitucionalidad por vulneración del principio de 

igualdad y, además, por contener una discriminación por razón de sexo en perjuicio del 

hombre, lo que es aún mas visible en el caso de agresiones recíprocas, en que los mismos 

hechos, producidos simultáneamente, pueden ser objeto de sanciones de gravedad diferente. 

3.–En la Sentencia de la mayoría se encuentra una solución, haciendo una interpretación 

finalista, al entender que la agresión del hombre a la mujer en el contexto de una relación 

sentimental tiene un superior desvalor que la misma conducta de la mujer hacia el hombre, por 

la secular situación de sometimiento de unas a otros en las relaciones de pareja, lo que genera 

una mayor gravedad y, por ende, un reproche social mayor, que legitiman la diferencia de trato 

penal; todo ello según se anunciaba en la Exposición de Motivos de la Ley 1/2004 ( RCL 2004, 

2661 y RCL 2005, 735) y se plasmó en el art. 1.1 de la misma, al que la Sentencia se remite. 

Con esta fórmula yo estaba de acuerdo, pero creo también que supone añadir algo al tipo 

penal en cuya descripción no está expreso y aunque se considere que esos sucesivos mayor 

desvalor, gravedad y reproche social hacia el hombre agresor de la mujer, pueda considerarse 

implícito o ínsito en el tipo penal, la realidad es que es nuestra interpretación la que lo aflora y 

ello obligaba, en mi opinión y reiterando mi respeto a la contraria, a hacer una Sentencia 
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interpretativa que así lo expresara en el fallo, bien directamente o bien, al menos, por remisión 

a algún párrafo conclusivo de un Fundamento Jurídico. 

Ciertamente, la introducción de un elemento en un tipo penal, aunque se repute implícito o 

ínsito plantea también la cuestión de si ello podría abrir paso a otro problema: el de la 

afectación al principio de legalidad y taxatividad penal que impone el art. 25 CE ( RCL 1978, 

2836) , pero esa cuestión, aunque se planteó, no llegó a ser examinada en la deliberación, y 

por ello, no puedo tratarla aquí, a pesar de que creo que tendría solución para permitir la 

interpretación conforme a la Constitución. 

4. Finalmente, con la fórmula que propuse y no se aceptó, no se podría producir una 

generalización de revisiones de condenas dictadas en el pasado, ni en el futuro se obligaría a 

la mujer agredida a probar algún elemento complementario de la agresión sufrida. 

En cuanto a lo primero, porque muchas de las Sentencias dictadas hasta ahora en aplicación 

del artículo controvertido del Código Penal lo han sido con fórmulas similares de integración 

interpretativa. 

En cuanto a lo segundo, porque lo que el legislador hizo al redactar la reforma del art. 153.1 CP 

( RCL 1995, 3170 y RCL 1996, 777) fue establecer una agravante específica, cuya 

concurrencia no tiene que ser objeto de una prueba separada de la realizada en conjunto 

respecto de los hechos denunciados; precisamente en base a los hechos probados y a cuya 

prueba han de acudir el Fiscal y, en su caso, el Abogado de la Acusación Particular, es cómo el 

Juez o la Sala han de valorar si se ha acreditado la circunstancia agravante para aplicar el 

precepto que corresponda, lo que, además, permite al juzgador penal, individualizar los casos 

en que, eventualmente, pueda ponerse de manifiesto que no concurre aquél mayor desvalor. 

Por lo expuesto manifiesto mi voto contrario al fallo desestimatorio de la Sentencia, ya que 

debió serlo estableciendo la interpretación conforme a la Constitución que venía a contenerse 

en sus fundamentos. 

Madrid, catorce de mayo de 2008.–Ramón Rodríguez Arribas.–Firmado y rubricado. 
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Tribunal Constitucional (Pleno) 

Auto núm. 389/2008 de 17 diciembre RTC 2008\389 AUTO 

CUESTIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD: Planteamiento de la cuestión: audiencia de las 

partes: naturaleza: requisito de todo punto inexcusable, cuya eventual omisión constituye un 

defecto en el modo de proposición de la cuestión, que ha de determinar la inadmisión de la 

cuestión así suscitada. Juicio de relevancia: constituye uno de los requisitos esenciales de toda 

cuestión de inconstitucionalidad: a su través se garantiza el control concreto de la 

constitucionalidad de la ley, impidiendo que el órgano judicial convierta dicho control en 

abstracto; Planteamiento de la cuestión respecto de los apartados tercero y cuarto de la 

Disposición Transitoria Única de la Ley 33/2006: falta de llamamiento a las partes y al 

Ministerio Fiscal para que alegasen sobre la pertinencia de plantear la cuestión respecto del 

apartado cuarto, a lo que ha de añadirse que el juicio de relevancia sólo se efectúa respecto 

del apartado tercero: inadmisión de la cuestión. 

PRINCIPIO DE IRRETROACTIVIDAD DE LAS NORMAS: Configuración: la interdicción 

absoluta de cualquier tipo de irretroactividad conduciría a situaciones congeladoras del 

ordenamiento contrarias del art. 9.2 CE: la irretroactividad sólo es aplicable a los derechos 

consolidados asumidos e integrados en el patrimonio del sujeto, pero no a los pendientes, 

futuros, condicionados y a las expectativas. No supone la imposibilidad de dotar defectos 

retroactivos a las leyes que colisionen con derechos subjetivos de cualquier tipo: se refiere a 

las limitaciones introducidas en el ámbito de los derechos fundamentales, de las libertades 

públicas, o a la esfera general de protección de las personas. 

Jurisdicción: Constitucional 

Cuestión de Inconstitucionalidad núm. 7701/2007 

Ponente: Don Desconocido 

Cuestión de inconstitucionalidad promovida por la Sección Decimotercera de la Audiencia 

Provincial de Madrid, en relación con los apartados tercero y cuarto de la Disposición 

Transitoria Única de la Ley 33/2006, de 30 de octubre, sobre igualdad del hombre y la mujer en 

el orden de sucesión de títulos nobiliarios: inadmisión de la cuestión. 

I. ANTECEDENTES 

1 

El 2 de octubre de 2007 se registró en este Tribunal Constitucional un escrito de la Sección 

Decimotercera de la Audiencia Provincial de Madrid del día 18 de septiembre anterior, al que 

se acompaña Auto del mismo órgano jurisdiccional, de 10 de septiembre de 2007, por el que se 

plantea cuestión de inconstitucionalidad en relación con los apartados tercero y cuarto de la 

disposición transitoria única de la Ley 33/2006, de 30 de octubre ( RCL 2006, 1969) , sobre 

igualdad del hombre y la mujer en el orden de sucesión de los títulos nobiliarios, por posible 

vulneración de los arts. 9.3 y 14 CE ( RCL 1978, 2836) . 

2 
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La presente cuestión de inconstitucionalidad trae causa del recurso de apelación interpuesto 

frente a la Sentencia del Juzgado de Primera Instancia núm. 54 de Madrid de 24 de julio de 

2006 por la que se desestimó la demanda presentada por doña M. A. B. D. reclamando su 

mejor y preferente derecho genealógico a usar y disfrutar el título nobiliario de V. T. M., con 

todos sus honores, preeminencias y prerrogativas. Al citado recurso de apelación se opuso la 

parte demandada en la instancia. 

Habiéndose señalado para deliberación, votación y fallo del recurso el día 11 de julio de 2007, 

con esa misma fecha se dictó providencia dando audiencia a las partes y al Ministerio Fiscal 

para que, en el plazo común de diez días, alegaran lo que deseasen acerca de la pertinencia 

de plantear cuestión de inconstitucionalidad «referida al apartado tres de la disposición 

transitoria de la Ley 33/2006, de 30 de octubre ( RCL 2006, 1969) , sobre igualdad del hombre 

y la mujer en el orden de sucesión de títulos nobiliarios, por posible vulneración de los artículos 

9, apartado tres (irretroactividad de normas restrictivas de derechos individuales e interdicción 

de la arbitrariedad) y 14 (principio de igualdad ante la Ley) de la Constitución Española ( RCL 

1978, 2836) ». Tanto el Ministerio Fiscal como la parte apelante expresaron su parecer 

contrario al planteamiento de la cuestión de inconstitucionalidad, que fue respaldado por la 

representación procesal de la parte apelada. 

Finalmente, el 10 de septiembre de 2007 se dictó Auto de planteamiento en la presente 

cuestión de inconstitucionalidad. 

3 

En la parte argumentativa del Auto, y después de dar cuenta del objeto del proceso, el órgano 

judicial promotor de la cuestión de inconstitucionalidad identifica como normas legales cuya 

constitucionalidad se cuestiona los apartados 3 y 4 de la disposición transitoria única de la Ley 

33/2006, de 30 de octubre ( RCL 2006, 1969) , sobre igualdad del hombre y la mujer en la 

sucesión de los títulos nobiliarios. Tras lo cual se expresan las razones que fundamentan la 

duda de constitucionalidad del siguiente modo: «la aplicación del apartado tres de la 

disposición transitoria única de la Ley 33/2006 al caso pendiente de enjuiciamiento por esta 

Sala supondrá al demandado, don J. A. B. D., la pérdida de su derecho a ostentar, poseer, usar 

y disfrutar el título de V. T. M., que le fue reconocido en 1993, conforme a la legislación 

anterior. Cierto es que tal reconocimiento le fue hecho "sin perjuicio de tercero de mejor 

derecho", mas debe ello entenderse como de mejor derecho conforme a la legislación vigente 

al tiempo del reconocimiento. El demandado perdería un título obtenido al amparo de la 

legislación anterior (cuya validez no se cuestiona por la nueva Ley, conforme a la regla general 

de apartado uno de la disposición transitoria única) al interponerse en el iter de consumación 

amparado en la seguridad jurídica la excepción del apartado tercero: la existencia de una 

reclamación de mejor derecho anterior a la entrada en vigor de la Ley de 2006 al amparo de 

una legalidad futura —no en vigor cuando la interposición de la demanda—. Trata la Ley 

cuestionada de diferente forma casos iguales, pues protege a favor de unos la transmisión de 

título acaecida antes de la vigencia de la Ley conforme a la legislación de su tiempo (no admite 

reclamaciones posteriores al amparo de la nueva Ley, apartado uno de la transitoria) y, al 
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mismo tiempo, niega el mantenimiento de títulos a aquellos que hubiesen sido objeto de 

pendencia administrativa o judicial (con invocación de derechos no reconocidos por la 

legislación anterior, no amparados tampoco por la Constitución, conforme a la jurisprudencia 

del Tribunal Constitucional) anterior a la entrada en vigor de la Ley que suprime la preferencia 

del varón en la sucesión de tales títulos (salvo sentencia firme recaída antes, apartados tres y 

cuatro de la misma transitoria). El desigual trato a titulares con un título nobiliario [1] no 

cuestionado administrativa o judicialmente antes de la entrada en vigor de la Ley 33/2006 [2], 

cuestionado pero con resolución firme antes del 20 de noviembre de 2006 y [3] cuestionado y 

sin resolución firme llegado dicho día de entrada en vigor de la nueva norma puede 

considerarse carente de fundamento razonable, amparable por algún valor constitucional, 

compatible con el sacrificio individual derivado de la pérdida de un derecho, aunque meramente 

honorífico, y con la quiebra del principio de igualdad ante la Ley o en la Ley». 

4 

Por providencia de 6 de noviembre de 2007 la Sección Primera de este Tribunal Constitucional 

acordó oír al Fiscal General del Estado para que, en el plazo de diez días, alegara lo que 

considerase conveniente acerca de la admisibilidad de la presente cuestión de 

inconstitucionalidad, en relación con el cumplimiento de los requisitos procesales (art. 35.2 

LOTC [ RCL 1979, 2383] ) y por si fuese notoriamente infundada. 

5 

El Fiscal General del Estado presentó su escrito de alegaciones el 7 de diciembre de 2007, 

interesando la inadmisión de la presente cuestión de inconstitucionalidad por las razones que 

ahora se sintetizan: 

Así, se aborda en primer lugar el examen de la concurrencia de las condiciones procesales 

para la admisibilidad de la cuestión de inconstitucionalidad, señalando que en esta ocasión se 

ha producido una quiebra en el procedimiento atinente a la audiencia a las partes ya que en la 

providencia de traslado a las mismas que la Sección Decimotercera de la Audiencia Provincial 

de Madrid dicta en 11 de julio de 2007, la presunta inconstitucionalidad se proyecta sobre el 

apartado tercero de la disposición transitoria única de la Ley 33/2006 ( RCL 2006, 1969) , 

siendo así que en el Auto de 20 de septiembre de 2007 el cuestionamiento se extiende también 

al apartado cuarto de esa misma disposición transitoria única. Pudiera, quizás, justificarse la 

ausencia de este apartado en la providencia por el hecho de que el apartado cuarto se halla 

unido al tercero porque contiene una excepción al mismo y vinculado, por tanto a él en su 

inteligencia. Sin embargo una cosa es la conexión sistemática entre las normas y otra muy 

distinta la introducción en el planteamiento de la cuestión de inconstitucionalidad de un 

precepto sobre el que no se ha ofrecido a las partes la posibilidad de alegar. A mayor 

abundamiento, el apartado cuarto hace referencia a supuestos en los que ya haya recaído 

Sentencia firme al momento de entrada en vigor de la Ley, mientras que el apartado tercero 

contempla casos de pendencia procesal en la controversia sobre la posesión de un título 

nobiliario. La falta de correspondencia entre el objeto efectivo de la cuestión de 

inconstitucionalidad y aquel identificado en el traslado a las partes y al Ministerio Fiscal lleva al 
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Fiscal General del Estado a plantear que procede la inadmisión de la presente cuestión de 

inconstitucionalidad. 

Seguidamente defiende el Fiscal General del Estado que la cuestión de inconstitucionalidad 

merece ser calificada de notoriamente infundada. Con respecto a la alegada infracción del art. 

9.3 CE ( RCL 1978, 2836) destaca que en el Auto de planteamiento no se contiene argumento 

alguno que desarrolle esta afirmación, pues ni siquiera se especifica cuál de los principios 

generales enunciados en el precepto constitucional se entiende afectado, más allá de una vaga 

referencia a la seguridad jurídica. En este sentido, se reseña, «sólo podría considerarse, 

aunque nunca como un argumento consistente, el aserto de que el demandado en el proceso 

puede verse privado de su título nobiliario a favor de su hermana en virtud de la aplicación de 

la disposición transitoria tercera de la Ley 33/2006 cuando había adquirido una situación 

consolidada en la tenencia y disfrute de tal título». Una aseveración que para el Fiscal General 

del Estado debe ser considerada como insuficiente o inconsistente para el cumplimiento de los 

requisitos de motivación que el Auto de planteamiento de la cuestión de inconstitucionalidad ha 

de satisfacer. 

Por lo que respecta a la colisión entre la aplicación retroactiva de la norma, para los supuestos 

en los que exista controversia sobre la posesión del título por pendencia de decisión 

administrativa y judicial, y el derecho a la igualdad, el Auto tampoco especifica adecuadamente 

la oposición ya que el juicio de igualdad requeriría la especificación de supuestos, término de 

comparación adecuado y consecuencias diversas para tal identidad de supuestos. Sin 

embargo, el Auto de planteamiento se limita a especificar los supuestos (distintos) en los que 

se pueden hallar la posesión de títulos nobiliarios, ya consolidados, en conflicto o sentenciados 

con resolución firme, limitándose a afirmar que ello es contrario a la igualdad ya que «la nueva 

norma carece de fundamento razonable... con la quiebra del principio de igualdad ante la Ley o 

en la Ley». Para el Fiscal General del Estado, con apoyo en la doctrina elaborada por este 

Tribunal Constitucional acerca de este principio, «la simple exposición del Tribunal que plantea 

la cuestión de inconstitucionalidad de que un derecho que se dice consolidado (aunque apunte 

a lo contrario tanto la misma denominación del otorgamiento como la cláusula de "sin perjuicio 

de mejor derecho", como su controversia judicial) pueda ser eliminado por una legislación 

emergente a diferencia de otros ya consolidados que no pueden ser cuestionados en la 

jurisdicción no es, a nuestro juicio, argumento sobre la presunta inconstitucionalidad de un 

precepto sobre la base del principio de igualdad en la Ley o ante la Ley». 

En virtud de estas razones el Fiscal General del Estado cierra su escrito de alegaciones 

señalando que estima que procede declarar la inadmisión de esta cuestión de 

inconstitucionalidad, por falta de condiciones procesales y por estar notoriamente infundada. 

II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

1 

Según se ha expuesto en los antecedentes de esta resolución, la Audiencia Provincial (Sección 

Decimotercera) de Madrid plantea cuestión de inconstitucionalidad respecto de los apartados 

tercero y cuarto de la disposición transitoria única de la Ley 33/2006, de 30 de octubre ( RCL 
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2006, 1969) , sobre igualdad del hombre y la mujer en el orden de sucesión de los títulos 

nobiliarios, por posible infracción de los arts. 9.3 y 14 CE ( RCL 1978, 2836) , cuyo texto es el 

siguiente: 

«3. No obstante lo previsto por el apartado 1 de esta disposición transitoria, la presente Ley se 

aplicará a todos los expedientes relativos a Grandezas de España y títulos nobiliarios que el 

día 27 de julio de 2005 estuvieran pendientes de resolución administrativa o jurisdiccional, tanto 

en la instancia como en vía de recurso, así como a los expedientes que se hubieran promovido 

a partir de aquella fecha, en la cual se presentó la originaria proposición de Ley en el Congreso 

de los Diputados. La autoridad administrativa o jurisdiccional ante quien penda el expediente o 

el proceso concederá de oficio trámite a las partes personadas a fin de que aleguen lo que a su 

derecho convenga de conformidad con la nueva Ley en el plazo común de cinco días. 

4. Quedan exceptuados de lo previsto en el apartado anterior aquellos expedientes en los que 

hubiera recaído sentencia firme en el momento de la entrada en vigor de la presente Ley». 

Esta cuestión de inconstitucionalidad debe ser inadmitida a trámite por concurrir los motivos 

que seguidamente se exponen. 

2 

Se advierte, en primer lugar, que la presente cuestión de inconstitucionalidad no ha satisfecho 

adecuadamente los requisitos procesales establecidos en el art. 35.2 LOTC ( RCL 1979, 2383) 

, entre los que figura la audiencia a las partes y al Ministerio Fiscal con carácter previo a la 

elaboración del Auto de planteamiento de la cuestión de inconstitucionalidad por el órgano 

judicial promotor de la misma. Acerca de este trámite hemos recordado en el ATC 202/2007, de 

27 de marzo ( JUR 2007, 124915) , que responde al doble objetivo de garantizar la audiencia 

de las partes y del Ministerio Fiscal ante una posible decisión judicial de tanta entidad como es 

la apertura de un proceso constitucional y de poner a disposición del órgano judicial un medio 

que le permita conocer la opinión de los sujetos interesados con el fin de facilitar su reflexión 

sobre la conveniencia o no de proceder a la apertura de dicho proceso. Es por tanto, dijimos 

entonces con cita del ATC 295/2006, de 26 de julio ( JUR 2006, 247365) , F. 1 y reiteramos 

ahora, «un requisito de todo punto inexcusable, cuya eventual omisión constituye un defecto en 

el modo de proposición de la cuestión que ha de determinar, tras el trámite previsto en el art. 

37.1 LOTC, la inadmisión de la cuestión así suscitada ( STC 166/1986, de 19 de diciembre [ 

RTC 1986, 166] , F. 4; y AATC 136/1995, de 9 de mayo, F. único; 152/2000, de 13 de junio [ 

RTC 2000, 152 AUTO] , F. 2; 265/2000, de 14 de noviembre [ RTC 2000, 265 AUTO] , F. 2; 

199/2001, de 4 de julio [ JUR 2001, 252269] , F. 1, 102/2003, de 25 de marzo [ RTC 2003, 102 

AUTO] , F. 2; y 164/2006, de 9 de mayo [ JUR 2006, 176920] , F. único, entre otros muchos)... 

Igualmente hemos hecho hincapié en que "la importancia de la audiencia del art. 35.2 LOTC no 

puede minimizarse reduciéndola a un simple trámite carente de más trascendencia que la de 

su obligatoria concesión, cualesquiera que sean los términos en que ésta se acuerde, 

resultando inexcusable, por el contrario, que en él se identifiquen con precisión tanto los 

preceptos legales sobre cuya constitucionalidad se albergan dudas como las normas de la 
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Constitución que se consideren vulneradas" ( ATC 401/2006, de 8 de noviembre [ JUR 2007, 

6870] , F. 2, y las numerosas resoluciones allí citadas)» (F. 2). 

En este caso se plantea, como ya hemos tenido ocasión de indicar, cuestión de 

inconstitucionalidad respecto de los apartados tercero y cuarto de la disposición transitoria 

única de la Ley 33/2006, de 30 de octubre ( RCL 2006, 1969) , sobre igualdad del hombre y la 

mujer en el orden de sucesión de los títulos nobiliarios, siendo así que en la providencia dando 

traslado a las partes y al Ministerio Fiscal del trámite de audiencia contemplado en el art. 35.2 

LOTC sólo se mencionaba el apartado tercero. De modo que no se ha llamado a las partes 

personadas en el proceso judicial a quo ni al Ministerio Fiscal para alegar lo que desearan 

acerca de la pertinencia de plantear cuestión de inconstitucionalidad respecto del apartado 

cuarto de ese precepto legal o tal y como se establece en el mencionado art. 35.2 LOTC. 

A ello debemos añadir, en lo que a la satisfacción de los requisitos procesales se refiere, que 

en el Auto de planteamiento de la cuestión de inconstitucionalidad el juicio de relevancia se 

efectúa exclusivamente respecto del apartado tercero de la disposición transitoria concernida 

(fundamento de derecho cuarto), sin que en ningún momento se examine siquiera la 

aplicabilidad del apartado cuarto. Advertida esta deficiencia hemos de recordar que «es 

doctrina reiterada de este Tribunal que el juicio de relevancia constituye uno de los requisitos 

esenciales de toda cuestión de inconstitucionalidad, por cuanto a su través se garantiza el 

control concreto de la constitucionalidad de la Ley, impidiendo que el órgano judicial convierta 

dicho control en abstracto, pues para realizar este tipo de control carece aquél de legitimación. 

Dicho juicio de relevancia ha sido definido por este Tribunal como "el esquema argumental 

dirigido a probar que el fallo del proceso judicial depende de la validez de la norma 

cuestionada" ( STC 17/1981, de 1 de junio [ RTC 1981, 17] , F. 1, y AATC 93/1999, de 13 de 

abril [ RTC 1999, 93 AUTO] , F. 3, y 21/2001, de 31 de enero, F. 1, por todos) y constituye "una 

de las condiciones esenciales para la admisión de la cuestión, pues, en la medida que 

garantiza una interrelación necesaria ( STC 28/1997, de 13 de febrero [ RTC 1997, 28] , F. 3) 

entre el fallo del proceso a quo y la validez de la norma cuestionada, asegura la realización 

efectiva del antedicho control concreto de la constitucionalidad de la Ley" ( STC 64/2003, de 27 

de marzo [ RTC 2003, 64] , F. 5; AATC 24/2003, de 28 de enero [ RTC 2003, 24 AUTO] , F. 3; 

25/2003, de 28 de enero [ JUR 2003, 40988] , F. 3, y 206/2005, de 10 de mayo [ RTC 2005, 

206 AUTO] , F. 3, entre otros)» ( STC 166/2007, de 4 de julio [ RTC 2007, 166] , F. 7). 

Sobre esta base, hemos de concluir que resulta inadmisible la presente cuestión en cuanto 

atañe al apartado cuarto de la disposición transitoria única de la Ley 33/2006, de 30 de octubre. 

3 

Por otro lado, esta cuestión de inconstitucionalidad resulta notoriamente infundada en cuanto 

tiene por objeto el apartado tercero de la mencionada disposición transitoria. Al respecto este 

Tribunal ha reiterado que el concepto de «cuestión notoriamente infundada», empleado en el 

art. 37.1 LOTC ( RCL 1979, 2383) , «encierra un cierto grado de indefinición que se traduce 

procesalmente en otorgar a este Tribunal un margen de apreciación a la hora de controlar la 

solidez de la fundamentación de las cuestiones de inconstitucionalidad, de tal modo que 
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existen supuestos en los que un examen preliminar de las cuestiones de inconstitucionalidad 

permite apreciar la falta de viabilidad de la cuestión suscitada, sin que ello signifique, 

necesariamente, que carezca de forma total y absoluta de fundamentación o que ésta resulte 

arbitraria, pudiendo resultar conveniente en tales casos resolver la cuestión en la primera fase 

procesal, máxime si su admisión pudiera provocar efectos no deseables como la paralización 

de múltiples procesos en los que resulte aplicable la norma cuestionada» (por todos, AATC 

136/2006, de 4 de abril [ RTC 2006, 136 AUTO] , F. 2, y 352/2007, de 24 de julio [ RTC 2007, 

352 AUTO] , F. 2). 

Pues bien, en este caso el precepto legal cuestionado es el resultado de la ponderación 

efectuada por el legislador entre los valores de seguridad jurídica e igualdad, ambos de 

relevancia constitucional. Dicha ponderación, que se ha saldado con la atribución de un mayor 

peso a la igualdad, en cuanto proscribe la discriminación por razón de sexo, no resulta 

contraria a los arts. 9.3 (irretroactividad de las disposiciones restrictivas de derechos 

individuales e interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos) y 14 (igualdad) CE ( RCL 

1978, 2836) . Antes de exponer las razones que nos llevan a rechazar a limine los argumentos 

utilizados para fundar los reproches de inconstitucionalidad formulados por el órgano judicial 

promotor de esta cuestión debemos precisar que el único contenido de la seguridad jurídica 

que pudiera hallarse aquí en juego sería el de la previsibilidad de la aplicación de las normas 

jurídicas por los poderes públicos habida cuenta de que la certeza de la norma resulta 

incontrovertible, o al menos no aparece afectada por lo previsto en el apartado tercero de la 

disposición transitoria única de la Ley 33/2006 ( RCL 2006, 1969) . Dicho lo cual hemos de 

añadir que la incidencia de la norma en la que hemos denominado «vertiente subjetiva» de la 

seguridad jurídica (por todas, STC 129/2003, de 20 de junio [ RTC 2003, 129] , F. 4), que hace 

referencia a la previsibilidad de la acción de los poderes públicos en la labor aplicativa del 

Derecho, no rebasa los márgenes de lo necesario para la adecuada realización del valor de la 

igualdad sustantiva a cuya preservación se dirige la norma legal cuestionada. 

4 

Con respecto al primero de los reproches dirigidos contra el precepto, conviene reiterar ahora 

la doctrina elaborada por este Tribunal en torno al alcance de la prohibición de irretroactividad 

contenida en el art. 9.3 CE ( RCL 1978, 2836) . Dicha doctrina se sintetiza en la STC 112/2006, 

de 5 de abril ( RTC 2006, 112) , en los siguientes términos: «la interdicción absoluta de 

cualquier tipo de retroactividad conduciría a situaciones congeladoras del ordenamiento 

contrarias al art. 9.2 CE (por todas, SSTC 6/1983, de 4 de febrero [ RTC 1983, 6] , F. 3, y 

126/1987, de 16 de julio [ RTC 1987, 126] , F. 11)... dicha regla de irretroactividad no supone la 

imposibilidad de dotar de efectos retroactivos a las Leyes que colisionen con derechos 

subjetivos de cualquier tipo, sino que se refiere a las limitaciones introducidas en el ámbito de 

los derechos fundamentales y de las libertades públicas o en la esfera general de protección de 

la persona (por todas, STC 42/1986, de 10 de abril [ RTC 1986, 42] , F. 3). Por otra parte, lo 

que se prohíbe es la retroactividad, entendida como incidencia de la nueva Ley en los efectos 

jurídicos ya producidos de situaciones anteriores, de suerte que la incidencia en los derechos, 
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en cuanto a su proyección hacia el futuro, no pertenece al campo estricto de la retroactividad, 

sino al de la protección que tales derechos, en el supuesto de que experimenten alguna 

vulneración, hayan de recibir (por todas, SSTC 42/1986, de 10 de abril, F. 3, y 97/1990, de 14 

de mayo [ RTC 1990, 97] , F. 4). El precepto constitucional, de este modo, no permitiría 

vigencias retroactivas que produzcan resultados restrictivos o limitaciones de los derechos que 

se habían obtenido en base a una legislación anterior (STC 97/1990, de 24 de mayo, F. 5), 

aunque, sin embargo, la eficacia y protección del derecho individual —nazca de una relación 

pública o de una privada— dependerá de su naturaleza y de su asunción más o menos plena 

por el sujeto, de su ingreso en el patrimonio del individuo, de manera que la irretroactividad 

sólo es aplicable a los derechos consolidados, asumidos e integrados en el patrimonio del 

sujeto y no a los pendientes, futuros, condicionados y expectativas [por todas, SSTC 99/1987, 

de 11 de junio ( RTC 1987, 99) , F. 6 b), o 178/1989, de 2 de noviembre ( RTC 1989, 178) , F. 

9], de lo que se deduce que sólo puede afirmarse que una norma es retroactiva, a los efectos 

del art. 9.3 CE, cuando incide sobre "relaciones consagradas" y afecta a "situaciones agotadas" 

[por todas, STC 99/1987, de 11 de junio, F. 6 b)]» (F. 17). 

En el apartado tercero de la disposición transitoria única de la Ley 33/2006 ( RCL 2006, 1969) 

se establece la aplicación de dicho texto legal a los expedientes relativos a Grandezas de 

España y títulos nobiliarios que a 27 de julio de 2005 —fecha de presentación de la proposición 

de Ley originaria en el Congreso de los Diputados— estuvieran «pendientes de resolución 

administrativa o jurisdiccional, tanto en la instancia como en vía de recurso, así como a los 

expedientes que se hubieran promovido a partir de aquella fecha». En virtud del apartado 

cuarto de la misma disposición transitoria, se exceptúan de esta regla los expedientes en los 

que hubiera recaído sentencia firme en el momento de entrada en vigor de la Ley. 

La lectura de la disposición legal cuestionada a la luz de la doctrina antes recordada pone de 

relieve que las previsiones de Ley 33/2006 no inciden en rigor sobre relaciones consagradas, ni 

afecta a situaciones agotadas. La supeditación de la aplicación de la Ley a la pendencia de un 

procedimiento administrativo o de un proceso judicial en el que se controvierta el derecho a la 

titularidad nobiliaria, o a la Grandeza de España, permite afirmar que la previsión que nos 

ocupa responde al tipo de la irretroactividad impropia, que incide sobre una situación o relación 

jurídica aún no definitivamente establecida, de modo que no existe vulneración del principio de 

irretroactividad mencionado en el Auto de planteamiento de esta cuestión de 

inconstitucionalidad. 

En otro orden de cosas, el órgano judicial promotor de la cuestión considera que el resultado 

de la ponderación realizada por el legislador incurre en una arbitrariedad proscrita por el art. 9.3 

CE. Sin embargo, si reparamos en la gravedad que un reproche como el de arbitrariedad 

reviste cuando se dirige contra el legislador —como este Tribunal Constitucional ha advertido 

en diversas ocasiones, por todas, STC 45/2007, de 1 de marzo ( RTC 2007, 45) , F. 4— 

habremos de convenir en la necesidad de que se sustente en una argumentación adecuada y 

suficiente, de la que está ayuno el Auto de planteamiento de la cuestión de 

inconstitucionalidad. Consecuentemente, no se han ofrecido a este Tribunal Constitucional los 
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elementos que le permitan formular, desde la perspectiva de la interdicción de la arbitrariedad, 

un juicio de validez acerca del resultado alcanzado por el legislador en la labor ponderativa que 

nos ocupa. 

Tampoco se advierte, en fin, que el precepto legal cuestionado sea contrario al mandato de 

igualdad en la Ley del art. 14 CE por las razones expuestas en el Auto de planteamiento. Los 

supuestos identificados en el fundamento de Derecho tercero del Auto de planteamiento no se 

refieren propiamente a un distinto tratamiento de personas o grupos de personas que se 

encuentren en situaciones equivalentes, pues el legislador ha fijado un punto temporal que 

diferencia los supuestos que contempla, siendo así que la vulneración del art. 14 CE «la 

produce sólo aquella desigualdad que introduce una diferencia entre situaciones que pueden 

considerarse iguales y que carece de una justificación objetiva y razonable, es decir, el 

principio de igualdad exige que a iguales supuestos de hecho se apliquen iguales 

consecuencias jurídicas, debiendo considerarse iguales dos supuestos de hecho cuando la 

utilización o introducción de elementos diferenciadores sea arbitraria o carezca de fundamento 

racional (por todas, SSTC 134/1996, de 22 de julio [ RTC 1996, 134] , F. 5; 117/1998, de 2 de 

junio [ RTC 1998, 117] , F. 8; 46/1999, de 22 de marzo [ RTC 1999, 46] , F. 2; 200/1999, de 8 

de noviembre [ RTC 1999, 200] , F. 3; y 200/2001, de 4 de octubre [ RTC 2001, 200] , F. 4)» ( 

SSTC 34/2004, de 8 de marzo [ RTC 2004, 34] , F. 3, y 38/2007, de 15 de febrero [ RTC 2007, 

38] , F. 8). 

Todo ello permite concluir que la presente cuestión de inconstitucionalidad, en cuanto tiene por 

objeto el apartado tercero de la disposición transitoria única de la Ley 33/2006, sobre igualdad 

del hombre y la mujer en el orden de sucesión de los títulos nobiliarios, resulta notoriamente 

infundada. Lo que determina su inadmisión a trámite en virtud de lo previsto en el art. 37.1 

LOTC. 

Por lo expuesto, el Pleno 

ACUERDA 

Inadmitir a trámite la presente cuestión de inconstitucionalidad. 

Publíquese este Auto en el «Boletín Oficial del Estado». 

Madrid, a diecisiete de diciembre de dos mil ocho. 
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2ª PARTE JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Sobre derecho nobiliario. 

 

Veremos ahora la jurisprudencia del Tribunal Supremo que salvo la primera que es de 1964 

son todas posteriores a la promulgación de la actual Constitución española y alguna sentencia 

del TEDH (Tribunal Europeo de Derechos Humanos), en materia nobiliaria en cuanto a 

sucesión, que incluye usucapión, etc.…, por lo que después de la sucesión veremos la 

jurisprudencia siguiente que no haya sido incluida en los anteriores temas, para de esta forma 

evitar repetir sentencias. Las sentencias aparecen por orden cronológico de más antigua a mas 

reciente. 

SUCESIÓN. 

 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 9 junio 1964. RJ 1964\3216 

POSESION CIVILISIMA: mayorazgo: llamamientos generales: la posesión civilísima solo opera 

a favor del heredero. 

 

TÍTULOS Y GRANDEZAS: cesión de uno de los títulos con grandeza de España en favor de un 

hermano cumpliendo disposición testamentaria del padre. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 3 octubre 1980. RJ 1980\3611 

 

Títulos nobiliarios; mejor derecho para suceder, desviación en el orden sucesorio mediante 

testamento, necesidad de pedir previamente la nulidad del mismo. Error de hecho y de 

derecho. Documento auténtico. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 24 febrero 1981. RJ 1981\608 

 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 28 noviembre 1981. RJ 1981\4676 

TÍTULOS NOBILIARIOS: sucesión, título de constitución, preferencia, condicionante 

matrimonio con persona notoriamente noble. 

 

TÍTULOS NOBILIARIOS: posesión legal de título; mejor derecho genealógico, orden sucesorio; 

posesión civilísima. Desestimación, por ir contra los considerandos. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 5 noviembre 1982. RJ 1982\6525 

 

TÍTULOS NOBILIARIOS: orden sucesorio, modificación; novación del orden sucesorio. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 25 febrero 1983. RJ 1983\1073 

 

TÍTULOS NOBILIARIOS: derecho genealógico preferente. Error de hecho. Documento 

auténtico, no lo son los estudiados por el Juzgador de instancia. Error de derecho, necesidad 

de citar el precepto valorativo de la prueba y el concepto de la infracción. 
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TS (Sala de lo Civil), sentencia de 14 abril 1984. RJ 1984\1946 

 

COMPETENCIA DE LA JURISDICCIÓN: Inexistencia: Ejercicio de prerrogativa de gracia por el 

Jefe del Estado: discrecionalidad. Títulos nobiliarios: Derecho desucesión: nace al fallecimiento 

del último titular: régimen legal aplicable; Novación del orden sucesorio del título: Ejercicio de 

prerrogativa de gracia por el Jefe del Estado: discrecionalidad: régimen legal aplicable. 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo), sentencia de 18 junio 1984. RJ 1984\4631 

 

TÍTULOS NOBILIARIOS: Orden de suceder, título o carta de constitución o por lo dispuesto en 

la Real Concesión y, en su defecto, por la regla de la Sucesión de la Corona española; Real 

Cédula, limitación posesoria de varios títulos, evitar acumulación de honores y mercedes. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 27 septiembre 1984. RJ 1984\4364 

 

TÍTULOS NOBILIARIOS. ORDEN SUCESORIO: Entre parientes colaterales, no opera el 

principio de representación, sino la proximidad en el grado, el sexo y la edad. Prueba del mejor 

derecho: criterio de relatividad. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 17 octubre 1984. RJ 1984\4895 

 

TÍTULOS NOBILIARIOS: Adquisición por prescripción; condiciones en que ésta se produce. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 7 marzo 1985. RJ 1985\1151 

 

TÍTULOS NOBILIARIOS: mejor o preferente derecho genealógico para llevar, usar o poseer, 

con sus preeminencias y honores el Título; cesión y distribución;posesión civilísima como 

posesión real y verdadera, heredero único del Mayorazgo, prescripción. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 27 marzo 1985. RJ 1985\1215 

 

TÍTULOS NOBILIARIOS: orden de suceder, cesión de título nobiliario, por quien ostenta un 

solo Título, no procede sin que conste la voluntad de renuncia. Normas del ordenamiento 

jurídico con rango, accesible a la casación, facultad del Tribunal Supremo en su tarea revisoria, 

de la aplicación en las instancias de normas que, aun sin rango de Ley formal reconozcan, 

limiten o nieguen derechos civiles. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 11 octubre 1985. RJ 1985\4737 

 

TÍTULOS NOBILIARIOS: Derecho de sucesión en el título: nace al fallecimiento del último 

titular: régimen legal aplicable; Novación del orden sucesorio del título: ejercicio de prerrogativa 

de gracia por el Jefe del Estado: discrecionalidad: revisión en vía jurisdiccional: improcedencia: 

régimen legal aplicable. 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo), sentencia de 24 enero 1986. RJ 1986\889 
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TÍTULOS NOBILIARIOS: prescripción adquisitiva, inmemorial. Error en la apreciación de la 

prueba, documentos tenidos en cuenta por el Juzgador. Desestimación por hacer supuesto de 

la cuestión. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 14 junio 1986. RJ 1986\3552 

 

TÍTULOS NOBILIARIOS. ORDEN SUCESORIO: Dispuesto por el fundador del mayorazgo con 

autorización real: Prohibición de alterar el orden de suceder, salvo casos de distribución 

autorizada de títulos no sometidos a régimen sucesorio especial: Distribución o cesión ineficaz: 

Novación inexistente: No altera el orden sucesorio la confirmación de la Grandeza de España 

unida al título: Prueba del mejor derecho; criterio de relatividad: Prescripción: precisa ser 

invocada en fase procesal hábil. Escritos ... Más 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 7 julio 1986. RJ 1986\4414 

 

TÍTULOS NOBILIARIOS: Marqués de Centellas, título nobiliario aragonés, uso público, pacífico 

y no interrumpido, prescripción general y extraordinaria. Error de hecho, documento falto de 

literosuficiencia. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 6 noviembre 1986. RJ 1986\6211 

 

TÍTULOS NOBILIARIOS: Condado de Arzacollar y Marquesado de Mairena, títulos poseídos 

desde 1910 y 1915 respectivamente, quieta, pública y pacíficamente, prescripción adquisitiva 

producida por posesión inmemorial. Incongruencia. Litis consorcio pasivo necesario, 

inexistencia. TS (Sala de lo Civil), sentencia de 23 enero 1987. RJ 1987\349© 2010 THOMSON 

REUTERS 

 

COMPETENCIA DE LA JURISDICCIÓN: Títulos nobiliarios: límites. Inadmisibilidad del recurso: 

Interposición extemporánea del recurso contencioso: inexistencia. Recurso contencioso-

administrativo: Caducidad: inexistencia. Títulos nobiliarios: Sucesión nobiliaria: procedimiento 

administrativo: defectos formales: validez. 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo), sentencia de 13 marzo 1987. RJ 1987\3628 

 

JURISDICCIÓN CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA: «Iura novit curia». Competencia de la 

Jurisdicción: Títulos nobiliarios: aspectos administrativos. Títulosnobiliarios: Sucesión nobiliaria: 

transmisión «ipso iure» al legítimamente llamado: carácter imprescriptible: revocación 

de sucesión en ejecución de decisión judicial. 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo), sentencia de 13 abril 1987. RJ 1987\4440 

 

TÍTULOS NOBILIARIOS: Sucesión nobiliaria: control judicial: materia administrativa y material 

civil; Rehabilitación de título por el cauce de la sucesión diferida: solicitud extemporánea: 

caducidad del uso del título: no del título mismo: posible ejercicio de acciones ante la 

jurisdicción competente. 
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TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo), sentencia de 25 mayo 1987. RJ 1987\5846 

 

TÍTULOS NOBILIARIOS. ORDEN SUCESORIO: Principios de primogenitura, masculinidad y 

representación: Criterios preferenciales; de descendientes sobre ascendientes y de éstos sobre 

colaterales; línea; grado; sexo; edad: Derecho de representación en todo caso; en líneas 

colaterales: Inconstitucionalidad de la preferencia por razón de sexo: Disposiciones del título de 

concesión. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 20 junio 1987. RJ 1987\4540 

 

TÍTULOS NOBILIARIOS: cesión del Título con aprobación real, instauración de una nueva 

cabeza de línea en la persona del cesionario a partir del cual ha de seguirse el orden regular de 

la sucesión. Desestimación por hacer supuesto de la cuestión. Error en la apreciación de la 

prueba basado en documentos obrantes en autos: aprobación real de la cesión de título 

nobiliario. Infracción de normas del ordenamiento jurídico: inexistencia. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 27 julio 1987. RJ 1987\5877 

 

TÍTULOS NOBILIARIOS: Condado de Puñorrostro, sucesión en el Condado de acuerdo con el 

título de constitución, eliminación del derecho de representación. Interpretación de los negocios 

jurídicos, por el Tribunal de instancia. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 27 octubre 1987. RJ 1987\7468 

 

DECLARACIÓN DE HIDALGUÍA: situación jurídica no reconocida en España; acción de 

jactancia; desestimación de la demanda. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 16 febrero 1988. RJ 1988\1111 

 

TÍTULOS NOBILIARIOS; ACCIÓN PARA RECLAMAR: naturaleza jurídica; prescripción: 

cómputo del plazo. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 20 febrero 1988. RJ 1988\1075 

 

TÍTULOS NOBILIARIOS: cesión del Título nobiliario, nulidad de la cesión; prescripción 

adquisitiva; posesión civilísima; la cesión del Título no supone alterar el orden sucesorio 

mantenido en su concesión. Cuestiones nuevas. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 10 marzo 1988. RJ 1988\1811 

 

COMPETENCIA DE LA JURISDICCIÓN: Títulos nobiliarios: sucesión nobiliaria: 

límites. Títulos nobiliarios: Sucesión; Rehabilitación de título por vía de sucesión diferida: 

solicitud extemporánea: plazo: caducidad: posible ejercicio de acciones ante la Jurisdicción 

competente. 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo), sentencia de 4 octubre 1988. RJ 1988\7425 
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TÍTULOS NOBILIARIOS: «Conde de Monte Blanco», mejor y preferente derecho. Cuestión 

nueva. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 10 octubre 1988. RJ 1988\7398 

 

TÍTULOS NOBILIARIOS: Rehabilitación: no supone la reposición de una posesión a quien se 

había despojado de ella, sino la acción graciable del Rey o del Jefe del Estado por la cual se 

concede a un individuo la sucesión en un título caducado, una vez acreditados determinados 

presupuestos y trámites. Incongruencia. Títulos nobiliarios: cuestión que afecta al estado civil. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 7 diciembre 1988. RJ 1988\9324 

 

TITULOS NOBILIARIOS: derecho de desvinculación de títulos: excepción expresa y limitación 

legal al orden regular de sucesión: requisitos; interpretación de la evolución legislativa; 

finalidad. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 3 abril 1989. RJ 1989\2990 

 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 28 abril 1989. RJ 1989\9886 

TITULOS NOBILIARIOS: ACCION DE RECLAMACION: carga de la prueba: incumbe al actor 

probar su línea y la del demandado poseedor en virtud de Real Carta de sucesión: presunción 

de posesión con justo título oponible a terceros: ORDEN SUCESORIO: principios rectores: 

vigencia pre y post-constitucional: principio de masculinidad: abrogación por 

inconstitucionalidad sobrevenida: discriminación legal por razón de sexo carente de justificación 

objetiva y razonable e innecearia para la determinación del orden sucesorio: irretroactividad de 

su derogación: incidencia sobre las sucesiones en títulos nobiliarios posteriores a la 

Constitución. 

 

 

TITULOS NOBILIARIOS: derecho de distribución: carácter unitario; requisitos.LITIS 

CONSORCIO PASIVO NECESARIO: acción de nulidad de la distribución: necesidad de 

demandar a todos los favorecidos por ella. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 8 mayo 1989. RJ 1989\3669 

 

TITULOS NOBILIARIOS: «Marqués de Orani», mejor derecho a ostentar, usar y poseer el título 

noble de «Marqués de Orani»; caducidad; prescripción; rehabilitación. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 21 junio 1989. RJ 1989\4712 

 

TITUTOS NOBILIARIOS: acción de reclamación: necesidad de instar previa o simultáneamente 

la acción de nulidad de la cesión; LITIS CONSORCIO PASIVO NECESARIO: necesidad de 

demandar a todos los intervinientes en la cesión.CUESTION DE COMPETENCIA: varios 

demandados residentes en pueblos distintos: competencia en favor del juez de culquiera de 

ellos a elección del demandante. 
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TS (Sala de lo Civil), sentencia de 27 septiembre 1989. RJ 1989\6382 

 

TITULOS NOBILIARIOS: orden sucesorio: criterio de la masculinidad: inconstitucionalidad 

sobrevenida de la preferencia por razón de sexo; normas aplicables.IGUALDAD ANTE LA LEY: 

discriminación.NORMAS JURIDICAS: interpretación acorde con la realidad social 

presente.EXCESO EN EL EJERCICIO DE LA JURISDICCION: inexistencia: carácter civil de las 

normas reguladoras de la sucesión nobiliaria; inaplicación de las que regulan la sucesión a la 

Corona. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 21 diciembre 1989. RJ 1989\8861 

 

TITULOS NOBILIARIOS: aplicación de la doctrina jurisprudencial; evolución de los 

antecedentes históricos y la realidad social del momento «criterio de aplicabilidad»; 

prescripción adquisitiva.JURISPRUDENCIA: su función. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 3 enero 1990. RJ 1990\3 

 

TITULOS NOBILIARIOS: Rehabilitación: naturaleza jurídica: diferencias con la concesión. 

Poseedor real. Prescripción adquisitiva: desestimación: falta de formulación expresa de la 

excepción: prescripción de la acción: doctrina general: excepción perentoria: necesidad de 

alegarla expresa y oportunamente. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 7 marzo 1990. RJ 1990\1676 

 

TITULOS NOBILIARIOS: orden sucesorio: doctrina general: prescripción adquisitiva: evolución 

jurisprudencial: requisitos: estimación: disfrute del Título desde la fecha de rehabilitación 

durante más de sesenta años: Conde de Santiago de Calimaya.POSESION CIVILISIMA: 

concepto: de Títulos Nobiliarios: extensión: límites.JURISPRUDENCIA: doctrina general: fuente 

del Derecho.RECURSO DE CASACION: error en la apreciación de la prueba: desestimación: 

documento examinado y valorado por el juzgador de … 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 12 diciembre 1990. RJ 1990\9997 

 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 6 marzo 1991. RJ 1991\3072 

TITULOS NOBILIARIOS: PRESCRIPCION ADQUISITIVA: estimación: posesión durante 

cuarenta años; interrupción: desestimación: durante la vigencia de la legislación republicana. 

POSESION CIVILISIMA: doctrina general: extensión: límites. 

 

 

TITULOS NOBILIARIOS. COMPETENCIA DE LA JURISDICCIÓN CIVIL. PRESCRIPCIÓN 

ADQUISITIVA: Doctrina general: Evolución jurisprudencial: Debe estimarse.- 

JURISPRUDENCIA: Doctrina general: Su función: Posibilidad de cambios en su orientación.- 

RECURSO DE CASACION. ABUSO, EXCESO O DEFECTO EN EL EJERCICIO DE LA 

JURISDICCION: Doctrina general: inexistencia. 
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TS (Sala de lo Civil), sentencia de 12 junio 1991. RJ 1991\4446 

 

TITULOS NOBILIARIOS: DESVINCULACION: DESVIACION O DISTRIBUCION DE TITULOS: 

doctrina general: carácter unitario del acto distributivo: efectos; acción de nulidad: necesidad de 

demandar a todos los favorecidos por ella.LITIS CONSORCIO PASIVO NECESARIO: doctrina 

general: efectos: sentencia absolutoria en al instancia: no produce excepción de cosa juzgada 

en cuanto al fondo del asunto litigioso.CARGA DE LA PRUEBA: innecesaria: hechos 

acreditados en autos.SENTENCIA: INCONGRUENCIA: desestimación: ... Más 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 5 noviembre 1991. RJ 1991\8145 

 

TITULOS NOBILIARIOS: Real Carta de Sucesión: impuesto especial: pago: no es requisito 

constitutivo del derecho: denegación: con base en falta de pago del impuesto por el anterior 

titular: improcedencia: con base en falta de prueba fehaciente sobre el último poseedor de la 

merced: improcedencia: publicaciones no oficiales: derecho a la tramitación de la petición: 

Marqués de Flores-Dávila. 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 5ª), sentencia de 13 noviembre 1991. RJ 

1991\9380 

 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO: Economía procesal.TITULOS NOBILIARIOS: 

Rehabilitación de título: solicitud: contenido de la instancia: procedimiento: archivo a instancias 

que no estén debidamente formalizadas, sin necesidad de enviar el expediente a la Diputación 

Permanente de la Grandeza de España y al Consejo de Estado; Sucesión diferida: 

llamamientos de sucesión: requisitos: inexistencia: línea masculina: no constituye vulneración 

del principio de igualdad. 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 5ª), sentencia de 3 enero 1992. RJ 

1992\708 

 

TITULOS NOBILIARIOS: Orden sucesorio, posesión civilísima, prescripción adquisitiva y 

extintiva, renuncia de derechos nobiliarios: declaraciones jurisprudenciales.RECLAMACION DE 

TITULO: procedencia: falta de usucapión por el demandado y falta de efectos para el 

reclamante de la renuncia efectuada por sus padres. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 21 febrero 1992. RJ 1992\1420 

 

TITULOS NOBILIARIOS: orden sucesorio; posesión civilísima: carácter relativo; cesión del 

título: no supone novación del mismo ni alteración del orden de suceder; falta de renuncia 

expresa de terceros perjudicados; RECURSO DE CASACION: Error de hecho: omisiones 

trascendentes. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 5 marzo 1992. RJ 1992\2392 
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TITULOS NOBILIARIOS: Título nobiliario aragonés: prescripción adquisitiva: aplicación del 

Fuero o Compilación de Huesca de 1274 y no de la legislación castellana: procedencia: disfrute 

del Título de Grandeza durante más de treinta años y un día en forma quieta y pacífica: orden 

sucesorio: sucesión en la línea colateral: procedencia: discernimiento por la proximidad de 

grado con el último poseedor legal. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 24 marzo 1992. RJ 1992\2281 

 

TITULOS NOBILIARIOS: DISTRIBUCION DE TITULOS: Requisitos: aprobación por el Jefe del 

Estado: requisito complementario que puede cumplirse en cualquier momento. Acción de 

reconocimiento de la distribución: procedencia: inexistencia de prescripción: falta de transcurso 

de 15 años.INCONGRUENCIA: Inexistencia. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 414/1993 de 5 mayo. RJ 1993\3441 

 

TITULOS NOBILIARIOS: Naturaleza jurídica. Orden sucesorio: el establecido en el propio título 

o, en su defecto el que tradicionalmente se siga en la materia: inaplicabilidad de las normas 

sucesorias del CC. Criterios jurisprudenciales sobre el derecho de representación en la línea 

colateral. Reclamación de título: improcedencia: mejor derecho del demandado. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 921/1993 de 13 octubre. RJ 1993\7512 

 

TITULOS NOBILIARIOS: posesión civilísima: extensión: efectos; distribución de títulos: 

ineficacia: realizada por quien sólo tenía la posesión civilísima al tiempo de la distribución: 

necesidad de que el distribuyente sea el poseedor legal, real y efectivo, de los títulos que 

distribuye.RECURSO DE CASACION: Infracción de las normas del ordenamiento jurídico o de 

la jurisprudencia: desestimación. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 1261/1993 de 28 diciembre. RJ 1993\10157 

 

TITULOS NOBILIARIOS: PRESCRIPCION ADQUISITIVA: plazo: 40 años.PRESCRIPCION 

EXTINTIVA DE LA ACCION DE RECLAMACION: plazo: 40 años.ORDEN SUCESORIO: 

Criterios jurisprudenciales sobre el derecho de representación en la línea colateral.ACCION 

PARA RECLAMAR: Improcedencia: línea colateral: propincuidad de grado: inaplicabilidad del 

derecho de representación; distribución de títulos: novación.JURISPRUDENCIA: No lo es una 

sola sentencia. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 1018/1994 de 16 noviembre. RJ 1994\8839 

 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 18/1995 de 24 enero. RJ 1995\164 

TITULOS NOBILIARIOS: ORDEN SUCESORIO: preferencia conforme al criterio de 

masculinidad: sucesión anterior a la Constitución regida por el ordenamiento vigente en el siglo 

XVII. 

DERECHOS FUNDAMENTALES: IGUALDAD ANTE LA LEY: discriminación por razón de sexo: 

irretroactividad de la abrogación de aquel régimen sucesorio por inconstitucionalidad 
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sobrevenida. 

RECURSO DE CASACION: NORMAS GENERALES: competencia: de Tribunal Supremo y 

Tribunal Superior de Justicia: recurso fundado en infracción de precepto constitucional y 

normativa civil foral: conocimiento del motivo constitucional por el primero y remisión de 

actuaciones al segundo para la resolución de los restantes. 

 

TITULOS NOBILIARIOS: acción para reclamar: procedencia: falta de ejercicio previo de la 

acción de nulidad del título: no es necesario en supuestos de rehabilitación del título.PRUEBA: 

CARGA: art. 1214 del CC: sólo se infringe cuando el juzgador traslada las consecuencias de no 

haber probado determinado hecho a quien no le corresponde hacerlo según el referido 

precepto.RECURSO DE CASACION: ERROR EN LA APRECIACION DE LA PRUEBA: 

desestimación: documentos faltos de literosuficiencia. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 44/1995 de 6 febrero. RJ 1995\741 

 

TITULOS NOBILIARIOS: ORDEN SUCESORIO: CRITERIOS SELECTIVOS DE 

DETERMINACION: MASCULINIDAD: abrogación de la antigua preferencia del varón sobre la 

mujer a partir de la entrada en vigor de la Constitución: no es admisible postergar o dar trato de 

inferioridad a la mujer por el mero e inevitable hecho de serlo: discriminación por razón de 

sexo: inconstitucionalidad: voto particular; PREFERENCIA DE EDAD: justificación objetiva y 

razonable; SUCESIONESNOBILIARIAS: no cabe confundirlas con la suces … 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 362/1995 de 18 abril. RJ 1995\3421 

 

TITULOS NOBILIARIOS: orden sucesorio: transmisión de título rehabilitado: exclusión de 

descendiente legítima de la línea del primogénito con derecho preferencial: rehabilitación sin 

perjuicio de tercero de mejor derecho; distribución y cesión de títulos: diferencias. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 1058/1995 de 11 diciembre. RJ 1995\9479 

 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 96/1996 de 13 febrero. RJ 1996\1251 

TITULOS NOBILIARIOS: ORDEN SUCESORIO: CRITERIOS SELECTIVOS DE 

DETERMINACION: MASCULINIDAD: abrogación de la antigua preferencia del varón sobre la 

mujer a partir de la entrada en vigor de la Constitución: discriminación por razón de sexo: 

inconstitucionalidad: voto particular; PREFERENCIA DE EDAD: justificación objetiva y 

razonable. 

 

TITULOS NOBILIARIOS: ORDEN SUCESORIO: SUCESION DE COLATERALES: se rige por 

el principio de propincuidad, no por el de representación; cómputo: se lleva a cabo respecto del 

último poseedor del título; PREFERENCIA DEL VARON SOBRE LA MUJER: naturaleza 

discriminatoria de las Partidas: abrogación sobrevenida por la Constitución: no opera con 

retroactividad de grado máximo para alterar, a la luz de normas hoy vigentes, problemas 

sucesorios acaecidos y agotados en tiempo pasado.JURISPRUDENCIA: no la ... Más 
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TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 371/1996 de 7 mayo. RJ 1996\3780 

 

 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 500/1996 de 13 junio. RJ 1996\4766 

TITULOS NOBILIARIOS: DISTRIBUCION: procedencia: título concedido en 1877: 

interpretación no rigorista de las Leyes de 1820 y 1855 enpunto a su efectividad temporal: 

CESION: por quien no había obtenido carta de sucesión: procedencia: único hijo y heredero del 

primer conde: posesión civilísima: aprobación de la cesión por la Corona: existencia: carácter 

expreso y no meramente presunto de la autorización: PRESCRIPCION ADQUISITIVA: 

procedencia: posesión ininterrumpida: continuidad en el disfrute de hecho del título durante la 

Segunda República. 

 

TITULOS NOBILIARIOS: ORDEN SUCESORIO: principios de primogenitura: masculinidad y 

representación: criterios preferenciales: preferencia de descendientes sobre ascendientes y de 

éstos sobre los colaterales: línea: grado: edad: derecho de representación en todo caso: 

prohibición de disponer; TITULO: distribución y cesión: concepto, diferencias y requisitos: 

nulidad de cesión: falta de renuncia expresa de tercero perjudicado.RECURSO DE 

CASACION: REQUISITOS FORMALES: atenuación del rigor formal: ... Más 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 841/1996 de 25 octubre. RJ 1996\7479 

 

TITULOS NOBILIARIOS: sucesiones nobiliarias: invasión por la Administración de la potestad 

reservada al Monarca por el art. 62 CE: improcedencia: cuestiones meramente 

procedimentales que como todas las que revistan tal naturaleza, en la materia nobiliaria, están 

expresa y específicamente encomendadas en su especial ordenamiento al Ministerio de 

Justicia; Derecho a la Sucesión Nobiliaria: improcedencia: al haber fallecido el padre del 

solicitante mucho tiempo antes de que fuera rehabilitado en ... Más 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 20 mayo 1997. RJ 

1997\4345 

 

TITULOS NOBILIARIOS: sucesión nobiliaria: derecho a: caducidad de la misma: solicitante que 

al efectuar pretensión de rehabilitación, supone, que en todo caso renuncia expresamente al 

ejercicio del mantenimiento de la Carta de Sucesión; Examen normativa sucesiva aplicable; 

Deber de respetar la titularidad formal que tiene reconocida el poseedor que ha causado la 

vacante y en cuyo favor se expidió en su día la Carta de Sucesión, por imponerlo así el 

principio general de que la Administración no ... Más 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 7 julio 1997. RJ 

1997\5637 

 

TITULOS NOBILIARIOS: Rehabilitación: necesidad de que el solicitante tenga un parentesco 

con el último poseedor legal que no exceda del sexto grado civil: examen del concepto de 
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«último poseedor legal»: no es otro que aquel poseedor administrativo del cual pretende derivar 

su derecho a sucederle el que solicitó la rehabilitación, para quien aquél es además el óptimo 

poseedor indiscutible. 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 3 noviembre 1997. RJ 

1997\8876 

 

TITULOS NOBILIARIOS: ORDEN SUCESORIO: preferencia del varón sobre la hembra: 

principio histórico y tradicional que se mantiene tras la entrada en vigor de la Constitución: no 

infringe el principio de igualdad consagrado en su artículo 14; obligación del TS de prestar su 

conformidad a la línea argumental de la Sentencia de 3-7-1997 del TC, contraria a la 

jurisprudencia sentada por el primero.COSTAS PROCESALES: IMPOSICION AL ACTOR: 

improcedencia: desestimación de la demanda: tema litigioso obje ... Más 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 1120/1997 de 11 diciembre. RJ 1997\8753 

 

TITULOS NOBILIARIOS: ORDEN SUCESORIO: preferencia del varón sobre la hembra: 

principio histórico y tradicional que se mantiene tras la entrada en vigor de la Constitución: no 

infringe el principio de igualdad consagrado en su artículo 14; obligación del TS de prestar su 

conformidad a la línea argumental de la Sentencia de 3-7-1997 del TC, contraria a la 

jurisprudencia sentada por el primero.COSTAS PROCESALES: IMPOSICION AL ACTOR: 

improcedencia: desestimación de la demanda: tema litigioso obje ... Más 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 1119/1997 de 11 diciembre. RJ 1997\8752 

 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 1117/1997 de 11 diciembre. RJ 1997\8973 

TITULOS NOBILIARIOS: Orden sucesorio: «mortis causa»: preferencia del varón sobre la 

mujer en igualdad de línea y grado: procedencia: no supone infracción del art. 14 de la 

Constitución: doctrina del Tribunal Constitucional. 

JURISPRUDENCIA: cambio de criterio jurisprudencial: está permitido siempre que no sea 

arbitrario y esté motivado: no es necesario que previamente se anuncie. 

 

TITULOS NOBILIARIOS: Orden sucesorio «mortis causa»: preferencia del varón sobre la mujer 

en igualdad de línea y grado: procedencia: no supone infracción del art. 14 de la Constitución: 

doctrina del Tribunal Constitucional. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 1116/1997 de 11 diciembre. RJ 1997\8970 

 

TITULOS NOBILIARIOS: ORDEN SUCESORIO: preferencia del varón sobre la hembra: 

principio histórico y tradicional que se mantiene tras la entrada en vigor de la Constitución: no 

infringe el principio de igualdad consagrado en su artículo 14; obligación del TS de prestar su 

conformidad a la línea argumental de la Sentencia de 3-7-1997 del TC, contraria a la 

jurisprudencia sentada por el primero.COSTAS PROCESALES: IMPOSICION AL ACTOR: 

improcedencia: desestimación de la demanda: tema litigioso obje ... Más 
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TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 1111/1997 de 12 diciembre. RJ 1997\8756 

 

TITULOS NOBILIARIOS: ORDEN SUCESORIO: preferencia del varón sobre la hembra: 

principio histórico y tradicional que se mantiene tras la entrada en vigor de la Constitución: no 

infringe el principio de igualdad consagrado en su artículo 14; obligación del TS de prestar su 

conformidad a la línea argumental de la Sentencia de 3-7-1997 del TC, contraria a la 

jurisprudencia sentada por el primero.COSTAS PROCESALES: IMPOSICION AL ACTOR: 

improcedencia: desestimación de la demanda: tema litigioso obje ... Más 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 1110/1997 de 12 diciembre. RJ 1997\8755 

 

TITULOS NOBILIARIOS: ORDEN SUCESORIO: preferencia del varón sobre la hembra: 

principio histórico y tradicional que se mantiene tras la entrada en vigor de la Constitución: no 

infringe el principio de igualdad consagrado en su artículo 14; obligación del TS de prestar su 

conformidad a la línea argumental de la Sentencia de 3-7-1997 del TC, contraria a la 

jurisprudencia sentada por el primero.COSTAS PROCESALES: IMPOSICION AL ACTOR: 

improcedencia: desestimación de la demanda: tema litigioso obje ... Más 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 1109/1997 de 12 diciembre. RJ 1997\8754 

 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 1112/1997 de 12 diciembre. RJ 1997\8735 

TITULOS NOBILIARIOS: ORDEN SUCESORIO: el establecido en la carta de concesión y, en 

su defecto, el orden regular tradicionalmente seguido en la materia conforme a las 

disposiciones históricas: inalterabilidad por exigencias de la Constitución. 

NORMAS JURIDICAS: INTERPRETACION: conforme a los preceptos y principios 

constitucionales en la interpretación derivada de las resoluciones del Tribunal Constitucional. 

 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 1113/1997 de 13 diciembre. RJ 1997\8760 

TITULOS NOBILIARIOS: ORDEN SUCESORIO: preferencia del varón sobre la hembra: 

principio histórico y tradicional que se mantiene tras la entrada en vigor de la Constitución: no 

infringe el principio de igualdad consagrado en su artículo 14; obligación del TS de prestar su 

conformidad a la línea argumental de la Sentencia de 3-7-1997 del TC, contraria a la 

jurisprudencia sentada por el primero. 

COSTAS PROCESALES: IMPOSICION AL ACTOR: improcedencia: desestimación de la 

demanda: tema litigioso objeto de múltiples controversias y cambio de la jurisprudencia en 

virtud de sentencia del TC resolviendo cuestión de inconstitucionalidad. 

 

TITULOS NOBILIARIOS: naturaleza meramente honorífica; orden sucesorio: doctrina 

constitucional: preferencia del varón sobre la mujer: no supone discriminación ni resulta 

contraria al art. 14 CE. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 1115/1997 de 13 diciembre. RJ 1997\8975 
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TITULOS NOBILIARIOS: naturaleza meramente honorífica; orden sucesorio: doctrina 

constitucional: preferencia del varón sobre la mujer: no supone discriminación ni resulta 

contraria al art. 14 CE. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 1114/1997 de 13 diciembre. RJ 1997\8974 

 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 1153/1997 de 15 diciembre. RJ 1997\8979 

TITULOS NOBILIARIOS: distribución de títulos: ineficacia: realizada por quien tiene sólo la 

posesión civilísima; acción para reclamar: requisitos; orden sucesorio: carácter inalterable salvo 

autorización expresa del Jefe del Estado: prohibición de disponer. 

 

TITULOS NOBILIARIOS: rehabilitación: legitimación de solicitante de título que no ha 

permanecido en situación de caducidad durante cuarenta o más años, ostentando un 

parentesco con el último poseedor legal del título que no excede del sexto grado civil: examen 

normativa aplicable.RECURSO DE CASACION: quebrantamiento de las formas esenciales del 

juicio por infracción de las normas reguladoras de la sentencia o de las que rigen los actos y 

garantías procesales, siempre que, en este último caso, ... Más 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 31 enero 1998. RJ 

1998\1243 

 

TITULOS NOBILIARIOS: ACCION PARA RECLAMAR: prescripción: plazo: cuarenta años: 

correspondencia con la usucapión contraria: PRESCRIPCION ADQUISITIVA: lleva ínsita la 

extintiva de la acción del titular: procedencia: posesión ininterrumpida durante cuarenta años: la 

posesión civilísima sólo opera a favor del heredero.JURISPRUDENCIA: trascendencia 

normativa: función complementaria y remodeladora del ordenamiento jurídico.RECURSO DE 

CASACION: PROCEDIMIENTO: escrito de interposición: requisitos fo ... Más 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 195/1998 de 7 marzo. RJ 1998\1041 

 

RECURSO DE APELACION: Naturaleza jurídica.TRATADOS INTERNACIONALES: Eficacia y 

aplicabilidad en nuestro ordenamiento jurídico interno: después de la entrada en vigor de la CE: 

forman parte del ordenamiento jurídico interno una vez publicados oficialmente en España; 

Eficacia y aplicabilidad en nuestro ordenamiento jurídico interno antes de la entrada en vigor de 

CE: no se hallaban subordinados a la Constitución, sino que las relaciones entre ésta y los 

Tratados se rigen por el principio de la ... Más 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 10 marzo 1998. RJ 

1998\2708 

 

TITULOS NOBILIARIOS: PRESCRIPCION ADQUISITIVA: procedencia: cesión del título: 

adquisición por posesión continuada de la cesionaria y sus causahabientes por más de 

cuarenta años: Marqués de Santa Cruz de Paniagua; COMPUTO DEL PLAZO: fecha 
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inicial.ORDEN SUCESORIO: preferencia del varón sobre la mujer: doctrina del TC: no infringe 

el art. 14 CE. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 262/1998 de 17 marzo. RJ 1998\1349 

 

TITULOS NOBILIARIOS: DISTRIBUCION DE TITULOS: Ineficacia: realizada por quien tiene 

tan sólo la posesión civilísima: necesidad de que el distribuyente sea el poseedor legal, real y 

efectivo de los títulos que distribuye. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 391/1998 de 5 mayo. RJ 1998\3231 

 

TITULOS NOBILIARIOS: Condado de Casa Barreto: testamento contemplando orden irregular 

de sucesión para supuesto que no llegó a darse: sucesión por el orden regular.RECURSO DE 

CASACION: ERROR EN LA APRECIACION DE LA PRUEBA: a partir de la reforma de la LECiv 

de 1992: sólo cabe considerar el error si fuere de derecho, invocando el precepto legal de 

valoración de la prueba que se considera infringido. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 482/1998 de 26 mayo. RJ 1998\4005 

 

TITULOS NOBILIARIOS: posesión civilísima: extensión: efectos; distribución 

de títulos realizada por quien sólo tenía la posesión civilísima al tiempo de la distribución: 

ineficacia: necesidad de que el distribuyente sea poseedor legal, real y efectivo, de 

los títulos que distribuye; remisión a sentencias anteriores entre las mismas partes o sus 

sucesores. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 595/1998 de 22 junio. RJ 1998\4909 

 

TITULOS NOBILIARIOS: Orden sucesorio: principio de varonía: principio histórico y tradicional 

que se mantiene tras la entrada en vigor de la Constitución: no infringe el principio de igualdad 

consagrado en su artículo 14.RECURSO DE CASACION: desestimación. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 796/1998 de 30 julio. RJ 1998\6928 

 

RECURSO DE CASACIÓN POR QUEBRANTAMIENTO DE FORMA: DENEGACION DE 

DILIGENCIA DE PRUEBA: documental: pericial .NO RESOLUCION DE TODOS LOS PUNTOS 

OBJETO DE ACUSACION Y DEFENSA: constitucionalidad de títulos nobiliarios que son objeto 

del proceso. Desestimación de pregunta por impertinente: pregunta que carece de relevancia. 

Recurso de casación por infracción de ley: FALSEDAD POR PARTICULAR DE 

DOCUMENTOS PUBLICOS U OFICIALES: simulación de documentos: certificaciones 

eclesiásticas anteriores al reg ... Más 

TS (Sala de lo Penal), sentencia núm. 592/1998 de 4 diciembre. RJ 1998\10083 

 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 1215/1998 de 29 diciembre. RJ 1998\9981 

TITULOS NOBILIARIOS: DERECHO NOBILIARIO: en él la ilegitimidad de sangre por sí sola 

jamás ha restringido la facultad de ostentar un título nobiliario, como tampoco la de obtenerlo 
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por sucesión, salvo si así fuera determinado en la carta de fundación; ORDEN SUCESORIO: 

ordenación legal: se ubica en su carta de concesión: no existe una doctrina jurisprudencial 

posicionada en la incapacidad para suceder por la ilegitimidad de la filiación; DERECHOS A 

LOS TITULOS NOBILIARIOS: son imprescriptibles. 

 

TITULOS NOBILIARIOS: ORDEN SUCESORIO: preferencia del varón sobre la hembra: 

constitucionalidad en los supuestos de igualdad de línea y grado, en atención a lo dispuesto 

por el TC en su Sentencia 3 julio 1997.COSTAS PROCESALES: no imposición. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 17/1998 de 25 enero. RJ 1999\633 

 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 140/1999 de 9 febrero. RJ 1999\535 

TITULOS NOBILIARIOS: ORDEN SUCESORIO: «DESIGNACION DE SUCESOR»: facultad 

innata del fundador o concesionario de un título, quien, en uso de la misma, puede efectuar la 

designación, salvo que se le prohíba expresa o inequívocamente en la carta fundacional; 

POTESTAD REAL: quien es creador de las dignidades nobiliarias, tiene potestad soberana 

para suprimirlas y, asimismo, para modificarlas aun alterando el orden sucesorio; 

«DESIGNACION DE SUCESOR» Y OTRAS FIGURAS NOBILIARIAS SINGULARES -

USUCAPION DE LOS CUARENTA AÑOS-: provocan verdaderos efectos novatorios en el 

orden de sucesión inicialmente previsto, convirtiendo al designado, y en su caso al 

prescribiente, en nueva cabeza de línea. 

 

TITULOS NOBILIARIOS: Orden sucesorio: principio de varonía: principio histórico y tradicional 

que se mantiene tras la entrada en vigor de la Constitución: no infringe el principio de igualdad 

consagrado en su artículo 14.RECURSO DE CASACION: estimación. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 129/1999 de 19 febrero. RJ 1999\1345 

 

TITULOS NOBILIARIOS: ORDEN SUCESORIO: preferencia del varón sobre la mujer: 

aplicación del criterio sustentado por la STC 126/1997, de 3 julio: constitucionalidad del 

principio de preferencia de la masculinidad del derecho histórico. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 248/1999 de 26 marzo. RJ 1999\2368 

 

TITULOS NOBILIARIOS: ORDEN SUCESORIO: preferencia del varón sobre la mujer: 

aplicación del criterio sustentado por el TC en contra de la más reciente jurisprudencia del 

TS.CONDENA EN COSTAS AL ACTOR: improcedencia: desestimación de la demanda: 

cambio obligado de la doctrina jurisprudencial por sentencia del TC. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 388/1999 de 10 mayo. RJ 1999\3342 

 

RECURSO DE CASACION: suspensión por interposición de otro ante el Tribunal Europeo de 

Derechos Humanos: improcedencia; ABUSO, EXCESO O DEFECTO EN EL EJERCICIO DE 

LA JURISDICCION: supuestos que comprende; QUEBRANTAMIENTO DE FORMA: 
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INDEFENSION: no puede alegarla quien consintió los actos presuntamente lesivos de sus 

derechos; INADMISION: RECURSO CARENTE DE FUNDAMENTO: títulos nobiliarios: 

preferencia del varón sobre la mujer en igualdad de línea y grado: doctrina del TC. 

TS (Sala de lo Civil), auto de 1 junio 1999. RJ 1999\3482 

 

RECURSO DE CASACION: INADMISION A TRAMITE: RECURSO CARENTE DE 

FUNDAMENTO: títulos nobiliarios: preferencia del varón sobre la mujer en igualdad de línea y 

grado: doctrina del TC. 

TS (Sala de lo Civil), auto de 8 junio 1999. RJ 1999\3486 

 

Caso María de la Consolación Fernández de Córdoba y otros contra España 

DERECHO AL RESPETO A LA VIDA PRIVADA Y FAMILIAR: Vida privada y familiar: medidas 

de protección: títulos nobiliarios: el hecho de que pueda ser mencionado en el registro civil 

como información complementaria con el fin de constatar la identidad de la persona inscrita no 

basta para amparalo dentro del art. 8: incompatibilidad "ratione materiae".PROHIBICION DE LA 

DISCRIMINACION: Discriminaciones específicas: por razón de sexo: títulos nobiliarios: 

preferencia del hombre sobre la mujer en la línea… 

TEDH (Sección 4ª), decisión de 28 octubre 1999. JUR 2007\101546 

 

TITULOS NOBILIARIOS: rehabilitación: posesión del título y poder de transmitirlo: necesidad 

de satisfacer el impuesto correspondiente dentro de los plazos determinados en las leyes 

fiscales: debe cumplirse personalmente por el interesado a efectos de alcanzar la citada 

posesión; Desproporción de la exigencia del cumplimiento de las cargas tributarias para el 

ejercicio del derecho a la rehabilitación de título nobiliario: improcedencia: al producirse la 

caducidad del mismo por el impago del imp ... Más 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 9 noviembre 1999. RJ 

1999\10002 

 

DERECHO AL HONOR: INTROMISION ILEGITIMA: REQUISITOS: antijuricidad y culpabilidad, 

en cualquiera de sus dos modalidades -dolo o culpa-; INEXISTENCIA: utilización de título 

nobiliario como marca comercial de vinos: inadvertencia de rastro alguno de 

culpabilidad.SILENCIO COMO DECLARACION DE VOLUNTAD: el silencio puede equivaler al 

asentimiento cuando quien calla viniera obligado a manifestar su voluntad contraria según las 

exigencias de la buena fe entre las partes o los usos generales del tráf … 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 179/2000 de 29 febrero. RJ 2000\812 

 

SALA ESPECIAL DEL ART. 61 DE LA LOPJ: Instrucción y enjuiciamiento de las causas contra 

los Presidentes de Sala o contra magistrados de una Sala, cuando sean juzgados todos o la 

mayor parte de los que la constituyen: querella por prevaricación contra tres magistrados de la 

Sala Primera del TS: falta de legitimación del querellante: letrado e hijo del posible perjudicado 
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en el procedimiento civil: no actúa ni como heredero ni como representante ni ejercitando la 

acción popular; prevaricación: i … 

TS (Sala especial del art. 61 de la LOPJ), auto núm. 11/1999 de 13 abril. RJ 2001\5277 

 

TITULOS NOBILIARIOS: ORDEN SUCESORIO: doctrina general: rige el establecido en las 

cartas de sucesión y, en su defecto, el orden regular tradicionalmente seguido conforme a las 

disposiciones históricas; derecho de representación: opera en la línea recta descendente y no 

en la colateral: improcedente derecho sucesorio de colateral de causahabiente del 

titular.LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO: inexistencia: concurrencia como demandados 

de todos los interesados en la sucesión: innecesario demanda … 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 468/2000 de 11 mayo. RJ 2000\3408 

 

TS (Sala de lo Civil), auto de 23 mayo 2000. RJ 2000\3918 

RECURSO DE CASACION: INADMISION: RECURSO CARENTE DE FUNDAMENTO: títulos 

nobiliarios: preferencia del varón sobre la mujer en igualdad de línea y grado: doctrina del TC. 

 

TITULOS NOBILIARIOS: ACCION PARA RECLAMAR: Improcedencia: hija extramatrimonial 

reconocida en el acta de la inscripción: apertura de la sucesión el 24-3-1974: inaplicación de la 

CE ni de la Ley 11/1981, de 13 mayo: documento de concesión que confiere el título al 

instituido y a sus hijos y sucesores legítimos varones y hembras. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 600/2000 de 19 junio. RJ 2000\5292 

 

TITULOS NOBILIARIOS: Sucesión nobiliaria: ejecución de sentencia: normativa aplicable: 

legislación especial sobre la materia: RD de 8-7-1922 y Real Orden de 21-10-1922: 

inaplicabilidad de la LECiv.SENTENCIAS: Ejecución: sucesión nobiliaria: normativa aplicable. 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 5 junio 2001. RJ 

2001\7443 

 

TITULOS NOBILIARIOS: PRESCRIPCION INMEMORIAL: exige posesión continuada y sin 

interrupción por un plazo de cuarenta años, sin necesidad de que concurra otro requisito; 

COSTAS PROCESALES: aplicación del criterio del vencimiento. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 595/2001 de 11 junio. RJ 2001\4334 

 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 26 julio 2001. RJ 

2001\8033 

TITULOS NOBILIARIOS: Rehabilitación: título perpetuo: vacante: que hubiere incurrido en 

caducidad: transcurso de más de cuarenta años: aplicabilidad del RD 222/1988: transcurso de 

más de un año sin solicitar la rehabilitación: denegación procedente: con independencia de la 

subrogación de solicitud que tiene lugar en otro procedimiento. 
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TITULOS NOBILIARIOS: distribución y cesión de títulos: figuras distintas, con requisitos 

diversos.LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO: cesión por distribución 

de títulos nobiliarios: impugnación de la distribución: requiere llamar al proceso a todos los 

favorecidos por la distribución para evitar la indefensión. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 299/2002 de 4 abril. RJ 2002\2432 

 

TITULOS NOBILIARIOS: Sucesión: por Real Carta: órganos intervinientes en el procedimiento: 

control jurisdiccional del procedimiento: efectos; naturaleza jurídica: prerrogativa de gracia: 

facultad de la Corona: de carácter no administrativo sino constitucional: efectos. 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 16 abril 2002. RJ 

2002\4253 

 

TITULOS NOBILIARIOS: DISTRIBUCION DE TITULOS: LITISCONSORCIO PASIVO 

NECESARIO: acción de nulidad: exige llamar a juicio a todas las personas favorecidas por la 

distribución; exigencia de «la aprobación real» pese a no recogerse en la ley de forma expresa; 

distribución «inter vivos» o «mortis causa» hecha por el titular de los mismos y aprobada por el 

Jefe del Estado: efectos. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 463/2002 de 11 mayo. RJ 2002\4054 

 

TITULOS NOBILIARIOS: ORDEN SUCESORIO: condado de Bulnes: preferencia del varón 

sobre la mujer: muerte del causante anterior a la entrada en vigor de la CE; principio histórico y 

tradicional que se mantiene tras la entrada en vigor de la Constitución: no infringe el principio 

de igualdad consagrado en su artículo 14: obligación del TS de prestar su conformidad a la 

línea argumental de la Sentencia de 3-7-1997 del TC, contraria a la jurisprudencia sentada por 

el primero. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 853/2002 de 17 septiembre. RJ 2002\7813 

 

TITULOS NOBILIARIOS: orden sucesorio: normativa reguladora. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 830/2002 de 23 septiembre. RJ 2002\7839 

 

TITULO NOBILIARIO: Sucesión: procedimiento: consulta a la Diputación Permanente de la 

Grandeza y a la Comisión del Consejo de Estado: supuestos: interpretación; archivo de 

expediente: título de Conde de Ribadavia: por incompatibilidad con el de Marqués de 

Camarasa: archivo procedente. 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 19 noviembre 2002. RJ 

2002\10332 

 

JUICIO ORDINARIO DE MAYOR CUANTIA: escritos alegatorios de las partes: delimitan la 

contienda judicial: no cabe modificar los elementos fácticos en los escritos de 

conclusiones.TITULOS NOBILIARIOS: PRESCRIPCION ADQUISITIVA: por transcurso de 
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cuarenta años en la misma línea.CONDENA EN COSTAS:títulos nobiliarios: la naturaleza de 

estos procesos no justifica la no imposición de costas. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 153/2002 de 20 febrero. RJ 2003\1177 

 

TS (Sala de lo Civil, Sección Unica), sentencia núm. 829/2003 de 15 septiembre. RJ 2003\6226 

TITULOS NOBILIARIOS: ORDEN SUCESORIO: seguimiento del orden regular tradicional, 

salvo disposición en contrario del título de concesión: preferencia del varón sobre la mujer: 

constitucionalidad del principio de masculinidad del derecho histórico: aplicación del criterio 

sustentado por la STC 126/1997. 

 

TITULOS NOBILIARIOS: orden sucesorio: cosanguinidad: nota esencial y necesaria: derecho 

de sangre y no hereditario: medios de prueba; reclamación: improcedencia: falta de prueba de 

relación de cosanguinidad legítima con el fundador del título o el último poseedor del 

mismo.SENTENCIA: incongruencia: inexistencia: sentencia absolutoria: excepciones. 

TS (Sala de lo Civil, Sección Unica), sentencia de 29 septiembre 2003. RJ 2003\6446 

 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 173/2004 de 10 marzo. RJ 2004\1820 

TITULOS NOBILIARIOS: CONTENIDO: sus consecuencias jurídicas se agotan en el derecho a 

adquirirlo, a usarlo y a protegerlo frente a terceros; ORDEN SUCESORIO: principio de la 

masculinidad en la sucesión: constitucionalidad: sucesión producida antes de la entrada en 

vigor de la Constitución. 

RECURSO DE CASACION: PROCEDIMIENTO: escrito de interposición del recurso: requisitos 

formales: necesidad de motivos separados para cada una de las infracciones denunciadas. 

 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 23 marzo 2004. RJ 

2004\4047 

TITULOS NOBILIARIOS: Sucesión: Real Carta de Sucesión: procedimiento: dictamen del 

Consejo de Estado: audiencia a los interesados: no necesidad de: potestativa a juicio del 

Presidente; prueba: denegación de: no impugnada: efectos en casación: indefensión 

inexistente: posibilidad de examen de la documentación obrante al expediente; denegación de 

la sucesión procedente. 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO: Informes vinculantes del Consejo de Estado: audiencia 

a los interesados. 

 

 

RECURSO DE CASACION (LJCA/1998): Motivos: abuso, exceso o defecto en el ejercicio de la 

jurisdicción: abuso o exceso de jurisdicción: inexistencia: títulosnobiliarios: archivo del 

expediente sucesorio: obtención en vía civil de sentencia declarativa de mejor derecho frente a 

los demás solicitantes pero que «per se» no afectaba a la sucesión del título: casación 
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improcedente.TITULOS NOBILIARIOS: Sucesión nobiliaria: improcedencia: existencia de 

sentencia firme que ha declarado la nulidad de l ... Más 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 26 abril 2004. RJ 

2004\4051 

 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 421/2004 de 31 mayo. RJ 2004\4414 

TITULOS NOBILIARIOS: ACCION PARA RECLAMAR: desestimación: condado vinculado a 

mayorazgo en la carta de concesión: no aplicación del principio de propincuidad sino del 

clásico en sucesión de mayorazgos de que la línea anterior es preferida a la posterior: 

ascendiente común que tuvo dos hijas siendo primogénita la que encabeza la línea del 

demandante: preferencia con independencia de la proximidad de grado: no alteración mediante 

distribución efectuada por abuelo del demandado al no regir respecto de terceros con mejor 

derecho genealógico que el propio distribuidor; DISTRIBUCION DE TITULOS: litisconsorcio 

pasivo necesario: improcedencia: indeterminación sobre la existencia de personas no 

presentes y que deberían ser llamadas lo que motiva el rechazo de la excepción apreciable de 

oficio. 

 

INCONGRUENCIA: sentencias absolutorias: no son incongruentes, salvo que se basen en una 

alteración de la «causa petendi» o en la estimación de una excepción no aducida y no 

apreciada de oficio.JUICIO DE MAYOR CUANTIA: escrito resumen de pruebas: inexistencia de 

precepto legal que autorice su transformación en un escrito de réplica.TITULOS NOBILIARIOS: 

establecimiento de nueva cabeza de línea en 1792: validez: carácter no retroactivo de la Real 

Cédula de Carlos IV de 1804: libertad de disposición ... TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), 

sentencia núm. 743/2004 de 5 julio. RJ 2004\4939 

 

TITULOS NOBILIARIOS: prescripción adquisitiva: sobre título rehabilitado: procedencia: 

efectos novatorios en el orden sucesorio. 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 1213/2004 de 17 diciembre. RJ 2005\1878 

 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 265/2005 de 15 abril. RJ 2005\3240 

TITULOS NOBILIARIOS: ORDEN SUCESORIO: sucesión por colaterales en forma regular: 

aplicación del principio de «propincuidad»: preferencia del mejor grado y mayor edad. 

SENTENCIA: INCONGRUENCIA: inexistencia: resolución de todos los puntos litigiosos: acción 

declarativa del mejor derecho a suceder: emplazamiento a terceros interesados: desestimación 

de la demanda por reconocimiento del mejor derecho del tercero compareciente, padre del 

demandado en posesión del título: inexigibilidad de su pretensión declarativa reconvencional: 

suficiencia de su oposición a la demanda. 

 

DESESTIMACIÓN DE NULIDAD 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 26 septiembre 2005. JUR 2006\146825 

http://www.westlaw.es/wles/app/nwles/search/result?tid=jurisprudencia&ct=juris&srguid=i0ad600790000012f5eef2b191a9a548b&page=7&srguid=i0ad600790000012f5eef2b191a9a548b
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TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 529/2006 de 26 mayo. RJ 2006\3342 

TITULOS NOBILIARIOS: ORDEN SUCESORIO: presunción favorable al orden de sucesión 

regular: falta de prueba de la exclusión del principio de primogenitura y el establecimiento de su 

libre disponibilidad; preferencia de la hija primogénita del anterior titular sobre el hijo de su 

segunda hija: exclusión por la línea anterior (la de la primogénita) de la posterior (de la 

secundogénita): transmisión automática del título al «pre-llamado» al margen de su efectivo 

uso y disfrute; pescripción adquisitiva del título: evolución jurisprudencial: inexistencia: título 

adquirido conforme al orden regular de sucesión. 

DERECHOS FUNDAMENTALES: IGUALDAD ANTE LA LEY: discriminación: inexistencia: 

principio de primogenitura: justificación objetiva y razonable: regla proporcionada a la finalidad 

perseguida y conforme a la naturaleza de las cosas. 

RECURSO DE CASACION: ALCANCE: se da contra el fallo, no contra los fundamentos de 

derecho: no cabe alegar cuestiones nuevas; INFRACCION DE LAS NORMAS DEL 

ORDENAMIENTO JURIDICO: normas en las que puede basarse: lo son las reglamentarias 

cuando regulan derechos civiles o desarrollan los de una ley de la misma naturaleza. 

 

TITULOS NOBILIARIOS: PRESCRIPCION ADQUISITIVA: Ley 41 de Toro: adquisición por 

usucapión mediante posesión pacífica y no interrumpida por el tiempo de cuarenta años, con la 

consiguiente extinción del mejor derecho de terceros, como única excepción al principio de 

imprescriptibilidad de los títulosnobiliarios; REHABILITACION: alcance de los efectos de la 

rehabilitación en relación con el principio de propincuidad: expediente de rehabilitación sin 

perjuicio de tercero: la abdicación frente al r ... Más 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 523/2006 de 29 mayo. RJ 2006\3054 

 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 1162/2006 de 24 noviembre. RJ 2006\8113 

TITULOS NOBILIARIOS: PRESCRIPCION ADQUISITIVA: ley 41 de Toro: usucapión por 

posesión pacífica y continuada durante cuarenta años: anteposición al derecho genealógico; 

ACCION PARA RECLAMAR: improcedencia: usucapión: posesión continuada, no interrumpida, 

pacífica y pública durante 40 años: plazo completado entre padre e hijo demandado: 

pertenencia al linaje. 

 

COMUNIDAD AUTONOMA DEL PAIS VASCO: Alarde tradicional: participación femenina: 

exclusión de: organización privada: autorización procedente: principio de igualdad: vulneración 

inexistente. 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 7ª), sentencia de 15 enero 2007. RJ 

2007\1278 

 

RECURSO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO: Sentencias: incongruencia: inexistencia; 

motivación: suficiencia de.TITULOS NOBILIARIOS: Rehabilitación: convalidación de título 
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nobiliario conferido con carácter privado en el período de gobierno de la Segunda República: 

requisitos: solicitud a realizar necesariamente por la persona a quien se le confirió el título: 

improcedencia de subrogarse en tal derecho terceros sucesores de la interesada: necesidad de 

solicitar la sucesión nobiliaria conforme a las n … 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 11 diciembre 2007. RJ 

2008\741 

 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 251/2008 de 3 abril. RJ 2008\2943 

TITULOS NOBILIARIOS: igualdad del hombre y la mujer en la sucesión de títulos nobiliarios: 

aplicación retroactiva de la Ley 33/2006 a los procesos civiles pendientes en el momento de 

entrada en vigor de la Ley: constitucionalidad de la disposición transitoria: la posesión de un 

título nobiliario no constituye un derecho que, por su naturaleza, pueda considerarse 

incorporado al patrimonio de la persona, en la situación propia de un derecho consolidado o 

agotado determinante de una relación jurídica consagrada apta para calificarlo como derecho 

comprendido en la prohibición de retroactividad de las disposiciones que puedan afectarle: 

voluntad de legislador de restablecer con la mayor amplitud posible el principio de igualdad 

entre el hombre y la mujer en materia de sucesión en los títulos nobiliarios respetando, para 

salvaguardar la seguridad jurídica, las situaciones que pueden estimarse consolidadas con 

sujeción a parámetros razonables. 

 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 771/2008 de 10 septiembre. RJ 2008\4645 

TÍTULOS NOBILIARIOS: PRESCRIPCION ADQUISITIVA: efectos novatorios en el orden 

sucesorio; existencia: posesión durante cuarenta años: carácter ininterrumpido de la posesión 

se exige durante todo el tiempo necesario para consumar la prescripción: consumada ésta se 

mantiene en la nueva línea salvo pérdida por prescripción ganada por quien no pertenece a 

ella. 

 

MATERIA: Juicio de mayor cuantía por razón de la materia (Títulos HonoríficosMateria: Juicio 

de mayor cuantía por razón de la materia (Títulos Honoríficos ). Admisión recurso de casación). 

Admisión recurso de casación 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 16 septiembre 2008. JUR 2008\313285 

 

MATERIA: Recurso de casación por interés casacional contra Sentencia recaída en juicio 

ordinario sobre derechos honoríficos tramitado en atención a la materia.- Admisión recurso de 

casación.- 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 16 septiembre 2008. JUR 2008\320208 

 

Recurso de casación por interés casacional contra Sentencia recaída en juicio de mayor 

cuantía sobre derechos honoríficos tramitado en atención a la materia.- Admisión recurso de 

casación.- 
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TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 16 septiembre 2008. JUR 2008\320185 

 

MATERIA: Recurso de casación por interés casacional contra Sentencia recaída en juicio 

ordinario sobre derechos honoríficos tramitado en atención a la materia.- Admisión recurso de 

casación.- 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 16 septiembre 2008. JUR 2008\320215 

 

Juicio de mayor cuantía por razón de la materia ( Títulos Honoríficos ). Admisión recurso de 

casación 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 16 septiembre 2008. JUR 2008\320193 

 

MATERIA: Recurso de casación por interés casacional contra Sentencia recaída en juicio 

ordinario sobre derechos honoríficos tramitado en atención a la materia.- Admisión recurso de 

casación.- 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 16 septiembre 2008. JUR 2008\336553 

 

MATERIA: Recurso de casación por interés casacional contra Sentencia recaída en juicio 

ordinario sobre derechos honoríficos tramitado en atención a la materia.- Admisión recurso de 

casación.- 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 16 septiembre 2008. JUR 2008\320172 

 

RECURSO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO: Inadmisibilidad del recurso: acto no 

impugnable: decisión de acumular en vía administrativa dos solicitudes que guardan entre sí 

íntima conexión; ausencia de supuesto de decisión del fondo del tema 

debatido.TITULOS NOBILIARIOS: Sucesión: procedimiento: acumulación de dos solicitudes 

de sucesión del mismo título nobiliario: procedencia de. 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 14 octubre 2008. RJ 

2008\7520 

 

INADMISION DEMANDA DE REVISION 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 21 enero 2009. JUR 2009\58579 

 

INADMISION DEMANDA DE REVISION 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 21 enero 2009. JUR 2009\244726 

 

TITULOS NOBILIARIOS: Carta de sucesión: ámbito de la revisión en el orden contencioso-

administrativo de la resolución adoptada por el Ministerio de Justicia: limitada a las cuestiones 

procedimentales reservándose la materia de fondo a la jurisdicción civil: procedencia de: 

otorgamiento en favor de quien se entiende ostenta mejor derecho: que no ha de ser 

necesariamente el sucesor más cercano al anterior titular fallecido. 
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TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 18 febrero 2009. RJ 

2009\1087 

 

RECURSO DE REVISION (LJCA/1998): Motivos: recuperación de documentos: recobrados: 

inexistencia: disponibilidad de los documentos antes y después de la sentencia: revisión 

improcedente; Documentos decisivos: inexistencia: revisión improcedente. 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 2ª), sentencia de 26 febrero 2009. RJ 

2009\3692 

 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 547/2009 de 28 julio. RJ 2009\4578 

TITULOS NOBILIARIOS: CESION: nulidad: desestimación: condado: designación en 

testamento como heredera del título: posterior revocación de todos los testamentos anteriores 

que no comprendió la designación de sucesor al título nobiliario: interpretación de la cláusula 

revocatoria: soliticitud de autorización real pocos días antes de otorgar el testamento 

revocatorio, siendo concedida pocos días después, sin que constara manifestación alguna de 

disconformidad expresa o tácita. 

 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 649/2009 de 15 octubre. RJ 2009\5578 

TITULOS NOBILIARIOS: ACCION PARA RECLAMAR: improcedencia: igualdad del hombre y 

la mujer en la sucesión de títulos nobiliarios: aplicación retroactiva de la Ley 33/2006 a los 

procesos civiles pendientes en el momento de entrada en vigor de la Ley: constitucionalidad de 

la disp. transit.. DOCTRINA JURISPRUDENCIAL DEL TS EN INTERES CASACIONAL. 

 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 638/2009 de 19 octubre. RJ 2009\5584 

TITULOS NOBILIARIOS: USUCAPION: requisitos: vacancia del título y ulterior consolidación 

en el seno de una línea o rama diferente a la prellamada, a resultas de la posesión inmemorial 

continuada; improcedencia: no es invocable frente a un hermano de doble vínculo, inserto en la 

misma línea directa que la recurrente y a quien también aprovecha la posesión anterior no 

interrumpida de los antecesores comunes; igualdad del hombre y la mujer en la sucesión de 

títulos nobiliarios: aplicación retroactiva de la Ley 33/2006 a los procesos civiles pendientes en 

el momento de su entrada en vigor: procedencia: pendencia del recurso de casación admitido y 

audiencia previa de las partes sobre la aplicación de la DT de la Ley. 

RECURSO DE CASACION (LECIV/2000): MOTIVO DE CASACION: desestimación: falta de 

acreditación del interés casacional respecto de las normas cuya infracción se denuncia: 

necesaria justificación en la fase preparatoria del recurso. 

 

Recursos de casación y extraordinario por infracción procesal contra Sentencia dictada en 

juicio seguido por razón de la materia.- No se acredita la existencia de "interés casacional" 

respecto a las infracciones sustantivas alegadas.- Ámbito del recurso de casación.- La 
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inadmisión del recurso de casación determina la improcedencia del recurso extraordinario por 

infracción procesal. 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 20 octubre 2009. JUR 2009\443687 

 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 660/2009 de 21 octubre. RJ 2009\5703 

TITULOS NOBILIARIOS: ACCION PARA RECLAMAR: procedencia: igualdad del hombre y la 

mujer en la sucesión de títulos nobiliarios: aplicación retroactiva de la Ley 33/2006 a los 

procesos civiles pendientes en el momento de entrada en vigor de la Ley: constitucionalidad de 

la disp. transit.. 

 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 661/2009 de 22 octubre. RJ 2010\82 

TITULOS NOBILIARIOS: ACCION PARA RECLAMAR: improcedencia: mayorazgo: inaplicación 

de cláusula del título de concesión que llamaba al pariente agnado más propincuo del último 

poseedor que tenga la condición de varón por ser contrario a la LITN: aplicación, dentro del 

orden regular de sucesión, del principio de propincuidad. 

 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 678/2009 de 3 noviembre. RJ 2009\5833 

TITULOS NOBILIARIOS: PRESCRIPCION ADQUISITIVA: existencia: cesión del título por el 

inmediato sucesor a su hermano segundogénito: posesión continuada, no interrumpida, 

pacífica y pública por plazo de cuarenta años: cómputo del plazo: desde la escritura de cesión 

y no desde la Carta de Sucesión o desde la Orden Ministerial que acordó su expedición. 

 

Nulidad de actuaciones. Recurso desierto. Personación del recurrente fuera de plazo. Firmeza 

de la sentencia de segunda instancia y archivo del rollo de casación. 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 3 noviembre 2009. JUR 2009\467311 

 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 745/2009 de 19 noviembre. RJ 2010\137 

TITULOS NOBILIARIOS: PRESCRIPCION ADQUISITIVA: agotamiento de la vía sucesoria del 

título abierta por usucapión: determina la reintegración del título a la vía regular de sucesión si 

existen descendientes directos de concesionario: inaplicación del principio de propincuidad por 

su carácter extraordinario. 

 

Recurso de casación en asunto tramitado por razón de la materia. Título nobiliario. 

Interposición defectuosa por plantear cuestiones que exceden del ámbito del recurso de 

casación (art. 483.2.2º, en relación con el art. 477.1 LEC 2000). Admisión parcial. 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 24 noviembre 2009. JUR 2009\495844 

 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 811/2009 de 15 diciembre. RJ 2010\289 

TITULOS NOBILIARIOS: ACCION PARA RECLAMAR: improcedencia: reclamación del actor 

contra su padre, que renunció al título, y su tío carnal, faltando descendencia directa tanto del 
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primer titular como del último poseedor legítimo: mejor derecho del tío carnal, actual poseedor, 

por el principio de propincuidad: inaplicabilidad del principio de representación. RECURSO DE 

CASACION: CONTROL DE ADMISION: admisión: procedencia: juicio sobre oposición a la 

doctrina jurisprudencial que se funda especialmente en la jurisprudencia mientras que el juicio 

sobre infracción de ley se funda ante todo en la norma, complementada en su caso por la 

jurisprudencia: la discordancia entre escrito de preparación y escrito de interposición en las 

normas citadas como infringidas tiene menos relevancia si se invocan dos o más sentencias 

como exponentes de la doctrina que se considera infringida. 

 

TÍTULOS NOBILIARIOS: Título extranjero: sucesión y autorización de uso en España: 

rehabilitación: caducidad: existencia: archivo de actuaciones: procedencia. 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 10 febrero 2010. RJ 

2010\3329 

 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 52/2010 de 26 febrero. RJ 2010\1446 

TITULOS NOBILIARIOS: ACCION PARA RECLAMAR: procedencia: preferente derecho del 

demandante porque su madre era la mayor de los hermanos, y por consiguiente con mejor 

derecho que su hermano segundo -padre del demandado-: sin que obste su condición de mujer 

dada la aplicabilidad de la Ley 33/2006, de 30 de octubre; preferencia del actor al ser de mayor 

edad, hallándose ambos litigantes en el mismo grado de parentesco con el último poseedor 

legal. PRESCRIPCION ADQUISITIVA: improcedencia: no procede hablar de consolidar una 

situación de usucapión iniciada por el anterior poseedor: no se discute la condición de 

poseedor del tío de los litigantes investido por sentencia judicial y que, además, disfrutó del 

título durante un tiempo superior a los cuarenta años. 

 

Nulidad de actuaciones. Recurso desierto. Personación del recurrente fuera de plazo. Firmeza 

de la sentencia de segunda instancia y archivo del rollo de casación. 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 27 abril 2010. JUR 2010\162128 

 

TÍTULOS NOBILIARIOS: Solicitud de sucesión al título de Barón: denegación: impugnación: 

pérdida sobrevenida de objeto: procedencia. 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 1 junio 2010. RJ 

2010\5455 

 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 352/2010 de 7 junio. RJ 2010\5376 

TITULOS NOBILIARIOS: igualdad del hombre y la mujer en la sucesión de títulos nobiliarios: 

aplicación retroactiva de la Ley 33/2006 a los procesos civiles pendientes en el momento de 

entrada en vigor de la Ley; PRESCRIPCION ADQUISITIVA: cómputo: desde la fecha de la 

rehabilitación, porque hasta entonces no hay posibilidad de posesión material del título al 

hallarse caducado: también la prescripción extintiva debe iniciar su cómputo en dicha fecha, 
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pues hasta ese momento no es posible dirigir la acción contra quien ha instado la 

rehabilitación. ACTOS PROPIOS: IMPROCEDENCIA: derecho nobiliario: ausencia de 

actuación alguna del demandante que revele, con sentido unívoco, su renuncia a la 

reclamación del título o su aquiescencia a que sea ostentado por la recurrente: la tardanza en 

el ejercicio de la acción, en cuanto supone una falta de actuación, no puede, si no es con otros 

elementos que lo apoyen, convertirse en aquiescencia. 

 

Recurso de casación por interés casacional contra Sentencia recaída en juicio ordinario 

sobre títulos nobiliarios seguido por razón de la materia. Inadmisión del primer motivo por 

cuestiones que exceden y cuestión nueva ( art. 483.2.1ª, inciso segundo de la LEC 2000 en 

relación con el art. 479.4).- Admisión de los motivos segundo, tercero y cuarto-. 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 29 junio 2010. JUR 2010\256232 

 

Recurso de casación y extraordinario por infracción procesal interpuesto por la vía del ordinal 

3º contra Sentencia recaída en juicio ordinario sobre TítulosNobiliarios, seguido por razón de la 

materia.- Inadmisión del recurso por inexistencia de interés casacional. La inadmisión del 

recurso de casación determina la del extraordinario por infracción procesal ( art. 473.2, en 

relación con la Disposición Final 16ª, apartado 1º y regla 5ª, párrafo segundo de la LEC 

1/2000). 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 29 junio 2010. JUR 2010\256214 

 

Recurso de casación interpuesto por la vía del ordinal 3º contra Sentencia recaída en juicio 

sobre títulos nobiliarios, seguido por razón de la materia.- Inadmisión del recurso por 

inexistencia de interés casacional y por interposición defectuosa por fundamentación en 

normas no citadas en preparación. 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 29 junio 2010. JUR 2010\264329 

 

Recurso de casación interpuesto por la vía del ordinal 3º contra Sentencia recaída en juicio 

sobre títulos nobiliarios, seguido por razón de la materia.- Inadmisión del recurso por 

inexistencia de interés casacional. 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 21 septiembre 2010. JUR 2010\347645 

 

PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO (LJCA/1998): Procedimiento: 

alegaciones previas: motivos de inadmisibilidad: falta de jurisdicción o 

competencia: sucesión de título nobiliario: cuestión civil: jurisdicción improcedente: 

inadmisibilidad improcedente. 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 24 septiembre 2010. RJ 

2010\6754 
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RECURSO DE CASACION (LJCA/1998): Infracción de las normas reguladoras de las 

sentencias: incongruencia omisiva: inexistencia: casación improcedente; Infracción del 

ordenamiento jurídico: crítica de la argumentación de la sentencia recurrida: falta de: 

reproducción de las alegaciones planteadas en instancia: casación improcedente.NULIDAD-

ANULABILIDAD DE ACTUACIONES: Revisión de oficio de actos en vía administrativa: acuerdo 

de sucesión en título nobiliario: órgano competente: Consejo de Minist ... Más 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 4 noviembre 2010. RJ 

2010\7903 

 

TITULOS NOBILIARIOS: ACCION PARA RECLAMAR: estimación: reclamación de mejor y 

preferente derecho genealógico a poseer un título nobiliario: título concedido por vía de 

distribución abriendo nueva línea de sucesión: no existencia de una mera cesión: operación de 

distribución que en su conjunto goza del requisito de la aprobación real. 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 505/2010 de 25 noviembre. RJ 2011\585 

 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 794/2010 de 15 diciembre. JUR 2011\46399 

TITULOS NOBILIARIOS: Prescripción adquisitiva: término inicial del plazo para adquirir un 

título nobiliario por usucapión, no en caso de cesión ni de distribución, sino en el de 

vencimiento en juicio del rehabilitador del título por el causante del poseedor: en los casos de 

vencimiento en juicio del rehabilitador de un título nobiliario, el tiempo para la usucapión del 

título por el vencedor en juicio no comenzará a correr desde la fecha de firmeza de la 

sentencia, sino desde que dicho vencedor en juicio obtenga el Real despacho correspondiente 

a que se refiere el artículo 37 de la Real Orden de 21 de octubre de 1922 por la que se dictaron 

reglas para dar cumplimiento a lo prevenido en el artículo 18 del Real Decreto de 8 de julio del 

mismo año relativo a Grandezas y Títulos. DOCTRINA JURISPRUDENCIAL DEL TS EN 

INTERES CASACIONAL. 

 

Recurso de casación y extraordinario por infracción procesal interpuesto por la vía del ordinal 

3º contra Sentencia recaída en juicio ordinario sobre TítulosNobiliarios, seguido por razón de la 

materia.- Inadmisión del recurso por inexistencia de interés casacional. La inadmisión del 

recurso de casación determina la del extraordinario por infracción procesal ( art. 473.2, en 

relación con la Disposición Final 16ª, apartado 1º y regla 5ª, párrafo segundo de la LEC 

1/2000). 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 11 enero 2011. JUR 2011\28795 

 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 34/2011 de 1 febrero. RJ 2011\1812 

DERECHOS FUNDAMENTALES Y LIBERTADES PUBLICAS: DERECHO AL HONOR Y A LA 

INTIMIDAD: colisión con las libertades de información y expresión: resolución con técnicas de 

ponderación constitucional, teniendo en cuenta las circunstancias de cada caso: valoración 

separada del peso abstracto y del relativo de los derechos en conflicto; intromisión ilegítima: 
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inexistencia: publicación del libro «Nobleza obliga» en el que, a propósito de la sucesión en los 

títulos nobiliarios, se menciona la suerte de hijos ilegítimos o naturales que accedieron a ellos, 

con identificación de persona con filiación legitimada por subsiguiente matrimonio: amparo en 

las libertades de información y expresión en su vertiente de libertad de producción y creación 

científica: interés público de la información, veracidad sustancial de lo informado con cita de las 

fuentes utilizadas y ausencia de expresiones injuriosas; interés público de la transmisión de los 

títulos nobiliarios que de antiguo otorgan un reconocimiento social: LIBERTAD DE 

INFORMACION: requisitos: interés general de la información, veracidad de su contenido y 

sujeción al fin informativo que la inspira. 

 

TITULO NOBILIARIO: Rehabilitación. Mejor derecho genealógico. Litisconsorcio pasivo 

necesario: no concurre: la relación jurídica procesal se halla bien constituida con la intervención 

de la rehabilitante y el que pretende tener mejor derecho sucesorio nobiliario. Apelación: no hay 

un derecho material a la doble instancia. 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 37/2011 de 14 febrero. JUR 2011\60487   

 

USUCAPIÓN DE TÍTULOS NOBILIARIOS: Fecha inicial para el cómputo del plazo de 40 años 

en caso de vencimiento en juicio y posterior obtención por el vencedor de Carta de Sucesión, 

no de Real despacho de rehabilitación. No fecha de la Carta de Sucesión sino anterior. 

MEJOR DERECHO EN LA LÍNEA COLATERAL: Se rige por el principio de propincuidad y no 

se aplica el derecho de representación. 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 440/2011 de 22 junio. JUR 2011\236086 

 

 

 

REHABILITACIÓN: además de las que ya hemos citado en el apartado de sentencias sobre 

sucesión y, que algunas también tratan de rehabilitación están las siguientes: 

SENTENCIAS DE REHABILITACIONES:  

 

COMPETENCIA DE LA JURISDICCIÓN: Actos y resoluciones dictados por órganos de la 

Administración Pública cuya competencia se extiende a todo el territorio nacional y cuyo nivel 

orgánico sea inferior a Ministro en materias no incluidas en el ap. b) del art. 10 de la Ley de la 

Jurisdicción: impugnación ante Sala de Audiencia Territorial: incompetencia: inadmisibilidad del 

recurso. Improrrogabilidad de la competencia: Apreciación por las Salas de oficio: doctrina 

general; incompetencia declarada «a ... Más 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo), sentencia de 11 abril 1979. RJ 1979\2103 

 

TÍTULOS NOBILIARIOS: Marqués de Montepío; orden de suceder señalado en la concesión; 

mejor derecho conforme a la preferencia de grado marcado en la concesión de la merced; 
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indignidad para suceder, la facultad de revocar las dignidades nobiliarias por causa de 

indignidad corresponde al Jefe del Estado. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 21 marzo 1985. RJ 1985\1194 

 

 

TITULOS NOBILIARIOS: Expediente de rehabilitación: parte interesada: legitimación: 

existencia. 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 5ª), sentencia de 24 noviembre 1989. RJ 

1989\8322 

 

 

COMPETENCIA DE LA JURISDICCION: Cuestiones de competencia negativa: entre Tribunal 

Superior de Justicia y Audiencia Nacional: acto emanado de Ministro: denegación presunta: 

competencia de la Audiencia Nacional. 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 5ª), sentencia de 14 enero 1992. RJ 

1992\713 

 

 

COMPETENCIA DE LA JURISDICCION: Tribunales Superiores de Justicia: Asunción de 

competencias de los Juzgados de lo Contencioso Administrativo hasta su real funcionamiento; 

Después de la entrada en vigor Ley Orgánica del Poder Judicial y de Demarcación y Planta 

Judicial. 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 22 noviembre 1993. RJ 

1993\8213 

 

 

INCOMPETENCIA DE LA JURISDICCION: Títulos nobiliarios: Real Decreto por el que se 

rehabilita, sin perjuicio de tercero de mejor derecho, un título de Marqués: al ser un acto 

graciable que corresponde al Rey y carecer por tanto del carácter de acto administrativo. 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 24 noviembre 1993. RJ 

1993\8258 

 

 

TITULOS NOBILIARIOS: Rehabilitación: Improcedencia de incoación de expediente: al no 

existir la dignidad cuya rehabilitación se pretende. 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 19 febrero 1994. RJ 

1994\1233 
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JURISDICCION CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA: Competencia de la jurisdicción: 

Tribunales Superiores de Justicia: Acto de Ministro o Subsecretario resolutorio de alzada contra 

acto de órgano inferior. 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), auto de 22 septiembre 1994. RJ 

1994\6759 

 

 

TITULOS NOBILIARIOS: Rehabilitación: Legitimación para solicitar y obtener la tramitación del 

correspondiente expediente administrativo: examen normativa aplicable; descendiente directo 

del hermano del último «poseedor legal» del Título: examen. 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 7 noviembre 1994. RJ 

1994\8580 

 

 

TITULOS NOBILIARIOS: rehabilitación: improcedencia: al existir con anterioridad trámite 

de rehabilitación sobre el mismo título en solicitud formulada por otra persona.TUTELA 

EFECTIVA DE LOS JUECES Y TRIBUNALES: indefensión: improcedencia: recurrente que ha 

ejercido su derecho a acudir al Organo jurisdiccional competente y obtener una resolución de 

fondo sobre su pretensión; improcedencia: retraso de la Administración en resolver petición 

formulada por el recurrente. 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 4 marzo 1996. RJ 

1996\2045 

 

 

TITULOS NOBILIARIOS: rehabilitación: improcedencia: al hallarse puesto a despacho de SM el 

Rey la conversión en perpetuo del mismo título que fue concedido con carácter vitalicio a otra 

persona.TUTELA EFECTIVA DE LOS JUECES Y TRIBUNALES: indefensión: improcedencia: 

recurrente que ha ejercitado su derecho a acudir al órgano jurisdiccional competente y obtener 

una resolución de fondo sobre su pretensión. 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 4 marzo 1996. RJ 

1996\2044 

 

 

RECURSO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO: Objeto del recurso: actos impugnables: 

definitivos: dictados en materia referente a la sucesión nobiliaria: al no ser una excepción a la 

regla general de enjuiciamiento, si bien el control judicial viene referido necesariamente a 

aquellos aspectos de la actividad administrativa sujeta al Derecho Administrativo en supuestas 

violaciones de la normativa de procedimiento establecidas al efecto.JURISDICCION 

CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA: competencia de la jurisdicc ... Más 
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TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 7ª), sentencia de 4 marzo 1996. RJ 

1996\2170 

 

TITULOS NOBILIARIOS: renuncia y cesión de su derecho por el último poseedor del título: 

inexistencia; rehabilitación: no afecta a tercero de mejor derecho: acción declarativa del mejor 

derecho al título: procedencia: inexistencia de prescripción extintiva.LITIS CONSORCIO 

NECESARIO: pasivo: inexistencia.RECURSO DE CASACION: desestimación. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 1129/1996 de 26 diciembre. RJ 1996\9507 

 

 

TITULOS NOBILIARIOS: rehabilitación: archivo de plano por la Administración ante la que se 

solicita: por incumplimiento de supuestos previstos en RD 222/1988 que modifica en parte la 

normativa anterior: improcedencia: al tener que existir y concederse al solicitante el plazo de un 

año para completar la demostración o justificación del derecho que expone en el escrito inicial. 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 18 febrero 1997. RJ 

1997\985 

 

 

TITULOS NOBILIARIOS: rehabilitación: desestimación: falta de identificación del último 

poseedor de la merced (RD 222/1988); Actuaciones encaminadas a identificar al último 

poseedor de la dignidad: han de ser previos a la solicitud de rehabilitación a fin de poderse 

cumplir el requisito exigido por el art. 4, b) del RD 222/1988 que la regula. 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 16 mayo 1997. RJ 

1997\3978 

 

 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO: expediente administrativo: subsanación de defectos: 

obligación de la Administración de hacer saber al interesado la omisión de datos y errores, 

concediéndole un plazo de diez días para subsanación, con la advertencia de que en caso 

contrario se archivará el expediente, pero teniendo en cuenta que la Administración no puede 

exigir anticipadamente cualquier documentación, sino aquella que sea indispensable para fijar 

los datos en base a los cuales ha de dictarse la ... Más 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 7 julio 1997. RJ 

1997\5638 

 

 

SENTENCIAS: incongruencia: «extra petita partium»: inexistencia: al anular la sentencia el acto 

recurrido para que se sustancie el debido procedimiento que habrá de terminar con la decisión 

de la cuestión sometible al Tribunal; Incongruencia omisiva: inexistencia: al pronunciarse la 

sentencia impugnada acerca de la improcedente aplicación de normativa invocada por el 
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Archivo de la solicitud de rehabilitación de un título nobiliario. 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 1ª), auto de 30 septiembre 2010. JUR 

2010\366805 

 

SENTENCIAS SOBRE VENTA, además de las ya incluidas en los apartados anteriores: 

 

DERECHO AL HONOR: intromisión ilegítima: existencia: divulgación en medio periodístico y en 

libro editado de hechos relativos a la vida privada de una persona valorándolos de forma 

peyorativa y denigrante; responsabilidad solidaria de autores, editores y cooperadores 

necesarios en la difusión de la noticia difamante: vigencia del art. 65.2 de la Ley de Prensa e 

Impreta.LIBERTAD DE INFORMACION: derecho fundamental preferencial: límites en relación 

con el derecho al honor.ACUMULACION DE ACCIONE ... Más 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 4 junio 1990. RJ 1990\4725 

 

Además de las anteriores sobre ello. 

SENTENCIAS SOBRE USUCAPIÓN: 

 

TITULOS NOBILIARIOS: adquisición por prescripción adquisitiva basada en la posesión 

inmemorial. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 478/1997 de 4 junio. RJ 1997\4782 

 

TITULOS NOBILIARIOS: USUCAPION DEL TITULO: efectos; MEJOR DERECHO DEL 

ACTOR A POSEER QUE EL DEMANDADO: improcedencia: mayor proximidad de éste al 

último poseedor legal, quien adquirió el título por usucapión. 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 1247/2004 de 30 diciembre. RJ 2005\411 

 

TITULOS NOBILIARIOS: PRESCRIPCION ADQUISITIVA: procedencia: posesión del título 

durante más de 40 años: interrupción: inexistencia: no la produce la demandada desestimada 

con absolución en la instancia por falta de litisconsorcio pasivo necesario con posterior 

desistimiento del recurso de casación interpuesto por el demandante. 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 214/2008 de 18 marzo. RJ 2008\4055 

 

 

Sentencias sobre el Principio de Propincuidad 

       1 

Recurso de casación por interés casacional contra sentencia dictada en Juicio Mayor Cuantía 

por razón de la materia (derechos honoríficos) Inadmisión por preparación defectuosa al no 

acreditar el interés casacional por oposición jurisprudencia del Tribunal Supremo. 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 5 diciembre 2006. JUR 2006\291951 

       2 
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Recursos de casación y extraordinario por infracción procesal interpuesto por la vía del interés 

casacional contra Sentencia recaída en juicio de mayor cuantía sobre título nobiliario.- 

Inadmisión del recurso por preparación defectuosa al no haber acreditado el interés casacional 

( art. 483.2.1º, en relación con el art. 494 de la LEC 2000). La inadmisión del recurso de 

casación determina la del extraordinario por infracción procesal ( art. 473.2, en relación con la 

Disposición Final 16ª, aparta ... Más 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 3 mayo 2007. JUR 2007\198379 

 

3. 

Recurso de casación y extraordinario por infracción procesal interpuesto por la vía del ordinal 

3º contra Sentencia recaída en juicio sobre derechos honoríficos seguido por razón de la 

materia.- Inadmisión del recurso por inexistencia de interés casacional. La inadmisión del 

recurso de casación determina la del extraordinario por infracción procesal ( art. 473.2, en 

relación con la Disposición Final 16ª, apartado 1º y regla 5ª, párrafo segundo de la LEC 

1/2000). 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 15 marzo 2011. JUR 2011\93933 

 

 

Sentencias sobre cesión 

 

TITULOS NOBILIARIOS: Rehabilitación: Legitimación para solicitar y obtener la tramitación del 

correspondiente expediente administrativo: examen normativa aplicable; descendiente directo 

del hermano del último «poseedor legal» del Título: examen. 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 7 noviembre 1994. RJ 

1994\8580 

 

Sucesión nobiliaria TSJ Madrid (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia 

núm. 10212/2010 de 18 noviembre. JUR 2010\129186. 

 

 

SENTENCIAS CONCESIÓN: 

 

PROPIEDAD INDUSTRIAL: Marcas: oposición al acceso registral: de titular de marca que 

alcanzó el Registro, como título nobiliario, con posterioridad a la oposición formalizada: 

improcedencia; similitud fonética y gráfica: inexistencia: «VIÑA MONTEGIL» y «CONDE DE 

MONTEGIL». 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 3ª), sentencia de 6 julio 1992. RJ 

1992\6491 
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INCOMPETENCIA DE LA JURISDICCION: Títulos nobiliarios: Real Decreto por el que se 

rehabilita, sin perjuicio de tercero de mejor derecho, un título de Marqués: al ser un acto 

graciable que corresponde al Rey y carecer por tanto del carácter de acto administrativo. 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 24 noviembre 1993. RJ 

1993\8258 

 

TITULOS NOBILIARIOS: rehabilitación: improcedencia: al existir con anterioridad trámite de 

rehabilitación sobre el mismo título en solicitud formulada por otra persona.TUTELA EFECTIVA 

DE LOS JUECES Y TRIBUNALES: indefensión: improcedencia: recurrente que ha ejercido su 

derecho a acudir al Organo jurisdiccional competente y obtener una resolución de fondo sobre 

su pretensión; improcedencia: retraso de la Administración en resolver petición formulada por el 

recurrente. 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 4 marzo 1996. RJ 

1996\2045 

 

TITULOS NOBILIARIOS: rehabilitación: improcedencia: al hallarse puesto a despacho de SM el 

Rey la conversión en perpetuo del mismo título que fue concedido con carácter vitalicio a otra 

persona.TUTELA EFECTIVA DE LOS JUECES Y TRIBUNALES: indefensión: improcedencia: 

recurrente que ha ejercitado su derecho a acudir al órgano jurisdiccional competente y obtener 

una resolución de fondo sobre su preteTS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), 

sentencia de 4 marzo 1996. RJ 1996\2044TS  

 

SENTENCIAS: incongruencia: «extra petita partium»: inexistencia: al anular la sentencia el acto 

recurrido para que se sustancie el debido procedimiento que habrá de terminar con la decisión 

de la cuestión sometible al Tribunal; Incongruencia omisiva: inexistencia: al pronunciarse la 

sentencia impugnada acerca de la improcedente aplicación de normativa invocada por el 

demandante; Incongruencia: no existe ni puede existir con relevancia constitucional cuando el 

órgano jurisdiccional ha utilizado ... Más 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 17 octubre 1998. RJ 

1998\8841 

 

RECURSO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO: Falta de alzada previa: no necesidad de: acto 

adoptado por el Subsecretario: por delegación del Ministro: acto presunto: por silencio 

administrativo: efectos: doctrina jurisprudencial.TITULOS NOBILIARIOS: Rehabilitación: 

requisitos: presentación de carta expedida por el último titular: sustituible por otros documentos 

probatorios: cuando el extravío de los originales se ha producido por las vicisitudes que ha 

atravesado el Archivo Histórico Nacional: efecto ... Más 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 15 febrero 2000. RJ 

2000\2325 
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PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO: Expediente administrativo: terminación de expediente: 

caducidad.TITULOS NOBILIARIOS: Rehabilitación: requisitos: normativa aplicable: examen: 

grado de parentesco: sexto grado: incumplimiento: denegación procedente. 

TSJ Madrid (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 9ª), sentencia núm. 1046/2000 de 

18 diciembre. JUR 2001\131107 

 

COSTAS Y PLAYAS: Uso: ocupación: concesión administrativa: solicitud en nombre propio 

para sociedad: transferencia a herederos del solicitante: improcedencia de: concesión unida a 

la sociedad: prueba: pago por la misma de cánones y fianzas y uso inexistente al margen de 

ella; consentimiento de solicitante y Administración durante años: transferencia improcedente. 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 3ª), sentencia de 31 diciembre 2002. RJ 

2003\1434 

 

Recurso de casación por interés casacional en asunto tramitado por razón de la materia ( 

Derechos Honoríficos). Inadmisión por inexistencia de interés casacional (art. 483.2.3º, inciso 

segundo, LEC 2000). 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 28 octubre 2008. JUR 2008\366183 

 

RECURSO DE CASACION (LJCA/1998): Infracción de las normas reguladoras de las 

sentencias: inexistencia: error en cita de sentencia: indefensión inexistente: casación 

improcedente.TITULOS NOBILIARIOS: Rehabilitación del título de marqués: revisión de: acto 

graciable del Rey: no constituye acto administrativo: imposibilidad de control jurisdiccional: 

invocación de vicios de nulidad: carencia manifiesta de fundamento: denegación procedente. 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 17 junio 2009. RJ 

2009\6731 

 

DERECHOS FUNDAMENTALES Y LIBERTADES PUBLICAS: DERECHO AL HONOR Y A LA 

INTIMIDAD: colisión con las libertades de información y expresión: resolución con técnicas de 

ponderación constitucional, teniendo en cuenta las circunstancias de cada caso: valoración 

separada del peso abstracto y del relativo de los derechos en conflicto; intromisión ilegítima: 

inexistencia: publicación del libro «Nobleza obliga» en el que, a propósito de la sucesión en 

lostítulos nobiliarios, se menciona la suerte de hij ... Más 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 34/2011 de 1 febrero. RJ 2011\1812 

 

Sentencias sobre convalidación: 

 

TÍTULOS NOBILIARIOS: Prescripción. Prueba del matrimonio: Matrimonio contraído por 

extranjeros en el extranjero. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 14 julio 1986. RJ 1986\4512 
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TITULOS NOBILIARIOS: Rehabilitación: improcedencia: al haber incurrido en caducidad y 

haber permanecido en tal situación más de cuarenta años, por lo que al solicitar la 

rehabilitación el recurrente, había transcurrido con exceso el plazo de un año previsto 

excepcionalmente en la disp. transit. 2ª del RD 222/1988 para la admisión a trámite de las 

peticiones de rehabilitación de títulos nobiliarios que hubieran incurrido en caducidad y 

hubieran permanecido en tal situación durante cuarenta o má ... Más 

TSJ Madrid (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 8ª), sentencia núm. 71/2003 de 22 

enero. JUR 2003\139392 

 

 

TITULOS NOBILIARIOS: Rehabilitación: caducidad: procedencia: al haber incurrido en 

caducidad y permanecer en tal situación durante cuarenta años o más: excepción: disp. transit. 

2ª del RD 222/1988: solicitud de rehabilitación en el plazo de un año desde la entrada en vigor: 

incumplimiento: procedimiento inadecuado: archivo procedente. 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 12 diciembre 2007. RJ 

2008\360 

 

Sentencias sobre distribución: 

 

TITULOS NOBILIARIOS: Acción de reclamación de título: Declaración previa de nulidad del 

acto de distribución: improcedencia: falta de litisconsorcio pasivo necesario: hay que demandar 

a todos los favorecidos por el acto distributivo. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 286/1996 de 16 abril. RJ 1996\3092 

 

MATERIA: Recurso de casación contra sentencia dictada en juicio tramitado por razón de la 

materia.- Falta de acreditación del interés casacional. - Inadmisión. 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 23 septiembre 2008. JUR 2008\319965 

 

INCIDENTE DE NULIDAD DE ACTUACIONES 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 22 marzo 2010. JUR 2010\143360 

 

Interpretación de cláusula testamentaria. Fideicomiso si sine liberis decesserit. Actos propios 

que determinan la renuncia al fideicomiso. Prescripción adquisitiva. 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 160/2011 de 18 marzo. JUR 2011\93873 

 

Sentencias sobre filiación: 

 

TITULOS NOBILIARIOS: ACCION PARA RECLAMAR: procedencia: falta de valor probatorio 

de interpolación acreditativa de filiación realizada en partida de matrimonio: entronque 
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genealógico de la filiación inválido: mejor o preferente derecho genealógico del actor a poseer 

el título.PRUEBA: DOCUMENTOS PUBLICOS: valor probatorio: vinculan al Juez sólo respecto 

del hecho de su otorgamiento y de su fecha. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 442/1995 de 9 mayo. RJ 1995\3630 

 

Retracto.- Sentencia posterior a la entrada en vigor de la LEC 2000 y aplicabilidad de su 

régimen.- Interes casacional por existir contradicción con la jurisprudencia del Tribunal 

Supremo que no se justifica en fase de preparación.- Se desestima la queja. 

TS (Sala de lo Civil), auto de 26 marzo 2002. JUR 2002\120009 

 

RECURSO DE REVISION: INADMISION: únicamente puede admitirse revisión contra 

sentencias dictadas en casación si el TS ha actuado como Juzgador de primera y única 

instancia. 

TS (Sala de lo Civil), auto de 25 julio 2002. JUR 2002\193737 

 

 

Sentencia sobre indignidad 

Tribunal Supremo (Sala de lo Civil) 

Sentencia de 21 marzo 1985 RJ 1985\1194 

TÍTULOS NOVILIARIOS: Marqués de Montepío; orden de suceder señalado en la concesión; 

mejor derecho conforme a la preferencia de grado marcado en la concesión de la merced; 

indignidad para suceder, la facultad de revocar las dignidades nobiliarias por causa de 

indignidad corresponde al Jefe del Estado. 

 

Sentencia penales: 

 

SALA ESPECIAL DEL ART. 61 DE LA LOPJ: Instrucción y enjuiciamiento de las causas contra 

los Presidentes de Sala o contra magistrados de una Sala, cuando sean juzgados todos o la 

mayor parte de los que la constituyen: querella por prevaricación contra tres magistrados de la 

Sala Primera del TS: falta de legitimación del querellante: letrado e hijo del posible perjudicado 

en el procedimiento civil: no actúa ni como heredero ni como representante ni ejercitando la 

acción popular; prevaricación: i ... Más 

TS (Sala especial del art. 61 de la LOPJ), auto núm. 11/1999 de 13 abril. RJ 2001\5277 

 

SENTENCIAS SOBRE POSESIÓN CIVILÍSIMA. 

 

TITULO NOBILIARIO: prescripción adquisitiva: doctrina general: estimación: ininterrumpida 

continuidad en el disfrute o posesión del Título de Marqués de Herrera.RECURSO DE 

CASACION. ABUSO O EXCESO EN EL EJERCICIO DE LA JURISDICCIÓN: desestimación: 

cauce indadecuado: cuestión de fondo. 
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TS (Sala de lo Civil), sentencia de 8 octubre 1990. RJ 1990\7481 

 

RECURSO DE CASACION: PREPARACION: improcedencia: posesión de título nobiliario: 

interés casacional no acreditado. 

TS (Sala de lo Civil), auto de 1 octubre 2002. RJ 2002\9560 

Recurso de casación por interés casacional contra Sentencia recaída en juicio ordinario 

tramitado en atención a la materia. Inadmisión del recurso de casación por preparación 

defectuosa al no haberse acreditado el interés casacional (art. 483.2.1º, inciso segundo, de la 

LEC 2000, en relación con el art. 479.4 de la misma Ley). 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 27 enero 2009. JUR 2009\70751 

 

TITULOS NOBILIARIOS: Prescripción adquisitiva: término inicial del plazo para adquirir un 

título nobiliario por usucapión, no en caso de cesión ni de distribución, sino en el de 

vencimiento en juicio del rehabilitador del título por el causante del poseedor: en los casos de 

vencimiento en juicio del rehabilitador de un título nobiliario, el tiempo para la usucapión del 

título por el vencedor en juicio no comenzará a correr desde la fecha de firmeza de la 

sentencia, sino desde que dicho vencedor ... Más 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 794/2010 de 15 diciembre. RJ 2011\937 

 

Sentencias sobre registro civil 

 

DERECHOS FUNDAMENTALES Y LIBERTADES PUBLICAS: derecho al honor: intromisión 

ilegítima: estimación: utilización con fines publicitarios comerciales de nombre otorgado 

exclusivamente a título nobiliario.RECURSO DE CASACION: error en la apreciación de la 

prueba: desestimación: cuestión jurídica y no de hecho. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia de 26 enero 1990. RJ 1990\26 

 

DERECHO AL HONOR: INTROMISION ILEGITIMA: REQUISITOS: antijuricidad y culpabilidad, 

en cualquiera de sus dos modalidades -dolo o culpa-; INEXISTENCIA: utilización de título 

nobiliario como marca comercial de vinos: inadvertencia de rastro alguno de 

culpabilidad.SILENCIO COMO DECLARACION DE VOLUNTAD: el silencio puede equivaler al 

asentimiento cuando quien calla viniera obligado a manifestar su voluntad contraria según las 

exigencias de la buena fe entre las partes o los usos generales del tráf ... Más 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 179/2000 de 29 febrero. RJ 2000\812 

 

REGISTRO CIVIL: CERTIFICACION DE NACIMIENTO EN EXTRACTO: NULIDAD: no se 

produce por el hecho de incluirse en ella la mención de los abuelos.RECURSO DE 

CASACION: INFRACCION DE LAS NORMAS DEL ORDENAMIENTO JURIDICO: 

EXPRESION «ORDENAMIENTO JURIDICO» «EX» ART. 1692.4º LECIV: abarca sólo la ley, la 

costumbre y los principios generales del derecho.NORMAS REGLAMENTARIAS: no pueden 
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servir de base a un recurso de casación; posibilidad excepcional de que un recurso de 

casación se pueda fundamentar en ... Más 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 351/2000 de 7 abril. RJ 2000\2669 

 

PROCESOS DECLARATIVOS (LECIV/2000): COPIAS Y TRASLADOS: traslado previo de 

copias a las demás partes: exigibilidad limitada a los procesos en que todas estén 

representadas por procurador: omisión: insubsanabilidad: distinción entre el acto omitido y el 

acto defectuoso: atenuación del rigor cuando es el propio órgano jurisdiccional quien induce, 

propicia, motiva o coadyuva a ella, o cuando se trata del escrito de interposición del recurso de 

casación; omisión del traslado del escrito preparator ... Más 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 21 junio 2005. RJ 2005\6643 

 

PROPIEDAD INDUSTRIAL: Marcas: supuestos de acceso registral: apellidos o razones 

sociales: existencia: «Ganadería Marqués de Domecq»: identidad con título nobiliario: falta de 

consentimiento del propietario del título nobiliario: inscripción improcedente. 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 3ª), sentencia de 15 octubre 2008. RJ 

2008\5731 

 

 

Sentencia sobre renuncia 

 

TITULOS NOBILIARIOS: renuncia y cesión de su derecho por el último poseedor del título: 

inexistencia; rehabilitación: no afecta a tercero de mejor derecho: acción declarativa del mejor 

derecho al título: procedencia: inexistencia de prescripción extintiva.LITIS CONSORCIO 

NECESARIO: pasivo: inexistencia.RECURSO DE CASACION: desestimación. 

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 1129/1996 de 26 diciembre. RJ 1996\9507 

 

Sentencias sobre uso indebido 

 

DERECHOS FUNDAMENTALES Y LIBERTADES PUBLICAS: DERECHO AL HONOR: 

Intromisión ilegítima: existencia: utilización de título nobiliario como rótulo de establecimiento 

hotelero después de que el titular revocase su consentimiento: la inscripción del título como 

marca no desnaturaliza el derecho al honor ni impide su protección; Caducidad de la acción: 

inexistencia: mientras sigue perpetrándose la intromisión no empieza a contar el plazo de 

caducidad. 

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 651/2004 de 9 julio. RJ 2004\5353 

 

PROPIEDAD INDUSTRIAL: Marcas: supuestos de acceso registral: los distintivos que por su 

semejanza fonética o gráfica con otros ya registrados puedan inducir a error o confusión en el 

mercado: inexistencia: «Marqués de Domecq» y «Ganadería Marqués de Domecq». 
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TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 3ª), sentencia de 14 noviembre 2008. RJ 

2009\190 

 

 

 

PROPIEDAD INDUSTRIAL: Marcas: supuestos de acceso registral: apellidos o razones 

sociales: existencia: «MARQUES DE DOMECQ»: identidad con título nobiliario: inscripción 

improcedente. 

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 3ª), sentencia de 17 junio 2009. RJ 

2009\4655 

 

 

RECURSO DE CASACION (LJCA/1998): Infracción de las normas reguladoras de las 

sentencias: inexistencia: error en cita de sentencia: indefensión inexistente: casación 

improcedente. TÍTULOS NOBILIARIOS: Rehabilitación del título de marqués: revisión de: acto 

graciable del Rey: no constituye acto administrativo: imposibilidad de control jurisdiccional: 

invocación de vicios de nulidad: carencia manifiesta de fundamento: denegación procedente.    

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 17 junio 2009. RJ 

2009\6731 

 

 

 

OTRAS SENTENCIAS POSTERIORES HASTA PRINCIPIOS DE FEBRERO DE 2013,    

 

 

TITULOS NOBILIARIOS: CESION: nulidad: desestimación: condado: designación en 

testamento como heredera del título: posterior revocación de todos los testamentos anteriores 

que no comprendió la designación de sucesor al título nobiliario: interpretación de la cláusula 

revocatoria: solicitud de autorización real pocos días antes de otorgar el testamento 

revocatorio, siendo concedida pocos días después, sin que constara manifestación alguna de 

disconformidad expresa o tácita.    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 547/2009 de 28 julio. RJ 2009\4578    

 

TITULOS NOBILIARIOS: ACCION PARA RECLAMAR: improcedencia: igualdad del hombre y 

la mujer en la sucesión de títulos nobiliarios: aplicación retroactiva de la Ley 33/2006 a los 

procesos civiles pendientes en el momento de entrada en vigor de la Ley: constitucionalidad de 

la disp. transit.. DOCTRINA JURISPRUDENCIAL DEL TS EN INTERES CASACIONAL.    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 649/2009 de 15 octubre. RJ 2009\5578    
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TITULOS NOBILIARIOS: USUCAPION: requisitos: vacancia del título y ulterior consolidación 

en el seno de una línea o rama diferente a la prellamada, a resultas de la posesión inmemorial 

continuada; improcedencia: no es invocable frente a un hermano de doble vínculo, inserto en la 

misma línea directa que la recurrente y a quien también aprovecha la posesión anterior no 

interrumpida de los antecesores comunes; igualdad del hombre y la mujer en la sucesión de 

títulos nobiliarios: aplicación retroac... Más    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 638/2009 de 19 octubre. RJ 2009\5584   

 

TITULOS NOBILIARIOS: ACCION PARA RECLAMAR: procedencia: igualdad del hombre y la 

mujer en la sucesión de títulos nobiliarios: aplicación retroactiva de la Ley 33/2006 a los 

procesos civiles pendientes en el momento de entrada en vigor de la Ley: constitucionalidad de 

la disp. transit..    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 660/2009 de 21 octubre. RJ 2009\5703    

 

TITULOS NOBILIARIOS: ACCION PARA RECLAMAR: improcedencia: mayorazgo: inaplicación 

de cláusula del título de concesión que llamaba al pariente agnado más propincuo del último 

poseedor que tenga la condición de varón por ser contrario a la LITN: aplicación, dentro del 

orden regular de sucesión, del principio de propincuidad.    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 661/2009 de 22 octubre. RJ 2010\82    

 

TITULOS NOBILIARIOS: PRESCRIPCION ADQUISITIVA: existencia: cesión del título por el 

inmediato sucesor a su hermano segundogénito: posesión continuada, no interrumpida, 

pacífica y pública por plazo de cuarenta años: cómputo del plazo: desde la escritura de cesión 

y no desde la Carta de Sucesión o desde la Orden Ministerial que acordó su expedición.    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 678/2009 de 3 noviembre. RJ 2009\5833    

 

Rehabilitación de título nobiliario.    

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 1ª), auto de 5 noviembre 2009. JUR 

2009\474748    

 

TITULOS NOBILIARIOS: PRESCRIPCION ADQUISITIVA: agotamiento de la vía sucesoria del 

título abierta por usucapión: determina la reintegración del título a la vía regular de sucesión si 

existen descendientes directos de concesionario: inaplicación del principio de propincuidad por 

su carácter extraordinario.    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 745/2009 de 19 noviembre. RJ 2010\137    

 

Recurso de casación en asunto tramitado por razón de la materia. Título nobiliario. 

Interposición defectuosa por plantear cuestiones que exceden del ámbito del recurso de 

casación (art. 483.2.2º, en relación con el art. 477.1 LEC 2000). Admisión parcial.    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 24 noviembre 2009. JUR 2009\495844    
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TITULOS NOBILIARIOS: ACCION PARA RECLAMAR: improcedencia: reclamación del actor 

contra su padre, que renunció al título, y su tío carnal, faltando descendencia directa tanto del 

primer titular como del último poseedor legítimo: mejor derecho del tío carnal, actual poseedor, 

por el principio de propincuidad: inaplicabilidad del principio de representación. RECURSO DE 

CASACION: CONTROL DE ADMISION: admisión: procedencia: juicio sobre oposición a la 

doctrina jurisprudencial que se funda especialm... Más    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 811/2009 de 15 diciembre. RJ 2010\289    

 

Recurso de casación por la vía del ordinal 1º y 3º en asunto tramitado por razón de la materia.- 

Preparación defectuosa por falta de acreditación del interes casacional (art. 483.2,1º, inciso 

segundo, en relación con el art. 479.4 LEC 2000).-    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 12 enero 2010. JUR 2010\33426    

 

Recurso de casación al amparo del ordinal 3º del art. 477.2 de la LEC contra sentencia recaída 

en procedimiento ordinario sobre derechos honoríficos de la persona.- Acción de mejor derecho 

de un título nobiliario.- Aplicabilidad de la Ley 33/2006.- Se admite el recurso.    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 9 febrero 2010. JUR 2010\58972    

 

TÍTULOS NOBILIARIOS: Título extranjero: sucesión y autorización de uso en España: 

rehabilitación: caducidad: existencia: archivo de actuaciones: procedencia.    

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 10 febrero 2010. RJ 

2010\3329    

 

Auto de inadmisión. Defectuosa preparación. Falta de fundamento.    

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 1ª), auto de 11 febrero 2010. JUR 

2010\74150    

 

TITULOS NOBILIARIOS: ACCION PARA RECLAMAR: procedencia: preferente derecho del 

demandante porque su madre era la mayor de los hermanos, y por consiguiente con mejor 

derecho que su hermano segundo -padre del demandado-: sin que obste su condición de mujer 

dada la aplicabilidad de la Ley 33/2006, de 30 de octubre; preferencia del actor al ser de mayor 

edad, hallándose ambos litigantes en el mismo grado de parentesco con el último poseedor 

legal. PRESCRIPCION ADQUISITIVA: improcedencia: no proced... Más    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 52/2010 de 26 febrero. RJ 2010\1446    

 

INCIDENTE DE NULIDAD DE ACTUACIONES    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 22 marzo 2010. JUR 2010\143360    
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TÍTULOS NOBILIARIOS: Solicitud de sucesión al título de Barón: denegación: impugnación: 

pérdida sobrevenida de objeto: procedencia.    

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 1 junio 2010. RJ 

2010\5455    

 

TITULOS NOBILIARIOS: igualdad del hombre y la mujer en la sucesión de títulos nobiliarios: 

aplicación retroactiva de la Ley 33/2006 a los procesos civiles pendientes en el momento de 

entrada en vigor de la Ley; PRESCRIPCION ADQUISITIVA: cómputo: desde la fecha de la 

rehabilitación, porque hasta entonces no hay posibilidad de posesión material del título al 

hallarse caducado: también la prescripción extintiva debe iniciar su cómputo en dicha fecha, 

pues hasta ese momento no es posible dirigir l... Más    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 352/2010 de 7 junio. RJ 2010\5376    

 

SUCESION TESTAMENTARIA: INTERPRETACION DEL TESTAMENTO: intención y voluntad 

del testador: sustitución fideicomisaria «si aliquid supererit» y «si sine liberis decesserit»: 

facultades dispostivas del fiduciario: alcance a la disposición de bienes a título gratuito: 

interpretación razonable del tribunal de instancia.ABUSO DE DERECHO: inexistencia: 

fideicomiso de residuo «si aliquid supererit»: actos de disposición inter vivos del fiduciario: 

amparo en la absoluta libertad dispositiva conferida ... Más    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 327/2010 de 22 junio. RJ 2010\4900    

 

Recurso de casación interpuesto por la vía del ordinal 3º contra Sentencia recaída en juicio 

sobre títulos nobiliarios, seguido por razón de la materia.- Inadmisión del recurso por 

inexistencia de interés casacional y por interposición defectuosa por fundamentación en 

normas no citadas en preparación.    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 29 junio 2010. JUR 2010\264329    

 

Recurso de casación por interés casacional contra Sentencia recaída en juicio ordinario sobre 

títulos nobiliarios seguido por razón de la materia. Inadmisión del primer motivo por cuestiones 

que exceden y cuestión nueva ( art. 483.2.1ª, inciso segundo de la LEC 2000 en relación con el 

art. 479.4).- Admisión de los motivos segundo, tercero y cuarto-.    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 29 junio 2010. JUR 2010\256232    

 

Recurso de casación y extraordinario por infracción procesal interpuesto por la vía del ordinal 

3º contra Sentencia recaída en juicio ordinario sobre Títulos Nobiliarios, seguido por razón de la 

materia.- Inadmisión del recurso por inexistencia de interés casacional. La inadmisión del 

recurso de casación determina la del extraordinario por infracción procesal ( art. 473.2, en 

relación con la Disposición Final 16ª, apartado 1º y regla 5ª, párrafo segundo de la LEC 

1/2000).    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 29 junio 2010. JUR 2010\256214    
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Recurso de casación interpuesto por la vía del ordinal 3º contra Sentencia recaída en juicio 

sobre títulos nobiliarios, seguido por razón de la materia.- Inadmisión del recurso por 

inexistencia de interés casacional.    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 21 septiembre 2010. JUR 2010\347645   

  

PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO (LJCA/1998): Procedimiento: 

alegaciones previas: motivos de inadmisibilidad: falta de jurisdicción o competencia: sucesión 

de título nobiliario: cuestión civil: jurisdicción improcedente: inadmisibilidad improcedente.    

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 24 septiembre 2010. RJ 

2010\6754    

 

Recurso extraordinario por infracción procesal contra Sentencia recaída en juicio ordinario 

sobre títulos nobiliarios, tramitado en atención a la materia.- Inadmisión del recurso 

extraordinario por infracción procesal por no haberse interpuesto conjuntamente con el recurso 

de casación (art. 473.2,1º, en relación con la Disposición final 16ª, apartado 1 y regla 2ª de la 

LEC 2000).    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 28 septiembre 2010. JUR 2010\366662   

  

Recurso extraordinario por infracción procesal y recurso de casación al amparo del ordinal 3º 

del art. 477.2 de la LEC 2000 contra Sentencia recaída en juicio ordinario tramitado por razón 

de la materia (Títulos nobiliarios).- Inadmisión del recurso extraordinario por infracción procesal, 

por carencia manifiesta de fundamento.- Admisión del recurso de casación    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 19 octubre 2010. JUR 2010\381887    

 

RECURSO DE CASACION (LJCA/1998): Infracción de las normas reguladoras de las 

sentencias: incongruencia omisiva: inexistencia: casación improcedente; Infracción del 

ordenamiento jurídico: crítica de la argumentación de la sentencia recurrida: falta de: 

reproducción de las alegaciones planteadas en instancia: casación improcedente.NULIDAD-

ANULABILIDAD DE ACTUACIONES: Revisión de oficio de actos en vía administrativa: acuerdo 

de sucesión en título nobiliario: órgano competente: Consejo de Minist... Más    

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 4 noviembre 2010. RJ 

2010\7903    

 

TITULOS NOBILIARIOS: ACCION PARA RECLAMAR: estimación: reclamación de mejor y 

preferente derecho genealógico a poseer un título nobiliario: título concedido por vía de 

distribución abriendo nueva línea de sucesión: no existencia de una mera cesión: operación de 

distribución que en su conjunto goza del requisito de la aprobación real.    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 505/2010 de 25 noviembre. RJ 2011\585    
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TITULOS NOBILIARIOS: Prescripción adquisitiva: término inicial del plazo para adquirir un 

título nobiliario por usucapión, no en caso de cesión ni de distribución, sino en el de 

vencimiento en juicio del rehabilitador del título por el causante del poseedor: en los casos de 

vencimiento en juicio del rehabilitador de un título nobiliario, el tiempo para la usucapión del 

título por el vencedor en juicio no comenzará a correr desde la fecha de firmeza de la 

sentencia, sino desde que dicho vencedo... Más    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 794/2010 de 15 diciembre. RJ 2011\937    

 

Recurso de casación y extraordinario por infracción procesal interpuesto por la vía del ordinal 

3º contra Sentencia recaída en juicio ordinario sobre Títulos Nobiliarios, seguido por razón de la 

materia.- Inadmisión del recurso por inexistencia de interés casacional. La inadmisión del 

recurso de casación determina la del extraordinario por infracción procesal ( art. 473.2, en 

relación con la Disposición Final 16ª, apartado 1º y regla 5ª, párrafo segundo de la LEC 

1/2000).    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 11 enero 2011. JUR 2011\28795    

 

DERECHOS FUNDAMENTALES Y LIBERTADES PUBLICAS: DERECHO AL HONOR Y A LA 

INTIMIDAD: colisión con las libertades de información y expresión: resolución con técnicas de 

ponderación constitucional, teniendo en cuenta las circunstancias de cada caso: valoración 

separada del peso abstracto y del relativo de los derechos en conflicto; intromisión ilegítima: 

inexistencia: publicación del libro «Nobleza obliga» en el que, a propósito de la sucesión en los 

títulos nobiliarios, se menciona la suerte de hij... Más    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 34/2011 de 1 febrero. RJ 2011\1812    

 

TITULOS NOBILIARIOS: Usucapión: Ley 41 de Toro: viene a representar una excepción a la 

Ley 45 al permitir que la usucapión por posesión durante cuarenta años prevalezca sobre la 

posesión civilísima; Rehabilitación: régimen jurídico vigente; Objeto del proceso: decidir sobre 

el mejor derecho genealógico entre el solicitante y el actual poseedor: no se incluye en las 

atribuciones de la jurisdicción civil dejar sin efecto la Real Carta de rehabilitación. LITIS 

CONSORCIO NECESARIO: Pasivo: inexist... Más    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 37/2011 de 14 febrero. RJ 2011\3311    

 

SUCESION HEREDITARIA: INTERPRETACION DE TESTAMENTO: primacía del sentido 

literal de la cláusula: posible aclaración, con criterios objetivos, de los extremos oscuros de la 

disposición; SUSTITUCION FIDEICOMISARIA RECIPROCA: existencia: sustitución 

fideicomisaria sobre la mejora con gravamen recíproco de la cuota correspondiente a los 

fideicomisarios para el caso de no tener hijos; DERECHO DE ACRECER: inexistencia: uso del 

término acrecimiento por el testador en el testamento cerrado con un sent... Más    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 160/2011 de 18 marzo. RJ 2011\3323    
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Recursos extraordinario por infracción procesal y de casación por interés casacional, en 

procedimiento ordinario sobre derechos honoríficos de la persona .-Nulidad de Real Carta de 

Sucesión de título nobiliario.-Admisión.    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 21 junio 2011. JUR 2011\236147    

 

TITULOS NOBILIARIOS: PRESCRIPCION ADQUISITIVA: procedencia: usucapión del título a 

favor del demandado tomando como día inicial para el cómputo del plazo de cuarenta años la 

fecha de firmeza de la sentencia ganada en su día por el mismo: el presente caso no es de 

rehabilitación a favor del vencedor en juicio sino de sucesión: uso oficial del título por el litigante 

vencedor no supeditado más que al pago del impuesto y derechos correspondientes: falta de 

necesidad de dicho litigante vencedor de... Más    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 440/2011 de 22 junio. RJ 2011\4767    

 

RECURSO DE CASACION (LJCA/1998): Infracción de las normas reguladoras de las 

sentencias: incongruencia omisiva: inexistencia: casación improcedente; Infracción del 

ordenamiento jurídico: crítica de la argumentación de la sentencia recurrida: falta de: reiteración 

de las alegaciones formuladas en instancia: casación improcedente.NULIDAD-ANULABILIDAD 

DE ACTUACIONES: Nulidad: actos dictados por órgano manifiestamente incompetente: 

incompetencia jerárquica: Resolucón del Ministerio de Justicia qu... Más    

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 24 junio 2011. RJ 

2011\5556    

 

TITULOS NOBILIARIOS: Aplicación de la LITN 33/2006 a situaciones de Derecho transitorio: 

STS del Pleno de la Sala Primera de 3 de abril de 2008; Distribución de títulos: características y 

requisitos para su validez; ACCION PARA RECLAMAR: improcedencia: proceso dentro del 

ámbito temporal de la DT única, apartado 3, de la LITN entablado por mujer primogénita que 

reclama títulos frente a sus dos hermanos varones ya poseedores de ellos, a quienes les 

fueron distribuidos en momento en el que regía ... Más    

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 314/2011 de 4 julio. RJ 2011\5963    

 

TITULOS NOBILIARIOS: ORDEN SUCESORIO: sucesión entre parientes colaterales del último 

poseedor legítimo: aplicación del principio de propincuidad o mayor proximidad y, en igualdad 

de proximidad en grado, preferencia del de mayor edad; DT única.3 de la Ley 33/2006: 

aplicación retroactiva a los procesos jurisdiccionales civiles pendientes de resolución tanto en 

instancia como en vía de recurso: constitucionalidad de la disposición.SENTENCIA: 

INCONGRUENCIA OMISIVA Y FALTA DE MOTIVACION: inexiste... Más    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 581/2011 de 20 julio. RJ 2011\6130   

 

TITULOS NOBILIARIOS: acción para reclamar: procedencia: reclamación de título de marqués 

por la hermana mayor del sucesor en el mismo: aplicación imperativa en los precesos civiles de 
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la Disposición Transitoria Única aptdo 3. de la Ley 33/2006 de 30 de Octubre sobre igualdad 

del hombre y la mujer en el orden de sucesión de títulos nobiliarios (LITN), al estar pendiente 

de recurso de apelación en el momento de la entrada en vigor de dicha Ley: mejor y preferente 

derecho genealógico de la actora... Más    

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 313/2011 de 5 septiembre. RJ 2011\6291    

 

PROTECCION JURISDICCIONAL DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE LA 

PERSONA: AMBITO DE APLICACION: derecho al nombre: no confiere rango de fundamental 

al derecho sobre el título nobiliario; intromisión ilegítima: no la constituye la incorporación de las 

palabras «Marqués de Domecq» junto a otros elementos gráficos en marcas registradas: 

inaplicabilidad de la revocación del consentimiento a la autorización legitimadora del uso del 

signo «Marqués de Domecq» en ellas.TITULOS NOBILIARIOS: semejanzas y ... Más    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 619/2011 de 14 septiembre. RJ 2011\7353    

 

Recurso extraordinario por infracción procesal contra Sentencia recaída en juicio ordinario 

sobre títulos nobiliarios, tramitado en atención a la materia.- Inadmisión del recurso 

extraordinario por infracción procesal por no haberse interpuesto conjuntamente con el recurso 

de casación (art. 473.2,1º, en relación con la Disposición final 16ª, apartado 1 y regla 2ª de la 

LEC 2000).    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 20 septiembre 2011. JUR 2011\344329   

  

Recurso de casación interpuesto por la vía del ordinal 3º contra Sentencia recaída en juicio 

ordinario sobre títulos nobiliarios, seguido por razón de la materia.- Inadmisión del recurso por 

inexistencia de interés casacional.    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 27 septiembre 2011. JUR 2011\350446   

  

TITULOS NOBILIARIOS: ACCION PARA RECLAMAR: procedencia: mejor derecho a poseer 

de la demandante que es de mayor edad que el demandado: igualdad del hombre y la mujer en 

la sucesión de títulos nobiliarios: aplicación retroactiva de la Ley 33/2006 a los procesos civiles 

pendientes en el momento de entrada en vigor de la Ley: demanda presentada el 28 de 

septiembre de 2006.    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 711/2011 de 4 octubre. RJ 2011\6702    

 

Recurso de revisión contra el decreto que aprueba la tasación de costas.    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 18 octubre 2011. JUR 2011\368948    

 

TITULOS NOBILIARIOS: ACCION PARA RECLAMAR: procedencia: mejor derecho del hijo 

legitimado por subsiguiente matrimonio frente a su tía carnal, a quien el padre del demandante 

cedió el título «por carecer de descendencia» cuando el demandante ya había nacido: nulidad 

del primer matrimonio del cedente y subsiguiente matrimonio con la madre del demandante: 
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equiparación histórica de los hijos legitimados por subsiguiente matrimonio a los legítimos: 

resolución del litigio por preferencia de la línea... Más    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 734/2011 de 28 octubre. RJ 2012\1135    

 

FUNDACIONES Y ASOCIACIONES: Fundación: extinción: reversión de los bienes objeto de 

dotación a los herederos del fundador en el título nobiliairo del marquesado: procedencia: 

ejecución de sentencia: demora hasta la resolución del procedimiento de sucesión en el título: 

procedencia.    

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 4ª), sentencia de 8 noviembre 2011. RJ 

2012\2010    

 

Auto de corrección de error material.    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 8 noviembre 2011. JUR 2011\427680    

 

FUNDACIONES Y ASOCIACIONES: Fundación: extinción: reversión de los bienes objeto de 

dotación a los herederos del fundador en el título nobiliario del marquesado: procedencia: 

ejecución de sentencia: demora hasta la resolución del procedimiento de sucesión en el título: 

procedencia.    

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 4ª), sentencia de 10 noviembre 2011. RJ 

2012\3482    

 

DERECHOS FUNDAMENTALES Y LIBERTADES PUBLICAS: DERECHO AL HONOR: 

Intromisión ilegítima: Caducidad de la acción: improcedencia: inclusión durante largo tiempo del 

nombre del demandante en diferentes registros de solvencia patrimonial de forma totalmente 

injustificada e indebida: daños de naturaleza continuada hasta su cancelación por la entidad 

bancaria, siendo el «dies a quo» el de constatación de la inexistencia de la deuda a través del 

proceso judicial de reclamación y no el del conocimiento ... Más    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 899/2011 de 30 noviembre. RJ 2012\1641    

 

LEGITIMACION: ACTIVA: legitimación «ad causam» y «ad processum»: perspectiva procesal y 

material de la legitimación; inexistencia: título nobiliario: demanda sobre el mejor derecho a 

poseer el título de Marqués: falta de legitimación del sucesor procesal del actor para sostener 

la demanda del fallecido y para defender en ese proceso su propio derecho al título. 

PROCESO CIVIL: SUCESION PROCESAL: distinción de la sustitución procesal.    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 869/2011 de 7 diciembre. RJ 2012\30   

 

TITULOS NOBILIARIOS: fallecimiento del titular por usucapión sin descendientes directos: 

existencia de descendientes directos del fundador: reintegro del título a la línea regular de 

sucesión: inaplicación del principio de propincuidad.    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 973/2011 de 10 enero. RJ 2012\1777    
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ACTOS JURIDICOS: eficacia según la ley vigente en el momento de su realización: 

retroactividad. TITULOS NOBILIARIOS: precedentes jurisprudenciales sobre la aplicación de la 

Ley de Igualdad del hombre y de la mujer en el orden de sucesión de los títulos nobiliarios 

(LITN) a situaciones de Derecho transitorio; CESION: características: naturaleza y alcance: 

diferencias con la distribución de títulos; RECLAMACION: procedencia: aplicación retroactiva 

de la LITN a un proceso en el que una mujer recl... Más    

TS (Sala de lo Civil), sentencia núm. 992/2011 de 16 enero. RJ 2012\178    

 

TÍTULOS NOBILIARIOS: Título de Duque con Grandeza de España: rehabilitación: inveracidad 

de la documentación: revisión de oficio: nulidad de pleno derecho: procedencia.    

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 23 enero 2012. RJ 

2012\3188    

 

TÍTULOS NOBILIARIOS: Rehabilitación: procedimiento: documentación inveraz: rehabilitación 

del título: acto dictado como consecuencia de una infracción penal: nulidad de pleno derecho.    

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 25 enero 2012. RJ 

2012\355    

 

JURISDICCION CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA: Competencia de la jurisdicción: sucesión 

nobiliaria: aspecto de la actividad administrativa sujeto al derecho administrativo: competencia 

existente.TITULOS NOBILIARIOS: Rehabilitación: RealDecreto 2155/1984 de rehabilitación de 

título de marqués: en base a documentos declarados falsos por sentencia judicial firme: nulidad 

procedente.    

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 1 febrero 2012. RJ 

2012\3299    

 

TITULOS NOBILIARIOS: ORDEN SUCESORIO: aplicación retroactiva de la LITN, sobre 

igualdad del hombre y la mujer en el orden de sucesión de los títulos nobiliarios, a los procesos 

civiles pendientes en el momento de su entrada en vigor: proceso pendiente de resolución 

firme en el momento de la entrada en vigor de la LITN: aplicación de lo previsto en el artículo 

2.1 LITN: no surte efectos jurídicos la preferencia del varón, en igualdad de línea y de grado: 

litigantes en igualdad de líne y de grad... Más    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 197/2012 de 26 marzo. RJ 2012\5577    

 

TITULOS NOBILIARIOS: Desvinculación o distribución de títulos: características y efectos: la 

pretensión de declaración del mejor derecho a la posesión de un título nobiliario frente a quien 

lo ha venido ostentando en virtud de una distribución, implica la ineficacia del acto de la 

distribución aunque no se solicite expresamente en la demanda, y exige demandar a todos los 
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favorecidos por ella, aunque solo uno de los títulos sea el litigioso.LITIS CONSORCIO PASIVO 

NECESARIO: Alcance y finalidad ... Más    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 268/2012 de 17 abril. RJ 2012\8184    

 

TÍTULOS NOBILIARIOS: Título de Conde: rehabilitación: inveracidad de la documentación: 

revisión de oficio: nulidad de pleno derecho: procedencia.    

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 8 mayo 2012. RJ 

2012\7660    

 

TÍTULOS NOBILIARIOS: Real Carta de Sucesión: otorgamiento: nulidad de pleno derecho: 

delito continuado de falsedad en documento público: documentación determinante para la 

expedición del título: nulidad procedente.    

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 9 mayo 2012. RJ 

2012\6601    

 

TÍTULOS NOBILIARIOS: Título de Barón: rehabilitación: inveracidad de la documentación: 

revisión de oficio: nulidad de pleno derecho: procedencia.    

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 16 mayo 2012. RJ 

2012\6795    

 

TITULOS NOBILIARIOS: Sucesión nobiliaria: Real Carta de Sucesión: concesión: en base a 

documentación falsa y manipulada: nulidad: revisión de oficio: procedimiento: caducidad: plazo: 

transcurso de tres meses: inexistencia: caducidad improcedente: prueba: denegación: 

indefensión inexistente: motivación: existencia: revisión procedente.    

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 22 mayo 2012. RJ 

2012\6937    

 

TÍTULOS NOBILIARIOS: Sucesión en el título de Marqués: requisitos: parentesco de 

consanguinidad: prueba: inexistencia: archivo del expediente: procedencia.    

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 23 mayo 2012. RJ 

2012\6968    

 

TITULOS NOBILIARIOS: Rehabilitación del título de marqués: solicitud de: archivo del 

expediente: requerimiento de subsanación documental o aclaración: falta de: audiencia al 

interesado: inexistencia: archivo improcedente: reposición de actuaciones.    

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), sentencia de 28 mayo 2012. RJ 

2012\9097    

 

PROPIEDAD HORIZONTAL: daños por filtración de agua: debido al mal estado del forjado y de 

la tela asfáltica situada bajo el suelo de terraza: elementos comunes por naturaleza: obligación 
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de reparación y resarcimiento de los daños: incumbe a la comunidad y no al propietario de la 

terraza.    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 401/2012 de 27 junio. RJ 2012\8844    

 

TITULOS NOBILIARIOS: Desvinculación o distribución de títulos: Distribución: características: 

concepto, alcance y efectos; Falta de litisconsorcio pasivo necesario: la solicitud de nulidad de 

la distribución de títulos implica también al sucesor al que se adjudicó el título principal, por lo 

que debe ser llamado al proceso: anulación de sentencia para subsanación a fecha de la 

audiencia previa, con respeto de las pruebas obrantes en autos en virtud del principio de 

conservación de los actos pr... Más    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 436/2012 de 28 junio. RJ 2012\8604    

 

TITULOS NOBILIARIOS: falta de mención en la distribución de uno de los títulos del último 

poseedor: no implica que este título esté al margen de la distribución si consta de forma 

indubitada la voluntad del último poseedor de distribuir sus títulos; no puede promoverse un 

proceso sobre el mejor derecho al título sin instar la nulidad de la distribución y sin demandar a 

todos los beneficiados por la distribución; mejor derecho al título: desestimación: distribución 

efectuada por la madre de los... Más    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 495/2012 de 20 julio. RJ 2012\8609    

 

Sucesiones (cuestiones generales).Proceso Civil.    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 4 septiembre 2012. JUR 2012\311077    

 

Proceso Civil.    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 4 septiembre 2012. JUR 2012\310991    

 

Proceso Contencioso-Administrativo.    

TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª), auto de 12 septiembre 2012. JUR 

2012\317401    

 

Recurso de casación en base al ordinal 3º del art 477.1 LEC 2000 contra Sentencia recaída en 

juicio ordinario sobre derechos honoríficos de las personas .-Títulos nobiliarios.- Admisión del 

recurso.    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 23 octubre 2012. JUR 2012\346348    

 

Recurso extraordinario por infracción procesal contra Sentencia recaída en juicio ordinario 

sobre títulos nobiliarios, tramitado en atención a la materia.- Inadmisión del recurso 

extraordinario por infracción procesal por no haberse interpuesto conjuntamente con el recurso 

de casación (art. 473.2,1º, en relación con la Disposición final 16ª, apartado 1 y regla 2ª de la 

LEC 2000).    
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TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 30 octubre 2012. JUR 2012\353014    

 

Títulos nobiliarios. Sustitución procesal mortis causa [por causa de muerte] de la demandante. 

Derecho de la demandante que no se transmite a su fallecimiento. El hijo de la demandante no 

tiene legitimación para sostener la acción iniciada por su madre, ya que no se produce la 

sucesión en el derecho. Carencia sobrevenida de objeto del proceso. Archivo de las 

actuaciones sin imposición de costas.    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 20 noviembre 2012. JUR 2012\377405    

 

TITULOS NOBILIARIOS: Orden irregular establecido por el fundador del título y no alterado por 

acto del Rey. Preferencia de la hermana del último poseedor sobre la hija de este. Real Carta 

de sucesión otorgada en 2005 a favor de la hermana, previo expediente con audiencia de la 

hija, y Real Decreto de 1984 autorizando al último poseedor a designar sucesora a su hija, pero 

sin voluntad regia de alterar el orden irregular de suceder por haberse ocultado este y evitado 

la audiencia de quien tenía ... Más    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), sentencia núm. 725/2012 de 10 diciembre. JUR 2012\401733    

 

Recurso de casación interpuesto por la vía del ordinal 3º contra Sentencia recaída en juicio 

ordinario sobre declaración de mejor derecho a poseer título nobiliario, seguido por razón de la 

materia.- Admisión del recurso.- Aplicación Ley 37/2011.-    

TS (Sala de lo Civil, Sección 1ª), auto de 8 enero 2013. JUR 2013\20659.    

 

 

 

 


